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SECCION  EDITORIAL 

SERVICIO  MEDICO  FORENSE 


Entre  las  obras  que  dan  mayor  realce  a 
la  labor  administrativa  del  licenciado  Gui- 
llermo Sáenz  de  Tejada,  actual  Presidente 
del  Poder  Judicial,  se  destacan  por  su  im- 
portancia: la  organización  del  Departa- 
mento de  ■ Estadística  Judicial  y la  crea- 
ción del  Protocolo  del  Servicio  Médico  Fo- 
rense, que  se  encuentran  ya  en  perfecto 
funcif)pamiento. 

A simple  vista  pudiera  pasar  desaperci- 
bido el  amplio  alcance  de  esta  innovación, 
pero  conociendo  su  objeto  y principal- 
mente las  ventajas  que  reporta  en  pro  de 
la  administración  de  justicia,  se  deja  de 
justificar  su  establecimiento  para  aplau- 
dir la  acción  que  lo  puso  en  vigor. 

Por  demás  está  decir,  que  hoy  al  apre- 
ciar sus  beneficios,  surge  de  inmediato  la 
pregunta  de  cómo  es  que  antes  no  se  ha- 
bla pensado  en  ello,  y lo  que  es  más  que 
no  hubiera  una  voluntad  que  le  diera  rea- 
lidad. 

Pero,  veamos  de  qué  se  trata. 

La  idea  original  asi  como  la  preparación 
propiamente  científica,  corresponde  al 
doctor  Carlos  Federico  Mora;  queremos 
con  ésto  agregar  una  razón  más  — la  con- 
tundente pudiera  decirse — que  testimo- 
nia elocuentemente  la  importancia  del 
trabajo  y su  imprescindible  necesidad. 

Decíamos  que  el  Dr.  Mora  — ilustre  co- 
laborador de  esta  Revista — preparó  ios 
originales  que  se  imprimieron  con  la  co- 
rección  y esmero  requeridos,  pues  se  trata 
de  que  en  el  Servicio  Médico  Forense  de 
esta  capital  y en  los  departamentos,  se  con- 
serven perfectamente  coleccionados  los  de- 
talles de  los  reconocimientos  médicos  y au- 
topsias practicadas,  para  obtener  en  cual- 
quier momento  reproducciones  o nuevos 


informes  o copias  certificadas  que  en  todo 
caso  pudiera  demandar  o requerir  la  situa- 
ción de  las  diligencias  judiciales. 

Hasta  hoy,  aquellas  prácticas  médico- 
forenses  constaban  únicamente  en  el  in- 
forme escrito  que  se  consignaba  al  tribu- 
nal solicitante  de  tales  diligencias;  y los 
extravíos,  alteraciones,  etc.,  etc.,  quedaban 
al  azar  — pudiera  decirse — pues  luego,  ya 
no  había  manera  de  reponer  lo  constata- 
do en  cada  acto.  Hasta  aquí  el  mal  tenía 
fácil  remedio,  pues  con  ordenar  el  colec- 
cionamiento  de  cada  informe  o acta  y la 
expedición  de  certificaciones  o testimonios 
para  cada  caso,  bien  hubiera  ido.  Pero 
puestos  en  el  plano  de  llevar  hasta  su  total 
germinación,  la  simiente  de  reforma,  se 
creyó  conveniente  — ^y  claro  que  lo  es — 
distribuir  a todos  los  servicios  médico- 
forenses,  formularios  impresos  que  serán 
los  que  deben  contener  la  reseña  de  toda 
autopsia  o reconocimiento  que  practiquen. 

Desde  luego,  se  obtiene  exacta  unifor- 
midad para  esta  clase  de  diligencias  ju- 
diciales, lo  que  vale  decir  claridad  y abso- 
luta precisión  que  desde  luego  redunda  en 
una  mejor  organización  de  este  servicio; 
y lo  que  es  más,  con  los  formularios  de 
mérito,  se  puede  exigir  la  más  completa 
Información  médica  del  caso  sometido  al 
conocimiento  del  Servicio;  pues  contienen 
- -los  formularios — todos  los  detalles  ne- 
cesarios, desde  el  mínimo  hasta  el  necesa- 
rio e imprescindible. 

Veamos  una  breve  descripción.  Prime- 
ramente, puede  dividirse  en  dos  secciones; 
la  gráfica  y la  escrita. 

La  sección  gráfica  se  subdivide  en  otras 
dos  partes,  a su  vez.  Siendo  una  minucio- 
sa descripción  del  cuerpo  humano,  locali- 
zándose en  detalle  todas  las  regiones  de 
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que  consta,  con  aplicación  del  nombre  ana- 
tómico que  a cada  una  corresponde;  las 
partes  menores — que  pudiéramos  decir  se 
detallan  por  separado,  asi:  la  cabeza,  las 
manos  y los  pies;  y como  arriba  se  indica, 
consta  de  dos  partes,  pues  una  se  contrae 
a la  parte  anterior  o frente  del  cuerpo  hu- 
mano, y la  otra  a la  parte  posterior.  Te- 
nemos asi.  Un  auxiliar  importante  para  el 
médico,  para  el  juez  y para  el  abogado, 
quienes  pueden  precisar  con  exactitud  la 
situación  de  las  lesiones,  su  dirección,  re- 
giones afectadas,  etc.,  etc.,  y abandonar  el 
sistema  imaginativo  a que  obligaba  la  des- 
cripción relatada  por  escrito  del  médico,  e 
incomprensible  en  la  mayoría  de  las  ve- 
ces para  personas  no  versadas  en  puntos 
anatómicos.  Luego,  la  importancia  de 
esta  sección  es  irrecusable. 

La  segunda  sección,  la  escrita  o des- 
criptiva, también  se  subdivide  en  dos  par- 
tes: una  que  corresponde  a autopsias  de 
adultos  y la  otra  a la  de  recién  nacidos  o 
fetos.  La  primera  contiene  en  introduc- 
ción, fecha,  tribunal  de  procedencia,  nom- 
bre de  la  víctima,  su  filiación  con  inclu- 
sión del  dactUograma  u otras  señales  para 


cadáveres  no  identificados;  luego  los  pá- 
rrafos siguientes:  I.  Examen  externo;  y 
II.  Examen  interno,  que  comprende:  1.  Ca- 
vidad creaneana,  2.  Cavidad  Torácica,  3. 
Organos  del  cuello,  4.  Cavidad  abdominal, 
5.  Raquis  y cavidad  raquídea,  y 6.  Exáme- 
nes complementarios.  La  parte  destinada 
para  las  autopsias  de  recién  nacidos  o fe- 
tos, contiene  parecidos  detalles,  con  las  di- 
ferencias consig-uientes  y necesarias,  des- 
de luego. 

No  queda  sino  decir  que  las  ventajas 
consiguientes  a esta  innovación  ya  se  es- 
tán palpando,  con  la  uniformidad  del  ser- 
vicio en  general,  el  conocimiento  de  deta- 
lles que  antes  pudieran  pasar  desapercibi- 
dos, el  fiel  coleccionamiento  y guarda  del 
detalle  de  cada  caso,  y otros  que  omitimos 
por  considerar  suficientes  los  expuestos. 


N.  de  la  R.  — En  páginas  interiores  y co- 
mo completo  a la  anterior  descripción,  pu- 
blicamos reproducciones  reducidas  en  fo- 
tograbado, las  que  permiten  una  total  apre- 
ciación derla  importancia  del  Protocolo  Mé- 
dico Forense. 
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SECCION  JUDICIAL 

JURISPRUDENCIA  OE  LA  CORTE  SUPREMA  OE  JUSTICIA 


CIVIL 

JUICIO:  ordinario  doble,  sostenido  entre 
los  señores  Mariano  Cienfitegos,  Fer- 
nando y Humberto  Grazioso  y Jack 
Proby  Amstrong. 

DOCTRINA:  No  puede  estimarse  que  esté 
viciado  de  nulidad,  un  contrato  en  el 
que,  con  toda  la  pr&sición  debida^  se 
consignen  las  obligaciones  de  los  con- 
tratantes. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
tres  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta 
y dos. 

Por  recurso  de  Casación  y con  los 
antecedentes  respectivos  se  examina  ia 
sentencia  que  dictó  la  Sala  2‘>  de  la  Corte 
de  Apelaciones  el  diez  y ocho  de  Ahril  del 
año  en  curso,  en  el  juicio  ordinario  doble 
que  sostienen,  don  Mariano  Cienfuegos  y 
don  Fernando  Grazioso,  y don  Humberto 
de  igual  apellido,  con  las  personas  men- 
cionadas y don  Jack  Proby  Amstrong,  co- 
mo representante  de  la  Compañía  “Alíiance 
Assurance  Company”. 

El  fallo,  que  fué  proferido  por  mayoría 
de  votos,  pues  salvó  el  suyo  el  señor  Magis- 
trado Octavio  Aguilar,  confirmó,  en  todas 
sus  partes,  el  que  pronunció  el  Juez  2P 
Departamental,  con  fecha  veintiuno  de 
Enero  de  este  año,  en  el  cual  declara:  1? — 
que  dentro  de  tercero  dia  debe  pagar  don 
Jack  Proby  Amstrong  a don  Mariano 
Cienfuegos  la  cantidad  de  DOS  MIL  OCHO- 
CIENTOS PESOS  ORO  AMERICANO,  que 
se  encuentra  depositada  en  la  casa  “Ams- 
trong y Compañía”,  la  que  le  pertenece 
en  virtud  de  transacción  celebrada  ante  el 
Notario  J.  Francisco  Medina;  2P — que  co- 
mo consecuencia  de  la  declaración  ante- 
rior y por  falta  de  prueba,  se  absuelve  de 
la  demanda  de  tercería  al  señor  Cienfue- 
gos; y 3P — que  no  hay  especial  condena- 
ción en  las  costas.  Hecho  el  estudio  de 
los  autos,  aparecen  de  manifiesto  los  pun- 
tos siguientes: 

— Que  el  diez  y siete  de  Junio  de  mil 
novecientos  treinta  y uno  se  presentó  don 
Mariano  Cienfuegos,  auxiliado  por  el  abo- 
gado J.  Francisco  Medina,  ante  el  Juez 
29  Departamental,  demandando  de  don 


Fernando  Grazioso  la  entrega  de  DOS 
MIL  OCHOCIENTOS  DOLARES,  deposita- 
dos en  la  casa  “Amstrong  y Compañía”,  y 
que  le  corresponden  como  pago  de  los  da- 
ños y perjuicios  consignados  en  la  escritu- 
ra pública  que  autorizó  el  Notario  J.  Fran- 
cisco Medina  el  veinticuatro  de  Enero  de 
ese  mismo  año;  instrumento  en  el  que  don 
Fernando  Grazioso  se  compromete  por  si 
a pagar  al  demandante  tal  suma. 

29 — Que  por  rebeldía  acusada  al  señor 
Grazioso  se  tuvo  por  contestada  en  senti- 
do negativo  la  demanda,  y se  abrió  el  jui- 
cio a pruebas,  dilación,  durante  la  que  el 
señor  Cienfuegos  rindió  las  siguientes: 

(a)  Una  certificación  del  Juzgado  59  de 
19  Instancia,  que  contiene  la  declaración 
de  Francisco  Guerra; 

(b)  Otra  del  mismo  Tribunal,  en  la  que 
se  certifica  el  testimonio  de  la  escritura 
pública  del  poder  otorgado  por  don  Hum- 
berto Grazioso  a favor  de  don  Fernando 
del  mismo  apellido,  ante  el  Notario  Va- 
lerio Ibarra  Z.; 

(c)  Certificación  del  testimonio  de  la 
escritura  pública  que,  con  fecha  siete  de 
Octubre  de  mil  novecientos  treinta,  auto- 
rizó el  Notario  Pablo  Porres  L.,  en  la  que 
se  amplió  la  sociedad  "Capuano  y Grazio- 
so”; 

(d)  Certificación  del  testimonio  de  la 
escritura  pública  de  fecha  primero  de 
Agosto  de  mil  novecientos  treinta,  en  la 
que,  ante  los  oficios  del  Notario  Alfredo 
Alarcón  Orellana,  se  formó  la  razón  so- 
cial “Capuano  y Grazioso”;  y 

(e)  Otra  Certificación  del  testimonio  de 
la  escritura  de  transacción  que  autorizó 
el  Notario  J.  Francisco  Medina  el  veinti- 
cuatro de  Enero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y uno. 

La  parte  demandada  no  adujo  prueba 
alguna. 

39 — Que  a este  juicio  se  acumuló  la 
tercería  excluyente  de  dominio,  que  el 
veinte  de  Julio  de  mil  novecientos  treinta 
y uno  introdujo  don  Humberto  Grazioso 
en  el  juicio  ordinario  de  que  se  ha  hecho 
referencia,  en  la  que  a la  vez  demanda  al 
señor  Amstrong  para  que,  dentro  del  tér- 
mino de  veinticuatro  horas  le  entregue  la 
suma  de  DOS  MIL  OCHOCIENTOS  PE- 
SOS ORO  AMERICANO,  que  indebidamente 
retenía,  según  el  tercerista. 
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El  fundamento  de  esta  demanda  es  el 
de  que  la  Sociedad  “Capuano  y Grazioso”, 
entró  en  liquidación  voluntaria,  y para  el 
efecto,  los  tres  socios  suscribieron  la  es- 
critura pública  que  autorizó  el  Cartulario 
David  E.  Galicia,  con  fecha  diez  y siete 
de  Julio  de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
en  la  cual  consta,  entre  otras  cosas,  que 
el  activo  y pasivo  queda  a cargo  de  don 
Humberto  Grazioso  y por  consiguiente  le 
corresponde  la  suma  antes  mencionada, — 
que  se  encuentra  depositada  en  la  casa 
“Amstrong  y Compañía”. 

En  la  tercería  el  señor  Grazioso,  don 
Humberto,  rindió  como  prueba  de  su  par- 
te un  testimonio  del  documento  que  le 
sirve  de  base  a su  demanda;  y el  señor 
Cienfuegos  adujo  como  tales,  las  mismas 
que  presentaba  en  el  juicio  ordinario  que 
entabló  contra  don  Fernando  Grazioso, 
asi  como  una  copia  simple  de  la  transac- 
ción ya  referida. 

40 — Que  en  la  2?'  Instancia  de  la  con- 
tienda judicial,  don  Humberto  Grazioso, 
rindió  como  pruebas: 

(a)  Una  certificación  del  Juzgado  2ó  De- 
partamental, de  los  fallos  de  la  y 2^ 
Instancia  dictados  en  el  juicio  ordinario 
que  sostuvieron  los  señores  Salvador  Da- 
caret  y Jorge  Mansur,  sobre  nulidad  de 
una  escritura  pública 

b)  Una  certificación  del  inventario  que 
se  hizo  de  los  bienes  que  se  salvaron  del 
incendio. 

c)  Un  atestado  del  Juzgado  5P  de  1®  Ins- 
tancia Departamental  que  contiene  el  acta 
de  entrega  de  las  miercaderías  y muebles' 
a José  Angel  Fonseca,  de  fechai  diez  de' 
Junio  de  mil  novecientos  treinta  y uno. 

d)  Certificación  extendida  por  la  Sala 
3^  de  la  Corte  de  Apelaciones,  de  las  sen- 
tencias de  y 2^  Instancia,  dictadas  en 
el  proceso  seguido  a Femando  Grazio.so  y 
compañeros  por  el  delito  de  incendio. 

e)  Testimonio  del  finiquito  otorgado 
por  los  señores  Capuano  y Grazioso  a fa- 
vor de  “Alliance  Assurance  Company  Li- 
mited”, con  fecha  seis  de  Junio  de  mil  no- 
vecientos treinta  y uno  ante  los  oficios 
del  Notario  Francisco  Villagrán. 

f)  Testimonio  de  las  escrituras  públicas 
autorizadas  por  el  Notario  David  E.  Gali- 
cia y Valerio  Ibarra  Z.,  que  se  de.iaron  re- 
lacionadas antes;  en  esa  misma  Instan- 
cia, don  Mariano  Cienfuegos  presentó  al 
juicio  un  testimonio,  de  la  transacción  que 
autorizó  el  Notario  José  Francisco  Medi- 
na, y otro  del  contrato  de  ampliación  de 
la  sociedad  “Capuano  y Grazioso”,  que 
pasó  ante  los  oficios  del  Cartulario  Pablo 
Porres  L. 


Con  esas  bases  fué  dictadas  la  senten- 
cia recurrida  por  don  Humberto  Grazioso, 
auxiliado  por  el  Abogado  Vicente  J.  Ro- 
sal, quien  citó  como  violados  los  Aitica- 
los  1825  1828,  2431,  2432,  2433,  2434,  2435, 
2436,  2438,  1073,  1812,  1821,  1824.  C.  C.  257, 
284,  261,  262,  264  C.  de  C.,  163,  711,  714, 
719,  712,  P.  C.,  46  y 184  Decreto  273. 

considerando; — Que  la  escritura  pú- 
blica que  autorizó  el  Notario  J.  Francisco 
Medina  en  esta  ciudad  el  veinticuatro  de 
Enero  de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
en  la  que  consta  la  transacción  celebrada 
por  los  señores  Mariano  Cienfuegos,  Fer- 
nando Grazioso,  Juan  B.  A.  Castillo  y Ra- 
m¡iro  Gutiérrez  y que  sirve  de  base  a la 
demanda  entablada  por  el  señor  Cienfue- 
gos a don  Fernando  Grazioso,  justifica  de 
una  manera  plena  que  este  señor  se  com,- 
prometió  a pagar  en  su  carácter  personal 
al  demandante  la  suma  de  DOS  MIL 
OCHOCIENTOS  DOLARES,  de  la  parte 
que  le  correspondía  en  el  seguro  de  diez 
mil  pesos  oro  americano,  con  que  la  casa 
“Alliance  Assurance  Company  Limited” 
garantizaba  los  riesgos  contra  incendio  a 
la  sociedad  “Capuano  y Grazioso”,  pago 
que  tenia  por  objeto  indemnizar  al  recla- 
mante los  daños  y perjuicios  que  sufrió  al 
destruirse  su  taller’  de  zapatería  con  mo- 
tivo del  incendio  de  uno  de  los  edificios 
de  la  indacada  razón  social  “Capuano  y 
Grazioso”. 

Asimismo,  está  probado  de  una  ma- 
nera completa  en  los  autos,  que  la  Com- 
pañía aseguradora  pagó  a los  señores  Ca- 
puano y Grazioso  el  valor  de  la  póliza  y 
que  en  la  Casa  Amstrong  y Compañía  quedó 
en  depósito  voluntario  la  suma  de  DOS 
MIL  OCHOCIENTOS  DOLARES  que  com- 
prometió don  Fernando  Grazioso,  de  la 
parte  que  a él  correspondía,  para  ser  en- 
tregada a la  persona  que  designen  los  Tri- 
bunales de  Justicia.  • 

Como  la  acción  intentada  por  el  señor 
Cienfuegos  tiene  por  objeto  que  se  le  en- 
treguen los  DOS  MIL  OCHOCIENTOS  DO- 
LARES depositados  en  la  Casa  Amstrong 
y Compañía,  y esta  aparece  plenamente 
justificada  en  los  autos  con  la  escritura 
autorizada  por  el  Notario  J.  Francisco 
Medina,  es  evidente  que  la  Sala  2^  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  al  fallar  en  la  forma 
en  que  lo  hizo,  no  violó  los  Artículos  46, 
184  Decreto  273,  163,  711,  673,  712,  714  y 
719  P.  C.,  que  cita  el  recurrente;  porque 
dicho  instrumento  no  está  viciado  de  nu- 
lidad, desde  el  momento  en  que,  con  toda 
claridad  se  consigna  en  él  la  obligación 
personal  que  contrajo  don  Fernando  Gra- 
zioso de  pagar  la  indicada  cantidad  al  se- 
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ñor  Ci  enfuegos,  contrato  en  el  que  para 
nada  se  compromete  a la  Sociedad  de  que 
formaba  parte  este  señor,  por  más  que  en 
la  introducción  de  la  escritura  se  haya 
dicho  que  don  Fernando  Grazioso  compa- 
recía por  si  y en  representación  de  la  So- 
ciedad Capuano  y Grazioso. 

CONSIDERANDO:— Que  el  Tribunal  de 
2»  Instancia  tampoco  infringió  con  su  sen- 
tencia, los  Artículos  1825,  1828,  2431,  2432, 
2433,  2434,  2435  2436,  2438,  1073,  1812,  1821, 
1824.  C.  C.  257,  284,  261,  262  y 263  C.  de  C., 
que  estima  el  recurrente  como  violados, 
porque,  además  de  que  ya  se  dijo  que  el 
contrato  de  transacción  no  está  viciado  de 
nulidad  y con  toda  claridad  establece  la 
obligación  personal  de  don  Fernando  Gra- 
zioso  y no  de  la  Sociedad  Capuano  y Gra- 
‘zioso,  don  Mariano  Cienfuegos  no  de- 
manda a esta  entidad,  sino  su  reclamo  lo 
dirige  directamente  contra  don  Fernando, 
en  su  carácter  individual,  para  que  le  pa- 
gue los  DOS  MIL  OCHOCIENTOS  DOLA- 
RES depositados  en  la  casa  Amstrong  y 
Compañía,  de  la,  parte  que  le  correspondió 
por  la  póliza  de  diez  mil  dólares,  como 
uno  de  los  tres  socios  que  componían  la 
persona  jurídica  asegurada  en  la  “Allian- 
ce  Assurance  Company  Limited”.  Y,  si 
bien  es  cierto,  que  en  el  juicio  está  de- 
mostrado con  la  escritura  pública  que  au- 
torizó el  Notario  David  E.  Galicia  el  diez 
y siete  de  Julio  de  mil  novecientos  treinta 
y uno  que  la  Sociedad  Capuano  y Gra- 
zioso se  disolvió  y liquidó  en  esa  fecha,  y 
que  don  Humberto  Grazioso  asumió  el  ac- 
tivo y pasivo,  ño  lo  es  menos  que,  tal  li- 
quidación, en  manera  alguna,  puede  per- 
judicar los  derechos  ya  adquiridos  por  don 
Mariano  Cienfuegos  en  la  escritura  públi- 
ca de  fecha  veinticuatro  de  Enero  de  mil 
novecientos  treinta  y uno,  porque  se  hizo 
con  posterioridad  a la  transacción  que  dió 
margen  al  litigio. 

POR  TANTO: — El  Tribunal  de  Casación, 
con  poyo  en  las  leyes  que  deja  citadas  y 
en  los  Artículos  1867,  1887  y 1889  P.  C. 
DESESTIMA  el  recurso  extraordinario  de 
que  se  ha  hecho  mérito,  condena  al  recu- 
rrente al  pago  de  las  costas  de  la  inciden- 
cia, y a la  pérdida  del  depósito,  en  favor 
de  los  fondos  de  Justicia. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos  a 
donde  corresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Leonardo  Lara 
G. — Federico  O.  Salazar. — Carlos  Cas- 
tellanos R.—J.  León  Samayoa. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.” 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala 
diez  y seis  de  Junio  de  mil  novecientos 
treinta  y dos.  — 


Visto  para  resolver  el  incidente  que  pro- 
puso don  Humberto  Grazioso,  con  el  au- 
xilio del  Abogado  Pablo  Porres,  con  fecha 
seis  del  corriente  mes,  con  el  fin  de  que 
se  aclare  y amplíe  la  sentencia  que  dictó 
este  Tribunal  el  tres  del  mismo  mes;  y 

CONSIDERANDO: — Que  la  articulación 
propuesta  por  el  señor  Grazioso  es  entera- 
mente infundada,  desde  el  momento  en 
que  la  sentencia  aludida,  no  es  oscura  ni 
contradictoria,  y que  en  ella  no  se  incu- 
rrió en  alguna  de  las  omisiones  que  se- 
ñala el  Articulo  186  del  Decreto  273,  úni- 
cos casos  en  que  procedería  la  aclaración 
y ampliación. 

Que  la  circunstancia  de  que  el  Tribunal 
de  Casación  haya  condenado  a la  persona 
que  interpuso  el  recurso  extraordinario  al 
pago  de  las  costas  del  incidente,  en  ma- 
nera alguna  implica  que  se  esté  califican- 
do de  temerario  al  litigante  que  hizo  uso 
del  recurso,  ya  que  por  haberse  desesti- 
mado este,  procedía  la  condenación  en 
costas  ya  mencionada,  de  entero  acuerdo 
con  lo  que  ordena  el  Artículo  1887  P.  C., 
lo  que  de  ningún  modo,  es  motivo  funda- 
do para  la  interposición  del  incidente  que 
se  examina. 

POR  TANTO: — ^La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  apoyo  en  lo  que  disponen  los 
Artículos  185,  186  Decreto  273,  881,  883  y 
1887  P.  C.,  declara:  sin  lugar  la  articula- 
ción de  que  se  ha  hecho  mérito.  Notifi- 
quese,  y como  está  mandado,  devuélvanse 
los  autos. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Lara  G. — Salazar. — 
Castellanos  R. — Samayoa. — Juan  Fernán- 
dez C.’’ 


CIVIL 

JUICIO:  ordinario  sobre  servidumbre  de 
. paso  seguido  por  Germán  Valladares 
contra  Luis  Coronado  Pérez. 

DOCTRINA:  El  que  haga  uso  de  una  sali- 
da aunque  incómoda,  para  la  explota- 
ción de  su  finca,  no  puede  por  su 
conveniencia  personal,  exigir  el  paso 
por  otros  sitios. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Por  recurso  de  cásación  se.  examina  ia 
sentencia  dictada  el  ocho  de  Septiembre 
del  año  en  curso  por  la  Sala  de  la  Cor- 
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te  de  Apelaciones  en  el  juicio  ordinario 
que  sobre  servidumbre  de  paso  siguió  don 
Germán  Valladares,  contra  don  Luis  Co- 
ronado Pérez,  en  la  que  revocando  la  ab- 
solutoria proferida  por  el  Juez  de  Iji  Ins- 
tancia Territorial  de  Chiquimulilla,  de- 
clara: que  don  Luis  Coronado  Pérez  está 
obligado  a permitir  al  propietario  de  la 
finca  “Las  Cañadas”,  don  Germán  Valla- 
dares, el  paso  o salida  a la  via  pública  por 
la  parte  de  la  finca  “Belem  Bella  Vista”,  que 
desvió,  con  derecho,  a una  indemnización 
equivalente  al  perjuicio  que  le  ocasione  ese 
gravamen  y que  no  hay  especial  condena- 
ción en  costas.  Las  partes  según  cons- 
tancias del  juicio,  para  litigar,  estando 
representado  el  señor  Pérez,  por  su  apode- 
rado don  Miguel  Garda  C. 

RESULTANDO:  que  el  veintiséis  de  Oc- 
tubre de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
don  Germán  Valladares  se  presentó  ante 
el  Juez  de  lá  Instancia  Territorial  de  Chi- 
quimulilla, manifestando:  que  ese  día  fué 
notificado  de  la  sentencia  que  dicho  fun- 
cionario dictó  en  el  juicio  sumario  de  des- 
pojo que  le  entabló  a don  Luis  C.  Pérez, 
absolviendo  en  ella  al  demandado  por  no 
estar  llenados  los  dos  extremos  de  haber 
poseído  y dejado  de  poseer,  dejándole  el 
derecho  de  alegar  su  acción  en  la  vía  or- 
dinaria. Que  enterado  de  dicha  senten- 
cia y haciendo  uso  del  derecho  que  se  le 
daba  expuso:  que  su  propiedad  al  no  dar- 
le la  salida  que  legalmente  tenia  a la  vía 
pública,  o sea  el  camino  real  que  conduce 
a esta  capital  y a Pueblo  Nuevo  Viñas,  ha 
quedado  completamente  enclavada  sin  sa- 
lida alguna,  pues  si  bien  era  cierto  que  su 
antiguo  dueño  don  Ezequiel  Ojeda  le  ha- 
bía dado  salida  por  el  rumbo  poniente,  fue 
por  la  razón  de  que  esta  finca  había  for- 
mado un  sólo  cuerpo  con  sus  demás  pro- 
piedades, que  quedan  por  el  poniente;  pero 
que  esto  no  quería  decir,  que  hoy  que  eran 
de  su  pertenencia,  pudiera  tener  el  misñio 
derecho,  ya  que  al  ser  asi,  tendría  la  ne- 
cesidad de  atravesar  todos  los  terrenos  de 
Ojeda  que  son  quebrados  e impropios  para 
una  seiTidumbre  de  paso;  que  en  las  fin- 
cas de  Ojeda  no  pesan  servidumbres  en 
favor  de  su  terreno,  pues  este  señor  al  ena- 
jenarle la  propiedad  había  cerrado  el  lin- 
dero, y de  allí,  que  haya  quedado  sin  sa- 
lida a la  Via  pública  y que  como  la  ley  de- 
terminaba que  a toda  propiedad  que  que- 
dara enclavada  se  debe  dar  salida  por  el 
lugar  más  cercano  y como  las  propiedades 
de  don  Luis  C.  Pérez,  por  rumbos  Norte, 
Oriente  y Sur  limitaban  con  su  propiedad, 
habiendo  por  los  rumbos  Oriente  y Sur  las 


servidumbres  antiguas  pertenecientes  a su 
terreno,  las  que  si  el  señor  Ojeda  no  usó, 
fué  porque  dicho  terreno  formó  un  sólo 
cuerpo  con  sus  demás  propiedades;  que 
colindando  su  propiedad  con  camino  real 
de  por  medio  por  el  rumbo  Oriente  con  te- 
rreno del  señor  Pérez,  creía  y es  así,  que 
por  tal  lugar  pueda  dársele  la  salida  a la 
vía  pública;  pero  que  si  el  señor  Pérez  por 
un  verdadero  capricho  o porque  en  tal  lu- 
gar le  causaba  algún  daño  no  permitiera 
la  servidumbre  que  solicitaba,  que  enton- 
ces se  le  obligara  al  paso  por  el  lugar  de- 
nominado “El  Surumay”,  o sea  por  rumbo 
Sur  y concluyó  por  último,  pidiendo  que 
en  vista  de  las  razones  expuestas  se  obli- 
gara a Pérez  a darle  la  servidumbre  de 
paso  que  legalmente  reclamaba,  ya  que 
sus  propiedades  quedaban  más  inmediatas 
a la  vía  pública. 

RESULTANDO:  que  don  Luis  Coronado 
Pérez  por  medio  de  su  apoderado  don  Mi- 
guel García  C.,  al  contestar  el  traslado 
que  se  le  confirió  en  vía  ordinaria,  expu- 
so: que  poseía  una  propiedad  rústica  en 
que  colindad  ai  por  su  parte  Poniente,  puntó 
discutido,  con  la  propiedad  del  deman- 
dante, hacia  más  o menos  diez  y seis  años, 
que  construyó  un  camino  de  herradura 
costeado  por  él  y que  pasando  por  su  lin- 
ca denominada  “Belem  Bella  Vista”  con- 
duce a Pueblo  Nuevo  Viñas  y que  es  el  mis- 
mo que  a él  le  sirve  y por  tal  circunstan- 
cia se  encarga  de  conservarlo  en  buen  es- 
tado; que  por  lo  fangoso  e intransitable 
que  las  continuas  lluvias  dejaban  el  ca- 
.niino  en  la  colindanda  con  la  heredad  del 
actor,  dispuso  darle  un  nuevo  trazo  en 
línea  más  recta  y en  beneficio  no  sólo  de 
él,  sino  de  la  generalidad,  para  lo  cual  so- 
licitó de  la  municipalidad  de  Guazacapán 
el  permiso  necesario  y concedido  que  le 
fué  en  sesión  celebrada  para  el  efecto,  ve- 
rificó el  trabajo  necesario. 

Que  el  señor  Valladares  al  obtener  el  te- 
rreno que  posee  por  compra  que  hizo  a 
don  Ezequiel  Ojeda,  recibió  como  servi- 
dumbre de  paso,  la  que  legalmente  le  co- 
rresponde y que  era  la  que  le  quedaba  al 
rurhbo  Sudoeste  de  su  propiedad;  y que 
Valladares  al  exigirle  después  de  haber 
perdido  el  sumario  de  despojo  que  inició 
reclamándole  la  servidumbre  de  paso  más 
próxima  a la  vía  pública  o en  su  defecto 
la  antigua  del  lugar  denominado  ‘‘El  Su- 
rumay”, no  tenia  base  alguna.  Que  la  más 
próxima  a la  via  pública  era  indudable- 
mente la  que  solictiaba  Valladares,  pero 
que,  teniendo  este  acceso  de  salida  por  la 
propiedad  de  Ojeda,  no  tenía  necesidad  de 
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procurarse  otra,  ya  que  su  propiedad  no 
estaba  enclavada  y que  lo  hacía  por  ca- 
pricho de  cerrar  esa  servidumbre  con  de- 
trimento de  los  intereses  de  su  propiedad. 
Que  si  la  via  que  pretendía  cerrar  Va- 
lladares no  le  presentaba  todas  las  como- 
didades para  el  tránsito,  que  él  estaba  en 
la  obligación  de  hacerle  todas  las  mejoras 
que  quisiera  y que  en  cuanto  a la  servi- 
dumbre de  “El  Surumay”,  no  tenía  nin- 
gún derecho  a ella  por  haberla  perdido 
por  prescripción,  dado  el  lapso  de  veinte 
años  transcurridos.  Que  como  la  ley  exi- 
gía un  título  de  propiedad,  pedía  que  el 
actor  comprobara  el  derecho  que  le  asis- 
tía para  tal  pretensión,  ya  que  era  él  a 
quien  correspondía  probar  la  base  de  su 
acción  y concluyó  protestando  las  costas, 
daños  y perjuicios  que  le  ocasionara  la  ac- 
ción intentada. 

RESULTANDO:  que  abierto  el  juicio  a 
prueba  por  el  término  de  treinta  días,  se 
rindieron  por  parte  del  actor,  las  siguien- 
tes: información  testimonial  de  los  seño- 
res Hermenegildo  Ojeda,  Francisco  Bari- 
llas,  Juan  Ceballos,  Federico  Solís  y Eze- 
quiel  Ojeda,  quienes  declararon  de  acuer- 
do con  el  interrogatorio  y que  dice:  ló  so- 
bre generales  de  ley;  2’>  don  Ezequiel  Oje- 
da diga  si  no  es  cierto  que  el  terreno  que 
le  vendió  denominado  “Las  Cañadas’  for- 
maba parte  de  sus  demás  propiedades,  es 
decir,  un  solo  cuerpo;  3?  diga  el  señor  Óje- 
da  si  también  es  cierto  que  al  venderme 
tal  propiedad  fué  con  la  condición  de  que 
ya  no  me  daría  servidumbre  de  paso  por 
sus  demás  propiedades,  porque  esta  atra- 
viesa otrais  de  su  hermano  Francisco, 
por  cuya  razón  me  cerró  tal  servidumbre; 
4ó  diga  el  mismo  Ojeda  que  al  proceder 
en  la  forma  que  lo  indica  la  pregunta  an- 
terior fué  por  la  razón  de  que  mi  terreno 
por  el  rumbo  Oriente  colindaba  con  el  ca- 
mino real  que  conduce  a la  capital  y otras 
poblaciones  del  Norte;  59  el  mismo  Ojeda 
que  si  también  es  cierto  que  el  mismo  te- 
rreno además  de  colindar  con  el  citado  ca- 
mino, tenía  servidumbre  de  paso  por  el 
rumbo  Sur,  o sea  por  el  lugar  denominado 
“El  Surumay”;  69  las  demás  personas  si  es 
cierto  y les  consta  que  al  cerrarme  don 
Ezequiel  la  servidumbre  que  le  había  dado 
por  sus  propiedades  al  terreno  “Las  Caña- 
das”, ha  quedado  completamente  ence- 
rrado sin  salida  para  la  via  pública:  79 
los  demás  señores  digan  si  es  cierto  que 
el  lugar  más  cercano  a la  vía  pública  es 
por  el  Oriente  o sea  por  el  punto  donde 
don  Luis  Pérez  quitó  el  camino  público,  y 
89  digan  los  mismos  señores  si  es  cierto 


que  les  consta  de  vista  que  mi  terreno, 
cuando  fué  de  don  Cecilio  Donis  y de  don 
Ezequiel  Ojeda,  la  servidumbre  de  paso, 
la  tuvo  por  el  rumbo  Sur,  o sea  por  el  lu- 
gar denominado  “El  Surumay”  y un  infor- 
me rendido  por  el  sindico  municipal  don 
Gustavo  Estrada.  Por  parte  del  deman- 
dado dos  certificaciones,  la  primera  de  dos 
hojas  útiles  que  obran  a folios  16  y 17  y 
que  se  refiere  a la  declaración  que  dió  don 
Ezequiel  Ojeda  en  el  sumario  de  despojo 
que  Valladares  le  inició  y la  segunda  de  fo- 
lios 17  que  contiene  el  punto  de  acta  de 
la  sesión  que  celebró  la  municipalidad  de 
Guazacapán,  permitiéndole  un  nuevo  tra- 
zo de  camino  que  construyó  en  su  finca 
■‘Belem  Bella  Vista”. 

RESULTANDO:  que  para  mejor  fallar 
después  de  los  alegatos  de  buena  prueba, 
el  Juez  territorial  mandó  que  dentro  de 
quince  días  se  practicara  una  inspección 
ocular  en  el  lugar  de  los  hechos,  a efecto 
de  hacer  constar  claramente  si  la  finca  de 
Valladares  carecía  en  absoluto  de  salida  al 
camino  real,  si  tenía  salidas  anteriormente 
y cuáles  eran,  asi  como  los  signos  visibles 
que  lo  demuestren  cual  haya  sido  la  sali- 
da más  corta  y la  menos  perjudicial  para 
el  predio  sirviente  y si  había  otro  lugar  de 
mejores  condiciones  para  proyectar  una 
salida  mejor,  mandando  que  para  la  prác- 
tica de  esta  diligencia  que  el  Juez  de  Gua- 
zacapán pasara  a hacerla  asociado  de  dos 
expertos  de  su  nombramiento,  diligencias 
que  obran  a los  folios  45,  46,  47,  48,  49  y 50. 

RESULTANDO,  que  con  tales  bases  el 
Juez  Territorial  de  Chiquimulilla  con  fe- 
cha primero  de  Abril  del  año  en  curso  dic- 
tó sentencia  en  la  que  absuelve  a Luis  C. 
Pérez  de  la  demanda  que  sobre  servidum- 
bre legal  de  paso  le  entabló  con  fecha 
veintiséis  de  Octubre  del  año  pasado  don 
Germán  Valladares. 

RESULTANDO:  que  la  Sala  la.  al  co- 
nocer en  grado  en  virtud  de  recurso  de 
apelación  interpuesta  por  Germán  Valla- 
dares, dictó  la  que  ya  se  ha  relacionado, 
de  cuya  ejecutoria  el  apoderado  de  don 
Luis  C.  Pérez,  licenciado  don  David  Pi- 
varal  B.,  interpuso  el  presente  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  sustancial 
de  procedimiento  y por  violación  de  ley, 
citando  como  infringidas  las  disposiciones 
legales,  que  siguen:  206,  216,  737,  744,  761, 
767,  771,  774,  874  y 884  Prs.  Cvs.;  11  y 12 
del  Decreto  Legislativo  1747;  164  y 184, 
Decreto  273;  1190,  1194,  1285,  1286,  1287, 
1306,  2065  inciso  2 del  Código  Civil  antiguo 
substituido  por  el  167  del  Decreto  Legis- 
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lativo  número  1656;  1239,  1240,  1241,  1243, 
Código  Civil  218  y 219,  Decreto  272.  Pedi- 
dos los  antecedentes,  hecho  el  depósito 
fijado  a la  parte  recurrente  y señalando 
dia  para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver  lo 
que  corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO:  Que  es  improcedente 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  que- 
brantamiento de  forma,  no  sólo  porque 
no  se  expresa  en  qué  consiste  la  infrac- 
ción del  procedimiento  en  el  escrito  en 
que  éste  se  introdujo,  sino  que  aún  en  el 
supuesto,  de  que  existiera,  no  se  pidió  el 
subsanam'iento  en  el  tiempo  y forma  esta- 
blecidos por  la  ley.  Articulo  1871  Procedi- 
mientos Civiies. 

CONSIDERANDO:  que  es  procedente  la 
servidumbre  de  paso  sólo  en  el  caso  de  es- 
tricta necesidad,  y procurando  siempre 
evitar  o disminuir  en  lo  posible,  el  per- 
juicio a los  colindantes.  Por  este  motivo, 
el  que  haga  uso  de  una  salida  suficiente 
para  la  explotación  de  su  finca,'  aunque 
incómoda,  no  puede  por  su  conveniencia 
personal,  exigir  el  paso  por  otros  sitios,  y 
constando  por  la  dernanda  de  don  Ger- 
mán Valladares,  que  su  propiedad  ‘‘Las 
Cañadas”  no  está  enclavada,  pues  ha  te- 
nido libre  paso  por  los  terrenos  de  don  Eze- 
quiel  Ojeda,  es  a él  a quien  debe  recla- 
mar la  servidurhbre  en  cuestión;  ya  que  es 
un  principio  general  de  derecho,  que  si  se 
adquiere  una  finca  por  venta,  permuta 
o partición  y quedare  enclavada  entre 
otras  del  vendedor,  permutante  o copar- 
ticipe, el  paso  deben  concederlo  éstos  por 
sus  fundos,  fuera  de  que  concretando  el 
caso  sólo  a la  compra  venta,  cuando  un 
predio  se  divide  por  ésta  quedando  una 
de  ias  parcelas  enclavadas,  la  que  tiene 
acceso  a la  via  pública  queda  gravada  con 
una  servidunabre  de  paso  a favor  de  la 
otra.  Esta  es  una  consecuencia  lógica  de 
las  obligaciones  que  tiene  el  vendedor,  de 
entregar  la  cosa  vendida  al  comprador  con 
todos  sus  accesorios  y todo  lo  que  se  des- 
tina a su  uso  perpétuo  y el  más  indispensa- 
ble de  ellas  es  indudablemente,  el  de  paso. 
Y al  resolver  la  Sala  sentenciadora,  cosa 
distinta  de  lo  que  se  dice  en  la  demanda  y 
de  lo  que  expusieron  los  testigos  que  se 
examinaron  con  tal  objeto  y que  decla- 
raron de  conformlidad  con  el  interrogato- 
rio transcrito  en  la  parte  expositiva  de 
este  falio,  violó  los  artículos  1243  C.  C.  218 
y 219  Decreto  272,  que  son  unos  de  los  que 
cita  como  infringidos  el  recurrente,  por 
lo  que  es  el  caso  de  casar  y anular  la  eje- 
cutoria recurrida  para  proferir  la  que  la 
razón,  la  equidad  y la  justicia  demandan. 


POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  la  ley  apunta- 
da y de  acuerdo  con  lo  prescrito  en  los 
artículos  872,  877,  1867,  1868,  1873  y 1889 
Procedimientos  Civiles;  184,  Decreto  273; 
61,  96  y 97,  Decreto  1747,  CASA  Y ANULA 
el  fallo  recurrido  y resolviendo  sobre  lo 
principal^  declara;  IP  absuelto  de  la  de- 
manda ordinaria  que  sobre  servidumbre 
de  paso  le  entabló  don  Germán  Valladares 
a don  Luis  Coronado  Pérez;  29  que  las  cos- 
tas son  a cargo  de  ambos  litigantes,  y 39 
manda  devolver  el  depósito  constituido  en 
la  Receptoría  de  Fondos  de  Justicia. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
tribunal  de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  ordinario  de  filiación  seguido 
por  la  señorita  Victoria  Morales,  con- 
tra Manuela  de  Jesús,  Asunción  y 
Dolores  Morales  Tobar. 

DOCTRINA:  Después  de  muerto  el  pre- 
sunto padre,  no  podrá  promoverse 
juicio  sobre  la  investigación  de  la 
paternidad,  sino  mediante  demanda 
acompañada  de  la  prueba  documen- 
tal que  la  funde  y en  que,  de  una  ma- 
nera inequivoca,  se  reconozca  la  pa- 
ternidad. 


“Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
quince  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  de  casación,  la  senten- 
cia de  fecha  veintiséis  de  Septiembre  del 
año  en  curso  y su  ampliación  de  siete  de 
Octubre  del  msimo  año,  proferida  por  la 
Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  el 
juicio  ordinario  que  sobre  filiación  sigue 
la  señorita  Victoria  Morales  contra  Ma- 
nuela de  Jesús,  Asunción  y Dolores  Mora- 
les Tobar  en  que  revocando  la  que  dictó 
ei  Juez  29  de  la.  Instancia  de  este  depar- 
tamento, declara  que  Victoria  Morales  es 
hija  ilegitima  de  Eduardo  Morales  Tobar. 

RESULTANDO; — que  el  primero  de 
Marzo  del  presente  año  se  presentó  ante 
el  Juez  29  de  la.  Instancia  de  este  Depar- 
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tamento,  Victoria  Morales,  exponiendo: 
que  según  constaba  con  la  certificación 
que  acompañaba,  tuvo  lugar  su  nacimien- 
to el  veintidós  de  Febrero  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y ocho,  siendo  su  madre  doña 
Clara  Garrido  y su  padre  don  Eduardo 
Morales  Tobar;  que  este  último  fué  el  que 
dió  parte  de  su  nacimiento  al  Registro  Ci- 
vil y que  no  se  explicaba  por  qué  circuns- 
tancia no  la  reconoció  en  ese  acto,  como 
su  hija,  por  lo  que  iniciaba  el  juicio  or- 
dinario de  filiación  ofreciendo  rendir  las 
pruebas  para  demostrar  el  derecho  que 
le  asistía;  que  su  difunto  padre  era  her- 
mano de  padre  y madre  de  sus  tías  Dolo- 
res, Manuela  y Asunción  Morales  Tobar; 
que  su  padre  siempre  la  trató  como  su  ver- 
dadera hija^  pues  la  proveyó  de  lo  necesa- 
rio para  su  subsistencia  y educación  y que 
la  presentó  como  tal,  tanto  a sus  deudos 
a sus  amigos;  al  morir  la  dejó  al  lado  de  sus 
tías  ya  mencionadas;  y concluyó  pidiendo 
que  se  diera  audiencia  por  seis  días  a sus 
tías  y que  se  declare  que  era  hija  Ilegiti- 
ma reconocida  de  Eduardo  Morales  To- 
bar. Acompañó  a su  demanda  certifica- 
ción de  su  nacimiento,  certificación  de  la 
defunción  de  su  padre  y certificación  del 
Primer  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble 
de  la  operación  que  se  hizo  en  virtud  del 
testamento  que  doña  Francisca  Tobar  viu- 
da de  Morales  otorgó  a favor  de  Victoria 
y Guillermo  Morales. 

RESULTANDO:  que  las-  demandadas 
doña  Manuela  de  Jesús,  Asunción  y Dolo- 
res Morales  Tobar  al  ser  notificadas  de  la 
demanda  de  Victoria  Morales,  .se  presenta- 
ron diciendo  que  el  artículo  269  del  Decre- 
to 921  en  concordancia  con  el  268  dél  mis- 
mo decreto,  pre.scribia  que  después  de 
muerto  el  presunto  padre  no  se  podía  pro- 
mover juicio  sobre  la  investigación  de  la 
paternidad,  sino  mediante  demanda  acom 
pañada  de  prueba  documental  que  la  fun- 
de y que  de  una  manera  inequívoca  se  re- 
conozca la  paternidad  y como  la  actora  no 
había  presentado  documento  alguno,  in- 
terponían la  excepción  perentoria  de  fal- 
ta de  acción. 

RESULTANDO:  que  el  Juez  tuvo  por 
contestada  en  sentido  negativo  la  de- 
manda y por  interpuesta  la  excepción  pe- 
rentoria de  falta  de  acción,  mandando  que 
el  juicio  se  abriera  a prueba,  por  el  tér- 
mino de  treinta  días. 

RESULTANDO:  que  durante  el  tér- 
mino probatorio,  por  parte  de  la  actora, 
se  rindieron  las  pruebas  siguientes:  de- 
claración de  los  testigos  Manuel  Silva,  An- 


gela Hernández  de  Peralta,  Teresa  Caste- 
llanos, Sofía  viuda  de  Barrientes,  Rafael 
Durán,  Dolores  Kirsc;  inspección  ocular 
practicada  a solicitud  de  la  misma  actora 
en  la  casa  número  cincuentitrés  de  la  7a. 
Calle  Orlente,  diligencia  que  obra  a fo- 
lios 27  y 28  de  la  la.  pieza;  certificación 
de  la  partida  de  defunción  de  Eduardo 
Morales  Tobar;  testamento  otorgado  por 
doña  Francisca  Tobar;  certificación  del 
Primer  Registro  de  la  Propiedad  Inmue- 
ble; posiciones  articuladas  a Asunción 
Morales  Tobar,  a Dolores  Morales  Tobar  y 
a Manuela  de  los  mismos  apellidos,  en  las 
cuales  se  les  tuvo  como  confesas  por  no 
haber  comparecido.  También  se  rindió 
nueva  prueba  testimonial  de  los  testigos 
angela  Orive,  Albertina  de  León,  Julio  Man- 
cilla y Francisco  Pineda.  Las  demandadas 
propusieron  la  información  de  los  señores 
Daniel  Ramírez,  Leonardo  Herrera  y Ni- 
colás Cruz,  con  el  objeto  de  contrarres- 
tar lo  expuesto  por  los  últimos  testigo, i 
que  propuso  la  parte  actora,  en  el  sentido 
de  que  don  Eduardo  Morales  Tobar  si  sa- 
bia leer  y escribir. 

RESULTANDO:  que  vencido  el  térmi- 
no probatorio,  unidas  las  pruebas  a los 
autos  y puestas  las  constancias  correspon- 
dientes por  la  Secretaria  y llamados  au- 
tos a la  vista,  el  Juez  29,  con  fecha  vein- 
tidós de  Agosto  del  año  en  curso  dictó  sen- 
tencia absolviendo  a las  demandadas  y 
desestimando  la  excepción  perentoria  de 
falta  de  acción;  y la  Sala  2a.  al  conocer  en 
grado,  dictó  la  sentencia  de  que  se  ha  he- 
cho referencia. 

RESULTANDO:  que  la  parte  actora  pi- 
dió ampliación  en  el  sentido  que  se  les 
condenara  en  costas  a las  demandadas  y 
al  corrérseles  tra^slado  éstas  expusieron 
que  no  cabía  tal  solicitud  por  no  haber 
malicia  de  su  parte  al  defenderse,  por  lo 
que  con  fecha  siete  de  octubre  del  año  en 
curso,  la  Sala  2a.  declaró  sin  lugar  la  am- 
pliación pedida;  de  cuya  ejecutoria  y am- 
pliación, doña  Asunción  y doña  Dolores 
Morales  Tobar,  al  serles  notificadas,  con 
auxilio  del  licenciado  José  Lara,  interpu- 
sieron el  presente  recurso  de  casación^  ci- 
tando como  violados  los  artículos  24,  25  y 
269  del  Código  Civil,  o sea  el  Decreto  921, 
603  y 775  de  Procedim.ientos  Civiles.  Hecho 
el  depósito  y señalando  día  para  la  vista, 
es  el  caso  de  dictar  la  sentencia  que  co- 
rresponde en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  el  artículo  269 
del  Decreto  921  establece  de  una  manera 
bien  clara,  que  después  de  la  muerte  del 
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presunto  padre,  como  en  el  presente  caso, 
no  podrá  promoverse  juicio  sobre  la  inves- 
tigación de  la  paternidad,  sino  mediante 
demanda  acompañada  de  la  prueba  docu- 
mental que  la  funde  y en  que,  de  una  ma- 
nera inequivoca  se  reconozca  la  paterni- 
dad; salvo,  en  cuanto  al  padre  del  hijo 
postumo,  respecto  del  cual  rige  lo  dispues- 
to en  el  Articulo  268  del  mismo  Decreto, 
prueba  que  no  acompañó  la  actora  en  su 
demanda.  La  ley  transcrita  tiende  sin 
duda  alguna,  a cortar  el  abuso  que  exis- 
tia antes  de  la  reforma  del  Código  Civil 
evitando  pleitos  o litigios  que  alteran  la 
tranquilidad  de  la  familia,  pues  cierra  tal 
reforma  el  juicio  a toda  ulterior  discusión, 
que  pueda  surgir  sin  fundamento  legal  por 
las  maniobras  de  gentes  poco  escrupulo- 
sas. El  criterio  que  inspira  la  reforma  del 
Decreto  921,  es  de  no  admitir  la  investiga- 
ción de  la  paternidad  sino  con  las  restric- 
ciones que  ella  misma  enumera  taxativa- 
mente; razón  por  la  cual  la  Sala  senten- 
ciadora al  desatender  el  tenor  literal  de 
la  ley,  a pretexto  de  consultar  su  espíritu, 
es  decir,  al  salirse  de  esta  limitación  le- 
gal para  aplicar  el  caso  de  la  excepción, 
o sea  cuando  el  hijo  nace  después  de  la 
muerte  del  padre,  violó  el  articulo  269  del 
Decreto  921,  que  es  uno  de  los  que  cita  el 
recurrente;  por  lo  que  es  procedente  ca- 
sar y anular  la  ejecutoria  respectiva,  para 
dictar  la  sentencia  que  corresponde  en 
Justicia.  Articulo  1889,  Procedimientos 
Civiles. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  la  ley  citada  y lo  que 
disponen  los  Artículos  872,  875,  877,  1868 
y 1873  P.  C.  184,  Decreto  273;  y, 61.  Decreto 
1747,  declara:  PRIMERO:  — CASA  Y ANU- 
LA la  sentencia  recurrida  y resolviendo 
sobre  lo  principal  absuelve  de  la  demanda 
ordinaria  que  Victoria  Morales  instauró  a 
doña  Dolores,  Manuela  de  Jesús  y Asunción 
Morales  Tobar;  SEGUNDO:  las  costas  son 
a cargo  de  ambas  partes;  y TERCERO:  — 
manda  devolver  el  depósito  constituido'. 

Notifiquese  y con  certificación  devuél- 
vanse los  autos  al  Tribunal  .de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Solazar. 
— Alberto  Argueta  S. — José  Serrano  Mu- 
ñoz.— J.  León  Samayoa. — Ante  mí:  Juan 
Fernández  C.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO : contra  Eduardo  Aragón  Zapa- 
ta por  los  delitos  de  falsificación  de 
documentos  privados  y estafa. 

DOCTRINA:  Para  que  se  pueda  tener  por 
caracterizado  el  delito  de  falsificación 
de  documentos  privados  a que  se  re- 
fiere el  Articulo  199  C.  P.,  es  indis- 
pensable que  se  encuentre  plenamente 
justificada  la  intención  que  se  haya 
propuesto  el  delincuente,  de  lucrar  o 
de  causar  perjuicio  a tercero. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dos  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación 
y con  los  antecedentes  respectivos  se  exa- 
mina la  sentencia  que  dictó  la  Sala  2a.  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  el  once  de  Abril 
del  año  en  curso,  en  el  proceso  incoado  a 
Eduardo  Aragón  Zapata,  por  los  delitos 
de  falsificación  de  documentos  privados  y 
estafa;  y en  la  que  confirma  la  que  pro- 
firió el  Juez  49  Departamental,  con  fecha 
trece  de  Febrero  de  este  año,  declarando: 
que  Eduardo  Aragón  Zapata  es  autor  del 
delito  de  falsificación  de  documentos  pri- 
vados, a quien  impone  cuatro  años  de  pri- 
sión correccional,  por  la  agravante  de 
abuso  de  confianza,  pena  que,  con  abono 
del  tiempo  paciecido,  deberá  purgar  en  la 
Penitenciaría  Central:  le  permite  conmu- 
tar hasta  las  dos  terceras  partes  a razón 
de  veinticinco  centavos  de  quetzal  dia- 
rios, previo  pago  o afianzamiento  de  las 
responsabilidades  civiles  a que  le  deja 
afecto;  hace  las  declaraciones  relativas  a 
las  accesorias  que  corresponden,  absuelve 
al  citado  Aragón  Zapata  del  cargo  que  se 
le  formuló  por  estafa;  y finalmente,  man- 
da que  el  procedimiento  quede  abierto  con 
tra  Amadeo  Bermúdez,  quien  está  pen- 
diente de  captura. 

En  los  autos  aparece  establecido:  que 
con  fecha  quince  de  Enero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y uno,  el  Juez  49  de  Paz, 
inició  el  presente  proceso,  por  denuncia 
que  hiciera  Federico  Kong  hijo,  sobre  la 
pérdida  de  diez  y ocho  cajas  de  jabón  y 
candelas,  para  lo  que  le  falsificaron  tres 
firmas. 

Desde  luego,  fué  acusado  como  autor  de 
tales  delitos  Eduardo  Aragón  Zapata,  em- 
pleado de  la  casa  “Kong  Hermanos”,  a 
causa  de  haber  sido  recogida  por  la  poli- 
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cia  de  investigación  y Federico  Kong  hi- 
jo, parte  de  la  mercadería  mencionada,  en 
el  domicilio  de  Aragón  Zapata,  sin  que  és- 
te justificara  de  una  manera  completa 
la  razón  de  por  que  se  hallaban  cinco  ca- 
jas de  jabón  y candelas  en  su  poder. 

Durante  el  curso  del  juicio  criminal  que- 
dó evidenciado:  que  las  cajas  que  conte- 
nían candelas  y jabón’ fueron  sacadas  del 
depósito  de  los  señores  Kong  Herma- 
nos, mediante  cuatro  facturas  extendi- 
das de  los  dias  trece  al  catorce  de  enero  de 
ese  año,  a favor  de  los  señores  Doroteo 
Torres,  por  tres  cajas  de  jabón  de  gasto  y 
una  de  candelas;  de  Carlos  J.  Garda  por 
una  de  candelas  y tres  de  jabón;  de  Juan 
Enriquez,  domiciliado  en  Morán,  por  una 
de  candelas  y cinco  de  jabón;  y de  Anto- 
nio Méndez  por  una  de  candelas;  y que 
todas  estas  facturas  fueron  hechas  por 
Eduardo  Aragón  Zapata,  simulando  para 
ello  la  letra  y firma  de  los  señores  ‘'Kong 
Hermanos”. 

Asimismo  aparece  complicado  en  el  de- 
lito Amadeo  Bermúdez,  quien  tomó  par- 
te activa  en  el  desarrollo  de  los  hechos. 
Con  tales  bases,  fué  proferida  la  senten- 
cia recurrida. 

El  procesado  Aragón  Zapata,  con  el  au- 
xilio del  Abogado  Ernesto  Andrade  Z.,  in- 
trodujo el  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación que  se  examina,  citando  como  vio- 
lados los  Artículos  192,  199  y 413  del  Có- 
digo Penal  y 59  del  Decreto  1740. 

CONSIDERANDO:  que  la  prueba  acu- 
mulada en  el  proceso  pone  en  evidencia: 
que  Eduardo  Aragón  Zapata,  cometió  el 
delito  de  falsificación  de  documentos  pri- 
vados por  el  que  se  le  formuló  cargo,  y 
que  define  el  Artículo  199  en  relación  con 
el  192  C.  P.  y el  59  del  Decreto  1740,  al 
fingir  la  letra  y firma  de  sus  patrones,  en 
las  cuatro  facturas  que  hizo  con  inten- 
ción de  lucro,  ya  que  por  medio  de  ellas, 
sacó  la  mercadería  para  venderla  a dife- 
rentes personas. 

En  ese  concepto,  la  Sala  2a.  de  Apela- 
ciones, no  infringió  ninguna  de  las  tres 
leyes  mencionadas,  pues  las  aplicó  como 
corresponde,  de  acuerdo  con  los  medios 
justificativos  de  la  culpabilidad  del  enjui- 
ciado. que  figuran  en  los  autos. 

CONSIDERANDO:  Que  por  la  circuns- 
tancia de  no  estar  preestablecido  el  delito 
de  estafa  por  el  que  se  le  formuló  cargo 
aJ  enjuiciado,  ya  que  el  lucro,  en  el  caso 
que  se  examina,  es  el  característico  del  de 
falsificación  de  documentos  privados  que 
se  pena  el  fallo  recurrido,  y haberlo  de- 
clarado así  expresamente  el  Tribunal  de 


2a.  Instancia,  no  pudo  ser  infringido  el  Ar- 
ticulo 413  C.  P.,  que  tairibién  se  cita  como 
violados. 

POR  TANTO:  El  Tribunal  de  Casación, 
con  apoyo  en  lo  que  disponen  las  leyes 
que  deja  citadas  y los  Artículos  681,  686, 
687,  y 690.  P.  P.  DESESTIMA  el  recurso  de 
que  se  ha  hecho  mérito,  y condena  al  re- 
cuiTente  a un  mes  de  arresto  conmutable 
a razón  de  cincuenta  centavos  de  quet- 
zal diarios. 

Notifiquese  y como  corresponde  devuél- 
vanse los  autos. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Leonardo  Lara  G. — 
Fedefico  O.  Solazar. — Carlos  Castellanos 
R. — J.  C.  Martínez  Perales. — Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Enrique  Valdez  Aven- 
daño  por  el  delito  de  homicidio. 

DOCTRINA:  En  ningún  caso  puede  cons- 
tituir plena  prueba,  la  sola  sindica- 
ción del  ofendido. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos. 

Por  recurso  de  casación  y con  los  ante- 
cedentes respectivos  se  examina  la  sen- 
tencia que  dictó  la  Sala  2a.  de  la  Corte  de 
Apelaciones  el  diez  y ocho  de  abril  del  año 
en  curso  en  el  proceso  incoado  a Enrique 
Valdez  Avendaño  por  el  delito  de  homici- 
dio; y en  la  que  con  la  única  modificación 
de  que  la  pena  impuesta  es  inconmutable, 
confirma  la  proferida  por  el  Juez  Depar- 
tamental de  Chimaltenango  con  fecha 
veinte  de  Enero  del  corriente  año.  En  este 
fallo  se  declara  que  Enrique  Valdez  Aven- 
daño  es  autor  del  homicidio  perpetrado* 
en  la  persona  de  Arturo  Herrera,  por  lo 
que  se  le  imponen  diez  años  de  prisión  co- 
reccional,  conmutables  en  sus  dos  terce- 
ras partes  a razón  de  quince  centavos  de 
quetzal  diarios;  y se  le  castiga  además 
con  las  penas  accesorias  que  correspon- 
den. 

Del  estudio  del  proceso  aparece  de  ma- 
nifiesto: que  este  fué  iniciado  en  el  Juz- 
gado Municipal  de  Itzapa  el  quince  de 
Enero  de  mil  novecientos  treinta,  a donde  se 
presentó  a las  nueve  de  la  mañana  de  esa 
fecha  Damián  Castellanos,  dando  parte 
que,  en  el  camino  que  une  esa  población 
con  la  ciudad  de  Chimaltenango  y como  a 
dos  millas  de  Itzapa  estaba  herido  Artu- 
ro Herrera.  El  mismo  agente  Castellanos, 
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al  ratificar  su  parte  indicó  que  el  ofendido 
no  le  pudo  dar  razón  de  quién  lo  hirió  por 
encontrarse  ebrio. 

Al  constituirse  el  Juez  de  Paz  con  el  au- 
xilio debido  en  el  lugar  indicado,  Arturo 
Herrera  sindicó  como  autor  de  la  lesión 
que  presentaba,  a Enrique  Valdez  Avenda- 
ño,  diciendo:  que  como  a las  siete  de  la 
noche  anterior  salió  de  Itzapa  acompa- 
ñado de  Vicente  Girón,  con  rumbo  a Chi- 
maltenango  y,  cuando  llevaban  camina- 
das unas  cuadras  les  dió  alcance  Enrique 
Valdez  Avendaño,  quien  iba  en  estado  de 
ebriedad,  y se  fué  con  ellos.  Cuando  lle- 
garon al  sitio  en  donde  se  hallaba,  Valdez 
Avendaño  empezó  a discutir  con  él,  infi- 
riéndole una  bofetada  y a continuación  le 
hizo  un  disparo  de  revólver;  y que  su 
agresor  y Vicente  Girón,  al  verlo  herido, 
salieron  huyendo  con  dirección  a Chimal- 
tenango  dejándolo  botado  en  el  camino. 

En  autos  figuran  declaraciones  de  más 
de  seis  personas  que  oyeron  la  sindica- 
ción que  hacia  el  ofendido  contra  Valdez 
Avendaño. 

Vicente  Girón,  confirma  con  su  decla- 
ración todo  lo  expuesto  por  el  ofendido, 
agregando:  que  al  ver  herido  a Herrera 
intentó  correr  a Chimaltenango  a dar  par- 
te de  lo  ocurrido,  pero  como  viera  a Val- 
dez Avendaño  parado  con  el  revólver  en 
la  mano,  le  dió  miedo  y se  escondió  en  el 
monte  con  el  propósito  de  llegar  por  un 
camino  extraviado  a Chimaltenango,  y a 
consecuencia  del  susto  le  dió  un  cólico 
que  lo  tuvo  botado  en  tierra  algunas  ho- 
ras, pudiendo  al  fin  levantarse  y dirigirse 
para  su  casa,  en  donde  su  esposa  lo  curó 
y,  al  día  siguiente  fué  a dar  parte  del  he- 
cho a la  Comisaría. 

En  autos  está  de  manifiesto:  que  Girón 
no  dió  aviso  alguno  en  la  fecha  que  él 
indica  ni  después  de  ella:  que  hasta  el 
•veintidós  de  ese  mes  se  logró  que  compa- 
reciera a declarar  como  testigo,  diciendo 
en  este  acto,  que  llegó  a Chimaltenango 
como  a las  diez  de  la  noche.  En  virtud 
de  haber  sido  sindicado  como  participe  en 
el  delito,  fué  indagado,  y al  prestar  su  con- 
fesión expuso;  que  hasta  las  tres  de  la 
mañana  llegó  a su  casa  después  de  per- 
manecer botado  en  el  camino  a conse- 
cuencia del  cólico  que  le  diera. 

En  el  juicio  existen  las  declaraciones  de 
más  de  tres  testigos  que  vieron  a Vicente 
Girón  junto  con  Arturo  Herrera  tomando 
licor  en  una  cantina  de  Itzapa  y como  a 
las  dos  de  la  tarde  entre  estos  y Fran- 
cisco Arenales  surgió  un  pleito,  pero  de- 
bido a que  intervinieron  los  dueños  del  es- 
tablecimiento, se  retiraron  Girón  y Are- 


nales y Arturo  Herrera  se  quedó  dormido 
sobre  una  mesa;  que  como  a las  siete  de 
la  noche  más  o menos  volvió  Vicente  Gi- 
rón y casi  a la  fuerza  se  lo  llevó  dicién- 
dole  que  se  fueran  para  Chimaltenango. 

La  testigo  Cipriana  Higueros  manifiesta: 
que  como  a las  siete  de  la  noche  pasó  a su 
casa  de  habitación  Arturo  Herrera  acom- 
pañado de  Vicente  Girón  a pedirle  una 
taza  de  café,  pero  Herrera  ya  no  lo  quiso, 
indicándole  que  se  iban  para  Chimalte- 
nango. 

Enrique  Valdez  Avendaño  negó  su  par- 
ticipación en  el  delito  que  se  investiga, 
afirmando  que  en  la  noche  de  -autos  es- 
taba en  Chimaltenango,  lo  que  trató  de 
acreditar  con  los  declaraciones  de  dos  tes- 
tigos que  lo  vieron  trabajando  en  su  oficio 
de  panadero.  También  demostró  durante 
el  curso  del  juicio  criminal  su  honradez  y 
buenos  antecedentes. 

Con  esas  bases  fué  proferida  la  senten- 
cia, contra  la  que  el  Procurador  de  la  Sala 
2a.  de  Apelaciones  introdujo  el  recurso  ex- 
traordinario de  casación,  citando  como  vio- 
lados los  Artículos  568,  581,  587,  589,  595, 
597,  571  y 601  P.  P. 

CONSIDERANDO: — Que  en  el  caso  sub- 
judice,  no  está  justificado,  en  manera  al- 
guna que  Valdez  Avendaño  sea  el  autor 
del  homicidio  cometido  en  la  persona  de 
Arturo  Herrera,  porque  no  hay  prueba 
plena  de  su  culpabilidad;  toda  vez  que,  la 
sindicación  del  ofendido  no  la  constituye 
y,  mucho  menos,  las  declaraciones  de  las 
personas  que  manifestaron  haber  oído 
que  Herrera  señalaba  a Valdez  Avendaño 
como  autor  de  la  lesión  que  le  ocasionó  la 
muerte;  y que,  lo  depuesto  por  Vicente 
Girón,  no  puede  tomarse  en  consideración, 
tanto  po  ser  vario  y contradictorio  en  su 
dicho,  como  porque  a él  se  le  persiguió  y 
señaló  al  principio  como  culpable  en  el  de- 
lito pesquisado,  en  virtud  de  la  sospecha 
grave  que  se  deriva  de  los  autos,  además 
de  que  bu  declaración  solo  constituiría 
semi -plena  prueba  si  fuera  aceptable. 

En  ese  caso,  no  está  demostrado  de  una 
manera  completa  la  culpabilidad  de  Val- 
dez Avendaño  como  autor  de  la  infrac- 
ción punible  por  la  que  se  le  formuló  car- 
go; y al  no  estimarlo  asi  el  Tribunal  de 
2a.  Instancia,  es  evidente  que  violo  el  Ar- 
ticulo 568  P.  P.,  que  es  uno  de  los  citados 
como  infringidos  por  el  recurrente  por  lo 
que  es  el  caso  de  casar  y anular  la  senten- 
cia que  se  examina,  para  resolver  lo  que 
sea  procedente  en  derecho. 

CONSIDERANDO: — Que  en  virtud  de 
lo  que  se  deja  relacionado  se  impone  la 
absolución  de  Enrique  Valdez  Avendaño, 
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pero  limitada  a la  Instancia,  ya  que  si 
bien  no  hay  base  legai  para  condenario,  si 
hay  esperanza  fundada  de  que  se  mejore 
la  prueba,  y además  la  naturaleza  y gra- 
vedad del  delito  lo  permiten.  Articules  259, 
568  y 730  P.  P. 

POR  TANTO: — El  Tribunal  de  Casación 
con  apoyo  en  lo  que  disponen  las  leyes 
que  deja  citadas  y en  los  Articules  681, 
686,  687  y 735  P.  P.  CASA  Y ANULA  el  fa- 
llo recurrido,  y resolviendo  en  lo  principal, 
declara:  que  se  absuelve  a Enrique  Val- 
dez  Avendaño  de  la  Instancia;  ordena  su 
inmediata  libertad;  y manda  que  el  pro- 
cedimiento quede  abierto  para  continuar  la 
averiguación  hasta  esclarecer  por  com- 
pleto la  inocencia  de  Vicente  Girón. 

Notifiquese  y como  corresponde  devuél- 
vanse los  autos. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Leonardo  Lara  G. 
Federico  O.  Salazar. — Carlos  Castellanos 
R. — J.  C Martínez  Perales. — Ante  mi 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Bernardo  Cisneros  por 
los  delitos  de  homicidio,  robo  y hurto 
de  semovientes. 

DOCTRINA:  Cuando  los  hechos  en  que 
descansan  las  presunciones  humanas 
que  sirven  de  fundamento  a las  sen- 
tencias proferidas  por  los  tribunales 
de  Instancia,  estén  debidamente  jus- 
tificados^ no  procede  el  recurso  extra- 
ordinario de  casación. 


Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala", 
diez  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta 
y dos. 

Por  recurso  de  casación  y con  los  ante- 
cedentes respectivos  se  examina  ia  sen- 
tencia que  dictó  la  Sala  5a.  de  la  Corte 
de  Apelaciones  el  9 de  mayo  último,  en  el 
proceso  seguido  contra  Bernardo  Cisneros 
por  los  delitos  de  homlicidio,  robo  y hurto 
de  semovientes;  y en  la  que  confirma  la 
proferida  por  el  Juez  Departamental  de 
Jutiapa  el  cinco  de  Marzo  de  este  año,  en 
cuanto  absuelve  a Benardo  Cisneros  de 
los  cargos  que  se  le  formularon  por  robo 
y el  de  hurto  de  semovientes  que  denun- 
ció Constantino  Cojulún;  y la  revoca  en 


lo  relativo  a la  absolución  por  el  de  ho- 
micidio y el  de  hurto  de  semovientes  de 
que  se  querellara  Higinio  Rivera,  y re- 
solviendo, declara:  que  Bernardo  Cisneros 
es  responsable  como  autor  del  homicidio 
perpetrado  en  la  persona  de  José  León  Go- 
doy,  por  cuya  infracción  iegal  le  impone 
diez  años  de  prisión  correccional  incon- 
mutable, que  con  abono  del  tiempo  pa- 
decido deberá  purgar  en  ia  Penitenciaria 
Central,  y lo  castiga  a la  vez  con  las  acce- 
sorias que  corresponde.  No  resuelve  nada 
acerca  del  delito  de  hurto  de  semovientes, 
pues  se  concreta  a revocar  en  esa  parte 
el  fallo  del  Juez  a-quo.  La  sentencia  ele- 
vada en  apelación,  absuelve  de  la  Instan- 
cia a Cisneros  por  las  infracciones  de  ho- 
micidio y robo,  y del  cargo  por  el  de  hurto 
de  semovientes  que  denunció  Constantino 
Cojulún,  y declara:  que  el  citado  Cisne- 
ros  es  responsable  como  autor  del  hurto 
de  semovientes  denunciado  por  Higinio 
Rivera,  omisión  legal  por  la  que  le  impo- 
ne ocho  meses  de  arresto  mayor  inconmu- 
tables que,  con  abono  de  la  prisión  sufri- 
da deberá  purgar  en  el  Centro  Penal  que 
corresponde,  y lo  condena  en  las  penas  ac- 
cesorias consiguientes.  En  los  autos  apa- 
rece de  manifiesto,  con  las  declaraciones 
de  Nicolás  Godoy  Barillas  y de  la  mujer 
de  éste  Gregoria  Torres;  que  el  veintiséis 
de  Diciembre  de  mil  novecientos  treinta 
estuvieron  juntos  Bernardo  Cisneros  y 
José  León  Godoy,  tomando  licor  en  la  can- 
tina que  Nicolás  Godoy  tiene  establecida 
en  el  camino  real  de  la  aldea  de  Jícaro  de 
la  jurisdicción  municipal  de  Yupiltepeque, 
del  Departamento  de  Jutiapa.  La  señora 
Gregoria  Torres  como  a las  dos  de  la  tar- 
de entró  al  interior  de  sus  habitaciones  a 
destuzar  maiz  y,  por  esa  razón,  no  presen- 
ció, más  que  Nicolás  Godoy,  la  dificultad 
que  surgió  entre  sus  clientes,  los  que  salie- 
ron a reñir  a la  calle,  dando  por  resultado 
que  Cisneros  le  causó  la  muerte  a José 
León  Godoy  a consecuencia  de  nueve  le- 
siones que  le  infirió  con  su  machete.  El 
testigo  presencial  del  hecho,  refiere  que  el 
victimario  salió  huyendo,  y él  pidió  auxi- 
lio a grandes  voces  al  segundo  comisiona- 
do de  la  aldea,  que  reside  como  a dos  cua- 
dras de  su  casa.  El  citado  Comisionado 
acudió  presto  a la  llamada  de  Godoy,  pero 
ya  no  encontró  al  delincuente  y sólo  ha- 
lló el  cadáver  de  José  León  Godoy,  quien 
presentaba  nueve  lesiones  de  arma  cortan- 
te. Por  ese  motivo  se  le  dió  el  parte  co- 
rrespondiente al  Juez  de  Paz  de  Yupilte- 
peque a las  tres  de  la  tarde  de  ese  mismo 
dia,  por  lo.  que  se  inició  la  averiguación 
del  caso  a continuación.  Del  delito  pes- 
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quisado  no  hubo  ningún  otro  testigo  pre- 
sencial y,  el  sindicado  desapareció  de  la 
aldea  y de  su  domicilio,  ya  que  hasta  el 
año  siguiente  fué  capturado  en  la  Repú- 
blica de  El  Salvador  y remitido  de  aque- 
lla nación  a la  Dirección  General  de  la  Po- 
licía Nacional,  quien  desde  luego  lo  puso 
a disposición  de  la  autoridad  competente. 
Cuando  se  indagó  a Cisneros^  el  treinta  y 
uno  de  Octubre  de  mil  novecientos  treinta 
y uno,  negó  las  infracciones  de  que  se  le 
acusaba,  ya  que  a la  vez,  se  le  sindicaba 
de  haberle  robado  su'  rovólver  al  occiso,  y, 
para  justificar  su  inocencia,  aseguró  que 
en  la  fecha  y hora  de  autos  se  hallaba  en 
Zapotitlán  acompañado  del  comandante 
local,  Bernardo  Salvador,  y de  Eugenio 
Chinchilla,  Marcos  Barrientos  y Antonio 
Corado.  Interrogadas  estas  personas  y 
otras  más  que  citó,  estuvieron  de  acuerdo 
con  10  manifestado  por  Cisneros,  pero  sus 
dichos  entre  si  son  contradictorios  ya  que 
unos  aseguran  que  lo  vieron  como  a las 
dos  y media  de  la  tarde  en  Zapotitlán  y 
otros  como  a las  tres,  en  que  llegó  a la  he- 
rrería de  Crecencio  'Vásquez,  con  el  pro- 
pósito de  que  le  herraran  su  bestia,  y a 
continuación  salió  del  lugar_  sin  saber  ellos 
para  dónde.  Otros  en  cambio  aseveran 
que  Cisneros  se  retiró  hasta  las  cinco  de 
la  tarde.  En  los  autos  está  demostrado 
que  la  distancia  que  existe  entre  el  lugar 
en  donde  se  cometió  el  crimen  y El  Ade- 
lanto, puede  recorrerse  a caballo  en  me- 
dia hora  y a pie  en  una  hora.  También 
se  halla  establecido  que  Cisneros  estuvo 
ausente  de  su  domicilio  desde  la  fecha  en 
que  se  cometió  el  crimen,  hasta  la  en  que 
fué  capturado  en  la  RepúbUca  de  El  Sal- 
va^dor;  y que  no  pudo  justificar  la  razón 
de  su  permanencia  en  aquel  país.  Hay 
que  hacer  notar  que  los  testigos  de  la 
coartada  fueron  propuestos  por  el  proce- 
sado en  su  declaración  indagatoria,  la  que 
se  le  tomó  casi  al  año  de  la  comisión  del  de- 
lito. Cuando  se  tramitaba  el  juicio  crimi- 
nal, el  mayor  Constantino  Cojulún  de- 
nunció varios  delitos  de  hurto  de  semo- 
vientes que  Cisneros  habla  cometido  en  las 
poblaciones  y aldeas  del  Departamento  de 
Jutiapa,  a la  vez  que  afirmaba  era  de  ma- 
los antecedentes  penales;  pero  seguida  la 
averiguación  del  caso,  ninguno  de  estos 
hechos  pudo  establecerse.  El  dos  de  Di- 
ciembre de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
Higinio  Rivera,  vecino  de  Atiquizaya,  de  la 
República  de  El  Salvador,  dió  parte  al 
Juez  de  Paz  de  Yupiltepeque  de  haber  en- 
contrado, a la  señora  Leonor  Arana,  espo- 
sa del  procesado  Cisneros,  montando  una 
yegua  baya  que  era  de  la  legítima  perte- 


nencia de  Rogelio  Arreaza,  a quien  se  le 
habla  perdido  hacia  como  ocho  meses.  Se- 
guida la  averiguación,  Arreaza  no  pudo 
justificar  la  propiedad  y preexistencia  de 
la  bestia  indacada,  porque  si  bien  es  cierto, 
que  rindió  los  documentos  con  que  pre- 
tendía acreditar  tales  extremos,  no  lo  es 
menos,  que  no  pueden  ser  reputados  como 
auténticos,  según  nuestras  leyes,  porque 
fueron  otorgados  en  la  República  de  El 
Salvador  y presentados  al  juicio  sin  las 
formalidades  del  caso.  También  trató  de 
llenar  ese  requisito  legal,  con  las  declara- 
ciones de  dos  testigos,  pero  no  lo  consiguió 
porque  los  deponentes  sólo  se  concretaron 
a afirmiar  que  vieron  el  semoviente  en 
cuestión  en  uno  de  los  terrenos  de  Arrea- 
za. Cisneros  por  su  parte,  al  ser  indagado 
con  relación  a este  hecho  aseveró  que  la 
yegua  se  encontraba  en  su  poder,  porque 
pertenecía  a una  hija  suya  ya  fallecida, 
teniendo  el  semoviente  el  fierro  creador 
de  la  propietaria.  Para  el  efecto,  acompa- 
ño la  matricula  de  los  fierros  mencionados 
y en  el  cotejo  que  se  practicó  por  expertos, 
se  llegó  a establecer  que  casi  todas  las 
marcas  que  tenía  la  yegua  estaban  como 
desfiguradas  con  la  superposición  de  unos 
fierros  sobre  otros.  Con  esas  bases  fué 
proferida  la  sentencia  que  se  examina  por 
la  Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones,  la 
que  además  de  no  ser  congruente  en  la 
parte  resolutiva  es  incompleta,  pues  si 
bien  revoca  la  declaratoria  de  culpabilidad 
de  Cisneros  por  el  delito  de  hurto  de  se  - 
movientes denunciado  por  Rivera,  no  re- 
suelve nada  a ese  respecto;  además  de  que 
es  precisamente  en  esa  parte  en  donde  es- 
tá equivado  el  fallo  de  2a-instancia,  ya  que 
como  puede  verse,  el  de  primer  grado  no 
absolvió  a Cisneros  por  esa  infracción,  si- 
no al  contrario,  fué  por  la  única  que  le  im- 
puso condena.  Debe,  sin  embargo,  enten- 
derse que  lo  que  quiso  decir  la  Sala  sen- 
tenciadora, es  que  a Cisneros  se  le  absuel- 
ve de  todos  los  delitos  contra  la  propiedad 
por  los  que  se  les  formuló  cargo  y se  le  con- 
dena por  el  de  homicidio,  pues  es  lo  que 
se  desprende  de  la  lectura  detenida  de  di- 
cho fallo.  De  la  resolución  de  la  Sala  5» 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  Bernardo  Cis- 
neros, con  el  auxilio  del  Abogado  Salomón 
Carrillo  Ramírez,  introdujo  el  recurso  de 
casación,  por  quebrantamiento  del  proce- 
dimiento y por  violación  de  ley,  citando 
como  infringidos  los  Artículos  27,  29,  295, 
C.  P.,  271,  574,  575,  568,  569,  530,  586,  687, 
595,  596,  597,  600,  601  y 614  P.  P. 

CONSIDERANDO:  Que  si  bien  es  ver- 
dad, que  el  fallo  recurrido  pone  de  mani- 
fiesto que  no  se  resolvió  sobre  todos  los 
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puntos  que  fueron  objeto  de  la  acusación 
y de  la  defensa  y que  de  acuerdo  con  el  in- 
ciso 49  del  Articulo  67  P.  P.,  tal  circuns- 
tancia seria  bastante  para  estimar  que- 
brantado el  procedimiento,  también  lo  es 
que,  el  recurrente  no  cumplió  con  pedir 
ia  subsanación  de  la  falta  mencionada,  en 
la  instancia  en  que  se  cometió;  toda  vez 
que,  de  acuerdo  con  los  Artículos  647,  648 
y 649  P.  P.,  pudo  solicitar  a la  propia  Sala 
sentenciadora  que  ampliara  y aclarara  el 
fallo  en  cuestión,  ya  que  precisamente 
por  lo  defectuoso  de  su  redacción,  se  ha- 
llaba en  ese  caso.  Y como  consta  en  autos 
que  no  se  intentó  la  subsanación  de  la 
mencionada  falta  en  la  forma  prevista  por 
la  Ley,  el  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma  no 
procede,  al  tenor  de  lo  que  dispone  el  Ar- 
tículo 679  P.  P. 

CONSIDERANDO:  Que  en  los  autos  se 
encuentran  debidamente  probados  los  he- 
chos siguientes:  que  Bernardo  Cisneros  y 
el  occiso  estuvieron  juntos  a las  dos  de  la 
tarde  del  veinte  y seis  de  Diciembre  de 
mil  novecientos  treinta,  tomando  licor  en 
el  establecim.iento  de  Nicolás  Godoy  Ba- 
rillas:  que  un  momento  más  tarde  fué  en- 
contrado muerto  José  León  Godoy  a con- 
secuencia de  nueve  heridas  causadas  con 
machete,  cuyo  cadáver  estaba  tirado  fren- 
te a la  fonda  del  único  testigo  presencial 
del  hecho,  Nicolás  Godoy:  que  el  rumor 
público,  sindicó  desde  luego  a Cisneros 
como  autor  del  homicidio;  que  una  hora 
más  tarde  de  la  comisión  del  delito,  so  le 
vió  en  Zapotitlán,  a donde  llegó  a que  le 
herraran  una  bestia:  que  desde  ese  día 
desapareció  de  su  domicilio  y fué  captu- 
rado diez  meses  después  en  la  República 
de  El  Salvador,  sin  que  pudiera  justificar 
la  razón  de  su  permanencia:  y que  si  bien 
trató  de  justificar  que  en  la  fecha  y hora 
de  autos  estaba  en  Zapotitlán,  las  decla- 
raciones con  que  pretendió  hacerlo,  no  son 
válidas  legalmente  por  ser  varios  y con- 
tradictorios los  testigos.  Y como  en  esas 
bases  descansan  las  presunciones  humanas 
en  las  que  la  Sala  sentenciadora  funda  el 
fallo  en  el  que  se  reputa  a Bernardo  Cis- 
neros como  autor  del  homicidio  perpetra- 
do en  la  persona  de  José  León  Godoy,  es 
indudable  que  no  fueron  violados  los  Ar- 
tículos 27,  29  y 295  del  Código  Penal,  por- 
que está  justificado  en  lo  actuado  que  el 
procesado  es  el  autor  de  tal  infracción;  y 
los  Artículos  571,  574,  575,  568,  569  580, 
586,  587,  595,  596,  597,  600,  601  y 614  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  ya  que 
el  Tribunal  de  29  Instancia  hizo  recta  apli- 
cación de  tales  leyes  al  apreciar  la  prueba 


en  que  funda  las  presunciones;  pruebas 
que  a la  vez,  ponen  de  manifiesto  la  in- 
culpabilidad de  Cisneros  con  respecto  a 
los  tres  delitos  contra  la  propiedad  por 
los  que  se  le  formuló  cargo. 

POR  TANTO:  El  Tribunal  de  Casación, 
con  apoyo  en  lo  que  disponen  las  leyes  que 
deja  citadas  y en  los  Artículos  686,  687  y 
690  P.  P.  DESESTIMA  el  recurso  de  que 
se  ha  hecho  mérito  y condena  al  recu- 
rrente a quince  dias  de  arresto  conmuta- 
bles a razón  de  diez  centavos  de  quetzal 
diarios. — Notifíquese  y devuélvanse  los 
autos. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Leonardo  Lara  G.— 
Federico  O.  Salazar. — Carloe  Castellanos  R. 
Alberto  Argueta  S. — Ante  mí,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Enrique  Villagrán  y Ro- 
drigo Aceituno  por  el  delito  de  estafa. 

DOCTRINA:  Cuando  no  hubiere  testigos 
presenciales  para  justificar  la  propie- 
dad y preexistencia  de  las  cosas  roba- 
das, hurtadas  o estafadas,  es  bstante 
para  ese  efecto  que  se  demuestren  las 
circunstancias  originantes  de  indicios, 
de  que  el  agraviado  poseía  dichos  ob- 
jetos al  tiempo  de  cometerse  el  delito. 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
once  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta 
y dos.  - 

Por  recurso  extraordinario  de  casación, 
se  examina  la  sentencia  que  dictó  la  Sala 
49  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  nueve  de 
Octubre  de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
en  el  proceso  seguido  contra  Enrique  Vi- 
llagrán y Rodrigo  Aceituno,  por  el  delito 
de  estafa;  y en  la  que  confirma  la  que 
profirió  el  Juez  19  de  19  Instancia  del 
Departamento  de  Quezaltenango  con  fe- 
cha 24  de  Diciembre  de  1930,  con  la  mo- 
dificación de  que  a Rodrigo  Aceituno 
se  le  declara  responsable  como  autor  del 
delito  de  estafa  y de  que  la  pena  que  se 
le  impone  es  la  de  un  año  de  arresto  ma- 
yor, conmutable  en  su  totalidad  a razón 
de  diez  centavos  de  quetzal  diarios.  El 
fallo  confirmado  declara:  que  Rodrigo 
Aceituno  es  autor  del  delito  de  hurto,  por 
lo  que  lo  condena  a dos  años  de  prisión 
correccional,  que  con  abono  del  tiempo  pa- 
decido, purgará  en  la  Penitenciaría  Cen- 
tral: le  permite  conmutar  las  dos  terceras 
partes  a razón  de  veinticinco  centavos  de 


16 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


quetzal  diarios;  hace  las  declaraciones 
pertinentes  con  relación  a las  penas  ac- 
cesorias; y finalmente  absuelve  a Enrique 
Vinagran  del  cargo  que  se  le  formuló  por 
la  misma  infracción  punible.  Del  estudio 
de  los  antecedentes,  parece  de  manifiesto: 
Que  el  proceso  se  inició  en  el  Juzgado  19 
de  Paz  de  la  ciudad  de  Quezaltenango,  el 
veinticuatro  de  Febrero  de  mii  novecien- 
tos treinta,  en  virtud  de  denuncia  presen- 
tada por  Luis  G.  López,  quien  de  esta  cip- 
dad  se  dirigia  para  la  de  Quezaltenango 
en  unión  de  su  esposa,  y,  al  llegar  a la 
estación  de  Mazatenango  le  entregó  a Luis 
Bernard,  empleado  del  ‘ Garage  Guate- 
mala’’, los  recibos  de  su  equipaje,  para  que 
por  medio  del  carro  correo,  se  lo  llevaran 
a su  destino.  Bernard  encargó  al  em- 
pleado Enrique  Villagrán  recoger  en  la  es- 
tación el  equipaje  y enviarlo  por  medio  del 
carro  correo,  que  era  guiado  ese  dia  por  el 
chófer  Rodrigo  Aceituno.  En  autos  apa- 
rece demostrado  que,  Villagrán  entregó  al 
chófer  Aceituno,  un  baúl  grande,  dos  ca- 
jas de  equipaje  y una  sombrerera:  y que 
el  conductor  del  automóvil  dió  cuenta  en 
Quezaltenango,  solamente  con  las  dos  ca- 
jas y la  sombrerera,  no  asi  con  el  baúl 
grande  que  contenia  los  efectos  personales 
de  Luis  G.  López  y de  su  señora.  Aceitu- 
no, no  pudo  dar  ninguna  explicación  sa- 
tisfactoria. de  la  pérdida  del  baúl  que  le 
fué  entregado  por  Villagrán  en  Mazate- 
nango. El  acusador  trató  de  establecer 
durante  el  curso  del  j uicio  criminal,  la  pro- 
piedad y preexistencia,  tanto  del  baúl  co- 
mo de  los  objetos  que  éste  contenia.  Con 
tales  bases  fué  dictada  la  sentencia  recu- 
rrida; y no  conforme  con  ella  el  Aboga- 
do Edmundo  Vtisquez,  introdujo  el  re- 
curso de  casación  que  se  examina,  en  con- 
cepto de  apoderado  de  Luis  G.  López,  y ci- 
tó como  violado  el  Articulo  281  P.  P. 

CONSIDERANDO;  Que  tanto  las  declara- 
ciones de  Mario  López  G.  y de  Roberto  Ro- 
bles, como  las  cartas,  debidamente  reco- 
nocidas de  Juan  Russ  y de  José  Passarel- 
li,  son  suficientes  para  establecer  de  una 
manera  completa  la  posesión  en  que  es- 
taba el  agraviado  de  todos  los  objetos  que 
asegura  coritenia  el  baúl  que  le  fué  entre- 
gado al  chófer  Aceituno,  junto  con  el  res- 
to del  equipaje.  En  ese  caso,  al  fallar  la 
Sala  49  de  la  Corte  de  Apelaciones,  esti- 
mando como  probada  únicamente  la  pro- 
piedad y preexistencia  del  baúl  en  cues- 
tión y no  ei  de  su  contenido,  si  violó  el  Ar- 
ticulo 281  P.  P.,  citado  como  tal  por  el  re- 
currente, y,  en  consecuencia,  es  el  caso  de 
casar  y anular  el  fallo  de  2'>  Instancia,  pa- 
ra resolver  en  derecho  lo  que  procede. 


CONSIDERANDO:  Que  la  culpabilidad 
del  chófer  Aceituno  como  autor  del  delito 
de  estafa  por  el  que  se  le  formuló  cargo, 
infracción  que  se  halla  preestablecida  en 
los  autos,  está  evidenciada  en  el  proceso 
con  las  pruebas  recogidas.  Asimismo,  se 
encuentra  de  manifiesto  la  inocencia  de 
Enrique  Villagrán  en  el  hecho  pesquisado. 
Por  consiguiente,  procede  castigar  al  res- 
ponsable de  la  infracción,  con  la  pena  de 
dos  años  de  prisión  correccional,  toda  vez 
que  los  objetos  estafados  tienen  un  valor 
que  excede  de  cien  quetzales  y no  pasa  de 
quinientos;  y,  declarar  la  absolución  ilimi- 
tada de  Enrique  Villagrán.  Artículos  259. 
568,  570,  571,  573,  731,  P.  P.  407  C.  P. 

POR  TANTO:  El  Tribunal  de  Casación, 
con  apoyo  en  lo  que  disponen  las  leyes  que 
deja  citadas  y en  los  Artículos  686,  687  P. 
P.,  27,  33,  43,  44,  C.  P.,  y 19  Decreto  1740, 
casa  y anula  el  fallo  recurrido,  y resol- 
viendo en  lo  principal,  declara:  que  Rodri- 
go Aceituno  es  responsable  como  autor  del 
delito  de  estafa,  infracción  por  la  que  le 
impone  la  pena  de  dos  años  de  prisión  co- 
rreccional que,  con  abono  del  tiempo  pa- 
decido deberá  purgar  en  la  Penitenciaria 
Central ; le  permite  conmutar  hasta  las  dos 
terceras  partes  a razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  diarios:  lo  suspende  en  el  ejercicio 
de  sus  derechos  políticos  durante  el  tiem- 
po de  la  condena:  lo  deja  afecto  al  pago 
de  las  responsabilidades  civiles  provenien- 
tes del  delito,  solidariamente  con  la  em- 
presa propietaria  del  Garage  Guatemala, 
y a la  reposición  del  papel  empleado  en  el 
proceso;  y por  último,  que,  a Enrique  Vi- 
llagrán se  le  absuelve  del  cargo  que  se  le 
formuló. — Notifíquese  y devuélvanse  los 
autos. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Leonardo  Lara  G. — 
Federico  O.  Solazar. — Carlos  Castellanos  R. 
Alberto  Argueta  S. — Ante  mi,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Máximo  Wilhelm  y 
Efrain  Maldonado  por  el  delito  de  le- 
siones causado  por  imprudencia  teme- 
raria. 

DOCTRINA:  Las  declaraciones  de  testigos 
que  sean  varios  y contradictorios  en 
sus  dichos,  no  pueden  tener  valor  le- 
gal en  juicio. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diecisiete  de  Junio  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 
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Por  recurso  extraordinario  de  Casa- 
ción y con  sus  antecedentes  respectivos 
se  examina  la  sentencia  que  dictó  la 
Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones  el  tres 
de  Mayo  del  año  en  curso  en  el  proceso  se- 
guido a Máximo  Wilhelm  y Efrain  Mialdo- 
nado,  por  el  delito  de  lesiones  causadas 
por  imprudencia  temeraria;  y,  en  la  que 
confirma,  en  todas  sus  partes,  la  que  pro- 
firió el  Juez  Departamental  de  Huehuete- 
nango  el  veinte  y tres  de  Diciembre  de  mil 
novecintos  treinta  y uno.  El  fallo  de  !?■ 
Instancia  declara:  que  Wlilhelm  y Maído- 
nado  son  responsables  como  autores  de  la 
infracción  punible  de  que  se  les  formuló 
cargo,  por  lo  que  les  impone  a cada  uno  de 
ellos,  la  mitad  de  la  pena  señalada  en  el 
inciso  17  del  Articulo  306  del  Código  Pe- 
nal, la  que,  con  abono  del  tiempo  pade- 
cido deberán  purgar  en  la  cárcel  Departa- 
mental; permitiéndoles  conmutarla  en  to- 
do o en  parte  a razón  de  quince  centavos 
de  quetzal  diarios,  si  previamente  afian- 
zan o pagan  las  responsabilidades  civiles 
provenientes  del  delito.  Y,  además,  los 
castiga  con  las  penas  accesorias  que  les  co- 
rresponde. En  los  autos,  aparece  de  ma- 
nifiesto: que  el  proceso  fué  iniciado  el 
veinte  y tres  de  Noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta,  por  haber  dado  parte  el 
Comisario  de  Policia  al  Juez  de  Paz  de  la 
ciudad  de  Huehuetenango,  de  que,  el  dia 
anterior  chocó  la  camioneta  de  Máximo 
Waihelm,  guiado  por  él  mismo,  con  la  bi- 
cicleta que  montaba  el  menor  Luis  Pale- 
món Chávez,  quien  sufrió  varias  lesiones 
en  diferentes  partes  del  cuerpo.  Según 
lais  actuaciones,  el  accidente  tuvo  lugar  en 
la  carretera  que  comunica  la  cabecera  con 
el  campo  de  aviación,  situada  en  la  aldea 
“Las  Lagunas”,  cuando  el  menor  Palemón 
Chávez  se  dirigía  para  ese  lugar  en  su  bi- 
cicleta, como  a las  tres  de  la  tarde,  y,  la 
camioneta  que  guiaba  su  propietario  re- 
gresaba para  la  ciudad  llevando  pasajeros, 
entre  ellos,  Efrain  Maldonado,  L.  Octavio 
Alfaro,  Edmundo  Alvarado  y Aparicio  Mon- 
zón. Las  tres  últimas  personas  refieren 
que,  un  poco  antes  de  las  tres  de  la  tarde 
del  veintidós  de  Noviembre  estuvieron  jun- 
tos^ con  Efrain  Maldonado  tomando  licor 
en  una  cantina  del  campo  de  aviación,  de 
lo  que  el  citado  Maldonado  resultó  ebrio. 
Como  a las  tres  dispusieron  regresar  a la 
ciudad  en  la  camioneta  de  Wilhelm.  la  que, 
además,  ocupaban  otros  pasajeros,  y se 
sentaron  en  la  forma  siguiente:  Maidona- 
do  a la  derecha  del  conductor  Wlilhelm, 
Alvarado  a su  izquierda  junto  con  un  hi- 
jo pequeño  del  propietario  del  vehículo,  y 
los  otros  en  el  interior.  Al  comenzar  la 


marcha,  Maldonado  suplicó  a Wilhelm  le 
permitiera  llevar  el  volante,  diciéndole 
que  no  había  peligro  alguno  en  ello,  por- 
que el  camino  era  plano  y sin  vueltas,  in- 
sistiendo de  tal  manera,  que  el  conductor 
y propietario  del  carro  accedió,  lo  que  mo- 
tivó la  protesta  de  ellos,  dado  que  el  ci- 
tado Maldonado,  además  de  estar  ebrio, 
desconocía  en  lo  absoluto  el  manejo  de 
un  automóvil;  pero  Wilhelm,  les  dijo  que 
no  había  peligro  alguno,  pues  él  no  deja- 
ría por  completo  el  control.  Apenas  Co- 
menzó a guiar  Maldonado,  la  camioneta 
empezó  a moverse  de  un  lado  para  otro 
del  camino,  lo  que  los  obligó  a ellos  a gri- 
tarle al  conductor  que  tomara  él  el  timón. 
Todo  esto  sucedía  en  el  preciso  momento 
en  aue  se  aproximaba,  en  dirección  con- 
traria. el  menor  Palemón  Chávez  monta- 
do en  bicicleta  y.  ya  por  las  ondulaciones 
que  describía  este  para  esquivar  el  en- 
cuentro con  el  carro,  el  que  se  movía  para 
uno  y otro  lado  del  camino,  o por  los  vira- 
jes un  tanto  violentos  de  la  camioneta,  se 
sucedió  el  choque  entre  los  dos  vehículos, 
dando  por  resultado  que,  el  menor  fué  lan- 
zado hacia  la  derecha  del  camino,  cayen- 
do dentro  de  la  cuneta  como  a cuatro  va- 
ras de  distancia,  la  bicicleta  arrojada  en 
sentido  contrario,  como  a dos  varas  y,  de- 
bido al  golpe  de  timón  dado  por  Wilhelm 
con  el  objeto  de  parar,  y variar  de  direc- 
ción el  carro  y esquivar  el  encuentro  vio- 
lento, la  camioneta  quedó  a punto  de  vol- 
car con  las  ruedas  delanteras  casi  dentro 
de  la  cuneta  del  lado  derecho  -de  la  vía.  El 
menor  Palemón  Chávez  fué  auxiliado  en  el 
acto  por  Aparicio  Monzón  y otras  perso- 
nas y de  orden  del  sargento  que  cuidaba 
el  aeroplano  que  habla  aterrizado  ese  día. 
lo  colocaron  dentro  de  la  camioneta  y lo 
condujeron  a la  ciudad,  pues  sufrió  varios 
go’pes  oue  lo  imnosibilitaban  para  mover- 
se por  sí  solo.  El  ofendido  confirmó  con 
su  dicho,  lo  expuesto  por  los  tres  testigos 
mencionados,  agregando:  aue  debido  a los 
movimientos  hacia  uno  y otro  lado  del  ca- 
mino que  hacía  la  camioneta,  le  fué  im- 
posible evitar  el  choque.  Las  lesiones  que 
sufrió,  según  los  informes  médicos  lega- 
les que  figuran  en  los  autos_  curaron  en 
más  de  quince  dias  y menos  de  treinta  y 
uno  de  asistencia  facultativa,  sin  dejar  im- 
pedimento ni  deformidad.  Los  procesa- 
dos W.ilhelm  y Maldonado,  en  sus  respec- 
tivas declaraciones  indagatorias,  estuvie- 
ron de  acuerdo  con  los  tres  testigos  que  se 
dejan  mencionados;  pero  Wilhelm  trató 
de  echar  toda  la  culpa  sobre  Maldonado, 
diciendo  que  éste  se  apoderó  del  timón 
violentamente,  lo  que  originó  una  lucha 
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entre  ambos,  pues  él  intentaba  quitárselo, 
afán,  que  hizo  que  el  carro  girara  primero 
hacia  la  derecha  y después  a la  izquier- 
da; con  lo  que  en  parte  conviene  Ma’do- 
nado.  Los  dos  están  acordes  en  que  ei  cho- 
que fué  motivado,  más  bien  por  la  impe- 
ricia del  ciclista,  quien  no  sólo  caminaba 
por  el  lugar  que  no  le  correspondía,  sino 
que,  también  se  movia  hacia  ambos  lados 
de  la  Via.  Lo  manifestado  por  los  testigos 
Alvarado,  Alfaro  y Monzón,  lo  corroboran 
con  sus  dichos  Rufino  Mauricio,  Jorge 
Ovalle  y Canuto  Martínez,  quienes  presen- 
ciaron el  accidente.  Durante  el  curso  del 
juicio  plenario  el  acusador,  Alfonso  Chá- 
vez  entre  otras  pruebas  documentales  que 
rindió,  propuso  que  fueran  interrogados 
los  testigos,  Lucrecia  de  Hernández,  Vi- 
cente Garda,  Francisco  y Raymundo  Mar- 
tínez, Ciríaco  Hernández,  Vicente  Molina, 
Salvador  López  y Fidel  de  León;  con  el  ob- 
jeto de  reforzar  la  prueba  de  cargo.  La 
defensa,  también  con  el  fin  de  establecer  la 
inculpabilidad  de  los  procesados  hizo  que 
fueran  examinados,  Marco  Tulio  Mont,  Ru- 
bén E.  López,  Narciso  Lucas  Palacios,  Juan 
Díaz,  Francisco  de  León,  Lorenzo  Agustín, 
Juan  Funes,  Estéban  Recinos,  Estéban  Re- 
yes, Maxiimiliano  González,  Marcos  Moli- 
na y Francisco  Rivas.  Tanto  los  testigos 
de  la  acusación  como  los  de  la  defensa,  in- 
currieron en  contradicciones  sustanciales 
al  ser  repreguntados  reciprocamente  por 
las  partes;  y algunos  de  ellos,  depusieron 
contra  lo  manifestado  por  los  propios  in- 
teresados. De  suerte  que,  son  varios  y 
contradictorios  en  sus  dichos.  En  iguales 
condiciones  se  hallan  los  siete  te.=tigos 
que  -fueron  examinados  en  virtud  de  auto 
para  mejor  fallar  que  dictó  el  Juez  de  la 
causa.  Contra  la  sentencia  de  segunda 
instancia,  el  Procurador  oficial  de  la  Sala 
69-  de  la  Corte  de  Apelaciones  interpuso  el 
recurso  de  casación  que  se  examina,  ci- 
tando como  violados  los  Artículos  13,  14, 
15,  34,  C.  P..  568,  571,  574,  607,  608,  259,  P. 
P.  y 64  inciso  19  y 88  del  Reglamento  de 
Tráfico. 

CONSIDERANDO:  Que  el  Artículo  259. 
P.  P..  no  pudo  ser  violado  por  la  Sala  sen- 
tenciadora, porque  en  los  autos  está  de 
manifiesto  la  preexistencia  del  delito  de 
lesiones  causado  por  la  imprudencia  teme- 
raria de  que  son  responsables  Máximo 
Wlilhelm,  por  haber  permitido  a Maldona- 
do  que  llevara  el  timón  de  la  camioneta, 
sin  poner  de  su  parte  remedio  a las  im- 
pertinencias de  esta  persona,  deteniendo 
la  marcha  del  vehículo  o valiéndose  de  los 
medios  aconsejados  por  el  Reglamento  de 
Tráfico,  ya  que,  además,  estaba  enterado 


de  que  el  repetido  Maldonado  se  hallaba 
ebrio  y de  que  era  inexperto  en  lo  abso- 
luto en  el  manejo  de  automóviles;  y el 
propio  Maldonado,  por  haber  procedido 
en  esa  forma,  sin  saber  manejar  esa  clase 
de  vehículos  y carecer  de  licencia  para  ello. 
Y,  como  en  los  autos  están  probados  esos 
extremos  de  una  manera  plena  con  las  de- 
claraciones uniformes  y contestes  de  las 
personas  que  presenciaron  el  hecho,  y re- 
forzada la  prueba  con  las  confesiones  de 
los  procesados,  es  evidente,  que  la  Sala  69 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  tampoco  violó 
los  Artículos  568,  571,  574,  607  y 608  P.  P., 
y 64  inciso  19  y 88  del  Reglamento  de  Trá- 
fico, al  dictar  la  sentencia  que  se  exami- 
na; toda  vez  que  se  hallan  establecidos, 
el  hecho  punible  y la  culpabilidad  de  los 
enjuiciados:  y que  las  justificaciones  que 
figuran  en  el  proceso,  fueron  analizadas 
y apreciadas  como  corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO:  Que  si  bien  en  los 
autos  no  está  demostrado,  en  manera  al- 
guna, que  tanto  Wilhelm  como  Maldonado 
hayan  procedido  con  malicia  en  la  ejecu- 
ción del  hecho  de  que  son  responsables,  sí 
lo  está,  que,  por  infracción  manifiesta  del 
Reglamento  de  Tráfico,  cometieron  un  de- 
lito por  imprudencia  temeraria.  En  ese 
caso,  al  estimarlo  asi  la  Sala  sentencia- 
dora con  fundamento  en  las  constancias 
de  autos,  y castigar  a los  culpables  con 
seis  meses  de  arresto  mayor  a cada  uno  de 
ellos,  no  pudo  haber  violado  el  Artículo 
434  C.  P.,  que  se  cita  como  tal,  sino  hizo 
recta  aplicación  de  él,  y,  por  consiguiente, 
tampoco  infringió  los  Artículos  13,  14  y 15 
del  mismo  cuerpo  legal,  que  también  se- 
ñala como  quebrantados  el  recurrente. 

POR  TANTO:  El  Tribunal  de  Casación, 
con  apoyo  en  lo  que  disponen  las  leyes  que 
deja  citadas  y en  los  Artículos  681,  686  y 
690  P.  P.,  DESESTIMA  el  recurso  de  que 
se  ha  hecho  mérito. — Notifíquese  y como 
corresponde  devuélvanse  los  autos. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Leonardo  Lara  G. — 
Federico  O.  Solazar. — Carlos  Castellanos  R. 
Alberto  Argueta  S. — Ante  mi,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Ernesto  Cristiani  Róbe- 
lo por  los  delitos  de  disparo  de  arma, 
falso  testimonio  y estafa  y contra  Al- 
berto Delgado  por  el  delito  de  amena- 
zas. 

DOCTRINA:  El  delito  de  disparo  de  arma 
de  fuego,  está  subordinado  a la  con- 
dición de  que  el  hecho  en  si  no  C07is- 
tituya  un  delito  más  grave. 
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Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Por  recurso  de  casación  se  examina 
la  sentencia  proferida  por  la  Sala  6^ 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  siete  de 
Julio  del  año  en  curso,  en  la  causa  ins- 
truida contra  Ernesto  Cristiani  Rebelo  por 
los  delitos  de  disparo  de  arma,  falso  tes- 
timonio y estafa,  y contra  Alberto  Delga- 
do, por  el  delito  de  amenazas,  en  la  que 
confirma  la  proferida  por  el  Juez  de  1» 
Instancia  del  Quiché  con  fecha  seis  de  Fe- 
brero del  presente  año,  en  la  que  se  de- 
claró que  Cristiani  Robe)  o era  autor  de 
los  delitos  de  disparo  de  arma  y falso  tes- 
timonio, por  lo  que  le  imponía  la  pena  de 
dos  años  de  prisión  correccional  por  el  pri- 
mer delito,  y tres  meses  de  arresto  me- 
nor por  el  segundo,  quedando  absuelto  del 
targo  que  se  le  formuló  por  el  delito  de  es- 
tafa; absolviendo  también  a Alberto  Del- 
gado del  cargo  que  por  el  delito  de  ame- 
nazas se  le  juzgó,  con  la  modificación  de 
que  la  conmuta  de  las  dos  terceras  partes 
de  la  pena  impuesta  a Cristiani  Robelo 
por  el  delito  de  disparo  de  arma,  era  a ra- 
zón de  treinta  centavos  de  quetzal  dia- 
rios; revocándola  en  lo  referente  al  deli- 
to de  falso  testimonio,  por  no  ser  la  pro- 
posición punible;  pero  que  apareciendo 
mérito  suficiente,  se  mandaba  certificar 
lo  conducente  para  investigar  si  el  músi- 
co de  la  banda  del  Quiché,  Faustino  López 
y los  demás  que  con  él  declararon,  lo  mis- 
mo que  el  que  los  propuso,  incurrieron  en 
falso  testimonio. 

RESULTA:  Que  el  dos  de  Enero  de  mil 
novecientos  veintiocho,  Alberto  Delgado 
se  presentó  ante  e’  Juez  de  Instancia 
del  Quiché  querellándose  contra  Ernesto 
Cristiani  Robelo  por  el  delito  de  asesina- 
to frustrado,  diciendo  que  ese  dia  a las 
ocho  de  la  mañana  en  ocasión  que  pasaba 
por  la  casa  del  señor  Robelo,  fué  atacado 
por  éste,  quien  le  disparó  un  balazo,  el 
que  afortunadamente  no  le  acertó,  presen 
ciando  tal  hecho:  Mauricio  Girón,  Fran- 
cisco Rodríguez,  Vicenta  Castillo,  Florinda 
QuTñónez,  Diego  Alvarado.  Ventura  Or- 
tega y Guadalupe  López.  La  testigo  Florin- 
da Quiñónez,  dijo:  que  en  la  fecha  del  su- 
ceso. a las  ocho  de  la  mañana  en  ocasión 
que  pasaba  por  la  calle  vió  que  Alberto 
Delgado  salla  de  la  casa  de  Mauricio  .Gi- 
rón y que  Robelo  se  encontraba  parado 
en  la  esquina  de  su  propia  casa  sita 
frente  de  la  de  Delgado  y al  ver  a 
éste  comenzó  a insultarlo  y que  después 
le  disparó  con  su  revólver;  que  el 
hecho  tuvo  verificativo  en  la  calle  que 


queda  en  la  salida  para  esta  capital,  dis- 
tante de  la  plaza  pública  como  siete  cua- 
dras. Las  demás  personas  propuestas  al 
declarar  se  produjeron  en  los  mismos  tér- 
minos que  la  Quiñónez,  aunque  con  algu- 
nas variantes,  pero  convienen  en  la  sus- 
tancia de  hecho  tal  como  pasó.  Poste- 
riormente se  practicó  careo  entre  el  sin- 
dicado y los  testigos  ya  nombrados,  no  lo- 
grándose ningún  resultado,  pues  cada  uno 
sostuvo  su  dicho. 

RESULTA:  Que  después  de  corridos  los 
trámites  del  plenario,  con  fecha  cinco  de 
Marzo  de  mil  novecientos  treinta  se  man- 
dó acumular  a-  la  causa  instruida  por  el 
delito  de  disparo  de  arma,  a la  que  por  falso 
testimonio  se  había  seguido  contra  el  mis- 
mo reo,  en  la  que  consta  que  Alberto  Del- 
gado estando  procesado  en  las  cárceles  del 
Quiché  por  el  delito  de  amenazas,  se  pre- 
sentó querellándose  contra  Robelo,  por  el 
delito  de  falso  testimonio,  en  virtud  de 
que  éste  llegó  a casa  de  César  López  y 
doña  Gregoria  López  de  Lucas,  a ofrecer- 
les la  suma  de  quinientos  pesos  billetes 
para  que  declararan  en  contra  de  él.  di- 
ciéndoles  que  por  esa  misma  suma  había 
logrado  que  Santos  Rivera,  Teresa  Batén 
y Faustino  Zapeta  declararan  y que  les 
agradecería  ese  favor  para  completar  .cin- 
co testigos,  y mandada  seguir  la  averigua- 
ción correspondiente,  se  examinaron  a los 
testigos  propuestos.  Candelario  Herrera, 
Gregoria  López  de  Lucas,  Isabel  López  M., 
César  A.  López,  quienes  dijeron  que  era 
efectivo  que  Ernesto  Cristiani  Robelo  les 
propuso  que  declararan  en  contra  de  Al- 
berto Delgado,  en  el  sentido  de  que  éste 
le  quería  pegar  con  un  machete  y que  les 
daría  quinientos  pesos  a cada  uno,  pero 
que  por  no  estar  acostumbrados  a decla- 
rar lo  que  no  habían  visto,  se  negaron  a 
ello.  Indagado  Ernesto  Cristiani  Robelo. 
negó  el  delito  de  disparo  de  arma  que  se 
le  atribuía,  asi  como  el  de  falso  testimonio. 
En  vista  de  la  acusación  de  Ernesto  Cris- 
tiani Robelo  contra  Alberto  Delgado  por 
el  delito  de  amenazas  se  mandó  seguir  la 
averiguación  correspondiente.  Alberto 
Delgado  al  ser  indagado  por  el  delito  de 
amenazas,  lo  negó  rotundamente.  A folio 
136  corre  agregada  una  certificación  ex- 
tendida por  la  Mayoría  de  Plaza  de'  Qui- 
ché en  la  que  se  hace  constar,  que  Fausti- 
no López  es  músico  de  la  banda  de  aquella 
cabecera  y había  estado  en  la  revista  el 
dia  del  hecho,  desde  las  siete  hasta  las  di“z 
y med'a  de  la  mañana.  El  siete  de  Junio 
de  mil  novecientos  veintinueve  se  inició 
otra  causa  contra  el  sindicado  Ernesto 
Cristiani  Robelo  en  virtud  de  la  queja  de 
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José  Martin  a la  Jefatura  Política  de 
aquel  departamento,  en  la  que  decía  que 
siendo  mozo  de  las  fincas  ‘‘Medellin  y Ca- 
melias”, donde  era  habilitador,  Ernesto 
Ctristiani  y como  debía  a la  finca  “Merce- 
des Patzulin”  de  la  que  era  habilitador 
Cándido  Soto,  quien  más  tarde  fué  subs- 
tituido por  Saturio  Cástaño;  Cristiani  le 
hizo  creer  que  había  devuelto  la  suma  que 
debía  a esta  última  finca,  pues  en  su  li- 
breto le  cargó  la  sum,a  de  mil  pesos  que 
era  el  valor  de  la  deuda,  pero  que  después 
el  señor  Castaño  le  resultó  cobrando,  por 
lo  que  acudía  eiq  qttéjá  con  el  objeto  de 
que  se  averiguara  lo  que  denunciaba.  El 
mozo  Francisco  Morales  de  quien  Martín 
era  fiador  le  cargó  ‘Cristiani  la  suma  de 
novecientos  pesos,  que  era  la  deuda  que 
tenia  a la  finca  “Mercedes  Patzulin  ’ y a 
éste  le  cobraba  también  el  nuevo  Itabili- 
tador  Saturio  Castaño,  presentó  los  libre- 
tos en  los  cuales  constaba  lo  que  exponía. 
Cándido  Soto  al  comparecer  ante  la  Jefa- 
tura Política  dijo  recordar  que  Cristiani 
le  había  hablado  de  ese  asunto  pero  que 
no  habían  llegado  a ningún  arreglo.  Sa- 
turio Castaño  exhibió  los  libros  de  la  finca 
de  la  cual  era  habilitador,  estando  debida- 
mente autorizados  y en  los  que  constaba 
que  Martín  debía  dieciocho  quetzales  y 
Morales  quince  quetzales,  cincuenta  cen- 
tavos. Cristiani  dijo  ser  cierta  la  opera- 
ción que  hizo  en  los  libretos,  pero  que  no 
pudo  entregar  el  dinero  a Soto  porque  es- 
taba ausente  y que  los  mozos  no  lo  ha- 
bían querido  recibir,  no  obstante  su  insis- 
tencia de  entregarlos.  A folios  218  corre 
agregado  un  documento  simple  con  firma 
auténtica,  en  el  cual  se  hace  constar  que 
Martín  y Morales,  confiesan  haber  recibi- 
do la  suma  de  dinero  que  aparecen  con- 
.signadas  en  los  libretos  respectivos.  Lle- 
nados los  demás  trámites  del  plenario,  con 
fecha  tres  de  Junio  de  mil  novecientos 
treinta  se  dictó  sentencia  en  las  causas 
acumuladas  seguidas  contra  Ernesto  Cris- 
tiani Robelo,  por  los  delitos  de  disparo  de 
arma,  falso  testimonio  y estafa.  Senten- 
cia que  al  conocer  la  Sala  6^  en  apelación 
declaró  nula,  porque  en  la  causa  seguida 
contra  Alberto  Delgado  por  el  delito  de 
amenazas  a mano  armada,  la  Sala  había 
reformado  el  auto  que  así  se  declaraba, 
haciendo  observar  al  Juez  que  sí  procedía 
se  acumulara  a las  que  se  instruían  con- 
tra Ernesto  Cristiani  Robelo,  con  el  fin  de 
que  las  resolviera  conjuntamente,  con  la 
de  disparo  de  arma,  por  ser  hecho  conexo, 
pero  que  en  vez  de  proseguir  el  procedi- 
niiento,  sólo  se  había  acumulado  y dejado 
en  suspenso,  y no  se  había  resuelto  nada 


respecto  a tal  delito  y mandó  por  último 
que  se  continuara  la  tramitación  del  pro- 
ceso por  amenazas  contra  Alberto  Delgado, 
dictándose  en  su  oportunidad  la  corres- 
pondiente. 

RESULTA:  Que  cumplido  por  el  Juez  lo 
mandado  por  la  Sala  con  fecha  seis  de  Fe- 
brero de  este  año,  dictó  sentencia  decla- 
rando; que  Ernesto  Cristiani  Robelo,  era 
autor  de  los  delitos  de  disparo  de  arma  y 
falso  testimonio,  por  lo  que  le  imponía  dos 
años  de  prisión  correccional,  y tres  meses 
de  arresto  menor,  respectivamente;  absol- 
viéndolo del  cargo  que  por  el  delito  de  es- 
tafa se  le  forrrUuló,  así  como  también  a 
Alberto  Delgado  que  por  el  de  amenazas  se 
le  dedujo;  haciendo  las  demás  declaracio- 
nes que  en  derecho  corresponde. 

RESULTA;  Que  la  Sala  6^  al  conocer  en 
grado  confirmó  la  sentencia  proferida  por 
el  Juez,  con  la  modificación  de  que  se  ha 
hecho  mención  al  principio  de  este  fallo, 
contra  cuya  ejecutoria  el  reo  Ernesto  Cris- 
tiani Robelo  con  auxilio  del  licenciadb  Vir- 
gilio Alvarez  introdujo  el  presenté  rqcurso 
de  casación,  citando  cómo  violados  loó  Ar- 
tículos 568  y 571  Procedimientos  Penáles. 
Artículo  21,  incisos  3?,  4f,  57  y 77  del 'códi- 
go penal. 

CONSIDERANDO:  Que  la  existencia  del 
delito  de  disparo  de  arma  de  fuego  está 
subordinada,  a la  condición  de  que  el  he- 
cho en  si  no  constituya  un  delito  más  gra- 
ve, y en  el  caso  que  se  examina,  sólo  con- 
curren los  requisitos  que  integran  el  deli- 
to citado  y demostrado  como  está,  por  el 
dicho  de  más  de  dos  testigos  idóneo.s  y 
contestes,  que  e;  recurrente  el  día  dos  de 
Enero  de  mil  novecientos  veintiocho,  a las 
ocho  de  la  mañana,  de  una  manera  direc- 
ta y voluntaria  disparó  contra  don  Alber-* 
to  Delgado,  se  justificó  la  aplicación  det 
precepto  contenido  en  el  articulo  309  del 
código  penal  y en  consecuencia  la  Sala 
sentenciadora  al  hacer  la  declaratoria  de 
culpabilidad  de  Cristiani  Robelo  en  vista 
de  la  prueba  testimonial  aducida,  no  vio- 
ló los  artículos  568  y 571  Procedimientos 
Penales,  pues  para  hacerlo,  tomó  de  la 
causa  los  medios  productores  de  certeza  y 
nada  más.  ' 

CONSIDERANDO:  Que  no  existiendo 
ninguna  circunstancia  atenuante  que  apre 
ciar  en  Ig,,. afición  cometida  por  Ernesto 
Cristiani  Robelo,  la  Sala  no  violó  el  ar- 
tículo 21  dél  código  penal  en  sus  incisos 
37,  47,  57  y 77. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de  JuSr 
ticia,  de  acnerdo  con  las  leyes  citadas  y ío 
que  disponen  los  artículos  673.  674,  . 675, 
676,  684,  685  y 690  Procedimientos  Penales; 
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22  Decréto  1728  y 27  Ley  Orgánica,  deses- 
tima el  recurso  interpuesto,  e impone  al 
recurrente  la  pena  adicional  de  quince 
dias  de  prisión  simple,  conmutadles  a ra- 
zón de  treinta  centavos  de  quetzal  por  dia. 
Notifiquese  y como  corresponde  devuél- 
vanse los  autos, 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Salazar. 
Carlos  Castellanos  R.— Alberto  Argueta  S. 
José  Serrano  Muñoz. — Ante  mi,  Juan  Fer- 
riández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Marce'ino  Welches  Ava- 
los  por  el  delito  de  agresión. 

DOCTRINA:  Cuando  está  probada  la  riña 
entre  ambos  contendientes,  el  delito 
de  agresión  no  aparece. , 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticuatro  de  Septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  proferida  con  fecha  veinti- 
nueve de  Agosto  del  año  en  curso,  por 
la  Sala  7a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
en  la  causa  instruida  por  el  delito  de 
agresión  contra  Marcelino  Wtelches  Ava- 
les, en  la  que,  desaprobando  la  dictada 
por  el  Juez  de  la.  Instancia  de  Zacapa 
el  veinte  del  mes  y año  citados  declara; 
que  Marcelino  Wfelches  es  autor  del  delito 
de  agresión,  por  lo  que  le  impone  la  pena 
de  un  año  de  prisión  correccional,  pena 
que  con  abono  de  la  prisión  sufrida  desde 
el  auto  de  bien  preso,  extinguirá  en  la  Pe 
nitenciaria  Central;  le  permite  conmutar 
las  dos  terceras  partes^  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  dia;  lo  deja  afec- 
to al  pago  de  las  responsabilidades  civiles 
provenientes  del  delito;  lo  exonera  de  re- 
poner el  papel  empleado  en  la  causa  por 
ser  pobre  en  el  sentido  legal  y no  lo  sus- 
pende en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
litices, por  ser  hondureño. 

RESULTA:  Que  el  cuatro  de  Mayo  del 
año  en  curso,  el  Comisario  de  la  Policía 
de  Zaeapa  dió  parte  al  Juez  de  Paz  de 
aquella  ciudad,  que  Marcelino  Wélches 
liabia  sido  conducido  la  noche  anterior  a 
las  ocho  por  ios  agentes  Melesio  Salázar, 
Tomás  Domínguez  y José  Paredes,  porque 
-en  estado  de  ebriedad  promovía  escánda- 
los en  el  corredor  del  portal  que  queda 
frente  al  Parque  La  Independencia;  que 
además  insultó  al  joven  César  Porta  y con 
unas  tijeras  lo  siguió  hasta  en  frente  de 
la  cantinla,  de  Juan  J.  Castañeda,  habién- 
dole tirado  con  ellas,  rompiéndole  los  pan- 


talones y los  calsoncillos.  En  vista  de  tal 
denuncia  y previa  ratificación,  se  siguió 
la  averiguación  correspondiente.  César 
Porta  al  ser  examinado  expuso:  que  el 
día  ya  citado  como  a las  ocho  de  la  noche 
cuando  el  dicente  pasaba  por  la  calle, 
frente  a la  barbería  de  Welches,  éste  lo 
insultó  de  palabras  en  presencia  del  doctor 
Evans,  Miguel  Vélez  y otras  personas;  que 
el  deponente  siguió  caminando  hacia  el 
oriente,  pero  Welches  lo  siguió  y antes  de 
llegar  a la  otra  cuadra,  frente  a la  can- 
tina de  Juan  Castañeda,  lo  alcanzó  y con 
una  arma  lo  agredió  tres  veces,  acertán- 
dole la  última,  que  le  cortó  el  pantalón  y 
la  bolsa  de!  mismo,  al  lado  izquierdo;  que 
esta  agresión  la  presenciaron  Santiago 
Qulñónez,  hijo,  Efrain  Oliva,  Juan  Casta- 
ñeda y otras  personas,  y que  el  origen  fué 
porque  siendo  el  declarante  empleado  de 
la  Empresa  Eléctrica  de  aquella  ciudad,  se 
le  cortó  la  luz  porque  no  pagaba  el  im- 
puesto correspondiente.  Efrain  Oliva  ma- 
nifestó: que  el  martes  tres  de  Mayo  a las 
ocho  de  la  noche,  estando  parado  en  la 
puerta  de  la  casa  del  doctor  Eduardo  Sel- 
va, vió  que  Welches  iba  por  la  calle  con 
dirección  ul  oriente,  y César  Porta  tam- 
bién por  la  misma  calle^  pero  con  direc- 
ción hacia  el  poniente  y al  encontrarse 
en  la  acera,  Welches  se  le  abalanzó  a Por- 
ta y quiso  agarrar’o  del  cuello,  pero  que 
com.o  éste  evitó  que  se  le  agarrara,  Wél- 
ches sacó  una  cuchilla  o navaja  de  bqrba 
y agredió  a Porta,  tirándole  una  estocada, 
que  la  primera  se  la  quitó  Porta  pero  que 
la  segunda  que  le  tiró  Welches,  le  cortó 
el  pant’alón,  que  el  origen  de  este  hecho, 
era  porque  el  Gerente  de  la  Empresa  doc- 
tor Selva  mandó  cortar  la  luz  al  citado 
Welches,  porque  éste  no  qu'so  pagar  el 
im, puesto  retrazado,  pues  cuando  el  dicente 
llegó  a cobrar' e a .su  casa  le  manifestó  que 
no  pagaba.  Santiago  Quiñónez  dijo,  que 
el  martes  a las  8 de  la  noche  estando  en  su 
casa  de  habitación,  tuvo  ocasión  de  ver 
que  en  la  calle  y frente  a la  casa  del  di- 
cente estaban  Marce'ino  Welche.s  y César 
Porta,  riñendo,  porque  ambos  se  daban  de 
manadas  y pudo  ver  que  Welches  se  lle- 
vó la  mano  hacia  atrás  como  para  sacar 
arma  y después  agredió  a Porta,  no  fiján- 
dose con  qué  clase  de  arma.  Juan  Casta- 
ñeda dijo:  que  no  le  constaba  nada  del  he- 
cho que  se  investiga.  Marcelino  We'ches 
al  ser  examinado  en  forma  indagatoria  di- 
jo; no  ser  cierto  haber  insultado  al  joven 
Porta,  pues  solamente  tuvo  una  broma  con 
él  y que  entonces  éste  le  citó  a pleito  y 
que  el  dia  del  hecho  cuando  él  iba  por  la 
calle  para  el  Club,  se  encontró  con  Porta. 
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y éste  le  tiró  una  manada,  negando  todas 
las  demás  preguntas  que  se  le  hicieron,  pe- 
ro reconoció  las  tije  'as  que  se  le  pusieron 
a la  vista  y que  le  fueron  recogidas  la  no- 
che del  suceso.  Durante  el  término  pro- 
batorio fueron  exam  nados  a solicitud  del 
reo:  Juan  José  Hernández  Durán,  Silves- 
tre Samayoa,  quienes  declararon  casi  de 
acuerdo  con  los  interrogatorios  presenta- 
dos, asi  como  también  se  preguntó  al  tes- 
tigo Efraín  Oliva  y llenados  los  demás  trá- 
mites del  plenario,  se  dictó  sentencia,  ab- 
solviendo a Welches  del  delito  de  agresión 
que  se  le  había  formulado,  por  ser  el  he- 
cho constitutivo  solamente  de  una  falta  y 
no  delito.  La  Sala  al  conocer  en  consulta, 
desaprobó  la  sentencia  profiriendo  la  que 
se  hizo  mención  al  principio,  de  cuya  re- 
solución el  reo  con  auxilio  del  abogado 
Enrique  Paz  y Paz  interpuso  el  presente 
recurso  de  casación,  por  infracción  de  ley, 
citando  como  infringidos  los  artículos  3?, 
4°.  568,  571,  573,  575,  584,  586,  731  y 735 
Procedimientos  Penales;  308  inciso  2P  y 455 
código  penal.  Pedidos  los  antecedentes  y 
señalado  día  para  la  vista,  es  el  caso  de  re- 
solver lo  que  corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO:  Que  la  Sala  senten- 
ciadora al  estimar  como  probado  el  delito 
de  agresión  y como  autor  de  él  a Marceli- 
no Welches,  con  base  en  la  prueba  testi- 
monial rendida,  violó  el  articulo  308  del 
código  penal,  pues  según  se  desprende  de 
lo  .manifestado  por  el  testigo  presencial 
Santiago  Quiñónez  que  no  fué  tachado,  Cé- 
s:ar  Porta  y Marcelino  Welches  la  noche 
del  tres  de  Mayo,  como  a las  ocho,  frente 
a la  cantina  de  Juan  J.  Castañeda  reñían, 
pues  ambos  se  daban  de  manadas;  y en 
esa  virtud  procede  casar  y anular  la  eje- 
cutoria recurrida  y pronunciar  el  fallo  que 
con  arreglo  a derecho  corresponde. 

CONSIDERANDO:  Que  demostrada  co- 
mo está  la  culpabilidad  de  Marcelino  Wel- 
ches de  una  falta  contra  las  personas,  pro- 
cede imponerle  la  pena  de  cinco  días  de 
prisión  de  conformidad  con  lo  establecido 
en  el  artículo  455  inciso  2P  código  penal. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  la  ley  invocada  y lo 
preceptuado  en  los  artículos  673,  674,  675, 
676,  684,  686  y 687  Procedimientos  Penales; 
22  Dto.  1728  y 27  Dto.  1729,  CASA  Y ANU- 
LA la  sentencia  que  dió  origen -al  presente 
recurso  de  casación  y resolviendo  sobre  lo 
principal,  declara;  19  absuelve  del  cargo 
que  por  el  delito  de  agresión  se  le  formu- 
ló a Marcelino  Welches  por  caer  el  hecho 
cometido  dentro  de  la  excepción  del  artícu- 
lo 308  del  código  penal;  29  que  la  acción 
que  dió  origen  al  encausamiento  de  Wel- 


ches es  constitutiva  de  una  falta  contra  las 
personas,  castigable  con  cinco  días  de  pri- 
sión simple,  de  conformidad  con  lo  esta- 
tuido en  el  artículo  455  de  la  ley  última- 
mente citada,  conmutable  a razón  de  vein- 
ticinco centavos  de  quetzal  por  día. — No- 
tifíquese  y como  corresponde,  devuélvan- 
se los  autos. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Salazar. 
Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argueta  S. 
José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan  Fer- 
nández C. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Clemente  García,  Torí- 
bio  Súchite,  Encarnación  Juárez,  Juan 
Ramón  Díaz,  Cristóbal  Martínez,  Ig- 
nacio Chucán,  José  y Valentín  García, 
por  el  delito  de  daños. 

DOCTRINA:  Para  la  existencia  del  delito 
de  daños,  es  necesario  de  que  los  cau- 
santes lo  hagan  de  propósito  y en  pro- 
piedad ajena. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
ocho  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y dos.  Por  recurso  de  casación  se  exa- 
mina la  sentencia  dictada  el  doce  de  Ju- 
lio del  presente  año  por  la  Sala  79  de  la 
Corte  de  Apelaciones  en  la  causa  instruida 
por  el  delito  de  daños  contra  Clemente 
García,  Toribio  Súchite,  Encarnación  Juá- 
rez, Juan  Ramón  Díaz,  Cristóbal  Martínez. 
Ignacio  Chacón,  José  y Valentín  García, 
en  la  que,  desaprobando  la  absolutoria  que 
profirió  el  Juez  de  19  Instancia  de  Zacapa 
declara:  19  que  Clemente  García  y com- 
pañeros, son  autores  del  delito  de  daños, 
por  el  cual  les  impone  a cada  uno  la  pena 
de  un  año  de  prisión  correccional  de  con- 
formidad con  el  artículo  430  Procedimien- 
tos Penales,  conmutable  en  su  totalidad  a 
razón  de  diez  centavos  de  quetzal  por  día, 
haciendo  las  demás  declaraciones  corres- 
pondientes; 29  deja  abierto  el  procedimien- 
to contra  Cristóbal  de  León  García,  Hipó- 
lito Juárez,  Raymundo  Cruz  y Evangelino 
Martínez,  contra  quienes  debe  dictarse 
nuevas  órdenes  de  captura  y 39  recomien- 
da al  Juez  que  tenga  presente  para  su  re- 
solución, lo  indicado  en  el  último  conside- 
rando. 

RESULTA;  que  el  veintitrés  de  Mayo  de 
mil  novecientos  treinta,  se  presentó  ante 
el  Juez  de  19  Instancia  de  Zacapa  don  Fe- 
lipe Paiz,  manifestando;  que  hacia  como 
seis  años  había  comprado  algunos  dere- 
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ehos  en  el  sitio  de  Huité,  jurisdicción  de 
Cabañas  de  aquel  departamento,  equiva- 
lentes dichos  derechos  como  a cuatro  ca- 
ballerías, las  cuales  tenía  perfectamente 
acotados  con  alambre  espigado  y que  los 
señores  Clemente  García,  Toribio  Súchite, 
Cristóbal  de  León,  Hipólito  Juárez,  Encar- 
nación Juárez,  Raymundo  Cruz,  Juan  Ra- 
món Díaz,  Cristóbal  Martínez,  Ignacio  Cha- 
cón, Evangelino  Martínez,  José  Garcíai  y Va- 
lentín de  este  último  apellido,  habían  vi- 
vido dentro  de  su  terreno  con  su  permiso 
y que  durante  algún  tiempo  les  permitió 
que  tuvieran  animales  en  dicho  terreno, 
pero  que  por  tener  necesidad  de  hacer  al- 
gunas plantaciones  les  indicó  que  sacaran 
su  ganado  y que  como  no  logró,  acudió  al 
Juez  de  Paz  de  Cabañas,  habiéndoles  no- 
tificado dicho  funcionario  que  dentro  de 
tercero  día  sacaran  su  ganado  y que  no 
lo  hicieron:  que  entonces  procedió  a sa- 
carlo con  sus  mozos  y que  indudablemen- 
te por  ésto  los  acusados  se  pusieron  de 
acuerdo  y el  día  anterior  a su  denuncia 
como  de  seis  a siete  de  la  noche,  destroza- 
ron completamente  uno  de  los  cercos  de 
su  propiedad  en  el  lugar  denominado  “Las 
Joyas”,  en  una  extensión  como  de  doscien- 
tas brazadas,  en  que  no  dejaron  sino  los 
pedazos  de  alambre  y postes  tirados;  que 
el  daño  que  citaba  fué  ocasionlado  en  el 
terreno  que  tiene  en  el  sitio  Huité  y esti- 
ma en  ciento  cincuenta  quetzales.  Que  los 
daños  comprenden  los  cercos  destrozados 
y arruinados,  los  causados  en  las  milpas  y 
en  los  postes  y que  podían  declarar  al  res- 
pecto Javier  Alvarez,  Juan  Fulgencio  y 
Enaido  Hernández.  Javier  Alvarez  mani- 
festó al  ser  examinado  que  el  jueves  vein- 
tidós del  mes  de  Mayo  del  presente  año, 
a eso  de  las  seis  de  la  tarde  cuando  iba  de 
la  ciudad  de  Zacapa  en  compañía  de  su  pa- 
dre Juan  Hernández,  para  el  lugar  de  su 
residencia,  aldea  “Las  Joyas”,  al  pasar 
contiguo  al  terreno  que  pertenece  a don 
Felipe  Paiz,  oyeron  ruidos  de  machetes  y 
como  que  leñaban  junto  a las  cercas  y que 
entonces  el  dicente  amarró  su  caballo  y 
junto  con  su  padre  se  encaminaron  al  lu- 
gar de  donde  procedía  el  ruido,  encontran- 
do allí  a Clemente  García  en  unión  de  las 
personas  que  se  citan  en  el  escrito  de  acu- 
sación, quienes  se  daban  a la  criminal  ta- 
rea de  destruir  las  cercas  de  alambre  es- 
pigado, cuyo  alambre  quedó  destrozado  en 
una  extensión  como  de  doscientas  braza- 
das y que  como  tuvieron  miedo  de  que 
los  acometieran,  no  les  dijeron  ni  una  so- 
la palabra,  optando  por  ir  a dar  parte  al 
alcalde  auxiliar  y que  el  ganado  de  los 
mismos  vecinos  de  las  Joyas  produjo  en  el 


terreno  perjuicios,  principalmente  en  las 
milpas.  El  testigo  Juan  Hernández  se  pro 
dujo  en  los  mismos  términos  que  el  an- 
terior y que  cuando  acudieron  a dar  parte 
al  alca'de  auxiliar  Rosalio  Hernández,  és- 
te ai  día  siguiente  en  compañía  del  comi- 
sionado Militar  Fulgencio  Hernández  y 
del  alguacil  Francisco  Díaz,  fueron  a ins- 
peccionar las  cercas  y que  el  parte  lo  die- 
ron para  evitar  que  más  tarde  se  les  fue- 
ra a complicar  en  los  daños  causados  y que 
el  día  siguiente  fué  a la  ciudad  de  Zacapa 
a dar  parte  a don  Felipe  Paiz.  ITilgencio 
Hernández  dijo  ser  cierto  que  conocía  a 
los  sindicados  y al  señor  Paiz,  con  quienes 
eran  sin  generales  y que  el  día  jueves  vein- 
tidós del  mes  de  Mayo  estuvo  trabajando 
en  un  cerco  de  rarn'a  en  su  sementera  y 
que  como  a las  cinco  y media  de  la  tarde 
más  o menos  que  terminó  su  trabajo,  en 
compañía  de  Enaido  Hernández,  se  fue- 
ron para  sus  casas  y cuando  estuvieron  en 
una  puerta  de  las  cercas  de  den  Felipe 
Paiz.  cerca  del  lugar  denominado  ‘‘Plan 
del  Sare”,  en  dicha  puerta,  encontraron 
sentados  a Toribio  Súchite,  Cristóbal  de 
León  García,  Raymundo  Cruz,  Hipólito 
Juárez  y Encarnación  Juárez,  quienes  se 
hicieron  a un  lado  para  darles  el  paso  y 
que  no  notaron  que  aquellos  pretendieran 
hacer  algo,  que  como  a las  siete  y media 
de  la  noche,  llegó  a su  casa  Juan  Hernán- 
dez dic’.éndole  que  como  comisionado  de 
la  aldea  le  daba  parte  que  los  individuos 
yi  citados  anteriormente  acompañados  de 
Clemente  García,  habían  roto  las  cercas 
del  terreno  de  don  Felipe  Paiz  y que  con- 
venía que  fueran  a inspeccionarlo  para 
evitar  una  responsabilidad  y que  al  día  si- 
guiente acompañado  del  auxiliar  Rosalio 
Hernández  y del  alguacil  Francisco  Díaz, 
fueron  a ver  el  daño;  dando  parte  a la 
autoridad.  En  igual  forma  aunque  con 
ligeros  variantes  se  produjo  Enaido  Her- 
nández. Los  expertos  Arturo  Estrada  S.  y 
Martin  Loyo  que  acompañaron  al  Juez  de 
Paz  de  Cabañas  a la  inspección  ocular, 
que  éste  practicó  en  la  aldea  Las  Joyas 
de  aquel  municipio,  le  dieron  el  valor  a los 
daños  ocasionados  de  cuarenta  y cuatro 
quetzales  cinco  centavos  de  quetzal.  Al 
obtener  la  captura  de  los  procesados,  se  les 
indagó  en  debida  forma  y negaron  la  co- 
misión del  delito  que  se  les  atribula.  A 
folios  45  obra  otra  querella  del  señor  Paiz; 
en  la  que  manifiesta  que  los  procesados 
continuaban  en  su  tarea  destructiva,  pero 
al  practicarse  una  inspección  ocular  con 
tal  objeto,  se  estableció  que  eran  los  mis- 
mos daños  anteriormente  denunciados. 
También  aparecen  acumuladas  al  proceso 
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instruido  otras  causas  por  daños  y usur- 
pación en  las  que  se  ve  que  la'denuncia  no 
progresó,  porque  los  testigos  propuestos 
manifestaron  que  Paiz  habia  dado  en  arren- 
damiento el  terreno  a los  sindicados  fuera 
de  que  los  expertos  manifestaron  que  no 
podian  apreciar  el  daño  para  lo  que  ha- 
blan sido  nombrados  por  no  existir  en  rea- 
lidad, y llenados  los  demás  trámites  del 
plenario,  el  Juez  de  !?■  Instancia  de  Zaca- 
pa,  dictó  sentencia  absolviendo  a los  pro- 
cesados del  cargo  que  se  les  dedujo  por  el 
delito  de  daños,  por  falta  de  prueba.  En 
el  plenario  los  acusados  propusieron  infor- 
mación testimonial  para  demostrar  que  los 
testigos  de  cargo  eran  mozos  asalariados 
del  acuslador.  También  se  acompañó  en  el 
término  de  prueba  según  certificación  de 
folios  145  al  148,  constancias  que  don  Pe- 
dro Alvarez,  Clemente  Garda  y Eusebio 
Hernández  adquirieron  por  donación  de  los 
herederos  de  don  Francisco  Jumique,  de- 
rechos reales  en  el  terreno  de  Huité,  en  el 
municipio  de  Cabañas,  asimismo  consta 
que  don  Mercedes  Salguero,  apoderado 
general  del  sitio  comunal  El  Potrero,  no  ex 
hibió  el  titulo  correspondiente,  no  obstan- 
te el  mandato  judicial,  para  probar  la  ca- 
lidad de  propietario  de  la  finca  en  cues- 
tión, que  se  le  exigió  al  acusador,  fuera 
de  que  el  testigo  Fermin  Trabanino  mani- 
festó que  don  |Felipe  Paiz  era  dueño  del 
terreno  disputado,  según  él  se  lo  habia  di- 
cho. 

RESULTA:  que  del  fallo  que  profirió  la 
Sala  7^  de  la  Corte  de  Apeaciones,  Juan 
Ramón  Diaz  con  auxilio  del  licenciado  Sal- 
vador Samayoa  introdujo  el  presente  re- 
curso de  casación,  citando  como  violados 
los  artículos:  428  del  código  penal;  566, 
568,  560,  inciso  S"?  571,  581,  586,  602,  inciso 
19  603  y 731  Procedimientos  Penales  y De- 
creto de  indulto  de  15  de  Septiembre  de 
1926  y 21  de  Diciembre  de  1927,  y pedi- 
dos los  antecedentes  y señalado  día  para 
la  vista,  es  el  caso  de  resolver  lo  que  co- 
rresponda en  justicia. 

CONSIDERANDO:  Que  al  calificar  y pe- 
nar como  delito  la  Sala  sentenciadora,  el 
daño  ;a  que  se  refiere  la  acusasión  de  don 
Felipe  Paiz,  infringió  el  artículo  428  del 
código  penal,  puesto  que  cometen  este  de- 
lito los  que  causan  de  propósito  algún  da- 
ño en  propiedad  ajena  y en  la  causa  que 
se  examina,  no  aparece  que  el  señor  Paiz 
demostrara  su  propiedad,  no  obstante  ha- 
bérsele prevenido  judicialmente;  y en  con- 
secuencia, siendo  cierta  la  infracción  de- 
nunciada al  interponerse  el  presente  re- 
curso de  casación,  procede  a cacar  y anu- 
lar la  sentencia  lecurrida. 


POR  TANTO : Lai  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia de  acuerdo  con  la  ley  citada  y lo  que 
disponen  los  artículos  673,  674,  675,  676, 
681,  682,  684,  686,  y 687  de  P.  P:  22  Decre- 
to 1728  y 27  Ley  Orgánica,  CASA  Y ANU- 
LA la  ejecutoria  recurrida  y resolviendo 
sobre  lo  principal  declara:  absueltos  del 
cargo  que  se  les  formuló  a Clemente  Gar- 
cía, Toribio  Súchite,  Encarnación  Juárez, 
Juan  Ramón  Diaz,  Cristóbal  Martínez, 
Ignacio  Chacón,  José  y Valentín  García, 
por  no  haber  demostrado  el  acusador  la 
propiedad  en  el  terreno  en  donde  se  co- 
metieron los  daños:—  Notifiquese  y con 
certificación,  devuélvanse  los  autos. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Salazar. 
Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argueta  S. 
José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan  Fer- 
nández C. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Sebastiana  Toe  Her- 
nández, por  el  delito  de  homicidio  co- 
metido por  imprudencia  temeraria. 

DOCTRINA:  Para  que  un  mal  constituti- 
vo de  delito  pueda  estimarse  ejecuta- 
do por  imprudencia,  es  preciso  que  el 
hecho  determinante  sea,  por  su  Índo- 
le y naturaleza,  sin  malicia  y con  ab- 
soluta falta  de  intención  en  cometerlo. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
ocho  de  octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y dos.  Por  recurso  de  casación  se  exa- 
mina la  sentencia  de  fecha  once  de  Agos- 
to del  año  en  curso,  dictada  por  la  Sala  6'> 
de  Apelaciones  en  la  causa  instruida  por 
el  delito  de  homicidio  cometido  por  impru- 
dencia temeraria  contra  Sebastiana  Toe 
Hernández  y por  la  cual,  desaprobando  la 
absolutoria  que  dictó  el  Juez  de  19  Ins- 
tancia de  Totonicapán  el  treinta  de  Julio 
del  presente  año,  declara:  que  Sebastiana 
Toe  Hernández  es  responsable  de  homici- 
dio por  imprudencia  temeraria,  por  cuya 
infracción  le  impone  la  pena  de  un  año  de 
arresto  mayor  conmutable  en  su  totalidad, 
a razón  de  diez  centavos  de  quetzal  por 
dia,  hecha  las  rebajas  por  las  dos  circuns- 
tancias, atenuantes  que  enumera  en  su 
consideración;  pena  que  con  abono  de  la 
prisión  sufrida,  deberá  extinguir  en  las 
cárceles  de  aquella  cabecera;  la  deja  afec- 
ta a las  responsabilidades  civiles  deriva- 
das de  la  infracción  cometida  y por  último, 
la  exonera  de  reponer  el  papel  empleado 
en  la  causa. 
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RESULTA:  que  el  quince  de  Enero  del 
año  en  curso,  el  alcalde  auxiliar  del  can- 
tón “Paxixil  ’,  Juan  Paxtor,  dió  parte  al 
Juez  Municipal  de  ‘‘San  Francisco  El  Alto” 
de  que  habiendo,  con  motivo  de  la  celebra- 
ción de  la  imagen  de  Esquipulas,  una  fes- 
tividad, le  tocó  a él  en  unión  de  sus  com- 
pañeros Miguel  Acabal,  Diego  Paxtor,  Juan 
Hernández  y Miguel  Paxtor,  cuidar  el  or- 
den y que  cuando  iban  para  El  Oratorio, 
oyeron  unos  gritos  y al  acercarse  al  lu- 
gar de  donde  salían,  encontraron  a Sebas- 
tiana Toe  en  un  barranco,  en  estado  de 
ebriedad  y con  su  hija  en  la  espalda  ya 
muerta;  que  la  dejaron  en  dicho  lugar 
para  ir  a dar  parte  y que  la  Toe  no  dió 
ninguna  explicación  de  la  muerte  de  su 
hija  ni  por  qué  estaba  en  el  barranco.  To- 
dos los  que  componían  la  ronda,  cuyos 
nombres  ya  se  han  citado,  al  ser  examina- 
dos declararon  en  los  mismos  términos  que 
el  anterior. 

RESULTA:  que  al  constituirse  el  Juez  en 
el  lugar  denominado  “Paracanac”  del  can- 
tón Paxixil,  con  el  objeto  de  practicar  el 
reconocimiento  del  cadáver  de  la  criatura 
de  ocho  meses,  que  resultó  ser  Francisca 
Toe,  hija  de  Sebastiana  del  mismo  apelli- 
do, quien  la  tenía  en  sus  brazos  en  los  mo- 
mentos en  que  llegó  el  Juez  y que  al  pre- 
guntarle el  mptivo  de  su  fallecimiento,  di- 
jo que  lo  ignoraba  porque  ella  se  había  em- 
briagado con  aguardiente;  y el  Juez  hizo 
constar  que  el  cadáver  tenia  un  golpe  amo- 
ratado en  la  columna  bertebral,  asegu- 
rando el  empírico  Miguel  Amézquita  a 
quien  se  nombró  para  que  lo  reconociera, 
que  la  causa  de  la  muerte  de  la  niña  obe- 
decía a un  fuerte  golpe  que  había  llevado 
en  la  espalda.  En  esta  misma  diligencia 
el  Juez  hizo  constar  que  Sebastiana  Toe 
manifestó  que  sólo  recordaba  que  la  noche 
anterior  salió  de  su  casa  de  habitación  a 
tomar  aguardiente  a una  reventa  que  te- 
nía Magdalena  Eulalia  Coz,  que  existía 
cerca  de  su  casa,  llevando  consigo  a su 
hija  cargada  en  la  espalda  y que  como  a 
las  once  de  la  noche  dispuso  irse  a la  za- 
rabanda que  había  en  casa  de  su  pariente 
Gabriel  Toe,  distante  como  un  cuarto  de 
legua  y que  al  pasar  por  una  quebrada  que 
queda  en  terreno  de  Juan  Chávez  y Cruz 
Toe,  como  iba  ebria  y había  perdido  el 
camino  se  cayó  al  barranco,  en  donde  ama- 
neció y la  encontró  el  alcalde  -aiuxiliar  del 
cantón  Paxixil  con  su  hija  ya  muerta.  El 
Cirujano  departamental  en  su  informe 
médico  sobre  el  reconocimiento  y autop- 
sia que  practicó  en  el  cadáver  de  la  menor 
Francisca  Toe,  dijo  que  la  muerte  de  ésta 
se  debió  a una  contusión  cerebral. 


RESULTA:  que  el  Juez  de  la.  Instancia 
de  Totonicapán  se  constituyó  en  el  lugar 
denominado  Paracanac  del  cantón  Paxixil 
de  San  Francisco  “El  Alto”,  en  donde  fué 
encontrada  Sebastiana  Toe  y su  hija  Fran- 
cisca con  el  objeto  de  practicar  una  inspec- 
ción ocular,  en  la  que  se  hizo  constar  lo 
siguiente:  que  el  terreno  era  plano  y de 
regular  extensión  y se  encontraba  dividi- 
do por  un  barranco  de  poca  profundidad, 
en  el  fondo  del  cual  corría  el  rio  Paraca- 
nac, hasta  el  cual  hay  que  descender  para 
cruzar  el  barranco,  utilizando  para  este 
efecto  una  vereda  de  forma  irregular  y 
poco  ancha,  situada  en  una  parte  en  que 
el  barranco  mide  aproximadamente  cuatro 
metros  de  altura.  Los  que  componían  el 
auxilio  mostraron  al  Juez  el  lugar  donde 
encontraron  a la  Toe  con  su  hija.  El  Juez 
observó  que  al  final  de  la  vereda  como  a 
metro  y medio  del  fondo  del  barranco,  ha- 
bían señales  recientes  dé  que  una  persona 
se  hub'era  resbalado  y en  la  misma  direc- 
ción embutida  en  la  tierra  se  hallaba  una 
p'edra  de  forma  irregular,  la  que  presen- 
taba un  bordo  cortante  como  de  medio 
metro  de  largo. 

RESULTA:  que  llenados  los  demás  trá- 
mites del  plenario,  el  Juez  dictó  sentencia, 
absolviendo  del  cargo  que  por  el  delito  de 
hom  eidio  por  imprudencia  temeraria  se 
formuló  a Sebastiana  Toe  Hernández,  por 
estar  exenta  de  responsabilidad  eriminal, 
por  estimar  que  el  hecho  ocurrió  por  mero 
accidente  y al  conocer  la  Sala  en  consulta, 
desaprobó  el  fallo,  dictando  el  que  se  ha 
hecho  mención,  del  cual  Sebastiana  Toe  al 
ser  notificada  y con  auxilio  del  abogado 
don  Delfino  Santiesteban  R.,  interpuso  el 
presente  recurso  de  casación  por  violación 
de  ley,  citando  como  infringidos  los  ar- 
tículos 13,  14,  15,  80,  y 434  del  código  penal; 
4?,  259,  568,  729  y 735  Regla  5^  fracción  2^ 
del  código  de  procedimentos  penales  y sus- 
tanciado en  esta  Corte  en  la  forma  co- 
rrespondiente el  recurso  interpuesto,  es  el 
caso  de  dictar  la  resolución  que  procede  en 
derecho. 

CONSIDERANDO:  que  el  concepto  jurí- 
dico de  la  imprudencia  punible  exige  tres 
elementos  esenciales:  IP  una  acción  u omi- 
sión voluntaria,  no  maliciosa;  29  un  mal 
efectivo  y concreto;  y 39  la  existencia  in- 
discutible de  una  relación  de  causa  o efec- 
to que  ligue  por  modo  evidente  ambos  ex- 
tremos, cuya  concurrencia  es  necesaria 
para  que  el  hecho  origine  responsabilidad 
penal,  y en  el  caso  que  se  examina,  según 
las  eonstancias  de  la  causa,  el  hecho  reúne 
todos  estos  requisitos,  pues  si  bien  la 
muerte  de  la  menor  Francisca  Toe- no  fué 
intencionada,  querida  y maliciosa,  sí  se 
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deb'ó  a la  falta  de  precaución,  de  cuidado 
que  exigen  las  acciones  humanas,  a que  el 
hecho  de  caminar  por  una  vía  demasiado 
angosta  según  se  constató  en  la  inspección 
ocular,  implicaba  por  sí  sola  un  peligro 
fuera  de  que  cuando  se  recorrió,  la  noche 
estaba  muy  oscura,  tomando  la  enjuiciada 
una  vereda  por  haber  perdido  el  camino 
según  ella  manifiesta,  yendo  además  en 
sumo  estado  de  ebriedad,  pues  no  pudo  ni 
levantarse  del  barranco  a.  donde  cayó  sino 
hasta  otro  dia  que  llegó  el  alcalde  auxiliar 
del  cantón  Paxixil,  Juan  Piaxtor,  lo  que  de- 
muestra indudablemente  que  el  suceso,  fué 
por  falta  de  previsión  que  la  ley  señala  en 
los  actos  previsibles  y en  consecuencia,  si 
no  hubo  voluntariedad  en  el  resultado,  sí 
la  hubo  en  la  acción,  que  es  la  caracterís- 
tica de  los  delitos  cometidos  por  culpa  y en 
tal  concepto,  no  se  violaron  por  la  Sala  los 
artículos  13,  14  y 434  del  código  penal. 

CONSIDERANDO'  que  para  que  un  mal 
constitutivo  de  delito  pueda  estimarse 
ejecutado  por  imprudencia,  es  preciso  que 
el  hecho  determinante  sea,  por  su  Índole  y 
naturaleza,  sin  malicia  y con  absoluta  fal- 
ta de  intención  en  cometerlo,  y al  apre- 
ciarlo asi  la  Sala  sentenciadora,  no  infrin- 
gió el  artículo  15  del  C-  P. 

CONSIDERANDO:  que  no  debe  confun- 
dirse de  ningpna  manera  la  falta  de  ma- 
licia en  el  agente'  que  es  una  cualidad 
esencial  y ciertamente  constitutivo  de  la 
imprudencia,  con  la  falta  de  intención  de 
causar  un  mal,  como  el  producido  por  Se- 
bastiana Toe  Hernández,  que,  a su  vez  es 
una  circunstancia  que  no  tiene  más  vir- 
tualidad ni  otro  aicance,  que  el  atenuar 
la  responsabilidad  criminai  del  autor  del 
hecho  delictuoso  como  se  hizo  por  la  Sala 
6^  al  proferir  el  fallo  de  acuerdo  con  lo 
preceptuado  en  los  artículos  21  y 79  código 
penal,  por  lo  que,  careciendo  de  aplicación 
el  artículo  80,  no  pudo  ser  infringido. 

CONSIDERANDO:  que  estando  debida- 
mente comprobada  la  base  del  procedi- 
miento criminal  incoado  contra  Sebastiana 
Hernández  con  motivo  de  la  muerte  de  su 
hija,  según  lo  demuestra  la  causa  que  se 
estudia  y los  informes  médicos  legales  que 
existen  en  ella,  no  violó  el  artículo  259  P. 
P.  y apareciendo  también  comprobada  con 
su  confesión  la  culpabilidad  en  el  hecho 
investigado,  la  Sala  aplicó  rectamente  las 
disposiciones  contenidas  en  los  artículos  4, 
568  y 729  de  P.  P.  y como  en  la  redacción 
de  la  sentencia  se  observaron  las  reglas 
que  señala  el  artículo  735  del  código  de 
procedimiento  penales  y sus  reformas, 
tampoco  se  infringió  éste. 


POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  invocadas  y 
lo  dispuesto  en  los  artículos  673,  674,  676, 
684,  686  y 690  P.  P.  22.  Dto-  1728  y 27  Ley 
Orgánica  del  Poder  Judicial,  desestima  el 
recurso  interpüesto,  e impone  a la  i ocu- 
rrente, la  pena  de  quince  dias  de  prisión 
simple,  conmutable  a razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  por  dia. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

Gmo.  S-  de  Tejada.  — Federico  O.  Sala- 
zar.  — Carlos  CastellanosR.  — Alberto  Ar- 
gueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mí  Juan  Fernández  C.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Félix  Virula  Rosales, 
por  delitos  de  usurpación  y estafa. 

DOCTRINA:  Procede  la  casación  contra 
los  fallos  en  que  el  fundamenlo  lo  cons- 
tituyen presunciones  humanas,  cuando 
los  hechos  en  que  se  apoyan  no  están  de- 
bidamente probados. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
ocho  de  Octubre  de  mil  novecientos  treinta 
y dos. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  de  fecha  nueve  de  Septiembre 
del  año  en  curso,  proferida  por  la  Sala  3'» 
de  la  Corte  de  Apelaciones  en  las  causas 
acumuladas  que  por  los  delitos  de  usur- 
pación y estafa  se  siguieron  contra  Féiix 
Virula  Rosales,  en  la  que  se  confirma  ia 
dictada  por  el  Juez  de  Instancia  de  Cui- 
iapa  el  catorce  de  Julio  del  presente  año, 
con  la  reforma  de  que  el  procesado  es  au- 
tor del  delito  de  estafa,  y no  de  defrauda- 
ción de  caudales  públicos  por  cuya  infrac- 
ción le  impone  la  pena  de  tres  años  de 
prisión  correccional,  conmutable  en  sus 
dos  terceras  partes  a razón  de  diez  centa- 
vos de  quetzal  por  dia. 

RESULTA:  'que  el  veintitrés  de  Diciem- 
bre de  mil  novecientos  treinta,  se  presentó 
Juan  Oajaca  ante  el  Juez  de  Paz  de  Nue- 
va Santa  Rosa,  manifestando,  que  por 
compra  que  hizo  a Andrea  Muñoz,  poseía 
desde  el  mes  de  Abril  del  año  ya  citado,  un 
terreno  en  el  lugar  denominado  “El  Ria- 
chuelo” y que  Félix  Viruia  en  varias  oca- 
siones le  había  destruido  las  cercas,  cau- 
sándole otros  daños  y allanando  su  pro- 
piedad, que  en  el  mes  citado,  dia  domingo. 
Virula  destruyó  nuevamente  la  cerca,  de- 
jando abierto  el  paso,  hecho  que  presen- 
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ciaron  Miguel  Zarceño  y Octavio  Salazar. 
El  Juez  de  Paz  asociado  de  su  secretario  y 
de  los  expertos  Modesto  Alvarez  y Mateo 
Salazar  se  constituyó  en  el  lugar  donde  se 
dijo  se  habian  cometido  los  daños,  con  el 
objeto  de  practicar  una  inspección  ocular, 
en  la  cual  se  hizo  constar;  ser  cierto  que 
fueron  cortados  dos  hilos  de  alambre  es- 
pigado, de  cuatro  varas  y media  cada  uno, 
quedando  en  consecuencia  formado  un 
paso  de  una  y media  varas,  que  los  exper- 
tos valoraron  en  cuarenta  centavos  de 
quetzal.  Miguel  Zarceño  dijo:  que  no  re- 
cordando el  día  fijo,  yendo  el  dicente  con 
Octavio  Salazar  a traer  maiz  al  lugar  lla- 
mado-“El  Riachuelo”,  vió  a Virula  cortan- 
do los  hilos  de  un  cerco  de  alambre  en  el 
terreno  que  posee  Juan  Oajaca.  Octavio 
Salazar  manifestó  que  el  domingo  catorce 
del  mes  de  Diciembre,  como  a las  seis  de 
la  mañana  que  iba  en  compañia  de  Miguel 
Zerceño  para  “El  Riachuelo”  con  el  objeto 
de  traer  maiz,  vió  a Félix  Virula  que  se 
hallaba  armado  de  un  corvo  empeñado  en 
cortar  los  hilos  de  alambre  del  cerco  de 
un  terreno  de  don  Juan  Oajaca.  Indagado 
Félix  Virula  negó  el  delito  que  se  le  atri- 
bula y que  el  dia  y hora  en  que  se  dijo  se 
cometió,  se  encontraba  en  su  casa;  que  el 
terreno  a que  se  refiere  Oajaca  no  era  de 
él  sino  de  la  esposa  del  dicente,  Andrea 
Muñoz,  ya  muerta,  pero  que  en  su  poder 
existían  las  escrituras  del  terreno,  debida- 
mente registradas  e hizo  constar  también, 
que  Oajaca  no  era  más  que  sim,ple  arren- 
dante y que  se  habla  querido  adueñar  del 
terreno.  La  prisión  preventiva  de  Virula 
se  motivó  por  el  delito  de  usurpación.  En 
el  careo  practicado  entre  los  testigos  de 
cargo  y el  reo,  aparece  lo  siguiente:  Zar- 
ceño después  de  haber  manifestado  que 
ratificaba  su  primera  declaración  y de  un 
ligero  debate  con  su  careado,  dijo  que  efec- 
tivamente cuando  pasó  en  compañía  de 
Salazar  a traer  maiz  al  Riachuelo,  vió  ¡os 
alambres  cortados  de  un  cerco  o puerta  que 
la  esposa  de  su  careado  tenia  en  su  terre- 
no, que  a Virula  lo  vió  en  ese  terreno,  pero 
no  cortando  los  alambres,  porque  éstos  ya 
estaban  icortados  y que  ignoraba  quién 
hubiera  .sido.  Virula  afirmó  que  no  había 
cortado  alambre  alguno  y que  tampoco  vió 
a su  careado  ese  dia.  Octavio  Salaz.ar  des- 
pués de  ratificar  su  primera  declaración 
la  modificó  en  el  sentido  que  únicamente 
vió  los  alambres  del  cerco  cortados,  pero 
no  sabía  quién  lo  había  hecho,  y que  tam- 
poco vió  a Virula  en  el  terreno  ese  día; 
que  dicho  terreno  lo  ha  conocido  como  de 
Virula  y no  de  Oajaca. 


RESULTA:  que  habiéndose  llenado  los 
demás  trámites  del  plenario,  el  fiador  Ma- 
nuel Ramírez  presentó  al  fiado  Félix  Virula, 
por  lo  que  se  acumuló  a la  causa  instrui- 
da por  el  delito  de  usurpación,  la  que  pro- 
cedía por  el  delito  de  estafa,  y según  apa- 
rece de  la  certificación  de  folios  24  al  27 
Félix  Virula  depositario  de  los  bienes  de 
la  mortual  de  don  Juan  Pivaral,  no  obs- 
tante habérsele  prevenido  que  devolviera 
el  depósito  no  lo  había  verificado,  por  lo 
que  se  mandó  certificar  lo  conducente  con- 
tra el  referido  Virula.  Consta  en  la  cer- 
tificación que  las  notificaciones  se  hicie- 
ron a Virula  por  medio  de  cédula;  al  ser 
indagado  por  este  delito  manifestó  Virula 
que  por  estar  enfermo  no  había  podido 
entregar  los  bienes  que  guardaba  como 
depositario  de  la  mortual  de  don  Juan  Pi- 
varal, consistente  en  dos  muías,  las  que 
entregaría  con  todo  gusto  y para  demos- 
trar que  estuvo  enfermo,  acompañó  la  cer- 
tificación de  folio  39,  en  la  que  consta  que 
el  empírico  en  medicina  Federico  Reichs- 
tein,  dijo  que  asistió  en  el  mes  de  Julio  de 
mil  novecientos  veintinueve  a Félix  Viru- 
la, por  el  término  de  veinte  días  que  es- 
tuvo atacado  de  pulmonía,  no  pudiendo  sa- 
lir de  su  casa  por  su  gravedad.  Con  tales 
bases  el  Juez  de  Instancia  de  Cuilapa 
dictó  sentencia  en  Ja  que  declaró:  absuelto 
a Félix  Virula  Rosales  del  cargo  que  por 
el  delito  de  usurpación  se  le  formuló,  por 
falta  de  prueba;  también  lo  absolvió  del 
cargo  por  el  delito  de  estafa;  y como  au- 
tor del  delito  de  malversación  de  caudales 
públicos  le  impuso  la  pena  de  tres  años  de 
prisión  correccional  inconmutables,  ha- 
ciendo las  demás  declaraciones  corres- 
pondientes, mandando  por  último,  certi- 
f'car  lo  conducente  para  que  en  cuerda 
separada  se  investigara  la  veracidad  del 
dicho  de  Miguel  Zarceño  y Octavio  Sg,la- 
zar  y la  Sala  jurisdiccional,  al  conocer  en 
virtud  del  recurso  de  apelación  interpuesto 
por  el  reo,  confirmó  la  sentencia  con  la 
reforma  de  que  ya  se  ha  hecho  referencia. 

RESULTA:  que  contra  dicha  sentencia, 
el  reo  Félix  Virula,  introdujo  el  presente 
recurso  de  casación  con  auxilio  del  licen- 
ciado Humberto  Robles,  citando  como  vio- 
lado el  articulo  408  inciso  del  código  pe- 
nal, y pedidos  los  antecedentes  y señala- 
do dia  para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver 
lo  que  corresponde  en  derecho- 

CONSIDERANDO : que  de  los  hechos  que 
se  declaran  probados  en  la  sentencia  re- 
currida, no  se  deriva  en  modo  alguno  el  de- 
lito de  estafa,  porque  para  que  esta  clase 
de  delito  exista,  es  necesario  que  el  sujete 
activo  del  mismo,  logre  mediante  una 
maquinación  dolosa,  apropiarse  de  algún 
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bien  ajeno;  y en  el  presente  caso,  el  de- 
positario de  los  bienes  de  la  mortual  de 
don  Juan  Pivaral,  que  no  negó  el  depósito, 
no  se  apropió  de  ningún  bien  y habién- 
dosele hecho  las  primeras  notificaciones 
por  medio  de  cédula,  la  circunstancia  de 
encontrarse  enfermo  cuando  se  le  hicieron 
estas  como  lo  asegura  el  sindicado  Félix 
Viruia  y el  empírico  don  Federico  Reichs- 
tein  que  lo  asistió  por  el  término  de  vein- 
tidós días,  ya  que  no  consta  lo  contrario; 
no  cabe  deducir  la  defraudación  que  re- 
quiere también  la  ley  para  que  el  acto  sea 
punible,  máxime  que  siendo  imprescindi- 
ble fijar  para  el  efecto  de  penar,  de  una 
manera  clara,  evidente  y definitiva,  la 
cantidad  que  se  supone  defraudada,  en  la 
causa  no  aparece  que  se  hayan  valorado 
los  objetos  que  se  dijeron  estafados,  al  no 
devolverlos,  y por  consiguiente,  la  Sala 
sentenciadora  violó  el  artículo  408  en 
su  inciso  51?  del  código  penal,  que  cita 
el  recurrent?,  por  lo  que  procede  casar  y 
anular  la  sentencia  impagnala  y dictar 
la  que  corresponde 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  la  ley  citada  y lo  que 
disponen  los  artículos  673,  674,  675,  676, 
681,  682,  684,  686  y 687  P.  P,;  22  Decreto 
1728  y 27  Ley  Orgánica,  CASA  Y ANULA 
la  sentencia  recurrida  y resolviendo  sobre 
lo  principal,  absuelve  del  cargo  que  se  le 
formuló  a Félix  Viruia  por  el  delito  de  es- 
tafa, 

Nütifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes. 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — f^ederico  O.  Sola- 
zar. — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto  Ar- 
gueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Néstor  Carrión  Frener, 
por  los  delitos  de  coacción  y abusos  con- 
tra particulares. 

DOCTRINA:  Para  aceptar  la  prueba  de 
testigos,  deloen  aparecer  bien  demostra- 
dos ios  requisitos  que  señala  el  articulo 
573  P.  P. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y siete  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Con  sus  antecedentes  se  tiene  a la  vista 
la  sentencia  proferida  por  la  Sala  3a. 
de  la  Corte  de  Apelaciones  el  diez  de  Sep- 
tiembre retropróximo,  en  que  aprueba  la 


dictada  por  la  Comandancia  de  Armas  de 
este  departamento  en  la  causa  instruida 
contra  el  ex-Comandante  de  la  Tercera 
Demarcación  de  Policia;  Coronel  Néstor 
Carrión  Frener,  procesado  por  los  delitos 
de  coacción  y abusos  contra  particulares; 
contra  cuyo  pronunciamiento,  el  Fiscal  de 
la  referida  Sala  interpuso  el  presente  re- 
curso de  casación,  citando  como  violados 
los  artículos  573,  609  y 729  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  266  y 371  Código 
Penal  común.  Del  estudio  de  los  autos 
aparece  comprobado  lo  siguiente;  que  el 
veintiuno  de  enero  último  se  practicó  en 
el  interior  de  la  tercera  Demarcación  Po- 
licíaca, una  diligenc’a  por  el  Auditor  de 
Guerra  departamental,  consistente  en  el 
reconocimiento  en  rueda  de  presos  del  au- 
tor de  la  muerte  de  don  Víctor  Sánchez 
Robles;  para  lo  cual  fué  citado  previamen- 
te el  testigo  Ernesto  Herrera  quien  debía 
reconocer  al  presunto  culpable,  y entre  las 
otras  personas  traídas  para  ei  efecto,  se- 
ñaló al  Dr.  Carlos  Padilla  y Padilla,  reco- 
nocimiento practicado  en  presencia  del 
Comandante  ya  dicho;  que  después  de  le- 
vantada el  acta,  y abandonado  el  recinto 
por  el  Auditor  de  Guerra  y que  el  testigo 
Herrera  había  salido  y caminado  alguna 
distancia.,  fué  alcanzado  por  un  agente 
vestido  de  particular  por  rrrandato  del 
Comandante  Carrión  Frener  y llevado  a la 
Demarcación  en  donde  fué  increpado  por 
aquél  y le  aconsejó  que  cambiara  su  de- 
claración, después  de  haber  sido  encerrado 
en  una  bartolina  por  espacio  como  de  me- 
dia hora  de  orden  del  mismo  Comandan- 
te, quien  le  dijo  a Herrera  que  fuera,  don- 
de un  abogado  para  hacer  la  rectifica- 
ción de  su  exposición  anterior;  al  efecto, 
se  fué  en  compañía  de  los  hermanos  del 
Er.  Padilla  a la  casa  del  licenciado  don 
Leonardo  Lara  quien  hizo  un  borrador  y 
le  indicó  que  regresara  al  día  siguiente, 
lo  que  hizo  voluntariamente  y se  encami- 
nó al  bufete  del  licenciado  Julio  E.  López 
para  que  legalizara  su  firma,  pero  como 
este  facultativo  no  lo  conocía  no  lo  hizo, 
la  detención  de  Herrera  está  probada  con 
el  dicho  del  guardián  José  Estrada,  agente 
Pedro  Monzón,  del  Sargento  Eligió  Rivera 
y con  el  dicho  del  procesado  Carrión  Fre- 
ner, quien  quiso  justificarla,  diciendo  que 
el  treinta  y uno  de  Diciembre  del  año  pa- 
sado se  habían  fugado  diez  presos  de  la 
3?'  Demarcación,  y que  encontrando  mucho 
parecido  entre  uno  de  ellos  y el  testigo  He- 
rrera, lo  mandó  detener  como  por  espacio 
de  diez  minutos.  La  insinuación  que  dice 
Herrera  para  que  rectificara  su  declaración 
dada  al  reconocer  al  Dr.  Padilla  y Padilla 
sólo  aparece  mencionada  por  el  susodicho 
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Herrera.  En  este  estado,  el  Comandante 
de  Armas  con  asesoría  del  Auditor  de  Gue- 
rra departamental,  dictó  sentencia  abso- 
lutoria a favor  de  Carrión  Frener,  la  que 
fué  aprobada  en  todas  sus  partes  por  la 
Sala  jurisdiccional,  contra  cuyo  fallo  se  in- 
terpuso el  recurso  de  mérito. 

CONSIDERANDO:  que  al  a.segurar  la 
Sala  sentenciadora  que  respecto  al  delito 
de  abusos  contra  particulares  por  el  cual 
se  enjuició  a Néstor  Carrión  Frener,  que 
no  se  probó  la  culpabilidad  que  le  pudiera 
resultar  como  la  ley  lo  quiere  para  dictar 
un  fallo  condenatorio,  violó  los  artículos 
573,  609  y 729  Procedimientos  Penales,  pues 
para,  hacer  tal  declaratoria  no  apreció  las 
declaraciones  de  Eligió  Rivera,  Pedro  Mon- 
zón, José  Estrada  y la  propia  confesión  del 
enjuiciado,  de  las  que  se  deduce  que  éste 
ordenó  la  detención  de  Ernesto  Herrera  y 
que  se  llevó  a cabo,  sin  que  conste  en  la 
causa  que  se  tiene  a la  vista,  de  que  pro- 
cediera por  mandato  de  Juez  competen- 
te, o de  otra  manera  legal,  al  ordenar  la 
detención  que  sufrió  Herrera  y en  conse- 
cuencia procede  casar  y anular  la  ejecu- 
toria de  la  Sala.  S?'  y dictar  la  que  corres- 
ponde en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  la  culpabilidad 
de  Carrión  Frener  en  el  delito  de  abusos 
contra  particulares,  quedó  suficientemente 
comprobada  con  el  dicho  de  los  testigos: 
Rivera,  Monzón,  Estrada  y la  confesión 
espontánea  de  Carrión  Frener  y por  con- 
siguiente es  el  caso  de  imponerle  la  pena 
de  seis  meses  de  arresto  mayor  e inhabi- 
litación absoluta  por  el  tiempo  de  la  con- 
dena, de  acuerdo  con  el  artículo  266,  inci- 
so 19  del  código  penal.  Artículos  568,  570, 
573,  574  y 609  P-  P. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas-  y 
lo  que  disponen  los  artículos  11,  27,  33,  44, 
57,  66  y 95  código  penal;  673,  674,  675,  676, 
684,  686,  687,  726,  727,  728,  732,  y 735  P.  P.; 
Decreto  1740;  22.  Decreto  1728  y 27  Ley  Or- 
gánica, CASA  Y ANULA  la  sentencia  re- 
currida. y resolviendo  sobre  lo  principal, 
declara:  19:  que  el  ex-comandante  de  la 
3^  demarcación  de  policía,  coronel  Néstor 
Carrión  Frener,  es  autor  del  delito  de  abu- 
sos contra  particulares,  por  cuya  infrac- 
ción se  le  impone  la  pena  de  seis  meses 
de  arresto  mayor  e inhabilitación  absolu- 
ta por  el  tiempo  de  la  condena;  29:  le  sus- 
pende en  el  ejercicio  de  sus  derechos  polí- 
ticos durante  el  tiempo  de  la  condena;  39: 
le  obliga  al  pago  de  las  responsabilidades 
civiles  provenientes  del  delito;  49:  le  permi- 
te conmutar  la  totalidad  de  la  pena  a ra- 


zón de  cuarenta  centavos  de  quetzal  por 
día  y 59:  le  obliga  al  pago  del  papel  em- 
pleado en  la  causa. 

Notifíquese  y como  corresponde,  devuél- 
vanse los  autos  al  tribunal  de  su  origen. 

Gmo.  S-  de  Tejada.  — Federico  O.  Sala- 
zar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.- — José  Serrano  Muñoz.  — An- 
te mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Horacio  Bolaños  Pie- 
drasanta  por  los  delitcys  de  falsificación 
de  documentos  privados  y estafa. 

DOCTRINA:  Para  la  existencia  dcl  delito 
de  falsificación  de  documentos  privados, 
es  necesario  fingir  o imitar  la.  letra,  fir- 
ma y rúbrica,  de  la  persona  a quien  se 
perjudique. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y ocho  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia de  fecha  veinticuatro  de  Septiembre 
del  año  en  curso,  dictada  por  la  Sala  39 
de  la  Corte  de  Apelaciones  en  la  causa  ins- 
truida por  los  delitos  de  faisiíicación  de 
documentos  privados  y estafa  contra  Ho- 
racio Bolaños  Piedrasanta,  en  la  cual  se 
confirma  la  que  dictó  el  Juez  59  de  19  Ins- 
tancia de  este  departamento  el  treinta  de 
Julio  del  año  en  curso,  con  la  reforma  de 
que  la  pena  de  arresto  mayor  que  se  le 
impone  al  reo  Bolaños  Piedrasanta  por  el 
delito  de  estafa,  era  conmutable  en  su  to- 
talidad. 

RESULTA:  que  el  veintiuno  de  Marzo  de 
este  año  se  presentó  ante  el  Comandante 
de  la  19  Demarcación  Eustaquio  Alvarado, 
acusando  a Horacio  Piedrasanta,  porque 
éste  con  un  papel  falsificado  le  había  ido 
a pedir  un  vestido  en  nombre  de  Nicolás 
Rosanini,  adjuntando  el  papel  que  le  sir- 
vió para  que  le  dieran  el  vestido,  Al  dar- 
le el  parte  al  Juez  19  de  Paz  el  sargento  de 
la  19  Demarcación  Víctor  Manuel  Mendo- 
za, manifestó  que  Eustaquio  Alvarado  le 
dijo  que  de  buena  fe  le  había  entregado 
el  vestido  a Piedrasanta  y que  cuando  en- 
tregó los  demás  trajes  al  señor  Rosanini, 
éste  le  exigió  el  que  faltaba,  indicándole 
que  él  no  había  sido  el  autor  del  papel  pi- 
diéndole vestido  alguno.  Al  ratificar  la 
denuncia  Alvarado  dijo  constituirse  acu- 
sador de  Horacio  Piedrasanta,  por  el  de- 
lito de  estafa,  el  cual  se  había  verificado 
de  la  s'-gulente  manera:  que  el  dicente  re- 
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cibió  del  Almacén  “El  Machetazo”,  doce 
vestidos  ya  cortados,  para  que  los  cosiera 
y que  el  día  sábado  diecinueve  de  Marzo 
llegó  con  el  declarante  Piedrasanta,  di- 
ciendo que  decía  don  Nicolás  dueño  del 
almacén  '‘El  Machetazo”,  que  le  mandara 
el  vestido  y que  como  no  estaba  aplancha- 
do, él  le  dijo  que  volviera  enseguida;  que 
Piedrasanta  asi  lo  hizo  y que  cuando  se 
presentó  por  segundo  vez  se  lo  entregaron, 
siendo  testigos  los  operarios  Javier  Osorio 
Rodas,  Ramón  Pérez  y el  patojo  que  se  lo 
entregó,  Rafael  Silva.  Al  ser  indagado 
Horacio  Bolaños  Piedrasanta  manifestó  ser 
de  oficio  sastre  y que  suponía  estar  preso 
por  un  vestido  que  llegó  a pedir  a la  sas- 
trería de  don  Eustaquio  Alvarado  a nom- 
bre de  don  Nicolás  Rosanini,  dueño  del 
almacén  “El  Machetazo”  y que  esto  lo  hizo 
por  un  trato  que  habla  arreglado  con  don 
Nicolás,  pues  él  le  pidió  un  vestido  por 
abonos,  para  pagarle  un  dólar  mensuel- 
mente  y como  le  dijo  que  de  los  vestidos 
que  le  estaba  haciendo  don  Eustaquio  le 
daría  uno  en  quince  quetzales,  lo  único 
que  había  cometido  era  el  abuso  de  ha- 
berlo ido  a pedir  a la  sasterria  cuando 
mejor  hubiera  sido  esperar  que  llegara  al 
almacén;  que  el  declarante  trabajaba  con 
el  señor  Rosanini  y que  el  vestido  se  lo 
dieron  habiendo  dejado  un  papel  que  el 
declarante  mismo  escribió  a nombre  de 
don  Nicolás,  reconociendo  como  el  mismc 
Qúe  hizoi,,  el  que  obrai  a folios  2 y que  no 
le  dió  parte  a don  Nicolás  de  haber  ido 
a traer  el  vestido  a donde  Alvarado  por- 
que se  enfermó.  Nicolás  Rosanini  dijo  que 
en  algunas  ocasiones  le  había  dado  trabajo 
a Horacio  Bolaños  y que  éste  había  lle- 
gado a casa  de  Alvarado  a nombre  de  él. 
pidiendo  un  vestido  de  los  que  le  estaban 
haciendo  y que  el  papel  que  le  sirvió  para 
que  se  lo  entregaran  era  falso,  pues  no  lo 
había  hecho  el  declarante,  asi  como  tam- 
bién era  mentira  el  negocio  que  dijo  Bola- 
ños  haber  celebrado  con  él.  Habiendo  apa- 
recido el  vestido  fué  entregado  a Eusta- 
quio Alvarado,  el  cual  valoraron  los  ex- 
pertos en  ocho  quetzales.  Los  testigos  Ma- 
nuel Aguilar  y Rubén  Cardona  declararon 
de  conformidad  con  las  pretensiones  dei 
acusador,  asegurando  que  Bolaños  llegó  a 
casa  de  Alvarado  y sirviéndose  de  un  en- 
gaño le  pidió  el  vestido  que  tuvieron  a la 
vista  y lo  reconocieron,  diciendo  ser  el 
mismo  que  se  le  entregó;  en  igual  forma 
declararon  Javier  Osorio  y Ramón  Pérez, 
aunque  con  algunas  variantes  en  lo  que 
se  refiere  a la  aclaración  del  hecho. 

RESULTA:  que  llenados  los  demás  trá- 
mites del  plenario,  el  Juez  de  la  causa  pro- 
firió sentencia  el  treinta  de  Julio  del  pre- 


sente año,  en  la  que  declaró;  que  Hora- 
cio Bolairos  Piedrasanta,  era  autor  de  los 
delitos  de  falsificación  de  documentos  pri- 
vados y estafa,  imponiéndole  por  el  primer 
delito  la  pena  de  tres  años  de  prisión  co- 
rreccional, disminuida  en  una  tercera  par- 
te por  la  circunstancia  atenuante  de  su 
confesión,  quedándole  reducida  a dos  años 
y por  el  segundo  delito,  la  pena  de  seis 
meses  de  arretos  mayor;  penas  que  con 
abono  de  la  prisión  sufrida  cumpliría  en 
la  Penitenciaría  del  centro  una  en  pos  de 
otra;  le  suspendió  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos  políticos  durante  el  tiempo  de  la 
condena;  le  permite  conmutar  las  dos  ter- 
ceras partes  de  ambas  penas,  a razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  por  día;  le  obli- 
ga al  pago  de  las  responsabilidades  civiles 
provenientes  del  delito  y lo  exoneró  al  pa- 
go del  papel  empleado  en  la  causa.  Y la 
Sala  jurisdiccional  al  conocer  en  grado  en 
virtud  de  recurso  de  apelación  interpuesto 
por  el  reo,  dictó  la  que  se  ha  hecho  men- 
ción en  este  fallo  y de  la  cual  el  Fiscal  li- 
cenciado Pedro  Contenti  introdujo  el  pre- 
sente recurso  de  casación,  citando  como 
infringidos  los  artículos  192,  194  y 199  del 
código  penal;  568  y 731  procedimientos 
penales  y pedidos  los  antecedentes  y se- 
ñalado día  para  la  vista,  es  el  caso  de  re- 
solver lo  que  corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  el  hecho  cometi- 
do por  Horacio  Bolaños  Piedrasanta  y que 
consiste  en  haber  escrito  un  papel  y fir- 
marlo a nombre  de  don  Nicolás  Rosanini, 
para  que  don  Eustaquio  Alvarado  le  diera 
Un  vestido  de  los  que  le  estaba  cosiendo 
al  primero,  no  constituye  el  delito  de  fal- 
sificación de  documentos  privados,  puesto 
que  al  hacerlo  sin  anuenc'a  ni  conocimien- 
to de  la  persona  que  aparece  como  fir- 
mante, no  procuró  fingir  o imitar  la  le- 
tra, firma  y rúbrica  de  don  Nicolás,  sino 
que  escogió  ese  procedimiento  para  cau- 
sar daño  en  el  patrimonio  ajeno  y en  pro- 
vecho suyo;  por  consiguiente  al  apreciar 
la  Sala  sentenciadora  que  la  acción  come- 
tida. por  el  procesado  era  constitutiva  de 
dos  delitos;  falsificación  de  documentos 
privados  y estafa  y penarlo  con  tres  años 
de  prisión  correccional  y seis  me.ses  de 
arresto  mayor  respectivamente,  violó  el 
articulo  199  del  cód’go  penal  que  es  uno 
de  los  artículos  en  que  se  funda  el  Fiscal 
en  la  introducción  del  recurso,  por  lo  que 
es  el  caso  de  casar  y anular  la  ejecutoria 
respectiva  y dictar  la  que  corresponde  en 
justicia.  Artículo  687  P.  P. 

CONSIDERANDO:  que  la  culpabilidad 
de  Piedrasanta  como  autor  del  delito  de 
estafa,  está  suficientemente  demostrada 
por  el  dicho  de  más  de  dos  testigos  idó- 
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neos  y contestes,  quienes  convienen  que  e' 
día  sábado  diecinueve  de  Marzp  del  año  en 
curso,  llegó  a la  sastrería  de  don  Eusta- 
quio Alvarado  el  enju  ciado,  diciendo  que 
lo  mandaba  don  Nico'ás  para  que  le  man- 
dara el  vestido  y oue  le  fué  entregado.  Ar- 
tículos 563,  570.  571,  573  y 574  P.  P. 

CONSIDERANDO;  que  habiendo  sidc 
calorado  por  expertos  en  ocho  quetzales 
el  vestido  que  dio  origen  al  encau.samient'' 
de  Piedrasanta,  procede  imponerle  la  pena 
de  sets  meses  de  arresto  mayor  de  acuerde 
con  lo  que  establecen  los  artículos  407,  in- 
ciso 17  y 408  inciso  17  del  código  penal. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia. de  acuerdo  con  las  leyes  citadas  y le 
que  preceptúan  los  artículos  11,  27,  33.  44 
57,  66,  95,  código  penal;  202,  673,  674,  675 
676,  684,  636,  726,  727,  728,  732  y 735  P.  P.; 
22  Decreto  1728,  2,  Pecreto  1740  y 27  Ley 
Orgánica,  CASA  Y ANULA  la  sentencia  re- 
currida y resolviendo  sobre  lo  principal  de- 
cla’a;  17  que  Horac'o  Bolaños  es  autor  del 
delito  de  estafa  por  cuya  infracción  se  le 
impone  la  pena  de  seis  meses  de  arresto 
mayor,  conmutables  en  su  totalidad  a ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  por  día; 
27  le  susnende  en  el  ejercicio  de  sus  dere- 
chos políticos  durante  el  tiempo  de  la  con- 
dena y constando  que  es  pobre  en  el  sen- 
tido legal,  lo  exonera  de  reponer  el  papel 
empleado  en  la  causa- 

Notifiquese  y como  corresponde  devuél- 
va n'-e  lo=  -autos  al  tribunal  de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Temda.  — Federico  O.  Sala- 
dar. — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Mufioz.  — An- 
te mi,  Juan  Fernández  C.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Francisco  Ichich  Juc, 
por  el  dóble  delito  de  asesinato. 

DOCTRINA:  La  alevosía  es  una  de  las  cir- 
cunstancias que  transforma  el  homicidio 
en  asesinato.  Esta  circunstancia  es  ob- 
jetiva, pues  supone  mi  estado  de  hecho: 
la  indefesión.  La  alevosía  requiere  de 
-acuerdo  con  el  artículo  22,  inciso  17  del 
Código  Penal,  realizar  el  hecho  de  una 
manera  tal,  que  asegure  al  culpable  de 
cualquier  riesgo,  que  procede  de  la  de- 
fensa que  pudiera  hacer  el  ofendido. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  de  fecha  veintiocho  de  Septiem- 
bre del  año  en  curso,  proferida  por  la  Sala 


27  de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  la  que 
al  confirmar  la  dxtada  por  el  Juez  de  1» 
Instancia  de  Alta  Verapaz,  declara;  que 
Francisco  Ichich  Juc  no  es  autor  del  de- 
lito de  doble  hom'cidio,  sino  de  doble  ase- 
sinato, por  lo  que  le  impone  la  pena  de 
muerte,  la  que  debe  ejecutarse  con  las 
formalidades  de  ley. 

RESULTA;  que  el  veint'cinco  de  Mayo 
del  presente  año.  Rosarlo  Cuc  dió  parte 
al  Juez  Municipal  de  Tamahú  de  haberse 
cometido  un  delito  y al  rat'ficar  su  denun- 
cia declaró;  ser  huérfana  de  padre  y ma- 
dre y que  desde  muy  pequeña  fué  recogida 
por  Vicente  Véliz  y Maiia  Chó;  a quienes 
reconocía  como  padres;  que  con  voluntad 
de  ellos  aceptó  vivir  maridablemente  con 
Francisco  Ichich  y que  el  dia  del  hecho, 
como  a las  siete  de  la  mañana,  su  concu- 
b no  se  puso  a afilar  un  machete  nuevo, 
diciendo  que  iba  a trabajar,  pero  en  vez 
de  ’r  se  puso  a beber  chicha,  de  la  que  ha- 
bía preparado  dias  antes  y al  embriagarse 
comenzó  a insultarla  y a tirar  al  suelo  las 
tortillas  que  ella  estaba  preparando  para 
el  almuerzo;  que  más  tarde  como  a las  doce 
la  volvió  a insultar  con  palabras  groseras, 
fuera  de  decirle  que  la  iba  a dejar  y tam- 
bién que  la  iba  a matar,  amenazándola  con 
Un  miaehete;  que  'entonces,  su  madre  María 
Chó,  intervino  diC’éndole  a su  concubino 
que  no  asustara  a su 'hija  y éste  le  con- 
testó que  no  tenia  que  meterse,  dándole 
Un  machetazo  en  la  cara,  del  cual  cayó  su 
madre  al  suelo  y que  su  padre  al  salir  le 
dijo  a Ichich,  ¿por  qué  le  pegaste  a mi 
mujer?  y salió  huyendo  para  la  milpa,  si- 
guiéndolo Ichich  con  el  machete  en  la  ma- 
no; que  la  declarante  al  ver  a su  madre 
herida  fué  a dar  parte  y que  no  vió  cuando 
su  concubino  hirió  a su  padre,  manifes- 
tando por  último,  que  se  constituía  for- 
m,al  acusadora  de  Francisco  Ichich-  El 
Juez  Municipal  de  Tamahú  al  constituirse 
en  el  lugar  del  hecho  llamado  “Muxtuljá” 
de  la  finca  ‘‘Las  Violetas”,  levantó  el  acta 
de  rigor,  haciendo  constar  la  posición  que 
tenían  los  cadáveres  de  Vicente  Véliz  y 
María  Chó,  asi  como  las  heridas  que  ambos 
presentaban.  Los  expertos  Rafael  Molli- 
nedo  y Antonio  Franco  Flores,  dijeron  que 
Vicente  Véliz  presentaba  una  herida  en  el 
cráneo,  que  media  quince  centímetros  de 
longitud  por  tres  de  profundidad  y dos 
centímetros  de  ancho,  interesándole  el  ce- 
rebro, y que  era  de  creerse  que  esta  herida 
fué  la  que  lo  hizo  caer  al  suelo  y allí  fué 
ocasionada  otra  que  presentaba  en  el  cue- 
llo de  catorce  centímetros  de  longitud  por 
ocho  de  profundidad  y cinco  de  ancho,  ha 
biéndole  cortado  completamente  la  laringe; 
que  ambas  heridas  eran  de  gravedad  y 
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ocasionaron  la  muerte  instantánea.  Que 
Maria  Chó  presentaba  una  herida  bajo  el 
pómulo  izquierdo,  en  la  linea  de  la  boca 
inclinada  hacia  abajo,  la  que  le  partió  la, 
oreja,  de  veintitrés  centímetros  de  largo 
por  diez  de  profundidad  y siete  de  ancho, 
cortándole  la  laringe,  la  que  probable- 
mente le  ocasionó  la  muerte  instantánea; 
y que  presentaba  otra  herida  en  ia  mano 
izquierda  de  cuatro  centímetros  de  longitud 
y medio  de  ancho.  Ana  Juc  madre  de 
Francisco  Ichich,  manifestó,  no  constarle 
el  hecho,  pero  que  su  hijo  era  de  carácter 
violento  y que  cuando  se  embriagaba  era 
muy  malcriado,  habiéndole  pegado  e in- 
sultado a la  declarante  varias  veces,  pero 
que  por  ser  su  hijo  no  habla  pedido  que 
se  le  castigara.  Indagado  Francisco  Ichich 
manifestó,  que  el  dia  del  suceso  cuando 
regresaba  de  la  casa  de  su  madre  encon- 
tró a sus  suegros  Vicente  Véliz  y Maria 
Chó  ya  descompuestos  y tomando  chicha 
de  la  que  habla  preparado  el  declarante 
y que  también  él  habla  tomado  pero  sin 
perder  el  conocimiento;  que  serian  las  tres 
de  la  tarde  cuando  regresó  y que  sus  sue- 
gros lo  recibieron  con  regaños,  diciéndole 
que  tal  vez  con  alguna  querida  se  habla 
estado  y que  él  les  contestó  que  habla 
ido  a ver  a su  madre  y como  la  viejecita 
siguiera  regañándolo  y tomara  un  palo 
para  pegarle,  él  se  incomodó  y entró  a sa- 
car el  machete  y le  descargó  un  mache- 
tazo, cuando  ésta  se  encontraba  sentada 
sin  recordar  si  le  dió  otro  y que  el  vieje- 
cito  al  ver  caer  a su  mujer  salió  huyendo 
y que  el  declarante  lo  persiguió  y al  alcan- 
zarlo le  dió  con  el  machete  en  la  cabeza, 
que  lo  hizo  caer  al  suelo  y alli  le  dió  otro 
machetazo;  que  todo  lo  que  hizo  fué  sin 
intención  de  matarlos,  que  su  machete 
era  nuevo  y estaba  bien  afilado. 

RESULTA:  que  en  el  término  de  prueba, 
el  defensor  del  reo  licenciado  J.  Luis  Qui- 
ñónez,  pidió  que  Rosario  Cuc  contestara 
al  interrogatorio  de  folios  34  y que  dice: 
a la  !?■  pregunta.,  sobre  generales  y con- 
testó, que  Vicente  Véliz  y Maria  Chó  eran 
sus  padres  adoptivos  y el  hechor  su  con- 
cubino; a la  2?,  si  era  cierto  que  el  vein- 
ticinco de  Mayo,  como  a las  tres  de  la 
tarde  llegó  a la  casa  que  habitaba  Fran- 
cisco Ichich  en  estado  de  ebriedad,  que 
era  cierto;  a la  3^  si  era  cierto  que  al  lle- 
gar Ichich,  ios  padres  adoptivos  de  la  in- 
terrogada lo  recibieron  con  insultos  y le 
dieron  lalgunos  palos,  que  no  era  cierto  el 
contenido  de  la  pregunta,  que  la  madre 
de  la  declarante  fué  la  que  insultó  a 
Ichich;  a la  4^  si  era  cierto  que  cuando  lle- 
gó Ichich  a la  casa  ya  Véliz  y la  Chó  esta- 
ban algo  ebrios  por  haber  tomado  chicha, 


que  era  cierto  que  habían  tomado  chicha 
pero  que  no  estaban  ebrios;  a la  5a.  si  pra 
cierto  que  á la  Chó  le  dió  un  machetazo 
Ich’ch  después  de  haberlo  insultado  y da- 
do de  golpes  con  un  palo  y que  si  persiguió 
a Véliz  fué  por  haberlo  golpeado  también 
con  palo,  manifestó  que  la  Chó  insultó 
antes  a Ichich  y que  éste  después  fué 
cuando  la  hirió  con  el  machete  y que  res- 
pecto a Véliz  no  sabía  si  lo  maltrató,  pues 
al  momento  de  haber  herido  a la  Chó,  la 
declarante  fué  a dar  parte  a la  autoridad. 
En  este  mismo  momento  el  defensor  del 
reo  formuló  a la  Cuc  otra  pregunta,  la 
que  previa  calificación  le  fué  dirigida  de 
esta  manera:  ¿si  cuando  echaron  a Ichich 
de  la  casa,  Véliz  y la  Chó  cogieron  palos 
para  echarlo?,  contestó  que  la  Chó  lo  in- 
sultó pero  no  cogió  palo,  no  viendo  cuando 
Ichich  corrió  a Véliz  porque  la  dicente  ya 
no  estaba  en  la  casa.  Y llenados  los  de- 
más trámites  del  plenario  el  Juez  de  1» 
Instancia  de  Alta  Verapaz  dictó  sentencia 
el  veintitrés  de  Agosto  del  año  en  curso, 
declarando  que  Francisco  Juc,  conocido 
como  Francisco  Ichich  Juc  era  autor  del 
delito  de  doble  homicidio,  imponiéndole 
por  tal  infracción  la  pena  de  veinte  años 
de  prisión  correccional  inconmutables;  de- 
jándolo afecto  al  pago  de  las  responsabili- 
dades civiles  provenientes  del  delito;  lo 
suspendió  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos  durante  el  tiempo  de  la  condena, 
y por  su  notoria  pobreza,  lo  exoneró  de  re- 
poner el  papel  empleado  en  la  causa. 

RESULTA:  que  la  Sala  al  conocer  en 
grado,  dictó  ia  sentencia  de  que  se  ha  he- 
cho mención,  de  la  que  el  Procurador  Ofi- 
cial interpuso  el  presente  recurso  de  casa- 
ción, citando  como  violados  los  Arts.  12,  44, 
65,  68,  78,  294  (incs.  7?,  89  y 99)  del  código 
penal  común  y el  21  del  mismo  cuerpo  de 
leyes  y pedidos  los  antecedentes  y seña- 
lado día  para  la  vista,  es  el  caso  de  resol- 
ver lo  que  corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  la  acción  come- 
tida por  Francisco  Ichich  Juc,  constituye 
el  delito  de  doble  asesinato,  ya  que  en  ella 
concurrieron,  fuera  de  la  voluntad  crimi- 
nosa, el  empleo  de  medios,  modos  y for- 
mas, que  directamente  tendieron  a eje- 
cutar el  delito  sin  riesgo  para  su  persona, 
procedente  de  la  defensa  que  hubieran 
podido  hacer  los  ofendidos;  es  decir,  que 
en  el  hecho  delictuoso  investigado  apare- 
cen de  una  manera  evidente,  el  propósito 
deliberado  del  agente  de  producir  un  mal, 
el  que  revela  desde  luego  la  existencia  de 
un  estado  peligroso  para  la  sociedad,  por 
la  concurrencia  de  las  circunstancias  bien 
calificadas  de  alevosía,  que  caracteriza  el 
delito  de  asesinato  y la  agravante,  que  no 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


33 


es  inherente  a dicho  delito  sino  distinta 
e independiente,  de  ser  mujer  una  de  las 
victimas,  a quienes  se  les  dió  muerte  con 
absoluta  indefesión  de  su  parte,  pues  Ma- 
ría Chó  se  encontraba  sentada  cuando  re- 
cibió el  primer  machetazo  que  indudable- 
mente le  dejó  sin  vida  según  consta  del 
informe  de  los  empíricos  Rafael  Mbllinedo 
y Antonio  Franco  Flores;  y a Vicente  Vé- 
liz  se  le  alcanzó  cuando  corría  para  que 
no  se  le  hiciera  daño,  dándole  por  detrás 
el  primer  machetazo  y luego  un  segundo, 
que  lo  dejaron  completamente  exámine, 
sin  que  quepa  lo  asegurado  por  el  reo  en 
su  declaración  indagatoria  de  no  haber  te- 
nido intención  de  causar  un  mal  de  tanta 
gravedad,  pues  tal  afirmación  únicamente 
podría  analizarse  cuando  faltare  la  refle- 
xión en  los  actos  llevados  a cabo,  prueba 
que  incumbe  demostrarla  al  autor;  y por 
consiguiente,  al  imponer  la  Sala  senten- 
ciadora la  pena  de  muerte  como  conse- 
cuencia del  resultado  y efecto  final  del 
acto  que  comefó,  lo  hizo  con  fundamento 
en  el  artículo  6?  del  Decreto  1366. 

CONSIDERNDO:  qué  la  Sala  no  pudo 
infringir  el  articulo  12  del  cóligo  penal,  ya 
que  éste  estatuye  que  el  que  cometiere  un 
delito  será  responsable  de  él  e incurrirá 
en  la  pena  que  la  ley  señala;  tampoco  vio- 
ló el  articulo  21  del  mismo  cuerpo  de  leyes 
citadas,  pues  el  Procurador  oficial  al  enun- 
c'arlo  lo  hizo  de  un  modo  genérico  e in- 
determinado, pues  teniendo  éste  varias 
fracciones  no  se  refirió  a ninguna  de  ellas, 
fuera  de  que  aú,n  en  el  caso  de  que  se  hu- 
biera citado  la  fracción  décima,  tal  ate- 
nuante la  compensó  con  la  agravante  que 
señala  el  articulo  22  fracción  18  código 
penal- 

CONSIDERANDO:  que  el  artículo  44  del 
código  penal  no  pudo  ser  violado  por  no 
ser  aplicable  al  caso  sub-judice.  El  65 
tampoco  fué  infringido  por  la  Sala,  porque 
en  la  sentencia  que  se  examina,  no  se  au- 
mentó ni  disminuyó  la  pena  asignada  al 
delito,  sino  se  impuso  la  que  la  ley  señala. 
El  78  no  pudo  ser  infringido  tampoco,  pues 
ai  penar  a Francisco  Ichich  con  la  pena 
de  muerte,  fué  después  de  haber  hecho  ra- 
cionalmente la  compensación  de  las  cir- 
cunstancias atenuantes  y agravantes, 

CONSIDERANDO:  que  el  tribunal  de  Se- 
gunda Instancia,  no  infringió  los  incisos 
79,  89  y 99  del  artículo  294  del  código  penal, 
ya  que  no  se  hizo  aplicación  de  ninguno 
de  ellos  por  no  existir,  fuera  de  que  aún 
en  el- caso  que  los  tuviera,  este  articulo 
está  reformado  por  el  69  del  Decreto  1366, 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  las  leyes  ci- 
tadas y lo  que  disponen  los  artículos  673, 


674,  675,  676,  681,  682,  684,  686  y 690  P,  P,; 
22  Decreto  1728  y 27  Ley  Orgánica,  deses- 
tima por  improcedente  el  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  el  Procurador  ofi- 
cial de  la  S,ala  29-,  por  no  aparecer  viola- 
das las  disposiciones  legales  que  se  cita- 
ron como  infringidas, 

Notifíquese  y como  corresponde,  devuél- 
vanse los  autos, 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sala- 
zar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
.irgueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — An- 
te mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Ismael  Rodríguez  San- 
doval,  por  el  delito  de  falsedad. 

DOCTRINA:  El  delito  que  sanciona  el  ar- 
tículo 195  del  Código  Penal  en  correla- 
ción con  el  194  del  mismo  código,  está 
const  tuído  por  los  siguientes  elementos: 
a)  uji  hecho  de  uso,  que  tiene  lugar  cuan- 
do el  documento  lo  presenta  como  legí- 
timo la  parte  interesada,  para  que  pro- 
duzca efectos  jurídicos  conforme  a la  na- 
turaleza y finalidad  del  documento  mis- 
mo; b)  que  el  documento  usado  sea  fal- 
so, c)  que  el  interesado  lo  presente  a sa- 
biendas de  esta  falsedad;  y d)  que  lo 
haga  con  intención  de  lucro,  perjuicio  de 
tercero  o án'.mo  de  causarlo. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintinueve  de  Octubre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos. 

Por  recurso  de  casación  se  trae  a la  vis- 
ta la  sentencia  dictada  por  la  Sala  7^  de 
Apelaciones  el  veintitrés  de  Septiembre 
del  corriente  eño  en  la  causa  que  por  fal- 
sedad se  siguió  ante  el  Juzgado  departa- 
mental de  Chiquimula  contra  Ismael  Ro- 
dríguez Santíoval;  declarando  que  es  reo  de 
falsedad  por  haber  presentado  en  juicio, 
a sabiendas  y con  ánimo  de  lucro  un  do- 
cumento falsificado,  por  lo  que  le' impone 
la  pena  de  tres  años  de  prisión  correccio- 
nal conmutable  en  sus  dos  terceras  par- 
tes, y hace  las  demás  declaraciones  de  ley; 
contra  cuyo  pronunciamiento,  el  Procura- 
dor de  aquel  tribunal  interpuso  el  presente 
recurso,  citando  como  violados  los  artícu- 
los 195  Código  Penal  y 568  Procedimientos 
Penales.  Del  estudio  de  los  autos  aparece 
que  el  veinte  de  Octubre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y uno,  el  Juzgado  de  19  Ins- 
tancia de  Chiquimula  recibió  procedente 
de  la  Sala  79  certificac'ón  de  lo  conducente 
del  juicio  de  interdicto  de  adquirir  la  po- 
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sesión  que  Ismael  Rodríguez  Sandoval  se- 
guía con  Higinio  Lucero,  por  haber  pre- 
sentado Sandoval  en  la  pieza  de  segunda 
instancia  una  certificación  de  defunción 
de  Josefa  Rodríguez  extendida  por  el  cura 
párroco  de  Quezaltepeque,  presbítero  Fer- 
nando Peraza,  el  siete  de  Enero  de  mil  no- 
vesientos  veintinueve,  en  la  que  aparecía 
como  soltera  e hija  ilegitima  de  Timoteo 
Rodríguez  y Dolores  Cardona;  certifica- 
ción que  no  fué  reconocida  por  el  párroco, 
por  estar  alterada  según  pudo  compro- 
barse con  el  libro  respectivo  en  el  cual 
aparece  con  letra  y tinta  recientes  las  al- 
teraciones del  año  de  la  defunción,  estado 
civil  y nombres  de  los  padres;  en  la  otra 
certificación  que  se  pidió  para  el  efecto  y 
que  reconoció ' el  cura  párroco,  extendida 
el  once  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y uno,  aparece  la  Rodríguez  como 
soltera,  y declaró  dicho  sacerdote  que  la 
alteración  tuvo  lugar  durante  su  ausencia, 
pues  del  cuatro  al  diecisiete  de  Enero  de 
cada  año  se  va  para  Esquipulas;  y que  pu- 
do haberla  hecho  el  empleado  encargado 
del  archivo  Fidel  Ruiz.  El  colitigante  ma- 
nifestó que  so.spechaba  que  Ismael  Rodrí- 
guez Sandoval  fuera  el  autor  de  la  falsi- 
ficación del  documento  en  referencia.  In- 
dagado éste,  al  presentarse  voluntaria- 
mente manifestó;  haber  presentado  él  la 
certificación  redargüida  de  falsa,  la  cual 
asi  le  fué  entregada  por  Fidel  Ruiz,  hecho 
en  el  que  no  tuvo  participación;  al  dicta- 
minar el  experto  nombrado,  manifestó 
que,  las  dos  certificaciones  no  están  cal- 
zadas con  la  misma  firma  del  presbítero 
Peraza,  resultando  la  primera  con  caracte- 
res iguales  a las  enmendaturas  hechas  en 
el  libro  de  defunciones  en  la  partida  de  la 
Rodríguez  y que  las  firmas  de  Fidel  Ruiz 
puestas  en  documentos  que  para  el  peri- 
taje puso  a la  vista  el  párroco,  resultan 
todos  con  caracteres  de  letra  distintos  lo 
mismo  que  la  rúbrica.  En  el  libro  apa- 
recen las  enmendaturas  con  la  misma  le- 
tra de  la  certificación  falsa  y las  razones 
de  haberse  extendido  certificación  el  ,siete 
de  Enero  de  mil  novecientos  veintinueve  en 
Chiquimula  y el  once  de  Agosto  de  mil  no- 
vecientos treinta  y uno,  para  asuntos  civi- 
les, El  Juez  con  estos  antecedentes  dictó 
sentencia  absolutoria  a favor  del  encau- 
sado, y la  Sala  al  conocer  en  grado  la  re- 
vocó como  queda  dicho,  fundando  su  sen- 
tencia en  la  existencia  del  documento,  la 
confesión  del  enjuiciado,  los  peritajes,  de- 
claración del  párroco,  desprendiéndose: 
que  en  los  libros  parroquües  de  Quezalte- 
peque se  alteró  dolosamente  la  partida  de 
defunción  de  Josefa  Rodríguez;  29  que  de 
esa  partida  se  extendió  certificación  que 


adolece  de  falsedad,  pues  en  ella  se  simu- 
ló la  firma  el  párroco  contrahaciendo  su 
letra;  y 3?  que  esa  certificación  fué  pre- 
sentada en  juicio  por  el  procesado 
con  el  propósito  de  vencer  a su  coliti- 
gante H'ginio  Lucero  en  un  inter- 
dicto de  adquirir;  y que  fué  presentada  en 
el  juicio  a sabiendas  de  que  era  falsa  y 
con  ánimo  de  lucro- 

CONSIDERANDO:  que  el  delito  que  san- 
ciona el  articulo  195  del  C,  P.,  en  corre- 
lación con  el  194  del  mismo  código,  está 
constituido  por  los  siguientes  elemento, s 
integrantes:  a)  un  hecho  de  uso,  que  tie- 
ne lugar  cuando  el  documento  lo  presen- 
ta como  legitimo  la  parte  interesada,  para 
que  produzca  efectos  jurídicos  conforme 
a la  naturaleza  y finalidad  del  documento 
m'smo;  b)  que  el  documento  usado  sea 
falso;  c)  que  el  interesado  lo  presente  a 
sabiendas  de  esta  falsedad;  y d)  que  lo 
haga  con  intención  de  lucro,  perjuicio  de 
tercero  o án  mo  de  cau.sarlo.  En  ei  pre- 
sente caso  se  encuentran  reunidos  todos 
estos  caracteres  en  el  hecho  verificado  por 
Rod  iguez  Sandoval.  En  efecto;  presentó 
en  juicio  la  part  ía  de  defunción;  está  de- 
mostrado pienamente  que  dicho  documento 
es  falso;  al  presentarlo  como  prueba  de  su 
derecho  el  proponente  perseguía  el  lucro- 
personal,  pues  le  procuraba  la  ganancia 
del  litigio;  y s endo  él  el  único  que  con  la 
falsedad  .salía  favorecido,  es  de  presumir- 
se, como  lo  hizo  la  Sala,  que  la  presenta- 
ción en  juicio  la  verificó  a sabiendas  de 
la  falsedad.  La  Sala  no  violó  por  consi- 
guiente el  artículo  195  del  código  penal, 
citado  en  el  recurso,  sino  le  dio  recta  apli- 
cación; y como,  por  otra  parte,  la  deduc- 
ción que  hace  con  los  antecedentes  proba- 
dos del  conocimiento  que  el  reo  tenia  de 
la  calidad  falsa  de  la  certificación,  está 
dentro  de  sus  facultades,,  no  hay  violación 
alguna  de  la  ley.  Tampoco  infringió  el 
artículo  56S  de  Procedimientos  Civiles,  por 
no  tener  ninguna  at:ngenc\,r  con  el  caso 
que  se  examina. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas  y lo 
dispuesto  en  los  artículos  684,  688  y 690  P. 
P.;  22  Decreto  1728  y 27  Ley  Orgánica,,  des- 
estima ei  recurso  de  casación  interpuesto 
por  improcedente. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  al  tribunal 
de  su  origen. 

Gvio.  S-.de  Tejada.  — Federico  O.  Sala- 
zar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto  Ar- 
ffueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Antonio  Loarca  Montes, 
José  Vicente  Girón  y Manuel  Diéguez. 
por  el  delito  de  homicidio. 

DOCTRINA:  No  procede  la  casación  con- 
tra los  fallos  en  loe  que  el  fundamento  lo 
constituyen  presunciones  humanas, 
cuando  los  hechos  en  que  se  apoyan  es- 
tán debidamente'  probados. 


Corte  Suprema  de  Justicia  Guatemala, 
tres  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Por  recurso  de  casación  se  exam'na  la 
sentencia  de  fecha  veintiséis  de  Septiem- 
bre del  año  en  curso,  proferida  por  la  Sala 
1»  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  la  causa 
instruida  por  el  delito  de  homicidio  con- 
tra Antonio  Loarca  Montes,  José  Vicente 
Girón  y Manuel  Diéguez.  en  la  que  se  con- 
firma la  dictada  por  el  Juez  6?  de  19'  Ins- 
tancia de  este  departamento. 

RESULTA:  que  el  nueve  de  Agosto  del 
año  pasado  en  virtud  de  parte  telefónico 
que  el  comandante  de  la  6^  demarcación 
de  policía,  dió  al  Juez  4?  de  Paz,  se  inició 
la  causa  que  se  examina.  El  comandante 
Rubén  González  ratificó  el  parte  y al  cons- 
tituirse el  Juez  en  el  cruce  de  la  veintiocho 
calle  y avenida  de  Santa  Cecilia,  levantó 
el  acta  de  rigor,  haciendo  constar  entre 
otras  cosas  que  el  puñal  que  tenia  el  occiso 
no  tenia  en  la  hoja  ninguna  mancha  de 
sangre  ni  amelladura  reciente,  ni  hilos  de 
tela  y que  presetaba  una  lesión  producida 
con  arma  corto-punzante  como  de  dos  cen- 
tímetros y medio  de  largo,  a la  altura  del 
tercer  espacio  intercostal  izquierdo,  como 
a cinco  centímetros  de  la  linea  media;  que 
el  terreno  no  presentaba  señales  de  lucha 
según  se  observó  con  ayuda  de  una  vela 
por  ser  escasa  la  luz  eléctrica  en  dicho  lu- 
gar. 

Antonio  Loarca  Montes  al  ser  inda- 
gado manifestó:  que  fué  capturado  por  un 
agente  de  policía  el  día  diez  como  a las 
tres  de  la  madrugada  por  la  dieciocho  ca- 
lle y cuarta  o tercera  avenida,  un  día  des- 
pués del  hecho  y que  ni  siquiera  se  imia- 
ginaba  el  motivo  de  su  detención,  Que  el 
día  del  suceso  como  a las  seis  de  la  tarde 
llegó  a la  cantina  de  Concepción  N.,  sita 
en  la  calle  real  del  Guarda  Viejo;  que  des- 
pués en  unión  de  Manuel  Diéguez,  como  a 
¡as  sietfe  llegaron  a una  cantina  de  la  mis- 
ma calle  real  cerca  de  unos  baños,  donde 
encontraron  como  a cinco  individuos,  de 
los  cuales  sólo  conoció  a Alberto  Herrera 
Ortiz  y a Belisario  de  este  último  apellido; 
que  después  de  haber  estado  en  dicho  es- 


tablecimiento hasta  las  siete  y media  de 
la  noche,  salieron  y ya  en  la  calle  entraron 
en  dificultades  con  el  indagado  los  dos 
Herrera  Ortiz,  hasta  el  extremo  de  que 
Herrera  le  causó  una  lesión  en  el  dedo 
anular  de  la  mano  derecha,  a la  altura  de 
la  falangeta,  con  arma  cortante,  lesión 
que  el  Juez  dió  fe  de  tener  a la  vista;  que 
por  esta  dificultad  ,se  apartó  de  sus  acom- 
pañantes volviendo  a la  cantina,  de  donde 
íalió  luego  para  el  centro,  llegando  a la  que 
queda  en  la  cuarta  avenida  y después  a la 
Selecta  y luego  a otras,  hasta  que  como  a 
las  nueve  de  la  noche  llegó  a la  cantina  de 
Tomás  Bonilla  sita  en  la  esquina  de  la  die- 
ciocho calle  y tercera  avenida  en  donde  es- 
tuvo jugando  copas  de  licor  con  unos  indi- 
viduos desconocidos  hasta  como  a las  dos 
o tres  de  la  madrugada,  en  que  salió  de 
dicha  cantina  con  dirección  a su  casa, 
siendo  entonces  detenido  por  el  agente  que 
lo  capturó.  Que  no  conocía  a Antonio  Pi- 
neda ni  a José  Vicente  .Girón  y que  la  capa 
y el  sombrero  que  se  le  ponían  a la  vista, 
eran  de  su  propiedad  y que  si  estaban  en- 
lodados era  por  lo  malo  de  las  calles  por 
donde  anduvo  y la  sangre  era  de  la  lesión 
que  le  dieron  en  el  dedo,  que  el  machete 
que  se  le  ponía  de  manifiesto  no  lo  conocía 
como  tampoco  conocía  a Francisca  A.  de 
Leiva;  también  negó  ser  cierto  que  anda- 
ba acompañado  de  tres  individuos  por  la 
avenida  de  Santa  Cecilia;  que  no  dió  muer- 
te a ninguno  ni  huyó  arrojando  el  cuchillo 
a un  sitio  cercano  como  se  le  preguntaba. 

Al  ser  indagado  José  Vicente  Girón,  dijo 
haber  sido  capturado  en  el  taller  de  An- 
tonio Loarca,  con  quien  trabajaba  hacia 
dos  meses  y que  le  había  encargado  el  cie- 
rre y apertura  del  taller  a las  horas  de 
entrada  y salida  del  trabajo,  estando  el  ta- 
ller situado  en  la  calle  real  de  Guarda 
Viejo,  número  72  frente  a la  casa  de  Ma- 
nuel Gaizaro  y contiguo  a una  cantina. 
Que  el  día  del  hecho  entre  siete  y diez  de 
la  noche  se  estuvo  en  casa  de  Francisco  N., 
situada  a una  cuadra  al  sur  del  taller  de 
Loarca,  que  luego  se  fue  a su  casa,  ha- 
biendo platicado  en  la,  esquina  frente  al 
Restaurante  de  Hillerman  con  Antonio 
Mejia,  que  como  a la  media  hora  continuó 
para  su  casa,  en  donde  después  de  haber 
cenado  se  acostó,  no  habiendo  salido  mas; 
que  no  conocía  a Antonio  Pineda  M.,  ni  el 
machete  que  se  le  ponía  a la  vista  y que  el 
traje  que  portaba  era  el  mismo  que  tenia 
el  día  del  hecho,  consistente  en  pantalón 
de  lona  rallado  de  azul  y fondo  blanco,  ca- 
misa verde  pálido,  zapatos  amarillos;  negó 
haber  andado  con  Loarca  y otros  indivi- 
duos asi  como  haber  dado  muerte  a algu- 
na persona;  que  tampoco  conocía  a Ma- 
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nuel  Diéguez,  Alberto  Herrera  Ortiz  y a 
Belisario  de  este  último  apellido,  ni  era 
cierto  que  haya  estado  con  Loarca  en  la 
cantina  “La  Marina”  y en  la  “Dalia  Azul” 
y por  último  que  era  cierto  que  dijo  a la 
autoridad  cuando  lo  aprehendió  que  no 
sabia  nada  de  lios. 

Estela  Zimerman,  manifestó  vivir  en 
la  Avenida  de  Santa  Cecilia  N?  15,  Colegio 
“Jardín  Las  Rosas”  y que  del  hecho  que  se 
investigaba  nada  le  constaba,  y que  el  10  de 
Agosto  por  la  mañana,  se  dió  cuenta  de  que 
en  la  esquina  de  la  ventiocho  calle  y Ave- 
nida de  Santa  Cecilia  se  encontraba  una 
mancha  de  sangre,  que  ese  dia  le  entre- 
garon unos  alumiios  el  machete  daga  que 
se  le  ponía  a la  vista,  el  cual  estaba  ya 
limpio,  porque  según  confesión  de  los  ni- 
ños cuando  lo  encontraron  lo  habían  la- 
vado para  quitarle  las  manchas  de  san- 
gre; que  la  noche  del  nueve  como  a las 
diez  oyeron  un  ruido  sobre  el  techo  de  uno 
de  los  dormitorios,  como  producidos  por 
algo  lanzado  de  la  parte  exterior  y que 
se  deslizó  al  patio;  pero  que  como  casi 
siempre  arrojan  piedras  a los  techos  por 
aquellos  lugares  no  le  dieron  importancia 
y que  cuando  se  presentó  la  autoridad  al 
colegio  pidiendo  permiso  para,  buscar  un 
arma  en  el  patio,  ella  les  entregó  la  daga 
ya  dicha  y los  agentes  buscaron  más  en  el 
sitio  del  colegio,  habiendo  hallado  una 
vaina  que  parece  pertenecer  a la  daga  y 
que  de  los  niños  podían  declarar  Alfredo 
AWarez  y Carlos  Portillo.  Consta  a folio 
7 de  la  causa  en  el  parte  dado  por  el  co- 
mandante de  la  6^  demarcación  que  Al- 
berto Monroy  enviado  por  el  agente  Al- 
fredo Berreondo,  se  había  apersonado  en 
el  lugar  del  hecho  con  varios  subordinados 
y que  la  señora  Francisca  A.  de  Leiva  de- 
nunció en  ese  momento  al  agresor  del  que 
aparecía  muerto,  que  iba  corriendo  a una 
cuadra  de  distancia  y que  reconoció  que 
era  Antonio  Loarca  y que  iban  adelante 
otros  dos  que  le  decían  a Loarca:  apúrate 
que  ya  nos  alcanzan  y que  entonces  fué 
cuando  Loarca  arrojó  el  cuchillo  a un  si- 
tio. El  parte  termina  diciendo  que  Loarca 
al  ser  capturado  manifestó  que  lo  acom- 
pañaban Diego  Domínguez  y Alberto  Or- 
tiz- El  sub-inspector  Manuel  Mijangos 
según  consta  de  un  parte  dado  por  la  e?' 
demarcación,  el  día  del  entierro  de  Beli- 
sario López  Ortiz,  Oarlota  Guerra  le  indi- 
có que  tenía  fundadas  sospechas  de  que  el 
autor  era  Antonio  Loarca.  El  agente  Za- 
carías García  que  capturó  a Antonio  Loar- 
ca a las  dos  menos  cuarto  de  la  mañana, 
por  la  esquina  de  la  tercera  avenida  y die- 
ciocho calle,  manifiesta  que  no  llevaba 
ninguna  arma  Loarca,  que  no  se  opuso  y 


que  tampoco  se  encontraba  muy  ebrio. 

Carlota  Guerra  concubina  del  interfecto, 
dijo:  que  hacía  como  quince  días  que  Ló- 
pez Ortiz  tuvo  una  ligera  dificultad  con 
Antonio  Loarca  motivada  por  asuntos  fami- 
liares ya  que  Loarca  vivía  maridablemente 
con  una  hermana  de  Ortiz,  unión  que  no 
era  bien  vista  por  los  familiares  de  Ortiz; 
que  debido  a este  disgusto  habían  deshecho 
la  compañía  que  tenían  en  un  taller  de  ca- 
rrocería,, etc.,  asi  como  porque  Loarca  de- 
bía mucho.  Que  Ortiz  el  dia  nueve  salió 
de  su  casa  como  a la  una  de  la  tarde,  re- 
gresando a las  seis,  saliendo  después  en 
unión  de  su  primo  Alberto  Herrera,  Ortiz, 
volviendo  a la  casa  como  a las  ocho  y me- 
dia de  la  noche,  que  salieron  de  nuevo  es- 
tando algo  tomados  de  licor;  que  Herrera 
le  dijo  repetidas  veces  a Belisario  que  no 
saliera,  que  se  acostara,  pero  que  éste  no 
hizo  caso  y que  se  fueron  juntos  sin  lle- 
var ninguna  clase  de  arma.  Que  a las  on- 
ce le  tocaron  la  puerta  preguntándole  si 
no  estaba  allí  Belisario  y ella  dijo  que  nó 
y como  le  siguiera  neciando  que  allí  estaba 
y que  acababa  de  pelear  con  él  Antonio 
Loarca  en  la  cantina  Lá  Dalia  Azul,  en- 
contrándose herido  Loarca,  quien  decía 
que  no  se  chillaría  porque  era  hombre; 
abrió  la  puerta  y reconoció  que  el  que  le 
hablaba  era  José  Vicente  Girón,  obrero  del 
taller  de  Loarca,.  Que  la  muerte  de  Be- 
lisario la  llevó  a cabo  Loarca  instado  por 
Hortensia  Ortiz  y ayudado  por  Gárón  y al- 
gunos más  y que  se  constituía  formial  acu- 
sadora. Que  López  no  usaba  ninguna  clase 
de  arma  y por  consiguiente  que  el  puñal 
que  le  ponía  en  la  vista  creía  que  se  lo  pu- 
sieron en  las  manos  para  simular  que  se 
había  suicidado.  Alberto  Herrera  Ortiz 
manifestó  que  el  dia  del  hecho  en  unión 
de  su  primo  Belisario  dispusieron  ir  a pa- 
sear por  la  barranquilla  y otros  lugares,  y 
después  le  dijo  que  se  fueran  a sus  casas 
y entonces  Belisario  lo  quiso  ir  a dejar  a 
la  suya  y no  obstante  sus  ruegos  para  que 
no  saliera  se  fué  con  el  declarante  y al 
pasar  por  la  veintiocho  calle  vieron  que 
venía  bajando  con  dirección  a la  Aveni- 
da de  Santa  Cecilia  un  grupo  de  indivi- 
duos, entre  los  cuales  reconoció  a Antonio 
Loarca,  Manuel  Diéguez  y a un  alto  lla- 
mado Vicente  y al  pasar  frente  al  grupo, 
Loarca  le  dijo  a su  primo  Besilario:  “Cha- 
yo, véngase,  ahora  es  tiempo,  véngase  si 
es  hombre”,  que  Loarca  tenía  una  capa  en 
la  mano  izquierda  como  para  defenderse 
de  una  agresión  y que  como  sabia  el  de- 
clarante que  entre  Loarca  y Belisario  exis- 
tía enemistad,  trató  de  que  no  hicieran 
caso,  pero  Belisario  siguió  con  dirección  al 
grupo  y él  se  fué  para  su  casa  y al  llegar 
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cerca  de  ésta  oyó  como  que  peleaban  y al 
entrar  le  dijo  a una  hermana  de  Belisario 
1 '-amada  Adela  Ortiz  que  fuera  a ver  a Be- 
lisario, que  estaba  con  Loarca  y que  ella 
sabía  que  eran  enemigos  pero  esta  no  sa- 
lió por  estar  muy  cansada;  y dijo  por  úl- 
timo que  no  era  cierto  que  él  haya  heri- 
do a Loarca  en  el  dedo  anular  de  la  mano 
izquierda.  María  Teresa  Dick  manifestó 
que  su  madre  es  dueña  de  la  cantina  La 
Marina  y que  el  día  nueve,  como  a las  sie- 
te y media  de  la  noche  llegaron  como  cin- 
co individuo.s,  entre  los  cuales  se  hallaba 
el  propietario  de  la  carrocería  que  queda 
cerca  de  la  cantina  y otros  operarios  del 
mismo  taller  entre  los  cuales  uno  era  alto 
y vestía  camisa  verde  pálido  sin  saco;  que 
dichos,  individuos  tomaron  unas  copas  de 
licor  y se  retiraron  algo  ebrios.  Adela 
Sánchez  manifestó  que  el  nueve  a las  s'e- 
te  y media  de  la  noche,  encontrándose  en 
La  Marina  con  las  dueñas  y.  don  Francisco 
Rodríguez  Medina  llegaron  cinco  indivi- 
duos a tomiar  una  copa  de  aguardiente  y 
que  entre  ellos  se  hallaban  Antonio  Loarca 
y Vicente  Girón. 

RESULTA:  que  llenados  los  demás  trá- 
mites del  plenario,  el  Juez  6'?  de  1«  Instan- 
cia de  este  departamento  con  fecha  veinti- 
trés de  mayo  del  año  en  curso,  dictó  sen- 
tencia, en  la  que  declaró;  que  Antonio 
Loarca  Montes  era  autor  del  delito  de  ho- 
micidio cometido  en  la  persona  de  Belisa- 
rio López  Ortiz,  imponiéndole  la  pena  de 
diez  años  de  prisión  correccional  incon- 
mutables; le  suspende  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos  políticos  durante  el  tiempo 
de  la  condena,  lo  deja  afecto  a las  respon- 
sabilidades civiles  provenientes  del  delito 
y por  último,  lo  obliga  al  pago  del  papel 
empleado  en  la  causa,  y por  falta  de  prue- 
ba, absuelve  de  la  instancia  a José  Vicen- 
te Girón  y Manuel  Diéguez,  a quienes  se 
les  formuló  cargo  por  el  delito  de  compli- 
cidad en  el  homicidio  de  Belisario  López 
Ortiz.  La  Sala  1?-  al  conocer  en  grado 
en  virtud  de  recurso  de  apelación  inter- 
puesto por  el  reo,  confirmó  la  dictada  por 
el  Juez  69  de  19  Instancia  de  este  depar- 
tamento en  todas  sus  partes- 

RESULTA:  que  el  reo  al  serle  notificada 
la  ejecutoria  de  la  Sala  19  interpuso  el 
presente  recurso  de  casación,  con  auxilio 
del  abogado  don  Adalberto  Aguilar  Fuen- 
tes, citando  como  violados  los  artículos  566, 
567  568,  571,  586,  587,  594,  595  y 601  P.  P.  y 
pedidos  los  antecedentes  y señalado  día 
para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver  lo  que 
corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  la  Sala  19  al  con- 
firmar la  sentencia  proferida  por  el  Juez 
69  de  19  Instancia,  tuvo  como  base  las  mis- 


mas presunciones  apreciadas  por  el  Juez, 
las  cuales  enumera  en  su  segundo  consi- 
derando, así;  19  la  confesión  que  hizo  el 
reo  de  haber  estado  tomando  licor  la  no- 
che de  autos,  en  compañía  del  fallecido  y 
de  Alberto  Herrera  Ortiz  y confesar  asi- 
mismo que  entraron  en  dificultades  con- 
cluyendo por  salir  herido  el  mismo  Loar- 
ca; 29  haber  negado  el  reo  que  conocía  a 
Vicente  Girón  y que  anduvo  en  su  compa- 
ñía la,  noche  del  hecho,  siendo  que  Girón 
desde  hacia  dos  meses  era  su  operario  y 
por  lo  tanto  era  ilógico  creer  que  no  lo  co- 
nocía; que  Loarca  estuvo  en  compañía  de 
Vicente  Girón  esa  noche  tomando  licor, 
como  estaba  comprobado  con  las  declara- 
ciones de  Adela  Sánchez  y Teresa  Dick; 
39  presentar  Loarca  una  herida  producida 
con  instrumento  corto-punzante  de  carác- 
ter reciente  y ser  el  arma  con  que  se  causó 
la  muerte  de  López  Ortz  de  esa  calidad,  así 
como  la.  que  se  le  encontró  al  fallecido  en- 
tre las  manos;  49  los  antecedentes  de  ene- 
mistad existentes  entre  el  sindicado  y el 
ccciso;  59  el  haber  sido  capturado  Loarca 
Montes  portando  una  capa  llena  de  lodo 
y sangre,  coincidiendo  este  hecho  con  lo 
declarado  por  Alberto  Herrera  Ortiz  quien 
afirma  que  al  verificarse  el  encuentro 
entre  Loarca  Montes  y López  Ortiz  el  pri- 
mero llevaba  una  capa  en  el  brazo  izquier- 
do; y 69  las  contradicciones  en  que  Loarca 
Montes  incurre  con  las  personas  que  die- 
ron su  testimonio  en  la  causa;  que  corres- 
pondiendo la  calificación  de  las  presuncio- 
nes humanas  en  que  se  funda  la  senten- 
cia condenatoria  a los  jueces  de  D y 29 
Instancia,  la  Sala  no  pudo  violar  el  ar- 
tículo 601  P.  P.  y estando  los  hechos  de  los 
cuales  las  presunciones  se  deducen  plena- 
mente establecidos  con  las  declaraciones 
de  las  personas  que  se  citan  en  la  parte 
expositiva  de  este  fallo,  las  que  dada  la 
ilación  continuada  y sin  ninguna  inte- 
rrupción, sobre  los  hechos  que  les  sirvieron 
de  antecedentes,  y la  falta  de  explicación 
del  accidente  que  tuvo  con  los  Herrera 
convencen  al  ánimo  judicial  dada  su  gra- 
vedad, concordancia  y precisión,  que 
Loarca  es  el  autor  de  la  muerte  de  Belisa- 
rio López  Ortiz,  se  deduce  en  consecuen- 
cia que  no  fueron  infringidas  las  leyes  que 
se  citan,  relativas  a la  prueba  de  presun- 
ciones, o sean  los  artículos  587,  594  y 595 
P.  P.  y por  lo  mismo,  tampoco  se  infrin- 
gieron las  disposiciones  contenidas  en  los 
articulos  566,  567,  568,  571  y 586  del  mismo 
cuerpo  de  leyes;  fuera  de  que,  para  que  la 
certeza  derivada  de  una  presunción  o 
de  varias  se  desvanezca,  es  preciso  una 
prueba  que  la  contradiga,  probanza  que 
no  existe  en  los  autos. 
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POR  TANTO:  la  Corte  Suprema,  ha- 
ciendo aplicación  de  las  leyes  citadas  y lo 
que  disponen  los  artículos  673,  674,  675, 
676.  682,  684,  686  y 690  P.  P.;  22  Decreto 
1728  y 27  Ley  Orgánica,  desestima  el  re- 
curso de  casación  interpuesto,  e impone  al 
recurrente  la  pena  adicional  de  quince  días 
de  prisión  simple,  conmutables  a razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  por  día. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos. 

Gvio-  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sala- 
zar.  — Carlos  Castellanos  R-.  — Alberto  Ar- 
gueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Isidro  Estrada  Mancilla 
por  el  delito  de  falsificación  de  documen- 
tos privados. 

DOCTRINA:  Cuando  los  hechos  que  sir- 
ven de  base  a las  presunciones  humanas 
están  plenamente  justificadas,  es  potes- 
tativo del  Tribunal  sentenciador  la  apre- 
ciación de  ese  medio  de  prueba. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
siete  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
trqinta  y dos. 

Por  recurso  de  casación  se  trae  a la 
vista  el  fallo  de  la  Sala  2^  de  la  Corte  de 
Apelaciones  dictado  en  la  causa  que  por 
falsificación  de  documentos  privados  se 
siguió  contra  Isidro  Estrada  Mancilla  an- 
te el  Juez  49  departamental,  en  el  que,  re- 
vocando la  sentencia  de  este  funcionario, 
declara  que,  el  prevenido  es  autor  del  de- 
lito de  uso,  con  intención  de  lucro  y a sa- 
biendas, de  un  documento  privado  falso, 
por  lo  que  le  impone  la  pena  de  dos  años 
de  prisión  correccional,  y hace  las  demás 
declaraciones  legales.  Del  estudio  de  los 
autos  aparece  que,  Manuel  Celis  se  pre- 
sentó el  veintitrés  de  Octubre  de  mil' no- 
vecientos treinta  al  Juzgado  19  de  1»  Ins- 
tancia de  este  departamento,  solicitando 
que,  José  Pedro  Mancilla  reconociera  un 
documento  que  en  pliego  cerrado  acompa- 
ñaba. el  que,  por  no  haber  concurrido  el 
emplazado,  las  veces  que  se  le  citó,  en  su 
reheldía  se  tuvo  por  reconocido;  siendo 
este  documento  un  recibo  por  valor  de 
nueve  ■ mil  trescientos  sesenta  pesos 
de  los  antiguos  bancos  emiisores,  fe- 


chado el  nueve  de  Agosto  de  mil  nove- 
cientos veintinueve,  firmado  por  Pedro  R. 
Mancilla  en  una  hoja  de  papel  sellado  de 
diez  centavos  de  quetzal;  reconocimiento 
que  fué  confirmado  por  la  Sala  jurisdic- 
cional al  conocer  en  grado.  El  apodeirado 
de  Pedro  R.  Mancilla  acompañó  al  Juz- 
gado 1°  una  ceitificación  de  la  Dirección 
General  de  Rentas  en  que  se  hace  constar 
que,  el  papel  en  que  está  extendido  el  re- 
cibo mencionado,  fué  despachado  por  el 
Banco  Central  el  diez  y Siete  de  Septiem- 
bre de  mil  novecientos  treinta,  por  lo  que, 
el  referido  mandante,  pedia  que  se  si- 
guiera la  averiguación  del  caso  ante  uno 
de  los  Juzgados  del  Ramo  Criminal,  ha- 
biendo sido  enviados  los  antecedentes  al 
Juzgado  49  departamental  quien  desde 
luego  ordenó  la  captura  de  Manuel  Celis. 
Al  ser  indagado  éste,  dijo  que,  Pedro  R. 
Mancilla  había  trabajado  como  peón  en  la 
“Sociedad  de  Explotación  de  Ganado  Por- 
cino y Lanar”  de  la  que  es  miiembro;  y que 
habiendo  sufrido  un  accidente  del  traba- 
jo, al  salir  del  Hospital  le  había  sido  en- 
tregada por  Isidro  Estrada,  la  cantidad  de 
nueve  mil  trescientos  pesos  que  era  lo  que 
le  correspondía  co;no  salarios  durante  el 
tiempo  de  su  curación,  extendiéndole  un 
recibo  que  también  firmiaron  Franc'sco 
López,  Simeón  Castellanos  y Basilio  Tobar 
que  se  encontraban  en  casa  de  Estrada; 
que  más  tarde  se  presentó  Mancilla  ante 
los  Tribunales  reclamando  ciitco  mil  dó- 
lares de  indemnización,  diciendo  que  no 
había  recibido  nada  de  la  Sociedad,  ni  de 
Estrada,  entonces  le  pidió  el  recibo  en  re- 
ferencia a éste  para  presentarlo  como 
prueba  ante  el  Tribunal  de  la  demanda. 

Isidro  Estrada  al  ser  examinado  corrobo- 
ró lo  dicho  por  Celis,  agregando  que  Manci- 
lla ya.  llevaba  el  recibo  hecho,  el  que  le  dió 
a Celis  para  que  lo  presentara  como  prue- 
ba; los  testigos  Tobar,  Castellanos  y López 
dijeron  que  hacía  como  dos  años  presen- 
ciaron cuando  Estrada  le  entregó  como 
nueve  mil  pesos  a Mancilla,  extendiéndole 
éste  el  recibo  que  corre  en  autos,  agre- 
gando  el  primero  que,  ya  lo  llevaba  hecho. 

El  experto  Desiderio  Mechú  dice  que,  la 
escritura  del  documento  relacionado,  os 
simulada  y que  no  obstante  el  disfraz,  tie- 
ne notorias  semejanzas  con  la  de  Isidro 
Estrada  M.  Con  estos  antecedentes  si 
Juez  49  dictó  sentencia  absolutoria  a favor 
de  Manuel  Celis  y dejó  abierto  el  procedi- 
)nlento  contra  Isidro  Estrada  y los  testi- 
gos López,  Castellanos  y Tobar,  fallo  que 
fué  confirmado  por  la  Sala  29.  El  veinte 
de  Junio  del  corriente  año  se  presentó  vo- 
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luntaria  mente  Isidro  Estrada  Mancilla, 
porque  sabia  que  habla  contra  él  orden  de 
captura  por  una  cuestión  con  Pedro  R. 
Mancilla  consistente  en  que  niega  haber 
recibido  una  suma  de  dinero  que  le  en- 
tregó por  encargo  de  la  Sociedad  de  Ex- 
plotación de  Ganado  Porcino  y Lanar  de 
la  que  es  Director  Presidente,  por  haberse 
tracturado  una  pierna  en  el  trabajo;  que 
el  recibo  que  corre  en  autos  fué  el  que  le 
extendió  aquel  y que  llevaba  ya  hecho,  fir- 
mando con  él  Simeón  Castellanos,  Basilio 
Tobar  y Francisco  López.  Nombrados  ex- 
pertos para  el  efecto  a los  señores  Mario 
Ernesto  Cáceres  y Pedro  Soberanis,  el  pri- 
mero dijo  que  el  documento  redargüido  de 
falso,  habia  sido  escribo  por  José  Pedro 
Reyes  Mancilla;  y el  segundo  que,  el  do- 
cumento pudo  haber  sido  hecho  por  éste, 
y que  no  fué  hecho  por  el  procesado  Es- 
trada; al  ampiar  su  dictamen  anterior  el 
experto  Menchú,  manifestó  que,  la  seme- 
janza de  letra  de  Estrada  con  la  del  do- 
cumento relacionado,  no  era  suficiente 
para  establecer  categóricamente  que  había 
sido  escrito  por  Estrada.  Al  dictar  sen- 
tencia el  Juez  de  la  causa  absolvió  del  car- 
go a Isidro  Estrada,  la  que  revocó  la  Sala 
jurisdiccional  como  queda  indicado,  con- 
tra cuyo  pronunciamiento  el  reo  auxilia- 
do por  el  abogado  Rodrigo  Anzueto,  in- 
terpuso el  presente  recurso,  citando  como 
violados  los  artículos  568,  570,  inciso  59,  608, 
572,  731,  732,  735  inciso  39,  587,  589,  595  y 
601  P.  P.;  200  código  penal. 

CONSIDERANDO:  que  la  Sala  senten- 
ciadora, se  fundó  para  condenar  a Isidro 
Estrada  como  autor  del  delito  de  uso  de 
documento  privado  falso,  en  la  presunción 
humana  que  se  infiere  de  los  hechos  pro- 
bados siguientes;  a)  la  propia  confesión 
de  Estrada,  de  ser  él  quien  entregó  el  do- 
cumento a Manuel  CeUs  para  que  lo  pre- 
í^entara  como  prueba  en  el  juicio  ordinario 
que  sobre  el  pago  de  una  indemnización  de 
cinco  mil  pesos  oro  americano  había  ini- 
ciado José  Pedro  Reyes  Mancilla  contra  la 
Sociedad  Cooperativa  de  Explotación  de 
Ganado  Lanar  y Porcino,  de  cuya  socie- 
dad eran  ellos  representantes,  lo  que  hizo 
Celis,  previo  reconocimiento  del  documento 
en  referencia;  bj  haber  querido  demostrar 
Estrada  que  el  documento  se  lo  dió  Reyes 
Mancilla  cuando  le  entregó  la  cantidad 
que  en  él  se  indica,  con  los  testigos  Fran- 
cisco López,  Simeón  Castellanos  y Basilio 
Tobar  qué  suscribieron  el  documento, 
prueba  que  no  aceptó  la  Sala  por  apare- 
cer tales  personas  como  signatarias  del 
mismo  documento,  circunstancia  por  la  que 


consideró  a dichos  testigos  como  interesa- 
dos en  la  causa,  fuera  de  que  al  dictarse 
sentencia  en  el  proceso  instruido  contra 
Manuel  Celis  y en  el  cual  se  le  absolvió,  se 
les  mandó  procesar  por  falso  testimonio; 
y c)  además,  que  el  documento  es  falso  se- 
gún el  dictamen  de  los  expertos  señores 
Desiderio  Menchú,  Pedro  Soberanis  y Ma- 
rio Ernesto  Cáceres  y por  lo  informado  por 
el  Secretario  de  la  Dirección  General  de 
Rentas,  de  que  la  b,oja  de  papel  sellado 
de  diez  centavos  número  5870063  en  que 
está  escrito  el  documento  fué  despachada 
hasta  el  dieciseis  de  Septiembre  de  mil 
novecientos  treinta,  es  decir  con  fecha 
posterior  al  nueve  de  Agosto  de  mil  nove- 
cientos Ventinueve,  en  que  aparece  re- 
dactado. Por  consiguiente,  siendo  elemen- 
to esencial  del  delito  previsto  en  ,el  ar- 
tículo 200  del  código  penal  el  lucro  y con- 
siguiente defraudación  que  se  produce  o 
se  intenta  producir  cuando  a sabiendas  se 
hace  u.so  de  un  documento  falso,  con  con- 
ciencia del  delito,  como  lo  demuestra  el 
giro  ulterior  que  se  dió  al  documento  y la 
foiTna  tan  sugestiva  en  que  fué  presenta- 
do después  de  su  reconocimiento  para  ex- 
onerarse de  la,  parte  consignada  en  él.  en 
la  reclam.ación  que  se  les  hacia  por  ma- 
yor cantidad,  el  sindicado  Isidro  Estra- 
da indudablemente  Incurrió  en  la  sanción 
que  prescribe  dicho  articulo,  ya  que  no  se 
refiere  haber  tomado  parte  en  la  falsifica- 
ción como  se  pretendió  en  la  defensa,  sino 
solamente  el  hecho  de  presentarlo  en  jui- 
cio, o hacer  uso  de  él  con  intención  do- 
losa; por  cuya  razón  teniendo  el  tribunal 
sentenciador  amplia  facultad  para  apre- 
ciar lúi  prueba  indirecta  de  conformidad 
con  lo  establecido  en  el  artículo  601  Pro- 
cedimientos penales,  no  se  infringieron  los 
artículos  568,  570,  inciso  59,  587,  589,  592, 
593,  595,  601,  608,  731,  732  y 735  inciso  39 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  ni 
el  200  del  Código  Penal  común,  ya  que 
para  la  Sala  hay  plena  prueba  de  que  el 
recurrente  cometió  el  delito  definido  y pe- 
nado en  el  último  articulo  citado. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  las  leyes  ci- 
tadas y lo  que  disponen  los  artículos  674. 
676,  684,  686  y 690  P.  P.;  22  Decreto  1728  y 
27  Ley  Orgánica,  de.sestlma  el  recurso  de 
casación  interpuesto,  e impone  al  recu- 
rrente la  pena  adicional  de  quince  dias  de 
prisión  simple,  conmutables  a razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  por  día. 
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Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  al  tribunal 
de  su  origen; 

Goto.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sala- 
zar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto  Ar- 
gueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,-  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Silverio  López  Casta- 
ñeda por  el  delito  de  homicidio. 

DOCTRINA:  Cuando  los  hechos  en  que  se 
fundan  las  presunciones  humanas,  es- 
tán plenamente  comprobados,  es  potes- 
tativo del  Tribunal  sentenciador  la 
apreciación  de  ese  medio  probatorio. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
quince  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
treinta,  y dos. 

Por  recurso  de  casación  se  examina,  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  !?■  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  veintitrés  de  Sep- 
tiembre del  año  en  curso,  en  la  que  des- 
aprobando la  dictada  por  el  Juez  de  1?' 
Instancia  de  Chiquimula  el  treinta  de  Abril 
del  presente  año,  declara;  que  Silverio  Ló- 
pez Castañeda  es  autor  del  delito  de  ho- 
micidio perpetrado  en  la  persona  de  Ni- 
colás Marroquin,  por  cuya  infracción  le 
impone  la  pena  de  diez  años  de  prisión 
correccional  inconmutables,  que  deberá 
purgar  en  la  Penitenciaría  Central;  le 
abona  la  prisión  sufrida  desde  el  auto  de 
bien  preso;  le  suspende  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos  políticos  durante  el  tiempo 
de  la  condena;  le  obliga  al  pago  de  las  res- 
ponsabilidades civiles  provenientes  del  de- 
lito y a la  reposición  del  papel  empleado 
en  la  causa,  y por  último,  deja  abierto  el 
procedimiento  por  falso  testimonio  conti’a 
Antonio  Mejía  y Antonio  González. 

RESULTA;  que  el  quince  de  Abril  de 
mil  novecientos  veintisiete  se  presentó 
ante  el  Juez  de  Paz  de  Ipala,  Celestino 
Palma,  Comisionado  Civil  del  cantón  “La 
Tuna’’,  diciendo  que  en  el  lugar  denomi- 
nado “El  Apante”  apareció  muerto  Nicolás 
Marroquin  y al  ratificar  su  denuncia  ma- 
nifestó: que  quien  le  había  dado  parte  a 
él  era  Fermín  Barrientos.  El  empírico 
Abraham  Sanchinel  que  reconoció  el  ca- 
dáver hizo  constar  que  tenía  tres  agujeros 
producidos  con  arma  de  fuego  (pistola) , de 
las  cuales  dos  de  ellas  eran  absolutamente 
mortales.  Francisco  Miarroquín,  padre  del 


occiso  al  ser  examinado  expuso : que  el  día 
quince  de  Abril  de  mil  novecientos  vein- 
tisiete, como  a las  doce  del  día,  se  encon- 
traba en  casa  de  Amadeo  Monroy  y ha- 
biendo oído  unos  disparos  en  dirección  de 
su  casa,  que  distaba  como  tres  cuadras, 
se  fué  inmediatamente  a vér  que  éra  ío 
que  pasaba;  que  como  a cuadra  y media 
en  medio  de  dos  cercos,  encontró  a su  hi- 
jo Nicolás  quien  sólo  pudo  decir  “papá”; 
que  vió  que  Silvérió  López  iba  huyendo 
como  a dos  cuadras  de  donde  encontró  a 
su  hijo,  con  pistola  y corvo  en  mano,  por 
lo  que  pidió  auxilio  a los  vécinos  para  cap- 
turarlo, pero  no  lo  lograron  y mandó  a 
Fermín  Barrientos  a dar  parte  al  com'  sio- 
nado  civil.  Que  íópez  estaba  enojado  con 
el  dicente  y su  familia  por  no  consentirlo 
en  su  casa,  pues  cuando  tuvo  relaciones 
Con  su  hija  Candelaria,  le  daba  mala  vi- 
da. Anatalia  Sandoval  de  Marroquin,  di- 
jo ser  madre  del  occiso  y que  el  día  . del 
hecho  oyó  cuatro  disparos  de  pistola  y al 
salir  encontró  como  a media  cuadra  a su 
hijo  con  mucha  sangre,  quien  se  estaba 
muriendo,  y observó  que  Silverio  López 
iba  corriendo  con  pistola  y corvo  en  la  ma- 
no y refirió  lo  mismo  que  Francisco  Ma- 
rroquín  en  cuanto  al  disgusto  de  López  con 
ellos.  Amadeo  Monroy  manifestó,  que  el' 
dia  del  hecho  se  encontraba  con  Francisco 
Marroquin  en  su  casa  y como  a las  doce 
oyeron  cuatro  detonaciones  en  dirección 
de  la  casa  de  Marroquin,  saliendo  ambos 
a ver  el  motivó  dé  los  disparos,  y a cuadra 
y media  encontraron  agonizando  a Nico- 
lás Marroquin,  pero  que  él  no  vió  a Sil- 
verio López  y tampoco  tenía  conocimiento 
asimismo  de  la  enemistad  que  éste  tenia 
con  el  occiso.  Fermín  Barrientos  expuso, 
que  estaba  en  unión  de  Francisco  Marro- 
quín  y Amadeo  Monroy  el  día  del  suceso 
cuando  oyeron  los  disparos  y que  Marro- 
quin y Monroy  fueron  a ver  que  era  lo  que 
pasaba;  que  él  se  quedó  y al  rato  llegó  Ma- 
rroquín  suplicándole  fuera  a dar  parte  al 
auxiliar  de  la  aldea,  porque  habían  ma- 
tado a su  hijo  Nicolás.  Eusebio  Soto  dijo, 
que  el  día  del  hecho  a las  doce  a.  m.,  se 
encontraba  en  su  casa  de  habitación,  y 
vió  que  Silverio  López  iba  huyendo  a pa- 
sos largos,  es  decir,  pasó  de  esa  manera 
frente  a su  casa  y que  sólo  le  dijo  adiós, 
pero  que  antes  de  ver  a López  no  había 
oido  disparos  y que  por  los  vecinos  supo  que 
Lúpez  había  dado  muerte  a Nicolás  Ma- 
rroquin y que  de  su  casa  al  lugar  del  he- 
cho habían  como  cuatro  o cinco  cuadras. 
Francisco  del  Carmen  Hernández  mani- 
festó, que  el  día  del  suceso  como  a las  do- 
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ce  se  encontraba  en  casa  de  Dolores  Sa- 
lazar  y que  a esa  hora  pasó  por  el  patio 
de  la  casa  donde  estaba  el  deponente,  a pa- 
sos largos  y muy  ligero,  Sijverio  López, 
qu’en  le  dijo  solo  adiós  y llevaba  un  corvo 
envainado  y que  por  los  vecinos  supo  que 
López  había  asesinado  a Marroquin. 

Indagado  S.lverio  López  negó  la  comisión 
del  delito  que  se  le  atribuía,  diciendo  que 
ese  día  se  encontraba  en  La  Mora,  muni- 
cipio de  Quezaltepeque,  distante  de  los 
“Apantes”  municipio  de  Ipala,  y que  se 
acompañó  de  Antonio  Mejia  y Antonio 
González,  quienes  al  ser  examinados,  di- 
jeron: Mejia,  que  López  le  recomendaba 
al  dicente  y a González  le  con.siguieran 
mozos  para  trabajos  y que  por  eso  siem- 
pre que  pasaban  mozos  les  daban  la  di- 
rección de  Silverlo  López  y que  era  cierto 
que  el  Viernes  Santo  llegó  López  a La  Mo- 
ra y se  juntó  con  el  declarante  y Goirzá- 
lez,  en  casa  del  último  y que  ese  dia  llegó 
don  Silverio  como  a las  nueve  de  la  ma- 
ñana y se  fué  ya  noche.  En  igual  forma 
declaró  Antonio  González,  habiendo  sido 
repreguntados  ambos  testigos  por  la  de- 
fensa. 

RESULTA:  que  llenados  los  demás  trá- 
mites del  plenar  o,  el  Juez  de  Instan- 
cia de  Chiquimula,  con  fecha  treinta  de 
Abril  dictó  sentencia  en  la  que  absolvió  de 
la  instancia  a Silvenio  López  Castañeda 
por  falta  de  prueba. 

RESULTA:  que  la  Sala  7»  al  conocer  en 
grado,  mandó  correr  los  tra.slados  corres- 
pondientes y por  no  haberse  pod.do  orga- 
nizar tribunal,  por  la  excusa  del  Presi- 
dente licenciado  Valdez  y suplente  licen- 
ciado Humberto  Robles,  se  remitieron  los 
antecedentes  a la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  donde  se  pasaron  a la  Sala  de 
la  Corte  de  Apelac  ones  para  los  efectos 
legales  y esta  Sala  antes  de  resolver,  man- 
dó que  se  practicaran  las  diligencias  soli- 
citadas por  el  Rjsoal  de  la  Sala  y que 
enumera  en  su  dictamen  a folio  7 de  la 
■g?'  pieza  y que  en  lo  conducente  son:  a) 
ampüación  de  la  indagatoria  del  reo  en 
el  sentido  de  que  de  una  manera  clara  ma- 
nifieste dónde  permaneció  desde  la  fecha 
del  crimen,  hasta  que  fué  capturado;  b) 
que  el  Juez  de  Paz  de  Ipala  ampliara  su 
informe  de  folio  97  de  la  1»  pieza  en  el 
sentido  que  categóricamente  expusiera  si. 
el  procesado  había  permanecido  constan- 
temente en  aquella  población  desde  me- 
diados de  Abril  de  mil  novecientos  veinti- 
siete, hasta  principios  de  Julio  de  mil  no- 
vecientos treinta  y uno  y en  caso  contra- 
rio manifestara  los  lugares  donde  había 


permanecido;  y c)  que  el  Juez  de  Paz  de 
Ipala  enviara  certificación  del  acta  donde 
constaba  haber  sido  nombrado  Regidor  el 
procesado  como  lo  aseguraba  en  su  infor- 
me. Silverio  López  al  ampliar  su  decla- 
ración indagatoria  en  virtud  del  auto  acor- 
dado, d'jo  que  había  permanecido  en  la 
aldea  de  San  Nicolás,  municipo  de  Ipala, 
acompañado  de  sus  familiares  y en  ocu- 
paciones a.gríco'as.  El  Juez  de  Paz  de 
Ipala  dijo  que  según  datos  recabados  des- 
de el  mes  de  Abril  de  mtil  novecientos 
veintisiete  hasta  el  año  de  mlil  novecientos 
treinta,  el  procesado  estuvo  en  la  Repú- 
blica de  Honduras  desde  el  mes  de  Abril 
de  mil  novecientos  treinta  a mil  novec' en- 
tos treinta  y uno,  en  la  aldea  de  San  Ni- 
colás, es  dec'r,  en  el  Caserío  de  este  nom- 
bre, de  la  aldea  La  Tuna,  y que  en  el  acta 
que  se  levantó  con  motivo  de  la  elección 
de  la  Municipalidad  de  mil  novec  entos 
veintisiete,  no  aparecía  en  ella,  que  se  hu- 
biera nombrado  Regidor  a Silverio  López, 
acompañando  certificac  ón  del  acta  para 
mayor  claridad  y la,  Sala  !?■  después  del 
dictamen  del  señor  Fiscal,  profirió  la  sen- 
tencia de  que  se  ha  hecho  relación  al  prin- 
cipio de  este  fallo,  de  la  que  el  reo  al  ser 
notificada  con  el  auxilio  del  licenciado 
José  León  Castillo,  introdujo  el  presente 
recurso  de  casación,  c'tando  como  viola- 
dos los  airitículos  502,  506,  560,  568,  573,  745 
y 735  del  código  de  Procedimientos  Pena- 
les; 36  de  la  Constitución  y Decreto  de 
indulto,  número  963  y pedidos  los  antece- 
dentes y señalado  día  para  ia  v sta,  es  el 
caso  de  resolver  lo  que  corresponde  en  de- 
recho. 

CONSIDERANDO:  que  la  Sala  al  pro- 
ferir su  fallo  condenatorio,  lo  hizo  basa- 
da en  las  presunciones  si'guientes:  a)  la 
sindicación  que  como  autor  del  delito  le 
hicieron,  desde  el  primer  momento,  los 
padres  del  occiso  Nicolás  Marroquin,  don 
Francisco  del  mismo  apellido  y doña  Ana- 
talia  Sandoval  de  Marroquin;  b)  la  ene- 
mistad que  había  entre  los  familiares  por 
las  relaciones  que  el  reo  había  tenido  con 
Candelaria  Marroquin  y la  cual  se  probó 
con  la  propia  confesión  del  reo  y lo  ex- 
puesto por  la  familia  del  interfecto;  c)  ¡as 
declaraciones  de  los  testigos  Ensebio  So- 
to, Francisco  del  Carmen  Hernández,  Ci- 
rilo Antonio  Soto,  Clemente  González  y 
Calixto  Flores,  quienes  vieron  huir  a Ló- 
pez después  de  los  disparos  y con  un  cor- 
vo en  la  mano;  d)  la  voz  pública  que  sin- 
dicaba a López  como  autor  del  homicidio; 
y e)  el  hecho  de  haberse  ausentado  del 
lugar  donde  se  cometió  el  delito  como  que- 
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dó  debidamente  comprobado  con  el  infor- 
me del  Alcalde  de  Ipala  y en  las  contra- 
d'cciones  del  reo,  presunciones  que,  dado 
su  enlace,  concordancia  y precisión,  lle- 
van al  ánimo  judie' al  el  convencimiento 
de  que  Silverio  López  es  el  autor  de  la 
muerte  de  Nicolás  Marroquin;  y como  a los 
jueces  de  y 2«  Instancia  corresponde 
apreciar  en  jusfeia  el  valor  de  las  presun- 
ciones de  hombre,  según  la  naturaleza  de 
los  hechos  de  conforrn'dad  con  el  artículo 
601  de  Procedimientos  Penales,  la  Sala 
sentenciadora  no  violó  los  artículos  502, 
506  y 560  Procedimientos  Penales,  por  no 
tener  ninguna  aplicación  en  el  caso  que  se 
examina,  ya  que  si  se  dejó  de  cumplir  lo 
que  en  ellos  se  establece,  debió  pedirse  la 
subsanación  en  la  instancia  correspon- 
diente, fuera  de  que  el  recurso  de  casación 
no  se  funda  en  quebrantamiento  de  for- 
ma; tampoco  infringió  el  articulo  568  Pro- 
cedimientos Penales,  toda  vez  que  hay 
plena  prueba;  el  573  Procedimientos  Pe- 
nales no  pudo  infringirse,  puesto  que  la 
sentencia  condenatoria  no  se  funda  en 
prueba  testimonial;  el  735  del  mismo  cuer- 
po de  leyes  citadas,  tampoco  se  violó,  pues 
en  la  sentencia  se  observaron  las  reglas 
prescritas  en  dicho  artículo  y el  745  no  se 
infringió,  pues  la  sentencia  de  1?  instan- 
cia fué  notificada  a las  partes  según  cons- 
ta de  folio  105  de  la  1?  pieza,  antes  de  ele- 
varse la  causa  en  apelación  a la  Sala  7^. 

CONSIDERANDO:  que  la  ley  deja  a la 
Presidencia  del  Poder  Judicial,  la  facultad 
de  aplicar  los  decretos  de  indulto  a que 
tengan  derecho  los  reos,  al  hacer  los  cóm- 
putos correspondientes  y por  consiguiente 
la  Sala  sentenciadora  no  violó  el  Decreto 
de  indulto  número  963,  que  cita  el  recu- 
rrente. 

CONSIDERANDO:  que  tampoco  se  violó 
por  la  Sala  el  artículo  36  de  la  Constitu- 
ción de  la  República,  pues  no  se  juzgó  al 
reo  por  un  tribunal  especial  y la  defensa 
fué  amplia  y con  todas  las  formalidades 
de  ley. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticial, haciendo  aplicación  de  las  leyes  ci- 
tadas y lo  dispuesto  en  los  artículos  673, 
674,  676,  684,  686  y 690  P.  P.;  22  Decreto 
1728  y 27  Ley  Orgánica,  desestima  el  re- 
curso de  casación  por  improcedente,  e im- 
pone al  recurrente  la  pena  adicional  de 
quince  días  de  prisión  simple,  conmuta- 
ble a razón  de  diez  centavos  de  qTietzal  por 
ola. 


Notifíquese  y con  certifcación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sala- 
zar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto  Ar- 
gueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Herlinda  Chávez  Ma- 
rroquin  por  el  delito  de  parricidio  come- 
tido por  imprudencia  temeraria. 

DOCTRINA:  Cuando  los  hechos  en  que  se 
basan  las  presunciones  humancLS,  no  es- 
tán probados  de  manera  legal,  sí  le  es 
dable  al  Tribunal  de  Casación  entrar 
a conocer  de  los  fallos  de  21  Instancia 
que  se  apoyen  en  dicha  clase  de  pruebas. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinf  cinco  de  Noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos. 

■Vista  por  recurso  de  casación,  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  2^  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  diez  y ocho  de  Octubre  del 
año  en  curso,  en  la  que  desaprobando  la 
absolutoria  del  Juez  49  de  19  Instancia,  de 
este  departamento,  declara:  que  Herlinda 
Chávez  Marroquín  es  autora  del  delito  de 
parricidio  cometido  por  imprudencia  te- 
meraria, por  lo  que  le  impone  la  pena  de 
tres  años  de  prisión  correccional,  conmu- 
tables en  sus  dos  terceras  partes,  a razón 
de  diez  centavos  de  quetzal  por  día,  de- 
biendo cumplir  el  resto  de  la  pena  en  la 
prisión  de  mujeres  de  esta  capital  y por 
último,  la  exonera  de  reponer  el  papel  em- 
pleado en  la  causa. 

RESULTA:  el  cinco  de  mayo  del  pre- 
sente año,  el  Juez  Municipal  de  Mixeo  se 
constituyó  en  la  finca  “Santa  Clara”,  de 
su  jurisdicción,  por  haber  tenido  noticia 
del  hecho  siguiente:  Herlinda  Chávez,  an^ 
tigua  sirvienta  de  la  finca,  había  vuelto 
nuevamente  a la  casa  en  estado  de  emba- 
razo muy  notorio;  sintiendo  trastornos  di- 
gestivos tomó  sal  de  fruas  y con  deseos  de 
evacuar  'acudió  al  lugar  excusado  en  don- 
de dió  a luz  una  criatura;  creyendo  que 
todo  era  consecuencia  del  purgante,  se 
fué  a acostar  presa  de  dolores  y fuerte  he- 
morragia. Las  personas  de  la  casa  oye- 
ron llorar  a la  recién  nacida  y encontrán- 
dola en  el  fondo  de  la  letrina  procedieron 
a,  extraerla,  a arroparla  y a entregarla  a 
la  madre  a quien  la  interrogaron  acerca 
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del  suceso;  ésta  se  mostró  extrañada  y ase- 
guró que  no  se  había  dado  cuenta  de  que 
había  dado  a luz.  Por  disposición  del  Juez 
instructor,  una  comadrona  empírica  del 
pueblo  llegó  a asistir  a la  parturienta,  a 
quien  encontró  acostada,  con  los  sínto- 
mas del  meciente  parto  y con  la  placenta 
aún  en  el  vientre;  reconoció  a la  criatura, 
nacida  en  tiempo,  de  sexo  femenino,  en 
pleno  goce  de  salud;  pero  a los  cinco  dían 
falleció  en  el  hospital  general,  a donde 
había  sido  tra.sladada  con  la  madre,  y prac- 
ticada la  autopsia,  el  cirujano  informó  que 
la  muerte  había  sobrevenido  a consecuen- 
cia de  bronco-neumonia,  probablemen'e. 
consecutiva  a la  inspiración  de  materias 
sépticas.  El  Juzgado  49  de  19  Instancia  de 
este  departamento  siguió  la  secuela' de  la 
causa  y antes  de  fallar,  ordenó  que  se 
practicaran  algunas  diligencias.  La  co- 
madrona, señora  Trinidad  Borrayo,  ratifi- 
có su  primera  declaración  y agregó  que  a 
la  niña  no  le  encontró  ningún  golpe  y que 
el  cordón  umbilical  no  lo  encontró  cortado 
sino  roto.  El  doctor  don  Federico  Mora, 
nombrado  para  el  efecto,  rindió  el  infor- 
me en  que  manifiesta : que  el  parto  se  efec- 
tuó por  sorpresa;  que  el  estado  psicológi- 
co de  la  parturienta  autorizaba  a pensar 
que  ella  ignoraba  los  datos  particulares  re- 
lativos a lo  preñez  y alumbramiento;  que 
la  mujer  se  sintió  mal,  e ignorante  de  lo 
que  sus  padecimientos  significaban,  los  to- 
mó por  trastornos  digestivos  y fué  a una 
letrina,  pero  el  esfuerzo  de  la  defecación 
y la  postura  en  que  la  Chávez  se  hallaba, 
dieron  motivo  a que  se  precipitara  la  ex- 
pulsión del  feto,  que  ya  se  estaba  prepa- 
rando de  varias  horas  atrás;  que  el  hecho 
de  que  el  cardón  umbilical  estuviera  re- 
ventado y no  cortado,  como  aseguran  los 
testigos,  confirma  esta  hipótesis;  que  en 
cuanto  a las  cond' clones  psicológicas  de 
la  acusada,  deducía  del  interrogatorio  y 
examen  mental  que  la  había  hecho,  que 
se  trataba  de  una  muchacha  normal  pero 
sencilla  e ignorante,  en  quien  no  se  nota- 
ba perversidad  moral  propia  de  la  infanti- 
cida, ni  hubo  entre  las  circunstancias  que 
rodearon  la  muerte  de  su  hija  el  desequi- 
librio rayano  a veces  en  psicosia  comple- 
ta, que  suele  verse  en  las  recién  paridas 
y explicables  delitos.  Llenados  los  demás 
trámites  del  plenario,  el  Juez  dictó  senten- 
cia absolviendo  a la  procesada  de  la  ins- 
tancia y al  conocer  la  Sala  2’^  en  consulta 
del  fallo  proferido,  desaprobó  la  sentencia 
y dictó  la  que  se  hizo  mención  al  princi- 
pio, de  cuya  ejecutoria  Herlinda  Chávez 
con  auxilio  del  licenciado  Isauro  Bergan- 
za,  introdujo  el  presente  recurso  de  casa- 


ción, citando  como  violados  los  artículos 
15,  65,  80,  298,  20  inciso  8°  y 21  Código  Pe- 
nal; 59  Decreto  1366;  259,  364  y 568  P.  P.; 
y 766  P.  C. 

CONSIDERANDO:  que  la  Sala  senten- 
ciadora funda  su  fallo  condenatorio  en  las 
presunciones  siguientes:  a)  que  la  nom- 
brado reo,  en  la  fecha  de  autos,  dió  a luz 
una  niña  de  término  y viable;  b)  que  el 
parto  fué  por  sorpresa  y la  recién  nacida 
fué  arrojada  en  una  letrina,  de  üonde  se 
extrajo  inmediatamente  por  la  señora  do- 
ña Rosario  Figueroa,  dueña  de  la  casa,  tan 
pronto  como  tuvo  conocimiento  dei  hecho; 

c)  que  la  Chávez  Marroquin,  no  dió  aviso 
a ninguno  de  lo  ocurrido,  ni  pidió  auxilio 
sino  se  di  rigió  a su  cuarto  a acostarse,  no 
ob.stainte  que  confiesa  que  desde  la  noche 
anterior  y la  mañana  de  autos,  sintió  fuer- 
tes dolores  de  estómago  y en  el  preciso  mo- 
mento en  que  se  encontraba  en  la  letrina, 
sintió  que  algo  extraordinario  arrojaba,  su- 
friendo acto  seguido  una  fuerte  hemorra- 
gia; d)  que  la  pequeña  falleció  a los  5 dias 
de  nacida,  a consecuencia  de  bronco-neu- 
monía,  consecutiva  probablem.ente,  de  la 
inspiración  de  materias  sépticas  y al 
practicarse  la  autopsia  del  cadáver  se  en- 
contraron en  los  repliegues  del  pabellón 
de  la  oreja  de  ambos  lados,  las  regiones 
auriculares,  los  orificios  externos  de  las 
losas  nasales,  las  comisuras  labiales  y el 
cuello,  con  rastros  de  materias  fecales;  y 

e)  que  la  Chávez  es  una  muchacha  nor- 
mal y que  no  hubo  entre  las  circunstancias 
que  rodearon  la  muerte  de  su  hija  el  dese- 
quilibrio rayano  a veces  en  psicosis  com- 
pleta y que  suele  verse  en  las  recién  pa- 
ridas. Tales  hechos  no  demuestran  la  in- 
tención culpable  o malicióse  de  la  proce- 
sada, pues  la  intención  del  culpable  se 
presume  que  es  la  que  la  naturaleza  de 
la  acción  ejecutada  revela,  mientras  iio 
existan  datos  que  desvirtúen  esa  racional 
presunción;  tampoco  puede  decirse  que  el 
hecho  verificado  por  la  sindicada  revele 
falta  de  vigilancia  y de  cuidado  debidos, 
para  poder  encontrar  el  elemento  esen- 
cial y típico  de  la  imprudencia  temer.aria, 
que  como  culposo  que  es,  tiene  que  estar 
constituido  por  la  falta  de  precaución  o 
por  no  haber  previsto  lo  que  debió  pre- 
veerse,  ya  que  en  la  culpa,  el  hombre  es 
responsable  por  haberse  servido  de  un  me- 
d'o  contrario  a los  fines  de  la  colectivi- 
dad; y el  mal  ocasionado  le  es  imputable 
precisamente  porque  es  previsible  que 
aquel  medio  o aquella  conducta  puede  oca- 
sionar un  mal,  pero  no  cuando  no  es  pre- 
visible, pues  en  tal  caso,  el  hecho  impu- 
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tado  cae  fuera  de  la  órbita  de  la  culpa  pe- 
nal. En  tal  concepto,  no  habiendo  en  el 
acto  llevado  a cabo  por  la  procesada  ma- 
licia ni  culpa  alguna,  como  quedó  plena- 
mente probado  con  el  dictamen  médico 
forense  del  doctor  Mora,  la  Sala  al  penar 
a Herlinda  Chávez  Marroquin  sin  base  jus- 
tificada, violó  el  artículo  259  del  código 
de  Procedimientos  Penales,  por  lo  que  es 
el  caso  de  casar  y anular  la  ejecutoria  res- 
pectiva, para  dictar  la  sentencia  que  co- 
rresponde en  derecho. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema,  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  la  ley  citada 
y lo  que  disponen  los  artículos  673,  674, 
676  y 687  P.  P.;  22  Decreto  1728  y 27  Ley 
Orgánica,  CASA  Y ANULA  la  ejecutoria 
que  se  examina  y resolviendo  sobre  lo 
principal,  declara:  absuelta  del  cargo  que 
se  le  formuló  a Herlinda  Chávez  Marro- 
quin como  actora  del  delito  de  parricidio 
cometido  por  imprudencia  temeraria,  por 
no  existir  el  delito  que  dió  origen  a su  en- 
causamiento. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  a, utos  al  Tribunal 
de  su  procedencia. 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sala- 
zar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto  Ar- 
gueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Ricardo  Estévez  Martí- 
nez por  el  delito  de  hurto. 

DOCTRINA:  Cuando  los  hechos  en  que  se 
basan  las  presunciones  humanas,  están 
probados  de  una  manera  plena,  al  Tribu- 
nal de  Casación  no  le  es  dable  entrar  a 
conocer  de  los  fallos  de  24  Instancia  que 
se  apoyen  en  dicha  clase  de  prueba. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticinco  de  Noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  que  el  once  del  mes  pasado  pro- 
firió la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones confirmando  la  dictada  por  el 
Juez  49  de  14  instancia  Departamental,  en 
el  proceso  que  por  el  delito  de  hurto  se  ha 
seguido  contra  Ricardo  Estévez  Martínez. 
El  Juez  ie  impuso  la  pena  de  un  año  de 
prisión  inconmutable  con  abono  de  la  pri- 
sión sufridla  dejándolo  afecto  al  pago  de 
las  responsabilidades  civiles  y haciendo  las 
demás  declaraciones  que  proceden. 


RESULTA:  que  el  quince  de  Octubre  del 
año  pasado,  Julio  Flores  C.,  que  vive  en  la 
décima  Avenida  Norte,  número  veintinue- 
ve donde  tiene  cantina  y es  la  casa  de  to- 
lerancia de  Sofía  Sayden,  como  a la  una 
y media  de  la  mañana,  se  fué  a acostar  a 
su  cuarto  y dejó  sobre  la  mesa  de  noche 
según  indica,  un  reloj  suizo  de  oro  con 
leontina,  con  argolla  de  oro  y una  garra- 
fita,  cuyas  prendas  fueron  valuadas  opor- 
tunamente en  cincuenta  y seis  quetzales. 
A las  seis  y media  de  la  mañana  despertó 
Flores  dándose  cuenta  de  que  estos  obje- 
tos habían  desaparecido  y al  seguir  la 
averiguación  supo  que  habían  entrado  al 
interior  después  de  que  se  acostó,  Eduar- 
do Pinto  y Ricardo  Estévez.  Declaran  que 
estas  dos  personas  entraron  después  de 
haberse  acostado  Flores,  tanto  Sofía  Say- 
den como  Daniel  Narváez;  y capturados 
Pinto  y Estévez,  el  primero  quedó  libro  en 
el  curso  de  Da  causa  y el  segundo  custo- 
diado por  un  agente  de  policía  a solicitud 
de  Flores  y después  de  llegar  a la  cantina 
“'La  Selecta”,  entregó  el  reloj  sin  la  cade- 
na ni  la  garrafita  según  indica  el  m.i’mo 
Flores.  Indagado  Estévez  dijo  que  estuvo 
donde  Sofia  Sayden  con  un  muchacho  Pe- 
(láez  y otro  de  apellido  Méndez  y que  no 
se  introdujo  a cuarto  alguno  de  la  casa, 
pues  sólo  entró  un  momento  y cuando  se 
fué  del  lenocinio  ofreció  regresar,  pero 
cuando  lo  hizo  ya  estaba  cerrado;  que  des- 
pués se  dirigía  a su  casa  como  a las  cua- 
tro de  la  mañana  cuando  en  la,  esquina  de 
la  novena  avenida  y décima  calle  encon- 
tró a Adolfo  Márquez  Suárez,  persona  que 
le  adeudaba  doce  dólares  y como  aquél  le 
hiciera  un  nuevo  préstamo,  le  dió  cuatro 
dólares  más,  recibiendo  en  cambio  un  re- 
loj en  garantía,  hecho  que  ofreció  probar 
con  Alberto  Morales  y Ricardo  Meza  de 
los  cuales  fué  examinado  el  último  quien 
dijo,  que  en  una  fecha  que  no  puede  pre- 
cisar como  tampoco  el  mes  ni  el  año,  iba 
para  su  casa  entre  dos  y media  y tres  de 
la  mañana  cuando  encontró  a Ricardo 
Estévez  en  la  novena  avenida  y novena 
calle  siguiendo  juntos  para  el  sur;  que  al 
llegar  a la  décima  calle  encontraron  a un 
individuo  que  usa  gafas,  quien  se  puso  a 
platicar  con  Estévez,  habiéndose  ret'ra- 
do  Meza  un  poco  y se  pudo  dar  cuenta,  de 
que  el  desconocido  le  dió  un  reloj  a Esté- 
vez  sin  poder  apreciar  la  calidad  y que 
Estévez  se  sacó  del  bolsillo  unos  billetes  y 
se  los  dió  al  otro;  después  siguieron  su 
camino  sin  que  Estévez  le  relatara  nada. 

El  Juez  dictó  el  faUo  que  confirmado  por 
la  Sala  se  relaciona  al  principio  y Esté- 
vez  no  conforme  interpuso  recurso  de  ca- 
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sación  por  considerar  violados  los  artícu- 
los 566,  570,  571,  573,  586,  589,  595,  597,  601, 
575,  729,  732,  735,  281,  282,  568,  259,  609, 
614,  664,  666,  667,  730  y 731  de  Procedimien- 
tos Penales,  29  del  Decreto  1728  y 36  de  la 
Constitución  y habiéndose  señalado  para 
la  vista  el  veintiuno  del  corriente  es  el 
caso  de  resolver  como  corresponde. 

CONSIDERANDO;  que  en  el  proceso  se 
encuentra  plenamente  probados  los  he- 
chos siguientes:  a)  que  el  procesado  Ri- 
cardo Estévez  Martínez,  la  noche  de  autos 
estuvo  en  el  prostíbulo  de  Sofía  Sayden, 
de  donde  se  extravió  un  reloj  de  oro  con 
su  correspondiente  leopoldina,  propi  edad 
de  Julio  Flores;  b)  que  el  reloj  en  cuestión, 
fué  entregado  por  el  sindicado  a.  su  pro- 
pietario señor  Flores  sin  la  leopoldina  y sin 
dar  ninguna  explicación  datisíactoria  de 
la  forma  en  que  lo  obtuvo  y c)  que  aunque 
en  su  declaración  indagatoria,  afirmó  que 
dicho  objeto  le  había  sido  pignorado  en 
garantía  de  una  deuda,  por  un  sujeto  cu- 
yo nombre  no  indicó,  sino  hasta  en  el  acto 
de  tomarle  su  confesión  con  cargos,  no 
demostró  este  extremo  como  estaba,  obli- 
gado a hacerlo  y por  consiguiente  el  ha- 
llazgo del  reloj  hurtado  en  su  poder,  for- 
ma plena  prueba  en  su  contra,  ya  que  no 
demostró  su  legitima  adquisición.  Ar- 
tículos 587,  589,  594,  595,  596,  597  y 599  Pro- 
cedimientos Penales. 

CONSIDERANDO:  que  al  procesado  se 
le  permitió  defenderse  con  toda  la  ampli- 
tud que  permiten  nuestras  leyes  procesa- 
les vigentes  y por  lo  tanto  no  se  violó  ppr 
la  Sala  sentenciadora  el  artículo  36  de  la 
Constitución  que  cita  el  recurrente. 

CONSIDERANDO:  que  tampoco  se  vio- 
laron los  artículos  595,  597  y 601  Procedi- 
mientos Penales,  pues  el  fallo  se  funda  en 
presunciones  y por  consiguiente  en  vez  de 
infringirse  se  hizo  recta  aplicíaición  de 
ellos. 

CONSIDERANDO:  que  no  habiéndose 
fundado  el  fallo  condenatorio  en  prueba 
testimonial  alguna,  no  pudieron  infringirse 
ios  artículos  570,  571,  573,575  y 586  Proce- 
dimientos Penales. 

CONSIDERANDO;  que  el  artículo  730  de 
Procedi  mientos  Penales  no  pudo  ser  in- 
fringido por  la  Sala  sentenciadora,  por  no 
tener  ninguna  aplicación  en  el  caso  que 
se  examina  y como  en  la  sentencia  se  ob- 
servaron las  reglas  que  prescribe  el  Título 
29  Capitulo  19  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  toda  vez  que  hay  .sufi- 
ciente prueba  para  dictar  un  falio  conde- 
natorio, no  se  violaron  tampoco  los  articu- 
léis 729,  732  y 735  P.  P.,  y como  hay  base 
suficiente,  mucho  menos  pudieron  violarse 


los  Arts.  259,  281,  609,  614,  664,  666  y 667 
Procedimientos  Penales;  y por  último, 
tampoco  se  violó  el  artículo  29  del  Decreto 
1728,  toda  vez  que  el  reo  devolvió  el  reloj 
cuerpo  del  delito  al  acusador,  precisamente 
por  la  segun'.dad  que  tenía  de  ser  él  el  pro- 
pietario y en  consecuencia  la  prueba  que 
ahora  trata  de  producir  que  no  consta  en 
autos,  es  innecesaria. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  las  leyes  ci- 
tadas y lo  que  dispone  el  articulo  690  del 
Códi  go  de  Pirocedimientos  Penales,  deses- 
tima el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  reo  Ricardo  Estévez  Martínez,  e im- 
pone a éste  la  pena  (adicional  de  quince 
días  de  arresto  conmutables  a razón  de  un 
cuarto  de  quetzal  por  día. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
.suelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sala- 
zar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto  Ar- 
gueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 

CRIMINAL 

PROCESO:  contra  José  Vicente  Mejia  por 
el  delito  de  lesiones. 

DOCTRINA:  Para  que  pueda  admitirse  la 
prueba  de  testigos,  es  indispensable  que 
las  personas  que  declaran  como  tales, 
sean  idóneas  y estén  conformes,  en  las 
personas,  en  el  lugar,  en  la  manera  de 
cómo  se  verificaron  los  hechos  y en  el 
tiempo  en  que  acaecieron. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
primero  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia de  fecha  dos  del  mes  en  curso,  profe- 
rida por  la  Sala  79  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, en  la  que  confirma  la  proferida 
por  el  Juez  de  19  Instania  de  Chiquimula 
en  la  causa  instruida  por  el  delito  de  le- 
siones contra  José  Vicente  Mejia,  con  la 
reforma  de  que'  la  pena  que  debe  sufrir 
Mejia  es  de  cinco  años  de  prisión  correc- 
cional sin  ninguna  rebaja,  haciendo  las 
demás  declaraciones  correspondientes  en 
derecho. 

RESULTA:  que  el  ocho  de  Marzo  del 
presente  año  se  dló  parte  al  Juez  de  19 
Instancia  de  Chiquimula  de  la  comisión 
de  un  delito  y después  de  haber  ratifica- 
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do  la  denuncia,  Antonio  Chacón,  declaró 
que  ese  dia  a las  ocho  de  la  noche  el  di- 
cente  se  encontraba  sentado  con  Vicente 
Mejia  frente  al  Teatro  Imperial,  cuando 
llegó  Humberto  Paredes  con  Gustavo  Vás- 
quez  y éste  último  empezó  a insultarlos; 
que  como  andaban  ebrios  les  indicó  que 
se  fueran  a dormir;  que  Vásquez  se  quedó 
sin  decir  nada  y después  arremetió  con- 
tra la  marimba  y por  haberle  reclamado 
Mejia,  lo  desafió,  habiendo  salido  a pelear 
ambos  y que  entonces  el  declarante  trató 
de  separarlos  y en  eso  estaba  cuando  se 
dió  cuenta  de  que  Vásquez  estaba  herido 
de  un  ojo,  no  Sabiendo  si  era  el  derecho  o 
el  izquierdo.  Habiéndose  pasado  la  de- 
nuncia al  Juez  de  Paz  para  su  prosecución, 
fué  examinado  el  agente  de  policía  Gon- 
zalo Flores  que  capturó  a Mejia  en  los 
momentos  precisos  del  hecho,  y éste  ase- 
guró que  vió  a dos  individuos  riñendo  y al 
ver  que  uno  huia  lo  siguió  y al  darle  al- 
cance notó  que  Mejia  botaba  al  suelo  un 
corta  plumas,  por  lo  que  recogió  dicha 
arma  y capturó  al  hechor.  El  Juez  de  Paz 
hizo  constar  que  el  primer  dia  no  había 
podido  examinar  al  herido  por  su  estado 
de  ebriedad  y que  el  segundo  dia  que  vol- 
vió a llegar  al  hospital,  Vásquez  le  mani- 
festó, que  a las  ocho  de  la  noche  en  estado 
de  ebriedad  llegó  a la  puerta  de  los  billa- 
res de  José  Espinoza,  en  donde  encontró 
parado  al  individuo  Vicente  Mejia,  y que 
dado  su  estado  de  beodez,  dirigió  a Mejia 
unas  palabras  cuyo  contenido  no  recor- 
daba, por  lo  que  aquel  lo  agredió  con  un 
cuchillo  o navaja,  hiriéndolo  en  el  ojo  iz- 
quierdo. Indagado  José  Vicente  Mejia, 
manifestó  que  el  día  del  suceso,  como  a las 
ocho  de  la  noche  se  encontraba  sentado 
en  la  calle,  frente  al  Teatro  Imperial  de 
Chiquimula,  en  unión  de  Antonio  Chacón, 
cuando  llegó  Octavio  Vásquez  en  unión  de 
Humberto  Paredes  y que  Vásquez  insultó 
tanto  al  declarante  como  a Chacón  con 
palabras  soeces  y que  agarrando  la  ma- 
rimba que  estaba  en  la  calle,  la  que  el  de- 
clarante y sus  compañeros  iban  a tocar  en 
el  teatro,  quiso  tocarla  y entonces  el  de- 
ponente retiró  a Vásquez  con  buenas  ma- 
neras y éste  quLso  insultarlo  de  obra,  por 
lo  que  al  declarante  le  dió  un  empellón  del 
cual  cayó  Vásquez  al  suelo;  negó  haber- 
lesionado  del  ojo  izquierdo  a Vásquez,  pues 
él  no  acostumbraba  llevar  navaja.  Hum- 
berto Paredes  manifestó,  que  el  dia  del 
suceso  a las  ocho  de  la  noche  se  encon- 
traba en  el  lado  de  afuera  del  Teatro  Im- 
perial, componiendo  una  marimba,  cuan- 
do llegó  Vásquez  en  completo  estado  de 
ebriedad  y lo  invitó  para  que  fueran  a to- 


mar un  trago  a la  cantina  “La  reforma”, 
trago  que  sólo  se  tomó  el  declarante,  no 
así  Vásquez,  pues  lo  que  hizo  fué  derra- 
mar el  licor  sobre  la  mesa  y después  re- 
gresaron a donde  estaba  la  marimba;  que 
Vásquez  le  dijo  que  iba  a saludar  a las 
personas  que  estaban  en  aquel  sitio  y que 
al  pasar  cerca  de  la  mairímba  como  Vás- 
quez no  se  podía  ni  parar,  topó  con  ésta  y 
la  desquiO'ió,  por  lo  que  Vicente  Mejia  le 
llamó  la  atención;  que  enseguida  Mejia  se 
metió  la  mano  a la  bolsa  derecha  y manio- 
brando un  objeto  como  cortaplumas  se 
avalanzó  sobre  Vásquez,  por  lo  que  éste 
quiso  darle  un  puntapié  y como  estaba 
ebrio  se  fue  de  espaldas  y al  levantarse, 
el  declarante  se  met  ó en  medio  de  Vás- 
quez y Mejia,  pero  no  pudo  evitar  que  el 
segundo  hiriera  a Vásquez  y que  después 
salió  corriendo  con  el  arma  en  la  mano, 
pero  que  fué  tía.pturado  por  el  agente  de 
policía,  Gonzalo  Flores.  Ramón  Sagastu- 
me  manifestó,  que  ese  día  a las  ocho  de  la 
noche  se  encontraba  sentado  en  las  gra- 
das del  billar  de  José  Espinoza,  cuando 
vió  que  Octavio  Vásquez,  en  estado  de 
ebriedad,  quería  entrar  a dicho  e.-itabieci- 
miento  y que  al  pasar  tropezó  con  una  ma- 
rimba. por  lo  que  regañó  José  Vicente 
Mejia;  que  después  Vásquez  le  dirigió  pa- 
labras insultantes  a Mejia  y que  é.ste  le  ti- 
ró una  bofetada,  que  entonces  Vásquez 
quiso  pegarle  un  puntapié  pero  no  pudo 
porque  se  cayó;  y que  acto  seguido  Mejia 
con  una  corta  plumas  hirió  a Vásquez  en 
el  ojo  izqu  erdo  y después  salió  huyendo. 

Antes  de  elevarse  la  causa  a plenario  se 
practicó  careo  entre  el  reo,  José  Vicente 
Mejia  y el  agente  Gonzalo  Flores,  como 
también  con  Antomo  Chacón,  José  Hum- 
berto Paredes  y Ramón  Sagastume,  no  lo- 
grándose el  objeto  que  se  propuso,  pues 
cada  uno  sostuvo  su  dicho.  En  el  plenario 
fueron  examinados,  a solicitud  del  proce- 
sado, Daniel  Cabrera  y Daniel  Buezo,  con 
el  objeto  de  demostrar  que  cuando  Vás- 
quez ingresó  al  hospital  se  daba  golpes  con 
la  mano  sobre  la  región  del  ojo  lesionado 
y que  varias  veces  se  quitó  el  vendaje  y se 
rompió  las  suturas  que  se  le  hacían  sobre 
el  párpado;  y el  testimonio  de  los  señores 
Francisco  Rivera,  Tebando  Aquino,  Gui- 
llermo Stantón  y Humberto  Castro,  sobre 
la  honorabilidad  y buenas  costumbres  de 
Mejia.  A folio  58  se  encuentra  el  informe 
del  cirujano  del  hospital  de  Chiquimula, 
en  el  que  consta,  que  Octavio  Romeo  Vás- 
quez ingresó  al  hospital  el  ocho  de  marzo 
del  año  en  curso  a curarse  una  herida 
producida  con  arma  cortante,  situada  en 
el  ojo  izquierdo,  de  cuatro  centímetros  de 
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largo,  que  interesó  todo  el  espesor  del 
párpado  superior  y pairte  del  globo  del 
ojo;  que  recibió  asistencia  por  tres  días  y 
salió  en  el  mismo  estado  para  venirse  a 
curar  a esta  capital.  A folio  62  se  encuen- 
tra el  informe  del  doctor  t’ialdeavellano, 
jefe  del  servicio  Oftalmológico,  en  el  que 
hizo  constar  que  Vásquez  ingresó  al  servi- 
cio de  su  cargo,  el  dia  once  de  Marzo  con 
una  herida  infectada  producida  pór  ins- 
trumento cortante,  de  tres  centímetros  de 
extensión,  situada  en  el  párpado  superior 
del  ojo  izquierdo,  que  atravesó  la  piel,  car- 
tílago, tarso  y músculo  elevador  del  párpa- 
do superior,  produciendo  también  una  con- 
tuaión  en  el  gldbo  ocular;  que  como  con- 
secuencia de  dicha  herida  le  quedaba  una 
ptosis  del  párpado  indicado  y en  el  inte- 
rior del  ojo  una  deformidad  de  la  pupila 
y desprendimiento  de  la  retina,  la  que  ha- 
bía producido  la  pérdida  completa  de  la 
visión  en  dicho  ojo  y que  Vásquez  necesi- 
taba de  una  operación  en  el  párpado  heri- 
do, la  que  no  había,  llevado  a cabo  por  la 
infección  existente.  Este  informe  fué  am- 
pliado a solicitud  del  reo,  según  se  ve  de 
lolio  130,  y en  el  que  se  manifiesta  entre 
otras  cosas,  la  pérdida  completa  del  ojo 
izquierdo  en  virtud  de  una  catarata  trau- 
mática; y llenados  los  demás  trámites  del 
plenario  el  Juez  de  la  causa  dictó  senten- 
cia el  ocho  de  Septiembre  del  año  en  cur- 
so, en  la  que  declaró  que  José  Vicente  Me- 
jía  es  autor  del  delito  de  lesiones  graves  en 
la  persona  de  Octavio  Vásquez.  por  cuya 
infracción  lo  condenó  a cinco  años  de  pri- 
sión correccional,  rebajado  en  sus  dos  ter- 
ceras partes  en  virtud  de  las  atenuantes 
•que  enumera  en  sus  consideraciones  y que 
consisten  en  la  vindicación  próxima  de 
una  ofensa  grave  y no  haber  tenido  inten- 
ción de  causar  un  mal  de  tanta  gravedad 
como  el  producido,  haciendo  las  demás  de- 
claraciones y,  la  Sala  al  conocer  en  ape- 
lación, profirió  la  sentencia  de  que  se  ha 
hecho  relación,  de  cujm  ejecutoria  el  Pro- 
curador de  la  Sala  7»  licenciado  don  José 
León  Castillo  introdujo  el  presente  recurso 
de  casación  denunciando  como  violados  los 
artículos  11,  21,  incisos  3ó,  49  y 59,  66,  77, 
80  y 304  incisos  29  y 3°  Código  Penal;  568, 
573,  735  regla  3^  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales.  El  reo  José  Vicente  Me- 
jía  al  ser  notificado  del  fallo  con  auxilio 
del  licenciado  don  Enrique  Paz  y Paz,  tam- 
bién introdujo  el  presente  recurso  de  casa- 
ción, .citando  como  infringidos  los  artícu- 
los 11,  12,  21,  circunstancia  19,  39.  49,  y 51 
86,  79  y 304  incisos  29  y 39  Código  Penal; 
573,  574  y 735  Procedimientos  Penales  y pe- 


didos los  antecedentes  y señalado  día  para 
la  vista,  es  el  caso  de  dictar  la  sentencia 
que  corresponde  en  justicia. 

CONSIDERANDO:  que  la  acción  cWe- 
tida  por  José  Vicente  Mejia  Escobar,  según 
se  desprende  de  lo  declarado  por  los  testi- 
gos Antonio  Chacón,  José  Humberto  Pare- 
des y Ramón  Sagastume;  lo  expuesto  por 
el  agente  Gonzalo  Flores,  que  capturó  a 
Mejia  en  los  momentos  precisos  del  hecho 
y cuando  éste  huía  con  el  arma  con  que 
había  lesionado  a Octavio  Romeo  Vásquez 
y la  propia  declaración  del  reo,  quedó  es- 
tablecido legalmente  el  delito,  solo  sí,  que 
tuvo  su  origen  por  la  provocación  de  que 
Mejia  fué  objeto,  sin  motivo  alguno  de  su 
parte;  y por  consiguiente,  al  no  apreciar 
la  Sala  sentenciadora  tal  circunstancia 
atenuante  violó  el  artículo  21,  fracción  4'> 
Código  Penal,  uno  de  los  que  cita  el  recu- 
rrente en  la  introducción  del  recurso  que 
se  exiamina,  por  lo  que  procede  casar  y 
anular  la  ejecutoria  respectiva,  para  dic- 
tar la  sentencia  que  corresponde  en  dere- 
cho. Articulo  687  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  la  culpabilidad  de 
José  Vicente  Mejia  Escobar,  quedó  plena- 
mente establecida,  con  la  declaración  de 
los  testigos  presenciales,  idóneos  y contes- 
tes, cuyos  nombres  se  han  mencionado  en 
el  anterior  considerando  y en  consecuen- 
cia procede  imponerle  la  pena  de  cinco 
años  de  prisión  correccional  rebajados  en 
una  tercera  parte  por  la  circunstancia 
atenuante  de  haber  sido  provocado  Miejia 
por  Vásquez;  toda  vez  que  según  los  infor- 
mes médicos  que  corren  agregados  al  pro- 
ceso, el  lesionado  Vásquez  perdió  a conse- 
cuencia de  liai  lesión  el  ojo  izquierdo;  pues 
si  la  herida  no  se  hubiera  causado,  jamás 
habría  ocurrido  la  infección  que,  se  pro- 
dujo como  efecto  directo  de  dicha  herida 
y los  demás  resultados.  Artículos  568,  570, 
571,  572,  573,  574  y 609  Procedimientos  Pe- 
nales; 304  inciso  29  77,  27,  21,  fracción  49 
Código  Penal. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  las  leyes  ci- 
tadas y lo  que  disponen  los  artículos  673, 
674  , 675,  676,  881,  682,  684  y 686  P.  P.;  22 
Decreto  1728  y 27  Ley  Orgánica;  CASA  Y 
ANULA  la  ejecutoria  respectiva  y resol- 
viendo sobre  lo  principal  declara;  19  que 
José  Vicente  Mejia  Escobar  es  autor  res- 
ponsable de  la  lesión  que  sufrió  Octavio 
Romeo  Vásquez,  la  cual  le  produjo  la  pér- 
dida del  ojo  izquierdo,  por  cuya  infracción 
le  impone  la  pena  de  cinco  años  de  prisión 
correccional,  rebajados  en  una  tercera 
parte  por  la  circunstancia  atenuante  de 
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haber  sido  provocado,  quedándole  en  con- 
secuencia la  pena  reducida  a tres  años 
cuatro  meses  de  prisión  correccional;  29  le 
permite  conmutar  las  dos  terceras  partes 
de  dicha  pena  a razón  de  veinticinco  cen- 
tavos de  quetzal  por  día;  39  lo  suspende  en 
el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos  du- 
rante el  tiempo  de  la  condena;  49  lo  deja 
afecto  al  pago  de  las  responsabilidades  ci- 
viles provenientes  del  delito  y 59  le  obliga 
a reponer  ei  papel  empleado  en  la  causa. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sola- 
zar. — Carlos  Centellarlos  R.  — Alberto  Ar- 
(lueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Francisco  García  Raba- 
nales por  los  delitos  de  asesinato,  asesi- 
nato frustrado,  robo,  homicidio,  homici- 
dio frustrado,  hurto  de  semovientes  y 
amenazas.  Y contra  Próspero  Garda 
Rodas  por  asesinato,  asesinato  frustra- 
do, robo  y dispara  de  arma. 

DOCTRINA:  Para  que  pueda  admitirse  la 
prueba  del  testigo,  es  indispensable  que 
las  persona^  que  declaran  como  tales, 
sean  idóneas  y estén  conformes,  en  las 
personas,  en  el  lugar,  en  la  manera 
como  se  verificaron  los  hechos  y en  él 
tiempo  en  que  acaeció. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cinco  de  Diciemhre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  de  fecha  veintidós  de  Octubre 
del  año  en  curso,  proferida  por  la  Sala  49 
de  la  Corte  de  Apelaciones  en  las  causas 
acumuladas  iniciadas  y seguidas  contra 
Francisco  García  por  los  delitos  de  asesi- 
nato en  la  persona  de  Felipe  Guzmán,  por 
asesinato  frustrado  en  la  persona  de  Nar- 
ciso Guzmán,  por  robo  de  cinco  mil  pesos 
billetes  de  los  antiguos  Bancos,  por  homi- 
cidio en  las  personas  de  Ramón  Andrade, 
Ensebio  García,  Andrés  Vizcaíno,  homici- 
dio frustrado  en  la  persona  de  Francisco 
García,  hurto  de  semovientes  de  la  propie- 
dad de  José  Domingo  Galindo,  por  hurto 
de  semovientes  de  Felipe  Guzmán  y ame- 
nazas en  este  mismo  señor;  y contra  Prós- 
pero García  pos  asesinato  en  la  persona  de 


Felipe  Guzmán,  asesinato  frustrado  en  la 
persona  de  Narciso  Guzmán,  robo  de  cinco 
mil  pesos  de  la  antigua  moneda  y disparo 
de  arma  de  fuego  cometido  en  las  personas 
de  Feliciano  Minera,  Maximiliano  Cotóm 
y Luis  B.  de  este  último  apellido;  en  cuya 
sentencia  se  confirma  la  proferida  por  el 
Juez  19  de  19  Instancia  de  Quezaltenango 
con  las  modificaciones  siguientes:  19  que 
Francisco  García  y Próspero  del  mismo 
apellido  son  reos  del  delito  de  homicidio 
perpetrado  en  la  persona  de  Felipe  Guz- 
mán, por  cuyta  infracción  y por  las  razo- 
nes expuestas  en  su  consideración  les  im- 
pone la  pena  de  cinco  años  de  prisión  co- 
reccional  a cada  uno,  aumentada  en  una 
tercera  parte,  pero  haciendo  aplicación  de 
los  Decretos  números  789,  849,  926  y 963  en 
la  forma  prescrita  en  el  quinto  conside- 
rando, declara  extingu  da  ’a  responsabili- 
dad en  cuanto  al  primero  y que  el  segun- 
do deberá  cumplir  hechas  las  rebajas  co- 
rre.spondientes,  la  pena  de  treinta  y tres 
meses,  diez  días,  o sean  dos  años  nueve 
meses,  diez  días;  29  que  tales  reos  también 
son  culpables  criminalmente  del  delito  de 
disparo  de  arma  de  fuego  cometido  en  la. 
persona  de  Narciso  Guzmán,  por  cuyo  he- 
cho les  impone  dos  años  de  prisión  correc- 
cional, pena  que  declara  extinguida  en  su 
totalidad  en  cuanto  a Francisco  García,  en 
virtud  de  los  Decretos  de  indultos  citados, 
los  que  no  alcanzan  a favorecer  de  igual 
manera  a Próspero  Garda,  a quien  sola- 
mente se  le  rebaja  una  tercera  parte  por  el 
Decreto  número  926  o sea  ocho  meses  y 
una  cuarta,  parte  por  el  Decreto  número' 
963,  que  son  seis  meses,  quedánaole  en  con- 
secuencia diez  meses;  39  que  asimismo, 
Próspero  García  es  responsable  de  los  de- 
litos de  disparo  de  arma  cometido  en  las 
personas  de  Feliciano  Minera,  Maximilia- 
no y Luís  B.  Cotóm,  por  cuyos  tres  hechos 
le  impone  la  pena  de  dos  años  de  prisión 
correccional  aumentados  en  una  tercera 
parte  por  cada  uno  de  ellos,  o sean  dost 
años  ocho  meses,  que  hace  un  total  de 
ocho  de  prisión,  quedándole  por  cumplir 
hechas  las  rebajas  correspondientes  once 
'años,  siete  meses  diez  días;  penas  que  se 
le  permite  conmutar  en  sus  dos  terceras 
partes  a razón  de  cincuenta  centavos  de 
quetzal  por  día  y a Francisco  García  pol- 
las rebajas  a que  tiene  derecho,  lo  manda 
poner  en  libertad  en  virtud  de  que  las  pe- 
nas impuestas  quedan  condonadas. 

RESULTA:  que  el  ocho  de  Agosto  de  mil 
novecientos  dos,  como  a las  dos  de  lá  ma- 
ñana, se  presentó  al  Juzgado  Municipal  de 
San  Miguel  SíquinaJá,  María  Andrade, 
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dando  parte  que  esa  noche  como  a las  nue- 
ve de  la  noche  llegó  a casa  de  su  herm'ano 
Ramón  Andrade,  Francisco  García  y le  pi- 
dió un  trago  de  aguardiente,  que  como  no 
había  no  se  lo  dió,  mot.  vo  por  el  cual 
le  disparó  un  balazo  que  le  ocasionó  la 
muerte  instantánea,  que  la  única  que  pre- 
senció tal  hecho  fué  Francisca  García;  que 
el  hechor  al  salir  huyendo  había  dejado 
botado  el  sombrero  que  presentaba.  Fran- 
cisca García  concubina  del  occiso  manifes- 
tó que  el  día  del  suceso  había  llegado  su 
hermano  Francisco  y tocó  la  puerta  y que 
a los  toques  salió  Ramón,  es  decir,  se  le- 
vantó a ver  quien  era  y que  al  abrir  la 
puerta  Francisco  le  pidió  un  trago  y como 
le  contestara  Andrade  que  no  había,  le  hi- 
zo un  disparo  de  revólver  que  lo  hizo  caer 
al  suelo;  que  entonces  la  exponente  se  le- 
vantó tamlbién  y 'al  ver  a su  citado  concu- 
bino ya  muerto,  gritó  al  agresor  con  estas 
palabras  “desgraciado  ya  mataste  a mi 
marido”;  qu§  García  entonces  le  hizo  a 
ella  un  disparo  que  afortunadamente  no  la 
lesionó. 

Al  ampliar  esta  declaración  dijo  que 
ella  no  vió  a su  hermano  cuando  le 
disparó  a su  concub'no,  sino  que  lo  supo 
porque  se  lo  dijo  asi  Maria  Andrade,  her- 
mana del  muerto,  quien  conoo'ó  a García 
por  la  voz.  La  señora  Marcos  Andrade,  al 
ratificar  su  escrito  de  acusación,  agregó, 
que  esa  tarde  el  sindicado  en  compañía  de 
Cornelio  Morales,  había  entrado  a la  casa 
de  Juan  Minera,  dirigiéndose  después  al 
patio  del  Juzgado  de  San  Miguel  de  donde 
se  despidieron,  yéndose  García  para  “Co- 
rral de  Piedra”,  y pidió  que  se  examinaran 
a Cornelio  Morales  y a Julan  Minera.  Mi- 
nera y Morales  declararon  que  no  habían 
Visto  al  presunto  culpable  y que  nada  les 
constaba.  Manuel  Cifuentes  otro  de  los 
testigos  propuestos,  dijo  que  supo  la  muer- 
te de  Andrade  por  la  propia  familia,  pero 
que  creía  que  no  había  sido  García  el  au- 
tor, porque  la  noche  del  siete  de  Agosto  ha- 
bló con  García  a las  ocho  y éste  le  refirió 
que  iba  a la  feria  de  navidad  a traer  un 
poco  de  ganado.  En  los  mismos  términos 
se  produjo  Juan  Cifuentes  y Antonio  del 
mismo  apellido,  manifestó  haber  visto  a 
García  en  Huehuetenango.  García  al  ser 
indagado  por  este  delito  dijo  que  ese  día 
estuvo  en  Huehuetenango,  lo  que  compro- 
bó con  varios  testigos. 

RESULTA:  que  el  veintinueve  de  Junio 
de  mil  novecientos  veintiuno  se  presentó 
ante  el  Juez  de  San  Martin  Sacatepéquez 
el  Alcalde  Auxiliar  de  Tihuilacán,  Anto- 
nio Méndez,  exponiendo,  que  Narciso  Guz- 


mán  le  dió  parte  que  arriba  de  la  casa  del 
Alcalde  se  estaban  peleando  con  su  padre, 
los  individuos  Pancho  García  y su  hijo 
Próspero  Narciso  García  al  ser  examina- 
do manifestó  que  ese  día  iba  en  compañía 
de  su  padre  Felipe  Guzmán  para  la  costa 
y en  el  camino  se  hicieron  encuentro  con 
los  García,  quienes  traían  un  poco  de  ga- 
nado y que  tan  pronto  como  los  vieron, 
sacaron  sus  pistolas  y le  dispararon  a su 
padre  y que  el  declarante  al  primer  dispa- 
ro corrió  y se  hizo  tras  un  caballo  y des- 
pués de  varios  disparos  salió  huyendo  sin 
que  le  dieran  alcance;  que  después  regresó 
en  busca  de  su  papá  y por  las  huellas  que 
había  dejado  se  internó  dentro  del  mon- 
te y lo  encontró  ya  muerto  en  una  zanja  y 
que  cuando  sucedió  el  hecho  muchas  per- 
sonas subían  y bajaban,  por  la  vuelta  de 
la  cumbre  en  donde  tuvo  lugar  lo  que  re- 
lata. 

Se  hizo  constar  que  los  semovientes 
que  conducían  los  García  se  encontraron 
en  un  toril  cerca  de  donde  se  verificó  el 
suceso. 

Indagado  que  fué  Francisco  García, 
negó  el  hecho  imputado,  diciendo  que 
ese  día  se  encontraba  en  Mazatenango,  lo 
que  no  comprobó. 

RESULTA:  que  en  virtud  de  acusación 
de  José  María,  Coyoy  también  se  siguió  pro- 
cedimiento contra  García  por  hurto  de 
unos  semovientes  de  la  finca  “La  Soledad” 
y pertenecientes  a don  José  Domingo  Ga- 
lindo,  asi  como  por  hurto  y amenazas  que 
denunció  Felipe  Guzmán,  sin  que  conste 
que  se  hayan  establecido  tales  hechos. 

También  se  inició  causa  por  la  muerte  de 
Eusebio  García,  en  la  que  consta  solamente 
la  denuncia  del  occiso,  quien  murió  a con- 
secuencia de  las  lesiones  que  recibió. 

RESULTA;  que  el  diez  y siete  de  Julio  de 
mil  novecientos  veintinueve,  ante  el  Juez 
29  de  l'í  Instancia  de  Quezaltenango,  se 
presentó  Feliciano  Minera  y Maximiliano 
■Cotóm,  acusando  a Próspero  García  por 
amenazas  y por  disparo  de  arma  de  fuego, 
cometido  en  sus  personas,  proponiendo  el 
dicho  de  varios  testigos,  quienes  al  ser 
examinados  estuvieron  de  acuerdo  en  un 
todo  con  la  acusación.  En  mlü  novecien- 
tos treinta,  en  el  mes  de  Agosto  compare- 
ció Juan  Velásquez  ante  el  Juez  de  Sán  Mi- 
guel Siquinalá,  diciendo  que  cuando  iba 
para  la  cabecera  se  encontró  con  dos 
hombres  que  reñían,  siendo  ellos  Próspero 
García  y Luis  Cotóm,  que  el  primero  esta- 
ba tirado  en  el  suelo  a quien  sujetaba  Co- 
tóm y le  pidió  auxilio  para  conducirlo  al 
juzgado,  pues  García  le  había  disparado 
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con  su  revólver,  también  hay  prueba  de 
este  delito,  fuera  que  de  estos  hechos  no 
dió  ninguna  explicación  satisfactoria  Gar- 
cia. 

Al  indagársele  por  el  motivo  de  la 
muerte  de  Felipe  Garcia,  negó  toda  parti- 
cipación, Con  respecto  a la  muerte  de  Fe- 
lipe Guzmán,  declararon  los  testigos  Bo- 
nifasio  Pérez,  Antonio  Sac,  Carlos  Ixcolín 
y Roberto  Ixquiac,  A folios  69  y 72  de  la  la. 
pieza,  corren  agregados  el  informe  médico 
legal  de  la  autopsia  practicada  en  el  cadá- 
ver de  Ramón  Andrade  y la  partida  de  de- 
función de  éste.  A folio  108  el  informe 
médico  forense  de  la  autopsia  practicada 
en  el  cadáver  de  Felipe  Guzmán.  A folios 
95  y 96  de  la  2^  pieza  corren  agregados  el 
informe  del  Cirujano  del  Hospital  de  Que- 
zaltenango  de  la  lesión  que  sufrió  Ensebio 
Qarcíai  en  el  tórax,  a consecuencia  de  la 
cual  falleció  y la  partida  de  defunción  co- 
rrespondiente. 

RESULTA:  que  con  taies  bases  el  Juez 
19  ele  19'  Instancia  de  Quezaltenango  con 
fecha  treinta  de  Junio  del  año  en  curso, 
dictó  sentencia  declarando:  19  que  Fran- 
cisco García  Rabanales  y Próspero  Garcia 
Rodas  eran  autores  del  delito  de  asesina- 
to perpetrado  en  la  persona  de  Felipe 
Guzmán,  por  lo  que  se  hacían  acreedores  a 
la  pena  marcada  por  la  ley,  o sea  la  de 
muerte,  pero  para  la  aplicación  de  los  in- 
dultos que  le  favorecen  debía  equipararse 
a la  de  quince  años  y hechas  las  rebaj  as  de 
los  indultos,  la  pena  quedaba  reducida  a 
siete  años  seis  meses  para  Francisco  Gar- 
cia y diez  años  para  Próspero  del  mismo 
apellido:  que  asimismo  Garcia  Rabanales 
y García  Rodas,  eran  autores  del  delito 
de  asesinato  frustrado  cometido  en  la 
persona  de  Narciso  Guzmán,  por  el  cual 
les  imponía  la  pena  de  diez  años  de  pri- 
sión correccional  inconmutables,  y he- 
chas las  rebajas  por  los  indultos  que  les 
favorecen,  quedaba  reducida  a dos  años 
liUeve  meses  veintidós  días  para  Fran- 
cisco García  y cinco  años  para  Próspero 
Garcia;  29  que  Próspero  García  era  au- 
tor de  doble  delito  de  disparo  de  arma, 
cometido  en  las  personas  de  Feliciano 
Minera  y Maximiliano  Cotóm,  por  el  que 
se  le  imponía  la  pena  de  cuatro  años  de 
prisi  ón  correccional,  conmutables  en  sus 
dos  terceras  partes  a razón  de  cincuenta 
centavos  de  quetzal  por  día;  39  que  tam- 
bién era  responsable  del  delito  de  dispa- 
ro de  arma  cometido  en  la  persona  de 
Luis  B.  Cotóm,  por  lo  que  le  imponía  la 
pena  de  dos  años  de  prisión  correccional 
inconmutables;  49  se  hace  la  declaración 


que  los  reos  con  el  abono  de  la  pri.sión  su- 
frida, deberán  extinguir  el  resto  en  la  Pe- 
nitenciaria Central;  59  los  suspende  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  políticos  du- 
rante el  tiempo  de  la  condena;  les  obliga 
al  pago  de  las  responsabilidades  civi-les 
provenientes  del  delito  y a la  reposición 
del  papel  empleado  en  la  causa;  69  por 
falta  de  prueba  absuelve  a Francisco  y 
Próspero  García  del  cargo  que  por  el  de- 
lito de  robo  a Felipe  Guzmán  se  les  for- 
muló y a Francisco  García  de  los  cargos 
en  los  sigu'entes  hechos:  homicidio  en  la 
persona  de  Ramón  Andrade,  homicidio  en 
la  personal  de  Andrés  Vizcaíno,  homicidio 
frustrado  en  la  persona  de  Francisca  Gar- 
cía, hurto  de  semovientes  a José  Domingo 
Galindo  y hurto  y amenazas  a Felipe  Guz- 
mán; y la  Sala  4a.  al  conocer  en  grado,  hi- 
zo la  declaración  de  que  se  ha  hecho  men- 
ojón  a.l  piVncfjpio  de  este  fallo,  de  cuya 
ejecutoria  Feliciano  Minera  con  auxilio 
del  licenciado  Jorge  Bocanegra  introdujo 
el  presente  recurso  de  casación  por  violai- 
ción  de  ley,  señalando  como  artículos 
violados  el  39  del  Decreto  458;  69  Decreto 
1366;  297  Código  Penal;  29  Decreto  1740 
y Decreto  de  indultos  números  789,  849, 
926  y 966.  También  el  reo  Próspero  Gaa‘- 
cía  con  auxilio  dei  abogado  Jorge  A.  Pa- 
checo introdujo  recurso  de  casación  con- 
tra la  ejecutoria  de  la  Sala  49,  denun- 
ciando como  violados  los  artículos  19,  11, 
12,  22  Regias  7»  15  y 16  del  Código  Penal; 
309  del  mismo  código;  fracción  13  del  ar- 
ticulo 79  del  Código  MUitar  19  Parte;  22 
del  Código  Civil;  19,  39,  49,  59,  69,  344,  346, 
347,  561,  565,  566,  568,  571,  573,  574,  575, 
581,  incisos  49  y 89,  582,  583,  586,  587,  589, 
595,  596,  597  y 669  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales  y los  Decretos  de  indulto 
números  789,  849,  926,  963  y Legislativo  1175 
y pedidos  los  antecedentes  y señalado  día 
para  la  vista,  es  el  caso  de  proferir  la  que 
corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO’:  que  la  acción  reali- 
zada por  Francisco  y Próspero  Garcia  en 
la  persona  de  Felipe  Guzmán,  constituye 
el  delito  de  homicidio,  por  estar  integrada 
por  los  tres  elementos  que  la  ley  requiere, 
G sean:  a)  la  existencia  de  una  vida  hu- 
mana b)  un  acto  causa  de  la  muerte  de 
un  hombre  y c)  la  voluntad  determinada 
en  el  delincuente  de  dar  muerte  a otro. 

Estando  demostrado  de  una  manera  di- 
recta e inmediata  lai  intención  punible 
de  delinquir  de  los  García,  según  se  des- 
ícubre  de  los  actos  llevados  a cabo  y de 
los  efectos  de  éstos,  corresponde  analizar 
si  no  concurrieron  circunstancias  que  mo- 
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difiquen  el  homicidio  o si  sólo  hay  algu- 
na que  lo  agrave  am  cambiar  su  natura- 
leza. Al  examinar  el  fundamento  jurídi- 
co de  la.  alevosía,  que  consiste  en  la  se- 
guridad en  el  éxito,  exenta  de  todo  riesgo 
personal  en  que  racionalmente  pudiera 
creerse  el  culpable  colocado,  en  virtud  de 
los  actos  de  defensa  con  que  el  ofendido 
tratara  de  rechazar  la  agresión  que  es  la 
alegada  por  el  recuri'ente  Feliciano  Mi- 
nera, no  aparece  establecida,  pero  si  la 
circunstancia  agravante  de  abuso  de  su- 
perioridad, que  no  puede  menos  de  esti- 
marse, porque  fueron  dos  los  agentes  del 
crimen  contra  uno  solo,  quien  no  tuvo 
manera  alguna  de  defenderse  por  no  te- 
ner arma,  según  ,se  constató  en  los  autos 
que  se  tienen  a la  vista;  ya  que  el  acome- 
t'mienío  simultáneo  de  los  dos  García  ha- 
ce presumi  r como  consecuencia  lógica  y 
jurídica,  el  concierto  previo  o a lo  menos, 
que  se  aprovechó  intencionalmente  la 
fuerza  colectiva  de  ambos;  y,  al  apre- 
ciarlo de  distinta  manera  la  S'ala  senten- 
ciadora, infringió  el  articulo  297  del  Có- 
cVgo  Penal  en  su  1?  parte  y el  22  del  mis- 
mo cuerpo  de  leyes  en  su  fracción  Tá; 
fuera  de  que  también  es  evidente,  que  se 
cometió  error  de  derecho  al  calificar  co- 
mo disparo  de  'srma  de  fuego  la  acción  co- 
metida por  los  García  en  la  persona  de 
Narciso  Guzmán,  por  la  de  hom*'dicio 
frustrado,  o sea  la  termjinación  de  la  ac- 
ción subjetiva  del  delito,  que  no  tuvo  la 
acción  objetiva  por  causas  independien- 
tes de  la  voluntad  del  agente,  por  lo  que 
procede  casar  y anular  la  ejecutoria  res- 
pectiva y dictar  la  sentenc'a  que  corres- 
ponde en  derecho.  Articulo  687  Procedi- 
mientos Penales. 

CONSIDERANDO:  que  la  culpabilidad 
de  Francisco  García  y Próspero  del  mis- 
mo apellido  en  cuanto  al  delito  de  homi- 
cidio en  la  persona  de  Felipe  Guzmán  y 
homicidio  frustrado  en  la  de  Narciso  del 
mismo  apelldo,  está  plenamente  demos- 
trada por  el  dicho  de  más  de  dos  testigos 
presenciales,  idóneos  y contestes.  Artícu- 
los 568,  570,  571,  572,  573  , 574,'  259  y 270 
P.  P. 

CONSIDERANDO;  que  también  hay 
plena  prueba  en  contra  de  Próspero  Gar- 
cía en  cuanto  a los  disparas  de  arma  de 
fuego  que  éste  hizo  a las  personas  de  Fe- 
liciano Minera,  Maximiliano  y Luis  B. 
Cotóm.  Artículos  568,  570,  573  y 574  P.  P. 

CONSIDERANDO;  que  en  cuanto  a las 
muertes  atribuidas  a Francisco  García  en 
las  personas  de  Ramón  Andrade,  Eusebio 


García  y Andrés  Vizcaíno,  nada  se  com- 
probó, como  tampoco  con  respecto  al  ho- 
micidio frustrado  en  la  persona  de  Fran- 
cisco García,  hurto  y amenazas  a Felipe 
Guzmán  y hurto  de  semovientes  a José 
Domingo  Galindo.  Articulo  568  P.  P. 

CONSIDERANDO;  que  la  pena  que  co- 
rresponde imponer  a Francisco  García 
por  el  homicidio  en  la  persona  de  Felipe 
Guzmán,  llevado  a cabo  con  la  circuns- 
tancia agravante  de  abuso  de  superiori- 
dad, es  la  de  trece  años  cuatro  meses  de 
prisión  correccional  inconmutables  y por 
el  homicidio  frustrado  en  la  persona  de 
Narciso  Guzmán,  seis  años  ocho  meses 
también  inconmutables.  Artículos  11,  16, 
22,  fracción  7?-  69  y 77  Código  Penal. 

CONSIDERANDO':  que  a Próspero  Gar- 
cía corresponde  aplicarle  por  el  homici- 
dio en  la  persoiia  de  Felipe  Guzmán, 
agravado  con  la  circunstancia  agravante 
de  abuso  de  superioridad,  trece  años  cua- 
tro meses;  por  el  homicidio  frustrado  en 
la  persona  de  Narciso  Guzmán  seis  años 
ocho  meses;  y por  disparo  de  arma  de 
fuego  en  las  personas  de  Feliciano  Mine- 
ra, Maximiliano  y Luis  B.  Cotóm  dos  años 
por  cada  uno  de  estos  delitos,  conmuta- 
bles estos  tres  últimos  en  sus  dos  terceras 
partes  a razón  de  veinticinco  centavos  de 
quetzal  por  día. 

CONSIDERANDO:  que  en  cuanto  a los 
Decretos  de  indultos  números  963,  926, 
789  y 849,  no  es  el  caso  de  hacer  ningún 
examen  por  corresponder  su  aplicación  a 
la  Presidencia  de  esta  Corte  al  verificar 
el  cómputo  correspondiente. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema:  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas  y lo 
que  disponen  los  artículos  676,  684  y 686 
P.  P.;  22  Decreto  1728  y 27  Ley  Orgánica, 
CASA  Y ANULA  la  ejecutoria  respectiva 
y resolviendo  sobre  lo  principal,  declara: 
19  que  Francisco  y Próspero  García  son 
autores  del  delito  de  homlicidio  en  la  per- 
sona de  Felipe  Guzmán,  con  la  agravante 
de  haberlo  realizado  con  abuso  de  supe- 
rioridad, y también  son  responsables  por 
el  homicidio  frustrado  en  la  persona  de 
Narciso  Guzmán,  por  cuyas  infracciones 
les  impone  la  pena  de  veinte  años  de  pri- 
sión correccional  inconmutables;  29  que 
Próspero  García  es  responsable  de  los  de- 
litos de  disparo  de  arma  de  fuego  en  las 
personas  de  Feliciano  Minera,  Ma.ximi- 
liano  y Luis  B.  Cotóm,  por  lo  que  le  im- 
pone la  pena  de  dos  años  de  prisión  co- 
reca'onal  por  cada  uno  de  ellos,  o sean 
seis  años;  39  lo  suspende  en  el  ejercicio 
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de  sus  derechos  políticos  durante  el  tiem- 
po de  la  condena;  4?  los  deja  afectos  al 
pago  de  las  responsabilidades  civiles  pro- 
venientes del  delito  y a reponer  el  papel 
empleado  en  la  causa;  59  absuelve  del 
cargo  a Francisco  García  por  los  homici- 
dios de  Ramón  Andrade,  Felipe  Guzmán 
y Andrés  Vizcaíno,  como  también  por  los 
delitos  de  homicido  frustrado  en  la  per- 
sona de  Francisco  Garcia,  hurto  y ame- 
nazas a Felipe  Guzmán  y hurto  de  semo- 
vientes a José  Domingo  Galindo,  por  fal- 
ta de  prueba. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  al  tribunal 
de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sala- 
'zar. — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto  Ar- 
gueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juo.n  Fernández  C,.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Eduviges  Bonilla  y Vir- 
gilio Zepeda,  por  el  delito  de  disparo  de 
arma  y lesiones^ 

DOCTRINA:  La  riña  O pelea  a que  sé  re- 
fiere el  articulo  310  del  Código  Penal  en 
relación  con  los  artículós  296  y 29’/‘  del 
mismo  cuerpo  dé  leyes,  supone  la  esHs- 
tcncia  de  una  confusión  entre  los  que 
riñen,  que  hace  imposible  determinar 
con  fijeza  la  participación  y consiguien- 
te responsabilidad  de  cada  uno  de  las 
contendientes  én  el  mal  causado^ 


Corte  Suprenia  de  Justicia,  Guatemala, 
catorce  de  Dicieinbre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Por  recurso  de  casación,  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  6’  el  nue- 
ve del  mes  próximo  pasado  en  la  causa 
instruida  contra  Eduviges  Bonilla  y Vir- 
gilio Zepeda,  procesados  por  los  delitos 
de  disparo  de  arma  y lesiones;  en  la  cual 
se  revoca  la  proferida  por  el  Juez  de  í» 
Instancia  de  Sololá  en  cuanto  al  del'.to 
de  disparo  de  arma  y resolviendo,  ab- 
suelve del  cargo  que  por  tal  delito  sé  le 
formuló  a Eduviges  Bonilla  y la  confirma 
en  lo  que  se  refiere  al  delito  de  lesiones, 
con  la  enmienda  de  que  la  pena  es  de 
ocho  meses  de  arresto  mayor  sin  rebaja 
alguna  y la  adiciona  en  el  sentido  de  que 


dicha  pena  es  conmutable  en  su  totali- 
dad a razón  de  diez  centavos  de  quetá.íl 
por  dia,  y deja  por  último,  abierto  el  pro- 
cedimiento contra  Virgilio  Zepeda. 

RESULTA:  que  el  veintinueve  de  -Turrio 
de  mil  novecientos  treinta,  el  Alcalde  au- 
xiliar de  Rio  Bravo,  don  Alfonso  López 
dió  aviso  por  telégrafo  al  Juez  de  Paz  de 
Santa  Bárbara  de  que  en  la  finca  “Las 
Camelias”,  hablan  reñido  Eduviges  Boni- 
lla y Virgilio  Zepeda,  disparándose  con  pis- 
tola ambos  y de  cuyos  disparos  resultó 
lesionado  Victoriano  Sánchez,  en  el  mus- 
lo de  la  pierna  derecha  y que  ésto  se  lo 
dijo  el  mismo  herido.  El  Juez  de  Paz  de 
Santa  Bárbara,  asociado  como  corres- 
ponde se  constituyó  en  la  finca  Las  Ca- 
melias, en  ei  estanco  de  doña  Elvira  Ba- 
rreta de  Cortez,  con  el  objeto  de  interro- 
gar a Victoriano  Sánchez  y practicar  l'ais 
demás  diligencias  de  rigor.  Sánchez  al 
ser  examinado  expuso  que  se  encontraba 
sentado  frente  a la  fonda  de  doña  Elvi- 
ra Barreto,  cuando  llegó  Virgilio  Zepeda 
montado  a caballo  a tomar  licor,  que  des- 
pués llegó  tbmbién  a caballo  Eduviges 
Bonilla  y desde  que  él  primera  vió  al  se- 
gundo comenzó  con  indirectas;  que  Ze- 
peda se  queria  llevar  a Bonilla  pero  que 
éste  se  resistió,  deciéndole  que  sólo  ha- 
bla llegado  y que  sólo  regresaría  a su 
casa,  que  después  Virgilio  sacó  su  revól- 
ver, haciendo  lo  mismo  Eduviges,  dispa- 
rando primero  Bonilla  y en  seguida  Ze- 
peda, indudablemente  con  intención  de 
matarse  y que  'vfiendd  ésto  el  declarante 
se  acercó  al  mostrador  del  estanco  para 
librarse  de  cualquier  peligro,  pero  que  en 
ese  momento  sintió  el  gplpe  de  un  proyectil 
en  el  muslo  de  la  pierna  derecha,  cayendo 
al  suelo  en  el  aéto,  por  cuyo  motivo  ya  no 
se  dió  cuenta  dé  lo  demás.  Doña  Elvira 
Barreto,  manifestó  que  a la  hora  del  su- 
ceso se  encontraba  almorzando  y que  ai 
salir  vió  que  Bonilla  le  pegaba  con  las  ma- 
nos en  la  cabeza  a Zépeda,  pero  éste  ya 
no  tenia  revólver  en. las  manos  y que  se 
dió  cuenta  de  los  nombres  de  los  individuos 
que  se  dispararon,  porque  Victoriano  Sán- 
chez que  resultó  lesionado  a consecuencia 
de  uno  de  los  disparos  que  dichos  indivi- 
duos hicieron  se  ló  dijo.  Que  inmediata- 
mente mandó  a dar  parte  al  Alcalde  auxi- 
liar de  Río  Bravo  y que  entonces  Bonilla 
y Zepeda  montaron  en  sus  caballos  y sa- 
lieron huyendo.  Don  Benito  Cruz,  dijo 
que  presenció  cuando  Bonilla  y Zepeda  se 
disparaban,  de  cuyos  disparos  resultó 
lesionado  Victoriano  Sánchez.  Indagado 
que  fué  Edugives  Bonilla,  negó  el  hecho 
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que  se  le  atribuía,  es  decir,  Waber  dispara- 
do a Zepeda  y que  no  conocía  a Sánchez. 
Zepeda  en  cambio  al  indagársele  dijo  que 
se  habían  disparado  mutuamente  y que  si 
él  disparó  a Bonillái  fué  en  defensa  de  su 
persona,  pues  Zepeda  le  disparó  primero  y 
que  uno  de  dichos  disparos  hirió  a Sán- 
chez sin  darse  cuenta  quién  fué  de  los  dos. 
Posteriormente  al  practicarse  careo  entre 
Bonilla  y Zepedlai,  Bonilla  se  puso  de  acuer- 
do con  el  segundo,  en  el  hecho,  tal  como 
éste  lo  relata.  A folio  12  se  encuentra  el 
dictamen  del  empír  eo  Manuel  Romero  so- 
bre la  lesión  que  sufrió  Victoriano  Sán- 
chez, en  el  cual  después  de  hacer  las  des- 
cripciones correspondientes  se  concluye 
diciendo,  que  necesitó  para  su  curación 
veinte  días. 

RESULTA;  que  llenados  los  demás  trá- 
mites del  plenanio,  el  Juez  de  la  causa 
con  fecha  veintitrés  de  Septiembre  del  año 
en  curso,  dictó  sentencia,  declarando:  que 
Eduviges  Bonilla  era  autor  de  los  delitos 
de  disparo  de  arma  y de  lesiones,  por  los 
cuales  le  imponía  la  pena  de  dos  años  y un 
año  ocho  meses  respectivamente,  rebaja- 
das ambas  penas  en  una  tercera  parte 
por  la  circunstancia  atenuante  de  su  con- 
fesión, haciendo  las  demás  declaraciones 
legales. 

RESULTA:  que  la  Sala  6?-  al  conocer  en 
apelación,  dictó  el  fallo  de  que  se  ha  he- 
cho mención;  de  cuya  ejecutoria  el  Fiscal 
de  la  misma  ^ala  licenciado  Francisco  Ba- 
rrios Sons,  interpuso  recurso  de  casación 
por  violación  de  ley,  citando  como  infrin- 
gidos los  articulas  11.  12,  27.  fracción  19, 
66.  82,  86  y 309  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  la  riña  o pelea  a 
que  se  refiere  el  articulo  310  del  Código 
Penal  en  relación  con  los  artículos  296  y 
297  del  mismo  cuerpo  de  leyes,  supone  la 
existencia  de  una  confusión  entre  ios  que 
riñen,  que  hace  imposible  determinar  con 
fijeza  la  participación  y consiguiente  res- 
ponsabilidad de  cada  uno  de  las  conten- 
dientes en  el  mal  causado;  que  dados  los 
términos  de  la  sentencia  recurrida,  según 
los  hechos  probados,  no  permiten  otra  ca- 
lificación que  la  de  riña,  no  habiendo  por 
consiguiente  incurrido  la  Sala  sentencia- 
dora al  hacer  la  calificación  que  consigna 
en  la  sentencia,  én  el  error  de  derecho,  que 
motivó  el  recurso  de  casación  que  se  exa- 
mina y por  lo  tanto,  estando  el  delito  ple- 
namente probado  asi  como  los  autores  de 
él,  la  Sala  no  violó  los  artículos  11,  12,  27, 
fracción  la.  y 66  del  Código  Penal. 


CONSIDERANDO:  que  la  Sala  senten- 
ciadora no  pudo  violar  los  artículos  82,  86 
y 309  del  Código  Penal,  por  no  ser  aplica- 
bles al  caso  que  se  examina,  por  las  razo- 
nes expuestas  en  el  primer  considerando. 

CONSIDERANDO:  que  aunque  el  Fiscal 
al  interponer  el  recurso  que  se  examina, 
o hizo  por  creer  que  hubo  error  en  la  Ca- 
lificación de!  delito,  ésta  Corte,  estima 
inspirándose  en  el  criterio  de  la  ley,  que 
debe  calificarse  el  delito  según  el  resultado 
y en  consecuencia  no  es  el  caso  de  aplicar 
la  jurisprudencia  Española,  en  que  se  fun- 
da el  recurrente. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas  y lo 
di.spuesto  en  los  artículos  676,  684,  686  y 
690  P.  P.;  22  Decreto  1728  y 27  Ley  Orgá- 
nica, desestima  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sala- 
zar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto  Ar- 
gueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO : contra  Basilio  Hey,  Pedro 
Perensén  y Vicente  Muhún,  el  yrimero 
■por  el  delito  de  parricidio  y el  segundo 
y tercero,  por  asesinato.  i 

DOCTRINA:  Para  que  el  Tribunal  de  Ca- 
sación pueda  entrar  a conocer  de  los  fa- 
llos basados  en  presunciones  humanas, 
es  necesario,  que  los  hechos  en  que  se 
funden  no  estén  probados. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
catorce  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Por  rocurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  de  fecha  tres  de  noviembre  del 
presente  año,  dictada  por  la  sala  29  de  la 
Corte  de  Apelaciones  en  la  causa  instrui- 
da contra  Basilio  Hey,  Pedro  Perensén  y 
Vicente  Muhún,  procesados  el  primero 
por  el  de’lito  de  parricidio  y el  segundo  y 
tercero,  por  asesinato;  en  la  que  se  aprue- 
ba la  dictada  por  el  Juez  de  1?-  Instancia 
de  Chimaltenango  en  lo  que  se  refiere  a 
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Ja  absolución  de  la  instancia  de  Vicente 
Muhún  y Pedro  Perensén  y la  desaprueba 
con  respecto  a Basilio  Hey,  declarando: 
que  éste  es  autor  del  delito  de  parricidio 
cometido  en  la  persona  de  su  hermano  Ci- 
priano Hey,  por  cuyo  delito  le  impone  la 
pena  de  muerte. 

RESULTA:  que  Feliciana  Buch,  que  vi- 
vía maridablemente  con  Cipriano  Hey, 
compareció  el  diez  y seis  de  abril  del  co- 
rriente año  ante  el  Juez  Municipal  de  Pat- 
zicia  manifestando:  que  Cipriano  había 
salido  por  la  mañana  de  ese  día  al  des- 
yerbo de  caña  al  lugar  denominado  “Pa- 
chojop”;  que  como  a las  tres  de  la  tarde 
regresó  a la  casa  el  perro  que  lo  había 
acompañado,  llegando  cojo  y todo  enlo- 
dado; que  después  de  esperar  hasta  la 
noche  y viendo  que  Cipriano  no  llegaba 
lo  puso  en  conocimiento  de  la  autoridad 
para  que  lo  buscaran;  diciendo  además, 
que  Basilio  Hey  era  hermano  de  Cipriano 
y que  antes  habían  tenido  dificultades 
por  un  terreno  que  ambos  cultivaban,  tan- 
to que  por  eso  tuvieron,  que  separarse 
pues  antes  vivían  juntos;  fuera  de  que  sa- 
bía que  en  esos  días  Basilio  y Cipriano  se 
repartirían  el  terreno  que  les  tocaba. 
Que  su  compadre  Encarnación  Samolle 
había  referido,  que  el  dia  del  hecho  había 
encontrado  por  el  mismo  camino  que  to- 
mó Cipriano,  a Basilio. 

El  Alcalde  de  Patzicía  comisionó  para 
que  fueran  al  lugar  del  hecho  a Esteban 
Turcios,  Pedro  Xiqum,  Salomé  Alcivinac 
y a Nicolás  de  la  Cruz,  quienes  3,1  regre- 
sar a las  nueve  de  la  noche  dieron  el  par- 
te correspondiente,  diciendo  entre  otras 
cosas,  que  en  el  camino  de  “Cocabaj”  ha- 
bían encontrado  el  cadáver  de  Cipriano, 
con  muchos  machetazos. 

RESULTA:  que  al  proceder  a la  captu- 
ra de  BasUio  Hey,  no  se  le  encontró  en  su 
casa,  solamente  a Pedro  Perensén,  quien 
estaba  rezando  y en  estado  de  ebriedad, 
quien  al  ser  indagado  manifestó:  que  el 
dia  del  del  hecho  de  seis  a siete  había  re- 
gresado de  trabajar  del  terreno  de  Virgi- 
nio Figueroa  y que  no  encontró  ni  se 
acompañó  de  ninguno,  y que  lo  captura- 
ron en  casa  de  Ba.silio,  porque  éste  le  ha- 
bía hablado  para  que  rezara  esa  noche 
y después  de  haber  encendido  unas  can- 
delas, se  acostaron.  A Basilio  Hey  lo  cap- 
turaron en  su  casa  después  de  haberlo 
buscado  por  tres  veces  y ya  en  las  pri- 
meras horas  de  la  mañana  y al  ger  inte- 
rrogado expuso:  que  se  había  escondido 


por  creer  que  lo  necesitaban  para 
cumplir  alguna  comisión;  que  con  el 
occiso  eran  hermanos  y que  si  bien  era 
cierto  que  se  iban  a repartir  el  terreno  que 
les  había  tocado,  por  tener  que  vender  un 
pedazo  no  era  porque  tuvieran  dificulta- 
des; que  ese  dia  fué  a trabajar  con  Jus- 
to Choy  y regresó  acompañado  de  Pedro 
Perensén  como  a las  cinco  de  la  tarde  y 
después  de  rezar  se  acostaron  y que  las 
manchas  que  tenía  cuando  lo  capturaron 
no  eran  de  sangre  sino  de  orines  y que  si 
volvió  la  cara  cuando  lo  llevaron  frente  al 
cadáver,  fué  porque  tuvo  miedo  de  ver  a 
su  hemiano  y no  lloró  por  vergüenza. 

Al  ser  examinados  Justo  Choy  y sus  hi- 
jos Pedro  y Claudio,  con  quienes  dijo  el 
enjuiciado  que  estuvo  trabajando  el  día 
del  hecho,  manifestaron  no  ser  cierto, 
pues  ni  lo  conocían.  Encarnación  Samol 
dijo  no  ser  cierto  que  a su  comadre  Fé- 
liciana  Buch  le  haya  dicho  que  el  día  del 
suceso  había  encontrado  en  ‘Tachojop”  a 
Basilio,  sino  a Vicente  Muhún,  quien  iba 
todo  sucio  y como  a las  ocho  de  la  ma- 
ñana, como  a una  cuadra  antes  había  en- 
contrado a Cipriano  y le  rogó  que  lo  acom- 
pañará porque  tenía  miedo  de  las  amena- 
zas de  Muhún  y de  Basilio;  que  hacía  co- 
mo un  año  que  Cipriano  le  refirió  que  en 
aquel  lugar  se  había  hecho  encuentro  con 
Basilio  y Muhún,  quienes  lo  habían  ame- 
nazado de  muerte  y lo  habían  perseguido 
cuando  salió  huyendo.  Al  ser  indagado 
Vicente  Muhún  negó  el  encuehtro  y la  ame- 
naza que  había  dicho  Cipriano,  asi  como 
haber  tomado  parte  en  su  muerte,  pues 
ese  dia  fué  a traer  a su  madre  al  lugar  de- 
nominado “Chipaqué”,  por  estar  grave 
su  hermana,  regresando  el  domingo  como 
a las  cinco  de  la  mañana.  En  autos  co- 
rren agregadas  las  partidas  de  defunción 
de  Cipriano  y las  de  nacimiento  de  és- 
tos y de  Basilio  Hey,  por  las  que  consta 
que  tanto  Cipriano  y Basilio  son  herma- 
nos; también  corre  agregado  el  informe 
médico,  del  reconocimiento  y autopsia 
practicados  en  el  cadáver  del  occiso,  en  el 
que  se  describen  las  treinta  lesiones  que 
presentaba  con  arma  cortante,  también 
consta  por  una  certificación  agregada, 
que  Cipriano  Hey  fué  sentenciado  econó- 
micamente por  el  Juez  de  su  domicilio, 
por  daños  a la  familia  Muhún,  en  la  que 
aparece  Basilio  como  testigo  de  cargo. 

El  Juez  de  Paz  de  Patzicía  al  ser  exami- 
nado manifestó  que  había  visto,  que  Ba- 
silio Hey  presentaba  manchas  de  sangre 
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en  los  pies  y en  una  rodilla.  José  de  Mata 
dijo  que  cuando  fué  Reg-idor  de  Patzicia 
en  mil  novecientos  veintinueve  había  lle- 
gado a quejarse  Cipriano  que  su  hermano 
Basilio  io  había  querido  matar.  Con  estos 
antecedentes,  el  Juez  de  !?■  Instancia  de 
Chimaitenango,  con  fecha  diez  y siete  de 
septiembre  del  año  en  curso,  dictó  sen- 
tencia en  la  que  declaró  absuelto  de  la 
instancia  por  falta  de  prueba  a Basilio 
Hey,  Pedro  Perensén  y Vicente  Muhún,  a 
quienes  se  ies  juzga  por  parricidio  y asesi- 
nato respectivamente,  y la  Sala  2»  al  co- 
nocer en  consulta,  antes  de  resolver  man- 
dó que  para  mejor  fallar  se  practicaran 
las  siguientes  diligencias; 

a)  examen  de  Manuel  de  la  Cruz  y de- 
más personas  componentes  del  auxilio  que 
capturó  a Basiiio  Hey;  para  que  indicaran 
el  lugar  donde  lo  capturaron,  si  lo  busca- 
ron la  misma  noche  del  hecho  en  su  casa 
y no  lo  encontraron  e indicaran  todo  lo 
referente  a la  captura; 

b)  examiriar  a Virgilio  Figueroa  sobre 
la  cita  que  le  hace  Pedro  Perensén; 

c)  ampliar  la  indagatoria  de  Basilio 
Hey,  en  el  sentido  de  que  indicara  dónde 
pasó  la  noche  del  hecho  cuando  salió  hu- 
yendo por  temor  de  que  lo  cogieran  para 
zapador  y qué  personas  lo  vieron  y a qué 
hora  regresó  a su  casa; 

d)  examinar  a la  madre  y hermana  de 
Vicente  Muhún,  sobre  la  cita  que  les  hace 
éste; 

e)  que  se  practicara  una  inspección  ocu- 
lar en  la  casa  de  Basilio  Hey  para  esta- 
blecer si  tenia  var  as  piezas  y demás  de- 
tailes  y si  cuando  fué  capturado  este  indi- 
viduo habían  velas  como  éi  io  aseguraba; 

f)  que  se  examinara  a José  Macú;  y 

g)  todas  las  diligencias  que  se  des- 
prendieran de  éstas. 

Manuel  de  la  Cruz  al  ser  examinado 
manifestó,  que  cuando  fué  comisionado 
con  el  Regidor  Román  Santizo  para  cap- 
turar a Basilio  Hey,  la  esposa  de  éste  le 
dijo  que  se  había  corrido  porque  había 
creído  que  se  trataba  de  una  escolta  que 
reclutaba  gente  para  el  servicio  y que  al 
único  que  encontraron  en  la  casa  fué  a 
Pedro  Perensén  embrocado  en  el  suelo, 
orándole  a un  santo  que  tenía  enfrente 
con  dos  velas  encendidas.  José  Macú  dijo 
conocer  a Vicente  MJuhún  y que,  no  recor-, 
dando  la  fecha  por  haberse  enfermado  su 
mujer,  le  pidió  favor  a Vicente  para  que 


fuera  a llamar  a la  madre  de  ésta  que  vi- 
vía en  Chipaiquí  jurisdicción  de  San  An- 
drés. 

Ramón  Santizo  manifestó  que  quienes 
habían  capturado  a Basilio  Hey  fueron  Do- 
mingo Turcios  y Juan  Tobar,  pues  cuan- 
do ellos  llegaron  a la  casa  sólo  estaba  Pe- 
dro Perensén,  a quien  no  condujeron  a la 
prisión  ,por  el  estado  de  ebriedad  en  que 
se  encontraba.  Domingo  Turcios,  Juan 
Tobar,  Hipólito  Arrióla  y Dolores  Vela, 
dijeron  que  a la  tercera  vez  que  buscaron 
a Basilio  en  su  casa  lo  capturaron  no- 
tando que  tenia  sangre  en  ei  pie  derecho. 

Y después  de  practicadas  las  diligencias 
en  el  auto  para  mejor  fallar,  la  Sala  2?' 
dictó  sentencia,  haciendo  la  declaración 
que  se  menciona  en  este  fallo,  de  cuya 
ejecutoria  el  Procurador  Licenciado  Héc- 
tor Villagrán,  ai  serie  notificada,  inter- 
puso ei  presente  recurso  de  casación,  ci- 
tando como  violados  los  artículos  568,  571, 
573,  589,  595,  596,  597  y 601  P,  P.,  también 
el  reo  Basilio  Hey,  con  auxilio  del  licen- 
ciado Felipe  Vaienzuela  interpuso  casa- 
ción, citando  como  vioiados  los  artículos 
568,  571,  573,  589,  595  y 597  Procedimien- 
tos Penales  y pedidos  los  antecedentes 
y señalado  día  para  la  vista,  es  el  caso  de 
dictar  ia  sentencia  que  corresponde  en  de- 
recho. 

La  Sala  2a,  dictó  fallo  condenato- 
rio contra  Basilio  Hey  con  base  en  las 
presunciones  deducidas  de  los  hechos  si- 
guientes: 

a)  que  entre  el  reo  y el  interfecto,  exis- 
tía enemistad  grave  por  haber  intentado 
aquél  y Vicente  Muhún  darie  muerte  a 
Cipriano  en  ocasiones  anteriores,  como  lo 
declaran  Encarnación  Samoi  y José  de 
Mata  lo  corroboran  la  sentencia  econó- 
mica dictada  en  contra  del  occiso  por  el 
Juez  de  Paz  de  Patzicia  en  mil  novecien- 

js  veintinueve,  por  acusación  de  Vicen- 
te Muhún  y en  la  que  actúa  como  testigo 
Basilio  Hey  hermano  del  interfecto; 

b)  que  el  mismo  reo  Basilio  huyó  de  su 
casa  la  noche  de  autos  y se  ocultó  para 
que  no  lo  capturaran  los  agentes  de  la 
autoridad  que  lo  buscaron,  desde  los  pri- 
meros momentos  de  la  comisión  del  cri- 
men, tal  como  lo  establece  la  confesión 
que  de  este  hecho  hace  el  reo  y las  decla- 
raciones de  los  agentes  que  procedieron  a 
su  captura; 

c)  que  cuando  fué  capturado  a la  ma- 
ñana siguiente  del  crimen,  presentaba  di- 
cho reo  manchas  de  sangre  en  los  pies  y 
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una  rodilla  y al  llevarlo  frente  al  cadáver 
de  su  hermano  apartó  la  vista  y volvió 
hacia  otro  lugar  la  cara  y al  interrogarlo 
sobre  esto  dijo:  “que  tuvo  miedo  de  ver  al 
interfecto  y no  lloró  por  vergüenza",  co- 
mo lo  evidencian  lo  confesado  por  Basi- 
lio y la  actuación  judicial  del  Juez  que 
practicó  las  primeras  diligencias  y aun- 
cjue  el  reo  negó  que  dichas  manchas  fue- 
ran de  sangre,  no  probó  su  negación  co- 
mo estaba  obligado  a hacerlo; 

d)  el  intento  frustrado  de  establecer  la 
coartada  con  los  testigos  Justo  Choy, 
Claudio  y Pedro  de  igual  apellido,  quienes 
afirmaron  no  haber  estado  con  éste  reo 
en  la  fecha  de  autos; 

e)  la  contradicción  en  que  incurren  los 
reos  Perensén  y Basilio  Hey,  pues  el  pri- 
mero dice  que  no  se  unió  al  otro  en  el  ca- 
mino, sino  que  Basilio  llegó  a su  casa  co- 
mo a las  cinco  y éste  dice  que  en  el  ca- 
mino se  juntó  con  Perensén. 

CONSIDERANDO:  que  el  inculpado 
que  niega  el  hecho  puede  ser  tenido  legal- 
mente por  convicto  siempre  que  exista 
un  concurso  de  indicios  o presunciones, 
reunidos  y con  las  condiciones  que  seña- 
la la  ley  en  los  artículos  589,  595,  596  y 
597  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les; es  decir  que  tanto  el  hecho  como  las 
circunstancias  que  lo  constituyen  estén 
plenamente  probados;  que  concurran  los 
indicios  o presunciones  contra  el  inculpa- 
do en  la  forma  y manera  como  lo  dispo- 
nen los  Artículos  citados  y que  de  la  com,- 
binación  de  los  indicios  y de  las  relacio- 
nes establecidas  con  la  instrucción,  re- 
sulte una  conformidad  tan  directa  y tan 
clara  entre  el  seo  y el  delito,  que  lógica- 
mente no  se  puede  suponer  que  lo  haya 
cometido  ninguna  otra  persona  más  que 
el  sindicado.  En  el  caso  que  se  examina, 
no  consta  que  se  haya  hecho  el  examen 
que  la  ley  señala  para  determinar  de  una 
manera  cierta  y efectiva,  que  las  man- 
chas que  presentaba  Basilio  Hey  fueran 
de  sangre,  o de  orines  como  él  lo  asegu- 
ró en  su  declaración;  por  tanto,  éste  he- 
cho no  está  probado;  fuera  de  que  al  ana- 
lizar cuidadosamente  y pesar  los  demás 
indicios  o presunciones,  éstos  resultan 
remotos,  no  tienen  más  que  una  relación 
indirecta  con  el  delito  y por  consiguiente 
no  reúnen  los  caracteres  de  gravedad, 
precisión  y concordancia. 

Por  otra  parte,  los  hechos  en  que  se 
funden  las  presunciones  deben  ser  mani- 
fiestas mayormente  si  se  trata  de  impo- 


ner al  autor  del  delito  la  pena  capital;  y 
las  presunciones  transcritas  en  el  pre- 
sente fallo  y que  sirvieron  de  base  a la  Sa- 
la 2á  para  proferir  su  sentencia  conde- 
natoria no  sólo  no  reúnen  estas  condi- 
ciones sino  tampoco  guardan  una  rela- 
ción material  y directa,  entre  el  hecho 
crim  nal  y el  agente,  pues  no  tienen  la 
intima  conexión  que  deben  tener  entre 
si  para  relacionarse  sin  esfuerzo  alguno, 
con  el  objeto  de  que  no  puedan  conducir 
a conclusiones  diversas.  Por  tales  razo- 
nes, la  Sala  al  apreciar  como  probados 
todos  los  hechos  de  donde  dedujo  las 
presunciones  que  enumera  en  su  senten- 
cia, violó  el  Artículo  589  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  por  lo  que  es  el 
caso  de  casar  y anular  la  sentencia  recu- 
rrida y dictar  la  que  corresponde,  de 
acuerdo  con  los  autos.  Artículo  687  P.  P. 

CONSIDERANDO:  que  dada  la  grave- 
dad del  delito  y que  la  prueba  puede  me- 
jorarse, la  absolución  de  Basilio  Hey  de- 
be limitarse  a la  instancia.  Artículos  568 
y 730  P.  P. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  las  leyes  ci- 
tadas y lo  que  disponen  los  Artículos  673, 
676,  684  y 686  P.  P.;  22  Decreto  1728  y 27 
Ley  Orgánica,  CASA  Y ANULA  la  ejecu- 
toria respectiva  y resolviendo  sobre  lo 
principal  declara:  que  por  falta  de  prue- 
ba plena  absuelve  de  la  instancia  a Basilio 
Hey. 

— Notifíquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  autos  al  Tribu- 
nal de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sala- 
zar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto  Ar- 
gueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 

CRIMINAL 

PROCESO  por  allanamiento  de  morada 
contra  José  María  Vides. 

DOCTRINAS:  Cuando  las  presunciones  hu- 
manas están  basadas  en  hechos  debi- 
damente justificados,  la  apreciación  de 
tal  clase  de  pruebas  es  potestativa  del 
Tribunal  Sentenciador. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la, veinte  de  Diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos. 
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Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  dictada  por  la  Sala  1?  de  la 
Corte  de  Apelaciones  el  quince  de  noviem- 
bre del  presente  año,  en  la  causa  instrui- 
da por  el  delito  de  allanamiento  de  mo- 
rada contra  José  Maria  Vides;  en  la  cual 
se  confirma  la  proferida  por  el  Juez  de 
!?■  Instancia  de  Sacatepéquez  con  la  mo- 
dificación que  deja  abierto  el  procedi- 
miento por  falso  testimonio  contra  los 
testigos  Efrain  Diaz,  Rubén  Arrióla  y Ri- 
cardo Silva  y contra  la  persona  que  los 
propuso. 

RESULTA:  que  el  seis  de  Junio  del  pre- 
sente año,  el  Comisario  de  Policia  Carlos 
H.  Alarcón  dió  parte  al  Juez  de  Paz  de  An- 
tigua de  haberse  cometido  un  hecho  de- 
lictuoso en  la  persona  de  Carlos  P.  Vides 
y que  ei  autor  era  José  Maria  Vides,  so- 
brino del  lesionado.  Carlos  Vides  dijo 
que  en  esa  fecha  a las  cinco  y media  de  la 
tarde  se  encontraba  en  su  casa  de  habi- 
tación, cuando  salió  a hacer  un  manda- 
do su  hija  adoptiva  Maria  Pérez,  quien 
al  pasar  por  la  casa  de  José  Maria  Vides, 
en  donde  estaba  en  la  puerta  la  hija  de 
Vides  llamada  Raquel,  ésta  sin  motivo 
alguno  insultó  a su  citada  hija  adoptiva 
y después  entró  a darle  parte  a su  padre 
José  Maria  Vides,  el  cual  salió  en  busca 
de  Maria  y la  corrió  penetrando  hasta  el 
interior  de  su  casa  en  donde  le  dió  de 
bofetadas  a Maria  Pérez  y a Maria  Leon- 
sa  del  mismo  apellido;  que  al  oir  la  bulla 
salió  el  dicente  y le  llamó  la  atención  a 
Vides  y éste  en  lugar  de  atenderlo,  con 
una  tranca  le  dió  un  golpe  en  el  pulmón 
izquierdo  y en  seguida  otro  en  la  cabeza 
que  lo  lesionó  y derribó,  no  dándose  cuen- 
ta qué  se  hizo  su  agresor. 

En  parecida  forma  aunque  con  algunas 
variantes  declararon  Maria  Pérez  y María 
Leomsa  Pérez.  José  Urrutia  manifestó  ha- 
ber separado  a Carlos  Vides  y a José  Ma- 
ria del  mismo  apellido  y que  éste  último 
con  un  palo  le  pegaba  al  primero  y como 
quedara  botado  don  Carlos,  lo  ayudó  a 
levantarse.  Mercedes  Ordóñez  dijo,  que 
encontrándose  en  la  cocina  de  la  casa  de 
don  Carlos  Vides  oyó  una  bulla  y al  salir 
a ver  qué  sucedía,  se  dió  cuenta  de  que 
José  María  Vides  en  el  corredor  de  la  ca- 
sa de  don  Carlos  le  daba  de  bofetadas  a 
Maria  Pérez  y a Maria  Leonsa  Pérez,  por 
haberle  reclamado  ésta  última,  que  poi- 
qué le  pegaba  a su  madre;  que  también 
le  pegó  a don  Carlos  con  una  tranca,  bo- 
tándolo al  suelo,  levantándolo  la  decla- 


rante en  unión  de  José  Urrutia  y Maria 
Pérez  e introduciéndolo  después  a la  casa 
y lavándole  al  mismo  tiempo  la  herida 
que  presentaba.  Al  ser  indagado  José 
Maria  Vides,  manifestó  que  su  hija  Ra- 
quel había  sido  insultada  por  Maria  Pé- 
rez, por  lo  cual  le  reclamó  a ésta,  quien 
le  contestó  con  palabras  groseras  y que 
era  falso  lo  que  se  le  preguntaba,  pues  ló 
que  había  pasado,  era  lo  siguiente:  que 
al  regresar  el  deponente  de  hablar  con 
Maria  Pérez,  Carlos  Vides  por  detrás  lo 
atacó  con  un  mazo  de  madera  y que  al  sen- 
tir el  golpe  trató  de  defenderse  luchando 
con  Vides  para  desarmarlo  y que  éste  se- 
ñor al  caer  al  suelo  debe  haberse  ocasio- 
nado la  lesión  que  presentaba.  José  Víctor 
Abril  y Cristóbal  Chivichón  manifestaron 
haber  visto  cuando  José  María  Vides  co- 
rría detrás  de  María  Pérez  hasta  penetrar 
en  la  casa  de  Carlos  Vides  y que  ense- 
guida oyeron  gritos  adentro  y vieron  sa- 
lir de  la  casa  de  don  Carlos  a José  Maria 
con  una  tranca  y atrás  de  él  a don  Car- 
los y que  al  estar  en  la  calle  José  M'aría 
le  dió  con  la  tranca  a don  Carlos.  En  pa- 
recidos términos  declaró  Pedro  López  Ba- 
rahona.  Los  testigos  propuestos  por  la 
defensa,  Efrain  Díaz,  Ricardo  Silva  y Ru- 
bén Arrióla,  dijeron  que  el  día  del  hecho 
José  Maria  Vides  le  reclamó  a María  Pé- 
rez en  la  puerta  de  la  casa  de  don  Carlos 
y que  entonces  éste  alevosamente  lo  agre- 
dió y que  todo  pasó  en  la  calle,  no  pene- 
trando don  José  Maria  a casa  de  don  Car- 
los. 

RESULTA:  que  con  estos  antecedentes 
el  Juez  de  Instancia  de  Sacatepéquez, 
el  diez  y nueve  de  septiembre  del  año  en 
curso,  dictó  sentencia  declarando;  que 
José  María  Vides,  era  autor  del  delito  de 
allanamiento  de  morada  y de  una  falta 
por  las  lesiones  que  le  ocasionó  a don 
Carlos  Vides,  imponiéndole  por  el  alla- 
namiento la  pena  de  ocho  meses  de  arres- 
to mayor  que  debía  cumplir  en  la  cárcel 
de  aquel  departamento,  conmutable  en  su 
totalidad  a razón  de  veinte  centavos 
de  quetzal  por  día  y por  la  falta  diex  días 
de  prisión  simple,  haciendo  las  demás 
declaraciones. 

Y al  conocer  en  grado  la  Sala  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  dictó  la  sentencia 
de  que  se  ha  hecho  mención  en  la  parte 
expositiva  de  este  fallo,  de  cuya  ejecutó- 
ria  el  reo  José  María  Vides  con  auxilio 
del  abogado  Angel  Cuevas  del  Cid,  intro- 
dujo el  presente  recurso  de  casación,  por 
violación  de  ley,  citando  como  infringí- 
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dos  los  Artículos  366  del  Código  Penal; 
259,  568,  574,  576,  581  inciso  87  y 582  Pro- 
cedimientos Penales  y pedidos  los  antece- 
dentes y señalado  día  para  la  vista,  es  el 
caso  de  proferir  la  sentencia  que  corres- 
ponde en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  la  Sala  1?-  al 
proferir  el  fallo  que  se  examina,  lo  hizo 
con  base  en  las  presunciones  y prueba  tes- 
timonial siguientes: 

a)  la  sindicación  que  desde  un  princi- 
pio le  hizo  el  ofendido  Carlos  Vides; 

b)  la  propia  declaración  de  José  María 
Vides  en  que  manifiesta,  que  por  haber 
injuriado  María  Pérez  a su  hija  Raquel  le 
fué  a reclamar,  y no  haber  dado  ninguna 
explicación  racional  de  cómo  terminó  el 
asunto  después  de  las  injurias,  que  según 
dijo,  le  dió  la  Pérez;  y 

c)  con  las  declaraciones  de  José  María 
Urrutia,  Mercedes  Ordóñez;  María  Pérez, 
María  Leonsa  Pérez,  José  Víctor,  Abril 
Cristóbal  y Pedro  López  Barahona. 

CONSIDERANDO:  que  la  entrada  su- 
brepticia y fraudulenta  en  el  domicilio  de 
una  persona,  presume  la  falta  de  volun- 
tad del  morador,  tal  como  ocurrió  en  el 
caso  que  se  examina,  en  el  cual  mucho 
menos  puede  haber  asentimiiento  de  par- 
te de  don  Carlos  J.  Vides,  ya  que  entre  la 
familia  de  éste  y la  de  don  José  María 
habían  resentimientos,  como  lo  demues- 
tran las  amenazas  y ofensas  llevadas  a 
cabo  por  el  acusado  dentro  de  la  casa  de 
aquel  y por  consiguiente  es  erróneo  supo- 
ner que  no  constituye  el  delito  de  allana- 
miento de  morada,  el  hecho  de  entrar  en 
casa  ajena  cuando  el  dueño  no  manifiesta 
oposición,  pues  basta  que  el  agente  realice 
su  propósito  para  que  la  oposición  se  su- 
ponga sin  lugar  a duda;  pues  de  otro  mo- 
do, el  hogar  ya  no  seria  el  asilo  donde  el 
hombre  se  pertenece  todo  a si  mismo  y a 
su  familia  y por  lo  que  es  objeto  de  pro- 
tección de  todas  las  leyes,  fuera  de  que 
los  hechos  que  sirven  de  fundamento  a 
las  presunciones  que  enumera  la  Sala  pa- 
ra deducir  de  ellos  la  culpabilidad  de  Jo 
sé  María  Vides,  están  debidamente  proba- 
dos, por  lo  que  al  hacer  la  deducción  de 
responsabilidades,  el  Tribunal  sentencia- 
dor, apreciando  para  ello  la  naturaleza 
de  tales  hechos,  su  gravedad,  enlace  y 
precisión,  procedió  en  un  todo  de  acuer- 
do con  las  facultades  que  le  otorga  el  Ar- 
ilcul ) 601  Brocedimientos  Penales  y por 
tal  motivo  es  improcedente  analizar  el 


recurso  de  casación  interpuesto,  asi  como 
también  los  artículos  que  se  citan  como 
violados. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  las  leyes  ci- 
tadas y lo  que  disponen  los  Artículos  676, 
682,  684,  686  y 690  P.  P.;  22  Decreto  1.728 
y 27  Ley  Orgánica,  desestima  el  recurso 
de  casación  interpuesto,  e impone  al  re- 
currente la  pena  adicional  de  quince  dias 
de  prisión  simple  conmutables  a razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  por  dia.  — Noti- 
fiquese  y con  certificación  de  lo  resuelto, 
devuélvanse  los  autos  al  Tribunal  de  ori- 
gen. 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sala- 
zar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto  Ar- 
gueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Teodoro  T.  Grignon, 
por  el  doble  delito  de  estafo,. 

DOCTRINA:  Los  recursos  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma,  sólo  se- 
rán admitidos  cuando  siendo  posible  se 
hubiere  pedido  la  subsanación  de  la  fal- 
ta en  la  instancia  en  que  se  cometió,  y 
reproducido  la  petición  en  la  segunda 
instancia  cuando  la  infracción  proce- 
diese de  la  primera. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintidós  de  Diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos. 

Por  recurso  de  casación  se  exanñna  la 
sentencia  de  fecha  treinta  y uno  de  octu- 
bre del  año  en  curso,  proferida  por  la  Sa- 
la 7»  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  la  cau- 
sa instruida  por  doble  delito  de  estafa 
contra  Teodoro  T.  Grignon;  en  la  cual 
se  confirma  la  dictada  por  el  Juez  de  17 
Instancia  de  Izabal,  menos  en  el  punto  en 
que  se  manda  abrir  procedimiento  por 
acusación  calumniosa  contra  Benito  Mo- 
liere. 

RESULTA:  que  el  siete  de  mayo  de  mil 
novecientos  treinta  se  presentó  Benito 
Moliere  accionando  como  apoderado  de 
Arturo  Mondal  ante  el  Juez  de  17  Instan- 
cia de  Izabal  exponiendo:  que  el  dia  trece 
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de  marzo  de  mil  novecientos  veintiocho, 
como  a las  cinco  de  la  tarde  en  el  esta- 
blecimiento denominado  “New  York  Hou- 
se”  situado  en  Puerto  Barrios,  ante  varios 
testigos  su  poderdante  señor  Mondal  dió 
en  depósito  al  señor  Grignon  todos  los 
mueblés,  licores  y demás  objetos  que  men- 
ciona en  el  contrato  privado  y que  corre 
agregado  a folio  1 de  la  primera  pieza; 
que  dicho  señor  no  sólo  ha  negado  el  de- 
pósito sino  que  en  perjuicio  de  su  man- 
dante lo  malgastó  en  su  mayor  parte, 
apropiándose  de  lo  ajeno  que  tenia  la  obli- 
gación de  devolver,  como  lo  comprobaba 
con  la  certificación  extendida  por  el  Se- 
cretarlo de  !?■  Instancia  de  Izabal  y que 
dbran  a folios  2 y 3 de  la  pieza,  en  la 
que  consta  que  al  ser  lanzado  de  las  ca- 
sas “New  York  House”  y “Coney  Hall’  el 
■ diez  y seis  de  abril  de  mil  novecientos 
treinta  y uno,  faltaban  los  objetos  que  en 
ella  misma  se  detallan  y que  dijo  ascen- 
dian  a la  suma  de  un  mil  trescientos  dó- 
lares y que  la  propiedad  y preexistencia 
la  comprobarla  con  documentos  públicos 
y manifestó  por  último,  que  presenciaron 
el  depósito:  los  señores  Bravan  Chita,  Ko- 
bir  Udin,  Band  Rohman,  Jorge  López  y 
Carlos  Calderón;  acompañó  también  las 
posiciones  que  absolvió  el  enjuicia- 
do. 

Carlos  G.  Dardón  manifestó  al-  ser 
examinado,  que  en  el  mes  de  marzo  de  mil 
novecientos  veintiocho,  encontrándose  el 
declarante  en  la  casa  de  tolerancia  deno- 
minada “Nev/  York  House”  presenció 
cuando  don  Arturo  Mondal  llegó  a dicha 
casa  con  unos  papeles  en  la  mano  y lue- 
go procedió  a hacer  un  inventario  de  to- 
dos los  muebles  y de  la  existencia  de  la 
cantina:  que  estando  en  esto  llegó  el  se- 
ñor Grignon  a suplicarle  que  lo  dejara  a 
él  como  depositario  de  los  objetos  y de  to- 
do lo  que  habla  en  el  establecirniento  y 
que  cuando  él  quisiera,  (Mondal)  le  en- 
tregaría el  depósito,  habiendo  aceptado 
Mondal  lo  que  Grignon  le  proponía,  fir- 
mándole un  documento  en  ese  acto  a 
Mondal;  que  el  inventario  no  lo  podía  es- 
pecificar en  detalle  por  ser  muy  variado 
todo  el  moviliario  del  establecimiento, 
pero  que  si  recordaba  que  habían  mesas, 
victrola,  marimba,  piano  y sillas.  En  pa- 
recidos términos  se  expresaron  al  ser  exa- 
nñnados  Bravan  Chita,  Kobir  Udin,  Band 
Rohman  y Humberto  García,  con  la  fíni- 
ca diferencia  que  no  recordaban  haber 
oído  que  Grignon  le  dijera  a Mondal  que 
cuando  él  quisiera  le  entregaría  el  depó- 
sito. 


El  inspector  de  policía  Sarbelio  Sando- 
val  dijo  que  él  había  tomado  parte  en  la 
diligencia  de  lanzamiento  decretado  contra 
Teodoro  T.  Grignon,  por  el  Tribunal  de 
Pto.  Barrios,  en  su  carácter  de  inspector  de 
policía  y como  subalterno  del  sargento 
Ezequiel  Figueroa,  quien  le  ordenó  acom- 
pañarlo y que  su  actuación  se  redujo  a 
ayudar  a tomar  nota  de  los  muebles  y de- 
más cosas  que  existían  en  la  casa  de 
Grignon;  que  el  inventario  lo  hizo  el  Se- 
cretario de  la  policía  Virgilio  Cordón, 
quien  fué  a practicar  el  lanzamiento  en  su 
carácter  de  Comisario  interino,  por  no 
estar  el  propio  don  Juan  María  Figueroa. 
El  Secretario  de  la  policía  declaró  confor- 
me a su  cita,  dando  los  mismos  detalles 
que  el  anterior  y ratificando  el  inventa- 
rio que  obra  en  las  diligencias  formula- 
do por  él. 

RESULTA:  que  indagado  Teodoro  T. 
Grignon  manifestó  que  los  establecimien- 
tos “New  York  House”  y “Coney  Hall”,  los 
poseía  por  ser  de  su  propiedad,  pues  él 
edificó  las  casas  que  los  ocupan,  el  de 
New  York  House  hacia  como  nueve  años 
y el  de  Coney  Hall  como  cinco,  habiendo 
hecho  un  gasto  total  como  de  diez  y sie- 
te mii  dólares;  que  era  cierto  que  el  se- 
ñor Mondal  le  entregó  en  depósito  todos 
los  muebles  existentes  en  dichos  estable- 
cimientos, de  los  cuales  se  hizo  el  corres- 
pondiente inventario,  no  recordando  el 
declarante  qué  objetos  eran  y por  con- 
siguiente no  sabe  si  son  los  mismos  que 
se  detallan  en  el  documento;  que  ese  de- 
pósito se  lo  hizo  el  señor  Mondal  en  vir- 
tud de  embargo  que  él  mismo  había  tra- 
bado; que  no  sabía  cómo  se  hubiera  ex- 
traviado, pero  que  aseguraba  que  eso  fué 
cuando  hizo  un  viaje  a esta  capital  el  do- 
ce de  abril  del  mismo  año,  pues  cuando 
regresó  ya  se  había  efectuado  el  lanza- 
miento de  sus  casas  sin  haberle  dicho  na- 
da. Que  cuando  se  vino  a esta  capital, 
dejó  todas  las  cosas  y que  la  escritura  que 
otorgó  al  señor  Mondal  no  fué  por  orden 
del  Licenciado  Escalante,  sino  que  volun- 
tariamente el  interrogado  la  otorgó  y fir- 
mó por  engaño  de  Mondal  y Salinas  quien 
le  prometió  pagar  sus  deudas  a sus  acre- 
edores el  mismo  dia  de  su  otorgamiento 
y que  estas  condiciones  no  se  hicieron 
constar  en  la  escritura,  porque  Salinas 
le  dijo  que  eran  innecesarias  y que  sus 
deudas  consistían  en  mil  doscientos  cin- 
cuenta dólares  a iSam.uel  Harvey,  qui- 
nientos dólares  a Henry  A.  Austin  y qui- 
nientos dólares  a Anker  Hermanos. 
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Que  Mondal  no  cumplió  con  pagar  y 
que  por  eso  llevó  a donde  él  a sus  acre- 
edores para  hacer  el  endoso  de  la  deuda 
y ante  ellos  el  señor  Mondal  se  reconoció 
deudor  y les  indicó  que  les  pagaria,  lo  que 
nunca  verificó. 

RESULTA:  que  el  veinticinco  de  Julio 
de  mil  novecientos  treinta  se  presentó  an- 
te el  Juez  de  1*  Instancia  Benito  Molie- 
re como  apoderado  de  Samuel  Harvey, 
diciendo  que  con  la  certificación  que 
acompañaba,  su  mandante  seguia  un  jui- 
cio ejecutivo  contra  Teodoro  T.  Grignon 
para  ver  si  lograba  recuperar  un  mil  dos- 
cientos treinta  y cinco  pesos  oro  que  era 
en  deberle  de  plazo  vencido;  que  asimis- 
mo quedaba  demostrado  que  el  ministro 
ejecutor  trabó  embargo  en  los  siguien- 
tes bienes,  propiedad  del  deudor  y ejecu- 
tado; una  máquina  registradora,  una  có- 
moda vacia  de  caoba,  una  cómoda  vacía 
de  pino,  dos  tocadores  usados  de  roble, 
un  reloj  de  miesa,  una  mesita  cuadrada, 
una  cama  de  hierro,  una  despensa  y un 
trombón,  dejando  estos  bienes  en  poder 
del  ejecutado  y que  al  ser  requerido  para 
la  entrega,  únicamente  había  entregado 
la  máquina  registradora  y la  mesa  de  pi- 
no, no  así  los  demás  objetos. 

Después  de  ratificada  la  querella  se 
mandó  requerir  al  depositario  señor  Je- 
remiah  Stephens,  quien  dijo  que  los  obje- 
tos que  le  fueron  entregados,  una  máqui- 
na registradora  y una  cómoda  de  pino  las 
tenia  guardadas  en  su  casa  y a la  orden 
del  tribunal.  Indagado  Grignon  por  este 
nuevo  delito,  dijo  que  efectivamente  le 
fueron  embargados  los  objetos  que  se 
mencionan  y que  quedaron  en  poder  del 
interrogado  por  haberlo  solicitado  así  el 
depositario  señor  Stephens,  que  el  embar- 
go tuvo  lugar  en  casa  de  doña  Elisa  An- 
zueto  y que  los  muebles  embargados  a ex- 
cepción de  la  caja  registradora  y la  có- 
moda de  pino  que  pertenecen  al  interro- 
gado y el  trom,bón  que  es  de  Joseph  Phi- 
llips, son  de  la  propiedad  de  la  señora  An- 
zueto;  que  al  ser  requerido  sólo  entregó  la 
caja  y cómoda  porque  los  demás  objetos 
estaban  en  casa  de  dicha  señora  y que  co- 
mo ésta  no  estaba  no  los  pudo  entregar,  in- 
dicándoles que  volvieran  después  por  ellos 
y que  no  era  cierto  que  hubiera  puesto 
pretexto  para  no  entregarlos. 

En  el  plenario  Teodoro  T.  Grignon  pro- 
puso prueba  para  demostrar  que  el  trein- 
ta y uno  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta,  unos  mozos  sacaron  de  las  casas 


“Coney  Hall”  y “New  York”  ubicadas  en 
Roud  House  de  Puerto  Barrios  muchos  de 
los  objetos  por  los  cuales  se  le  acusaba. 

RESULTA;  que  el  veintidós  de  agosto 
del  año  en  curso  el  Juez  de  Instancia 
de  Izabal  dictó  sentencia,  declarando;  Ib 
absuelto  a Teodoro  T.  Girignon  del  cargo 
que  se  le  formuló  por  el  delito  de  estafa 
en  virtud  de  la  acusación  de  Arturo  Mon- 
dal; 2P  absuelto  también  del  cargo  que 
por  el  delito  de  estafa  se  le  formuló  por 
la  acusación  de  Samuel  Harvey  y 3b  que 
ésta  última  acusación  era  calumniosa. 
La  Sala  7?-  al  conocer  en  grado  dictó  la 
sentencia  de  que  se  ha  hecho  referencia, 
de  cuya  ejecutoria  al  serle  notificada  a 
Teodoro  T.  Grignon  con  auxilio  del  Li- 
cenciado Héctor  Villagrán,  introdujo  el 
presente  recurso  de  casación  citando  como 
violados  los  Artículos  219  del  Código  Pe- 
nal; 14,  677  inciso  4b  y 733  del  Código  de 
Procedimientos  Penales  y pedidos  los  an- 
tecedentes y señalado  dia  para  la  vista, 
es  el  caso  dictar  la  que  corresponde  en 
derecho. 

CONSIDERANDO;  que  las  acciones  ins- 
tauradas por  don  Benito  Moliere  en  nom- 
bre de  los  señores  Mondal  y Hervey  no  tu- 
vieron en  mira  la  idea  de  lucrar,  ni  mu- 
cho menos  perjudicar  en  sus  intereses  al 
señor  Grignon  con  una  acción  infundada 
y maliciosa,  pues  en  tal  caso  si  procede- 
ría presumir  la  intención  de  causar  da- 
ños que  es  el  elemento  constitutivo  e in- 
dispensable del  delito  de  denuncia  o acu- 
sación falsa;  pero  apareciendo  mani- 
fiesto el  procedimiento  engañoso  emplea- 
do por  el  señor  Grignon  para  no  hacer 
efectivas  las  obligaciones  que  voluntaria- 
mente se  impuso  con  sus  acreedores,  lo 
único  que  hizo  el  apoderado  de  los  señores 
Mondal  y Harvey  fué  ejercitar  un  derecho 
que  la  ley  confiere  a los  ciudadanos  y por 
consiguiente  ninguna  responsabilidad  con- 
trajo el  acudir  a los  tribunales  en  nombre 
de  sus  mandantes,  para  señalar  como  una 
infracción  del  orden  penal  el  procedimien- 
to del  deudor.  Por  tal  motivo  la  Sala  al 
resolver  en  la  forma  que  lo  hizo,  no  vio- 
ló el  Artículo  219  del  Código  Penal,  ni  el 
14  de  P.P. 

CONSIDERANDO;  que  de  conformidad 
con  lo  preceptuado  en  el  Articulo  679  P.  P., 
los  recursos  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  sólo  serán  admitidos 
cuando  siendo  posible  se  hubiere  pedido 
la  subsanación  de  la  falta  en  la  instancia 
en  que  se  cometió  y reproducido  la  peti- 
ción en  la  segunda  instancia  cuando  la 
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infracción  procediese  de  la  primera  y co- 
mo en  la  caxisa  que  se  estudia  en  virtud 
del  recurso  interpuesto,  ningún  quebran- 
tamiento de  forma  está  evidenciado,  fue- 
ra de  que  aún  en  el  caso  que  estuviere,  no 
se  pidió  por  el  recurrente  la  subsanación 
en  la  instancia  que  la  ley  señala  de  ma- 
nera expresa  por  lo  que  no  corresponde 
examinar  el  Artículo  677  en  su  inciso 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO;  que  la  Sala  7^  no  in- 
fringió el  Artículo  733  P.  P.  que  se  cita 
como  violado,  pues  al  resolver  en  la  sen- 
tencia que  dió  origen  al  recurso  de  casa- 
ción, hizo  las  declaraciones  correspon- 
dientes con  respecto  de  cada  uno  de  los 
delitos  de  que  fué  acusado  el  señor 
Grignon. 


POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  las  leyes  ci- 
tadas y lo  que  disponen  los  Artículos  673, 
674,  675,  676,  681,  682,  684,  686  y 690  P.  P.; 
22  Dto.  1729  y 27  Ley  Orgánica  y Regla- 
mentaria del  Poder  Judicial,  desestima 
por  improcedente  el  recurso  de  casación, 
e impone  al  recurrente  la  pena  de  quince 
dias  de  prisión  simple  conmutables  a ra- 
zón de  un  quetzal  diario. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sala- 
zar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto  Ar- 
gucia S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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VOTOS  RAZONADOS 

Al  publicar  en  números  anteriores  de  la  GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES  las  sen- 
tencias proferidas  por  el  Tribunal  de  Casación,  se  omitieron  los  Votos  Razonados  de 
los  señores  Magistrados  Carlos  Castellanos  R-,  en  el  fallo  gue  corresponde  al  proceso 
contra  Isabel  Morales,  y el  voto  de  los  señores  Presidente  Sáenz  de  Tejada  y Magistra- 
do Castellanos  en  la  sentencia  contra  Carmelino-  Folgar  Enamorado. 

Con  tal  motivo  se  publican  hoy  tales  votos,  para  salvar  dicha  omisión.  — 
Nota  de  la  Redacción. 


Honorable  Tribunal: 

En  cumplimiento  del  deber  que  me  im- 
pone la  Ley,  y toda  vez  que  tuve  la  pena 
de  no  estar  de  acuerdo  con  el  ilustrado 
criterio  de  mis  dignos  conapañeros  de  ésta 
corte,  consigno  como  voto  razonado,  la  po- 
nencia que  sometí  a la  consideración  de 
los  señores  Magistrados,  en  los  diferentes 
debates  a que  dio  origen  al  estudio  de  este 
asunto,  ponencia  que  en  su  mayor  parte 
fué  aceptada,  aunque  con  diferente  redac- 
ción y que  literalmente  dice; 

“Por  recurso  de  casación  y con  los  ante- 
cedentes del  caso  se  examina  la  sentencia 
que  dictó  la  Sala  !?•  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones el  trece  de  Octubre  último  en  el 
proceso  incoado  a Isabel  Morales  García 
Aguilar  por  el  delito  de  homicidi»,  y en  la 
que  confirma  la  que  profirió  el  Juez  6í>  de- 
partamental el  dos  de  Agosto  de  este  año, 
pero  modificándola  en  el  sentido  de  que 
dicha  señora  queda  absuelta  del  cargo  que 
se  le  formuló  por  estar  exenta  de  respon- 
sabilidad penal,  en  vista  de  que  obró  en  le- 
gítima defensa.  __ 

El  falk>  de  1^  Instancia  declara:  que  la 
señora  IVtorales  García  Aguilar  es  res- 
ponsable como  autora  del  homicidio  per- 
petrado en  la  persona  de  Juan  Diez  Villa- 
vicencio,  por  cuya  infracción,  juntamente 
con  las  penas  accesorias  que  le  corres- 
ponden, le  impone  diez  años  de  prisión 
correccional  inconmutables,  rebajados  en 
una  tercera  parte  en  virtud  de  la  circuns- 
tancia atenuante  que  define  el  inciso  9° 
del  Artículo  21  de  C.  P.;  y que,  con  abono 
del  tiempo  padecido  deberá  purgar  en  la 
cárcel  de  su  sexo. 

En  los  autos  aparece  de  manifiesto  lo 
que  sigue: 

Como  a las  nueve  de  la  noche  del  vein- 
tisiete de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y uno,  llegó  Juan  Diez  Villavicen- 
cio  a llamar  a la  puerta  de  la  casa  número 
treinta  y ocho  de  la  décima  Avenida  Sur 
de  esta  ciudad,  en  la  cual  habitaba  su  ex- 
esposa Isabel  Morales  García  Aguilar.  Por 


encontrarse  ocupada  en  el  aplanchado  de 
ropa  la  sirvienta  María  Cándida  Pérez,  fúé 
a abrir  la  señora  Morales  García  Aguilar, 
la  que,  al  darse  cuenta  de  la  presencia  de 
su  ex-marido,  trató  de  cerrar  para  impe- 
dirle la  entrada,  pero  éste,  sin  hacerle 
caso,  penetró  violentamente  y la  ultrajó 
por  lo  que  ella  se  fué  al  cuarto  en  donde 
dormía  su  menor  hija,  lugar  a donde  la 
siguió  Diez  Villavicencio  insultándola 
siempre  y asi  continuó  en  el  comedor.  No 
conforme  con  ofenderla  de  palabra,  in- 
tentó darle  muerte  con  un  cuchillo  • que 
estaba  sobre  la  mesa.  Cuando  se  vio  ame- 
nazada en  esa  forma  la  Morales  García 
Aguilar,  salió  huyendo  alrededor  de  la 
mencionada  mesa  y,  en  vista  de  la  insis- 
tencia de  Diez  Villavicencio  trató  de  refu- 
giarse en  el  dormitorio  de  su  mamá,  quien 
al  oír  lo  que  pasaba  salió  a la  puerta  para 
impedirle  la  entrada  al  agresor.  Este  sin 
atenderla  la  tomó  por  los  brazos  y la  in- 
sultó, lo  que  impulsó  a la  Morales  García 
Aguilar  a coger  un  revólver  que  había  en 
la  cama  de  su  indicada  mamá  y salió  al 
corredor.  Diez  Villavicencio  soltó  a la  se- 
ñora y se  fué  nuevamente  encima  de  su 
ex-consorte.  Al  aperc  birse  de  tal  actitud 
la  Morales,  disparó  todos  los  tiros  del  re- 
vólver sobre  Diez  Villavicencio,  dejándolo 
gravemente  herido  a consecuencia  de  los 
tiros  que  le  acertó.  Todo  ello  se  desprende 
de  la  confesión  que  prestó  la  procesada 
ante  el  Juez  29  de  Paz  el  veintiocho  de  ese 
mismo  mes,  lo  cual  corroboró  con  su  dicho 
la  señora  García  Aguilar  de  Morales,  en 
lo  tocante  a la  cita  que  se  le  hace. 

Cerca  de  las  nueve  y media  de  esa  no- 
che pasaba  Francisco  Girón  frente  a la 
casa  de  referencia,  y,  al  oir  las  detonacio- 
nes, acudió  a la  Cuarta  Sección  de  Policía 
a dar  aviso  de  ello.  En  el  acto  ocurrió  al 
lugar  del  suceso  el  Comandante  de  la 
Demarcación,  acompañado  del  Inspector 
Francisco  Flores  y del  agente  Catarino 
Guzmán,  en  donde  la  señora  de  Morales  lo 
puso  al  corriente  de  lo  que  pasaba,  lo  que 
también  hizo  la  procesada,  quien  entregó 
el  revólver  que  aún  tenía  en  la  mano. 
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Inmediatamente  se  dió  parte  al  Juez  2'? 
de  Paz,  y,  mientras  este  funcionario  lle- 
gaba, fué  reconocido  Juan  Diez  Villavi- 
cencio,  el  cual  estaba  en  el  suelo,  entre  un 
charco  de  sangre,  cerca  del  pasillo  que  se- 
para el  comedor  del  tercer  dormitorio,  y al 
lado  derecho  de  él,  se  hallaba  tirado  un 
cuchillo  de  mesa. 

A la  llegada  del  Juez  instructor,  se  re- 
conocieron las  tres  lesiones  que  presentaba 
Diez  Villavicencio  asi:  dos  sobre  el  cráneo 
y una  en  la  región  toráxica  derecha.  Por 
ser  mucha  la  hemorragia  y estar  bastante 
grave,  ordenó  su  pronto  traslado  al  Hos- 
pital General,  y levantó  el  acta  de  rigor. 

En  ella  hizo  constar  que  la  Morales  Gar- 
da Aguilar  le  confesó  en  ese  acto  ser  la 
autora  de  las  heridas  que  sufrió  Diez  Vi- 
llavicencio, impulsada  por  lo  siguiente: 
un  momento  antes  y después  de  ultrajarla 
de  palabra  la  amenazó  con  un  cuchillo  que 
tomó  de  sobre  la  mesa  del  comedor,  por 
lo  que  fué  a refugiarse  al  dormitorio  de 
su  mamá,  quien  al  darse  cuenta  de  todo 
salió  a la  puerta  a interrumpirle  el  paso 
a Juan  Diez  Villavicencio,  pero  éste  enfu- 
recido como  estaba,  no  respetó  ni  la  edad 
ni  la  debilidad  de  la  autora  de  sus  dias  y 
la  sujetó  por  los  brazos  a la  vez  que  la  in- 
sultó de  una  manera  grosera.  Al  ver  los 
ultrajes  de  que  era  victima  su  mamá,  úni- 
camente se  acordó  que  debajo  del  colchón 
de  la  cama  mantenía  su  progenitura  un 
revólver,  arma  con  la  que  salió  a continua- 
ción al  corredor  y le  disparó-  todos  los  ti- 
ros a Diez  Villavicencio.  Después,  ya  no 
se  dió  cuenta  alguna  de  lo  que  pasaba,  re- 
cordando tan  sólo  que  su  mamá  salió  a 
dar  parte  a la  policía. 

Concluido  el  acto,  el  Juez  instructor  se 
trasladó  al  Hospital  General,  en  donde 
halló  a Diez  Villavicencio  en  sumo  estado 
de  gravedad,  no  obstante  lo  cual  pudo  re- 
conocer las  lesiones  de  que  adolecía  y ob- 
tener la  declaración  que  hiciera,  sobre 
que,  unas  horas  antes  su  ex-mujer  lo  hi- 
rió. Ya  no  dió  detalles  del  suceso  por  la 
situación  en  que  se  encontraba. 

Antonia  Garda  Aguilar  de  Morales, 
confirmó  con  su  dicho  lo  expuesto  por  su 
hija  Isabel,  declarando  a la  vez:  que  el 
revólver  utilizado  por  ésta,  lo  guardaba 
entre  los  colchones  de  su  cama  desde  que 
ocurrió  la  muerte  de  la  señora  Blanco  de 
Vengoechea,  como  una  precaución,  por  vi- 
vir solo  mujeres  en  la  casa,  ya  que  su  es- 
poso, el  doctor  Manuel  Morales  residía  en 
el  exterior  de  la  República.  Agregó  que  al 
ocurrir  el  hecho  salió  a la  puerta  de  la 
calle  para  ver  si  pasaba  algún  agente  de 
la  policía,  mas  como  no  viera  a ninguno. 


le  suplicó  a un  transeúnte  que  avisara  a la 
autoridad,  llegando  pronto  unos  a.gentes, 
quienes  después  de  llevarse  en  una  ambu- 
lancia a Diez  Viiiavicencio,  condujeron  a 
su  hija  Isabel  a la  detención. 

La  sirvienta  Maria  Cándida  Pérez,  tam- 
bién confirmó  que,  en  la  noche  de  autos 
se  hallaba  en  la  cocina  aplanchando  ro- 
pa, razón  por  la  que  no  se  dió  cuenta  de  lo 
que  ocurrió  en  el  primer  patio  de  la  casa; 
pues  no  obstante  que  oyó  unos-  disparos, 
no  quiso  salir  por  tener  miedo,  lo  que  al 
fin  hizo  al  ser  llamada  por  Antonia  de 
Morales,  quien  le  ordenó  que  fuera  a cui- 
dar a la  hija  de  Isabel  Morales  y de  Diez 
Villavicencio. 

Figuran  en  ios  autos,  la  partida  de  de- 
función del  occiso,  y el  informe  médico 
legal  justificante  de  que  la  muerte  de  Diez 
Villavicencio  fué  debida  a miningo-ence- 
falitis  traumática,  consecutiva  a dos  he- 
ridas penetrantes  del  cráneo  causadas 
con  revólver,  siendo  cualesquiera  de  las 
dos  necesariamente  mortales. 

Durante  la  dilación  probatoria  que  se 
concedió  a las  partes  en  el  juicio  criminal, 
la  defensa  presentó: 

IP — Una  certificación  del  Registro  Ci- 
vil que  demuestra  que  Diez  Villavicencio 
contrajo  matrimonio  con  Isabel  Morales 
el  quince  de  Octubre  de  mil  novecientos 
veintisiete; 

2P — Un  testimonio  de  la  escritura  pú- 
blica que  autorizó  en  esta  ciudad  el  No- 
tario José  Luis  Lemus  con  fecha  treinta 
y uno  de  Mayo  de  mil  novecientos  treinta, 
en  el  que  se  concertaron  las  bases  para  el 
divorcio  de  Diez  Villavicencio  y la  Morales: 

3P — Una  copia  certificada  de  la  senten- 
cia dictada  por  el  Juez  3P  Departamental 
el  doce  de  Julio  de  mil  novecientos  trein- 
ta, en  la  cual  se  declaró  disuelto  el  vinculo 
matrimonial  entre  Diez  Villavicencio  y la 
Morales: 

4P — Una  certificación  del  médico  de  la 
casa  de  salud  del  Hospital  General,  en  la 
que  hace  constar  que  Diez  Villavicencio 
era  una  persona  de  complexión  recia  y vi- 
gorosa y que  pesaba  poco  más  o menos  de 
ciento  cuarenta  a ciento  cuarenta  y cinco 
libras  y tenia  una  estatura  de  un  metro 
sesenta  centimetros ; 

5P — El  plano  que  levantó  el  ingeniero 
Benjamin  Solórzano  de  la  casa  número 
treinta  y ocho  de  la  décima  avenida  Sur 
de  esta  ciudad;  y 

6P — Un  atestado  de  la  Dirección  Gene- 
ral de  la  Policía,  para  acreditar  que  el 
dieciocho  de  Septiembre  de  mil  novecien- 
tos veintinueve  fué  capturado  Juan  Diez 
Villavicencio,  frente  a la  casa  de  Isabel 
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Morales  por  estar  enamorando  a Emma 
Bakerizza,  y cuando  el  esposo  de  ella, 
Guillermo  de  igual  apellido,  le  reprendió 
su  conducta,  Diez  Villavicencio  lo  agredió 
a puñetazos. 

También  fueron  interrogados  los  testi- 
gos Francisco  de  León  Pérez,  Carlos  Aran- 
di  Aparicio,  licenciado  Angel  Cuevas,  la 
señora  Lizzie  Lindi  Puggli  Cartes  de  Cue- 
vas, José  Escobar  Moreno,  Angelina  Ber- 
múdez  de  Cordón,  Onofre  Bone,  Benja- 
min  Herrera  Estévez,  Arturo  Lara,  Felisa 
Reyes,  Manuela  Aguilar,  Plácida  Morales, 
María  Estrada  de  Oliva,  Rafael  Arrechea, 
Catalino  Salazar,  Marta  Escobado,  Lola 
García  de  Montenegro,  General  Aurelio  F. 
Recinos,  Raúl  Lorenzana,  coronel  Oscar 
Morales  López,  Tomás  Young  y Luis  Agui- 
lar Peláez.  Con  dichas  personas  estable- 
ció los  extremos  siguientes: 

a)  . Que  el  hogar  formado  por  el  doctor 
Manuel  Morales  y su  esposa  Antonia  de 
Morales  es  honorable  y de  buenas  cos- 
tumbres: 

b)  Que  Isabel  Morales  cuando  era  sol- 
tera fué  honesta  virtuosa,  habiéndose 
educado  en  el  convento  llamado  “La  Sa- 
gesse  Convent”  en  Grassendale,  Liver- 
pool, en  donde  fué  alumna  de  buen  com- 
portamiento y de  intachable  moral,  hasta 
el  grado  de  merecer  nota  honorífica  por 
su  buena  conducta: 

c)  Que  Juan  Diez  Villavicencio  apa- 
rentó ser  un  caballero  durante  su  no- 
viazgo con  Isabel  Morales,  pero  ya  en  el 
matrimonio  llevó  una  vida  licenciosa,  al 
extremo  de  que  con  frecuencia  insultaba  y 
golpeaba  a su  cónyuge,  a quien  constante- 
mente amenazaba  de  muerte: 

d)  Que  debido  a la  vida  cruel  que  Diez 
Villavicencio  le  daba  a la  Morales,  fué 
que  ésta  se  resolvió  a pedir  el  divorcio. 

e)  Que  ya  estando  divorciados  los  cón- 
yuges, Diez  Villavicencio,  se  entraba  a la 
casa  de  la  Morales,  valiéndose  de  la  vio- 
lencia o de  un  descuido,  con  el  fin  de  in- 
juriar a ésta  y a la  señora  Antonia  de 
Morales; 

f)  Que  durante  el  matrimonio.  Diez  Vi- 
llavicencio cometió  actos  bochornosos  que 
no  correspondían  a su  calidad  de  hombre 
casado; 

g)  Que  Diez  Villavicencio  había  dado 
exhibiciones  como  boxeador  en  un  teatro 
de  esta  capital,  y; 

h)  Que  Isabel  Morales  nunca  había  es- 
tado familiarizada  con  las  armas  de  fuego. 

La  acusación  hizo  que  fueran  interro- 
gados los  testigos,  licenciado  J.  Juan  Al- 
varez,  Angel  Wever  Jr.,  Luis  Munin  Díaz, 
Ruperto  González,  Salomón  Pineda,  Al- 


fredo Palarea  Muñoz,  Carlos  Botty,  Rafael 
Monroy,  doctor  Octavio  Cortés  y Emilio 
López  Cáceres,  con  el  fin  de  contradecir 
las  pruebas  de  la  defensa,  y de  establecer 
que  Diez  Villavicencio  fué  persona  honra- 
da, trabajadora  y fiel  cumplidor  de  sua 
deberes  como  empleado. 

Asimismo  rindió  una  prueba  pericial, 
para  justificar  que  el  cuchillo  utilizado 
por  Diez  Villavicencio,  no  es  suficiente  pa- 
ra herir  a alguna  persona.  Los  expertos 
Antonio  González  Poggio  y Juan  Percides 
no  estuvieron  de  acuerdo,  por  lo  que  se 
oyó  el  dictamen  del  tercero  en  discordia, 
doctor  Miguel  F.  Molina  nombrado  para 
el  efecto,  quien  afirmó  que  con  el  cuchillo 
de  referencia  se  pueden  producir  gran  va- 
riedad de  lesiones  cortantes  y hasta  heri- 
das capaces  de  causar  la  muerte,  por  ejem- 
plo en  el  cuello  aunque  no  es  un  instru- 
mento punzante;  y tres  documentos  sim- 
ples denominados;  “especial  mention”  que 
obsequia  la  Compañía  de  Seguros  “El  Sol 
del  Canadá”,  junto  con  una  cartera,  a los 
agentes  que  lograron  colocar  durante  el 
mes,  la  cantidad  mínima  de  diez  mil  dó- 
lares en  pólizas. 

Y finalmente  unas  posiciones  que  arti- 
culó a Isabel  Morales  en  el  Juzgado  6*?  de- 
partamental. 

Con  esas  bases  fué  proferida  la  senten- 
cia, contra  la  que  el  acusador  Ricardo 
Diez  Villavicencio,  con  el  auxilio  del  abo- 
gado, José  Luis  Charnaud,  introdujo  el 
recurso  de  casación,  citando  como  viola- 
dos los  artículos  614  P.P.  y 20  inciso  4?  C.  P. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  confesión  que  prestó  Isabel  Mo- 
rales al  tomarle  su  primera  declaración 
indagatoria  el  Juez  29  de  Paz,  el  veintiocho 
de  Octubre  de  mil  novecientos  treinta  y 
uno  y en  las  subsiguientes  que  dió  por  vía 
de  ampliación  es  califcada;  porque  admite 
y reconoce  en  ella  la  materalidad  del  he- 
cho, más  no  sus  modalidades  y conse- 
cuencias jurídicas. 

En  efecto:  la  Morales  dijo  que  disparó 
los  cinco  ¿jros  del  revólver  sobre  Diez  Vi- 
llavicencio, en  vista  de  que  éste  después 
de  haberla  perseguido  insistentemente 
con  un  cuchillo  en  la  mano  y de  atrope- 
llar  a la  señora  Antonia  de  Morales  cuan- 
do trataba  de  detener  al  agresor,  éste  se 
le  echó  nuevamente  encima  blandiendo  el 
arma  para  herirla. 

En  ese  caso,  y toda  vez  que  la  defensa 
evidenció  con  las  pruebas  rendidas  para 
el  efecto,  los  antecedentes  que  mediaban 
entre  los  actores  de  la  tragedia,  así  como 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


65 


la  posición  social  y conducta  observada 
por  ellos,  5'  las  circunstancias  requeridas 
por  el  articulo  614  P.  P.,  sin  que  las  jus- 
tiíicaciones  aducidas  por  la  acusación 
sean  suficientes  para  establecer  que  Isa- 
bel Morales  Garda  Aguilar  es  persona  de 
malas  condiciones,  tanto  sociales  como 
personales,  debe  hacerse  aplicación  de  la 
doctrina  contenida  en  la  ley  que  se  deja 
citada,  para  apreciar  lo  confesado  por  di- 
cha señora,  en  la  parte  que  le  es  favora- 
ble; máxime  que  no  se  han  rendido  prue- 
bas en  contra  de  las  circunstancias  que 
modifican  tal  confesión,  ya  que  no  puede 
tomarse  como  tal,  lo  que  el  Juez  instruc- 
tor hizo  constar  en  el  acta  que  levantó  al 
intervenir  en  el  asunto,  porque  la  ley  exi- 
ge las  formas  que  se  han  de  llenar  para 
que  las  declaraciones  de  los  procesados, 
surtan  todo  su  valor  jurídico  en  juicio,  re- 
quisitos que  desde  luego,  no  concurren  en 
la  manifestación  aludida. 

Al  considerarlo  así  el  tribunal  senten- 
ciador, y resolver  en  la  forma  en  que  lo  hi- 
zo, no  cometió  ningún  error  de  derecho  y 
por  ende,  no  violó  el  articulo  614  P.  P.,  ci- 
tado como  tal  por  el  recurrente,  tanto 
más  que  hacía  uso  de  una  facultad  dis- 
cresional. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  inciso  4?  del  Articulo  20  del  Có- 
digo Penal,  que  la  acusación  señala  como 
infringido,  exige  para  la  exención  de  res- 
ponsabilidad criminal,  la  concurrencia  de 
estos  tres  requisitos:  1°  agresión  ilegiti- 
ma; 29  necesidad  racional  del  medio  em- 
pleado para  impedirla  o repelerla;  39  fal- 
ta de  provocación  suficiente  por  parte  del 
que  se  defiende. 

I 

La  confesión  judicial  prestada  por  Isa- 
bel Morales  García  Aguilar,  pone  en  evi- 
dencia que  fué  agredida  por  Diez  Villavi- 
cencio  de  una  manera  ilegitima,  desde  el 
momento  en  que  este  señor  sin  tener  ya 
derecho  alguno,  para  entrar  a la  casa  que 
habitaba  su  ex-esposa,  y mucho  menos 
para  ejercer  actos  de  violencia  con  ella, 
fué  a dicha  mansión  con  el  propósito  de 
injuriarla,  primero,  y más  tarde,  encole- 
rizado, tomó  un  cuchillo  en  el  comedor, 
con  el  que  intentó  herirla,,  con  cuya  arma 
persiguió  a dicha  señora  cuando  fué  a re- 
fugiarse al  dormitorio  de  su  mamá,  a 
donde  no  le  fué  posible  penetrar  de  sú- 
bito, porque  doña  Antonia  de  Morales  se 
lo  impidió  momentáneamente,  siendo  ésto 
la  causa  del  atropello  de  que  fué  víctima 


tal  dama,  a quien  soltó  Diez  Villavicencio 
para  atacar  de  nuevo  con  el  cuchillo  a la 
Morales  García  Aguilar  al  verla  salir  del 
cuarto  dormitorio. 

II 

El  informe  del  tercero  dirimente,  doc- 
tor Miguel  F.  Molina,  establece  legalmente, 
que  el  cuchillo  de  que  se  valió  Diez  Villa- 
ficencio  para  agredir  a la  Morales,  si  es 
capaz,  no  obstante  su  calidad  y estado  de 
producir  gran  variedad  de  lesiones,  morta- 
les en  algunos  casos,  si  es  el  cuello  de  la 
víctima  el  interesado. 

Consta  también  en  el  actuado;  lo  iras- 
cible del  carácter  de  Diez  Villavicencio, 
quien  en  varias  ocasiones  golpeó  a la  en- 
juiciada cuando  era  su  esposo,  hasta  el 
grado  de  pretender  estrangularla  por  dis- 
gustos hogareños,  como  lo  afirma  uno  de 
los  testigos  examinados  a solicitud  de  la 
defensa;  la  tenacidad  con  que  llevó  a cabo 
su  intento  de  agredir  con  el  cuchillo  a la 
Morales  García  Aguüar,  en  la  fecha  de 
autos,  pues  con  ese  propósito  la  persguió 
insistentemente  por  varias  dependencias 
de  la  casa,  y,  al  tenerla  de  nuevo  a su  al- 
cance, la  atacó  con  el  ánimo  de  herirla, 
valiéndose  siempre  del  cuchillo  aludido, 
instante  en  el  que  al  estar  con  el  brazo  de- 
recho levantado  para  la  agresión,  recibió 
un  balazo  en  el  lado  derecho  del  tórax,  lo 
que  incuestionablemente  hizo  tambalear 
a Diez  Villavcencio,  y lo  obligó  a volver  la 
cara  hacia  la  izquierda,  siendo  esa  la  cau- 
sa indudable  de  que  los  otros  dos  proyec- 
tiles los  recibiera  en  ese  lado,  pero  sobre 
el  cráneo  y en  la  posición  que  establece  el 
informe  médico-legal;  de  donde  no  puede 
inferirse  que  haya  sido  atacado  por  de- 
trás, como  asevera  la  parte  acusadora, 
tanto  mas  que,  esta  afirmación  la  destruye 
en  absoluto  el  hecho  de  que,  el  referido 
informe,  también  poné  en  evidencia  que 
Diez  Villavicencio  tenia  tatuada  con  man- 
chas de  pólvora  ese  lado  de  la  cara,  lo  que 
desde  luego  no  hubiera  ocurrido,  al  ser  le- 
sionado en  la  forma  que  sostiene  la  acu- 
sación. 

En  tales  circunstancias  y dado  que  la 
víctima  de  la  agresión  no  podía  apelar  a 
la  fuga  para  librarse  de  ella,  por  la  per- 
tinacia de  su  atacante,  quien  por  su  sexo  y 
aficiones  atléticas,  desde  luego  podía  co- 
rrer más  que  ella,  y por  consiguiente  al- 
canzarla en  el  interior  de  la  misma  casa  y 
antes  de  que  pudiera  llegar  a la  calle  en 
busca  de  socorro,  máxime  que  también 
sabía  que  no  se  le  podría  contener  por  no 
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habitar  ningún  hombre  en  la  dicha  man- 
sión, sino  sólo  mujeres;  y que  a esa  hora 
no  habla  agentes  de  la  autoridad  por  esos 
contornos,  como  lo  demuestra  el  hecho  de 
que  fué  un  particular  quien  llevó  el  aviso 
de  lo  ocurrido  a la  4?'  Demarcación  de  Po- 
licía; y lo  súbito  del  ataque,  con  un  cu- 
chillo, que  a la  enjuiciada  naturalmente 
le  infundió  pavor,  por  ser  conocedora  del 
carácter  de  su  atacante,  y por  su  tempe- 
ramento delicado  y nervioso  de  mujer,  es 
indudable  que  si  fué  un  medio  racional  el 
que  empleó  la  inculpada  para  defender 
su  vida,  ya  que  no  le  era  dable  en  ese  mo- 
mento angustioso  para  ella,  estar  ente- 
rada de  la  capacidad  y condiciones  del 
tantas  veces  aludido  cuchillo. 

III 

El  otro  elemento  constitutivo  de  la  le- 
gitima defensa  también  está  de  mani- 
fiesto en  el  juicio;  pues  la  confesión  judi- 
cial prestada  en  debida  forma  por  la  Mo- 
rales García  Aguüar,  pone  en  evidencia 
que  no  hubo  provocación  alguna,  ya  que 
el  ataque  de  que  fué  víctima  surgió  de 
una  manera  inesperada  para  ella. 

Luego,  de  todo  lo  que  se  deja  relacionado, 
se  desprende:  que  la  Sala  !?■  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  al  tomar  en  consideración 
los  elementos  constitutivos  de  la  legiti- 
ma defensa.y  apreciarlos  de  acuerdo  con 
las  constancias  de  los  autos,  hizo  recta 
aplicación  de  la  doctrina  contenida  en  el 
inciso  49  del  Articulo  20  del  Código  Penal, 
y,  por  consiguiente,  no  violó  dicha  ley. 

POR  TANTO: 

El  Tribunal  de  Casación,  con  apoyo  en 
las  leyes  que  deja  citadas,  y en  lo  que 
disponen  los  artículos  686  y 690,  del  P,  P. 
desestima  el  recurso  de  que  se  ha  hecho 
mérito etc.  etc ” 

En  la  ponencia  transcrita,  con  la  que 
di  cuenta  en  lá  sesión  del  once  del  corrien- 
te mes,  quedan  consignadas  las  razones 
que,  muy  a mi  pesar,  me  obligaron  a se- 
pararme del  modo  de  pensar  de  mis  ilus- 
trados compañeros,  a quienes  rindo  el 
homenaje  de  mi  consideración  y respeto. 

CARLOS  CASTELLANOS  R. 
Guatemala,  19  de  Noviembre  de  1932. 


Honorable  Tribunal; 

Con  respecto  al  fallo  que  ha  sido  profe- 
rido en  esta  fecha  en  el  proceso  incoado  a 
Luis  Carmelino  Folgar  Enamorado,  por  el 
delito  de  homicidio  perpetrado  en  la  per- 
sona de  Amilcar  Ordóñez,  estamos  perfec- 
tamente de  acuerdo  con  el  ilustrado  cri- 
terio de  nuestros  compañeros  de  Tribunal, 
en  cuanto  a que  la  sentencia  debe  ser  con- 
denatoria, por  estar  preestablecida  la  in- 
fracción punible  que  se  juzga  y justificada 
de  una  manera  plena  la  culpabilidad  del 
enjuiciado  como  autor  de  tal  hecho;  pero 
esa  conformidad  falta  en  lo  que  se  refiere 
a la  imposición  de  la  pena,  pues  en  noso- 
tros subsiste  el  criterio,  de  que  en  el  caso 
presente,  no  está  de  manifiesto  la  cir- 
cunstancia atenuante  señalada  en  el  inci- 
so 49  del  Articulo  21  del  Código  Penal,  que 
aplica  la  mayoría;  y por  esa  razón,  muy  a 
nuestro  pesar,  nos  vemos  precisados  a ra- 
zonar nuestro  voto. 

La  ley  que  dejamos  mencionada,  exige 
como  una  condición  indispensable  para 
caracterizar  la  aludida  circunstancia  ate- 
nuante, que  la  provocación  o amenaza  que 
haga  el  ofendido,  sea  proporcionada  al  de- 
lito que  cometa  el  delincuente,  lo  que  no 
ocurre  en  el  caso  sub-judice;  toda  vez  que 
en  los  autos  se  ha  evidenciado,  que  Ordó- 
ñez, realmente  estuvo  provocando  a Folgar 
Enamorado  con  palabras  injuriosas  cuan- 
do estaban  jugando  “Pool”  en  el  estable- 
cimiento de  licores  en  donde  se  hallaban, 
injurias  a las  que  también  contesto  en  el 
mismo  tono  Folgar  Enamorado,  y que  esto 
vino  agriando  los  ánimos  de  los  dos  .acto- 
res de  la  tragedia,  hasta  culminar  en  el 
reto  que  Ordóñez  le  hiciera  al  procesado 
para  salir  a reñir  a la  calle. 

En  vista  de  lo  que  parece  demostrado  en 
los  autos,  es  que  nuestro  modo  de  pensar 
se  inclina  a creer  que  la  provocación  no 
fué  proporcionada  al  delito  que  cometió 
Folgar  Enamorado,  quien  tenía  por  cos- 
tumbre andar  preparado  para  el  ataque 
o para  la  defensa,  desde  el  momento  en 
que,  en  el  juicio  se  halla  justificado  que 
portaba  un  puñal,  con  el  que  le  infirió  seis 
lesiones  a su  contrincante. 

En  esa  forma  cumplimos  con  el  deber 
que  nos  impone  la  ley,  de  razonar  nuestro 
voto. 

Guatemala,  10  de  Diciembre  de  1932, 

GMO.  S.  de  TEJADA. 
CARLOS  CASTELLANOS  R. 
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PROTOCOLO  DEL  SERVICIO  MEDICO  FORENSE 


Como  complemento  al  editorial  del  presente  número,  reproducimos  en  forma 
reducida,  los  formularios  editados  para  la  formación  del  Protocolo  del  Servicio  Médico 
Forense,  en  lo  que  corresponde  a la  parte  descriptiva;  y en  fotograbado,  y a conti- 
nuación, la  parte  gráfica  del  mismo.  N.  de  la  R. 


AUTOPSIA  NP 

Pecha  Nombre  

Edad  aproximada  . . . Sexo  

Procedencia  Fecha  de  la  muerte. 

Autoridad  que  pre- 
senció la  autopsia 


FILIACION  (cadáveres  no  identificados)- 

cabellos  Nariz  

Pelos  Oreja  

Iris  

Piel  Mentón  

Configuración  cráneo 
Cicatrices  facial  


Anomalías  o defor- 
midades   Frente  

Inserción  de  los  ca- 

bellos  

Estatura.  ..  Edad  aproximada...  Peso.. 

DACTILOGRAMA 


Pulgar  Indice  Medio  Anular  Auricular 


1.— EXAMEN  EXTERNO 

Vestidos  

Constitución  esquelética  

Nutrición  y desarrollo  muscular  

í Hipóstasis 

Fenómenos  cadavéricos  •<  Rigidez  

( Putrefacción : . . 

Otras  pruebas  de  la  muerte  

Estado  del  tegumento  externo  


¡Bucal  .... 

Nasal  

Oculares  . 
Auriculares 

Anal  

Vaginal  . . , 


II.— EXAMEN  INTERNO 

1. — Cavidad  craneana. 

Pericráneo  

Caleta  


Duramadre  

Piamadre  

.Superficie  externa 


Cerebro  /Vasos  y nervios 
jExamen  interno 


Ventrículos  y cavidades  ventriculares  . . . 

Cerebelo  

Istmo  del  encéfalo  y bulbo  

Base  del  cráneo 

Senos  venosos  

Hipófisis  


2. — Cavidad  toráxica. 

Esqueleto  

Posición  de  los  órganos 

Mediastino  anterior  

Mediastino  posterior  

Cavidad  pleural  derecha  

” ” izquierda  

Pericardio  y cavidad  pericárdica  

S (Examen  externo.  . . (9.80x10-50 

—9x10)  

Peso  (300 — 270)  grs.  Coloración 
Consistencia.  . . . Detenido  en.  . 
(Examen  interno:  Contenido  . . 

Miocardio  (17-16  1.  6-4  D)  

. . . .Endocardio  

. . . .Válvulas  


Aorta 

Pulmonar 

Coronarias 


(Examen  externo  (513-500  D. 
440-424  I.) 


Pulmones  < 

/(Examen  interno 
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Bronquios  

Vasos 

Ganglios  

3.  — Organos  del  cuello. 

Lengua  

Istmo  de  las  fauces  

Faringe  

Esófago  

Laringe  

Tráquea  

Tiroides  

Vasos  

Nervios  

Glándulas  salivares  

Ganglios  linfáticos 

4.  — Cavidad  abdominal- 

Altura  del  diafragma:  Der.:  4P  espacio... 

Izq.:  59  espacio  

Posición  de  los  órganos  

Peritoneo  y cavidad  peritoneal  


Bazo:  (150  a 200  grs.  — 12-15x6 — 10x3-4)  . . 
Estómago  


Contenido  estomacal 
Intestino  delgado  . . . 


Intestino  grueso 


Apéndice  iieocecal  

Mesenterio  

Páncreas;  (60  a 80  grs.)  (15x4x2)  

Hígado  (1500  a 1800  grs.  -25-30x20x5-7) 


Vesícula  y vias  biliares 


Glándulas  suprarrenales  

Riñones:  (110  D-140  I-  11x5-6x3—4).... 


Uréteres 
Vejiga  . 
Uretra  . 


Organos  genitales 


Recto  

Vasos  de  la  cavidad  abdominal 


Miembros  superiores 


Miembros  inferiores 


Fosas  nasales 


Aparato  auditivo 


Globo  ocular 


5. — Raquis  y cavidad  raquídea. 

Columna  vertebral  

Meninges  

Médula  


Raíces  espinales 


Esqueleto  pelviano 


6. — Exámenes  complementarios- 
Histológicos  


Bacteriológicos 


Químicos 


Diagnóstico 


Causas  de  la  muerte 


Conclusiones 


Firma  del  Médico  Forense. 


Informe  emitido  el.,  de.,  de  193.. al.... 


Ampliaciones 


Anexos  , 

Piezas  histológicas  

Visceras  remitidas  para  análisis  toxicoló- 

gico;  al 

Bucal  N9  1 

” N9  2 

” NO  3 

” NO  4 

” NO  5 

” NO  6 
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(AUTOPSIA  DE  FETO  O RECIEN  NACIDO) 


AUTOPSIA  NUMERO.  . . . 

Fecha  

Edad  aproximada Sexo . . . 

Nombre  de  la  madre  

Procedencia  

Autoridad  que  presenció  la  autopsia 


A. EXAMEN  EXTERNO  Tráquea  y grandes  bronquios 

Longitud  del  cuerpo  Timo  

Diámetros  craneanos  

Otras  dimensiones  (cadáveres  incompletos)  , ^ ^ 

3. — Cavidad  bucal  y órganos  del  cuello- 

Peso Peso  de  la  placenta Lengua 

Desarrollo  Paladar  e istmo  de  las  fauces 

Estado  de  la  nutrición 

Monstruosidades  o anomalías  Faringe 

Esófago  

Fenómenos  cadavéricos  * Laringe 

Tiroides  

Estado  de,  los  tegumentos  Vasos  y nervios 


I Examen  externo 
Corazón  -í  Examen  interno 


Orificio  de  Botal 
Grandes  vasos  . . 
Canal  arterial  . . 
Pulniones  


Cavidad  bucal  

Cavidades  nasales  . . . 

Ojos  

Orificios  auriculares  . 

Orificio  anal  

Examen  de  la  placenta 


Examen  del  cordón  umbilical 


B.— EXAMEN  INTERNO 
1. — Cavidad  craneana. 


Pericráneo  

Bóveda  craneana 
Meninges  


^ , i Superficie  externa  . . . 

Cerebro  -j  Examen  interno  

Vasos  y nervios 

Ventrículos  y sus  cavidades  

Cerebelo,  bulbo  y protuberancia. 

Bsise  del  cráneo 

Senos  venosos  

Hipófisis  


2. — Cavidad  torácica. 

Esqueleto  

Posición  de  los  órganos 
Cavidades  pleurales  . . . 


4. — Cavidad  abdominal. 

Posición  de  los  órganos 
Cavidad  peritoneal  . . . 
Hígado  


Estómago  y su  contenido 

Intestino  delgado  

Intestino  grueso  

Bazo  

Páncreas  

Vesícula  y viac  biliares 

Riñones  y glándulas  suprarrenales 


Vasos  umbilicales 

Vejiga  

Recto  

Organos  genitales 


Miembros  superiores 


Miembros  inferiores 


Determinación  de  edad. 


Cabellos Lanugo 

L'ñas;  Manos Pies 


Organos  genitales 

Ojos  

Inserción  del  cordón  umbilical 
Puntos  de  osificación 


Pericardio  y cavidad  pericárdica 


Longitud  del  cuerpo: 


X 5,  6 — . . . . días 
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Pruebas  de  la  vida  extra-uterina. 

X A , ( H!i<Jrostática  . . 

DOCIMASIA:  Pulmonar  j Histológica  . . . . 

Gastro -intestinal  

Auricular  

Contenido  del  estómago  y del  intestino . . . 


Signos  de  aborto  provocado 


OBSERVACIONES 


Extremidad  libre  dei  cordón 
Vestidos  


Causas  de  la  muerte: 
Señales  de  violencia. 


Enfermedades 
No  vialidad  por 
Accidentes  . . . 


Firma  del  Médico  Forense. 


Informe  emitido  el. . . . de. . . de  193.  .al. . 


Ampliaciones 
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1.  Región  parietal. — 2.  R.  frontal. — 3.  R.  temporal. — 4.  R.  orbitaria. — 5.  R.  zigomátíca. — 6.  R.  malar  o pó- 
mulo.— 7.  R.  nasal. — 8.  R.  bucal. — 19.  Mejilla. — 10.  R.  auricular. — 11.  Mentón  o barbilla. — il2.  R.  anterior  del 
cuello,  (manzana  de  Adán). — 13.  R.  foseta  yugular. — 14.  R.  estorno-cleido-mastoldea. — 15.  R.  supra-clavi- 
cular. — 16.  R.  clavicular. — til.  R,  acromial. — 18.  R.  deltoidea. — 19.  Cara  anterior  del  brazo. — 20.  Cara  externa 
del  brazo. — Gl.  Cara  interna  del  brazo. — 22.  Cara  anterior  del  codo.— -23.  Cara  anterior  del  antebrazo. — 
24.  Cara  externa  del  antebrazo. — 25.  Cara  interna  del  antebrazo. — 26.  Cara  anterior  del  puño. — 27,  Eminen- 
cia tenar. — 28.  Eminencia  hipotenár. — 29.  Palma  de  la  mano. — 29’.  Cara  palmar  de  la  1^  falange. — 29  ’ Cara 
palmar  de  la  2^  falange. — ^29”’.  Cara  palmar  de  la  3^  falange. — 30.  R,  pectoral. — 31.  R.  esternal. — 32.  Pared 
anterior  de  la  axila. — 33.  R.  mamilar  o tetilla. — 34  R.  xifoidea. — 35.  R.  Pared  lateral  del  tórax. — 36.  Hipo- 
condrio.— 37.  Epigastrio. — 38.  R.  umbilical. — 39.  Flanco. — 40.  Hipogastrio. — 41.  Fosa  ilíaca. — 42,  R.  pubiana. 
— 43.  R.  inguinal  o ingle. — 44.  Cara  anterior  del  muslo. — 45.  Cara  externa  del  muslo. — 46.  Cara  interna  del 
muslo. — 47.  Cara  anterior  de  la  rodilla. — 48.  R.  rotuleana  o rótula. — 49.  Cara  anterior  de  la  pierna. — 50.  Cara 
eKterna  de  la  pierna. — — 51.  Cara  interna  de  la  pierna. — 52.  Cuello  del  pie. — 53.  Dorso  del  píe. — 53'.  R.  del 
tarso. — 53”.  R.  del  metatarso. — 54.  Dedos  dcl  pie  o artejos. — 55.  Maléolo  externo. — (56.  Maléolo  interno. 
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1.  Región  parietal. — 2.  R.  temporal. — 3.  R.  occipital. — 4.  R.  ma^stoideíi. — 5.  Parte  media  de  la  nuca. — 6.  R.  del 
trapecio. — 7.  Pabellón  de  la  oreja. — 8.  Prominente. — 9.  R.  supera-escapular. — 10.  R.  deltoidea. — 11.  R.  esca- 
pular. — 12-  Pared  posterior  de  la  axila. — «13.  R.  espinal. — 14.  R.  Inter-escapular. — 15.  R.  infra-escapular. — 16.  R. 
lumbar. — 17.  Pared  lateral  del  tórax. — 18.  R.  lumbar  externa  flanco. — 19.  R.  sacra. — 20.  Cara  posterior  del 
brazo.— 21. — Cara  externa  del  brazo. — 22.  Cara  interna  del  brazo. — 23.  Cara  posterior  del  codo. — ^24.  Olé- 
crano. — 25.  Cara  posterior  del  antebrazo. — 26.  Cara  posterior  del  puño. — 27.  Cara  dorsal  o dorso  de  la  mano. — 
28.  Cara  externa  del  antebrazo. — 29.  Cara  interna  del  antebrazo. — 30.  R.  glútea. — 31.  R.  trocantereana. — 32. 
Cara  posterior  del  muslo. — 33.  Cara  externa  del  muslo. — 34,  Cara  interna  del  muslo. — 35.  Hueco  poplíteo. — 
36.  Pantorrilla. — 37.  Cara  externa  de  la  pierna. — 38.  Cara  posterior  de  la  pierna. — 39.  Cara  interna  de  la 
pierna. — 40.  Tendón  de  Aquiles. — 41.  Talón. — 42.  Calcañal. — 43.  Cara  plantar  o planta  del  pie. — 44.  Borde 
externo  del  pie. — 45.  Borde  interno  del  pie. — 46.  Dedos  del  pie  o artejos. 
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INDICE 


DEL  REGISTRO  DE  FIRMAS  Y SELLOS  DE  NOTARIOS  PUBLICOS,  INSCRITOS  EN  LA 
CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA,  DESDE  EL  20  DE  ENERO  DE  1885 


APELLIDO  Y NOMBRE 

Nútn.  de  la 
inscripción 

Folio 

Año 

APELLIDO  Y NOMBRE 

1 

Núm.  de  la 
inscripción 

O 

O 

Cu 

A 

Tomo  1 

1921 

Aguilar,  Octavio 

671 

35 

1922 

Alvarado,  Miguel  A 

696 

44 

Alvarado,  Juan  B 

5 2 

1922 

Amézquita  E.,  Pedro  .... 

698 

44 

Avila,  Emeterio 

7 3 

1924 

Asturias,  Miguel  Angel  . . , 

717 

51 

Arévalo,  Rafael 

18  5 

1924 

Arellano  h.,  Daniel  .... 

719 

52 

Acuña,  Francisco 

20  6 

1924 

Alarcón  S.,  Raúl 

723 

53 

Alfaro,  Antonio 

54  17 

1924 

Alvarado,  J..  Jesús 

737 

58 

Aguilar,  Sinforoso 

72  24 

1925 

Alvarez  Lobos,  Miguel  . . . 

758 

66 

Aragón,  Juan  P 

78  26 

1925 

Aguilar  Fuentes,  Gregorio  . 

763 

67 

Aguilera,  Julián 

80  27 

1926 

Asturias  Quiñónez,  Miguel  . 

778 

73 

Ayala,  Francisco 

83  27 

1927 

Arroyave,  Horacio 

797 

81 

Arias,  Alejo 

84  28 

1927 

Alvarez,  Virgilio 

812 

85 

Acabal,  Tomás 

91  30 

1928 

Armijo,  Modesto 

824 

91 

Amézquita,  Elíseo 

96  32 

1928 

Arenales,  Alejandro  .... 

837 

96 

Arias,  Federico 

122  41 

1929 

Avila  Alvarado,  Joaquín  . . 

852 

101 

Arias,  Alejo 

133  44 

1930 

Alvarez  P.,  Ramón 

865 

105 

Arroyo,  Alfonso  L 

134  44 

1930 

Arias,  Carlos  Alberto  , . . 

877 

109 

Arroyo,  Javier  A 

135  45 

1930 

Alvarez,  J.  Juan 

879 

lio 

Arrióla,  Moisés 

144  47 

1930 

Alonzo,  C.  Francisco  .... 

881 

lio 

Alfaro,  Prudencio  . . . . 

154  51 

1930 

Alvarez  P.,  Ramón 

887 

112 

Amézquita,  Adolfo 

161  53 

1931 

Anzueto  V.,  Rodrigo  .... 

900 

117 

Aguiluz,  Alberto 

167  54 

1932 

Aguilar  Puentes,  Efraín  . . 

909 

120 

Alonso  Barahona,  Luis.  . . . 
Andreu,  Antonio 

170  55 

173  56 

1932 

Almengor  R.,  Adolfo  . . . 

912 

121 

Avila  Echeverría,  Enrique.  . 

198  63 

Aceña,  Vicente 

208  66 

B 

lomo  1 

Aragón  Dardón,  Fernando.  . 

214  67 

Alvarado,  Guilermo 

219  68 

1886 

Beteta,  José  A 

39 

12 

Altamirano,  Adolfo 

228  70 ' 

1888 

Berges,  Clodoveo 

58 

18 

Arandí,  Mánuel 

234  71 

1888 

Blanco,  Juan  B 

64 

22 

Asturias,  Ernesto 

238  72 

1889 

Barrios  M.,  Juan 

88 

29 

Azmltia,  Gabriel  Adolfo  . . . 

242  73 

1890 

Bustillo,  Fidel 

101 

34 

Alvarado,  Rafael 

268  80 

1891 

Barrientes,  Daniel  .... 

lio 

37 

Arana  S..  Manuel 

315  96 

1891 

Barrios,  Teófilo 

114 

38 

Azpuru,  José 

221  98 

1892 

Bonilla,  César 

136 

45 

Alvarado,  Juan  C 

359  lio 

1893 

Bustillo,  Miguel  O 

143 

47 

Alcides  López,  Ignacio  . . , 

387  129 

1893 

Blandón  y J.,  Francisco  . . 

158 

52 

Amado,  Rodrigo 

430  i 146 

1893 

Berdúo,  Mariano 

162 

53 

Aparicio  Y.,  Héctor 

441  150 

1894 

Barahona,  Luis  Alonso  . . 

170 

55 

Asturias,  Alberto 

444  151 

1896 

Barrientes,  Rubén  R.  . . . 

225 

69 

Alvarado,  Miguel  T 

...  153 

1897 

Barahona,  Pedro 

235 

72 

Arenas,  José  L 

469  167 

1898 

Barillas  V.,  José 

261 

78 

Alvarado  T.,  Bernardo  . . . 

489  174 

1898 

Barrientos,  José 

269 

81 

Aguilera  Montes,  Trinidad.  . 

474  169 

1998 

Barniónd,  Julio 

272 

82 

Aguilar,  Trinidad  E 

492  175 

1899 

Bocanegra,  Angel  María  . . 

275 

83 

Asturias  D.  Alberto 

.498  177 

1900 

Bocanegra,  Enrique  .... 

305 

93 

Aragón  Gálvez,  Luis 

494  176 

1900 

Bocanegra,  Jorge 

322 

99 

Arce,  H.  Herlindo 

505  180 

1900 

Barillas  P.,  José 

325 

100 

Arenales,  Alejandro 

536  190 

1900 

Bracamonte,  Miguel  .... 

329 

101 

Alvarez  Ordóñez,  Marcelino. 

534  190 

1902 

Barrios,  Rodrigo  J 

402 

135 

Amézquita,  F.  Elíseo  .... 

546  194 

1902 

Berganza,  Isauro 

404 

136 

Arce,  Herlindo 

550  195 

1905 

Bonilla,  Miguel  A 

446 

151 

Avila  Alvarado,  Joaquín  . . 

663  199 

1905 

Blanco  Z.,  Héctor 

450 

155 

Alarcón,  Alfredo 

570  203 

1905 

Berganza,  Desiderio  .... 

454 

156 

1906 

Bermejo,  Arturo 

161 

Aguilar  Fuentes,  Adalberto  . 

584  2 

1910 

1912 

Barrios,  Amadeo 

Bolaños,  Javier 

527 

544 

187 

193 

Andrade  Z.,  J.  Ernesto  . . . 

590  4 

1914 

Barrios  Solís,  Francisco  . . 

201 

Aqueche  R.,  Alejandro  . . . 

591  4 

Alvarez  Pérez,  Valentín  . , 

615  13 

Aguirre,  Antonio  F 

619  15 

Alarcón  O.,  Alfredo  .... 

624  17 

1917 

Buitrago,  Ernesto 

597 

6 

Alvarado,  Lisandro i 

663  32 

1919 

Beltranena,  Luis 

625 

17 

Arg-ueta  S.,  Alberto 

664  34 

1920 

Barillas  V.,  José 

638 

22 

1885 

1885 

1885 

1885 

1888 

1888 

1889 

1889 

1889 

1889 

1889 

1889 

1891 

1892 
1892 

1892 

1893 
1893' 

1893 

1894 
1894 

1894 

1895 

1895 

1896 
1896 

1896 

1897 

1897 

1898 
1898 
1900 

1900 

1901 

1902 
1904 

1904 

1905 

1905 

1906 

1907 
1907 

1907 

1908 
1908 

1908 

1909 
1911 
1913 

1913 

1914 
1914 


1915 

1916 
1916 
1918 

1918 

1919 
1921 
1921 
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Año 

APELLIDO  V NOMBRE 

1:1 

s 1 
z J 

.2 

“o 

El. 

1921 

Beltranena,  Emilio 

652 

26 

1921 

Barrutia  C.,  Luis 

662 

31 

1921 

Beltranena,  Rafael  . . . . 

665 

33 

1921 

Barrientos,  Luis 

668 

34 

1922 

Barillas  González,  Adolfo  . 

673 

36 

1922 

Bustamante,  h..  Abraham  . 

686 

40 

1922 

Barrios  M..  Abel 

690 

42 

1922 

Barrios,  Augusto  Neri  . . . 

692 

42 

1922 

Barrios,  Luis  Gerardo  . . . 

705 

46 

1927 

Balcárcel,  José  Luis 

801 

82 

1927 

Barrios  Rivera,  José  María  . 

804 

83 

1928 

Barrientos,  José  Luis  . . . 

838 

96 

1928 

Biguria,  Gabriel 

839 

96 

1928 

Bocanegra  R.,  Enrique  . . 

840 

97 

1929 

Bccanegra  Fuentes,  Jorge  . 

857 

102 

1930 

Barrios  Solis,  Francisco  . ’. 

874 

108 

1930  , 

Barrios  M.,  F.  Everardo  . . 

888 

113 

1933 

Barrios  Pedrosa,  Emilio  . . 

932 

127 

1933 

Barillas  Valenzuela,  José  . 

937 

129 

C 

Tono  1 

1 

1886 

Cardona,  Manuel 

25 

8 

1888 

Chévez,  Mariano 

60 

19 

1888 

Calderón,  Manuel  F 

64 

21 

1888 

Chacón,  Miguel 

67 

22 

1889 

Cabrera,  Juan  F 

81 

27 

1890 

Colom,  Santiago  L 

98 

33 

1890 

Cálix  H.,  Francisco  .... 

103 

35 

1891 

Coronel  Matus,  Manuel  . . 

116 

39 

1891 

Corleto,  Salvador 

120 

40 

1892 

Contreras,  Francisco  .... 

124 

41 

1892 

Castellanos,  Jacinto  . . . . 

130 

43 

1893 

Cajas,  Federico 

157 

52 

1893 

Chévez  y Romero,  Mariano 

140 

46 

1893 

Chávez,  José  Rosa 

150 

49 

1893 

Calderón,  Juan 

160 

52 

1894 

Cruz  Reyes,  Ezequiel  .... 

175 

57 

1894 

Carranza,  Jesús  E 

178 

58 

1894 

Castillo,  J.  Joaquín  . . . . 

181 

58 

1894 

Cardoza,  Gregorio 

185 

59 

1895 

Corea,  Luis  F 

194 

62 

1895 

Castillo,  Juan  de  Dios  . . 

204 

65 

1896 

Cruz  Plores,  Manuel  . , . . 

221 

68 

1896 

Conde,  Juan  Jerónimo  . . . 

229 

70 

1897 

Contreras,  Ricardo 

248 

75 

1898 

Calderón,  Mariano 

252 

76 

1898 

Conde,  Daniel 

257 

77 

1899 

Castillo  Monterroso,  Pranc. 

283 

85 

1899 

Colom,  Benjamín  L 

300 

90 

1900 

Cabrera,  H.  Abraham  . , . 

332 

102 

1900 

Castellón,  h.,  Justo  . . , . 

337 

103 

1901 

Cadena,  Ramón 

343 

105 

1901 

Cruz,  Julián 

345 

106 

1901 

Castañeda,  Ricardo  C.  . . . 

360 

lio 

1901 

Córdova,  Jacinto 

357 

111 

1901 

Castañeda,  Antonio  .... 

364 

113 

1902 

Camey,  Alberto 

391 

130 

1902 

Calvillo,  Esteban 

395 

133 

1903 

Colindres  Z.,  Néstor  .... 

415 

141 

1904 

Cumes.  José  María  . . . . 

438 

149 

1905 

Catalán.  Nicolás 

449 

152 

1905 

Carrascosa,  Felipe  L 

453 

156 

1906 

Charnaud,  José  Luis  .... 

463 

163 

1909 

Calvo  C.,  Raúl 

515 

183 

1910 

Cuevas,  Angel  '. 

520 

185 

1911 

Carbonell  R.,  Federico  . . . 

529 

188 

1912 

Charnaud,  Augusto  .... 

539 

191 

1914 

Castellanos,  Carlos 

569 

202 

Añu 


1915 

1916 
1916 
1918 
1918 
1918 

1918 

1919 

1919 

1920 

1920 

1921 

1922 
1922 

1922 

1923 
1923 

1923 

1924 

1924 

1925 
1925 
1925 
1925 

1925 

1926 
1926 

1926 

1927 
1927 
1927 
1927 

1927 

1928 
1928 
1928 

1928 

1929 
1929 
1929 

1929 

1930 

1930 

1931 
1930 
1930 

1932 
1932 

1932 

1933 
1933 


1885 

1886 
1886 
1890 
1890 

1893 

1894 
1894 
1894 
1898 
1900 
1900 

1900 

1901 
1904 


APELUDO  Y NOMBRE 


Tomo  II 


Castillo,  Rafael i 580  1 

Catalán  Prem,  Nicolás  ...  585 ' 2 

Carrascosa,  Felipe  L 589 , 4 

Camey,  Alberto  C 609;  11 

Cifuentes  Monzón,  Max  . . , 611 1 12 

Camargo,  José  Ma.  Sergio  . 617  14 

Cuevas  del  Cid,  Angel  . . . 620  15 

Castañeda  Godoy,  Federico . 627  \ 18 

Cifuentes  Soto,  Alfonso  . . 628  j 18 

Coronado  Aguilar,  Manuel  . 632 1 20 

Cerezo,  Celso  D 637  21 

Campos,  Guillermo 664 ; 32 

Contenti,  Pedro 680  38 

Castellanos,  Avelino 689  i 41 

Cadena,  Ramón 692  ’ 42 

Carrillo  Ramírez,  Salomón  . 712 1 49 

Cruz,  Antonio 713  50 

Castillo,  José  L 715  50 

Cueva,  Raúl  R 722  53 

Castillo  Vega,  Antonio  . . . 731  56 

Castellanos  A..  Rafael  . . . 750  63 

Chévez,  José  Arcadlo  ....  752  64 

Cerezo,  Celso  D 637  : 65 

Chacón,  Rafael  H 759  66 

Córdova  Cerna,  Juan  . . . 764‘  68 

Castejón  Fiallos,  Miguel  . . 775  12 

Cuestas,  Rafael  Antonio  . . 776  73 

Cabrera  E.,  José  1 777  73 

Carrillo,  h.,  Francisco  . . . 794  80 

Carrillo,  Alfonso 795 ' 80 

Chinchilla  A.,  Salvador  . . . 810  85 

Cabrera  Vela,  Héctor  ....  811  85 

Carrillo  Ramírez,  Humberto.  818  88 

Cabrera  Martínez,  Guilermo.  825  91 

Cabrera  Vela,  Héctor  . . . 828  92 

Castellanos  G.,  Ramiro  . . . 830  , 93 

Centeno,  Arturo  E 833  i 94 

Cuevas,  Angel 846 ! 99 

Carrillo  Ramírez,  Salomón  . 848  99 

Cerezo,  Celso  D 851  100 

Chévez,  José  Arcadlo  . . . 856 ' 102 

Cáceres  Lenhoff,  Eduardo  R.  867  106 

' Cáceres,  Víctor  Manuel  . . . 873  108 

Castillo,  José  León 889  113 

Cruz  Franco,  Héctor  ....  892  114 

Castro  Conde,  Humberto  . . 893  ; 114 

Cabrera  Alvarado,  Isaí.  . .•  . 904 ' 118 

Centeno,  Arturo  E 916  122 

Cifuentes  Monzón,  Max  ...  920  ' 123 

Cifuentes,  Rogelio  B 925  125 

Chávez,  José  Palemón  '.  . . 926  ; 125 

D ' Tomo  I 

Diéguez,  Manuel 11  ' 4 

Díaz  Durán,  José 33  10 

De  León,  Ensebio 40  12 

De  León,  Marcelo 102  35 

Duarte,  Silvano 105  36 

Dávila,  Miguel  R 142  46 

De  León,  Pedro 166  54 

De  León,  Calixto 254  . 77 

Diaz,  Elíseo  J 256  77 

De  León,  Filatíelfo 273  82 

De  León,  Francisco  H.  . . . 217  97 

Dardón,  Luis 334  ' 102 

Dardón,  Antonio 335  103 

De  León,  Domingo 351  ' 108 

De  León  Flores,  León  . . . 423  144 
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.2 

[2 

Año 

APELLIDO  Y NOMBRE 

Nuoi,  de  Ja 

inscripción 

O 

1906 

Duque,  Fidencio 

471 

168 

1914 

Funes,  Francisco  A 

572 

203 

1908 

De  León,  Alberto 

496 

176 

1911 

Plores  B.,  Leonardo  .... 

528 

188 

1912 

De  León,  Carlos 

542 

192 

1915 

Fuentes,  Salomé  J 

578 

205 

1914 

Delgadillo,  Juan  T 

576 

205 

Tomo  11 

1917 

1923 

1923 

1924 

1926 

1927 

1928 

1928 

1929 
1931 

De  León  Manrique,  Lisandro . 
Díaz  Medrano,  Teodoro  . . 
Dávila  Córdova,  Guillermo  . 
De  León  Cardona,  Manuel  . 
Delgadillo  Zamora,  Pranc.'  . 
Dávila  Barrios,  Valentín  . . 
Delgadillo  Zamora,  Pranc.  . 

Díaz  V.,  Miguel 

De  León,  Carlos 

Dávila  Barrios,  Valentín  . . 

604 

710 

711 
721 
771 
796 
835 
843 
855 
903 

lomo  II 

9 

48 

49 
52 
71 
80 
95 
98 

102 

118 

1916 

1917 
1920 
1922 
1922 
1925 
1927 
1930 
1930 
1930 

Fernández  Rosa,  Valentín  . 

; Fuentes,  Salomé  J 

Falla,  José 

Flores  Barrios,  Joaquín  . . 
Fonseca  Palomo,  Ramiro  . . 
Flores,  José  Adalberto  . . . 
Fernández  Córdova,  Juan  . 
Flores,  Víctor  Ramiro  .... 
Fernández  Córdova,  Carlos. 
Figuero,  Alfredo  E 

587 

599 

630 

675 

683 

760 

821 

869 

882 

884 

3 

7 

19 

37 

39 

66 

90 

106 

m 

111 

E 

Tomo  [ 

G 

Tomo  1 

1885 

1890 

1891 

1893 

1894 
1896 
1896 
1899 

1899 

1900 

1900 

1901 

1901 

1902 
1904 
1907 
1907 
1907 

Estrada,  Arcadlo 

Escobar,  J.  Angel 

Estévez,  Víctor  M 

Eguízábal  y Morán,  Adolfo  . 

Escobar,  Riomán 

Escobar,  José  María  . . . . 

Estrany,  Luis 

Echeverría,  Domingo  S.  . . 
Estrada  Monzón,  Reginaldo, 
Escobar  Espinoza,  Delfino  . 
Espinoza,  Pedro  Rafael  . . . 
Echeverría,  Buenaventura  , . 

Echeverría,  Juan  M 

Estrada  Orantes,  Félix  . . . 
Echeverría  y Vidaurre,  Man. 
Escobar  A.,  Filiberto  . . . . 

Escobar,  Alfredo 

Escobar,  Vicente 

14 

108 

112 

163 

168 

211 

223 

267 

204 

312 

324 

353 

363 

394 

427 

483 

493 

561 

4 

37 

38 
53 
55 
66 
69 
80 
92 
95 
99 

108 

113 

133 

145 

172 

175 

1885 

1886 
1886 
1887 
1889 
1889 
1889 
1892 

' 1894 

1894 

1895 
1895 

1895 

1896 

1898 

1899 

1900 

1901 

1902 

Godoy,  J.  Antonio 

Gódoy,  Daniel 

Godoy,  Alberto 

González,  Juan  Ignacio  . . 

González,  Manuel  A 

González  Saravia,  Ramón  . 
Gómez  Urruela,  Benjamín  . 

Girón,  Eduardo 

González,  Ricardo 

González  P.,  José 

González,  Carlos 

González,  José  Francisco  . 

Guerra,  Pío 

Garín  y Quintero,  Juan  . . 

Girón,  Abel 

Girón  y Girón,  Antonio  . . 

García,  Arturo  F 

Guillén,  Juan  Ramón.  . . 
González,  Eulogio 

16 

22 

23 

50 

77 

87 

93 

132 

180 

182 

192 

193 
205 
218 
258 
303 
316 
347 
377 

5 

7 

7 

15 

26 

29 

31 

44 

58 

59 
61 
61 
65 
67 
78 
92 
97 

107 

121 

lomo  M 

1902 

Gutiérrez  Navas,  Daniel  . . . 

380 

124 

1915 

Escalante,  Daniel 

582 

1 

1902 

Guerra  V.,  Salvador  .... 

386 

129 

1923 

Escobar,  Demóstenes  .... 

707 

47 

1904 

Guzmán.  Miguel 

424 

144 

1924 

Espinoza,  Emilio 

734 

57 

1904 

Guillén,  Juan  Antonio  . . . 

428 

173 

1925 

Erazo  R.,  Alberto 

745 

61 

1904 

García  R.,  Max 

437 

148 

1925 

Echeverría,  M.  Jesús  .... 

748 

62 

1906 

Gálvez  Molina,  Rodolfo  . . 

464 

163 

1933  ; 

Escalante,  Daniel 

935 

128 

1906 

Gil,  Miguel  Alfredo 

465 

164 

1907 

Grajeda,  Vicente 

481 

171 

F 

lomo  1 

1907 

Guzmán,  J.  Alfredo 

488 

174 

1885 

Fonseca,  Pedro 

6 

1908 

González,  Angel 

495 

176 

2 

1912 

García  Salas,  Marcial  . . . 

540 

192 

1886  ' 

Farfán,  José  

27 

8 ' 

1912 

González  Poza,  José  Neri  . . 

541 

192 

1886 

Foronda,  Manuel  J.  . . . . 

32 

10 

1914 

Girón  E.,  Emeterio 

575 

204 

1887 

Flores  y Flores,  José  .... 

53 

16 

1889 

Fernández,  Benito 

76 

25 

Tomo  ]J 

1891  ! 

Fernández,  Valentín  .... 

109 

37 

1893 

Fajardo,  Francisco < 

147 

48 

1916 

Gálvez  S.,  Alfonso 

595 

6 

1893 

Fernández  Rosa,  Valentín.  .| 

146 

48  ; 

1916 

Gutiérrez,  Doroteo 

598 

7 

1893 

Flamenco.  José ’ 

156 

51 

1918 

García  Alvarado,  h.,  Manuel 

606 

10 

1894  ' 

Fiallos,  Ramón 

177 

57 

1920 

González  Sierra,  Antonio  . 

641 

23 

1896 

Fajardo,  Joaquín 

213 

67 

1920 

González  Campo,  José  . . . 

647 

25 

1896  , 

Fiallos,  Juan  D 

215 

67  ^ 

1923 

García  Iglesias,  Salvador  . 

706 

47 

1899 

Plores  B.,  Leonardo  .... 

289 

86 

1924 

Girón  h.,  J.  Eduardo  .... 

726 

54 

1899 

Fortuny,  Juan 

290 

87 

1924 

García  Alvarado,  h.,  Manuel 

729 

55 

1900 

Flores  Loarca,  Rafael  . . . 

308 

94 

1924 

Gómez,  Silverio 

733 

56 

1900 

Fuentes,  Domingo  R.  . . . 

328 

100 

1925 

Gómez  Robles,  Julio  .... 

740 

59 

1901 

Fonseca,  Francisco  .... 

367 

117 

1925 

Galdámez  V.,  Joaquín  .... 

743 

60 

1902  1 

Fuentes  Pedro  V 

374 

119 

1925 

Girón,  Carlos  Alfredo  . . . 

753 

64 

1904  ' 

Franco,  Juan  B 

422 

144 

1925 

Guzmán,  J.  Alfredo  .... 

765 

68 

1905  ¡ 

Farfán,  Manuel  G 

455 

156 

1926 

González,  Tomás 

770 

70 

1906  i 

Fernández,  Ramiro 

467 

164 

1926 

Girón,  Ramiro 

774 

72 

1910  1 

Franco  R.,  Manuel 

519 

185 

1926 

Galicia,  David  E 

785 

76 

1910 

Fernández.  Guillermo  . , . 

522 

186 

1926 

Girón  Zirión,  Carlos  .... 

788 

77 

1914 

Flores,  Antonio 

568 

202 

1927  , 

García  Granados,  Jorge  . . 

817 

87 
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'3  en 

O 

1928 

García,  Arturo  T 

829 

93 

1899 

Lemus,  Buenaventura.  . . . 

292 

87 

1929 

García  Iglesias,  Salvador  . 

854 

101 

1899 

López  C.,  J.  Emigdio 

297 

89 

1930 

García  Salas,  Marcial  . . . 

861 

104 

1899 

López  Colóm,  Benjamín.  . . 

300 

90 

1930 

González  Herrera,  Miguel  . . 

862 

104 

1901 

.XiOwenthal,  .Roberto 

355 

109 

1932 

González,  Luis  Arturo  . . . 

908 

119 

1901 

Lemus,  Ignacio 

368 

117 

H 

Tomo  1 

1901 

Lola  M.,  José  D 

378 

120 

1903 

Lemus,  Benjamín 

406 

136 

1893 

1895 

1895 

1899 

1903 

1904 
1906 

Herrera,  Víctor  Mánuel  . . 

Herrarte,  Joaquín 

Herrera,  Alberto 

Herrera,  Delfino 

Hor jales.  Octavio 

Hernández  P.,  Alfredo  . . . 
Hidalgo  Navas,  José  . . . . 

145 

189 

209 

281 

417 

439 

457 

48 

60 

66 

84 

142 

149 

159 

1903 

1904 
1904 
1907 
1909 
1914 
1916 

López,  José  María.  . . . 

Lara  G.,  Leonardo 

Luna,  Felipe 

Larios,  Gilberto 

Lavagnino,  Guillermo.  . . . 

Lacayo,  Tácito 

Lima,  Jerónimo 

413 

426 

436 

482 

508 

573 

577 

141 

145 

148 

172 

181 

204 

205 

1909 

Herrarte,  Manuel  S 

511 

182 

Lima  L.,  Jerónimo 

Tomo  II 

1910 

Herrera,  Federico 

517 

184 

1918 

622 

16 

1911 

Herrera,  Alberto 

532 

189 

1921 

López  Ponce,  Marcos.  . . . 

658 

29 

1913 

Hurtado  P.,  José  Lorenzo  . . 

556 

197 

1922 

López,  Julio  E 

676 

37 

1913 

Herrera,  Manuel  A 

. 

1922 

Lemus,  José  Luis 

700 

45 

1925 

Lanza  Ramos,  Emeterio.  . . 

751 

63 

1917 

1917 

1921 

1921 

1922 
1924 
1927 
1930 

Hidalgo  Navas,  José  . . . . 

Herrera,  J.  Miguel 

Herrera,  Flavio 

Hernández  Somosa,  Jesús  , . 
Hernández  Polanco,  Alfonso 
Hernández,  José  Oqueli  . . . 

Herrera,  Víctor  M 

Herrera  C,,  Sarbelio  . . . . 

600 

602 

655 

672 

678 

735 

822 

878 

8 

8 

28 

36 

38 

57 

90 

109 

1925 

1926 
1626 

1929 

1930 
1921 

1932 

1933 

Lemus,  José  Luis 

Linares  Letona,  Augusto.  . 
López,  Manuel  Antonio.  . . 

Lara,  Leonardo 

López  Cifuentes,  Francisco. 

Leal,  Julio  Héctor 

López  Cifuentes,  Francisco. 
López  Durán,  Luis  Edmundo. 

747 

783 

784 
860 
863 
891 
910 
929 

59 

75 

75 

103 

104 
114 
120 
126 

1930 

Herrera  R.  Guillermo  , . . 

880 

lio 

M 

1932 

Herarte  G,,  Alberto 

905 

118 

Tomo  1 

1885 

Marroquín,  Vicente 

2 

1 

1885 

Montenegro,  J.  Miguel.  . . 

4 

2 

1896 

Irías,  Julián 

231 

71 

1886 

Marroquí»,  Guillermo.  . . . 

26 

8 

1901 

Ibarra,  Jesús 

365 

114 

1886 

Meoño,  Rafael 

30 

9 

Tomo  il 

1886 

Martínez  Sobral,  Enrique.  . 

31 

10 

1918 

Ibáñez,  Pedro  Antonio  , . 

610 

11 

1887 

Molina,  Luis  F 

45 

14 

1922 

Izaguirre  G.,  César 

684 

40 

1887 

Meneos,  Agustín 

52 

16 

1924 

Ibarra  Z.,  Valerio 

724 

53 

1888 

Monterroso,  h.,  José  Ma.  . . 

56 

17 

1924 

Ibarra  Rojas,  Aníbal  .... 

736 

57 

1888 

Martínez  Rodas,  Rafael.  . . 

57 

18 

1925 

Idígoras  F.,  Alvaro 

761 

67 

1888 

Mérida,  Santiago  S 

62 

20 

1 

Tomo  1 

1888 

Meneos,  Alberto 

63 

20 

J 

1888 

Marroquín,  José  María  . . . 

69 

23 

1914 

Juárez  Vargas,  Manuel  . . . 

562 

199 

1888 

Maldonado,  Estorgio  .... 

71 

23 

1914 

Juárez,  J.  Gilberto 

1889 

Murga,  Rafael 

79 

26 

1889 

Micheo,  Dámaso 

82 

27 

1932 

Jiménez  Pinto,  Juan  Man.  . 

923 

124 

1889 

Medina,  José  A 

89 

30 

1933 

Jordán,  Baudilio 

931 

127 

1889 

Morales,  Víctor  J 

97 

32 

1933 

Jiménez  Pinto,  Juan  Man.  . 

934 

128 

1889 

1890 

Morales,  Francisco 

Moreno,  Adolfo 

ÍÓ4 

33 

36 

K 

lomo  1 

1891 

Méndez,  J.  Antonio 

113 

38 

1888 

Klée,  J.  Manuel 

61 

19 

1892 

Mendoza,  Enrique 

128 

43 

1892 

Martínez,  José  Vicente  . . . 

129 

43 

1626 

Klussman,  Carlos 

780 

74 

1893 

1893 

Mazariegos,  Francisco  . . . 
Morales  U.,  Jorge 

148 

151 

49 

50 

L 

Tomo  I 

1894 

Martínez  R.,  Manuel  .... 

172 

56 

1894 

Martínez,  Carlos  J 

176 

57 

1887 

Larrave,  Nicolás 

48 

15 

1895 

Monteagudo,  José  J 

187 

60 

1887 

López,  Feliz,  Ma 

49 

15 

1895 

Mlartínez,  Juan  Antonio  . . . 

188 

60 

1887 

Leiva,  Felicito 

51 

16 

1895 

Mazariegos,  Antonio  .... 

199 

63 

1889 

Lara,  José 

75 

25 

1895 

Menéndez,  Pedro  J 

200 

64 

1889 

Loucel,  Víctor  Manuel.  , . . 

85 

28 

1895 

Miralda,  Timoteo 

202 

64 

1889 

López,  Marco  E 

95 

32 

1895 

Medrano,  José  A 

207 

35 

1893 

Luna,  Pedro  E 

153 

50 

1896 

Muñoz,  Enrique 

212 

67 

1893 

Lozano,  Enrique 

159 

52 

1896 

Molina,  Ramón  P 

216 

67 

1894 

Lobos,  Manuel  Edmundo.  . . 

171 

56 

1896 

Morales,  Carlos  Federico  . . 

217 

67 

1894 

Lazo,  José  María 

179 

58 

1896 

Mejía,  Francisco  J 

224 

69 

1896 

López,  J.  Filiberto 

222 

68 

1896 

Morales,  Domingo 

229 

70 

1897 

López,  Bernardino 

240 

73 

1897 

Madriz.  José 

232 

71 

1897 

Leiva,  Abel 

243 

74 

1897 

Molina,  José  María  .... 

72 

1899 

Lainez,  Silverio 

276 

83 

1897 

Madrid,  Antonio 

245 

74 
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"o 

b. 

1897 

Montes,  Manuel 

247 

75 

1897 

Meza,  Salvador 

249 

75 

1898 

Meza,  Julio  C 

265 

80 

1898 

Morales  y Morales,  J.  M.  . . 

271 

81 

1899 

Midence,  Ricardo 

277 

83 

1899 

Morales,  Jesús 

285 

85 

1899 

Mata  C.,  Juan 

293 

87 

1899 

Martínez,  Procopio 

294 

88 

1899 

Mérida,  Roberto 

298 

89 

1899 

Marroquín,  Manuel  V.  . . . 

301 

91 

1899 

Mérida,  Vicente  Antonio  . . 

95 

1900 

Mora,  Manuel  A 

313 

96 

1900 

Molina  I.,  Tácito 

323 

99 

1900 

Martínez  Sobral,  Manuel  . . 

326 

100 

1900 

Morales,  Ramón 

331 

101 

1900 

Medina,  Tobías 

333 

102 

1900 

Matos,  José 

340 

104 

1901 

Miralda,  Adolfo 

352 

108 

1901 

Mérida,  Agustín  R 

367 

115 

1902 

Mérida,  Juan  S 

381 

124 

1902 

Medina,  José  A 

383 

125 

1902 

Méndez,  J.  Antonio 

384 

125 

1902 

Mazier,  Octavio  A 

382 

127 

1902 

Mehlman,  Enrique  R 

388 

129 

1902 

Menéndez  A.,  Daniel  . . . . 

392 

130 

1902 

Mérida,  Vicente  Antonio  . . 

131 

1902 

Menéndez,  Eladio 

397 

134 

1903 

Morales,  Federico  ..... 

405 

136 

1904 

Mayorga,  José  D 

434 

148 

1904 

Montoya,  Mariano 

440 

149 

1905 

Menéndez,  Francisco  . . . . 

446 

151 

1905 

Montes,  Rafael 

451 

155 

1906 

Mena,  José  Francisco  . . . 

459 

160 

1906 

Muñoz,  Bernabé 

461 

160 

1906 

Meneos,  Alberto 

462 

163 

1907 

Meoño,  Rafael 

477 

170 

1907 

Muñoz,  Enrique 

487 

173 

1909 

Mendoza,  Luis 

506 

180 

1909 

Martínez,  Vitalino 

513 

183 

1909 

Mehlmann,  Enrique  R.  . . 

388 

183 

1910 

Mejicanos,  Virgilio 

521 

185 

1912 

Mena,  Marcos 

543 

193 

1912 

Mendizábal,  José 

545 

193 

1913 

Martínez,  Hermógenes  . . . 

553 

196 

1913 

Matos,  Roberto 

558 

198 

1913 

Medina,  J.  Francisco  .... 

559 

198 

1913 

Mendieta,  Juan  Carlos  . . . 

560 

198 

Tomo  11 

1915 

Morales,  Pedro  R 

583 

2 

1916 

Molina  P.,  Darío 

592 

5 

1916 

Mehlman,  Enrique  R.  . . . 

593 

5 

1917 

Mariscal,  Avelino  F 

603 

9 

1918 

Mijangos,  Víctor  M 

605 

9 

1918 

Martínez  M.,  Octavio  .... 

613 

13 

1920 

Mendoza,  Juan  M 

639 

22 

1921 

Mazariegos  L.,  Encarnación  . 

656 

28 

1922 

Martínez  Perales,  Juan  Ant. 

679 

38 

1922 

Martínez  Perales,  Julio  César 

682 

39 

1922 

Montúfar,  Abel  Virgilio  . . . 

686 

40 

1924 

Mejía  Moreno,  Luis 

732 

56 

1925 

Midence,  Ricardo 

746 

61 

1925 

Marroquín  Rojas,  Clemente  . 

755 

65 

1926 

Menéndez  F.,  Reginaldo  . . 

767 

69 

1927 

Murga,  Rafael  Oscar  .... 

809 

89 

1927 

Manrique  Ríos,  Adán  .... 

816 

87 

1927 

Martínez  D.,  Vitalino  . . . 

818 

88 

1927 

Martínez  Oliva,  Carlos  . . . 

819 

89 

1930 

Moscoso,  José  María  .... 

864 

105 

1930 

Morales  Dardón,  Hermán  . . 

875 

108 

1930 

Matos,  Roberto 

885 

112 

Año 

APELUDO  y NOMBRE 

Núm.  de  la 

inscripción 

O 

"o 

b. 

1931 

Martínez,  h.,  Carlos  J.  . . . 

898 

116 

1932 

Menéndez  de  la  Riva,  Gzalo. 

906 

119 

1932 

Méndez  Montenegro,  Marcial 

915 

122 

1933 

Mayorga  Franco,  Juan  . . . 

930 

127 

N 

Tomo  1 

1889 

Narciso,  Juan  B 

86 

28 

1894 

Nuila,  Rafael 

164 

54 

Tomo  II 

1921 

Nájera  Cabrera,  Antonio  . . 

651 

26 

1930 

Nuila,  Eugenio 

870 

107 

O 

Tomo  1 

1885 

Ortiz,  Constantino 

3 

2 

1894 

Ozaeta,  José 

165 

54 

1896 

Ordóñez,  Carlos  A 

218 

67 

1896 

Orellana,  Juan  R 

220 

68 

1896 

Orozco,  Serapio 

227 

70 

1899 

Obregón,  Virgilio 

287 

86 

1900 

Osoríb,  Juan  de  Dios  .... 

327 

100 

1901 

Ortiz  Sánchez,  Ricardo  . . 

366 

117 

1902 

Ordóñez  Solis,  Rafael  . . . 

399 

134 

1910 

Ovalle,  Manuel  T 

525 

187 

1914 

Ortega,  J.  Gilberto 

564 

200 

Tomo  11 

1922 

Orozco  G.,  Egberto 

677 

37 

1922 

Orellana,  h.,  Fernando  . . . 

699 

45 

1927 

Orantes  V.,  Alfonso 

799 

79 

1927 

Orellana,  h.,  Manuel  .... 

808 

84 

1930 

Oliva  P.,  Simón  R 

886 

112 

P 

Tomo  1 

1886 

Pérez  Quiñónez,  Santiago  . . 

24 

7 

1886 

Polanco,  E.  José 

38 

12 

1887 

Prado,  F.  Neri 

42 

13 

1887 

Pininos,  Daríos 

44 

13 

1889 

Penagos,  Pedro 

74 

25 

1892 

Pimentel,  Eulogio 

126 

42 

1894 

Paz,  Manuel 

.169 

55 

1894 

Pérez,  Fabián  A 

174 

56 

1895 

Pineda  de  Mont,  h.,  Rjafael  . 

190 

61 

1897 

Palma,  Baudilio 

246 

74 

1898 

Pineda  de  Mont,  h.,  Rafael  . 

263 

79 

1899 

Piñol,  Rafael 

296 

89 

1900 

Pacheco,  Jorge  A 

318 

97 

1900 

Palma,  Francisco 

336 

103 

1900 

Pimentel  C.,  Leopoldo  . . . 

319 

98 

1900 

Palláis,  Elias 

342 

105 

1900 

Portilio,  Javier 

338 

104 

1900 

Paredes,  Abel 

341 

104 

1901 

Portillo  R.,  Manuel 

350 

107 

1902 

Prado  R.,  Felipe 

385 

129 

1902 

Pivaral,  David 

400 

135 

1902 

Ponce  S.,  Filiberto 

401 

135 

1902 

Padilla,  Adolfo 

403 

135 

1903 

Padilla,  Rafael  N 

407 

137 

1903 

Padilla,  Faustino 

414 

141 

1903 

Pellecer,  Juan  José 

416 

142 

1904 

Pérez,  Juan  J 

433 

147 

1905 

Pinetta,  José  L 

447 

152 

1906 

Polanco,  José  Arturo  .... 

458 

159 

1906 

Palma,  Cecilio 

466 

164 

1907 

Paz  de  León,  Prudencio  . . 

490 

174 

1908 

Peliecer  C.,  Julio 

500 

178 

1908 

Pasquier,  Gregorio 

502 

178 

1911 

Pacheco  Marroquín,  Carlos  . 

533 

189 

78 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


Año 

APKLLIDO  Y NOMBRE 

1 

Num,  de  la 
inscripción  , 

1915 

r 

Pivaral,  Salomón 

581 

1917 

Pardo,  Ernesto 

601 

1918 

, Padilla  Stoffela,  Jenjamín  . 

612 

1918 

Peralta  H.,  Ricardo 

618 

1920 

Palomo  M.,  Maximiliano  . . 

642 

1920 

Paz  y Paz,  L.  Alberto  . . . . 

643 

1920 

Peñalonzo  B..  Isaías  . . . . 

650 

1921 

Posadas  O.,  Tomás 

662 

1922 

Porres  L.,  Pablo 

688 

1922 

Palma,  Baudilio 

693 

1922 

Ponciano,  Rafael  D 

702 

1924 

Peñalva,  Efraín 

728 

1925 

Polanco  R.,  Héctor 

749 

1925 

Pineda  Arias,  Arturo  , , . . 

754 

1926 

Peralta,  Arturo 

781 

1927 

Palacios  José  Dionisio  . . . 

807 

192  7 

Peñate  Hernández,  Héctor  , 

814 

1927 

Paz  y Paz,  Enrique 

815 

1928 

Prado  Salinas,  Bernardo  , . 

842 

1929 

Polanco  Rodríguez,  Héctor  . 

845 

1929 

Prado,  Miguel 

859 

1930 

Polanco,  Ernesto 

866 

1930 

Palacios,  Domingo  E 

868 

1931 

Peñate  Hernández,  Héctor  . 

890 

1931 

Polanco,  F,  Javier 

897 

1932 

Pardo,  Rufino  A 

914 

1932 

Paz  Castañeda,  Eladio  . , . 

918 

1932 

Peñate,  Héctor 

Q 

Quinteros  A.,  Francisco  . , , 

922 

1893 

149 

1894 

Quiñónez  S,,  José  Luis  . , , 

300 

1927 

Quiñónez,  Ricardo 

R 

Riveiro,  Francisco 

800 

1885 

8 

1885 

Rivera  M,,  Manuel 

13 

1887 

Ramírez,  Pedro  Mariano  , , 

47 

1889 

Rodríguez  C,,  Juan  F,  , , . 

90 

1889 

R^amirez,  Fernando  D,  , , . 

92 

1890 

Ramírez,  J.  Daniel 

107 

1891 

Robles,  Rosendo 

111 

1892 

Rojas,  Manuel 

125 

1892 

Reyes,  Carlos  H 

137 

1892 

Rivera,  J,  Antonio 

139 

1893 

Rendón,  J,  Carlos 

141 

1893 

Rosa  Chávez,  José 

150 

1894 

Rodríguez,  Alberto  A 

183 

1395 

Recinos,  Gregorio  A 

191 

1895 

Rivera  Martínez,  Francisco  , 

195 

1895 

Rivera  Paz,  Rafael 

203 

1895 

Rodríguez  H„  Mauricio  , , , 

206 

1896 

Rodríguez,  Raimundo  . . , 

226 

1897 

Rivas,  Rodolfo  G 

233 

1397 

Romero  y Alvarez,  Felipe  Aug, 

239 

1898 

Rendón,  Carlos 

251 

1899 

Reina,  Rafael 

280 

1899 

Robles,  Basilio  J,  

291 

1900 

Rubio  y PUoña,  Pedro  , , , 

314 

1900 

Rabassó  Ferrer,  Pablo  , . . 

330 

1901 

Ruiz,  Jorge  M 

344 

1901 

Rubio  G.,  José 

348 

1901 

Ramírez  A,,  José 

358 

1902 

Rosales  Alcántara,  Juan  . . 

371 

1903 

Rosales,  Leopoldo 

408 

1903 

Rivera,  Antonio 

419 

"S 

Cb 

Año 

APELLIDO  Y NOMBRE 

Núm  de  la 

inscripción 

O 

■© 

b. 

Tomo  II 

1905 

Rosal,  Vicente.  J 

448 

152 

1 

8 
12 
14 
23 
' 23 
26 
31 

1905 

Rubio,  h,,  Juan  Francisco  , 

158 

1906 

Reyes,  Rosalío 

456 

159 

1906 

Rodríguez  Cema,  José  , , . 

460 

160 

1906 

Reina,  Mariano  C 

460 

165 

1907 

Rodríguez,  Jesús  María  , , , 

476 

169 

1907 

Ruiz,  Jorge  Mario 

486 

173 

1907 

Recinos,  Adrián 

491 

175 

1908 

Rodas,  Francisco  M 

503 

179 

1909 

Rodríguez  Beteta,  Virgilio  , 

507 

181 

43 

46 

55 

62 

64 

74 

84 

86 

86 

97 

1910 

Ramírez  A,,  Hercilio  . , , , 

516 

184 

1910 

Ruiz  Castanet,  Raúl  , , . . 

523 

186 

1912 

Rivera,  Antonio  C 

538 

191 

1913 

Robles,  Humberto 

547 

194 

1913 

Rivera  V„  Rodolfo 

549 

195 

1913 

Rivas,  Ernesto 

551 

195 

1914 

Recinos,  Valeriano  Roque  , 

565 

200 

1914 

Rodríguez  Rivera,  Salvador  , 

666 

200 

1914 

Ramírez,  Guillermo  , , , , 

Tomo  II 

98 

1916 

Ramírez,  h,,  Guillarmo  , . , 

596 

6 

infi 

1919 

Rivera  Peláez,  Antonio  , . . 

623 

17 

infi 

1920 

Ruiz,  Jorge  Mario 

631 

19 

113 

1920 

Rodríguez,  Francisco  R,  , , 

645 

24 

nfi 

1921 

Ramos  Orozco,  F.  Javier  , , 

657 

29 

191 

1921 

Rivera,  Manuel  María  , , , 

660 

30 

193 

1921 

Rodríguez  y Castro,  Rúbén  , 

666 

33 

124 

1922 

Reyes  Guerra,  Alonso  , . , 

694 

43 

1922 

Reina  Andrade,  José  María  , 

701 

45 

Tomo  1 

1925 

Rosa,  Antonio  M 

742 

60 

49 

1925 

Rosales,  J.  Luis 

744 

60 

1925 

Rivera,  Carlos  B 

747 

61 

90 

1925 

Rosales,  Luis  Felipe  , . , . 

762 

67 

Tomo  11 

1926 

Rivera  M,,  Eduardo  . , . . 

779 

74 

1926 

Rivera  Ariza,  Antonio  , . . 

786 

76 

81 

1926 

Rodas,  José  Leonardo  . . . 

787 

76 

Tomo  1 

1926 

Ramírez  LL,  Ignacio  , , , , 

789 

77 

1927 

Robles  B,,  Humberto  . . , 

806 

83 

1927 

Rodríguez,  José  Vicente  . , 

813 

86 

1928 

Rivas,  Ernesto 

831 

94 

1926 

Rodríguez  Cerna,  Carlos  . , 

849 

100 

30 

1929 

Rodríguez  h„  Gustavo  , . , 

850 

100 

31 

37 

38 

1930 

Recinos  S.,  Carlos  A 

871 

107 

1930 

Rendón  C,,  J,  Francisco  , , 

872 

107 

1931 

Robles  Ch,,  Rodrigo  . , , , 

894 

115 

42 

45 

45 

1931 

Rivera  S,,  Homero 

896 

115 

1932 

Ruano  Mejia,  José  Arturo  , 

911 

120 

1932 

Reyes  M,  Amoldo 

917 

122 

46 

49 

59 

61 

1933 

Reyes  Guerra,  Alonzo  . . . , 

S 

928 

126 

Tomo  1 

62 

1885 

Suasnávar,  Remigio  , , . , 

12 

4 

64 

1885 

Salazar,  Alberto 

17 

5 

65 

1886 

Sáenz,  Jesús  F 

21 

6 

69 

1886 

Salazar,  Carlos 

28 

9 

71 

1886 

Salazar,  Federico 

29 

9 

73 

1886 

Saravia,  Salvador  Augusto  , 

35 

10 

76 

1886 

Santiago  V,,  Demetrio  . . , 

37 

12 

84 

1887 

Solares  h,,  Mariano  , . . , 

43 

13 

87 

1887 

Silva,  Antonio 

46 

14 

96 

1888 

Samayoa,  J,  León 

55 

17 

101 

1888 

Samayoa,  Salvador 

59 

19 

106 

1888 

Soto,  Francisco 

70 

23 

107 

1888 

Samayoa,  Manuel 

73 

24 

lio 

1891 

Sáenz,  h„  León 

73 

39 

118 

1891 

Soto,  Jesús 

121 

41 

137 

1892 

Salazar,  José 

127 

42 

143 

1892 

Sandoval,  Salvador  E.  , . , 

131 

44 

GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 
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Año 

APELLIDO  Y NOMBRE 

• 

1 Núm  de  la 

inscripción 

O 

"o 

b. 

1892 

Solares  P.,  José  Antonio  . . 

138 

45 

1894 

Sermeño,  J.  Marcos 

186 

60 

189f. 

Solares,  Abraham  ¡ ...  . 

196 

62 

1895 

Selva,  Salomón 

210 

66 

1897 

Salazar,  Filadelfo 

250 

76 

1898 

Sánchez  R.,  Max 

255 

77  , 

1898 

Soto,  Miguel  A 

262 

79 

1898 

Sandoval,  Rodolfo  E.  . . . 

264 

79 

1899 

Selva,  Buenaventura  . . . . 

278 

83 

1899 

Sandoval,  Ernesto 

285 

85 

1899 

Solis,  Eliseo 

295 

88 

1900 

Samayoa,  Manuel  Emilio  . . 

304 

93 

1900 

Sifontes,  Alfredo  A 

311 

95 

1900 

Saravia,  J.  Miguel 

340 

104 

1901 

Sáenz,  J.  Antonio 

354 

109 

1901 

Salguero,  Mariano 

362 

113 

1901 

Sandoval,  Leopoldo 

369 

118 

1901 

Saravia  Estrada,  Salvador  M! 

370 

118 

1902 

Skinner  Klée,  Alfredo  . . . 

375 

119 

1902 

Sosa,  J.  Javier 

376 

120 

1902 

Salcedo  Mérida,  Juan  . . . 

376 

126 

1902 

Sagastume,  Lisandro  . . . . 

393 

133 

1903 

Suazo,  Alejandro  Ch.  . . . 

409 

139 

1903 

Silva,  Diego 

410 

138 

1903 

Sáenz,  Vicente 

411 

138  , 

1903 

Serrano  Muñoz,  José  , . . . 

418 

142  ' 

1904 

Saravia,  Adalberto  A.  . . . 

432 

147  - 

1909 

Sáenz  de  Tejada,  Federico  . 

511 

182 

1909 

Sandoval,  Oscar  A 

512 

182 

1910 

Sampera  Vila,  José  . . . . 

518 

184 

1911 

Salazar,  Federico  O 

535 

190 

1912 

Samayoa,  Salvador 

537 

191  ; 

1914 

Salmerón,  Modesto  . . . . 

567 

202 

1914 

Soto  Orellana,  Max 

574 

204 

Tomo  11 

1918 

Santisteban  R.,  Delfino  . . 

608 

10  i 

1918 

Soto  O.,  Max 

616 

14 

1919 

Salazar,  h.,  Carlos 

626 

18  : 

1920 

Sáenz  de  Tejada,  Guillermo  . 

629 

19 

1920 

Sandoval,  Ernesto 

633 

20 

1920 

Salazar,  Federico  O 

634 

20 

1921 

Saravia  Estrada,  Salvador  M, 

653 

27 

1921 

Salazar,  Rladelfo 

654 

27 

1921 

Silva  Peña,  Eugenio  . . . . 

674 

36 

1922 

Salinas,  Juan  Rafael  . . . 

687 

41 

1922 

Sánchez,  Jorge  F 

695 

43 

1922 

Seballos,  Fernando  . . . . 

697 

44 

1924 

Serrano,  Jorge  A 

718 

51 

1924 

Santa  Cruz  Ríos,  José  . . . 

727 

54 

1924 

Saravia,  Adalberto  A.  . . . 

757 

65 

1926 

Soto,  Rafael  Angel 

769 

70 

1926 

Sierra,  Purificación  . . . . 

773 

72 

1928 

Sandoval,  Ernesto 

790 

77 

1926 

Sánchez  C.,  Juventino  . . . 

793 

79 

1927 

Sierra,  Purificación  . . . . 

823 

90 

1928 

Sarti,  Francisco 

832 

94 

1928 

Samayoa,  José  León  . . . . 

834 

95 

1929 

Sotomayor,  G.  Jacinto  . . . 

858 

103 

1930 

Soto  M.,  Manuel 

883 

111 

1932 

Scheel  Aguilar,  Germán  . . 

913 

121 

1932 

Silva  Peña,  Jorge 

919 

123 

1933 

Silva  Peña,  Jorge 

927 

126 

I 

T 

Tomo  1 

1893 

Torres  F.,  Francisco  .... 

279 

84 

1910 

Trabanino,  Fernando  .... 

526 

187 

1915 

Trabanino,  José  Mariano  . . 

530 

205 

Año 

APELLIDO  Y NOMBRE 

Núm  de  la 
inscripción 

.2 

"o 

b. 

1 

Tomo  II 

1920 

Torselli,  Hugo  E 

635 

21 

1926 

Torselli,  Pablo 

792 

' 78 

1929 

Tabora,  Alfredo 

853 

101 

1930 

Tercero,  Conrado 

876 

i 109 

U 

Tomo  1 

1887 

Urrutia,  Laureano 

41 

13 

1888 

Ugarte,  Angel 

65 

21 

1889 

Urruela,  Benjamín 

93 

31 

1899 

Urrutia,  Carlos 

288 

86 

1900 

Urmeneta,  Eleázar 

320 

98 

1906 

Ubico  Estrada,  Rafael  . . . 

468 

167 

Tomo  II 

1920 

Urrutia,  Julio 

636 

21 

1920 

Ubico  Estrada,  Rafael  . . . 

646 

24 

1926 

Unda  Murillo,  Jesús  .... 

791 

78 

1926 

Umaña,  Jorge  O.  . . 

793 

79 

1929 

Urrutia  Cáceres,  Ernesto ' . . 

847 

99 

V 

Tomo  1 

1885 

Valle,  Manuel 

1 

1 

1889 

Villanueva,  Salvador  .... 

94 

311 

1890 

Villagrán,  Francisco  .... 

99 

34 

1890 

Vidaurre,  Adrián 

100 

34 

1891 

Villatoro,  Félix 

119 

40 

1893 

Valladares,  Manuel 

152 

50 

1893 

Valladares,  Justiniano  . . . 

155 

51 

1895 

Vielman,  Federico 

201 

64 

1897 

Valle,  Ramón  Antonio  . . . 

236 

72 

1898 

Vaides,  Mardoqueo  .... 

253 

76 

1898 

Valladares,  Francisco  . . . 

260 

78 

1893 

Vásquez,  José  Antonio  . . . 

274 

82 

1899 

Vidaurre,  Pablo  Francisco  . . 

282 

85 

1900 

Vielman,  Luis 

207 

93 

1900 

Valdés,  P.  Santiago  .... 

309 

94 

1901 

Valenzuela,  J.  Antonio  . . . 

346 

106 

1901 

Villacorta,  J.  Antonio  . . . 

349 

107 

1902 

Villalobos  Kreitz,  Teodoro  . 

372 

119 

1902 

Valle  Cárcamo,  Francisco  . 

373 

119 

1902 

Villeda,  Encamación  .... 

379 

124 

1902 

Vega,  Luis 

398 

134 

1903 

Velásquez,  Leandro 

412 

138 

1904 

Valladares  de  la  Vega  Man.  . 

429 

146 

1904 

Véliz,  Jorge 

435 

148 

1905 

Villanueva,  Avelino  .... 

452 

155 

1906 

Vargas,  J.  Luis  P 

470 

167 

1907 

Villacorta  C.,  Manuel  . . . 

472 

168 

1909 

Valenzuela  C.,  Felipe  . . . 

509 

180 

1910 

Valenzuela,  J.  Edgardo  . . . 

524 

186 

1910 

Valle,  Ramón  Antonio  . . . 

531 

189 

1913 

Valladares  y Romero,  Miguel 

554, 

196 

Tomo  il 

1920 

Velasco,  Napoleón 

6441 

24 

1920 

Villalobos,  Lisandro  .... 

649! 

25 

1921 

Villagrán,  Francisco  .... 

659 

30 

1923 

Valdés,  Lázaro 

708 

47 

1923 

Valle,  Oliverio  C 

709 

48 

1923 

Vásquez,  Edmundo  : . . . . 

714 

50 

1924 

Viteri  B.,  Ernesto 

716 

51 

1924 

Velásquez,  Ismael 

720 

52 

1924 

Villagrán,  Héctor 

725 

54 

1924 

Valdés  Calderón,  Ejigoberto  . 

739 

58 

1926 

Valle  C.,  Juan 

766 

69 

1926 

Vargas  S.,  Rogelio 

768 

69 

1926 

Vásquez  C.,  Manuel  J.  . . . 

772 

71 
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Año 

APELLIDO  Y NOMBRE 

Núm.  déla 

inscripción 

O 

■© 

b 

Año 

APELLIDO  Y NOMBRE 

• 

Núm.  de  la 

inscripción 

O 

*5 

b. 

1926 

Vides  C.,  Guillermo 

7Ra 

75 

z 

Tomo  [ 

1927 

Vela,  David 

802 

82 

1927 

Villagrán,  Alfonso 

803 

82 

1885 

Zúñiga,  Manuel 

10 

3 

1927 

Vargas  L.,  Rogelio 

820 

89 

1885 

Zelaya,  José  de  la  Luz  . . 

19 

6 

1928 

Valdez  Calderón,  Francisco  . 

826 

91 

1886 

Zeceña,  Manuel 

34 

11 

1928 

Vásquez,  J.  Ernesto  . . . . 

827 

92 

1894 

Zeceña,  Mariano 

184 

59 

1928 

Valdez  Calderón,  Rágoberto  . 

836 

95 

1899 

Zepeda,  Carlos 

302 

91 

1928 

Vásquez,  Miguel  Angel  . . . 

841 

97 

1901 

Zelaya,  José  Ernesto  .... 

357 

109 

1928 

Valle  Calvo,  Alfredo  . . . . 

844 

98 

1904 

Zachrisson,  Carlos  O.  . . . 

421 

143 

1931 

Velarde,  Manuel  R 

895 

115 

1908 

Zúñiga,  Francisco  R 

497 

177 

1931 

Villacorta  h.,  J.  Antonio  . . 

901 

117 

1931 

Vela,  David 

902 

117 

Tomo  II 

1932 

Vidaurre,  Adrián 

907 

119 

1914 

Zeceña  Molina,  Manuel  . . 

594 

5 

1932 

Valle  Matheu,  Jorge  del  . . 

921 

124 

1918 

Zúñiga,  Virgilio 

607 

10 

1933 

Villela  Rosa,  Carlos  . . . . 

924 

125 

1918 

Zachrisson,  Carlos  O 

621 

16 

1933 

Valladares  y Aycinena,  Luis  . 

933 

128 

1922 

Zapata  M.,  J.  Virgilio  . . . 

681 

39 

1927 

Zeceña,  Oscar 

798 

81 

1927 

Zúñiga  Huete,  Angel  .... 

805 

83 

1916 

Ymeri,  Fabián  S 

586 

3 

1933 

Zúñiga  Huete,  Angel  .... 

936 

129 

Secretaría  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  marzo  de  1933. 


Es  conforme, 

FERNANDEZ  C. 

Secretarlo. 


M.  PACHECO  RAMIREZ, 

Oficial  Mayor. 
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NOMINA 


DE  LOS  ABOGADOS  Y NOTARIOS  RESIDENTES  EN  LOS  DEPARTAMENTOS 


TITULO 


Abogado  y Notario 
Notario 


Abogado  y Notario 


Abogado  y Notario 


Abogado  y Notario 


Abogado  y Notario 


Abogado  y Notario 


Abogado  y Notario 


Abogado  y Notario. 


NOMBRES 


AMATITLAN 

Eugenio  Nuila  

Salvador  M.  Saravia  Estrada . 

ALTA  VERAPAZ 

Hernán  Morales  Dardón  . . . 

Amoldo  Reyes  M 

José  Santa  Cruz  Ríos 

J.  Luis  Quiñónez 

Rodolfo  Rivera  Valdez 

Filiberto  Ronce  

Francisco  Contreras  B 

Francisco  Riveiro  

BAJA  VERAPAZ 

Adolfo  Barillas  González . . . . 

Daniel  Escalante  

Carlos  A.  Villela  Rosa 

CHIMALTENANGO 

Víctor  Ramiro  Flores  

Felipe  Valenzuela  

Enrique  Bocanegra  

Víctor  Manuel  Herrera  

Héctor  Cabrera  Vela 

CHIQUIMULA 

J.  Arturo  Ruano  Mejía 

Miguel  A.  Alvarado 

José  León  Castillo 

J-  Ernesto  Vásquez 

ESCUINTLA 

Alfonso  Cifuentes  Soto 

Rafael  H.  Chacón  

Jesús  Hernández  S 

José  María  Sergio  Camargo. . 
Marcelino  Alvarez  Ordóñez. 
Joaquín  Avila  Alvarado 

KUEHUETENANGO 

Simón  R.  Oliva  P 

Alberto  Herrera  

Edmundo  Pérez  H 

Juan  Salcedo  Mérida 

Delfino  Herrera 

IZABAL 

Miguel  Alvarez  Lobos 

J.  Dolores  Mayorga 

RaúJ  Alarcón  

Adolfo  Moreno  


OBSERVACIONES 


Juez  de  Instancia 


Juez  de  1^  Instancia 

Síndico  Municipal 

Director  del  Reg.  de  la  P-  Inm. 


Juez  de  Instancia 


Juez  de  1^  Instancia 


Juez  de  Instancia 


Juez  de  19-  Instancia 


Juez  de  1»  Instancia 


Inhabilitado 
No  ejerce 


Juez  de  19  Instancia 
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TITULO 


Abogado  y Notario 


Abogado  y Notario 


Abogado  y Notario 


Abogado  y Notario 


NOMBRES 


JALAPA 

J.  Luis  B.  Vargas  

Daniel  Arellano,  hijo... 

Ramón  Cadena  

Lázaro  Valdez  

Julio  Gómez  Robles 

Alfredo  E.  Figueroa . . . . 
Francisco  Carrillo,  hijo. 

JUTIAPA 


Rodrigo  Robles  Ch 

Gilberto  Ortega  

F.  Javier  Ramos  O 

Antonio  Castañeda  . . . . . 

Alfredo  Tábora  M 

Valentín  Fernández  Rosa. 
Reginaldo  Menéndez  . . . . 


PETEN 

F.  Gilberto  Juárez. 


QUEZALTENANGO 


OBSERVACIONES 


Presidente  de  la  Sala  5^  de  Ap. 
Magistrado  de  la  id. 

Magistrado  suplente  de  la  id. 
Fiscal  de  la  id. 

Procurador  (No  está  inscrito) 
Juez  de  Instancia 


Juez  de  lá  Instancia 

Magdo.  sup.  de  la  Sala  5^  de  Ap. 


Juez  de  1^  Instancia 


Presidente  Sala  4á  Apelaciones 


Magistrado  id.  id. 

id.  id. 
Suplente 
id. 


Id. 

id. 


id. 

id. 


Eulogio  González  

Jesús  Unda  Muiillo 

Abel  V.  Montúfar  Id. 

Francisco  Z.  Mazar  legos id. 

Alfredo  Guzmán  i id. 

Oscar  Zeceña  Molina ¡Fiscal  id. 

Luis  Gerardo  Barrios ^Procurador  id. 

Rafael  Oscar  Murga Juez  IP  de  1»  Instancia 

José  Vicente  Rodríguez Juez  2P  de  lá  Instancia 

Alfredo  Alarcón  Director  del  Reg.  de  la  Prop.  Inm 

Carlos  J.  Martínez ; 

Enrique  Rodríguez  Melhmann . . ‘ 

Miguel  T.  Alvarado 

Pedro  R.  Morales 

Alfonso  Vinagran  

Luis  F.  Molina 

Francesco  Castillo  Monterroso.. 

Fernando  D.  Ramírez 


J.  Dionisio  Palacios 

ÍFiladelfo  J.  Fuentes 

|juan  de  Dios  Castillo 

¡Oscar  A.  Sandoval  

'José  María  Barrios  Rivera, 
i Bernardino  López  Ruano . . . 

¡Pablo  R.  Cifuentes 

Mariano  C.  Reina 

[Jacinto  Sotomayor  

Procopio  Martínez  

Edmundo  Vásquez  A 

Vicente  Antonio  Mérida . . . 

Daniel  Conde  

[Federico  Cajas  

J.  Marcos  Mena  

¡Jorge  A.  Pacheco  

[iJorge  Bocanegra  
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TITULO 


Abogado  y Notario 


Notario 


Abogado  y Notario 


NOMBRES 


OBSERVACIONES 


Humberto  Castro  Conde i 

Reginaldo  Estrada  Monzón  ....  No  ejerce 

Manuel  R.  Velarde 'No  está  inscrito 

Carlos  de  León 

Carlos  J.  Martínez,  hijo 

Ernesto  Polanco  

Javier  Polanco  

Rafael  B.  Porras 

Mariano  López  Pacheco 

Mariano  Figueroa  ' . . . . 

Juan  de  Dios  Figueroa 

José  Vicente  Escobar Inhabilitado 

Agustín  Reyes  Mérida  

J.  Filiberto  López  C | 

Salvador  Rodríguez  R ! 

Concepción  Soto  

QUICHE 


Juez  de  !?•  Instancia 


Víctor  Manuel  Cáceres  

Marco  E.  López  

Domingo  S.  Echeverría 

Juan  C.  Alvarado  j 

Juan  Tomás  Delgadillo 

José  Lorenzo  Pinetta  C.  , Inhabilitado 

RETALHULEU  j 

Abogado  y Notario  ¡Alberto  Herrarte  G juez  de  Instancia 

” Antonio  Cruz  Franco ¡ 

” 'Homero  Rivera  S-  

” ' Jorge  Bocanegra  Fuentes ; 

” Francisco  H.  de  León : 


Abogado  y Notario 


Abogado  y Notario 


Notario 


SACATEPEQUEZ 

Guillermo  Herrera  R 

José  Luis  Arenas  Martínez. 

Angel  Cuevas  del  Cid 

Juan  José  Pellecer 

Tobías  Medina  

Miguel  Díaz  Valdez  

SAN  MARCOS 


Abraham  Bustamante  h. 
Miguel  Bracamente  S.  . . 
Germán  Scheel  Aguilar.. 
: Avelino  Villanueva  G.  . . . 

¡Rodrigo  J.  Barrios  

¡Amadeo  Barrios  Guzmán. 
Augusto  Neri  Barrios . . . , 
F.  Everardo  Barrios  M.  . . 

J.  Calixto  de  León  

Egberto  Orozco  G 

Leandro  Velásquez  

Jorge  Bocanegra  

J.  Vicente  Rosal 

Valentín  Fernández  

Manuel  Emilio  Samayoa. 

¡Valentín  Samayoa  

¡Teófilo  Barrios  


Juez  de  !?■  Instancia 


No  está  inscrito 


Juez  de  lá  instancia 


Inhabilitado 
No  está  inscrito 
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TITULO 


NOMBRES 


OBSERVACIONES 


Abogado  y Notario 


Abogado  y Notario 


Abogado  y Notario 


Abogado  y Notario 


Abogado  y Notario 


SANTA  ROSA 

C.  Francisco  Alonzo 

Guillermo  Fernández  

Juan  Fortuny  

Miguel  Guzmán  

Humberto  Robles  B 

José  Barillas  Valenzuela 

Manuel  Santos  Herrarte 

Rosalío  Herrarte  

SOLOLA 

J.  Juan  Alvarez  

José  Filiberto  Escobar  Avila.. 
Domingo  Enrique  Palacios . . . 

Domingo  R.  Fuentes 

Daniel  Amézquita  

Salomé  J.  Fuentes 

SUCHITEPEQUEZ 

José  I.  Cabrera  E 

Salvador  Guerra  Valdelomar. 

Esteban  Calvillo  E 

Gustavo  Rodríguez,  hijo 

Juan  Miguel  Herrera 

Abel  Leiva  

Pablo  Rabassó  Ferrer 

TOTONICAPAN 

Francisco  E.  Rodríguez 

Augusto  Linares  Letona 

José  Leandro  Rodas 

Pedro  Santiago  Valdez 

Francisco  Barrios  Solis  

Francisco  Delgadillo  Z 

Pablo  Torselli  

Delfino  Santiesteban  R 

ZACAPA 

Gonzalo  Menéndez  de  la  Riva 

L.  Alberto  Paz  y Paz 

Enrique  Paz  y Paz 

iSalvacior  Samjayoa  

Eladio  Paz  Castañeda 

León  de  León  Flores 


Juez  de  !?■  Instancia 


No  está  inscrito 


Juez  de  !?•  Instancia 


Juez  de  1^  Instancia. 


Presidente  de  la  Sala 

6^  de  Ap- 

Magistrado  de  la 

id. 

id. 

id. 

id. 

id. 

id.  Suplente 

id. 

id. 

Fiscal  de  la 

id. 

id. 

Procurador  de  la 

id. 

id. 

Juez  de  Instancia 

Juez  de  !?•  Instancia. 


Secretaría  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  Marzo  de  1933. 


M.  PACHECO  RAMIREZ 

Oficial  Mayor. 


És  conforme, 

FERNANDEZ  C, 

Secretario, 
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ABOGADOS  DE  LOS  TRIBUNALES  DE  LA  REPUBLICA 


INSCRITOS  EN  LA  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA  Y AUTORIZADOS  PARA  EJERCER  LA 
PROFESION  DE  ABOGADO  O FUNCIONES  JUDICIALES,  DE  CONFORMIDAD  CON  EL 
DECRETO  LEGISLATIVO  NUMERO  1642 


(*) 


— A— 

Adalberto  Aguilar  Fuentes 
Gregorio  Aguilar  Fuentes 
Alejandro  Arenales 
Marcelino  Alvarez  Ordóñez 
Valentín  Alvarez  Pérez 
Ernesto  Asturias 
Pedro  Amézquita 
Alejandro  Aqueche  R. 
Ernesto  Andrade 
Octavio  Aguilar  * 

José  Luis  Arenas 
Jesús  Al  varado 
Miguel  T.  Alvarado 
Bernardo  Alvarado  T. 

Juan  C.  Alvarado 
Miguel  Alvarez  Lobos  * 
Miguel  Antonio  Alvarado 
Alberto  Argueta  S.  * 

Raúl  Alarcón  S. 

Antonio  F.  Aguirre 
Virgilio  Alvarez 
José  Aspuru 
Alfredo  Alarcón  * 

Daniel  Arellano  h.  * 
Modesto  Armijo 
C.  Francisco  Alonzo  * 

José  Juan  Alvarez  * 
Rodrigo  Anzueto  Valencia 
Efraín  Aguilar  Fuentes  * 
Ramón  Alvarez  P.  * 

— B— 

F-  Everardo  Barrios  M. 
Amadeo  Barrios  Guzmán  ■ 
Luis  Beltraneo  a 
José  Barillas  Fajardo 
Luis  Barrutia  * 

Augusto  Néri  Barrios 
Enrique  Bocanegra 
Luis  Gerardo  Barrios  * 
Abraham  Bustamante  * 
Porfirio  Barrios  P. 

José  Maria  Barrios  Rivera 
Isauro  Berganza  * 

Miguel  Bracamente 
Jorge  Bocanegra 
Emiilio  Beltranena 
Javier  Bolaños  Sr 


Los  Abobados  marcados  con  asterisco  desempeñan  car- 
gos oficiales  que  les  prohíbe  el  ejercicio  de  la  Abo- 
gacía. Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  Capítulo 
VIH,  Segunda  Parte 

José  Barillas  V. 

Gabriel  Biguria  S. 

Rafael  Beltranena 
Rodrigo  J.  Barrios 
Jorge  Bocanegra  Fuentes 
Héctor  Blanco  Zaldivar 
Francisco  Barrios  Solis  * 

— C— 

José  Maria  Cumes  * . 

Alberto  C.  Camey 
Federico  Castañeda  Godoy 
Federico  Carbonell 
Miguel  Castejón  Fiallos 
Rafael  A.  Cuestas 
Rafael  Castellanos  A.  * 

Manuel  Coronado  Aguilar 
Ramón  Cadena  * 

José  I.  Cabrera  * 

Max.  Cifuentes  Monzón 
Daniel  Conde 
Salomón  Carrillo  Ramírez 
Esteban  Calvillo 
José  León  Castillo 
Mariano  Calderón 
Antonio  Castillo  Vega 
José  M.  Sergio  Camargo 
Francisco  B.  Contreras 
Francisco  Castillo  Monterroso 
Rafael  Castillo 
Antonio  Castañeda 
Antonio  Cruz 
Carlos  Castellanos  R.  * 

Pedro  Contenti  * 

Federico  Cajas 
H.  Abraham  Cabrera 
Alfonso  Carrillo 
Angel  Cuevas  del  Cid 
Francisco  Carrillo  h.  * 

Pablo  R.  Cifuentes 
Juan  Córdova  Cerna 
Guillermo  Cabrera  Martínez  * 

Juan  de  Dios  Castillo 
Ramiro  Castellanos  G. 

Humberto  Carrillo  Ramírez 
Arturo  Centeno 
Angel  Cuevas 

Eduardo  R.  Cáceres  Lehnhoff 
Víctor  Manuel  Cáceres  * 

Humberto  Castro  Conde 
Héctor  Cruz  Franco 
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— CH— 

José  Luis  Charnaud 
J.  Arcadio  Chévez 
Rafael  H.  Chacón 
José  Palemón  Chávez  * 

— D— 

Teodoro  Díaz  Medrano  * 

León  de  León  Flores 
Lisandro  de  León  Manrique  * 
Manuel  de  León  Cardona  * 
Alberto  de  León 
Fidencio  Duque 
Filadelfo  de  León 
Domingo  de  León 
Guillermo  Dávila  Córdova 
Juan  Tomás  Delgadillo  Z. 
Francisco  Delgadillo  Zamora  * 
J.  Calixto  de  León 
Antonio  Dardón 
Valentín  Dávila  Barrios 
Francisco  H.  de  León 

— E— 

Domingo  Echeverría 
J.  Filiberto  Escobar 
Félix  Estrada  Orantes 
Alberto  Erazo 
Daniel  Escalante 
José  Vicente  Escobar 
Emilio  Espinoza  R. 

P.  Rafael  Espinoza 
Buenaventura  Echeverría  S. 

— F— 

Manuel  Franco  R. 

José  P’alla 
Salomé  J.  Fuentes 
Guillermo  Fernández 
Juan  Fortuny 
Ramiro  Fonseca 
Rafael  Flores 
Leonardo  Flores  B. 

Quirino  Flores  y Flores 
Valentín  Fernández 
Valentín  Fernández  Rosa 
Filadelfo  J.  Fuentes 
Domingo  R.  Fuentes 
Joaquín  Flores  Barrios 
Víctor  Ramiro  Flores  * 

Juan  Fernández  Córdova  * 
Carlos  Fernández  Córdova  * 

— G— 

Joaquín  V.  Galdámez  R. 
Salvador  Guerra  V. 

Abel  Girón  * 


Tomás  González 
Miguel  Guzmán 
Silverio  Gómez 
José  González  Campo  * 

Julio  Gómez  Robles  * 

Alfonso  Gálvez  S- 
Marcial  García  Salas 
Rodolfo  Gálvez  Molina  * 
Alfredo  Guzmán  J. 

Antonio  González  Sierra 
Juan  Ramón  Guillén 
Antonio  J.  Guillén 
Salvador  García  Iglesias 
Miguel  Alfredo  Gil 
Adolfo  González  Barillas  * 

Luis  Arturo  González 
David  E.  Galicia 
Carlos  Girón  Zirión  * 

Jorge  García  Granados 
Arturo  F.  García 
Max  García  R.  * 

Manuel  García  Alvarado  h. 
Eulogio  González  R.  * 

Carlos  González  Calvo 

— H— 

Alfonso  Hernández  Polanco  * 
Víctor  M.  Herrera 
J Miguel  Herrera 
Flavio  Herrera 
Alberto  Herrera 
Antonio  Herrera  M. 

I . Sarbelio  Herrera  Cifuentes 
J.  Lorenzo  Hurtado  Peña  * 
Jesús  Hernández  Somoza 
Guiliermo  Herrera  Rodríguez  * 
Alberto  Herrarte  G.  * 

— I— 

Alvaro  Idigoras  Fuentes  * 

Jesús  Ibarra  E. 

Valerio  Ibarra  Z. 

César  Izaguirre 
Fabián  S.  Imeri 
Pedro  A.  Ibáñez 

— J— 

J.  Manuel  Jiménez  Pinto 
Baudilio  Jordán 
Gilberto  Juárez  * 

— K— 

Carlos  Klussman 

— L— 

Emeterio  Lanza  Ramos 
José  Lar  a 
Felipe  E.  Luna 
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— L— 

Guillermo  Lavagnino 
José  Luis  Lemus 
JuUo  E.  López 
Marco  E.  López 
Leonardo  Lara  * 

Roberto  Lowenthal 
Juan  S.  Lara 

Augusto  Linares  Letona  * 
Abel  Leiva 

Bernardino  López  Ruano 
Francisco  López  Cifuentes 
J.  Edmundo  López  Duran 

— M— 

José  A.  Medrano 
Abelino  Mariscal  * 

Vitalino  Martínez  Diguero 

Eladio  Menéndez 

José  A.  Medina 

Manuel  Martínez  Sobral 

J.  Francisco  Medina 

J.  Antonio  Martínez  Perales  * 

J.  César  Martínez  Perales  * 

Federico  Morales 

Tobías  Medina 

Pedro  R.  Morales 

Adán  Manrique  Ríos  * 

J.  Antonio  Méndez 
Juan  M.  Mendoza 
Enrique  R.  Melhmann 
Ricardo  Midence 
Luis  Mendoza  G. 

Daniel  Menéndez  Aguilar 
Edmundo  Méndez  H. 

Carlos  J-  Martínez 
Víctor  MI-  Mijangos  * 
Francisco  Z.  Mazariegos 
Luis  F.  Molina 
Francisco  Morales  ■ 

Abel  V.  Montúfar  * 

J.  Marcos  Mena 
J.  Octavio  Martínez 
José  Matos 
Darío  Molina 
Procopio  Martínez 
Francisco  Menéndez  B.  * 
Vicente  Antonio  Mérida 
José  Mendizábal 
Roberto  Matos 
José  Francisco  Mena 
Manuel  V.  Marroquin  * 

Oscar  Murga  * 

Carlos  Martínez  Oliva 
Reginaldo  Menéndez 
José  A.  Mandujano 
Jorge  Morales  Urruela 
José  María  Moscoso  * 

José  Dolores  Mayorga 


Hernán  Morales  Dardón  * 
Gonzalo  Menéndez  de  la  Riva  * 
Marcial  Méndez  Montenegro 
Juan  Mayorga  Franco 

— N— 

Antonio  Nájera  Cabrera  * 
Rafael  Nuila  * 

Eugenio  Nuila  * 

— O— 

Ricardo  Ortiz  Sánchez  * 
Egberto  Orozco 
J.  Gilberto  Ortega 
Rafael  Ordóñez  Solís  * 
Federico  Ojeda  Salazar  * 
Manuel  Orellana  h. 

Simón  R.  Oliva  Panlagua  * 

— P— 

Carlos  Pacheco  Marroquin 
Héctor  Polanco  Rodríguez 
Pablo  Porres 
Ricardo  Peralta  H. 

Juan  J.  Pellecer 
Ernesto  Pardo 
Adolfo  Padilla 
Baudilio  Palma 
Cecilio  Palma 
Abel  Paredes 
Arturo  Peralta  A. 

David  Pivaral 
FiUberto  Ponce  S. 

Salomón  Pivaral 
Rafael  Padilla  N. 

Alberto  Paz  y Paz 
Héctor  Peñate 
Enrique  Paz  y Paz 
José  Dionisio  Palacios 
Jorge  A,  Pacheco 
Julio  Pellecer  Córdova 
José  Joaquín  Palma  * 

Max  Palomo  M- 
Miguel  Prado  Solares 
Domingo  E.  Palacios 
Efrain  Peñalva 
Isaías  Peñalonso 
Eladio  Paz  Castañeda 

-Q— 

J.  Luís  Quíñónez 

— R— 

José  María  Reina  Andrade  * 
Guillermo  Ramírez  h. 

Antonio  Rivera  Peláez 
Francisco  M.  Rodas 
Raúl  Ruiz  Castanet 
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— R— 

Manuel  María  Rivera 
Juan  Rosales  Alcántara 
Pablo  Rabassó  Ferrer 
Manuel  Rojas 
Eduardo  Rivera  h. 

Francisco  Javier  Ramos  O. 
Carlos  B.  Rivera 
Rodolfo  Rivera'  Valdez 
José  Luis  Rosales 
Leandro  Rodas  * 

Humberto  Robles 
Francisco  Riveiro 
Mariano  C.  Reina 
Carlos  Rodríguez  Cerna 
José  Vicente  Rodríguez  * 
Ernesto  Rivas  * 

J.  Vicente  Rosal 
Fracisco  E.  Rodríguez  * 
Gregorio  A.  Recinos 
Femando  D.  Ramírez 
Luis  Felipe  Rosales 
Gustavo  Rodríguez  h. 

Carlos  A.  Recinos  Sagastume 
Francisco  Rendón  C. 

Rodrigo  Robles  Ch.  * 

Homero  Rivera  S- 
J.  Arturo  Ruano  Mejía  * 
Alonzo  Reyes  Guerra 
Rosalío  Reyes  G.  * 

— S— 

Guillermo  Sáenz  de  Tejada  * 
Juan  Salcedo  Mérida 
Javier  Sosa 
Filadelfo  Salazar 
Alejandro  Ch.  Siiazo 
Eugenio  Silva  Peña 
Elíseo  Solís  * 

José  Salazar  Z. 

Federico  Salazar 
Carlos  Salazar 
José  Santos  Cruz  * 

Carlos  Salazar  h. 

Adalberto  A.  Saravia 
José  Serrano  Muñoz  * 

Jorge  F.  Sánchez 
Oscar  A.  Sandoval 
Manuel  E.  Samayoa 
Juan  F.  Salinas 
Jorge  A.  Serrano 
Salvador  Samayoa 
Max.  Soto  M. 

Delfino  Santisteban 
Francisco  Sarti 
J.  León  Samayoa  * 

Gabriel  Jacinto  Sotomayor 
Alfredo  Skinner  Klée  * 
Manuel  Soto  Marroquín 
Germán  Scheel  Aguilar 


— T— 

J.  Mariano  Trabanino 
Hugo  E.  Torselli 
Francisco  E.  Toledo 
Pablo  Torselli  * 

Conrado  Tercero 
Alfredo  Tabora  Medrano 

— U— 

Rafael  Ubico  Estrada 
Julio  Urrutia 
Jesús  Unda  Murillo  * 
Eieázar  Urmeneta  * 

Jorge  O.  Umaña 

— V— 

Francisco  Villagrán 
Ernesto  Viteri  B. 

Manuel  Villacorta  C. 

Felipe  Valenzuela 
José  Antonio  Vásquez 
Héctor  Villagrán 
Manuel  J.  Vásquez 
J.  Luis  P.  Vargas  * 

J.  Antonio  Villacorta  C. 
Pedro  Santiago  Valdés 
Leandro  Velásquez 
Lisandro  Villalobos 
Lázaro  Valdez 
Guillermo  Vides 
Avelino  Villanueva  G- 
Edmundo  Vásquez 
Alfonso  A.  Villagrán 
Rogelio  Vargas  * 

Rigoberto  Valdez  Calderón 
José  Liberato  Valdés 
Francisco  Valdés  Calderón 
J.  Ernesto  Vásquez 
Adrián  Vidaurre 
Alfredo  Valle  Calvo  * 

Jorge  del  Valle  Matheu 
Carlos  A.  Villela  R. 

— Z— 

Carlos  O.  Zachrisson 
Manuel  Zeceña  Beteta  * 
Manuel  Zeceña  Molina  * 
Oscar  Zeceña  * 

Angel  Zúñiga  Huete 
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SECCION  DE  COLABORACION 

Comentario  al  Inciso  3o.  del  Artículo  26  del  Decreto  273 

Por  el  Abogado  CARLOS  MARTINEZ  OLIVA 


“Ninguno  puede  ser  obligado  a de- 
smandar sino  en  los  casos  siguientes; 
“....3?  Cuando  alguno  tensa  acción  ' 
“escepción  que  dependa  del  ejercicii 
“de  la  acción  de  otro,  a quien  puede 
“exigir  que  la  interponga  o continúe 
“desde  luego;  o que  en  el  caso  de  ev- 
“cepción  se  la  abone”. 

La  inquietud  inteligente  de  algunos  es- 
tudiantes de  la  Facultad  de  Ciencias  Jurí- 
dicas y Sociales,  me  induce  a presentar  este 
ensayo,  buscando  con  él,  subsanar  la  caren- 
cia de  exposición  de  motivos  o de  doctrina 
que  aclare  el  contenido  de  muchos  precep- 
tos legales  existentes;  ya  que,  el  Legisla- 
dor, alguna  razón  tuvo  para  traer  a nues- 
tro medio  de  otras  legislaciones,  el  pre- 
cepto anterior,  que  se  trata  de  estudiar. 

Francamente,  cuando  sólo  se  conoce  el 
Código  y se  ejercita  a diario,  llega  a obte- 
nerse una  práctica  asombrosa  en  su  ma- 
nejo; práctica  o ejercicio  que  por  desgra- 
cia, no  siempre  concluye  con  la  inteli- 
gencia de  su  contenido,  ni  mucho  menos 
se  dirige  a las  doctrinas  que  le  informan; 
resolver  las  cuestiones  jurídicas  a base  de 
Código,  es  muy  sencillo  y acomodaticio; 
buscar  el  origen  de  los  preceptos  en  la 
simple  necesidad,  también  es  muy  fácil; 
compaginar  la  necesidad  que  origina,  con 
la  doctrina  que  informa,  es  el  punto  grave 
y que  está  urgido  de  estudios  más  funda- 
mentales; y,  capital  esencialmente,  para 
la  interpretación  de  los  pensamientos  y 
disciplina  del  Legislador. 

La  última  palabra  en  la  ciencia  del  De- 
recho. no  se  ha  escrito  ni  se  escribirá  ja- 
más, por  la  misma  evolución  constante 
de  los  movimientos  sociales,  la  mudanza 
insistente  en  los  conceptos  humanos  y mu- 
danza en  las  manifestaciones  y las  nece- 
sidadés  que  impone  la  convivencia;  no  ha- 
biendo comentarios  especiales  a nuestra 
legislación  y siendo  ella  tomada  muchas 
veces,  de  otras  que  a su  vez  han  sido  co- 
piadas y calcadas  en  necesidades  diver- 
sas, seguimos  un  criterio  particular  y pro- 
pio, traído  como  deducción  de  otros  o bien, 
como  inducción  en  las  doctrinas  apren- 
didas. 

Ordenando  los  estudios,  se  principia  por 
emitir  los  conceptos  comprimidos  de  De- 
rechos, Obligaciones  y Acciones,  en  las  as- 


cepciones  que  nos  interesan  por  corres- 
pondencia al  tema  planteado  y escogido, 
compaginando  lo  útil,  con  lo  necesario  y 
lo  intencional. 

Tomada  la  ascepción  de  Derecho  dentro 
lo  que  nos  interesa,  significa:  lo  que  se 
tiene  para  si  en  carácter  de  exigible;  o 
bien,  la  garantía  de  mantenimiento  como 
propio,  a lo  que  es  fruto  de  la  energía  pre- 
sente, o,  pretérita  en  los  causantes  y desde 
el  punto  de  vista  material. 

Los  Derechos  asi  considerados  y cuando 
se  toman  desde  el  punto  de  vista  de  la  sa- 
tisfacción de  las  necesidades  directas  o 
indirectas,  asi  como  al  tomarse  en  cuenta 
la  extensión  en  los  conceptos  por  aplica- 
ción útil,  pueden  sufrir  una  división,  ocu- 
rrente o acomodaticia  talvez,  pero  al  fi- 
nal, tiene  sus  fundamentos;  dividimos  ba- 
jo ese  concepto  a los  Derechos,  en:  Priva- 
tivos y Consecuenciales  y éstos  últimos,  en 
mediatos  e inmediatos. 

Desde  ese-  viso,  los  Derechos  Privativos, 
abarcan  en  completo  a los  Consecuencia- 
Ies,  como  que  los  últmos,  toman  su  nom- 
bre en  ser  consecuencia  mediata  o inrne- 
diata  de  aquellos;  ya  en  otros  tratados  se 
hicieron  las  consideraciones  generales  de 
esa  división  y sus  fundamentos,  confor- 
mándonos ahora  con  traer  simpelmente 
los  ejemplos  caracterizados  de  ella,  asi: 
como  Derecho  Privativo,  EL  DOMINIO  O 
PROPIEDAD  y como  Derechos  Consecuen- 
ciales, LA  POSESION,  EL  USO,  EL  USU- 
FRUCTO, etc.,  etc. 

Tomando  los  ejemplos  citados  y en  com- 
paración, por  su  valor  jurídico,  resulta: 
que  EL  DOMINIO  comprende  indiscuti- 
blemente la  POSESION,  por  ser  ésta  la  for 
ma  de  utilizar  a aquel,  en  el  concepto  de 
energía  acumulada  y en  forma  directa  o 
inmediata;  pero  LA  POSESION,  también 
tiene  la  consecuencia  directa  a su  vez,  co- 
mo la  de  HACER  SUYOS  LOS  FRUTOS, 
para  el  poseedor  de  buena  fé;  LA  POSE- 
SION es  consecuencia  inmediata  y directa 
del  DOMINIO;  pero,  el  Derecho  de  HACER- 
PROPIOS  LOS  FRUTOS  en  virtud  de  la 
posesión  calificada,  es  consecuencia  direc- 
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ta  de  ésta  e indirecta  del  DOMINIO;  hay 
que  advertir;  que  la  posesión  CALIFICA- 
DA se  caracteriza  por  ese  sólo  hecho,  de 
SEPARABLE  del  DOMINIO,  como  que  pue- 
de existir  la  una  sin  el  otro  o viceversa. 

El  concepto  OBLIGACION,  no  es  otro, 
que  el  acto  reflejo  de  lo  que  se  entiende 
por  Derecho,  lo  que  no  necesita  de  mayo- 
res ampliaciones,  aclaraciones  ni  explica- 
ciones; lo  que  tiene  uno  para  si  en  carác- 
ter de  exigióle,  lo  tiene  para  sí  en  carác- 
ter de  prestable  o de  obligatoriedad,  otra 
persona;  las  obligaciones  siguen  la  divi- 
sión de  los  Derechos. 

Se  entiende  como  ACCION,  • a la  f orma 
de  exigir  la  prestación  del  Derecho  que  se 
tiene  o el  cumplimiento  de  la  obligación 
refleja  de  ese  Derecho;  interesando  para 
el  presente  caso,  la  división  de  las  AC- 
CIONES en  Subordinadas  y Condicionales; 
Subordinadas,  , en  cuanto  dependen  de 
otras;  y Condicionales,  cuando  depende  su 
ejercicio  de  un  suceso  particular. 

Además  de  dividirlas  en  directas  o indi- 
rectas, es  nijuy  interesante  para  el  pre- 
sente caso,  conocerlas  desde  el  punto  de 
vista  de  la  situación  jurídica  en  que  se  en- 
cuentran o su  condición  de  Derecho: 

A)  Acciones  con  las  cuales,  se  persigue 
la  prestación  de  una  obligación  refleja  de 
un  Derecho  Consecuencia!. 

B)  Acciones  de  por  si  subordinadas  o 
que  corresponde  hacerlas  efectivas  en  una 
forma  subsidiaria. 

C)  Acciones  de  origen  contractual,  su- 
peditada la  voluntad  de  uno  de  los  con- 
tratantes a la  de  persona  distinta  y que 
nó  intervino  en  la  celebración  o acto  que 
lo  autorizó. 

D)  Acciones  de  origen  contractual,  en 
el  que  de  una  manera  expresa,  la  volun- 
tad de  una  de  las  partes  se  subordinó  a la 
voluntad  de  la  otra;  ambas  contratantes. 

E)  La  traslación,  que  corresponde  al 
caso  de  calificar  un  hecho  civil,  para  es- 
tablecer la  condición  punible  en  su  ejecu- 
ción; el  paso  de  una  acción  civil  a una  ac- 
ción penal. 

Las  fracciones  (A)  y (B),  pueden  tomar 
en  general,  la  designación  de  condición  de 
Derecho;  las  fracciones  (C)  y (D),  la  de- 
signación de  condición  Contractual;  y la 
última,  la  Condición  de  Traslación,  siendo 
de  mucha  significación  jurídica  indicar, 
que  la  condición  de  Traslación,  tiene  su 
origen  con  mayor  fuerza  en  la  INTEN- 
CION, que  en  la  situación  por  condición. 

Analizando  un  ejemplo  en  cada  caso  y 
desde  el  punto  de  vista  de  la  doctrina  con- 
tenida en  el  precepto  legal  que  se  trata  de 


comentar,  es  más  fácil  hacer  las  consáde- 
raciones  jurídicas  respectivas,  planteán- 
doles como  problemas  para  su  resolución: 

Ejemplo  para  la  fracción  (A) ; Juan  tie- 
ne la  posesión  de  la  finca  “Los  Amates’^  de 
la  que  ha  gozado  de  manera  pública,  pa- 
cífica, sin  inquietud  y con  buena  fe,  a la 
vista,  ciencia  y paciencia  de  los  vecinos; 
en  dicha  finca  ha  plantado  grandes  siem- 
bras y beneficios,  maquinarias,  etc.;  Pe- 
dro, por  un  titulo  hereditario,  llegó  a ob- 
tener el  dominio,  sobre  la  misma  finca,  de 
cuyo  titulo  no  ha  hecho  ningún  uso. 

Como  poseedor  de  buena  fé,  tiene  Juan 
el  derecho  de  hacer  suyos  los  frutos,  reti- 
rar mejoras  y cobrar  las  inseperables;  por 
el  contrario,  Pedro,  como  consecuencia 
del  dominio,  tiene  derecho  a la  accesión  y 
y a todos  los  derechos  consecuenciales  del 
dominio  y directos,  a excepción  en  el  pre- 
sente caso,  de  los  consecuenciales  de  la  po- 
sesión. 

Teniendo  Juan  la  posesión,  nada  puede 
demandar  de  persona  alguna,  salvo  el  caso 
de  inquietud  en  ésta  o estorbo  en  el  uso; 
la  necesidad  jurídica  de  Juan,  desde  el 
instante  de  conocer  el  titulo  de  Pedro,  es 
obtener  declaración  de  derecho  sobre  los 
frutos  y las  mejora.s;  si  Pedro  le  demanda, 
la  solución  cae  dentro  las  excepciones  o la 
discusión  de  posesión,  si  Pedro  no  deman- 
da, hay  indefinición  de  derecho. 

La  ACCION  de  Juan,  indiscutiblemente 
depende  de  la  ACCION  de  Pedro;  la  solu- 
ción es  fácil;  Juan  informa  al  Juez  de  la 
situación  de  Derecho,  de  posesión  de  él  y 
de  dominio  de  Pedro,  de  las  mejoras  y de 
su  buena  fé;  pide:  que  Pedro  le  demande 
el  dominio,  para  hacer  valer  sus  derechos 
de  poseedor  de  buena  fé  y sus  consecuen- 
ciales en  “hacer  suyos  los  frutos"  y retirar 
o cobrar  las  mejoras;  señalado  un  término 
por  el  Juez,  si  Pedro  demanda,  puede  ha- 
ber contrademanda  o simples  excepciones, 
si  no  demanda,  Juan  hace  suyos  los  fru- 
tos y las  mejoras  de  Derecho  y puede  re- 
tirar todo  cuanto  esté  en  el  inmueble  co- 
mo fruto  de  su  trabajo. 

Consideraciones  sobre  el  presente  ejem- 
plo: 1?)  lo  mismo  puede  acontecer  con 
otros  derechos  consecuenciales  respecto 
del  dominio;  29)  puede  aducirse,  que  el 
procedimiento  a seguir  es  el  interdicto  de 
amparo  sn  la  posesión,  lo  que  sería  lógico 
y aconsejable,  para  el  caso  que  hubiera 
inquietud  o estorbo  en  ella,  de  lo  contra- 
rio, no  es  efectivo  ese  procedimiento  ,como 
en  el  ejemplo  que  se  cita;  39)  Si  en  ver- 
dad el  dominio  involucra  la  posesión  de 
derecho,  está  reconocida  jurídicamente  la 
posesión  de  hecho,  cuestión  que  hace  se- 
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parable  la  posesión  del  dominio  en  sus 
efectos  jurídicos  y hasta  es  privilegiada  la 
posesión,  para  discutirla  con  prelación  al 
dominio;  y 49)  Es  muy  interesante  hacer 
los  distingos  respectivos,  con  relación  a la 
prescripción  como  modo  de  adquirir:  hay 
un  período  de  diez  años  en  nuestra  legis- 
lación y es  para  la  ocupac’ón  que  se  trans- 
forma por  ese  hecho  en  posesión,  a lo  que 
se  refieren  los  títulos  supletorios;  y un  se- 
gundo período  de  cinco  años,  que  es  la 
prescripción  de  la  posesión  para  trans- 
formarse en  dominio. 

También  es  de  mucha  importancia  traer 
a cuenta,  que  se  trata  de  la  posesión  con 
todos  los  caracteres  de  pública,  pacifica, 
sin  inquietud,  sin  interrupción  ni  litigio, 
para  tomarla  como  calificada  de  buena  fé; 
y que  para  discutir  en  ju’cio  plenario  la 
posesión  no  se  necesita  título  alguno,  má- 
xime para  hacer  suyos  los  frutos  y las  me- 
joras, por  que  bien  estudiadas  las  mejo- 
ras y los  frutos  con  el  derecho  de  hacerlos 
propios,  tienen  sus  fundamentos  filosófi- 
cos en  ser  fruto  de  la  energía  humana  pre- 
sente o de  la  pretérita  en  los  ascendientes 
o causa-habientes. 

Ejemplo  para  ia  fracción  (B) : Juan  es 
fiador  de  Pedro  a favor  de  Manuel,  por 
una  suma  de  dinero,  que  Manuel  dió  a 
mutuo  a Pedro;  fianza  simple  e indefinida 
en  tiempo  por  haber  obligación  en  Juan 
respecto  de  las  prórrogas;  concluido  el  pri- 
mer plazo,  Manuel  no  cobra  ni  ejecuta  el 
pago  contra  su  principal  deudor  que  lo  es 
Pedro  y confiado  en  la  garantía  de  Juan; 
Pedro  tiene  todos  sus  bienes  en  venta  y 
está  quedándose  con  esa  venta,  insolvente 
o falto  de  bienes  con  que  pagar  o respon- 
der. 

Juan  no  tiene  acción  directa  contra  Pe- 
dro, mientras  no  halla  cancelado  la  obli- 
gación de  Manuel;  porque  el  derecho  de 
repetición  sólo  puede  existir,  cuando  se  ha 
cubierto  la  obligación  que  se  garantizó;  o 
lo  que  es  lo  mismo:  no  hay  repetición, 
mientras  no  halla  sustitución  de  acreedor; 
Como  Manuel  no  cobra  ni  ejecuta,  la  obli- 
gación de  Juan  es  subordinada  o subsi- 
diaria. 

La  solución  es;  que  Juan  se  presenta  a 
un  Juez  pidiendo  que  se  señale  un  término 
prudencial  a Manuel,  para  que  ejercite 
su  acción  de  cobro  respecto  de  Pedro,  ad- 
virtiendo ser  fiador  simple  y sin  plazo  fi- 
jo y que  la  acción  es  perfecta  por  haber 
plazo  vencido  en  la  obligación  de  Pedro; 
haciendo  alución  del  hecho  que  motiva  su 
pedimento  o sea  la  dilapidación  de  bienes, 
el  peligro  de  insolvencia  en  Pedro,  para  el 


caso  de  la  repetición  y que  para  pagar  o 
sustituir  al  acreedor,  necesita  ser  ejecu- 
tado. 

Si  la  ejecución  o acción  ejecutiva  se  en- 
tabla por  Manuel  directamente  contra  Pe- 
dro, Juan  queda  exento  siquiera  en  la  par- 
te que  cubra  lo  que  se  obtenga  de  aquella 
ejecución;  si  Manuel  no  llega  a ejecutar, 
Juan  queda  exento  de  la  totalidad  de  la 
obligación,  poniéndo  fin  a la  fianza  co- 
mo un  efecto  jurídico  inmediato  de  la  re- 
beldía de  Maunel. 

Consideraciones  acerca  de  este  ejem- 
plo: 19)  se  trata  de  fianza  simple  por 
cuanto  al  ser  solidaria,  no  hay  derecho  a 
orden,  escución,  ni  a preferencia  alguna; 
29)  es  la  obligación  a término  indefinido, 
porque  al  haber  término  fijo,  la  sola  con- 
dición de  concluirse  el  término  sin  ejecu- 
tar por  el  acreedor,  pone  fin  a la  fianza; 
39)  que  si  bien  hay  una  forma  legal  para 
poner  fin  a las  fianzas  indefinidas,  ésta 
tiene  el  carácter  de  indefinida  solamente 
en  el  plazo,  pero  por  razón  de  seguir  a las 
prórrogas;  y 49)  aunque  es  frecuente  que 
el  fiador  pague  la  obligación  sin  haber 
sido  ejecutado  por  el  acreedor  principal, 
en  muchos  casos  los  acreedores  no  acep- 
tan el  pago  del  fiador  y éste  no  tiene  per- 
sonería para  efectuar  consignaciones,  sus- 
tituyendo al  deudor  principal. 

El  presente  ejemplo,  es  pues,  un  caso 
en  que  la  ACCION  de  Juan,  depende  del 
ejercicio  de  la  ACCION  de  Manuel;  que 
tiene  efecto  jurídico,  respecto  a sustituir 
al  deudor  principal  u obligado  directo, 
para  obtener  el  derecho  de  repetición;  es 
acción  subordinada,  supeditada  o subsi- 
diaria. 

Ejemplo  para  la  fracción  (C) ; Juan  ga- 
rantizó con  primera  y especial  hipoteca 
a Pedro,  el  cumplimiento  de  una  obliga- 
ción de  Manuel,  por  suma  de  dinero  a mu- 
tuo; pero  a su  vez  y fuera  de  aquel  con- 
trato principal  de  mutuo  y fianza  con  ga- 
rantía hipotecaria,  Manuel  dió  a Juan 
prenda  única  y privilegiada  en  unos  auto- 
móviles y bajo  condición  de  ejercitar  la 
prenda,  cuando  se  le  ejercite  la  acción  hi- 
potecaria. 

Hay  un  contrato  por  el  que  tres  perso- 
nas adquieren:  Pedro  un  derecho  a co- 
brar de  Manuel,  en  su  caso  de  Juan  y una 
garantía  de  éste  en  forma  hipotecaria; 
Manuel  una  obUgación  de  pagar  y Juan 
otra  subsidiaria  de  pagar  en  sustitución 
de  Manuel. 

Y,  hay  otro  contrato,  por  el  que  Manuel 
da  prenda  a Juan,  para  el  caso  de  que  Pe- 
dro haga  efectiva  la  obligación  directa- 
mente de  Juan;  en  el  primer  contrato  hay 
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Obligación  solidaria  e intervienen  todos  y 
cada  uno  de  ios  obligados;  en  el  segundo, 
sólo  intervienen  Manuel  y Juan  y está  su- 
jeto a la  condición  suspensiva  de  que  Pe- 
dro haga  efectiva  la  garantía  hipotecaria, 
con  lo  que  expedita  la  acción  prendaria. 

No  ejercitando  su  acción,  Pedro  respec- 
to a Juan  o a Manuel,  la  prenda  no  tiene 
efecto  ni  es  exigible  por  condición  irrea- 
lizada; pero  el  fiador  Juan,  no  puede  per- 
manecer indefinido,  ni  con  la  esperanza 
incierta  y con  cuanta  mayor  razón,  si  se 
toman  en  cuenta  las  diferencias  de  perío- 
dos de  prescripción  para  hipoteca  y 
prenda. 

La  solución  es:  que  Juan  haciendo  ex- 
posición fundada  al  Juez,  pide  que  se  se- 
ñale a Pedro  un  término  prudencial  para 
que  ejercite  su  acción  simple  y ejecutiva 
centra  el  principal  deudor  o hipotecario, 
ejecutivo  contra  él  a efecto  de  expeditar 
la  acción  prendaria  respecto  a Manuel; 
tomándose  en  cuenta,  desde  luego,  que  la 
acción  es  vencida  y exigible  en  tiempo;  ex- 
peditar la  acción  de  Juan,  es  llenar  la  con- 
dición suspensiva  que  perfecciona,  no  el 
contrato  de  prenda,  sino  su  exigibilidad. 

Si  Pedro  no  ejercita  su  acción  en  contra 
ninguno,  Juan  se  libera  de  la  hipoteca  y 
Manuel  de  la  prenda;  si  Pedro  ejercita  su 
acción  directa  contra  Manuel  y ejecutan- 
do. embarga  bienes  suficientes  a cubrirse, 
libera  a ambos  en  la  forma  anterior;  si 
ejercita  Pedro  su  acción  contra  el  fiador 
hipotecario  Juan,  le  llena  la  condición  sus- 
pensiva de  la  prenda  y como  consecuencia, 
le  expedita  la  acción  prendaria  respecto  a 
Manuel;  en  todo  caso,  hay  una  acción  que 
depende  su  ejercicio,  del  ejercicio  de  la 
acción  de  otro. 

Tergiversando  los  procedimientos  y las 
interpretaciones  inteligentes,  se  puede  ar- 
gumentar en  contra  de  este  ejemplo,  en 
otra  forma  sería  muy  difícil;  aún  estando 
ligados  los  contratos  por  su  origen,  las  vo- 
luntades no  concurren  a un  sólo  acto  ju- 
rídico; el  primer  contrato  es  perfecto  y 
completo,  pero  el  segundo  es  condicional  y 
en  este  último,  sólo  intervienen  dos  vo- 
luntades, quedando  la  de  uno  de  éstos,  su- 
bordinada a la  voluntad  de  quien  no  in- 
tervino precisamente. 

Consideraciones  generales:  La  hipoteca 
como  la  prenda,  sólo  se  extinguen,  por  vo- 
luntad de  las  partes,  por  cumplimiento  de 
las  obligaciones  que  las  motiva,  por  extin- 
ción de  la  garantía  y por  prescripción,  en 
consecuencia,  aún  vencido  el  plazo  de  su 
exigibilidad,  quedan  vigentes  hasta  llegar 
a cualquiera  de  sus  formas  de  extinción; 
y la  prenda  en  este  caso,  es  garantía  que 


nace  y toma  valor  jurídico  como  exigible, 
hasta  el  instante  de  su  razón  de  ser  o sea 
precisamente,  hasta  tener  causa  justa  que 
consiste  no  sólo  en  el  tiempo  y la  presta- 
ción del  hecho,  sino  en  llenarse  la  condi- 
ción que  la  suspende. 

Ejemplo  para  la  fracción  (D) ; Juan  tie- 
ne a su  favor  una  deuda  de  Pedro,  la  que 
le  garantizó  con  primera  y especial  hipo- 
teca de  una  casa  y para  un  plazo  fijo  de 
seis  meses;  Juan  por  otra  parte,  obtiene 
de  Manuel,  un  crédito  por  igual,  mayor  o 
menor  suma,  el  que  le  garantizó  con  hipo- 
teca de  una  casa  de  su  propiedad,  sin  pla- 
zo fijo,  pero  con  la  condición  de  pagarle, 
cuando  Pedro  le  cubra  a él,  la  deuda  indi- 
cada al  principio. 

Vencido  el  plazo  de  Pedro  para  con 
Juan,  éste  no  cobra  ni  ejercita  acción  al- 
guna con  ese  fin;  no  hay  pago  de  Pedro  a 
Juan,  no  puede  haber  cobro  de  Manuel  a 
Juan,  por  la  condición  contractual  de  pa- 
gar, cuando  se  le  pague;  hay  aquí  una  ac- 
ción de  Manuel,  supeditada  a una  acción 
de  Juan,  hay  subordinación  voluntaria  de 
una  voluntad  a otra. 

La  solución  corresponde:  a que  Manuei 
con  exposición  de  motivos  y documenta- 
do, pida  de  un  Juez  que  señale  a Juan  un 
término  prudencial  para  que  ejercite  su 
acción  contra  Pedro  para  poder  ejercitar 
su  acción  contra  aquel,  en  virtud  de  lle- 
narse la  condición;  si  Juan  ejercita  su 
acción  y la  concluye,  queda  expedita  la 
aceitón  de  Manuel;  si  no  la  ejercita,  Ma- 
nuel sustituye  a Juan  para  el  ejercicio  de 
su  acción;  y,  sí  ejercitándola  Juan  no  la 
concluye,  puede  Manuel  llegar  a concluir- 
la en  virtud  de  otro  procedimiento  que  se 
verá  en  adelante. 

Consideraciones  generales;  19)  que  el 
contrato  sea  verdaderamente  condicional 
de  cobro  cuando  se  pague,  porque  si  fuere 
sub-hipoteca  o a plazo  fijo,  la  acción  seria 
expedita  vencido  el  plazo;  29)  El  plazo  de 
pago  fijado  en  el  contrato  subordinante, 
jurídicamente  no  destruye  ni  liena  la  con- 
dición aunque  se  llegue;  sólo  es  motivo 
para  la  acción  planteada;  39)  el  fin  per- 
seguido con  la  forma  procesal  indicada,  es 
lograr  la  sustitucción  de  deudores  y acree- 
dores para  refundirse  en  dos  personas, 
Manuel  como  acreedor  y Pedro  como  deu- 
dor, descartando  a Juan,  caso  no  ejercite 
su  acción. 

Ejemplo  para  la  fracción  (E) ; Juan  fal- 
sificó firmas  y documentos  por  los  cuales 
hace  aparecer  deudas  de  Pedro  a su  fa- 
vor; la  intención  de  Pedro  es  lograr  la  pu- 
nición del  delito  de  falsificación  cometido 
por  Juan;  no  pretende  destruir  la  acción 
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con  escepciones;  expone  lo  anterior  y lo 
justifica  al  Juez,  para  que  éste  señale  tér- 
mino a Juan  a efecto  de  que  interponga 
demanda  formal  haciendo  o pretendiendo 
hacer  efectivas  las  obligaciones  que  hizo 
aparecer  en  los  documentos. 

Si  demanda,  el  delito  ha  quedado  per- 
fectamente calificado  con  sólo  demostrar 
la  falsificación,  por  llenarse  los  requisitos 
de  lucro  intencional  o perjuicio,  condicio- 
nes inseparables  de  la  falsificación,  por 
ser  una  forma  de  manifestar  el  ánimo  o 
la  intencionalidad;  la  exhibición  a nada 
juridico  conduciría  en  este  caso,  por  cuan- 
to la  sola  portación  de  documentos,  a ex- 
cepción de  moneda  billetes,  no  genera  el 
delito,  ni  lo  perfecciona  a rigor  de  princi- 
pios. 


Si  no  demanda,  se  ha  eximido  de  la  pu- 
nición del  hecho  y en  este  caso,  corres- 
ponde pedir  un  nuevo  término  con  la  fi- 
nalidad de  que  la  falsedad  se  tenga  como 
excepción  y que  se  abone  en  esa  forma; 
comentario  que  corresponde  a otro  estudio. 

La  intención  humana,  es  la  caracterís- 
tica que  define  la  solución  del  problema 
citado  en  este  párrafo  y que  le  califica, 
antes  de  condición  de  derecho,  en  condi- 
ción por  intencionalidad;  es  la  forma  de 
buscar  procedimientos  que  den  repercu- 
ciones  diversas,  pasando  de  lo  civil  a lo 
penal;  lo  civil  para  la  reparación  material 
y lo  penal,  para  la  enmienda,  en  la  per- 
sona del  delincuente. 

Continuará— 

C.  MARTINEZ  O. 


FE  DE  ERRATAS 


En  el  estudio  de!  abogado  Carlos  Mar- 
tínez Oliva,  que  se  publicó  en  el  núme- 
ro anterior  de  la  “Gaceta  de  los  Tri- 
bunales”, denominado  “La  concurren- 
cia y los  accidentes  comunes”,  apare- 
cen los  siguientes  errores,  que  roga- 
mos anotarlos. — N.  de  la  R. 

Pág:  857 — 1»  Columna.  — Párrafo  7?  de- 
be completarse  para  que  el  concepto  quede 
asi; 

“Las  ramas  de  la  cieQcia  en  general, 
tienen  alcances  definidos  para  cada  épo- 
ca; pero,  la  acuciosidad  de  los  hombres 
inteligentes,  va  cada  día  disminuyendo  los 
límites  de  cada  rama,  en  busca  de  la  per- 
fección de  su  contenido  particular’’ . 


Pág:  861 — !?■  Columna.  — Párrafo  3ó 
debe  leerse  en  completo  asi:  “Los  punto.'' 
de  vista  siempre  son  importantes,  pero  a 
condición  de,  que  al  tomar  una  ruta  fija, 
se  entre  en  el  terreno  de  las  adaptaciones 
y las  modificaciones  sufridas  por  los  con- 
ceptos, en  la  concurrencia  de  accidentes; 
hay:  como  un  control  de  accidente  a acci- 
dente, que  viene  en  definitiva,  a dar  con- 
ceptos de  origen  conocido,  pero  de  efectos 
distintos,  por  la  reciprocidad  de  unos  y 
otros  accidentes  que  concurren  al  punto  de 
formación  de  la  ciencia”- 
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LA  LITIS  PENDENCIA 

SU  ESTUDIO  CON  RELACION  AL  DERECHO  PROCESAL  CIVIL  GUATEMALTECO 

Por  el  Abogado  JUAN  MANUEL  JIMENEZ  PINTO 
Concluye 


CAPITULO  IV. 

LA  LITIS  PENDENCIA  COMO  ESCEP- 
CION  PROCESAL  PERENTORIA 

PARRAFO  XII 

CONCEPTO  DE  LA  ESCEPCION  PROCE- 
SAL PERENTORIA  DE  LITIS 
PENDENCIA 

SUMARIO:  I.  Uno  de  los  efectos  de  la  litis  pen- 
dencia es  producir  una  escepción  procesal  perentoria. 
II.  Del  por  qué  se  insiste  en  denominarla  escepción 
procesal  perentoria. 

I 

Al  constituirse  la  litis  pendencia,  el  reo 
adquiere  el  derecho  procesal  de  no  ser 
demandado  en  idéntica  forma  por  la  mis- 
ma persona.  Si  el  actor  viola  este  dere- 
cho, interponiendo  una  demanda  idéntica 
a la  litis  pendencia,  la  relación  jurídica 
originada  por  la  nueva  demanda  queda  a 
merced  de  la  parte  reo,  quien  puede  a su 
arbitrio:  ya  sea  impedir  su  constitución, 
o permitirsela  con  el  objeto  preciso  de 
destruirla  más  tarde.  Este  último  efecto  es 
conocido  con  el  nombre  de  escepción  pro- 
cesal perentoria  de  litis  pendencia. 

II 

El  demandado  ejerce  el  poder  de  matar 
la  relación  jurídica  procesal,  como  un  me- 
dio para  defenderse  de  los  ataques  que  le 
dirige  el  actor  valiéndose  de  la  acción; 
luego,  ese  medio  de  defensa  es  una  verda- 
dera escepción,  que  por  derivarse  de  la  li- 
tis pendencia  y perseguir  el  aniquilamien- 
to— "perimere” — del  proceso,  debe  recono- 
cerse, en  el  terreno  del  procedimiento  ci- 
vil, bajo  su  nombre  técnico:  escepción  pro- 
cesal perentoria  de  litis  pendencia. 


PARRAFO  XIÍI. 

REQUISITOS  PARTICULARES  DE  LA  ES- 
CEPCION PROCESAL  PERENTORIA  DE 
LITIS  PENDENCIA 

SUMARIO:  I.  Enum/eración  de  los  requisitos. — 
II.  Alegarse  como  escepción  perentoria  por  la  parte 
demandada. — m.  Hacerlo  dentro  del  término  seña- 
lado para  el  efecto. 


I 

Para  usar  de  la  litis  pendencia  como 
escepción  perentoria  del  procedimiento,  se 
necesita  llenar,  además  de  los  requisitos 
generales  enumerados  anteriormente  (52), 
los  particulares  que  siguen: ' 

a)  alegarse  como  escepción  perentoria 
por  la  parte  demandada;  y 

b)  hacerlo  dentro  del  término  señalado 
para  el  efecto  por  la  ley  procesal. 

n 

Las  legislaciones  procesales  que  siguen 
el  sistema  de  pleito  (53)  conciben  la  es- 
cepción perentoria  como  un  derecho  del 
demandado,  y ex’gen  para  su  reconoci- 
miento, que  su  titular  (el  reo)  la  alegue 
en  juicio,  pues  le  es  absolutariiente  prohi- 
bido al  Juez  estimarla  de  oficio. 

La  escepción  procesal  perentoria  de  li- 
tis pendencia  sigue  los  principios  juridicos 
dominantes  en  materia  de  escepciones  pe- 
rentorias: debe  ser  alegada  por  la  parte 
reo. 

Cuando  el  demandado  intenta  usar  de 
la  litis  pendencia  como  escepción  procesal 
perentoria,  se  encuentra  ante  dos  proce- 
sos en  trámite:  uno  antiguo,  reciente  el 
otro. 

¿En  cuál  de  ellos  debe  alegarla?  ¿En  el 
que  ya  estaba  pendiente,  litis  pendencia? 
¿En  el  que  se  constituyó  de  último? 

No  vacilamos  en  responder:  debe  inter- 
ponerla ante  el  Juez  que  conoce  del  pro- 
ceso más  reciente,  de  aquél  cuya  destruc- 
ción se  pretende.  Militan  en  favor  de 
esta  tesis  las  razones  siguientes: 


(52)  En  la  página  850  del  número  anterior  de’  la 
Gaceta. 

(53)  Las  legislaciones  procesales  de  las  naciones 
civilizadas,  pueden  agruparse  en  dos  grandes  divi- 
siones o sistemas:  el  de  pleito  y el  de  investiga- 
ción. 

El  de  pleito  lo  siguen  aquellas  legislaciones,  en 
las  cuales  el  Juez  es  un  árbitro  de  la  contienda,  a 
quien  le  está  absolutamente  prohibido  intervenir 
en  forma  activa  en  ella,  mostrarse  parte. 

En  el  de  investigación  el  juez  actúa  como  in- 
vestigador de  los  hechos  propuestos  por  las  partes. 
Esta  sentencia  latina  nos  da  el  substráete  de  su 
constitución:  “Da  mihi  factum  dabo  tlbi  Jus”  (dad- 
me el  hecho  y os  daré  el  derecho). 

Es  seguido  con  nuás  o menos  restricciones  por 
Alemania.  Austria.  Inglaterra  y algunos  cantones 
suizos.  (Magín  Pábrega,  obra  citada,  páginas  321  y 
322  del  tomo  primero). 
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a)  Las  escepciones  no  pueden  descargar 
sus  efectos  en  juicio  distinto  de  aquél  en 
que  se  interponen;  si  la  litis  pendencia  se 
alegase  como  escepción  perentoria  ante  el 
Juez  que  conoce  del  proceso  legitimo,  sus 
efectos  nunca  podrían  extenderse  hasta  el 
juicio  recientemente  formado.  Es  ilógico 
darle  medicina  a un  sano  para  curar  un 
enfermo. 

b)  Si  las  escepciones  de  forma  son  ori- 
ginadas por  defectos  de  la  relación  jurídica 
procesal  (54),  sus  resultados  deben  reper- 
cutir sobre  la  misma  relación  procesal;  asi, 
la  escepción  perentoria  de  litis  pendencia 
debe  ejercer  sus  efectos  de  destrucción, 
sobre  el  proceso  constituido  últimamente 
por  ser  el  defectuoso;  mas  nunca  sobre  el 
que  ya  estaba  pendiente  con  anterioridad, 
que  carece  de  tales  defectos. 

c)  Las  escepciones  perentorias,  como 
elementos  modificativos  de  la  acción,  de- 
ben juzgarse  por  el  Juez  que  conoce  de  es- 
ta última. 

d)  Aun  en  el  remoto  caso  en  que  la  ley 
exigiese  interponer  la  escepción  perento- 
ria de  litis  pendencia,  ante  el  Juez  que 
previno  en  el  conocimiento,  habria  impo- 
sibilidad absoluta,  en  algunos  casos,  de 
cumplr  ese  mandato;  v.  g.:  si  el  juicio  en 
que  se  previno  estuviese  en  segunda  ins- 
tancia o fuese  de  distinta  jurisdicción 
(criminal  por  ejemplo). 

El  Código  de  Procedimientos  Civiles  de 
Guatemala,  exige  se  interponga  la  escep- 
ción perentoria  de  iitis  pendencia  “ante  el 
juez  que  haya  prevenido  en  el  conocimien- 
to’^  (55) 

III 

La  mayor  parte  de  las  legislaciones  pro- 
cesales del  mundo,  exigen  que  la  escepción 
perentoria  de  litis  pendencia  (ai  iguai  que 
las  de  su  especie) , se  interponga  al  con- 
testarse a la  demanda.  Con  la  mayor  fa- 
cilidad se  encuentran  cuales  fueron  las 
razones  que  inclinaron  el  ánimo  del  legis- 
lador para  establecerlo  así. 

Nuestro  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles se  aparta  de  esta  corriente  juridica; 
da  a la  escepción  perentoria  de  iitis  pen- 


(54) Magín  Pábrega  y Cortés,  dice  al  respecto,  en 
la  página  377  del  tomo  I:  “Toda  escepción  se  funda 
en  un  defecto  de  la  acción;  por  esto  dice  Ulpiano  que 
es  como  nula  la  acción  cuando  es  repelida  por  la 
escepción  “ouasi  nula  es  actio  quae  exceptioiie  re- 
pelUtur”.  El  defecto  de  la  acción  puede  estar,  o en 
el  derecho  mismo  que  la  acción  viene  llamada  a de- 
fender. o en  el  modo  como  este  derecho  se  ejercita 
en  juicio. ...”  Mattirolo  se  expresa  en  igual  sentido 
al  tratar  de  las  escepciones  (obra  citada,  tomo  I.  pá- 
gina 16). 

(55)  Segunda  parte  del  artículo  139,  decreto 
número  273. 

Véase  el  comentario  de  este  articulo  adelante. 


dencia  el  privilegio  de  poderla  interponer 
en  cualquier  estado  del  juicio;  le  concede 
una  libertad  de  acción,  que  está  interdicta 
para  el  resto  de  las  escepciones  acepta- 
das. (56) 


PARRAFO  XIV. 

EFECTOS  DE  LA  ESCEPCION  PROCESAL 

PERENTORIA  DE  LITIS  PENDENCIA 

SUMARIO:  I.  .Si  la  litis  pendencia  es  capaz  de 
producir  efectos  de  escepción  procesal  perentoria. — 
II.  Cómo  se  dividen  los  efectos  que  produce  la  es- 
cepción perentoria  mencionada. — III.  Obligar  al  de- 
mandado a probarla  en  juicio. — IV.  No  relevar  al 
demandado  de  las  obligaciones  procesales. — V.  La 
destrucción  de  la  relacdón  jurídica  procesal. 

I 

En  varias  ocasiones  se  le  han  discutido 
a la  litis  pendencia  sus  efectos  de  escep- 
ción procesal  perentoria.  ¿Es  capaz  de 
matar  el  juicio?  ¿Aicanza  solamente  a 
enervarlo? 

Vimos  ya  (57),  que  cuando  se  resuelve 
la  escepción  dilatoria  de  litis  pendencia,  en 
forma  favorable  a los  intereses  dei  reo,  el 
fallo  ordena  la  suspensión  del  juicio;  y 
que  esta  suspensión  dura  por  todo  el  tiem- 
po necesario  para  que  el  actor  subsane  los 
defectos  que  la  han  originado.  Como  ese 
defecto  lo  constituye  el  hecho  de  que  ya 
esté  en  trámite,  ante  Tribunal  competente, 
otro  proceso  idéntico,  el  actor  es  incapaz 
de  arreglar  las  cosas  de  tal  modo  que  el 
proceso  más  antiguo  (litis  pendencia)  des- 
aparezca; puesto  que,  siempre  existirá  en 
su  calidad  de  proceso  pendiente,  mientras 
no  le  de  término  la  sentencia  definitiva; 
y en  este  caso,  la  sentencia  que  se  dicte 
causará  escepción  de  cosa  juzgada  en  el 
otro.  Luego,  la  suspensión  que  produjo  la 
litis  pendencia  como  escepción  dilatoria, 
de  hecho  fué  definitiva:  originó  efectos  se- 
mejantes a los  de  una  escepción  perento- 
ria. 

Si  la  litis  pendencia  se  manifiesta  con 
los  efectos  de  una  escepción  procesal  pe- 
rentoria, no  existe  razón-  alguna  para  que 
el  Código  de  Procedimientos  Civiies  le  des- 
conozca ese  carácter. 


(56)  La  antigua  doctrina  del  procedimiento  di- 
vidió las  acepciones,  atendiendo  al  tiempo  dentro 
del  cual  podían  interponerse,  en  escepciones  tem- 
porales y perpetuas.  Temporales,  las  que  debían 
alegarse  en  un  período  fijo  del  procedimiento;  y per- 
petuas. las  que  podían  hacerse  valer  en  cualquier 
estado  del  juicio. 

Nuestro  Código  de  Procedimientos  Civiles  aun 
rememora  esa  división  en  el  artículo  139,  Decreto  273. 

(57)  Véase  la  página  855  del  número  anterior 
de  la  Gaceta. 
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II 

La  interposición  de  la  litis  pendencia 
como  escepción  procesal  perentoria  origi- 
na los  siguientes  efectos: 


a)  inmediatamente.. 


ó)  mediatamente 


1 — obligar  al  reo 

!a  probarla  en  jui- 
cio; 

2 — no  relevar  al 
demandado  de 
sus  obligaciones 
procesales; 

)3 — la  destrucción 
de  la  relación  ju- 
ridico — procesal, 
del  proceso. 


das  las  obligaciones  que  le  impone  la  re- 
lación procesal;  en  manera  alguna  puede 
sustraerse  a su  cumplimiento.  De  esta 
suerte,  el  actor  conserva  Ilesos  todos  los  de- 
rechos, que,  de  acuerdo  con  el  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  debe  satisfacerle 
el  reo,  aunque  éste  último  hubiese  proba- 
do ya  en  forma  plena  la  escepción  peren- 
toria de  litis  pendencia. 

V 

¿Cuál  es  el  efecto  fundamental  que 
produce  la  escepción  procesal  perentoria 
de  litis  pendencia?  ¿La  destrucción  de  la 
acción,  o la  destrucción  de  la  relación  ju- 
ridica  procesal? 


ni 

La  litis  pendencia,  ya  se  use  como  es- 
cepción procesal  dilatoria  o como  peren- 
toria, obra  ope  exceptionis:  es  forzoso  que 
el  demandado  la  alegue  en  juicio.  Como 
en  virtud  de  la  doctrina  juridica  de  la 
prueba,  aceptada  por  la  mayor  parte  de 
las  legislaciones  procesales  del  mundo, 
“quien  afirma  está  obligado  a probar”;  la 
carga  de  la  prueba,  tratándose  de  la  es- 
cepción perentoria  de  litis  pendencia,  gra- 
vita sobre  la  parte  demandada.  (58) 

IV 

Al  estudiar  la  escepción  procesal  peren- 
toria de  litis  pendencia  surge  esta  pre- 
gunta: “¿Si  la  escepción  perentoria  de  li- 
tis pendencia  en  realidad  mata  el  proceso, 
quedará  desligado  de  sus  obligaciones  el 
reo,  una  vez  la  haya  probado  plenamente 
en  autos?” 

El  legislador  ha  creido  necesario  que  las 
escepciones  perentorias  se  discutan  al  mis- 
mo tiempo  que  la  acción,  y se  resuelvan  en 
la  sentencia  definitiva.  (59)  No  se  escapa 
a nuestros  lectores  que  asi  lo  dispuso,  por- 
que dichas  escepciones  son  en  cierto  grado 
elementos  modificativos  de  la  acción.  (60) 

Si  la  escepción  perentoria  de  litis  pen- 
dencia se  juzga  hasta  en  el  fallo  defini- 
tivo, lógicamente  el  reo  debe  observar  to- 


(58)  La  ley  procesal  guatemalteca  sigue  la  mis- 
ma corriente  Jurídica;  en  el  articulo  603.  expresa: 
“El  que  afirma  está  obligado  a probar.  En  conse- 
cuencia el  actor  debe  probar  su  acción  y el  reo  sus 
escepciones”. 

(59)  Tal  dispone  el  artículo  46  del  decreto  de 
reformas  al  Código  de  Procedimientos  Civiles,  nú- 
mero 1747. 

(60)  Mattirolo  reconoce:  que  entre  los  elemen- 
tos del  pleito  figtu’a  como  parte  integrante  del  tí- 
tulo. la  escepción  (página  166  del  tomo  primero). 


Nuestro  Código  de  Procedimientos  Civi- 
les afirma  que  es  lo  primero:  la  destruc- 
ción de  la  acción.  (61)  Nosotros  creemos 
que  es  lo  segundo : la  destrucción  de  la  re- 
lación procesal. 

Si  la  escepción  procesal  perentoria  de  li- 
tis pendencia  descargase  sus  efectos  mor- 
tíferos sobre  la  acción,  una  vez  se  resol- 
viese de  conformidad  en  uno  de  los  proce- 
sos, destruiría  automáticamente  el  otro,  ya 
que  en  ambos  se  ejercita  la  misma  acción. 
Como  esto  no  sucede,  podemos  concluir: 
que  la  litis  pendencia  usada  en  esta  for- 
ma, no  destruye  la  acción. 

¿Qué  sucede  cuando  en  un  juicio  pros- 
pera la  escepción  procesal  perentoria  de 
litis  pendencia? 

— Sencillamente  que  el  actor  no  obtiene 
los  fines  que  perseguía  en  el  proceso. 

¿Por  qué  no  los  obtiene? 

— Porque  el  proceso  era  defectuoso  desde 
su  principio;  había  intentado  ejercitar  una 
acción  que  ya  estaba  discutiéndose,  y la  es- 
cepción perentoria,  al  comprobar  que  ya 
existía  una  litis  pendencia  idéntica,  lo 
desenmascaró,  le  suprimió  su  efectividad, 
lo  tornó  inofensivo:  lo  destruyó. 

En  el  largo  camino  recorrido  por  la  li- 
tis pendencia  en  su  evolución,  tan  sólo  una 
vez  se  ha  presentado  con  los  efectos  pecu- 
liares de  una  escepción  perentoria  de  la 
acción;  y fué,  bajo  el  sistema  procesal  ro- 
mano denominado  per  fórmulas.  (62) 


(61)  En  los  artículos  567  y 568  Pros.  Civiles. 

(62)  Remitimos  a nuestros  lectores  a las  pági- 
nas 842  del  número  anterior  de  la  Gaceta. 
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PARRAFO  XV 

NATURALEZA  DE  LA  SENTENCIA  DEFI- 
NITIVA QUE  RESUELVE  UNA  ESCEP- 
CION  PROCESAL  PERENTORIA  DE  LITIS 
PENDENCIA. 

SUMARIO:  I.  Pormjas  en  que  puede  manifestarse 
la  sentencia. — ' 11.  Naturaleza  de  la  que  resuelve  fa- 
vorablemente la  escepción. — ni.  Naturaleza  de  la 
sentencia  que  la  desecha. — IV.  ¿Produce  escepción 
de  cosa  Juzgada,  la  sentencia  que  resuelve  favora- 
blemente la  escepción? 

I 

Hemos  expuesto  en  esta  tesis,  que  la  es- 
cepción perentoria  de  litis  pendencia  se 
resuelve  en  el  fallo  definitivo;  también, 
cuáles  fueron  las  razones  para  que  se  es- 
tableciese así;  réstanos  únicamente  estu- 
diar la  naturaleza  intrínseca  de  esa  sen- 
tencia. 

La  sentencia  definitiva  que  resuelve  una 
escepción  procesal  perentoria  de  litis  pen- 
dencia. puede  manifestarse  en  dos  formas 
distintas : 

a)  resolviendo  favorablemente  la  escep- 
ción; y 

b)  desechándola. 

II 

¿Qué  resuelve  en  el  primer  caso  la  sen- 
tencia definitiva? 

El  fallo  no  puede  negar  al  demandante 
la  acción;  no  debe  declarar  que  carece  de 
ella.  La  realidad  es  otra:  el  demandante 
tiene  acción,  pero  ya  la  comprometió  en 
otro  proceso  idéntico;  y como  una  conse- 
cuencia, debe  estar  y pasar  por  el  fallo  que 
en  él  se  (ticte,  correr  sus  riesgos,  sufrir 
sus  consecuencias. 

En  el  presente  caso,  la  sentencia  debe 
concretarse  a declarar,  en  su  parte  reso- 
lutiva: que  el  actor  carece  de  derecho  para 
ejercitar  su  acción;  en  otros  términos,  que 
el  actor  no  puede  ejercitar  su  acción  en  el 
juicio,  en  virtud  de  haberla  deducido  ya  en 
otro  proceso  idéntico,  cuya  tramitación 
aún  no  ha  finalizado.  Debe  abstenerse  vo- 
luntariamente de  considerar  el  fondo  de 
la  cuestión,  porque  todo  cuanto  haga  en 
ese  sentido  es  inútil:  el  Juez  no  puede 
fallar  el  fondo  del  litigio  habiendo  pros- 
perado la  escepción  perentoria  de  litis 
pendencia.  Luego,  el  fallo  que  resuelve 
la  escepción,  de  acuerdo  con  los  intereses 
del  interponente,  no  es  una  sentencia  de 
fondo  sino  formal. 

III 

Por  el  contrario,  el  fallo  que  declara  sin 
lugar  una  escepción  procesal  perentoria 
del  litis  pendencia,  entra  desde  luego  a 


conocer  del  fondo  del  juicio,  y no  puede 
ser  catalogado  como  sentencia  formal. 
Debe  clasificarse  dentro  de  alguna  de  las 
divisiones  que  hacen  de  las  sentencias  de 
fondo,  los  comentaristas,  atendiendo  a los 
resultados  que  producen  en  el  campo  del 
derecho. 

IV 

Las  sentencias  correspondientes  al  pri- 
mer grupo  (que  resuelven  de  conformidad 
la  escepción) , por  ser  formales  en  esen- 
cia, no  producen  escepción  de  cosa  juz- 
gada, a pesar  de  que  se  hayan  dictado  en 
un  juicio  ordinario,  porque: 

a)  al  admitir  lo  contrario,  se  prejuzga- 
ria  sobre  el  fondo  de  la  controversia;  y 

b)  aceptando  que  originasen  cosa  juz- 
gada, podrían  interponerse  a continuación 
en  el  otro  proceso  (la  litis  pendencia) , y 
destruirlo,  lo  que  equivaldría  a desnatu- 
ralizar la  escepción,  tornándola  de  peren- 
toria del  procedimiento  a perentoria  de  la 
acción.  (63) 


CAPITULO  V 

EL  ARTICULO  139  DEL  DECRETO  DE  RE- 
FORMAS AL  CODIGO  DE  PROCEDI- 
MIENTOS CIVILES  NUMERO  273. 

PARRAFO  XVI. 

Su  Historia. 

SUMARIO:  I.  Este  precepto  en  el  Código  de  Pro- 
cedimüentos  Civiles  del  Distrito  Federal  Mexicano  y 
Territorio  de  Baja  California  del  año  1872, — II.  El 
mismo  en  las  leyes  de  Guatemala. 

I 

Para  hacer  el  comentario  del  articulo 
que  encabeza  estas  líneas,  fuerza  es  hacer 
historia,  conocer  su  origen  en  las  leyes  que 
constituyen  sus  antecedentes  jurídicos. 

Una  ojeada  retrospectiva  hacia  las  fuen- 
tes de  nuestro  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  basta  a demostrar  que  el  precepto 
contenido  en  el  articulo  139,  Decreto  nú- 
mero 273,  tuvo  su  origen  en  el  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  puesto  en  vigor  en 
agosto  de  1872  en  el  Distrito  Federal  de 
México  y Territorio  de  Baja  California. 

Las  leyes  procesales  anteriores  al  Código 
de  Baja  California  habían  ya  aceptado  el 
uso  de  la  litis  pendencia  como  escepción 
perentoria,  como  dilatoria  y como  causa 


(63)  Desgraciadamente  ninguna  de  las  obras  de 
Procedimientos  Civiles,  de  las  que  tuvimos  a la  mano, 
trata  este  delicadísimo'  problema. 

Hicimos  lo  posible  por  suplir  la  falta  de  comen- 
tarios. mediante  un  minucioso  estudio  de  la  escep- 
ción de  cosa  juzgada  y de  la  naturaleza  de  cada  una 
de  las  clases  de  sentencia  que  reconocen  los  proce- 
salistas. 
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paxa  decretar  la  acumulación  de  los  autos; 
aun  más,  en  ciertas  leyes  se  le  llegó  a re- 
conocer el  carácter  de  escepción  dilatoria 
anómala  (64),  mas  ninugna  de  ellas  llegó 
a establecer  cuál  era  el  concepto  jurídico 
de  la  litis  pendencia.  Este  concepto,  cuya 
importancia  nadie  se  atreve  a dudar,  se 
habla  relegado  a la  esfera  puramente  doc- 
trinaria del  procedimiento.  Es  a la  comi- 
sión redactora  del  Código  del  Distrito  Fe- 
deral Mexicano  y Temtorio  de  Baja  Cali- 
fornia, a quien  cabe  la  honra  de  haberlo 
introducido  como  parte  integrante  de  la 
legislación  procesal,  por  medio  de  los  ar- 
tículos que  siguen: 

Articulo  68. — ^La  escepción  de  litis  pen- 
dencia procede  cuando  un  Juez  compe- 
tente conoce  ya  del  mismo  negocio  sobre  el 
cual  es  demandado  el  reo. 

Articulo  69. — La  litis  pendencia  procede 
en  cualquier  estado  del  juicio,  y debe  pro- 
ponerse ante  el  Juez  que  haya  prevenido  en 
el  conocimiento;  y en  los  concursos  ante 
el  Juez  que  conozca  de  ellos. 

Articulo  70.— El  efecto  de  la  litis  pen- 
dencia es  la  acumulación  de  autos,  que  se 
sustanciará  en  la  forma  y términos  que 
establece  el  capitulo  37  del  Título  XIV. 

11 

El  Código  de  Procedimientos  Civiles  de 
Guatemala  adoptó,  en  forma  literal,  las 
leyes  transcritas,  por  medio  de  los  artícu- 
los 570,  571  y 572  respectivamente. 

Durante  los  primeros  cinco  años,  que  es- 
tuvo en  vigencia  el  Código  de.Procedimien- 
tos  Civiles,  pudieron  comprobarse  algunas 
contradicciones,  deficiencias  y obscurida- 
des de  que  adolecía  el  tratado  de  las  es- 
cepciones  en  general. 

La  práctica  constante  de  los  Tribunales 
de  Justicia  demostró  que  era  un  absurdo, 
si  no  un  imposible,  que  la  litis  pendencia 
usada  como  escepción  perentoria  o dilato- 
ria, se  interpusiera  ante  el  Juez  que  hu- 
biese prevenido  en  el  conocimiento,  según 
lo  ordenaba  el  articulo  571  del  Código;  y 
al  emitirse  el  decreto  273,  se  trató  de  co- 
rregirlo reformándolo  en  los  siguientes 
términos: 

“Decreto  273. — Artículo  139:  La  litis  pen- 
dencia propuesta  como  escepción  pura- 
mente dilatoria,  se  sustanciará  como  las 
demás  de  su  especie.  Como  perentoria 


(64)  Según  nos  refiere  Hernández  de  la  Rúa,  en 
la  p^ina  122  dol  tomo  II  de  su  obra,  la  litis  pen- 
dencia figuraba  dentro  de  la  categoría  de  las  escep- 
oiones  denominadas  dilatorias  ánómalas  o mixtas; 
es  decir,  aquellas  escepciones  que  podían  interpo- 
nerse “dentro  de  los  nueve  días  siguientes  al  del  em- 
plazamiento. sin  contestar  a la  demanda;  o como  pe- 
rentorias pasado  aquel  término”. 


procede  en  cualquier  estado  del  juicio,  y 
debe  proponerse  ante  el  Juez  que  haya  pre- 
venido en  el  conocimiento;  y en  los  con- 
cursos ante  el  Juez  que  conozca  de  ellos”. 

En  esta  forma  el  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles  crió  una  novedosa  concepción 
de  la  litis  pendencia,  usada  como  escep- 
ción procesal  perentoria,  un  rompecabezas 
para  los  comentaristas  del  Procedimiento 
Civil  y un  martirio  para  los  estudiantes  de 
jurisprudencia. 


PARRAFO  XVII. 

COMENTARIO  DEL  ARTICULO  139  DEL 
DECRETO  NUMERO  273. 

SUMARIO:  I.  Interpretación,  que  dieron  los  le- 
gisladores guatemaltecos  del  año  82,  al  artículo  5^1 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles. — II.  Inter- 
pretación del  artículo  original  en  el  Código  de  Bala 
California  del  año  1872, — HI.  Falsa  interpretación 
que  se  dió  al  artículo  571  del  Código,  al  reformarlo. 

I 

La  forma  en  que  modificaron  el  ar- 
tículo 571  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  los  autores  del  decreto  número  273, 
demuestra  claramente  que  ellos  atribuye- 
ron la  obscuridad  del  articulo,  al  hecho  de 
que  se  hubiesen  involucrado  en  él,  las  dos 
escepciones  provenientes  de  la  litis  pen- 
dencia: la  dilatoria  y la  perentoria.  Por 
eso  el  artículo  139,  Decreto  273,  al  refor- 
mar el  571  del  Código,  lo  divide  en  dos 
partes:  la  primera,  que  se  refiere  a la  es- 
cepción dilatoria  de  litis  pendencia,  per- 
fectamente lógica  y comprensible:  y la  se- 
gunda, relativa  a la  escepción  perentoria 
de  litis  pendencia,  en  la  que  se  dejan  las 
cosas  tal  como  estaban,  completamente  in- 
comprensibles y obscuras. 

¿Dieron  nuestros  legisladores  la  debida 
interpretación  al  articulo  571  del  Código 
de  Procedimientos?  ¿Cuándo  ese  artículo 
decía:  “la  litis  pendencia  procede. . . .”,  se 
refería  en  realidad  a las  escepciones  pe- 
rentoria V dilatoria  de  litis  pendencia, 
como  lo  entendieron  los  reformadores  del 
Procedimiento  Civil? 

II 

La  adecuada  interpretación  del  precepto 
que  contenía  el  articulo  571  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles  de  Guatemala,  debe 
buscarse — a nuestro  juicio — en  el  Código 
similar  del  Distrito  Federal  Mexicano  y 
Territorio  de  Baja  California,  promulgado 
en  agosto  del  año  1872. 
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La  lectura  detenida  del  Código  de  Pro- 
cedimientos de  Baja  California,  demuestra 
que  el  capitulo  11,  Titulo  1?,  se  encuentra 
dividido  en  dos  partes:  la  primera  com- 
prende desde  el  artículo  60  hasta  el  73  in- 
clusive, y está  dedicada  a las  escepciones 
dilatorias  (65) ; la  segunda,  desde  el  ar- 
ticulo 74  hasta  el  80,  y se  refiere  a las  es- 
cepcíones  perentorias  con  exclusividad. 

El  precepto  comentado  se  encuentra 
dentro  de  los  artículos  de  la  primera  parte. 
No  debe  aludir,  por  consiguiente,  a la  es- 
cepción  perentoria  de  litis  pendencia,  por- 
que si  el  legislador  hubiese  hecho  relación 
a ella,  el  articulo  figuraría  dentro  de  la 
segunda  parte. 

¿Se  referirá  entonces  dicho  articulo  a la 
escepción  dilatoria  de  litis  pendencia?  No 
lo  creemos. 

El  articulo  69  del  Código  mexicano  habla 
sencillamente  de  “litis  pendencia”,  no  men- 
ciona en  lo  absoluto  ni  escepción  peren- 
toria, ni  escepción  dilatoria;  mientras  que 
el  68  dice:  “escepción  de  litis  pendencia”, 
sin  hacer  distingos  entre  la  perentoria  o la 
dilatoria.  Lógico  es  suponer,  que  el  ar- 
tículo 68  regula  la  litis  pendencia  usada 
como  escepción  dilatoria,  por  estar  dicho 
artículo  dentro  de  los  que  tratan  de  esa 
clase  de  escepciones;  y que  el  69,  regla- 
menta la  litis  pendencia  en  cualquiera  otra 
de  sus  manifestaciones,  menos  como  es- 
cepción dilatoria,  porque  suponer  otra  cosa 
sería  considerar  al  legislador  demasiado 
ampuloso  e ilógico,  al  dedicarle  dos  artícu- 
los distintos  a un  mismo  principio  jurídico. 

Además,  el  contexto  del  articulo  69  del 
Código  de  Baja  California,  no  debe  aludir 
a la  escepción  perentoria  o dilatoria  de 
litis  pendencia,  por  estar  en  flagrante  con- 
tradicción con  la  doctrina  sustentada  en 
materia  de  escepciones  en  los  capítulos  II 
y III  del  título  VI. 

Si  el  artículo  menc  onado  no  se  refiere 
a la  litis  pendencia  como  escepción  peren- 
toria ni  como  dilatoria,  forzosamente  debe 
hacerlo  como  causa  para  acumular  los 
autos,  último  de  los  resultados  que  se  le  re- 
conocen. En  efecto,  cuán  comprensible, 
lógico  y claro  es  dicho  precepto  al  relacio- 
narlo a la  acumulación  de  autos  por  litis 
pendencia:  “La  acumulación  de  autos  por 
litis  pendencia  procede  en  cualquier  estado 
del  juicio  y debe  proponerse  ante  el  Juez 
que  haya  prevenido  en  el  conocimiento;  y 


(65)  Solamente  se  mencionan  las  escepciones 
perentorias  en  los  Artícnílos  61  y 62,  para  definir  e 
indicar  cómo  se  dividen  las  escepciones  en  general. 


en  los  concursos  ante  el  Juez  que  conozca 
de  ellos”.  Concebido  en  estos  términos, 
guarda  estrecha  e íntima  unión  con  el  ar- 
tículo siguiente  (el  70) , que  indica  la  for- 
ma de  proponer  y tramitar  la  acumulación 
de  autos  por  idéntica  causa. 


III 

El  artículo  571  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles  de  Guatemala,  que  es  una 
copia  fiel  y literal  del  69  del  Código  me- 
xicano (66),  se  refería  como  éste  último,  a 
la  acumulación  de  autos  por  litis  penden- 
cia, no  a las  escepciones  de  litis  penden- 
cia: perentoria  o dilatoria.  Nuestros  legis- 
ladores, que  no  lo  creyeron  así,  al  refor- 
marlo, vistieron  a la  escepción  procesal  pe- 
rentoria de  litis  pendencia  con  un  ropaje 
impropio,  la  desnaturalizaron;  y lo  que  es 
más  grave  todavía,  la  hicieron  inaplicable 
en  la  práctica.  Un  ejemplo  bastará  a con- 
firmar nuestra  aseveración;  el  Código  or- 
dena: la  litis  pendencia  como  escepción 
perentoria  “debe  proponerse  ante  el  Juez 
que  previno  en  el  conocimiento;  y en  los 
concursos  ante  el  Juez  que  conozca  de 
ellos”.  A,  demanda  a B,  ante  el  Juzgado 
1?  de  Primera  Instancia  para  obtener  el 
pago  de  Q 3,000,  dados  a mutuo,  y cuyo 
plazo  ya  venció.  Dos  meses  después  repite 
idéntica  demanda  ante  el  Juzgado  Segundo 
de  igual  categoría.  B decide  usar  de  la  li- 
tis pendencia  como  escepción  perentoria,  y 
en  cumplimiento  de  la  segunda  parte  del 
articulo  139  Decreto  273  la  interpone  ante 
el  Juez  Primero  de  Instancia,  quien  previno. 
Resultado:  la  escepción  no  puede  destruir 
el  juicio  que  se  tramita  ante  el  Juez  Se- 
gundo de  I»  Instancia;  la  única  conse- 
Icuencia  posible  seria  el  aniquilamiento  del 
juicio  legítimo  para  allanarle  el  camino  al 
espúreo. 

¿Es  lógico  el  concepto  de  la  escepción 
procesal  perentoria  de  litis  pendencia,  que 
encierra  el  artículo  139  del  decreto  nú- 
mero 273? 

El  comentario  anterior  nos  demuestra  la 
urgentísiima  necesidad  de  dar  a la  escep- 
ción perentoria  de  litis  pendencia,  su  ver- 
dadero concepto  en  nuestro  Código  de  Pro- 
cedim/ientos  Civiles.  Esperamos  con  toda 
confianza  que  asi  se  haga  en  el  nuevo  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles  próximo  a 
emitirse. 


(66)  Véase  dicho  articulo  en  la  parte  final  de 
esta  tesis. 
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CAPITULO  VI. 

LA  LITIS  PENDENCIA,  UNA  CAUSA  PARA 
DECRETAR  LA  ACUIVIULACION  DE 
LOS  AUTOS. 

PARRAFO  XVIII. 

CONCEPTO  DE  LA  ACUMULACION  DE 
AUTOS  POR  LITIS  PENDENCIA. 

SUMARIO:  I.  Su  concepto. — 11.  Fines  que 
persigue  dicha  acumulación. 


I 

La  litis  pendencia  produce,  entre  otros 
resultados  (67) : el  de  originar  un  derecho 
procesal  a favor  de  cualquiera  de  las 
partes  para  pedir  la  acumulación  de  los 
autos.  En  efecto,  cuando  se  llega  a per- 
feccionar la  relación  jurídica  procesal,  es 
decir,  desde  el  momento  en  que  la  litis  se 
encuentra  en  estado  de  '‘pende7itis’’,  cual- 
quiera de  las  partes — tanto  demandante 
como  demandado — tiene  derecho  a pedir 
que  se  acumulen  a ese  proceso  (a  la  litis 
pendencia),  cualquiera  otro  idéntico  que 
aparezca  con  posterioridad. 

El  Juez,  a su  vez,  está  obligado  a reco- 
nocer este  derecho  procesal,  decretando  la 
acumulación  solicitada. 

Se  califica  de  derecho  procesal  a la  acu- 
mulación de  autos  que  produce  la  litis  pen- 
dencia, porque  no  puede  ser  decretada  de 
oficio,  sino  únicamente  a solicitud  de 
parte;  es  indispensable  que  alguno  de  los 
litigantes  la  ejercite  como  derecho  en  el 
juicio.  (68) 


(67)  Además  produce  la  litis  pendencia:  una  es- 
cepción  procesal  dilatoria  y otra  perentoria  de  igual 
naturaleza.  Véanse  las  páginas  849  y 850  de  la  Ga- 
ceta anterior. 

(68)  La  ley  de  Enjuiciamáento  Civil  e^añola  del 
año  1855,  al  establecer  que:  “La  acumulación  de  autos 
podía  pedirse  en  cualquier  estado  del  juicio”,  dio 
origen  a dos  problemas  en  el  terreno  del  procedi- 
miento civil:  el  primero,  saber  de.sde  cuándo  podían 
acumularse  los^  autos;  y el  segundo,  saber  hasta 
cuándo  se  podía  hacer  otro  tanto. 

El  último  de  estos  oroblemas  íué  resuelto  po- 
la ley  española  correspondiente  al  año  1881,  en  el 
sentido  de  que  podían  ser  aciunulados  hasta  la  cita- 
ción para  sentencia  definitiva.  (Artículo  168  ley 
citada). 

El  primer  problema  está  en  pie  y ha  dado  origen 
a un  vivo  debate  entre  los  más  notables  procesalistas 
españoles  y americanos. 

Unos  opinan  que  puede  decretarse  la  acumula- 
ción de  los  autos  desde  el  momento  en  que  exista  la 
demanda;  otros  piensan  que  tan  sólo  puede  decre- 
tarse la  acumulación  de  los  juicios,  y por  consiguien- 
te. es  necesario  que  en  cada  uno  de  los  procesos  se 
haya  contestado  a la  demanda. 

El  Tribunal  Supremo  de  España  no  ha  podido 
sentar  una  doctrina  inconfundible,  que  establezca  la 
paz  entre  criterios  tan  opuestos,  según  lo  afirma 
Manresa  y Navarro  en  la  nota  puesta  al  pie  de  la  pá- 
gina núntero  386  del  tomo  I:  “No  existe  juicio  hasta 
que  no  se  conteste  a la  demanda,  mientras  no  se 
llene  este  trámite,  no  puede  pedirse  la  acumiilación. 
V en  tal  caso  para  que  no  se  divida  la  continencia 
de  la  causa,  no  hay  otro  recurso  que  proponer 


II 


Los  mismos  fines  que  perseguía  el  legis- 
lador cuando  asignó  a la  litis  pendencia, 
como  efectos:  producir  una  escepción  pro- 
icesal  dilatoria  y otra  perentoria  de  igual 
icalidad,  lo  guiaron  a reconocerle  un  ter- 
cero: servir  de  causa  para  decretar  la  acu- 
mulación de  los  autos.  (69) 


PARRAFO  XrX. 

REQUISITOS  PARTICULARES  DE  LA 
ACUMULACION  DE  AUTOS  POR  LITIS 
PENDENCIA. 

SUMARIO:  I.  Cuáles  son  los  requisitos  necesa- 
rios para  poder  decrétaj*  la  acumjulación  de  los  autos 
por  litis  pendencia. 

Para  que  pueda  uisiarse  de  la  litis  pen- 
dencia como  una  causa  para  acumular  los 
autos,  es.  necesario  que  se  reúnan  los  re- 
quisitos generales  de  la  litis  pendencia 
(70),  y los  propios,  peculiares  de  la  acu- 
mulación de  autos,  que  se  mencionan: 

a)  que  se  pida  la  acumulación  de  los 
procesos  fundándose  en  la  litis  pendencia; 

b)  que  la  solicitud  se  haga  por  parte  le- 
gitima; 

c)  que  se  interponga  ante  Juez  compe- 
tente (el  que  conoce  del  proceso  al  cual 
deben  acumularse  los  otros) ; 


en  el  segundo  pleito  la  escepción  dilatoria  de  litis 
pendencia.  (Doctrina  establecida  por  el  Tribunal 
Supremp  en  sentencia  de  casación  del  17  de  enero 
de  1877).  Sin  embargo,  en  otra  sentencia  de  fecha 
26  de  febrero  de  1897,  se  ha  declarado  por  el  mismo, 
que  desde  que  se  presenta  la  demanda  puede  pre- 
tenderse y decretarse  la  acumulación,  aun  para 
cuando  otros  efectos  del  procedimiento  no  se  estime 
entablado  el  pleito  hasta  que  se  conteste  la  de- 
manda”. 

Problema  de  suyo  delicadísimo  es  éste;  tanto  es 
lasí.  que  muchos  comentaristas  lo  dan  al  olvido  para 
no  verse  en  el  aprieto  de  resolverlo.  Nosotros  de 
buena  gana  lo  esquivaríamos.  Siéndonos  imposible, 
damos  a conocer  nuestra  opinión  al  respecto. 

Acumulación  de  'autos  quiere  decir  acunmladón 
de  procesos.  Pai'a  que  los  procesos  puedan  acumu- 
larse es  necesario  que  existan.  Un  proceso  no  existe 
por  el  simple  hecho  de  haberse  presentado  la  de- 
manda; por  consiguiente,  no  podrá  intentarse  la 
acunvulación  de  autos,  cuando  tan  sólo  hay  un  pro- 
ceso y una  demanda. 

El  proceso  tiene  existencia,  según  se  ha  visto, 
desde  el  momento  en  que  se  perfecciona  la  relación 
jurídica  que  contiene,  es  decir,  desde  el  instante  en 
que  logra  tamSbién  enlazar  con  esa  relación  Jurídica 
al  demandado,  criándole  derechos  y obligaciones  pro- 
cesales. Este  momento  se  marca  en  el  Juldo  por  la 
expiración  del  término  concedido  para  interponer  es- 
cepciones  dilatorias. 

Una  vez  transcurra  dicho  plazo  sin  que  el  reo 
haya  impugnado  la  legitimidad  de  la  relación  jurí- 
dica procesal,  o una  vez  se  resuelva  desfavorable- 
mente el  artículo  de  escepclones  dilatorias,  el  pro- 
ceso queda  constituido.  ¿Si  el  proceso  existe  inme- 
diatamente que  se  constituye,  por  qué  mor4vo  no 
puede  decretarse  su  acumulación  a otro  a partir  de 
este  momento? 

(69)  Véanse  los  nxenclonados  fines  a la  página 
104  de  esta  Gaceta. 

(70)  Rogamos  a nuestros  lectores  consultar  al 
respecto  el  párrafo  vn  de  este  trabajo. 
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d)  que  los  procesos,  comprendidos  en  la 
petición,  puedan  por  su  propia  naturaleza 
tser  acumulables;  y 

e)  que  la  ley  no  prohíba  esa  acumulación. 
Estos  requisitos  son  exactamente  los 

mismos  que  deben  llenarse  al  pedir  la 
acumulación  de  autos,  por  cualquiera  de 
las  causas  enumeradas  en  forma  taxativa 
en  el  Código  de  Procedimientos  Civiles. 
(71) 


PARRAFO  XX 

DE  COMO  REGULA  EL  CODIGO  DE  PRO- 
CEDIMIENTOS CIVILES  DE  GUATEMALA 
A LA  LITIS  PENDENCIA,  CAUSA  DE 
ACUMULACION  DE  AUTOS. 

SUMARIO:  I.  El  Gódlgo  de  Procedimientos  con- 
tiene tres  preceptos  mluy  eimjllares  en  mia-teria  de 

acumulación  de  autos II.  Criterio  manifestado  por 

los  prooesaJistas  al  tratarse  de  saber  cuál  de  los  pre- 
ceptos encierra  la  litis  pendencia,  causa  de  acumu- 
lación.— III.  ¿Qué  precepto  la  legisla  como  tal? 


I 

El  párrafo  ü,  título  VIII  del  libro  II  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles  trata 
“De  la  acumulación  de  autos”.  En  él  se 
encuentran  tres  preceptos  tan  similares, 
que  pudieran  considerarse  como  la  repe- 
tición de  uno  mismo:  (72) 

a)  el  articulo  1510:  La  acumulación  pro- 
cede: Inciso  lé.  Cuando  la  sentencia  que 
haya  de  dictarse  en  uno  de  los  pleitos, 
cuya  acumulación  se  pida,  produzca  escep- 
ción  de  cosa  juzgada  en  el  otro; 

b)  el  inciso  2é  del  mismo  articulo  1610: 

Cuando  en  Juzgado  competente  haya 

pendiente  pleito  sobre  lo  mismo  que  sea 
objeto  del  que  después  se  hubiere  promo- 
vido; y 

c)  el  comprendido  en  el  inciso  4?  del 
mismo  articulo  1510: 


(71)  Lee  limites  que  le  hemjos  asignado  a este 
trabajo  de  tesis  nos  impiden,  muy  a pesar  nuestro, 
exponer  lo  relacionado  con  cada  uno  de  los  requi- 
sitos anteriores,  pues  consideramos  que  un  estudio 
de  esa  clase  corresponde  con  mAs  propiedad  al  tra- 
tado de  las  acumulaciones. 

(72)  Concordancia  de  los  artículos  del  Código  ds 
Procedimientos  Civiles  de  Guatemala,  que  se  men- 
cionan en  esta  parte,  con: 

a)  Lo*?  correspondientes  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil  española  del  año  55: 

Inso.  1?  del  Articulo  1510  de  Guatemala,  concor- 
dante con  el  Inciso  1?  del  157. 

Inso.  2?  del  Articulo  1510  de  Guatemala,  concor- 
dante con  el  ineáso  29  del  157. 

Inso.  49  del  Articulo  1510  de  Guatemala,  concor- 
dante con  el  Inciso  59  del  157. 

Articulo  1512  de  Guatemala,  concordante  con  el 
articulo  158. 

:b)  Los  correspondientes  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil  española  del  año  81 : 

Articulo  157.  Ley  del  55  igual  al  161  Ley  del  81. 

Artículo  158.  Ley  del  55  igual  al  162  Ley  del  81. 


Cuando  siguiéndose  separadamente  los 
pleitos,  se  divida  la  continencia  de  la  causa. 
Artículo  1512:  Se  considera  dividida  la 
continencia  de  ias  causas  para  los  efec- 
tos de  la  última  fracción  del  articulo  1510: 

Cuando  haya  entre  los  dos  pleitos  iden- 
tidad de  personas,  cosas  y acción. 

¿Encierran  los  tres  preceptos  transcri- 
tos una  misma  causa  de  acumulación  de 
autos?  ¿Se  refieren  a tres  causas  distin- 
tas? ¿Si  son  distintas,  en  cuál  de  ellos  se 
regula  la  acumulación  de  autos  por  litis 
pendencia? 

II 

Los  procesalistas  resuelven  esta  delica- 
dísima cuestión  de  muy  diversa  manera. 

Hernández  de  la  Rúa,  afirma:  “Que  sin 
la  menor  vacilación  debe  asegurarse  que 
■los  dos  casos  primeros  del  artículo  157 
(inciso  1?  y 2?  del  articulo  1510  nuestro) 
tratan  de  la  litis  pendencia  aunque  no  la 
nombran”.  (73) 

Para  Manresa  y Navarro,  la  litis'  pen- 
dencia como  causa  de  acumulación  de 
autos,  se  encuentra  comprendida  en  el  in- 
Iciso  segundo  del  artículo  161,  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil  del  año  1881,  (inciso  2?, 
articulo  1510  de  la  guatemalteca),  según 
se  desprende  de  lo  expuesto  por  este  auto- 
rizado procesalista,  ai  hacer  ei  comentario 
de  los  artículos  que  fijan  las  causas  por 
las  cuales  se  puede  decretar  la  acumula- 
ción de  autos.  (74) 

Cuando  Reus  dice:  “lo  más  general  ha 
sido  expresar  cuatro  causas  para  decretar 
la  acumulación  de  ios  autos  y estas  son. . . 
2á,  por  razón  de  litis  pendencia,  que  es 
cuando  se  promueven  dos  pleitos  con  un 
mismo  objeto”,  coml)arte  la  opinión  de 
Manresa  y Navarro.  (75) 

Magín  Fábrega  y Cortés,  expone  al  res- 
pecto: “Estas  causas  son:  (para  decretar 
la  acumulación  de  autos)  !?•  cuando  la 
sentencia  que  haya  de  dictarse  en  uno  de 
los  pleitos,  cuya  acumulac’ón  se  pida,  pro- 
duzca escepción  de  cosa  juzgada  en  el  otro. 
Si  ha  de  producir  escepción  de  cosa  juz- 
gada en  el  otro  se  requiere  para  ello  que 
haya  identidad  de  personas,  de  acción  y 
de  cosa;  son  pues  dos  pieitos  idénticos;  es 
caso  de  litis  pendencia;  y en  este  caso  se 
comprende  que  no  puedan  menos  de  acu- 
mularse ambos  pleitos,  pues  son  uno  solo. 
2?'  cuando  en  Juzgado  competente  haya 


(73)  Hernández  de  la  Rúa,  obra  oirada,  página 
138  del  tonví  11. 

(74)  Maiiresa  y Navarro,  obra  citada,  páginas  378 
y 379  del  tomo  I. 

(75)  Reus.  obra  citada,  página  214  del  tomo  I. 
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pendiente  pleito  sobre  lo  mismo  que  sea 
objeto  del  que  después  se  haya  promovido. 
Esta  es  igual  a la  anterior;  si  existe  pleito 
sobre  lo  mismo  es  caso  de  litis  pendencia, 
por  tanto  es  un  caso  de  identidad”.  (76) 
Adelante  afirma,  al  hablar  de  los  casos  en 
que  se  considera  dividida  la  continencia 
de  la  causa,  que  el  primero  de  ellos,  o sea 
cuando  existe  identidad  de  personas,  cosas 
y acción,  también  es  un  caso  de  litis  pen- 
dencia. Luego  para  Magin  Fábrega  los 
tres  preceptos  mencionados  aluden  a la 
misma  causa  de  acumulación:  la  litis  pen- 
dencia. 

Nada  nos  dice  al  respecto  el  comenta- 
rista hondureño,  licenciado  José  Maria 
Sandoval,  en  su  obra  “Explicaciones  sobre 
práctica  forense  hondureña  en  materia 
civil”. 

Ni  Mattirolo,  ni  Chiovenda,  comentan  el 
caso,  ya  que  sus  importantísimas  obras  se 
dedican  con  especialidad  al  procedimiento 
bivil  italiano,  un  tanto  diferente  del  espa- 
ñol en  esta  materia. 

Con  tal  diversidad  de  criterios  es  suma- 
mente difícil  orientarse. 


biere  promovido”.  Tampoco  contiene  a la 
litis  pendencia  como  causa  de  acumula- 
ción de  autos.  Manresa  y Navarro  hace 
notar  en  un  comentario  sutilísimo  (79), 
que  en  el  presente  caso  no  es  necesaria  la 
identidad  absoluta  en  cuanto  a los  ele- 
mentos constitutivos  de  los  procesos;  per- 
sonas, cosas  y acción;  que  la  identidad  en 
cuanto  a este  último  elemento — la  acción 
— puede  faltar.  No  existiendo  la  triple 
identidad  que  exige  la  litis  pendencia,  no 
puede  referirse  a ella  el  caso  comentado. 

El  tercero:  “Cuando  siguiéndose  separa- 
damente ios  pleitos,  se  divida  la  conti- 
nencia de  la  causa”,  como  en  el  caso  en 
que  “haya  entre  dos  pleitos  identidad  de 
personas,  cosas  y acción”,  es  el  típico  de 
acumulación  de  autos  por  litis  pendencia. 
El  Código  no  designa  esta  causa  por  su 
nombre  técnico  de  “litis  pendencia”,  como 
lo  hace  en  el  tratado  de  las  escepciones  di- 
latorias, mas  no  es  necesario,  ya  que  exige 
los  tres  elementos  indispensables  para  su 
existencia:  identidad  en  cuanto  a las  per- 
sonas, en  cuanto  al  objeto  y en  cuanto  a 
la  acción. 


m 


PARRAFO  XXI 


Los  tres  preceptos  son  distintos,  según 
nuestro  modo  de  pensar.  Uno  tan  sólo  de 
ellos  encierra  a la  litis'  pendencia  como 
causa  para  decretar  la  acumulación  de 
autos.  ¿Cuál  de  todos? 

El  primer  caso:  “Cuando  la  sentencia 
que  haya  de  dictarse  en  uno  de  los  pleitos, 
cuya  acumulación  se  pida,  produzca  escep- 
ción  de  cosa  juzgada  en  el  otro”,  es  deno- 
minado por  más  de  un  comentarista,  acu- 
mulación de  autos  por  causa  de  cosa  juz- 
gada. (77)  No  contiene  a la  litis  penden- 
cia como  causa  para  decretar  la  acumula- 
ción de  los  autos.  Lo  separan  de  este  últi- 
mo, tantas  diferencias  como  las  que  exis- 
ten entre  la  cosa  juzgada  y la  litis  pen- 
dencia. (78) 

Ei  segundo:  “Cuando  en  juzgado  compe- 
tente haya  pendiente  pleito  sobre  lo  mis- 
miO  que  sea  objeto  del  que  después  se  hu- 


(76)  Magín  Fábrega  y Cortés,  obra  citada,  pági- 
nas 275  y 276  del  tomo  primero. 

(77)  Caravantes  y Hernández  de  la  Rúa.  nos  re- 
fieren en  sus  obras,  que  así  lo  denomiinaban  “los 
prácticos*’. 

(78)  La  diferencia  entre  la  cosa  juzgada  y la  litis 
pendencia,  ha  sido  puesta  de  relieve  en  el  párrafo 
XXII  de  este  trabajo  de  tesis. 


EFECTOS  DE  LA  ACXJMIJLACION  DE 
AUTOS  POR  LITIS  PENDENCIA. 


SUMARIO:  I.  Cómo  pueden  ser  clasificados  los 
efectos  que  produce  la  acumulación  de  autos  por  litis 
pendencia. — II.  La  litis  pendencia,  como  causa  de 
acumulación  de  autos,  puede  prestarse  a fines  oro- 
hibidos  por  la  moral. 


I 


Los  efectos  que  produce  la  litis  penden- 
cia como  causa  para  decretar  la  acumula- 
ción de  los  autos,  no  difieren  de  los  en- 
gendrados por  las  otras  causas  que  pue- 
den alegarse  con  el  mismo  fin. 


El  siguiente  cuadro  los  resume  y clasi- 
fica; 


a)  inmediatamente; 


1. — ■ la  suspensión 
provisional  de  los 
autos  “a  que  aque- 
lla se  refiere”; 


(79)  Manresa  y Navarro,  dice  en  la  página  380 
del  tomo  primero  de  su  obra:  “Nótese  que  no  exige, 
ni  podía  exigir,  que  en  los  dos  pleitos  se  haya  hecho 
uso  de  una  mlsniía  acción,  o que  sean  idénticas  las 
demandas,  basta  que  versen  sobre  un  mjsmo  objeto 
aunque  se  pidan  por  medio  de  acciones  diferentes”. 
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12. — el  de  dar  compe- 
tencia a un  Juez 
y quitarla  a otro; 

3. — la  reunión  de 
ambos  procesos 
en  una  sola  pieza; 

4. — la  suspensión 
del  que  estuviere 
más  próximo  a 
terminarse,  hasta 

Ique  el  otro  llegue 
al  mismo  estado; 

5. — la  tramitación 
de  ambos  procesos 
simultáneamente ; 

y 

6. — el  de  ser  decidi- 
dos ambos  por 
una  misma  sen- 
tencia. (80) 

Por  las  mismas  razones  que  expusimos 
en  la  nota  número  71,  nos  abstenemos  de 
esti’d’ar  cada  uno  de  estos  efectos. 

n 

La  litis  pendencia,  en  manos  de  litigan- 
tes temerarias  y de  abogados  sin  escrúpu- 
los, puede  producir  indirectamente,  efec- 
tos conti-arios  a los  fines  de  la  justicia; 
como  una  de  sus  consecuencias  es  la  sus- 
pensión del  juicio  próximo  a concluirse, 
hasta  que  sea  alcanzado  por  el  más  joven, 
pudiera  dar  el  caso  que  un  litigante  la  usa- 
ra para  entorpecer  la  marcha  de  un  juicio 
cuyo  fallo  le  seria  adverso.  Para  ello  le 
bastaría  iniciar  un  proceso  idéntico  y pe- 
dir su  acumulación  al  ya  existente. 

El  comentario  anterior  nos  demuestra  la 
necesidad  de  establecer  una  fueid;e  sanción 
para  todos  aquellos  litigantes  o abogados, 
que  no  respeten  los  mandatos  de  la  ley 
procesal. 


CAPITULO  VII 

LA  LITIS  PENDENCIA  Y LA  COSA 
JUZGADA. 

1 

PAHRAFO  XXn 

DIFERENCIA  ENTRE  LA  LITIS  PENDEN- 
CIA Y LA  COSA  JUZGADA. 

SUMAEIO:  I.  Del  paralelismo  absoluto  entre  la 
litis  pendencia  y la  cosa  juzgada. — II.  Resumen  de 
las  diferencias  que  existen  entre  eiias. 


(80)  El  Codígo  de  Procedimientos  Civiles  de 
Guateiujaia,  asigna  estos  efectos  a ia  acumuiación 
de  autos  en  ios  artioulos  1518.  1519,  1521  y 1522. 


La  casi  generalidad  de  los  procesalistas 
sienta  como  verdad  jurídica,  que  entre  la 
litis  pendencia  y la  cosa  juzgada  existe  un 
paralelismo  absoluto,  que  es  una  m'sma 
cosa  en  diferentes  fases  de  su  desarrollo: 
la  litis  pendencia  origina  sus  efectos  frente 
a la  identidad  absoluta  de  un  proceso  en 
trám,ite;  y la  cosa  juzgada,  frente  a igual 
identidad  de  un  proceso  ya  fallado. 

No  se  escapó,  sin  embargo,  a la  agudísi- 
ma investigación  efectuada  por  JOvSé  Chio- 
venda  en  el  derecho  procesal  civil,  que  di- 
cho paralelismo  no  es  absoluto,  como  se 
había  pretendido.  (81) 

II 

Al  romperse  el  clásico  paralelismo  abso- 
luto entre  la  htis  pendencia  y la  cosa  juz- 
gada, surgen  las  diferencias  entre  ellas, 
diferencias  que  pueden  ordenarse  en  esta 
forma: 

a)  Diferencias  en  cuanto  a su  origen; 

19 — ^La  litis  pendencia,  según  hemos  vis- 
to, origina  sus  efectos  de  un  proceso  en 
trámite,  mejor  dicho,  es  la  propia  relación 
jurídica  una  vez  se  perfecciona;  mientras 
que  para  el  fundamento  de  la  cosa  juzga- 
da, es  menester  una  sentencia  que  tenga 
la  calidad  de  ejecutoria  o haya  sido  eje- 
cutoriada, se  necesita  de  un  juicio  fene- 
cido. 

29 — La  litis  pendencia  requiere  siempre 
para  producir  sus  efectos  (como  escep- 
ción  perentoria,  como  dilatoria  o como 
causa  de  acumulación) , que  los  procesos 
.sean  idénticos;  idénticos  en  cuanto  a las 
personas,  a la  cosa  y a la  acción.  La  cosa 
juzgada  puede  producirse,  en  algunos  ca- 
sos, aun  sin  la  identidad  absoluta  de  los 
tres  elementos  constitutivos  del  proceso. 
Chiovenda  nos  ilustra  con  el  ejemplo  si- 
guiente; “si  diferentes  socios  impugnan 
separadamente  una  deliberación  de  la  jun- 
ta general,  las  diversas  demandas  no  son 
idénticas:  podrán  solo  estar  unidas  por  co- 
nexión”. (82)  “Pero  puesto  que  debiendo 
existir  o no  existir  necesariamente  el  acto 
impugnado  para  todos  los  que  están  suje- 
tos a la  relación  (por  su  cualidad  do  so- 
cios o de  administradores) , solo  puede 
haber  una  decisión,  aunque  la>3  acciones 
sean  subjetivamente  diferentes;  la  calidad 


(81)  Así  lo  manifiesta  en  sus  Principios  de  De- 
reclio  Procesal  Civil.  Consúltese  al  respecto  el  pá- 
rrafo 38  de  esta  obra. 

(82)  Chiovenda,  obra  citada,  pái^ina  52  del 
tomo  H. 
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tiene  lugar  aquí  por  la  calidad  de  la  per- 
sona; la  cosa  juzgada  que  se  ha  formado 
respecto  de  uno  excluye  las  acciones  de  los 
demás”.  (83) 

Sí* — La  cosa  juzgada  puede  fundamen- 
tarse, según  lo  admite  la  generalidad  de 
los  autores,  en  la  decisión  de  un  juicio 
ventilado  ante  Tribunales  extranjeros; 
mientras  que,  con  respecto  a la  litis  pen- 
dencia aun  no  se  admite  otro  tanto. 

b)  Diferencias  en  cuanto  a los  fines  que 
persiguen: 

1.  — Comúnmente  se  acepta  como  fin  pri- 
mordial de  la  litis  pendencia:  el  de  impe- 
dir la  violación  del  derecho  que  le  reconoce 
la  ley  procesal  al  reo,  para  no  ser  deman- 
dado dos  veces  con  el  mismo  objeto,  y evi- 
tarle asi: 

lú — los  gastos  inútiles  que  le  acarrearía 
la  tramitación  del  nuevo  proceso; 

20 — las  molestias  inherentes  al  cumpli- 
miento de  las  obligaciones,  que  se  le  des- 
prenderían del  nuevo  proceso;  y 

3ú — el  peligro  de  que  pudiera  fallarse 
cada  proceso  en  forma  distinta,  dando  ori- 
gen así,  a do®  sentencias  contradictorias 
imposibles  de  ejecutoriar. 

2.  — Se  ha  reconocido  que  la  cosa  juzga- 
da persigue  los  fines  siguientes: 

lú — ^impedir  que  se  altere  o se  modifi- 
que un  bien  reconocido  ya  por  el  Estado, 
mediante  una  decisión  de  sus  Tribunales; 

2ú — evitar  los  gastos  inútiles  que  ocasio- 
naría la  ventilación  del  mismo  asunto  en 
otro  proceso; 

3ú — ^llevar  la  tranquilidad  al  ánimo  del 
litigante,  que  obtuvo  sentencia  favorable 
en  el  juicio,  asegurándole  plenamente  que 
los  bienes  obtenidosi  mediante  la  senten- 
cia, no  le  pueden  ser  arrebatados  por  otro 
fallo  judicial  que  se  dicte  sobre  la  misma 
acción;  y 

4^ — hacer  que  el  conglomerado  social 
tenga  confianza  absoluta  en  la  justicia  im- 
partida por  el  Estado,  demostrándole  que 
los  fallos  judiciales  son  inconmovibles. 

c)  Diferencias  en  cuanto  a los  efectos 
que  producen: 

1.  — La  litis  pendencia  origina  como  tales: 

lí» — ^una  escepción  dilatoria  de  forma  o 

del  procedimiento; 

29 — una  escepción  perentoria  de  igual 
naturaleza;  y 

3P — una  causa  para  obtener  la  acumula- 
ción de  los  autos. 

2.  — La  cosa  juzgada  produce  los  efectos 
siguientes; 


(83)  Chiovenda,  obra  citada,  página  326  del 
tomo  I. 


19 — una  escepción  perentoria  de  la  ac- 
ción o de  fondo  — "exceptio  reí  iudicatae" 
— a favor  del  demandado  para  impedir  que 
el  proceso  sea  revisto;  y 
29— una  acción  de  cosa  juzgada — “acfio 
iudicati” — a favor  del  demandante,  cuando 
el  fallo  ha  sido  condenatorio,  en  virtud  de 
la  cual  puede  pedir  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia. 


CAPITULO  virr 

LA  LITIS  PENDENCIA  Y LA  CONEXION. 
PARRAFO  XXIir 

EN  QUE  DIFIERE  LA  LITIS  PENDENCIA 
DE  LA  CONEXION. 

SUMARTO:  1.  Concepto  de  la  conexión. — II.  Efec 
tos  que  se  le  reconocen. — ^III.  Diferencias  que  sepa- 
ran a la  conexión  de  la  litis  pendencia. 

I 

La  continencia  de  la  causa  o contenido 
del  proceso  se  compone  de  tres  elementos : 

(84)  las  personas,  el  objeto  y la  acción.  Sí 
existiendo  un  proceso  pendiente  (litis  pen- 
dencia) a paree' ese  otro,  puede  suceder  que 
los  elementos  de  este  último  sean  con  res- 
pecto a los  del  primero; 

a)  idénticos  en  forma  absoluta;  es  decir, 
idénticos  en  cuanto  a las  personas,  en 
cuanto  al  objeto  y en  cuanto  a la  acción 
que  en  ellos  se  ejercite; 

b)  idénticos  en  forma  relativa;  es  decir. 
Idénticos  en  algunos  de  sus  elementos  y 
diferentes  en  otros;  y 

c)  diferentes  en  cada  uno  de  ellos. 
Cuando  ex’Sta  identidad  absoluta  entre 

ambos  procesos,  la  litis  pendencia  origi- 
nará; una  escepción  procesal  perentoria, 
una  dilatoria  o una  causa  de  acumulación 
de  autos. 

Cuando  la  identidad  es  tan  sólo  relativa, 
se  dice  que  ambos  procesos  son  conexos,  o 
que  existe  conexión  en'tre  ellos.  Luego  se 
entiende  por  conexión:  la  relación  que 
existe  entre  da  ¡rocesos  cuyos  ei^-mentos 
son  en  parte  idénticos  y en  parte  diversas. 

(85) 

II 

En  la  antigüedad  se  discutió  largamente 
entre  los  “prácticos”  del  procedimiento 
civil,  sí  la  conexión  podía  originar  escep- 
c'ones,  a semejanza  de  la  litis  pendencia. 

(86)  Los  procesalistas  contemporáneos  jra 


(84)  Según  vimos  en  la  página  851  del  númera 
anterior  de  la  Gaceta. 

(85)  Mattirolo.  obra  citada,  página  166  del  tomo  I 

(86)  Léase  al  respecto  el  tomo  H (página  126  y 
siguientes)  de  la  obra  de  Hernández  de  la  Búa.  . 
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tanto  por  la  doctrina  procesal  civil  como 
por  el  derecho  legislado,  que  únicamente 
origina  una  causa  para  decretar  la  acu- 
mulación de  los  autos.  Nuestro  Cód’go  de 
Procedim.'entois  Civiles  asi  lo  ha  estableci- 
do, ajustándose  perfectamente  a las  doc- 
trinas sustentadas  por  sus  antecedentes 
legales.  (87) 

III 

No  debe  confundirse  la  litis  pendenc’a 
con  la  conexión.  Entre  ellas  existe  una 
serie  de  dUerencias,  que  podemos  resumir 
en  el  cuadro  siguiente: 

a)  Diferencias  por  su  naturaleza: 

1.  — La  litis  pendencia  obra  mediante  la 
identidad  absoluta. 

2.  — ^La  conexión,  mediante  la  identidad 
relativa. 

b)  Diferencias  por  su  objeto: 

1.  — ^La  litis  pendencia  impide  que  se  falle 
dos  veces  un  mismo  proceso. 

2.  — La  conexión,  que  se  fallen  dos  proce- 
sos similares  por  jueces  diversos.  “La  pri- 
mera es  hija  de  la  necesidad;  la  segunda, 
de  la  utilidad”. 

c)  Diferencias  por  sus  efectos: 

1.  — La  litis  pendencia  engendra  como 
efectos,  una  escepción  procesal  dilatora, 
una  perentoria  y una  causa  de  acumula- 
ción de  autos. 

2.  — La  conexión,  tan  sólo,  una  causa 
para  decretar  la  acumulación  de  lois  autos. 

d)  Diferencias  que  surgen  en  cuanto  a 
la  sentencia  que  resuelve  las  acumulacio- 
nes: 

1.  — Los  procesos  acumulados  en  virtud 
de  la  litis  pendencia  son  resueltos  mediante 
una  sola  declaración  de  la  sentencia  de- 
finitiva. 

2.  — Aquéllos  que  se  han  acumulado  en 
virtud  de  la  conexión,  se  resuelven  por  dos 
declaraciones  distintas  de  la  sentencia 
final:  una  para  cada  uno  de  los  juicios. 


CAPITULO  IX 

LA  LITIS  PENDENCIA  EN  EL  DERECHO 
INTERNACIONAL  PRIVADO. 

PARRAFO  XXIV 

PROBLEMAS  QUE  SE  DEBATEN  EN  EL 
DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 
CON  RESPECTO  A LA  LITIS 
PENDENCIA. 

SUMARIO:  I.  Principales  problemias  que  engen- 
dra la  litis  pendencia  en  el  Derecho  Internacional 
Privado. — II.  La  litis  pendencia  pertenece  a las 
oi'dinatorlae  litis. — III.  Si  la  litis  pendencia  puede 
fundarse  en  un  proceso  pendiente  ante  tribunales  de 
justicia  extranjeros. — IV.  Solución  del  . problema 
conforme  a la  legislación  guatemalteca. 


(87)  Inciso  49  del  articulo  1510,  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles. 


I 

Los  más  importantes  problemas  que  en- 
gendra la  litis  pendencia  en  ei  dominio  del 
Derecho  Internacional  Privado  son  dos:  el 
primero  trata  de  saber  cuál  es  la  ley  apli- 
cable a la  litis  pendencia:  si  la  nacional  de 
los  litigantes,  si  la  del  domicilio  de  los 
mismos,  si  la  del  lugar  en  que  ocurrió  el 
hecho  originario  de  la  acción,  o si  la  del 
tribunal  ante  el  cual  se  ventila  el  litigio; 
el  segundo  es  aun  más  serio,  y se  refiere  a 
la  naturaleza  misma  de  la  litis  pendencia: 
quiere  averiguar  si  la  litis  pendencia  pue- 
de fundarse  en  un  proceso  tramitado  ante 
los  tribunales  de  justicia  de  otra  nación. 

II 

Según  nos  refiere  el  intemacionalista 
guatemalteco,  Dr.  Matos,  todavía  se  reco- 
noce en  el  Derecho  Internacional  Privado, 
con  respecto  al  problema  del  procedimiento, 
la  división  clásica  de  las  materias:  en  or- 
denatorias  y decisorias,  ordenatoriae  litis 
y decisoñae  litis. 

Pertenecen  a las  ordenatoriae  litis  todas 
las  cuestiones  relativas  a la  fomia  del  pro- 
cedimiento; cuestiones  que  son  resueltas 
aplicándoles  la  lex  fori,  como  asuntos  de 
orden  público  internacional. 

Dentro  de  las  decisoriae  litis  se  com- 
prenden todas  aquéllas  que  se  refieren  al 
fondo  del  pleito.  Su  resolución  tiene  por 
base  algunas  veces  la  lex  fori;  otras,  la  ley 
del  domicilio  de  las  partes,  o la  ley  del  lu- 
gar donde  los  actos  se  ejecutan,  según  los 
casos  que  ocurran  en  la  práctica.  (88) 

Como  los  efectos  que  produce  la  litis 
pendencia  pertenecen  a las  ordenatoriae 
litis,  por  referirse  al  procedimiento  con  ex- 
clusividad, deben  regularse  por  la  ley  del 
lugar  en  donde  se  tramita  el  juicio:  la  lex 
fori.  (89) 


(88)  El  Dr.  don  José  Matos,  en  su  “Curso  de  De- 
recho Internacional  Privado;  Pág.  516  se  expresa 
en  estos  términos  (siguiendo  a Torres  Campo,  según 
lo  manifiesta):  "433. — Respecto  del  procedimiento  se 
acostumbra  aún  recixrrir  a la,  antigua  clasificación 
de  las  fonnas  en  ordenatorias  y decisor  as  (ordinato- 
riae  Üti's  y decisíiriae  litis).  Las*  primeras  como  que 
están  instituidas  por  la  organización  judicial,  con  el 
objeto  de  dar  exiistencia  al  juicio  y de  garantizar  la 
níarcha  regular  de  la  instancia,  son  de  orden  público 
y deben  regirse  solamente  por  la  ley  del  país  donde 
se  tramita  el  litigio,  cualesquiera  que  sean  las  per- 
sonas que  intervengan  o los  lugares  en  que  se  hayan 
verificado  los  hechos,  es  decir  por  la  lex  fori. . . . Las 
segundas,  que  se  refieren  al  fondo  mismo  del  asunto 
y que  pueden  influir  en  la  solución  dél  juicio. . . . 
estarán  por  consiguiente  sometidas  en  algunos  casos 
a la  lex  fori.  y en  otros  a la  ley  nacional  de  las  par- 
tes o a la  del  contrato". 

(89)  Algunos  intemacionalistas  hacen  figurar  a 
las  escepciones  dentro  de  las  decisoriae  litis.  Nos- 
otros consideramos,  de  acuerdo  con  lo  expuesto  por 
otros  autores,  que  para  resolver  cada  caso  en  lo  par- 
tticular,  debe  tomarse  en  cuenta  la  división  de  las 
escepciones:  en  escepciones  de  fondo  o de  la  acción 
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El  problema  capital  que  engendra  la  litis 
pendencia  en  el  terreno  del  Derecho  Inter- 
nacional Privado,  es  el  de  saber  si  puede 
fundamentarse  en  un  juicio  pendiente 
ante  tribunales  de  justicia  extranjeros.  Se 
presenta  en  tres  formas  distintas.  ¿Una 
litis  pendiente  ante  los  tribunales  de  jus- 
ticia de  una  nación  cualquiera  puede: 

a)  impedir  la  tramitación  de  otro  pro- 
ceso idéntico  iniciado  con  posterioridad 
ante  los  Tribunales  de  la  República  (es- 
cepción  dilatoria) ; 

b)  destruir  la  relación  jurídica  conte- 
nida en  otro  proceso  idéntico  iniciado  pos- 
teriormente ante  los  Tribunales  de  esta 
nación  (escepción  perentoria) ; y 

c)  acumular  a ella  otro  proceso  idén- 
tico iniciado  ante  los  Tribunales  de  Gua- 
temala con  posterioridad  (causa  de  acu- 
mulación) ? 

Si  una  fase  del  problema  debe  descar- 
tarse de  antemano,  pues  es  imposible  acu- 
mular dos  juicios  en  trámite  ante  tribu- 
nales de  naciones  distintas,  el  problema 
queda  en  pie  respecto  al  uso  de  la  litis 
pendencia  como  escepción  procesal  peren- 
toria o como  dilatoria  de  igual  calidad. 
(90) 

La  doctrina  alemana  casi  unánime- 
mente acepta  que  )a  litis  pendencia  pueda 
usarse  como  escepción  perentoria  o dila- 
toria del  procedimiento,  fundándose  en  un 
proceso  que  se  ventila  ante  los  tribunales 
del  exterior. 

Los  autores  italianos,  siguiendo  con  toda  ' 
fidelidad  su  doctrina  de  Derecho  Interna- 
cional Privado,  han  hecho  prevalecer  en  el 
reino  la  solución  negativa  del  problema: 
no  se  acepta  que  la  litis  pendencia  pueda 
fundarse  en  un  juicio  tramitado  ante  tri- 
bunales del  extranjero. 


y de  forma  o del  procedimiento.  Las  primeras,  por 
atacar  a la  acción,  deben  ser  reguladas  por  el  De- 
recho Internaoional.  Privado  como  la  acción  misma. 
Las  segundas,  que  miran  esencialmente  a la  relación 
jurídica  oroccsaJ,  no  pueden  sino  ser  consideradas 
como  elementos  de  la  formia  procesal,  y tratadas  como 
cuestiones  de  orden  público  internacional,  aplicán- 
doseles la  lex  for!. 

(90)  Lamentamos  míuchísimo  no  haber  podido 
presentar  esta  fase  de  la  litis  pendencia  con  todos 
los  detalles  que  esta  tesis  reclama,  pues  la  biblio- 
grafía de  Derecho  Internacional  Privado,  que  tuvi- 
mos a la  mano,  por  ser  obras  generales  de  la  materia, 
no  se  refieren  a la  Litis  pendencia  en  particular. 

Es  cierto  que  algunos  procesalistas  italianos  la 
han  estudiado  con  todo  detalle,  mas,  desgraciada- 
mente sus  obras  aun  ,no  han  sido  traducidas  al 
español. 

Nos  fueron  recomíendadas  con  mucha  especiali- 
dad. las  monografías  escritas  por  Anzilotti,  Ghirar- 
dini  y Venzi. 


IV 

En  los  Tribunales  de  Justreia  de  Guate- 
mala, jamás — que  nosotros  sepamo" — se 
ha  presentado  la  litis  pendencia  con  las 
modalidades  mencionadas  anteriormente. 

Nuestra  dO'Ctrina  jurídica,  en  verdad  es- 
casisima,  no  ha  resuelto  este  problema; 
¿qué  decimos?  ni  siquiera  lo  menciona. 

(91) 

Si  alguna  vez  llegara  a presentarse  en 
la  práctica  de  los  Tribunales,  ¿cómo  se  re- 
solvería? 

Consideramos  que  esa  solución  puede 
manifestarse  en  dos  sentidos  distintos, 
atendiendo  a: 

a)  que  la  cuestión  se  suscitara  con  algu- 
nos de  los  países  signatarios  del  Código  de 
Derecho  Internacional  Privado  de  Busta- 
mante;  o 

b)  que  fuera  con  otro  pais  cualquiera. 

El  Código  de  Derecho  Internacional  Pri- 
vado de  Bustamante,  que  aceptó  Guate- 
mala en  su  totalidad  y sin  reserva  alguna 

(92) ,  obliga  a los  Estados  contratantes  a 
regular  los  conflictos  de  Derecho  Interna- 
cional Privado,  que  se  susciten  entre  ellos, 
de  acuerdo  con  las  disposiciones  que  con- 
tiene. (93) 

El  titulo  6?  del  Libro  IV  legisla  las  es- 
cepciones  que  tienen  carácter  internacio- 
nal. Entre  ellas  figura  en  lugar  preferente 
la  litis  pendencia.  El  articulo  394  la  regla- 
menta en  materia  civil,  y el  395  en  la  parte 
icriminal. 

En  virtud  del  articulo  394  se  reconoce 
que  la  litis  pendencia  usada  como  escep- 
Ción,  ya  sea  procesal  dilatoria  o peren- 
toria, puede  fundamentarse  en  un  proceso 
tramitado  ante  los  tribunales  de  justicia 
de  otra  nación  signataria  del  Código  de 
Bustamante.  (94) 


(91)  Hem-os  p'^ocurado  consultar  al  respecto,  el 
mayor  número  de  tesis  aue  han  sido  presentadas  por 
estudiantes  de  nuestra  Facultad  para  su  examen  pú- 
blico de  Abogado.  Nineuna  de  las  que  versan  sobre 
temas  similares  lo  esbozan. 

(92)  La  declaración  hecha  por  los  representantes 
de  Guatemala  a la  Sexta  Conferencia  Pananuericaua: 
Licenciados  Carlos  Salazar,  Bernardo  Alvarado  Tello, 
Luis  Bdtranena  y José  Azurdia.  termina  así:  ‘‘En 
consecuencia,  pues,  la  Delegación  de  Guatemala  se 
acomoda  perfectamente  a la  modalidad  que  con  tanta 
ilustración,  genialidad  y criterio  científico  campea 
en  ei  Proyecto  de  Código  de  Derecho  Internac-onal 
Privado,  y quiere  dejar  constancia  exprf^a  de  su 
aceptación  absoluta  y sin  reserva  de  lünguna  espe- 
cie”. 

Al  ratificarse  la  Convención  y el  Código,  por  me- 
dio del  decreto  legislativo  núm.ero  1575  de  fecha  10 
de  abril  de  1929,  se  hizo  también  en  su  totalidad  y 
sin  reservas  de  especie  alguna.  (Véase  “El  Guate- 
malteco” números  26,  27  y 28.  tomo  124). 

(93)  Véanse  los  artículos  prinnero  y segundo  de 
la  Convención. 

(94)  El  artículo  394  del  Código  de  Bustamante 
indica:  “Que  la  litis  pendencia  por  pleito  en  otro  de 
loa  Estados  contratan*^es,  podrá . alegarse  en  mate- 
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Mas  tratándose  de  una  litis  pendiente 
' ante  los  Tribunales  de  un  Estado  no  sig- 
natario del  Código,  creemos  que  los  Tri- 
bunales de  Justicia  de  esta  República  no 
le  reconocerían  los  efectos  de  paralizar  o 
destruir  un  proceso  idéntico  entablado 
ante  ellos  con  posterioridad.  Esta  solución 
nace  como  una  consecuencia  obligada  de 
los  delineamientos  generales  de  nuestro 
derecho  procesal  civil,  del  carácter  estricto 
de  orden  público  que  se  le  atribuye,  y de 
la  no  obligación  de  apUcar  las  normas  del 
Código  de  Derecho  Internacional  mencio- 
nado, a las  naciones  no  contratantes.  (95) 
Sin  embargo,  esta  solución  no  satisface  los 
fines  perseguidos  por  el  Derecho  Interna- 
cional Privado:  hacer  justicia  por  la  faz 


ria  civil  cuando  la  sentencia  que  se  dicte  en  uno  de 
ellos  haya  de  producir  en  el  otro  los  efectos  de  cosa 
juzgada”.  Llamiamos  la  atención  de  nuestros  lecto- 
res. acerca  de  que  existen  algunos  casos  en  los  cuales 
la  sentencia  que  se  haya  de  dictar  en  un  juicio  pro- 
ducirá escepción  de  cosa  juzgada  en  el  otro,  sin  ser 
neoesariamiente  litis  pendencia.  Véase  lo  dicho  al 
respecto  en  las  pá^nas  104  y 105  de  esta  Gaceta. 

(95)  El  artículo  segundo  de  la  Convención  está 
concebido  asi:  “Las  disposiciones  de  este  Código  no 


de  la  tierra,  sin  distingos  de  razas,  de  cla- 
ses, de  origen;  (96)  y puede  ocasionar  di- 
ficultades muy  serias  en  la  práctica.  Gua- 
temala, como  todo  pais  civilizado,  permite 
que  las  sentencias  dictadas  por  tribunales 
extranjeros  puedan  ejecutarse  en  el  terri- 
torio de  la  República.  Si  ante  aquellos  tri- 
bunales se  fallara  un  proceso  idéntico  al 
sentenciado  por  los  del  País,  puede  darse 
el  caso  que  al  tratar  de  llevar  a la  ejecu- 
ción las  dos  sentencias,  resulten  contradic- 
torias. En  este  caso  ¿qué  hacer?  ¿Se  po- 
dría justificar  que  solamente  se  llevase  a 
la  práctica  la  sentencia  dictada  por  nues- 
tros Tribunales,  alegando  que  Guatemala 
imparte  la  mejor  justicia  del  mundo? 


serán,  aplicables  sino  entre  las  Repúblicas  contra- 
tantes. ...” 

(96)  Esos  fines  son  los  asignados  al  Derecho  In- 
ternacional Privado  por  Foignet  en  su  Manual  Ele- 
miental  de  Derecho  Internacional  Privado;  por  Mar- 
tens,  en  su  Tratado  de  Derecho  Internacional  Pri- 
vado; por  Bustamhnte  y Weiss,  en  los  suyos;  y por 
Matos,  en  su  Curso  de  Derecho  Internacional  Privado. 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 


RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 
DURANTE  EL  MES  DE  MARZO  DE  1932  A MARZO  DE  1933 

RAMOS  CIVIL  Y CRIMINAL 


TRIBUNALES 

Sentencias 

CivUes 

Sentencias 

Criminales 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia  

55 

263 

318 

Sala  1^  de  la  Corte  de  Apielaciones  

58 

503 

561 

Sala  2^  de  la  Corte  de  Apelaciones u . . . 

89 

683 

772 

Sala  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones  

49 

506 

555 

Sala  4^  de  la  Corte  de  Apelaciones  

61 

1,348 

1,409 

Saia  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones  

29 

379 

408 

Sala  6^  de  la  Corte  de  Apelaciones  

26 

667 

693 

Sala  7^  de  la  Corte  de  Apelaciones  

24 

490 

514 

Juzgado  1?  de  Instancia  de  Guatemala  

276 

276 

Juzgado  2?  de  14  Instancia  de  Guatemala  

260 

260 

Juzgado  37  de  14  Instancia  de  Guatemala  

137 

137 

Juzgado  47  de  14  Instancia  de  Guatemala  

241 

241 

Juzgado  57  de  14  Instancia  de  Guatemala  

330 

330 

Juzgado  67  de  14  Instancia  de  Guatemala  

367 

367 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Amatitlán  

14 

62 

76 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Alta  Verapaz  

18 

101 

119 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Baja  Verapaz  

27 

92 

119 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Chlmaltenango  

18 

265 

354 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Chiquimula  

37 

336 

302 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Escuintla  

29 

193 

222 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Huehuetenango  

31 

219 

250 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Izabal  

31 

48 

79 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Jalapa  

22 

112 

134 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Jutiapa  

31 

257 

288 

Juzgado  de  14  Instancia  del  Fetén  

20 

40 

60 

Juzgado  17  de  14  Instancia  de  Quezaltenango  

48 

220 

268 

Juzgado  2?  de  14  Instancia  de  Quezaltenango  

62 

195 

257 

Juzgado  de  14  Instancia  del  Quiché  

44 

309 

353 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Retalhuleu  

15 

68 

83 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Sacatepéquez  

20 

114 

134 

Juzgado  de  14  Instancia  de  San  Marcos  

26 

299 

325 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Santa  Rosa  

20 

238 

258 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Sololá  

15 

117 

132 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Suchitepéquez  

17 

137 

154 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Totonicapán  

15 

111 

126 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Zacapa  

46 

273 

319 

Juzgado  37  de  14  Instancia  de  Quezaltenango  (3  meses)  

0 

22 

22 

Juzgado  de  14  Instancia  de  Asunción  Mita  (2  meses)  

2 

7 

9 

Juzgado  de  14  Instancia  del  Territorio  de  Coatepeque  (2  meses) 

6 

12 

18 

Juzgado  de  14  Instancia  del  Territorio  de  Chiquimulilla 

(2  meses)  

2 

5 

7 

Juzgado  de  14  Instancia  ded  Territorio  de  El  Progreso  (2  meses) 

0 

9 

9 

Totales  

1,680 

9,638 

11,318 

Departamento  de  Estadística,  Guatemala,  3 de  Mayo  de  1 933. 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 


RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA. 

DURANTE  EL  AÑO  DE  1932 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Total 
general  | 

Lecretosj 

e 

s 

< 

Sen- 

tencias 

■a 

9 

H 

Decretos 

9 

< 

Sen- 

tencias 

Totales 

C.  Suprema  de  Justicia 

1,892 

219 

51 

2,162 

3,638 

620 

238 

4,496 

6,658 

C.  DE  APELACIONES 

Sala  Primera 

1,276 

280 

55 

1,611 

1,424 

459 

467 

2,350 

3,961 

Sala  Segunda 

1,107 

373 

89 

1,569 

1,770 

484 

620 

2,874 

4,443 

Sala  Tercera 

591 

164 

43 

798 

1,485 

473 

483 

2,441 

3,239 

Sala  Cuarta 

1,069 

419 

57 

1,545 

1,783 

1,081 

1,113 

3,977 

5,522 

Sala  Quinta 

137 

76 

29 

242 

974 

417 

358 

1,749 

1,991 

Sala  Sexta 

646 

154 

18 

818 

2,546 

532 

658 

3,736 

4,554 

Sala  Séptima 

284 

121 

25 

430 

1,453 

486 

492 

2,431 

2,861 

JUZGADOS  DE  1?  INST, 

departamentales 

5,365 

4,028 

242 

9,635 

P fi-íñ 

4,442 

3,789 

266 

8,497 

8 497 

4,864 

2,977 

125 

7,966 

7 966 

5 450 

1,886 

217 

7,553 

7 ññS 

4,820 

5,571 

331 

10,722 

10  722 

7,455 

5,331 

296 

13,082 

13  082 

Amatitlán 

1,049 

493 

14 

1,556 

5,864 

1,405 

59 

7,328 

8,884 

Alta  Verapaz 

869 

800 

13 

1,682 

3,364 

1,601 

92 

5,057 

6,739 

Baja  Verapaz 

825 

336 

24 

1,185 

5,042 

1,357 

82 

6,481 

7,666 

Chimaltenango 

1,309 

519 

20 

1,848 

6,089 

1,789 

323 

8,201 

10,049 

Chiquimula 

961 

334 

35 

1,330 

5,706 

1,776 

277 

7,759 

9,089 

Escuintla 

896 

480 

30 

1,406 

4,700 

1,224 

189 

6,113 

7,519 

Huehuetenango  .... 

1,663 

668 

30 

2,361 

6,260 

1,532 

194 

7,986 

10,347 

Izabal 

1,060 

316 

31 

1,407 

4,425 

450 

47 

4,922 

6,329 

Jalapa 

578 

351 

24 

953 

5,251 

982 

105 

6,338 

7,291 

Jutiapa 

1,108 

462 

33 

1,603 

6,937 

1,863 

213 

9,013 

10,616 

Fetén  . . . .' 

461 

. 208 

19 

688 

2,686 

419 

30 

3,135 

3,823 

Quezaltenango  1"?  . . . . 

1,817 

1,221 

46 

3,084 

3,522, 

2,683 

208 

6,413 

9,497 

Quezaltenango  2?  . . . 

1,395 

1,243 

51 

2,689 

1,447 

1,827 

169 

3,443 

6,132 

Quiché  

1,743 

481 

43 

2,267 

5,992 

1,232 

267 

7,491 

9,758 

Betalhuleu 

857 

450 

19 

1,326 

4,491 

833 

62 

5,386 

6,712 

Sacatepéquez 

680 

522 

18 

1,220 

5,425 

854 

107 

6,386 

7,606 

San  Marcos 

1,348 

657 

18 

2,023 

2,027 

2,214 

257 

4,498 

6,521 

Santa  Rosa 

578 

251 

15 

844 

4,213 

1,901 

209 

6,323 

7,167 

Sololá 

1,730 

482 

11 

2,223 

6,412 

1,898 

114 

8,424 

10,647 

Suchitepéquez 

524 

335 

17 

876 

4,186 

1,379 

. 130 

5,695 

6,571 

Totonicapán 

376 

212 

14 

602 

5,198 

770 

97 

6,065 

6,667 

Zacapa  

1,895 

759 

48 

2,702 

6,869 

1,660 

245 

8,774 

11,476 

Quetzalgo.  3?  (5  meses) 

195 

75 

0 

270 

1,786 

1,484 

52 

3,322 

3,592 

Asunción  Mita,  (4  meses) 

953 

721 

2 

j 1,676 

1,270 

770 

14 

2,054 

3,730 

Coatepeque.  (4  meses)  . . 

260 

208 

7 

i 475 

1,142 

343 

23 

1,508 

1,983 

Chiquimulilla,  (4  meses) 

128 

118 

3 

1 249 

1,234 

204 

14 

1,452 

1,701 

El  Progreso,  (4  meses)  . . 

177 

97 

2 

276 

1,346 

351 

17 

1,714 

1,990 

Totales  

47,108 

25,399 

1,587 

74,094 

145,682 

52,141 

8,869 

206,692 

280,786 

Departamento  de  Estadística,  Guatemala,  9 de  Maizo  de  1 933. 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 


RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 
DURANTE  EL  MES  DE  ENERO  DE  1933 


RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

TRIBUNALES 

Decretos 

.Autos 

Sen- 

tencias 

Totales 

Oecretosj 

Autos 

Sen- 

tencias 

Totales 

’S  ^ 

r® 

bj} 

Corte  Suprema  de  Justicia  . 

433 

9 

2 

444 

214 

32 

11 

257 

701 

JUZGADOS  DE  1^  INST. 

Sala  Primera 

108 

25 

5 

138 

82 

25 

24 

131 

269 

Sala  Segunda 

55 

21 

4 

80 

73 

36 

42 

151 

231 

Sala  Tercera 

43 

12 

2 

57 

116 

6 

29 

151 

208 

Sala  Cuarta 

86 

23 

4 

113 

lio 

191 

90 

391 

504 

Sala  Quinta 

5 

3 

1 

9 

59 

23 

22 

104 

113 

Sala  Sexta  . 

48 

8 

5 

61 

177 

31 

26 

234 

295 

Sala  Séptima 

14 

4 

2 

20 

97 

20 

37 

154 

174 

JUZGADOS  DE  1^  INSTANC 
DEPARTAMENTALES 

de  Guatemala 

442 

302 

22 

766 

766 

2^  de  GuateniaJ>a 

450 

197 

14 

661 

664 

30  .... 

296 

163 

5 

464 

464 

4’  de  Guatemala 

1,143 

106 

9 

1,258 

1,258 

59  de  Guatemala 

512 

212 

16 

740 

740 

69  de  Guatemala 

645 

543 

26 

1,214 

561 

1,214 

Amatitlán 

56 

29 

0 

85 

478 

79 

4 

646 

Alta  Verapaz 

56 

51 

1 

108 

260 

72 

5 

337 

445 

Baja  Verapaz 

55 

35 

2 

92 

485 

99 

11 

595 

687 

Chimaltenango 

47 

21 

2 

70 

511 

189 

24 

724 

794 

Chiquimula  ..... 

50 

19 

3 

72 

416 

129 

25 

570 

642 

Escuintla 

50 

28 

2 

80 

94 

72 

15 

181 

261 

Huehuetenango 

88 

19 

1 

108 

477 

112 

20 

609 

717 

Izabal 

50 

20 

1 

71 

354 

35 

5 

394 

465 

Jalapa 

. 17 

10 

0 

27 

362 

82 

9 

453 

480 

Jutiapa 

57 

25 

1 

83 

704 

146 

14 

864 

947 

Peten 

38 

15 

1 

54 

272 

34 

1 

307 

361 

Quezaltenango  19 

103 

108 

3 

214 

545 

227 

14 

786 

1,000 

Quezaltenango  29 

95 

76 

7 

178 

21 

160 

26 

207 

385 

Quiché 

102 

19 

1 

122 

412 

103 

14 

529 

651 

Retalhuleu 

58 

64 

0 

122 

473 

77 

5 

555 

677 

Sacatepéquez 

34 

26 

2 

62 

528 

69 

7 

604 

666 

San  Marcos 

112 

66 

1 

179 

153 

113 

27 

293 

472 

Santa  Rosa 

54 

17 

1 

72 

348 

140 

15 

503 

575 

Sololá 

20 

30 

1 

51 

247 

122 

8 

377 

428 

Suchitepéquez 

32 

13 

0 

45 

315 

89 

3 

407 

452 

Totonicapán 

29 

6 

0 

35 

556 

61 

9 

626 

661 

Zacapa  

128 

68 

2 

198 

480 

115 

25 

620 

818 

Totales  

3,311 

1,532 

98 

4,941 

11,719 

3,550 

618 

15,887 

20,828 

Departamento  de  Estadística,  Guatemala,  8 de  Febrero  de  1 933. 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 

RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA. 
DURANTE  EL  MES  DE  FEBRERO  DE  1933 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Total 

general 

Decretosj 

Autos 

Sen- 

tencias 

Totales 

Decretosj 

Autos 

Sen- 

tencias 

Corte  Suprema  de  Justicia  . 

168 

10 

3 

181 

274 

39 

18 

331 

512 

CORTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera 

125 

20 

3 

148 

111 

37 

47 

195 

343 

Sala  Segunda 

91 

16 

6 

113 

80 

34 

37 

151 

264 

Sala  Tercera 

44 

12 

1 

57 

70 

24 

28 

122 

179 

Sala  Cuarta 

111 

33 

4 

148 

97 

144 

120 

361 

509 

Sala  Quinta 

3 

4 

0 

7 

52 

15 

21 

88 

95 

Sala  Sexta 

51 

13 

6 

70 

147 

32 

36 

215 

285 

Sala  Séptima 

22 

0 

0 

22 

141 

5 

3 

149 

171 

JUZGADOS  DE  1»  INST. 

DEPARTAMENTALES 

504 

344 

16 

864 

R64 

594 

'256 

15 

865 

865 

377 

339 

12 

728 

7^8 

1 378 

220 

23 

1,621 

1 6^1 



435 

194 

18 

647 

647 

544 

487 

36 

1 067 

1 067 

Amatitlán 

66 

27 

0 

93 

446 

132 

4 

582 

675 

Alta  Verapaz 

74 

97 

2 

173 

261 

118 

4 

383 

556 

Baja  Verapaz 

66 

37 

1 

104 

373 

113 

3 

489 

593 

Chimaltenango 

65 

32 

3 

100 

471 

163 

27 

661 

761 

Chiquimula 

45 

17 

1 

63 

409 

112 

15 

536 

599 

Bscuintla 

39 

27 

0 

66 

326 

94 

15 

435 

501 

Huehuetenango 

99 

22 

0 

121 

310 

115 

19 

444 

565 

Izabal 

61 

25 

1 

87 

427 

64 

5 

496 

583 

Jalapa 

19 

14 

1 

34 

350 

75 

10 

435 

469 

Jutiapa 

70 

35 

1 

106 

577 

139 

15 

731 

837 

Fetén 

36 

14 

0 

50 

226 

40 

6 

272 

322 

Quezaltenango  1? 

117 

193 

2 

312 

425 

226 

13 

664 

976 

Quezaltenango  2? 

130 

91 

2 

223 

50 

206 

10 

266 

489 

Quiché 

108 

13 

1 

122 

429 

105 

9 

543 

665 

Retalhuleu 

67 

41 

1 

109 

428 

76 

2 

506 

615 

Sacatepéquez 

47 

49 

1 

97 

390 

65 

6 

461 

558 

San  Marcos 

125 

45 

4 

174 

188 

143 

25 

356 

530 

Santa  Rosa 

68 

30 

3 

101 

351 

140 

22 

513 

614 

Sololá 

20 

44 

2 

66 

241 

128 

8 

377 

443 

Suchitepéquez 

38 

23 

0 

61 

270 

90 

14 

374 

435 

Totonicapán 

27 

8 

0 

35 

591 

50 

13 

654 

689 

Zacapa 

171 

81 

3 

255 

535 

145 

14 

694 

949 

Totales  

3,648 

2,012 

95 

5,755 

11,403 

3,770 

646 

15,819 

21,574 

Departamento  de  Estadística,  Guatemala,  8 de  Febrero  de  1933. 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 


RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA. 
DURANTE  EL  MES  DE  MARZO  DE  1933 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Total 

general 

Oecretosj 

Autos 

1 

Sen- 

tencias 

Totales 

DecretoJ 

1 

Autos 

1 

Sen- 

tencias 

CA 

O) 

"d 

•«A 

o 

H 

Corte  Suprema  de  Justicia  . 

156 

13 

3 

172 

291 

• 

53 

23 

367 

539 

CORTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera 

118 

38 

6 

162 

182 

33 

35 

250 

412 

Sala  Segunda 

84 

42 

2 

128 

116 

52 

53 

221 

349 

Sala  Tercera 

33 

10 

1 

44 

97 

32 

31 

160 

204 

Sala  Cuarta 

116 

31 

7 

154 

70 

117 

107 

294 

448 

Sala  Quinta 

11 

2 

1 

14 

55 

13 

18 

86 

100 

Sala  Sexta 

49 

11 

1 

61 

143 

33 

29 

205 

266 

Sala  Séptima 

29 

10 

1 

40 

145 

59 

52 

256 

296 

JUZGADOS  DE  1»  INST. 

DEPARTAMENTALES 

693 

407 

28 

1,128 

1 128 

688 

274 

15 

977 

977 

469 

270 

16 

755 

755 

1,194 

212 

22 

1,428 

1 428 

590 

308 

26 

924 

924 

725 

518 

50 

1,293 

1,293 

Amatitlán 

84 

19 

1 

104 

599 

119 

9 

727 

831 

Alta  Verapaz 

80 

75 

3 

158 

320 

194 

13 

527 

685 

Baja  Verapaz 

101 

48 

3 

152 

108 

409 

9 

526 

678 

Chimaltenango 

. 90 

36 

2 

128 

536 

139 

24 

699 

827 

Chiquimula 

70 

13 

2 

85 

532 

146 

5 

683 

768 

Escuintia 

81 

37 

3 

. 121 

436 

101 

13 

550 

671 

Huehuetenango 

90 

19 

2 

111 

426 

100 

17 

543 

654 

Izabal 

62 

29 

1 

92 

415 

63 

2 

480 

572 

Jalapa 

35 

14 

1 

50 

401 

80 

6 

487 

537 

Jutiapa 

104 

67 

3 

174 

898 

225 

22 

1,145 

1,319 

Petén 

32 

11 

1 

44 

238 

36 

5 

279 

323 

Quezaltenango  1? 

157 

190 

3 

350 

432 

268 

23 

723 

1,073 

Quezaltenango  2? 

123 

107 

7 

237 

80 

230 

19 

329 

566 

Quiché 

125 

28 

0 

153 

580 

126 

41 

747 

900 

Retalhuleu 

118 

56 

0 

174 

533 

103 

4 

640 

814 

Sacatepéquez 

56 

63 

1 

120 

372 

80 

10 

462 

582 

San  Marcos 

122 

48 

4 

174 

216 

205 

25 

446 

620 

Santa  Rosa 

70 

49 

1 

120 

397 

112 

19 

528 

648 

Sololá 

20 

46 

3 

69 

293 

154 

5 

452 

521 

Suchitepéquez 

25 

28 

1 

54 

414 

148 

10 

572 

626 

Totonicapán 

45 

15 

2 

62 

683 

38 

4 

725 

787 

Zacapa  

147 

76 

3 

226 

640 

129 

14 

783 

1,009 

Toitales  

4,283 

2,182 

123 

6,593 

13,157 

4,635 

745 

18,537 

25,130 

Departamento  de  Estadística,  Guatemala,  1 0 de  Abril  de  1 933. 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 
RESUMEN 


DEL  ESTADO  DE  CRIMJNALIDAD,  DURANTE  EL  MES  DE  ENERO  DE  1933 


CATEGORIA  DEL- DELITO 

ZONAS 

TOTAL 

Porcen- 

tajes 

Cent. 

Occd. 

Orte. 

Norte 

Sur 

Contra  la  segurida^d  interior  del  Estado. . 

5 

7 

8 

20 

8 S.S 

De  falsedad  

10 

7 

2 

2 

21 

8 72 

En  el  -ej-ercicio  de  cargo  público 

2 

4 

2 

2 

1 

11 

1.95 

Contra  las  personas  

25 

30 

40 

1 

27 

123 

21.81 

Contra  la  honestidad  

17 

14 

10 

12 

9 

62 

10.99 

Contra  el  honor  

2 

1 

4 

1 

8 

1 42 

Contra  la  seguridad  y libertad  

6 

5 

4 

1 

16 

2 82 

Contra  la  propiedad  

52 

25 

16 

25 

2 

126 

22.34 

Contra  la  Hacienda  Pública  

27 

94 

9 

25 

8 

157 

27.84 

De  judisdicción  militar  

1 

4 

7 

~ 7 

1 

20 

3.55 

Sumas  

145 

185 

96 

79 

59 

564 

100 

Porcentajes  

25.71 

32.81 

17.02 

14.00 

10.46 

100  i' 

MES  DE  FEBRERO  DE  1933 


CATEGORIA  DE  LOS  DELITOS 

ZONAS 

TOTAL 

Porcen- 

tajes 

Cent. 

Occd. 

Orte. 

Norte 

Sur 

Contra  la  seguridad  interior  del  Estado . . 

7 

10 

12 

2 

4 

35 

4.83 

1 

1 

2 

0 28 

De  falsedad  

8 

5 

2 

4 

6 

25 

3.45 

En  el  ejercicio  de  cargos  públicos  

4 

7 

6 

2 

3 

22 

3.04 

Contra  las  personas 

38 

34 

45 

14 

29 

160 

22.09 

Contra  la  honestidad  

20 

11 

16 

7 

10 

64 

8.84 

Contra  la  seguridad  y libertad  

3 

3 

12 

8 

2 

28 

3.87 

Contra  la  propiedad  

66 

28 

18 

15 

11 

138 

19.07 

Contra  la  Hacienda  Pública  

38 

115 

27 

50 

3 

233 

32.18 

De  jurisdicción  militar  

4 

1 

10 

2 

17 

2.35 

Sumas  

188 

214 

149 

103 

70 

724 

100 

Porcentajes  

25.97 

29.55 

20.38 

14.23 

9.67  1 

100 

MES  DE  MARZO  DE  1933 


CATEGORIA  DE  LOS  DELITOS 

ZONAS 

Porcen- 

Cent. 

Occd. 

Orte. 

Norte 

Sur 

tajes 

Contra  la  seguridad  interior  del  Estado. . 

5 

10 

1 

1 

21 

2.61 

Contra  el  orden  público  •. 

11 

11 

1.36 

De  falsedad  

10 

15 

2 

4 

2 

33 

4.22 

Juegos  prohibidos  

^ 5 

5 

0.62 

En  el  ejercicio  de  cargos  públicos  

3 

11 

9 

8 

1 

32 

3.97 

Contra  las  personas 

26 

42 

50 

28 

33 

179 

21.59 

Contra  la  honestidad  -. 

14 

22 

19 

5 

6 

66 

8.19 

Contra  el  estado  civil  

1 

1 

0.12 

Contra  la  seguridad  y libertad  

9 

7 

4 

6 

3 

' 29 

3.60 

Contra  la  propiedad  

76 

32 

23 

17 

11 

159 

19.73 

Contra  la  Hacienda  Pública  

21 

151 

40 

31 

9 

252 

31.26 

De  jurisdicción  militar  

3 

7 

3 

4 

17 

2 1 1 

Delitos  postales  

1 

1 

0.12 

Sumas  

171 

287 

164 

114 

70 

806 

100 

Porcentajes  

21.22 

35.61 

20.35 

14.14 

8.68 

100 

DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA  JUDICIAL 
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MAGISTRADO  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R. — 6^  Calle  Poniente,  NP  33. 
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Presidente:  Licenciado  don  Ricardo  Ortiz  Sán- 
chez. 4»  Avenida  Sur,  NP  25. 

¡Magistrados  Propietarios:  Licenciados  don  Luis 
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Secretarlo:  Br.  don  J.  Antonio  Marroquín  J. 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


121 


CORTE  MARCIAL 
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ronel Alfredo  Plores. 
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Propietarios:  Coronel  Ismael  Villela  y T.  Coronel 
Joaquín  Plores  M. 

Suplentes:  T.  Coroneles  Rafael  Morales  Torres  y 
Eduardo  Alfredo  Pinto. 
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Juez  29  del  departamento  de  Guatemala:  Licen- 
ciado don  J.  Joaquín  Palma;  Avenida  La  Reforma. 
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ciado don  Carlos  Fernández  C.,  Pasaje  San  Jorge  6. 
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ciado don  J.  María  Moscoso,  79  Avenida  Stu*,  prolon- 
gación y Calle  Lima. 
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Juez  dél  departamento  de  Amatitlán:  Licencia- 
do don  Eugenio  Nuila. 

Juez  del  departamento  de  la  Alta  Verapaz:  Li- 
cenciado don  Hermán  Morales  Dardón. 

Juez  del  departamento  de  la  Baja  Verapaz:  Li- 
cenciado don  Adolfo  Barillas  González. 

Juez  del  departamento  de  Chimaltenango:  Li- 
cenciado don  Víctor  Ramiro  Flores. 

Juez  del  departamento  de  Chiquimula:  Licencia- 
do don  J.  Arturo  Ruano  Mejía. 

Juez  del  departamento  de  Escuintla:  Licenciado 
don  Alfonso  Cifuentes  Soto. 

Juez  del  departamento  de  Huehuetenango:  Li- 
cenciado don  Simón  R Oliva  P. 

Juez  del  departamento  de  Izabal:  Licenciado  don 
Miguel  Alvarez  Lobos. 

Juez  del  departamento  de  Jalapa:  Licenciado  don 
Francisco  Carrillo  h. 


Juez  del  departamento  de  Jutiapa:  Licenciado 
don  Hernán  Morales  Dardón. 

Juez  d^  departamento  del  Fetén:  Licenciado  don 
J.  Gilberto  Juárez. 

Juez  del  departamento  del  Qulché:  Licenciado 
don  Víctor  M.  Cáceres. 

Juez  19  del  departamento  de  Quezaltenango : Li- 
cenciado don  R.  Oscar  Murga. 

Juez  29  del  departamento  de  Quezaltenango:  Li- 
cenciado don  J.  Vicente  Rodríguez. 

Juez  del  departamento  de  Retalhuleu:  Licencia- 
do don  Alberto  Herrarte  G. 

Juez  del  departamento  de  Sacatepéquez : Licen- 
ciado don  Guillermo  Herrera. 

Jíiez  del  departamento  de  Suchitepéquez : Licen- 
ciado don  José  I.  Cabrera. 

Juez  del  depariamento  de  Sololá:  Licenciado  don 
J.  Juan  Alvarez. 

Juez  del  departamento  de  San  Marcos:  Licen- 
ciado don  Abraham  Bustamante. 

Juez  del  departamento  de  Santa  Rosa : Licen- 
ciado don  Francisco  Alonso. 

Juez  del  departamento  de  Totonicapán:  Licencia- 
do don  Pablo  Torselli. 

Juez  del  departamento  de  Zacapa:  Licenciado 
don  Gonzalo  Menéndez  de  la  Rftva. 

Funcionarios  Militares  de  la  Capital: 

Comandante  de  Armas:  General  Francisco  Mo- 
llinedo. 

Auditor  de  Guerra  del  departamento  de  Guate- 
mala: Licenciado  don  Guillermo  Cabrera  Martínez. 
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45a.  SESION  ORDINARIA 

de  la  Asamblea  Legislativa,  celebrada  el  dia  3 
de  Mayo  de  1 933 

EL  R.  PRESIDENTE. — Se  abre  la  sesión. 
(Las  4.  p.  m.) 

Leída  el  acta  de  la  sesión  anterior  se 
aprueba  sin  enmienda  ni  debate. 


EL  R.  CASTELLANOS  B. — ^La  Comisión 
nombrada  por  ia  Mesa  Directiva  para  poner 
en  manos  del  señor  Licenciado  Reina  Andra- 
de el  Decreto  por  el  que  este  Alto  Cuerpo  le 
nombra  Presidente  del  Poder  Judicial,  cum- 
plió ayer  su  cci.netido.  El  señor  Licenciado 
Reina  Andrade,  muy  emocionado  por  esta 
prueba  de  confianza  que  le  ha  dado  la  Repre- 
sentación Nacional,  encargó  a la  Comisión 
que  expresara  su  profundo  agradecimiento  a 
todos  y a cada  uno  de  los  señores  Represen- 
tantes. 


EL  R.  SECRETARIO  HERNANDEZ  DE 
LEON  (leyendo): 

Guatemala,  3 de  mayo  de  1933 

Señores  Secretarios  de  la  Asamblea  Nacio- 
nal Legislativa. — Presentes. 

Señores  Secretarios: 

Con  la  atenta  nota  de  ustedes  de  fecha  de 
ayer,  y de  manos  de  la  Comisión  nombrada 
al  efecto  por  la  Honorable  Asamblea,  he  te- 
nido el  honor  de  recibir  una  copia  del  De- 
creto legislativo  Número  1920,  por  el  que  el 
Alto  Cuerpo  del  cual  son  ustedes  dignos  Se- 
cretarios, declara  que  he  sido  nombrado  Pre- 
sidente del  Poder  Judicial  para  completar  el 
periodo  que  terminará  el  15  de  marzo  de 
1936. 

Al  expresar  a la  Representación  Nacional, 
por  el  digno  medio  de  ustedes,  mis  más  since- 
ros agradecimientos  por  la  honra  que  se  me  ha 
dispensado,  tengo  el  sentimiento  de  manifes- 
tar que  queda  vacante  el  cargo  de  Diputado 
por  el  departaimento  de  San  Marcos  que  he 


venido  desemlpeñando  en  ese  Alto  Cuerpo; 
rogando  a la  Honorable  Asamblea  disponer 
lo  que  estime  conveniente. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterar 
a ia  Honorable  Asamblea  mi  respetuosa  con- 
sideración y aprecio,  y suscribirme  de  los  se- 
ñores Secretarios,  su  más  atento  y seguro  ser- 
vidor. 

J.  M.  Reina  Andrade 

Pasa  al  archivo  el  oficio  leído. 


Se  suspende  la  sesión  en  tanto  las  Co- 
misiones nombradas  en  la  sesión  de  ayer 
cumplen  su  cometido. 

Pasada  media  hora  se  reanuda  la  sesión. 

EL,  R.  SECRETARIO  HERNANDEZ  DE 
LEON. — Los  Secretarios  representantes  La- 
rraondo  y Vülacorta  introducirán  al  salón  al 
señor  Presidente  electo  del  Poder  Judicial, 
Licenciado  José  María  Reina  Andrade. 

Entra  al  salón,  acompañado  de  la  Co- 
misión nombrada,  el  señor  Presidente  del 
Poder  Judicial. 

Todos  los  Diputados  e invitados  se  po- 
nen en  pie. 

Toma  asiento  a la  dereclia  del  señor 
Presidente  de  la  Asamblea. 

EL  MISMO  R.  SECRETARIO. — Se  anuncia 
a los  señores  Diputados  que  el  Licenciado  Jo- 
sé María  Reina  Andrade,  electo  Presidente 
del  Poder  Judicial,  va  a dar  la  protesta  de 
ley. 

Puestos  en  pie  los  señores  Represen- 
tantes y personas  invitadas  al  acto,  dice 

EL  C.  PRESIDENTE  DEL  PODER  JUDI- 
CIAL (con  la  mano  puesta  sobre  la  Consti- 
tución).— Protesto  respetar  la  Constitución  de 
la  República  y cu.nplir  mis  deberes  admi- 
nistrando justicia  conforme  a las  leyes. 
(Toca  la  Banda  Marcial  unos  compases  de 
diana). 

EL  R.  PRESIDENTE  (leyendo) : 

Señor  Presidente  del  Poder  Judicial: 

En  atención  a vuestros  méritos,  experien- 
cia y probidad,  quiso  una  vez  más  la  Repre- 
sentación Nacional  poneros  al  frente  de  los 
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más  altos  destinos  del  país,  y sois  en  Guate- 
mala el  primer  ciudadano  que  ha  tenido  el 
honor  de  ocupar  la  Presidencia  de  los  tres 
Poderes  del  Estado,  habiendo  recibido  la  de- 
signación para  ser,  en  esta  oportunidad,  el 
Jefe  de  sus  Magistrados. 

Por  el  nombramiento  recaído  en  vuestra 
ilustre  persona  para  desempeñar  las  delica- 
das funciones  de  Presidente  del  Poder  Ju- 
dicial, tengo  el  honor  de  presentaros,  en  nom- 
bre de  (mis  compañeros  de  Asamblea  y en  el 
mió  propio,  las  más  cordiales  felicitaciones 
por  la  nueva  confianza  que  en  vos  se  ha  de- 
positado, no  dudando  la  Representación  Na- 
ciinal,  igualmente  que  la  Nación  entera,  que 
sabréis  esta  vez  poner  de  relieve  vuestras  al- 
tas dotes  de  Juez,  como  ya  en  otras  ocasiones 
pusisteis  de  manifiesto  las  que  os  distinguen 
como  político  y como  parlamentario. 

Entre  las  notorias  virtudes  que  os  adornan, 
es,  vuestra  modestia,  una  de  las  más  salien- 
tes; pero  no  tenro  herirla  en  estos  solem- 
nes momentos  en  que,  como  Presidente  de  la 
Asamblea  os  doy  posesión  del  merecido  car- 
go para  el  que  fuisteis  electo  por  la  mayoría 
de  los  señores  Diputados,  porque  debéis  estar 
seguro  de  que  la  designación  hecha  en  vues- 
tra persona,  es  el  justo  premio  con  que  los 
Representantes  del  pueblo  hemos  querido 
honrar  al  ciudadano  que,  habiendo  ocupado 
los  más  importantes  puestos  en  la  República, 
ha  sabido  dejar  en  su  desempeño  imborrables 
huellas  de  patriotismo,  de  tino,  de  sabiduría 
y de  honradez. 

La  Asamblea  Nacional  confia  que  en  la 
Presidencia  del  Poder  Judicial  habréis  de 
desarrollar  una  labor  fecunda  en  bienes  pa- 
ra que  con  la  recta  aplicación  de  las  leyes 
resplandezca  en  todos  los  casos  la  justicia  en 
nuestra  patria.  Y con  tal  certeza,  os  presen- 
to, con  la  respetuosa  consideración  y el  apre- 
cio de  la  Asamblea  para  el  compañero  que  hoy 
de  ella  se  ausenta,  las  seguridades  que  este 
Alto  Cuerpo  tiene  de  que  el  mejor  éxito  coro- 
nará vuestros  trabajos  en  el  Poder  Judicial 
de  Guatemala. 

(Toca  la  Banda  una  diana). 

EL  C.  PRESIDENTE  DEL  PODER  JUDI- 
CIAL (leyendo  i : 

Excelentísimo  señor  Presidente  de  la  Asam- 
blea, señores  Diputados,  señores  Ministros 

del  Gobierno,  señores  Magistrados: 

Una  vez  más  me  habéis  dado  la  grata  opor- 
tunidad de  expresaros  mis  hondos  senti- 
imientos  de  gratitud  hacia  vosotros,  que  cons- 
tituís la  Augusta  Representación  Nacional, 
por  la  inmerecida  distinción  de  que  me  ha- 
béis hecho  objeto,  ratificándome  vuestra  con- 
fianza, al  elegirme  para  el  desempeño  de  las 
elevadas  funciones  que  corresponden  al  Pre- 
sideinte  del  Poder  Judicial  de  Guatemala, 
nuestra  muy  amada  Patria. 

Grande  y muy  ardua  es  la  responsabilidad 
que  asumo  al  aceptar  un  cargo  de  tanta  miag- 
nitud;  pero  en  cui.mplimiento  de  la  solemne 
protesta  que  acabo  de  hacer,  habré  de  poner 
todo  el  modesto  caudal  de  mis  energías  per- 
sonales, animado  por  la  buena  fe  y el  entu- 
siasmo que  a todos  nos  inspira  la  noble  causa 
de  la  Justicia. 

Presidir  el  Poder  Judicial  de  la  República 
acaso  sea  el  más  alto  honor  que  pueda  otor- 
garse a un  ciudadano  de  los  que  hemos  con- 
sagrado nuestra  vida  al  estudio  del  derecho, 
abogando  porque  la  justicia  se  imparta  fiel 


y cumiplidamente  como  base  del  bienestar 
social.  Ello  no  obstante,  al  aceptar  tan  de- 
licado cargo,  mi  alma  se  llena  de  profunda 
tristeza  al  pensar  que  tal  honor  me  priva  en 
lo  futuro  de  la  intima  satisfacción  de  parti- 
cipar en  vuestras  actividades  legislativas,  en 
vuestras  alegrías  y en  vuestros  momentos 
de  conflicto.  Los  vínculos  de  solidaridad  y de 
reciproca  inteligencia  creados  al  calor  déH 
patriotismo  conque  todos  vosotros  cumplís  las 
altas  funciones  que  la  Nación  ha  puesto  en 
vuestras  manos;  las  frases  que  en  forma  tan 
delicada  y afectuosa  se  sirve  dirigirme  el  se- 
ñor Presidente,  en  nombre  de  la  Representa- 
ción Nacional  y en  el  suyo  propio,  y los  reite- 
rados testli.nonios  de  simpatía  y deferencia 
con  que  me  habéis  honrado  y favorecido,  son 
la  causa  de  tal  estado  de  ánimo,  en  que  aho- 
ra me  encuentro,  por  cuanto  ocupáis  un  lu- 
gar preferente  en  el  mundo  de  mis  afectos, 
que  mi  sincera  gratitud  mantedrá  vivo  e in- 
cólume al  través  del  resto  de  mis  días. 

'Nuestra  Constitución  Política,  para  el  ejer- 
cicio de  la  soberanía  nacional,  divide  en  tres 
ramas  el  Poder  Público,  señalándole  a cada 
una  la  órbita  de  sus  atribuciones,  lo  cual  no 
excluye  que  entre  ellas  debe  existir  la  más 
perfecta  armonía  y eficaz  cooperación  para 
que  puedan  realizarse  los  fines  del  Estado  y 
solucionar  los  trascendentales  y complicados 
problemas  de  la  vida  pública,  con  tanta  más 
razón  cuanto  que  así  lo  reclaman,  imperati- 
vamente, las  necesidades  de  la  época,  aguijo- 
neada por  los  rigores  de  las  perturbaciones 
del  orden  económico,  político  y social  por  que 
atraviesan  los  pueblos,  aún  de  aquellos  cu- 
yas instituciones  parecían  inconmovibles. 

Abrigo  la  más  fundada  y halagadora  espe- 
ranza de  que  el  importante  proyecto  de  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial  que  esta  Ho- 
norable Asamblea  tiene  en  estudio,  i.nprimi- 
rá  su  verdadero  carácter  a la  Institución  en- 
cargada de  administrar  justicia  para  que  ésta 
sea  más  expedita  y cuente  con  los  medios  más 
eficaces  para  su  aplicación. 

Afortunadamente,  señores  Diputados,  la 
obra  de  progreso,  de  moralización,  probidad 
y honradez  que  se  ha  emprendido  para  depu- 
rar los  vicios  y corruptelas  en  todos  los  ór- 
denes de  la  Administración  que  tanto  enalte- 
ce al  actual  señor  Presidente  de  la  República, 
me  hacen  concébir  la  idea  alentadora  de 
que  de  la  más  perfecta  cooperación  y buena 
an.nonía  de  las  tres  ramas  del  Poder  Público, 
Guatemala,  nuestra  Patria  muy  querida,  se- 
guirá por  el  sendero  de  su  prosperidad  y en- 
grandecimiento, anhelado  por  todos  sus  hijos. 

En  estas  condiciones,  el  Poder  Judicial,  cu- 
ya dirección  me  habéis  encomendado,  se  sen- 
tirá más  estimulado  a cumplir  con  sus  debe- 
res y exigir  el  cumplimiento  de  sus  obliga- 
ciones a todos  los  que  le  estén  subordinados. 

Al  alejarme  de  vosotros,  nada  (.nás  grato 
para  mi  que  haceros  presente,  señores  Dipu- 
tados, mi  vivo  deseo  porque  vuestra  labor 
en  pro  de  los  intereses  nacionales  telnga  siem- 
pre el  éxito  que  corresponde  a la  alteza  de 
miras  de  que  os  he  visto  animados  en  todo 
memento. 

Señores  Diputados. 

(Grandes  aplausos.  La  Banda  Marcial 
toca  una  diana). 


Del  «Diario  de  Sesiones»  de  la  Asamblea 
Legislativa.  Tomo  XI.  N?  21. 
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SECCION  JUDICIAL 

lUnUDENCIA  DE  U COREE  SUPREMA  DE  KEICIA 


CIVIL 

JUICIO:  ordinario  seguido  por  el  licen- 
ciado Alejandro  Ch.  Suazo  contra 
don  Lisandro  Gordillo  Galán. 

Al  demandante  incumbe  probar  los  ex- 
tremos de  su  demanda. 


“Corte  Suprema  de  Justicia,  Guate- 
mala, doce  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con 
sus  respectivos  antecedentes,  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  Segunda  de  la 
Corte  de  Apelaciones  con  fecha  veinte  de 
Junio  del  corriente  año,  en  que  al  revo- 
car el  fallo  del  Juez  Segundo  de  Primera 
Instancia  de  este  Departamento,  absuelve 
a don  Lisandro  Gordillo  Galán  de  la  de- 
manda que  le  entabló  el  licenciado  don 
Alejandro  Ch.  Suazo,  el  siete  de  Marzo  del 
año  de  mil  novecientos  treinta  y uno. 

Del  estudio  de  los  autos  se  viene  en 
conocimiento  de  lo  que  sigue:  Que  el  licen- 
ciado Ch.  Suazo  en  la  fecha  que  acaba  de 
mencionarse  y ante  el  Juez  Segundo  de 
Primera  Instancia  inició ' demanda  en  la 
cual  relata  los  hechos  que  en  seguida  se 
expresan:  que  el  veintiuno  de  Noviembre 
del  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
nueve  don  Eliseo  Goyena  denunció  un  te- 
rreno baldio  de  treinta  caballerias  de  ex- 
tensión, situado  en  jurisdicción  de  Gua- 
lán,  Departamento  de  Zacapa,  compren- 
dido dentro  de  estos  linderos:  por  el  Norte, 
Oriente  y Poniente  con  baldios;  y por  el 
Sur,  con  terreno  denunciado  por  el  gene- 
ral don  Pió  Porta;  que  practicada  la  me- 
dida correspondiente  por  el  ingeniero  don 
Diego  Vásquez,  dicho  facultativo  no  loca- 
lizó el  terreno  denunciado  y en  vez  de 
medir  la  extensión  demarcada  en  la  de- 
nuncia hizo  la  operación  er»  terrenos  com- 
pletamente distintos  sin  citar  a las  perso- 
nas que  pudieran  tener  derechos  prefe- 
rentes; que  don  Eduardo  Von  Anshelm 
Moeller  el  veinte  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y nueve  denunció 
también  quince  caballerias  de  terreno 
baldio  en  jurisdicción  de  Gualán,  dentro 


del  área  siguiente:  al  Sur,  con  terreno  de 
Luis  Aldana;  al  Poniente  con  la  “Que- 
brada del  Arenal”;  y al  Oriente  y Norte 
con  baldios;  que  el  ingeniero  don  Luis  O. 
Meany  practicó  la  medida,  sujetándose  a 
los  linderos  indicados  en  la  denuncia;  que 
después  de  titulados  ambos  lotes  de  terre- 
no fueron  inscritos  en  'el  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble,  el  que  denunció  Gu- 
yena,  con  el  número  dos  mil  setecientos 
cuarenta  y nueve,  folio  veintidós  del  libro 
treinta  y cinco  de  Zacapa,  el  diez  de  Enero 
de  mil  novecientos  tres  y el  otro  bajo  el 
número  cuatro  mil  ochocientos  treinta  y 
seis,  folio  ciento  cincuenta  y dos,  libro 
primero  de  Zacapa  con  fecha  dos  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  quince;  que 
por  sucesivos  traspasos  el  primero  de  los 
lotes  que  acaban  de  mencionarse  aparece 
en  la  actualidad  registrado  a favor  de 
don  Lisandro  Gordillo  Galán  y el  segundo 
pertenece  al  actor;  que  los  terrenos  de  que 
se  trata  están  empalmados  y como  ese  em- 
palme dice  el  licenciado  Ch.  Suazo  no 
puede  permanecer  sin  solución  legal  de 
una  manera  indefinida,  pues  esto  le  aca- 
rrea daños  y perjuicios  y es  ilegal  que  un 
mismo  terreno  tenga  dos  títulos  e inscrip- 
ciones diferentes,  motivo  por  el  que  apo- 
yado en  los  Artículos  20,  21,  22  y 45  del 
Reglamento  de  ingenieros  del  ocho  de  Fe- 
brero de  1890;  2095,  2098,  2106  del  Código 
C’vil;  539,  542  y 563  del  Código  de  Proce- 
dimientos Civiles,  demanda  a don  Lisan- 
dro Gordillo  Galán  para  que  se  declare:  19 
que  los  terrenos  de  referencia  están  em- 
palmados; 29  que  el  señor  Gordillo  Galán 
está  en  la  obligación  de  reparar  dicho  em- 
palme dentro  de  un  plazo  prudencial  que 
el  Juzgado  le  señale  y a su  costa;  39  que 
debe  cancelarse  la  inscripción  de  la  finca 
rústica  número  (2749)  dos  mil  setecientos 
cuarenta  y nueve  déi  Departamento  de 
Zacapa  en  la  parte  empalmada;  49  que  en 
vista  del  titulo  o expediente  de  medida 
que  acompaña  se  le  debe  dar  posesión  de 
la  faja  de  terreno  empalmada;  y que  el 
demandado  debe  pagarle  los  daños  y per- 
juicios que  por  el  empalme  le  haya  oca- 
sionado más  las  costad  del  juicio. 

El  demandado  contestó  la  demanda 
en  sentido  negativo. 
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El  juicio  fué  abierto  a prueba  y con 
el  dictamen  de  los  expertos  ingenieros 
Pedro  Zamora  Castellanos  y Domingo 
Conde,  se  estableció  que  efectivamente  los 
dos  terrenos  están  empalmados,  quedando 
fuera  del  empalme  una  extensión  de  cin- 
cuenta y cuatro  hectáreas. 

En  autos  corren  agregadas  las  certifi- 
caciones del  expediente  de  la  medida  de 
los  terrenos  del  demandante  y demanda- 
do y otra  certificación  en  que  consta  que 
la  finca  número  dos  mil  setecientos  cua- 
renta y nueve,  folios  veintidós  y veintitrés 
del  libro  treinta  y cinco  de  Zacapa  está 
inscrita  a favor  del  señor  Gordillo  Galán. 

La  parte  demandada  rindió  durante 
el  término  probatorio  las  declarac  ones 
que  obran  del  folio  ciento  nueve  al  ciento 
trece,  para  demostrar  que  ha  poseído  el  te- 
rreno ya  mencionado  de  una  manera  pú- 
blica, quieta  y pacifica  por  más  de  vein- 
te años,  personalmente  y por  medio  de  sus 
antecesores. 

El  Juez  a-quo  dió  fin  al  juicio  con  el 
fallo  proferido  con  fecha  cuatro  de  Marzo 
del  corriente  año  en  que  resuelve:  ló  que 
las  fincas  a que  se  refiere  la  controversia 
están  empalmadas  debido  a que  la  rús- 
tica número  dos  mil  setecientos  cuarenta 
y nueve,  folio  veintidós  y veintitrés,  del 
hb~o  treinta  y cinco  de  Zacapa  fué  acota- 
da y medida  en  lugar  distinto  del  denun- 
ciado; 29  que  en  esa  virtud  debe  cance- 
larse en  el  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble que  corresponde  la  m’sma  inscrip- 
ción del  titulo  de  esta  finca  librado  a 
favor  del  denunciante,  en  la  extensión  em- 
palmada de  conformidad  con  el  dictamen 
de  los  expertos;  39  que  corresponde  y debe 
darse  la  posesión  de  la  extensión  empal- 
mada al  demandante  licenciado  don  Ale- 
jandro Ch.  Suazo;  y 49  que  no  hay  espe- 
cial condenación  en  costas. 

El  Juez  Segundo  de  Primera  Instan- 
cia a petición  de  la  parte  actora  amplian- 
do y aclarando  su  fallo  resolvió  que  la  ex- 
tensión empalmada  a la  finca  del  licen- 
ciado Suazo  es  de  seiscientas  treinta  y 
tres  hectáreas,  sesenta  y cuatro  áreas  y 
cincuenta  y seis  centiáreas. 

Los  autos  fueron  elevados  a la  Sala 
jurisdiccional  en  virtud  de  haber  inter- 
puesto apelación  el  señor  Gordillo  Galán 
contra  la.  sentencia  de  que  se  hizo  men- 
ción. 

Y tramitada  la  segunda  instancia  se 
dictó  el  fallo  respectivo  y del  cual  cono- 
ce esta  Corte  por  r^urso  de  casación  que 
interpuso  el  licenciado  don  Alejandro  Ch. 
Suazo  citando  como  infringidos  los  Ar- 
tículos que  siguen:  3,  4 y 9,  en  todos  sus 


incisos,  20,  21,  44,  46  y 47  del  Reglamento 
a que  deberán  sujetarse  los  trabajos  topo- 
gráficos, emitido  el  ocho  de  Febrero  de 
mil  ochocientos  noventa;  49  del  Regla- 
mento de  la  Sección  de  Tierras  emitido  el 
19  de  Noviembre  de  1888.  I,  6,  9 y 12  del 
Código  Civil  anterior;  5 y 22  del  Decreto 
Gubernativo  921;  3 del  Decreto  Legislati- 
vo 1430,  513.  514,  534,  539,  594,  598,  622,  629, 
641,  y 643  del  Código  Fiscal;  1420,  1425, 

1426,  1483,  1485,  2095,  2098,  2106,  2249,  in- 
ciso 39  del  Código  Civil;  2 y 247  del  De- 
creto Gubernativo  272;  55  incisos  29  y 39, 
539,  543.  546,  567,  603,  604,  606,  607,  608,  609, 
668,  669,  709,  712,  713,  766,  823,  828,  835, 
874,  del  Código  de  Procedimientos  Civiles. 

Con  posterioridad  el  licenciado  Ch. 
Suazo  se  presentó  manifestando  por  es- 
crito que  por  un  error  de  colocación  de 
Artículos  violados,  citó  el  Articulo  1 del 
Código  Civil  antiguo,  cuando  en  realidad 
debe  figurar  con  ese  mismo  número,  pero 
entre  los  del  Decreto  Gubernativo  N9  272 
que  lo  reform,a;  y que  así  mismo  omitió 
citar  entre  los  Artículos  infringidos  el  10 
del  Decreto  Gubernativo  número  921;  y 
que  en  virtud  de  lo  expuesto  pedía  se  tu- 
viera como  ampliado  v aclarado  el  recurso 
que  habla  interpuesto. 

CONSIDERANDO:  Que  los  Artículos 
3.  4.  46,  20  y 21  del  antiguo  Reglamento  de 
trabajos  topográficos  ro  fueron  violados 
por  el  Tribunal  de  seeunda  instanc'a  por 
que  en  el  caso  sub-júdice  no  se  ha  discu- 
tido acerca  de  la  validez  de  los  títulos  de 
los  señores  licenciado  Suazo  y Gordillo 
Galán. 

CONSIDERANDO:  Que  el  Artículo  44 
del  Reglamento  que  acaba  de  citarse  y el 
12  del  Código  Civil,  no  pudieron  ser  vio- 
lados por  la  Sala  sentenciadora  toda  vez 
que  el  primero  fué  suprimido  por  el  acuer- 
do de  fecha  quince  de  Diciembre  de  1890,  y 
ei  29  derogado  por  el  Decreto  Gubernativo 
N9  921. 

CONSIDERANDO:  Que  la  cita  que  el 
recurrente  hace  del  Articulo  47  de  dicho 
Reglamento  es  inaplicable,  pues  se  refie- 
re a los  trabajos  de  medidas,  deslindes  o 
amojonamientos  que  los  ingenieros  topó- 
grafos ejecuten  como  expertos’  nombrados 
por  la  Autoridad  judicial  o que  les  enco- 
mienden personas  particulares. 

CONSIDERANDO:  Que  la  controversia 
solamente  ha  versado  sobre  la  existencia 
de  un  empalme  al  practicarse  la  medida 
de  los  terrenos  denunciados  por  los  seño- 
res Goyena  y von  Moeller  y la  cancelación 
que  solicita  el  actor  de  la  inscripción  del 
título  expedido  a favor  de  la  primera  de 
las  personas  que  acaban  de  mencionarse; 
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no  se  trata  de  la  renuncia  de  derechos 
concedidos  por  las  leyes,  no  se  ha  invo- 
cado el  desuso  de  éstas  ni  ejecutado  acto 
alguno  contra  el  tenor  prohibitivo  de  las 
mismas:  ni  han  dejado  de  aplicarse;  que 
por  consiguiente  no  fueron  infringidos  los 
Ai'ticulos  247  del  Decreto  Gubernativo  NP 
272,  3 del  Decreto  Legislativo  1730,  S*?,  10 
y 22  del  Decreto  Gubernativo  N7  921,  2095, 
2098  y 2106  Código  Civil,  cuyos  preceptos, 
los  de  los  tres  últimos  artículos,  se  en- 
cuentran contenidos  respectivamente  en 
los  160,  163  y 172  del  Decreto  NP  1656. 

CONSIDERANDO:  Que  los  artículos 
539,  543,  546  v 567  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles  no  pudieron  ser  infringi- 
dos, el  primero,  porque  la  tramitación  que 
corresponde,  según  la  ley,  a las  contien- 
das que  no  tengan  señalada  una  especial, 
es  la  vía  ordinaria;  el  segundo,  porque  la 
Sala  no  ha  resuelto  que  la  demanda  ca- 
rezca de  los  requisitos  que  fija  dicha  dis- 
posición; el  tercero,  por  no  haber  deman- 
dado el  actor  acumulativamente  la  pro- 
piedad y la  posesión;  y el  cuarto,  en  vir- 
tud de  que  las  defensas  a que  se  refiere 
dicho  articulo  aluden  solamente  a la  parte 
reo. 

CONSIDERANDO:  Que  no  habiendo 
probado  el  actor  todos  los  puntos  que  con- 
tiene la  parte  petitoria  de  su  demanda, 
sino  únicamente  que  existe  un  empalme; 
tampoco  fueron  infringidos  los  Artículos 
603  y 604  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles. 

CONSIDERANDO:  Que  el  Tribunal 
sentenciador  estimó  en  su  valor  jurídico 
los  documentos  presentados,  asi  como  la 
prueba  pericial  rendida,  y'por  consiguiente 
no  violó  los  Artículos  668,  669.  709,  712,  713 
y 766  del  Código  de  Procedimientos  Civiles. 

CONSIDERANDO:  Que  durante  la  tra- 
mitación del  juicio  no  se  presentaron 
pruebas  notoriamente  impertinentes,  y en 
consecuencia  no  es  el  caso  de  hacer  apli- 
cación de  lo  prescrito  por  el  Articulo  608 
del  Código  que  acaba  de  citarse. 

CONSIDERANDO:  Que  la  prueba  pe- 
ricial se  llevó  a cabo  dentro  del  término 
probatorio  y por  consiguiente  tampoco  se 
violó  la  disposición  contenida  en  el  Ar- 
tículo 609  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles. 

CONSIDERANDO:  Que  en  virtud  de 
no  haber  sido  apreciada  por  el  Tribunal  de 
segunda  Instancia  la  prueba  testimonial 
rendida  por  el  señor  Gordillo  Galán,  tam- 
poco fueron  violados  los  Artículos  823,  828 
y 835  del  Código  de  Procedimientos  Civiles. 

CONSIDERANDO : Que  si  bien  es 
cierto,  que  la  demanda  entablada  por  el 


licenciado  Chavarría  Suazo  comprende 
varios  puntos  también  lo  es  que  la  Sala 
al  pronunciar  su  íailo  absolutorio  a favor 
del  demánda  lo  .os  resolvió  todo  5.  r^izón 
por  la  cual  no  fué  infringido  el  Articulo 
874  del  Código  de  Procedimientos  Civiles. 

CONSIDERANDO:  Que  el  Articulo  875 
del  Código  que  acaba  de  citarse,  tampoco 
puede  estimarse  como  infringido,  toda  vez 
que  como  ya  se  dijo,  la  sentencia  fué  ab- 
solutoria. 

CONSIDERANDO:  Que  por  carecer  de 
aplicación  en  el  caso  sub-júdice  no  se  en- 
tra al  examen  de  los  Artículos  6,  9,  1420, 
1425,  1426,  1483,  1485  y 2249  del  Código 
Civil;  55,  606  y 607  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles;  99  del  Reglamento  de  In- 
genieros de  fecha  ocho  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  noventa  y 49  del  Reglamento 
de  la  Sección  de  Tierras;  622,  629,  641  y 
643  del  Código  Fiscal;  y por  haberlos  reti- 
rado el  recurrente  tampoco  se  analizan  los 
Artículos  513,  514,  534,  539,  594  y 598  del 
cuerpo  de  leyes  últimamente  citado,  y 1 
y 2 del  Decreto  Gubernativo  N9  272. 

POR  TANTO;  La  Corte  Suprema  de 
Justicia  en  observancia  de  lo  dispuesto 
por  los  Artículos  330  del  Decreto  Guberna- 
tivo N9  273  y 1887  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles,  desestima  el  recurso  in- 
terpuesto, manda  ingresar  a la  Recepto- 
ría de  Fondos  de  Justicia  el  depósito  cons- 
tituido y condena  al  recurrente  en  las 
costas  de  la  casación. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  procedencia. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C. 


CIVIL 

JUICIO:  ordinario  de  divorcio,  seguido 
por  doña  Ofelia  Enriqueta  Rodriguez 
de  Lembke,  contra  su  esposo  don  Gus- 
tavo Lembke  Guzmán. 

Probadas  las  ofensas  graves  que  uno  de 
los  cónyuges  haya  inferido  al  otro, 
procede  declarar  el  divorcio. 


“Corte  Suprema  de  Justicia,  Guate- 
mala, quince  de  Noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de 
casación  y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  más  adelante  se  re- 
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latará  proferida  en  el  juicio  de  divorcio 
por  causa  determinada  seguido  por  doña 
Ofelia  Enriqueta  Rodríguez  de  Lembke, 
contra  don  Gustavo  Lembke  Guzmán. 

RESULTA:  que  de  los  autos  aparece  lo 
que  sigue:  A las  nueve  am.,  del  diez  y siete 
de  Enero  de  mil  novecientos  veinte  y seis, 
en  la  casa  número  cuarenta  y siete  de  la 
Tercera  Avenida  Sur  de  esta  capital  (Gua- 
temala), contrajeron  matrimonio  civil, 
don  Gustavo  Adolfo  Lembke  Guzmán  y la 
señorita  Ofelia  Enriqueta  Rodríguez  Fer- 
nández. De  este  enlace  nacieron  Roberto 
Adolfo,  el  diecinueve  de  Diciembre  de  mil 
novecientos  veinte  y siete  a las  seis  am.,  y 
Margarita  Ofelia  Enriqueta  Guillermina 
Alma  América  Yolanda,  a las  nueve  y 
cuarenta  y cinco  minutos  de  la  mañana, 
del  once  de  Mayo  del  año  de  mil  novecien- 
tos treinta.  El  diez  y seis  de  Octubre  del 
año  que  acaba  de  citarse,  la  señora  Rodrí- 
guez de  Lembke  pidió  ante  el  Juzgado  Se- 
gundo de  Primera  Instancia  de  este  de- 
partamento, su  depósito  al  mismo  tiempo 
que  iniciaba  demanda  de  divorcio  contra 
su  esposo  por  trato  cruel.  En  este  asun- 
to, el  diez  y seis  de  Mayo  retropróximo  se 
tramitaba  un  incidente  de  abandono  de 
la  primera  Instancia. 

La  esposa  del  señor  Lembke  Guzmán 
con  fecha  seis  de  Abril  del  corriente  año, 
reiteró  su  demanda  de  divorcio  ante  el 
Juez  Tercero  de  Primera  Instancia  mani- 
festando, entre  otras  cosas,  que  desde  que 
se  casó  con  el  señor  Lembke  Guzmán  ha 
sufrido  lo  indecible,  su  vida  conyugal  ha 
sido  un  martirio,  pues  dicho  señor  la  ha 
maltratado  de  obra  y de  palabra,  y apo- 
yada en  el  Artículo  ciento  ochenta  y cua- 
tro, inciso  tercero  del  Código  Civil,  solici- 
taba su  divorcio  absoluto,  por  “'sevicia  o 
trato  cruel  y ofensas  graves”,  que  ya  eran 
del  dominio  público. 

El  señor  Lembke  Guzmán  negó  la  de- 
manda en  todas  sus  partes,  asegurando 
que  sus  conceptos  son  inexactos  y fueron 
dictados  bajo  el  influjo  de  la  autoridad 
paterna.  La  demandante  presentó  las  cer- 
tificaciones de  su  matrimonio  y de  naci- 
miento de  sus  dos  hijos  ya  mencionados. 

Durante  el  término  ordinario  de  trein- 
ta días,  los  litigantes  rindieron  las  pnie- 
bas  que  a continuación  se  expresan. 

Por  parte  de  la  señora  Rodríguez  de 
Lembke:  IP  declaraciones  de  Cruz  Estra- 
da, Elisa  Morron,  Rosa  Alsaque,  Dominga 
Pérez  López,  Margarita  Girón  y Graciela 
Samayoa  con  el  objeto  de  establecer  los 
hechos  siguientes:  a)  que  nunca  fueron 
felices  en  su  matrimonio  a causa  de  las 


riñas  y desagrados  continuos  y casi  diaria- 
mente, entre  ambos,  provenientes  del  mal 
trato  de  Lembke  Guzmán,  quien  siempre 
le  dirigía  palabras  groseras  e injuriosas; 
b)  que  dicho  señor  obligaba  a permanecer 
en  la  casa  a su  esposa  desagradándose  si 
quería  salir;  c)  que  cuando  los  niños  llo- 
raban por  la  noche,  para  que  lo  dejaran 
dormir,  Lembke  Guzmán  obligaba  a doña 
Ofelia  que  se  levantara  a arrullarlos;  d) 
que  el  demandado  salía  casi  todas  las  no- 
ches, regresando  muy  tarde  y general- 
mente enfermo;  e)  que  muchas  veces 
Lembke  Guzmán  sin  motivo  alguno  le  de- 
cía a su  esposa  que  saliera  de  la  casa  que 
no  quería  verla  más:  f)  que  doña  Ofelia 
soportaba  con  paciencia  el  carácter  áspe- 
ro de  su  marido  concretándose  a llorar 
por  lo  mucho  que  sufría;  y g)  que  cuando 
estaba  enfe  ma  doña  Ofelia  o alguno  de 
los  niños,  tenían  que  trasladarse  a casa 
de  los  padres  de  dicha  señora,  porque  su 
marido  la  obligaba  a ello;  2P  Declaraciones 
de  Ricardo  Alvarado,  Guillermo  Echeverría 
y Raúl  Samayoa  ^on  el  fin  de  probar  los 
hechos  que  siguen:  a)  que  doña  Ofelia 
llegaba  a casa  de  sus  padres  llorando  y 
angustiada  a causa  del  trato  inhumano 
que  su  marido  le  daba;  b)  que  las  sirvien- 
tas y el  público  en  general  se  han  ente- 
rado que  desde  que  la  señora  Rodrig-uez 
de  Lembke  contrajo  matrimonio  ha  sido 
víctima  del  carácter  írrascible  e insolente 
de  su  esposo;  c)  que  Lembke  Guzmán 
siempre  ha  sido  grosero  con  doña  Ofelia  y 
la  ha  tratado  con  palabras  soeces;  y d) 
que  la  esposa  de  Lembke  ha  permanecido 
constantemente  encerrada  y solo  ha  sa- 
lido de  la  casa  conyugal  a visitar  a sus 
padres. 

Por  parte  del  demandado  se  rindieron 
las  pruebas  que  siguen:  lú  declaraciones 
de  los  señores  Car'cs  Pineda  y Eniique  G. 
Borja,  para  establecer  los  hechos  que  a 
cont'nuación  se  expresan:  a)  que  Lembke 
desde  hace  quince  años  trabaja  en  la  Casa. 
Maeglí  y Cía.’'  y durante  todo  ese  tiempo 
ha  llegado  con  puntualidad  a su  empleo, 
cumple  con  .sus  obligaciones  y nunca  se 
ha  presentado  en  estado  de  ebriedad  y b) 
que  no  (lene  vicios,  pues  es  un  hombre 
honrado  dedicado  a su  hogar;  2ó  declara- 
ciones de  José  Rodríguez  Galo  y Francis- 
co Hernández  Dorigoni  para  probar  que 
Lembke  es  un  hombre  honrado,  de  cos- 
tumbres moderadas,  sin  vicios,  que  por  la 
noche  no  sale  de  su  hogar,  sino  hace  fun- 
cionar su  aparato  de  radio;  3^  declaracio- 
nes del  doctor  Celso  Escobar,  don  Samuel 
Goodmann  y licenciado  don  Carlos  Teja- 
da Aguirre  para  probar  también  los  pim- 
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tos  que  acaban  de  ser  mencionados  a ex- 
cepción del  último;  4ó  declaraciones  de 
Rubén  Figueroa  Guillén  y Miguel  Angel 
Duran  para  establecer  los  buenos  senti- 
mientos y educación  del  demandado;  59 
testimonio  de  la  escritura  pública  de  Po- 
der General  otorgada  por  doña  Ofelia  Ro- 
dríguez de  Lembke  a favor  de  su  esposo 
don  Gustavo  Adolfo  Lembke,  autorizada 
en  la  ciudad  de  Guatemala  a veinticinco 
de  Noviembre  de  mil  novecientos  treinta, 
por  el  Notario  don  Joaquín  V.  Galdámez  R. 
y 69  informe  emitido  por  el  Juez  Segundo 
de  Primera  Instancia  de  este  Departa- 
mento, (Guatemala),  acerca  de  la  inicia- 
ción y estado  que  guarda  el  otro  juicio  de 
divorcio  promovido  por  la  señora  Rodrí- 
guez de  Lembke. 

El  demandado  solicitó  que  se  tuvieran 
como  pruebas  por  su  parte:  a)  las  diligen- 
cias de  depósito  seguidas  a petición  de  su 
esposa  ante  el  Juzgado  Tercero  de  Prime- 
ra Instancia  y b)  las  certificaciones  de  las 
partidas  de  nacimiento  de  los  menores 
Lembke  Rodríguez,  las  cuales  había  ya 
presentado  la  señora  de  Lembke. 

En  el  juicio  corren  agregadas  las  po- 
siciones absueltas  por  doña  Ofelia  Rodrí- 
guez de  Lembke  a petición  de  su  marido 
y las  que  dicha  señora  articuló  a su  es- 
poso. 

El  Juez  Tercero  de  Primera  Instancia 
previos  los  trámites  correspondientes  le 
dió  fin  al  juicio  declarando:  19  el  divorcio 
de  los  esposos  Lembke-Rodríguez;  29  que 
los  niños  Roberto  Adolfo  y Margarita  Ofe- 
lia quedan  definitivamente  en  poder  de  la 
madre  debiendo  el  padre  entregarle  en 
concepto  de  alimentos  de  los  menores,  la 
cant’dad  mensual  de  treinta  quetzales;  39 
que  mientras  la  señora  Rodríguez  observe 
buena  conducta  y no  contraiga  nuevo  ma- 
trimonio deberá  el  señor  Lembke  propor- 
cionarle en  concepto  de  alimentos,  la  can- 
tidad mensual  de  veinte  quetzales;  49  que 
la  designación  de  alimentos  es  provisional 
y sujeta  a cambio  al  modificarse  las  con- 
diciones pecuniarias  actuales  de  la  perso- 
na obligada;  y 59  que  las  costas  son  a cargo 
del  demandado. 

La  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones. con  fecha  veintisiete  de  Septiem- 
bre del  corriente  año,  revocó  el  fallo  que 
acaba  de  relacionarse  fundándose  para 
ello  en  que  los  testigos  no  son  idóneos. 

Doña  Ofelia  Enriqueta  Rodríguez  de 
Lembke  introdujo  contra  este  último  pro- 
nunciamiento, con  auxilio  del  licenciado 
don  Federico  Carbonell  R.,  recurso  extra- 
ordinario de  casación  por  estimar  violados 


los  artículos  824,  825,  829  y 835  del  Código 
de  Procedimientos  Civiles;  y 177  del  De- 
creto Gubernativo  número  273. 

CONSIDERANDO:  Que  el  matrimonio 
celebrado  entre  don  Gustavo  Adolfo  Lemb- 
ke Guzmán  y doña  Ofelia  Rodrigniez  Fer- 
nández y el  nacimiento  de  los  menores 
Roberto  Adolfo  y Margarita  Ofelia  se  en- 
cuentra probado  de  una  manera  plena  con 
las  respectivas  certificaciones  que  obran 
en  autos  y fueron  expedidas  por  el  depo- 
sitario del  Registro  Civil  de  esta  ciudad, 
(Guatemala),  Artículos  668,  inciso  69  y 709 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles. 

CONSIDERANDO:  Que  la  acción  en- 
tablada por  la  señora  Rodríguez  de  Lemb- 
ke es  procedente,- toda  vez  que  las  ofensas 
graves  que  invoca  para  fundarla  ha  ve- 
nido soportándolas  según  expresa  en  su 
demanda,  desde  que  contrajo  matrimonio 
con  don  Gustavo  Adolfo;  y por  lo  tanto  la 
demandante  no  se  ha  referido  a un  tiem- 
po determinado,  sino  por  el  contrario  ma- 
nifiesta que  esas  expresiones  contra  su 
dignidad  las  ha  sufrido  durante  toda  su 
vida  conyugal.  Artículo  46  del  Decreto 
Legislativo  número  1730. 

CONSIDERANDO:  Que  con  las  decla- 
raciones de  Cruz  Estrada,  Elisa  Morron, 
Rosa  Alsaque  y Graciela  Samayoa  se  ha 
establecido  de  una  manera  plena  que  los 
esposos  Lembke-Rodríguez  no  han  disfru- 
tado de  paz  conyugal  a causa  de  las  riñas 
y desagrados  continuos  que  surgían  entre 
ambos,  disgustos  provenientes  del  mal 
trato  que  Lembke  le  daba  a su  esposa  di- 
rigiéndole palabras  groseras  e injuriosas, 
las  cuales  consigna  cada  una  de  las  de- 
clarantes en  sus  respectivos  deposiciones, 
ofensas  que  tienen  el  carácter  de  graves, 
tomando  en  cuenta  las  costumbres  de  la 
señora  Rodríguez  de  Lembke  y su  fina 
educación. 

Las  declaraciones  de  las  testigos  que 
acaban  de  mencionarse  están  corrobora- 
das con  los  dichos  de  Ricardo  Alvarado. 
Guillermo  Echeverría  y Raúl  Samayoa  y 
con  la  presunción  que  se  deduce  del  he- 
cho probado  de  que  con  anterioridad  a la 
demanda  que  originó  el  juicio  que  hoy  se 
examina,  la  parte  actora  se  vió  competida 
por  los  malos  tratamientos  a iniciar  su  ac- 
ción de  divorcio.  Artículos  829  y 836  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles. 

CONSIDERANDO:  Que  no  procede  to- 
mar en  cuenta  las  deposiciones  de  Marga- 
rita Girón  y Dominga  Pérez  López,  la  de 
Margarit.a  porque  esta  testigo  es  menor 
de  diez  y seis  años  cumplidos,  y en  virtud 
de  ser  contradictoria,  la  que  prestó  la  se- 
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gunda  de  las  mencionadas  personas.  Ar- 
tículos 782,  783  y 828  del  Código  de  Proce- 
dimientos Civiles. 

CONSIDERANDO:  Que  no  se  ha  esta- 
blecido que  exista  la  enemistad  grave  de- 
terminada por  la  ley  entre  don  Gustavo 
Adolfo  Lembke  y las  testigos  Graciela  Sa- 
mayoa  y Rosa  Alsaque,  pues  el  resenti- 
miento que  estas  pudieran  tener  por  ha- 
ber sido  separadas  del  servicio  que  presta- 
ban en  casa  de  los  esposos  Leihbke  Rodrí- 
guez, en  manera  alguna  constituye  la  cau- 
sal aludida,  y por  consiguiente  carece  de 
fundamento  la  tacha  de  referencia.  Ar- 
ticulo 790,  inciso  89  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles. 

CONSIDERANDO:  Que  la  falta  de  im- 
parcialidad, que  se  alega,  por  haber  sido 
sirvientas  de  los  esposos  Lembke  Rodrí- 
guez algunas  de  las  testigos,  es  también 
infundada,  toda  vez  que  dicha  causa.es  co- 
mún a ambos  litigantes,  pues  las  personas 
a que  ésta  se  refiere  sirvieron  tanto  a don 
Gustavo  Adolfo  Lembke,  quien  les  pagaba 
el  sueldo  que  devengaban,  como  a la  se- 
ñora Rodríguez  de  Lembke.  Artículo  179 
del  Decreto  Gubernativo  número  273. 

CONSIDERANDO:  Que  a virtud  de  ha- 
ber contestado  Lembke  en  sentido  nega- 
tivo a las  posiciones  que  le  articuló  su  con- 
sorte, dichas  diligencias  carecen  de  valor 
jurídico.  Artículo  633  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles. 

CONSIDERANDO:  Que  la  prueba  tes- 
timonial rendida  por  el  demandado  en 
manera  alguna  enerva  la  que  presentó  la 
parte  adora,  porque  los  dichos  de  Rubén 
Figueroa  Guillén,  Miguel  Angel  Durán, 
Carlos  Pineda,  Enrique  Borja,  doctor  Cel- 
so Escobar,  licenciado  Carlos  Tejada 
Aguirre,  Samuel  Goodmann  José  Rodrí- 
guez Galo  y Francisco  Hernández,  sólo 
tienden  a probar  las  buenas  cualidades 
que  distinguen  al  señor  Lembke,  pero  no 
destruyen  la  serie  de  incidentes  que  se  ha 
suscitado  en  la  intimidad  de  su  hogar,  sin 
que  sus  mencionados  testigos  hubieran 
podido  darse  cuenta  de  ello  por  la  circuns- 
tancia de  que  no  habitaban  la  misma  casa 
en  que  vivían  los  cónyuges.  Articulo  835 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles. 

CONSIDERANDO:  Que  la  parte  de- 
mandante al  absolver  las  posiciones  que 
le  fueron  articuladas  manifestó  que  su  es- 
poso invertía  cada  mes  en  los  gastos  de 
su  casa  alrededor  de  setenta  y cinco  quet- 
zales (cuando  devengaba  mensualmente 
ciento  cincuenta  quetzales) ; pero  que  su 


padre  (el  de  doña  Ofelia)  les  proporcio- 
naba casa  de  habitación  y además  contri- 
buía pecuniariamente  a los  gastos  de  ella 
y de  sus  hijos;  fuera  de  este  detalle,  en  los 
autos  no  existe  dato  alguno  que  pudiera 
tomarse  en  consideración  para  fijar  de 
una  manera  provisional  la  pensión  ali- 
menticia a que  tienen  derecho  los  referi- 
dos menores.  Artículos  313  y 314  del  De- 
creto Gubernativo  número  921. 

CONSIDERANDO:  Que  el  fallo  de  se- 
gunda Instancia  que  resuelve  la  demanda 
de  divorcio  de  doña  Ofelia  Rodríguez  de 
Lembke,  fundada  en  ofensas  graves,  es 
definitivo  con  relación  a la  causal  que  in- 
voca; y por  lo  tanto  procede  contra  él  re- 
curso de  casación.  Articulo  1870  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles. 

CONSIDERANDO:  Que  de  todo  lo  ex- 
puesto anteriormente  se  infiere  que  la  Sa- 
la sentenciadora  ha  infringido  los  Artícu- 
los 829  y 835  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  que  la  parte  recurrente  cita  como 
violados. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  fundamento  en  las  leyes 
apuntadas  y en  observancia  de  lo  pres- 
crito por  los  artículos  182,  214  y 217  del 
Decreto  Gubernativo  número  921;  39  y 40 
inciso  39  del  Decreto  Legislativo  número 
1730;  125  y 184  del  Decreto  Gubernativo 
número  273;  1889  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles  y 61  del  Decreto  Legislativo 
número  1747,  casa  y anula  la  ejecutoria 
recurrida  y resolviendo  sobre  lo  principal, 
declara:  19  el  divorcio  de  los  e.sposos  Gus- 
tavo Adolfo  Lembke  Guzmán  y Ofelia  En- 
riqueta Rodríguez  Fernández;  29  que  el 
señor  Lembke  Guzmán  debe  de  entregar 
a doña  Ofeila  Enriqueta  Rodríguez  Fer- 
nández, mensualmente,  la  suma  de  treinta 
quetzales  por  alimentos  de  los  menores 
Roberto  Adolfo  y Margarita  Ofelia,  quie- 
nes permanecerán  con  la  madre,  hasta 
que  el  primero  cumpla  siete  años  de  edad, 
época  en  que  éste  podrá  pasar  a poder  de 
su  padre;  39  Que  la  cantidad  asignada  co- 
mo pensión  alimenticia  es  provisional  y 
en  consecuencia  suceptible  de  modifica- 
ción al  cambiar  las  circunstancias  pecu- 
niarias del  señor  Lembke  Guzmán  y de 
la  señora  Rodríguez  Fernández;  49  Que 
mientras  los  menores  Roberto  Adolfo  y 
Margarita  Ofelia  estén  con  la  madre,  ésta 
y el  padre  de  común  acuerdo  convendrán 
en  la  forma  en  que  el  último  pueda  rela- 
cionarse con  sus  hijos;  y en  caso  de  que 
los  padres  no  llegaren  a un  acuerdo,  el 
Juez  que  ha  conocido  del  divorcio  decidí- 
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rá  lo  que  corresponda;  5?  Que  el  presente 
fallo  debe  de  inscribirse  en  el  Registro 
Civil;  6'?  Que  las  costas  son  a cargo  del  de- 
mandado; y 19  Que  se  devuelvan  a la  re- 
currente los  cien  quetzales  que  depositó 
para  poder  entablar  la  casación. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  remítanse  los  autos  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz  — 
Ante  mí,  Juan  Fernández  C. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la, veinticinco  de  Noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos. 

VISTOS  Y CONSIDERANDO:  Que  la 
aclaración  pedida  por  don  Gustavo  Adolfo 
Lembke  es  improcedente  porque  on  el  fa- 
llo que  la  motiva,  categóricamente,  se  re- 
suelve acerca  del  divorcio  de  los  esposos 
Gustavo  Adolfo  Lembke  y Ofelia  Enrique- 
ta Rodríguez  Fernández,  haciéndose  las 
demás  declaraciones  que  corresponde  y .ú 
se  establece,  que  el  menor  Roberto  Adolfo 
al  cumplir  siete  años  de  edad  puede  pasar 
al  poder  de  su  padre,  es  porque  el  Artículo 
207  del  Decreto  Gubernativo  Ní>  921  así  lo 
estatuye  de  una  manera  potestativa,  ya 
que  el  Juez  respectivo,  llegado  el  caso  y en 
vista  de  las  circunstancias  a que  el  mismo 
Artículo  alude  en  su  fracción  segunda, 
está  facultado  para  resolver  lo  más  con- 
veniente para  el  menor. 

Que  la  condenación  en  costas  la  deja 
la  ley  al  prudente  arbitrio  de  los  Tribu- 
nales y por  esta  razón,  se  hizo  declaratoria 
en  ese  sentido. 

Que  la  ampliación  solicitada  también 
es  improcedente,  toda  vez  que  en  la  sen- 
tencia de  fecha  quince  de  los  corrientes, 
fué  resuelto  el  único  punto  controvertido 
en  juicio,  el  divorcio  de  las  partes  que  si- 
guieron la  controversia,  y ésta  tampoco  ha 
versado  sobre  materias  que  al  decidirse 
acerca  de  ellas,  fuera  indispensable  con- 
denar en  frutos  o fijar  las  bases  con  arre- 
glo a las  cuales  debiera  practicarse  la  li- 
quidación de  intereses,  daños,  perjuicios  o 
frutos.  Artículos  881  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles,  127  y 186  del  Decreto  273. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  fundamento  en  las  leyes  que 
acaban  de  citarse,  declara  sin  lugar  la 
aclaración  y ampliación  solicitadas. 


Notifíquese  y como  está  mandado  de- 
vuélvanse los  autos  al  Tribunal  de  su  ori- 
gen. 

S.  de  Tejada  — Salazar  — Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz  — 
Juan  Fernández  C. 


CIVIL 

JUICIO',  de  filiación  iniciado  por  Benig- 
no Gómez  Juárez  como  Tutor  judi- 
cial del  menor  Tomás  Pérez,  contra 
Rosario  y Macario  Jacinto. 

Para  promover  sobre  la  investigación  de 
la  paternidad  o maternidad,  cuando 
ya  hubiere  muerto  alguno  de  los  pa- 
dres, es  indispensable  que  a la  de- 
manda se  acompañen  los  documentos 
que  de  una  manera  inequívoca  se  re- 
conozca la  paternidad  o maternidad; 
excepto  en  el  caso  de  que  se  trate  de 
un  hijo  póstumo. 


“Corte  Suprema  de  Justicia,  Guate- 
mala, diez  de  Diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de 
casación  y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  adelante  se  relatará 
pronunciada  en  el  juicio  de  filiación  ini- 
ciado por  Benigno  Gómez  Juárez,  como 
tutor  judicial  del  menor  Tomás  Pérez, 
contra  Rosario  y Macario  Jacinto. 

RESULTA  del  estudio  de  los  autos  lo 
que  a continuación  se  expresa:  El  ocho  de 
Mayo  de  mil  novecientos  treinta  se  pre- 
sentó por  escrito  ante  el  Juez  de  1^  Ins- 
tancia del  Departamento  de  Baja  Vera- 
paz,  Sebastián  Guillermo  Chavarria,  en 
concepto  de  depositario  interventor  de  los 
bienes  de  Norberto  Jacinto,  manifestando: 
que  el  menor  Tomás  Pérez  nació  la  noche 
del  seis  al  siete  de  Marzo  de  mil  nove- 
cientos quince,  es  hijo  natural  de  Car- 
men Pérez,  procreado  con  Norberto  Ja- 
cinto, el  referido  menor  no  aparece  re- 
conocido en  el  Registro  Civil  ni  en  docu- 
mento público  alguno. 

Al  fallecimiento  de  Norberto  Jacin- 
to se  ha  pretendido  declarar  herederos 
del  difunto  a sus  hermanos  Rosario  y Ma- 
cario Jacinto,  Que  la  mayor  parte  de 
los  bienes  que  se  dice  pertenecen  a Ja- 
cinto, este  los  recibió  para  sus  hijos,  co- 
mo tutor  natural  de  ellos,  de  Miguel  Pé- 
rez y Concepción  López  y Eleuterio  Pé- 
rez, como  porción  hereditaria  que  corres- 
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pondia  a los  menores  Pérez  en  la  mor- 
tual de  su  señora  madre  Carmen  de  di- 
cho apellido,  todo  lo  cual  consta  en  los 
documentos  que  acompañaba  y los  que 
contienen  palabras  y frases  completas  en 
que  de  una  manera  inequívoca  se  men- 
ciona a ios  menores  como  hijos  natura- 
les de  Norberto  Jacinto,  confesión  que 
dicho  señor  hace  en  los  referidos  docu- 
mentos. Y por  último  manifiesta  que  de- 
mandaba a Rosario  y Macario  Jacinto  la 
paternidad  y filiación  de  Tomás  y Sabina 
Pérez  Jacinto,  advirtiendo  que  la  menor 
Sabina  falieció  el  primero  de  Marzo  de 
mil  novecientos  veinticuatro. 

Los  documentos  a que  alude  el  de- 
mandante en  su  memorial  son:  a)  reci- 
bo en  que  Norberto  Jacinto  declara  que 
Miguel  Pérez  y Concepción  López  le  en- 
tregaron una  vaca  sarda  de  bermejo  y 
un  torito  overo  de  hosco  de  un  año,  poco 
más  o menos,  valorado  en  setecientos 
pesos  moneda  nacional.  Dichos  semo- 
vientes los  recibe  como  tutor  naturai  de 
sus  menores  hijos  Sabino  y Tomás  Pérez 
procreados  con  Carmen  Pérez  y como  he- 
rencia que  por  parte  materna  pudiera 
corresponderles.  Y en  nombre  de  sus  ci- 
tados hijos  renuncia  a cualquier  derecho 
en  los  demás  bienes.  El  documento  men  - 
cionado aparece  subscrito  en  Saiamá  el 
diez  y seis  de  Octubre  de  mii  novecientos 
veinte  por  José  Félix  Gómez  a ruego  del 
otorgante  y Francisco  Hércules  y J.  Teó- 
filo Vargas,  como  testigos;  y b)  un  docu- 
mento simple  subscrito  en  Saiamá  el 
veintiséis  de  Enero  de  mil  novecientos 
diecinueve  por  Nicolás  Gómez  Moya  co- 
mo testigo  y a ruego  de  Norberto  Jacinto, 
y como  testigo  Luis  Pereira,  en  el  cual  el 
otorgante  declara  haber  recibido  de  Eleu- 
terio  Pérez  los  bienes  que  siguen:  tres 
vacas,  estando  una  parida,  valorada  en 
setecientos  pesos  y las  dos  horras,  en 
quinientos  pesos  cada  una;  un  sitio  ubi- 
cado en  el  barrio  denominado  “Agua  Ca- 
liente”, valorado  en  ciento  setenta  pesos, 
cuyos  linderos  se  describen  en  el  docu- 
mento de  referencia;  una  veguita  en  el 
barrio  “El  Chahuite”  valorado  en  seis- 
cientos pesos,  con  las  colindancias  que  en 
el  mismo  documento  se  expresan;  ‘El  Es- 
pinero”,  terreno  como  de  una  manzana 
de  extensión,  valorado  en  ciento  ochenta 
pesos;  un  escaño,  una  mesa,  un  cofre,  una 
piedra  de  moler  y una  silla  valorados, 
respedtivamente,  en  diez,  cinco,  veinte, 
diez  y diez  pesos. 

El  otorgante  se  dió  por  recibido  de 
todas  las  cosas  que  acaban  de  ser  enume- 
radas y cuyos  valores  arrojan  un  total  da 


dos  mil  seiscientos  treinta  y tres  pesos, 
haciendo  constar  que  las  recibió  en  su 
carácter  de  padre  y tutor  naturai  de  sus 
hijos  ilegítimos,  Tomás  y Sabina  Pérez, 
procreados  con  Carmen  Pérez  y como  he- 
rencia materna.  Por  auto  de  fecha  trece 
de  Marzo  (1931)  el  Juez  29  de  19  In.stan- 
cia  declaró  que  Sebastián  Guillermo  ca- 
recía de  personería  para  demandar,  como 
interventor  de  los  bienes  de  Norberto  Ja- 
cinto por  no  estar  autorizado  para  ello  y 
como  tutor  de  Tomás  Pérez,  en  virtud  de 
que  no  ji:istificó  tener  autorización  del 
Consejo  de  Tutela  respectivo. 

Benigno  Gómez  Juárez  como  tutor 
judicial  de  Tomás  Pérez  prosiguió  el  jui- 
cio, se  tuvo  por  contestada  en  sentido  ne- 
gativo la  demanda  y fué  abierto  aquel  a 
prueba  . por  treinta  días,  durante  cuyo 
término  se  citó  a confesión  judicial  a los 
hermanos  Jacinto,  quienes  no  reconocie- 
ron los  documentos  otorgados  por  Nor- 
berto del  mismo  apellido;  se  examinaron 
a José  Félix  Gómez,  Francisco  Hércules, 
J.  Teófilo  Vargas  y Nicolás  Gómez  Moya, 
el  primero  y último  reconocieron  sus  fir- 
mas manifestando  haber  suscrito  el  do- 
cumento respectivo  a ruego  del  otorgante 
y los  demás  testigos  reconocieron  tam- 
bién sus  firmas;  y Gregorio  Alonzo,  Celso 
Molineros  y Felipe  García  contestaron 
afirmativamente  a las  preguntas  quS 
contiene  el  interrogatorio  que  obra  al  fo- 
lio cincuenta  y dos  del  juicio,  tendientes 
a estabiecer  la  vida  maridable  de  Nor- 
berto Jacinto  y Carmen  Pérez  y que  di- 
chas personas  procrearon  a Tomás  y Sa- 
bina Pérez,  habiendo  fallecido  Sabina. 
También  se  tuvieron  como  pruebas  por 
parte  del  actor,  las  certificaciones  si- 
guientes: la  del  auto  en  que  Gómez  Juárez 
fué  nombrado  tutor  judicial  de  Tomás  Pé- 
rez, del  acta  en  que  se  le  entregó  a dicho 
menor  y de  la  partida  de  defunción  de 
Luis  Pereira,  quien  aparee  que  firmó  co- 
mo testigo  uno  de  los  documentos  ya 
mencionados. 

A folios  diecinueve,  veinte  y veinti- 
uno de  ia  pieza  de  29  Instancia,  obran  las 
partidas  de  nacimiento  de  los  menores 
Pérez  y de  defunción  de  Sabina  del  mis- 
mo apelhdo. 

Ei  Juez  de  D Instancia  de  Baja  Ve- 
rapaz,  dió  fin  al  juicio  declarando:  que 
Tomás  Pérez  y Jacinto  es  hijo  ilegítimo 
de  Norberto  Jacinto. 

La  Sala  1’  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
con  fecha  veintitrés  de  Agosto  del  co- 
rriente año  revocó  el  fallo  de  primera 
Instancia  y absoivió  de  la  demanda  a Ro- 
sario y Macario  Jacinto. 
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Benigno  Gómez  Juárez,  con  auxilio 
del  licenciado  Carlos  Martínez  Oliva,  in- 
trodujo contra  este  último  pronuncia- 
miento recurso  de  casación  por  estimar 
infringidos  los  Artículos  que  siguen:  249, 
250,  268  y 269  del  Decreto  Gubernativo 
NP  921,  256,  603,  689,  692,  695,  696,  702, 
703,  824  y 826  del  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles  y 155  del  Decreto  NP  273. 

CONSIDERANDO:  Que  los  artículos 
268  y 269  del  Decreto  Gubernativo  921,  no 
fueron  infringidos,  toda  vez  que  la  Sala 
sentenciadora  ha  estimado  que  Benigno 
Gómez  Juárez  al  iniciar  su  acción  debió 
haber  presentado  los  documentos  en  que 
de  una  manera  inequívoca  se  reconociera 
la  paternidad  de  Tomás  Pérez,  pues  cuan- 
do se  entabló  la  demanda  ya  había  muerto 
el  presunto  padre  del  menor. 

CONSIDERANDO:  Que  Norberto  Ja- 
cinto, según  aparece  en  los  documnetos 
s’mples  que  obran  a los  folios  dos  y tres 
de  los  autos,  no  sabía  firmar  y rogó  a las 
personas  mencionadas  anteriormente  para 
que  suscribieran  en  su  nombre  dichos  re- 
cibos, pero  él  (Jacinto)  nunca  los  reco- 
noció; y en  consecuencia  estos  documen- 
tos no  pueden  surtir  los  efectos  legales 
consiguientes,  razón  por  la  cual  tampoco 
se  infringieron  los  artículos  702,  703,  603, 
692,  695,  696  y 689  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiies. 

CONSIDERANDO:  Que  los  Artículos 
249,  y 250  del  Decreto  Gubernativo  NP  921 
y 256  del  Código  de  Procedimientos  Civiles, 
carecen  de  aplicación  en  el  presente  caso, 
pues  los  dos  primeros  se  refieren  a la  fi- 
liación legítima  y el  último  determina  qué 
personas  tienen  derecho  de  pedir  el  reco- 
nocimiento de  un  vale  o pagaré. 

CONSIDERANDO : Que  en  el  caso  sui- 
júdice,  no  podía  promoverse  el  juicio,  sino 
mediante  demanda  acompañada  de  la 
prueba  documental  de  que  ya  se  hizo  re- 
ferencia en  el  prúmer  “Considerando”  del 
presente  fallo,  y en  ese  concepto  es  impro- 
cedente entrar  al  examen  de  los  Artículos 
824  y 826  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  los  cuales  encierran  disposiciones 
relativas  al  valor  jurídico  de  la  prueba 
testimonial  y,  el  155  del  Decreto  Guberna- 
tivo NP  273  que  establece  los  efectos  que 
produce  la  confesión  judicial  dividua. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  de  conformidad  con  lo  prescrito 
por  el  Artículo  1876  del  Código  de  Proce- 
dimientos Civiles,  DESESTIMA  EL  RE- 
CURSO interpuesto  e impone  al  recu- 
rrente diez  días  de  prisión  simple  conmu- 
tables a razón  de  cinco  quetzales  diarios. 


Notifíquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  autos  al  Tribu- 
nal de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz  — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Pedro  J.  González,  y 
Víctor  Esquivel,  por  el  delito  de  robo 
en  cuadrilla. 

El  Tribunal  de  Casación  solamente  puede 
entrar  a conocer  de  los  artículos  que 
en  la  interposición  del  recurso  se  de- 
nuncien infringidos. 


“Corte  Suprema  de  Justicia,  Guate- 
mala, veintitrés  de  Agosto  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con 
sus  respectivos  antecedentes,  la  sentencia 
que  adelante  se  relatará  proferida  en  la 
causa  que  por  el  delito  de  robo  en  cua- 
drilla se  siguió  contra  Pedro  J.  González 
y Víctor  López  Esquivel,  quienes  son  de  las 
generales  que  expresaron  en  sus  respecti- 
vas indagatorias. 

Del  estudio  de  los  autos  aparece  lo  que 
sigue:  que  Gregorio  Pacheco  dió  parte  al 
Alcalde  Auxiliar,  Andrés  Miranda  de  que 
habían  entrado  los  ladrones  a la  casa  de 
Casilda  González  viuda  de  Pacheco:  Mi- 
randa a su  vez  comunicó  lo  sucedido  al 
Alcalde  Auxiliar  Andrés  Abelino  Martínez, 
quien  ordenó  a José  Dolores  Sánchez,  que 
fuera  a Comapa  a poner  en  conocimiento 
de  las  autoridades  lo  que  él  acababa  de 
saber;  Gregorio  Pacheco  supo  lo  sucedido 
por  haber  llegado  Anastasio  Rocinos  a su 
casa,  a referírselo;  Sánchez  se  presentó 
al  Juzgado  de  Paz  de  Comapa  a las  ocho 
y media  de  la  mañana  del  catorce  de  Ma- 
yo del  corriente  año  y cumplió  con  la  co- 
misión que  Martínez  le  había  encomen- 
dado. Constituido  el  Juez  de  Paz  en  el  lu- 
gar denominado  Santa  Bárbara  hizo  con.s- 
tar  entre  otras  cosas,  lo  siguiente:  que  pe- 
netró con  las  personas  que  le  acompaña- 
ban a la  morada  de  la  señora  González 
viuda  de  Pacheco,  quien  mostrándole  un 
golpe  que  teiría  en  la  parte  superior  de  la 
muñeca  derecha  y otro  en  el  costado  iz- 
quierdo le  dijo:  que  sería  media  noche, 
cuando  llegaron  unos  individuos  preten- 
diendo entrar  a su  casa  por  ser  autorida- 
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des,  ella  no  abrió  la  puerta  y entonces  di- 
chos sujetos  abriendo  un  boquete  en  ia 
pared  penetraron;  uno  de  los  malhechores 
le  dió  una  bofetada  que  la  botó  al  suelo, 
golpeándole  la  muñeca  y el  costado,  ya  en 
tierra  le  envolvió  la  cabeza  con  un  saco; 
los  asaltantes  apagaron  la  luz  y empeza- 
ron la  búsqueda  de  metálico,  diciéndole; 
que  asi  como  tenia  dinero  para  pagar  a 
fin  de  que  los  mataran  debía  tener  para 
ellos;  “que  ya  le  habían  dado  muerte  al 
picaro  de  su  hijo  y ya  sólo  ella  faltaba”; 
que  no  conoció  a ninguno  de  los  malhe- 
chores porque  llegaron  con  lienzos  blan- 
cos en  la  cara,  pero  presume  que  sean  Pe- 
dro González  y León  Polanco,  quienes  eran 
enemigos  de  su  difunto  hijo  Balbino  Pa- 
checo; y que  esa  noche  dormían  en  la 
casa:  su  sobrina  María  Barco  González  y 
sus  nietos  Anastasio  Recmos,  Juan  y Vir- 
gilio Pacheco.  Los  asaltantes  se  apropia- 
ron, según  los  datos  que  suministró  la  se- 
ñora viuda  de  Pacheco  de  sesenta  y un 
mil  quinientos  pesos,  cantidad  formada 
por  moneda  salvadoreña,  quetzales  y bi- 
lletes de  los  antiguos  bancos  de  emisión, 
y además  todos  los  documentos  y cosas 
tanto  de  la  pertenencia  de  doña  Casilda 
como  de  Anastasio  Recinos  y Maria  Barco 
González.  En  una  esquina  de  la  casa  se 
encontró  un  boquete  de  dos  cuartas  de 
diámetro,  poco  más  o menos;  en  el  suelo 
estaba  regada  como  una  arroba  de  sal  y 
el  algodón  y trapos  viejos  que  contenían 
las  almohadas,  las  cuales  fueron  deshe- 
chas por  los  ladrones  para  buscar  dinero; 
la  casa  es  de  techo  de  paja  y paredes  de 
bajareque;  en  el  interior  se  encontró  un 
corvo  sin  vaina  y un  lazo  y a inmediacio- 
nes de  la  casa  un  poco  de  algodón.  Que  el 
robo  se  llevó  a cabo  en  casa  de  la  señora 
viuda  de  Pacheco  el  trece  de  Mayo  de  mil 
novecientos  treinta  y dos,  como  a las  doce 
de  la  noche,  lo  manifiestan  en  sus  respec- 
tivas declaraciones  María  Barco  Gonzá- 
lez, Anastasio  Recinos  y Juan  Pacheco,  y 
que  los  malhechores  intentaron  entrar  fin- 
giendo ser  autoridades  lo  dicen,  la  Barco 
y Recinos,  y éste,  Juan  y Virgilio  Pacheco 
que  pudieron  reconocer  a Pedro  Gonzá- 
lez por  haber  sido  González  quien  agarró 
a Recinos,  según  el  mismo  afirma  y por 
la  circunstancia  de  que  Pedro,  quien  tiene 
los  pies  blancos,  iba  descalzo  esa  noche, 
aseveración  que  hacen  Recinos  y los  me- 
nores Pacheco  y éstos  aseguran  que  los 
malhechores  tenían  la  cara  cubierta  con 
lienzos  blancos,  detalle  que  describen  la 
Barco  y Recinos,  diciendo  que  los  ladrones 
llevaban  abrigada  la  cabeza  con  toallas 
blancas.  La  Barco  González  refiere  tam- 


bién que  uno  de  los  malhechores  le  dió 
una  bofetada  y sentándose  sobre  su  cuer- 
po intentó  violarla,  causándole  un  golpe 
sobre  el  antebrazo  izquierdo,  le  cubrió  la 
cara  con  un  saco  y cuando  ella  pretendía 
descubrirse  le  decía:  “Si  te  destapas,  te 
mato”:  que  los  ladrones  eran  como  diez  y 
uno  de  ellos,  le  pegó  una  bofetada  a doña 
Casilda,  cubriéndole  la  cabeza  con  un  sa- 
co; que  no  conoció  a ninguno  de  los  indi- 
viduos que  penetraron  a casa  de  la  señora 
viuda  de  Pacheco;  dos  eran  de  regular  es- 
tatura y hablaban  algún  dialecto  para  que 
nos  les  conocieran;  que  a doña  Casilda  le 
robaron  dinero,  ropa  y documentos  y a 
ella  (la  Barco)  le  llevaron  todas  sus  cosas 
a excepción  del  traje  que  se  puso  esa  no- 
che para  levantarse.  Recinos  refiere  ade- 
más, que  los  malhechores  eran  diez  y a 
causa  de  la  obscuridad  de  la  noche  no  pu- 
do distinguir  los  trajes  que  llevaban,  uno 
de  ellos  bajo  de  cuerpo,  era  el  que  más  exi- 
gía le  entregaran  el  dinero,  y que  le  roba- 
ron las  cosas  que  menciona  en  su  decla- 
ración; que  cuando  él  (Recinos)  intentó 
salir  con  el  fin  de  pedir  auxilio,  dos  de  los 
malhechores  le  sujetaron,  amenazándolo 
con  darle  muerte  si  no  les  decía  dónde 
guardaba  su  abuelita  el  dinero,  le  ataron 
a un  pilar  y luego  lo  dejaron  colgado  de 
una  viga.  Los  hermanos  Pacheco  (Juan 
y Virgilio)  manifiestan  también,  que  Pe- 
dro González  vestía  un  traje  amarillento, 
agregando  Juan  que  un  corvo  que  se  le 
mostraba  pertenece  a Víctor  López,  según 
le  había  referido  su  hermano  Benito  Pa- 
checo; que  los  malhechores  se  llevaron 
todo  lo  que  pudieron  encontrar  en  la  bús- 
queda, y la  ropa  buena  de  cama  que  él — ■ 
(Juan)  tenía.  Virgilio  Pacheco  agregó 
que  los  ladrones  colgaron  de  una  viga  a su 
primo  Anastasio,  que  eran  diez,  poco  más 
o menos,  y su  hermano  Benito  le  dijo  que 
conocia  el  corvo,  pero  ignora  a quien  per- 
tenece. Martin  Recinos  Pacheco  manifes- 
tó: que  Benito  Pacheco  le  dijo  que  talvez 
viendo  el  corvo  podrían  reconocerlo,  pero 
al  mostrárselo  manifestó  que  no  lo  cono- 
cia. Benito  Pacheco  Salguero,  nieto  de 
doña  Casilda,  dijo  que  no  conoce  el  corvo 
de  referencia  ni  lo  ha  visto  en  manos  de 
persona  alguna.  Al  ser  interrogados  Pe- 
dro J.  González  y Víctor  López  Esquivel  se 
produjeron  en  los  términos  que  a conti- 
nuación se  expresan:  el  primero  (Gonzá- 
lez) , negó  su  delincuencia  asegurando  que 
esa  noche  (13  de  Mayo  de  1932)  se  encon- 
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traba  en  su  casa,  grave  a consecuencia  de 
un  dolor  de  muelas,  que  es  enemigo  de  la 
señora  González  viuda  de  Pacheco  por 
cuestiones  de  tierras,  y dicha  señora  el 
año  de  mil  novecientos  diecinueve  inició 
una  acusación  análoga  a la  que  hoy  le  ha 
entablado;  que  su  mujer  Jesús  Barrera  le 
mandó  a decir  que  los  individuos  que  él 
menciona  en  su  ampliación  a su  indaga- 
toria son  los  responsables  del  hecho  de- 
lictuoso investigado,  y prueba  que  estuvo 
enfermo  con  el  testimonio  de  las  personas 
que  figuran  al  final  de  su  declaración  que 
corre  al  folio  treinta  del  proceso. 

Juana  Barrera  de  González  negó  lo 
referido  por  su  esposo,  agregando — que 
su  yerno  Mariano  había  oído  decir  a un 
grupo  de  los  que  componían  el  auxilio 
que  Benito  y Gregorio  Pacheco  y Juana 
Chavarría  son  los  responsables  del  cri- 
men perpetrado  en  casa  de  la  señora 
González  viuda  de  Pacheco.  López  Es- 
quivei  también  negó  su  delincuencia,  ma- 
nifestando: que  la  noche  del  suceso  esta- 
ba en  su  casa  sufriendo  un  acceso  de  reu- 
matismo y no  reconoció  el  corvo  que  se 
le  mostró,  agregando  que  desde  el  mes  de 
Enere  (1932)  no  porta  machete  porque 
en  Ahuachapán  se  lo  decomisaron. 

Leonarda  García  asegura  que  la  voz 
pública  s’ndica  a González  y López  Es- 
quivel  como  autores  del  delito  pesquisa- 
do, y agrega  que  dichos  sujetos  son  ya 
conocidos  por  ladrones. 

Andrés  Miranda,  Coronado  Recinos 
y Basilio  Escobar  declaran  acerca  de  los 
malos  antecedentes  de  González  y sobre 
este  mismo  punto  y con  relación  a López 
Esquivel  fueron  examinados  Próspero  y 
Basilio  Escobar  y Andrés  Miranda,  quie- 
nes manifiestan  que  dicho  sujeto  ha  es- 
tado ya  prese  por  un  delito  idéntico  al 
que  se  investiga.  Al  folio  ochenta  y sie- 
te de  la  causa  corre  agregado  un  oficio 
en  que  con.sta:  que  a Víctor  López  Esqui- 
vel se  le  procesó  en  el  Juzgado  de  Ins- 
tancia del  Departamento  de  Jutiapa  por 
el  delito  de  asesinato,  hurto  de  semo- 
vientes y rapto  habiéndosele  reformado 
el  auto  de  prisión  por  el  primer  delito,  se 
dictó  sentencia  absolutoria  acerca  del  se- 
gundo y fué  sobreseída  la  causa  con  res- 
pecto al  tercero;  y en  el  oficio  dirigido 
por  el  Juez  de  Paz  de  Jutiapa  al  Fiscal 
Militar  (folio  33  del  proceso)  consta:  que 
a Pedro  González  se  le  sindicó  como  au- 
tor del  robo  cometido  en  casa  de  doña 
Casilda  González,  hace  ya  algunos  años; 


y que  Víctor  López  Esquivel  fué  procesa- 
do por  el  hurto  de  un  buey  y cooperó  en 
el  rapto  de  la  señorita  Luz  García. 

Obra  en  el  proceso  (Folio  21)  el  in- 
forme emitido  por  el  empírico  que  reco- 
noció las  lesiones  que  sufrieron  doña  Ca- 
silda González  viuda  de  Pacheco,  María 
Barco  González  y Anastasio  Recinos. 

Florentin  Esquivel,  Victoriano  Rive- 
ra y Eustaquio  Morales  manifiestan  que 
la  señora  González  viuda  de  Pacheco  es 
una  persona  acomodada. 

Llenados  los  trámites  correspondien- 
tes, el  Tribunal  Militar  de  Jutiapa  pro- 
firió su  fallo  con  fecha  veinticuatro  de 
Junio  del  corriente  año  en  que  declara: 
19  que  Pedro  J.  González  es  autor  del  de- 
lito de  robo  en  cuadrilla  por  el  cual  le 
impone  la  pena  de  ocho  años  de  prisión 
icoireccional,  inconmutables,  que  con 
abono  de  la  prisión  sufrida  deberá  ex- 
tinguir en  la  Penitenciaria  Central;  le 
suspende  en  el  goce  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  el  tiempo  de  la  condena; 
le  deja  afecto  al  pago  de  las  responsabi- 
lidades civiles  provenientes  del  delito  y 
le  obliga  al  pago  de  los  gastos  del  juicio; 
29  absuelve  a Víctor  López  Esquivel  de  la 
Instancia;  y 39  deja  abierto  el  procedi- 
miento contra  León  Polanco. 

Elevada  la  sentencia  en  consulta,  se 
organizó  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones, 
en  Corte  Marcial  y el  quince  de  Julio  re- 
tropróximo, pronunció  su  fallo  fundán- 
dole para  dairle  aprobación  ¡respecto  a 
Pedro  J.  González,  en  la  prueba  que  a su 
juicio  se  desprende  de  lo  declarado  por 
Anastasio  Recinos  y en  las  presunciones 
humanas  que  siguen:  a)  la  sindicación 
de  la  señora  Casilda  González  viuda  de 
Pacheco;  b)  lo  declarado  por'los  menores 
de  diez  y seis  años  de  edad,  Juan  y Virgi- 
lio Pacheco;  c)  los  malos  antecedentes 
de  Pedro  J.  González;  y d)  el  rumor  pú- 
blico que  sindica  a González  de  ser  uno 
de  los  autores  del  delito  investigado. 

Pedro  J.  González,  con  auxilio  del  li- 
cenciado J.  Gilberto  Ortega,  introdujo 
contra  este  último  pronunciamiento  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley, 
fundándose  en  los  Artículos  492  y 580  del 
Código  Militar  Segunda  Parte;  673,  674, 
inciso  primero,  675,  676,  inciso  cuarto, 
680,  681  y 682  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales;  y citando  como  violados  los 
Artículos  186,  201,  207,  incisos  primero  y 
octavo  208,  209,  inciso  primero,  215  y 221 
del  Código  Militar  Segunda  Parte, 
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CONSIDERANDO;  Que  si  bien  es 
cierto,  que  Pedro  J.  González  funda  el 
recurso  en  que  se  cometió  error  de  dere- 
cho al  determinar  su  participación  en  los 
hechos  que  se  declaran  probados,  tam- 
bién lo  es  que  González  no  menciona  en  su 
apoyo  ninguna  disposición  relativa  a la 
responsabilidad  criminal  en  que  incurrió 
ya  como  autor,  ora  como  cómplice  o encu- 
bridor del  hecho  delictivo  que  se  le  im- 
puta; y en  vez  de  señalar  el  error  de  una 
manera  concreta,  trata  de  combatir  los 
fundamentos  del  fallo  de  Segunda  Ins- 
tancia, citando  para  el  efecto,  los  Ar- 
tículos que  considera  infringidos,  y los 
cuales  se  refieren  al  valor  jurídico  de  las 
pruebas,  cuya  apreciación,  en  el  pre- 
sente caso,  compete  de  una  manera  ex- 
clusiva al  Tribunal  sentenciador;  que  en 
consecuencia  ésta  Corte  tomando  en 
cuenta  la  naturaleza  del  recurso  extra- 
ordinario de  casación  no  entra  al  exa- 
men del  punto  sub-júdice  toda  vez  que 
carece  de  facultades  para  inquirir  a qué 
grado  de  responsabilidad  tuvo  la  inten- 
ción el  recurrente  de  aludir.  Artículos 
27  del  Código  Penal  y 661  de  Procedi- 
mientos Penales. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  constituida  en  la  forma  que  se- 
ñala el  Artículo  34  de  la  Ley  Orgánica  y 
Reglamentaria  del  Poder  Judicial,  ha- 
ciendo aplicación  de  las  leyes  que  acaban 
de  citarse  y de  lo  prescrito  por  los  Ar- 
tículos 686  y 690  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales  y 2P  del  Decreto  Legisla- 
tivo NP  1740,  declara  sin  lugar  el  recurso 
interpuesto  y condena  a Pedro  J.  Gonzá- 
lez a sufrir  la  pena  de  quince  días  de 
arresto  conmutables  en  su  totalidad,  a 
razón  de  diez  centavos  de  quetzal  dia- 
rios. 

Notifiquese  y como  corresponde,  de- 
vuélvanse los  autos,  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz  — José 
V.  Mejla  — Y.  Pacheco  Quevedo.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  C. 

El  licenciado  Alberto  Argueta  S.  sal- 
vó su  voto. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Virgilio  Najarro  y 
compañeros,  por  el  delito  de  ataque  a 
la  fuerza  armada. 

has  declaraciones  de  los  testigos  que  no 
estén  de  acuerdo  esencialmente  en 
cuanto  a las  personas,  hecho,  lugar  o 
tiempo  y las  de  los  que  se  tachen,  no 
por  vicio  de  falsedad,  serán  apreciadas 
por  los  Jueces  como  indicios  de  pre- 
sunciones según  su  prudente  arbitrio. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
adelante  se  relatará  pronunciada  en  la 
causa  que  por  el  delito  de  ataque  a la 
fuerza  armada  se  siguió  contra  Virgilio 
Najarro,  Carmen  Gurigutia,  Julián  Morán, 
Felipe  Ruano  y Marcos  Alvarado,  quienes 
son  de  las  generales  expresadas  en  sus 
respectivas  declaraciones  indagatorias. 

Del  estudio  de  los  autos  resulta  lo  que  si- 
gue: que  la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  con  fecha  diez  y siete  de 
Mayo  del  corriente  año,  declaró  nula  la 
sentencia  proferida  por  el  Tribunal  Mili- 
tar del  Departamento  de  Jutiapa,  el  cinco 
de  Abril  retro-próximo,  en  el  proceso  ins- 
truido contra  las  personas  que  acaban  de 
mencionarse  y Paulino  González  proce- 
sados por  robo  en  cuadrilla  y atentado  a 
los  agentes  de  la  Autoridad  y ordena  que 
el  primer  delito  sea  tramitado  en  forma 
sumaria  y que  testimoniándose  lo  condu- 
cente se  proceda  en  cuerda  diferente  a la 
investigación  del  ataque  a fuerza  arma- 
da, por  tener  ambos  procesos  distinto 
trámite;  debiendo  conocer  y fallar  de  las 
referidas  infracciones  penales,  el  mismo 
Tribunal  Militar,  al  reponerse  todo  lo  ac- 
tuado desde  que  la  causa  fué  elevada  a 
su  estado  público. 

En  la  copia  certificada  expedida  por  el 
Secretario  de  la  Fiscalía  Militar  del  De- 
partamento de  Jutiapa,  el  veinticinco  de 
Mayo  de  mil  novecientos  treinta  y dos 
aparecen  entre  otros,  los  pasajes  que  a 
continuación  se  mencionan:  a)  el  parte 
que  el  Teniente  Santiago  Ernesto  Lima 
tíió  al  Mayor  de  Plaza  de  Jutiapa  con  fe- 
cha cinco  de  Febrero  (1932)  en  que  le 
manifiesta  que  cumpliendo  órdenes  reci- 
bidas del  Comandante  de  Armas  se  puso 
a las  del  Comandante  Local  de  El  Pro- 
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gxeso,  para  perseguir  a unos  ladrones  pe- 
ro como  el  referido  Comandante  no  le 
apoyara  en  el  desempeño  de  su  cometido, 
pidió  instrucciones  y habiéndolas  recibi- 
do se  dirigió  al  lugar  denominado  “Gua- 
camayas”; "y  a la  una  de  ese  dia  (4  de  Fe- 
brero) supo  que  una  cuadrilla  de  ladro- 
nes estaba  refugiada  en  la  casa  de  Julián 
Morán  Orellana,  motivo  por  lo  que  dispu- 
so rodearla:  que  al  aproximarse  la  tropa 
salieron  armados  con  revólveres  y corvos 
Virgilio  Najarro,  Julián  Morán,  Carmen 
Gurigutia,  Felipe  Ruano  y dos  individuos 
más,  que  él  (Lima)  no  conoció,  y dispa- 
raron “varios  tiros”  sobre  su  escolta  ha- 
ciéndole resistencia,  y por  esta  causa  or- 
denó a sus  soldados  que  hicieran  fuego, 
al  ver  esta  actitud  los  atacantes  huyeron, 
pero  disparando  siempre  sobre  la  tropa; 
que  el  fuego  tardó  una  hora,  poco  más  o 
menos  efectuándose  en  dirección  a las  fal- 
das del  Volcán  de  Suchitán  y en  un  tra- 
yecto de  una  legua:  que  fueron  aprehen- 
didos Virgilio  Najarro,  Julián  Morán, 
Carmen  Gurigutia  y Felipe  Ruano;  que 
el  primero  de  los  individuos  que  acaban 
de  mencionarse  es  el  Jefe  de  la  cuadrilla 
que  asaltó  la  morada  de  Ignacio  Rivera 
en  el  lugar  denominado  “Uvas”;  y que  su 
escolta  la  componían  el  Sargento  Nico- 
lás López,  soldados  Lorenzo  González 
Roca,  Juan  Mateo,  Alberto  Trigueros,  el 
Comisionado  Militar  Francisco  Rivas  y 
particular  Pablo  Ruano;  al  ratificar  el 
parte  Lima  agregó  que  los  malhechores 
arrojaron  al  monte  sus  armas  al  cercio- 
rarse que  ya  hablan  disparado  todos  los 
proyectiles,  y por  ser  el  lugar  quebrado  y 
montuoso  no  fué  posible  encontrarlas;  y 
que  a Gurigutia  le  recogió  un  corvo  y una 
insignia  de  auxiliar;  b)  declaraciones  de 
las  personas  que  acaban  de  mencionarse, 
a excepción  de  Pablo  Ruano,  quienes  co- 
rroboran lo  expuesto  por  el  Teniente  Lima 
acerca  de  que  el  hecho  se  verificó  como  a 
la  una  de  la  tarde  del  cuatro  de  Febrero 
(1932)  en  el  lugar  denominado  “Guaca- 
mayas”, y que  la  tropa  que  se  aproximaba 
a la  casa  de  Julián  Morán  fué  atacada, 
que  el  acometimiento  lo  llevó  a cabo  un 
grupo  de  hombres  armados  de  revólveres 
manifiestan  el  Sargento  López,  Rivas,  Tri- 
gueros y González  Roca,  Mateo  refiere 
que  fueron  atacados  por  seis  hombres  de 
los  cuales  solo  conoció  de  nombre  a Na- 
jarro, que  a tres  cuadras  de  la  casa  de 
Julián  Morán  fueron  capturados  éste, 
Carmen  Gurigutia  y Felipe  Ruano,  asegu- 
ran López  y González  Roca,  Mateo  mani- 
fiesta que  a tres  cuadras  poco  más  o me- 


nos de  la  referida  casa  se  efectuó  la  cap- 
tura de  tres  malhechores,  que  Najarro, 
(Virgilio)  fué  aprehendido  en  las  faldas 
del  volcán  de  Suchitán  lo  expresan  López, 
Mateo,  González  Roca  y Trigueros,  agre- 
gando González  Roca  y Trigueros  que  di- 
cho sujeto  hizo  mayor  resistencia  a la 
escolta  que  los  demás  perseguidos,  López 
dijo  que  Najarro  fué  de  los  atacantes,  el 
que  tiraba  más  a Juan  Mateo  y éste  agre- 
ga que  Virgilio  le  dirigía  los  tiros  más 
certeros:  López,  Mateo  y Trigueros  refie- 
ren que  los  malhechores  arrojaron  al 
monte  sus  revólveres  y por  ser  el  terreno 
quebrado  y montuoso  no  fué  posible  en- 
contrarlos; González  Roca,  Trigueros  y 
López  manifiestan  que  Virgilio  Najarro  es 
Jefe  de  una  cuadrilla  de  salteadores,  y 
Rivas  asegura  que  en  esa  ocasión  fueron 
capturados  Najarro,  Morán  Gurigutia  y 
Felipe  Ruano,  quienes  son  de  malos  ante- 
cedentes y el  vecindario  los  sindica  como 
salteadores,  y que  Najarro  al  ser  deteni- 
do le  dijo:  “que  no  fuera  a matarlo,  pues 
no  tenia  más  delito  que  el  de  la  mucha- 
cha de  “San  Matías”,  refiriéndose  a la 
hija  de  Juan  Estrada,  persona  que  habían 
asaltado  hacía  un  año;  c)  declaraciones 
indagatorias  de  Virgilio  Najarro,  López 
Carmen  Gurigutia  Morán,  Julián  Morán 
Orellana,  Felipe  Ruano  Polanco  y Marcos 
Alvarado  Rivera,  quienes  negaron  su  de- 
lincuencia y el  último  fué  reconocido  por 
el  Teniente  Lima,  Sargento  Nicolás  Ló- 
pez y los  soldados  Juan  Mateo  y Lorenzo 
González  Ruano  como  uno  de  los  indivi- 
duos que  se  encontraban  en  casa  de  Ju- 
lián Morán  el  dia  en  que  se  efectuó  la 
captura  de  unos  delincuentes  en  “Guaca- 
mayas”; y d)  informe  dirigido  al  Fiscal 
Militar  de  Jutiapa  en  que  consta  que 
Virgilio  Najarro  fué  procesado  en  el  Juz- 
gado de  Primera  Instancia  por  los  delitos 
de  rapto  y lesiones  y el  rumor  público  lo 
sindica  como  Jefe  de  la  cuadrilla  de  mal- 
hechores que  penetraron  a las  casas  de 
doña  Francisca  V.  de  Najarro  e Ignacia 
Paredes  y por  hurto  de  una  muía;  y que 
Manuel  y Marcos  Alvarado  y Felipe  Rua- 
no son  de  malos  antecedentes. 

Elevada  la  causa  a plenario  se  tomó 
a los  enjuiciados  confesión  con  cargos 
por  ataque  a la  fuerza  armada  y a peti- 
ción del  defensor  de  los  reos  Alvarado  y 
Puano,  fué  abierto  el  proceso  a prueba 
por  el  término  de  quince  dias  durante  el 
cual  se  practicó  el  examen  de  las  perso- 
nas que  a continuación  se  expresan:  a 
solicitud  del  defensor  de  Najarro,  Alfon- 
so Sandoval  y Gerardo  Roca  declararon: 
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el  primero  que  entre  una  y tres  de  la  tar- 
de del  dia  de  autos  fué  capturado  Naja- 
rro  en  “Las  Posas”,  en  el  camino  que  de 
“El  Progreso”  conduce  a Asunción  Mita, 
que  no  hizo  resistencia  ni  portaba  arma, 
y el  segundo  manifiesta  que  vió  a Najarro 
cuando  ya  lo  hablan  aprehendido;  y los 
testigos  Antonio  González  Ruano  y Fran- 
cisco Rivas,  propuestos  por  el  defensor  de 
Alvarado  y Ruano  dijeron:  González  Rua- 
no que  no  le  consta  el  contenido  de  la  se- 
gunda pregunta  del  interrogatorio  que 
obra  al  folio  treinta  y ocho  de  la  causa 
relativa  a que  Marcos  fué  capturado  diez 
días  después  de  que  se  verificó  la  deten- 
ción de  Virgilio  Najarro  y compañeros;  y 
Rivas  dijo:  que  en  la  fecha  a que  se  re- 
fiere la  pregunta  le  tiraron  a la  escolta. 

Llenados  los  trámites  correspondientes, 
ei  Tribunal  Militar  de  Jutiapa,  con  fecha 
nueve  de  Julio  del  corriente  año  pronun- 
ció su  fallo  declarando:  que  Virgilio  Na- 
jarro, Marcos  Alvarado,  Felipe  Ruano, 
Julián  Morán  y Carmen  Gurigutia,  son 
autores  del  delito  de  ataque  a la  fuerza 
armada  por  el  cual  les  impone  la  pena  de 
diez  y ocho  meses  conmutables  en  una 
tercera  parte,  a razón  de  un  cuarto  de 
quetzal  diario,  que  con  abono  de  la  pri- 
sión sufrida  extinguirán  en  el  estableci- 
miento que  les  corresponde;  los  deja 
afectos  a las  responsabilidades  civiles  pro- 
venientes del  delito,  les  suspende  en  el 
goce  de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena  y los  obliga  al  pago 
de  los  gastos  del  juicio. 

La  Sala  Quinta  de  Apelaciones,  consti- 
tuida en  Corte  Marcial,  el  veintitrés  de 
Julio  retro-próximo,  confirmó  el  fallo  de 
Primera  Instancia  con  la  reforma  de  que 
los  reos  Virgilio  Najarro  López,  Carmen 
Gurigutia,  Julián  Morán,  Felipe  Ruano  y 
Marcos  Alvarado  deben  de  purgar  la  pe- 
na de  veinte  meses  de  prisión. 

Los  enjuiciados  con  auxilio  del  Aboga- 
do F.  Ramos  Orozco  introdujeron  contra 
el  último  pronunciamiento  recurso  extra- 
ordinario de  casación  por  infracción  de 
Ley  y quebrantamiento  de  forma,  citando 
como  violados  en  cuanto  a la  primera, 
los  artículos  127  del  Código  M.  Primera 
Parte;  150,  186  y 207,  del  Código  Militar 
Segunda  Parte;  y con  respecto  a lo  se- 
gundo, los  artículos  471  y 478  del  Código 
Militar  Segunda  Parte. 


CONSIDERANDO:  Que  si  bien  es  cier- 
to, que  en  la  certificación  expedida  por 
el  Secretario  de  la  Sala  Quinta  de  Ape- 
laciones se  omitió  consignar  los  nom- 
bres de  los  señores  Vocales  Militares 
que  firmaron  la  sentencia,  también, 
lo  es,  que  aquella  Corte  se  organizó 
en  la  forma  que  corresponde  y el  fa- 
llo respectivo  fué  subscrito  por  los  tres 
Magistrados  de  la  referida  Sala,  el  Co- 
ronel Cecilio  Bonilla  B.  y Teniente  Coro- 
nel Adrián  Salazar,  según  puede  verse  al 
folio  cinco  de  la  pieza  de  segunda  Instan- 
cia; y en  consecuencia  no  existe  el  que- 
brantamiento de  forma  que  se  invoca, 
pero  si  una  falta  que  debe  corregirse. 

CONSIDERANDO:  Que  el  artículo  127 
del  Código  Militar  Primera  Parte  no  fué 
infringido,  porque  consta  en  autos  que  la 
tropa  iba  armada  y estaba  en  servicio. 

CONSIDERANDO:  Que  los  artículos  150 
y 207  del  Código  que  acaba  de  citarse,  tam- 
poco fueron  violados,  en  virtud  de  que  la 
preexistencia  del  hecho  delictivo  y la  res- 
ponsabilidad criminal  de  los  enjuiciados 
se  encuentra  establecida  con  el  dicho  de 
Francisco  Rivas,  Comisionado  Militar  de 
Canoas,  que  constituye  semi-plena  prueba 
y las  deposiciones  de  las  personas  que  com 
ponía  la  escolta,  testimonios  que  en  el 
caso  sub-judice  deben  apreciarse  como 
presunciones  humanas  de  conformidad 
con  lo  dispuesto  por  los  artículos  580  Có- 
digo Militar  Segunda  Parte  y 600  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  constituida  en  la  forma  que  de- 
termina el  artículo  34  del  Decreto  Legis- 
lativo Número  1729  y en  observancia  de 
lo  que  disponen  los  artículos  686  y 
690  del  C.  P.  P.  y 29  del  Decreto 
Legislativo  Número  1740,  declara  im- 
procedente el  recurso  interpuesto  y con- 
dena a cada  uno  de  los  reos  a sufrir 
la  pena  de  quince  dias  de  arresto,  conmu- 
tables en  su  totalidad,  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  diarios. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  antece- 
dentes, con  certificación  de  lo  resuelto, 
al  Tribunal  de  su  origen. 

Goto.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Jo- 
sé V.  Mejia.  — Y.  Pacheco  Quevedo.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Nicolasa  Aguilar  de 
Baquiax,  por  los  delitos  de  agresión  y 
allanamiento  de  morada,  y contra 
Tránsito  H.  Mendoza  de  Aguilar,  por 
el  delito  de  allanamiento  de  morada. 

Para  imponer  pena  a los  enjuiciados, 
es  indispensable  que  se  encuentre  es- 
tablecida la  preexistencia  del  acto 
punible  y la  culpabilidad  de  aquellos. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
tres  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
adelante  se  relatará  pronunciada  en  el 
proceso  que  por  agresión  y allanamiento 
de  morada  se  ha  seguido  contra  Nicolasa 
Aguilar  de  Baquiax  y por  este  último  de- 
lito contra  Tránsito  H.  Mendoza  de  Agui- 
lar. Del  estudio  de  los  autos  resulta  lo 
que  sigue:  Marcelina  Chuc,  con  fecha 
veintinueve  de  Mayo  de  mil  novecientos 
treinta,  se  presentó  por  escrito  ante  el 
Juez  Primero  de  Paz  de  Totonicapán  ma- 
nifestando: que  como  a las  tres  y media 
de  la  tarde,  del  dia  anterior  (veintiocho 
de  Mayo)  Nicolasa  Aguilar  y Tránsito 
Hernández  hablan  allanado  su  casa, 
cuando  solo  estaban  en  su  referida  mo- 
rada Martin  y José  Chuc:  que  momentos 
después  y en  la  esquina  de  la  casa  que 
ocupa  Liberato  Ovando  encontró  a dichas 
señoras,  quienes  principiaron  a dirigir- 
le injurias,  la  amenazaban  con  pegarle  y 
pretendían  agarrarla,  lo  cual  no  consi- 
guieron, porque  se  defendió;  Nicolasa, 
enfadada,  a causa  de  no  haber  logrado  su 
intento,  le  arrojó  a la  cara  una  piedra 
la  cual  hubiera  lesionado  a su  hijlta  de 
cuatro  meses  de  edad,  si  no  esquiva  ella, 
(la  acusadora)  el  golpe;  y que  proponía 
el  testimonio  de  los  dos  Chuc,  para  pro- 
bar el  delito  de  allanamiento  de  morada 
y el  de  Juana  Pérez,  Augusto  Herrera  Ro- 
das, Domingo  Gutiérrez,  Rosario  Mazarie- 
gos  y Tomás  Chavaloc  para  establecer  las 
amenazas.  Martin  Lorenzo  Chuc  y José 
Chuc,  hermanos  de  Marcelina  del  mismo 
apellido  refieren:  que  el  miércoles  veinti- 
ocho de  Mayo,  como  a las  tres  de  la  tar- 
de oyeron  abrir  bruscamente  el  zaguán 
de  la  casa  de  Marcelina  en  donde  se  en- 
contraban trabajando,  y al  tratar  de  cer- 
ciorarse de  lo  que  ocurría  vieron  en  el 


patio  a Nicolasa  Aguilar  y Tránsito  Her- 
nández, quienes  preguntaron  por  la  Chuc 
en  la  forma  que  expresan  en  sus  respecti- 
vas deposiciones  los  hermanos  de  la  que- 
josa; que  la  Aguilar  y la  Hernández  sa- 
lieron en  busca  de  Marcelina  y yendo  con 
ella,  dice  Martin  Lorenzo,  pues  salió  a ma- 
nifestarle lo  sucedido  en  su  morada,  en 
la  esquina  de  la  casa  que  habita  el  señor 
Liberato  Ovando  encontraron  “a  las  con- 
trincantes y allí  ocurrió  el  pleito”;  y que 
Antonio  Rosales  y José  Tax  vieron  salir 
a Tránsito  Hernández  y Nicolasa  Aguilar 
precipitadamente  de  la  casa,  agrega  Lo- 
renzo. Al  ser  repreguntados  por  el  de- 
fensor de  la  enjuiciada  los  Chuc,  se  pro- 
dujeron en  los  términos  que  a continua- 
ción se  expresan:  José  manifestó:  que  es- 
tuvo como  asistente  del  Mayor  de  Plaza 
desde  el  mes  de  Mayo  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta,  hasta  Enero  de  mil  no- 
vecientos treinta  y uno,  que  durante  el 
mes  de  Mayo  salía  a la  calle  a hacer  man- 
dados del  Mayor;  que  la  Aguilar  y la  Her- 
nández cuando  llegaron  a la  casa  de 
Marcelina  no  estaban  ebrias,  que  a Tax  y 
a Rosales  los  vió  en  la  esquina  de  la  casa 
de  Ovando,  pero  no  recuerda  qué  traje 
vestían;  que  Marcelina  Chuc  vive  en  Ju- 
chanep,  lugar  que  dista  de  Totonicapán 
una  legua;  Martin  Lorenzo:  dijo  que  la 
Hernández  y la  Aguilar  no  estaban  ebrias 
el  dia  a que  se  refiere  en  su  deposición; 
que  a Tax  y Rosales  los  vió  parados 
en  la  esquina  de  la  casa  de  Pascual  Tzic, 
el  primero  llevaba  saco  azul  marino  y 
pantalón  amarillo  y el  segundo  vestía  un 
saco  café  y pantalón  negro;  que  Marce- 
lina se  fué  a vivir  a Juchanep  después  del 
mes  de  Abril  del  año  de  mil  novecientos 
treinta  y uno  y en  la  esquina  de  la  casa 
de  Liberato  Ovando  se  encontraban  la  es- 
posa de  dicho  señor,  Augusto  Herrera, 
Tomás  Chavaloc,  Rosario  Mazariegos,  Eu- 
genio Pretzanzin  y Juana  Pérez:  que  la 
casa  de  Marcelina  Chuc  no  tiene  número 
y está  situada  en  la  calle  “Jeréz”,  al 
Oriente  de  las  que  ocupan  Raymundo 
Soch  y José  María  Tzic;  Pascual  Tzic 
manifiesta  que  no  fué  vecino  de  Marce- 
lina Chuc  en  el  mes  de  mayo  de  1930  pero 
si  posee  dos  casas  en  el  cantón  Calvario. 
José  Tax  y Antonio  Rosales  manifiestan 
que  vieron  entrar  y salir  de  la  casa  de 
Marcelina  a la  Aguilar  y a la  Hernández 
romo  a las  tres  de  la  tarde  asegura  Tax  y 
como  a las  tres  o tres  y media  dice  Rosa- 
les, del  veintiocho  de  Mayo  (mil  nove- 
cientos treinta) , agregando  Tax  que  en 
esa  ocasión  conversaba  con  Rosales  en  la 
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esquina  de  la  calle  que  conduce  a la  casa 
de  su  hermana  Marcelina  Chuc.  Al  ser 
repreguntado  este  testigo  dijo  ser  cierto 
que  está  de  alta  en  el  cuartel,  como  mú- 
sico de  la  Banda  Marcial,  pero  Baquiax 
no  es  su  inmediato  superior,  se  juntó  con 
Rosales  en  la  esquina  de  la  casa  de  Ma- 
nuel Emilio  Canis  a una  cuadra  de  la 
morada  de  Marcelino  Chuc  y no  vió  a 
otras  personas. 

Repreguntado  Rosales  dijo:  que  pre- 
senció lo  sucedido  cuando  conversaba 
con  Tax,  a una  cuadra  de  la  casa  de 
Chuc,  en  la  esquina  de  la  que  habita  Pas- 
cual Tzic  o Sic  y lo  mismo  que  Tax  ase- 
gura no  haber  visto  a Domingo  Prezan- 
tzin  y Juana  Pérez.  Augusto  Herrera 
Rodas;  Tomás  Chavaloc  y Rosario  Maza- 
riegos  afirman  haber  visto  que  el  dia  y a 
la  hora  de  autos,  las  sindicadas  proferian 
injurias  contra  la  Chuc,  amenazando 
golpearla,  agregando  la  Chavaloc  y la  Ma- 
zariegos  que  Nicolasa  le  arrojó  una  piedra 
a Marcelina  quien  esquivó  el  golpe  y si  no 
le  hace  asi  hubieran  lesionado  al  nene  que 
llevaba  dicha  señora  en  los  brazos,  la  pri- 
mera también  dijo:  que  Nicolasa  y la 
Hernández  estaban  ebrias,  y las  dos  testi- 
gos manifiestan  que  el  hecho  tuvo  verifi- 
cativo en  la  esquina  de  la  casa  de  Libe- 
rato Ovando. 

Repreguntado  Herrera  Rodas  dijo:  que 
de  la  morada  de  la  persona  que  acaba  de 
mencionarse,  al  taller  de  Felipe  Robles, 
donde  se  encontraba  él  (Herrera  Rodas) 
hay  una  cuadra;  que  conoció  a las  sindi- 
cadas, quienes  vestian  traje  indigena  y 
las  tres  se  encontraban  en  su  estado  nor- 
mal; que  también  estaban  Pretzantzin, 
dos  inditos  y el  niño  Miguel  Robles;  que 
la  Chuc  vive  maridablemente  con  Ba- 
quiax y Domingo  Pretzantzin  estaba  en 
la  esquina  de  la  casa  de  Felipe  Robles; 
interrogada  Tránsito  Hernández  Mendoza 
negó  su  delincuencia  asegurando  que  el 
dia  y hora  de  autos  se  encontraba  en 
Quezaltenango  en  compañia  de  su  her- 
mana Nicolasa  Aguilar  vendiendo  güipi- 
les  y delantales  sin  que  nada  de  notable 
le  ocurriera,  que  conoce  a Marcelina  Chuc 
por  ser  concubina  de  Pedro  Baquiax,  es- 
poso de  su  hermana  Nicolasa  Aguilar  y 
que  la  Chuc  siempre  que  encuentra  a es- 
ta la  injuria;  que  el  miércoles  veintiocho 
de  Mayo  (mil  novecientos  treinta)  Mar- 
celina Chuc  injurió  a la  interrogada  y a 
su  citada  hermana  Nicolasa,  como  a las 
tres  de  la  tarde,  lo  cual  le  constaba  a Be- 
lizario  Soto,  Adela  N.,  María  Enriquez  de 
León  y Eulogia  González. 


Maria  de  León  Enriquez,  Belisario  Soto, 
Adela  Gómez  y Domingo  Pretzantzin  al 
ser  interrogados  dijeron:  la  primera,  que 
baria  como  veinte  dias  poco  más  o me- 
nos (esta  testigo  fué  examinada  el  diez 
de  Julio  de  mil  novecientos  treinta)  co- 
mo a las  diez  u once  de  la  mañana  jen 
la  esquina  de  la  casa  de  Juana  Bagur, 
Marcelina  Chuc  injurió  a Nicolasa  Agui- 
lar diciéndole  las  palabras  que  la  de  León 
Enriquez  expresa  en  su  declaración,  tan- 
to la  Hernández  como  la  Aguilar  corrie- 
ron sin  hacerle  caso  a la  Chuc,  que  el 
disgusto  se  originó  a causa  de  las  relacio- 
nes amorosas  que  José  tiene  con  la  Chuc; 
Soto  refiere  que  el  veintiocho  de  Mayo, 
como  a las  dos  de  la  tarde,  cerca  de  la 
tienda  de  Isidro  de  León,  Marcelina  inju- 
rió a Nicolasa  diciéndole  por  qué  habia 
mandado  pedirle  dinero  a su  marido;  la 
Gómez  está  de  acuerdo  con  Soto  acerca 
de  la  fecha,  hoi-a  y lugar  en  que  acaeció 
el  hecho;  y ambos  testigos  en  que  Trán- 
sito Hernández  acompañaba  a Nicolasa 
Aguilar  y en  que  ignoran  los  anteceden- 
tes que  existen  entre  la  Chuc  y las  últi- 
mas personas  mencionadas,  agregando  la 
Gómez  que  vió  reñir  a Marcelina  con  Ni- 
colasa y Tránsito,  que  éstas  trataron  de 
correr  y como  hablaban  un  dialecto  no 
entendió  lo  que  decían,  pero  por  la  acti- 
tud y ademanes  de  la  Chuc,  pudo  notar 
que  peleaban.  Repreguntada  Adela  Gó- 
mez dijo  que  el  pleito  se  verificó  un  mar- 
tes; Pretzanzin  manifiesta  que  el  veinti- 
ocho de  mayo,  como  a las  tres  de  la  tar- 
de, al  pasar  frente  a la  casa  de  Liberato 
Ovando  vió  que  tres  mujeres  de  las  cua- 
les solo  conoció  a Marcelina  Chuc  pelea- 
ban. Que  a petición  del  apoderado  y de- 
fensor de  Tránsito  Hernández  fueron 
examinados  Juan  Everildo  Tzul,  Micaela 
Say  y Enriqueta  de  Rodríguez  quienes  de- 
claran: que  el  veintiocho  de  Mayo  (mil 
novecientos  treinta)  a las  tres  y media 
p.  m.  poco  más  o menos,  en  el  mercado 
de  Quezaltenango  se  encontraron  con  Ni- 
colasa Aguilar  de  Baquiax  y Tránsito 
Hernández  de  Aguilar  y como  a las  cua- 
tro de  la  tarde  en  unión  de  dichas  per- 
sonas tomaron  el  autobús  que  de  Que- 
zaltenango hace  el  servicio  de  pasajeros 
diariamente  a Totonicapán  habiendo  lle- 
gado a esta  última  población  después  de 
las  seis  de  la  tarde  de  ese  mismo  dia, 
agregando:  Tzul,  que  lo  que  declara  le 
consta  por  haber  ido  a Quezaltenango  a 
comprar  pinturas;  la  Say,  porque  llegó  a 
cobrar  una  cuenta,  y la  señora  de  Rodrí- 
guez por  haber  ido  a hacer  compras. 
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Es  de  advertir  que  en  la  deposición  de 
Enriqueta  Rodriguez  no  fueron  consigna- 
das sus  generales. 

A solicitud  del  defensor  de  la  enjuicia- 
da se  interrogó  a Marceiina  Chuc,  quien 
dando  respuesta  a las  preguntas  que 
contiene  el  memorial  que  obra  al  folio 
ciento  treinta  y seis  de  la  causa  dijo:  que 
vive  maridablemente  con  Pedro  Baquiax, 
no  sabe  si  este  es  ei  marido  de  Nicolasa 
Aguilar  y elia  (La  Chuc)  vive  en  casa  de 
su  mamá,  que  no  es  casada  con  Manuel 
Sapón  y es  cierto  que  tiene  varios  hijos 
con  Baquiax:  que  Martin  y José  Chuc 
son  sus  sobrinos:  que  ios  Chuc  no  se  man- 
tienen en  la  casa  que  la  interrogada  ocu- 
pa, pero  el  veintiocho  de  Mayo  si  estaban 
alii;  porque  son  mozos  de  Baquiax;  que 
los  jueces  1?  y 29  de  Paz  han  tenido  co- 
nocimiento de  ios  hechos;  que  doña  Luz 
Espada  presenció  también  lo  sucedido  y 
que  la  casa  de  su  mamá  queda  en  Ju- 
chanep. 

Interrogada  Nicolasa  Aguilar  manifes- 
tó: que  Marcelina  Chuc  la  injurió  el 
veintisiete  de  Mayo  de  mil  novecientos 
treinta,  lo  mismo  que  a su  hermana  Trán- 
sito, que  no  le  hicieron  caso  pues  es  una 
mujer  muy  mala  y lo  sucedido  lo  pre- 
senciaron Belisario  Soto,  Adela  Gómez  y 
Maria  Enriquez:  y que  al  siguiente  dia 
las  hermanas  Aguilar  se  fueron  a Que- 
zaltenango  a vender  ropa  de  la  tienda  de 
don  Isidro  de  León.  A los  folios  doscien- 
tos cuarenta  y cinco  y doscientos  cua- 
renta y seis  de  la  causa  obran  una  certi- 
ficación del  escrito  presentado  por  las  en- 
juiciadas, al  Juez  19  de  Paz  de  Totonica- 
pán  con  fecha  dos  de  Junio  de  mil  no- 
vecientos treinta,  por  medio  del  cual  acu- 
san a Marcelina  Emilia  Chuc  por  injurias 
leves  proponiendo  los  mismos  testigos  que 
mencionaron  en  sus  respectivas  indaga- 
torias; y una  certificación  en  que  el  Al- 
calde 39  Municipal  de  la  ciudad  que  aca- 
ba de  mencionarse,  con  fecha  veintidós 
de  Abril  de  mil  novecientos  treinta  y uno 
hace  constar:  que  Canuta  García,  madre 
de  Marceiina  Chuc  “vive  y ha  vivido”  en 
el  Cantón  Juchanep  a una  legua  de  dis- 
tancia de  Totonicapán. 

El  veintidós  de  Abril  del  corriente  año, 
el  Juez  de  Primera  Instancia  del  Depar- 
tamento que  acaba  de  mencionarse  dió 
fin  al  proceso  declarando:  19  absueltas 
a Nicolasa  Aguilar  de  Baquiax  y a Trán- 
sito Hernández  Mendoza  de  Aguilar  de 


los  cargos  que  se  le  formularon  a la  pri- 
mera por  los  delitos  de  allanamiento  de 
morada  y agresión,  y a la  segunda  solo 
por  el  primero  de  estos  deiitos;  y 29  que 
debe  abrirse  procedimiento  criminal  con- 
tra los  testigos  Augusto  Herrera  Rodas, 
Domingo  Pretzantzin,  Tomasa  Chavaloc, 
José  y Martín  Lorenzo  Chuc  y Rosario 
Mazariegos  por  el  delito  de  falso  testimo- 
nio, lo  mismo  que  contra  Marcelino  Chuc 
que  los  propuso. 

El  apoderado  de  la  parte  acusadora 
apeló  de  la  sentencia  proferida  por  el 
Juez  a-quo  y la  Sala  69  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  doce  de  Julio  del  corriente 
año  la  confirmó  con  la  modificación  de 
que  deja  abierto  el  procedimiento  contra 
Marcelino  Chuc,  Augusto  Herrera  Rodas, 
Tomás  Chavaloc,  Rosario  Mazariegos, 
Martin  Lorenzo  y José  Chuc,  José  Tax, 
Antonio  Rosales,  Belisario  Soto  y Adela 
Gómez,  por  falso  testimonio  y no  contra 
Domingo  Pretzantzin. 

Esta  sentencia  consigna  en  su  preám- 
bulo que  la  Hernández  Mendoza  ha  sido 
procesada  por  allanamiento  y agresión  y 
Nicolasa  Aguilar  por  allanamiento,  lo 
cual  no  es  cierto,  pues  en  la  causa  consta 
que  esta  fué  sometida  a procedimiento 
por  ambos  delitos  y la  primera  solo  por 
uno,  el  de  allanamiento. 

Elíseo  Arrióla  García,  en  concepto  de 
apoderado  de  Marcelina  Chuc,  y con  au- 
xilio del  licenciado  Delfino  Santisteban 
E.,  introdujo  contra  este  úitimo  pronun- 
ciamiento, recurso  extraordinario  de  ca- 
sación citando  como  infringidos  los  artícu- 
los: 580,  582,  583,  586,  584,  587,  573  y 245 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  en 
relación  los  tres  primeros  con  el  22  del 
Decreto  Gubernativo  921,  1910  y 1911  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  y los 
demás  en  armonía  con  los  artículos  314, 
304,  233,  289,  613,  610,  560,  600,  344,  346, 
347  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les en  relación  con  los  artículos  171  del 
Decreto  Gubernativo  N9  273,  57  del  De- 
creto Legislativo  1747  y 23  del  Guberna- 
tivo 921  ya  citado;  11,  12,  211,  218  y 366 
del  Código  Penal  Común. 

CONSIDERANDO:  Que  la  Sala  senten- 
ciadora funda  su  fallo  absolutorio  en  el 
hecho  de  que  no  existe  plena  prueba 
para  imponer  pena  a las  enjuiciadas 
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y para  llegar  a esta  conclusión  ana- 
liza las  declaraciones  de  los  testigos 
que  fueron  examinados  durante  la  se- 
cuela del  proceso.  Si  se  entra  al  aná- 
lisis de  cada  una  de  dichas  deposiciones 
se  viene  en  conocimiento  de  lo  aue  sigue: 
que  Tomasa  Chavaloc  y Rosario  Maza- 
riegos  presenciaron  cuando  Nicolasa  Agui- 
lar  de  Baquiax  le  arroió  una  piedra  a 
Marcelina  Chuc  el  miércoles  veintiocho 
de  Mavo  de  mil  novecientos  treinta,  pero 
esta  aseveración  queda  destruida  con  el 
dicho  de  Everildo  Tzul  y Micaela  Say, 
quienes  no  fueron  tachados  y afirman  que 
precisamente  en  la  fecha  que  acaba  de 
ser  mencionada,  la  de  Baquiax  y la  Her- 
nández Aguilar  estuvieron  en  Quezalte- 
r.ango  y regresaron  a Totonicapán  a las 
seis  de  la  tarde,  poco  más  o menos;  Mar- 
tín Lorenzo  y José  Chuc  además  de  ser 
sobrinos  de  la  acusadora  se  contradicen 
en  sus  dichos,  pues  no  están  de  acuerdo 
con  las  palabras  proferidas  por  Nicolasa 
y Tránsito,  al  llegar  y luego  retirarse  de 
la  casa  de  la  Chuc,  por  otra  parte  el  se- 
gundo de  estos  sujetos,  al  ser  repregun- 
tado manifiesta  que  desde  el  mes  de  Ma- 
yo de  mil  novecientos  treinta  hasta  Ene- 
ro de  mil  novecientos  treinta  y uno,  estu- 
vo como  asistente  del  Mayor  de  Plaza  de 
Totonicapán  y por  esta  razón  debe  esti- 
marse que  no  estuvo  trabajando  en  casa 
de  su  mencionada  tía,  como  lo  expresa  en 
su  deposición;  José  Tax  y Antonio  Rosa- 
les no  están  de  acuerdo  en  la  hora  y tam- 
bién discrepan  en  el  lugar  donde  se  jun- 
taron. 

Que  en  virtud  de  lo  relacionado,  y to- 
da vez  que  el  Tribunal  de  Segunda  Ins- 
tancia dió  a la  prueba  de  que  se  trata  el 
valor  jurídico  que  le  corresponde  es  in- 
dudable que  no  fueron  violados  los  ar- 
tículos 11,  12  y 366  del  Código  Penal;  573, 
580,  582,  583,  584  y 586  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales;  22  y 23  del  Decreto 
Gubernativo  N?  921. 

CONSIDERANDO:  Que  en  los  autos 
constan  todas  las  diligencias  que  fue- 
ron practicadas;  y no  existen  pre- 
sunciones qué  apreciar,  ni  se  ha  es- 
tablecido que  a las  enjuiciadas  se  les 
impidió  manifestar  cuanto  tuvieron  por 
conveniente;  los  testigos  fueron  exami- 
nados con  las  formalidades  que  determi- 
na la  Ley,  a excepción  de  Enriqueta  de 
Rodríguez,  cuyo  dicho  no  debe  tomarse  en 
cuenta,  por  adolecer  del  defecto  apunta- 
do en  la  parte  expositiva  del  presente  fa- 


llo; y en  consecuencia  tampoco  se  in- 
fringieron los  artículos  233,  239,  245,  304, 
314,  344,  346,  347,  560,  587,  y 600  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales  y 171  del 
Decreto  N9  273  y 57  del  Decreto  Legisla- 
tivo 1747. 

CONSIDERANDO:  Que  los  artículos 
613  y 610  del  Código  de  Procedimientos 
Penales  no  fueron  violados,  porque  en  la 
causa  no  consta  que  las  enjuiciadas  ha- 
yan confesado  su  delincuencia  y poste- 
riormente hubieran  pretendido  desvirtuar 
su  confesión  retractándose  de  ella. 

CONSIDERANDO:  Que  los  artículos 
1910  y 1911  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles  carecen  de  aplicación  en  el  caso 
sub-judice,  toda  vez  que  las  disposiciones 
legales  que  contienen  relativas  a la  sus- 
tanciación  de  los  negocios  pendientes  y a 
la  interposición  de  recursos,  al  promul- 
garse dicho  cuerpo  de  leyes,  son  mate- 
rias que  ninguna  atingencia  tienen  con  el 
asunto  que  ha  motivado  la  presente  ca- 
sación. 

CONSIDERANDO:  Que  los  artículos 
211  y 218  del  Código  Penal  tampoco  fue- 
ron infringidos,  porque  el  Tribunal  de  Se- 
gunda Instancia  en  el  fallo  que  se  exami- 
na, no  impone  las  penas  a que  se  refie- 
ren las  disposiciones  legales  que  acaban 
de  mencionarse  sino  se  limita  a ordenar 
que  se  investigue:  si  los  testigos  que  de- 
pusieron en  el  proceso  han  incurrido  en 
falso  testimonio  y acerca  de  la  responsa- 
bilidad criminal  que  pueda  tener  la  per- 
sona que  los  propuso. 

POR  TANTO;  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  fundamento  de  lo  dispuesto 
por  los  artículos  686  y 690  del  Código  de 
Procedimientos  Penales  y 29  del  Decreto 
Legislativo  1740,  declara  improcedente  el 
recurso  de  que  se  hizo  mérito  y condena  a 
Marcelino  Chuc  a sufrir  la  pena  de  quince 
días  de  arresto,  conmutables  en  su  tota- 
lidad, a razón  de  diez  centavos  de  quet- 
zal diarios.  Notifíquese  y devuélvanse  los 
autos  con  certificación  de  lo  resuelto,  al 
Tribunal  de  su  origen. 

(//)  Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O. 
Solazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Al- 
berto Argueta  S.  ■ — José  Serrano  Muñoz 
Ante  mí,  Juan  Fernández  C.” 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Salvador  de  Jesús 
Castillo  Mendoza,  por  el  delito  de  ho- 
micidio. 

Estando  debidamente  establecidos  los  he- 
chos de  los  cuales  se  derivan  las  pre- 
sunciones humanas  la  apreciación 
juridica  de  esta  clase  de  pruebas  co- 
rresponde a los  Tribunales  de  Ins- 
tancia. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala 
veintisiete  de  Septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  adelante  será  rela- 
cionada, proferida  en  el  proceso  instruido 
contra  Salvador  de  Jesús  Castillo  Men- 
doza, que  aparece  en  las  primeras  diligen- 
cias con  el  nombre  de  Salvador  Pérez, 
por  el  homicidio  que  cometió  en  la  perso- 
na de  Maximiliano  Yupe. 

Del  estudio  de  los  autos  resulta  lo  que 
a continuación  se  expresa:  En  el  mes  de 
Abril  de  mil  novecientos  veintinueve, 
Guadalupe  López,  hoy  viuda  de  Yupe,  vi- 
vía en  unión  de  su  esposo  Maximiliano 
de  este  último  apellidó,  en  una  pieza  que 
habían  tomado  en  alquiler  en  el  sitio  nú- 
mero diez  de  la  cuarenta  y siete  calle  Po- 
niente del  Cantón  “La  Paz”,  pertenecien- 
te a Francisco  Monzón  quien  vivía  con 
Emiliana  Aguilar  en  el  mismo  predio,  en 
donde  también  habitaban  un  cuarto  los 
esposos  Yupe-López,  Salvador  Pérez  y su 
concubina  Victoria  Ruiz;  como  a las  diez 
y media  de  la  noche  llegó  a la  pieza  que 
ocupaba  el  referido  matrimonio,  la  Ruiz 
y dijo:  “Don  Maximiliano  venga  acá”,  y 
al  salir  dicho  señor,  encontró  a Pérez 
quien  al  verlo  le  dijo:  “mire  don  Maximi- 
liano; ¿por  qué  anda  siguiendo  a mi  mu- 
jer?, y al  responder  Yupe:  Yo  no  sé  por 
qué  me  llama  ella,  dicho  sujeto  dicien- 
do: “pues  aquí  no  más  nos  arreglamos”, 
le  infirió  una  puñalada;  que  al  ver  doña 
Guadalupe  que  su  marido  entraba  ensan- 
grentado, corrió  en  busca  de  auxilio  y ha- 
biendo encontrado  a Raymundo  Larios  le 
dijo:  “este  Salvador  ha  matado  a mi  ma- 
rido”; Larios  puso  en  conocimiento  del 
agente  del  orden  público,  Calixto  Barrios 
lo  que  acababa  de  oír,  y Barrios,  a su  vez, 
dió  parte  al  Comandante  de  la  Séptima 
Demarcación  de  Policía,  quien  con  fecha 
3 de  Abril  de  mil  novecientos  veintinueve 


comunicó  al  Juez  3?  de  Paz,  entre  otras 
cosas,  lo  que  sigue:  que  el  Inspector  Vic- 
toriano Mancilla  y los  agentes  del  orden 
público,  Calixto  Barrios,  Arturo  de  León  y 
Víctor  Escobar  encontraron  en  el  lugar 
que  acaba  de  mencionarse  a Maximiliano 
Yupe  y al  ser  interrogado,  manifestó  que 
Salvador  Pérez,  panificador,  le  había  he- 
rido con  un  puñal;  y que  en  la  Coman- 
dancia se  pudo  averiguar  que  el  disgusto 
surgió  a causa,  de  que  Yupe,  en  estado  de 
ebriedad,  insultó  a Victoria  Ruiz,  concu- 
bina de  Pérez.  Al  ser  conducido  Yupe  al 
Hospital,  falleció  en  la  esquina  de  la  fon- 
da “La  Copa  del  Olvido”,  a consecuencia 
de  una  peritonitis  sobre-aguda  que  le  so- 
brevino, producida  por  la  herida  pene- 
trante del  abdómen.  En  los  dias  once  y 
doce  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y uno  fué  interrogado  Salvador 
Pérez  y Castillo,  negó  su  delincuencia, 
conocer  al  occiso  y a las  personas  que  ha- 
bitaban los  cuartos  del  sitio  donde  se  ve- 
rificó el  hecho  delictivo;  y haber  vivido 
con  Victoria  Ruiz;  y afirmó  que  la  noche 
del  suceso  se  encontraba  en  Antigua  tra- 
bajando, como  panificador,  en  casa  de 
Laureana  Cuarchita,  quien  declaró  que 
Castillo  llegó  en  el  mes  de  Octubre  de  mil 
novecientos  veintisiete  y estuvo  trabajan- 
do en  su  panadería  hasta  Julio  de  mil  no- 
vecientos veintinueve;  al  ratificar  su  pri- 
mera declaración  manifestó  llamarse  Sal- 
vador Castillo  Mendoza.  Al  folio  cin- 
cuenta y seis  de  la  causa  obra  la  partida 
número  treinta  y dos  del  Libro  sexto  de 
nacimientos  de  la  Ciudad  de  Antigua 
Guatemala,  en  que  consta  que  el  veinti- 
séis de  Septiembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y nueve,  nació  el  niño  Salvador  de 
Jesús  Castillo,  hijo  natural  de  Irene  Cas- 
tillo y Pablo  Mendoza. 

Francisco  Monzón  y Emiliana  Aguilar, 
quienes  el  año  de  mil  novecientos  veinti- 
nueve, vivían  en  una  barraca,  en  la  di- 
rección mencionada  anteriormente,  y ha- 
bían dado  en  alquiler  otras  a Pérez  (Cas- 
tillo Mendoza)  y Yupe,  y Guadalupe  Ló- 
pez (hoy  viuda  de  Maximiliano  Yupe) 
reconocieron  en  rueda  de  presos  al  pri- 
mero de  dichos  sujetos. 

El  Juez  4?  de  !?■  Instancia  que  substan- 
ció la  causa,  con  fecha  quince  de  Julio 
del  corriente  año,  (y  no  diez  y seis  de 
Agosto  como  se  consignó  en  segunda  Ins- 
tancia) profirió  su  fallo  declarando:  que 
Salvador  de  Jesús  Castillo  o Salvador  Pé- 
rez es  autor  del  homicidio  perpetrado  en 
la  persona  del  interfecto,  Maximiliano 
Yupe,  por  cuyo  delito  le  impone  diez  años 
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de  prisión  correccional  inconmutables, 
pena  que  con  abono  de  la  prisión  sufrida, 
y excluyendo  el  tiempo  que  pasó  fuera  de 
Ja  cárcel  por  haberse  fugado,  deberá  ex- 
tinguir en  la  Penitenciaria  Central:  le 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
politicos  durante  el  tiempo  de  la  conde- 
na: le  obliga  al  pago  de  las  responsabili- 
dades civiles  provenientes  del  hecho  de- 
lictuoso: y por  su  notoria  pobreza  le  exo- 
nera de  la  reposición  del  papel  empleado 
en  la  causa  al  del  sello  respectivo.  En  la 
parte  resolutiva  de  este  fallo  se  omitió 
consignar  el  punto  que  aprecia  el  Juez  en 
su  tercer  “Considerando”  relativo  a de- 
jar abierto  el  procedimiento  contra  Vic- 
toria Ruiz. 

La  Sala  Jurisdiccional  conociendo  en 
virtud  de  apelación  interpuesta  itanto 
por  el  reo  como  por  su  defensor,  licencia- 
do Federico  Salazar,  tramitó  la  segunda 
Instancia  y con  fecha  veinticinco  de  Agos- 
to retropróximo,  confirmó  el  fallo  que 
acaba  de  relacionarse,  fundándose  para 
ello,  en  el  testimonio  de  la  esposa  del  in- 
terfecto corroborado  por  la  presunción 
humana  que  resulta  de  la  fuga  y oculta- 
ción del  reo  consecutivamente  a la  per- 
petración del  delito  y de  la  conducta  que 
observó  durante  la  substanciación  de  la 
causa. 

El  Procurador  de  la  Sala  2^  de  la  Corte 
de  Apelaciones  introdujo  contra  este  úl- 
timo pronunciamiento,  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  citando  como 
violados  los  artículos  568,  571,  573,  586  y 
583  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales. 

CONSIDERANDO:  Que  además  de  los 
indicios  en  que  funda  el  Tribunal  de 
2'í  Instancia  su  fallo,  existen  en  el  pro- 
ceso los  que  se  deducen  del  reconocimien- 
to que  en  rueda  de  presos  hicieron  Fran- 
cisco Monzón  y Emiliana  Aguilar,  de  ser 
Castillo  Mendoza  la  persona  que  el  año 
de  mil  novecientos  veintinueve,  les  alqui- 
laba una  barraca,  construida  en  el  sitio 
número  diez  de  la  Cuarenta  y Siete  Calle 
Poniente  del  Cantón  “La  Paz”;  y de  la  ac- 
titud que  asumió  Victoria  o Victorina  Ruiz 
al  ser  citada  por  la  Policía:  que  estando 
debidamente  establecidos  los  hechos  de  los 
cuales  se  derivan  las  presunciones,  siendo 
éstas  precisas,  graves  y concordantes  y co- 
rrespondiendo su  apreciación  a los  jueces, 
es  indudable  que  la  Sala  sentenciadora  no 
pudo  infringir  los  artículos  568,  y 571  del 
Código  de  Procedimientos  Penales. 


CONSIDERANDO:  Que  fundándose  la 
sentencia  recurrida,  como  ya  se  dijo,  en 
presunciones,  tampoco  pudieron  ser  vio- 
lados los  artículos  573,  583  y 586  del  Có- 
digo que  acaba  de  citarse,  que  contienen 
preceptos  relativos  al  valor  jurídico  de  la 
prueba  testimonial. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  de  conformidad  con  lo  prescrito 
por  los  artículos  601,  686  y 690  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  declara  impro- 
cedente el  recurso  interpuesto.  Notifique- 
se  y con  certificación  de  lo  resuelto,  de- 
vuélvanse los  antecedentes  al  Tribunal  de 
su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz  — Ante 
mi,  Alf.  Valle  Calvo. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  la  señora  María  Do- 
lores González  Contreras,  por  el  de- 
lito de  estafa  y hurto. 

Comete  delito  de  estafa  la  persona  que 
rehúsa  devolver  el  dinero  que  ha  re- 
cibido en  calidad  de  depósito. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala 
nueve  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación la  sentencia  pronunciada  el  veinti- 
séis de  Julio  del  corriente  año,  en  que  la 
Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 
al  revocar  el  fallo  del  Juez  Quinto  de 
Primera  Instancia  de  este  Departamento, 
absuelve  a María  Dolores  González  Con- 
treras del  cargo  de  hurto  que  se  le  for- 
muló. 

Del  estudio  de  los  autos  aparece  lo  que 
sigue:  Que  la  señorita  Jesús  Zúñiga  Pi- 
varal  se  presentó  con  fecha  veintidós  de 
Agosto  de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
ante  el  Juez  Cuarto  de  Paz  acusando  a la 
señora  González  de  Contreras  por  los  de- 
litos de  estafa  y hurto,  los  cuales  hace 
consistir  en  que  dicha  señora  ha  rehusado 
devolverle  cien  quetzales  y niega  haber 
recibido  la  referida  suma  en  calidad  de 
depósito.  Para  establecer  su  acción  acom- 
pañó el  documento  con  firma  legalizada 
que  obra  al  folio  dos  de  la  causa  y en  el 
que  la  señora  González  de  Contreras  de- 
clara que  recibió  de  la  señorita  Zúñiga 
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Pivaral,  en  depósito,  la  cantidad  que  aca- 
ba de  mencionarse,  para  guardarla  a su 
orden  comprometiéndose  a su  custodia 
para  cuando  la  depositante  la  reclame  es- 
tando bien  enterada  de  las  responsabili- 
aades  legales  concernientes  a los  deposi- 
tarios: también  presentó  ia  señorita  Zú- 
fiiga  Pivaral  el  acta  levantada  el  veinte  de 
Agosto  de  mil  novecientos  treinta  y uno 
en  el  Juzgado  Cuarto  de  Paz,  en  la  cual 
se  hizo  constar:  que  requerida  la  señora 
González  de  Contreras  para  la  devolución 
de  los  Cien  Quetzales  (Q.lOO)  manifestó 
no  poder  devolverlos  porque  nada  habla 
recibido  en  depósito.  Al  ser  interrogada 
por  el  Juez  Quinto  de  Primera  Instancia, 
María  Dolores  González  y Castillo,  reco- 
noció la  firma  que  puso  en  el  documento 
de  que  se  trata,  agregando  que  cuando  lo 
subscribió  no  se  lo  leyeron  ni  ella  se  en- 
teró de  su  contenido,  pues  la  señorita  Pi- 
varal era  su  intima  amiga  y le  dijo:  que 
asi,  en  cualquier  tiempo  podría  probar 
que  debia  esa  cantidad,  la  cual  habla  si- 
do invertida  en  los  gastos  hechos  con  mo- 
tivo de  la  enfermedad  de  su  difunto 
amante  José  Contreras:  pero  que  no  es 
cierto  que  haya  recibido  ese  dinero,  ni  que 
le  adeude  cantidad  alguna.  Braulio  Flo- 
res Berducido  y Andrés  Silva  Arévalo  re- 
fieren: el  primero,  que  a mediados  del 
mes  de  Diciembre  del  año  anterior  (mil 
novecientos  treinta)  en  una  cantina,  Je- 
sús Zúñiga  de  Pivaral  obligó  a María  Do- 
lores de  Contreras  a que  firmara  un  do- 
cumento en  papel  sellado,  lo  que  hizo  la 
última  de  dichas  personas  sin  haberlo 
leido  antes  y en  esos  momentos  la  Con- 
treras no  recibió  nada,  y el  segundo,  ma- 
nifiesta que  en  el  mes  y año  que  acaban 
de  mencionarse,  como  a las  tres  de  la  tar- 
de, llegó  a tomar  una  cerveza  a la  canti- 
na situada  en  la  diez  y ocho  calle  y Ave- 
nida Centro  América  y estando  alli  llegó 
una  señorita  morena  como  de  veintiséis 
años  de  edad,  de  grueso  y estatura  regu- 
lares, y calzada,  con  un  papel  sellado  y 
le  dijo  a la  Contreras  que  llevaba  el  do- 
cumento para  que  lo  firmara,  dicha  se- 
ñora lo  subscribió  sin  leerlo,  y no  vió  que 
hayan  entregado  algún  dinero.  Interro- 
gada la  señorita  Zúñiga  Pivaral  a petición 
de  la  enjuiciada  dijo:  que  entregó  el  di- 
nero, el  veintinueve  de  Noviembre  de  mil 
novecientos  treinta,  como  a las  tres  p.  m., 
en  el  dormitorio  de  su  casa,  situada  en  la 
Avenida  de  Centro  América  (Cantina  In- 
ternacional), dando  cinco  billetes  de  a 
veinte  quetzales  cada  uno,  no  se  fijó  pla- 
zo para  su  devolución  ni  interés. 


Llenados  los  trámites  correspondientes 
el  Juez  Quinto  de  Primera  Instancia  con 
fecha  dieciseis  de  Abril  del  corriente  año, 
condenó  a Maria  Dolores  González  de 
Contreras,  como  autora  del  delito  de  es- 
tafa, a un  año  de  arresto  mayor,  conmu- 
table en  su  totalidad  a razón  de  veinte 
centavos  de  quetzal  por  cada  dia:  y hace 
las  demás  declaraciones  pertinentes,  re- 
lativas al  abono  de  la  prisión  sufrida,  a 
las  responsabilidades  civiles  provenientes 
del  hecho  delictivo,  a la  reposición  del 
papel  empleado  en  la  causa  al  del  sello 
respectivo,  y al  lugar  donde  extinguirá 
la  condena. 

Esta  sentencia,  como  ya  se  dijo  fué  re- 
vocada por  la  Sala  jurisdiccional  absol- 
viéndose del  cargo  a la  enjuiciada. 

La  parte  acusadora,  con  auxilio  del  li- 
cenciado Luis  F.  Rosales  introdujo  con- 
tra este  último  pronunciamiento,  recurso 
extraordinario  de  casación  por  estimar 
que  fueron  infringidos  los  artículos  390 
inciso  49,  407  y 408  inciso  59  del  Código 
Penal:  570,  571  y 603  de  Procedimientos 
Penales. 

CONSIDERANDO:  Que  el  depósito  es 
un  contrato  real  “constituyendo  su  requi- 
sito característico  la  entrega  de  la  cosa  al 
depositario,  determinante  a su  vez  de  una 
de  las  causas  de  la  perfección”  de  aquel: 
que  en  el  caso  suh-judice,  si  bien  es  cierto 
que  no  se  dió  el  dinero  en  el  acto  de  firmar- 
se el  documento  de  fecha  quince  de  Diciem- 
bre de  mil  novecientos  treinta,  también  lo 
es  que  Dolores  González  de  Contreras  reco- 
noce en  la  obligación  que  subscribió,  ha- 
ber recibido  los  cien  quetzales,  y aunque 
al  ser  interrogada  dijo  que  el  referido 
contrato  era  simulado,  este  extremo  no  se 
encuentra,  establecido  en  autos,  y si  lo  es- 
tá, con  los  documentos  acompañados  al 
memorial  de  acusación,  la  existencia  del 
depósito  y el  hecho  de  que  la  González 
de  Contreras  ha  rehusado  devolverlo:  que 
de  lo  expuesto  se  deduce  que  dicha  se- 
ñora incurrió  en  la  responsabilidad  cri- 
minal que  fija  el  inciso  59  del  articulo  408 
del  Código  Penal:  y al  no  estimarlo  asi, 
el  Tribunal  de  segunda  Instancia  ha  in- 
fringido la  disposición  legal  que  acaba  de 
citarse,  por  lo  que  procede  casar  y anular 
el  fallo  que  se  examina  y proferir  el  que 
corresponde. 

POR  TANTO : La  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  conformidad  con  lo  estatuido  por 
los  artículos  29,  33,  63,  66,  93,  94, 407,  inciso 
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segundo  del  Código  Penal,  603,  604,  686  y 687 
de  Procedimientos  Penales;  29  del  Decre- 
to Legislativo  N9  1947  y 1948  Código  Ci- 
vil, CASA  y ANULA  la  sentencia  recurrida  y 
fallando  sobre  lo  principal  declara:  que 
María  Dolores  González  de  Contreras  es 
leo  de  estafa  por  cuyo  delito  le  impone 
la  pena  de  un  año  de  arresto  mayor,  con- 
mutable en  su  totalidad,  a razón  de  vein- 
te centavos  de  quetzal  por  cada  dia,  que 
con  abono  del  tiempo  padecido  purgará 
en  el  establecimiento  penal  de  su  sexo; 
la  obliga  al  pago  de  las  responsabilidades 
civiles  provenientes  del  hecho  delictuoso 
que  cometió  y a la  reposición  del  papel 
empleado  en  la  causa  al  del  sello  respec- 
tivo. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  antece- 
dentes con  certificación  de  lo  resuelto  al 
Tribunal  de  su  procedencia. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — J.  C.  Martínez.  Perales  — 
Ante  mí,  Juan  Fernández  C. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  María  Isidra  Hernán- 
dez, Hilarión  Sagastume  Sandoval, 
Clorinda  Flores,  Betzabelia  y Elena 
Palma,  por  el  delito  de  hurto. 

Para  apreciar  la  circunstancia  agravante 
de  abuso  de  confianza,  es  preciso  que 
exista  una  persona  que  disfrute  de 
aquella,  y otra  que  la  conceda. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la, dieciocho  de  Octubre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  más  adelante  se  re- 
latará pronunciada  en  el  proceso  instrui- 
do contra  María  Isidra  Hernández,  Hila- 
rión Sagastume  Sandoval,  Clorinda  Flo- 
res, Betzabelia  y Elena  Palma  por  hurto. 

RESULTA  del  estudio  de  la  causa  lo  que 
sigue:  Federico  Urrutia  a las  dos  de  la 
mañana  del  veinticinco  de  Abril  retro- 
próximo, se  presentó  ante  el  Juez  de  Paz 
de  Chaparrón  manifestando:  que  su  sir- 
vienta María  Isidra  Hernández  y Clorin- 
da Flores  tenían  ocultos  en  una  troj  de 
maíz:  un  traje  de  seda  artificial  color  de 
rosa  tierno,  otro  lila,  de  etamina,  dos 


combinaciones  de  algodón,  una  combina- 
ción sucia  de  manta,  dos  vestidos  usados 
y un  corte  de  seda  artificial;  y que  todas 
estas  cosas  se  las  habían  robado  de  la 
tienda  de  Leonor  U.  de  Sandoval. 

El  Juez  de  Paz  se  constituyó  en  las  ca- 
sas de  María  Hernández,  Francisca  Pal- 
ma y Rosario  Sandoval  habiendo  recogi- 
do las  cosas  que  se  enumeran  en  la  dili- 
gencia respectiva,  que  obra  al  folio  cua- 
tro de  la  pieza  de  primera  instancia,  y las 
cuales  fueron  valoradas  en  su  oportuni- 
dad en  cinco  quetzales  y veinticinco  cen- 
tavos de  la  misma  moneda. 

Leonor  U.  de  Sandoval  manifestó  que 
las  cosas  que  se  le  ponían  a la  vista  eran 
de  su  tienda;  que  habían  extraído  un  cor- 
te de  flores  rojas  y confeccionaron  un 
traje. 

La  señora  de  Sandoval  probó  la  propie- 
dad y preexistencia  de  lo  hurtado  con  el 
testimonio  de  las  personas  que  declara- 
ron sobre  este  particular. 

Clorinda  Flores,  hija  de  casa  de  doña 
Leonor,  refiere  que  María  Hernández  y 
Elena  Palma  llegaban  a la  tienda  muy 
temprano  y la  instaban  para  que  les  en- 
tregara cosas,  a la  primera  le  dió  un  cor- 
te rosado  de  seda  artificial,  uno  rosa  tier- 
no de  la  misma  clase  de  seda,  uno  de  eta- 
mina lila,  cuatro  combinaciones,  una  com- 
binación de  manta,  un  par  de  zapatos 
amariilos  de  hombre  y doscientos  doce 
pesos  billetes  de  los  antiguos  Bancos;  y 
a la  Palma  le  entregó:  un  traje  de  flores, 
otro  morado  tierno  de  etamina,  un  corte 
rosado  de  seda  artificial,  tres  mantos  de 
merino,  uno  de  seda  artificial,  tres  varas 
de  indiana,  un  par  de  zapatillas  de  cha- 
rol, dos  pares  de  medias,  uno  chiltote  y 
otro  lila,  y varias  libras  de  dulces,  sal  y 
café. 

Con  posterioridad  la  Flores  manifestó 
que  no  ratificaba  su  anterior  declara- 
ción, porque  momentos  antes  de  presen- 
tarse al  Juzgado,  Federico  Urrutia,  doña 
leonor  y Refugio  Ramos  le  habían  pe- 
gado con  una  vara  de  medir  y un  lazo 
obligándola  a declarar;  que  a María  Isi- 
dra Hernández  le  regaló  una  combina- 
ción de  manta  sucia  y cinco  “manojitos” 
de  cigarrillos  que  tomó  de  una  lata  de 
la  tienda  de  doña  Leonor  de  Urrutia;  y a 
Elena  Palma  le  obsequió  un  corte  rosado 
de  seda,  artificial,  como  de  cuatro  varas, 
que  sacó  de  la  misma  tienda  y se  lo  dió 
para  que  hiciera  vestidos  de  muñeca. 

María  Isidra  Hernández  dijo  que  estaba 
de  sirvienta  en  casa  de  los  esposos  J.  Fe- 
derico Urrutia  S.,  y doña  Beatriz  P.  de 
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Urrutia;  que  doña  Leonor  U.  de  Sando- 
val  es  dueña  de  una  tienda  y vive  en  una 
pieza  contigua  a la  que  habita  dicho. ma- 
trimonio; que  ella  (la  Hernández)  habla 
ocultado  en  una  troj  las  cosas  que  enu- 
mera en  su  declaración  de  folios  quince 
de  autos,  las  cuales  le  obsequió  su  aman- 
te Hilarión  Sagastume;  Clorinda  Flores 
le  regaló  una  combinación  de  manta  y 
ocho  dias  más  tarde  le  obsequió  cinco  pe- 
sos de  cigarrillos. 

Hilarión  Sagastume  negó  lo  afirmado 
por  su  concubina  y refiere  que  fué  sir- 
viente del  señor  Urrutia  y entonces  culti- 
vó relaciones  amorosas  con  Maria  Isi- 
dra,  hasta  que  las  rompieron  en  el  mes 
de  Diciembre  de  mil  novecientos  treinta 
y uno,  a causa  de  que  su  amante  cedió 
a los  galanteos  de  Encarnación  Hernán- 
dez. 

Elena  Palma  declaró  la  primera  vez, 
que  Clorinda  Flores  le  habla  obsequiado 
los  vestidos  que  tenia  en  su  poder,  ha- 
biéndole ella  (Elena)  dado  uno  de  flo- 
res rojas  a su  hermana  Berzabelia;  más 
tarde  modificó  su  deposición,  diciendo 
que  los  trajes  de  referencia  los  compró  su 
mamá,  Francisca  Palma,  en  El  Progreso 
y le  dió  uno  a ella  (Elena)  y otro  a su 
mencionada  hermana;  y Clorinda  le  ob- 
sequió un  corte  rosado  para  confeccionar 
vestidos  de  muñeca. 

Berzabelia  Palma  se  produjo  en  los 
mismos  términos  que  su  hermana  Elena, 
acerca  de  la  procedencia  de  los  trajes  ya 
mencionados,  los  cuales  asegura  dejaron 
en  casa  de  Herminia  Palma,  por  haberse 
cambiado  alli  sus  vestidos  con  motivo  de 
una  fiesta  que  se  celebraba. 

Herminia  Palma  declaró  que  el  sábado 
de  Gloria  se  habla  efectuado  un  baile  en 
su  morada  y sus  hermanas  dejaron  alli 
sus  trajes.  Jesús  Sandoval  refiere  que 
María  Isidra  Hernández  le  dió  un  par  de 
zapatos  de  hombre  amarillos,  los  cuales 
guardó  en  su  casa. 

Los  expertos  nombrados  para  determi- 
nar acerca  de  si  los  menores  Jesús  San- 
doval, Clorinda  Flores  y Elena  Palma 
obraron  con  discernimiento  suficiente  al 
llevar  a cabo  los  hechos  que  se  les  impu- 
tan, dictaminaron  en  sentido  afirmativo 
con  respecto  al  primero  y negativamen- 
te en  cuanto  a los  segundos. 

Al  proceso  fueron  agregadas  las  parti- 
das de  nacimiento  de  Maria  Elena  Pal- 
ma, Maria  Florinda  Flores  y Jesús  San- 
doval, quienes  según  dichos  documentos, 
aparece  que  son  mayores  de  diez  años  y 
menores  de  quince. 


Obra  también  en  la  causa  (folio  treinta 
y seis)  un  pedazo  de  papel  suscrito  por 
Hilarión  Sagastume  en  el  cual  expresa 
dicho  sujeto,  que  le  han  referido  que  Clo- 
rinda sacó  seis  vestidos,  y le  dió  tres  a 
Maria  y que  él  (Sagastume)  compró  tres 
trajes. 

Al  ser  examinado  nuevamente  Sagas- 
tume manifestó:  que  escribió  de  su  puño 
y letra  el  papel  de  referencia,  es  suya  la 
firma  que  se  encuentra  al  pie  y lo  dirigió 
a doña  Leonor  U.  de  Sandoval,  pero  lo  hi- 
zo accediendo  a los  reiterados  ruegos  de 
Maria  Isidra  Hernández,  quien  en  esos 
dias  era  su  “querida”,  y también  por 
“inocencia”,  pero  no  es  cierto  que  le  haya 
comprado  y obsequiado  vestidos  a la  Her- 
nández.. 

El  Juez  de  Primera  Instancia  de  Jala- 
pa, después  de  substanciar  el  proceso,  con 
fecha  diez  y seis  de  Julio  del  corriente  año, 
le  dió  fin  declarando:  19  que  Maria  Isidra 
Hernández  es  reo  de  hurto,  delito  por  el 
cual  le  impone  la  pena  de  seis  meses  de 
arresto  mayor,  inconmutables  que  deberá 
extinguir  en  las  cárceles  de  mujeres  de 
aquella  cabecera,  le  abona  la  prisión  su- 
frida, dejándola  afecta  al  pago  de  las  res- 
ponsabilidades civiles  provenientes  del 
hecho  delictivo;  y por  su  notoria  pobreza 
la  exonera  de  la  reposición  del  papel  em- 
pleado en  la  causa  al  del  sello  respectivo; 
y 29  absueive  del  cargo:  a Hilarión  Sagas- 
tume y Berzabelia  Palma  por  falta  de 
prueba  plena  y a Florinda  Fiores  y Elena 
Palma  por  estar  exentas  de  responsabili- 
dad criminal. 

El  diez  de  Agosto  retropróximo,  la 
Sala  Quinta  de  ia  Corte  de  Apelaciones 
conociendo  en  grado  del  fallo  anterior,  lo 
confirmó  en  todas  sus  partes.  María  Isidra 
Hernández,  auxiliada  por  el  Abogado  don 
Lázaro  Valdés,  introdujo  contra  este  úl- 
timo pronunciamiento  recurso  de  casación, 
denunciando  como  infrigidos  los  Artículos 
22  inciso  89  dei  Código  Penal;  568,  571  y 
729  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  Que  los  artículos 
568,  571  y 729  no  fueron  infringidos,  porque 
si  bien  es  cierto  que  María  Isidra  Her- 
nández no  confesó  su  deiito,  también  lo  es 
que  en  el  proceso  existe  prueba  plena  para 
fundar  un  fallo  condenatorio,  la  cual  está 
constituida  por  las  presunciones  humanas 
que  se  derivan:  del  dicho  de  Clorinda  Flo- 
res, quien  desde  un  principio  dijo  que  la 
Hernández  en  compañía  de  Elena  Palma 
llegaban  a la  tienda  de  la  señora  de  San- 
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doval  a pedirle  cosas,  las  cuales  en  su 
oportunidad  reconoció  dicha  señora,  es- 
tableciendo a la  vez  su  propiedad  y 
preexistencia;  de  la  denuncia  hecha  por 
Federico  Urrutia  de  que  tales  cosas  las 
tenia  ocultas  Maria  Isidra,  hecho  que  ésta 
dijo  ser  cierto,  pero  trató  de  exculparse 
manifestando  que  se  las  había  obsequiado 
su  amante  Hilarión  Sagastume,  sujeto 
que  negó  esa  especie;  y del  hecho  de  ha- 
berse evidenciado  la  denuncia  cuando  se 
recogieron  a María  Hernández,  Elena  y 
Herminia  Palma  y Jesús  Sandoval  las  co- 
sas que  tenían  en  su  poder, 

CONSIDERANDO:  Que  en  el  caso  siib- 
júdice  no  concurre  la  circunstancia  agra- 
vante a que  se  refiere  el  inciso  8"?  del  Arti- 
culo 22  del  Código  Penal,  pues  para  que 
ésta  exista  es  indispensable  que  haya  una 
persona  que  disfrute  de  la  confianza  y 
otra  la  conceda,  lo  cual  no  está  probado,  ya 
que  Maria  Isidra  Hernández  no  era  sir- 
vienta de  la  señora  Sandoval,  cuando  co- 
metió el  delito  ni  hay  hechos  que  paten- 
ticen esa  confianza,  toda  vez  que  en  ma- 
nera alguna  debe  reputarse  como  tal,  el 
haber  estado  situada  la  tienda  en  la  mis- 
ma casa  donde  la  enjuiciada  prestaba  sus 
servicios  a persona  distinta  de  la  que 
resultó  damnificada;  y en  el  caso  de  ha- 
berse establecido  que  la  delincuente  era 
sirvienta  de  la  señora  Sandoval  o habla 
delinquido  con  grave  abuso  de  confianza, 
no  seria  la  circunstancia  agravante  que 
invoca  la  recurrente,  la  aplicable,  sino  la 
señalada  por  el  inciso  primero  del  Articu- 
lo 393  del  Código  Penal,  pues  entonces 
dicha  circunstancia,  por  ser  especial,  po- 
dría contribuir  a cualificar  los  hechos, 

CONSIDERANDO:  Que  las  circunstan- 
cias de  atenuación  y agravación  de  la  pena, 
que  a juicio  del  Tribunal  sentenciador 
existían,  fueron  compensadas  por  el  mis- 
mo, aplicando  a la  enjuiciada,  según  la 
própia  Sala  lo  dice  al  final  de  su  segundo 
“Considerando”,  la  pena  asignada  al  deli- 
to cometido  sin  las  circunstacias  que  al 
principio  acaban  de  mencionarse;  y en  ese 
concepto  tampoco  puede  estimarse  como 
violado  el  inciso  octavo  del  articulo  vein- 
tidós del  Código  Penal, 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia  con  fundamento  de  lo  prescrito 
por  ios  Artículos  686  y 690  del  Código  de 
Procedimientos  Penales  declara  improce- 
dente el  recurso  interpuesto  e impone  a 
Maria  Isidra  Hernández,  quince  días  de 
arresto,  conmutables  a razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  diarios. 


Notifiquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto  devuélvanse  los  autos  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — • José  Serrano  Muñoz  — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.” 


CRIMINAL 

JUICIO:  contra  Rafael  Carrera  y Compa- 
ñeros, por  los  delitos  de  hurto  y hur- 
to de  semovientes. 

Solamente  se  puede  infligir  pena  al  enjui- 
ciado, cuando  esté  probada  de  una  ma- 
nera plena  su  culpabilidad  y estable- 
cido el  cuerpo  del  delito. 


“Corte  Suprema  de  Justicia,  Guate- 
mala, ocho  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de 
casación  y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  adelante  se  relatará, 
proferida  en  la  causa  que  por  hurto  y hur- 
to de  semovientes  se  ha  seguido  contra 
Rafael  Carrera  y compañeros. 

Del  estudio  de  los  autos  resulta  lo  que 
sigue:  José  Daniel  Córdova  con  fecha 
veintiocho  de  Agosto  de  mil  novecientos 
veintiocho,  se  presentó  ante  el  Juez  de  !?• 
Instancia  de  Suchitepéquez  manifestan- 
do: que  su  finca  “La  Unión”,  situada  en  ju- 
risdicción de  San  Lorenzo,  la  había  deja- 
do al  cuidado  de  Cruz  Apolonio  y en  ella 
tenía  sesenta  cabezas  de  ganado  vacuno 
y doce  de  caballar  y el  dia  anterior  (vein- 
tisiete de  Agosto)  que  llegó  a la  mencio- 
nada propiedad,  su  mayordono  le  informó 
que  haría  como  quince  dias,  el  Adminis- 
trador de  la  finca  ‘‘Las  Chapinas”,  Rafael 
Pérez  y el  vaquero  de  la  misma,  Pascual 
Alvarez,  acompañados  de  otros  indivi- 
duos llegaron  a “La  Unión”  manifestando 
que  don  Francisco  Mejia  había  comprado 
esta  finca  y tenían  orden  de  dicho  señor 
de  recoger  todo  el  ganado,  que  su  mayor- 
domo en  la  creencia  de  que  era  cierto  lo 
que  le  decían  permitió  que  los  menciona- 
dos individuos  se  llevaran  todo  el  ganado 
entre  el  cual  sacaron  también  una  muía 
americana  valorada  en  ochocientos  dóla- 
res, posteriormente  se  llevaron  tres  pacas 
de  costales  nuevos,  una  piedra  de  moler, 
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una  almohada  y un  saco  lleno  de  algodón, 
que  el  ganado  lo  ventearon  con  un  fierro 
que  sin  duda  se  llevaron  y también  fué 
marcado  con  el  del  señor  Mejía  dueño  de 
la  finía  “Las  Chapinas”;  y el  ganado  y las 
demás  cosas  que  sacaron  las  estima  en 
cuatro  mil  dólares.  Cruz  Apolonio  declaró 
que  haría  quince  días,  poco  más  o menos, 
como  a las  doce  m.  llegaron  a la  finca  “La 
Unión”,  Rafael  N.  Administrador  de  “Las 
Chapinas”,  Pascual  Alvarez,  Antonio  N.  Se. 
bastián  N.,  Eulalio  N.  y Esteban  N.,  quie- 
nes le  dijeron  que  Francisco  Mejía,  dueño 
de  la  última  finca  que  acaba  de  mencio- 
narse habla  comprado  “La  Unión”  y por 
consiguiente,  de  orden  del  señor  Mejía 
iban  a sacar  todo  el  ganado  para  pasarlo 
a su  otra  finca;  creyendo  que  era  cierto  lo 
que  le  decían  dejó  que  sacaran  como  cin- 
cuenta cabezas  de  ganado,  tres  pacas  de 
costales  nuevos  y un  bulto  de  algodón  de 
corcho:  que  todo  este  ganado  lo  ventearon 
y supone  que  el  fierro  de  su  patrón  se 
quedó  en  “Las  Chapinas”,  pues  esta  pro- 
piedad, anteriormente  pertenecía  a Cór- 
dova;  y que  Manuel  Vásquez  presenció 
cuando  sacaron  el  ganado  de  ‘ La  Unión”. 
Con  posterioridad,  Apolonio  se  presentó 
voluntariamente  a manifestar  que  su  pa- 
trón es  don  Francisco  Mejía,  quien  le  pa- 
gaba sueldo  para  que  cuidara  el  ganado 
que  tenía  en  “La  Unión”  y Rafael  Pérez 
Administrador  de  “Las  Chapinas”,  le  dió 
el  cargo  de  guardián  de  aquellos  semovien- 
tes los  cuales  se  llevaron  después  a esta 
finca;  y que  cuando  había  dado  su  prime- 
ra declaración  se  equivocó  al  decir  que 
Córdova  era  su  patrón.  Mánuei  vásquez 
dijo:  que  vió  cuando  sacaron  el  ganado  de 
“La  Unión”,  para  llevarlo  a “Las  Chapi- 
nas”: que  le  consta  que  Cruz  Apolonio  era 
el  guardián  de  dichos  semovientes,  su 
sueldo  lo  pagaba  “La  segunda  de  las  fin- 
cas mencionadas”  y don  Daniel  Córdova, 
su  patrón  (de  Vásquez)  tenía  conocimien- 
to de  ello.  Rafael  Pérez  Vaquero  al  ser 
interrogado  dijo:  que  llegó  a la  finca  “La 
Unión”  en  compañía  de  Pascual  Alvarez, 
Sebastián  y Eulalio  Sanan  y Antonio  Chá- 
vez,  reunieron  cuarenta  y una  cabezas  de 
ganado  vacuno  entre  grandes  y pequeños, 
dos  yeguas,  dos  potros  y un  caballo,  se  lo 
llevaron  a “Las  Chapinas”,  en  virtud  de 
orden  verbal  que  le  dió  Rafael  Carrera, 
quien  es  uno  de  los  socios  y a su  presencia 
y por  mandato  de  dicho  señor  fueron  mar- 
cados los  semovientes;  y que  también  sa- 
caron de  esa  finca  tres  pacas  de  costales 
y una  piedra  de  moler,  habiendo  deja.do 
cinco  bultos  de  costales  que  pertenecen  a 
“Las  Chapinas”;  pero  no  llevaron  corcho. 


Interrogados  Pascual  Alvarez,  Eulalio 
Sanan,  Antonio  Chávez,  Sebastián  Sanan 
y Rafael  Carrera  Castillo,  corroboraron  lo 
manifestado  por  Pérez  a excepción  de  lo 
que  dice  dicho  sujeto,  acerca  de  los  cinco 
bultos  de  costales  y de  que  Chávez  mani- 
festó que  se  había  enterado  que  los  sacos 
eran  de  la  fhrca,  porque  se  lo  dijo  el  Ad- 
ministrador y Carrera  agregó  que  proce- 
dió en  lo  forma  que  lo  hizo  en  virtud  de 
las  instrucciones  que  le  comunicó  el  señor 
Mejía  en  una  carta  poder  para  que  prac- 
ticara inventario  del  ganado  que  le  había 
comprado  a José  Daniel  Córdova.  En  el 
proceso  obran  certificadas  la  carta  de  re- 
ferenc’a  y la  escritura  de  compra  venta 
de  la  finca  “Las  Chapinas”,  autorizada  en 
la  ciudad  de  Guatemala,  el  veintiocho  de 
Abril  de  mil  novecientos  veintiocho  por  el 
Notario  Max  Cifuentes  M.,  y en  la  cual 
consta  que  don  J.  Daniel  Córdova  vendió 
a don  Francisco  Mejía  el  referido  inmue- 
ble, incluyéndose  en  el  cont  ato  cien  ca- 
bezas de  ganado  de  crianza,  pequeños  y 
grandes,  habiendo  quedado  Mejía  en  po- 
sesión de  la  hacienda. 

Cruz  Apolonio  amplió  su  declaración 
manifestando:  que  de  la  finca  “La  Unión”, 
sacaron  de  orden  de  Rafael  Pérez,  cua- 
renta y una  cabezas  de  ganado  vacuno  y 
cinco  de  caballar,  semovientes  que  se  en- 
contraban en  la  finca  “Valle  de  Candela- 
ria”, que  forma  parte  de  la  Hacienda  Cho- 
colá,  la  cual  está  a cargo  de  don  Federico 
Camey.  Jaime  Camey  hijo  de  don  Fede- 
rico del  mismo  apellido,  administrador  de 
la  primera  de  las  fincas  que  acaban  de 
mencionarse,  dijo:  que  en  el  mes  de  Oc- 
tubre del  año  de  mil  novecientos  veintio- 
cho, habían  llevado  a la  finca  ‘ Valle  de 
Candelaria”  noventa  reses  y nueve  bestias 
que  fueron  sacadas  de  “Las  Chapinas”,  por 
haberlas  comprado  don  Enrique  Kumerf- 
feld.  Este  señor  dijo  ser  administrador  de 
la  hacienda  Chocolá  y que  en  el  mes  de 
Octubre  del  año  citado  anteriormente,  le 
compró  a don  Francisco  Mejía  como  cien 
cabezas  de  ganado  entre  vacuno  y caba- 
llar, estos  semovientes  se  encontraban  en 
la  finca  “Las  Chapinas”  de  donde  fueron 
trasladados  a “Valle  de  Candelaria”,  finca 
que  forma  parte  de  Chocolá  y algo  par- 
te de  ese  ganado  aún  estaba  en  la  primera 
de  dichas  propiedades. 

Celestina  Ayala  de  Apolonio  dijo:  que 
en  el  mes  de  Septiembre  de  mil  novecien- 
tos veintiocho,  estando  sola  en  su  casa  si- 
tuada en  la  finca  “La  Unión”,  pertene- 
ciente a don  Daniel  Córdova,  llegó  el  arrie- 
ro Manuel  Lima  a decirle:  que  Rafael  Pé- 
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rez,  administrador  de  “Las  Chapinas” 
(propiedad  también  de  Córdova),  lo  man- 
daba a recoger  cinco  pacas  de  costales,  los 
cuales  le  entregó,  que  a los  pocos  días  don 
Rafael  se  llevó  dos  sillas  de  montar,  un 
aparejo  viejo  y un  bultito  de  algodón,  todo 
lo  cual  le  entregó  su  mencionado  esposo, 
ignorante  éste  y ella  (la  Ayala)  que  Pérez 
obraba  de  mala  fe.  En  idénticos  términos 
se  produjo  Cruz  Apolonio,  Martin  Vásquez 
y Cruz  Apolonio;  declaran  que  Francisco 
Mejía  le  pagaba  a Apolonio  para  que  cui- 
dara el  ganado  que  tenia  en  ‘ La  Unión”. 

Ranulfo  Rodríguez  dijo:  que  sabe  que 
Daniel  Córdova  es  dueño  de  la  finca  “La 
Unión”  y también  lo  fué  de  la  denomina- 
da “Las  Chapinas”  y que  en  la  primera 
tenia  dicho  señor  unas  cabezas  de  gana- 
do. El  licenciado  don  Adalberto  Aguilar 
Fuentes  dijo:  que  cuando  vendió  la  finca 
“La  Unión”  a don  Daniel  Córdova  se  inclu- 
yeron en  el  contrato  algunas  cabezas  de 
ganado  vacuno  y caballar,  cuyo  número  no 
podría  precisar  por  no  recordarlo  exacta- 
mente. 

Ricardo  Dávila  y Esteban  Mejia  decla- 
ran: el  primero,  que  le  compró  a Daniel 
Córdova,  en  “Las  Chapinas”,  una  man- 
cuerna de  ganado  gordo,  marcado  con  las 
iniciales  D.  J.  C.,  y que  el  fierro  que  se  le 
ponia  a la  vista  es  el  mismo  con  que  fue- 
ron marcados  los  animales  que  compró:  y 
el  segundo  dijo  que  le  compró  a Córdova, 
doce  cabezas  de  ganado  para  destace, 
marcado  todo  con  el  fierro  M.  D.,  de  don 
Mauro  de  León,  antiguo  dueño  de  “Las 
Chapinas”,  que  estos  semovientes  tenian 
en  el  brazuelo  izquierdo  otra  marca,  pero 
no  recuerda  exactamente  cómo  era,  ra- 
zón por  la  cual  tampoco  puede  asegurar 
que  los  animales  de  referencia  hayan  es- 
tado herrados  con  el  fierro  que  se  le  ponia 
a la  vista. 

Lucerina  Castañeda  de  Pérez  Vaquero 
respondió  afirmativamente  a cada  una  de 
las  preguntas  que  contiene  el  interrogato- 
rio que  obra  al  folio  ciento  noventa  y cua- 
tro de  la  causa  y las  cuales  se  refieren:  IP 
a que  la  interrogada  en  el  mes  de  Agosto 
de  mil  novecientos  veintiocho,  risidia  en 
‘‘Las  Chapinas”,  por  ser  la  esposa  de  Ra- 
fael Pérez  Vaquero,  administrador  de  di- 
cha finca;  2P  que  en  ese  mes  (Agosto)  lle- 
gó Carrera  a “Las  Chapinas”,  en  unión  de 
Simón  Garcia  con  una  carta  poder  de  don 
Francisco  Mejia  para  inventariar  y reco- 
ger todo  el  ganado  existente;  3P  que  al 
preguntarle  Carrera  a Pérez,  dónde  se  en- 
contraba todo  el  ganado,  éste  le  respondió 


que  una  parte  estaba  en  “Las  Chapinas”  y 
cuarenta  y una  cabezas  de  ganado  vacuno 
y cuatro  de  caballar  en  los  potreros  de  “La 
Unión”,  propiedad  de  don  Daniel  Córdova, 
antiguo  propietario  de  “Las  Chapinas”,  al 
cuidado  de  Cruz  Apolonio;  4P  que  Carrera 
ordenó  a Pérez  Vaquero  que  con  los  mozos 
de  la  finca,  fuera  a “La  Unión”  a traer  el 
ganado  de  Mejia;  5P  que  Pérez  Vaquero  le 
entregaba  todos  los  dias  al  guardián  Cruz 
Apolonio,  creolina  y sal  para  el  ganado;  6P 
que  su  esposo  iba  casi  todos  los  dias  a ver 
ese  ganado  y le  pagaba  a Apolonio  seis- 
cientos pesos  mensuales  por  cuenta  de 
Francisco  Mejia:  que  Pérez  Vaquero  le 
compró  a la  querida  o esposa  de  Daniel 
Córdova,  una  docena  de  gallinas,  dos  pa- 
vos y una  perra. 

Simón  García  al  ser  examinado  de 
conformidad  con  el  interrogatorio  que  co- 
rre al  folio  ciento  noventa  y siete  del  pro- 
ceso, respondió  de  una  manera  afirmativa 
a cada  una  de  las  preguntas  contenidas  en 
el  pliego  aludido  y las  cuales  se  refieren: 

a que  en  el  mes  de  Agosto  de  mil  nove- 
cientos veintiocho.  García  llegó  en  unión 
de  Rafael  Carrera  a “Las  Chapinas”  con 
el  objeto  de  comprar  madera  y como  Ca- 
rrera no  conocía  el  camino  que  conduce  a 
dicha  finca,  el  primero  le  sirvió  de  guía; 
2P  que  Carrera  iba  a inventariar  el  gana- 
do perteneciente  a Mejia  y para  ese  efecto 
le  habló  al  administrador  de  la  finca,  Ra- 
fael Pérez  Vaquero  y le  enseñó  una  carta 
poder  de  Mejia  preguntándole  dónde  se 
encontraba  todo  el  ganado;  39  que  cua- 
renta y una  cabezas  de  ganado  vacuno  y 
cuatro  de  caballar  se  encontraban  en  ‘‘La 
Unión”,  al  cuidado  de  Cruz  Apolonio  por 
no  encontrarse  en  buen  estado  los  potre- 
ros de  “Las  Chapinas”;  49  que  Carrera  in- 
dicó a Pérez  Vaquero  que  era  indispensa- 
ble reunir  todo  el  ganado  para  poder  prac- 
ticar el  inventario;  59  que  Carrera  se  li- 
mitó a dar  la  referida  orden  al  administra- 
dor de  “Las  Chapinas”,  y que  en  esta  finca 
quedaron  todos  los  semovientes  a disposi- 
ción de  Francisco  Mejia. 

En  los  autos  obran  los  documentos  que 
a continuación  se  expresan:  a)  testimo- 
nio de  la  escritura  pública  número  ciento 
ochenta  y seis,  autorizada  en  la  ciudad  de 
Guatemala  a veinte  de  Septiembre  de  mil 
novecientos  veintinueve  por  el  Notario 
Max  Cifuentes  Monzón  en  la  que  consta 
que  por  el  precio  de  cuatro  mil  pesos  oto 
americano,  vende  don  Daniel  Córdova  a 
don  Francisco  Sandoval  un  crédito  que 
don  Francisco  Mejia  le  reconoció  a Cór- 
dova por  la  mencionada  suma,  valor  de  un 
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lote  de  ganado  vacuno  y caballar,  que  di- 
cho señor  por  medio  de  su  apoderado  don 
Rafael  Carrera  extrajo  de  la  finca  de  su 
propiedad  denominada  “La  Unión’’,  ubica- 
da en  San  Lorenzo,  Departamento  de  Sa- 
catepéquez;  esta  deuda  la  reconoció  el  se- 
ñor Mejia,  en  la  escritura  pública  autori- 
zada en  la  ciudad  de  Guatemaia  por  el 
Notario  don  Julio  E.  López,, ei  dieciseis  de 
Juiio  de  mil  novecientos  veintinueve;  b) 
dos  cartas  con  firma  legalizada,  en  la  pri- 
mera, don  Francisco  Mejia  ie  manifiesta 
a Rafael  Carrera,  entre  otras  cosas,  que  lo 
autoriza  para  que  venda  el  ganado  de  la 
finca  “Las  Chapinas”,  y en  la  segunda, 
doña  Natalia  Pivaral  de  Mejia  le  expresa 
al  señor  Carrera  que  recuerda  que  su  es- 
poso Francisco  Mejia,  ei  año  de  mil  nove- 
cientos veintiocho,  le  confirió  poder  para 
que  practicara  un  minucioso  inventario 
del  ganado,  útiles  y demás  cosas  de  su 
finca  “Las  Chapinas”,  que  ese  año  había 
comprado  a Córdova,  incluyendo  cien  ca- 
bezas de  ganado;  que  asi  mismo  recuerda 
que  su  marido  le  indicó  a él  (Carrera)  que 
Córdova  entregó  una  parte  de  los  semo- 
vientes en  “Las  Chapnias”  f la  otra  en  la 
finca  “La  Unión”,  propiedad  del  mismo  se- 
ñor Córdova,  y que  había  ordenado  a su 
administrador,  que  mientras  era  posible 
trasladar  todos  los  animales  a los  potre- 
ros de  “Las  Chapinas”,  pagara  a un  guar- 
dián que  permaneciera  en  “La  Unión”  el 
tiempo  necesario,  y Mejia  lo  dejaba  a él 
(Carrera)  en  libertad,  a fin  de  que  pudie- 
ra dar  las  órdenes  consiguientes  a Pérez 
Vaquero  para  hacer  un  inventario  exacto; 
y copia  certificada  de  lo  conducente  de  la 
sentencia  condenatoria  pronunciada  por  el 
Juez  de  Primera  Instancia  de  Mazatenan- 
go  en  el  proceso  instruido  contra  Daniel 
Córdova  por  estafa  a Miguel  Robles,  Euse- 
bio  Chan  y Cástulo  Illescas. 

El  experto  nombrado  para  el  efecto, 
valoró  el  ganado  en  la  suma  de  novecien- 
tos quetzales.  Al  proceso  se  acumularon 
las  diligencias  iniciales  a solicitud  de  Cruz 
Apolonio  con  fecha  veinte  de  Marzo  de  mil 
novecientos  treinta,  en  el  Juzgado  de 
Instancia  de  Suchitepéquez,  contra  Rafael 
Pérez  por  hurto  de  las  cosas  a que  se  re- 
fieren Apolonio  y su  esposa  Celestina 
Ayala,  tanto  en  sus  declaraciones  que 
obran  en  los  folios  ciento  y ciento  uno  del 
proceso,  como  en  las  que  dieron  con  fecha 
trece  de  Marzo  (1932)  folios  cincuenta  y 
cinco  y cincuenta  y seis. 


El  veinticinco  de  Julio  del  corriente 
año,  el  Juez  de  Instancia  de  Suchite- 
péquez, le  dió  fin  a la  causa  declarando: 
19  que  Rafael  Carrera  Castillo  es  reo  del 
delito  de  hurto  de  semovientes  por  el  cual 
le  impone  ia  pena  de  tres  años  de  prisión 
correccional,  que  con  abono  de  la  sufrida 
purgará  en  la  Penitenciaria  del  Centro: 
le  suspende  en  el  ej  ercicio  de  sus  derechos 
políticos  durante  el  tiempo  de  la  condena: 
lo  deja  afecto  a las  responsabilidades  ci- 
viles provenientes  del  hecho  delictuoso:  le 
permite  conmutar  las  dos  terceras  partes 
de  la  pena,  a razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  diarios:  y lo  obliga  al  pago  del  pa- 
pel empleado  en  la  causa:  29  lo  absuelve 
del  cargo  que  por  el  delito  de  hurto  se  le 
formuló;  y 39  deja  abierto  el  procedimien- 
to contra  Rafael  Pérez,  Pascual  Alvarez, 
Antonio  Chávez,  Eulalio  Sanan,  Sebastián 
Sanan  y Francisco  Mejia. 

La  Sala  6»  de  la  Corte  de  Apelaciones 
conociendo  en  grado  del  fallo  de  Ins- 
tancia, con  fecha  veinte  y seis  de  Agosto 
retropróximo,  lo  confirmó  con  la  modifi- 
cación de  que  Rafael  Carrera  es  reo  de 
estafa  y no  de  hurto,  delito  por  el  cual  le 
impone  la  pena  de  dos  años  de  prisión  co- 
rreccional conmutables  en  sus  dos  terceras 
partes  en  la  proporción  determinada  por 
el  Juez  aquo.  El  Tribunal  que  acaba  de 
mencionarse  funda  su  sentencia  en  la 
confesión  del  enjuiciado  y estimando,  que 
no  existe  otra  prueba  en  la  causa,  dictó  su 
fallo  en  los  términos  anteriormente  rela- 
cionados. 

Rafael  Carrera,  con  auxilio  del  licen- 
ciado D.  Gustavo  Rodríguez,  introdujo 
contra  este  último  pronunciamiento  re- 
curso de  casación  por  estimar  violados  los 
Artículos  568,  573,  604,  609,  281  y 731  del 
Códiga  de  Procedimientos  Penales;  11,  219, 
221  y 408  del  Código  Penal.  El  licenciado 
Rogelio  Vargas  S.,  como  apoderado  del 
señor  Carrera,  con  fecha  diecisiete  del  mes 
anterior  presentó  un  escrito  manifestando 
que  adicionaba  el  memorial  de  casación  en 
el  sentido  de  que  también  se  funda  el  re- 
curso en  quebrantamiento  de  forma  por 
haberse  infringido  los  Aticulos  69  Decreto 
1728,  499  y 516  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales  y 36  de  la  Constitución  de  la 
República. 

CONSIDERANDO:  Que  los  hechos  que 
relata  Rafael  Carrera  Castillo,  en  mane- 
ra alguna  implican  la  confesión  del  hecho 
delictivo  que  se  le  imputa,  toda  vez  que  si 
procedió  a sacar  los  semovientes  de  los 
potreros  de  la  finca  “La  Unión”,  íué  en 
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virtud  de  estar  autorizado  para  ello  por 
don  Francisco  Mejía,  quien  según  coirsta 
en  la  escritura  pública  mencionada  ante- 
riormete,  compró  a J.  Daniel  Córdova  la 
hacienda  denominada  “Las  Chapinas”  con 
todo  lo  que  de  hecho  y de  derecho  le  co- 
rresponde. incluyéndose  en  el  contrato  cien 
cabezas  de  ganado  de  crianza,  pequeños  y 
grandes;  y que  al  estimar  lo  contrario,  la 
Sala  sentenciadora  violó  el  Articulo  609 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  que 
el  recurrente  denunció  como  infringido. 

CONSIDERANDO:  Que  Apolonio  Cruz, 
quien  en  un  principio  aseguró  ser  emplea- 
do de  Daniel  Córdova,  es  el  único  que  de- 
clara que  las  personas  que  llegaron  a “La 
Unión”,  le  dijeron  que  el  dueño  de  “Las 
Chapinas”  habia  comprado  la  primera  de 
estas  fincas,  y de  su  orden  iban  a sacar  el 
ganado,  declaración  que  no  debe  ser  to- 
mada en  euenta  por  la  forma  en  que  Apo- 
lonio se  produjo  en  sus  deposiciones  poste- 
riores. Articulo  586  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales. 

CONSIDERANDO:  Que  no  habiéndose 
probado  que  Cañera  Castillo  con  ánimo  de 
lucrar  haya  tomado  los  semovientes  y las 
otras  cosas  que  se  dice  fueron  extraid.as  de 
la  finca  ‘La  Unión”,  ni  que  engañando  al 
encargado  de  su  guarda  las  sacara;  y que 
por  otra  parte  Córdova  no  justificó  que  el 
ganado  y todo  lo  demás  que  reclama  sea 
de  su  legitima  pertenencia;  es  indudable 
que  no  existe  prueba  para  infringir  pena 
al  enjuiciado  y en  consecuencia  procede  su 
absolución  ilimitada.  Articules  566,  568  y 
571  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia  con  fundamento  en  las  leyes  cita- 
das y haciendo  aplicación  de  lo  prescrito 
por  los  Artículos  686,  y 687  del  Código  que 
acaba  de  mencionarse,  casa  y anula  la 
ejecutoria  recurrida  y fallando  sobre  lo 
principal  declara:  que  por  falta  de  prueba 
absuelve  a Rafael  Carrera  Castillo  de  los 
cargos  de  hurto  y hurto  de  semovientes 
que  se  le  formularon. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  procedencia. 

Gmo.  S de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz  — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.” 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Víctor  Manuel  López  Pi- 
neda, por  el  delito  de  homicidio. 

La  apreciación  de  la  prueba  de  presuncio- 
nes humanas  la  deja  la  ley  al  pruden- 
te arbitrio  de  los  Tribunales  de  Jus- 
ticia. 


“Corte  Suprema  de  Justicia,  Guate- 
mala, veintidós  de  Octubre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de 
casación  y con  sus  respectvios  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  más  adelante  se  re- 
latará proferida  en  el  proceso  instruido 
contra  Victor  Manuel  López  Pineda  por  el 
delito  de  homicidio  perpetrado  en  la  per- 
sona de  Miguel  Angel  Valladares. 

Resulta  del  estudio  de  los  autos  lo  que 
sigue:  El  seis  de  Abril  de  mil  novecientos 
veintiséis,  a las  once  de  la  mañana,  poco 
más  o menos,  en  un  camino  que  partien- 
do de  la  “Guardiania”  de  Popayan  conti- 
núa por  la  montaña  denominada  “El  Ceni- 
cero”, se  encontraron  dos  mozos  de  la  lin- 
ca “El  Güiscoyol”,  llamados  Miguel  Angel 
Valladares  y Victor  Manuel  López  Pine- 
da, quienes  portaban  machete  y revólver  y 
empezó  a desarrollarse  una  riña  que  ter- 
minó con  la  muerte  del  primero  de  los 
contendientes  cuyo  cadáver  fué  encontra- 
do al  pie  de  un  árbol  de  quince  pies  de  cir- 
cunferencia, y tenia  dos  lesiones  causadas 
con  arma  de  fuego:  una  en  la  mollera  y 
la  otra  sobre  la  mejilla  derecha. 

La  única  persona  que  presenció  lo  su- 
cedido fué  Félix  Reyes,  quien  en  esa  oca- 
sión marchaba  a cien  varas  de  distancia 
adelante  de  Valladares,  y al  darse  cuenta 
del  pleito  y percibir  tres  detonaciones  co- 
rrió a darle  parte  a su  patrón  Andrés  Va- 
lladares; agrega  Reyes  que  vió  el  machete 
que  llevaba  Miguel  Angel  junto  al  cuerpo 
de  éste,  roto  de  la  punta  y le  consta  que 
dicha  arma  estaba  entera  antes  del  suce- 
so, pues  esa  mañana  habia  salido  con  Va- 
lladares a buscar  bejuco. 

Manuel  Hernández  y Manuel  Franco 
declararon:  el  primero,  que  oyó  los  bala- 
zos, pero  no  recuerda  cuántos  fueron  y el 
segundo  que  habia  llegado  a casa  de  Vic- 
tor López  a dejar  unos  animales  a los  po- 
treros y conversaba  con  Calixto  Véliz 
cuando  oyó  tres  detonacioires  seguidas  co- 
mo a cinco  cuadras  de  distancia,  Véliz  co- 
rrió a investigar  lo  que  sucedía  y a su  re- 
greso le  dijo  que  Victor  Manuel  López  le 
habia  dado  muerte  a Miguel  Angel  Valla- 
dares. 
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Andrés.  Elíseo  y Gregorio  Valladares, 
Alberto  y Manuel  Franco  declaran;  que 
vieron  el  cadáver  de  M'guel  Angel  Valla- 
dares, agregando,  los  Franco  Q_ue  estaba 
ensangrentado,  y Andrés  Valladares,  que 
Alejandro  Reyes  habla  visto  cuando  López 
le  quitó  el  arma  a su  victima,  v José  Chu- 
tan Cruz  le  refirió  que  el  mismo  Víctor 
López  le  había  dicho  haberle  quitado  la 
pistola  a Miguel  Angel  para  extraerle  los 
t'ros,  luego  arrojó  el  arma  dentro  del 
monte,  y como  a los  ocho  días  emprendió 
su  búsqueda  y habiéndola  encontrado  se 
la  llevó:  que  los  pedazos  de  machete  los 
recogió  la  Municipalidad  de  Iztapa;  que  el 
Juez  que  llegó  a levantar  el  cadáver  se 
llamaba  Emilio  de  Paz  y su  secretario  Ar- 
turo Rodríguez  Muñoz  quien  también  ejer- 
cía el  cargo  de  Comandante  Local  del 
Puerto,  V al  referido  Juez  lo  acompañó 
Agustín  Vélíz. 

Manuel  Hernández.  Gregorio,  Andrés 
y Paz  Valladares  aseguraron  que  Miguel 
Angel  tenia  dos  balazos.  Gregorio  y Paz 
Valladares  y Alberto  Franco  declararon 
que  el  cadáver  de  Miguel  Angel  fué  sepul- 
tado en  el  Cementerio  de  ‘‘Los  Cerritos”. 

Andrés  Valladares  v Paz  del  mismo 
anellido  dijeron:  el  primero,  que  López 
pineda  tenía  envidia  de  que  él  (Andrés) 
V sus  hijos  trabajaran  en  la  finca  de  don 
José  Bonilla  Leal:  y la  segunda  declaró: 
que  López  Pineda  era  enemigo  acérrimo 
de  su  difunto  hermano  Miguel  Angel,  quien 
servia  como  vaquero  en  la  finca  “Popa- 
yán”,  y Víctor  Manuel  era  el  guardián  de 
la  misma  propiedad;  que  su  mencionado 
hermano  portaba  pistola  y machete,  arma 
que  su  agresor  le  rompió  de  un  balazo,  y 
cuando  Miguel  Angel  estaba  muerto  le 
quitó  la  pistola;  que  la  autoridad  de  Izta- 
pa  recogió  los  pedazos  de  machete;  y que 
el  crimen  fué  cometido  a cuatrocientas 
varas,  poco  más  o menos,  de  la  Gtiardia- 
nía  en  que  vivió  Víctor  Manuel  López, 

Alberto  y Manuel  Franco,  Gregorio 
Valladares  y Manuel  Hernández  dijeron; 
que  habían  visto  los  pedazos  del  machete 
de  Miguel  Angel  Valladares,  agregando  el 
último  de  dichos  individuos  que  vió  que  el 
mencionado  sujeto  portaba  pistola  y ma- 
chete. 

Los  Franco,  Alberto  y Manuel,  y Gre- 
gorio Valladares  aseguran  que  López  Pi- 
neda siempre  llevaba  p’stola,  agregando 
Valladares,  que  ésta  era  calibre  treinta  y 
ocho  especial  galvanizada  y en  aquella 
ocasión  Miguel  Angel  tenía  revólver,  pero 
no  lo  encontraron  después  del  suceso;  que 
la  casa  de  Víctor  Manuel  dista  del  lugar 
donde  se  perpetró  el  crimen  diez  cuerdas 


de  a veinte  brazadas  cada  una;  y que 
tanto  su  primo  Miguel  Angel  como  Víctor 
Manuel  López  trabajaban  en  la  finca  ‘‘El 
Güiscoyol”. 

Manuel  Hernández,  Gregorio  Vallada- 
res y Félix  Reyes  aseguran  que  desde  que 
fué  perpetrado  el  delito  ya  no  volvieron  a 
ver  a Víctor  Manuel  López, 

Eliseo  Valladares  dijo  que  supo  que 
Víctor  Manuel  López  le  había  dado  muerte 
a su  hermano  Miguel  Angel  en  la  finca  “El 
Güiscoyol’’,  por  habérselo  referido  Alejan- 
dro Reyes,  Manuel  Hernández  y Teófilo 
Vásquez. 

Bernardo  y Máximo  Sánchez  y José 
Gonzalo  Gallardo  dijeron;  que  Andrés  Va- 
lladares, padre  de  la  victima,  les  refirió  lo 
sucedido,  agregando  el  primero,  que  lo 
mismo  le  dijo  Teófilo  Vásquez  mozo  de  Va- 
lladares. 

Federico  Farfán  dijo;  que  por  el  rumor 
público  había  tenido  conocimiento  de  lo 
acontecido  a Miguel  Angel  Valladares. 

El  nueve  de  Marzo  del  corriente  año, 
Víctor  Manuel  López  Pineda  llegó  al  Juz- 
gado de  to  Instancia  de  Escuintla,  con  el 
fin  de  obtener  una  certificación  en  que  se 
hiciera  constar;  que  en  ese  Despacho 
no  existía  contra  él  causa  pendiente  ni  se 
habían  librado  órdenes  para  lograr  su  cap- 
tura, en  esos  momentos  fué  detenido  y al 
ser  interrogado  dijo;  que  estuvo  de  mayor- 
domo en  la  finca  “Popayán”,  propiedad  de 
don  José  Bonilla  Leal,  hasta  el  año  de  mil 
novecientos  veintiséis,  que  se  retiró  para 
ir  a trabajar  a “La  Concha”,  hacienda 
perteneciente  a don  Ovidio  Pivaral;  que 
cuando  permaneció  en  Popayán  nada  de 
particular  le  aconteció  y vivían  en  esa 
finca  Andrés  Valladares  y Celestino  Chan- 
quín,  quienes  trabajaban  en  “El  Güisco- 
yol”, anexo  de  Popayán;  al  principio  ma- 
nifestó que  conocía  a Miguel  Angel  Valla- 
dares por  ser  mozo  de  la  primera  de  las 
fincas  que  acaban  de  mencionarse,  y luego 
al  responder  a otra  de  las  preguntas  que 
le  fueron  dirigidas,  dijo;  que  al  volver  a 
su  casa  después  de  haber  trabajado  seis 
meses,  poco  más  o menos,  en  la  finca  “La 
Concha”,  supo  que  habían  matado  a Mi- 
guel Angel  Valladares,  ignorando  en  qué 
lugar,  y lo  sintió  mucho,  porque  eran  ami- 
gos; y por  último  negó  haber  cometido  el 
delito  que  se  le  imputa, 

A solicitud  del  defensor  del  enjuiciado 
fueron  agregadas  a la  causa,  dos  certifi- 
caciones en  que  consta  la  conducta  obser- 
vada por  López  Pineda,  en  las  fincas  donde 
ha  ti’abajado;  y se  tomó  declaración  a las 
personas  que  siguen;  Faustino  Chanquin, 
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(y  no  Celestino  como  se  consigna  en  el  in- 
terrogatorio que  obra  al  folio  veintinueve 
de  la  causa)  quien  declaró  que  no  le  cons- 
tan los  hechos  a que  se  refieren  las  pre- 
guntas segunda,  tercera  y cuarta  del  men- 
cionado memorial:  “que  nunca  ha  sabido 
que  Víctor  Manuel  haga  nada  malo”:  pero 
por  el  rumor  público  se  enteró  de  que  di- 
cho sujeto  es  el  autor  del  crimen  que  mo- 
tiva su  encausamiento. 

Manuel  Trinidad  Díaz.  David  Rodas. 
Juan  Has.  Pablo  Antuche,  Manuel  Gómez 
V Abelardo  Pivaral  declararon:  que  Víctor 
Manuel  López  es  una  persona  honrada; 
además.  Antuche.  Gómez  y Pivaral  asegu- 
ran que  López  estuvo  en  la  finca  “La  Con- 
cha” dedse  el  pr’mero  de  Marzo,  hasta  fi- 
nes del  mes  de  Aeosto  del  año  de  mil  no- 
vecientos veintiséis. 

Cirilo  Valladares  Sierra  düo:  que 
cuando  conoció  a López  en  la  finca  “El 
C'ntular”.  hacia  poco  más  o menos  vein- 
tidós años,  “nunca  suoo  nada  malo”  de 
este  individuo,  pero  como  hacia  mucho 
tiempo  Que  no  lo  vé.  no  le  era  dable  decla- 
rar acerca  de  la  honorabilidad  de  López. 

Al  fol’o  veintidós  de  la  causa  obra  una 
coD'a  certificada  que  el  encargado  del  Re- 
gistro Civil  del  Puerto  de  Iztapa.  extendió, 
en  la  cual  consta:  aue  el  siete  de  Abril  de 
mil  novecientos  veintiséis.  Alejandro  Re- 
yes dió  parte  aue  en  la  finca  “El  Güisco- 
yol”.  a las  once  am..  había  muerto  Miguel 
Angel  Valladares  a consecuenca  de  un  ba- 
lazo, tenía  veintidós  años  de  edad,  era  sol- 
tero. agricultor  v originado  de  Taxisco. 
Por  haberse  recibido  en  el  Juzgado,  con  an- 
terioridad otra  certificación  de  dicha  par- 
tida. con  errores,  el  Juez  de  instrucción 
confrontó  el  documento  aue  se  menciona 
en  nrimer  lugar,  con  la  partida  de  defun- 
ción número  diecinueve  que  anarece  al  fo- 
lio doscientos  cincuenta  v siete  del  Libro 
corresnondiente  ai  año  de  mil  novecientos 
veintiséis,  v encontró  que  está  extendido 
de  conformidad  con  el  original. 

Aparecen  agregados  a la  pieza  de  se- 
gunda Instancia:  a)  el  nlano  levantado 
por  el  Juez  de  Paz  de  Iztana.  con  fecha 
veinte  de  Agosto  del  corriente  año.  en  el 
cual  están  localizados  das  caminos,  que 
partiendo  de  la  “Guardianía”  de  Ponayán 
(casa  aue  tenía  Víctor  López  el  año  de  mil 
novecientos  veinte  y seis)  se  dirigen  hacia 
el  Sur  desnués  de  describir  una  regular 
curva,  yendo  a terminar  el  de  la  derecha 
a “El  Güiscoyol”,  y el  otro  es  una  vía  an- 
tigua va  abandonada,  encontrándose  ha- 
cia el  lado  izquierdo  de  ésta  y a cierta  dis- 
tancia dentro  de  la  montaña  un  árbol  cor- 


pulento denominado  “Cenicero”,  al  pie  del 
cual  fué  encontrado  el  cadáver  de  Miguel 
Angel  Valladares;  b)  acta  levantada  el 
diez  y siete  de  Agosto  del  corriente  año, 
en  la  que  el  Juez  de  Paz  de  Villa  Canales 
hizo  constar  que  tuvo  a la  vista  los  libros 
de  la  finca  “La  Concha”  de  don  Ovidio  Pi- 
varal, y revisados  el  de  planillas,  que  prin- 
cipia en  Abril  de  mil  novecientos  veinti- 
cinco y termina  en  Enero  de  mil  novecien- 
tos veintiséis;  otro  de  planillas  comenzado 
en  mil  novecientos  veitisiete  y que  termi- 
nó en  mil  novecientos  treinta  y uno;  y los 
de  cuentas  corrientes  de  los  años  mil  no- 
vecietos  veintiséis,  hasta  mil  novecientos 
treinta  y uno,  en  ninguno  de  ellos  fué  en- 
contrado el  nombre  de  Víctor  o Manuel  Ló- 
pez; en  el  libro  de  empleados  correspon- 
idente  al  año  de  mñ  novecientos  veinti- 
séis, al  folio  ciento  veintitrés,  en  el  mes 
de  Mayo  aparece  el  nombre  de  Víctor  Ló- 
pez como  caporal  devengando  trescientos 
pesos;  al  folio  ciento  treinta  y tres  en  el 
mes  de  Junio  de  ese  mismo  año,  con  igual 
sueldo  y empleo  aparece  el  nombre  del 
mencionado  sujeto;  y al  folio  ciento  cua- 
renta y uno,  en  el  mes  de  Septiembre  fi- 
gura también  el  nombre  de  Víctor  López 
con  el  mismo  cargo  y sueldo;  c)  acta  le- 
vantada por  el  Juez  de  Paz  de  Taxisco,  con 
fecha  veinticuatro  de  Agosto  retropróximo, 
en  la  cual  hizo  constar,  que  Víctor  López, 
Víctor  M.  López  y Víctor  Manuel  López,  es 
el  mismo  individuo,  y por  lo  que  aparece 
en  los  libros  respectivos  se  viene  en  cono- 
cimiento, que  el  mencionado  sujeto  llegó 
a la  finca  “Cartago”,  el  primero  de  Enero 
de  mil  novecientos  veintiocho  y se  retiró 
el  treinta  y uno  de  Mayo  de  mil  novecien- 
tos veintinueve. 

El  Juez  de  Instancia  de  Escuintla 
dictó  su  fallo  absolviendo  de  la  Instancia 
a Víctor  Manuel  López  Pineda. 

Elevada  la  causa  en  consulta  de  la 
sentencia  a la  Sala  Segunda  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  este  Tribunal  ordenó  la 
práctica  de  las  diligencias  que  obran  en  la 
pieza  respectiva;  y con  fecha  doce  de  Sep- 
tiembre último,  desaprobó  lo  resuelto  por 
el  Juez  del  Departamento  que  acaba  de 
mencionarse  y declara:  IP  que  Víctor  Ma- 
nuel López  Pineda  es  reo  de  homicidio  por 
cuyo  delito  le  impone  la  pena  de  diez  años 
de  prisión  correccional  inconmutables,  que 
con  abono  del  tiempo  padecido  extinguirá 
en  la  Penitenciaria  Central;  le  suspende 
en  el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos  du- 
rante la  condena;  lo  deja  afecto  a las  res- 
ponsabilidades civiles  provenientes  del  he- 
cho delictuoso;  y le  obliga  a la  reposición 
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del  papel  empleado  en  la  causa  al  sellado 
correspondiente:  2*?  manda  abrir  procedi- 
miento con  el  fin  de  investigar  la  desapa- 
rición de  las  diligencms  instruidas  el  a,ño 
de  mil  novecientos  veintiséis,  con  motivo 
del  homicidio  uerpetrado  en  la  persona  de 
Miguel  Angel  Valladares;  v contra  los  tes- 
tigos Pablo  Antuche.  Manuel  Gómez  y 
Abelardo  Pivaral  por  falso  testimonio. 

En  este  fallo  el  Tribunal  sentenciador 
estima  que  el  hecho  delictivo  por  el  cual 
se  procesó  a López  Pineda  está  debida- 
mente probado  con  las  presunciones  hu- 
manas que  a continuación  se  enumeran: 
la  declaración  del  testigo  Aleiandro  Reyes, 
las  de  Manuel  Hernández  v Manuel  Fran- 
co; la  desaparición  del  enjuiciado  desde  el 
dia  del  hecho:  el  rumor  público  que  desde 
el  primer  momento  sindicó  a éste  como 
autor  del  delito  sin  que  más  tarde  haya 
sido  delatada  otra  persona;  y la  circuns- 
tancia de  no  haber  podido  probar  la  coar- 
tada. 

Víctor  Manuel  López,  con  auxilio  del 
licenciado  don  José  María  Sergio  Camargo, 
introdujo  recurso  de  casación  contra  el  fa- 
llo de  Segunda  Instancia  por  quebranta- 
miento de  forma  en  virtud  de  haberse 
practicado  muchas  pruebas  del  auto  para 
meior  fallar  sin  su  conocimiento;  y por 
infracción  de  lev.  toda  vez  que  según  es- 
tima el  recurrente  fueron  violados  los  ar- 
tículos 568,  595.  574,  288  269,  259,  162,  571, 
565  V 600  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales: 65.  105.  inciso  49  y 107  del  Código 
Penal,  éstos  últimos  por  no  haber  sido  apli- 
cados los  decretos  923  y 963. 

CONSIDERANDO;  Que  el  quebranta- 
miento de  forma  que  se  invoca  no  existe, 
en  virtud  de  que  tanto  López  Pineda  como 
su  defensor  fueron  notificados  de  la  reso- 
lución de  2’  Instancia  en  que  se  mandaban 
practicar,  por  medio  del  Juez  de  la  causa, 
las  diligencias  a que  dicho  auto  se  refiere, 
y en  aquella  ocasión  pudieron  muy  bien 
cerciorarse  las  partes  de  cuando  se  lleva- 
rían a cabo  para  estar  presentes  y ejerci- 
tar sus  derechos;  y en  ese  concepto  no  de- 
be considerarse  violado  el  artículo  565  del 
Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO;  Que  el  artículo  288 
del  Código  de  Procedimientos  Penales  no 
fué  infringido,  porque  en  el  presente  caso 
era  innecesaria  la  práctica  de  la  diligen- 
cia a que  aiude  dicha  disposición  legai,  en 
virtud  de  que  el  testigo  Alejandro  Reyes 
conoció  al  inculpado,  designándolo  por  su 
nombre,  cuando  éste  reñía  con  Valladares. 


CONSIDERANDO;  Que  con  la  certifi- 
cación de  la  partida  número  diez  y nueve 
que  obra  al  folio  doscientos  cincuenta  y 
siete  del  libro  de  defunciones  que  llevaba 
el  encargado  del  Registro  de  Iztapa,  el  año 
de  mil  novecientos  veintiséis,  y el  testi- 
monio de  las  personas  que  vieron  el  cadá- 
ver de  Miguel  Angel  Valladares  y se  dieron 
cuenta  de  oue  aouel  fué  sepultado  en  el 
Cementerio  de  “Los  Cerritos”.  se  ha  esta- 
blecido que  dicho  sujeto  falleció  el  dia  siete 
de  Abril  del  año  va  citado;  v con  las  pre- 
sunciones humanas,  oue  sirven  de  funda- 
mento al  fallo  de  la  Sala  sentenciadora, 
oue  hoy  se  examina,  y cuya  apreciación 
iurídica  deja  la  ley  al  prudente  arbitrio  de 
los  Jueces,  se  encuentra  demostrada  la 
preex1.st°ncia  del  hecho  delictivo  y la  res- 
pon.cabilidpd  criminal  del  enjuiciado;  y en 
ese  concento  np  fueron  infrieindos  los  ar- 
tículos 568,  595,  571,  259  y 269  del  Código 
de  Procedimietos  Penales. 

CONSIDF.RANDD:  Que  los  artículos 
574  v 660  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales no  fueron  infringidos,  porque  el  Tri- 
bunal de  Segunda  Instancia  e.stima  que 
son  fa'.sas  las  declaraciones  de  los  testigos 
pi'opue.stos  para  nrobar  la  coartada,  v ñor 
lo  tanto  no  se  está  en  el  caso  a,  que  se  re- 
fieren los  artículos  mencionados,  y en  el 
sunuesto  rip  oue  la  segunda,  de  las  dispo- 
siciones legales  citada  tuviera  que  apli- 
carse. corresponderia  hacerlo  a la  Sala 
sentenciadora,  apreciando  a su  prudente 
arbitrio  la  prueba  indirecta  oue  pudiera 
desprenderse  de  tales  deposiciones. 

CONSIDERANDO:  Oue  el  articulo  65 
del  Código  Penal,  no  fué  violado,  porque 
la  Sala  sentenciadora,  al  condenar  al  reo 
,se  concretó  a imponerle  la  pena  asignada 
al  delito,  de  conformidad  con  lo  estatuido 
por  los  artículos  66  y 76  del  Código  citado. 

CONSIDERANDO;  Oue  la  circunstan- 
cia de  no  haber  aplicado  el  Tribunal  sen- 
tenciador los  Decretos  de  Indulto  oue  se 
mencionan  en  el  escrito  de  introducción 
del  recurso,  en  manera  alguna  constituye 
la  violación  de  dichas  disposiciones  lega- 
les: en  virtud  de  que  las  rebajas  que  en 
ellas  se  conceden  las  hace  el  Presidente  del 
Poder  Judicial,  si  las  considera  proceden- 
tes, al  practicar  los  cómputos  respectivos. 

CONSIDERANDO:  Que  el  artículo  162 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  no 
fué  infringido  poroue  la  Sala  sentencia- 
dora al  final  de  cada  uno  de  los  “Conside- 
randos”, y en  el  “Por  Tanto”,  citó  las  leyes 
que  le  sirven  de  fundamento  a la  ejecuto- 
ria recurrida. 
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POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  haciendo  aplicación  de  lo  pres- 
crito por  los  artículos  686  y 690  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  declara  impro- 
cedente el  recurso  interpuesto  e impone  a 
Víctor  Manuel  López  un  mes  de  arresto, 
conmutab'e  a razón  de  cincuenta  centavos 
de  quetzal  diarios. 

Notifiquese  y certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Gmo.  S de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.” 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Timoteo  y Apolonio 
González  Garda,  por  los  delitos  de 
Atentado  y amenazas  a los  agentes  de 
la  Autoridad. 

El  delito  de  atentado  puede  cometerse  con- 
tra las  personas  investidas  con  el  ca- 
rácter de  Agentes  de  la  Autoridad,  pe- 
ro para  esto  es  necesario  que  se  den  a 
conocer  como  tales. 


“Corte  Suprema  de  Justicia:  Guate- 
mala, veinticinco  de  Octubre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de 
casación  y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  adelante  se  relatará, 
proferida  en  la  causa  que  por  atentado  y 
amenazas  a los  agentes  de  la  autoridad  se 
ha  seguido  contra  Timoteo  y Apolonio  Gon- 
zález García. 

Del  estudio  de  los  autos  resulta  lo  que 
sigue:  El  Coronel  don  Lizandro  Azmitia 
con  fecha  treinta  de  Mayo  del  corriente 
año.  puso  a disposición  del  Juez  de  Paz  de 
Jutiapa  a Timoteo  y Leopoldo  González,  al 
primero,  por  haberle  causado  una  lesión 
a Lino  Artiaga  ayudante  del  Comisionado 
Mditar  de  “Canoas”,  y al  segundo  por 
amenazar  con  machete  a Francisco  Rivas. 
comisionado  del  referido  cantón;  al  parte 
se  acompañó  un  corvo  sin  vaina  pertene- 
ciente a Timoteo  González.  Rivas  mani- 
fiesta que  en  virtud  de  haber  recibido  ór- 
denes del  Mayor  de  Plaza  para  proceder  a 
la  reparación  de  la  carretera  Internacio- 
nal dispuso  salir  en  busca  de  gente  y al 
efecto  el  treinta  de  Mayo  (1932)  a las  seis 


de  la  mañana  se  organizaron  dos  comisio- 
nes, una  al  mando  de  él  (Rivas)  y la  otra 
bajo  las  órdenes  de  su  ayudante  Lino  Ar- 
t^aga,  quien  requirió  a Timoteo  y Leopoldo 
(Apolinario)  González  para  que  fueran  a 
trabajar  al  camino,  y en  vez  de  obedecer 
el  primero  le  infirió  a Lino  una  lesión  en 
el  pómulo  derecho  con  un  corvo;  Leopoldo 
(Apolinario)  huyó  llevándose  el  arma  de 
T'moteo,  y este  sujeto  fué  capturado  por 
él  (Rivas)  momentos  después,  recogién- 
dole el  corvo,  pero  al  verificarlo  le  amena- 
zó con  una  tranca  de  madera;  el  auxilio 
lo  componían  Félix  González,  Pablo  Rua- 
no, Domingo  López,  pariente  de  Rivas  en 
segundo  grado  v Sabmo  Aguilar. 

Artiaga  refiere  que  Timoteo  González 
le  hirió  ai  cumplir  con  la  comisión  que  Ri- 
vas le  había  dado. 

López,  Ruano  y Aguilar  corroboran  lo 
manifestado  por  Artiaga  y lo  dicho  por 
R’vas  con  la  diferencia  de  que  los  tres  ma- 
nifestan  que  el  ayudante  recibió  la  heri- 
da en  el  pómulo  izquierdo,  López  refiere 
que  se  quedó  custodiando  a Timoteo,  y 
Aguilar  agrega  que  Leopoldo  (Apolonio) 
también  amenazó  con  la  tranca  al  auxilio. 
En  el  informe  del  cirujano  de  Jut'apa 
consta  que  el  ofendido  tardarla  siete  días 
en  curarse  la  lesión  que  sufrió  y la  cual 
fué  producida  por  arma  corto-punzante. 

Interrogados  Timoteo  González  Gar- 
cía V Apolinario  de  los  mismos  apellidos 
(no  Leopoldo)  refiere  el  primero,  que  el 
lunes  treinta  de  Mayo  (1932)  como  a las 
siete  de  la  mañana,  cuando  se  dirigía  con 
sus  hermanos  Casimiro  y Marcelo  Gonzá- 
lez. Aureliano  y Timoteo  García  a sembrar 
maiz,  entre  el  caserío  denominado  "Po- 
zas” y “El  Jícaro”,  Lino  Artiaga  salió  al 
camino  con  un  coryo  en  la  mano  y le  dijo: 
“párese  ahí  amigo”,  creyendo  él  (Gonzá- 
lez) que  dicho  sujeto  iba  con  intención  de 
pelear,  no  le  hizo  caso,  pues  desde  hacia 
mucho  tiempo  tienen  antecedentes  grayes, 
entonces  Artiaga  le  pegó  tres  latigazos  en 
la  espalda,  y los  del  auxilio  que  llegaron 
después  lo  condujeron  a las  cárceles  de  la 
cabecera  departamental;  que  en  esa  oca- 
sión no  llevaba  armas,  y el  corvo  que  le 
fué  mostrado  lo  reconoció  como  suyo,  y 
llegó  a sacarlo  a su  casa,  el  Comisionado 
Mil'tar  amenazando  con  un  revólver  a su 
hermano  Leopoldo  (Apolonio)  quien  es 
también  enemigo  de  Rivas;  el  segundo,  dijo 
que  fué  capturado  por  el  Comisionado  Mi- 
litar y su  auxilio  en  su  casa  de  habita- 
ción, porque  no  entregaba  un  corvo  de  su 
hermano  Timoteo,  que  Rivas  llegó  a recla- 
marle, arma  que  reconoció  al  ponérsele  a 
la  vista;  ambos  enjuiciados  negaron  haber 
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cometido  los  delitos  que  se  les  imputan. 
Timoteo  González,  pariente  de  aquellos, 
dijo  que  él  (González)  llegó  al  camino  real 
que  pasa  por  la  aldea  “Las  Pozas”  y vió 
que  Artiaga  tenía  un  rayoncito  en  la  cara 
y al  preguntarle  quién  le  había  herido, 
respondió  que  no  se  dió  cuenta  como  se 
había  inferido  la  mencionada  lesión  al  dar- 
le im  latigazo  a González  (Timoteo) ; que 
Rivas  se  dirigió  a casa  de  Apolonio  y Ti- 
moteo González  y porque  el  primero  no  le» 
daba  un  corvo,  el  comisionado  le  pegó  con 
dicha  arma  y sacando  una  pistola  se  la 
puso  en  el  pecho  a Natividad  González, 
quien  había  intervenido  a favor  de  su  her- 
mano Timoteo.  Casimiro  González  (de 
diez  años  de  edad)  hermano  de  los  sindi- 
cados, refiere  que  Artiaga  le  pegó  a Timo- 
teo y Rivas  a Apolonio  sin  motivo  alguno. 

Reconocido  Timoteo  González  por  el 
cirujano  departamental  de  Jutiapa,  infor- 
mó, dicho  facultativo,  que  González  no 
tenia  vestigios  de  contus  ones,  Al  folio 
cinco  de  la  pieza  de  segunda  Instancia 
obra  un  oficio  dirigido  por  el  Mayor  de 
Plaza  del  departamento  que  acaba  de 
mencionarse,  al  Juez  de  Primera  Instan- 
cia que  substanció  el  proceso  y en  el  cual 
consta:  que  cuando  se  perpetró  el  hecho 
del’Ctivo,  Francisco  Rivas  era  Comisionado 
Militar  de  la  aldea  “Canoas”  y Lino  Artia- 
ga su  ayudante. 

El  Juez  de  Primera  Instancia  de  Ju- 
tiapa con  fecha  nueve  de  Agosto  del  co- 
rriente año,  dió  fin  a la  causa  condenando 
a Timoteo  García  González  por  atentado, 
a sufrir  seis  meses  de  arresto  menor,  con- 
mutables en  su  totalidad  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  diarios,  hace  las  de- 
más declaraciones  relativas  al  abono  del 
tiempo  padecido,  al  lugar  donde  será  ex- 
tinguida la  condena,  a la  suspensión  de  los 
derechos  polít'cos,  a las  responsabilidades 
civiles  provenientes  del  delito  y al  pago  de 
los  gastos  del  juicio;  y por  falta  de  prueba 
absuelve  a Apolonio  García  González  de 
los  cargos  que  se  le  formularon. 

La  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones conociendo  en  grado  del  fallo  de  re- 
ferencia, con  fecha  veintinueve  de  Agosto 
retropróximo,  lo  confinnó  con  la  modifi- 
cación de  que  la  pena  que  se  impone  a Ti- 
moteo Gonzá'ez  García  es  de  dos  años  de 
prisión  correccional,  conmutables  en  sus 
dos  terceras  partes  a razón  de  diez  centa- 
vos de  quetzal  diarios,  que  con  abono  del 
tiempo  padecido  deberá  extinguir  en  la 
Penitenciaría  Central,  y lo  absuelve  del 
cargo  de  amenazas. 


Timoteo  González,  con  auxilio  del  li- 
cenciado F.  Javier  Ramos  Orozco,  introdu- 
jo contra  éste  último  pronunciamiento  re- 
curso de  casación  denunciando  como  viola- 
dos los  artículos  19.  11,  139,  inciso  2?  y 141 
del  Código  Penal;  259,  568,  581  y 729  del 
Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  Que  entre  los  ca- 
sos en  que  se  comete  atentado  está  el  de 
envestir  a los  agentes  de  la  autoridad 
«cuando  se  hallen  ejerciendo  las  funciones 
propias  de  sus  cargos  o con  ocasión  de  las 
mismas,  extremos  que  no  se  encuentran 
establecidos,  en  primer  lugar,  porque  la 
comisión  que  se  le  encomendó  a Lino  Ar- 
tiaga, por  su  índole  no  le  dió  a dicho  su- 
jeto el  carácter  de  agente  de  la  autoridad, 
y aún  en  el  supuesto  que  asi  fuese  tampo- 
co se  probó  que  Artiaga  se  diera  a recono- 
cer como  tal  o que  por  los  distintivos  que 
ostentara  cuando  se  verificó  el  ataque,  pu- 
diera haberle  reconocido  su  agresor;  y en 
segundo  lugar,  porque  Artiaga  al  pretender 
que  González  García  detuviera  su  marcha 
no  lo  hizo  en  virtud  de  tener  una  orden 
escrita  que  lo  facultara  para  ello;  y por 
otra  parte  tampoco  está  probado  que  Gar- 
da González  estuviera  comprend'do  en  lo 
dispuesto  por  el  articulo  388  del  Código  de 
Procedimientos  Penales  ni  que  se  encon- 
trara en  el  caso  que  señala  el  articulo  402 
del  mismo  cuerpo  de  leyes  para  haber  pro- 
cedido a su  detención  manu  militari:  que 
en  consecuencia  la  infracción  cometida 
por  Timoteo  González  no  está  contenida 
en  el  artículo  139,  inciso  2?  del  Código  Pe- 
nal y por  lo  tanto  no  cae  bajo  la  sanción 
establecida  en  el  artículo  141  de  dicho  Có- 
digo en  relación  con  el  140;  y que  no  es- 
tando perfectamente  caracterizado  el  he- 
cho que  se  im.puta  a González  el  Tribunal 
sentenciador  violó  el  inciso  2“  del  primero 
de  los  artículos  que  acaban  de  citarse,  por 
lo  que  procede  casar  y anular  el  fallo  re- 
currido y proferir  el  que  con  arreglo  a de- 
recho corresponde. 

CONSIDERANDO:  Que  por  las  razones 
expuestas  anteriormente  tampoco  se  en- 
cuentran caracterizadas  las  amenazas  de 
que  se  sindica  al  otro  enjuiciado,  como  di- 
rigidas contra  un  agente  de  la  autoridad,  y 
tanto  éstas  como  las  lesiones  que  Timoteo 
González  causó  a Lino  Artiaga  deben  cas- 
tigarse, atendiendo  el  carácter  leve  que 
tienen  con  cinco  y veinte  días  de  prisión 
simple,  respectivamente.  Artículos  453  y 
455  del  Código  Penal.  , 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  en  observancia  de  lo  prescrito 
por  los  artículos  568,  731,  735,  686  y 687  del 
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Código  de  Procedimientos  Penales  casa  y 
anula  la  ejecutoria  recurrida  y fallando 
sobre  lo  principal  declara:  1?  que  se  ab- 
suelve de  los  cargos  que  por  atentado  y 
amenazas  a los  agentes  de  la  autoridad  se 
formularon  a Timoteo  y Apolonio  Gonzá- 
lez Garda,  en  virtud  de  que  los  hechos  pes- 
quisados constituyen  faltas  contra  las  per- 
sonas y no  delitos;  y 2P  que  con  la  prisión 
sufrida  han  purgado  ya  los  enjuiciados,  las 
penas  que  les  correspondía  padecer. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos 
con  certificación  de  lo  resuelto,  al  Tribu- 
nal de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — • Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz  — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.” 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  el  Presbítero  Ramón  Se- 
rrano Tarazona  y Clicerio  Melgar,  por 
el  delito  de  acusación  calumniosa. 

El  recurso  extraordinario  de  Casación,  pro- 
cede solamente  contra  las  resoluciones 
firmes,  definitivas  y que  se  encuen- 
tren comprendidas  en  lo  detallado  por 
el  artículo  674  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala 
ventidos  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  resolución  que  adelante  se  relatará 
proferida  con  motivo  de  la  querella  pre- 
sentada por  Erwino  Kiesling  contra  el 
Presbítero  Ramón  Serrano  y Tarazona  y 
Clicerio  Melgar. 

RESULTA:  Que  el  señor  Kiesling  se 
dirigió  por  escrito  al  Presidente  de  la  Re- 
pública, con  fecha  nueve  de  Septiembre  de 
mil  novecientos  treinta,  manifestando, 
entre  otras  cosas,  lo  que  sigue : que  el  Pres- 
bítero Serrano  y Tarazona  y Melgar  se 
habían  constituido  formales  acusadores 
en  el  proceso  que  por  alzamiento  se  tramitó 
contra  los  hermanos  Schacuffler,  y en  el 
cual  se  le  enroló  de  la  manera  más  injus- 
ta: que  fué  absuelto  del  cargo  en  las  dos 
instancias;  que  en  dicha  causa  se  concre- 
taron los  mencionados  señores  a dirigirle 


injurias  con  el  objeto  de  perjudicarle  lo 
más  posible,  destruyendo  su  crédito  comer- 
cial; durante  los  cuatro  años  que  duró  la 
tramitación  del  proceso  estuvieron  siempre 
amenazándole  con  presentar  pruebas  fe- 
hacientes; desarrollando  en  su  contra  toda 
inquina  y audacia;  quedaron  como  únicos 
acusadores  los  señores  Serrano  y Melgar, 
pues  los  demás  se  apartaron  sabiendo  la 
responsabilidad  que  contraían  al  seguir 
una  acusación  sin  base  jurídica:  su  acción 
era  puramente  civil  y sin  embargo  persis- 
tieron en  continuar  el  procedimiento  pro- 
moviendo incidentes,  recusaciones  y toda 
clase  de  recurso  para  hacer  interminable 
la  causa;  desistieron  de  su  acusación,  por- 
que habiendo  sido  pagados  sus  créditos  ya 
no  tenia  objeto  su  actitud,  y aceptaron  el 
desistimiento  de  los  acciones  criminales 
que  los  hermanos  Schacuffler  tuvieran  pen 
dientes  o pudieran  iniciar  con  motivo  de 
las  acciones  incoadas  por  la  misma  causa; 
que  el  objeto  de  la  acción  intentada  por 
d’chos  señores  no  fué  solo  hacer  que  les 
pagaran  sus  deudas,  sino  perjudicarlo  ya 
que  no  desistieron  de  la  acusación  tantas 
veces  mencionada;  todos  los  acreedores 
de  los  Schacuffler  sabían  que  el  compa- 
reciente no  había  querido  entrar  en  pose- 
sión de  la  mercadería,  al  enterarse  de  los 
giros  librados  en  descubierto  y la  deuda 
Municipal;  que  sus  acusadores  haJblan  em- 
bargado la  mercadería  relacionada  y que 
él  (Kiesling)  se  encontraba  detenido  por 
precaución  y sin  embago  de  saberlo  sus 
acusadores  procuraron  por  todos  los  me- 
dios humillarlo  quitándole  todo  medio  de 
subsistencia  y aniquilarlo  física  y moral- 
mente; y que  habiendo  obtenido  sentencia 
firme,  pedía  se  la  administrara  justicia 
ordenando  al  Juez  de  Primera  Instancia 
de  Retalhu’eu  que  tramitara  su  acusación. 

Con  el  memorial  que  acaba  de  rela- 
cionarse acompañó  el  señor  Keisling  los 
documentos  que  a continuación  se  expre- 
san: IP  Una  certificación  expedida  por  el 
Secretario  del  Juzgado  de  Primera  Instan- 
cia de  Retalhuleu  con  fecha  quince  de 
Agosto  del  año  de  mil  novecientos  treinta 
en  que  constan:  el  escrito  que  los  señores 
Presbíteros  Ramón  Serrano  y Tarazona, 
Clicerio  Melgar  M.,  R.  Espel,  como  apo- 
derado de  Hermán  L.  Barrios,  Manuel  Va- 
lladares y José  Luarca,  Sindico  de  la 
municipalidad  de  San  Felipe,  formalizan 
su  acusación  en  el  proceso  instruido  por 
alzamiento,  estafa  y malversación  de  fon- 
dos públicos  contra  Luis,  Juan  y Carlos 
Schacuffler,  Engelbert  Krop,  Erwino  Kies- 
ling y Licenciado  Francisco  H.  de  León. 
2:  memorial  firmado  por  el  Presbítero  Ra- 
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món  Serrano  y Tarazona,  Clicerio  Melgar, 
Gabriel  Velasco,  Rosenda  viuda  de  Schaw 
y Marcial  Valladares  en  que  desisten  de 
la  acción  entablada  contra  los  hermanos 
Schacuffler  y don  Eduardo  Krop,  haciendo 
constar  que  en  dicho  desistimiento  no 
quedan  comprendidos  el  Licenciado  don 
Francisco  H.  de  León  y don  Erwino  Kies- 
ling;  39  introducción  considerando  y Por 
tanto  de  la  sentencia  de  fecha  cinco  de 
Julio  de  mil  novecientos  veintinueve,  en 
que  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones declara:  que  los  hermanos  Luis, 
Carlos  y Juan  Schacuffler  son  responsables 
del  delito  de  alzamiento  por  el  cual  los 
condena  a sufrir  la  pena  de  ocho  años  de 
prisión  correccional  a cada  uno,  que  con 
abono  del  tiempo  padecido  cumplirán  en 
la  Penitenciaria  del  Centro;  rebaja  a Luis 
y Juan  una  tercera  parte  de  la  pena  por 
razón  de  los  indultos  que  se  mencionan 
en  los  Considerandos  del  fallo,  reservando 
la  aplicación  de  dichos  indultos  en  lo  que 
respecta  a Carlos  Schacuffler,  para  cuan- 
do justifique  su  buena  conducta  en  la  pri- 
sión; los  deja  afectos  a las  responsabili- 
dades civiles  provenientes  del  delito  y los 
condena  además  a la  reposición  del  papel 
empleado  en  la  causa;  los  absuelve  de  los 
demás  cargos  que  le  fueron  formulados, 
asi  como  también  absuelve  del  cargo  al 
Liccenciado  don  Francisco  H.  de  León  y 
a don  Erwino  Kiesling;  49  y certificación 
expedida  con  fecha  seis  de  Septiembre  de 
mil  novecientos  treinta,  en  la  cual  el  No- 
tario don  Francisco  H.  de  León  hizo  cons- 
tar: que  tuvo  a la  vista  el  proceso  instrui- 
do contra  los  hermanos  Schacuffler  y 
compañeros,  en  el  cual  obra  el  escrito 
presentado  al  Juez  de  Primera  Instancia 
de  Retalhuleu,  en  que  el  Presbítero  Serra- 
no y Tarazona,  Clicerio  Melgar,  Marcial 
Valladares,  Casildo  Fuentes,  Rosenda 
viuda  de  Schaw,  Horacio  Rivas,  en  repre- 
sentación de  la  Municipalidad  de  San  Fe- 
lipe y Gabriel  Velasco  y Ramón  Spel,  en 
representación  de  Hermán  L.  Barrios,  pi- 
dieron al  funcionario  aludido  ordenara 
que  se  tomasen  las  precauciones  necesa- 
rias a fin  de  impedir  que  pudieran  evadir- 
se los  detenidos  y que  éstos  pasaran  a 
guardar  prisión  a la  cárcel  correspon- 
diente. 

El  memorial  presentado  por  el  señor 
Kiesling  al  Presidente  de  la  República  fué 
remitido  al  Juez  de  Primera  Instancia  del 
Departamento  de  Retalhuleu  funciona- 
rio que  mandó  ratificarlo;  practicada 
esta  diligencia,  el  acusador  solicitó  se  li- 
braran órdenes  de  captura  contra  las  per- 


sonas mencionadas  anteriormente,  peti- 
ción que  denegó  el  Juez  aludido  en  virtud 
de  no  haber  sido  declarada  calumniosa 
la  acusación  y no  existir  por  consiguiente, 
base  para  el  procedimiento  criminal. 

La  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones conociendo  en  grado  de  dicha 
resolución,  la  confirmó  con  fecha  veinti- 
cuatro de  Agosto  del  año  de  mil  novecien- 
tos treinta  y uno.. 

Don  Erwino  Kiesling,  con  auxilio  del 
Abogado  don  Francisco  H.  de  León,  intro- 
dujo contra  el  auto  de  referencia  recurso 
extraordinario  de  casación  por  estimar 
infringidos  los  Artículos  676,  incisos  19  y 
59  13,  18,  del  Código  de  Procedimientos 
Penales;  y 19  59  11,  12,  16  y 27  inciso  19 
del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  Que  la  casación  por 
ser  un  recurso  extraordinario,  únicamente 
se  concede  contra  las  decisiones  que  la 
ley  determina,  a saber:  sentencias  pro- 
nunciadas en  juicios  escritos,  autos  de 
competencia,  autos  que  resuelvan  artículos 
de  previo  pronunciamiento,  autos  de  so- 
breseimiento definitivo  y de  abandono  de 
instancia,  siempre  que  las  primeras  hayan 
causado  ejecutoria,  los  segundos  procedan 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  y en  los  men- 
cionados en  tercer  lugar  hayan  sido  admi- 
tidas las  excepciones  de  cosa  juszgada, 
prescripción  del  delito  o de  la  pena,  o 
aplicación  de  amnistía  o indulto  general; 
además  es  necesario  que  dichas  resolu- 
ciones sean  definitivas  y que  contra  ellas 
no  quepa  ningún  recurso  ordinario;  que  en 
consecuencia  la  casación  de  que  se  trata 
es  improcedente,  en  virtud  de  que  el  auto 
que  se  examina  no  se  encuentra  compren- 
dido entre  los  que  acaban  de  mencionarse. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  en  observancia  de  lo  prescrito  por 
los  Artículos  674,  675,  686  y 690  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  declara  sin 
lugar  el  recurso  interpuesto,  y condena  al 
señor  Erwino  Kiesling  a quince  días  de 
arresto,  conmutables  a razón  de  veinticin- 
co centavos  de  quetzal  por  cada  día.  Noti- 
fiquese  y con  certificación  de  lo  resuelto 
devuélvanse  los  antecedentes  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C. 
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CRIMINAL 

PROCESO  : Contra  Julio  Ochoa  del  Cid, 
por  el  delito  de  lesiones. 

El  que  invoca  haber  obrado  en  defensa  de 
un  ascendiente  debe  probar  dicho  ex- 
tremo, para  que  pueda  declararse  su 
irresponsabilidad  criminal. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la veinticuatro  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con 
sus  respectivos  antecedentes,  la  senten- 
cia que  más  adelante  se  relatará  profe- 
rida en  el  proceso  instruido  contra  Julio 
Ochoa  del  Cid  por  lesiones  a Julio  César 
Corea. 

Resulta  del  estudio  de  los  autos  lo 
que  sigue:  La  causa  fué  iniciada  el  ocho 
de  marzo  del  corriente  año,  en  virtud  de 
que  el  Comandante  de  la  Segunda  Demar- 
cación de  Policía  puso  a disposición  del 
Juez  29  de  Paz  a María  Chinchilla,  Anita 
Ochoa  y Clara  Grajeda  remitidas  por  el 
Juez  Sexto  de  Primera  Instancia  por  ser 
cómplices  en  el  delito  de  lesiones  causadas 
a Julio  César  Corea. 

También  fué  detenido  Antonio  Ochoa 
Aroche,  quien  tenía  una  contusión  en  la 
nariz  y se  supuso  que  hubiera  tomado  par- 
ticipación al  perpetrarse  el  hecho  delic- 
tivo mencionado. 

Julio  César  Corea  refiere:  que  el  ocho 
de  Marzo  retropróximo,  a las  doce  y me- 
dia del  día  poco  más  o menos,  Antonino 
Ochoa,  quien  le  dió  en  arrendamiento  la 
casa  número  cinco  de  la  primera  avenida 
Sur  de  esta  ciudad,  llegó  a su  morada  a 
manifestarle  que  la  Empresa  del  Agua  de 
Mariscal  le  cobraba  un  recibo  por  mayor 
cantidad  de  la  que  le  correspondía  pagar, 
trató  del  asunto  con  Ochoa  y éste  se  re- 
tiró satisfecho;  que  en  seguida  su  esposa 
(la  de  Corea)  le  dijo  que  el  agua  se  salía 
de  la  pila  por  una  rotura  que  tenia;  al  en- 
terarse él  (Corea)  de  lo  que  sucedía  man- 
dó a su  sirvienta  Rosa  Morales,  de  nueve 
años  de  edad,  a casa  de  Ochoa  para  supli- 
carle que  llegara  a ver  la  pila;  dicho  se- 
ñor le  contestó  con  un  recado  injurioso,  y 
entonces  él  (Corea)  se  dirigió  a buscar  a 
Ochoa  suscitándose  un  altercado  a con- 
secuencia de  las  palabras  que  éste  profe- 
ría y aquel  ya  irritado  salió  de  la  sastre- 
ría y comenzó  a darle  bofetadas,  trató  de 


defenderse  (Corea)  y cuando  le  asesta- 
ba una  bofetada  en  el  hombro  a su  con- 
trincante, sintió  en  el  brazo  izquierdo  un 
garrotazo  y al  dar  la  vuelta  para  inquirir 
quien  la  había  pegado,  vió  a Julio  Ochoa, 
hijo  de  Antonino,  armado  con  unas  tijeras, 
sin  imaginarse  que  estaba  herido  se  arro- 
jó sobre  Julio,  pero  retrocedió  al  darse 
cuenta  que  estaba  ensangrentado  y al  oir 
los  gritos  proferidos  por  su  esposa  y doña 
Clara  de  Amado,  quien  se  interpuso,  pues 
Ochoa  del  Cid  continuaba  atacándolo. 

Corea  tardó  en  curarse  dicha  lesión 
diez  días  y necesitó  de  asistencia  facul- 
tativa, quedándole  una  ligera  disminu- 
ción de  los  movimientos,  lo  cual  no  cons- 
tituye impedimento  funcional  permanen- 
te, pues  desaparecerá  en  quince  dias,  po- 
co más  o menos,  con  ejercicios  adecua- 
dos y es  debido  a la  inmovilidad  a que 
quedó  sujeto  el  miembro  durante  la  cu- 
ración. 

No  está  imposibilitado  para  sus  tra- 
bajos habituales,  porque  el  impedimento 
se  manifiesta  con  la  abducción  forzada 
del  brazo. 

Rosa  Morales  manifiesta  que  le  llevó 
un  recado  al  dueño  de  la  casa,  quien  an- 
tes había  estado  a buscar  a Corea  para 
reclamarle  el  exceso  de  cuota  que  pa- 
gaba, porque  gastaba  mucha  agua,  y cuan- 
do su  patrón  fué  a la  sastrería  de  Ochoa  a 
hablarle,  dicho  señor  le  dió  de  puñetazos 
y enseguida  un  hijo  de  Ochoa  le  pegó 
con  un  objeto  negro  que  llevaba  en  la 
mano. 

Elena  Reyna  de  Corea  dijo:  que  Ochoa 
le  daba  bofetadas  a su  esposo  y éste  ha- 
cia lo  mismo  con  aquel,  cuando  Julio 
Ochoa  del  Cid  con  una  cuchilla  le  causó 
una  lesión  en  el  brazo  a su  marido  al  cam- 
biar este  la  posición  del  cuerpo. 

Clara  Amado  dijo:  que  Antonino  O- 
choa  y Julio  Corea,  frente  a la  sastrería 
del  primero,  tenían  un  altercado  y en  esos 
momentos  Julio  Ochoa  del  Cid  atacó  a 
Corea,  quien  estaba  ensangrentado  y ella 
se  puso  entre  ambos  para  que  el  primero 
se  contuviera.  Anita  Ochoa  dijo:  que  Co- 
rea frente  a la  sastrería  le  pegó  a su  pa- 
pá Antonino,  quien  arrojaba  sangre  por 
las  narices. 

Clara  Grajeda  Ortiz  manifiesta  que 
Julio  César  Corea  llegó  a la  sastrería  de 
Antonino  Ochoa  a insultarlo  diciéndole: 
viejo  te  voy  a quitar  la  nariz  y le  pegó. 
María  Chinchilla  Barillas  dijo:  que  supo 
que  Antonino  Ochoa  y Corea  habían  re- 
ñido. 
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Antonino  Ochoa  refiere  el  altercado 
que  tuvo  con  Julio  César  Corea,  quien  de 
un  puñetazo  lo  botó  al  suelo  y por  esta 
causa  llegó  su  hijo  Julio  a defenderlo  ha- 
biendo herido  a su  agresor  con  unas  ti- 
jeras. 

Julio  Ochoa  del  Cid  declara:  que  en- 
contrándose en  el  interior  de  su  casa  oyó 
unos  gritos  en  la  sastrería  de  su  padre  y 
al  entrar  al  taller  vió  que  un  hombre  le 
pegaba  a su  papá,  quien  estaba  en  el  sue- 
lo, procuró  separarlos,  pero  recibió  un  gol- 
pe en  el  ojo  derecho  y entonces  en  defen- 
sa de  su  progenitor  le  infirió  a Julio  una 
herida  con  unas  tijeras  pequeñas. 

El  Juez  Sexto  de  Primera  Instancia 
al  recibir  las  diligencias  ordenó  la  liber- 
tad con  sujeción  a resultas  de  Antonino 
Ochoa,  Anita  del  mismo  apellido,  María 
Chinchilla  y Clara  Grajeda,  decretó  la 
prisión  provisional  de  Julio  Ochoa  del  Cid 
y se  inhibió  del  conocimiento  de  la  cau- 
sa, mandándola  pasar  al  Juzgado  Cuarto 
de  Primera  Instancia  de  este  Departa- 
mento (Guatemala). 

Elevado  a plenario  el  proceso,  fué 
abierto  a prueba  por  quince  dias,  duran- 
te cuyo  término  fueron  examinados  a pe- 
tición del  reo  los  testigos  Bartolomé 
Avendaño  Beltrán,  Manuel  Gutiérrez, 
Elisa  Molina  y Secundino  Mendoza  y se 
practicó  una  inspección  ocular  en  la  casa 
número  diez  y seis  de  la  primera  Avenida 
Sur  de  esta  ciudad. 

Con  el  testimonio  de  las  personas  que 
acaban  de  ser  mencionadas  Ochoa  del 
Cid  se  proponía  establecer  los  hechos  que 
a contiuación  se  expresan:  19  que  es  muy 
pobre  y escasamente  vive  de  su  trabajo; 
29  que  el  ocho  de  Marzo  (1932)  a las  doce 
y media  del  día,  Julio  César  Corea  allanó 
violentamente  la  casa  de  Antonino  Ochoa 
y lo  insultó  de  una  manera  grosera;  39 
que  Corea  le  dió  una  bofetada  rompién- 
dole la  nariz  y luego  lo  arrojó  al  suelo  de 
un  puntapié;  49  que  el  enjuiciado  al  ver 
que  golpeaban  a su  padre  y este  tenía 
sangre  en  la  cara  se  arrojó  sobre  Corea 
lesionándolo  con  unas  tijeras;  y 59  que  in- 
dignado Ochoa  al  ver  que  maltrataban  a 
su  padre  hirió  a Julio  César  Corea. 

Tomada  declaración  a los  testigos 
propuestos  por  el  enjuiciado,  declararon: 
Avendaño  Beltrán  que  no  le  consta  que 
Ochoa  del  Cid  sea  pobre;  que  el  ocho  de 
marzo  retropróximo,  a la  hora  de  al- 
muerzo, vió  que  Ochoa  y Corea  estaban 
peleando  en  la  casa  número  diez  y seis 
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de  la  primera  Avenida  Sur  y que  al  pa- 
dre de  Julio  (Antonino)  le  salía  sangre  por 
las  narices. 

Gutiérrez  dijo:  que  Ochoa  dei  Cid  es 
pobre  y siempre  lo  ha  visto  trabajando; 
que  el  ocho  de  marzo  (1932)  a las  doce  y 
media  del  día,  vió  que  en  la  puerta  de  la 
sastrería  de  Julio  Ochoa  reñían  el  padre 
de  éste  Antonino  del  mismo  apellido,  con 
Julio  Corea  y en  esos  momentos  salió 
Julio  Ochoa  del  Cid  y le  infirió  a Corea 
una  herida  con  unas  tijeras.  Elisa  Mo- 
lina dijo  que  Ochoa  es  pobre;  que  el  día 
y hora  de  autos  al  llegar  por  un  temo  de 
su  marido  vió  que  Antonino  Ochoa  y Co- 
rea peleaban  en  el  interior  de  la  casa  que 
habita  Ochoa,  a quien  le  salía  sangre  por 
las  narices  y no  se  dió  cuenta  del  desen- 
lace que  tuvo  aquella  lucha  por  haberse 
retirado  antes  que  terminara,  pues  nin- 
guno de  los  Ochoa  pudo  atenderla;  y Se- 
cundino Mendoza  contestó  en  sentido 
afirmativo  a las  preguntas  que  contiene 
el  interrogatorio  respectivo. 

En  el  acta  de  inspección  ocular  que 
se  practicó,  el  Juez  instructor  hizo  cons- 
tar lo  que  sigue:  que  en  la  casa  número 
diez  y seis  de  la  primera  Avenida  Sur  de 
esta  capitai  (Guatemala)  hay  una  sastre- 
ría que  pertenece  al  señor  Antonino 
Ochoa  Aroche  y en  ese  taller  trabaja  Ju- 
lio Ochoa  del  Cid,  hijo  de  Ochoa  Aroche; 
según  manifestó  Antonino,  Julio  Corea 
el  día  del  suceso  penetró  a la  sastrería, 
lo  insultó  y como  a dos  metros  de  la  puer- 
ta de  calle,  hacia  el  interior,  le  dió  una 
bofetada;  su  hijo  Julio  se  encontraba  en 
la  cocina,  la  cual  dista  diez  metros  po- 
co más  o menos,  dei  lugar  donde  Anto- 
nino fué  abofeteado;  Juiio  al  oir  la  dis- 
cusión liegó  y al  ver  que  Corea  le  pegaba 
a su  padre  cogió  unas  tijeras  de  la  mesa 
situada  a la  izquierda  de  la  puerta  de  ca- 
lle y a una  distancia  de  metro  y medio 
dei  lugar  ya  referido  y le  causó  una  le- 
sión al  agresor.  También  se  hizo  constar 
que  en  aquei  sitio  no  se  encontraron 
manchas  de  sangre  ni  vestigio  alguno. 

El  Juez  Cuarto  de  Primera  Instancia 
le  dió  fin  al  proceso  declarando:  que  Ju- 
lio Ochoa  del  Cid  es  autor  del  delito  de 
lesiones  por  cuya  infracción  le  impone 
la  pena  de  seis  meses  de  arresto  mayor, 
que  podrá  conmutar  en  todo  o en  parte, 
a razón  de  diez  centavos  de  quetzal  por 
día  o en  su  caso  deberá  extinguir  en  las 
cárceles  departamentales  con  abono  de 
la  prisión  sufrida,  desde  el  auto  de  bien 
preso  hasta  que  salió  bajo  fianza;  lo  sus- 
pende en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
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liticos  durante  la  condena;  lo  deja  afec- 
to al  pago  de  las  responsabilidades  civi- 
les provenientes  del  delito  y lo  obliga  a 
la  reposición  del  papel  empleado  en  la 
causa  al  sellado  que  corresponde. 

La  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, con  fecha  diez  y siete  de  Octu- 
bre recién  pasado,  confirma  la  senten- 
cia del  referido  funcionario  con  las  re- 
formas siguientes:  a)  que  la  pena  im- 
puesta a Julio  Ochoa  del  Cid  queda  dis- 
minuida en  una  tercera  parte,  en  virtud 
de  concurrir  a favor  del  reo  la  circuns- 
tancia atenuante  que  consiste  en  haber 
obrado  aquel  por  estímulos  tan  poderosos 
que  naturalmente  le  produjeron  arrebato 
u obsecación;  y b)  que  impone  a Julio 
César  Corea  la  pena  de  cinco  dias  de  pri- 
sión simple,  conmutables  en  su  totalidad 
a razón  de  veinticinco  centavos  diarios 
por  la  falta  cometida  en  la  persona  del 
anciano  Antonino  Ochoa  Aroche. 

Julio  Ochoa  del  Cid,  con  auxilio  del 
abogado  J.  Francisco  Medina,  introdujo 
contra  este  último  pronunciamiento  re- 
curso de  casación,  denunciando  como  in- 
fringido el  articulo  20  inciso  59  del  Códi- 
go Penal. 

CONSIDERANDO:  Que  dada  la  for- 
ma en  que  reman  Antonino  Ochoa  y Ju- 
lio César  Corea,  en  esos  momentos 
no  estaba  armado,  debe  de  estimarse  que 
Ochoa  del  Cid  pudo  muy  bien  impedir 
que  continuara  el  pleito  separando  a los 
contendientes  sin  necesidad  de  herir 
a Corea.  Que  por  otra  parte,  tam- 
poco establece  la  excepción  que  se  invo- 
ca, la  prueba  de  testigos  que  rindió  el  en- 
juiciado, pues  de  éstos,  únicamente  Se- 
cundino  Mendoza  respondió  en  sentido 
afirmativo  a las  preguntas  respectivas.  Y 
no  apareciendo  probada  como  correspon- 
de, la  circunstancia  que  se  alegó  para 
fundar  el  recurso,  es  indudable  que  no 
fué  infringido  el  inciso  59  del  articulo  20 
del  Código  Penal. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  fundamento  de  lo  prescrito 
por  los  artículos  566,  686  y 690  del  Código 
Penal,  declara  improcedente  el  recurso 
interpuesto  e impone  a Julio  Ochoa  del 
Cid  quince  dias  de  arresto,  conmutables 
en  su  totalidad,  a razón  de  veinticinco 
centavos  de  quetzal  diarios.  Notifíquese 
y con  certificación  de  lo  resuelto  devuél- 
vanse los  autos  al  Tribunal  de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz  — An- 
te mi,  Juan  Fernández  C.” 


CRIMINAL 

PROCESO:  Por  el  delito  de  Estafa  a la 
Hacienda  Pública,  contra  César  Ig- 
nacio Barrios. 

El  hecho  de  que  el  reo  restituya  el  dine- 
ro objeto  del  delito,  no  constituye 
circunstancia  de  atenuación,  toda  vez 
que  está  afecto  a esa  restitución  co- 
mo parte  de  la  responsabilidad  civil 
proveniente  del  propio  delito. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Gua- 
temala, diez  y nueve  de  Diciembre  de  mil 
novecientos  treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con 
sus  respectivos  antecedentes,  la  sentencia 
que  adelante  se  relatará,  proferida  en  el 
proceso  instruido  contra  César  Ignacio 
Barrios  por  estafa  a la  Hacienda  Pública. 

RESULTA:  Que  el  Director  General 
de  Cuentas  con  fecha  veinte  de  Mayo  del 
corriente  año  (1932),  se  dirigió  al  Inten- 
dente de  Hacienda  de  San  Marcos  mani- 
festándole, entre  otras  cosas,  lo  que  sigue: 
que  el  siete  de  Septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y uno,  se  registró  en  esa 
Intendencia  el  presupuesto  de  la  Escuela 
de  Varones  de  “La  Reforma”  correspon- 
diente al  mes  de  Julio  (1931),  bajo  el  nú- 
mero tres  mil  quinientos  noventa  y ocho 
por  diez  y siete  quetzales,  habiendo  sido 
pagado  por  la  Administración  de  Rentas 
el  ocho  de  Septiembre  del  año  que  acaba 
de  citarse. 

El  trece  de  Febrero  retropróximo,  la 
misma  Administración  pagó  de  nuevo,  el 
referido  presupuesto,  por  la  misma  canti- 
dad y por  el  mencionado  mes  de  Julio  de 
mil  novecientos  treinta  y uno,  siendo  es- 
te último  presupuesto  el  duplicado  del 
que  se  pagó  primeramente;  este  presu- 
puesto se  encuentra  registrado  en  esa  In- 
tendencia con  el  número  tres  mil  quinien- 
tos noventa  y ocho,  es  decir,  el  mismo  que 
el  pagado  con  anterioridad.  Que  de  lo 
expuesto  se  desprende  que  dicha  oficina 
autorizó  por  duplicado  ese  presupuesto, 
sin  tomar  en  cuenta  que  con  fecha  tres 
de  Marzo  de  mil  novecientos  treinta  y 
uno,  por  el  Decreto  mil  doscientos  vein- 
tiséis, fueron  suprimidos  los  duplicados  y 
triplicados;  y que  esperaba  que  en  su  ca- 
rácter de  Intendente  de  Hacienda  inves- 
tigase lo  que  hubiera  sobre  el  particular, 
deduciendo  las  responsabilidades  consi- 
guientes a los  culpables. 
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Iniciada  la  correspondiente  averigua- 
ción por  la  Intendencia  se  tomó  declara- 
ción a Manuel  Sandoval,  encargado  del 
Registro  de  documentos,  Rosa  Alfaro  Sán- 
chez, Nicolás  Mérida  y a Ignacio  Barrios. 

La  pesquiza  la  continuó  el  Juez  de 
Primera  Instancia  del  Departamento  de 
San  Marcos,  funcionario  que  con  fecha 
nueve  de  Agosto  del  corriente  año  (1932), 
redujo  a prisión  provisional  a César  Ig- 
nacio Barrios,  examinó  a Claudia  Alfaro 
de  Maldonado,  Nicolás  Mérida  Rivadenei- 
ra,  Ricardo  Ochoa  y Joaquin  Castañeda, 
se  examinó  de  nuevo  al  sindicado  y fue- 
ron practicados  careos. 

A los  folios  cuarenta  y uno,  cuarenta 
y ocho  y cincuenta  del  proceso  obran,  res- 
pectivamente: una  certificación  expedida 
por  el  Jefe  de  Receptores  de  la  Adminis- 
tración de  Rentas  de  San  Marcos  en  que 
consta:  que  los  presupuestos  de  referen- 
cia fueron  pagados  dos  veces,  la  prime- 
ra, el  ocho  de  Septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y uno  y la  segunda  con 
fecha  trece  de  Febrero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos;  y los  dos  originales  de 
los  documentos  tantas  veces  menciona- 
dos, subscritos  por  César  Ignacio  Barrios, 
en  su  carácter  de  Director  y Profesor  de 
la  Escuela  Nacional  de  Varones  del  Mu- 
nicipio “La  Reforma”  y los  cuales  fueron 
registrados  con  el  mismo  número  de  or- 
den (3.598)  en  el  Ramo  de  Educación  Pú- 
blica. 

El  Juez  de  Instrucción  previos  los  trá- 
mites correspondientes  dió  fin  a la  causa 
declarando:  que  César  Ignacio  Barrios  es 
responsable  del  delito  de  estafa  a la  Ha- 
cienda Pública  por  lo  que  le  impone  seis 
meses  de  arresto  mayor  rebajados  en  una 
tercera  parte  por  la  atenuante  de  haber 
procurado  con  celo  reparar  el  mal  cau- 
sado devolviendo  al  Fisco  la  suma  co- 
brada dos  veces;  esta  pena  la  cumplirá  en 
la  cárcel  de  la  cabecera  departamental 
de  San  Marcos;  le  abona  la  prisión  sufri- 
da: le  permite  conmutar  el  resto  de  la 
pena  a razón  de  treinta  centavos  de  quet- 
zal diarios;  le  supende  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos  políticos  durante  la  conde- 
na: le  obliga  al  pago  de  las  responsabi- 
lidades civiles  provenientes  del  hecho  de- 
lictuoso así  como  a la  reposición  del  pa- 
pel de  la  causa  al  del  sello  respectivo. 

El  diez  y seis  de  Noviembre  recién  pa- 
sado, la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones aprobó  la  sentencia  del  Juez  a- 
quo,  con  las  modificaciones  que  siguen: 
I?  que  la  pena  es  de  seis  meses  de  arres- 


to mayor  por  no  existir  la  atenuante  apre- 
ciada por  dicho  funcionario;  y 2^  que  la 
referida  pena  es  inconmutable,  por  “que 
la  estafa  viene  significando  un  fraude  o 
engaño”  y las  penas  impuestas  por  los 
delitos  y fraudes  tienen  aquel  carácter. 

El  Tribunal  sentenciador  funda  su 
fallo  en  las  siguientes  consideraciones; 
que  la  justificación  del  acto  doloso  que 
originó  el  encausamiento  de  César  Igna- 
cio Barrios  y que  sirve  de  base  al  proceso 
se  constató:  con  los  presupuestos  del  mes 
de  Julio  (1931),  original  y duplicado,  con 
la  certificación  de  pago  extendida  por  la 
Administración  de  Rentas  del  Departa- 
mento de  San  Marcos,  así  como  con  las 
demás  constancias  recogidas;  y la  culpa- 
bilidad del  sindicado  con  las  presunciones 
que  se  desprenden  de  los  hechos  que  si- 
guen: a)  el  reo  al  ser  interrogado  la  pri- 
mera vez,  sostuvo  que  el  presupuesto  de 
Julio  hecho  en  papel  sellado  lo  había  ro- 
to a presencia  del  Alcalde  de  “La  Re- 
forma” señor  Ricardo  Ochoa,  e insinuó 
que  Mérica  (Nicolás)  fuera  el  que  hubiese 
cobrado  el  citado  presupuesto  por  haber- 
se quedado  con  el  duplicado  y triplicado, 
afirmación  que  resultó  falsa,  pues  en  pri- 
mer lugar,  Ochoa  niega  tal  cosa,  y en  se- 
gundo el  duplicado  cobrado  no  estaba  en 
papel  sellado  sino  en  nómina  especial  pa- 
ra los  presupuestos;  b)  el  reo  reconoció 
como  suyas  las  firmas  que  autorizaban 
los  dos  presupuestos  cobrados,  dando  ra- 
zones vagas  con  respecto  al  cobro,  que  ha- 
cen suponer  con  sobrada  razón,  que  él 
fué  quien  cobró  dos  veces  el  mismo  presu- 
puesto; c)  las  deposiciones  de  las  perso- 
nas que  intervinieron  en  este  asunto,  Mé- 
rida, Castañeda,  Ochoa,  Claudia  Alfaro  de 
Maldonado  y Rosa  Alfaro  Sánchez,  con- 
gruentes con  las  constancias  de  autos  y 
desprendiéndose  de  todas  ellas  la  eviden- 
cia de  que  Barrios  estafó  a la  Hacienda 
Pública;  d)  el  hecho  muy  significativo, 
por  cierto,  de  que  Barrios  ya  estando  de- 
tenido y cuando  el  proceso  había  sido  ele- 
vado a plenario,  reintegrara  la  suma  esta- 
fada; y en  las  contradicciones  que  se  ob- 
servan en  lo  expuesto  por  el  enjuiciado, 
las  que  se  hacen  más  patentes  al  apreciar 
la  prueba  recogida. 

Contra  el  pronunciamiento  de  Segun- 
da Instancia  y con  auxilio  del  licenciado 
Everardo  Barrios,  el  reo  introdujo  recurso 
extraordinario  de  casación  denunciando 
como  infringidos  el  inciso  89  del  artículo 
21  del  Código  Penal  común;  artículo  29 
del  Decreto  Legislativo  número  1740;  y 
65  y 66  del  Código  primeramente  citado. 
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CONSIDERANDO:  Que  según  se  des- 
prende de  los  autos,  el  reintegro  que  hizo 
Barrios  de  la  cantidad  estafada  lo  efec- 
tuó mucho  tiempo  después  de  iniciado 
el  proceso,  pues  con  fecha  veintitrés  de 
Mayo  de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
el  Intendente  de  Hacienda  dió  principio 
a la  investigación  y hasta  el  quince  de 
Agosto  del  corriente  año,  se  verificó  aquel, 
como  puede  verse  en  el  memorial  presen- 
tado por  el  Administrador  de  Rentas  de 
San  Marcos  al  Juez  de  Primera  Instan- 
cia de  dicho  departamento;  y por  lo  tan- 
to es  improcedente  aplicar  al  enjuiciado 
la  circunstancia  atenuante  que  se  invoca, 
y al  estimarlo  asi  el  Tribunal  sentencia- 
dor no  violó  el  inciso  89  del  articulo  21 
del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  Que  solo  en  los  ca- 
sos que  determina  el  articulo  676  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  proce- 
de el  recurso  extraordinario  de  casación 
por  violación  de  ley,  y la  conmutación  de 
la  pena,  que  es  otro  de  los  fundamentos 
del  recurso  no  está  comprendida  en  aque- 
llos casos,  siendo  en  consecuencia  por 
este  motivo  improcedente  la  casación  que 
se  interpuso.  , 

CONSIDERANDO:  Que  la  pena  asig- 
nada al  delito  cometido  por  el  enjuiciado 
es  la  que  en  el  caso  sub-júdice  aplicó  la 
Sala  sentenciadora,  atendiendo  a la 
cuantía  de  la  cantidad  defraudada,  y a 
la  participación  de  Barrios  en  el  hecho 
delictuoso,  sin  apreciar  la  circunstancia 
atenuante  que  estimó  el  Juez  a-quo,  por 
la  razón  mencionada  en  el  primer  “Con- 
siderando” del  presente  fallo;  y en  ese 
concepto  tampoco  fueron  violados  los  ar- 
tículos 65  y 66  del  Código  Penal. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  en  observancia  de  lo  estatuido 
por  los  artículos  674  y 690  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  desestima  el  re- 
curso de  que  se  hizo  mérito  e impone  a 
César  Ignacio  Barrios  quince  dias  de 
arresto,  conmutables  a razón  de  quince 
centavos  de  quetzal  diarios.  Notifiquese 
y devuélvanse  los  autos  en  la  forma  que 
corresponde  al  Tribunal  Je  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — Federico  O 
Salazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Al- 
berto Arqueta  S.  — José  Serrano  Muñoz 
Ante  mi,  Juan  Fernández  C. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Ernesto  Barrios,  por 
el  delito  de  defraudación  a la  Hacien- 
da. Pública  en  el  Ramo  de  Aduanas 

Para  que  pueda  estimarse  parcial  la  de- 
claración de  un  testigo  por  imputár- 
sele ser  co-reo,  cómplice  o encubri- 
dor del  delito,  debe  estar  probado  es- 
te hecho  en  el  proceso. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la nueve  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de 
casación  y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  adelante  se  relatará, 
pronunciada  en  el  proceso  instruido  con- 
tra Ernesto  Barrios  por  el  delito  de  de- 
fraudación a la  Hacienda  Pública  en  el  Ra- 
mo de  Aduanas. 

RESULTA:  Del  estudio  de  los  autos  lo 
que  sigue:  El  Juez  Municipal  de  Malaca- 
tán  con  fecha  nueve  de  Junio  del  corrien- 
te año,  inició  el  procedimiento  en  virtud 
de  haber  recibido  del  Jefe  Político  de  San 
Marcos  una  certificación  de  las  notas  di- 
rigidas al  Ministro  de  Relaciones  Exterio- 
res por  los  Cónsules  de  Guatemala  en  Tux- 
tla  Chico  Chis.,  y Mariscal  Chis.,  respec- 
tivamente, informándole  sobre  el  contra- 
bando de  café  que  descubrieron  las  Auto- 
ridades Mexicanas,  procedente  de  la  finca 
“El  Malacate”,  en  el  momento  que  lo  lle- 
vaban a Tuxtla  Chico  por  el  paso  deno- 
minado “El  Trifón”,  los  mozos  Calixto 
Arango,  Tomás  Gómez,  Ernesto  García, 
Anselmo  Chin,  Toribio  García,  Feliciano 
Guadalupe,  Gabriel  Chilel,  Roberto  Gar- 
cía, Sebastián  Corado,  José  García,  Nica- 
sio  García,  Pascual  Velásquez,  Manuel 
Nis,  Pedro  Nis,  Anselmo  García,  Vicente 
López,  Cecilio  López  y Esteban  Morales; 
que,  dichos  individuos  declararon:  que  el 
café  extraído  de  la  casa  grande  de  la  men- 
cionada finca  propiedad  de  don  Raymun- 
do  Ochoa  y el  Administrador  de  ella  Er- 
nesto Barrios,  les  ordenó  conducirlo  a ca- 
sa de  Angel  Ochoa,  quien  reside  en  Tuxtla 
Chico,  amenazándolos  con  sacarlos  de 
aquella  propiedad  si  se  negaban  a cumplir 
con  lo  que  les  había  ordenado. 

Ernesto  Barrios  dijo:  que  el  diecisiete 
de  Mayo  (1932)  vendió  a Trifón  Ochoa, 
puestos  en  la  finca  el  Malacate,  diecisiete 
bultos  de  café  de  ciento  veintiséis  libras, 
peso  neto  cada  uno,  habiendo  sido  entre- 
gado ese  artículo,  como  a las  cuatrQ  pm., 
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en  presencia  del  caporal  José  Maldonado 
Alcalde  Auxiliar  Pantaleón  Mérida  y de 
Daniel  Talayera;  a las  seis  y media  de  la 
tarde  llegó  Ochoa  a recoger  el  café  acom- 
pañado de  varios  individuos  a quienes  en 
ese  momento  no  conoció  y más  tarde  pu- 
do averiguar  que  Trifón  Ochoa  le  había 
hablado  a varios  mozos  de  la  finca  para 
que  le  trasladaran  el  café  a la  República 
de  México;  que  ha  sabido  que  el  Cónsul 
Guatemalteco  señor  Carlos  H.  Auerbach 
aconsejó  a los  mozos  que  se  encuentran 
presos  en  Tuxtla  Chico,  dijeran  que  él 
(Barrios)  les  había  obligado  a llevar  el 
café,  conducta  que  ha  observado  el  men- 
cionado señor,  resentido  quizá,  porque  no 
le  dió  doscientos  dólares  que  personal- 
mente llegó  , a pedirle  en  calidad  de  prés- 
tamo, el  día  diez  de  Mayo,  fecha  en  que 
también  le  propuso  en  venta  un  carro,  ne- 
gocio que  tampoco  aceptó  para  no  tener 
dificultades,  como  le  habla  sucedido  al 
administrador  de  la  finca  “San  Luis”, 
quien  compró  un  carro  al  referido  Cónsul 
y había  tenido  que  pagar  impuesto  excesi- 
vo. José  Maldonado,  Pantaleón  Mérida  y 
Daniel  Talayera,  corroboraron  lo  mani- 
festado por  Ernesto  Barrios.  A los  autos 
se  agregó  una  copia  certificada  de  las  cons- 
tancias que  se  encuentran  en  el  proceso 
instruido  por  el  delito  de  contrabando  con- 
tra Calixto  Arango  Aguilar  y compañeros, 
expedida  por  el  Secretario  del  Juzgado 
del  Ramo  Penal  del  Distrito  Judicial  de 
Soconuzco,  Chiapas,  en  la  cual  obran  las 
deposiciones  de  los  diez  y ocho  mozos 
guatemaltecos,  quienes  afirman,  que 
Barrios,  les  obligó  a conducir  el  café,  lo 
que  llevaron  a cabo,  por  que  el  Admi- 
nistrador de  la  finca  “El  Malacate”,  los 
amenazó  con  echarlos  si  no  cumplían 
.sus  órdenes,  amenaza  que  corroboran 
Nicolás  López  Gómez  y Manuel  López, 
cuyas  deposiciones  existen  también  en  las 
referidas  diligencias.  Trifón  Ochoa  ne- 
gó lo  afirmado  por  Ernesto  Barrios. 

El  café  valorado  en  ciento  diez  quet- 
zales c'ncuenta  centavos  de  quetzal,  in- 
cluyendo el  valor  de  los  derechos  que 
se  dejaron  de  pagar. 

El  Juez  Municipal  de  Banta  Lucia 
Malacatán,  recogió  los  Libros  de  Contabi- 
lidad de  la  finca  que  acaba  de  mencio- 
narse y en  el  acta  levantada  con  fecha 
dieciséis  de  Junio  (1932)  hizo  constar 
entre  otras  cosas  lo  que  sigue:  que  el  Te- 
nedor de  Libros,  Oscar  Méndez,  manifes- 
tó que  la  última  cosecha  produjo  tres- 
cientos siete  quintales  treinta  y ocho 


libras,  pero  ignora  a quién  habían  sido 
vendidos;  al  folio  veintisiete  del  Libro 
Mayor  aparece  que  fueron  vendidos  el 
presente  año  (1932)  ciento  cuatro  bultos 
de  café  a Ursula  Ochoa,  vecina  de  Tuxtla 
Chico,  y nueve  al  señor  Arnulfo  Luarca, 
vecino  de  “El  Carmen”,  jurisdicción  de 
Malacatán;  y por  último  el  señor  Méndez 
manifestó  que  aún  no  se  habían  anotado 
los  diecisiete  bultos  vendidos  a Trifón 
Ochoa,  Andrés  Chilel  refiere  que  el  die- 
cisiete de  Mayo  (1932),  como  a las  cua- 
tro de  la  tarde  yendo  en  compañía  de 
Esteban  Morales  a entrar  un  poco  de  ga- 
nado, los  llamó  el  administrador  de  la 
finca,  señor  Barrios  y le  dijo:  que  inme- 
diatamente fuera  a citar  a diez  y ocho 
mozos,  y al  manifestarle  a don  Ernes- 
to que  como  ya  era  tarde,  tal  vez  no 
querían  llegar  los  mozos  a su  llamado, 
dicho  señor  le  dijo:  “tú  por  pereza  no 
quieres  ir  a cumplir  lo  que  te  ordeno,  si 
no  quieren  comparecer  los  hago  que  des- 
ocupen la  finca  con  todos  sus  animales; 
que  fué  a los  ranchos  y citó  a los  mozos 
y el  mismo  patrón  procedió  al  arreglo  de 
la  carga  de  cada  uno  de  ellos,  diciéndole 
a él  (Chilel)  que  ese  café  iba  para  “el 
otro  lado'’;  que  Arango  y otro  individuo 
a quien  no  conoce  marchaban  adelante 
de  toda  la  “gente”  para  mostrarle  el  ca- 
mino; y que  no  es  verdad  que  Barrios  hu- 
biera vendido  el  café  a Trifón  Ochoa  a 
quien  él  (Chilel)  no  vió  ese  día  en  la 
finca. 

Andrés  Chilel  Nis  fué  puesto  en  liber- 
tad con  sujeción  a resultas:  se  reformó  el 
auto  de  prisión  de  Trifón  Ochoa  y exami- 
nados Abraham  Pérez,  Ernesto  García, 
Secundido  Cano.,  Félix  M'érida,  Guada- 
lupe Flores  y Amor  Velasco,  manifestaron: 
Pérez,  que  como  a las  tres  y media  de 
la  tarde  del  diecisiete  de  Mayo  (1932),  vió 
que  en  el  corredor  de  la  casa  y a la  vista 
de  don  Ernesto  Barrios,  pesaban  cierta 
cantidad  de  café  y cerca  de  los  mozos 
que  hacían  ese  trabajo  se  encontraban 
otras  personas  a quienes  no  conoció  ni 
podría  reconocer;  Velasco  dijo:  que  en 
el  mes  de  Mayo,  un  día  martes,  vió  en  la 
finca  “El  Malacate”  a Trifón  Ochoa  en  el 
extremo  del  corredor,  con  otros  individuos 
que  pesaban  café,  pero  ignora  si  Ochoa 
compraba  dicho  articulo  o qué  clase  de  ne- 
gocios lo  llevaron  ese  dia  a la  mencio- 
nada finca.  Los  demás  testigos  manifes- 
taron no  haber  presenciado  el  negocio 
que  Barrios  afirma  celebró  con  Trifón 
Ochoa.  En  el  plenario  de  la  causa  y a 
solicitud  del  enjuiciado,  se  tomó  declara- 
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ción  a Gariel  Torreblanca,  Adelaido  Do- 
mínguez, Humberto  Sosa  y Andrés  Mal- 
donado,  para  establecer  que  la  mayor 
parte  de  los  individuos  que  viven  en  la 
finca  “El  Malacate”,  son  arrendatarios 
y no  pudieron  haber  sido  obligados  por 
el  Administrador  de  dicha  finca  a trans- 
portar café  de  contrabando  a plazas  de 
la  República  Mexicana,  por  que  dichos 
sujetos  conocen  sus  derechos  y obliga- 
ciones y se  oponen  sistemáticamente 
cuando  el  referido  Administrador  ha  pre- 
tendido compelerlos  a que  ejecuten  tra- 
bajos ajenos  a sus  contratos  de  arrenda- 
miento, Los  testigos  que  acaban  de  ser 
mencionados  contestaron  afirmativamen- 
te las  preguntas  que  contiene  el  respecti- 
co  interrogatorio,  a excepción  de  Torre- 
blanca,  que  al  dar  respuesta  a la  once  di- 
jo que  no  le  consta  y Mal  donado  que  ma- 
nifestó que  podía  ser  que  los  arrendata- 
rios se  opusieran  a trabajar. 

Examinados  Pantaleón  Mérida,  Alcal- 
de lo.  Auxiliar  de  “El  Malacate”  y José 
Maldonado,  caporal  de  la  mencionada 
finca,  de  conformidad  con  el  interrogato- 
rio que  obra  al  folio  ochenta  y siete  del 
proceso,  declararon  ser  cierto  que  Andrés 
y Gabriel  Chilel  son  primos  hermanos, 
lo  cual  les  consta  por  que  dichos  sujetos 
se  los  han  manifestado  a los  declarantes, 
y a los  vecinos  de  aquella  finca,  agrega 
Mérida,  viven  en  el  caserío  denominado 
“San  Andrés”  y llevan  vida  intima  de  fa- 
milia tanto  en  sus  relaciones  como  en  sus 
trabajos.  Por  medio  de  suplicatorio  libra- 
do por  el  Juez  de  instrucción  al  Juez  del 
Ramo  Penal  de  Tapachula,  Chis,,  México, 
se  tomó  declaración  a Calixto  Arango  y 
compañeros,  quienes  se  produjeron  en  los 
términos  ya  relacionados,  Manuel  Oroz- 
co  y Tomás  Ramírez,  refieren  que  en  la 
fecha  de  autos  Tritón  Ochoa  compró  die- 
cisiete quintales  de  café  que  voluntaria- 
mente condujeron  a la  vecina  República 
Mexicana,  mozos  de  la  finca  “El  Mala- 
cate”, los  cuales  fueron  capturados  por 
contrabandistas.  En  idénticos  términos 
declaró  Marcelino  de  León  con  la  diferen- 
cia que  manifiesta  que  a la  finca  llegó  a 
traer  el  café  Calixto  Arango,  mozo  de 
Trifón  Ochoa  a quien  de  León  asegura  no 
haber  visto.  Y Manuel  López  refiere;  que 
le  consta  que  Barrios  ordenó  a Chilel  ci- 
tara a los  mozos  haciéndoles  la  preven- 
ción que  el  mencionado  Alcalde  Auxiliar 
explica  al  declarar;  que  Calixto  Arango 
y compañeros  condujeron  los  diecisiete 
quintales  de  café  y fueron  capturados  por 
el  Resguardo. 


El  Juez  de  la.  Instancia  de  San  Mar- 
cos dió  fin  a la  causa  declarando:  que 
Ernesto  Barrios  es  responsable  del  de- 
lito de  contrabando  a la  Hacienda  Públi- 
ca en  el  Ramo  de  Aduanas,  por  cuya  in- 
fracción le  impone  la  pena  de  dos  años 
de  prisión  correccional,  que  con  abono  del 
tiempo  padecido  purgará  en  la  Peniten- 
ciaria Central:  le  permite  conmutar  la 
totalidad  de  la  pena  a razón  de  dos  quet- 
zales; le  suspende  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos  políticos  durante  la  condena,  y 
le  obliga  al  pago  del  papel  empleado  en 
la  causa  al  del  sello  respectivo. 

La  Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, con  fecha  veinticuatro  de  Octubre  re- 
tropróximo, confirmó  esta  sentencia  con 
las  adiciones  siguientes;  la.  que  debe  de 
quedar  abierto  el  procedimiento  contra 
los  testigos  José  Maldonado,  Pantaleón 
Mérida,  Daniel  Talavera,  Abraham  Pérez, 
Amor  Velasco,  Manuel  Orozco,  Marceli- 
no de  León  y Tomás  Ramírez,  por  el  de- 
lito de  falso  testimonio,  así  como  contra 
Ernesto  Barrios  por  haberlos  propuesto;  y 
2o.  que  debe  de  certificarse  lo  conducen- 
te por  el  delito  de  coacción  denunciado 
por  los  mozos  conductores  del  café.  El 
enjuiciado,  con  auxilio  del  Licenciado  Eve- 
rardo  Barros,  introdujo  contra  este  últi- 
mo pronunciamiento  recurso  de  casación 
por  estimar  violados  los  artículos  259, 
568,  581  incisos  8o.  y 2o.,  570  incisos  3o.  y 
4o.,  571  y 573  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales;  212  y 218  del  Código  Penal; 
y 175  del  Decreto  número  1729. 

CONSIDERANDO:  Que  tanto  la  pre- 
existencia del  hecho  delictivo  como  la 
resonsabilidad  criminal  en  que  incurrió  el 
enjuiciado  se  encuentran  establecidas  de 
una  manera  plena  con  el  testimonio  de  los 
mozos  que  condujeron  el  café  a territorio 
mexicano  y el  de  Andrés  Chilel  y Manuel 
López,  personas  que  están  de  acuerdo  en 
el  lugar,  tiempo  y modo  como  se  llevó  a 
cabo  el  transporte  del  referido  articulo; 
deposiciones  que  no  fueron  desvirtuadas, 
por  los  testigos  propuestos  por  el  reo,  de 
los  cuales  algunos  de  ellos  careen  de  im- 
parcialidad por  las  relaciones  que  tienen 
con  aquel  y los  demás  porque  no  se  die- 
ron cuenta  completa  acerca  del  hecho,  se- 
gún se  desprende  de  sus  propias  declara- 
ciones; y en  ese  concepto  no  fueron  in- 
fringidos los  Artos.  259,  568,  571  y 573  del 
Código  de  Pros.  Penales. 

CONSIDERANDO:  Que  los  incisos. 

2o.  y 8o.  del  Arto.  581  del  Código  que 
acaba  de  mencionarse  no  fueron  viola- 
dos, por  que  en  la  causa  no  aparece  An- 


gaceta  de  los  tribunales 


169 


drés  Chilel  con  el  carácter  de  co-reo, 
cómplice  o encuteidor  del  delito  ni  que 
dicho  individuo  tenga  interés  directo  o 
indirecto  en  el  proceso  aludido,  pues  los 
testigos  que  declararon  para  justificar 
ese  extremo  saben  lo  que  afirman  por 
referencia  de  los  mismos  Chilel  y de  los 
vecinos  del  caserío  donde  viven  dichos 
individuos. 

CONSIDERANDO:  Que  el  inciso  3o. 
del  Arto.  570  del  Código  de  Pros.  Pena- 
les no  ha  sido  violado  porque  en  las  co- 
municaciones de  los  señores  Cónsules  de 
Guatemala  en  Mariscal  y Tuxtla  Chico 
se  denuncia  la  comisión  del  hecho  delic- 
tuoso investigado  y acerca  del  cual  de- 
clararon los  mozos  conductores  del  ca- 
fé al  ser  examinados  por  el  Juez  del  Ra- 
mo Penal  de  Tapachula,  en  virtud  del 
suplicatorio  que  le  fue  librado  por  el 
funcionario  guatemaltco  que  instruyó  el 
proceso. 

CONSIDERANDO:  Que  la  inexisten- 
cia de  la  partida  que  debió  haberse  asen- 
tado en  los  libros  de  la  finca  “El  Mala- 
cate”, relativa  al  café  que  Ernesto  Ba- 
rrios asegura  haber  vendido  a Trinidad 
Ochoa,  constituye  un  hecho  susceptible 
de  ser  apreciado  sin  que  para  ello  sea 
indispensable  poseer  conocimientos  téc- 
nicos de  Contabilidad  Agricola,  y en  ese 
concepto  no  fue  infringido  el  inciso  4o. 
del  Articulo  570  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 

CONSIDERANDO:  Que  en  el  fallo 

recurrido  se  manda  abrir  procedimiento 
para  inquirir  si  los  testigos  que  en  la 
sentencia  se  mencionan  y la  persona 
que  los  propuso  han  incurrido  en  falso 
testimonio,  pero  no  se  les  impuso  pena 
alguna;  y por  consiguiente  tampoco  fue- 
ron violados  los  Artículos  212  y 213  del 
Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  Que  el  Articulo 
175  del  Decreto  Legislativo  número  1729 
no  fue  infringido,  porque  la  Sala  senten- 
ciadora mandó  también  certificar  lo 
conducente  para  seguir  la  investigación 
que  corresponde  acerca  del  delito  de 
coacción  que  denunciaron  Calixto  Aran- 
go  Aguilar  y compañeros. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  de  conformidad  con  lo  prescri- 
to por  los  Artículos  686  y 690  del  Código 
de  Procedimientos  Penales;  y 2o.  del  De- 
creto Legislativo  número  1740,  declara 
improcedente  el  recurso  interpuesto  e im- 
pone a Ernesto  Barrios  quince  días  de 


arresto,  conmutables  en  su  totalidad  a 
razón  de  dos  quetzales  diarios.  Notifíque- 
se  y con  certificación  de  lo  resuelto  de- 
vuélvanse los  antecedentes  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sa- 
laz'j.r.  — Carlos  Ccstellanos  R — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Juan  María  y Jorge 
Perusina,  por  delito  de  detensión 
ilegal. 

Las  Jefaturas  Políticas  de  los  departamen- 
tos, están  facultadas  por  la  ley,  para 
ordenar  la  captura  de  los  mozos  frau- 
dulentos. 


“Corte  Suprema  de  Justicia,  Guate- 
mala, diez  y seis  de  Diciembre  de  mil 
novecientos  treinta  y dos. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de 
casación  y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  más  adelante  se  re- 
latará proferida  en  el  proceso  instruido 
contra  Jorge  y Juan  María  Perusina,  por 
el  delito  de  detención  ilegal. 

RESULTA  del  estudio  de  los  autos  lo 
que  sigue;  Pablo  Hernández,  con  fecha 
veintinueve  de  Noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y uno,  por  telégrafo  puso 
en  conocimiento  del  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia de  San  Marcos,  que  una  escolta 
lo  había  sacado  de  su  casa  la  noche  del 
veintisiete  del  mes  que  acaba  de  citarse. 

El  funcionario  aludido  ordenó  al  Juez 
Municipal  de  Nuevo  Progreso,  la  exhibi- 
ción personal  de  Hernández  y que  infor- 
mara acerca  de  la  detención  de  dicho  in- 
dividuo. 

Ezequiel  Villanueva  Sarceña  ¡evacuó 
su  informe  manifestando;  que  el  veintio- 
cho de  Noviembre  (1931)  el  “mayordo- 
mo” del  Juzgado  le  dijo  que  Pablo  Her- 
nández se  encontraba  preso  a petición  de 
don  Jorge  Perusina,  quien  había  solicita- 
do que  Hernández  fuera  detenido,  porque 
este  sujeto  es  mozo  faltista  de  la  finca 
‘‘La  Amalia”,  propiedad  del  señor  Peru- 
rina;  que  citado  dicho  señor  para  el  arre- 
glo del  asunto  no  compareció,  por  lo  que 
había  dispuesto  enviar  a la  Jefatura  Polí- 
t‘ca  a Hernández,  en  virtud  de  que  en 
aquel  Despacho  se  encuentran  todos  los 
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antecedentes;  que  además,  el  referido  mo- 
zo fue  enviado  por  la  Jefatura  directa- 
mente a la  finca  “Amalia”,  para  que  hi- 
ciera el  trabajo  a que  estaba  comprome- 
tido, pero  éste  nunca  lo  efectuó,  razón  por 
lo  cual  su  patrón  se  ha  visto  competido 
a denunciarlo  por  fugo  y el  señor  Peru- 
sina,  el  viernes  veintisiete  de  Noviem- 
bre, solicitó  auxilio  al  Comandante  Local 
para  capturar  a Hernández. 

El  Jefe  Político  de  San  Marcos  in- 
fot mó  al  Juez  de  Primera  Instancia  de- 
partamental, que  en  su  Despacho  existían 
unas  diligencias  iniciadas  a solicitud  de 
Pablo  Hernández  contra  don  Jorge  y Juan 
María  Perusina;  que  en  varias  ocasiones 
y con  motivo  del  trámite  de  esas  diligen- 
cias se  ha  citado  a Hernández,  pero  no 
han  sido  libradas  órdenes  de  captura  con- 
tra él;  que  con  fecha  veintinueve  de  Oc- 
tubre (1931)  la  Jefatura  Política  resolvió 
el  asunto  en  el  sentido  de  que  Hernández 
está  obligado  a trabajar  en  la  finca  “Ama- 
lia” de  don  Juan  Maria  Perusina,  de  con- 
formidad con  el  compromiso  que  contra- 
jo, y que  con  respecto  a la  deuda  que  le 
reclama  don  Jorge  Perusina,  debe  pagar- 
le a dicho  señor  en  efectivo,  la  suma  res- 
pectiva y los  intereses  correspondientes; 
que  enterado  Hernández  de  esta  resolu- 
ción no  interpuso,  dentro  del  término  le- 
gal, recurso  alguno,  por  lo  que  se  ordenó 
al  Alcalde  Municipal  de  Nuevo  Progreso 
que  compeliera  al  referido  mozo  para  que 
cumpliese  con  lo  dispuesto  por  su  Des- 
pacho. 

Pablo  Hernández  declaró  que  el  vein- 
tisiete de  Noviembre  (1931)  como  a las 
nueve  llegaron  a su  casa  Juan  María  Pe- 
rusina, Pedro  López,  mozo  de  dicho  se- 
ñor, el  auxiliar  Demetrio  Ramirez  y sol- 
dado Cipriano  Estrada;  Perusina  le  dijo 
a este  último  que  si  no  salia  Pablo  lo 
reventaran  a látigos;  que  él  (Hernández) 
no  se  opuso  y fué  conducido  a Santa 
Amalia,  en  donde  don  Juan  dijo  que  no 
habia  necesidad  de  orden  escrita  para  que 
lo  condujeran  a la  cárcel,  que  el  Mayor- 
domo lo  llevara,  y el  lunes  siguiente  lo 
remitieron  con  una  escolta  a los  traba- 
jos de  la  finca;  que  adeuda  a Juan  Ma- 
ria Perusina  cincuenta  quetzales  y está 
dispuesto  a pagárselos  siempre  que  le  con- 
ceda para  ello  un  plazo;  que  a don  Jorge 
Perusina  no  le  debe  nada;  que  el  veinti- 
nueve de  Noviembre  (1931)  como  a las  on- 
ce de  la  mañana  llegó  al  Juzgado  Loren- 
zo Perusina  (hermano  de  Juan  Maria) 
quien  le  dijo  al  Alcalde  que  lo  detuviera 
(a  Hernández)  mientras  llegaba  Perusina 
Juan  Maria,  y accedió  el  Alcalde  impo- 


niéndole quince  días  de  arresto;  y cinco 
veces  lo  ha  detenido  el  Juez  Municipal 
de  Nuevo  Progreso  por  la  deuda  ya  men- 
cionada. 

Se  ordenó  la  libertad  de  Pablo  Her- 
nández y fué  abierto  procedimiento  con- 
tra el  Juez  Municipal  de  Nuevo  Progre- 
so, Ezequiel  Villanueva  Sarceña,  quien  al 
ser  interrogado  dijo:  Que  el  veintiocho  de 
Noviembre  (1931)  por  la  mañana  llegó  al 
Juzgado  don  Jorge  Perusina  y exhibién- 
dole una  orden  expedida  por  la  Jefatura 
le  pidió  auxilio  para  capturar  a Pablo 
Hernández,  solicitud  que  él  (Villanueva) 
le  denegó,  pero  según  supo,  Perusina  vol- 
vió por  la  tarde,  en  ocasión  que  él  (Vi- 
llanueva) no  estaba  en  su  Despacho  y en- 
tonces el  Mayordomo  Silvestre  Ramírez 
ordenó  a un  auxiliar  que  acompañara  a 
Perusina  y con  dos  soldados  que  dió  el 
Comandante  procedieron  esa  misma  no- 
che a sacar  a Hernández  de  su  casa;  que 
al  llegar  al  Juzgado  el  domingo,  encontró 
detenido  a Pablo  Hernández,  quien  al 
preguntarle  por  el  motivo  de  su  prisión 
dijo:  que  habia  sido  capturado  el  sábado 
anterior  por  el  asunto  de  Perusina,  y or- 
denada, la  comparencia  de  dicho  señor, 
no  la  efectuó  habiendo  llegado  su  hijo 
Lorenzo  Perusina  con  quien  Hernández  no 
arregló  nada  y Lorenzo  pidió  la  detención 
de  Hernández  por  desobediente,  motivo 
por  el  cual  se  impusieron  al  referido  mo- 
zo quince  días  de  arresto 

Silvestre  Ramírez  dijo:  que  el  vein- 
tisiete de  Noviembre  le  ordenó  al  auxiliar 
Demetrio  Ramirez  acompañara  al  solda- 
do que  iba  con  Perusina,  quien  junta- 
mente con  las  personas  mencionadas  se 
fué  a capturar  a Pablo  Hernández. 

El  Auxiliar  Demetrio  Ramirez,  el  sol- 
dado Cipriano  Estrada  y Pedro  López, 
mozo  de  Juan  Maria  Perusina,  refieren 
que  acompañaron  a dicho  señor  y dan 
pormenores  acerca  de  la  captura  de  Pe- 
dro Hernández. 

El  Comandante  Local  de  Nuevo  Pro- 
greso, Cristóbal  Chávez,  declara:  que  en 
una  fecha  que  no  recuerda,  como  a las 
tres  de  la  tarde,  llegó  el  Mayordomo  Sil- 
vestre Ramirez  a la  guardia  a pedir  auxi- 
lio para  capturar  a Pablo  Hernández  y 
que  no  llegó  a la  Comandancia  don  Jorge 
Perusina  con  la  misma  solicitud  de  que 
se  trata. 

Examinados  Jorge  Prusina  Lasnibat  y 
Juan  Maria  Perusina  Villatoro  manifes- 
taron: el  primero,  que  Pablo  Hernández 
es  mozo  de  la  finca  “Santa  Amalia”  de  su 
pertenencia  y adeuda  cierta  suma  de  di- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


171 


ñero,  y en  virtud  de  la  resolución  dicta- 
da por  el  Jefe  Político  de  San  Marcos  y 
por  las  órdenes  giradas  por  dicho  fun- 
cionario él  (Pterusina)  estaba  facultado 
para  perseguir  a los  mozos  fugos  o deudo- 
'•es  y hasta  para  proceder  a la  captura  de 
los  mismos;  que  con  el  auxilio  que  le 
proporcionaron,  el  Mayordomo  del  Juz- 
gado y el  Comandante  Local,  se  dirigió  a 
su  finca  y de  ahi  marchó  su  hijo  Juan 
Maria  acompañado  del  mozo  Pedro  Ló- 
pez y del  auxilio  ya  mencionado  para  pro- 
ceder a la  captura  de  Hernández,  la  cual 
se  llevó  a cabo  esa  noche. 

Perusina  Villatoro  corrobora  lo  ma- 
nifestado por  su  padre,  agregando  que 
después  que  Hernández  fue  aprehendido 
lo  condujeron  directamente  al  Juzgado  de 
Nuevo  Progreso. 

Elevado  a plenario  el  proceso  y cum- 
plido el  auto  para  mejor  fallar,  de  fecha 
veinticinco  de  Enero  del  corriente  año,  el 
Juez  de  Primera  Instancia  de  San  Mar- 
cos profirió  su  fallo  en  que  declara  ab- 
suelto del  cargo  que  por  abusos  contra 
particulares  se  formuló  a Ezequiel  Villa- 
nueva  Sarceña. 

En  Segunda  Instancia  fué  aprobada 
esta  sentencia  “dejando  abierto  el  proce- 
dimiento contra  los  que  resulten  culpa- 
bles”. 

El  Juez  de  Primera  Instancia  de  San 
Marcos  continuó  la  averiguación  y al  ser 
interrogados  los  señores  Perusina  ratifi- 
caron sus  respectivas  deposiciones. 

El  Coronel  don  Carlos  Enriquez  Ba- 
rrios ratificó  la  circular  que  con  fecha 
dos  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y uno,  habla  girado  en  su  carác- 
ter de  Jefe  Político,  a las  autoridades  del 
Departamento  de  San  Marcos,  previnién- 
doles prestaran  todos  los  auxilios  nece- 
sarios a don  Jorge  Perusina  o a su  em- 
pleado para  que  pudiera  recoger  a los  mo- 
zos que  tuviesen  cuentas  pendientes  con 
la  finca  de  su  propiedad,  denominada  “La 
Camelia”  y si  fuere  necesario  el  auxilio 
con  orden  de  captura”,  podrían  dárselo  en 
la  forma  solicitada. 

El  Coronel  Enriquez  Barrios,  al  prac- 
ticarse dicha  diligencia,  agregó  que  al  to- 
mar posesión  de  la  Jefatura  y Comandan- 
cia de  Armas  del  mencionado  Departa- 
mento, citó  personalmente  a todas  las  au- 
toridades Civiles  y Militares  para  darles 
instrucciones  sobre  esta  clase  de  órdenes 
y las  que  refiriéndose  a capturas  debieran 
de  efectuarse  solamente  contra  individuos 
que  después  de  haber  sido  citados  desobe- 
decieran a los  requerimientos  de  las  au- 


toridades, haciéndoles  saber  en  todo  ca- 
so que  cada  uno  de  ellos,  así  como  los 
dueños  de  fincas,  seria  responsable  por 
actos  que  no  estuvieran  de  conformidad 
con  las  leyes  respectivas. 

El  Juez  de  Primera  Instancia  de  San 
Marcos  dió  fin  al  proceso,  declarando: 
que  Jorge  y Juan  María  Perusina  son  reos 
de  detención  ilegal  por  lo  que  los  condena 
a sufrir  la  pena  de  seis  meses  de  arres- 
to mayor,  aumentados  en  una  tercera 
parte  por  haberse  ejecutado  el  hecho  de 
noche;  les  permite  conmutar  esta  pena 
en  todo  o en  parte,  a razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  diarios  y la  cumplirán 
en  las  cárceles  locales;  los  suspende  en 
,sus  derechos  políticos  durante  el  tiempo 
de  la  condena;  los  obliga  al  pago  de  las 
responsabilidades  civiles  derivadas  del 
delito  y a la  reposición  del  papel  em- 
pleado en  la  causa  al  del  sello  respectivo; 
y les  abona  la  prisión  sufrida. 

El  cuatro  de  octubre  retropróximo,  la 
Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
confirmó  el  fallo  dictado  en  segunda  Ins- 
tancia con  la  modificación  de  que  no  de- 
be de  aplicarse  a los  enjuiciados  la  cir- 
cunstancia agravante  que  aprecia  el  Juez 
departamental  de  San  Marcos,  quedando 
en  consecuencia  la  pena  reducida  a seis 
meses  de  arresto  mayor. 

Jorge  y Juan  Maria  Peru.sina,  con  au- 
xilio del  Licenciado  don  Miguel  Braca- 
monte  S.,  introdujeron  contra  este  últi- 
mo pronunciamiento  recurso  de  casación 
denunciando  como  violados  los  Artículos 
lo.,  11  y 359  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  Que  la  circular  que 
obra  al  folio  setenta  y siete  de  autos  fué 
debidamente  ratificada  por  el  Jefe  Polí- 
tico de  San  Marcos,  Coronel  Carlos  En- 
riquez Barrios;  y que  con  dicho  documen- 
to y lo  informado  por  aquel  funcionario 
se  ha  establecido  lo  que  alegan  en  su  des- 
cargo los  señores  Perusina.  Artículos  15 
y 39  del  Decreto  Legislativo  No.  243. 

CONSIDERANDO:  Que  el  hecho  de- 
lictivo que  se  imputa  a Jorge  y Juan  Ma- 
ría Perusina  iro  está  caracterizado,  toda 
vez  que  si  la  primera  de  dichas  personas 
procuró  obtener  la  detención  de  su  mo- 
zo Pablo  Hernández  y la  segunda  fué  a 
mostrar  la  casa  que  éste  habitaba  para 
que  lo  aprehendieran  y se  le  pusiese  a 
disposición  de  la  autoridad,  tal  proce- 
dimiento fué  motivado,  por  que  Hernán- 
dez ha  rehuido  cumplir  los  compromisos 
contraídos  con  los  hermanos  Perusina  y 
éstos,  en  virtud  de  lo  resuelto  por  el  Je- 
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fe  Político  de  San  Marcos  y al  amparo 
de  las  órdenes  respectivas  dispusieron 
detener  al  remiso  y obligarlo  a que  llevara 
a cabo  la  decisión  del  referido  Jefe  Polí- 
tico. Por  lo  tanto,  no  existiendo  hecho 
punible  qué  castigar,  procede  proferir  en 
favor  de  los  enjuiciados  un  fallo  abso- 
lutorio sin  limitación  alguna. 

Y al  estimar  lo  contrario,  el  Tribunal 
sentenciador,  infringió  el  (Articulo  359 
del  Código  Penal. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  fundamento  en  las  leyes 
apuntadas  y haciendo  aplicación  de  lo 
prescrito  por  los  Artículo  259,  388  inciso 
3o.,  687  y 731  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales  y 22  del  Decreto  Legislativo 
número  1.728,  casa  y anula  la  ejecución 
recurrida  y resolviendo  sobre  lo  principal 
absuelve  del  cargo  que  se  les  formuló  a 
Jorge  y Juan  María  Perusina,  en  virtud  de 
no  ser  constituvo  de  delito  el  hecho  im- 
putado. Notifíquese  y con  certificación  de 
lo  resuelto  devuélvanse  los  antecedentes 
al  Tribunal  de  su  origen. 

Goto.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.” 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Felicito  Alvarado  Mén- 
dez, por  el  delito  de  lesiones. 

Las  circunstancias  que  atenúan  la  respon- 
sabilidad criminal  deben  estar  estable- 
cidas en  los  autos,  para  que  puedan 
ser  tomadas  en  cuenta  al  proferirse  el 
fallo  respectivo. 


“Corte  Suprema  de  Justicia,  Guate- 
mala veinticinco  de  Enero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de 
casación  y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  más  adelante  se  re- 
latará proferida  en  el  proceso  instruido 
contra  Felicito  Alvarado  Méndez  por  le- 
siones a Domingo  Barrios. 

RESULTA  del  estudio  de  la  causa,  lo 
que  a continuación  se  expresa:  que  a las 
ocho  y diez  minutos  de  la  noche,  del  vein- 
tidós de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos,  Mariano  de  León,  Alcalde 
Auxiliar  de  la  finca  “Turingia”,  dió  par- 


te al  Juez  de  Paz  de  San  Miguel  Panán 
de  que  Felicito  Alvarado  Méndez  había 
herido  a Domingo  Barrios,  quien  refirió: 
que  al  mismo  tiempo  que  se  ocupaba  en 
cortar  café  borbón,  en  un  lugar  situado 
abajo  del  caserío  de  la  finca,  cantaba  y 
al  oírlo  Alvarado  Méndez  le  dijo:  que 
era  un  burlón,  dándole  un  machetazo. 
Esta  herida  según  consta  en  el  informe 
respectivo,  la  recibió  el  ofendido  en  el  ter- 
cio inferior  y cara  dorsal  del  antebrazo 
derecho;  dejándole  impedimento  físico 
permanente  para  la  extensión  de  los  cin- 
co dedos  de  la  mano  derecha  y quedando 
imposibilitado  para  trabajar  con  dicho 
miembro.  Juan  de  León  y Juan  Morales 
declararon:  el  primero,  que  cortaba  café 
a una  cuerda  de  distancia  del  sitio  donde 
Domingo  y Felicito  se  encontraban.  Ba- 
rrios cantaba  burlándose  de  Alvarado, 
luego  vió  que  ambos  alegaban  en  una  pla- 
nicie situada  arriba,  armados  con  ma- 
chetes y que  Domingo  le  dió  un  “plana- 
zo” en  la  espalda  a Felicito  y entonces 
éste  le  asestó  un  machetazo  en  el  ante- 
brazo; el  segundo,  dijo  que  como  a las 
cuatro  de  la  tarde,  vió  que  Barrios  y Al- 
varado alegaban  y éste  se  agachó  a va- 
ciar el  café  que  llevaba  en  el  saco  y en- 
tonces aquél  le  dió  un  “planazo”  en  la 
espalda;  Felicito  se  enderezó,  hiriendo  a 
Barrios  con  el  arma  que  portaba.  Alva- 
rado Méndez  refirió:  que  estaban  cortan- 
do café  y Barrios  empezó  a burlarse  de 
sus  hermanos,  cuando  cantaban,  y al  re- 
clamarle le  dirigió  “'indirectas”,  subieron 
a la  planicie,  pero  como  le  temía  a Do- 
mingo, esperó  que  éste  le  tirara,  y efec- 
tivamente. Barrios  le  dió  un  planazo  en 
la  espalda,  tratando  entonces  de  defen- 
derse le  cortó  el  brazo  a su  agresor. 

Proseguida  la  causa  por  todos  sus  trá- 
mites, el  Juez  de  la.  Instancia  de  Suchi- 
tepéquez  le  dió  fin  con  su  fallo  de  quince 
de  Noviembre  de  mil  novecientos  treinta 
y dos,  en  que  declara:  que  Felicito  Alva- 
rado Méndez  es  autor  del  delito  de  lesio- 
nes por  el  cual  le  impone  cinco  años  de 
prisión  correccional,  que  con  abono  del 
tiempo  padecido  y,  rebajada  en  sus  dos 
terceras  partes,  purgará  en  la  Peniten- 
ciaría Central:  lo  suspende  en  el  ejerci- 
cio de  sus  derechos  políticos  durante  la 
condena:  lo  deja  afecto  a las  responsa- 
bilidades civiles  provenientes  del  delito; 
le  permite  conmutar  las  dos  terceras 
partes  de  la  pena  impuesta  a razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  diarios;  y por 
su  notoria  pobreza  lo  exonera  de  reponer 
con  sellado  el  papel  del  proceso. 
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El  reo  interpuso  apelación  de  la  sen^ 
tencia  que  acaba  de  relacionarse,  y la 
Sala  6a.  después  de  substanciar  el  recur- 
so, confirmó  dicho  fallo  el  dieciséis  de 
Diciembre  retropróximo,  con  la  modifi- 
cación de  que  la  pena  que  se  le  impone 
a Felicito  Alvarado  Méndez  es  de  cuaren- 
ta meses  de  prisión  correccional  por  el 
delito  de  lesiones  graves. 

El  reo  con  auxilio  dei  Abogado  J.  Mi- 
guel Herrera  introdujo  recurso  de  casa- 
ción contra  este  último  pronunciamien- 
to, por  estimar  que  no  se  tomaron  en 
Cuenta  las  circunstancias  tercera  y quin- 
ta del  Articulo  veintiuno  del  Código  Pe- 
nal; y que  fueron  violados  los  Artículos 
veinte  en  sus  incisos  tercero  y quinto,  se- 
tenta y siete,  setenta  y nueve  y ochenta 
del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  Que  no  se  encuen- 
tran establecidos  en  el  proceso  los  moti- 
vos que  hubieran  podido  influir  en  el 
ánimo  del  reo,  para  que,  en  vindicación  de 
una  ofensa  grave  ejecutara  el  hecho  de- 
lictuoso, pues  como  tal  no  procede  esti- 
mar las  “indirectas”  que  le  fueron  diri- 
gidas por  Barrios,  toda  vez  que  los  tes- 
tigos Morales  y de  León,  no  determinan 
cuales  fueron  esas  expresiones.  Que  el 
recurrente  invoca  también  para  que  su 
responsabilidad  sea  atenuada,  la  circuns- 
tancia de  que  “no  quiso  o no  tuvo  la  in- 
tención de  herir  gravemente  a Domingo 
Barrios”,  pero  esta  otra  atenuante  no  pro- 
cede tomarla  en  consideración,  pues  si 
bien  es  cierto  que  la  intención  del  culpa- 
do, en  general  tiene  diferentes  grados  y 
distintos  puntos  de  vista  y que  para  cali- 
ficarla debidamente  es  preciso  atender  a 
la  forma  en  que  se  verificó  el  hecho  pu- 
nible y a los  accidentes  que  lo  rodearon, 
asi  como  a los  estados  morales  que  en 
su  caso  concurran  con  respecto  al  sindi- 
cado, también  lo  es  que  todo  este  cúmu- 
lo de  circunstancias  deben  de  estar  pro- 
badas, lo  que  no  acontece  en  el  presen- 
te caso,  razón  por  la  cual  no  fueron  in- 
fringidos los  incisos  5o.  y 3o.  del  Artículo 
21  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO;  Que  los  incisos  3o. 
y 5o.  del  Arto.  20  del  Código  que  acaba 
de  citarse  no  fueron  infringidos,  porque 
no  se  justificó  que  el  enjuiciado  sea  me- 
nor de  quince  años,  y haya  obrado  sin 
discernimiento,  ni  que  al  herir  a Barrios 
lo  hubiese  hecho  en  legitima  defensa  de 
su  persona. 

CONSIDERANDO:  Que  el  Tribunal  de 
Segunda  Instancia  apreció  en  su  fallo  la 
pircunstáncia  atenuante  que  enumera  el 


inciso  4o.  del  Arto.  21  (no  22  del  Código 
Penal  como  se  consigna  en  la  sentencia 
recurrida)  y rebajó  en  un  tercio  la  pe- 
na impuesta,  no  en  dos  terceras  partes 
ni  menos  en  una  cuarta  o quinta  parte, 
como  lo  pide  el  reo,  porque  no  concu- 
rren dos  o más  circunstancias  muy  cali- 
ficadas sin  que  milite  en  contra  de  aquel 
ninguna  agravante,  ni  se  encuentren  es- 
tablecidos el  mayor  número  de  requisi- 
tos determinantes  de  irresponsabilidad 
para  poder  disminuir  la  pena  infligida  en 
la  proporción  que  la  ley  señala  en  tales 
casos;  y en  virtud  de  lo  expuesto,  tampo- 
co fueron  violados  los  Artículos  77,  79  y 
80  del  Código  últimamente  mencionado. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  fundamento  de  lo  estatuido 
por  los  Artículos  690  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales  y 2o.  del  Decreto  Le- 
gislativo número  1740,  declara  improce- 
dente el  recurso  interpuesto,  e impone  a 
Felicito  Alvarado  Méndez  quince  días  de 
arresto  conmutables  a razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  diarios. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sa~ 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.” 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Feliciano  RamiTez,  por 
los  delitos  de  atentado,  amenazas,  hur- 
to y sustracción  de  menores 

La  simple  sustracción  de  un  menor  de  sie- 
te años  de  edad,  sin  ninguna  circuns- 
tancia cualificativa  en  el  delito,  debe 
penarse  de  conformidad  con  el  articu- 
lo 361  del  Código  Penal 


“Corte  Suprema  de  Justicia,  Gua- 
temala nueve  de  enero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de 
casación  y con  sus  respectivos  antece- 
dentes, la  sentencia  que  adelante  se  re- 
latará, proferida  en  los  procesos  instrui- 
dos contra  Feliciano  Ramírez  por  los  de- 
litos de  amenazas,  atentado,  hurto  y 
sustracción  de  menores. 
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RESULTA:  que  el  cuatro  de  Junio  del 
corriente  año,  se  presentó  al  Juzgado  de 
Faz  de  Salcajá  Catarino  Gamboa  mani- 
festando por  escrito,  lo  que  sigue:  que  el 
veintiocho  de  Agosto  de  mil  novecientos 
veintiocho,  Feliciano  Ramirez  había  sus- 
traído a su  hija  Argentina,  quien  tenia 
entonces  seis  años  de  edad;  el  hecho  se 
efectuó  como  a las  cinco  p.  m.,  y al  darse 
cuenta  de  ello  lo  puso  en  conocimiento 
del  encargado  de  la  Quinta  Demarcación 
de  Policía  Nacional;  después  de  una  bús- 
queda que  duró  toda  la  noche,  al  día  si- 
guiente, como  a las  diez,  le  dieron  alcan- 
ce a Ramirez,  entre  los  pueblos  denomi- 
nados La  Esperanza  y San  Mateo  y dicho 
sujeto  se  internó  entre  los  maizales  de 
los  alrededores,  dejando  a la  menor  Ar- 
gentina en  el  camino;  que  la  autoridad 
de  “La  Esperanza”  que  se  enteró  de  lo  su- 
cedido levantó  una  acta;  y por  último 
propuso  el  testimonio  de  Zenobio  Soto, 
Gregorio  Chuc  y Augusto  Chigüil,  quienes 
al  ser  examinados  refirieron  el  suceso  ca- 
si en  los  mismos  términos  en  que  lo  hi- 
zo Gamboa. 

Argentina  Gamboa,  de  nueve  años  de 
edad,  dijo:  que  un  dia  que  salió  a com- 
prar unos  ganchos,  un  hombre  que  esta- 
ba parado  a tres  o cuatro  metros  de  la 
tienda  a donde  ella  se  dirigía,  le  dijo: 
que  se  fuera  con  él  a comprar  unos  dul- 
ces y ya  cerca  de  la  otra  tienda,  le  ma- 
nifestó que  mejor  fueran  a cortar  cañas; 
la  dicenta  accedió  y cuando  estaban  en 
un  terreno  sembrado  de  maíz,  quiso  gri- 
tar, pero  el  individuo  de  referencia  se  lo 
impidió  y sacando  un  cuchillo  de  carni- 
cero, le  dijo  que  si  gritaba  la  mataría, 
enseguida  Ramírez  la  condujo  a una  casa 
situada  como  a diez  y ocho  cuerdas  del 
pueblo  de  San  Andrés  Sexul,  en  donde 
durmieron  juntos  esa  noche  sin  que  dicho 
fupeto  “intentara  hacerle  nada  ma’o”; 
luego  se  la  llevó  a un  luga:  desconocido 
y en  el  camino  le  decía:  que  dijera  que 
él  era  su  papá  y por  el  camino  de  “La 
Esperanza”  les  d’ó  alcance  Augusto  Chi- 
güil; que  al  ver  Ramirez  a este  señor,  co- 
rro dentro  de  un  maizal  dejándola  sola, 
y momentos  después  llegaron  Zenobio 
Soto  y Gregorio  N. 

La  hija  die  Gamboa  reconoció  en 
rueda  de  presos  al  sindicado. 

En  el  proceso  obran  el  documento  que 
menciona  el  acusador,  copia  ceritficada 
de  la  partida  de  nacimiento  de  Isabel 
Argentina  Gamboa  de  León,  quien  nació 
en  Salcajá  el  dos  de  Julio  de  mil  nove- 
cientos veintidós,  a las  once  de  la  noche, 


y el  informe  del  doctor  don  Salvador  Pa- 
checo Marroquín  en  que  manifiesta:  que 
Feliciano  Ramírez  no  padece  de  ninguna 
enfermedad  mental,  es  un  simulador  per- 
fecto, se  procura  solitariamente  goces 
sensuales  y abusa  de  las’ bebidas  alcohó- 
licas. 

El  enjuiciado  negó  la  comisión  del  he- 
cho  delictivo  que  se  le  imputa,  aseguran- 
do que  a la  menor  la  encontró  llorando 
en  un  barranco,  le  compró  comida,  de- 
jándola recomendada  en  Olintepeque. 

A la  causa  fueron  acumulados  los 
procesos  que  por  los  delitos  de  robo  y 
atentado  se  instruían  también  contra  el 
sindicado. 

El  doce  de  Abril  de  mil  novecientos 
veintiséis,  fue  iniciado  contra  Ramirez  un 
proceso  por  haber  agredido  con  un  palo 
a!  agente  Venancio  Reyes,  lesionándole 
un  dedo  de  la  mano  derecha,  cuando  fué 
reconocMo  el  ofendido,  con  fecha  diez  y 
siete  del  mismo  mes,  las  heridas  esta- 
ban ya  cicatrizadas. 

El  proceso  por  robo  se  comenzó  el 
veintiuno  de  Abril  del  año  que  acaba  de 
mencionarse,  en  virtud  de  que  Lucrecia 
V.  de  Pérez  acusó  a Ramirez  de  haberle 
robado  las  cosas  que  se  mencionan  en  el 
parte  dado  por  la  policía,  al  Juez  Terce- 
ro de  Paz  de  Quezaltenango  y las  cuales 
en  su  oportunidad  fueron  valoradas  en  la 
cantidad  de  treinta  y siete  quetzales  y 
veinticinco  centavos  de  quetzal. 

Previos  los  trámites  legales,  el  Juez 
Segundo  de  Primera  Instancia  de  Quezal- 
go  le  dió  fin  a los  procesos  declarando: 
lo. — Que  Feliciano  Ramírez  es  reo  del 
delito  de  sustracción  de  menores  por  el 
cual  le  impone  la  pena  inconmutable  de 
seis  años  de  prisión  correccional,  que  con 
las  accesorias  de  ley,  deberá  purgar  en  la 
Penitenciaría  central;  2o. — Sobresée  de- 
finitivamente en  la  causa  que  por  el  de- 
lito de  atentado  se  instruyó  contra  el  mis- 
mo reo  por  quedar  extinguida  la  acción 
penal,  al  aplicarle  los  Decretos  de  Indul- 
to números  926  y 963;  3o. — Por  falta  de 
prueba  lo  absuelve  del  cargo  que  por  el 
delito  de  robo  se  le  formuló;  4o. — Deja 
abierto  el  procedimiento  contra  Mercedes 
Ramirez;  y 5o. — ^Manda  certificar  lo  con- 
ducente para  seguir  en  cuerda  separada 
la  correspondiente  averiguación,  en  lo 
que  respecta  al  dinero  que  el  Comisario 
de  Policía  don  Macario  Obando  le  reco- 
gió al  procesado. 

La  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, con  fecha  catorce  de  Noviembre 
retropróximo,  confirmó  la  sentencia  men- 
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Clonada,  en  cuanto  al  delito  de  sustrac- 
ción de  menores,  con  la  modificación  de 
que  la  pena  es  de  diez  años  de  prisión 
correccional,  inconmutables;  la  revoca  en 
los  demás  puntos  que  contiene  y declara: 
que  Feliciano  Ramírez  es  reo  de  hurto, 
delito  por  el  cual  le  impone  un  año  de 
prisión  correccional  aumentado  en  una 
tercera  parte,  pena  que  se  reduce  a seis 
meses  veinte  dias,  en  virtud  del  Indulto 
contenido  en  los  Decretos  números  963  y 
926,  y podrá  conmutar  en  sus  dos  terce- 
ras partes,  a razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  diarios,  en  atención  a que  cuan- 
do el  delito  fué  perpetrado  no  habia  sido 
emitido  el  Decreto  1740;  le  suspende  en 
el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos,  de- 
jándolo afecto  al  pago  de  las  responsabi- 
lidades civiles  derivadas  del  hecho  delic- 
tuoso; lo  exonera  de  la  reposición  del  pa- 
pel de  la  causa;  deja  abierto  el  procedi- 
miento contra  Mercedes  Ramirez;  y por 
último  absuelve  al  reo  del  cargo  que  por 
atentado  a los  agentes  de  la  autoridad 
se  le  formuló. 

El  Procurador  de  la  Sala  Cuarta  de 
Apelaciones  introdujo  contra  el  fallo  de 
segunda  Instancia  recurso  de  casación  por 
estimar  violados  los  Artículos:  259,  568, 
570,  571  y 573  del  Código  de  Procedimien» 
tos  Penales;  361,  364  y 454  inciso  8o  del 
Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  Que  el  delito  que  se 
imputa  al  enjuiciado  debe  de  apreciarse 
como  sustracción  de  menores,  toda  vez 
que  esa  infracción  es  la  que  resulta  carac- 
terizada, pues  aquel  al  apoderarse  de  Ar- 
gentina Gamboa  no  lo  hizo  con  el  fin  de 
alterar  el  estado  civil  de  la  menor,  con- 
seguir por  este  m,©dio  alguna  cantidad 
de  dinero  por  su  rescate  o para  saciar  sus 
apetitos  carnales  ni  consumó  cualquier 
otro  hecho  punible  definido  y castigado 
de  una  manera  concreta  en  el  Código  Pe- 
nal. 

La  preexistencia  del  delito,  asi  como 
la  responsabilidad  criminal  de  Ramirez  se 
encuentran  establecidas  de  una  manera 
plena  con  las  personas  que  vieron  cuan- 
do dicho  individuo  se  llevaba  a la  me- 
nor y luego  al  verse  sorprendido  huyó 
abandonándola. 

y apareciendo  que  la  Gamboa  no  te= 
nía  siete  años  de  edad,  en  la  época  en 
que  fué  cometido  el  delito,  corresponde 
imponer  al  reo  la  pena  señalada  por  la 
ley  en  tales  casos. 

Estando  las  apreciaciones  que  hace  la 
Sala  sentenciadora,  en  su  fallo,  de  acuer- 
do con  lo  que  acaba  de  exponerse,  es  in- 


dudable que  no  violó  los  Articulo  259, 
568,  570,  571  y 573  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales;  361  y 364  del  Código  Pe- 
nal. 

CONSIDERANDO:  Que  el  inciso  8o. 
del  Artículo  454  del  Código  mencionado 
anteriormente,  es  inaplicable,  porque  di- 
cha disposición  legal  se  refiere  al  caso 
en  que  una  persona  encontrando  abando,- 
nado  a un  menor  de  siete  años,  con  pe- 
ligro de  su  existencia,  no  lo  presentare 
a la  Autoridad  o a su  familia. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  fundamento  de  lo  prescrito 
por  los  Artículos  686  y 690  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  declara  impro- 
cedente el  recurso  interpuesto. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos, 
en  la  forma  que  corresponde  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Goto.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sa~ 
lazar.  — Carlos  Ccístellanos  R.  — Alherto 
Aryueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.” 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Antonio  Martin  Her- 
nández Alvarado  por  el  delito  de  le- 
siones. 

La  objetividad  jurídica  de  este  delito,  es 
la  integridad  corporal,  el  derecho  a la 
buena  salud,  el  bienestar  personal. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guate- 
mala, veinte  de  enero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina 
la  sentencia  de  fecha  diez  y nueve  de  no- 
viembre del  año  pasado,  proferida  por  la 
Sala  6a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  la 
causa  instruida  por  el  delito  de  lesiones, 
contra  Antonio  Martin  Hernández  Alvara- 
do; en  la  que  se  confirma  la  dictada  por  el 
Juez  de  la.  Instaiic.  a de  Totonicapán  con  la 
modificación  de  que  la  pena  que  corres- 
ponde a Hernández  Alvarado  es  de  ocho 
meses  de  arresto  mayor,  la  cual  queda 
totalmente  extinguida  en  virtud  del  de- 
creto de  indulto  963  del  veintiuno  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  veintisiete. 

RESULTA:  que  el  diez  y ocho  de  ju- 
nio de  mil  novecientos  diez  y siete,  doña 
Elvira  Soto  de  Santisteban  se  presentó 
ante  el  Juez  de  Paz  dé  Totonicapán  dan- 
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do  parte  que  su  hijo  Gregorio  se  encon» 
traba  golpeado  y que  esos  golpes  los  su- 
frió eii  la  Escuela  de  Artes  y Oficios  por 
el  alumno  Antonio  Hernández  y que  ha- 
bla llamado  al  doctor  Manuel  Y.  Arrió- 
la para  su  curación.  El  Juez  de  Paz  se 
constituyó  en  casa  de  Gregorio  Santieste- 
ban  para  recibirle  su  declaración  y éste 
manifestó:  que  se  encontraba  en  la  es- 
cuela, en  compañía  de  su  amigo  Humber- 
to Solís  y dispusieron  echarle  dos  gusa» 
nos  en  las  bolsas  a Antonio  Hernández  y 
que  éste  indignado  los  corrió  y al  darle 
alcance  al  declarante  le  dió  unas  patadas 
a consecuencia  de  las  cuales  resultó  gol- 
peado. Los  testigos  Samuel  Hoscoso,  di- 
rector de  la  escuela  manifestó,  que  nada 
le  constaba  y que  por  los  profesores  y 
alumnos  supo  que  estaban  jugando  San- 
tiesteban  con  Solís  y Hernández  y que 
este  último  corrió  al  primero  y al  caerse 
se  había  golpeado. 

Humberto  Solis,  Isaac  Carballo  y Víc- 
tor M.  González,  profesores  los  dos  últi- 
mos, dijeron:  que  vieron  correr  a San» 
tiesteban,  yendo  atrás  de  él  Hernández 
y que  al  darle  alcance  se  cayó  Santieste- 
ban  golpeándose  en  el  suelo,  pero  que 
Hernández  no  le  siguió  pegando  cuando 
se  cayó.  Solis  refiere  lo  de  los  gusanos  y 
además  indica  que  Santiesteban  le  pegó 
una  manada  en  la  cara  a Hernández  y 
fué  cuando  éste  lo  corrió. 

RESULTA:  que  al  ser  indagado  Anto= 
nio  Martin  Hernández  Alvarado,  manifes- 
tó que  el  día  del  hecho  estaba  parado  en  el 
corredor  de  la  escuela  cuando  se  le  acerca- 
ron Humberto  Solís  y Gregorio' Santieste- 
ban; que  este  último  le  preguntó  qué  te- 
nia en  las  bolsas,  habiéndole  contestado 
que  nada,  que  luego  se  entraron  al  salón 
y al  salir  de  nuevo  se  paró  en  un  pilar, 
habiéndose  dado  cuenta  entonces  de  que 
tenia  unos  gusanos  en  la  bolsa  y que  en» 
torrees  Santiesteban  acercándose  le  dijo, 
que  no  mentía  y le  dió  una  bofetada  en 
la  cara,  por  cuyo  motivo  lo  corrió  y ya  cer- 
ca de  la  dirección  Santiesteban  se  cayó 
y el  declarante  se  fue  para  su  clase  sin 
saber  nada  de  lo  que  pasó.  En  un  auto 
para  mejor  fallar  se  mandó  recibir  la  de- 
claración de  Octavio  Camey,  quien  dijo 
que  recordaba  que  en  la  mañana  de  un 
dia  que  no  podía  nombrar  por  no  recor- 
darlo, iba  corriendo  Antonio  Hernánde2  a 
Gregorio  Santiesteban  y éste  se  cayó  sin 
ser  empujado  y sin  que  Hernández  le  pe- 
gara cuando  cayó  y que  a Santiesteban  le 


gustaba  estar  molestando  a Hernández. 
También  consta  por  el  informe  que  se  pi- 
dió, que  en  los  libros  de  la  escuela  apare- 
ce un  número  total  de  faltas  que  tuvo 
el  joven  Santiesteban  durante  el  año  lec- 
tivo y que  ascienden  a cincuenta.  Tam- 
bién se  constató  por  el  dicho  de  Romeo 
Cifúentes,  Onofre  En^r^quez  y Salvador 
Ovando,  que  el  procesado  cuando  se  veri- 
ficó el  hecho,  era  descalzo  y que  siempre 
observó  buena  conducta  y jamás  moles- 
taba a ninguno. 

RESULTA:  que  llenados  los  demás 
trámites  del  plenario,  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia de  Totonicapán  con  fecha  tres  de 
agosto  del  año  pasado'  dictó  sentencia 
condenando  a Antonio  Martin  Hernández 
Alvarado  como  autor  del  delito  de  lesio- 
nes en  la  persona  de  Gregorio  Santieste- 
ban, a sufrir  la  pena  de  dos  años  de 
prisión  correccional  rebajada  en  una  ter- 
cera parte  por  la  circunstancia  atenuan- 
te de  no  haber  tenido  intención  de  causar 
un  mal  de  tanta  gravedad  como  el  que 
produjo  y la  Sala  6a.  al  conocer  en  virtud 
del  recurso  de  apelación  interpuesto  por 
la  parte  acusadora,  dictó  la  que  se  ha  he- 
cho referencia  al  principio;  de  cuya  eje- 
cutoria don  Delfino  Santiesteban  Rodrí- 
guez interpuso  el  presente  recurso  de  ca- 
sación, citando  como  violados  los  artícu- 
los siguientes;  21,  incisos  3o.  y 7o.;  22,  in- 
cisos 6o.  y 18;  65,  66,  78,  304,  regla  2a. 
o cuando  menos  la  3a.,  todos  del  Código 
Penal;  279  en  relación  con  el  Acuerdo  Gu- 
bernativo de  ocho  de  septiembre  de  mil 
novecientos  veinticinco;  385  en  armonía 
con  el  279  P.  P.;  766  de  Pros.  Cvs.;  22 
Dto.  921,  608  de  Prs.  Pns.;  583  inciso  3o. 
del  Código  de  Prs.  Cvs.  en  relación  con 
el  22  del  código  civil,  2 del  Dto.  Leg.  1747; 
735  regla  3a.  y 4a.  fracción  la.  del  Código 
de  Prs.  Pns.;  601  y sus  correlativos  594  a 
597  del  Código  de  Prs.  Pns.;  602  inciso 
5o.  y 7o.  y 603  del  repetido  código  en  re- 
lación con  el  709  de  Prs.  Cvs.  inc.  b.  del 
Dto.  Gub.  número  963  en  armonía  con  el 
44  del  Código  Penal  y lo.  y 3o.  del  Dto. 
301  de  fecha  siete  de  mayo  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y cinco  que  reformó  la 
Ley  de  Instrucción  Pública,  emitida  por 
el  Dto.  Gub.  288  de  veintitrés  de  noviem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y dos, 
vigente  cuando  se  cometió  el  delito;  10 
y 14  del  Dto.  Leg.  número  159  Ley  de  In- 
dultos. Y pedidos  los  antecedentes  y seña- 
lado dia  para  la  vista,  es  el  caso  de  dic- 
iar la  sentencia  que  en  derecho  corres- 
ponde. 
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CONSIDERANDO:  que  el  hecho  que 
dió  origen  al  encausamlento  de  Antonio 
Martin  Hernández  Alvarado,  quedó  sufi- 
cientemente comprobado,  como  también 
su  culpabilidad  con  la  espontánea  confe- 
sión que  hizo  en  presencia  de  su  tutor 
especifico.  Artos.  259,  270,  568,  570  y 609 
P.  P. 

CONSIDERANDO;  Que  la  Sala  sen- 
tenciadora no  violó  el  artículo  21  en  sus 
incisos  3o.  y 7o.  del  Código  Penal,  pues 
las  circunstancias  atenuantes  que  enu= 
mera  están  bien  calificadas;  el  65  no  pu- 
do ser  violado  por  la  Sala,  toda  vez  que 
se  impuso  la  pena  que  la  ley  designa  al 
delito  cometido,  sin  aumentarla  ni  dismi- 
nuirla; pues  la  rebaja  que  se  hizo  es  en 
virtud  de  las  circunstancias  atenuantes 
que  la  Sala  enumera;  el  66  tampoco  se 
violó,  sino  por  el  contrario,  se  hizo  rec- 
ta aplicación  de  él  por  ser  la  pena  que 
le  correspondía  a Hernández  Alvarado  por 
el  delito  cometido:  el  78  no  pudo  ser  in- 
fringido porque  no  habiendo  circunstan- 
cias agravantes  que  apreciar,  la  Sala  no' 
podía  hacer  ninguna  compensación;  el 
279  de  Prs.  Pns.  en  relación  con  el  Acuer- 
do Gub.  de  8 de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos veinticinco  tampoco  se  infringió, 
pues  teniendo  un  reconocimiento  claro, 
conciso  y concluyente  como  el  del  doc- 
tor Carlos  Catalán  Prem,  no  tenía  que 
hacer  ninguna  consulta  a la  Junta  Di- 
rectiva de  la  Facultad  de  Medicina  y Far- 
macia; tampoco  se  infringió  el  artículo 
735  de  Prs.  Pns.  en  sus  reglas  3a.  y 4a. 
toda  vez  que,  en  la  sentencia  se  hizo  la 
separación  correspondiente,  en  párrafos 
corno  ella  lo  requiere  y citando  la  ley 
aplicable:  no  se  infringió  el  articulo  601 
y sus  correlativos  594  al  597  de  Prs.  Pns., 
pues  la  prueba  que  sirvió  de  base  para 
condenar  al  enjuiciado  no  es  la  de  pre- 
sunciones; y los  artículos  22  fracción  7a., 
304  incisos  2o.  y 3o.  y 18  del  Código  Penal, 
385  y 279  Prs.  Pns.  766  Prs.  Cvs.,  523  inc. 
3o.  Prs.  Cvs.,  22  Dto.  921,  2o.  Dto.  1747, 
602  inciso  5o.  y 7o.  P.  P.;  603  con  709  P. 
P.;  Dto.  301  inc.  lo.  y 3o.;  10  y 14  Dto.  159, 
Dto  963  inc.  b.  en  relación  con  el  44  Có- 
digo Penal,  no  fueron  infringidos  por  ser 
inaplicables  al  caso  sub-judice. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  haciendo  aplicación  de  las  leyes 
citadas  y lo  que  disponen  los  Artos.  686 
y 690  de  P.  P.;  22  Dto.  1728  y 27  Ley  Or- 
gánica, desestima  el  recurso  de  casac’ón 
interpuesto  por  el  Licenciado  Delfino  San- 
tiesteban  Rodríguez  por  improcedente,  y 


le  impone  la  pena  de  un  mes  de  prisión 
simple  conmutable  a razón  de  veinte  cen- 
tavos de  quetzal  diarios. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  autos  al  tribu- 
nal de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  H.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  : Contra  Valeriano  Orellana  Ma- 
rroquin,  Carlos  Aquino  Aguilar,  Felicia- 
no Aguilar  Carrera  y Juan  Oliva  Al- 
dana  por  homicidio. 

Es  condición  esencial  del  delito  de  homi- 
cidio, que  el  hecho  material  que  resul- 
te sea  imputado  por  voluntad  libre. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  Enero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina, 
la  sentencia  proferida  por  la  Sala  2?  de  la 
Corte  de  Apelaciones  el  diez  y siete  de 
noviembre  del  año  en  curso,  en  la  que 
confirma  la  dictada  por  el  Juez  49  de  1?' 
Instancia,  con  la  modificación  de  que:  los 
procesados  Valeriano  Orellana  Marroquín, 
Carlos  Aquino  Aguilar,  Feliciano  Aguilar 
Carrera  y Juan  Oliva  Aldana  son  autores 
responsables  del  delito  de  homicidio  co- 
metido en  la  persona  de  Estanislao  Cha- 
cón y que  la  pena  que  les  corresponde  por 
este  delito,  es  la  de  diez  años  de  prisión 
correccional  a cada  uno  de  ellos;  hacien- 
do las  demás  declaraciones. 

RESULTA:  Que  el  diez  y nueve  de 
abril  del  presente  año,  el  Juez  de  Paz  de 
E¡  Progreso,  tuvo  conocimiento  por  el  au- 
xiliar de  la  aldea  Santa  Rita,  que  Estanis- 
lao Chacón  estaba  muerto  en  el  lugar  de- 
nominado “La  Quebrada”,  por  lo  que  al 
constituirse  en  el  lugar  del  suceso  levan- 
tó el  acta  de  rigor,  haciendo  constar  que 
ei  cadáver  presentaba  muchas  heridas 
producidas  unas  con  arma  de  fuego  y otras 
con  machete.  El  Juez  instructor  hizo 
constar  que  los  machetazos  se  presumía 
fueron  dados  al  occiso  después  de  que  és- 
te cayó  al  suelo  y que  los  balazos  le  fue- 
ron disparados  por  detrás,  con  excepción 
del  que  presentaba  en  la  mejilla  derecha. 
Tránsito  Castillo  que  procedió  a la  cap- 
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tura  de  los  sindicados:  Valeriano  Orella- 
na, Feliciano  Aguilar  y Carlos  Aquino  en 
compañia  de  una  escolta,  hizo  constar 
que  únicamente  encontraron  a Oreilana 
en  su  casa,  no  asi  a los  otros  dos,  de  quie- 
nes manifestaron  los  familiares  que  ha- 
bían salido,  pero  que  no  quisieron  decir  a 
donde. 

Manuel  Orellana,  dijo  al  ser  exa- 
minado, que  como  a la  una  de  la  mañana 
oyó  unos  disparos;  que  como  a las  diez  de 
la  noche  llegaron  a su  establecimiento 
Juan  Oliva,  Feliciano  Aguilar,  Carlos  Aqui- 
no, Valeriano  Oreilana,  Carmen  Aguilar  y 
Alberto  Pineda;  todos  éstos  en  compañía 
de  Estanisiao  Chacón  a comprarle  aguar- 
diente, yéndose  después  todos  juntos  a un 
rezo;  que  como  a las  once  de  la  misma  no- 
che voivieron  Chacón,  Valeriano  Orelia- 
na,  Feiiciano  Aguilar,  Juan  Oliva  y Car- 
los Aquino,  a pedirle  aguardiente,  ha- 
biéndoles contestado  el  declarante  que  ya 
no  tenía,  que  también  le  pidieron  cerveza 
y como  tampoco  había  le  dijeron  que  iban 
a ver  si  encontraban  en  Santa  Rita  y co- 
mo a ias  doce  de  la  noche  se  fueron  jun- 
tos Chacón,  Orellana,  Aguilar  y Aquino, 
no  dándose  cuenta  si  con  ellos  se  fué  Juan 
Oliva,  porque  no  se  despidió  del  declaran- 
te; que  todos  estaban  armados  de  revól- 
veres y dagas  cuando  llegaron  a su  estan- 
co y que  no  observó  que  hayan  querido 
reñir,  todo  lo  contrario,  bromeaban  y reían 
y como  a la  una  oyó  unos  disparos  de  re- 
vólver. El  Comisionado  Militar  Rosendo 
Cruz,  manifestó  que  la  noche  del  suceso 
había  oído  bastantes  disparos  y creyó  que 
eran  cohetilios;  que  después  negaron  a le- 
vantarlo Erigido  Sanabria  y Anacleto  Ar- 
chiia  por  orden  de  Pedro  Chacón  y que  se 
fueron  para  ia  Quebrada,  que  baja  de  Cal- 
deras en  donde  encontraron  el  cadáver  de 
Estanislao  Chacón,  por  lo  que  mandó  a 
llamar  al  Alcalde  Auxiliar  Braulio  Aldana 
para  ver  qué  disponía,  y de  allí  con  ei  Re- 
gidor Pantaleón  Orellana  y el  Alcalde  au- 
xiliar se  fueron  para  la  cantina  y requi- 
rieron al  cantinero  y éste  les  dijo  que  ha- 
bían estado  Juan  Oliva,  Estanislao  Cha- 
cón, Carlos  Aquino,  Vaieriano  Orellana  y 
Feliciano  Aguilar;  que  después  se  disgus- 
taron Estanislao  Chacón  y Juan  Oliva  por 
una  noviila,  habiendo  salido  de  su  esta- 
blecimiento, pero  que  se  calmaron  y se 
fueron  todos  juntos  para  el  rio;  que  al 
principio  el  cantinero  Manuel  Orellana 
trató  de  ocultarles  que  se  habían  disgus- 
tado Chacón  y Oliva.  Pantaleón  Orellana 
dijo  ser  primo  de  Estanisiao  Chacón  y 
que  la  noche  del  hecho  como  a la  una  de 


la  mañana  oyó  unos  disparos,  por  lo  que 
se  levantó  a ver  y al  salir  a la  playa  de 
la  Quebrada  vió  a tres  individuos  que  iban 
corriendo  y que  hablaban  en  voz  baja  y 
que  se  dirigían  de  la  Quebrada  hacia  la 
aldea  de  Santa  Rita  y que  después  se  en- 
tró y al  rato  llegó  Apolonio  Orellana  a le- 
vantarlo y se  fueron  en  unión  del  Comi- 
sionado Militar  y el  Alcalde  auxiliar,  en- 
contrando a Estanislao  Chacón  ya  muer- 
to y que  después  se  dirigieron  a la  canti- 
na de  Manuel  Orellana  Morán,  relatando 
lo  que  éste  les  dijo,  principalmente  el  dis- 
gusto que  tuvo  Oliva  y Chacón  por  una 
novilia  que  se  entraba  a los  terrenos  del 
segundo;  que  el  declarante  sólo  sabía  que 
Valeriano  era  enemigo  de  Chacón,  desde 
hacía  algunos  años,  porque  éste  mató  a 
Aurelio  Orellana,  primo  hermano  de  Va- 
leriano. El  Alcalde  auxiliar  de  Santa 
Rita,  Braulio  Aldana,  cuñado  de  Estanis- 
lao Chacón,  se  produjo  en  los  mismos  tér- 
minos que  el  Comisionado  Militar  Rosen- 
do Cruz.  Pedro  Chacón  dijo,  que  el  día  del 
suceso  se  encontraba  en  el  “acabo  de  año” 
de  su  mamá  Jesús  Paz  y como  a la  una  de 
la  mañana  oyó  muchas  detonaciones  de 
arma  de  fuego  y en  unión  de  las  personas 
que  se  encontraban  en  el  velorio  y de  Pío 
Súchite  y Apolonio  Orellana  se  fueron  al 
lugar  donde  se  oyeron  las  detonaciones, 
en  donde  encontraron  asesinado  a Esta- 
nislao Chacón;  que  al  velorio  habían  lle- 
gado Valeriano  Orellana,  Estanislao  Cha- 
cón y Juan  Oliva;  que  a las  once  de  la 
noche  se  fueron  Oliva  y Chacón  para  el 
estanco  de  Manuel  Orellana  y que  Vale- 
riano se  había  ido  antes  en  la  misma  di- 
rección. Carmen  Aguilar  padre  de  Feli- 
ciano y tío  de  Aquino,  al  ser  examinado 
dijo:  que  por  el  rumor  público  sabe  que  los 
autores  del  crimen  fueron  Oliva  y Vale- 
riano; que  Oiiva  y el  interfecto  tenían  an- 
tecedentes de  enemistad  y estuvieron  esa 
noche  juntos  y que  a su  hijo  Feliciano  y 
Aquino  los  vió  en  el  velorio,  pero  no  se 
fijó  a qué  hora  se  retiraron.  Nicolás  Cha- 
cón dijo,  que  Oiiva  y su  hermano  Estanis- 
lao habían  tenido  dificuitades  por  cues- 
tiones de  tierras  y con  Valeriano  por  unos 
cerdos  de  éste,  que  le  causaban  daños  en 
las  cementeras  del  padre  del  declarante. 
Pío  Súchite  Carias  dijo  que  salieron  del 
velorio  Valeriano,  Oliva  y el  interfecto  a 
las  once  de  la  noche,  asi  como  también 
manifiesta,  que  en  unión  de  Pedro  Agui- 
rre.  Erigido  Sanabria  de  ia  Cruz,  Apoio- 
nio  Orellana  y Anacleto  Archila  Orellana, 
que  buscaron  a la  mañana  siguiente  a 
Aquino  y a Aguilar  .en  sus  casas  y no  es- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


179 


taban,  pues  desde  entonces  desaparecie- 
ron y el  rumor  público  sindicaba  a Oliva, 
Aguilar,  Aquino  y a Valeriano  como  auto- 
res de  la  muerte  de  Chacón.  Declararon 
muchas  personas  más  en  el  sentido  de  que 
las  detonaciones  se  produjeron  como  a la 
una  de  la  mañana  y que  los  culpables  de 
la  muerte  de  Chacón  eran  las  personas  ya 
nombradas.  Las  personas  propuestas  por 
Súchite  declararon  como  él. 

RESULTA:  Que  indagados  los  reos  ne- 
garon la  comisión  del  delito  que  se  les 
atribula,  manifestando  entre  otras  co- 
sas: Valeriano  Orellana  que  estuvo  en  el 
velorio  de  Pedro  Chacón,  y de  alli  se  fué 
al  estanco  de  Manuel  Orellana  como  a las 
nueve  de  la  noche  a comprar  unos  puros 
y después  se  fué  acostar;  que  en  el  estan- 
co habla  bastante  gente  y entre  ellos  vió 
a Aquino  y Aguilar,  pero  no  yió  a Chacón 
y a Oliva;  que  no  era  cierto  la  enemistad 
con  Estanislao.  Juan  Oliva  dijo  que  no 
estuvo  en  el  estanco  de  Manuel  Orellana  y 
por  consiguiente  con  las  personas  que  se 
le  mencionaba  y que  al  velorio  llegó  con 
Carmen  Aguilar  y se  retiró  a las  diez  de 
la  noche,  directamente  a su  casa  a dor- 
mir. Feliciano  Aguilar  dijo  que  la  autori- 
dad llegó  a buscarlo  a su  casa  y que  co- 
mo no  tenia  delito  se  presentó  personal- 
mente; que  desde  las  siete  de  la  noche  del 
dia  del  hecho  se  encerró  y no  salió  para 
nada  de  su  casa,  y que  acompañado  de 
Aquino  se  fué  al  otro  dia  para  Sanarate  y 
que  en  este  lugar  lo  vió  Valentin  Estra- 
da. Carlos  Aquino  manifestó  que  salió  del 
velorio  como  a las  diez  de  la  noche,  sepa- 
rándose de  Aguilar  para  ir  a dormir,  y 
que  no  se  juntó  con  Orellana,  Oliva  ni  Cha- 
cón, ni  estuvo  esa  noche  en  la  cantina  de 
Manuel  Orellana  y que  al  dia  siguiente  se 
fué  para  Sanarate  con  Aguilar,  y regresa- 
ron el  diez  y nueve  del  mes  de  abril,  es 
decir  al  siguiente  dia  del  crimen.  El  tes- 
tigo Valentin  Estrada  citado  por  Aguilar, 
manifestó  que  el  martes  diez  y nueve  del 
mes  de  abril,  llegaron  a su  casa  sita  en  Sa- 
narate Aquino  y Aguilar  a pagarle  un  di- 
nero y estuvieron  con  él  tres  dias,  ayu- 
dándolo en  sus  trabajos  y que  el  sábado  se 
regresaron. 

Alberto  Pineda  al  ser  indagado  negó  la 
comisión  del  delito  que  motivó  su  encau- 
samiento,  diciendo  que  estuvo  en  casa  de 
Pedro  Chacón,  de  donde  se  retiró  como  a 
las  doce  de  la  noche,  yéndose  a su  casa  y 
que  detrás  de  él  iban  Valeriano,  Oliva, 
Aquino,  Aguilar  y Estanislao  Chacón  y 
que  ya  para  llegar  a su  casa  oyó  como  do- 
ce disparos  de  arma  de  fuego;  que  en  el 


velorio  vió  a los  sindicados  y a Chacón, 
sabiendo  que  Chacón  y Oliva  tenian  ante- 
cedentes de  enemistad  por  una  noviila. 
En  autos  corre  agregada  la  partida  de  de- 
función del  occiso  y el  informe  de  los  ex- 
pertos, Fabio  Martínez  B.  y Marcos  Veliz  O. 

RESULTA:  Que  llenados  los  demás 
trámites  del  plenario,  el  Juez  de  la  causa 
con  fecha  veintidós  del  año  en  curso,  dic- 
te sentencia  condenando  a Valeriano 
Orellana  Marroquin,  Carlos  Aquino  Agui- 
lar, Feliciano  Aguilar  Carrera  y Juan  Oli- 
va Aldana  por  el  delito  de  asesinato  en  la 
persona  de  Estanislao  Chacón,  a sufrir  la 
pena  de  muerte  y por  no  estar  demostra- 
da la  participación  de  Alberto  Pineda 
Aguirre  lo  absolvió  del  cargo  que  por  el 
delito  de  asesinato  se  le  formuló,  y al  co- 
nocer en  grado  la  Sala  2?',  profirió  la  sen- 
tencia de  que  se  ha  hecho  mención  en  la 
parte  expositiva  de  este  fallo,  la  que  fué 
dictada  por  mayoría  por  haber  salvado  su 
voto  el  Magistrado  Octavio  Aguilar  y de 
este  último  pronunciamiento,  el  Procura- 
dor Oficial  de  la  Sala  2?  Licenciado  don 
Héctor  Villagrán  interpuso  el  presente 
recurso  de  casación  por  violación  de  ley, 
citando  como  infringidos  el  articulo  297 
del  Código  Penal  en  su  última  parte. 

La  Sala  2?  al  proferir  su  fallo  lo  hizo 
con  base  en  la  prueba  indirecta  y que  de- 
dujo de  los  hechos  siguientes:  IP  Que  la 
muerte  de  Estanislao  Chacón,  ocurrió  a la 
una  de  la  mañana  del  diez  y nueve  de  abril 
último,  hora  en  que  todas  las  personas 
examinadas  aseguran  que  oyeron  las  nu- 
merosas detonaciones  y en  que  Pedro  Cha- 
cón, el  Comisionado  Militar  Rosendo  Cruz 
y demás  personas  que  estos  refieren,  en- 
contraron muerto  a Chacón;  29  Que  los 
procesados  Valeriano  Orellana,  Juan  Oli- 
va, Feliciano  Aguilar  y Carlos  Aquino,  an- 
duvieron en  la  noche  de  autos,  acompaña- 
dos del  interfecto;  los  vieron  en  casa  de 
Pedro  Chacón,  donde  se  celebraba  el  velo- 
rio y en  la  cantina  de  Manuel  Orellana, 
hasta  como  a las  doce  de  esa  noche,  los 
testigos  Manuel  Orellana  Moran,  Pedro 
Chacón,  Carmen  Aguilar  y Pió  Súchite  Ca- 
rias; y no  obstante  el  parentezco  que  es- 
tos aseguran  que  tienen  con  los  procesa- 
dos (algunos  de  ellos)  y que  no  todos  de 
estos  testigos  dicen  haber  visto  a los  cua- 
tro nombrados  reos,  estas  circunstancias 
en  nada  enervan  el  valor  probatorio  de  sus 
declaraciones,  no  sólo  porque  el  delito  se 
cometió  en  desploblado,  sino  porque  es  na- 
tural aceptar  que  no  todos  se  dieron  cuen- 
ta de  la  presencia  de  todos  los  reos  en 
el  velorio;  39  Que  el  rumor  público  sindi- 
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có  desde  los  primeros  momentos  del  cri- 
men, a Orellana  (Valeriano)  Aguilar, 
Aquino,  y Oliva,  como  los  autores  de  la 
muerte  de  Chacón,  asi  lo  dice  la  mayor 
parte  de  las  personas  que  declararon  en 
la  causa;  49  La  negativa  de  los  sindicados 
reos,  de  haber  estado  después  de  las  diez 
de  la  noche  en  casa  de  Pedro  Chacón,  ni 
en  la  cantina  de  Manuel  Orellana,  sin  em- 
bargo de  estar  probado  lo  contrario  como 
ya  se  dijo;  y la  contradicción  en  que  in- 
curren Aguilar  y Aquino,  el  primero  al 
afirmar  que  se  retiró  del  velorio  a las  sie- 
te de  esa  noche  y el  segundo  dice  que  se 
separó  de  Aguilar,  a las  diez,  hora  en  que 
salieron  de  dicho  velorio;  59  La  desapari- 
ción de  Aguilar  y Aquino,  desde  la  ma- 
ñana del  crimen,  hasta  el  veinte  y cinco 
de  abril,  en  que  fueron  habidos;  y aunque 
dicen  que  fueron  a Sanarate  a pagar  una 
deuda,  sólo  Valentín  Estrada  Orellana  lo 
dice  asi,  pero  contra  este  dicho  que  sólo 
forma  una  semiplena  prueba,  están  las  de- 
claraciones de  Pío  Siichite  Carias,  Pedro 
Aguirre,  Erigido  Sanabria  de  la  Cruz,  Apo- 
lonio  Orellana  y Anacleto  Archila,  quienes 
buscaron  a Aguilar  y a Aquino,  desde  los 
primeros  momentos  del  crimen  y no  los 
encontraron  en  su  casa,  ni  les  quisieron 
dar  noticias  de  su  paradero;  69  Que  todos 
los  procesados  estaban  armados  de  revól- 
veres y machetes,  la  noche  indicada  y las 
lesiones  que  presentaba  el  interfecto  fue- 
ron inferidas  con  esa  clase  de  armas;  79 
Que  no  obstante  haber  estado  el  occiso 
acompañado  de  los  cuatro  reos  nombra- 
dos, estos  no  dan  razón  del  paradero  de 
aquel;  que  todos  estos  hechos,  plenamen- 
te probados  y unidos  a la  semi-plena  prue- 
ba de  Pantaleón  Orellana,  quien  afirma 
que  en  los  momentos  de  los  disparos,  vió 
pasar  camino  de  Santa  Rita,  a tres  indi- 
viduos con  trajes  muy  parecidos  a los  que 
aseguran  los  reos  que  tenían  entonces, 
dado  el  enlace  natural  que  tienen  entre  si 
y con  el  hecho  que  se  trata  de  probar, 
forman  la  presunción  humana,  grave  y 
precisa,  de  que  los  cuatro  reos  nombrados 
son  los  autores  responsables  de  la  muer- 
te de  Estanislao  Chacón,  como  consecuen- 
cia necesaria  e indefectible  de  aquellos  he- 
chos. Artículos  571,  573,  575,  582,  574,  586, 
587,  589,  595,  597,  599  y 601,  P.  P. 

CONSIDERANDO:  Que  de  conformi- 
dad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  310  del 
código  penal,  las  penas  señaladas  en  los 
artículos  296  y 297  del  mismo  cuerpo  de 
leyes,  son  para  los  que  en  riña  confusa  y 
tumultuaria  hubieren  causado  lesiones  u 
homicidio,  pero  para  el  caso  que  se  estu- 


dia no  tiene  ninguna  aplicación,  pues  da- 
dos los  hechos  debidamente  probados  que 
se  enumeran  en  la  sentencia  recurrida, 
no  se  deduce  de  ellos  que  los  enjuiciados 
Valeriano  Orellana  Marroquín,  Juan  Oli- 
va Aldana,  Feliciano  Aguilar  Carrera  y 
Carlos  Aquino  Aguilar,  hayan  dado  muer- 
te a Estanislao  Chacón  en  riña  confusa  y 
tumultuaria,  toda  vez  que  ésta  tiene  vida 
jurídica  cuando  de  un  mutuo  acometi- 
miento entre  bandos  o grupos  contrarios 
de  modo  confuso  y desordenado,  resulte 
el  delito,  sin  que  sea  posible  determinar 
concretamente  la  participación  y respon- 
sabilidad criminal  imputable  a cada  uno 
de  los  contendientes;  sino  que  todos  ellos 
se  juntaron  y sumaron  sus  voluntades  para 
auxiliar  sus  mutuos  actos  con  el  objeto  de 
realizar  la  determinada  agresión,  a una 
sola  persona,  pues  no  puede  deducirse 
otra  cosa,  dado  el  número  de  heridas  que 
presentaba  el  occiso;  y por  consiguiente 
como  no  es  posible  determinar  los  acciden- 
tes de  la  agresión  y la  acción  individual 
de  cada  uno  de  los  procesados,  la  res- 
ponsabilidad que  corresponde  a cada  uno 
por  la  infracción  llevada  a cabo,  es  por  la 
muerte  que  resultó  como  consecuencia  del 
acto  realizado,  o sea  la  de  diez  años  de 
prisión  correccional  que  señala  el  tex- 
to legal  por  el  delito  resultante  de  la  ac- 
ción cometida,  a cuyo  logro  cada  uno  coo- 
peró directamente. 

Por  otra  parte,  aun  en  el  supuesto  caso 
de  que  el  homicidio  cometido  en  la  perso- 
na de  Estanislao  Chacón  hubiera  sido 
causado  en  riña,  como  se  crée  y asegura 
en  la  defensa  y en  el  recurso  de  casa- 
ción, ésta  riña,  no  es  la  riña  tumultuaria, 
a que  se  refieren  los  artículos  citados, 
donde  los  que  intervienen  se  acometen 
entre  si  en  confuso  tropel  o revuelta. 

Por  estas  razones  legales,  la  Sala  29  de 
la  Corte  de  Apelaciones  no  violó  el  ar- 
tículo 297  del  código  penal  en  su  29  parte, 
por  no  tener  ninguna  aplicación  en  el  ca- 
so sub-judice. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  haciendo  aplicación  de  la  ley  ci- 
tada y lo  que  disponen  los  artículos  676  y 
690  P.  P.;  22  Dto.  1728  y 27  Ley  Orgánica 
y Reglamentaria  del  Poder  Judicial,  de- 
sestima por  improcedente  el  recurso  de 
casación  interpuesto. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  autos. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Joaquín  Lopes  por  el 
delito  de  falsificación  de  documentos 
públicos. 

Para  penar  el  delito  de  falsedad  se  nece- 
sita la  concurrencia  de  los  requisitos 
que  señala  el  articulo  194  del  Código 
Penal. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
seis  de  febrero  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Vista  por  recurso  de  casación,  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  e?'  de  Apelacio- 
nes el  veintinueve  de  noviembre  último 
en  la  causa  que  por  el  delito  de  falsifica- 
ción de  documentos  públicos  se  siguió  an- 
te el  Juzgado  1?  departamental  de  Quezal- 
tenango,  contra  Joaquín  López  en  la  que 
confirma  la  de  1^  Instancia  que  declara 
autor  del  mencionado  delito  al  recurren- 
te, imponiéndole  ocho  años  de  prisión 
correccional,  haciendo  las  demás  declara- 
ciones del  caso. 

Del  estudio  de  los  autos  aparece,  que, 
el  ocho  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta, el  Secretario  del  Juzgado  19  del  depar- 
tamento de  Quezaltenango  dió  parte  de 
que,  Demetrio  Sigüenza  y Joaquín  López, 
al  absolver  unas  posiciones  que  les  articu- 
ló en  el  mismo  tribunal  Santiado  Idigoras 
Loarca,  hablan  confesado  una  falsedad, 
por  lo  que  se  mandó  instruir  la  averigua- 
ción correspondiente,  certificándose  las 
posiciones  en  las  que  ambos  confiesan  ha- 
ber servido  de  testigos  de  conocimiento  de 
Herminia  Mijangos  de  Mota  que  se  hizo 
pasar  por  Simona  Estrada  Castillo  ante  los 
oficios  del  Notario  Dionisio  Palacios,  otor- 
gando un  poder  a favor  de  J.  Mariano 
Mijangos  con  cláusula  para  vender  unas 
propiedades  de  la  Estrada  Castillo,  sitas 
en  Santo  Tomás  La  Unión.  Se  tuvo  a la 
vista  el  protocolo  del  notario  Palacios  en 
el  que  aparece  el  poder  aludido  de  fecha 
seis  de  noviembre  de  mil  novecientos 
veintiocho,  siendo  testigos  de  identidad 
Sigüenza  y López,  por  no  ser  conocida  del 
cartulario  la  otorgante  Simona  Estrada 
Castillo,  de  éste  instrumento,  el  mismo 
dia  entregó  el  notario  testimonio  al  apo- 
derado Mijangos.  Con  las  facultades  da- 
das en  este  poder,  el  mandatario  vendió  a 
Catarina  Sop  nueve  fincas  pertenecientes 
a la  Estrada  CastUlo  en  la  suma  de  cin- 
cuenta mil  pesos  moneda  nacional,  cuyos 


testimonios  fueron  presentados  al  29  Re- 
gistro de  la  Propiedad  Inmueble  el  once 
de  diciembre  de  mil  novecientos  veinti- 
ocho, por  el  licenciado  José  Vicente  Esco- 
bar. El  articulante  Idigoras  Loarca,  apo- 
derado de  la  Estrada  Castillo,  dijo  que  se 
habia  enterado  de  que  los  bienes  de  su 
mandante  habian  pasado  a poder  de  Ca- 
tarina Sop,  en  virtud  de  un  juicio  segui- 
do por  ésta  contra  la  Estrada  Castillo  por 
nulidad  de  unas  inscripciones;  venta  que 
hizo  J.  Mariano  Mijangos,  que  se  decia 
apoderado  de  esta  última;  que  el  Licen- 
ciado J.  Domingo  de  León  le  habia  refe- 
rido que,  quien  había  suplantado  a la  Es- 
trada Castillo  en  el  otorgamiento  del  po- 
der ante  los  oficios  del  notario  Palacios, 
habia  sido  Teresa  Mijangos  a quien  el  Li- 
cenciado José  Vicente  Escobar  le  enseñó 
la  firma  y estuvo  ensayando  en  su  bufete, 
siendo  éste  abogado  quien  planeó  todo  es- 
te hecho;  y que  crée  haber  acuerdo  entre 
Herminia  Mijangos  de  Mota,  y Mariano 
Mijangos  y Catarina  Sop,  porque  ésta  de- 
sistió del  juicio  que  habia  entablado  con- 
tra su  comitente  sobre  la  nulidad  de  ins- 
cripciones de  las  fincas  vendidas.  Maxi- 
miliano Meléndez  Galero  expuso:  que  De- 
metrio Sigüenza  y Joaquín  López  le  ha- 
bían dicho  que  tenían  mucha  pena  por- 
que habian  dado  testimonio  de  conoci- 
miento de  una  mujer  que  dijo  llamarse 
Simona  Estrada  Castillo  pero  que  después 
han  averiguado  que  se  llama  Herminia 
Mijangos  de  Mota  quien  otorgó  un  poder 
ante  los  oficios  del  notario  Palacios  y que 
antes  habían  pasado  con  otros  notarios, 
pero  no  quisieron  hacerlo;  y que  el  Licen- 
ciado José  Vicente  Escobar  fué  quien  les 
dijo  que  esa  señora  era  Simona  Estrada 
Castillo,  y estaban  afligidos  porque  ya  se 
habia  descubierto  la  falsedad  pero  esta- 
ban dispuestos  a decir  la  verdad  de  los  he- 
chos. El  notario  Palacios  confirma  lo  ma- 
nifestado en  el  poder  que  él  autorizó,  ma- 
nifestando que,  en  ocasión  que  era  Juez 
39  de  1?-  Instancia  del  departamento  de 
Quezaltenango,  llegó  al  tribunal  una  mu- 
jer muy  parecida  a Simona  Castillo  Es- 
trada que  respondió  al  nombre  de  Tere- 
sa Mijangos,  y le  preguntó  si  ella  había 
llegado  a su  bufete  a otorgar  un  poder  a 
favor  de  Mariano  Mijangos,  contestando 
que  nó,  pero  notó  que  se  había  inmutado. 
Al  ser  capturado  Joaquín  López  dijo:  que  él 
y Demetrio  Sigüenza  habian  llegado  a 
identificar  a Herminia  Mijangos  de  Mota 
ante  los  oficios  del  notario  Dionisio  Pala- 
cios y no  a Simona  Estrada  Castillo,  pues 
el  Licenciado  Escobar  les  habia  dicho  que 
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hicieran  el  favor  de  identificar  a la  “niña 
Mina”,  por  lo  que  llegaron  al  bufete  de 
Palacios  y éste  les  preguntó  si  conocian  a 
la  señora,  señalándoles  a la  Mijangos,  y 
ellos  contestaron  que  sí,  pero  no  como  la 
Estrada  Castillo;  y que  como  leyeron  li- 
gero la  escritura  no  se  fijó  en  el  nombre 
de  la  compareciente,  habiendo  recibido  por 
ésto  treinta  pesos  billetes  antiguos.  El 
notario  .Palacios  tuvo  a la  vista,  en  una 
diligencia  judicial  a Simona  Estrada  Cas- 
tillo, y dijo  que  ella  no  había  compareci- 
do a su  bufete  a otorgar  el  poder  de  mé- 
rito. El  Licenciado  José  Vicente  Escobar, 
niega  los  hechos  que  se  le  imputan,  y di- 
ce que,  los  Licenciados  Palacios  y Domin- 
go de  León  son  enemigos  y tratan  de  ha- 
cerle daño;  y Joaquín  López  ha  recibido 
favores  de  él,  pero  últimamente  ya  no  le 
ha  querido  dar  nada,  por  lo  que  lo  ha 
amenazado.  Careado  con  López,  cada  uno 
sostuvo  su  dicho,  agregando  éste,  que  su 
careado  le  habló  para  identificar  a la  Mi- 
jangos. Catarina  Sop  manifestó  que,  ella 
le  había  comprado  los  bienes  a J.  Maria- 
no Mijangos  quien  le  dijo  que  eran  de  él, 
que  está  en  posesión  de  ellos  e ignora  si 
éste  obró  en  buena  o mala  fe.  Los  exper- 
tos para  cotejar  las  firmas  de  Simona  Es- 
trada Castillo  informaron:  que  de  las  fir- 
mas que  tuvieron  a la  vista,  las  que  apare- 
cen en  el  protocolo  del  Licenciado  Oscar 
Sandoval  y la  que  se  le  recogió  a la  Es- 
trada Castillo  se  parecen  entre  si,  no  asi 
la  que  aparece  en  el  protocolo  del  notario 
Palacios. 

Con  estos  antecedentes,  el  Juez  de  la 
causa  dictó  la  sentencia  de  que  se  ha  he- 
cho mérito,  confirmada  por  la  Sala  2?'  de 
Apelaciones,  contra  cuyo  pronunciamien- 
to el  reo,  con  auxilio  del  abogado  Oscar 
A.  Sandoval  interpuso  el  presente  recur- 
so, citando  como  violados  los  artículos 
259  y 568  P.  P.  y 194  código  penal,  y se- 
ñalado día  para  la  vista,  es  el  caso  de  pro- 
ferir el  fallo  que  en  derecho  corresponde. 

CONSIDERANDO:  Que  de  acuerdo  con 
lo  dispuesto  en  el  articulo  194  del  código 
penal,  para  que  el  delito  de  falsificación 
de  documentos  sea  punible,  se  necesitan 
que  concurran  los  requisitos  siguientes: 
19  Que  se  cometa  fraudulentamente;  29 
Que  el  falsario  se  proponga  sacar  algún 
provecho  para  si  o para  otro  o causar  per- 
juicio a alguno  o a la  sociedad;  39  Que  re- 
sulte o pueda  resultar  perjuicio  a la  so- 
ciedad o a un  particular  ya  sea  en  los  bie- 
nes de  éste,  o ya  en  su  persona,  en  su 


honra  o en  su  reputación;  y 49  Que  el  fal- 
sario haga  la  falsificación  sin  consenti- 
miento de  la  persona  a quien  resulte  o 
pueda  resultar  perjuicio,  o sin  el  de  aque- 
lla en  cuyo  nombre  se  hizo  el  documento. 
Y dados  las  posiciones  absueltas  por  el  pro- 
cesado, lo  manifestado  en  su  propia  de- 
claración indagatoria  y las  demás  cons- 
tancias de  autos,  tales  requisitos  han  si- 
do llenados;  fuera  de  que  es  un  principio 
general  de  derecho  que  los  delitos  de  fal- 
sedad penados  en  el  articulo  192  del  códi- 
go penal  y que  reformó  el  decreto  1740  en 
su  articulo  59,  en  relación  con  el  194  del 
mismo  código,  se  cometen  afirmando  men- 
dazmente los  testigos  de  conocimiento  en 
una  escritura  pública,  la  identidad  del 
otorgante,  con  lo  cual  supone  en  tal  acto 
la  intervención  de  persona  que  no  la  tuvo 
o bien  presentando  al  notario  que  autori- 
za el  poder,  una  persona  que  es  la  que 
otorga  el  documento,  no  siéndola  como 
ocurre  en  el  presente  caso;  y por  consi- 
guiente, estando  en  la  sentencia  recla- 
mada probado  de  una  manera  manifiesta 
la  falsedad  y que  el  recurrente  tomó  parte 
material  y directa  en  la  ejecución  del  de- 
lito que  dió  origen  a su  encausamiento, 
así  como  la  tomó  su  otro  compañero  que 
todavía  no  ha  sido  habido,  la  calificación 
del  delito  está  de  conformidad  con  lo  pre- 
ceptuado en  el  artículo  194  del  código  pe- 
nal, el  cual  por  su  aplicación  recta,  no 
ha  sido  violado  por  la  Sala  sentenciadora; 
y,  como  existe  base  suficiente  y prueba  de 
que  el  procesado  cometió  el  delito  que  se 
juzga,  tampoco  se  infringieron  los  artícu- 
los 259  y 568  del  código  de  procedimien- 
tos penales. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  las  leyes  ci- 
tadas  y lo  que  dispone  los  artículos  69u 
P.  P.;  22  Dto.  1728  y 27  Ley  Orgánica,  de- 
sestima el  recurso  de  casación  interpues- 
to, e impone  al  recurrente  la  pena  adicio- 
nal de  quince  dias  de  prisión  simple,  con- 
mutables a razón  de  diez  centavos  de  quet- 
zal por  día. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C. 
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PROCESO:  Contra  Aníbal  lUescas  García: 
y compañeros,  por  el  delito  de  robo. 

No  es  casa  habitada,  para  los  efectos  del 
Artículo  331  del  Código  Penal,  la  que 
no  esté  destinada  para  albergue  de  per- 
sonas o dependencias  de  ésta. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la, dieciocho  de  febrero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  tie 
casación  y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  más  adelante  se  re- 
latará proferida  en  el  proceso  instruido 
contra  Aníbal  Illescas  Garda,  José  Gon- 
zález Melgar,  Antonio  Ramos  Solis,  Ma- 
nuel de  León,  Gabriela  y Nepomuceno 
Rodas  González  por  el  delito  de  robo. 

RESULTA:  que  de  los  autos  aparece, 
entre  otras  cosas,  lo  que  sigue:  En  la  no- 
che del  cinco  de  Febrero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos,  por  un  boquete  de 
veinticinco  centimetros  de  ancho  y trein- 
ta de  altura,  fueron  extraídas  de  la  tien- 
da que  don  Carlos  Mosley  tiene  estable- 
cida cerca  de  su  casa  de  habitación  en  la 
finca  denominada  “La  Moca”,  las  cosas 
que  menciona  la  señora  de  Mosley  en  su 
deposición,  y las  enumeradas  en  el  in- 
ventario practicado  por  el  Secretario  del 
Juzgado  de  Coloraba  al  recibir  cuatro  bul- 
tos de  ropa  que  le  remitió  el  Alcalde  Mu- 
nicipal de  Ostuncalco,  al  Juez  de  la  pri- 
mera de  las  localidades  que  acaban  de 
njendonarse;  mercancias  que  fueron  va- 
loradas en  la  cantidad  de  o ento  catorce 
quetzales  y sesenta  y siete  centavos  de 
la  misma  moneda  por  los  peritos  que 
oportunamente  se  designaron. 

Timoteo  Escobar,  sirviente  de  los  es- 
posos Carlos  Mosley  y doña  Alice  de  Mos- 
ley manifestó  a su  patrón  a las  cinco  a. 
m.  del  seis  de  Febrero  (1932)  que  la  puer- 
ta de  la  tienda  de  la  finca  habia  sido 
abierta;  y más  tarde,  el  mismo  Escobar 
se  dió  cuenta  de  que  una  de  las  láminas 
de  la  esquina  de  dicha  tienda  estaba  des- 
prendida dejando  al  descubierto  un  aguje- 
ro por  donde  penetraron  los  ladrones. 

El  Juez  Municipal  de  Coloraba  hizo 
constar  que  la  puerta  mostrador  situada 
en  la  parte  posterior  de  la  tienda  se  en- 
contró abierta,  y en  el  mostrador  una  se- 
ñal de  pié  descalzo  de  diez  y siete  mi- 
límetros de  largo  por  nueve  de  ancho, 
señal  que  continuaba  dentro  de  un  ca- 


fetal situado  a cinco  varas  de  distancia, 
poco  más  o menos,  de  la  referida  tienda, 
y como  a ciento  cincuenta  metros  distan- 
te de  ésta  se  notó  que  debajo  de  una  ma- 
ta de  huinco  aparecían  también  señales 
idénticas  a la  ya  mencionada,  asi  como 
vestigios  de  que  los  malhechores  hablan 
permanecido  sentados  en  ese  sitio  y allí 
fue  encontrado  un  cuchillo. 

Para  proceder  a la  búsqueda  de  los 
delincuentes  se  organizaron  dos  grupos, 
el  primero,  compuesto  del  Regidor  del 
cantón  “Rio  Negro”,  Benjamín  López,  el 
auxiliar  del  cantón  Saguichillá,  Hermene- 
gildo Pastor  y Nemesio  Monterroso,  vecino 
de  la  finca  “La  Mina”,  la  cual  constituye 
un  anexo  de  “La  Moca”;  dichas  personas 
se  dirigieron  a Masá  y en  la  casa  de 
Guadalupe  Rodas  capturaron  a Nepomu- 
ceno de  este  mismo  apellido,  por  haberles 
informado  que  dicho  individuo  llevaba  un 
bulto  de  ropa,  pero  a pesar  de  haber  bus- 
cado ésta  no  la  encontraron;  el  segundo 
grupo,  formado  por  Calixto  Morales,  Re- 
gidor Macario  Romero  y de  los  mozos  de 
la  finca  “La  Moca”  Antonio  Zac,  Máximo 
Godinez  y Ceferino  Pastor  se  dlrig  ó a San 
Juan  Ostuncalco  y en  el  cantón  ‘‘La  Espe- 
ranza” detuvo  a cuatro  individuos,  quie- 
nes llevaban  cada  uno  un  bulto  de  mer- 
caderías envueltas  en  sábanas  y sacos; 
puestos  los  referidos  sujetos  a disposición 
del  Juez  respectivo,  al  ser  interrogados 
negaron  haber  cometido  el  delito  que  se 
les  imputa. 

Las  primeras  diligencias  ftueron  re- 
mitidas al  Juzgado  de  Primera  Instancia 
de  Coatepeque  y de  este  Despacho  se  pa- 
saron a la  Comandancia  del  Departamen- 
to de  Quezaltenango,  por  estimar  el  Juez 
de  instrucción  que  Nepomuceno  Rodas 
González,  Aníbal  Illescas  Garda,  José 
González  Melgar,  Antonio  Ramos  Solis  y 
Manuel  de  León  Gabriela  hablan  perpe- 
trado el  robo  en  cuadrilla. 

A este  proceso  fue  acumulado  otro  que 
por  los  delitos  de  estafa  y hurto  había 
iniciado  Ramón  Vielman  contra  Aníbal 
Illescas,  en  el  Juzgado  Quinto  de  Paz  con 
fecha  dos  de  Febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y dos,  causa  que  se  remitió  al 
Juez  Sexto  de  Primera  Instancia  del  De- 
partamento de  Guatemala,  funcionario 
que  a su  vez  la  pasó  a la  Comandancia 
de  Armas  de  Quezaltenango. 

Previos  los  trámites  correspondientes, 
el  Tribunal  Militar  del  Departamento  que 
acaba  de  mencionarse  dió  fin  a dichos 
procesos,  declarando:  lo.  Que  Aníbal 
Illescas  García,  José  González  Melgar,  An- 
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tonio  Ranaos  Solis  y Manuel  de  León  Ga- 
briela son  autores  del  delito  de  robo  co- 
metido en  la  tienda  de  la  finca  “La  Mo- 
ca”, por  lo  cual  les  impone  la  pena  de 
cinco  años  de  prisión  coreccional  incon- 
mutable, aumentada  en  una  tercera  parte 
por  militar  en  su  contra  las  circunstan- 
cias de  haber  sido  perpetrado  el  hecho  de- 
lictuoso de  noche  y en  cuadrilla;  pena 
que  con  abono  del  tiempo  padecido  pur- 
garán en  la  Penitenciaria  Central;  . les 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
politicos  durante  la  condena;  los  obliga 
al  pago  de  las  responsabilidades  civiles 
provenientes  del  delito  y a la  reposición 
del  papel  empleado  en  la  causa  al  del 
sello  que  corresponde;  2o.  Por  falta  de 
prueba  absuelve  a Nepomuceno  Rodas 
González  del  cargo  que  se  le  formuló  por 
robo;  y 3o.  absuelve  a Anibal  Illescas 
Garcia  de  los  cargos  que  por  hurto  y es- 
tafa se  le  hicieron,  en  virtud  de  no  ha- 
ber, prueba  para  condenarlo. 

Esta  sentencia  fue  aprobada  por  la 
Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  con  fe- 
cha ocho  de  d'ciembre  del  año  retropróxi- 
mo, con  la  modificacicón  de  que  la  pena 
que  le  corresponde  a los  enjuiciados  Anibal 
Illescas  Garcia  y compañeros  por  el  deli- 
to de  robo  es  de  seis  años  ocho  meses  de 
prisión  correccional,  aumentada  en  una 
tercera  parte,  por  estimar  que  concurren 
las  agravantes  de  reincidencia,  la  de  ha- 
ber cometido  el  delito  en  despoblado,  de 
noche  y en  cuadrilla. 

Los  reos,  con  auxilio  del  Licenciado 
Alfonso  Villagrán  introdujeron  contra 
este  último  pronunciamiento  recurso  ex- 
traordinario de  casación  por  infracción  de 
ley,  estimando  violados  los  artículos  381 
y 384  del  Código  Penal;  259,  281,  581,  586, 
596,  597  y 568  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales;  167,  186,  207  inciso  4o.  y 223 
Código  Militar  Segunda  Parte. 

CONSIDERANDO:  Que  el  local  donde 
se  perpetró  el  robo  no  puede  reputarse 
como  casa  habitada  o dependencia  de  és- 
ta, en  virtud  de  que  para  estimarse  lo  pri- 
mero seria  indispensable  que  dicho  lugar 
estuviera  destinado  al  albergue  de  una  o 
más  personas  y con  re.specto  a lo  segundo, 
que  se  tratara  de  patios,  corrales,  bodegas, 
cuadras  y demás  departamentos  o sitios 
cercados,  y contiguos  al  edificio  y en  co- 
municación interior  con  el  mismo  y con 
el  cual  formaran  un  solo  cuerpo  o que 
fuesen  lugares  consagrados  a proporcio- 
nar comodidades  y esparcimientos  en  la 


vida  del  hogar;  y al  estimar  lo  contrario, 
el  Tribunal  sentenciador  violó  el  Articulo 
381  del  Código  Penal 

CONSIDERANDO;  Que  la  preexisten- 
cia del  delito  de  robo  está  establecida 
con  el  acta  levantada  por  el  Juez  de  Ins- 
trucción a raiz  de  cometido  el  hecho  de- 
lictuoso y con  las  declaraciones  de  las 
personas  que  aseguraron,  unas  que  la 
mercadería  sustraída  de  la  tienda  per- 
tenecía al  señor  Mosley  y otras,  que  se 
hablan  dado  cuenta  de  que  dicha  tienda 
contenia  suficientes  elementos  paja  su 
explotación.  Arto.  259  Código  de  P.  P. 

CONSIDERANDO:  Que  la  responsa- 
bilidad criminal  de  los  enjuiciados  Ules- 
cas  Garcia,  González  Melgar,  Ramos  So- 
lis y de  León  Gabriela  con  relación  al  ro- 
bo perpetrado  la  noche  del  cinco  de  Fe- 
brero, en  la  tienda  de  don  Carlos  Mos- 
ley se  encuentra  probada  con  las  pre- 
sunciones humanas  que  se  derivan  de  los 
hechos  que  a continuación  se  mencionan; 
lo.  Lo  expuesto  por  el  grupo  de  personas 
comisionadas  para  proceder  a la  captura 
de  los  delincuentes.  2o.  Lo  manifestado 
por  Salomé  Vá.squez,  quien  afirma  que 
los  cuatro  individuos  capturados  en  el 
pueblo  “La  Esperanza”,  llegaron  el  seis 
de  Febrero,  como  a las  ocho  p.  m.  a pe- 
dirle comida,  y al  dia  siguiente  por  la 
mañana  volvieron  a su  casa  con  el  obje- 
to de  desayunarse  y más  tarde,  uno  de  ellos 
le  ofreció  en  venta  prendas  de  ropa  nue- 
va que  llevaba  en  un  lio,  y al  marchar- 
se le  dejaron  a guardar  un  cajón  que 
contenia  una  victrola  marca  “Victor”.  Es 
de  advertir  que  tanto  los  aprehensores, 
como  Salomé  Vásquez  reconocieron  a los 
cuatro  enjuiciados  (Ulescas,  González, 
Ramos  y de  León)  en  rueda  de  presos;  y 
3o.  Que  ninguno  de  los  reos  dió  una  ex- 
plicación satisfactoria  acerca  de  las  mer- 
cancías que  les  fueron  recogidas  al  ser 
detenidos.  Artos.  589  y 601  del  Código  de 
Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  Que  las  deposicio- 
nes de  los  empleados  del  señor  Mosley, 
si  son  aceptables  en  el  presente  caso, 
toda  vez  que  el  dicho  de  cada  uno  de 
ellos  constituye  una  presunción  humana, 
y reunidas,  forman  la  prueba  indispensa- 
ble para  estimar  establecidos  los  hechos 
relativos  a la  preexistencia  de  las  cosas 
robadas,  por  una  parte  y a la  culpabili- 
dad de  los  delincuentes  por  la  otra.  Ar- 
ticulo 600,  Cód.  de  P.  P. 
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CONSIDERANDO:  Que  los  reos  Aní- 
bal Illescas  García,  José  González  Mel- 
gar, Antonio  Ramos  Solís  y Manuel  de 
León  Gabriela  deben  de  sufrir  la  pena  de 
tres  años  de  prisión  correccional,  aten- 
diendo al  lugar  en  que  el  delito  fue  co- 
metido, al  valor  de  las  cosas  robadas  y a 
que  los  malhechores  para  perpetrarlo 
abrieron  un  boquete  en  la  pared  de  la 
tienda;  pena  que  tiene  el  carácter  de 
inconmutable,  en  consideración  a la  na- 
turaleza del  hecho  punible  de  que  se 
trata.  Artos.  385  y 2o.  del  Decreto  Legis- 
lativo número  1740. 

CONSIDERANDO:  Que  las  circuns- 
tancias agravantes  que  fija  el  Artículo 
22  en  sus  incisos  12  y 16  no  concurren 
en  el  caso  subjudice,  toda  vez  que  el  lu- 
gar en  que  se  cometió  el  hecho  delictuoso 
no  es  despoblado  ni  para  ejecutarlo  espe- 
raron los  malhechores  la  noche,  delibe- 
radamente, ni  corre  agregado  a los  au- 
tos la  ejecutoria  en  que  consta  que  con 
anterioridad,  los  reos  fueron  condenados 
por  un  delito  de  la  misma  especie  del  que 
hoy  dió  origen  a su  encausamiento;  pero 
si  se  estableció  que  el  robo  fué  cometido 
en  cuadrilla,  pues  concurrieron  a su  per- 
petración los  cuatro  sindicados  sin  ar- 
mas; y en  ese  concepto  la  pena  asignada 
al  delito  debe  de  ser  aumentada  con  una 
tercera  parte.  Artos.  22,  fraccCón  10.  y 
77  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  Que  no  existe  prue- 
ba de  que  Nepomuceno  Rodas  haya  coo- 
perado, en  alguna  forma  a la  comisión 
del  hecho  punible  cometido  por  los  otros 
enjuiciados  y por  consiguiente  debe  de 
ser  absuelto,  sin  limitación  de  ningún  gé- 
nero. Arto.  568.  Cód.  de  Pr.  Penales. 

CONSIDERANDO:  Que  en  idéntico 

sentido  corresponde  resolver  con  respec- 
to a los  otros  delitos  que  se  imputan  al 
reo  Aníbal  Illescas  García  pues  en  dicho 
proceso  no  llegó  a establecerse  la  preexis- 
tencia de  aquellos  ni  la  culpabilidad  del 
enjuiciado,  en  virtud  de  que  los  opera- 
rios del  querellante  únicamente  declara- 
ron acerca  de  la  sospecha  que  les  infun- 
dió la  desaparición  de  los  cortes  de  ca- 
simir_  a raíz  del  retiro  de  Illescas;  y en 
cuanto  al  traje  azul  que  Carlos  Rafael 
López  asegura  haberle  entregado  al  reo 
para  que  se  lo  plancharan  en  la  sastre- 
ría de  Ramón  Vielman,  sólo  obra  en  los 
autos  la  declaración  del  señor  López. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  fundamento  en  las  leyes 
mencionadas  anteriormente  y haciendo 
aplicación  de  lo  estatuido  por  los  Artos. 
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27,  29,  33„  63,  65,  94  del  Código  Penal;  687, 
729  y 731  del  de  Procedimientos  Penales  y 
4o.  del  Decreto  Legislativo  número  1740, 
casa  y anula  la  ejecutoria  recurrida  y fa- 
llando sobre  lo  principal  declara:  lo.  Que 
Aníbal  Illescas  García^  José  González  Mel- 
gar, Antonio  Ramos  Solis  y Manuel  de 
León  Gabriela  son  autores  de  robo,  deli- 
to por  el  cual  les  impone  tres  años  de 
prisión  correccional,  inconmutables,  que 
con  aumento  de  una  tercera  parte  y abo- 
no del  tiempo  padecido,  deberán  extinguir 
en  la  Penitenciaría  Central;  los  suspen- 
de en  el  ejercicio  de  sus  derechos  políti- 
cos durante  la  condena;  y los  obl'ga  al 
pago  de  las  responsabilidades  civiles  de- 
rivadas del  hecho  punible  y a la  repo- 
sición del  papel  empleado  en  la  causa. 
2o.  Que  absuelve  a Nepomuceno  Rodas 
González  del  cargo  de  robo;  y 3o.  Que  ab- 
suelve de  los  cargos  de  estafa  y hurto  al 
reo  Aníbal  Illescas  García. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto  devuélvanse  los  autos  al  Tribu- 
nal de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Rigoberto  Montúfar 
Montes  y Eduardo  Montes  Leiva,  por  los 
delitos  de  doble  asesinato,  homicidio  y 
complicidad  en  el  de  sustracción  de  do- 
cumentos. 

La  responsabilidad  criminal  del  agente  de- 
be apreciarse  necesariamente,  por  to- 
das las  consecuencias,  resultado  y efec- 
to final  del  acto  delictuoso  que  cometió. 


Corte  Suprema  de  Jucticia,  Guatema- 
la, veinticuatro  de  febrero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  sen- 
tencia de  fecha  veintiuno  de  enero  del 
ano  en  curso,  proferida  por  la  Sala  6a. 
de  la  Corte  de  Apelaciones  en  las  causas 
acumuladas  contra  Rigoberto  Montúfar 
Montes  y Eduarda  Montes  Leiva,  a quie- 
nes se  les  procesó  y juzgó  por  los  delitos 
de  doble  asesinato,  homicic3  o y compli- 
cidad en  la  sustracción  de  documentos 
contra  el  primero,  y por  cohecho  y com- 
plicidad de  documentos  contra  la  se- 
gunda; en  la  cual  se  confirma  la  dic- 
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tada  por  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia de  Suchitepéquez  con  la  enmienda 
de  que  la  absolución  respecto  al  homici- 
dio de  Gonzalo  Montúfar  es  de  la  instan- 
cia y la  adiciona  en  que  deja  ab  erto  el 
procedimiento  contra  Celestino  Obregón 
y de  los  que  aparezcan  complicados  en 
el  delito  de  sustracción  de  documentos, 
debiendo  reiterarse  las  órdenes  de  cap- 
tura dictadas  contra  éste,  y manda  que 
por  telégrafo  se  ordene  la  libertad  de 
Eduarda  Montes  Leiva. 

RESULTA:  que  el  cuatro  de  enero  de 
mil  novecientos  treinta  y uno,  se  instru- 
yeron d'.ligenc'as  en  el  municipio  de  San- 
to Domingo  del  departamento  de  Suchite- 
péquez, en  virtud  del  parte  dado  por  Ra- 
fael Escobar,  respecto  a que  aparecieron 
muertos,  Marcelino  Bonilla  y Gonzalo 
Montúfar.  Al  seguir  la  averiguación  del 
caso,  Gilberto  Solórzano  declaró  que  en 
esa  fecha  se  encontraba  celando  el  orden 
como  alcalde  auxiliar  en  la  aldea  deno- 
minada “Bolivia”,  cuando  oyó  tres  detona- 
ciones y vió  salir  corriendo  a Gregorio 
Ramírez,  a quien  siguieron  sin  poderle 
dar  alcance  y que  cuando  regresaron  se 
dieron  cuenta  de  que  estaban  muertos  Bo- 
nilla y Montúfar.  Eduardo  Ramírez  di- 
jo, que  formaba  parte  del  auxilio  que  ce- 
laba el  orden  en  la  aldea  citada  anterior- 
mente, cuando  oyó  tres  disparos  y al  diri- 
girse al  lugar  donde  estos  se  hicieron,  vió 
salir  a Gregorio  Ramírez  corriendo  y que 
en  compañía  de  los  que  aparecieron  muer- 
tos, anduvo  Sofía  Duarte.  Pioquinto  Veliz 
manifestó:  que  era  padre  de  Marcelino 
Bonilla  y que  sabía,  que  quien  le  dió  muer- 
te fue  Gregorio  Ramírez,  con  quien  an- 
daba, asi  como  también  con  Jesús  Ticas, 
Gonzalo  Montúfar  y Sofia  Duarte . Geró- 
nimo Bonilla  dijo  que  la  noche  dei  hecho, 
su  papá  Marcelino  Bonilla,  Gonzalo  Mon- 
túfar y Gregorio  Ramirez  fueron  a de- 
jar a su  casa  a Jesús  Ticas  y que  después 
su  papá  se  peleó  con  Montúfar;  que  vió 
cuando  Greogrio  se  puso  atrás  de  su  pa- 
pá y le  disparó,  habiéndose  asustado  el 
declarante,  por  lo  que  salió  huyendo. 
Agustina  Bonilla,  expuso;  que  su  concu- 
bino Marcelino  Bonilla  estuvo  tomando 
el  día  del  hecho  con  Gonzalo  Montúfar 
y como  a las  ocho  de  la  noche,  al  oír 
unos  disparos  se  dirigió  la  declarante, 
al  lugar  de  donde  éstos  procedían  y se  en- 
contró con  el  menor  Glegorio  Bonilla, 
quien  le  dijo:  que  Gregorio  Ramirez  ha- 
bía matado  a su  papá  Indagada  Sofía 
Duarte  manifestó  no  saber  quién  mató  a 
Montúfar  y Bonilla,  pero  que  presumía 


que  fuera  Gregorio  Ramírez  y negó  ha- 
ber andado  en  compañía  de  éstos  ese  día. 
Anita  Veliz,  manifestó  que  Gregorio  Ra- 
mirez y Rigoberto  Montúfar  fueron  los 
que  mataron  a Gonzalo  de  este  último 
apellido  y a Marcelino  Bonilla,  por  un 
disgusto  que  hubo  entre  los  dos  últimos; 
que  Gonzalo  les  pagó  a Rigoberto  Mon- 
túfar y a Gregorio  Ramírez  para  que  ma- 
taran a Bonilla,  y por  último  dijo  cons- 
tituirse acusadora  del  que  resultara  cul- 
pable. Indagado  que  fué  Rigoberto  Mon- 
túfar, negó  ser  el  autor  de  la  muerte  de 
Gonzalo  del  mismo  apellido  y de  Marce- 
lino Bonilla.  Agustina  Bonilla  al  ampliar 
su  declaración,  dijo  que  Gregorio  Ramírez 
le  hizo  un  disparo  a Gregorio  Montúfar 
y a esta  detonación  Rigoberto  Montúfar 
saVó  e hizo  un  disparo  a Bonilla  y como 
éste  estaba  agarrado  con  Gonzalo  Montú- 
far, seguramente  el  mismo  tiro  había  ma- 
tado a los  dos.  Olegario  Valdés,  manifes- 
tó: que  siendo  alcalde  auxiliar  de  la  aldea 
“Bolivia”  y encontrándose  en  su  casa,  fue 
llamado  por  Esteban  Ramírez,  quien  le 
dijo  que  Montúfar  había  matado  a Manuel 
Martínez  y a quien  encontraron  en  la 
puerta  de  la  casa  de  Jesús  Ramos,  lle- 
vándoselo al  Juzgado  porque  todavía  po- 
día andar;  que  Martínez  dijo  en  aquel 
momento  estas  palabras:  “Dios  mío,  no 
habrá  alguno  que  me  oiga,  que  Rigober- 
to Montúfar  y Nemesio  Sánchez  Posadas 
me  han  matado”  y ya  no  dijo  otra  pala- 
bra, pues  murió  inmediatamente. 

Daniel  Sandoval,  manifestó  que  cuando 
regresaba  de  bañarse  vió  que  Rigoberto 
Montúfar  y Manuel  Martínez  alegaban 
fuerte,  debajo  de  un  palo  de  tamarindo  y 
que  se  quedó  viendo  a poca  distancia  de 
donde  éstos  estaban,  por  lo  que  presenció 
cuando  Montúfar  le  pegó  con  machete  a 
Martínez  y entonces  este  último,  salió  hu- 
yendo con  dirección  a la  casa  de  Jesús 
Ramos,  cayendo  en  la  puerta  de  dicha 
casa  en  donde  lo  encontró  el  alcalde  au- 
xiliar. Esteban  Ramírez  manifestó  haber 
visto  a un  grupo  que  peleaba  siendo 
ellos:  Rigoberto  Montúfar,  Nemesio  Po- 
sadas y Manuel  Martínez;  que  vió  tam- 
bién cuando  Montúfar  le  pegó  con  un 
machete  a Martínez,  habiendo  salido  hu- 
yendo Martínez  con  dirección  a la  casa  de 
Jesús  Ramos  y que  por  esa  razón  fue  a dar 
parte  a don  Olegario  Valdéz,  alcalde  auxi- 
liar, y que  Posadas  no  intervino  en  el  he- 
cho sino  únicamente  Montúfar.  Edmundo^ 
Ramírez  dijo:  que  en  compañía  de  Valdés 
encontraron  en  casa  de  Jesús  Ramos  a 
Martínez  y al  llevárselo  al  Juzgado,  dijo  que 
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Montúfar  y Posadas  le  hablan  dado  muer- 
te, pero  que  a él  no  le  constaba  nada.  Sa- 
muel Estrada  manifestó  haber  visto  cuando 
Martínez  y Montúfar  peleaban  pegándo- 
le el  segundo  al  primero  con  un  machete 
que  portaba  Nemesio  Sánchez  Posadas 
negó  haber  tomado  participación  en  la 
muerte  de  Manuel  Martínez,  diciendo  que 
ese  día  Rigoberto  Montúfar  venia  de  arriba 
abajo  con  un  machete  sfn  vaina  en  la 
mano,  llevando  un  revólver  en  la  'cin- 
tura y en  ese  momento  Martínez  le  sa- 
lió al  encuentro  y le  dijo,  qué  era  lo  que 
le  había  dicho  en  la  mañana,  desenvai- 
nando un  cuchillo  y que  entonces  el  de- 
clarante en  unión  de  Daniel  Sandoval  y 
Samuel  Estrada  intervinieron  apaciguan- 
do a Montúfar  y a Martínez;  que  San- 
doval y Estrada  se  llevaron  a Martínez 
como  para  el  río,  pues  vivía  del  otro  lado, 
pero  en  lugar  de  obedecerles,  se  fue  a 
alcanzar  a Montúfar,  quien  se  volvió  y 
le  tiró  un  machetazo  y enseguida  otro, 
pero  que  esto  fué  porque  Martínez  le  iba 
a dar  una  puñalada  por  detrás,  y que  en 
ese  momento  nadie  se  metió.  En  el  ca- 
reo sostenido  entre  Montúfar  y Posadas, 
el  pr'mero  estuvo  de  acuerdo  con  lo  ma- 
nifestado por  el  segundo,  agregando  que 
en  defensa  propia  fue  que  hirió  a Mar- 
tínez. Anselma  Duarte  manifestó  que 
Rigoberto  Montúfar  no  tomó  ninguna  par- 
ticipación en  la  muerte  de  Gonzalo  del 
mismo  apellido  y Marcelino  Bonilla.  In- 
dagada Eduarda  Montes  manifestó  haber 
entregado  la  suma  de  doce  mil  pesos 
moneda  nacional  a su  cuñado  Gonzalo 
Montúfar  para  que  lograra  la  libertad  de 
su  hijo  Rigoberto,  pero  que  ella  no  había 
tomado  ninguna  participación  en  la  sus- 
tracción de  la  causa  que  con  motivo  de 
la  muerte  de  Manuel  Martínez  se  había 
instruido.  Indagado  por  este  delito  Rigo- 
berto Montúfar  negó  toda  participación. 

RESULTA:  que  con  tales  bases  el  Juez 
de  la.  Instancia  de  Suchitepéquez,  el  vein- 
tiuno de  octubre  del  año  pasado  dictó  sen- 
tencia, en  la  cual  declaró;  lo.  que  Rigo- 
berto Montúfar  Montes  era  autor  del  de- 
lito de  homicidio  perpetrado  en  la  perso- 
na de  Manuel  Martínez,  delito  por  el  cual 
le  impuso  la  pena  de  diez  años  de  prisión 
correccional  inconmutables,  haciendo  las 
demás  declaraciones  legales;  2o.  lo  ab- 
suelve de  la  instancia  por  lo  que  hace  a 
la  muerte  de  Marcelino  Bonilla  y del  car- 
go con  respecto  a la  muerte  de  Gonzalo 
Montúfar;  3o.  deja  abierto  el  procedi- 
miento contra  Gregorio  Ramírez;  4o.  ab- 
suelve a Montúfar  del  cargo  que  se  le  de- 


dujo por  complicidad  en  la  sustracción  de 
documentos  y 5o.  absuelve  a Eduarda 
Montes  Leiva  de  los  cargos  que  se  le  de- 
dujeron por  los  delitos  de  cohecho  y com- 
plicidad en  la  sustracción  de  documentos, 
mandándola  a poner  en  lipertad  previa 
fianza  a satisfacción  del  tribunal  y al  co- 
nocer en  apelación  la  Sala  6a.  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  confirmó  la  sentencia 
con  la  enmienda  y adición  de  que  ya  se 
dijo  en  la  parte  expositiva  de  este  fallo. 
El  reo  Rigoberto  Montúfar  al  serle  noti- 
ficada la  ejecutoria  de  la  Sala  con  auxilio 
del  Liceno  ado  J.  M’guel  Herrera,  intro- 
dujo el  presente  recurso  de  casación  por 
violación  de  ley,  citando  como  infringi- 
dos los  Artos.  21  fracción  4a.  y 77  Cód. 
Penal;  573  y 575  P.  P.  y pedidos  los  an- 
tecedentes y señalado  día  para  la  vista, 
es  el  caso  de  resolver  lo  que  corresponde 
en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  el  tribunal  sen- 
tenc'ador  apreciando  en  su  valor  jurí- 
dico la  prueba  plena  que  arrojan  las  de- 
claraciones de  Daniel  Salazar,  Samuel 
Estrada  y Esteban  Ramírez,  pronunció 
su  fallo  condenatorio,  imponiendo  al  reo 
Rigoberto  Montúfar  la  pena  de  diez  años 
de  prisión  correccional  por  el  homicidio 
perpetrado  en  la  persona  de  Manuel 
Martínez;  razón  por  lo  cual  no  violó  el 
Arto.  573  de  P.  P.  ni  el  575  que  establece 
que  un  testigo  aunque  sea  presencial  só- 
lo produce  semiplena  prueba. 

CINSIDERANDO:  que  no  aparecien- 
do de  los  autos  la  circunstancia  4a.  del 
Arto.  21  del  Cód.  Penal  y que  se  ref  ere 
a haber  precedido  inmediatamente  de 
parte  del  ofendido,  provocación  o ame- 
naza proporcionada  al  delito,  la  Sala  6a. 
de  la  Corte  de  Apelaciones  no  pudo  in- 
fringirlo; asi  como  también  no  debe  es- 
timarse como  violado  el  77  del  C.  P.,  to- 
da vez  que  no  hay  ninguna  atenuante 
por  apreciar. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de 
Just’cia.  hací'endo  aplicación  de  las  le- 
ves citadas  y lo  que  disponen  los  Artos. 
676  V 690  P.  P.;  22  Dto,  1728  y 27  Ley 
Oreánicai,  desestima  el  presente  recur- 
so de  casación,  e impone  al  recurrente 
la  pena  adicional  de  quince  días  de  pri- 
sión a'mple  conmutab'es  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  día. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos 
a donde  corresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada.  — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernárbdez  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Mercedes  Aldana  Oliva 
y Compañero,  por  el  delito  de  Hurto. 

La  confesión  judicial  hará  plena  prueba 
siempre  que  reúna  los  requisitos  que 
determina  el  articulo  609  del  C.  de  P.  P. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la, siete  de  Febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentenc  a que  más  adelante  se  re- 
latará, pronunciada  en  el  proceso  ins- 
truido contra  Mercedes  Aldana  Oliva  y 
Otilio  Ramírez  Godinez  por  el  delito  de 
hurto. 

RESULTA:  Anacleto  Casasola,  con  fe- 
cha veintisiete  de  Noviembre  de  mil  no- 
vecientos veintinueve  se  presentó  por  es- 
crito ante  el  Juez  de  la.  Instancia  de 
Zacapa  manifestando:  que  el  veint'trés 
del  mes  que  acaba  de  citarse,  Mercedes 
Aldana,  Otilio  Ramírez  Godinez  y José 
Ipiña  penetraron  a un  terreno  donde  culti- 
va maíz  y se  pusieron  a cosechar  milpa; 
que  el  referido  maíz  le  pertenece;  y po- 
dían declarar  acerca  de  este  hecho:  Mateo 
Guerra,  Emilio  Casasola,  Nieves  Guerra 
y Miguel  Gallego.  En  el  plenario  de  la 
causa  el  acusador  también  pidió  el  exa- 
men de  Rosalio  y Alejandro  Ipiña  y Tadeo 
Vega  para  establecer  lo.  que  como  he- 
redero de  su  señora  madre  Juliana  Esco- 
bar os  condueño  del  sitio  San  Rafael  La 
Laguna  o Guaranjá  en  donde  tiene  un 
terreno  denominado  '‘Quebrada  de  la  Cei- 
ba”. de  diez  manzanas  de  extensión,  po- 
co más  o menos;  2o.  que  dicho  terreno 
lo  posee  desde  hace  quince  años  sin  in- 
terrupción alguna,  hasta  que  Mercedes 
Aldana  lo  ha  pe’turbado  en  su  posesión; 
y 3o.  que  d cho  sujeto  y Otilio  Ramírez 
Gcdinez  penetraron  al  terreno  menciona- 
do el  veintitrés  de  Noviembre  de  mil 
novecientos  veintinueve,  cosecharon  la 
mhpa  llevándose  a sus  respectivas  casas, 
catorce  cargas  de  maíz. 

Aldana  Oliva  y Ramírez  Godinez  ma- 
nifestaron: que  habían  cosechado  cada 
uno  tres  cargas  de  maíz  y lo  transporta- 
ron a casa  de  Francisca  Ipiña  porque 
dicha  señora  es  la  dueña  del  referido  te- 
rreno. Aldana  Oliva  agregó  más  tarde  que 
Anacleto  Casasola  cosechó  la  milpa  que 
había  cultivado  en  terreno  de  doña  Frani- 


cisca  Ipiña  llevándose  como  veinte  car- 
gas de  maíz  por  caminos  extraviados,  to- 
do lo  cual  les  constaba  a Manuel  Silve- 
rio  Casasola,  Manuel  Cortés  y Avelino  Ra- 
mírez, quienes  corroboraron  lo  dicho  por 
A'dana;  siendo  Casasola  primo  de  Ana- 
cleto y Ramírez  sobrino  de  dicho  señor. 

A los  folios  doce_  trece,  catorce  y quin- 
ce de  la  causa  obra  la  certificación  de 
una  sentencia  proferida  por  el  Juzgado  de 
Paz  de  Gualán  el  dos  de  Mayo  de  mil  no- 
vea  entos  veintiocho,  en  la  cual  se  decla- 
ró que  Francisca  Ipiña  es  dueña  del  te- 
rreno que  posee  en  Guaranjá  o San  Ra- 
fael La  Laguna  y que  Santiago  y Anacleto 
Casasola,  dentro  de  tercero  día,  deben 
quitar  la  cerca  de  alambre  que  hicieron 
dentro  de  dicha  propiedad.  Los  testigos 
Mateo  Guerra  y Miguel  Gallegos  fueron 
repreguntados,  y al  folio  cinco  de  la  pie- 
za de  Segunda  Instancia  corre  agregada 
el  acta  que  en  la  ciudad  de  Chiquimula 
levantó  el  Notario  don  Ernesto  Vásquez, 
con  fecha  ve'ntisiete  de  Mayo  de  mil  no- 
vecientos treinta  y dos,  en  la  cual  hizo 
constar:  que  en  la  lista  de  condueños  de 
la  finca  San  Rafael  La  Laguna  o Gua- 
ranjá situada  en  jurisdicción  de  Gualán, 
departamento  de  Zacapa  le  corresponde 
a doña  Francisca  Ipiña  el  número  diecio- 
cho. y aparece  como  dueña  de  catorce 
manzanas  y cuatro  mil  ochenta  y nueve 
varas  cuadradas  según  se  desprende  del 
titulo  librado  a los  cinco  días  del  mes 
de  mayo  de  mil  novecientos  d'ec'nueve 
por  el  ex-Presidente  de  la  República,  Li- 
cenciado don  Manu^el  Estrada  Cabrera, 
título  que  fué  inscrito  a nombre  de  Ju- 
lio Casasola  y demás  compañeros  de  la 
nómina  que  aparece  en  dicho  documen- 
to. a los  folios  sesenta  y seis  sesenta 
y siete  tomo  tercero  y ciento  cincuen- 
ta y nueve  tomo  cuarenta  y ocho,  ambos 
de  inscripciones  gruño  Norte,  inscripción 
número  dos  de  la  finca  número  ciento 
setenta  y ocho. 

Francisco  Ipiña.  refiere:  que  Anacle- 
to Casasola  sembró  el  maíz  de  que  se 
trata,  y ella  ordenó  a Ramírez  y Alda- 
na  que  lo  cosecharan,  porque  la  siembra 
la  hizo  en  terrenos  que  son  de  su  per- 
tenencia y que  Casasola  sacó  mucho  de 
la  cosecha  por  terrenos  ajenos 

Los  expertos  nombrados  valoraron  lo 
hurtado  en  treinta  y chico  quetzales. 

El  Juez  de  la.  Instancia  de  Zacapa, 
impuso  a Mercedes  Aldana  y Otilio  Ra- 
mírez por  el  delito  de  hurto  la  pena  de 
un  año  de  prisión  correccional,  con  ca- 
lidad de  retención,  inconmutable,  que 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


189 


con  abono  de  la  prisión  sufrida  deberán 
cumplir  en  la  Penitenciarla  Central;  asi- 
mismo, los  condena  al  pago  de  las  res- 
ponsabilidades civiles  provenientes  del 
hecho  delictuoso  y a la  reposición  del  pa- 
pel empleado  en  la  causa 

En  virtud  de  haber  apelado  los  reos,  se 
elevaron  los  antecedentes  a la  Sala  7a., 
Tribunal  que  después  de  substanciar  el 
recurso,  los  remitió  a la  Presidencia  de 
esta  Corte,  a causa  de  no  haberse  podido 
integrar  para  que  designara  la  Sala  que 
debia  dictar  el  fallo,  la  Presidencia  dis- 
puso que  se  enviaran  a la  Sala  2a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  Tribunal  que  con 
fecha  quince  de  Diciembre  del  año  retro- 
próximo, confirmó  el  fallo  de  referencia, 
con  la  modificac’ón  de  que  las  penas  son 
conmutables  hasta  en  su  totalidad,  a diez 
centavos  de  quetzal  diarios,  porque  ha- 
biéndose cometido  el  delito  antes  de  la 
promulgación  del  Decreto  Legislativo  nú- 
mero 1740  y no  s'endo  esta  disposición 
favorable  a los  reos,  no  debe  dársele 
efecto  retroactivo. 

Mercedes  Aldana  Oliva,  con  aux’lio  del 
licenciado  Salvador  Samayoa,  introdujo 
contra  este  úHimo  pronunciamiento  re- 
curso extraordina^'io  de  casación  por 
infracción  de  ley.  denunciando  como  vio- 
lados los  Artos.  319  incisos  lo.  y 5o.  del 
Código  Civil;  390  dej  C.  Penal;  259  281, 
568,  580  inciso  2o.  583.  606  y 609  del  de 
Proced  mientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  los  Artículos 
259,  281  y 568  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales  no  fueron  violados  porque  la 
preexistencia  del  delito,  de  las  cosas  hur- 
tadas y la  delincuencia  de  los  reos,  se 
encuentran  establecidos  en  los  autos  de 
una  manera  plena.  En  efecto,  ambos  en- 
juiciados confesaron  el  hecho  delictuoso 
que  se  les  imputa  y aunque  a su  confe- 
sión agregaron  la  circunstancia  de  haber 
cosechado  el  maíz,  porque  Francisca  Ipi- 
ña  es  la  dueña  del  terreno,  la  referida 
circunstancia  no  fue  probada.  Los  testi- 
gos Miguel  Gallego,  Mateo  Nieves  Guerra, 
Emilio  Casasola  y Rosalio  Ipiña,  asegu- 
ran que  el  veintitrés  de  noviembre  del 
año  de  mil  novecientos  veintinueve,  Mer- 
cedes Aldana  y OtiLo  Ramírez  cosecharon 
una  milpa  perteneciente  al  señor  Anacle- 
to  Casasola;  agregando  Gallego,  Mateo  y 
Nieves  Guerra  que  José  Ipiña  también 
había  llegado  a recolectar  maíz:  que  lo 
expuesto  ocurrió  a las  ocho  a.  m.,  lo  afir- 
man Gallego,  Guerra  Mateo  y Casasola 
Emilio;  que  recogieron  catorce  cargas,  po- 
co más  o menos  lo  declaran  Mateo  y Nie- 


ves Guerra,  Casasola  y Gallego;  que  el 
maíz  se  lo  llevaron  a casa  de  Aldana  s'n 
la  voluntad  de  Anacleto  Casasola  lo  ma- 
nifiestan Gallego  y Guerra  Mateo.  Los 
testigos  Rosalio  y Alejandro  Ipiña  y Ta- 
deo  Vega  declararon  ser  c’erto  que  Ca- 
sasola Anacleto  es  condueño  en  el  terre- 
no denominado  San  Rafael  La  Laguna  y 
que  lo  ha  poseído  sin  interrupción  desde 
hace  quince  años,  hasta  hoy  que  Merce- 
des Aldana  lo  ha  perturbado  en  su  po- 
sesión. Y las  deposiciones  de  Manuel  Sil- 
verio  Casasola,  Manuel  Cortés  y Avelino 
Ramírez  no  se  entran  a examinar  por  re- 
ferirse a un  hecho  diverso  del  imputado 
a los  reos  y del  cual  se  sindica  al  acu- 
sador. 

CONSIDERANDO:  que  las  tachas  in- 
vocadas por  el  recurrente  para  invalidar 
las  deposiciones  de  Nieves  Guerra  y Emi- 
lio Casasola,  por  tener  parentesco  dentro 
del  cuarto  grado  de  consanguinidad  con 
Anacleto  Casasola.  no  deben  ser  tomadas 
en  cuenta,  en  virtud  de  que  corresponde 
apreciar  dichos  testimonios  y los  menc‘o- 
nados  anteriormente  como  presunciones 
de  conform'dad  con  lo  estatuido  por  el 
Articulo  600  del  Código  de  Procedimientos 
Penates;  y en  consecuencia  no  fue  vio- 
lado el  inciso  2o.  del  Arto.  580  del  Código 
que  acaba  de  citarse. 

CONSIDERANDO:  que  el  Arto.  609  no 
fue  inflingido  porque,  como  ya  se  dijo,  la 
preexistencia  del  acto  punible  se  prees- 
tableo'ó  con  la  prueba  testimonial  ya  re- 
lacionada y la  confesión  de  los  reos,  quie- 
nes son  mayores  de  veintiún  años,  la  hi- 
cieron con  pleno  conocimiento,  en  su  con- 
tra v sm  apremio  de  ninguna  especie,  no 
exi'te  motivo  alguno  para  estimar  que 
pudiera  ser  falsa,  y por  último  está  de 
acuerdo  con  las  constancias  que  obran  en 
el  proceso,  toda  vez  que  los  enjuiciados 
po*-  medio  de  su  espontanea  confesión  vi- 
nieron a robustecer  las  deposiciones  de 
los  testigos  que  desde  un  prmc'pio  decla- 
raron en  la  causa. 

CONSIDERANDO:  que  tampoco  se  vio- 
ló el  Arto.  603  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  en  primer  lugar,  porque  con 
el  documento  que  obra  a los  folios  doce, 
trece,  catorce  y quince  de  los  autos  sola- 
mente se  prueba  que  Santiago  y Anacleto 
Casasola  colocaron  una  cerca  dentro  del 
terreno  de  Francisca  Ipiña  apropiándose 
de  una  faja  de  tres  varas  de  anchura  por 
doscientas  c'ncuenta  de  largo,  poco  más 
o menos;  y que  el  Juez  de  Paz  de  Gua- 
lán.  con  fecha  dos  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos veintiocho,  declara  que  la  señora 
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Ipiña  es  dueña  del  terreno  que  posee  en 
Guanajará  o San  Rafael  La  Laguna  y que 
Santiago  y Anacleto  Casasola,  dentro  de 
tercero  día,  deben  quitar  la  mencionada 
cerca;  y en  segundo  lugar,  porque  el  de- 
recho de  propiedad  sobre  un  inmueble  se 
justifica  con  el  titulo  respectivo  debida- 
mente inscrito,  y el  acta  notarial  de  que 
se  ha  hecho  mención  anteriormente  no 
puede  dársele  ese  carácter,  pues  su  con- 
tenido fué  tomado  de  una  certificación 
de  dicho  titulo,  y por  otra  parte,  con  los 
datos  que  en  ese  documento  aparecen  no 
seria  posible  establecer  que  el  terreno  de 
la  señora  Ipiña  es  el  mismo  donde  fue 
sembrada  la  milpa,  pues  para  poderlo 
identificar,  deberían  constar  en  dicho  do- 
cumento de  una  manera  precisa,  las  co- 
lindancias  del  predio,  su  extensión  super- 
ficiai  y la  clase  de  siembras  que  tenga, 
y a mayor  abundamiento  que  se  hubiera 
practicado  una  inspección  judicial  con  el 
fin  de  comprobar  en  el  terreno  lo  que 
apareciera  en  los  títulos 

CONSIDERANDO:  que  el  Artículo  319 
del  Código  Civil  carece  de  incisos  y se  re- 
fiere a una  materia  que  ninguna  rela- 
ción tiene  con  la  responsabilidad  crimi- 
nal de  los  enjuiciados,  pues  estatuye  la 
obligación  que  tienen  los  hermanos  de 
alimentar  a sus  hermanos  y medio  her- 
manos, cuando  por  un  defecto  físico  o 
moral,  o por  cualquiera  otra  causa  que 
no  sea  imputado  al  alimentista,  no  pueda 
éste  procurarse  su  subsistencia;  razón 
por  la  que  es  inaplicable  al  caso  sub  judice 
la  disposición  legal  de  referencia. 

CONSIDERANDO:  que  por  contener 
varios  incisos  los  artículos  390  del  Código 
Penal,  583  y 586  de  Pros.  Penales,  no  pue- 
de entrar  a su  examen  este  Tribunal,  pues 
carece  de  facultades  para  decidir,  en  es- 
tos casos,  a cuál  de  todas  las  fracoones 
quiso  referirse  la  parte  recurrente. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  de  lo  estatuido  por 
el  Articulo  690'  del  Código  últimamente 
citado,  declara  improcedente  el  recurso 
interpuesto  y condena  a Mercedes  Al  daña 
a sufrir  quince  días  de  arresto  conmuta- 
bles a razón  de  diez  centavos  de  quetzal 
por  cada  día. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  antece- 
dentes en  la  forma  que  corresponde  al 
Ta'-bunal  de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sala- 
zar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto  Ar- 
gueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Horacio  Arroyave,  por 
los  delitos  de  parricidio,  doble  ho- 
micidio, lesiones,  atentado  y varias  es- 
tafas. 

En  lenguaje  forense,  prueba  equivale  a 
demostración  de  la  realidad  de  un  he- 
cho, por  medio  de  elementos  adecuados 
para  producir  el  convencimiento. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintidós  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  de  fecha  veintinueve  de  octu- 
bre del  año  pasado  proferida  por  la  Sala 
2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  las  cau- 
sas acumuladas  contra  el  Licenciado  Ho- 
racio Arroyave,  a quien  se  le  procesa  por 
los  delitos  de  parricidio,  doble  homicidio, 
lesiones,  atentado  y varias  estafas;  en  la 
cual  se  confirma  la  dictada  por  el  Juez 
de  la.  Instancia  de  Chimaltenango  con 
algunas  modificaciones  y en  la  que  se 
declara:  lo.  que  el  Licenciado  Horacio 
Arroyave  es  autor  de  los  homicidios  co- 
metidos en  las  personas  del  Coronel  Mo- 
desto A.  Marroquín,  Doctor  José  Arroyave 
y CapTán  Miguel  Pérez;  de  lesiones  gra- 
ves en  la  persona  del  agente  Irineo  Cas- 
tellanos, todos  estos  delitos  cometidos  en 
riña  confusa  y tumultuaria,  y de  atenta- 
do a los  agentes  de  la  autoridad;  2o.  im- 
pone al  reo  por  dichos  delitos  las  penas 
de  tres  años  de  prisión  coreccional  por 
cada  uno  de  los  homicidios;  dos  años  de 
prisión  correccional  por  las  lesiones  infe- 
ridas a Castellanos  y dos  años  de  prisión 
correccional  por  el  delito  de  atentado; 
3o.  que  por  la  circunstancia  agravante  de 
haberse  cometido  los  delitos  en  la  Comi- 
saria de  la  Policía  y en  el  edificio  de  la 
Jefatura  Política  y Comandancia  de  Ar- 
mas, le  aumenta  en  una  tercera  parte 
cada  una  de  las  penas  infligidas;  4o.  le 
permite  conmutar  cada  una  de  dichas  pe- 
nas en  sus  dos  terceras  partes  a razón 
de  dos  quetzales  diarios;  5o.  por  los  de- 
litos de  estafa  de  que  lo  acusaron  Pedro 
Mush,  Marcelo  y Cecilio  Catú  y María 
Inés  Tez,  lo  absuelve  de  la  Instancia;  6o. 
por  el  delito  de  sustracción  de  documen- 
tos públicos,  de  que  lo  acusaron  Felipe 
Cifuentes  y compañeros,  no  hace  ningu- 
na declaración,  quedando  el  reo  en  la  si- 
tuación a que  se  refiere  el  segundo  con- 
siderando de  la  sentencia  y en  el  que  se 
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diice  que  no  se  puede  hacer  ninguna  de- 
claración por  no  haberse  deducido  en  la 
causa  el  cargo  correspondiente  a este  de- 
lito; 7o.  deja  abierto  el  procedimiento  pa- 
ra que  se  averigüen  los  hechos  a que  se 
refiere  el  tercer  considerando,  o sean  con 
motivo  de  lo  manifestado  por  Faustina 
Juárez  Bocaj  de  no  haber  otorgado  nin- 
gún poder  a Manuel  Salazar  y de  lo  dicho 
por  Victoriana  Juárez  de  haber  declara- 
do en  la  causa  contra  el  reo  Arroyave  por 
consejos  de  aquel  individuo  o sea  de  Sa- 
lazar y con  el  nombre  de  su  hermana 
Faustina;  8o.  confirmándola  como  ya  se 
dijo  en  todo  lo  demás,  asi  como  también 
aprobando  el  sobreseimiento  consultado. 

Del  estudio  de  los  autos  aparece : que  el 
siete  de  noviembre  de  mil  novecientos 
veintiocho  se  presentó  ante  el  Juez  de 
la.  Instancia  de  Chimaltenango  Pedro 
Mush  manifestando;  que  por  compra  que 
verificara  ante  el  notario  Horacio  Arro- 
yare en  aquella  población  en  el  mes  de 
diciembre  de  mil  novecientos  veintisiete, 
y en  abril  de  mil  novecientos  veintiocho, 
era  propietario  de  dos  lotes  de  terreno 
denominados  “Chuatzán”  y “Chuacruz”, 
sitos  en  jurisdicción  de  Balanyá  de  aquél 
departamento.  Que  por  notificación  que 
se  le  mandara  hacer  de  la  solicitud  de 
Faustina  Juárez  ante  el  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble,  relativa  a que  se  le 
extendiera  una  certificación,  se  dirigió  a 
esta  capital  y al  constituirse  en  el  Re- 
gistro asociado  con  un  abogado,  se  enteró 
de  que  las  fincas  de  su  propiedad  apare- 
cían inscritas  a nombre  de  Faustina  Juá- 
rez: que  siendo  falso  el  contrato  que  au- 
torizó el  Notario  Arroyave  lo  acusaba  por 
los  delitos  de  falsificación  de  documentos 
públicos  y estafa.  A folios  2 y 3 de  la 
primera  pieza  aparece  copia  certificada 
de  la  escritura  en  la  que  Cipriano  Chonay 
vende  a Pedro  Mush  un  iote  de  terreno 
de  siete  cuerdas  por  la  suma  de  seis  mil 
pesos.  Examinada  Faustina  Juárez,  dijo: 
que  sólo  conocía  a Pedro  Mush,  no  así  al 
Licenciado  Horacio  Arroyave  y que  por 
el  rumor  púbhco  sabia  que  Marcelo  Catú  y 
Cipriano  Chonay,  le  vendieron  los  terrenos 
“Chuatzán”  y “Chuacruz”  a Pedro  Mush, 
que  ignoraba  si  le  otorgaron  escritura  y 
que  esos  terenos  eran  de  Agustín  Juárez, 
padre  de  la  declarante  y que  para  recu- 
perar sus  derechos,  ha  seguido  en  el  Juz- 
gado de  la.  Instancia  el  intestado  corres- 
pondiente y que  era  cierto  que  sacó  del 
Registro  de  la  Propiedad  Inmuebie  certi- 
.Jicación  de  las  fincas  números  177  y 175, 


folios  180  y 178,  ambas  del  libro  34  de 
Chimaltenango;  que  Marcelo  Catú  y Ci- 
priano Chonay  le  habían  estafado  sus  te- 
renos  sin  ningún  derecho,  pues  ella  no 
los  ha  vendido  a Pedro  Mush,  así  como 
tampoco  era  cierto  que  se  los  haya  com- 
prado a Mush.  Que  por  el  rumor  públi- 
co sabia  que  Chonay  ie  otorgó  escritura 
pública  de  compraventa  a Pedro  Mush, 
que  pasó  ante  los  oficios  del  notario  Ho- 
racio Arroyave.  A foiio  16  de  la  primera 
pieza  aparece  un  escrito  presentado  por 
Manuel  Salazar  ante  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia de  Chimaltenang,o  en  el  que  pide 
que  en  vista  del  poder  que  acompañaba 
se  le  tunvífera  como  apoderado  de  Faus- 
tina Bocaj  Juárez  y que  haciendo  uso 
dei  mandato,  exponía:  que  al  declarar  su 
mandante  en  una  causa  criminal  que  si- 
gue Pedro  Mush,  acompañó  una  certifi- 
cación del  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble, en  donde  consta  que  su  padre 
Agustín  Juárez  vendió  a Marcelo  Catú  la 
finca  número  175,  foiio  178  del  libro  34 
de  Chimaltenango  y la  número  177,  folio 
180  del  libro  34  del  mismo  departamento, 
según  escrituras  fechadas  en  Chimalte- 
nango el  veintiséis  de  noviembre  de 
mil  novecientos  veintisiete.  Que  el 
padre  de  su  poderdante  ya  había  falle- 
cido hacia  nueve  años  y que  esas  escritu- 
ras eran  falsas  como  podía  verse  de  la 
certificación  de  defunción  que  acompa- 
ñaba y que  obra  a folio  17  de  la  la.  pieza; 
que  constando  en  la  certificación  del  Re- 
gistro que  su  mandante  compró  las  fin- 
cas a'  Pedro  Mush  ante  los  oficios  del  no- 
tario Horacio  Aroyave,  lo  que  era  falso, 
se  constituía  formal  acusador  de  los  que 
resulten  culpables  del  delito  de  falsifica- 
ción de  documentos  públicos. 

Con  fecha  veintinueve  de  abril  de  mil 
novecientos  veintinueve,  se  presentó  ante 
el  Juez  de  la.  Instancia  de  Chimaltenango, 
Felipe  C fuentes,  exponiendo:  que  en  la 
oficina  del  Licenciado  Horacio  Arroyave  se 
encontraba  un  juicio  que  se  extravió  del 
Juzgado  y al  ratificar  su  denuncia  agre- 
gó: que  en  el  mes  de  junio,  recién  regre- 
sado de  un  viaje  que  según  le  indicó  Arro- 
yave h'zo  a los  Estados  Unidos,  le  dijo  al 
declarante  y a Silverio  López,  Remigio 
Culajay,  Modesto  Bal,  Cecilio  y Miguel 
Bal,  que  ya  había  ganado  el  juicio  que 
había  seguido  contra  don  Alfredo  García 
y hermanos  y que  en  prueba  de  ello  les 
enseñaba  el  juicio,  en  donde  todos  los 
nombrados  vieron  los  documentos  que 
habían  acompañado  al  Juzgado  y que  des- 
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pués  les  pidió  le  entregaran  el  resto  del 
dinero  y que  eran  dos  mil  pesos,  pues  al 
principio  le  habían  dado  dos  mil  por  ha- 
ber contratado  en  cuatro  mil;  y que  po- 
dían declarar  los  individuos  nombrados  y 
Juan  Tuctuc.  Silverio  López  al  declarar 
se  produjo  en  los  mismos  términos  que 
Cifuentes.  Remigio  Culajay,  que  no  sa- 
bia si  el  juicio  se  hubiera  extraviado  del 
Juzgado,  y que  únicamente  sabía  que  los 
documentos  que  corrían  agregados  al  jui- 
cio los  tenía  el  licenciado  Horacio  Arro- 
yave,  por  habérselos  enseñado  tres  veces. 
En  parecidos  términos  declararon  Modes- 
to Bal  y Miguel  del  mismo  apailido.  El  diez 
de  junio  de  mil  novecientos  veintinueve, 
se  presentaron  ante  el  Ministerio  de  Go- 
bernación y Justicia,  Marcelo  y Cecilio 
Catü  y María  Inés  Tez,  d'ciendo:  que  con 
las  certificaciones  que  en  cuatro  hojas  úti- 
les acompañaban,  comprobaban  el  reclamo 
que  hacían  al  Licenciado  Arroyave  de  que 
les  pagara  la  suma  de  diez  y nueve  mil 
pesos,  que  le  entregaron  por  el  arreglo 
de  dos  intestados,  que  nunca  lograron  los 
feneciera.  A folios  33,  34,  35  y 36  apare- 
cen las  certificaciones  a que  se  refieren 
los  Catú  y la  Tez. 

Con  fecha  cinco  de  junio  del  mismo  año 
se  presentó  ante  el  Juez  de  la.  Instan- 
cia de  Chimaltenango  el  Licenciado  Arro- 
yave, diciendo  que  tenia  conocimiento  de 
la  queja  presentada  por  Marcelo  Catú 
respecto  a la  devolución  de  un  dinero  y 
como  ésto  era  una  calumn'a  pedia  que 
se  examinara  a Catú  para  que  expresara 
por  qué  asunto  o asuntos  le  entregó  la 
cantidad  de  dinero  que  reclamaba,  qué 
interés  tenía  en  esos  asuntos,  si  eran  pro- 
pios o por  encargo  de  quién  y que  se  agre- 
gara al  proceso  el  juicio  testamentario  de 
Max'mo  Chex,  que  se  encontraba  ya  in- 
cluido y que  se  examinara  a María  Inés 
Tez  para  que  expresara  qué  persona  lo 
tramitó;  que  se  examinara  también  a An- 
drés Calé  interesado  en  los  bienes  de 
Máximo,  para  que  expresara  qué  persona 
tramitó  el  intestado  de  su  padre  y que  se 
examinara  a Catú  para  que  concretara  a 
presencia  de  qué  personas  hizo  entrega  del 
dinero  y que  se  ordenara  por  último  el 
examen  de  Mariano  Perem,  Félix  Catú, 
Toribio  Icú,  Ensebio  Stoz,  Lorenzo  Sotz, 
Bernabé  Telón,  Pablo  Apén  y José  María 
Cutzal 

Con  fecha  diez  y ocho  de  julio  de 
mil  novecientos  veintinueve  y en  vir- 
tud de  citación  compareció  ante  el  Juez 
de  la.  Instancia  de  Chimaltenango  el  Li- 
cenciado Horacio  Arroyave  presentando  los 


protocolos  corespondientes  a los  años  de 
mil  novecientos  veintisiete  y mil  nove- 
cientos veintiocho,  en  cuyos  tomos  apa- 
receron  los  siguientes  escrituras:  en  la 
página  161  del  Tomo  de  mil  novecientos 
veintisiete,  la  escritura  ifúmero  ciento 
setenta  y seis,  fechada  el  diez  y seis  de 
noviembre;  en  ella  aparece  Agustín  Juá- 
rez vendiendo  a Marcelo  Catú  el  terreno 
de  Chuatzán,  de  veintidós  cuerdas,  ins- 
crito a su  nombre  bajo  el  número  177, 
folio  80,  libro  34  de  Chimaltenango,  por 
el  precio  de  dos  mil  pesos  billetes,  en  la 
que  actuaron  como  testigos  instrumenta- 
les Guilermo  M.  Bonilla  y José  María  del 
Valle  y como  testigos  de  conocimiento,  de 
Agustín  Juárez,  Elíseo  Aceituno  e Ir'.neo 
Túm,  y por  no  saber  firmar  Agustín  Juá- 
rez lo  hizo  a su  ruego  Elisa  Solares  N. 
Al  ser  preguntado  el  licenciado  Arroyave 
que  por  qué  había  autorizado  la  escritu- 
ra cuando  Agustín  Juárez  ya  había  falle- 
cido, contestó  que  lo  hizo  porque  los  tes- 
tigos de  conocimiento  le  dijeron  que  el 
compareciente  en  la  escritura  era  Agus- 
tín Juárez  y acompañó  una  certificación 
del  Alcalde  Municipal  de  Chimaltenan- 
go y que  obra  a folio  45  de  la  la.  pieza. 
A folio  177  vuelto  del  mismo  Tomo  apa- 
rece la  escritura  de  fecha  tres  de  diciem- 
bre, en  la  que  comparece  Marcelo  Catú 
vendiendo  a Pedro  Mush  el  mismo  inmue- 
ble por  el  precio  de  dos  mil  pesos  bille- 
tes antiguos,  firmando  a nombre  de  Pedro 
Mush  el  testigo  Gregorio  Cumes.  A folio 
130  del  protocolo  correspondiente  al  año 
de  mil  novecientos  veintiocho,  se  encon- 
tró la  escritura  número  ciento  sesenta  y 
cuatro  de  cinco  de  octubre  y en  ella  com- 
parecen Pedro  Mush  y Faustina  Juárez, 
el  primero  vendiendo  a la  segunda  dos  in- 
muebles denominados  “Chuatzán”  y "Chua- 
cruz”,  inscritos  bajo  los  números  175  y 177, 
del  libro  34  de  Chimaltenango  por  el  pre- 
cio de  cuatro  mil  pesos  billetes,  siendo 
testigo  de  esta  escritura  Guillermo  M. 
Bonilla  y Germán  López,  firmando  por 
Pedro  Mush  Marcelo  Catú  y por  la  com- 
pradora Faustina  Juárez  firmó  el  testigo 
Gregorio  Cumes.  Al  ampliar  su  declara- 
ción Marcelo  Catú  agregó:  que  el  vein- 
ticinco de  octubre  de  mil  novecientos 
veintisiete  el  declarante  en  unión  de  su 
hermano  Cecilio  y Francisco  Sotz  se  pre- 
sentaron al  bufete  del  Licenciado  Horacio 
Arroyave  y le  hablaron  para  que  radicara 
el  intestado  de  Luis  Sotz,  padre  de  Fran- 
cisco, lo  que  aceptó  arreglar  por  la  suma 
de  trece  mil  pesos  billetes,  cantidad  que 
entregaron  los  tres  al  Licenciado  Axro- 
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yave  en  su  bufete  y que  les  otorgó  recibo; 
que  hasta  la  fecha  de  su  denuncia  el  Li- 
cenciado Aroyave  no  había  iniciado  el  in- 
testado de  Luis  Sotz,  por  lo  que  lo  acu- 
saban para  que  devolviera  el  dinero  que 
le  habían  dado  por  no  haber  cumplido 
con  su  compromiso;  que  hacía  dos  años 
el  declarante  como  intérprete  de  María 
Inés  Tez  y Ciriaca  Chex  le  fueron  a ha- 
blar al  Licenciado  Arroyave  para  que 
areglara  el  juicio  testamentario  de  Máxi- 
mo Chex,  lo  que  aceptó  por  la  suma  de 
seis  mil  pesos,  habiéndole  dejado  como 
anticipo  tres  mil  y que  otorgó  recibo,  y 
que  al  año  vinieron  a dejarle  dos  mil  pe- 
sos que  también  les  otorgó  recibo;  que  al 
poco  tiempo,  María  Inés  Tez  y Ciriaca 
Chex,  vinieron  a entregar  al  Licenciado 
un  mil  pesos  para  completar  la  cantidad 
en  que  se  convino  el  trabajo,  más  la  suma 
de  setecientos  setenta  y dos  pesos  por 
derechos  hereditarios,  habiendo  dado  re- 
cibo por  los  mil,  no  así  por  los  setecien- 
tos setenta  y dos  pesos,  porque  dijo  que 
esa  suma  no  era  para  él.  En  iguales  tér- 
minos declaró  Cecilio  Catú.  A folios  53 
y 54,  aparecen  dos  recibos,  por  mil  y cua- 
tro mil  pesos  respectivamente.  Al  ampliar 
su  declaración  María  Inés  Tez,  manifestó 
que  el  veintiséis  de  marzo  de  mil  nove- 
a' entos  veintisiete,  como  a las  once  de  la 
mañana,  en  el  bufete  del  Licenciado  Ho- 
racio Arroyave,  en  unión  de  Marcelo  Catú 
hablaron  a dicho  señor  para  que  les  arre- 
glara el  testamentario  de  Máximo  Chez, 
hiendo  convenido  en  darle  por  dicho  tra- 
bajo seis  mil  pesos,  entregándole  como 
anticipo  tres  mil;  que  el  trein+a  y uno 
de  mayo  del  mismo  año  vino  a entregarle 
al  señor  Arroyave  un  mil  pesos,  habiéndo- 
le otorgado  recibo  y que  el  veinte  de  agos- 
to de  mil  novecientos  veintisiete  le  en- 
tregó dos  mil  pesos  y que  después  vino 
Marcelo  Catú  a dejarle  setecientos  seten- 
ta y dos  pesos  que  según  dijo  Arroyave  eran 
para  pagar  los  derechos  hereditarios  y que 
como  nunca  arregló  nada  a pesar  de  es- 
tar pagado,  se  v'ó  en  el  caso  de  acusarlo 
por  el  delito  de  estafa.  Con  fecha  veinti- 
dós de  julio  del  mismo  año  se  acordó  que 
la  secretaría  informara  acerca  de  la  exis- 
tencia y estado  que  guardaba  el  intes- 
tado de  Luis  Sotz  y testamentario  de  Má- 
ximo Chex  y al  emitirse  el  informe  se 
dijo  que  se  tramitaba  el  ju'.c'o  testamen- 
tario de  Máximo  Chex  seguido  por  su 
nuera  Inés  Tez,  el  cual  ya  se  había  de- 
clarado legítimo,  habiendo  firmado  los  es- 
critos el  Licenciado  Arroyave  y otros  por 
sus  empleados  y que  se  encontraba  pen- 


diente de  partición,  y que  el  intestado 
de  Luis  Sotz  fue  iniciado  por  Leonzo 
Pedro  Sotz  dirigido  por  el  Licenciado  En- 
rique Bocanegra,  estando  pendiente  de  la 
declaratoria  de  herederos.  También  in- 
formó la  secretaria  que  en  d^cho  tribunal 
se  siguió  un  juicio  sumario  por  Alfredo, 
Guilermo  y Sara,  todos  de  apelido  García, 
contra  Silverio  López,  Modesto,  Cecilio  y 
Miguel  Pérez,  Remigio  Culajay,  Froilán 
Chez,  Felipe  Cifuentes,  Antonio  Callejas 
y Juan  Tuctuc  en  el  cual  se  les  mandó  a 
dar  la  posesión  a los  autores  con  fecha 
treinta  de  septiembre  de  mil  novecientos 
veintisiete  y que  cuando  se  buscó  el  jui- 
cio no  apareció,  no  habiéndose  seguido 
ninguna  averiguación,  porque  los  intere- 
sados no  la  pidieron. 

El  treinta  de  julio  del  mismo  año  se 
constituyó  el  Juez  de  Primera  Instancia 
de  Chimaitenango,  en  la  oficina  del  Li- 
cenciado Arroyave,  con  el  objeto  de  prac- 
ticar un  registro,  no  habiendo  encon- 
trado el  juicio  que  se  extravió,  asi 
como  también  se  practicó  otro  registro 
en  su  casa  particular.  Nuevamente  se 
presentó  el  Licenciado  Arroyave  con 
su  protocolo  de  mil  novecientos  veintio- 
cho, en  donde  el  Juez  tuvo  a la  vista  la 
escritura  número  ciento  sesenta  y cuatro 
en  la  que  Pedro  Mush  dijo  ser  dueño  de 
dos  inmuebles  denominados  “Chuatzán”  y 
“Chuacruz”  inscritos  a su  nombre  en  el 
Primer  Registro  bajo  los  números  175  y 
177,  folio  178  y 80  del  libro  34  de  Chimal- 
tenango  y por  el  precio  de  cuatro  mil  pe- 
sos billetes  los  vendió  a Faustina  Juárez 
firmando  a ruego  de  los  otorgantes,  por 
el  vendedor,  Marcelo  Catú  y por  la  com- 
pradora Gregorio  Cumes,  sirviendo  como 
testigos  instrumentales  Guflermo  M.  Bo- 
nilla y Germán  López,  al  ser  examinado 
dijo  con  fecha  cinco  de  octubre  de  mil 
novecientos  veintiocho  fue  testigo  en 
compañía  de  Guillermo  M.  Bonilla  de  un 
contrato  de  compra-venta  que  autorizó 
el  notario  Horacio  Arroyave  en  el  que 
Pedro  Mush  vendió  a Faustina  Juárez  los 
terrenos  llamados  Chuatzán  y Chuacruz, 
por  dos  mil  pesos  cada  uno  y por  no 
saber  firmar,  firmó  Marcelo  Catú  por  el 
vendedor  y Gregorio  Cumes,  por  la  ven- 
dedora. Este  testigo  renonoció  su  firma 
al  mostrarle  el  protocolo,  e hizo  constar 
que  estuvieron  presentes  también  José 
María  del  Valle  y Elíseo  Aceituno.  Marce- 
lo Catú  dijo  que  el  dia  cinco  de  octubre 
del  año  ya  citado,  no  estuvo  en  el  bufete 
del  Licenciado  Arroyave,  ni  le  constaba 
la  venta  de  los  inmuebles  que  se  le  prq- 
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guntaban  y que  Pedro  Mush  no  le  dijo 
que  firmara  a su  ruego,  pero  reconoció 
como  suya  la  firma  que  obra  en  el  proto- 
colo del  Licenciado  Arroyave,  correspon- 
diente al  año  de  mil  novecientos  veintio- 
cho, y puesta  en  la  escritura  número 
ciento  sesenta  y cuatro.  Gregorio  Cumes 
dijo  que  el  cinco  de  octubre  de  mil  nove- 
cientos veintiocho  no  estuvo  en  el  bufete 
de  Arroyave,  pues  desde  el  veintiocho  de 
septiembre  hasta  el  nueve  de  octubre  del 
citado  año  estuvo  en  esta  capital  y que 
no  firmó  ninguna  escritura  de  compra 
venta  a favor  de  Faustina  Juárez,  pero 
reconoció  como  suya  la  firma  que  aparece 
en  el  protocolo  del  año  de  mil  novecien- 
tos veintiocho  y que  se  refiere  a la  com- 
pra venta  de  los  inmuebles  ya  relaciona- 
dos. También  se  tuvo  a la  vista  el  pro- 
tocolo de  mil  novecientos  veintisiete  en 
donde  se  copió  la  escritura  número  cien- 
to setenta  y seis,  en  la  que  consta  que  el 
diez  y sets  de  noviembre  de  ese  año  ante 
los  oficios  del  notarlo  Arroyave,  compa- 
recieron Agustín  Juárez  y Marcelo  Catú 
y por  no  conocer  a Juárez,  éste  presentó 
como  testigos  de  identidad  a Elíseo  Acei- 
tuno e Irineo  Tum,  habiendo  manifestado 
Juárez  que  en  Balanyá  poseía  un  terreno 
de  veintidós  cuerdas  llamado  “Chuatzán” 
e inscrito  a su  nombre  bajo  el  número 
177,  folio  80  del  libro  34  de  Chimaltenan- 
go,  el  cual  vendía  por  dos  mil  pesos  a 
Marcelo  Catú,  constando  que  por  no  sa- 
ber firmar  Agustín  Juárez  lo  hizo  a su 
ruego  Elisa  Solares  en  presencia  de  los 
testigos  instrumentales,  Guillermo  Boni 
lia  y José  María  del  Valle.  Examinado 
este  último  dijo,  que  en  la  fecha  que  se 
le  preguntaba  estuvo  en  la  oficina  del  Li- 
cenciado Arroyave  en  donde  oyó  la  lec- 
tura de  una  escritura  en  la  venta  de  dos 
inmuebles  otorgada  por  Pedro  Mush,  a 
favor  de  Faustina  Juárez  y que  le  consta 
que  el  vendedor,  rogó  a Marcelo  Catú  pa- 
ra que  firmara  por  él  y que  a la  hora 
de  la  lectura  estaban  presentes  Germán 
López,  Guillermo  Bonilla,  Marcelo  Catú, 
Pedro  Mush,  Faustina  Juárez  y otros  que 
no  conocía.  Elíseo  Aceituno  dijo  que  el 
cinco  de  octubre  del  año  ya  citado  estu- 
vo en  el  bufete  del  Licenciado  Arroyave 
y oyó  la  lectura  de  una  escritura  de  com- 
pra venta  de  un  inmueble,  sin  constarle 
quienes  eran  los  otorgantes;  que  lo  único 
que  vió  fué  que  Pedro  Mush  salió  un  mo- 
mento regresando  con  un  individuo  a 
quien  no  conoció  y que  firmó  a ruego  de 
Mush;  que  alli  estaban  también  Germán 
López,  Guillermo  Bonilla,  José  Maria  del 


Valle,  Pedro  Mush  y otras  personas.  Mar- 
celo Catú  dijo  que  estuvo  en  Ta  oficina 
del  Licenciado  Airollave,  en  el  mes  de 
Noviembre  sin  recordar  la  fecha,  con  el 
objeto  de  que  le  fuera  extendida  una  es- 
critura de  compra  venta  de  un  tereno  de 
veintidós  cuerdas  denominado  Chuatzán, 
que  el  dicente  habla  comprado  a Agustín 
Juárez  por  novecientos  pesos  y que  la  es- 
critura se  la  entregó  Arroyave  ya  regis- 
trada, sin  habérselas  leido  antes  ni  en  pre- 
sencia de  ningún  testigo,  tampoco  el  de- 
ponente la  leyó  por  no  haber  entendido 
la  letra. 

Indagado  el  Licenciado  Arroyave  di- 
jo conocer  únicamente  a Pedro  Mush, 
a quien  le  autorizó  el  diez  y seis  de 
noviembre  de  mil  novecientos  veintisie- 
te una  escritura  de  compra  venta  de  un 
terreno  denominado  Chuatzán,  otorgada 
por  Agustín  Juárez  a favor  de  Catú;  con- 
trato que  autorizó  con  testigos  de  conoci- 
miento por  no  conocer  a Juárez,  y que  a 
Felipe  Cifuentes  le  hizo  unos  escritos  de 
oposición  en  un  interdicto  de  adquirir 
que  contra  ellos  seguían  los  hermanos 
García  y que  no  era  cierto  que  en  el  mes 
de  julio  de  mil  novecientos  veintiocho  les 
haya  enseñado  a Felipe  Cifuentes  y com- 
pañeros un  juicio,  demostrándoles  que  ya 
había  ganado  el  asunto  seguido  por  los 
hermanos  Garda  contra  de  ellos  y que 
no  era  cierto  que  hubiera  recibido  de 
Marcelino  Catú  nueve  mil  pesos  a buena 
cuenta  del  intestado  de  Luis  Sotz;  que  de 
Marcelo  Catú  y de  su  hermano  Cecilio 
recibió  trece  mil  pesos  a cuenta  de  diez 
y ocho  mil  seiscientos  que  eran  en  de- 
berle, desde  el  año  de  mil  novecientos 
veintisiete  y por  consiguiente  no  fué  a 
cuenta  de  juicio  alguno:  que  Felipe  Ci 
fuentes  y compañeros  estuvieron  en  su 
oficina  a indicarle  qué  consejo  les  daba 
por  haberse  extraviado  el  juicio  que  les 
habla  seguido  Alfredo  Garda  y que  cuan- 
do ésto  sucedió  estaban  presentes  José 
Maria  del  Vale,  Antonio  Tec,  Juan  Mora- 
les y Narciso  Caná  y que  como  había  de- 
clarado ya  varias  veces  que  de  Inés  Tez 
recibió  seis  mil  pesos  por  cuenta  de 
un  testamentario  ya  fenecido  como 
constaba  en  el  Juzgado  y que  de  Mar- 
celo y Cecilio  Catú,  recibió  trece  mil 
pesos  en  abono  de  diez  y ocho  mil  seis- 
cientos que  le  adeudaban  al  declarante  de 
dinero  que  les  dió  a mutuo  y que  cuan 
do  éstos  llegaron:  a hacerle  los  pagos  par- 
ciales, se  encontraban  en  su  oficina  Ma- 
riano Perem,  Félix  Catú,  Toribio  Icú  y 
Ensebio  Sotz.  Examinados  Félix  Catú,  Jo- 
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sé  María  Cutzal,  Eusebio  Sotz,  Pablo 
Apem,  Domingo  Morales,  Toribio  Icú,  di- 
jeron: que  en  el  mes  de  octubre  de  mil 
noveaientos  veintisiete,  estando  en  el  bu 
fete  del  Licenciado  Horacio  Arroyave, 
presenciaron  cuando  Marcelo  y Cecilio 
Catú  llegaron  a pagarle  trece  mil  pesos 
a cuenta  de  un  dinero  que  debían  y que 
le  dijeron  que  le  quedaban  a deber  el  res- 
to, ignorando  cuánto  sería;  y que  el  Li- 
cenciado les  dió  recibo.  José  Maria  del 
Valle  expuso:  que  en  el  mes  de  julio  de 
mil  novecientos  veintiocho,  llegó  Felipe 
Cifuentes  y Modesto  Bal  a indicarle  al 
Licenciado  Arroyave  que  se  había  extra- 
viado un  juicio  en  el  Juzgado  y que  le 
pedían  un  consejo  habiéndoles  dicho  que 
había  que  seguir  una  averiguación  en  el 
Juzgado,  pero  que  el  Licenciado  no  les 
mostró  ningún  documento.  En  los  mis- 
mos términos  declararon  Juan  Morales, 
Antonio  Pee  y Narciso  Cana.  Mariano 
Perém  declaró  con  respecto  a los  trece 
mil  pesos  que  llegaron  a dejarle  al  Li- 
cenciado Arroyave  y que  después  le  lle- 
varían el  resto.  Sobre  este  asunto  también 
declaró  Lorenzo  Sotz  en  los  mismos  tér- 
minos que  el  anterior.  Por  desestimiento 
de  Faustina  Juárez  Bocaj  de  la  acusación 
que  por  falsedad  de  una  escritura  pidió 
contra  el  notario  Arroyave  y que  según 
ésta,  Manuel  Salazar  usurpó  su  nombre 
para  otorgar  un  poder,  al  ser  tramitado 
dicho  incidente  se  resolvió  de  conformi- 
dad. El  Licenciado  Arroyave  manifestó 
que  no  tramiitó  el  intestado  de  Luis  Sotz, 
porque  los  herederos  de  éste  no  le  habla- 
ron y que  los  hermanos  Catú  le  entrega- 
ron trece  mil  pesos  a cuenta  de  diez  y 
ocho  mil  seiscientos  que  le  debían,  sien- 
do falso  que  éstos  hayan  pagado  a cuen- 
ta del  intestado  de  Sotz,  porque  no  son  ni 
herederos  ni  secionarios  de  derechos  y 
que  el  testamentario  de  Máximo  Chec  co- 
mo ya  diijo  anteriormente,  quedó  termi- 
nado estando  únicamene  pendiente  de 
partición  y que  no  lo  había  verificado  por- 
que el  interesado  no  había  querido.  Exa- 
minada Faustina  Juárez  Bocaj,  dijo  que 
no  ha  otorgado  ningún  poder  a Manuel 
Salazar,  con  el  que  se  presentó  éste  ven- 
diendo dos  lotes  de  terreno  a Marcelo 
Catú;  que  Victoriana  Bocaj  tomando  el 
nombre  de  la  declarante  fué  la  que  otor- 
gó dicho  poder;  que  en  el  año  de  mil 
novecientos  veintiocho  en  octubre  y sin 
recordar  la  fecha,  la  dicente  le  compró 
a Pedro  Mush  dos  lotes  de  terreno  llama- 
dos Chuatzán  y Chuacruz,  ante  los  ofi- 
cios del  notario  Horacio  Arroyave  y que 


firmó  a su  ruego  Gregorio  Cumes.  Victo- 
riana Juárez  Bocaj  dijo  que  hacía  como 
tres  años  que  llegó  a la  finca  “El  Rincón”, 
residencia  de  la  declarante  el  individuo 
Manuel  Salazar,  a decirle  que  se  presen- 
tara al  Juzgado  de  la.  Instancia  de  Chi- 
maltenango,  pero  que  compareciera  con 
el  nombre  de  Faustina  Juárez  Bocaj  a 
declarar  contra  el  Licenciado  Arroyave, 
pero  que  su  verdadero  nombre  era  Vlc- 
toriana.  Felipe  Cifuentes  al  presentarse 
al  Juzgado  por  medio  de  un  memorial  en 
mil  novecientos  treinta,  expuso:  que  a 
mediados  del  año  de  mil  novecientos 
veintinueve  prestó  una  declaración  con- 
tra el  Licenciado  Arroyave  en  un  proceso 
sobre  averiguar  el  paradero  de  un  juicio, 
y que  en  esa  declaración  mal  aconsejado 
el  declarante  no  dijo  la  verdad,  es  decir 
que  el  Licenciado  Arroyave  no  le  mostró 
ningún  juicio,  memorial  que  fue  debida- 
mente ratificado.  Practicado  careo  en- 
tre el  Licenciado  Arroyave  y Marcelo 
Catú,  y al  invitarlos  para  que  se  pusieran 
de  acuerdo,  dijeron:  que  Pedro  Mush  era 
en  deberle  al  Licenciado  Arroyave  diez 
y ocho  mil  seiscientos  pesos,  que  pagó  por 
una  hipoteca;  que  Catú  le  abonó  la  su- 
ma de  nueve  mil  pesos  por  cuenta  de  la 
deuda  de  Mush,  que  le  seria  pagada  des- 
pués por  Mush  a Catú.  Practicado  careo 
entre  Arroyave  y Modesto  Bal,  el  segun- 
do dijo  no  ratificar  su  declaración  de  fe- 
cha veinticuatro  de  abril  de  mil  nove- 
cientos veintinueve,  por  no  haber  sido  la 
que  él  dió  en  el  Juzgado,  pues  no  había 
comparecido  a declarar  y al  hacerle  ver 
las  contradicciones  que  existían  se  pusie- 
ron de  acuerdo  en  el  sentido  que  Arro- 
yave no  le  había  enseñado  ni  entregado 
ningún  documento  a Modesto  Bal  ni  a 
sus  compañeros  FePpe  Cifuentes,  Silverio 
López,  Juan  Tuctuc,  Cecilio  y Miguel  Bal; 
quedaron  también  de  acuerdo  en  que 
Modesto  Bal  no  ha  visto  en  ningún  üiem- 
po  en  poder  del  Licenciado  Arroyave  el 
juicio  que  en  su  contra  seguía  Alfredo 
García  y menos  que  de  ese  juicio  se  ha- 
yan desglosado  algunos  documentos.  Ca- 
reado Arroyave  con  Cecilio  Catú,  el  se- 
gundo dijo  estar  de  acuerdo  con  lo  dicho 
por  Arroyave,  es  decir,  que  la  suma  de 
cuatro  mil  pesos  que  le  pagó  era  por  abo- 
no de  una  deuda  que  Pedro  Mush  le  te- 
nia al  primero.  Marcelo  y Ceóilio  Catú 
y Pedro  Mush  se  presentaron  desistiendo 
de  la  acusación  contra  el  Licenciado  Arro- 
yave y tramitado  dicho  incidente,  se  les 
tuvo  por  separados  de  la  acusación.  Ca- 
reado Arroyave  con  Pedro  Mush,  se  puso 
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de  acuerdo  el  segundo  con  el  primero,  que 
las  propiedades  Chuatzán  y Chuacruz,  pa- 
saron a poder  de  Faustina  Juárez  en  vir- 
tud de  la  venta  que  h’zo  Mush,  y que  la 
firma  que  aparecia  a su  ruego,  puesta 
por  Marcelo  Catú  era  auténtica.  Remi- 
gio Culajay,  se  presentó  por  medio  de  un 
memorial  diciendo  que  era.  falso  que  el 
Licenciado  Arroyave  le  haya  mostrado 
un  juicio  y documentos,  escrito  que  fue 
debidamente  ratificado. 

Con  fecha  cuatro  de  abril  de  m i nove- 
cientos treinta  y uno  se  presentó  ante  el 
Ministerio  de  Gobernación  y Justicia,  Ca- 
tarino  Chapas,  diciendo,  que  en  junio  de 
mil  novecientos  treinta,  recomendó  al  Li- 
cenc'ado  Arroyave  la  tramitación  de  un 
juicio  que  inició  en  su  contra  Bernardino 
Us  por  la  posesión  de  un  terreno  de  se- 
senta y nueve  cuerdas  que  con  otros  lotes 
forman  el  terreno  denominado  “Chimicha- 
bal”  de  doscientas  cincuenta  cuerdas,  sito 
en  jurisdicción  de  Acatenango,  cuya  propie- 
dad la  tiene  regstrada  a su  favor,  y por 
herencia  de  su  difunto  padre  Francisco 
Chapas  y que  con  el  deseo  de  asegurar  a 
su  esposa  Julia  Acú  y a sus  h'jos  encar- 
gó al  Licenciado  Arroyave  le  hiciera  una 
escritura  de  donación  del  terreno  men- 
cionado a favor  de  su  esposa  e hijos, 
dejándole  en  su  poder  el  titulo  supletorio 
que  amparaba  su  propiedad,  habiendo 
entregado  al  Licenciado  la  suma  de  cua- 
tro mil  quinientos  pesos,  a cuenta  de  seSs 
mil  en  que  contrataron  el  trabajo  y que 
como  no  le  habla  hecho  nada,  pedia  la 
intervención  del  señor  Ministro  para  que 
Arroyave  le  devolviera  el  titulo  original 
del  terreno  y los  cuatro  mil  quinientos 
pesos,  habiéndose  seguido  en  el  Juzgado 
de  la.  Instancia  de  Chilmaltenango  la 
averiguación  correspondiente.  La  secre- 
tarla informó  después  del  auto  puesto  por 
el  Juez,  que  no  aparecia  ningún  juicio 
seguido  por  Bernardino  Us  ni  por  el  Li- 
cenciado Arroyave  como  representante,  ni 
como  personero  de  Catarino  Chapas.  In- 
dagado Bernardino  Us  dijo  ignorar  el 
motivo  por  el  cual  se  le  examinaba  y que 
hacia  un  año  Catarino  Chapas  quería 
quitarle  un  terreno  que  posee  en  jurisdic 
ción  de  Acatenango  denominado  “Chimi- 
chabal”,  pero  que  según  la  escritura  que 
presentaba  él  era  el  dueño  legitimo  de 
un  terreno  compuesto  de  sesenta  y nueve 
cuerdas,  pidiendo  que  se  certificara  la 
escritura  en  autos  y que  el  declarante  iba 
con  el  Licenciado  Arroyave  a que  le  hi- 
ciera una  escritura  a su  favor  en  virtud 
de  haber  adquirido  el  terreno,  por  do- 


nación que  le  hiciera  su  padre,  pero  que 
hacia  un  año  el  declarante  al  entrar  al 
bufete  del  Liceno'.ado  Arroyave,  se  juntó 
con  Catarina  Chapas  por  lo  que  ya  no 
llevó  a cabo  lo  que  deseaba.  A folios  14 
de  la  3a.  y 4a.  pieza  aparece  certificada 
la  escritura  que  presentó  Us  y habiéndo- 
sela puesto  a la  vista  a Catarina  Cha- 
pas, dijo  no  ser  la  que  le  entregó  al  Li- 
cenciado Arroyave,  pues  ésta  había  sido 
otorgada  ante  los  oficios  del  notario  Luis 
Felipe  Valenzuela,  Julio  Aguilar  P.  ma- 
nifestó tener  tres  años  de  estar  al  fren- 
te de  la  Receptoría  del  Juzgado  de  la. 
Instancia  de  Chimaltenango,_  por  lo  que 
le  constaba  que  no  se  había  iniciado 
ningún  juicio  que  se  refiriera  al  terreno 
de  sesenta  y nueve  cuerdas  y que  en 
unión  de  otros  formaba  el  terreno  de 
“Santa  Ana  Chimichabal”,  por  ninguno 
de  los  individuos  Chapas  y Us  y que  ade- 
más no  figuraba  en  el  inventario. 

Indagado  por  este  nuevo  delito  el  Licen- 
ciado Arroyave  dijo  no  ser  cierto  que  Cata- 
rino Chapas  le  hubiera  encargado  la  tra- 
mitación del  ju  cio  a que  se  refería,  pero 
que  sí  lo  comisionó  para  que  le  hiciera  una 
escritura  de  donación  a favor  de  su  es- 
posa e hijos,  dejándole  en  su  poder  el  tí- 
tulo de  propiedad  y que  esa  escritura 
obraba  en  el  tomo  de  su  protocolo  y que 
era  cierto  que  recibió  cuatro  mil  pesos 
por  valor  de  la  escritura,  habiendo  sido 
seis  los  convenidos,  que  no  tuvo  por  qué 
iniciar  juicio  ya  que  el  terreno  de  la  do- 
nación no  era  motivo  de  ningún  h-tigio 
y que  el  titulo  no  lo  había  entregado  por- 
que Chapas  no  le  había  entregado  el  res- 
to que  le  debía. 

Felipe  Cifuentes,  Cecilio  Bal,  Miguel 
Bal,  Juan  Tuctuc,  Antonio  Callejas  y 
Silverio  López  se  presentaron  al  Mi- 
nisterio de  Gobernación  y Justicia,  el 
diez  y siete  de  abril  de  mil  novecien- 
tos treinta  y uno,  diciendo  que  en 
mil  novecientos  veintisiete,  Alfredo  Gui- 
llermo y Sara  García  les  iniciaron  ante 
el  Juzgado  de  la.  Instancia  de  Chimalte- 
nango,  un  interdicto  de  adquirir  la  po- 
sesión de  un  terreno,  el  que  lo  habían  po- 
seído por  más  diez  y ocho  años,  compues- 
to de  una  caballería  y tres  cuartos,  terre- 
no que  obtuvieron  por  compra  a Amelia 
García,  tía  de  los  demandantes;  y que 
las  escrituras  de  los  diferentes  lotes  que 
forman  el  terreno,  pasaron  ante  los  ofi- 
cios del  notario  Maximiliano  García  y Gil- 
berto Juárez;  porque  cada  uno  de  los 
presentados,  en  unión  de  Modesto,  Miguel 
y Cecilia  López,  Remigio  Culajay  y Froi- 
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lán  Ché  ignoraban  hasta  la  fecha  por  qué 
motivo  las  escrituras  no  aparecian  regis- 
tradas en  la  Propiedad  Inmueble,  y que 
tan  luego  que  tuvieron  noticia  del  juicio 
recurrieron  a los  servicios  del  Licenciado 
Arroyave,  comprometiéndose  a seguirlo 
hasta  terminarlo  por  siete  mil  pesos,  en- 
tregándole las  escrituras  que  acreditaban 
su  propiedad,  y que  conforme  a los  reci- 
bos que  acompañaba,  le  entregaron  al  Li- 
cenciado en  diferentes  partidas  cinco  mil 
pesos  y más  mil  setecientos  pesos  de  los 
que  no  le  otorgó  reo  bo  alguno  y que  dias 
antes  de  realizar  el  viaje  a los  Estados 
Unidas  los  llamó  a su  oficina  y les  dijo: 
ya  está  ganado  el  juicio  y en  prueba  de 
ello  aquí  lo  tienen  ustedes  en  mi  poder, 
y después  de  habérselos  leído  les  exigió 
el  resto  de  sus  honorarios,  por  lo  que  tres 
días  después  le  entregaron  mil  setecien- 
tos pesos  de  los  que  no  les  díó  recibo,  de- 
jando pendiente  trescientos  pesos,  para 
completar  el  total  de  siete  mil,  y que  cuál 
serla  la  sorpresa  de  ellos,  cuando  al  año 
siguiente  — mil  novecientos  veintiocho  — 
los  García  .se  presentaron  iniciando  un 
nuevo  interdicto  sobre  el  rrs’smo  asunto, 
y que  según  ellos  ya  tenían  ganado,  que 
como  ya  no  tenían  documentos  qué  pre- 
sentar, y el  Licenciado  Arroyave  estaba 
ausente,  se  mandó  a dar  la  posesión  a 
los  García;  que  posteriormente  el  Licen- 
ciado Arroyave  ha  tenido  la  audacia  de 
mandarles  pedir  cinco  mil  pesos  más  pa- 
ra devolverles  los  papeles  que  tiene  en  su 
poder;  siguúndose  como  en  las  demás 
quejas  la  averiguación  correspondiente. 
Felipe  Cifuentes  al  ratificar  un  memorial 
que  presentó  en  compañía  de  otros,  ante 
el  Ministro,  dijo  que  por  medio  de  Abra- 
ham  Luna  que  vive  en  Santa  Cruz  Ba- 
lanyá,  el  Liceno  ado  Arroyave  le  mandó 
a pedir  al  declarante  y compañeros  cinco 
mil  pesos  para  devolverles  el  documen- 
to que  les  tenía,  pero  como  ya  le  habían 
cancelado  según  los  recibos  que  acompa- 
ñaban a su  querella,  no  accedieron  y que 
entonces  Arroyave  ya  no  les  entregó  los 
documentos.  En  igual  forma  declararon 
Miiguel  Bal,  Juan  Tuctuc  y Cecilio  Bal, 
después  de  ratificar  el  memorial  que  pre- 
sentaron ante  el  Ministerio  de  Goberna- 
ción V Justxia.  Abraham  Luna  dijo  que 
era  falso  que  el  Licenciado  Arroyave  por 
medio  del  declarante  haya  pedido  a Feli- 
pe Cifuentes  y compañeros  cinco  mil  pe- 
sos. 

Indagado  Arroyave  por  este  nuevo 
delito  dijo  conocer  a Felipe  Cifuentes  y 
cómpailerds  por  haberles  hecho  algunos 


trabajos,  y que  no  era  cierto  que  los  haya 
llamado  antes  de  irse  a los  Estados  Uni- 
dos para  enseñarles  el  juicio,  así  como 
también  era  falso  que  tuviera  en  su  poder 
los  documentos  que  le  sirvieron  de  base 
para  el  juicio;  que  también  es  mentira 
que  por  medio  de  Abraham  Luna  les  ha- 
ya pedido  cinco  mil  pesos  para  devolver- 
les los  papeles. 

RESULTA:  oue  el  dos  de  enero  de  mil 
novecientos  treinta  y uno  el  Juez  de  la. 
Instancia  accidental  de  Chimaltenango, 
tuvo  conocimiento  a las  diez  y media  de 
la  noche  de  varios  hachos  oue  se  desarro- 
llaron en  la  Comisaría  de  Policía  de  aaue- 
11a  ciudad,  y al  constituirse  en  el  lugar 
del  suceso,  h'zo  constar  que  se  encontra- 
ron varios  heridos  y un  cadáver,  siendo 
este  último  el  del  comisario  Teniente  Co- 
ronel Modesto  A.  Marroquin,  el  que  pre- 
sentaba un  tiro  de  arma  de  fuego  en  me- 
dio del  pecho  y otro  en  el  occipital,  cre- 
yendo que  este  ú’timo  fué  inferido  por 
detrás,  ambas  heridas  de  carácter  mor- 
tal; descrih'endo  la  manera  cómo  estaba 
el  cadáver  y la  ropa  que  vestía,  asi  como 
tamb’én  de  que  se  le  encontró  una  pisto- 
la suiza  debajo  de  la  cabeza  con  seis  car- 
tuchos disparados;  y a un  lado  del  cadá- 
ver se  encontró  a José  Arroyave  quien 
presentaba  una  herida  en  la  reg'ón  abdo- 
minal y al  preguntarle  quién  se  la  había 
inferido  manifestó  que  la  policía  y no 
declaró  más.  Estuvo  presente  el  capitán 
Miguel  Pérez,  quien  declaró:  que  siendo 
las  diez  de  la  noche  y encontrándose  re- 
costado en  el  carro  de  la  Jefatura  Polí- 
tica, ovó  en  la  comisaría  una  alegat.a  y 
al  acudir  a ver  lo  oue  pasaba,  recibió  en 
el  umbral  de  la  puerta  dos  fros,  uno  en 
el  estómago,  lado  izquierdo,  y otro  en  el 
brazo  del  mismo  lado;  que  dichos  bala- 
zos se  los  dirigió  Horacio  Arroyave  y aun- 
que ordenó  a la  escolta  hicieran  fuego 
sobre  este  individuo,  no  Ija  ejecutaron, 
ovendo  a continuación  un  sin  número  de 
detonac’ones,  no  dándose  cuenta  de  lo 
demás  así  como  tampoco  los  motivos  que 
produjeron  dicho  desorden.  También 
se  encontró  al  agente  de  policía  Irineo 
Castellanos  sentado  en  una  sdla,  quien 
dijo  que  estando  en  la  Comisaria  como  a 
las  diez  de  la  noche  oyó  en  la  calle  una 
serenata  de  marimba,  mandándolo  el  co- 
misar'o  Marroquin  a suspenderla,  estan- 
do en  esta  serenata  Horacio  y José  Arro- 
yave, a quiene,,s'  condujeron  a la  comisa- 
ria y al  requerirles  el  comisario  la  licen- 
cia, la  respuesta  de  José  Arroyave,  fué 
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hacer  varios  disparos  sobre  el  comisario, 
de  los  cuales  cayó  muerto,  habiendo  dis- 
parado al  mismo  tiempo  Horac  o,  cuyos 
tiros  de  ambos  señores  fueron  los  que 
causaron  la  muerte  a Marroquín,  y como 
siguieron  disparando,  hirieron  al  decla- 
rante y al  capitán  Miguel  Pérez;  que  a 
los  Arroyave  los  acompañaba  Rafael  Mon- 
túfar,  pero  que  no  vió  que  éste  haya  dis- 
parado; que  la  lesión  que  presentaba  el 
dicente  se  la  infirió  Horacio  Arroyave;  que 
José  Arroyave  se  puso  a luchar  con  el  co- 
misario y fué  cuando  Horacio  disparó  so- 
bre ambos,  por  cuyo  motivo  resultó  le- 
sionado José, 

Se  hizo  constar  en  dicha  acta  que 
se  recog  eron  tres  armas  de  fuego  sien- 
do una,  escuadra  calibre  45  con  up 
cartucho  d'sparado,  un  revólver  suizo  con 
los  seis  cartuchos  vacíos,  siendo  calibre 
82  largo  y otro  revólver  del  mismo  calibre, 
marca  Colt,  también  con  los  seis  cartu- 
chos disparados,  Guillermo  Portillo  dijo, 
que  a las  diez  de  la  noche,  acompañado 
del  agente  C'rilo  Santizo,  estando  de  ser- 
vicio, al  pasar  frente  a la  cantina  de 
Rubio,  lo  llamaron  Horacio  y José  Arro- 
yave, diciéndole  que  tenían  deseos  de 
sacar  una  serenata,  contestándoles  que  no 
tenia  facultad  para  conceder  licencia,  pe- 
ro que  hablaron  con  el  comisario  y que 
al  irle  a dar  parte  a su  jefe,  le  ordenó 
fuera  a traer  a estas  personas,  quienes 
ya  habían  sacado  la  serenata  y tocaban 
frente  a la  casa  de  Teresa  v,  de  Méndez; 
que  al  llegar  los  Arroyave  a la  comisaría, 
el  comisario  les  pidió  la  licencia,  contes- 
tándole que  no  portaban,  y que  Horacio 
le  dijo  que  se  la  concediera,  contestándo- 
le Marroquín  que  a él  no  se  la  daba, 
pero  sí  a su  hermano  José,  por  lo  que  le 
dijo  Horacio;  “A  mí  no  me  la  da  porque 
es  mi  enemigo”  y el  comisario  le  contes- 
tó que  no  tenia  enemigos  y que  al  salir 
el  declarante  con  el  objeto  de  llamar  a 
la  escolta  miPtar  que  estaba  de  retén  en 
la  Comandancia  de  Armas  al  mando  del 
canitán  M'guel  Pérez,  cuando  oyó  varios 
disnaros  y oue  a los  Arroyave  los  acom- 
pañaba Antonio  Argueta,  secretario  del 
Juzgado  de  la.  Instancia  y Rafael  Mon- 
túfar,  quienes  estaban  parados  en  la  puer- 
ta, pero  no  portaban  arma,  que  presen- 
ciaron lo  ocurrido  el  agente  Lorenzo 
Fuentes  y los  empleados  del  telégrafo;  y 
que  no  sabía  quién  hirió  a Miguel  Pérez 
y a Irineo  Castellanos,  pero  que  fueron 
heridos  en  la  Comisaría. 


El  agente  Lorenzo  Fuentes  dijo  que 
el  día  del  hecho  a las  diez  y media  se 
encontraba  de  imaginaria  en  el  por- 
tón de  la  Jefatura  Política  cuando  en- 
tró el  comisario  acompañado  del  ins- 
pector Guillermo  Portillo  y los  agen- 
tes Irineo  Castellanos,  Cirilo  Santizo  y 
Pedro  Matías;  que  luego  ordenó  el  co- 
misario al  inspector  que  fuera  a llamar 
a los  representantes  de  la  serenata,  que- 
dándose el  comisario  en  la  oficina  tele- 
gráfica; y que  al  llegar  los  Arroyave  co- 
menzaron a alegar  y después  hicieron 
unos  disparos  en  el  interior  de  la  comi- 
sarla, que  enseguida  llegó  el  inspector 
Portillo  y el  capitán  Miguel  Pérez  con  su 
escolta,  pero  éste  ya  no  pudo  entrar  por- 
que estaba  disparando  y que  en  unión  del 
agente  Pedro  Lima  condujo  al  Hosp'tal 
de  la  Antigua  a los  lesionados. 

Indagado  Horacio  Arroyave  dijo:  supo- 
ner estar  preso  por  las  dificultades  de  la 
noche  anterior,  pues  estando  sentado  en  el 
Parque  Central  acompañado  de  Rafael 
Montúfar,  José  Arroyave,  Osberto  Moreira, 
Enrique  Salán,  Jaime  Ovalle  y otras  perso- 
nas que  no  recordaba  oyendo  una  serenata 
que  se  daba  frente  a la  casa  de  Da.  Teresa 
V.  de  Méndez,  cuando  fué  llamado  de  par- 
te del  comisario,  acompañándolo  su  her- 
mano José  y varios  amagos;  que  no  era 
cierto  que  él  haya  solicitado  al  Comisa- 
rio la  licencia  para  la  serenata,  y que 
los  hechos  pasaron  así:  que  estando  en  la 
Comisaría,  el  señor  Marroquín  con  frases 
groseras  le  increpó  la  falta  de  licencia  y 
que  como  él  le  contestara  que  no  obstan- 
te no  ser  él  el  de  la  serenata,  no  tendría 
inconvemente  en  pagarla  y que  no  eran 
frases  apropiadas  las  que  usaba  para  pe- 
dirla; el  comisario  se  encontraba  en  es- 
tado de  ebriedad  se  enojó  y sacó  una 
escuadra  haciendo  fuego  para  ultimar  al 
dicente,  y que  apenas  tuvo  tiempo  para 
desviarle  el  arma  lo  que  indignó  más  al 
Comisario,  ordenando  a los  agentes  Irineo 
Castellanos,  Guillermo  Portdlo  y Loren- 
zo Fuentes  que  hicieran  fuego  al  dicente, 
recibiendo  acto  continuo  un  balazo  en  la 
pierna  izquierda,  y al  ser  herido  cayó  y no 
se  dió  cuenta  de  más;  manifestando  por 
último,  que  él  no  disparó  pues  no  tenía 
arma  y que  los  únicos  que  dispararon 
fueron  los  agentes,  negando  todas  las  de- 
más preguntas  que  se  le  lu  cieron.  En  la 
inspección  ocular  practicada  en  el  local 
que  ocupa  la  Comisaría,  se  hizo  constar 
entre  otras  cosas,  que  en  la  pared  que  dá 
hacia  el  Poniente  se  encontraron.  jjviOVe 
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agujeros  sin  poder  determinar  el  calibre 
de  los  proyectiles;  en  la  pared  que  dá 
hacia  el  Sur,  seis  agujeros;  en  la  que  dá 
hacia  el  Oriente,  dos,  más  cuatro  en  los 
■viidrios  de  la  ventana  del  mismo  lado,  apa- 
reciendo el  barrote  quinto  de  la  misma 
cortado,  notándose  que  era  por  efecto  de 
una  bala  de  acero  y en  la  pared  que  da 
hacia  el  Norte,  se  notaron  once  agujeros, 
(total  32  agujeros). 

Rafael  Montúfar  manifestó,  que  el 
viernes  dos  de  enero  como  a las  diez  y 
media  de  la  noche,  tuvo  oportunidad 
de  oir  una  serenata  que  se  daba  fren- 
te a la  casa  de  doña  Teresa  viuda  de 
Méndez,  presenciando  que  el  inspector 
Guillermo  Portillo  le  avisó  al  Licen- 
ciado Arroyave  que  lo  necesitaba  el 
Comisario,  enterándose  también  de  que 
el  Licenciado  en  unión  de  su  hermano 
José  .se  dirigieron  a la  Comisaria,  en  don- 
de Marroquin  les  exigió  la  licencia,  lo  que 
originó  una  alegata,  retirándose  el  decla- 
rante y cuando  iba  por  el  portal  oyó  más 
de  veinte  detonaciones  en  el  interior  de 
la  Comisaria,  y al  regresar  para  ver  qué 
era  lo  que  pasaba,  observó  que  el  Licen- 
ciado Arroyave  venia  preso. 

Jaime  Ovalle,  que  el  dia  del  hecho  como 
a las  diez  de  la  noche,  estando  en  el  Parque 
Central  se  d'ó  cuenta  de  que  se  daba  una 
serenata  y minutos  más  tarde  oyó  va- 
rias detonaciones  en  el  interior  eje  la 
Jefatura  Política  y al  ir  a ver  lo  que 
pasaba,  notó  que  en  el  interior  de  la  Co- 
misaría se  encontraban  tendidos  en  el 
suelo  el  Comisario  y José  Arroyave.  En- 
rique Salán  dijo  que  la  noche  del  suceso 
se  encontraba  en  el  parque  cuando  oyó 
en  el  interior  de  la  Jefatura  varias  de- 
tonaciones; ignorando  quien  haya  sido,  el 
autor,  pues  únicamente  supo  que  el  Co- 
misario y José  Arroyave  habían  fallecido. 
Tomás  Mármol  y Antonio  Texal  dijeron 
que  la  noche  del  suceso  estaban  traba- 
jando en  la  oficina  telegráfica,  pero  que 
no  se  dieron  cuenta  de  nada  de  lo  que  pa- 
só en  la  Comisaría,  manifestando  también 
que  eran  los  únicos  que  se  encontraban 
trabajando  en  dicha  oficina.  El  cabo  Fer- 
nando García  dijo  que  encontrándose  de 
guardia  en  el  portón  de  la  Jefatura  Polí- 
tica en  unión  de  cinco  soldados,  oyó  una 
algazara  en  la  Comisaria,  por  lo  que  el 
capitán  Miguel  Pérez  les  ordenó  lo  acom- 
pañaran, pero  no  se  dió  cuenta  de  los  ac- 
cidentes. Aurelio  Arrióla  manifestó,  que 
el  viernes  por  la  noche  José  Arroyave  le 
habló  para  que  diera  una  serenata  y ac- 
cediendo a ello  comenzaron  a tocar  fren- 


te a la  casa  de  doña  Teresa  viuda  de 
Méndez,  como  a las  diez  y medía  de  la 
noche  y que  entonces  fué  llamado  el  Li- 
cenciado Arroyave  por  el  Comisario,  quien 
le  reclamaba  a Horacio  Arroyave  la  fal- 
ta de  licencia  y como  éste  le  suplicara 
se  la  concediera,  el  Comisario  se  enojó  y 
comenzaron  a alegar,  sacando  acto  segui- 
do Maroquín  su  arma  y disparando  sobre 
Arroyave,  quien  cayó  al  suelo;  que  a los 
pocos  momentos  se  presentó  José  Arroya- 
ve  y viendo  tirado  a su  hermano  en  el 
suelo,  sacó  su  revólver  y disparó;  que  al 
ver  ésto  el  declarante  se  retiró  y no  se 
dió  cuenta  de  más;  que  esto  lo  presenció 
en  unión  de  los  demás  muchachos  que 
tocaban  la  marimba  desde  la  ventana  de 
la  Comisaría.  Simeón  Batz  dijo,  que 
el  dia  del  suceso  se  encontraba  de  guar- 
dia en  el  zaguán  de  la  Jefatura,  cuando 
oyó  varias  detonaciones  en  el  interior  de 
la  Comisarla,  por  lo  que  de  orden  del  ca- 
pitán Miguel  Pérez  salieron  a ver,  y fué 
entonces  cuando  Pérez  resultó  herido,  ig- 
norando quién  haya  sido  el  autor  de  los 
disparos.  El  soldado  Gerardo  Montúfar 
manifestó,  que  estando  de  guardia  en  el 
portón  al  oír  los  disparos  que  se  hacían 
en  el  interior  de  la  Comisaría,  de  orden 
del  capitán  Miguel  Pérez  acudieron  Y ob- 
servaron que  el  Licenciado  Arroyave  dis- 
paraba, resultando  herido  el  capitán  y 
que  en  ese  momento  sólo  don  Horacio  y 
el  Comisario  se  encontraban  en  el  local 
de  la  Comisaría.  Los  soldados  Martin 
Coxol  y Francisco  Marroquin,  dijeron  que 
estando  de  guardia  en  el  zaguán  de  la 
Jefatura,  oyeron  varias  detonaciones  en 
el  interior  de  la  Comisaría,  por  lo  que 
de  orden  del  capitán  M'guel  Pérez  fue- 
ron, resultando  lesionado  el  capitán^  pe- 
ro los  dos  ignoran  quién  haya  sido  el  de 
los  disparos.  Rafael  Arrióla,  Alejandro 
Montúfar,  Trinidad  Morales,  Rabisón  Ro- 
dríguez y José  Arrióla  declararon  en  la 
misma  forma  que  Aurelio  Arrióla.  El  sol- 
dado Germán  Pajarito,  manifestó  que  en- 
contrándose de  guardia  en  el  portón  de 
la  Jefatura  Política,  oyó  varias  detona- 
ciones en  el  interior  de  la  Comisaría,  por 
lo  que  de  orden  del  capitán  Pérez  se  cons- 
tituyeron en  dicho  lugar,  pero  cuando  lle- 
garon ya  habían  terminado  los  disparos, 
y como  el  capitán  se  adelantara,  resul- 
tó herido,  ignorando  quién  haya  sido  el 
autor  de  ellos. 

Antonio  Pee  dijo:  que  el  dia  del  su- 
ceso como  a las  diez  y media  se  encon- 
traba en  compañía  de  Elíseo  Aceituno  y 
Wenceslao  Villanueva  en  la  esquina  dél 
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mercado  de  Chimaltenango,  oyendo  una 
serenata,  cuando  observó  que  un  sar- 
gento y dos  agentes  de  policía  llegaron 
a llamar  al  Licenciado  Arroyare  y a su 
hermano  José,  por  lo  que  se  fueron  és- 
tos en  unión  de  los  agentes  para  la  Co- 
misaria, y que  el  declarante  y sus  com- 
pañeros se  fueron  detrás;  que  el  Comisa- 
rio pidró  la  licencia  y como  le  contesta- 
ron que  no  la  tenían  pero  que  estaban 
dispuestos  a pagarla,  el  Comisario  los  tra- 
tó muy  mal,  sacando  acto  seguido  su  es- 
cuadra, y como  el  Licenciado  Arroyare  le 
bajara  la  mano  ordenó  a los  agentes  que 
hicieran  fuego  y al  ejecutar  éstos  la  or- 
den, el  Licenciado  Arroyare  cayó  al  sue- 
lo que  entonces  José  dijo  al  Comisario  que 
no  se  mataba  así  a su  hermano  y sacando 
una  pistola  tnegra  le  disparó  al  Comii- 
sario,  quien  hizo  fuego  también  al  mismo 
tiempo  y que  ésto  lo  presenció  de  la  pri- 
mera rentana  que  da  a la  calle  de  la  Co- 
misaría. Examinado  José  Gálrez  por  me- 
dio del  intérprete  Enrique  Salan,  declaró 
en  parecidos  térm'nos  que  el  anterior. 

Al  ampliar  su  declaración  el  Licenciado 
Arroyare  expuso:  que  en  el  momento  que 
el  Comisario  le  disparaba  y al  desviarle 
la  escuadra  lo  hirió  en  la  pierna  izquier- 
da. cayendo  al  suelo,  y que  también  dis- 
paraba la  policía;  que  en  esos  momentos 
llegó  su  hermano  José  y se  agarró  a ti- 
ros con  el  comisario  y toda  la  policía. 
Wenceslao  Villanueva  y Elíseo  Aceituno 
se  pT'odujeron  en  los  mismos  términos  que 
Antonio  Pee,  con  algunas  variantes  de 
forma.  Al  ampMar  nuevamente  su  decla- 
ración el  Licenciado  Arroyare,  dijo  que 
la  noche  de  la  tragedia,  Antonio  Argue- 
ta.  que  se  encontraba  con  él,  le  preguntó 
que  si  tenía  arma  cuando  fué  llamado 
por  el  comisario  y que  se  la  dejara,  con- 
tpstándole  que  no  y levantándose  el  saco 
para  convencerlo,  y que  en  e.se  momento 
su  hermano  José  les  d’jo  “aquí  tengo  yo 
dos”,  abriéndose  el  saco  para  enseñár- 
selas, ante  Aurelio  y José  Arrióla.  Ale- 
jandro Montúfar  al  ampliar  su  declara- 
ción manifestó  que  no  rió  que  el  Licen- 
ciado Arrovave  tuv'era  pistola,  pero  que 
su  hermano  José  tenía  dos.  En  igual  sen- 
tido declaró  José  Arrióla  asi  como  tam- 
bién Aurelio  del  mismo  anelido,  Trinidad 
Morales,  Rabisón  Rodríguez  y Rafael 
Arrióla. 

A folios  48,  49  y 53  de  la  segunda 
pieza,  aparecen  las  partidas  de  defunción 
de  José  Arroyare,  M guel  Pérez  y de  Mo- 
desto A.  Marroquin  respectivamente.  A 
folios  60,  66  y 43  los  informes  médicos  de 


Miguel  Pérez,  José  Arroyare  y Modesto 
Maroquín  y a folios  255  y 251  la  amplia- 
ción de  estos  informes.  También  aparece 
en  la  4a.  pieza  a folios  6 y 7 el  plano 
que  se  levantó  en  la  Comisaría  de  Poli- 
cía. 

Antonio  Argueta,  dijo  que  la  noche 
del  suceso  andaba  en  compañía  de  Jo- 
sé y Horacio  Arroyare  en  una  serenata 
que  se  daba  frente  a la  casa  de  Teresa 
viuda  de  Méndez,  cuando  fué  llamado  el 
segundo  por  el  Comisario  y entonces  le 
dijo  al  Licenciado  que  si  tenia  pistola  que 
se  la  dejara,  respondiendo  que  no  y para 
demostrárselo  se  levantó  el  saco;  que  en 
compañía  del  Licenciado  se  fué  su  her- 
mano José,  juntamente  con  tres  agentes 
para  la  Comisaria;  que  con  el  objeto  de 
ver  qué  era  lo  que  pasaba,  el  dicente  y 
varios  de  los  que  estaban  oyendo  la  se- 
renata se  fueron  detrás,  quedándose  unos 
viendo  por  los  balcones  y el  declarante 
llegó  hasta  la  puerta  de  la  Comisaría,  en 
donde  presenció  que  los  señores  Arroya- 
ve  y el  comisario  discutían  con  respecto 
a la  licencia  y como  se  negara  a dársela 
el  comisario  al  Licenciado  Arroyave,  su 
hermano  José  se  separó  diciendo  que  iba 
a solicitarla  al  Jefe  Político,  s'guiendo  el 
Licenciado  y el  comisario  discutiendo  aca- 
loradamente, al  extremo  de  que  el  co- 
misario sacó  una  escuadra,  la  que  Arro- 
yave le  agarró  y en  ese  momento  se  pro- 
dujo un  disparo,  regresando  casi  al  mis- 
mo tiempo  José  Arroyave  y al  ver  la  ac- 
titud en  que  se  encontraban,  sacó  su  re- 
vólver y comenzó  a disparar  y que  te- 
meroso de  que  le  alcanzara  algún  proyec- 
til se  fué  el  dicente  a la  plaza,  pero  que 
el  tiroteo  continuó,  oyendo  como  veinti- 
cinco disparos  aproximadamente,  no 
viendo  quién  los  hizo,  pero  que  en  los 
nrimeros  momentos  acudieron  varios  po- 
licías y so'dados. 

El  General  Rosalio  Reyna  manifes- 
tó, que  se  encontraba  de  Jefe  Políti- 
co y Comandante  de  Armas  de  Chimal- 
tenango. cuando  se  desarrollaron  los  he- 
chos que  se  describen  en  esta  causa,  co- 
mo a las  diez  de  la  noche  los  hermanos 
Horacio  y José  Arroyave  acompañados  de 
otras  personas,  sacaron  una  serenata  de 
marimba,  la  que  mandó  a suspender  el 
comisar'o  Coronel  Modesto  Marroquin,  por 
no  haber  sacado  la  licencia  respectiva; 
motivo  por  el  cual  los  hermanos  Arroya- 
ve  se  dirigieron  a la  Comisaria  y en  vez 
de  atender  las  indicaciones  hechas  por 
el  comisario,  se  alteraron  y se  cruzaron 
palabras,  por  lo  que  José  fué  a darle  par- 
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te  al  declarante,  y que  a los  pocos  minu- 
tos se  oyeron  las  detonaciones,  por  lo  que 
el  dicente  llamó  al  capitán  Miguel  Pérez, 
jefe  del  retén,  para  que  pusiera  orden, 
contestándole  el  capitán  que  estaba  heri- 
do, por  lo  que  acompañado  del  Adminis- 
trador de  Rentas  Ramón  Mendizábal,  sa- 
lió de  sus  despacho  para  poner  en  orden 
las  cosas  y cuando  llegó  a la  Comisaría, 
encontró  tirado  en  el  suelo  ya  muerto  a 
Modesto  Marroquín  y a José  Arroyave  to- 
davía vivo,  pero  que  se  quejaba  mucho, 
que  Horacio  Arroyave  estaba  de  pié  y con 
la  pistola  en  la  mano;  de  quien  ordenó 
su  captura  y su  traslado  a la  cárcel;  lla- 
mando acto  seguido  al  Juez  de  Paz  y al 
Cirujano  Departamental  para  los  efectos 
consiguientes,  y que  en  la  misma  pieza 
estaba  lesionado  un  agente  de  la  poli- 
cía. 

El  agente  Trineo  Castellanos  dijo,  que 
cuando  José  Arroyave  sal'ó  de  la  Co- 
misaría y se  dirigió  a la  habitación  del 
Comandante  de  Armas,  cuando  regresó 
disparó  sobre  el  comisario  Modesto  Ma- 
rroquín todos  los  tiros,  habiéndosele  ido 
encima  Maroquin  y empezaron  a luchar, 
en  cuyo  momento  el  Licenciado  Arroyave 
se  inclinó  sobre  el  Comisario  procurando 
desarmarlo,  lo  que  el  declarante  trató  de 
evitar  con  su  batón  que  portaba,  pero  que 
no  logró  por  haber  recibido  un  balazo  del 
Licenciado  Arroyave  en  la  clavicula  iz- 
quierda, que  al  desarmar  a Marroquín, 
Arroyave  le  disparó  con  su  propia  pistola 
y que  habiéndose  presentado  el  capitán 
Miguel  Pérez,  el  L’cenciado  Arroyave  le 
disparó  también  con  la  pistola  del  Co- 
misario; que  cuando  entró  el  Comandan- 
te de  Armas  le  quitó  a Horacio  Arroyavei 
la  pistola  de  su  pertenencia  que  aún  te- 
nía en  las  manos,  pues  el  otro  levólver 
que  quitó  lo  botó  al  suelo  al  notar  que 
ya  no  disparaba. 

RESULTA:  que  elevada  la  causa  a ple- 
nario,  se  tomó  al  reo  su  confesión  con 
cargos  por  los  delitos  de  parricidio,  do- 
ble homicidio,  atentado  a los  agentes  de 
la  autoridad,  lesiones  y varias  estafas. 

En  este  estado  se  recibió  la  declaración 
del  Administrador  de  Rentas  Ramón 
Mendizábal,  quien  di  jo  que  en  una  fecha 
que  no  recordaba,  encontrándose  el  de- 
clarante en  la  Jefatura  Política,  con  el 
Comandante  de  Armas  Rosalio  Reyna,  co- 
mo a las  diez  y media  de  la  noche,  oye- 
ron varas  detonaciones,  por  lo  que  se 
dirigieron  a la  Comisaria  en  donde  en- 
contraron al  Licenciado  Arroyave  y el  lo- 


cal lleno  de  humoi  y en  el  suelo,  ya  muer- 
to, al  Comisario  y en  agonía  a José  Arro- 
yave; que  no  se  fijó  si  Arroyave  portaba 
arma. 

Por  haber  desistido  de  la  acusa- 
ción María  Inés  Tez  y Catarina  Chapas, 
previos  los  trámites  correspondientes,  se 
les  tuvo  por  desistidas  de  su  acusación. 

RESULTA:  que  durante  el  término  pro- 
batorio el  acusador  Tomás  Pérez  pidió 
que  Aurelio  Arrióla,  Trinidad  Morales, 
Robisón  Rodríguez,  José  Arrióla^  Antonio 
Pee,  Elíseo  Aceituno,  Wenceslao  Villanue- 
va,  Alejandro  Montúfar,  Rafael  Arrióla  y 
Antonio  Argueta  ratificaran  sus  decla- 
raciones y al  mismo  tiempo  que  les  fue- 
ron dirigidas  las  preguntas  que  acompa- 
ñó. Aurelio  Arrióla  ratificó  sus  declara- 
ciones y al  ser  repreguntado  dijo:  que  el 
día  tres  de  enero  dei  corriente  año  se  en- 
contraba en  la  cabecera  de  Chimaltenan- 
go  y que  José  Arroyave  le  solicitó  una 
serenata;  que  no  recordaba  qué  perso- 
nas acompañaban  a los  Arroyave  y que  no 
era  cierto  que  Arroyave  (Horacio)  les  ha- 
ya ordenado  que  dejaran  de  tocar;  que 
después  de  que  tocaron  una  pieza  se  di- 
rigieron a la  ventana  de  la  Comisarla 
y que  no  recordaba  si  los  vidrios  de  la 
ventana  fueron  rotos  por  los  disparos  en 
los  momentos  en  que  espiaban;  que  no 
podía  precisar  el  número  de  disparos  y 
que  cuando  llegó  a la  ventana  de  la  Co- 
misaría no  habían  disparado  y lo  único 
que  vió  fué  que  el  Comisario  disparó  y 
fué  cuando  cayó  el  Licenciado'  Arroyave, 
dando  las  demás  expTcaciones  en  las  re- 
preguntas que  se  le  hicieron  y que  no  se 
relatan  por  no  tener  ninguna  importan- 
cia. Rafael  Arrióla,  Antonio  Pee,  Alejan- 
dro Montúfar  y Robisón  Rodríguez  rati- 
ficaron sus  declaraciones  y al  contestar 
las  repreguntas  que  se  les  dirigieron,  no 
modificaron  sus  declaraciones.  También 
fueron  examinados  por  la  parte  acusa- 
dora y repreguntados  por  la  parte  reo, 
Guillermo  Portillo,  Julio  Gil  del  Valle, 
Bernardo  Tum,  Pedro  Lima,  Damián  Cas- 
tellanos. 

Se  practicó  una  inspeción  ocular  en 
el  local  que  ocupaba  la  policía  na- 
cional, de  la  siguiente  manera:  sobre 
el  escr'torio  del  Comisario  se  colocó  una 
candela  encendida  y diez  personas  pre- 
senciando en  la  primera  ventana  de  aquel 
local,  quienes  d'jeron  que  se  notaba  la 
presenc’a  de  las  personas  en  el  interior, 
pero  únicamente  al  rededor  de  la  mesa, 
no  así  en  la  demás  extensión  de  la  pie* 
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za;  esta  diligencia  se  practicó  a través 
de  los  Vidrios  de  la  ventana  como  a las 
ocho  de  la  noche.  A solicitud  de  la  par- 
te reo  se  rindieron  las  siguientes  prue- 
bas: el  Comisario  Santiago  Moran  infor- 
mó que  era  efectivamente  cierto  que  en 
el  mes  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  se  le  decomisó  al  profesor  Fabián 
Tobías  un  revólver  como  consta  en  el 
inventario  formulado  el  treinta  de  di- 
ciembre del  año  citado,  con  motivo  de  ha- 
berse hecho  aargo  de  la  Comisaria  de 
Chimaltenango  Modesto  A.  Marroquín, 
quien  se  dió  por  recibido  de  dicha  ar- 
ma y como  murió  trágicamente  se  supo- 
nía que  no  entregó  al  Coronel  Teodoro 
Hernández;  y que  el  arma  era  38  largo. 
A folio  85  de  la  2a.  pieza  aparece  el  in- 
forme de  las  lesiones  sufridas  por  Irineo 
Castellanos  y del  reo  Horacio  Arroyave. 
A folio  90  aparece  informe  del  Ministerio 
de  la  Guerra,  en  el  que  se  dice  que  las 
armas  calibre  45  no  pueden  usarlas  nin- 
gún particular,  sino  solamente  los  mili- 
tares en  actual  servicio.  Pedro  Matías 
dijo  que  la  noche  del  dos  de  enero  no 
portaba  arma  el  Licenciado  Arroyave  y 
que  cuando  José  Arroyave  y el  Comisario 
disparaban,  el  reo  Arroyave  se  encon- 
traba botado  en  el  suelo  y herido;  y que 
solamente  vió  que  un  disparo  hizo  Irineo 
Castellanos  sobre  José  Arroyave  y que  ob- 
servó que  cuando  disparaban  José  y el 
Comisario,  el  capitán  Miguel  Pérez  en- 
traba, habiendo  dicho  en  este  momento 
Pérez  que  le  habían  pegado;  y que  el  ar- 
ma con  que  disparaba  el  Comisarlo  era 
escuadra  calibre  45  y según  aparece  del 
informe  de  folio  60  de  la  2a.  pieza  la 
bala  que  se  le  extrajo  a Miguel  Pérez  era 
de  acero  calibre  45,  bala  que  se  perdió  y 
que  no  se  pudo  saber  su  paradero;  tam- 
bién afirmó  que  era  cierto  que  al  subir 
Irineo  Castelanos  al  automóvil  que  lo 
condujo  al  Hospital  de  la  Antigua  sacó  un 
revólver  y se  lo  entregó  a una  persona 
que  no  conoció,  testigo  que  fué  repregun- 
tado por  la  parte  acusadora.  José  María 
Ruano,  ex-Juez  de  la.  Instancia  acciden- 
tal de  Chimaltenango  y Juez  de  Paz  de 
aquella  cabecera  al  ratificar  sus  actua- 
ciones, contestó  a las  repreguntas  que  se 
le  dirigieron,  que  el  General  Resalió 
Reyna  se  encontraba  en  la  Comisaría 
cuando  el  declarante  llegó,  y que  lo  que 
hacia  el  General  era  no  dejar  entrar  a 
nadie  y como  no  pudo  desarmar  la  escua- 
dra del  Comisario;  no  recordando  bien 
si  fué  Julio  Aguilar  o Gabriel  Santizo 
quienes  le  sacaron  la  tolva,  y fue  en- 


tonces cuando  la  registró  el  referido  Ge- 
neral; que  el  acta  que  él  levantó  como 
Juez  fué  la  que  le  sirvió  al  Licenciado 
Torselli  de  base;  que  era  cierto  que  él 
registró  las  armas  del  retén  que  se  en- 
contraba en  la  Comandancia  de  Armas 
esa  noche,  pero  que  no  revisó  dichas  ar- 
mas y parque  del  cuerpo  de  policía;  y 
que  como  no  sabía  dónde  era  el  occipi- 
tal hizo  constar  en  el  acta  que  el  tiro  que 
presentaba  el  comisario  había  sido  pe- 
gado por  detrás.  Lorenzo  B.  Galindo  dijo 
que  el  dos  de  enero  por  la  noche  vió  que 
el  Comisario  sacó  una  escuadra  y con 
ella  hizo  un  disparo  al  Licenciado  Arro- 
yave, quien  cayó  al  suelo;  que  era  cier- 
to que  durante  el  tiempo  de  los  disparos 
que  serian  como  diez  o quince,  el  Licen- 
ciado Arroyave  permaneció  en  el  suelo,  y 
por  consiguiente  no  vió  que  disparara  ni 
que  sacara  arma  alguna;  viendo  si,  que 
un  agente  disparaba  sobre  José  Arroya- 
ve,  que  no  conoció  pero  que  era  moreno, 
bajito  y que  disparaba  con  revólver.  Del 
folio  17  al  31  de  la  pieza  corre  agregada 
la  causa  que  por  desorden  público  se  ins- 
truyó contra  el  Licenciado  Arroyave,  la 
que  fué  fenecida  por  el  Juez  de  Paz  de 
Chimaltenango.  Don  Avelino  Mota,  que 
acompañó  al  General  Reyna  en  unión  de 
Ramón  Mend  zábal,  al  ser  examinado  se 
produjo  en  los  mismos  términos  que  este 
último. 

RESULTA;  que  llenados  los  demás  trá- 
mites del  plenario,  el  Juez  de  la.  Instan- 
cia de  Chimaltenango,  con  fecha  vein- 
tiocho de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y uno,  dictó  sentencia  en  la  cual 
declara:  lo.  absuelto  del  cargo  que  se  le 
formuló  al  Licenciado  Horacio  Arroyave, 
por  el  delito  de  estafa  que  dieron  lugar 
a su  encausamiento;  2o.  absuelto  asimis- 
mo del  cargo  que  se  le  dedujo  por  el  de- 
lito de  parricidio,  y sobreseída  la  causa 
en  lo  que  respecta  a la  responsabilidad 
que  le  pudiera  aparecer  al  Coronel  Mo- 
desto Marroquín,  Doctor  José  Arroyave  y 
Capitán  Miguel  Pérez,  por  haber  muerto, 
declarando  por  último  que  el  licenciado 
Horacio  Arroyave  era  autor  de  los  delitos 
de  homicidio,  lesiones  y atentado  a los 
agentes  de  la  autoridad  en  riña  confusa 
y tumultuaria  y conceptuando  lo  más  fa- 
vorable para  él,  le  imponía  la  pena  de  cin- 
co años  de  prisión  correccional,  pena  ma- 
yor correspondiente  a los  delitos  come- 
tidos aumentada  en  una  tercera  parte,  es 
decir,  seis  años  ocho  meses  que  purgaría 
en  la  Penitenciaria  Central  después  de 
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abonar  el  t empo  padecido;  3o.  le  suspen- 
dió en  el  ejercicio  de  sus  derechos  polí- 
ticos durante  el  tiempo  de  la  condena; 
4o.  lo  dejó  afecto  al  pago  de  las  respon- 
sabilidades civiles  provenientes  del  delito 
y a reponer  el  papel  empleado  en  la  cau- 
sa y permitiéndole  por  último,  conmutar 
la  pena  impuesta  en  sus  dos  terceras  par- 
tes a razón  de  treinta  y cinco  centavos 
de  quetzal  por  día  y la  Sala  2a.  al  cono- 
cer en  grado  profirió  la  sentencia  de  que 
se  ha  hecho  mención  en  la  parte  dispo- 
sitiva de  este  fallo,  de  cuya  ejecutoria 
el  Procurador  Oficial  de  la  Sala  2a.  Li- 
cenciado Héctor  Vinagran  introdujo  el 
presente  recurso  de  casación  por  viola- 
o'ón  de  ley  y denunció  como  infringidos 
los  Artos.  676,  ines.  4o.,  5o.  y 6o.,  571,  586, 

594,  595  y 599  Prs.  Pns.  y 19  Dto.  1728. 
También  el  reo  con  auxilio  del  Licenciado 
Fabián  Imeri  interpuso  casación,  citando 
como  violadas  las  leyes  siguientes:  568, 
570,  571  572  2a.  parte,  573,  574,  587,  589, 

595,  607,’  162,  586,"  735  inc.  3o.  del  Códi- 
go de  Pros.  Pns.;  lo.  11,  22,  inc.  17,  23,  24, 
29  inc.  lo.,  65,  86,  139  2a.  parte,  149,  150, 
295,  296,  304  y 310  Cód.  Penal  y pedidos 
los  antecedentes  y señalado  dia  para  la 
vista,  es  el  caso  de  dictar  la  sentencia 
que  corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  el  análisis  y es^ 
timación  de  las  pruebas  rendidas  pono  en 
evidencia  los  hechos  siguientes:  que  la 
noche  del  dos  de  enero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y uno,  entre  diez  y diez  y me- 
d a de  la  noche,  Horacio  y José  Arroyave 
llegaron  a la  Comisaria  de  Policía  de  Chi- 
maltenago  por  llamado  del  Comisario  Mo- 
desto A.  Maroquín,  quien  trataba  de  evi- 
tar que  continuara  una  serenata  orga- 
nizada por  aquéllos  sin  haber  obtenido 
previamente  la  licencia  respectiva.  La 
citación  del  jefe  de  policía  d;ó  lugar  a 
que  los  señores  Arroyave  entraran  en  ra- 
zones con  él  y pasando  a las  vías  de  he- 
cho dispararan  sus  revólveres  y se  tra- 
bara el  recíproco  ataque  del  cual  salie- 
ron muertos  el  propio  José  Arroyave  y el 
Comisario  Marroquin  y herido  el  agente 
Irineo  Castellanos.  El  procesado  Horacio 
Arroyave  negó  su  culpabilidad  y trató  de 
probar  que  él  no  había  hecho  ningún  dis- 
paro sino  había  sido  simple  expectador 
de  lo  ocurrido,  pero  las  constancias  de 
autos  demuestran  lo  contrario;  en  efecto, 
en  el  interior  del  Despacho  solamente  es- 
taban el  Comiisario  y los  dos  Arroyave 
cuando  comenzó  a desarrollarse  el  su- 
ceso; el  mismo  reo  Horacio  en  sus  varias 


indagatorias  re' ata  de  distinto  modo  los 
hechos  dando  con  ésto  la  impresión  de 
que  oculta  la  verdad;  sus  testigos  son 
contradictorios  y se  demostró  en  el  acto 
de  la  reconstrucción  del  cr  men  que  no 
podían  haber  observado  desde  afuera  lo 
que  estaba  ocurriendo  en  el  interior;  el 
agente  lesionado  Castellanos  lo  sindicó 
como  autor  de  las  lesiones  que  sufriera; 
y el  comandante  de  Armas  declara  que 
cuando  penetró  al  local  de  la  Comisaria 
encontró  a Horacio  con  el  revólver  en  la 
mano,  los  cadáveres  en  el  suelo  y el  agen- 
te herido. 

De  lo  expuesto  se  deduce  que  los  her- 
manos Arroyave  acometieron  al  Comisa- 
rio en  su  propio  Despacho  y le  dieron 
muerte  con  sus  revólveres,  cometiendo  con 
este  hecho  los  delitos  de  homicid  o y 
atentado.  Artos.  295  y 141  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  la  muerte  del 
Comisario  fué  el  resultado  natural  del 
acometimiento  que  Horacio  h zo  sobre  él 
en  unión  de  su  hermano  José;  y aunque 
no  consta  quién  de  ellos  causq  cada  una 
de  las  heridas  que  le  privaron  de  la  vida, 
si  está  comprobado  que  ambos  fueron  los 
autores  de  esas  lesiones,  razón  por  la  cual 
no  es  aplicable  al  caso  la  doctrina  con- 
tenida en  el  articulo  296  del  Código  Penal, 
En  efecto,  este  articulo  parte  del  supues- 
to de  que  no  es  conoc'do  el  autor  de  un 
homicidio  causado  entre  el  tumulto  y 
confusión  de  una  riña  y por  tal  razón 
impone  a cada  uno  de  los  que  hubieran 
causado  lesiones  graves  la  pena  de  cinco 
años  de  prisión  correccional  y si  no  cons- 
tare quién  hubiere  causado  d'chas  lesio- 
nes graves,  inflige  a cada  agresor  la  pe- 
na de  tres  años  de  prisión;  pero  en  el  ca- 
so que  se  examina  no  ocurre  lo  mismo, 
pues  cuando  la  lucha  es  limitada  y di- 
recta entre  cuatro  personas  por  un  lado 
y dos  por  la  otra  (suponiendo  que  con  el 
Comisario  hayan  estado  tres  agentes)  de 
modo  conocido  y distinto  y puede  seña- 
larse la  participación  de  cada  uno  de  los 
contendientes  desaparece  la  figura  de 
delito  a que  se  refiere  la  disposición  ci- 
tada y se  abre  paso  la  disposiición  del 
articulo  297,  apareciendo  el  homicidio  per- 
fectamente caracterizado.  Como  la  Sala 
sentenciadora  cometió  error  de  derecho 
en  esta  calificación  según  queda  expues- 
to procede  casar  y anular  la  ejecutoria 
recurrida  para  dictar  la  que  corresponde 
en  derecho.  Arts.  689,  568,  570,  566, 
589,  594,  595,  596,  600  y 601  P.  P. 
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CONSIDERANDO;  que  también  existe 
prueba  respecto  de  la  lesión  que  sufrió 
Irineo  Castellanos,  quien  sindicó  desde  el 
primer  momento  como  autor  de  ella  al  Li- 
cenciado Horacio  Arroyave  y corroborado 
su  dicho  con  las  demás  constancias  de 
autos  y dado  el  informe  médico,  la  pe- 
na que  le  corresponde  por  este  delito  es 
la  de  dos  años  de  prisión  correccional, 
conmutables  en  sus  dos  terceras  partes. 
Artos.  568  P.  P.;  304  inciso  4o.  Código  Pe- 
nal. 

CONSIDERANDO:  que  asimismo  es  res- 
ponsable del  delito  de  atentado,  pues  Ma- 
rroquin  como  jefe  de  policía  era  agente 
de  la  autoridad  y se  encontraba  en  su 
propio  Despacho,  ejerciendo  sus  atribu- 
ciones, por  lo  que  el  delito  de  atentado 
está  bien  caracterizado,  toda  vez  que  éste 
se  realiza  acometiendo,  desobedeciendo, 
resistiendo  e intimidando  a las  personas 
que  el  texto  legal  menciona,  delito  que 
únicamente  desaparece  cuando  consta  y 
se  acredita  que  de  parte  de  la  autoridad 
o sus  agentes  haya  habido  abuso,  proban- 
za que  no  existe.  Por  este  delito  procede 
imponer  a Horacio  Arroyave  la  pena  de 
dos  años  de  prisión  coreccional,  conmuta- 
bles en  sus  dos  terceras  partes.  Arto.  141 
Cód.  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  la  muerte  de 
Miguel  Pérez  no  puede  ser  atribuida  a 
ninguno  de  los  Arroyave  pues  según  cons- 
ta del  informe  médico  y la  autopsia  res- 
pectiva, este  individuo  fué  muerto  con 
bala  de  acero  calibre  45,  arma  que  según 
el  informe  del  Ministerio  de  la  Guerra 
únicamente  pueden  usar  los  militares  en 
servicio  activo,  siendo  en  consecuencia  la 
presunción  legal  de  que  el  autor  de  la 
muerte  de  Pérez  fué  el  Comisario  de  la 
policía  y por  haber  muerto  éste  se  im- 
pone el  sobreseimiento  en  cuanto  a la 
responsabilidad  que  hubiera  podido  de- 
ducirse si  viviera.  Igual  sobreseimiento 
procede  en  cuanto  a la  culpabilidad  de 
José  Arroyave  en  la  muerte  de  Marroquín. 
Artos.  511,  512,  513  y 587  P.  P.;  8o.  Dto. 
1728. 

CONSIDERANDO:  que  en  cuanto  a los 
delitos  de  estafa  de  que  fue  acusado  el 
reo  Horacio  Arroyave,  por  Pedro  Mush, 
Marcelo  y Cecilio  Catú  y María  Inés  Tez; 
así  como  también  por  la  acusación  de 
Felipe  Cifuentes  y compañeros  por  el  de- 
lito de  sustracción  de  documentos  públi- 
cos, procede  absolverlo  del  cargo  que  se 


le  formuló  por  no  haberse  demostrado  su 
culpabilidad  por  ninguno  de  los  medios 
que  la  ley  señala.  Arto.  568  P.  P. 

CONSIDERANDO:  que  en  cuanto  a lo 
manifestado  por  Faustina  Juárez  Bocaj, 
procede  dejar  abierto  el  procedimiento 
para  que  se  s’ga  una  investigación  mi- 
nuciosa en  cuerda  separada,  con  el  ob- 
jeto de  establecer  los  hechos  que  pue- 
den desprenderse  de  tal  denuncia.  Artos. 
233  y 234  P.  P. 

CONSIDERANDO;  que  de  los  autos  no 
puede  deducirse  que  Horacio  Arroyave 
diera  muerte  a su  hermano  José,  mayor- 
mente si  se  toma  en  cuenta  que  los  Arro- 
yave portaban  únicamente  revólveres  ca- 
libre 32  y la  bala  que  se  le  extrajo  al  ca- 
dáver era  38,  por  lo  que  procede  absol- 
verlo de  la  instancia.  Artos.  568  y 730  P.  P. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  las  leyes 
citadas  y lo  que  disponen  los  Artos.  673, 
676,  681,  682,  684,  730  y 735  P.  P.,  11,  27, 

29,  33  y 44  Cód'go  Penal;  4o.  Dto.  1740'; 
22  Dto.  1728  y 27  Ley  Orgánica,  CASA  Y 
ANULA  la  sentencia  recurrida  y resolvien- 
do sobre  lo  principal  declara;  lo.  que 
Horacio  Arroyave  es  autor  del  delito  de 
homicidio  perpetrado  en  la  persona  de 
Modesto  A.  Marroquín  por  lo  que  se  le  im- 
pone la  pena  de  diez  años  de  prisj.ón  co- 
reccional inconmutables;  2o.  que  también 
es  autor  del  delito  de  lesiones  en  la  per- 
sona de  Irineo  Castellanos  y de  atentado, 
imponiéndole  por  cada  uno  de  estos  de- 
litos la  pena  de  dos  años  de  prisión  co- 
recional,  conmutables  en  sus  dos  terceras 
partes  a razón  de  dos  quetzales  por  día; 

30.  lo  absuelve  de  la  Instancia  en  cuanto 
al  delito  de  parricidio  en  la  persona  de 
su  hermano  José;  4o.  lo  absuelve  del  car- 
go por  los  delitos  de  estafa  y sustracción 
de  documentos  públicos  que  se  le  formu- 
laron por  falta  de  prueba  y asimismo  deja 
abierto  el  procedimiento  por  no  habérsele 
formulado  ningún  cargo  en  cuanto  a la 
acusación  de  Faustina  Juárez  Bocaj;  5o. 
sobresee  definitivamente  la  causa  en 
cuanto  a la  responsabilidad  que  pudiera 
habérseles  deducido  al  Comisario  Modesto 
A.  Marroquín  y al  Doctor  José  Arroyave, 
por  haber  muerto;  6o.  suspende  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  políticos  al  Li- 
cenc’ado  Horacio  Arroyave  durante  el 
tiempo  de  la  condena;  7o.  lo  deja  afecto 
al  pago  de  las  responsabilidades  civiles 
provenientes  del  delito  y a la  reposición 
del  papel  empleado  en  la  causa. 
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Notifíquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  autos  a donde 
corresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sala- 
zar  — Carlos  Castellanos  R.  — Salvo  mi 
voto  Alberto  Argueta  S.  — José  Serrano 
Muñóz.  Ante  mí,  Juan  Fernández  C.,  Se- 
cretario. 


VOTO  RAZONADO  DEL  SEÑOR 
MAGISTRADO  ARGUETA  S. 

El  día  22  de  febrero  del  año  en  curso, 
esta  Corte  Suprema  de  Justicia  dictó  sen- 
tencia en  las  causas  acumuladas  contra 
el  Licenciado  don  Horacio  Arroyave,  a 
quien  se  le  procesó  por  los  delitos  de  pa- 
rricidio, doble  homicidio,  atentado,  lesio- 
nes y varias  estafas;  en  la  cual  al  casar 
y anular  la  ejecutoria  de  la  Sala  2a.  de 
Apelaciones,  se  declaró:  lo.  que  Horacio 
Arroyave  era  autor  del  delito  de  homici- 
dio perpetrado  en  la  persona  de  Modesto 
A.  Marroquín,  por  cuya  infracción  se  le 
condena  a sufrir  la  pena  de  diez  años 
de  prisión  correccional  inconmutables; 
2o.  que  también  era  responsable  como 
autor  del  delito  de  lesiones  en  la  per- 
sona de  Irineo  Castellanos  y de  atenta- 
do, imponiéndole  por  cada  uno  de  estos 
delitos,  la  pena  de  dos  años  de  prisión 
correccional  conmutables  en  sus  dos  ter- 
ceras partes  a razón  de  dos  quetzales  por 
día;  3o.  que  se  le  absuelve  de  la  instancia 
en  cuanto  al  delito  de  parricidio  cometido 
en  la  persona  de  su  hermano  José  Arro- 
yave; 4o.  se  le  absuelve  del  cargo  que  por 
los  delitos  de  estafa  y sustracción  de  do- 
cumentos públicos  se  le  formularon  por 
falta  de  prueba,  dejando  abierto  el  pro- 
ced’miento  por  no  habérsele  formulado 
ningún  cargo  en  cuanto  a la  acusación  de 
Faustina  Juárez;  5o.  sobresee  definitiva- 
mente en  lo  que  se  refiere  a la  responsa- 
bilidad que  pudiera  habérseles  deducido 
al  Comisario  de  la  Policía  don  Modesto 
Marroquín  y al  Doctor  José  Arroyave,  por 
haber  muerto  ambos,  haciendo  por  últi- 
mo. las  demás  declaraciones  procedentes 
en  derecho. 

Tuve  la  pena  de  disentir  de  la  opinión 
de  mis  ilustres  y honorables  compañeros, 
pues  para  mi,  los  delitos  de  sangre  se  co- 
metieron en  riña  confusa  y tumultuaria 
y no  de  una  manera  directa  y determi- 
nada como  se-  analiza  en  el  fallo,  pues  en 


tal  caso,  indudablemente  la  figura  de  de- 
lito que  determinan  los  Artos  296  y 310 
del  Cód'go  Penal,  no  tendría  vida  jurí- 
dica por  faltarle  sus  condiciones  necesa- 
rias imponiéndose  como  consecuencia  le- 
gal, la  pena  de  diez  años  de  conformidad 
con  el  Arto.  295  Código  Penal. 

Para  apreciar  o determinar  los  deli- 
tos de  homicidio  y lesiones  en  riña  con- 
fusa y tumultuaria,  se  necesitan  tres  con- 
diciones o requisitos:  que  surja  entre  va- 
rios, riña  confusa  y tumultuaria;  que  de 
ella  resulte  muerte  o lesiones  graves  o 
menos  graves;  y por  último,  que  sea  des- 
conocido el  autor  de  estos  males.  Este 
del’to  supone  pues,  una  gran  confusión  y 
tumulto,  entre  los  que  mantienen  la  riña, 
haciéndose  imposible  determinar  con  fi- 
jeza la  participación  y consiguiente  res- 
ponsabilidad de  cada  uno  de  los  conten- 
d’entes,  en  el  mal  que  al  fin  de  la  re- 
vuelta resulte;  hay  más,  dado  el  número 
de  agujeros  que  había  en  la  Comisaría 
donde  se  verificó  el  hecho,  según  la  ins- 
pección ocular  llevada  a cabo  para  cons- 
tatarlos (32),  los  disparos  pasaron  en 
mucho  de  la  mencionada  cifra  y por  lo 
tanto,  es  imposible  determinar  la  acción 
individual  de  cada  uno  de  los  que  tomó 
parte  en  la  conUenda,  asi  como  el  núme- 
ro exacto  de  ellos;  incertidumbre  que  ha- 
ce suponer,  que  con  el  Comisario  estaban 
además  de  Irineo  Castellanos  v Miguel 
Pérez,  que  llegó  en  esos  momentos,  otros 
más.  para  poderse  explicar  siquiera  el 
número  de  disparos;  ya  que  no  se  puede 
llegar  de  esa  manera  a la  conclusión  de 
quién  los  hizo.  No  habiendo  testigos  pre- 
senciales, las  lesiones  que  cada  uno  de 
los  oco'sos  tenia  y que  fueron  la  causa 
determinante  de  su  muerte,  sólo  puede 
asegurarse  hipotéticamente  quiénes  fue- 
ron los  que  se  las  ocasionaron;  por  cuyo 
motivo  oniné,  que  únicamente  cabía  cas- 
tigar a Horacio  Arroyave  con  la  pena  se- 
ñalada a la  riña  confusa  y tumultuaria; 
pues  ignorándose  de  una  manera  cierta, 
quién  era  el  autor  de  las  lesiones  que 
determinaron  la  muerte  del  Comisario 
Modesto  Marroquín,  Miguel  Pérez  y José 
Arroyave  y quién  el  autor  de  las  heridas 
de  Irineo  Castellanos  y de  Horacio  Arro- 
yave, era  injusto  castigar  a este  último 
por  homicidio  cometi-do  de  una  manera 
directa,  tan  injusto,  que  en  el  mismo  fa- 
llo no  pudo  hacerse  la  declaratoria  de 
quién  fué  el  autor  de  la  muerte  de  José 
Arroyave. 

ff)  Alberto  Argueta  S. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Joaquín  Guinea  por  el 
delito  de  homicidio. 

La  legitima  defensa  exime  de  responsabi- 
lidad criminal,  porque  la  pena  que  se 
impondría  al  que  actúe  dentro  de 
ella,  no  llenaría  ningún  fin  social. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
mala,  once  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  sen- 
tencia de  fecha  once  de  enero  del  año 
en  curso,  dictada  por  la  Sala  5a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  en  la  causa  instrui- 
da por  le  delito  de  homicidio  contra  Joa- 
quín Guinea,  en  la  cual  desaprobando  la 
sentencia  consultada  y que  profirió  el 
Juez  de  la.  Instancia  de  Jutiapa,  declara: 
que  por  faltar  la  agresión  ilegitima  y só- 
lo existir  las  otras  dos  circunstancias  que 
señala  la  ley  para  la  legitima  defensa, 
procede  imponer  a Guinea  como  autor 
del  delito  de  homicidio  la  pena  de  dos 
años  de  prisión  correccional,  haciendo  las 
demás  declaraciones  legales. 

RESULTA:  que  el  seis  de  noviembre 
del  año  pasado,  a las  cinco  de  la  tarde, 
se  presentó  al  Juzgado  de  Paz  de  Moyu- 
ta,  Salomón  L.  Beteta,  dando  parte  de  que 
en  el  establecimiento  de  licores  de  Este- 
ban Yanes  Oliveros  se  encontraba  el  ca- 
dáver de  Francisco  Menéndez,  y al  ratifi- 
car su  denuncia  el  Regidor  de  la  Policía 
señor  Beteta,  agregó:  que  al  oir  una  deto- 
nación en  momentos  que  se  encontraba 
en  el  Juzgado  de  Paz,  salió  con  la  escolta 
de  armas  a ver  qué  era  lo  que  pasaba  y 
que  al  encontrar  al  chino  Enrique  Cheu, 
le  dijo  que  corriera,  pues  Joaquín  Guinea 
había  matado  a Francisco  Menéndez  en 
la  cantina  de  Esteban  Yanes  Oliveros.  El 
Juez  de  Paz  se  constituyó  en  el  lugar  del 
suceso  y al  levantar  el  acta  respectiva, 
hizo  constar  entre  otras  cosas,  que  el  oc- 
ciso presentaba  un  agujero  producido  con 
arma  de  fuego  en  la  región  frontal  sobre 
la  ceja  izquierda,  sin  salida;  otro  en  la 
clavícula  del  mismo  lado,  que  salió  por  la 
espalda,  y otro  en  el  pecho,  a la  dere- 
cha. También  hizo  constar,  que  el  muer- 
to tenía  un  cuchillo  con  vaina  y una  bol- 
sa de  revólver.  Examinada  la  dueña  de 
la  cantina  en  donde  se  verificó  el  suceso, 
doña  Manuela  Menqndez  de  Yanes,  dijo 


que  el  día  del  hecho  un  poco  antes  de 
las  cinco  de  la  tarde,  se  encontraban  en 
su  establecimiento  tomando  tragos,  Fran- 
cisco Menéndez,  Agustín  Morales,  Antonio 
Santos,  Carlos  Rodríguez  y Gregorio  Lo- 
renzo; que  al  rato  pasó  por  la  calle  Joa- 
quín Guinea  y al  verlo  pasar  Francisco, 
lo  llamó  diciéndole  que  entrara  a tomar 
un  trago,  con  palabras  vulgares,  a lo  que 
Guinea  le  dijo  que  se  lo  iba  a tomar  co- 
mo amigo,  y que  asi  que  se  tomaron  el 
trago  Menéndez  le  dijo  a Guinea  que  iban 
a averiguar  un  iio,  que  entonces  Guinea 
le  dijo  a la  declarante  que  sirviera  una 
cuarta  de  aguardiente,  la  que  se  toma- 
ron entre  todos  los  que  estaban  allí  y 
que  en  seguida  Menéndez  pidió  otra 
cuarta,  la  que  dejó  servida  en  el  mos- 
trador saliendo  para  el  interior  a dejar 
a un  niño  que  la  estaba  molestando  y 
cuando  venía  de  regreso  oyó  el  primer 
disparo  y al  penetrar  al  local  de  la  can- 
tina vió  que  Menéndez  tenia  el  revólver 
en  la  mano,  oyendo  que  Guinea  le  dijo: 
"ya  me  tiraste  Chico”  y que  en  ese  mo- 
n^ento  volvió  a penetrar  al  interior  para 
ver  quién  iba  a llamar  a la  escolta, 
cuando  se  sucedieron  varios  d’sparos,  pe- 
ro como  se  espantó  no  se  dió  cuenta  de 
cuántos  fueron  y que  únicamente  se  quedó 
Gregorio  Lorenzo,  quien  antes  le  había 
pedido  permiso  para  ir  a encender  a la 
cocina  un  cigarro  y que  los  demás  se  fue- 
ron a los  disparos.  Los  testigos  Agustín 
Morales,  Antonio  Santos  y Carlos  Rodrí- 
guez, declararon  en  los  mismos  térmi- 
nos que  la  señora  de  Yanes,  agregando 
el  primero,  que  Menéndez  sacó  su  revól- 
ver y se  le  fué  para  encima  a Guinea, 
disparándole  un  tiro  y que  Guinea  le  ma- 
noteó la  pistola  y por  no  alcanzar  un  ba- 
lazo salió  huyendo  y asi  declararon  los 
otros  dos  testigos.  Emilio  Ibáñez,  vecino 
de  la  cantina  de  Esteban  Yanes  Oliveros, 
dijo,  que  el  día  del  suceso,  estando  desen- 
sillando su  muía,  oyó  un  tiro  y al  volver 
la  vista  hacia  la  cantina,  vió  a Joaquín 
Guinea  con  un  parche  de  sangre  en  la 
pierna  izquierda,  y que  le  tenia  agarra- 
da la  pistola  a Francisco  Menéndez;  que 
también  observó  que  luchaban  oyendo  en 
ese  momento  un  segundo  disparo  y que 
después  los  vió  caer  al  suelo,  a Menéndez 
abajo  y a Guinea  encima,  oyendo  en  ese 
momento  dos  disparos  más  y que  después 
se  levantó  Guinea  y salió  huyendo,  que 
enseguida  se  levantó  Menéndez  y llegó  a 
la  puerta,  regresando  y cayendo  en  el 
centro  del  establecimiento. 
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RESULTA:  que  indagado  Joaquín  Gui- 
nea, manifestó:  que  el  día  del  suceso,  vi- 
niendo de  su  casa  para  el  beneficio  de 
los  señores  León  y Compañía,  donde  pres- 
taba sus  servicios,  al  pasar  frente  a la 
cantina  de  Esteban  Yanes  Oliveros,  Fran- 
cisco Menéndez  que  se  encontraba  toman- 
do en  dicha  cantina  en  unión  de  Carlos 
Rodríguez,  Agustín  Morales,  Gregorio  Lo- 
renzo y Antonio  Santos  lo  llamó  y que  sin 
su  voluntad  se  vió  obligado  a entrar  y al 
darle  la  mano  le  dijo  una  expresión  nada 
castiza,  pidiéndole  un  trago  enseguida  a 
la  cantinera,  y viéndolo  demasiado  gran- 
de el  declarante  no  se  lo  quería  tomar  y 
entonces  le  dirigió  otra  expresión  por  el 
estilo,  a la  que  contestó  el  dicente,  que 
se  lo  iba  a tomar  como  amigos,  diciéndole 
en  ese  momento  Menéndez,  que  tenía  que 
desenvolver  un  lío  y que  si  no  lo  desen- 
volvía allí  lo  harían  en  el  camino  que 
llevaba.  Que  el  lio  se  referia  a un  chis- 
me de  unos  muchachos  del  pueblo,  que 
le  habían  dicho  al  jefe  de  la  escolta  am- 
bulante don  Elias  Salazar,  que  Menéndez 
trataba  de  descomponer  la  escolta  para 
que  no  capturaran  a su  hermano  Felipe 
en  caso  que  lo  encontraran  en  la  Repú- 
blica; que  por  este  motivo  hacia  cuatro 
días  que  Menéndez  le  salió  al  camino 
cuando  el  declarante  regresaba  del  be- 
neficio para  su  casa,  con  intención  de  ma- 
tarlo, pero  que  gracias  a la  intervención 
de  don  José  Manuel  Salazar,  la  dificultad 
terminó.  Dijo  que  la  lesión  que  presenta- 
baba  en  el  muslo  izquierdo  se  la  había 
inferido  Francisco  Menéndez  y que  el  de- 
clarante pidió  a la  cantinera  una  cuartita 
de  aguardiente,  procurando  cortar  la 
averiguación  que  quería  seguir  Menéndez 
y que  cuando  éste  pidió  otra  cuartita  y la 
cantinera  la  sirvió  en  unos  vasos,  Menén- 
dez sacó  su  pistola  y tocándole  con  la  ma- 
no izquierda  el  hombre  derecho  abrió  su 
pistola  y le  dijo:  “mire  mi  pistola  tiene 
seis  tiros’’  y la  cerró  y haciendo  ademán 
de  metérsela  en  la  bolsa,  le  disparó  el 
tiro  que  presentaba  y que  entonces  el 
declarante,  le  manoteó  la  pistola,  pero  que 
entonces  Menéndez,  levantó  dicha  arma 
pegándole  el  terceazo  que  presentaba  en 
el  pómulo  izquierdo,  que  por  ésto  se  le  en- 
cerró y logró  agarrarle  la  pistola,  y em- 
pezaron a luchar,  por  lo  que  el  dicente 
sacó  la  suya  agarrándole  Menéndez  el  ca- 
ñón, y trataba  de  desarmarlo,  volviéndose 
más  tenaz  la  resistencia  del  referido  Me- 
péndez,  q,uien  lo  llevó  a estrellar  en  la  pa- 


red del  lado  Oriente  y viéndose  ya  bas- 
tante dañado  le  hizo  una  fuerza  mayor  y 
al  soltarle  Menéndez  la  pistola,  le  hizo  un 
disparo;  que  continuaron  luchando  hacia 
el  Poniente  y en  este  trayecto  logró  qui- 
tarle la  pistola  a Menéndez,  por  lo  que 
éste,  viéndose  desarmado,  echó  mano  a su 
cuchillo  pero  en  eso  cayeron  al  suelo,  Me- 
néndez debajo  y él  encima,  y que  para 
que  no  lo  matara  con  su  cuchillo  le  dis- 
paró otros  balazos,  y al  poderse  soltar  sa- 
lió de  huida  con  ambas  pistolas,  las  que 
tiró  al  monte,  yéndose  para  su  casa  en 
donde  lo  capturó  el  Regidor  Salomón  L. 
Beteta. 

A folios  8 y 10  corren  agregados  los  in- 
formes de  los  empíricos  don  Gregorio  Mo- 
rán  y don  Gustavo  R.  Umaña  debidamen- 
te ratificados,  sobre  las  lesiones  que  pre- 
sentaba el  occiso  Francisco  Menéndez  y 
la  lesión  de  Joaquín  Guinea  respectiva- 
mente, y a folio  25  la  partida  de  defun- 
ción del  primero.  En  el  plenario  se  reci- 
bió la  información  de  Rodolfo  Morán, 
Pedro  Galicia,  Raúl  y Antonio  Roca,  quie- 
nes declararon  sobre  los  malos  ante- 
cedentes del  occiso  y Toribio  Murillo,  Gus- 
tavo R.  Umaña  y Sinecio  Rivera,  declara- 
ron sobre  los  buenos  antecedentes  del  reo 
y llenados  los  demás  trámites  del  plena- 
rio, el  Juez  de  la  causa  con  fecha  vein- 
titrés de  diciembre  del  año  pasado,  dictó 
sentencia  en  la  que  absolvió  a Joaquín 
Guinea  del  cargo  que  por  el  delito  de 
homicidio  se  le  formuló,  por  estar  exento 
de  respensabilidad  criminal  por  haber 
obrado  en  legitima  defensa  y al  conocer 
la  Sala  5a.  en  consulta,  dictó  la  sentencia 
de  que  se  ha  hecho  relación  en  la  parte 
expositiva  de  este  fallo,  de  cuya  ejecuto- 
ria al  serle  notificada  al  reo,  con  auxilio 
del  Licenciado  Javier  Ramos  Orozco,  in- 
trodujo el  presente  recurso  de  casación, 
citando  como  infringida  la  fracción  la. 
del  inciso  4o.  del  Arto.  20'  del  Cód.  Penal, 
y pedidos  los  antecedentes  y señalado  dia 
para  la  vista,  es  el  caso  de  dictar  la  que 
corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  la  Sala  senten- 
ciadora, desconoció  la  agresión  ilegítima 
a que  se  refiere  la  fracción  la.  del  inciso 
4o.  del  Arto.  20  del  Cód.  Penal,  fundán- 
dose en  que  no  existe  tal  circunstancia 
cuando  se  rechaza  o se  repele  una  agre- 
sión esperada;  pero  al  estudiar  el  conte- 
nido de  la  ley,  se  comprende  que  se  nece- 
sita para  tomarla  en  cuenta,  que  el  agre- 
dido dé  ocasión  a la  actitud  del  agresor, 
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que  busque  la  ocasión  del  combate  o que 
dirija  al  adversario  expresiones  provoca- 
tivas que  denoten  una  disposición  hostil 
o ánimo  de  reñir,  o que  se  promueva  una 
cuestión  ya  terminada;  pero  en  el  pre- 
sente caso,  según  se  deduce  de  lo  declara- 
do por  doña  Manuela  de  Yanes  Oliveros, 
dueña  del  establecimiento  donde  se  des- 
arrolló el  hecho  investigado  y lo  expuesto 
por  los  testigos  presenciales,  Agustín  Mo- 
rales, Antonio  Santos,  lo  dicho  por  el  pro- 
pio reo,  aparece  que  de  parte  del  occiso 
Francisco  Menéndez  sí  hubo  agresión  ile- 
gítima. pues  sin  causa,  razón  o motivo 
oue  lo  autorizara  para  ello,  atacó  de  una 
manera  violenta  a Guinea,  siendo  esta 
agresión  como  la  ley  requiere,  actual,  in- 
minente y directa,  que  traspasó  los  lími- 
tes de  la  justicia  para  poner  a su  con- 
trario en  el  plano  de  la  defensa  privada, 
sancionada  y protejida  por  nuestra  ley  y 
lo  autorizó  por  consiguiente,  a una  reac- 
ción. oue  es  la  aplicable  f'-ente  a un  esta- 
do de  peligro.  Por  esta  razón  legal,  al  119 
tomar  como  probada  la  agresión  ilegíti- 
ma, que  es  el  hecho  generador  de  la  de- 
fensa, su  base  y fundamento  y sí  los  otros 
dos  requisitos  que  son  su  consecuencia  o 
resultado,  la  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones violó  la  ley  citada  por  el  recu- 
rrente, siendo  procedente  en  esa  virtud 
casar  y anular  la  ejecutoria  respectiva, 
para  dictar  la  sentencia  que  corresponde 
de  acuerdo  con  el  análisis  jurídico  de  la 
prueba  existente  en  autos,  que  es  lo  pro- 
cedente en  los  casos  como  éste,  como  ga- 
rantía de  acierto  y de  imparcialidad  en 
la  recta  administración  de  justicia.  Arto. 
687  .P  P. 

CONSIDERANDO;  que  en  la  causa  que 
se  tiene  a la  vista  aparece  demostrado, 
que  el  seis  de  noviembre  del  año  pasado, 
como  a las  cinco  de  la  tarde,  en  el  esta- 
blecimiento de  Esteban  Yanes  Oliveros, 
Joaquín  Guinea  dió  muerte  a Francisco 
Menéndez,  pero  este  homicidio  dadas  las 
circunstancias  que  rodearon  el  hecho,  de- 
be aceptarse  cometido  en  legitima  defen- 
sa, como  se  deduce  del  examen  de  las  tres 
condiciones  requeridas  por  el  inciso  4o. 
del  Arto.  20  del  Cód.  Penal;  en  efecto  la 
agresión  ilegítima,  circunstancia  ésta 
esencial  e indispensable  del  derecho  de 
defensa,  pues  según  doctrina  constante 
carecen  de  virtualidad  jurídica  y no  pue- 
den discutirse  los  demás  requisitos,  que 
tiene  de  ella  dependencia  más  o menos 
directa-  y le  están  suboMinados,’  toda  vez 


que  si  no  existe  la  agresión,  desaparece 
el  concepto  de  la  defensa  como  eximente, 
aparece  demostrada:  Francisco  Menéndez 
llamó  a Joaquín  Guinea  cuando  pasaba 
frente  al  establecimiento  de  Oliveros,  di- 
rigiéndole al  entrar  palabras  vulgares  y 
haciendo  que  tomara  un  trago  grande,  y 
después  de  haberle  enseñado  la  pistola 
se  le  fué  encima  y le  disparó;  por  con- 
siguiente la  agresión  ilegítima  de  que  fue 
objeto  Guinea,  está  bien  caracterizada 
cor  la  actualidad  del  peligro.  La  aprecia- 
ción de  la  necesidad  racional  del  medio 
empleado  para  impedir  o repeler  la  agre- 
sión injusta,  corresponde  a los  tribunales 
al  comparar  y concordar  con  sujeción  a 
las  reglas  de  la  sana  crítica,  los  actos  y 
acidantes  que  hayan  mediado  en  la  eje- 
cución del  hecho,  el  medio  y forma  cómo 
se  haya  llevado  a cabo  y las  circunstan- 
cias personales  del  ofensor  y ofendido, 
debiendo  tenerse  presente,  que  en  los  mo- 
mentos difíciles,  cualesquiera  que  se  ha- 
lle bajo  la  amenaza  de  un  peligro  serio 
e inesperado,  no  puede  sujetar  a un  cálcu- 
lo y a una  medida  las  condiciones  de  la 
defensa,  asi  como  no  es  posible  exigir  tam- 
bién la  debida  meditación  y serenidad 
para  alejar  el  peligro  con  el  menor  da- 
ño posible  del  adversario  Esta  circuns- 
tancia según  lo  declarado  por  el  reo,  de- 
claración que  no  fué  modificada  en  nada 
y atendiendo  a los  malos  antecedentes  del 
occiso,  como  lo  declararon  los  testigos  de 
la  defensa  e informes  del  Juez  de  Paz  de 
Moyuta  y buenos  por  la  parte  reo,  debe 
aceptarse,  toda  vez  que  el  medio  emplea- 
do por  Guinea  para'  repeler  la  agresión, 
fué  el  oportuno  y conveniente  para  pre- 
servar su  persona  dei  riesgo  que  corría 
con  la  ejecución  de  la  ofensa  material 
de  que  era  objeto  por  parte  de  Menéndez; 
y por  último,  la  falta  de  provocación  su- 
ficiente por  parte  de  Guinea,  también 
está  demostrada  pues  él  no  dió  lugar  a la 
agresión  de  que  fué  victima  como  consta 
del  dicho  de  los  testigos  ya  citados,  y en 
consecuencia,  existiendo  en  el  presente 
caso,  la  causa  generadora  de  exención  de 
responsabilidad  criminal  por  concurrir 
las  tres  circunstancias  del  inciso  4o.  del 
Arto.  20  del  Código  Penal,  procede  decla- 
rar que  Joaquín  Guinea  obró  en  legitima 
defensa  al  dar  muerte  a Francisco  Me- 
néndez. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  la  ley  cita- 
da, y lo  que  disponen  los  Artos..  676,  681, 
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682,  684  y 686  P.  P.;  22  Dto.  1728  y 27  Ley 
Orgánica,  CASA.  Y ANULA  la  sentencia  re- 
curida  y resolviendo  sobre  lo  principal 
declara:  que  Joaquín  Guinea  es  autor  del 
delito  de  homicidio  cometido  en  la  per- 
sona de  Francisco  Menéndez;  y por  haber 
obrado  en  legitima  defensa,  está  exento 
de  responsabilidad  criminal. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — ■ Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Manuel  García  Ore- 
llana por  el  delito  de  lesiones. 

En  este  delito  el  Código  Penal  impone  la 
pena  atendiendo  al  resultado  produ- 
cido, y no  al  dolo  ni  al  propósito  cri- 
minal. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la, veintidós  de  febrero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  de  casación,  la  sen- 
tencia proferida  por  la  Sala  2a.  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  el  trece  de  enero  del 
año  en  curso  en  la  causa  instruida  por 
el  delito  de  lesiones  en  la  persona  de  Do- 
mingo Marroquín,  contra  Manuel  García 
Orellana,  en  la  que  se  confirma  la  dic- 
tada por  el  Juez  4o.  de  la.  Instancia  de 
este  departamento. 

RESULTA:  que  el  trece  de  agosto  del 
año  pasado  se  presentó  al  Juzgado  de  Paz 
de  San  Raymundo,  Manuel  García  Orella- 
na dando  parte  que  a su  casa  de  habita- 
ción llegó  Domingo  Marroquín  Illescas  a 
insultarlo,  por  lo  que  el  dicente  salió  y 
entonces  Marroquín  con  una  daga  le  tiró 
ocasionándole  un  rasgo  en  el  pantalón 
de  la  pierna  izquierda.  Domingo  Marro- 
quín al  ser  examinado,  dijo:  que  no  po- 
día precisar  la  hora,  pero  en  la  tarde  del 
día  trece  de  agosto  del  año  pasado  que 
llegó  a la  casa  de  Manuel  García  y por 
sólo  decirle  adiós  a una  hermana  de  és- 
te, salió  con  una  daga  y le  infirió  las  he- 
ridas que  presentaba^  lesiones  que  el  Juez 
dió  fe  de  haber  tenido  a la  vista.  Al  ser 


examinada  María  Petrona  García,  her- 
mana del  sindicado,  manifestó,  que  el  tre- 
ce de  agosto  del  año  pasado,  como  a las 
cuatro  de  la  tarde,  pasó  por  su  casa  de 
habitación  el  individuo  Domingo  Marro- 
quín y le  dijo  adiós,  no  sabiendo  quién  lo 
haya  herido.  Indagado  Manuel  García 
Orellana,  expuso:  ser  falso  lo  dicho  por 
Marroquín,  pues  no  tuvo  conocimiento  de 
quién  lo  hirió  y que  él  sólo  dió  parte  de 
que  se  encontraba  en  estado  de  ebriedad 
y lesionado.  Al  ser  indagado  García  an- 
te el  Juez  4o.  de  la.  Instancia,  confesó 
ser  cierto  que  pasó  por  su  casa  el  día  del 
hecho  Domingo  Marroquín,  pero  que  no 
oyó  cuando  éste  le  dijo  a su  hermana 
“adiós  chula”;  que  su  hermano  Abraham 
llegó  a decirle,  que  Marroquín  en  estado 
de  ebriedad  se  quería  entrar  a la  casa  y 
estaba  molestando  a su  hermana  Petro- 
na, a quien  pretende,  pero  que  su  her- 
mana no  le  hace  caso  y que  al  salir  el 
declarante  con  el  objeto  de  llamarle  la 
atención  a Marroquín,  pues  quería  pene- 
trar a la  casa,  le  contestó  con  palabras 
groseras  que  si  era  hombre  que  saliera 
a la  calle  y que  entonces  le  reconvino 
para  evitar  una  dificultad,  pero  que  Ma- 
rroquín lo  injurió  de  nuevo  y lo  agredió 
con  una  daga,  por  lo  que"  el  dicente  tomó 
un  cincho  de  barril  y con  él  se  defendió 
produciéndole  un  golpe  a su  agresor  y 
acto  continuo  fué  a denunciar  lo  ocurri- 
do -^al  alcalde  de  su  domicilio  y dijo  por 
último,  que  no  podía  probar  la  verdad  de 
su  dicho  con  ninguna  persona,  pues  no 
había  nadie  en  la  calle  en  ese  momento, 
pero  creía  que  Francisco  Corzo  y Grego- 
rio Hernández  por  ser  sus  vecinos  se  ha- 
yan dado  cuenta,  pues  aunque  no  se  en- 
contraba en  la  calle,  sus  casas  estaban 
rodeadas  de  cercos  y por  tanto  era  posi- 
ble que  hayan  visto.  En  el  plenario  María 
Petrona  García  al  contestar  el  interroga- 
torio presentado  por  la  defensa,  mani- 
festó que  el  día  del  hecho  se  encontraba 
tostando  café  en  la  cocina,  cuando  llegó 
Marroquín  y le  dijo  que  quería  penetrar 
a donde  ella  estaba,  y al  ver  que  trata- 
ba de  hacerlo  por  la  fuerza  mandó  a lla- 
mar con  su  hermano  menor  Abraham,  a 
Manuel,  y éste  al  llegar  llamó  al  orden  a 
Marroquín,  y en  lugar  de  hacerle  caso  le 
insultó  y le  tiró  con  una  daga,  por  lo  que 
su  hermano  se  vió  en  la  necesidad  de  to- 
mar una  daga  que  acababa  de  dejar  en 
el  corredor  y solamente  se  limitó  a de- 
fenderse. El  menor  Abraham  García  con- 
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testó  afirmativamente  el  interrogatorio 
que  se  le  dirigió.  En  el  plenario  también 
declararon  Julián  Mach  y Laureano  Ló- 
pez de  conformidad  con  el  interrogato- 
rio de  folio  33,  hay  que  hacer  constar,  que 
el  reo  al  declarar  ante  el  Juez  4o.  dijo 
que  no  habían  personas  en  la  calle  y ci- 
tó como  sus  vecinos  a Francisco  Corzo  y 
a Gregorio  Hernández.  A folio  11  corre 
agregado  el  informe  del  Director  del  Hos- 
pital General  en  el  que  después  de  des- 
cribir las  lesiones  que  presentaba  Domin- 
go Maroquín  concluye  diciendo  que  nece- 
sitó aproximadamente  de  un  mes,  que- 
dándole cicatriz  visible  en  la  ceja  dere- 
cha y deformidad  de  la  mano  del  mismo 
lado,  asi  como  una  impotencia  o dismi- 
nución de  la  capacidad  habitual  de  tra- 
bajo que  puede  evaluarse  en  un  cincuenta 
por  ciento. 

RESULTA:  que  llenados  los  demás  trá- 
mites del  plenario,  el  juez  4o.  profirió 
sentencia,  declarando:  que  Manuel  Gar- 
cía Orellana  es  autor  del  delito  de  lesio- 
nes por  cuya  infracción  le  impone  la  pena 
de  tres  años  de  prisión  correccional,  ha- 
ciendo las  demás  declaraciones  legales, 
y la  Sala  2a.  al  conocer  en  grado,  la  con- 
firmó en  todas  sus  partes;  y al  serle  no- 
tificada al  reo  esta  ejecutoria,  con  auxi- 
lio del  licenciado  Manuel  García  Alvara- 
do  introdujo  el  presente  recurso  de  casa- 
Ición  por  infracción  de  ley,  pues  asegura 
que  la  pena  que  le  corresponde  es  la  de 
dos  años  y no  de  tres,  citando  como  in- 
fringidos el  Arto.  304  en  su  inciso  4o.  y 
pedidos  los  antecedentes  y señalado  día 
para  la  vista,  es  el  caso  de  dictar  la  sen- 
tencia que  corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  según  el  infor- 
me dado  por  el  Director  del  Hospital  Ge- 
neral, a Domingo  Marroquin  le  quedó  de- 
formidad de  la  mano  derecha  y en  con- 
secuencia la  pena  que  le  corresponde  es 
la  de  tres  años  de  prisión  correccional 
de  conformidad  con  el  Arto.  304  inciso  3o. 
del  Código  Penal,  por  lo  que  no  pudo 
ser  infringido  el  inciso  4o.  del  mismo  Ar- 
tículo por  no  ser  aplicable  a la  infracción 
cometida. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  la  ley  cita- 
da y lo  que  disponen  los  Artos.  676  y 690 
P.  P.;  22  Dto.  1728  y 27  Ley  Orgánica,  de- 
sestima el  recurso  de  casación  por  impro- 
cedente, e impone  al  recurrente  Manuel 
García  Orellana  la  pena  adicional  de 


quince  dias  de  prisión  simple,  conmuta- 
bles a razón  de  diez  centavos  de  quetzal 
por  día. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  autos  a donde 
corresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mí 
Juan  Fernández  C.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Andrés  Gutiérrez  por 
el  delito  de  hurto  de  semovientes. 

Constituyen  plena  prueba  para  condenar 
al  procesado,  las  declaraciones  de 
más  de  dos  testigos  idóneos.  Articulo 
573  de  Procedimentos  Penales. 


Corte  Suprema  de  Jucticia,  Guatema- 
la, veintidós  de  febrero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  6a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones  el  dos  de  agosto  del 
año  pasado  en  la  causa  instruida  por  el 
delito  de  hurto  de  semovientes  contra  An- 
drés Gutiérrez,  en  la  cual  desaprobando 
la  absolutoria  de  la  Instancia  que  dictó 
el  Juez  de  la.  Instancia  del  Quiché,  de- 
clara: que  Andrés  Gutiérrez  es  autor  del 
delito  de  hurto  de  semovientes,  por  lo  que 
le  impone  la  pena  de  ocho  meses  de  arres- 
to mayor  inconmutables,  los  que  con  abo- 
no de  la  prisión  sufrida  desde  el  auto 
de  bien  preso,  deberá  extinguir  en  las 
cárceles  de  la  cabecera  del  Quiché,  ha- 
ciendo las  demás  declaraciones  legales. 

RESULTA:  que  el  diez  y ocho  de  marzo 
del  año  pasado  se  presentó  Santiago  Ca- 
brera ante  el  Juez  de  Paz  de  Zacualpa 
dando  parte  de  la  comisión  de  un  delito 
y al  ratificar  su  denuncia  agregó:  que 
el  dos  de  ese  mes  se  le  perdió  una  vaca 
de  color  barroso  que  tenía  suelta  en  la 
montaña  de  aquella  jurisdicción,  y sabía 
que  el  hurtador  había  sido  Marcelo  Gra- 
ve y propuso  como  testigos  a Santos  Gar- 
cía, Isabel  Luis,  Francisco  Jimón  y Pedro 
Quinina.  El  testigo  Santos  García  dijo: 
que  hacia  como  tres  semanas  que  iba  a 
traer  un  poco  de  leña  al  cantón  “Paso- 
joc”  en  unión  de  Francisco  Jimón,  Isabel 
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Luis  y Pedro  Quinilla,  llevando  tres  pe- 
rros, animales  que  se  entraron  al  monte 
y luego  los  oyeron  ladrar  y al  ir  a ver 
cuál  era  el  motivo,  encontraron  a Marce- 
lo Grave,  José  de  la  Cruz  y Andrés  Gu- 
tiérez  custodiando  dos  vacas,  una  de  co- 
lor barroso  y otra  colorada  y que  tan  lue- 
go como  los  vieron  salieron  huyendo.  En 
igual  forma  declararon  los  otros  tres  tes- 
tigos ya  nombrados  con  pequeñas  varian- 
tes, pues  Francisco  Jimón  al  declarar 
manifestó  lo  mismo  que  sus  compañeros 
y agregó:  que  las  vacas  estaban  amarra- 
das en  un  árbol  y allí  las  custodiaban 
Grave  y de  la  Cruz  y Gutiérrez.  El  acusa- 
dor propuso  para  probar  la  propiedad  y 
preexistencia  de  la  vaca  hurtada  a Sin- 
foroso  Natareno  y Daniel  Vásquez,  quie- 
nes declararon  de  conformidad  con  su  pe- 
tición^ los  expertos  Camilo  Cortés  y Jo- 
sé Manuel  Sical,  valoraron  en  cuatrocien- 
tos pesos  moneda  nacional  las  referidas 
vacas.  Indagado  Andrés  Gutiérrez  que  es 
el  único  que  fué  habido,  negó  la  comisión 
del  delito  que  se  le  atribuía  y lo  mismo 
hizo  al  ampliar  su  declaración  por  medio 
del  intérprete  Cecilio  Castro.  En  el  ple- 
nario  estuvo  asistido  de  su  tutor  específi- 
co don  Manuel  Blanco  R.,  por  ser  de 
veinte  años  de  edad. 

Con  fecha  doce  de  julio  del  año  pa- 
sado el  Juez  de  Primera  Instancia  del 
Quiché,  dictó  sentencia  absolviendo  de  la 
Instancia  a Andrés  Gutiérrez  por  falta 
de  prueba  y dejó  abierto  el  procedi- 
miento contra  José  de  la  Cruz  y Mar- 
celo Grave,  y la  Sala  6a.  al  conocer 
en  consulta,  profirió  el  fallo  de  que  se  ha 
hecho  mención  en  la  parte  expositiva  y 
al  serle  notificada  esta  ejecutoria  al  reo, 
con  auxilio  del  abogado  Juan  Tomás  Del- 
gadillo  introdujo  el  presente  recurso  de 
casación,  citando  como  violados  los  Artos. 
568,  571,’573,  575,  583,  586  y 729  Prs.  Pns. 
y pedidos  los  antecedentes  y señalado  día 
para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver  lo  que 
corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  está  demostrado 
que  al  acusador  Santiago  Cabrera  se  le 
perdió  una  vaca  de  su  propiedad  y que  es- 
te semoviente  fué  encontrado  en  poder  de 
Andrés  Gutiérrez,  José  de  la  Cruz  y Mar- 
celo Grave,  según  lo  declaran  los  testigos 
Pedro  Quinila,  Isabel  Luis,  Francisco  Ji- 
món y Santos  García:  de  esta  prueba 
testimonial  se  deduce  la  culpabilidad  del 
procesado  y en  ella  se  funda  la  sentencia 
condenatoria,  por  lo  cual  es  evidente  que 


la  Sala  ha  dado  recta  aplicación  a los 
articulas  568  571,  573  y 574  de  Prs.  Pns. 
en  vez  de  violarlos  como  afirma  el  recu- 
rrente. 

CONSIDERANDO:  que  tampoco  hay  in- 
fracción de  los  Artos.  575,  583  y 729  de 
Prs.  Pns.,  porque  en  cuanto  al  primero, 
la  prueba  no  se  basa  en  el  dicho  de  un 
solo  testigo  sino  en  la  concurrencia  de 
las  declaraciones  de  varios  testigos  que 
no  fueron  tachados  por  la  defensa;  y en 
lo  que  se  refiere  a los  dos  últimos  porque 
tales  testigos  no  son  varios  ni  contradic- 
torios en  sus  exposiciones  y dan  razón  de 
sus  dichos;  no  son  convencidos  de  falso 
testimonio;  y la  sentencia  se  dictó  con 
sobrado  fundamento  para  inflingir  pena 
al  reo. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
tica,  con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y de 
lo  dispuesto  en  los  Artos.  676,  686,  690, 
Prs.  Pns.,  22  Dto.  1728  y 27  L.  O.,  desestima 
el  recurso  interpuesto  e impone  al  recu- 
rente  la  pena  adicional  de  quince  dias  de 
prisión  simple  conmutables  a diez  centa- 
vos diarios. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  autos  a donde 
coresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  C.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gueta  S.  José  Serrano  Muñoz.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  el  Capitán  Nery  Ortiz 
Morales,  por  el  delito  de  estafa. 

Extinguida  la  obligación  por  haber  paga- 
do el  deudor  el  capital,  intereses  y 
gastos,  no  comete  el  delito  a que  se 
refiere  el  Artículo  410  del  C.  P.  en  su 
24  parte,  si  dispone  de  los  bienes  que 
había  dado  en  garantía. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala 
dieciocho  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  extraordnario  de  ca- 
sación y con  sus  antecedentes  respectivos, 
la  sentencia  que  más  adelante  será  rela- 
cionada y se  profirió  en  el  proceso  ins- 
truido contra  el  Capitán  Nery  Ortiz  Mo- 
rales por  el  delito  de  estafa. 
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RESULTA  del  estudio  de  los  autos  lo 
que  sigue: 

Ei  seis  de  mayo  de  mii  novecientos 
veintisiete,  don  Nery  Ortiz  por  sí  y como 
apoderado  general  de  su  esposa  doña  Ja- 
coba  Bances  de  Ortiz,  reconoció  adeudar 
a don  Valentín  Spiiiari  Mora,  la  cantidad 
de  cien  mil  pesos  billetes  de  los  antiguos 
Bancos  de  emisión,  más  sus  correspon- 
dientes intereses  a razón  del  uno  y medio 
por  ciento  mensual;  comprometiéndose  a 
pagar  esa  suma  dentro  de  seis  meses,  a 
contar  de  la  fecha  ya  expresada,  prorro- 
gables  a igual  tiempo  a voluntad  de  am- 
bas partes  sin  necesidad  de  nueva  escritu- 
ra y siempre  que  los  intereses  estuvieren 
cubiertos;  en  garantía  de  la  obligación 
constituyó  primera  y especial  hipoteca  a 
favor  del  señor  Spiiiari  Mora  sobre  los  te- 
rrenos que  en  seguida  se  enumeran,  los 
cuales  responden  en  conjunto  por  toda  la 
deuda;  “Los  Zares”,  compuesto  de  veinti- 
siete manzanas;  “La  Floresta”,  de  una 
caballería  y cinco  manzanas  y "Los  Man- 
gos” de  veinte  manzanas,  incluyéndose 
un  trapiche  número  dos,  dos  carretas  con 
bueyes,  ocho  muías  aparejadas,  las  vacas 
de  ordeño  y todo  cuanto  de  hecho  y por 
derecho  corresponde  a las  fincas  hipote- 
cadas; además  doña  Jacoba  Bances  de 
Ortiz,  dueña  de  los  raíces,  convino  en  no 
enagenarlos,  ni  gravarlos]  ni  darlos  en 
arrendamiento  ni  antecresis,  bajo  pena 
de  nulidad,  hasta  que  no  estuviera  total- 
mente pagado  el  crédito  de  referencia 

El  veintiséis  de  Marzo  de  mil  novecien- 
tos veintiocho,  don  Nery  Ortiz  vendió  a 
don  Ladislao  Bances  ocho  muías  de  carga 
aparejadas,  un  trapiche  número  uno  pa- 
ra moler  caña,  con  su  corespondiente  cal- 
dera y demás  accesorios  y dos  caballos  de 
silla,  por  el  precio  de  setenta  mil  pesos 
billetes  de  los  antiguos  bancos  Los  hechos 
relacionados  constan,  respectivamente, 
en  las  escrituras  públicas  que  obran  cer- 
tificadas, en  ei  proceso  y las  cuales  fue- 
ron autorizadas  en  esta  ciudad  por  los 
Notarios  Licenciado  Ricardo  C.  Castañe- 
da y Antonio  Nájera  Cabrera,  habiendo 
sido  registrada  la  primera  a favor  de  don 
Valentín  Spiiiari  Mora  el  diez  y siete  de 
Mayo  de  mil  novecientos  veintisiete. 

El  señor  Spiiiari  Mora  al  tener  conoci- 
miento de  que  Ortiz  Morales  había  vendido 
el  trapiche,  ios  semovientes  y el  vehículo 
que  tenia  en  su  poder  por  haber  sido  nom- 
brado depositario  de  ellos,  con  motivo  de 
la  ejecución  que  se  le  iniciara,  lo  acusó 


por  estafa,  en  el  Juzgado  Sexto  de  la. 
Instancia  y más  tarde  ante  el  Auditor  Ge- 
neral de  Guerra,  por  lo  que  las  diligen- 
cias fueron  remitidas  a la  Comandancia 
de  Armas  dei  Departamento  de  Guatema- 
la, en  virtud  de  haber  establecido  su  fue- 
ro el  Capitán  Ortiz  Morales,  quien  al  ser 
interrogado  manifestó:  ser  cierto  que  en 
la  hipoteca  de  los  terrenos  aludidos,  se 
habían  incluido  las  cosas  que  en  la  escri- 
tura ya  mencionada  se  consignan,  pero 
como  Spiiiari  Mora  remató  el  terreno  en 
ciento  catorce  mil  pesos  moneda  nacio- 
nal, con  esta  suma  quedó  pagado  el  ca- 
pital, intereses  y costas;  que  también  es 
verdad  que  vendió  a Bances  el  trapiche, 
los  semovientes  y carretas  a que  se  refie- 
re la  escritura  pública,  en  que  consta  la 
constitución  de  la  hipoteca  hecha  a favor 
de  su  acusador;  que  Jacoba  Bances  era  la 
dueña  de  los  predios  hipotecados  y a él 
(Ortiz  Morales)  pertenecía  la  que  ven- 
dió. 

Ladislao  Bances,  Liberato  Pérez,  Fede- 
rico Flores  y Lorenzo  Herera  declararon: 
Bances,  que  en  el  mes  de  Enero  de  mil 
novecientos  veintiocho,  Neri  Ortiz  com- 
pró a Liberato  Pérez  los  semovientes  que 
se  mencionan  en  la  escritura  que  obra,  al 
folio  diez  de  la  causa  y Ortiz  Morales  se 
los  vendió  a él  (Bances)  en  Marzo  del 
mismo  año;  Pérez  se  produjo  en  idénticos 
términos  que  Bances;  Flores  y Herrera  di- 
jeron haber  encontrado  una  vaca  muerta 
del  señor  Ortiz  Morales,  semoviente  que 
se  embarrancó  y en  esos  días  tuvieron 
conocimiento  de  que  había  desaparecido 
otra  vaca  perteneciente  también  a dicho 
señor 

Las  cosas  a que  se  hace  referencia  en 
la  escritura  de  compra  venta  fueron  va- 
loradas en  la  cantidad  de  cuatrocientos 
ochenta  quetzales. 

En  las  certificaciones  expedidas  por  el 
Secretario  del  Juzgado  lo.  de  la.  Instan- 
cia con  fechas,  veinte  de  Septiembre  y 
quince  de  Octubre  de  mii  novecientos 
veintiocho  consta,  entre  otras  cosas,  lo 
que  sigue:  escrito  en  que  el  señor  Spilla- 
ri  solicitó  al  Juez  lo.  se  exigiera  la  en- 
trega de  todo  lo  que  Ortiz  había  hipote- 
cado juntamente  con  los  terrenos,  “Los 
Zares”,  “La  Floresta”  y “Los  Mangos”; 
acta  levantada  por  el  Juez  Miunicipal  de 
Paiencia  en  que  consta  ei  requerimiento 
hecho  al  deudor;  escrito  que  contiene  la 
demanda  ejecutiva;  auto  en  que  se  seña- 
ló día  para  el  remate  de  las  fincas  hipo- 
tecadas y acta  del  respectivo  remate. 
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Al  proceso  se  acumularon  unas  dili- 
gencias seguidas  contra  el  mismo  Ortiz 
Morales  por  hurto  de  un  arado  y seis  car- 
gas de  leña  al  señor  Spillari  Mora;  ha- 
biéndosele dejado  en  libertad  sujeto  a re- 
sultas. 

Proseguida  la  causa  por  todos  sus  trá- 
mites, el  Tribunal  Militar  de  Guatemala 
le  dió  fin  condenando  al  enjuiciado  por 
el  delito  de  estafa  a sufrir  dos  años  ocho 
meses  de  prisión  correccional  que  con 
abono  del  tiempo  padecido  purgará  en  la 
Penitenciaria  Central  y hace  las  demás 
declaraciones  que  se  refieren  a la  conmu- 
tación de  la  pena  en  una  tercera  parte  a 
razón  de  un  cuarto  de  quetzal  diario,  a las 
responsabilidades  civiles,  a la  suspensión 
de  los  derechos  políticos  y a la  reposición 
del  papel  empleado  en  la  causa.  Esta  sen- 
tencia fué  confirmada  por  la  Sala  Terce- 
ra de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  treinta 
y uno  de  Marzo  del  año  retropróximo,  y 
contra  este  último  pronunciamiento  in- 
trodujo el  reo  recurso  extraordinario  de 
casación,  con  auxilio  del  Licenciado  don 
Pablo  Porres  denunciando  como  violados 
los  artículos  siguientes:  407_  410  y 411  del 
Código  Penal;  4o.  inciso  4o.  del  Código 
Militar  Primera  Parte;  421,  423  y 424  del 
Código  Militar  Segunda  Parte. 

CONSIDERANDO:  que  del  acta  levan- 
tada en  el  Juzgado  lo.  de  la.  Instancia  de 
Guatemala,  con  fecha  veintidós  de  Marzo 
de  mil  novecientos  veintiocho,  se  colige 
que  el  remate  fincó  por  la  base  del  crédi- 
to, más  intereses  y costas  en  don  Arnulfo 
Flores  Cruz,  quien  en  el  acto  lo  cedió  a 
don  Valentín  Spillari.  Que  estando  cubier- 
ta la  deuda  de  dicho  señor  con  su-s  res- 
pectivos intereses  y gastos,  es  indudable 
que  el  enjuiciado  pudo  muy  bien  disponer 
de  los  demás  bienes  dados  en  garantía, 
toda  vez  que  la  obligación  había  quedado 
extinguida.  Que  en  virtud  de  lo  expuesto 
no  aparece  caracterizado  el  hecho  delic- 
tuoso que  se  imputa  a Ortiz  y por  consi- 
guiente debe  ser  absuelto  sin  limitación 
alguna;  y al  estimar  lo  contrario  la  Sala 
sentenciadora,  infringió  el  Artículo  410 
segunda  parte  del  Código  Penal,  razón  por 
la  cual  procede  casar  y anular  el  fallo 
recurrido  y proferir  el  que  con  arreglo  a 
derecho  corresponde. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  de  lo  prescrito  por 
los  artículos  686  y 687  del  Código  de  Pro- 
cedimieatos  Penales,  casa  y ajnula  la 


ejecutoria  de  que  se  hizo  mérito  y fallan- 
do sobre  lo  principal  declara:  que  absuel- 
ve al  Capitán  Nery  Ortiz  Morales  del  car- 
go de  estafa  que  se  le  formuló. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos  con 
certificación  de  lo  resuelto,  al  Tribunal  de 
su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  So- 
lazar — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Alberto  Luna  Gutié- 
rrez y Compañeros,  por  el  delito  de 
Homicidio. 

Por  lo  limitado  del  recurso  de  casación, 
la  Corte  no  puede  entrar  a conocer 
de  otras  leyes  que  las  que  expresa- 
mente se  citen  en  el  recurso. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la veintidós  de  febrero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de 
casación  y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  más  adelante  se  re- 
latará proferida  en  el  proceso  instruido 
contra  Marcos  Alberto  Luna  Gutiérrez, 
Juan  Rigoberto  Rodas  y Mariano  Muñoz 
Nolasco  por  el  delito  de  homicidio. 

RESULTA:  El  agente  de  la  Policía  Na- 
cional Juan  Castro,  a las  doce  de  la  no- 
che del  siete  de  Enero  de  mil  novecientos 
treinta,  dió  parte  al  Juez  de  Paz  de  Es- 
quipulas,  que  Benito  Guzmán  Posadas  y 
Santiago  Castro  se  habían  dado  muerte 
mutuamente  a balazos,  agregando  que 
tuvo  conoc'miento  de  lo  sucedido  por  el 
rumor  público. 

Mandada  instruir  la  correspondiente 
averiguación  se  constituyó  el  Juez  ins- 
tructor en  la  calle  real  que  conduce  a la 
iglesia  denominada  “El  Santuario”,  y 
frente  a la  taberna  de  Alfonso  España, 
como  a media  vara  de  distancia  del  co- 
rredor, encontró  en  posición  supina  el 
cadáver  de  Benito  Guzmán  Posadas  con 
una  lesión  en  la  sien  izquierda,  producida 
con  arma  de  fuego,  y cuyo  proyectil  salió 
por  el  oído  derecho;  en  el  pasamano  del 
mencionado  establecimiento  habían  man- 
chas de  sangre  y fué  encontrado  un  re- 
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vólver  marca  Smith  y Wesson,  calibre 
treinta  y ocho  con  un  cartucho  y una  cáp- 
sula; y junto  a los  pies  del  occiso  esta- 
ban dos  tiros  intactos  y en  uno  de  los 
bolsillos  tenia  un  proyectil  calibre  trein- 
ta y ocho.  A setenta  y tres  pasos  del 
cuerpo  de  Guzmán  Posadas,  cerca  de  la 
casa  de  Rosa  Chinchilla  y en  la  salida  de 
un  callejón  estaba  boca  abajo  el  cadáver 
de  Santiago  Castro  con  una  herida  en  la 
espalda,  hacia  el  lado  izquierdo,  sin  ori- 
ficio de  salida  y causada  con  revólver. 

Los  empíricos  Adrián  N.  García  y San- 
tiago González  S.,  informaron:  que  Cas- 
tro tenía  una  lesión  producida  con  arma 
de  pequeño  calibre  habiendo  atravesado 
el  proyectil  el  pulmón  izquierdo  no  salió 
del  cuerpo.  A Guzmán  Posadas  le  pene- 
tró la  bala  en  el  parietal  izquierdo  intere- 
sando la  masa  cerebral  y al  salir  por  el 
oído  derecho  destruyó  las  partes  que  lo 
forman.  Posteriormente  González  amplió 
su  dictamen  en  el  sentido  de  que  la  he- 
rida que  reconoció  en  el  cadáver  de  Guz- 
mán Posadas  le  fué  inferida  con  revólver 
calibre  treinta  y ocho. 

El  experto  Coronel  don  Jorge  Aguilar 
informó  que  no  solamente  las  armas  de 
siete  y once  milímetros  son  de  calibre 
reducido  sino  también  las  de  veintidós  y 
hasta  las  de  cuarenta  y cinco  que  es  el 
mayor  calibre  de  pistolas,  escuadras  y ri- 
fles corrientes. 

De  otras  constancias  de  autos  se  des- 
prende que  Marcos  Luna,  Mariano  Muñoz 
y Santiago  Castro  llegaron  como  a las  do- 
ce y media  de  la  noche  (ocho  de  enero 
de  mil  novecientso  treinta)  a la  cantina 
de  Alfonso  España,  que  como  Luna  lle- 
vaba en  la  mano  una  escuadra  y un  in- 
dividuo que  conversaba  con  María  del 
Carmen  Leonardo,  lo  intimara  a fin  de 
que  le  entregase  el  arma  que  tenia,  Mar- 
cos le  respondió:  que  no  la  entregaba, 
porque  él  también  era  empleado;  en  ese 
momento  sonó  un  disparo,  cayó  al  suelo 
el  sujeto  que  hablaba  con  Luna  y huyeron 
éste.  Castro  y Muñoz,  en  seguida  se  per- 
cibieron dos  disparos  más,  llegando  al 
lugar  del  suceso  dos  agentes  del  orden 
público 

Juan  Rigoberto  Ortega  Rodas,  Comisa- 
rio de  la  Policía  de  Chiquimula,  cuando 
acontecían  estos  hechos  y quien  momen- 
tos antes  acompañado  del  agente  Benito 
Guzmán  Posadas  había  estado  en  el  esta- 
blecimiento de  licores  de  Alfonso  España 


al  producirse  el  disparo  se  encontraba  en 
la  fonda  de  Dolores  Leverón  salió  revól- 
ver en  mano  en  persecución  de  tres  in- 
dividuos vestidos  de  negro  y al  llegar  a 
un  callejón,  por  donde  dichos  sujetos 
huían  se  oyó  un  disparo  y al  instante  dos 
más,  regresando  el  Comisario  al  lugar 
donde  yacía  el  individuo  que  había  ha- 
blado con  Luna  (Guzmán  Posadas)  palpó 
el  cuerpo  por  la  cintura,  y como  una  se- 
ñor le  dijera  que  no  tocara  el  cadáver 
hasta  que  llegase  la  autoridad.  Ortega 
Rodas  le  respondió  que  era  Comisario  y 
tenia  derecho  para  hacerlo  En  esos  mo- 
mentos llegaron  unos  agentes  de  la  Poli- 
cía a quienes  Ortega  Rodas  les  ordenó  que 
persiguieran  a los  individuos  que  Iban 
por  el  callejón.  Los  mencionados  agentes 
regresaron  más  tarde  dando  parte  de  que 
en  el  lugar  de  referencia  había  otro 
muerto.  El  Comisario  dispuso  que  un 
agente  cuidara  de  este  cadáver  y los  de- 
más siguieran  a los  malhechores,  habién- 
dose percibido  dos  disparos  a larga  dis^ 
tancia. 

Cuando  en  el  interior  de  la  cantina 
de  España  disputaban  Luna  acompañado 
de  Castro  con  un  sujeto  vestido  de  blan- 
co, (que  más  tarde  se  estableció  ser  el 
agente  que  había  llegado  con  el  Comisa- 
rio Ortega  Rodas)  Miguel  Muñoz  que  es- 
taba en  la  puerta  de  la  fonda  fué  herido 
en  la  ingle,  sin  que  se  haya  dado  cuenta 
quién  de  dichas  personas  estaba  armada. 
Proseguida  la  pesquisa  y llenados  los  trá- 
mites correspondientes,  el  Juez  de  Prime- 
ra Instancia  de  Chiquimula  le  dió  fin  al 
proceso  declarando:  lo.  que  IVCarcos  Luna 
Gutiérrez  es  reo  de  homicidio,  por  cuyo 
hecho  delictuoso  le  impone  cinco  años  de 
prisión  correccional  inconmutables^  que 
con  abono  del  tiempo  padecido  deberá  ex- 
tinguir en  la  Penitenciaría  Central;  le  sus- 
pende en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  la  condena;  le  obliga  al 
pago  de  las  responsabilidades  civiles  pro- 
venientes del  delito  y a la  reposición  del 
papel  empleado  en  la  causa;  2o.  Que  ab- 
suelve de  la  Instancia  a Juan  Rigoberto 
Ortega  Rodas  y 3o.  que  deja  abierto  el 
procedimiento  contra  Mariano  Muñoz. 

La  Sala  Séptima  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, con  fecha  once  de  Enero  del  co- 
rriente año,  confirmó  la  sentencia  del 
Juez,  en  lo  que  se  refiere  a Marcos  Alberto 
Luna  Gutiérrez,  con  la  reforma  de  que, 
la  pena  que  se  le  impone  por  el  homici- 
dio de  Benito  Guizmán  Posíwl.ás,  eS  de 
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diez  años  de  prisión  correccional  incon- 
mutables; y la  revoca  en  los  demás  pun- 
tos que  contiene  y declara:  que  Juan  Ri- 
goberto  Ortega  y Rodas,  es  autor  de  la 
muerte  de  Santiago  Castro,  por  cuyo  he- 
cho delictuoso  le  impone  diez  años  de 
prisión  correccional  inconmutables,  que 
con  abono  de  la  prisión  sufrida  deberá 
purgar  en  la  Penitenciaría  Central;  le 
obliga  al  pago  de  las  responsabilidades  ci- 
viles provenientes  del  delito  y a la  repo- 
sición del  papel  empleado  en  la  causa;  y 
por  último  lo  suspende  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos  políticos  durante  la  condena. 

El  fallo  de  Segunda  Instancia  se  funda 
en  las  consideraciones  que  a continuación 
se  expresan:  la.  Que  el  Juez  sentencia- 
dor ha  sido  competente  para  conocer  y 
fallar  el  proceso,  pues  si  bien  es  cierto 
que  el  co-reo  J.  Rigoberto  Ortega  asegura 
que  es  teniente  Coronel  del  Ejército  y en 
la  fecha  en  que  ocurrieron  los  hechos  de- 
lictuosos desempeñaba  el  cargo  de  Comi- 
sario de  la  Policía  Nacional  del  Depar- 
tamento de  Chiquimula,  por  cuyas  cir- 
cunstancias goza  del  fuero  de  guerra, 
también  es  verdad  que  en  la  causa  hay 
otro  co-reo  principal,  Marcos  Luna,  que 
está  sujeto  al  fuero  común,  y por  consi- 
guiente éste  atrae  el  conocimiento  de  la 
causa.  2a.  Que  la  preexistencia  de  los  de- 
litos está  probada:  a)  con  el  acta  levan- 
tada por  el  Juez  instructor  de  las  prime- 
ras diligencias;  b)  con  el  informe  emiti- 
do por  los  empíricos  que  reconocieron  los 
cadáveres  de  Benito  Guzmán  Posadas  y 
Santiago  Castro;  y c)  con  las  copias  cer- 
tificadas de  las  partidas  de  defunción 
de  Guzmán  Posadas  y Castro.  3a.  Que  la 
culpabilidad  de  Luna  Gutiérrez  se  deduce 
de  los  hechos  siguientes:  a)  dicho  reo 
es  contradictorio  en  sus  deposiciones:  b) 
con  las  declaraciones  de  Alfonso  España, 
María  del  Carmen  Leonardo  y Mariano 
Muñoz  se  probó  que  Luna  llegó  como  a 
la  media  noche  del  siete  para  el  ocho  de 
Enero,  al  establecimiento  de  licores  del 
primero,  regenteado  por  la  segimda,  con 
un  revólver  en  la  mano,  en  unión  de  San- 
tiago Castro  y Muñoz,  el  cual  le  pidió  Be- 
nito Guzmán  Posadas.  Sólo  Muñoz  asegu- 
ra que  llegó  cuando  Luna,  Castro  y Po- 
sadas alegaban  en  dicha  cantina.  España 
asegura  que  oyó  dos  disparos.  La  Leonar- 
do y Muñoz  oyeron  un  disparo,  aseguran- 
do el  último  que  fué  el  que  le  ocasionó  una 
lesión  en  la  ingle,  por  lo  que  salió  en 
precipitada  fuga  y no  vió  más;  pero  los 


testigos  Manuel  Vega  y Julián  Pérez  desde 
la  cantina  del  primero  vieron  que,  el  que 
hizo  el  primer  disparo  fué  el  individuo 
vestido  de  blanco  (Guzmán  Posadas)  y 
después  otro  de  los  tres  que  ahí  estaban, 
hizo  otro  disparo,  cayendo  en  tierra  el  de 
traje  blanco,  saliendo  en  precipitada  fu- 
ga por  el  callejón  contiguo  los  otros  tres 
individuos,  Rafael  Vidal  oyó  un  solo  dis- 
paro. c)  Luna  desapareció  esa  misma 
noche  de  Esquipulas,  asegurando  que  se 
fué  para  Copán  (Honduras)  porque  el  Co- 
mandante Local  Manuel  Tobar  coaccionó 
a Alfonso  España  y a María  del  Carmen 
Leonardo  para  que  declararan  que  él  ha- 
bía sido  el  autor  de  la  muerte  de  Posa- 
das, porque  dicho  Comandante  era  su 
enemigo;  pero  no  probó  esos  hechos,  pues 
los  testigos  Gustavo  Ramírez  Mérida,  Jo- 
sé Arriaza,  José  María  Toledo  y Andrés 
Ramírez,  nada  dijeron  en  cuanto  a la 
coacción,  y acerca  de  la  enemistad  lo  sa- 
ben por  referencias;  y ch)  a Santiago 
Castro  no  se  le  recogió  arma  alguna  ni 
se  encontró  más  arma  que  la  de  Guzmán 
Posadas;  4a.  Que  la  responsabilidad  cri- 
minal de  Rigoberto  Ortega  se  encuentra 
establecida  con  los  hechos  que  siguen: 
a)  que  en  la  noche  y a la  hora  de  los  su- 
cesos él  se  encontraba  en  el  lugar  donde 
tuvieron  verificativo,  habiendo  estado  en 
compañía  de  Benito  Guzmán  Posadas  a 
quien  ordenó  que  siguiera  a los  tres  des- 
conocidos; b)  lo  contradictorio  de  sus 
declaraciones  en  las  cuales  no  aparece 
una  explicación  satisfactoria  respecto  al 
hecho  que  se  le  imputa;  c)  que  momentos 
después  de  los  dos  disparos  el  Comisario 
de  Policía  salió  de  la  tienda  de  Dolores 
Leverón  revólver  en  mano  y siguió  a los 
que  huían  por  el  callejón  (declaraciones 
de  Amanda  Agustín,  Manuel  Vega,  Rafael 
Vidal  y Julián  Pérez)  momento  en  que 
se  oyó  un  disparo  y luego  otros  dos  más, 
que  aunque  esos  testigos  no  presenciaron 
quién  hizo  los  disparoo  se  infiere  que  fué 
dicho  reo,  toda  vez  que  no  consta  que 
hubiera  en  ese  lugar  otras  personas  en 
actitud  de  disparar,  pues  Castro  y sus 
compañeros  iban  huyendo  y a Castro  no 
se  le  encontró  arma  alguna  ni  había  en 
los  alrededores  del  lugar  donde  estaba  su 
cadáver;  que  aunque  Amanda  Agustín  ase- 
gura que  Ortega  llevaba  cachucha  y otros 
dicen  que  sombrero,  este  detalle  es  se- 
cundario, porque  todos  convienen  en  que 
iba  vestido  de  amarillo  y dijo  ser  el  Co- 
misario de  Policía.  . 
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Las  deposiciones  de  los  agentes  del  or- 
den público  Alfredo  López,  José  María 
Peralta,  J.  Alberto  Pineda  y Teófilo  Ca- 
no, no  deben  tomarse  en  cuenta  no  sólo 
porque  el  reo  era  su  Jefe  sino  porque 
son  contradictorios  en  sus  dichos;  y 5a. 
Que  no  debe  dejarse  abierto  el  procedi- 
miento contra  Mariano  Muñoz  por  estar 
demostrado  que  Luna  fué  el  autor  del  dis- 
paro que  le  ocasionó  la  muerte  a Posa- 
das, ni  seguirse  acción  criminal  en  cuan- 
to a la  lesión  que  sufrió  Muñoz,  por  ha- 
ber fallecido  Posadas,  quién  fué  el  autor 
del  disparo  que  se  la  produjo. 

Contra  este  liltimo  pronunciamiento  in- 
trodujo recurso  extraordinario  de  casa- 
ción J.  Rigoberto  Ortega,  con  auxiiio  del 
licenciado  Alberto  Paz  y Paz,  citando  co- 
mo infringidos  los  artículos  3o.,  4o.  568, 
571,  572,  587,  589,  595,  597,  601  y 730'  del 
Código  de  Procedimientos  Penales;  el  Li- 
cenciado don  José  León  Castillo,  en  con- 
cepto de  Procurador  de  la  Sala  Séptima, 
denunció  como  violados  los  Artículos  65, 
y 66  del  Código  Penal,  y además  los  que 
menciona  Ortega  Rodas  a excepción  del 
3o.,  4o.  y 572  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales;  y Marcos  Alberto  Luna  Gu- 
tiérrez con  auxilio  del  Licenciado  don 
E'adio  Paz  Castañeda,  citó  como  infrin- 
gidos los  Artículos  12,  66,  67  y 295  del  Có- 
digo Penal;  6o.,  568,  571,  589,  595,  5£6,  597, 
581,  inciso  6o.  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales. 

CONSIDERANDO:  Que  limitada  como 
es  la  casación  al  examen  de  las  disposicio- 
nes legales  que  citen  en  el  escrito  de  in- 
troducción del  recurso,  esta  Corte  se  ve 
imposibilitada  de  poder  apreciar  si  en  el 
caso  concurre  alguna  circunstancia  exi- 
mente de  responsabilidad  criminal,  dado 
el  carácter  que  tenía  el  reo  por  razón  del 
cargo  que  desempeñaba  cuando  ocurrió 
el  hecho,  pues  ni  el  abogado  defensor  lo 
alegó  durante  la  secuela  de  la  causa  ni 
el  abogado  recurrente  citó  ninguna  de  las 
circunstancias  que  hubieran  podido  fa- 
vorecer al  enjuiciado  a ese  respecto,  en 
cuya  virtud  procede  entrar  al  examen  de 
la  sentecia  recurrida  en  relación  con  las 
leyes  que  citaron  como  violadas.  Arto. 
576  inc.  5o.  y 682  inciso  3o.  Prs.  Pns. 

CONSIDERANDO:  Que  los  hechos  de 
los  cuales  la  Sala  Sentenciadora  deriva 
las  presunciones  humanas  para  declarar 
la  responsabilidad  criminal  de  los  en- 
JuiclacjQS  se  encuentran  establecidos  de 


una  manera  plena  en  los  autos  y siendo 
de  la  exclusiva  incumbencia  de  los  Jueces 
y Tribunales  de  Instancia  la  apreciación 
de  dicha  prueba  indirecta  es  indudable 
que  no  fueron  infringidos  los  Artos.  568, 
571,  572,  587,  589,  595,  597  y 601  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  Que  el  hecho  delic- 
tuoso que  se  imputa  a cada  uno  de  los 
enjuiciados  es  un  homicidio  penado  de 
conformidad  con  la  ley  respectiva;  el 
Juez  de  instrucción  siguió  la  causa  por  to- 
dos sus  trámites  sujetándose  a los  pre- 
ceptos establecidos  en  las  leyes  vigentes 
y los  reos  fueron  oidos  en  el  juicio  en  la 
forma  que  corresponde;  y en  ese  concepto 
no  se  violaron  los  Artos.  3o.,  4o.  y 6o.  del 
Cód.  de  Prs.  Penales. 

CONSIDERANDO:  Que  los  casos  sub- 
judice  no  están  comprendidos  en  el  ar- 
ticulo 730  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  en  virtud  de  que,  como  ya  se 
dijo,  existe  plena  prueba  para  proferir 
sentencia  condenatoria  y por  consiguiente 
no  fué  infringida  la  disposición  legal  que 
acaba  de  mencionarse. 

CONSIDERANDO:  Que  ios  Artos.  12,  65, 
66,  67  y 295  del  Código  Penal  no  fueron 
dolados,  porque  el  primero  carece  de 
aplicación  toda  vez  que  se  refiere  al  ca- 
so de  que  el  mal  recaiga  sobre  una  per- 
sona distinta  de  aquella  a quien  el  agen- 
te se  proponía  ofender  o el  mal  causado 
fuere  distinto  del  que  se  proponía  eje- 
cutar; el  segundo  porque  el  Tribunal  sen- 
tenciador al  imponerle  pena  al  reo  Mar- 
cos Luna  aplicó  la  asignada  al  delito  sin 
modificación,  estimando  que  en  su  con- 
tra no  concurren  circunstancias  agra- 
vantes ni  a su  favor  militan  atenuantes; 
el  3o.  y 4o.  porque  le  impuso  la  pena  co- 
rrespondiente reputándolo  autor  de  un  de- 
lito consumado;  y el  último,  en  virtud  de 
que  la  pena  impuesta  es  la  que  debe  apli- 
cársele, pues  se  encuentra  comprendido 
en  dicha  disposición  legal,  según  se  des- 
prende de  las  constancias  del  proceso. 

CONSIDERANDO:  Que  los  incisos,  se- 
gundo del  Arto.  581  y sexto  del  586  tam- 
poco fueron  infringidos,  el  primero  por- 
que el  Tribunal  de  Segunda  Instancia  nO 
ha  estimado  que  Mariano  Muñoz  sea  co- 
reo, sino  que  por  el  contrario  consideró 
que  no  corresponde  dejar  abierto  el  pro- 
cedimiento contra  dicho  individuo;  y el 
segundo,  porque  no  se  probó  que  se  haya 
empleado  contra  Alfonso  España  coaccióp 
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de  ninguna  especie  con  ei  fin  de  que  de- 
ciarase  en  determinado  sentido,  como  lo 
afirma  el  recurrente  Luna  Gutiérrez. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, en  observancia  de  lo  estatuido  por 
el  Articulo  690  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  desestima  el  recurso  inter- 
puesto e impone  a cada  uno  de  los  reos 
quince  dias  de  arresto,  conmutables  a ra- 
zón de  veinticinco  centavos  de  quetzal 
por  cada  dia. 

Notifiquese  y como  corresponde  remí- 
tanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Goto.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Juan  de  Dios  Mejla, 
Lucio  Pineda,  Pablo  Pineda,  Erigido 
Mejia  y Francisco  Rodriguez  Ba- 
rrientos  por  el  delito  de  lesiones. 

No  habiendo  agresión  simultánea,  reci- 
proca auxilio  y empleo  de  medios  ade- 
cuados para  producir  el  mal  que  se 
produjo,  no  puede  estimarse  que  hubo 
riña  confusa  y tumultuarla,  por  faltar 
la  característica  del  acometimiento 
por  individuos  de  bandos  contrarios. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintisiete  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  dictada  por  la  Sala  2a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones  el  diez  y seis  de  fe- 
brero del  año  en  curso  en  las  causas  ins- 
truidas por  el  delito  de  lesiones  y aten- 
tado a los  agentes  de  la  autoridad,  con- 
tra Juan  de  Dios  Mejia,  Lucio  Pineda,  Pa- 
blo Pineda,  Erigido  Mejia  y Francisco 
Rodriguez  Barrientos;  en  la  cual  se  revo- 
ca la  sentencia  apelada  y que  dictó  el 
Juez  de  la.  Instancia  de  Zacapa,  decla- 
rando: a)  que  Francisco  Rodríguez  Ba- 
rrientos, es  autor  de  los  delitos  de  lesio- 
nes perpetrados  en  ias  personas  de  Ceiso 
Fajardo  el  veintisiete  de  julio  de  mil  no- 
vecientos veintiocho  y de  Juan  de  Dios 
Mejia,  el  veintiocho  de  febrero  de  mil  no- 
vecientos treinta  y dos,  delitos  por  los 
cuales  le  impone  las  penas  de  cinco  años 


y un  año  respectivamente  de  prisión  co  •• 
reccional;  b)  que  Juan  de  Dios  Mejia  es 
autor  de  los  delitos  de  lesiones  perpetra- 
dos en  las  personas  de  Francisco  Rodri- 
guez Barrientos  y Francisco  Ortiz  por  los 
cuales  le  impone  la  pena  de  seis  años  de 
prisión  correccional;  c)  que  Lucio  Pine- 
da es  autor  de  la  lesión  constitutiva  de 
falta  y que  sufrió  Jesús  Paiz  y por  el  cual 
le  impone  la  pena  de  veinte  días  de  pri- 
sión simple,  que  declara  purgada  con  la 
prisión  sufrida;  d)  que  las  penas  de  pri- 
sión correccional  impuestas  son  conmu- 
tables en  sus  dos  tercios,  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  día,  que  deberá 
cumplir  en  la  Peniteciaria  del  Centro  con 
abono  de  la  prisión  sufrida;  e)  los  pro- 
pios reos  quedan  suspensos  en  el  ejerci- 
cio de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena  y los  exonera  por 
su  notoria  pobreza  de  reponer  el  papel 
empleado  en  la  causa;  y f)  absuelve  a 
Juan  de  Dios  Mejia  y a Erigido  Cordón 
Mejia  del  cargo  que  se  les  hizo  por  el  de- 
lito de  atentado  a los  agentes  de  la  auto- 
ridad, y a Pablo  Lucio  Pineda  del  que  se 
les  formuló  por  el  delito  de  lesiones, 
mandando  poner  en  libertad  a estos  dos 
últimos  por  telégrafo. 

RESULTA:  que  el  veintiocho  de  febre- 
ro del  año  pasado,  Miguel  Mejia,  alcalde 
auxiliar  de  “El  Maguey”  se  presentó  ante 
el  Juez  de  Paz  de  Zacapa  diciendo,  que 
en  aquella  aldea  como  a las  cuatro  de  la 
mañana  y en  casa  de  Lucio  Pineda  fué 
herido  con  arma  cortante  y con  arma  de 
fuego,  Juan  de  Dios  Mejia,  quien  en  unión 
de  otros  individuos  había  sido  remitido 
por  el  Comisionado  Militar  Antonio  Sal- 
guero Barahona  y que  también  tres  ayu- 
dantes del  Comisionado  se  encontraban 
heridos  con  arma  cortante;  y al  ratificar 
su  denuncia  agregó  que  el  Comisionado 
Antonio  Salguero  con  sus  ayudantes 
Francisco  Rodríguez,  Jesús  Paiz  y Fran- 
cisco Ortiz,  llegaron  a casa  de  Lucio  Pi- 
neda en  la  aldea  de  “El  Maguey”  a cap- 
turar a unos  escandalosos,  pero  que  al  lle- 
gar fueron  agredidos  con  machetes  por 
Juan  de  Dios  Mejia,  Lucio  Pineda  y el 
hermano  de  éste,  Pablo  del  mismo  apelli- 
do, y que  de  la  reyerta  que  tuvieron  re- 
sultaron heridos  los  tres  ayudantes  de 
Salguero  y Mejia;  que  no  sabía  quién  ha- 
ya sido  el  heridor  de  este  último,  ni  quién 
de  los  tres  agresores  sea  el  autor  de  las 
heridas  que  sufrieron  los  Pineda  y Me- 
jía,  porque  fué  un  tumulto  el  que  se  hizo 
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y ya  no  pudo  distinguir  qué  hacía  uno  y 
otro,  que  el  declarante  fué  quien  dió  par- 
te al  Comisionado  por  haber  visto  que  en 
la  casa  de  Pineda  había  escándalo,  y de 
allí  se  fué  con  el  auxilio  a procurar  el 
orden,  que  también  Erigido  Cordón  Me- 
jia  se  encontraba  preso  porque  estaba  en 
unión  de  los  ya  citados  individuos^  pero 
que  a éste  no  se  le  recogió  arma. 

Antonio  Salguero  Barahona  declaró  que 
estando  durmiendo  en  su  casa  llegaron  a 
avisarle  del  escándalo  que  tenia  lugar  en 
casa  de  Lucio  Pineda,  por  lo  que  después 
de  reunir  en  concepto  de  auxiliar  a Fran- 
cisco Rodríguez,  Froilán  Ortiz,  Jesús  Paiz, 
Emeterio  Salguero,  Simeón  Ortiz  y Fran- 
cisco de  este  mismo  apellido,  como  a las 
cuatro  de  la  mañana,  se  presentó  en  la 
casa  de  Pineda,  en  donde  encontró  a Juan 
de  Dios  Mejía,  quien  quería  pelear  con 
Erigido  Cordón,  que  entonces  el  decla- 
rante los  reprendió,  pero  en  vez  de  aten- 
derlo se  le  avalanzó  y le  agarró  el  cuello 
de  la  camisa,  por  lo  que  se  vió  obligado 
a darle  un  jalón  y sacarlo  para  afuera  del 
patio  de  la  casa  y ya  en  el  camino  le 
pegó  un  latigazo  con  un  chicote,  y en- 
tonces Mejia  se  le  fué  para  encima  con 
un  machete  que  tenia  en  la  mano_  por 
lo  que  los  individuos  que  componían  el 
auxilio  trataron  de  desarmarlo  y captu- 
rarlo, pero  que  éste  los  agredió  con  su 
machete,  hiriendo  al  ayudante  Francisco 
Rodríguez  y a Francisco  Ortiz;  que  el  due- 
ño de  la  casa  Lucio  Pineda  en  vez  de 
prestar  ayuda  tomó  un  machete  y atacó 
a los  que  componían  el  auxilio,  habiendo 
herido  a Jesús  Paiz;  que  en  la  riña  que 
tuvo  Juan  de  Dios  Mejía  con  el  auxilio, 
le  fue  sacada  de  la  bolsa  su  pistola  y por 
último,  que  en  la  riña  resultó  herido  con 
arma  de  fuego  Juan  de  Dios  Mejía,  con- 
sistente en  dos  balazos,  uno  en  cada  pier- 
na y una  herida  con  arma  cortante  en 
los  dedos  de  la  mano  derecha  y que  éste 
sindicó  como  autor  de  la  tercera  lesión 
a Froilán  Ortiz,  que  en  caso  de  que  éste 
haya  sido  como  ayudante  del  declarante, 
fué  de  orden  de  él,  cuando  vió  que  eran 
atacados  con  arma.  El  alcalde  auxiliar 
Simeón  Ortiz,  manifestó  que  el  día  del 
hecho  como  a las  cuatro  de  la  mañana 
fué  requerido  el  exponente  por  el  Comi- 
sionado Antonio  Salguero  para  que  le  die- 
ra auxilio,  porque  en  la  casa  de  Lucio  Pi- 
neda había  un  escándalo  promovido  por 
Juan  de  Dios  Mejía  y otros  individuos; 
que  al  llegar  a la  casa  de  Pineda  en  don- 


de había  una  velada,  se  dieron  cuenta  de 
que  el  más  escandaloso  era  Juan  de  Dios 
Mejía,  el  que  tenía  en  las  manos  un  ma- 
chete Cóllins,  y cuando  Erigido  Cordón 
que  allí  estaba  vió  al  Comisionado  Mili- 
tar, trató  de  írsele  encima,  por  lo  que  Me- 
jía con  el  machete  que  tenia  agredió  a los 
individuos  que  componían  el  auxilio,  o 
sea  Francisco  Ortiz,  Francisco  Rodríguez 
y Jesús  Paiz;  que  estos  dos  últimos  eran 
ayudantes  del  Comisionado,  logrando  he- 
rir a Rodríguez  y a Ortiz  Mejia  con  su 
machete,  y que  a Jesús  Paiz  lo  hirió  el 
dueño  de  la  casa  donde  estaba  la  bulla, 
Lucio  Pineda,  que  no  sabia  quién  había 
herido  con  arma  cortante  y arma  de  fue- 
go a Juan  de  Dios  Mejia,  que  en  el  mo- 
mento en  que  éste  agredía  al  auxilio,  so- 
lamente el  Comisionado  Militar  Antonio 
Salguero  y su  ayudante  Francisco  Rodrí- 
guez tenían  pistolas,  pero  que  a Rodríguez 
se  la  quitaron  no  sabiendo  quién,  que 
después  fueron  capturados  Juan  de  Dios 
Mejia,  Pablo  Pineda,  Lucio  Pineda  y Eri- 
gido Cordón,  habiéndosele  recogido  a Me- 
jía un  machete,  otro  a Lucio  Pineda  y 
una  daga  a Pablo  de  este  último  apelli- 
do, con  cuyas  armas  atacaron  al  auxilio, 
que  esto  pasó  en  el  camino  real  frente  a 
la  casa  de  los  Pineda,  en  donde  había 
mucha  gente.  En  igual  forma  declararon 
los  demás  que  componían  el  aurilio. 

RESULTA;  que  indagado  Juan  de  Dios 
Mejía  dijo  que  estando  en  el  interior  de 
la  casa  de  Lucio  Pineda  con  motivo  de  la 
festividad  que  en  ella  se  celebraba,  oyó 
que  alguien  alegaba  con  su  pariente  Eri- 
gido Cordón,  y al  salir  se  encontró  con 
el  Comisionado  Militar  y su  auxilio  y que 
en  tales  momentos  Francisco  Rodríguez 
Barientos,  con  quien  el  declarante  tiene- 
antecedentes  de  enemistad,  le  hizo  tres 
disparos  con  revólver  de  los  cuales  le  acer- 
tó uno  en  cada  pierna.  Lucio  Pineda  por 
su  parte,  declaró  que  en  el  momento  de 
ir  a cerrar  la  puerta  del  corral  de  su  casa 
encontró  al  Comisionado  y a sus  ayudan- 
tes que  alegaban  con  Juan  de  Dios  Mejía 
en  el  camino,  y el  Comisionado  le  dijo 
que  él  (Pineda)  era  el  culpable  de  lo  que 
estaba  pasando  por  ser  el  dueño  de  la 
casa  y que  por  ello  debía  pasar  preso,  ha- 
biéndolo aprehendido  en  tal  acto.  Pablo 
Pineda  se  concretó  a declarar  que  esta- 
ba muy  ebrio  y ya  acostado,  cuando  fué 
capturado;  y Erigido  Cordón  Mejia  ex- 
puso que  su  aprehensión  tuvo  lugar  des- 
pués de  haber  estado  en  la  casa  de  Lucio 
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Pineda,  se  encontraba  durmiendo  en  la 
de  Vicente  Molina,  extremo  con  el  cual 
se  mostraron  conformes  dos  de  los  com- 
ponentes del  auxilio;  pero  uno  de  ellos 
dijo  que  aprovechando  el  desorden  que 
se  produjo  durante  la  reyerta.  Cordón 
Mejia  se  refugió  en  la  casa  de  Vicente 
Molina. 

En  los  informjes  médicos  consta  que 
Juan  de  Dios  Mejia  necesitó  de  treinta 
días  de  asistencia  para  su  curación,  sin 
que  le  quedara  deformidad  ni  impedi- 
mento alguno;  que  Francisco  Rodríguez 
curó  en  quince  dias  quedándole  a con- 
secuencia de  la  lesión  que  sufrió  en  la 
ruano  derecha  impedimento  por  un  año 
del  dedo  índice;  Francisco  Ortiz  curó  en 
un  mes,  quedándole  impedido  para  toda 
su  vida  el  dedo  medio  de  la  mano  dere- 
cha; y Jesús  Paiz  necesitó  de  cuatro  dias 
de  asistencia  facultativa  para  sanar  de 
una  contusión  que  sufrió  al  nivel  de  la 
articulación  de  la  muñeca  derecha. 

El  veintiséis  de  junio  de  mil  novecientos 
veintiocho  jen  la  aldea  “El  Maguey”, 
Francisco  Rodríguez  lesionó  a Celso  Fa- 
jardo, herida  que  le  produjo  la  abolición 
de  los  movimientos  de  la  articulación  del 
puño  y de  los  dedos  de  la  mano  derecha, 
con  excepción  del  pulgar.  Francisco  Ro- 
dríguez ai  ser  examinado  sobre  este  hecho 
declaró,  que  ese  día  Celso  Fajardo,  Tori- 
bio  Salguero  y Francisco  Hernández  lo 
fueron  a injuriar  a su  casa  y a retarlo, 
pero  no  habiéndoles  hecho  caso  se  reti- 
raron; que  dos  horas  después  al  pasar  por 
las  inmediaciones  de  Avelina  Galdámez, 
estos  individuos  le  salieron  al  paso  di- 
ciéndole  a Celso  Fajardo,  “aquí  morís  o 
vencés”  y arrebatándole  el  machete  a 
Francisco  Hernández  lo  agredió  y que  en- 
tonces el  declarante  logró  lesionarlo  en 
la  muñeca  de  la  mano  derecha.  Virgilio 
Hernández  que  aparece  como  testigo  pre- 
sencial, dijo  que  yendo  por  el  camino 
real,  entre  las  diez  y las  once  de  la  no- 
che, en  compañía  ;de  Francisco  Rodrí- 
guez, al  pasar  por  el  estanco  de  Avelina 
Galdámez,  Celso  Fajardo  que  estaba  en 
completo  estado  de  ebriedad,  se  puso  a 
insultar  a su  acompañante,  y que  ello 
díó  lugar  a que  ambos  se  agredieran,  pe- 
ro habiendo  intervenido  Toribio  Salgue- 
ro hermano  de  Fajardo  y el  declarante, 
lograron  separarlos  cuando  ya  estaba  le- 
sionado Fajardo,  a quien  no  le  vió  arma, 
dada  la  oscuridad.  Toribio  Salguero  dijo 
que  al  regresar  de  Zacapa  pasaron  a to- 


mar un  trago  al  estanco  de  la  Galdámez 
y después  de  haberse  despedido  Celso  Fa- 
jardo oyó  unos  golpes  dándose  cuenta  de 
que  éste  había  sido  herido  por  Francisco 
Rodríguez.  En  el  plenario  la  defensa 
propuso  el  dicho  de  Manuel  Salguero  y 
Edilberto  Paz  con  el  objeto  de  probar 
que  Francisco  Rodríguez  lesionó  en  legi- 
tima defensa  a Celso  Fe  jardo. 

RESULTA:  que  llenados  los  demás  trá- 
mites dei  plenario,  el  Juez  de  la  causa 
con  fecha  veintidós  de  julio  del  año  pa- 
sado dictó  sentencia,  declarando:  que 
Juan  de  Dios  Mejia  y Erigido  Cordón  eran 
responsables  del  delito  de  atentado  a los 
agentes  de  la  autoridad  y lesiones,  im- 
poniéndole la  pena  de  dos  años  de  pri- 
sión correccional  a cada  uno,  conmuta- 
ble en  sus  dos  terceras  partes  a razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  por  día;  que 
Juan  de  Dios  Mejia,  Pablo  y Lucio  Pine- 
da eran  responsables  de  las  lesiones  que 
sufrieron  Jesús  Paiz,  Francisco  Rodríguez 
y Francisco  Ortiz  Reyes,  imponiéndoles 
a cada  uno  la  pena  de  cuatro  años  de 
prisión  correccional  inconmutables  y la 
de  catorce  dias  de  prisión  simple  con- 
mutable a diez  centavos  de  quetzal  dia- 
rios; que  Francisco  RodMguez  quedaba 
absuelto  del  cargo  que  por  lesiones  a 
Juan  de  Dios  Mejia  se  le  formuló  por  no 
haber  incurrido  en  respnosabilidad  cri- 
minal; que  Francisco  Rodríguez  era  au- 
tor del  delito  de  lesiones  inferidas  a Cel- 
so Fajardo  por  el  cual  le  impuso  la  pena 
de  dos  años  de  prisión  correccional,  con- 
mutable en  sus  dos  terceras  partes  a ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  por  día, 
manda  abrir  el  procedimiento  contra  Pa- 
blo y Lucio  Pineda,  por  atentado  a los 
agentes  de  la  autoridad,  e hizo  por  úl- 
timo las  demás  declaraciones  legales.  La 
Sala  2a.  al  conocer  en  apelación  profirió 
la  sentencia  de  que  se  ha  hecho  mención 
en  la  parte  expositiva  de  este  fallo  y al 
serle  notificada  la  ejecutoria  al  reo  Juan 
de  Dios  Mejía_  con  auxilio  del  Licenciado 
Enriquez  Paz  y Paz,  introdujo  el  presente 
recurso  de  casación  por  violación  de  ley, 
citando  como  inflingidos  los  Artos,  si- 
guientes; 21  incs.  4o.,  5o.  y 7o.,  65,  76, 
296  y 310  del  Cód,  Penal;  6o.  y 306  de 
Prs.  Pns.  y señalado  día  para  la  vista,  es 
el  caso  de  dictar  la  sentencia  que  corres- 
ponde en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  no  estando  de- 
terminado que  haya  habido  de  parte  de 
Juan  de  Dios  Mejia  y demás  procesados 
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agresión  simultánea,  reciproco  auxilio  y 
empleo  de  medios  adecuados  para  pro- 
ducir el  mal  que  se  produjo,  no  puede  es- 
timarse que  hubo  riña  confusa  y tumul- 
tuaria, pues  falta  la  característica  del 
acometimiento  por  individuos  de  bandos 
contrarios;  podiendo  apreciarse  por  el 
contrario,  una  riña  en  la  cual  si  es  po- 
sible determinar  categóricamente  cuáles 
fueron  las  lesiones  que  cada  uno  de  los 
contendientes  causó  y la  forma  como  se 
desarrollaron  los  hechos;  por  lo  que  to- 
mando y aceptando  las  declaraciones  de 
los  testigos  presenciales,  se  llega  a la 
conclusión  de  la  Sala  sentenciadora,  de 
que  está  demostrado  quién  lesionó  a 
quién,  y en  consecuencia,  la  responsabi- 
lidad de  Juan  de  Dios  Mejia  por  las  que 
infirió  a Francisco  Rodríguez  Barrientes 
y a Francisco  Ortiz,  está  plenamente 
comprobada,  razón  por  la  cual  el  Tribu- 
nal de  Segunda  Instancia,  al  calificar  el 
hecho  realizado  por  Mejia  como  consti- 
tutivo del  delito  de  lesiones,  no  incurrió 
en  error  de  derecho  y por  consiguiente, 
no  violó  los  Artos.  296  y 310  del  Código 
Penal,  que  se  refieren  a la  riña  confusa 
y tumultuaria. 

CONSIDERANDO:  dados  la  estimación 
y el  análisis  de  las  pruebas  existentes  en 
la  causa,  no  aparece  ninguna  de  las  cir- 
cunstancias atenuantes  que  enumera  el 
Arto.  21  del  Código  Penal,  por  cuyo  mo- 
tivo no  se  infringieron  las  fracciones  4a., 
5a.  y 7a.  de  dicho  articulo;  y habién- 
dose aplicado  al  delito  cometido  la  pena 
que  la  ley  señala  para  tal  infracción, 
tampoco  se  infringió  la  disposición  legal 
contenida  en  los  Artos.  65  y 76  del  mismo 
Código.  El  6o.  de  Prs.  Pns.  no  pudo  vio- 
larse, pues  no  tiene  ninguna  aplicación 
al  caso  y el  306  del  mismo  cuerpo  de  le- 
yes citadas  últimamente,  mucho  menos 
pudo  violarse,  pues  hasta  carece  del  in- 
ciso primero  que  señala  el  recurrente  co- 
mo infringido. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  haciendo  aplicación  de  las  leyes 
citadas  y de  lo  que  disponen  los  Artos. 
676  y 6S0  P.  P.;  22.  Dto.  1728  y 27  Ley  Or- 
gánica, desestima  el  recurso  de  casación 
interpuesto,  e impone  al  recurrente  la 
pena  adicional  de  quince  días  de  prisión 
simple,  conmutables  a razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  por  día. 


Notifíquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  autos  a donde 
corresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Juan  Francisco  Rosa- 
les Urizar,  por  el  delito  de  Hurto. 

La  confesión  judicial  hace  plena  prueba 
cuando  reúne  los  requisitos  que  deter- 
mina el  Articulo  609  del  Código  de 
Procedimientos  Penates 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la veintidós  de  Marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes la  sentencia  que  más  adelante  se 
mencionará  proferida  en  el  proceso  ins- 
truido contra  Juan  Francisco  Rosales 
Urizar  por  el  delito  de  hurto. 

RESULTA:  del  estudio  de  los  autos  lo 
que  sigue:  El  dos  de  julio  del  año  de  mil 
novecientos  treinta,  el  Presbítero  Don  Il- 
defonso Rossbach  a las  siete  a.  m.  se  di- 
rigía en  automóvil  a San  Cristóbal  To- 
tonicapán;  el  carro  lo  manejaba  Rosa- 
les Urizar,  y al  pasar  por  El  Quiché  pe- 
netró a la  casa  conventual  dejando  en 
el  asiento  de  adelante  un  paquete  que 
contenía  quinientos  quetzales  y el  cual 
llevaba  a San  Cristóbal  ¡por  recomen- 
dación de  Casimiro  Gutiérrez,  junta- 
mente con  dos  cartas,  a un  hermano  de 
dicho  señor;  cuando  salió  de  la  referida 
casa  se  enteró  de  que  ya  no  estaba  el 
paquete  y al  preguntarle  al  chaufeur, 
éste  le  dijo  que  algún  transeúnte  se  ha- 
bía tomado  el  dinero;  en  ese  carro  iban 
también  el  sacerdote  don  Francisco 
Kuittel  y el  indígena  Sebastián  Macario; 
cuando  el  Presbítero  Rossbach  bajó  del 
carro.  Rosales  Urizar  le  ordenó  a Maca- 
rio que  fuera  a traer  un  poco  de  agua 
para  el  vehículo. 

Casimiro  Gutiérrez  corrobora  lo  dicho 
por  el  Presbítero  Rossbach  acerca  de  la 
entrega  del  dinero,  cantidad  que  estaba 
formada  por  monedas  de  un  cuarto  de 
quetzal,  billetes  de  a cien  pesos  (de  la 
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antigua  emisión)  y de  a un  quetzal;  y 
agrega  que  sus  empleados  Rafael  Marín 
y Arturo  Rodas,  presenciaron  cuando  con- 
tó los  quinientos  quetzales  y se  los  en- 
tregó al  Presbítero  Rossbach;  que  tiene 
libretos  de  las  cuentas  que  lleva  con  el 
Banco  de  Occidente  y en  sus  Libros  de 
Contabilidad  aparece  la  salida  de  esa 
suma  de  dinero.  En  el  Libro  Diario  y al 
folio  ciento  veintisiete  aparece  la  partida 
de  fecha  treinta  de  junio  por  la  cantidad 
ya  mencionada. 

Ernesto  Cristiani  Robelo  refiere  que  en 
la  fecha  de  autos,  entre  siete  y ocho  de 
la  mañana,  encontrándose  acostado  en  su 
habitación  oyó  que  su  hija  Graciela  Cris- 
tiani de  Rosales  conversaba  con  su  es- 
poso Francisco  del  último  apellido  y al 
interrogar  a su  hija,  le  dijo  que  Francisco 
habla  llegado  a recomendarle  un  paque- 
te: que  Rafaela  Marín  le  refirió  lo  del 
hurto  de  los  quinientos  quetzales  mani- 
festándole que  sospechaban  que  el  delin- 
cuente fuera  un  chauffeur,  regresó  a su 
casa  y le  dijo  a su  hija  que  el  paquete 
que  Rosales  había  llevado  no  les  perte- 
necía, y sin  pérdida  de  tiempo  dió  aviso 
a Gutiérrez,  habiendo  llegado  más  tarde 
Arturo  Rodas  a recoger  el  dinero. 

Rafael  Marín,  Arturo  Rodas  y Sebas- 
tián Macario  declararon  de  conformidad 
con  la  cita  que  les  resulta,  afirmando  el 
último  que  vió  dentro  del  carro  un  paque- 
te de  regular  tamaño,  envuelto  en  papel 
blanco  y lo  mismo  hizo  el  Presbítero  Kui- 
ttel  agregando  entre  otras  cosas  que  jun- 
tamente con  el  Presbítero  Rossbach  en- 
tró y salió  de  la  casa  conventual. 

Rosales  Urizar  manifesta:  que  cuando 
los  sacerdotes  Rossbach  y Kuittel  entra- 
ron al  convento,  tomó  el  paquete  y co- 
iTiendo  se  dirigió  a casa  de  su  esposa  Mar- 
ta Graciela  Cristiani  de  Rosales  con  el 
objeto  de  saludarla  y,  como  ella  le  ofre- 
ció una  taza  de  café,  estuvo  allí  como 
cuatro  minutos  recomendándole  el  pa- 
quete, y a causa  de  haber  salido  preci- 
pitadamente se  le  olvidó  llevarlo^  y al 
llegar  a casa  de  Gutiérrez  se»  fijó  que  no 
estaba  el  dinero  y como  lo  entraron  en- 
tre muchas  personas  no  lo  dejaron  ex- 
plicar lo  sucedido. 

En  el  plenario,  a solicitud  del  defen- 
sor, el  enjuiciado  amplió  su  declaración 
y los  testigos  Marin  y Rodas  Corzo  fue- 
ron examinados  al  tenor  de  los  interroga- 
torios que  obran  a los  folios  setenta  y 
Siete,  y setenta  y nyeve  del  proceso.  Ro- 


sales Urizar  aseguró  que  por  referencias 
del  Presbítero  Rossbach  se  habla  ente- 
rado de  que  el  paquete  contenía  dinero, 
pero  ignoraba  qué  clase  de  monedas;  di- 
cho paquete  medía  seis  o siete  pulgadas 
en  cuadro  y pesaba  dos  libras  poco  más 
o menos.  Marín  y Rodas  Corzo  manifes- 
taron ser  empleados  del  señor  Casimiro 
Gutiérrez,  que  el  primero  vive  en  casa  de 
dicho  señor  y también  toma  allí  su  ali- 
mentación, afirmando  el  segundo  que  el 
paquete  contenia  quinientos  quetzales  en 
biletes  y moneda  fraccionaria  de  quetzal 
(plata).  La  Secretaria  del  Juzgado  dió 
cuenta  con  la  causa  instruida  por  rapto 
y estupro  contra  Juan  Francisco  Rosales, 
proceso  que  se  feneció  por  haber  desistido 
de  su  acusación  Ernesto  Cristiani  Ro- 
belo. 

Previos  los  trámites  correspondientes 
el  Juez  Departamental  de  El  Quiché  dió 
fin  a la  causa  absolviendo  al  procesado 
de  la  Instancia. 

La  Sala  6a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
con  fecha  veintiocho  de  enero  retropró- 
ximo, desaprobó  la  sentencia  del  men- 
cionado funcionario  y declara:  que  Juan 
Francisco  Rosales  Urizar  es  responsable 
del  delito  de  hurto  de  la  suma  de  qui 
nientos  quetzales,  por  el  cual  se  le  con- 
dena a sufrir  dos  años  de  prisión  correc- 
cional, en  la  Penitenciaría  Central;  con 
abono  del  tiempo  que  estuvo  preso:  le  per- 
mite conmutar  las  dos  terceras  partes  de 
dicha  pena  a razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  diarios  en  virtud  de  haberse  co- 
metido el  delito  antes  de  la  promulga- 
ción del  Decreto  Legislativo  número  1740; 
le  suspende  en  el  ejercicio  de  sus  dere- 
chos políticos  durante  la  condena;  lé 
obliga  al  pago  de  las  responsabilidades  ci- 
viles provenientes  del  hecho  delictuoso  y 
a la  reposición  del  papel  empleado  en  la 
causa  al  del  sello  respectivo. 

El  reo  con  auxilio  del  Licenciado  Do- 
mingo S.  Echeverría,  introdujo  contra  es- 
te último  pronunciamiento  recurso  de  ca- 
sación, denunciando  como  infringidos  los 
Artículos  259,  281,  568,  566,  571  y 609  del 
Código  de  Procedimientos  Penales;  lo.  y 
390  inciso  primero  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  Que  la  preexistencia 
del  hecho  punible  y la  propiedad  del  di- 
nero hurtado  se  encuentran  establecidas 
de  una  manera  plena  con  la  prueba  tes- 
timonial que  obra  en  los  autos,  la  ins- 
pección que  practicó  el  Juez  de  la  causa 
en  la  contabilidad  de  Gútiérrea  y lo  que 
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manifestó  Rosales  Urizar  al  ser  interro- 
gado; y con  lo  que  se  desprende  de  las 
deposiciones  de  los  sacerdotes  que  iban 
en  el  carro  y la  confesión  del  enjuiciado 
se  probó  que  dicho  sujeto  es  responsable 
del  hurto  que  se  le  imputa,  y en  ese 
concepto,  el  Tribunal  de  2a.  Instancia  no 
infringió  los  Artículos  259,  281,  566,  568 
y 571  del  Código  de  Procedimentos  Penales. 

CONSIDERANDO;  Que  el  Artículo  609 
del  Código  que  acaba  de  citarse  no  fué 
infringido,  pues  como  ya  se  dijo,  la  pre- 
existencia del  hecho  delictuoso  se  esta- 
bleció con  la  prueba  mencionada  ante- 
riormente, el  enjuiciado  es  mayor  de  vein- 
tiún años,  confesó  su  delincuencia  con  ple- 
no conocimiento,  sin  apremio  de  ningún 
género,  su  confesión  versa  sobre  un  hecho 
propio  del  confesante,  es  congruente  con 
las  constancias  que  obran  en  los  autos  y 
verosímiil,  pues  no  existen  motivos  pa- 
ra dudar  de  lo  que  en  ella  expresó  el  en- 
juiciado de  una  manera  espontanea,  y si 
bien  es  cierto  que  pretendió  modificarla, 
ni  siquiera  ha  intentado  probar  dicho  ex- 
tremo, en  la  forma  legal. 

CONSIDERANDO:  Que  el  hecho  que 
originó  el  éncausamiento  de  Rosales  Uri- 
zar se  encuentra  comprendido  en  el  inci- 
so primero  del  Arto.  390  del  Código  Penal, 
y por  consiguiente  sí  es  punible,  y concu- 
rren todos  los  elementos  que  caracterizan 
el  delito  de  hurto.  En  efecto  es  indu- 
dable que  fué  el  lucro,  el  móvil  que  im- 
pulsó al  enjuiciado  a cometer  este  hecho 
delictuoso,  circunstancia  que  se  presume 
mientras  no  se  demuestre  lo  contrario;  el 
dinero  que  tomó  era  ajeno,  según  se  ha 
establecido  en  el  proceso,  en  la  forma 
expresada  anteriormente;  y se  apropió 
del  paquete  que  lo  contenía,  aprovechan- 
do el  momento,  en  que  tanto  los  sacer- 
dotes que  viajaban  en  el  carro,  como  el 
indígena  que  los  acompañaba,  bajaron  del 
vehículo,  no  concurriendo  por  consiguien- 
te la  circunstancia  de  violencia  en  las 
personas,  ni  fuerza  en  las  cosas,  elementos 
que  si  existieran  darían  vida  a un  delito 
de  mayor  gravedad,  razón  por  la  cual  tam- 
poco fué  infringida  la  disposición  legal 
citada  ni  el  Articulo  lo.  del  Código  Penal. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  de  lo  estatuido  por 
el  Arto.  690  del  C.  de  P.  P.,  declara  im- 
procedente el  recurso  interpuesto,,  e Ira- 


pone  a Juan  Francisco  Rosales  Urizar 
quince  días  de  arresto,  conmutables  a ra- 
zón de  quince  centavos  de  quetzal  diarios. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  antece- 
dentes al  Tribunal  de  su  origen  en  la  for- 
ma que  corresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa~ 
lazar  — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar~ 
gueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernandez  C.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  el  Teniente  Coronel 
Enrique  Antonio  Leal  Estrada,  por  el 
delito  de  homicidio. 

En  los  crímenes  pasionales,  no  puede  es- 
timarse la  condición  del  sexo  de  la 
ofendida,  como  circunstancia  agra- 
vante, por  ser  aquella  inherente  al 
delito  cometido 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema-  ■ 
la,  veintidós  de  abril  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  más  adelante  será 
relacionada  y se  profirió  en  el  proceso 
instruido  contra  el  Teniente  Coronel  En- 
rique Antonio  Leal  Estrada  por  el  delito 
de  homicidio  perpetrado  en  la  persona  de 
Delfina  Torres  Sierra. 

RESULTA:  la  causa  fue  iniciada  por 
el  Juez  Municipal  de  San  Cristóbal  Vera- 
paz  con  fecha  veinticinco  de  julio  de  mil 
novecientos  treinta  y dos,  en  virtud  de 
haberse  presentado  a las  dos  y tres  mi- 
nutos a.  m.  el  Coronel  Leal  Estrada  ma- 
nifestando: que  había  dado  muerte  a su 
querida  Delfina  Torres  Sierra  disparán- 
dole cinco  balazos  con  el  revólver  que  en- 
tregaba en  esos  momentos;  crimen  que 
cometió  ofuscado  por  los  celos  y al  in- 
tentar su  amante  estrangularlo  aprove- 
chando la  circunstancia  de  que  es  im- 
pedido del  brazo  izquierdo. 

Delfina  Morales  Torres,  hija  de  lá  se- 
ñora Torres  Sierra,  manifestó;  que  en- 
contrándose en  el  dormitorio  de  Leal  Es- 
trada, éste  ordenó  al  chauffeur  Guiller- 
mo Hernández  García  que  entrara  el  ca- 
rro y a ella  que  le  llevara  unos  cognacs  y 
cuando'  se  aproximaba.  a_  lá  cantiga  nyó 
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un  disparo  y en  seguida  perc  bió  otro,  re- 
gresó precipitadamente  y en  la  puerta  en- 
contró a su  mamá  quien  al  verla  excla- 
mó: ‘‘me  matan”;  la  recibió  en  sus  bra- 
zos y en  esos  instantes  Leal  Estrada  le 
hizo  tres  disparos  más,  cayendo  ambas 
al  suelo. 

El  Coronel  Adrián  Pereira,  Comisario 
de  la  Policía,  Guilermo  Hernández  García 
y el  Teniente  Coronel  Juan  Guillermo  Ch., 
Comandante  Local  de  San  Cristóbal  Ve- 
rapaz  aseguran  que  el  encausado  se  pre- 
sentó a la  autoridad  y confesó  el  delito 
que  había  cometido. 

Juan  María  Rejas  Leal,  Abelardo  Pa- 
redes Morales,  J.  Genaro  Flores  Morales, 
Manuel  Ruiz  González,  A'berto  Cruz  Iza- 
guirre  y Jesús  Reyes  Guillermo  refieren; 
Rojas  Leal,  que  hacia  veintidós  años,  po- 
co más  o menos,  que  Delfina  Torres  fué 
su  querida  habiendo  vivido  con  ella  como 
tres  años;  que  la  noche  del  suceso  baila- 
ba con  la  mencionada  señora  en  el  salón 
cuando  se  aproximó  Alfonso  Leal  a pro- 
ponerle que  cambiaran  de  compañera  lo 
cual  no  aceptó  el  testigo:  y esa  noche  Leal 
Estrada  estaba  muy  alegre  y no  daba 
muestras  de  premeditar  el  hecho  que  más 
tarde  acaeció:  Paredes  Morales  dijo:  que 
cierta  noche  en  los  últimos  días  del  mes 
de  Junio  (1932)  en  ocasión  que  se  encon- 
traba en  la  esquina  opuesta  a la  casa  de 
Leal  Estrada  vió  que  un  individuo  abri- 
gado tocó  el  balcón  que  da  al  dormitorio 
de  dicho  señor;  que  luego  abrieron  la 
puerta  y el  individuo  a que  ha  hecho  re- 
ferencia entró;  que  como  Leal  Estrada  se 
encontraba  ausente,  por  curiosidad  vol- 
vió la  noche  siguiente  ai  mismo  sitio  y 
la  escena  se  repitió  descubriendo  enton- 
ces, que  la  persona  embozada  era  Alfon- 
so Leal  Santizo  (empleado  de  don  Enri- 
que Antonio)  quien  vivía  en  la  casa  de 
enfrente  la  cual  denominaban  todos  “La 
Reventa”.  Flores  Morales  dijo:  que  en 
uno  de  los  días  de  la  fiesta  titular  de 
San  Cristóbal  Verapaz  llegó  a su  hotel 
Enrique  Antonio  Leal  Estrada  a ofrecer- 
le aguardiente  de  San  Jerónimo,  y en  esos 
momentos  bajó  una  sirvienta  con  la  ba- 
sura y sobre  ella  llevaba  una  carta;  el 
declarante  tomó  la  carta^  pero  Leal  Es- 
trada se  la  pidió,  habiendo  notado  que 
aquella  era  una  carta  que  trataba  de 
amores,  por  su  encabezamiento,  y la  fir- 
ma era  una  F.  Ruiz  González  dijo  que 
en  el  mes  de  IVtayo,  viniendo  de  San  Cris- 
tóbal y antes  de  llegar  a Santa  Cruz,  en 


el  lugar  denominado  “El  Arco”,  en  una 
casa  perteneciente  a Leal  Estrada  vió  dos 
bestias  ensilladas  y desde  luego  reconoció 
un  mulo  tordillo  y unos  perros  que  son  de 
don  Enrique  Antonio,  en  esos  momentos 
salía  la  señora  Torres  Sierra  con  un  som- 
brero de  junco  en  una  mano  y asentán- 
dose el  pelo  con  la  otra,  le  preguntó  si 
se  encontraba  ahí  don  Enrique  a lo  que 
doña  Delfina  le  dijo  que  dicho  señor  es- 
taba en  Cobán;  enseguida  salió  Alfonso 
Leal  abriendo  de  par  en  par  la  puerta, 
por  donde,  poco  antes,  había  salido  la 
mencionada  señora.  Cruz  Izaguirre  d'jo: 
que  el  jueves  veintiuno  de  Julio  (1932) 
entre  nueve  y diez  de  la  mañana  entró 
Alfonso  I^enl  por  la  parte  posterior  del  si- 
tio de  Estrada  y como  a la  media  hora 
salió  acompañado  de  Delfina  Torres  Sie- 
rra, abrazándose  ambos  y dándose  besos 
al  despedirse,  diciéndole  la  Torres:  án- 
date al  Hotel,  no  quiero  verte  más  bolo, 
ten  cuidado  porque  mañana  viene  tu  tío. 
Y Reyes  Guillermo  dijo:  que  siendo  em- 
pleado de  don  Enrique  se  dió  cuenta  de 
que  cuando  dicho  señor  estaba  ausente 
llegaba  por  la  noche  a la  casa  de  habi- 
tación Alfonso  Leal  Santizo  dejando  un 
caballo,  que  le  había  dado  don  Enrique 
para  su  servicio,  en  la  casa  situada  al 
frente  de  la  que  habitaba  Leal  Estrada. 

En  autos  obran  los  documentos  que  a 
continuación  se  expresan:  a)  informe 
emitido  por  el  doctor  Ricardo  Girón  en  el 
que  consta;  que  el  veinticinco  de  Julio  de 
mil  novecientos  treinta  y dos  fué  practi- 
cada la  autopsia  al  cadáver  de  Delfina 
Tores  Sierra  encontrando  lo  que  sigue:  lo. 
una  herida  causada  por  arma  de  fuego 
cuyo  proyectil  penetró  un  poco  afuera  del 
hombro  derecho  y salió  en  el  punto  opues- 
to; 2o.  una  herida  de  igual  naturaleza  con 
agujero  de  entrada  en  el  tercio  superior 
de  la  cara  anterior  del  antebrazo  dere- 
cho. El  proyectil  siguió  un  trayecto  obli- 
cuo, yendo  a salir  cerca  de  la  articula- 
ción del  codo  de  dicho  antebrazo;  3o.  una 
herida  con  arma  de  fuego  con  agujero  de 
entrada  un  poco  abajo  y adentro  de  la 
tetilla  derecha.  El  proyectil  interesó;  el 
lóbulo  medio  del  pulmón,  la  pleura, 
músculos  de  la  región  infraescapular, 
yendo  a salir  un  poco  abajo  y adentro 
del  ángulo  inferior  del  omóplato  del  lado 
derecho;  4o.  otra  herida  similar  a las  an- 
teriores con  agujero  de  entrada  en  el  hi- 
pocondrio izquierdo,  habiendo  atravesado 
el  proyectil  cuatro  asas  del  intestino  del- 
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gado  y fué  a salir  como  a nueve  centíme- 
tros de  la  línea  media,  un  poco  por  aba- 
jo del  reborde  costal  posterior;  y 5o.  otra 
herida  causada  por  la  misma  arma,  con 
agujero  de  entrada  al  nivel  de  la  región 
precordial,  un  poco  afuera  y arriba  de 
la  tetilla  izquierda.  El  proyectil  siguió  un 
trayecto  horizontal  de  adelante  a atrás, 
yendo  a salir  un  poco  por  abajo  del 
ángulo  inferior  del  omóplato  izquierdo, 
después  de  atravesar  la  p’eura  del  pulmón 
izquierdo,  la  hoja  parietal  de  dicho  pul- 
món, el  pericardio,  la  arteria  aorta  en  su 
origen,  el  ventrículo  izquie  do,  presen- 
tando la  particularidad  de  estar  destro- 
zado en  su  cara  posterior  por  el  proyec- 
til; volvió  a atravesar  el  pulmón  en  su 
lóbulo  inferior  y músculos  de  la  región 
infraescapular.  Ds  las  lesiones  menciona- 
das la  tercera  y ’a  cuarta  eran  de  carác- 
ter grave  aunque  nc  necesariamente  mor- 
tales. La  situada  en  la  región  precor- 
dial sí  era  necesa-iamente  mortal  por  la 
calidad  de  los  órganos  lesionados  y por 
la  gran  hemorragia,  que  como  consecuen- 
cia de  la  lesión  del  corazón  y de  la  arte- 
ria aorta  se  produjo  en  la  región  del  tórax. 
Y en  consecuencia  la  muerte  fue  oca- 
s'onada  por  esta  última  lesión,  b)  infor- 
me de  las  lesiones  que  sufrió  Enrique  Leal 
Estrada  en  que  consta  que  dicho  señor 
tenía  dos  señales  de  heridas  en  el  pe- 
cho, una  a nivel  de  la  parte  superior  del 
externón  y la  otra  en  la  parte  superior 
de  la  región  pectoral  izquierda,  en  ambas 
fue  interesada  únicamente  la  epidermis 
y probablemente  fueron  producidas  por 
las  uñas.  Dichas  lesiones  no  necesitaron 
asistencia  facultativa;  c)  dos  cartas  que 
tienen  una  efe  mayúscula  como  firma; 
d)  copia  certificada  de  la  partida  de  de- 
función de  Delfina  Torres  Sierra;  e)  in- 
forme emitido  por  el  Alcaide  de  la  Peni- 
tenciaría Central  en  que  consta  que  en 
los  libros  respectivos  no  aparece  que  ha- 
ya ingresado,  en  ninguna  fecha,  Enr  que 
A.  Leal  Estrada;  f)  dictamen  emitido  ñor 
el  Coronel  Benito  Leonardo  y Teniente  Co- 
ronel Flavio  Ponce  V.  en  que  consta:  que 
les  proyectiles  que  hayan  atravesado  a 
una  persona  de  parte  a parte,  a una  dis- 
tancia de  tres  a cuatro  varas,  pueden  he- 
rir a otra  persona  colocada  atrás  o ade- 
lante de  aquella  que  haya  sido  lesionada 
primeramente;  g)  copia  certificada  de  la 
partida  de  nacimiento  de  María  Domitila 
Torres;  hija  natural  de  Delfina  Torres 
y Mariano  Villatoro;  h)  copia  certificada 


de  la  partida  de  nacimiento  de  Delfina 
Tores,  hija  ilegitima  de  Delfina  del  mis- 
mo apellido  y el  Coronel  Roque  Morales;  i) 
Certificación  expedida  por  el  Secretario 
de  la  Municipalidad  de  Santa  Cruz  Vera- 
paz  en  que  consta:  que  don  Enrique  Leal 
fue  electo  y tomó  posesión  de  los  cargos 
de  Alcalde  lo.  de  dicha  Corporación  en  ios 
años  de  1930  y 1931;  j)  varias  certifica- 
ciones en  que  se  hicieron  constar  los  ser- 
vicios militares  prestados  por  el  Teniente 
Coronel  Enrique  Antonio  Leal  en  diferen- 
tes épocas;  k)  copia  certificada  de  ia 
partida  de  nacimiento  del  enjuiciado;  1) 
certificación  expedida  por  el  Secretario  de 
la  Jefatura  Polit’ca  e Intendencia  de  Ha- 
cienda del  Departamento  de  Alta  Verapaz 
en  que  consta  que  en  dicho  Despacho 
existe  un  juicio  ejecutivo  sfguido  por  el 
Representante  del  Fisco  contra  don  En- 
rique Antonio  Leal  E.  por  la  suma  de  mil 
doscientos  cuarenta  y seis  quetzales  ochen- 
ta y ocho  centavos  más  intereses  y costas, 
cantidad  que  adeuda  dicho  señor  por  im- 
puesto de  aguardiente;  m)  certificación 
expedida  por  el  Director  del  Quinto  Regis- 
tro de  la  Propiedad  Inmueble  en  que 
consta:  que  en  los  Libros  de  dicha  ofici- 
na no  aparece  ninguna  propiedad  inscri- 
ta a favor  de  Enrique  Leal  Estrada;  y n) 
certificaciones  expedidas  por  los  doctorea 
C.  Enrique  Martínez  D.  y Ricardo  Girón 
en  que  consta  que  el  enjuiciado  a con- 
secuencia de  una  fístula  en  el  hombro  iz- 
quierdo tiene  impedimento  funcional  de 
carácter  permanente  en  el  miembro  su- 
perior de  ese  lado. 

En  los  autos  constan  también  los  he- 
chos siguientes:  lo.  que  el  enjuiciado  es 
persona  honrada  y de  buenos  anteceden- 
tes; 2o.  que  le  daba  muy  buen  trato  a su 
concubina,  que  ésta  llevó  una  vida  escan- 
dalosa y que  la  noche  en  que  se  perpe- 
tró el  delito  no  podía  bailar,  pues  estaba 
ebria  y 3o.  que  según  afirma  el  Doctor 
Ricardo  Girón  en  su  dictamen.  Leal  Es- 
trada obró  en  el  caso  de  que  se  trata, 
impulsado  por  los  factores  siguientes:  se- 
nectud (el  enjuiciado  tenía  sesenta  y cua- 
tro años  de  edad  cuando  delinquió)  ; amor 
violento  y los  celos  fuertemente  exalta- 
das por  la  cólera  producida  en  él  al  creer- 
se víctima  de  la  burla  y del  engaño. 

El  Juez  de  Primera  Instancia  de  Alta 
Verapaz  condenó  al  enjuiciado  a sufrir 
la  pena  de  diez  años  de  prisión  correccio- 
nal, inconmutables  y las  accesorias  co- 
rrespondientes. Dicha  pena  rebajada  en 
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una  tercera  parte  por  concurrir  la  ate- 
nuante que  señala  el  inciso  11  del  Arto. 
21  del  Código  Penal,  pues  la  otra  ate- 
nuante que  existe  en  favor  del  enjuicia- 
do la  compensa  con  la  agravante  relativa 
al  sexo  de  la  ofendida. 

La  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, con  fecha  veinticuatro  de  Febre- 
ro del  corriente  año,  confirmó  la  men- 
cionada sentencia  con  la  modificación  de 
que  la  pena  que  se  impone  a Enrique  Leal 
Estrada  por  el  homic’dio  cometido,  es  la 
de  tros  años  y cuatro  meses  de  prisión 
correccional,  hecha  la  rebaja  de  las  dos 
terceras  partes  por  las  atenuantes  que 
aprecia  el  Tribunal  y no  existir  ninguna 
agravante;  y le  permite  conmutar  hasta 
dos  terceras  partes  de  la  condena  a vein- 
te centavos  de  quetzal  por  día. 

El  Tribunal  de  Segunda  Instancia  fun- 
da su  fallo  en  los  siguientes  consideran- 
dos; que  la  preexistencia  del  hecho  de- 
lictuoso está  probada  con  el  acta  que  le- 
vantó el  Juez  de  Paz  de  San  Cristóbal 
Verapaz;  certificado  de  defunción  de  Del- 
fina  Torres  Sierra;  y el  informe  médico 
de  la  autopsia  practicada  al  cadáver;  que 
la  legítima  defensa  que  invoca  el  enjui- 
ciado no  está  establecida  porque  el  me- 
dio empleado  por  el  reo  para  repeler  el 
ataque  de  que  se  queja  por  parte  de  la 
ofendida,  no  fué  proporcionado  a la  agre- 
sión de  ella,  y porque  la  provocación  que  se 
atribuye  a la  Torres  Sierra,  no  era  sufi- 
ciente para  ultimarla;  que  en  favor  del 
enjuiciado  concurren  las  atenuantes  si- 
guientes: su  espontánea  confesión  sin  la 
cual  procedería  absolverlo,  pues  no  exis- 
te prueba  en  su  contra,  ya  que  la  decla- 
ración de  Delfina  Torres  Sierra  no  debe 
tomarse  en  cuenta,  tanto  por  su  carácter 
de  acusadora  en  el  juicio,  como  por  la 
inverosimilitud  de  su  dicho  al  afirmar 
que  teniendo  ella  abrazada  a su  madre, 
le  fueron  hechos  los  tres  últimos  dispa- 
ros a doña  Delfina,  por  detrás,  lo  que  re- 
sulta contrario  a la  prueba  de  expertos 
rendida  y al  informe  médico  legal  que 
establece  que  las  lesiones  le  fueron  infe- 
ridas a la  Torres  Sierra  por  delante;  que 
el  reo  se  presentó  a la  autoridad  inme- 
diatamente y de  una  manera  voluntaria 
confesó  su  delito  antes  de  ser  persegui- 
do; y finalmente  que  obró  por  estímulos 
tan  poderosos  que  le  produjeron  arrebato 
y obsecación,  pues  está  demostrado  que 
la  ofendida  era  infiel  a los  amores  de  su 


amante  y que  éste  tuvo  celos  de  ella,  pa- 
sión capaz  de  obsecar  hasta  una  persona 
normal;  y que  no  cabe  en  el  presente  ca- 
so, en  que  los  celos  originaron  la  trage- 
dia, estimar  como  agravante  la  condición 
del  sexo  de  la  ofendida,  porque  ésta  es 
inherente  al  delito,  pues  que,  atendida  la 
naturaleza  del  hecho  y el  móvil  impulsi- 
vo para  ejecutarlo,  no  puede  aceptarse 
que  el  procesado  obrase  en  desprecio  de 
la  ofendida. 

El  Licenciado  Amoldo  Reyes,  en  con- 
cepto de  apoderado  de  la  acusadora  Del- 
fina Morales  Torres  introdujo  contra  es- 
te último  pronunciamiento  recurso  ex- 
traordinario de  casación  denunciando  co- 
mo infringidos  los  Artículos  22  fracción 
18,  23,  65,  66,  78  y 79  del  Cód.  Penal  y 46 
del  Decreto  Legislativo  número  1740. 

CONSIDERANDO:  Que  en  el  caso  de 
examen  concurren  las  circunstancias  de 
atenuantes  que  se  aprecian  en  el  fallo  re- 
curr'do  y no  milita  en  contra  del  enjui- 
ciado la  agravante  invocada  en  el  escri- 
to de  introducción  del  recurso,  pues  Enri- 
que Leal  Estrada  al  ejecutar  el  hecho  no 
lo  h’zo  en  desprecio  del  sexo  de  la  ofen- 
dida, ya  que  dicho  señor  obró  en  su  se- 
nectud, impulsado  por  un  amor  violento 
y sus  celos  fuertemente  exacerbados  por 
el  coraje  que  le  produjo  la  creencia  de 
que  era  victima  del  engaño  y la  burla  de 
una  amante  infiel  a su  cariño;  y en  ese 
concepto  no  fueron  infringidos  los  Artos. 
22,  fracción  18  y 23  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  Que  el  enjuiciado  se 
le  debe  imponer  la  pena  correspondiente 
al  delito  de  homicidio  que  cometió,  pero 
en  virtud  de  lo  que  acaba  de  exponerse  en 
el  anterior  considerando,  dicha  pena  le 
fué  modificada  en  los  términos  que  fija 
la  ley,  razón  por  la  cual  tampoco  se  in- 
fringieron los  Artos  65,  66,  78  y 79  del  Có- 
digo Penal. 

CONSIDERANDO:  Que  el  articulado 
del  Decreto  número  1740  solamente  llega 
a cinco,  y en  consecuencia,  la  Sala  sen- 
tenciadora no  pudo  infringir  el  Arto.  16 
de  dicha  ley,  que  cita  el  representante  de 
la  parte  acusadora. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, en  observancia  de  lo  estatuido  por 
el  Arto.  690  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  desestima  el  recurso  interpuesto 
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y condena  a la  recurente  a treinta  días 
de  arresto  conmutables  a razón  de  veinte 
centavos  de  quetzal  por  cada  día. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  So- 
lazar — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Prudencio  Gómez  del 
Cid,  por  el  delito  de  Homicidio. 

Las  declaraciones  de  los  testigos  que  ten- 
gan alguna  tacha,  no  por  falsedad, 
serán  apreciadas  por  los  Jueces,  se- 
gún su  prudente  arbitrio,  como  indi- 
cio o presunción. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la veintisiete  de  abril  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con 
sus  respectivos  antecedentes,  la  sentencia 
que  más  adelante  se  relatará  pronuncia- 
da en  el  proceso  instruido  contra  Pruden- 
cio Gómez  del  Cid  por  el  delito  de  homi- 
cidio perpetrado  en  la  persona  de  José 
Morataya. 

RESULTA:  la  causa  fue  iniciada  a las 
tres  y treinta  minutos  de  la  tarde  del 
veinticinco  de  Octubre  de  mil  novecien- 
tos veintitrés,  en  virtud  de  haber  recibido 
aviso  telegráfico  el  Juez  de  Paz  de  M'a- 
sagua,  de  encontrarse  gravemente  heri- 
do José  Morataya.  Constituido  el  referido 
Juez  en  la  finca  “El  Palmar”  situada  a 
siete  leguas  de  Masagua  reconoció  a Mo- 
rataya, quien  ya  había  muerto  a conse- 
cuencia de  una  lesión  producida  por  ar- 
ma de  fuego  cuyos  proyectiles  le  intere- 
saron el  hígado,  los  intestinos  y pulmón. 
En  los  primeros  momentos  no  pudo  orien- 
tarse bien  la  pesquisa,  pero  más  tarde  fue- 
ron examinados  Rodrigo  Morataya  de 
nueve  años  de  edad,  quien  refiere  que  al 
regresar  de  la  milpa  de  su  padre,  José 
Morataya,  éste  caminaba  adelante  cuando 
sonó  un  disparo  y se  dió  cuenta  de  que 
su  mencionado  papá  yacía  en  el  suelo  y al 
aproximarse  vió  que  Gómez  salía  co- 


riendo  en  compañía  de  su  padre  se  dirigie- 
ron a la  finca  “El  Palmar”  y estando  allí 
llegó  Josefina  Gutiérez,  madre  dél  dicen- 
te  y al  verla  Morataya  exclamó:  “Hay  hi- 
ja, me  hirieron  y fué  Prudencio  Gómez”. 
Josefina  Gutiérrez  v.  de  Morataya,  corro- 
bora lo  manifestado  por  su  hijo  Rodrigo, 
agregando  que  con  anterioridad  al  día  del 
suceso,  su  esposo  le  había  dicho:  que 
cuando  le  pasara  alguna  cosa,  ya  sabia 
que  Prudencio  Gómez  erá  el  autor,  pues 
este  sujeto  decía  que  iba  a matarlo,  y que 
entre  su  marido  y Gómez  existía  enemis- 
tad, ignorando  ella  por  qué  motivo.  Juan 
Victorio  dijo:  que  a su  finca  Concepción 
había  llegado  Prudencio  Gómez  a quien 
le  dió  trabajo,  al  poco  tiempo  dicho  su- 
jeto le  preguntó  si  conocía  a Ciríaco  Mo- 
rataya, pues  este  individuo  llegaba  con 
frecuencia  a Overo  en  su  busca  porque  le 
imputaban  la  muerte  violenta  de  José  Mo- 
lataya,  hermano  de  Ciríaco,  agregando  Gó- 
mez, que  si  algún  día  encontraba  a Ciría- 
co lo  mataría:  y que  el  dicente  despidió 
a Gómez  por  el  motivo  que  acaba  de  men- 
cionarse. 

Ciríaco  Morataya  refiere:  que  al  saber 
que  Gómez  le  había  dado  muerte  a su 
hermano  José  trató  de  averiguar  el  pa- 
radero de  Prudencio,  pero  no  le  fué  po- 
sible encontrarlo.  Ramón  Godoy  dijo  que 
Morataya  (José)  le  referió:  que  Gómez  le 
había  herido. 

El  Comandante  Local  de  Overo,  con  fe- 
cha nueve  de  Noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos,  remetió  al  Comandante 
de  Armas  de  Escuintla  a Prudencio  Gó- 
mez manifestándole,  entre  otras  cosas, 
que  en  inspecciones  practicadas,  anterior- 
mente, por  aquellos  lugares,  la  Policía  Ru- 
ral persiguió  tesoneramente  a Gómez,  pe- 
ro este  supo  escapárseles. 

Prudencio  Gómez  al  ser  interrogado 
manifestó:  que  el  veinticinco  de  Octubre 
de  mil  novecientos  veintitrés,  como  a las 
diez  y- media  de  la  mañana^  se  encontra- 
ba seguramente  trabajando  en  la  finca 
El  Palmar:  que  ese  mismo  año  el  prime- 
ro de  Noviembre,  al  salir  a la  puerta  de 
su  habitación,  como  a las  cuatro  de  la 
mañana  recibió  por  detrás  un  balazo:  que 
no  sabe  en  dónde  se  encuentra  Morataya: 
pero  si  tiene  noticias  que  murió;  “que  hay 
ocasiones  en  que  uno  no  puede  salir  a 
ninguna  parte  y mucho  menos  sabiendo 
como  era  de  mala  la  gente  de  esa  fin- 
ca” y de  ese  lugar  se  retiró  porque  le 
dieron  un  balazo. 
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El  Juez  de  la.  Instancia  de  Escuintla 
absolvió  de  la  Instancia  al  procesado. 

La  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones con  fecha  veintiocho  de  Marzo 
retropróximo,  al  denegar  su  aprobación 
al  fallo  del  Juez  aquo  condenó  a Gómez 
del  Cid  a sufrir  diez  años  de  prisión  co- 
reccional  inconmutables,  como  autor  del 
homicidio  perpetrado  en  la  persona  de 
José  Morataya,  haciendo  además  en  esa 
sentencia  las  declaraciones  correspon- 
dientes, a la  suspensión  de  los  derechos 
políticos  del  enjuiciado  durante  la  conde- 
na, al  pago  de  las  responsabilidades  ci- 
viles, al  abono  de  la  prisión  sufrida,  al 
lugar  donde  el  reo  debe  extinguir  la  pe- 
na y a la  reposición  del  papel  de  la  cau- 
sa. 

Su  fallo  lo  funda  el  Tribunal  de  2a.  Ins- 
tancia en  las  consideraciones  que  si- 
guen: la.  que  la  muerte  violenta  de  José 
Morataya  quedó  establecida  con  el  acta 
de  inspección  ocular  practicada,  por  el 
Juez  de  Paz  que  instruyó  las  primeras 
diligencias;  con  el  certificado  de  defun- 
ción de  Morataya  y el  dictamen  del  ex- 
perto que  reconoció  el  cadáver;  2a.  que 
con  las  declaraciones  de  Ramón  Godoy  y 
Josefina  Gutiérrez  se  encuentra  probado 
que  José  Morataya  sindicó  a Prudencio 
Gómez  como  autor  de  las  lesiones  que  su- 
frió en  la  fecha  mencionada  anteriormen- 
te; que  no  aparece  sindicada  ninguna 
otra  persona  como  autora  de  ese  crimen; 
que  el  reo  Gómez  se  marchó  de  la  finca 
El  Palmar  donde  residía  y donde  también 
vivió  Morataya,  precisamente  en  los  dias 
de  la  tragedia,  según  lo  confiesa  el  pro- 
pio reo;  que  no  obstante  que  se  persiguió 
tesoneramente  a Gómez,  no  pudo  efec- 
tuarse su  captura  porque  éste  “supo  es- 
caparse”, hecho  que  está  probado  con  lo 
expuesto  por  el  Comandante  Local  de  Obe- 
ro  y las  declaraciones  de  Juan  Victorio 
y Ciriaco  Morataya;  y por  último  las  con- 
íradiciones  en  que  incurrió  el  reo  al  ser 
interrogado;  que  todos  estos  hechos  uni- 
dos a la  semiplena  prueba  del  testigo 
presencial  Rodrigo  Morataya,  establecen 
la  delincuencia  de  Prudencio  Gómez  del 
Cid,  como  autor  de  la  muerte  de  José 
Morataya;  3a.  que  el  hecho  delictuoso  de- 
be calificarse  de  homicidio  porque  si  bien 
tal  como  lo  relata  Rodrigo  Morataya, 
constituiria  un  verdadero  asesinato,  el 
dicho  de  este  testigo  sólo  forma  una  se- 
mi-plena  prueba  de  la  manera  como  fué 


muerto  José  Morataya;  y por  consiguien- 
te la  pena  que  debe  imponerse  al  enjuicia- 
do es  de  diez  años  de  prisión  correccio- 
nal, sin  modificación  por  atenuantes  o 
agravantes  por  no  concurrir  ningunas  de 
dichas  circunstancias;  y 4a.  que  desde 
que  fué  perpetrado,  el  delito  se  han  dic- 
tado varios  Decretos  de  Indulto,  pero  to- 
dos ellos  requieren  la  buena  conducta  del 
reo,  por  lo  que  se  dejan  a salvo  sus  de- 
rechos para  que  cuando  éste  justifique  di- 
cho extremo  le  sean  aplicados  los  indul- 
tos de  referencia. 

Contra  este  último  pronunciamiento 
introdujo  recurso  extraodinario  de  casa- 
ción, el  Procurador,  por  estimar  infringi- 
dos los  Artículos  259,  568,  566,  580  y 583 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  Que  con  los  docu- 
mentos que  menciona  el  Tribunal  de  2a. 
Instancia  en  su  primer  Considerando  se 
ha  establecido  que  José  Morataya  falle- 
ció de  una  manera  violenta,  y por  consi- 
guiente la  preexistencia  del  hecho  delic- 
tuoso quedó  probada,  razón  por  la  cual 
no  fue  infringido  el  primero  de  los  Ar- 
tículos que  acaban  de  citarse. 

CONSIDERANDO:  que  las  demás  dis- 
posiciones legales  que  denuncia  el  recu- 
rente  como  infringidas  no  lo  están;  por 
que  los  dichos  de  Rodrigo  Morataya  y Jo- 
sefina Gutiérrez  de  Morataya  deben  to- 
marse como  presunciones  al  tenor  de  lo 
dispuesto  por  el  Articulo  600  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  y estas  pre- 
sunciones unidas  a las  que  se  derivan  de 
los  hechos  que  la  Sala  est'ma  probados 
son  las  que  constituyen  el  fundamento  del 
fallo  de  referencia,  y su  valor  jurídico  co- 
responde  apreciarlo  a los  Tribunales  de 
Instancia. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de 
Jucticia,  en  observancia  de  lo  prescrito 
por  el  Artículo  690  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales,  declara  improcedente 
el  recurso  interpuesto. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Gmo.  S.  de  Tejada  — Federico  O.  Sa- 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Arqueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.  Secretario. 
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RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 
DURANTE  EL  MES  DE  ABRIL  DE  1933 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Totales 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Totales 

Totales 

Generales 

Corte  Suprema  de  Justicia  . 

91 

12 

1 

104 

194 

38 

13 

245 

343 

CORTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera 

117 

22 

3 

142 

146 

29 

47 

222 

364 

Sala  Segunda 

72 

21 

2 

95 

100 

21 

47 

168 

263 

Sala  Tercera 

49 

10 

4 

63 

89 

36 

45 

170 

233 

Sala  Cuarta 

92 

37 

2 

131 

70 

38 

46 

154 

285 

Sala  Quinta 

21 

4 

4 

29 

85 

28 

42 

155 

184 

Sala  Sexta 

54 

10 

1 

65 

139 

36 

34 

209 

274 

JUZGADOS  DE  INST. 

DEPARTAMENTALES 

19  de  Guatemala 

558 

348 

20 

92fi 

926 

29  de  Guatemala 

557 

198 

20 

77*^ 

775 

39  de  Guatemala 

372 

155 

7 

534 

534 
1 066 

49  de  Guatemala 

864 

179 

25 

1,068 

59  de  Guatemala 

431 

297 

16 

744 

744 

69  de  Guatemala  . . . 

611 

510 

27 

1,148 

1,148 

Amatitlán 

52 

13 

0 

65 

574 

104 

6 

684 

749 

Alta  Verapaz 

73 

57 

1 

131 

251 

103 

7 

361 

492 

Baja  Verapaz 

116 

119 

2 

237 

301 

85 

5 

391 

628 

Chimaltenango 

69 

33 

1 

103 

443 

88 

6 

537 

640 

Chiquimula 

61 

28 

1 

90 

442 

219 

6 

667 

757 

Escuintla 

59 

39 

0 

98 

374 

96 

14 

484 

582 

Huehuetenango 

85 

22 

2 

109 

399 

136 

16 

551 

660 

Izabal 

• 54 

28 

0 

82 

338 

56 

5 

399 

481 

Jalapa 

24 

17 

1 

42 

381 

106 

12 

499 

541 

Jutiapa 

84 

48 

1 

133 

684 

201 

21 

906 

1,039 

Petén 

19 

1 

0 

20 

241 

9 

0 

250 

270 

Quezaltenango  19 

121 

169 

3 

293 

358 

248 

20 

626 

919 

Quezaltenango  29  ...  . 

91 

105 

5 

201 

86 

250 

27 

363 

564 

Quiché 

91 

24 

8 

123 

385 

131 

55 

571 

694 

Retalhuleu 

81 

27 

0 

108 

453 

91 

3 

547 

655 

Sacatepéquez 

49 

45 

6 

100 

282 

78 

9 

369 

469 

San  Marcos 

85 

33 

4 

122 

192 

154 

25 

371 

493 

Santa  Rosa 

36 

30 

3 

69 

290 

122 

14 

426 

495 

Sololá 

23 

30 

0 

53 

306 

159 

6 

471 

524 

Suchitepéquez 

28 

22 

2 

52 

323 

117 

12 

452 

504 

Totonicapán 

32 

7 

1 

40 

383 

57 

8 

448 

488 

Zacapa  

131 

64 

1 

196 

475 

145 

19 

639 

835 

Totales 

3,447 

1,778 

106 

5,331 

10,690 

3,967 

638 

15,295 

20,626 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  12  de  Mayo  de  1933. 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 

RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 
DURANTE  EL  MES  DE  MAYO  DE  1933 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Decretos 

Autos 

1 

4) 

s 

Totales 

Decretos 

Autos 

1 

«Ú 

Totales 

Totales 

Generales 

Corte  Suprema  de  Justicia  . 

120 

4 

1 

125 

316 

37 

19 

372 

497 

CORTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera 

117 

94 

48 

8 

173 

178 

34 

47 

259 

432 

Sala  Segunda 

74 

40 

8 

142 

92 

52 

61 

205 

347 

Sala  Tercera 

ini 

21 

11 

106 

101 

29 

34 

164 

290 

Sala  Cuarta 

8 

42 

9 

152 

115 

195 

39 

349 

501 

Sala  Quinta 

48 

3 

6 

17 

122 

15 

89 

226 

243 

Sala  Sexta 

14 

3 

65 

141 

29 

37 

207 

272 

JUZGADOS  DE  1?  INST. 

DEPARTAMENTALES 

I?  de  Guatemala 

377 

700 

20 

1,097 

1,097 

2^  de  Guatemala 

685 

26 

986 

39  de  Guatemala 

373 

199 

6 

578 

578 
1 476 

4“  de  Guatemala 

1,198 

256 

22 

1,476 

59  de  Guatemala 

927 

609 

22 

1,558 

69  de  Guatemala 

767 

620 

52 

1,439 

1,439 

Auditoria  de  Guerra  Guat. 

104 

78 

7 

189 

189 

Amatitlán 

60 

49 

0 

109 

564 

94 

5 

663 

772 

Alta  Verapaz 

91 

43 

0 

134 

422 

67 

494 

628 

Baja  Verapaz 

87 

43 

2 

132 

456 

146 

7 

609 

741 

Chimaltenango 

84 

40 

5 

129 

594 

165 

11 

770 

899 

Chiquimula 

92 

29 

1 

122 

723 

270 

20 

1,013 

4,135 

Escuintla 

68 

46 

0 

114 

480 

119 

20 

619 

733 

Huehuetenango 

98 

28 

5 

131 

462 

139 

27 

628 

759 

Izabal 

74 

27 

2 

103 

119 

66 

8 

193 

296 

Jalapa 

53 

18 

1 

72 

513 

86 

11 

610 

682 

Jutiapa 

84 

28 

4 

116 

896 

177 

34 

1,107 

1,223 

Petén 

20 

5 

0 

25 

318 

20 

1 

339 

364 

Quezaltenango  19 

191 

140 

5 

336 

618 

345 

co 

991 

1,327 

Quezaltenango  29  ...  . 

146 

158 

1 

305 

286 

82 

37 

405 

710 

Quiché 

88 

14 

0 

102 

425 

127 

17 

569 

671 

Retalhuleu 

78 

48 

1 

127 

530 

113 

8 

651 

778 

Sacatepéquez  

50 

58 

2 

lio 

409 

74 

7 

490 

600 

San  Marcos 

97 

47 

4 

148 

230 

172 

27 

420 

568 

Santa  Rosa 

61 

48 

5 

114 

376 

130 

13 

519 

633 

Sololá 

26 

43 

2 

71 

452 

170 

14 

636 

707 

Suchitepéquez 

21 

19 

2 

42 

388 

140 

19 

547 

589 

Totonicapán 

33 

14 

0 

47 

439 

46 

5 

490 

537 

Zacapa  

223 

141 

7 

371 

655 

203 

23 

881 

1,252 

Totales 

3,822 

2,432 

147 

6,401 

14,416 

4,905 

776 

20,097 

26,498 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  9 de  junio  de  1933. 
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RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 
DURANTE  EL  MES  DE  JUNIO  DE  1933 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

1 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Totales 

Decretos 

Autos 

i 

•«A 

03 

Totales 

Totales 

Generales 

Corte  Suprema  de  Justicia  . 

150 

9 

0 

159 

199 

38 

16 

253 

412 

CORiTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera 

107 

31 

3 

141 

210 

38 

34 

282 

423 

Sala  Segunda 

63 

22 

4 

89 

78 

32 

38 

148 

237 

Sala  Tercera 

42 

11 

1 

54 

177 

61 

42 

280 

334 

Sala  Cuarta 

112 

43 

8 

163 

210 

45 

35 

290 

453 

Sala  Quinta 

10 

2 

1 

13 

93 

8 

45 

146 

159 

Sala  Sexta 

61 

10 

2 

73 

166 

26 

44 

238 

309 

Auditoria  de  Guerra  Deptal. 

122 

74 

7 

203 

203 

JUZGADOS  DE  1?  INST. 

DEPARTAMENTALES 

I?  de  Guatemala 

521 

364 

16 

901 

2?  de  Guatemala 

568 

262 

19 

849 

39  de  Guatemala 

371 

199 

8 

578 

578 

de  Guatemala 

771 

1fi7 

20 

Q5R 

59  de  Guatemala 

626 

509 

23 

1 

«7 cío 

69  de  Guatemala  . 

751 

405 

16 

1,172 

1,172 

Amatitlán 

41 

38 

2 

81 

473 

60 

8 

541 

622 

Alta  Vera  paz 

79 

70 

1 

150 

488 

83 

9 

580 

730 

Baja  Verapaz 

80 

30 

4 

114 

436 

100 

16 

552 

666 

Chimaltenango 

69 

34 

3 

106 

582 

139 

16 

737 

843 

Chiquimula 

224 

57 

1 

282 

559 

196 

20 

775 

1,057 

Escuintla 

61 

42 

6 

109 

426 

83 

15 

524 

633 

Huehuetenango 

98 

22 

0 

120 

481 

125 

12 

618 

738 

Izabal 

63 

40 

0 

103 

374 

49 

9 

432 

535 

Jalapa 

72 

18 

2 

92 

387 

73 

14 

474 

566 

Jutiapa 

37 

31 

2 

70 

908 

121 

25 

1,054 

1,124 

Petén 

33 

8 

2 

43 

236 

34 

8 

278 

321 

Quezaltenango  19 

84 

66 

0 

150 

793 

278 

30 

1,101 

1,251 

Quezaltenango  29  ...  . 

122 

106 

4 

232 

124 

174 

27 

325 

557 

Quiché 

98 

44 

13 

155 

455 

104 

58 

617 

772 

Retalhuleu 

70 

26 

4 

100 

458 

113 

5 

576 

676 

Sacatepéquez  

53 

48 

2 

103 

421 

60 

3 

484 

587 

San  Miarcos 

102 

35 

2 

139 

176 

157 

19 

352 

491 

Santa  Rosa 

70 

47 

5 

122 

309 

130 

15 

454 

576 

Sololá 

42 

27 

0 

69 

569 

122 

13 

704 

773 

Suchitepéquez 

27 

31 

3 

61 

403 

118 

9 

530 

591 

Totonicapán 

20 

11 

4 

35 

504 

78 

15 

597 

632 

Z acapa  

253 

156 

5 

414 

603 

207 

25 

835 

1,249 

Totales 

3,803 

1,940 

127 

5,870 

13,568 

4,097 

691 

18,356 

24,226 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  13  de  Julio  de  1933. 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 


RESUMEN 

DEL  ESTADO  DE  CRIMINALIDAD,  DURANTE  EL  MES  DE  ABRIL  DE  1933 


CATEGORIA  DEL  DELITO 

REGIONES 

TOTA- 

LES 

Porcen- 

tajes 

Ceint. 

Occd. 

Orte. 

Norte 

Sur 

Contra  la  seguridad  interior  del  Estado . . 

25 

6 

6 

3 

4 

44 

5.94 

Contra  las  instituciones  sociales  

1 

1 

0.13 

De  falsedad  

7 

8 

3 

1 

2 

21 

2.84 

En  ejercicio  de  cargos  públicos  

12 

11 

4 

1 

1 

29 

3.92 

Contra  las  personas  

47 

22 

58 

22 

44 

193 

26.09 

Contra  la  honestidad  

16 

16 

17 

7 

9 

65 

8.78 

Contra  el  estado  civil  personal  

1 

1 

0 13 

Contra  la  seguridad  y libertad  

3 

3 

4 

10 

1.35 

Contra  la  propiedad  

53 

31 

25 

11 

6 

126 

17.03 

Contra  la  Hacienda  Pública  

21 

142 

33 

35 

12 

243 

32.84 

4 

2 

1 

7 

0.95 

Sumas  

186 

243 

148 

81 

82 

740 

100.00 

Porcentajes  

25.13 

32.85 

20.00 

10.94 

11.08 

100.00 

MES  DE  MAYO  DE  1933 


CATEGORIA  DEL  DELITO 

REGIONES 

TOTA- 

LES 

Porcen- 

tajes 

Cent. 

Occd. 

Orte. 

Norte 

Sur 

Contra  la  seguridad  interior  del  Estado . . 

13 

9 

5 

6 

1 

34 

6,35 

Contra  las  instituciones  sociales  

1 

1 

0.19 

De  falsedad  

2 

8 ' 

5 

4 

19 

3.56 

En  ejercicio  de  cargos  públicos  

3 

9 

4 

4 

2 

22 

4.11 

Contra  las  personas  

34 

32 

21 

18 

20 

125 

23.36 

Contra  la  honestidad  

22 

18 

15 

7 

62 

11  59 

Contra  el  estado  civil  personal  

3 

3 

0.56 

Contra  la  seguridad  y libertad  

6 

6 

1 

3 

19 

3.56 

Contra  la  propiedad  

54 

19 

12 

15 

12 

112 

20.93 

Contra  la  Hacienda  Pública  

20 

67 

26 

13 

9 

135 

25,23 

Delitos  militares  

1 

2 

2 

3 

0.56 

Sumas  

154 

170 

89 

68 

54 

535 

100.00 

Porcentajes  

28.78 

31.78 

16.64 

12.71 

10.09 

100.00 

MES  DE  JUNIO  DE  1933 


CATEGORIA  DEL  DELITO 

REGIONES 

TOTA- 

LES 

Porcen- 

tajes 

Cent. 

Occd. 

Orte. 

Norte 

Sur 

Contra  la  seguridad  interior  del  Estado . . 

4 

5 

7 

5 

3 

1 

3.64 

‘Cíontra  las  instituciones  sociales  

1 

1 

0.15 

De  falsedad  

5 

6 

3 

14 

2.12 

En  ejercicio  de  cargos  públicos  

5 

4 

3 

8 

2 

22 

3.35 

Contra  las  personas  

26 

41 

44 

11 

19 

141 

21.39 

Contra  la  honestidad  

10 

10 

14 

5 

8 

47 

7.13 

Contra  la  seguridad  y libertad  

2 

5 

9 

2 

4 

22 

3.35 

Contra  la  propiedad  

117 

25 

30 

15 

11 

198 

30.04 

Contra  la  Hacienda  Pública  

13 

101 

29 

27 

3 

173 

26.25 

Delitos  militares  

4 

6 

6 

1 

17 

2.58 

Sumas  

186 

204 

145 

74 

50 

659 

100.00 

Porcentajes  

28.22 

30.96 

22.00 

11.23 

T.59 

100.00 
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CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Giiatemala, 
nueve  de  marzo  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Vista  para  resolver  la  competencia  susci- 
tada entre  los  Jueces  2°  de  1-  Instancia  de 
esta  capital  y el  de  igual  categoría  del  de- 
partamento de  Retalhuleu  en  el  juicio  or- 
dinario de  divorcio  absoluto  seguido  por  don 
Pedro  F.  Barreda  contra  doña  Alda  Aurora 
Barrios. 

RESULTANDO  : que  el  trece  de  diciem- 
bre del  año  pasado,  don  Pedro  F.  Barreda 
se  presentó  ante  el  Juez  de  1’  Instancia  de 
Retalhuleu,  exponiendo ; que  el  diez  y nue- 
ve de  abril  de  mil  novecientos  diez  y ocho, 
contrajo  matrimonio  con  la  señorita  Aída 
Aurora  Barrios,  con  quien  había  procreado 
tres  hijos  de  los  cuales  vivían  solamente  dos, 
y que  en  virtud  del  juicio  seguido  por  mu- 
tuo consentimiento  en  esta  capital,  el  Juez 
2°,  con  fecha  veinte  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos veinticinco  había  decretado  la  sepa- 
ración de  personas,  sentencia  que  se  decla- 
ró consentida  y ejecutoriada  el  veintiséis  de 
septiembre  del  mismo  año ; que  desde  en- 
tonces había  vivido  separado  de  su  esposa, 
estando  en  poder  de  ésta  sus  dos  hijos  y 
que,  de  conformidad  con  el  inciso  7’  del 
Art.  40,  del  Decreto  Número  1730,  demanda- 
ba de  su  esposa.  Barrios  de  Barreda,  el  divor- 
cio absoluto.  A su  demanda  acompañó  la 
documentación  correspondiente. 

RESULTANDO  ; que  doña  Aída  contestó 
que  era  vecina  de  esta  capital  de  conformi- 
dad con  la  cédula  de  vecindad  que  acompa- 


ñaba, con  domicilio  en  el  Callejón  de  Cór- 
dova,  número  3 ; que  en  esta  ciudad  con- 
trajo matrimonio  y que  aquí  ha  vivido;  fue- 
ra de  que  en  el  año  de  mil  novecientos  vein- 
ticinco se  dictó  sentencia  de  separación  en  el 
juicio  de  divorcio  que  por  mutuo  consenti- 
miento iniciaron  y por  consiguiente,  de  con- 
formidad con  lo  establecido  en  los  artículos 
1’  y 62,  P.  C.,  promovía  la  competencia,  por 
inhibitoria  de  jurisdicción,  a efecto  de  que 
declarándose  competente,  dirigiera  oficio  al 
Juez  de  Retalhuleu  para  que  se  inhibiera  y 
remitiera  los  autos. 

RESULTANDO:  que  el  Juez  2“  exhortó 
al  Juez  de  1’  Instancia  de  Retalhuleu  para 
que  se  inhibiera  de  seguir  conociendo  en 
el  juicio  ordinario  mencionado,  pero  el  Juez, 
aceptando  la  competencia,  mandó  elevar  los 
autos,  con  citación  de  las  partes,  a esta 
Corte. 

RESULTANDO  : que  el  Fiscal  de  la  Sala 
Primera,  al  evacuar  la  audiencia  que  se  le 
otorgó,  manifestó:  "Que  estando  separada 
doña  Aída  Barrios  de  su  esposo,  Pedro  F.  Ba- 
rreda, no  podía  tener  el  domicilio  de  él  y 
que  el  competente  en  los  juicios  de  divorcio 
por  causa  determinada,  según  el  artículo 
209,  del  Decreto  Número  921,  era  el  Juez  del 
domicilio  del  cónyuge  demandado”. 

CONSIDERANDO  : que  siendo  la  compe- 
tencia la  facultad  que  tiene  cada  Juez  o 
Tribunal  para  conocer  de  los  negocios  que 
las  leyes  han  colocado  dentro  de  la  esfera 
de  sus  atribuciones,  es  indudable  que  el 
Juez  2“  de  1-  Instancia  es  el  competente 
para  conocer  y fenecer  el  juicio  de  divorcio 
entablado  por  los  esposos  Barreda  Barrios, 
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pues  no  sólo  en  esta  capital  fijaron  su  re- 
sidencia desde  que  contrajeron  matrimonio 
sino  que,  estando  ya  decretada  la  separa- 
ción de  personas,  la  mujer  conserva  su  pro- 
pio domicilio  y no  el  del  marido;  fuera  de 
que,  en  cualquier  otro  caso,  la  ida  de  Ba- 
rreda a Retalhuleu  significa  un  abandono 
del  hogar,  y,  por  consiguiente,  para  fijar  la 
competencia  en  la  prosecución  del  divorcio, 
debe  estarse  al  domicilio  conyugal  anterior 
a dicho  abandono,  es  decir,  aquél  en  que  vi- 
vieron marido  y mujer.  Artículos  62,  353, 
354,  357  y 359,  P.  C.;  98,  Decreto  Número 
273,  y 209,  Decreto  Número  921. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  las  leyes  citadas  y 
lo  que  dispone  el  artículo  26,  inciso  5“,  De- 
creto Número  1729,  y lo  pedido  por  el  Fis- 
cal de  la  Sala  1’,  declara;  que  el  Juez  T de 
1’  Instancia  de  este  departamento  es  el  com- 
petente para  conocer  en  el  juicio  ordinario 
de  divorcio,  seguido  por  don  Pedro  F.  Ba- 
rreda y doña  Aída  Aurora  Barrios  de  Ba- 
rreda. 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

S.  de  Tejada. — Solazar. — Castellanos  R. — 
Argueta  S. — Serrano  Muñoz. — Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintinueve  de  mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista,  en  casación,  la  resolución  de  la  Sa- 
la Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones,  fe- 
cha veintiséis  de  mayo  de  mU  novecientos 
treinta  y dos,  en  el  concurso  de  acreedores 
del  Licenciado  don  Manuel  Estrada  Cabre- 
ra, comprensiva  de  los  puntos  siguientes : 1“, 
con  apoyo  en  los  dictámenes  emitidos  por 
los  expertos  nombrados  por  la  Sala  en  ese 
asunto,  se  aprueban  las  cuentas  rendidas 
por  el  depositario,  en  lo  que  se  refiere,  ex- 
clusivamente, al  tiempo  que  duró  el  con- 
curso de  acreedores,  menos  en  lo  que  se 
refiere  a gastos  hechos  sin  autorización  le- 
gal y a las  cantidades  que  percibieron  para 
cubrir  erogaciones  que  debieron  hacer  por 
cuenta  propia,  las  cuales  se  determinan  en 
el  informe  de  los  expertos,  debiendo  reinte- 
grarse el  monto  de  ellas  a la  masa  del  con- 
curso por  el  síndico  y depositario,  dentro 
de  tercero  día;  2",  se  aprueba  la  liquidación 
de  créditos  del  concurso  y las  órdenes  de 
pago  libradas  a favor  de  los  acreedores,  me- 


nos las  que  se  practicaron  a favor  del  síndi- 
co y depositario  porque  descansan  sobre 
una  base  ilegal,  como  lo  estima  probado 
plenamente  en  esa  instancia ; 3'',  se  refor- 
ma el  auto  apelado,  en  el  sentido  de  que 
síndico  y depositario  únicamente  deben  per- 
cibir veintidós  mil  setecientos  treinta  y dos 
quetzales  veintidós  centavos  y quince  mil 
ciento  cincuenta  y cuatro  quetzales  ochenta 
y un  centavos,  respectivamente,  debiendo 
reintegrarse  al  concurso,  dentro  de  tercero 
día,  el  excedente  recibido ; 4“,  se  ordena  la 
liquidación  y pago  en  el  lugar  que  corres- 
ponde, de  los  gastos  judiciales  que  en  cau- 
sa propia  hizo  el  Licenciado  Alejandro  Ch. 
Suazo,  para  establecer  su  crédito  en  el  con- 
curso ; 5'',  se  impone  la  multa  de  cincuenta 
quetzales  al  depositario,  por  las  infraccio- 
nes cometidas  en  los  libros  de  contabilidad 
del  concurso ; 6- . ordena  que  todas  las  can- 
tidades depositadas,  y las  que,  por  razón  de 
ese  fallo  tengan  que  devolverse,  se  apliquen 
al  crédito  del  Estado,  deduciéndose  única- 
mente las  sumas  que  deben  pagarse  a I.  Si- 
guere  y Cía.  y al  Lie.  Suazo,  ya  que  los  de- 
más acreedores  del  concurso,  han  sido  paga- 
dos y han  manifestado  su  conformidad  con 
la  liquidación  practicada  por  el  Juzgado;  en 
consecuencia,  y de  acuerdo  con  las  constan- 
cias de  autos,  manda  entregar  a I.  Síguerc 
y Cía.,  la  suma  de  dos  mil  cuatrocientos  se- 
tenta y nueve  quetzales  cincuenta  y ocho 
centavos  y al  Licenciado  Suazo  el  monto  que 
arroje  la  liquidación  que  se  practique  por 
los  gastos  ya  referidos.  Notificadas  las  par- 
tes de  la  resolución  anterior,  el  Síndico,  Li- 
cenciado don  David  E.  Galicia,  y el  Deposi- 
tario, don  Francisco  J.  Camey,  se  presen- 
taron a este  Tribunal  interponiendo  el  re- 
curso extraordinario  de  casación,  por  que- 
brantamiento de  procedimiento  y por  viola- 
ción de  ley.  Los  puntos  contenidos  en  el  es- 
crito de  introducción  del  recurso  son  los  si- 
guientes: I Antecedentes. — El  veinte  de  sep- 
tiembre de  mil  novecientos  treinta,  la  Sala 
Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó 
sentencia  en  el  juicio  de  concurso  del  Licen- 
ciado don  Manuel  Estrada  Cabrera,  gra- 
duando y estableciendo  el  orden  de  prefe- 
rencia en  que  serían  pagados  los  diferentes 
acreedores.  En  cumplimiento  de  dicho  fa- 
llo, el  Depositario  presentó  los  comproban- 
tes de  su  administración  y rindió  cuentas. 
A su  vez,  el  Síndico  presentó  la  liquidación 
correspondiente  y estudiada  por  la  Secreta- 
ría del  Tribunal,  fué  presentada  a la  consi- 
deración del  Juez,  mandándose  dar  vista  a 
los  interesados,  y,  una  vez  cumplidos  los 
trámites  de  ley,  el  Juez  dictó  el  auto  de  vein- 
titrés de  diciembre  del  mismo  año,  aproban- 
do las  cuentas  rendidas  por  el  Depositario 
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<j  la  liquidación  practicada  por  la  Secreta- 
ria y ordenando,  al  mismo  tiempo,  el  pago 
de  los  acreedores.  Respecto  del  Licenciado 
Suazo  y de  I.  Síguere  y Cia.,  declaró:  que 
el  primero  no  tenia  derecho  a cobrar  ho- 
norarios por  las  diligencias  que  siguió  para 
liquidar  su  crédito  y que  los  señores  Síguere 
tampoco  tenían  derecho  a ser  pagados  en 
su  totalidad  del  crédito  que  les  había  sido 
mandado  pagar  a prorrata  en  la  sentencia 
de  preferidos.  Contra  dicho  auto,  los  se- 
ñores Síguere  y Suazo  interpusieron  apela- 
ción; la  cual  fué  concedida  en  el  efecto  de- 
volutivo, y,  elevados  los  autos  a la  Sala 
Tercera,  este  Tribunal  dictó  un  auto  para 
mejor  fallar,  ordenando  que  se  reconocie- 
ran, por  expertos,  la  contabilidad  y la  liqui- 
dación, para  cuyo  efecto  nombró,  en  defi- 
nitiva, a los  señores  José  Guirola  y Anto- 
nio Marroquín  Rizo,  Los  expertos  presen- 
taron su  dictamen,  comprensivo  de  los  prin- 
cipales puntos  siguientes  : U,  la  contabilidad 
no  fué  abierta  con  inventarios,  en  la  forma 
que  determina  el  Código  de  Comercio,  sino 
con  base  en  inventarios  judiciales;  2'',  de 
las  cantidades  que  se  han  tomado  para  cal- 
cular honorarios  de  Síndico  y Depositario 
deben  disminuirse  cuarenta  mil  libras  ester- 
linas que  no  aparecen  operadas  en  la  conta- 
bilidad y todas  las  cantidades  depositadas 
en  Londres  y en  Francia;  3'’,  deben  restarse 
de  dichos  honorarios  las  cantidades  calcula- 
das sobre  ese  excedente  y devolverse  a la 
masa.  II.  Fundamentos  del  recurso  por  que- 
brantamiento de  forma. — Estiman  los  recu- 
rrentes : a ) que  la  Sala  debió  haber  decre- 
tado el  auto  para  mejor  fallar  antes  de  ex- 
pirar el  término  legal  de  que  disponía  para 
resolver,  pero  no  lo  hizo  así,  violando  con 
ese  procedimiento  el  artículo  490,  P.  C.,  re- 
formado por  el  artículo  26,  Decreto  Número 
1747;  b)  que  el  juicio  de  expertos  debió  ha- 
berse verificado  de  acuerdo  con  las  pres- 
cripciones contenidas  en  los  artículos  204  y 
siguientes  y 736  y siguientes  de  Procedi- 
mientos Civiles,  pero  la  Sala  se  tomó  el  de- 
recho de  nombrar  a los  expertos,  haciéndo- 
lo en  dos  personas  que  no  tenían  título  aca- 
démico de  Tenedor  de  Libros;  c)  los  tér- 
minos para  la  interposición  de  recurso  son 
fatales.  El  representante  del  Ministerio 
Público  se  adhirió  a la  apelación  hasta  des- 
pués de  un  año  de  haberse  dictado  el  auto 
y al  tomarla  en  cuenta,  el  Tribunal  de  Se- 
gunda Instancia  quebrantó  el  procedimien- 
to regulado  por  el  artículo  317,  Decreto  Nú- 
mero 273.  III.  Violación  de  ley. — Se  alega 
violación  de  los  artículos  19,  inciso  3’,  874, 
P.  C..  y 184,  Decreto  Número  273,  porque 
la  Sala  debió  haberse  concretado,  única  y 


exclusivamente,  a resolver  las  apelaciones 
interpuestas,  ya  que  todos  los  demás  acree- 
dores habían  manifestado  su  conformidad 
con  la  liquidación  y rendición  de  cuentas, 
no  teniendo  competencia  para  extenderse  so- 
bre aquello  que  las  partes  habían  aceptado 
y consentido  expresamente ; se  denuncia 
violación  de  los  artículos  1’,  2-,  3",  4''  y S’  del 
Código  de  Comercio;  1417,  inciso  1’,  1572, 
1573  y 1574,  Procedimientos  Civiles;  1239  y 
1252,  inciso  1,  Código  de  Comercio,  porque 
las  disposiciones  que  la  Sala  ha  aplicado 
son  relativas  a personas  comerciantes,  pero 
no  a personas  que  carecen  de  esta  calidad 
ni  a actos  que  no  son  mercantiles ; se  acusa 
infracción  de  los  artículos  731,  732  y 733, 
Procedimientos  Civiles,  por  haber  tomado 
el  tribunal  sentenciador  el  valor  probatorio 
de  los  libros  únicamente  en  lo  que  perju- 
dica a los  recurrentes ; el  artículo  54  del  De- 
creto Número  1747,  porque  las  cuentas  so- 
lamente pudieron  ser  objetadas  dentro  del 
término  que  dicha  disposición  estipula;  los 
artículos  1421,  inciso  1°,  de  Procedimientos 
Civiles;  275,  Decreto  Número  273;  y 1252, 
inciso  3'',  Código  de  Comercio,  porque  el  Tri- 
bunal desconoció  la  forma  que  preceptúan 
dichos  artículos  para  reparar  y discutir  las 
cuentas ; el  artículo  19,  inciso  3'’,  y el  inciso 
2’  del  artículo  733  de  P.  C.,  porque  no  ha- 
biendo objetado  ninguno  de  los  acreedores 
partidas  determinadas  para  la  revisión  de 
cuentas,  la  resolución  que  manda,  sin  ges- 
tión de  parte,  reintegrar  lo  que  ninguno  de 
los  acreedores  ha  solicitado,  es  un  abuso 
de  autoridad;  el  artículo  716,  de  P.  C.,  por- 
que la  Sala  reconoce  dos  valores  en  el  haber 
del  concurso:  uno  efectivo  para  el  pago  de 
los  acreedores  y otro  nominal  para  la  regu- 
lación de  los  honorarios ; los  artículos  56  y 
147,  Decreto  Número  273,  716,  766  y 767, 
P.  C.,  por  haber  rechazado  la  Sala  el  inci- 
dente de  nulidad  que  promovieron  con  mo- 
tivo del  nombramiento  de  los  expertos ; los 
artículos  360,  Decreto  Número  272,  y 1198 
del  Código  de  Comercio,  porque,  de  confor- 
midad con  la  ley,  el  fondo  de  la  masa  se 
compone  de  todos  los  bienes  del  deudor  y 
arbitrariamente  fueron  excluidas  sumas  de 
consideración,  con  lo  cual  quedó  mermada 
la  cantidad  sobre  la  que  deben  calcularse 
los  honorarios,  limitación  violatoria  de  la 
sentencia  de  preferidos,  de  las  leyes  cita- 
das y de  los  artículos  733,  incisos  1°  y 2°; 
879  y 899,  de  P.  C.;  el  artículo  3°  del  Decre- 
to Número  1327,  toda  vez  que  no  habiendo 
sido  condenado  el  concurso  al  pago  de  cos- 
tas en  el  juicio  del  Licenciado  Suazo,  la  dis- 
posición de  la  Sala,  que  así  lo  determina,  es 
violatoria  de  la  misma  sentencia  de  prefe- 
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ridos ; el  artículo  709  de  Precedimientos  Ci- 
viles, por  haber  resuelto  pasando  sobre  el  fi- 
niquito dado,  a favor  del  Depositario,  por 
el  Tribunal  de  Cuentas;  los  artículos  410, 
411,  412  y 413,  de  P.  C.,  por  no  haberse 
otorgado  el  recurso  de  revisión  que  se  pidió 
ante  la  misma  Sala  por  la  imposición  de  la 
multa  a causa  de  defectos  que  los  expertos 
consideraron  en  la  contabilidad ; los  artícu- 
los 35,  36  y 52,  del  Código  de  Comercio,  por 
haberse  dividido  el  valor  probatorio  de  los 
libros;  los  artículos  879,  899,  de  P.  C.,  2243, 
1267  y 1287  C.  C.,  porque  la  Sala,  pasando 
sobre  lo  estipulado  en  la  sentencia  de  pre- 
feridos, establece  un  privilegio  a favor  del 
Estado,  despojando  a los  demás  acreedores 
de  igual  categoría;  los  artículos  2423,  C.  C.; 
1267  y 1287,  del  C.  de  C.,  por  haber  esta- 
blecido un  privilegio  a favor  de  Síguere  y 
Cía.,  al  mandar  que  se  le  pague  una  canti- 
dad no  establecida  en  la  sentencia  del  con- 
curso. Con  la  interposición  del  recurso,  y 
el  día  de  la  vista,  los  recurrentes  acompaña- 
ron todas  las  certificaciones  y documentos 
que  ponen  de  manifiesto  el  error  sobre  que 
descansa  el  dictamen  pericial  y la  resolución 
que  se  examina. 

CONSIDERANDO:  que  no  hay  quebran- 
tamiento de  forma  en  el  procedimiento,  por- 
que los  fundamentos  que  se  alegan  no  es- 
tán comprendidos  en  ninguno  de  los  casos 
que  señala  el  articulo  1869  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles ; por  consiguiente, 
procede  entrar  al  examen  de  las  disposicio- 
nes que  se  citan  como  violadas  por  el  Tri- 
bunal sentenciador. 

CONSIDERANDO:  que  la  contabilidad 
fué  llevada  por  el  Intendente  de  los  Bienes, 
y en  seguida  Depositario  del  Concurso,  prin- 
cipiando sus  operaciones  con  el  inventario 
judicial  verificado,  de  acuerdo  con  la  ley,  el 
siete  de  agosto  de  mil  novecientos  veinti- 
cinco, de  orden  del  Juez  S’  de  1-  Instancia 
de  este  departamento,  formalidad  suficien- 
te en  el  caso,  porque  no  tratándose  de  quie- 
bra mercantil  las  disposiciones  aplicables 
son  las  contenidas  en  las  leyes  civiles  y no 
las  especiales  del  Código  de  Comercio;  y al 
no  reconocer  la  Sala  la  legalidad  de  los  in- 
ventarios que  sirvieron  de  base  a la  conta- 
bilidad y exigir  otros  distintos  de  los  que 
establecen  los  artículos  1573  y 1574,  de  Pro- 
cedimientos Civiles,  ha  violado,  indudable- 
mente, estas  disposiciones. 

CONSIDERANDO:  que  el  fondo  del  con- 
curso está  constituido  con  todos  los  bienes 
del  deudor,  a excepción,  únicamente,  de  les 
que  establece  el  artículo  260  del  Decreto  Nú- 
mero 272,  en  cuya  virtud  no  hay  razón  le- 


gal alguna  para  excluir  de  la  masa  las  can- 
tidades que  los  expertos  manifestaron  que 
existían  en  Bancos  extranjeros;  y al  no  ha- 
berlo aceptado  así  el  Tribunal  de  Segunda 
Instancia,  violó  la  doctrina  contenida  en  el 
artículo  que  acaba  de  mencionarse. 

CONSIDERANDO:  que  en  la  sentencia 
de  la  Sala  3“,  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
dictada  el  veinte  de  septiembre  de  mil  no- 
vecientos treinta,  se  declaró  que  el  crédito 
cobrado  por  Isidro  Síguere  y compañía  debe 
clasificarse  y así  se  clasificó  entre  los  acree- 
dores comunes  del  concurso,  para  ser  pa- 
gado a prorrata  con  los  demás  que  figuran 
en  ese  grupo ; y no  obstante  esa  resolución 
que  quedó  debidamente  ejecutoriada  y a la 
cual  debe  dársele  estricto  cumplimiento,  la 
propia  Sala,  en  auto  de  veintiséis  de  mayo 
de  mil  novecientos  treinta  y dos,  declara  que 
debe  entregarse  a Síguere  y Cía.  la  suma  de 
dos  mil  cuatrocientos  setenta  y nueve  quet- 
zales cincuenta  y ocho  centavos,  disposición 
que  establece  un  privilegio  en  favor  de  di- 
chos acreedores,  y que  modifica,  por  lo  tan- 
to, la  sentencia  firme  que  se  acaba  de  men- 
cionar, infringiéndose,  con  ello,  la  doctrina 
contenida  en  el  artículo  879  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  citado  en  el  recur- 
so y,  además,  el  artículo  2423  del  Código 
Civil.  Por  otra  parte  manda  pagar  costas 
procesales  al  Licenciado  Suazo,  sin  que  aquel 
fallo  condene  al  concurso  a verificar  dicho 
pago,  infringiéndose  con  esto  el  artículo  3° 
del  Decreto  Número  1327. 

CONSIDERANDO:  que  la  sentencia  de 
preferidos  contiene  la  calificación  de  acree- 
dores y determina  el  lugar  en  que,  conforme 
a la  ley,  corresponde  pagar  al  Estado,  a Isi- 
dro Síguere  y Compañía  y al  Licenciado  Ale- 
jandro Ch.  Suazo;  y,  por  consiguiente,  la 
liquidación  y partición  debe  ajustarse  a di- 
cho fallo,  porque  de  lo  contrario  dejaría  de 
ejecutarse  lo  dispuesto  en  él,  que  ha  pasado 
en  autoridad  de  cosa  juzgada  y tiene  la  pre- 
sunción legal  de  que  lo  que  establece  es 
verdadero  y equitativo,  aparte  de  que  tal 
sentencia  no  condena  en  costas  al  concur- 
so por  el  juicio  que  siguió  el  Licenciado  Sua- 
zo, como  acaba  de  exponerse,  razón  por  la 
cual  es  improcedente  la  acción  que  este  úl- 
timo siguió  para  obtener  el  pago  de  honora- 
rios que  no  se  le  asignaron.  Artículos  189 
y 125,  Decreto  Número  273. 

CONSIDERANDO:  que  las  cuentas  de  la 
Intendencia  de  Bienes  intervenidos  a Es- 
trada Cabrera  fueron  debidamente  revisa- 
das y aprobadas  por  el  Tribunal  de  Cuentas, 
según  finiquito  extendido  por  aquel  des- 
pacho, con  fecha  doce  de  julio  de  mil  nove- 
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cientos  veintisiete ; y en  cuanto  a las  cuen- 
tas del  concurso,  rendidas  por  el  Deposita- 
rio y la  liquidación  practicada  por  la  Secre- 
taria del  Juzgado  3°  de  1’  Instancia,  están 
aprobadas  por  la  mayoría  de  los  acreedores, 
pues  de  manera  expresa  lo  hicieron  el  Re- 
presentante del  Ministerio  Público,  Licen- 
ciado Jesús  Ibarra,  en  nombre  del  Estado, 
y los  demás  acreedores,  a excepción  de  do- 
ña Trinidad  Juárez  de  Aragón  y don  José 
María  Fernández,  que  aunque  no  lo  hicie- 
ron expresamente,  tampoco  las  objetaron; 
de  manera  que  fuera  de  Síguere  y Compañía, 
que  no  estuvo  conforme  con  la  liquidación 
y rendición  de  cuentas,  y del  señor  Suazo, 
que  sólo  objeta  lo  relativo  a la  falta  de  li- 
quidación de  costas  en  el  juicio  que  siguió 
para  conseguir  el  pago  de  sus  honorarios,  no 
hay  ninguna  otra  persona  que  esté  en  des- 
acuerdo con  lo  resuelto  por  el  Juez  y,  por 
tal  motivo,  la  resolución  de  la  Sala  que  trans- 
forma por  completo  lo  anteriormente  acep- 
tado por  los  mismos  acreedores,  es  imposi- 
ble, legalmente  sostenerla  por  estar  en  opo- 
sición con  la  voluntad  de  aquéllos,  y con  el 
principio  general  de  que  el  derecho  de  to- 
dos debe  prevalecer  sobre  las  pretensiones 
de  algunos ; pero  dado  el  caso  de  que  pro- 
cediera la  desaprobación  que  declaró  la  Sa- 
la, es  evidente  que  los  capitales  que  tendrían 
que  reembolsar  el  Síndico  y Depositario  y 
cualquiera  otra  suma,  deberían  repartirse  en- 
tre los  acreedores  en  la  forma  prescrita  en 
la  sentencia  y de  ninguna  manera  entregar- 
se a un  solo  acreedor,  con  perjuicio  mani- 
fiesto de  los  demás.  Artículos  1433,  1434, 
1439,  P.  C.,  2423,  C.  C. 

CONSIDERANDO:  que  las  cuentas  pre- 
sentadas por  el  Depositario  y la  distribu- 
ción propuesta  por  el  Síndico  están  confor- 
mes con  las  prescripciones  legales  sobre  el 
particular;  las  primeras  llevadas  en  los  li- 
bros correspondientes  y con  la  glosa  y apro- 
bación del  Tribunal  de  Cuentas  y aproba- 
das, asimismo,  por  la  mayoría  de  acreedores, 
que  son  los  únicos  que  pudieron  objetarlas; 
y la  división,  aceptada  también  por  la  mis- 
ma mayoría  y aprobada  por  el  Juez,  por  en- 
contrarla ajustada  a las  leyes  y aranceles 
correspondientes,  sin  que  los  opositores  ha^- 
yan  ejercitado  acción  alguna  contra  aqué- 
llos por  malversación  o abuso,  en  la  forma 
que  determina  el  articulo  1447  de  Procedi- 
mientos Civiles,  ni  se  hayan  opuesto  a la 
rendición  de  cuentas  en  la  forma  ordinaria. 
Artículos  1387  y 1376,  P.  C. 

CONSIDERANDO:  que  está  plenamen- 
te demostrado  que  la  rebaja  de  honorarios 
que  opinan  los  expertos,  señores  Marroq'üín 


Rizo  y Guirola,  se  funda  en  que  dejaron  és- 
tos de  considerar  como  efectivo  del  concur- 
so, sumas  de  dinero  y bonos  de  la  deuda 
inglesa  que  fueron  puestos  a la  orden  del 
mismo,  pero  que  por  disposiciones  del  Mi- 
nisterio de  Hacienda  pasaron  directamente 
al  Fisco,  procedimiento  que  de  ninguna  ma- 
nera puede  quitar  la  propiedad  que  la  masa 
de  acreedores  tenía  sobre  esos  y cualesquie- 
ra otros  bienes  de  Estrada  Cabrera;  razón 
por  la  cual  es  manifiesto  el  error  de  los 
mencionados  expertos  y debe  repararse,  sos- 
teniéndose la  validez  de  la  liquidación  ante- 
rior. Artículos  2384,  357  y 360,  Decreto  Nú- 
mero 272. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  1889  y 1399,  P.  C. 
casa  y anula  la  resolución  recurrida  y de- 
clara : 1'’ — Se  aprueba  la  liquidación  formu- 
lada por  la  Secretaría  del  Juzgado  3’'  de  1- 
Instancia  con  fecha  veintitrés  de  diciembre 
de  mil  novecientos  treinta,  en  el  concurso  de 
acreedores  del  Licenciado  Estrada  Cabrera. 
2° — Se  aprueban,  asimismo,  las  cuentas  de 
administración  presentadas  por  el  Síndico  y 
Depositario  del  concurso.  3" — Manda  devol- 
ver el  depósito  que  fué  hecho  en  la  Recep- 
toría por  la  parte  recurrente. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade, — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario.  (1) 


CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintisiete  de  junio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista  la  competencia  sostenida  por  los 
Jueces  de  Primera  Instancia  de  Baja  Vera- 
paz  y Quiché,  en  el  juicio  ejecutivo,  segui- 
do por  don  José  Natareno  contra  la  mor- 
tuoria de  don  Manuel  de  Jesús  Dubón. 

RESULTANDO  ; que  el  señor  Dubón,  ve- 
cino de  Cubulco,  departamento  de  Baja  Ve- 
rapaz,  recibió  a mutuo,  de  don  José  Na- 
tareno, vecino  de  Zacualpa,  jurisdicción  del 
Quiché,  la  suma  de  ciento  cincuenta  mil 
pesos  billetes  de  la  antigua  emisión,  por  es- 


(1)  El  Magistrado  C.  Castellanos  R.  salvó  su  voto.  Al  fíoal 
de  esta  sección  se  publican  sus  razonamientos. 
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critura  de  once  de  octubre  de  mil  novecien- 
tos veintiocho  que  autorizó  el  Notario  don 
Tomás  González  habiendo  garantizado  el 
cumplimiento  de  sus  obligaciones  con  hipo- 
teca sobre  la  finca  “El  Pino”,  ubicada  en  el 
departamento  de  Baja  Verapaz  y, renuncian- 
do para  el  caso  de  intervención  judicial,  el 
fuero  de  su  domicilio.  Cuando  el  acreedor 
ejecutó,  ante  el  Juez  de  1-  Instancia  del  Qui- 
ché  para  hacer  rematar  la  propiedad  hipo- 
tecada, ya  había  muerto  el  deudor,  y la  viu- 
da, doña  Elcira  Valle  de  Dubón  recibió  to- 
das las  notificaciones  del  juicio  ejecutivo 
por  medio  de  exhorto  que  el  Juez  de  Sala- 
má  enviaba  al  del  Quiché,  inclusive  la  sen- 
tencia de  trance  y remate,  contra  la  cual  la 
notificada  no  opuso  ningún  recurso.  Va- 
rios meses  después  la  propia  señora  viuda 
de  Dubón  se  presentó  al  Juez  de  su  domici- 
lio entablando  la  competencia  por  medio  de 
inhibitoria,  fundada  en  que  el  juicio  here- 
ditario se  encontraba  radicado  en  el  Juzga- 
do del  Quiché.  El  Tribunal  ofició  al  otro 
Juez  y sostenida  por  éste  la  competencia,  en 
virtud  de  la  renuncia  del  fuero  hecha  en  la 
escritura  constitutiva  del  crédito,  se  decretó 
elevar  los  autos  a esta  Corte  con  el  objeto 
de  dirimirla.  Oído  el  señor  Fiscal  de  la  Sala 
2-  de  Apelaciones,  este  funcionario  opina  que 
la  competencia  la  tiene  el  Juez  ante  quien 
se  encuentra  abierta  la  sucesión,  pues  sólo 
este  Tribunal  sabe  por  ahora  quiénes  son 
los  herederos,  en  qué  proporción  responde- 
rán de  la  deuda,  a quiénes  se  adjudicarán 
los  bienes  hipotecados  y si  los  tales  here- 
deros aceptaron  o no  la  herencia. 

CONSIDERANDO:  que  durante  la  sus- 
tanciacíón  del  juicio  ejecutivo  la  parte  de- 
mandada ante  el  Juez  departamental  del 
Quiché  aceptó  la  jurisdicción  de  este  fun- 
cionario, pues  la  cuestión  de  competencia 
la  promovió  mucho  tiempo  después  de  ha- 
berse terminado  el  juicio,  el  cual  se  siguió 
con  su  citación  y emplazamiento ; de  ma- 
nera que  toda  discusión  sobre  este  punto  es 
extemporánea  y,  además,  las  diligencias  que 
aún  están  pendientes  tiene  por  objeto  úni- 
camente dar  cumplimiento  al  fallo  ejecuto- 
rio y es  la  jurisdicción  que  legítimamente  ha 
conocido  de  un  asunto  la  facultada  para  lle- 
var a efecto  su  sentencia;  artículos  338,  P. 
C.,  y 135,  Decreto  273. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  357  y 359  de  Pro- 
cedimientos Civiles,  declara  que  el  Juez  de 
V Instancia  del  Quiché  es  el  competente  en 
el  juicio  ejecutivo  de  que  se  ha  hecho  re- 
ferencia. 


Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

Reina  Andrade. — Solazar. — Casiellanos  R. 
— Argneia  S. — Serrano  Muñoz. — Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y ocho  de  julio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista  la  competencia  promovida  en  el  juL 
cío  ordinario  de  filiación,  iniciado  por  José 
Octavio  de  León  contra  los  herederos  de 
José  J.  Barillas,  en  el  Juzgado  2°  de  1-  Ins- 
tancia de  Quezaltenango. 

RESULTA : que  de  la  demanda  del  actor 
fué  notificada  la  parte  reo  y como  no  evacuó 
el  traslado  le  fué  acusada  la  rebeldía,  se 
tuvo  por  contestada  negativamente  la  de- 
manda y se  abrió  a prueba  el  juicio,  auto 
que  lleva  fecha  veinticinco  de  enero  del  año 
en  curso.  El  treinta  del  mismo  mes  se  pre- 
sentó doña  Blandina  Meyer  v de  Barillas, 
en  representación  de  los  herederos,  opo- 
niendo a la  demanda  la  excepción  de  incom- 
petencia por  declinatoria  de  jurisdicción,  so- 
licitud que  fué  rechazada  de  plano  por  ex- 
temporánea. El  nueve  de  febrero  siguien- 
te, el  Juez  “a  quo"  recibió  requisitoria  del 
Juez  2“  de  1-  Instancia  del  departamento  de 
Guatemala  para  que  se  inhibiera  de  seguir 
conociendo  en  el  citado  juicio  porque  el 
juicio  hereditario  se  siguió  ante  este  último 
funcionario.  El  Juez  exhortado  dictó  auto 
inhibiéndose  del  conocimiento  y mandó  pa- 
sar las  diligencias  a esta  capital,  pero  apela- 
da la  resolución,  la  Sala  4*  de  Apelaciones 
resolvió  que  por  haber  empleado  la  parte  in- 
teresada los  dos  medios  de  declinatoria  e 
inhibitoria,  el  Juez  no  debería  declararse 
incompetente,  sino  aceptar  la  competencia 
y elevarla  a esta  Corte  para  que  fuera  di- 
rimida. 

CONSIDERANDO:  que  tanto  la  ley  pro- 
cesiva  vigente  el  día  en  que  la  incompeten- 
cia fué  promovida,  como  el  artículo  151  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  pres- 
criben que  no  podrán  emplearse  los  dos  me- 
dios simultáneamente  ni  abandonar  el  uno 
para  recurrir  al  otro,  caso  que  ocurre  en  la 
cuestión  propuesta,  pues  la  declinatoria  fué 
interpuesta  como  excepción  dilatoria  y pos- 
teriormente la  incompetencia  se  propuso  co- 
mo inhibitoria. 
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CONSIDERANDO:  que  la  incompeten- 
cia, como  excepción  dilatoria,  debe  proponer- 
se dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  en  que 
se  mandare  contestar  la  demanda;  y la  de- 
mandada la  opuso  después  que  la  deman- 
da se  habia  tenido  por  contestada  negativa- 
mente, lo  que  implica  una  prórroga  de  ju- 
risdicción que  confiere  competencia  al  Juez 
de  Quezaltenango.  Artículos  55,  578,  P.  C. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  la  ley  citada  y de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  164  de  la  L.  C.,  declara 
que  el  Juez  2’’  de  1’  Instancia  de  Quezalte- 
nango es  el  que  debe  seguir  conociendo  en 
el  asunto  de  que  se  trata. 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

Reina  Andrade. — Solazar. — Castellanos  R. 
— Argneía  S. — Serrano  Muñoz. — Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 

CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintisiete  de  julio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista,  en  casación,  la  sentencia  de  la  Sala 
1-  de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  el  juicio  or- 
dinario seguido  por  don  Andrés  K.  Bickford 
contra  don  Juan  José  Stadeler.  El  recur- 
so fué  introducido  por  el  señor  Bickford, 
con  auxilio  del  Abogado  don  Francisco  M. 
Rodas,  citando,  como  violados,  los  artículos 
677,  inciso  2“;  1395,  1396,  1406,  1418,  1425, 
1426,  2431,  2432,  del  Código  Civil;  656,  712, 
523,  inciso  2",  de  Procedimientos  Civiles,  y 
158,  Decreto  273.  La  Sala  sentenciadora 
considera  que  Bickford  no  probó  que  el  Tea- 
tro Capítol  hubiera  producido  ganancias, 
pues  su  prueba  fué  presentada  cuando  el 
término  probatorio  estaba  en  suspenso  por 
estarse  tramitando  una  acumulación ; aun 
cuando  se  hubiere  rendido  en  tiempo  aque- 
lla prueba,  el  juramento  decisorio  prestado 
por  el  actor  carece  de  valor  legal,  pues  tal 
juramento  debe  recaer  sobre  hecho  propio 
del  que  declara  y las  pérdidas  o ganancias 
solamente  se  hubieran  podido  establecer  por 
peritos  mercantiles  teniendo  a la  vista  la 
contabilidad  del  demandado;  que,  además, 
el  señor  Bickford  ya  no  era  dueño  del  cré- 
dito motivo  de  la  demanda,  pues,  por  escri- 
tura de  treinta  de  octubre  de  mil  novecien- 
tos veintiséis,  ante  el  Notario  Alejandro 
Aqueche,  el  acreedor  cedió  sus  créditos  a 


doña  Laura  Matheu  de  Aguirre,  quedando 
novada  la  primera  obligación,  lo  cual  se  co- 
rrobora con  la  carta  dirigida  por  Bickford 
a Stadeler,  agregada  también  al  juicio;  sien- 
do en  tal  virtud  procedente  la  excepción  de 
falta  de  acción  opuesta  por  el  demandado; 
que  también  el  derecho  del  reclamante,  en 
caso  de  haber  existido,  estaría  prescrito  por 
tratarse  de  un  servicio  personal  que  pres- 
cribe en  dos  años ; que  el  demandado  no  pro- 
bó los  daños  y perjuicios  que  le  ocasionó  el 
actor ; y que  aun  cuando  en  la  escritura  de 
constitución  del  crédito  autorizada  por  el 
Notario  Aqueche,  Bickford  se  dió  por  reci- 
bido de  los  objetos  dados  en  prenda  para 
garantizar  la  obligación  y que  en  la  escritu- 
ra autorizada  por  el  Notario  Francisco  M. 
Rodas  el  dos  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y dos,  consta  que  dicha  obligación 
fué  cancelada  sin  qire  el  deudor  se  haya 
dado  por  recibido  de  los  objetos  pignorados, 
no  es  procedente  ordenar  que  el  depositario 
los  entregue,  porque  consta  que  ya  lo  fue- 
ron, de  orden  judicial,  a don  Máximo  Stahl 
y a don  Mauricio  Khan,  Fundado  en  las  an- 
teriores apreciaciones  revoca  la  sentencia  del 
Juez  1°  de  1’  Instancia  de  este  departamen- 
to y declara  procedente  la  excepción  de  fal- 
ta de  acción;  procedente  la  excepción  de 
prescripción;  absuelto  de  la  demanda  a Sta- 
deler; absuelto  de  la  contrademanda  a Bick- 
ford; y que  las  costas  son  a cargo  de  am- 
bas partes.  La  sentencia  de  Primera  Ins- 
tancia revocada  por  la  Sala  lleva  fecha  vein- 
tiocho de  enero  del  año  en  curso  y en  su 
parte  resolutiva  declara : procedente  la  ex- 
cepción de  falta  de  acción ; absuelto  de  la 
demanda  el  señor  Stadeler;  absuelto  de  la 
reconvención  el  señor  Bickford ; y las  cos- 
tas a cargo  de  ambas  partes.  Antes  de  en- 
trar al  examen  de  las  cuestiones  de  dere- 
cho, propuestas  en  este  recurso,  precisa  re- 
lacionar los  puntos  objeto  del  juicio,  el  ex- 
tracto de  las  pruebas  y las  alegaciones  de 
las  partes  contendientes.  I. — El  catorce  de 
junio  de  mil  novecientos  veinticuatro,  ante 
el  Notario  don  Luis  Dardón,  los  señores 
Bickford  y Stadeler  celebraron  un  contra- 
to de  crédito  en  cuenta  corriente,  en  el  cual 
se  encuentran  las  siguientes  cláusulas : 
“CUARTA ; Independientemente  de  los  in- 
tereses y utilidades  de  que  habla  la  cláusu- 
la anterior,  es  convenido  entre  ambos  con- 
tratantes que  permanentemente  al  señor 
Bickford  corresponderá  también  un  cincuen- 
ta por  ciento  de  las  utilidades  netas  del 
Teatro,  desde  que  éste  éntre  en  servicio  en 
adelante,  como  una  compensación  a las  fa- 
cilidades que  el  señor  Bickford  ha  propor- 
cionado al  señor  Stadeler  para  llevar  adelan- 
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te  la  construcción  e instalación  de  aquél  y de 
la  fianza  que  ha  prestado  para  garantizar  las 
obligaciones  a favor  del  Banco  de  Guatema- 
la, contraídas  por  el  señor  Stadeler,  quien, 
al  ceder  dicho  cincuenta  por  ciento  al  re- 
petido señor  Bickford,  se  cosMipromete  a 
atender  el  negocio  del  Teatro  con  toda  asi- 
duidad por  el  resto  de  las  propias  utilida- 
des netas,  sin  derecho  a ninguna  otra  re- 
muneración”. “SEPTIMA. — Estará  y pasará 
el  señor  Stadeler  por  las  cuentas  y liquida- 
ciones que  el  señor  Bickford  presente  bajo 
juramento  o de  protesta,  pues  desde  ahora 
las  aprueba  y les  reconoce  fuerza  ejecutiva, 
lo  mismo  que  el  saldo  que  arroje”.  El  cinco 
de  mayo  de  mil  novecientos  treinta  y dos  se 
presentó  el  señor  Bickford  al  Juzgado  1°  de 
1-  Instancia  de  este  departamento  deman- 
dando la  liquidación  de  la  cuenta  de  utili- 
dades netas  producidas  por  el  Teatro  Ca- 
pítol desde  su  inauguración  ocurrida  el  ca- 
torce de  junio  de  mil  novecientos  veinti- 
cuatro hasta  esa  fecha.  Los  puntos  conte- 
nidos en  la  parte  petitoria  de  la  demanda 
son  los  siguientes;  “1" — Que  las  utilidades 
que  ha  producido  el  Teatro  Capítol  en  seis 
años  ocho  meses  a razón  de  tres  mil  dó- 
lares mensuales,  y de  un  año  un  mes  a ra- 
zón de  mil  quinientos  dólares  mensuales,  cal- 
culando en  este  tiempo  el  50%  de  la  en- 
trada por  razón  de  la  crisis,  ascienden  a dos- 
cientos cincuenta  y nueve  mil  quinientos  dó- 
lares. 2’’ — Que  de  dicha  cantidad  me  co- 
rresponde la  mitad,  o sea  la  suma  de  cien- 
to veintinueve  mil  setecientos  cincuenta  dó- 
lares. 3’ — Que  la  expresada  suma  de  cien- 
to veintinueve  mi!  setecientos  cincuenta  dó- 
lares debe  entregármela  don  Juan  José  Sta- 
deler dentro  de  tercero  día  perentorio”.  II. 
— El  diez  y ocho  de  junio  del  mismo  año 
contestó  el  señor  Stadeler,  con  auxilio  del 
Abogado  don  Manuel  Franco,  negando  la 
demanda  y oponiendo  a ella  las  excepciones 
de  falta  de  acción  y de  prescripción.  Ade- 
más contrademandó  al  actor  por  los  daños  y 
perjuicios  que  en  su  crédito  y en  sus  nego- 
cios le  causaba  con  sus  acciones  judiciales. 
Bickford  negó  la  reconvención  y alegó  la 
improcedencia  de  las  excepciones  propues- 
tas, pidiendo,  en  definitiva,  que  se  declara- 
ran sin  lugar ; que  se  le  absolviera  de  la 
contrademanda  y que  se  condenara  a Stade- 
ler en  las  costas  del  juicio  por  su  notoria 
malicia  y a una  multa  por  su  temeridad.  En 
seguida  el  Juez  declaró  la  apertura  a prue- 
ba por  treinta  días.  III. — El  demandante 
Bickford  rindió  las  siguientes  pruebas : a ) 
Certificación  del  Juzgado  2°  de  1’  Instancia, 
que  contiene  la  demanda  ejecutiva  entabla- 
da por  el  propio  Bickford  contra  Stadeler, 


por  el  cincuenta  por  ciento  de  utilidades,  y 
el  auto  de  la  Sala  2’  de  Apelaciones  que  re- 
vocó el  mandamiento  de  embargo  librado 
por  el  Tribunal  de  Primera  Instancia,  por  no 
existir  cantidad  líquida;  b)  Escrito  de  vein- 
tisiete de  julio  del  mismo  año,  que  contie- 
ne el  juramento  del  actor  sobre  la  cantidad 
líquida  adeudada  y que  hace  ascender  a 
ciento  veintinueve  mil  setecientos  cincuen- 
ta dólares.  El  mismo  día  que  se  presentó 
este  juramento  recibió  el  Juez  un  oficio  dei 
Juzgado  2“  de  1-  Instancia,  comunicándole 
que  ante  aquel  Tribunal  se  había  iniciado 
un  incidente  de  acumulación  de  un  juicio 
sobre  otorgamiento  de  una  carta  de  pago, 
seguido  por  don  Juan  J.  Stadeler  contra 
doña  Laura  Matheu  de  Aguirre,  al  juicio  a 
que  se  refieren  estas  diligencias,  motivo  por 
el  cual  el  Juez  no  le  dió  el  trámite  respec- 
tivo al  memorial  del  señor  Bickford  sino  que 
lo  mandó  reservar  para  su  oportunidad  y 
mandó  hacer  saber  a las  partes  que  quedaba 
en  suspenso  el  procedimiento  principal  has- 
ta la  resolución  de  la  acumulación  solicita- 
da. Por  parte  de  Stadeler  fueron  presen- 
tadas las  siguientes  pruebas:  a)  Testimonio 
de  la  escritura  de  treinta  de  octubre  de  mil 
novecientos  veintiséis,  ante  el  Notario  Ale- 
jandro Aqueche,  otorgada  por  Bickford  co- 
mo apoderado  de  doña  Laura  Matheu  de 
Aguirre.  Por  medio  de  esta  escritura  el 
señor  Bickford,  manifestó : que  su  poder- 
dante era  dueña  de  los  créditos  que  el  se- 
ñor Stadeler  adeudaba  a la  Sociedad  “Ar- 
mer,  Bickford  y Cía.”  y del  crédito  que  el 
propio  señor  Stadeler  adeudaba  al  compa- 
reciente señor  Bickford,  los  cuales,  según 
arreglo  amistoso  de  ambas  partes,  queda- 
ban reducidos  a cincuenta  y dos  mil  pesos 
oro  americano,  por  cuya  cantidad  Stadeler 
se  declaró  deudor  de  la  señora  de  Aguirre  y 
se  obligó  a cubrirla  mediante  amortizacio- 
nes de  mil  seiscientos  pesos  oro  americano 
cada  mes,  constituyendo  prenda  sobre  todo 
el  mobiliario,  maquinaria,  útiles  y enseres 
del  Teatro  Capítol,  de  la  que  quedaba  como 
depositario  del  mismo  señor  Bickford  en  su 
carácter  personal:  b)  Posiciones  absueltas 
por  Bickford  a solicitud  de  Stadeler  ante  el 
Juez  1°  de  1“  Instancia;  e)  Certificación  de 
la  carta  dirigida  por  Bickford  a Stadeler  el 
seis  de  febrero  de  mil  novecientos  treinta; 
d)  Posiciones  absueltas  por  la  señora  Ma- 
theu de  Aguirre,  a solicitud  de  Stadeler  an- 
te el  mismo  Tribunal.  IV. — La  acumula- 
ción de  que  se  hace  mérito  en  el  punto  an- 
terior fué  resuelta  por  el  Juez  2"  de  1-  Ins- 
tancia el  veintinueve  de  agosto  siguiente  de- 
clarándola sin  lugar,  resolución  que  la  Sa- 
la 2’  declaró  ejecutoriada  el  veintiocho  do 
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septiembre,  por  haber  desistido  Stadeler  de 
la  apelación  interpuesta.  V. — Las  partes  pre- 
sentaron sus  respectivos  alegatos  de  buena 
prueba  y el  Tribunal,  después  de  citarlas  pa- 
ra sentencia  pronunció  su  fallo  en  los  tér- 
minos relacionados  al  principio, 

CONSIDERANDO:  que  desde  luego  que 
la  Sala  1’  de  la  Corte  de  Apelaciones,  de 
ningún  modo  ha  negado,  en  su  resolución, 
la  eficacia  legal  de  los  contratos  presenta- 
dos al  juicio,  ya  porque  tales  convenios  no 
llenen  todas  las  condiciones  que  la  ley  sus- 
tantiva reputa  como  esenciales  para  su  va- 
lidez, o bien  por  haber  estimado  que  de  ellos 
no  se  desprenden  derechos  y obligaciones, 
no  pueden  tenerse  como  violados  los  artícu- 
los 1406,  1418,  1425,  1426,  C.  C.,  y 712,  P.  C.; 
pues,  solamente  en  el  caso  de  que  la  Cáma- 
ra de  Justicia  sentenciadora  hubiera  inapre- 
ciado las  convenciones  aludidas  por  las  ra- 
zones indicadas,  podría  reputarse  como  le- 
sionada la  doctrina  contenida  en  las  dispo- 
siciones legales  mencionadas,  las  cuales  se- 
ñaló como  infringidas  el  recurrente.  Y,  si 
dichos  artículos  no  fueron  quebrantados, 
con  mayor  razón  no  pudieron  serlo  los  nú- 
meros 1395  y 1396,  C.  C.,  desde  el  instan- 
te en  que,  el  primero  se  concreta  a definir 
lo  que  es  una  obligación,  y,  el  segundo,  lo 
que  debe  entenderse  por  contrato  y,  la  Sala 
sentenciadora,  en  manera  alguna,  ha  con- 
tradicho los  conceptos  jurídicos  contenidos 
en  tales  leyes. 

CONSIDERANDO:  que  el  Tribunal  de 
2’  Instancia  resuelve,  que,  la  excepción  pe- 
rentoria de  falta  de  acción,  invocada  por  la 
parte  demandada  aparece  evidenciada  en  el 
juicio,  y,  por  ende,  que  debe  admitirse;  tan- 
to, porque  el  señor  Bickford  no  demostró 
sus  afirmaciones  acerca  de  las  pretendidas 
ganancias  producidas  por  el  Teatro  Capítol, 
por  haber  rendido  sus  justificaciones  cuan- 
do estaba  en  suspenso  la  dilación  probatoria, 
como  porque,  la  escritura  pública  que  auto- 
rizó, en  esta  ciudad  el  Notario  Alejandro 
Aqueche  R.,  el  treinta  de  octubre  de  mil  no- 
vecientos veintiséis,  dejó  sin  ningún  valor 
ni  efecto  el  contrato  en  el  que,  el  señor  Sta- 
deler contrajo  las  obligaciones  a favor  de 
don  Andrés  K.  Bickford,  en  lo  personal  y de 
"Armer,  Bickford  y Compañía".  Y,  como  tal 
resolución  está  basada,  a ese  respecto,  en 
la  doctrina  clara  y terminante  de  los  artícu- 
los 1635,  2337,  2338,  2339,  C.  C.,  pues,  por 
el  contrato  que  legalizó  el  cartulario  Aque- 
che R.,  el  señor  Bickford  cedió,  sin  reserva 
alguna  para  si,  a doña  Laura  Matheu  viu- 
da de  Aguirre  todos  los  derechos  y obli- 
gaciones creadas  en  la  escritura  pública 


autorizada  en  esta  ciudad  por  el  Notario  Luis 
Dardón  el  catorce  de  junio  de  mil  novecien- 
tos veinticuatro,  es  incuestionable  que  el 
Tribunal  de  2°  grado  no  tuvo  para  qué  llegar 
a interpretar  los  contratos  aludidos,  en  la 
forma  que  aconseja  la  ley,  cuando  no  son 
claros,  para  resolver  como  lo  hizo,  desde 
luego  que  en  el  juicio  aparece  de  manifies- 
to : que  el  señor  Bickford  cedió  los  créditos 
constituidos  a su  favor  y al  de  “Armer,  Bick- 
ford y Compañia”,  con  todos  sus  accesorios, 
ya  que  como  se  dijo  antes,  no  se  reservó 
ningún  derecho  : que,  como  una  consecuen- 
cia, la  convención  de  catorce  de  junio  de 
mil  novecientos  veinticuatro  fué  novada  por 
la  de  treinta  de  octubre  de  mil  novecientos 
veintiséis : y que  las  escrituras  públicas  in- 
dicadas no  dejan  lugar  a duda  alguna  acer- 
ca de  lo  pactado  en  ellas.  No  habiendo, 
pues,  necesidad  de  interpretar  los  conve- 
nios aludidos,  por  desprenderse  de  ellos,  sin 
lugar  a duda,  la  cesión  sin  reservas,  hecha 
por  el  demandado,  y,  la  novación;  y,  ser  pre- 
cisas las  leyes  aplicables  al  caso  siib  judice, 
la  Sala  1’  de  la  Corte  de  Apelaciones  no 
pudo  violar  los  artículos  2431  y 2432,  C.  C., 
que  también  cita  el  recurente.  Como  en  el 
juicio  consta,  de  un  modo  fehaciente,  que 
la  demanda  ejecutiva  que  iniciara  el  señor 
Bickford  contra  Stadeler,  con  la  cual  pre- 
tende, el  primero,  que  se  ha  interrumpido 
la  prescripción  invocada  por  el  segundo,  co- 
mo excepción  perentoria,  no  pudo  prospe- 
rar por  falta  del  requisito  básico  para  esa 
clase  de  juicios,  es  indudable  que  el  Tribu- 
nal sentenciador  hizo  recta  aplicación  del 
inciso  2",  del  articulo  677,  C.  C.,  al  resolver 
que  la  excepción  de  prescripción  es  proce- 
dente en  el  caso  que  se  examina,  desde  el 
momento  en  que  dicha  ley,  con  toda  clari- 
dad, preceptúa  que  no  pueden  interrumpirla; 
las  acciones  desistidas  por  el  demandante : 
las  en  que  recae  sentencia  absolutoria  en 
favor  del  demandado  y aquellas  en  que  el 
acto  judicial  se  declara  nulo  o insubsisten- 
te por  falta  de  solemnidad ; que  es  precisa- 
mente el  caso  en  que  se  halla  la  ejecución 
aludida  por  no  ser  liquida  la  cantidad  de- 
mandada. En  ese  concepto,  el  Tribunal  re- 
currido tampoco  infringió  el  inciso  2"  del 
articulo  677,  C.  C.,  ya  citado. 

CONSIDERANDO:  que  la  circunstancia 
misma  de  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha- 
ya apreciado  el  juramento  llamado  deciso- 
rio por  la  parte  actora,  tanto  por  no  ser  con- 
forme con  lo  consignado  en  el  articulo  658, 
P.  C.,  como  porque  debió  rendirse  dentro  de 
la  dilación  probatoria,  está  indicando  que  el 
Tribunal  de  2"  grado,  en  vez  de  quebrantar 
el  artículo  656,  P.  C,,  hizo  aplicación  debida 


248 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


de  él ; lo  que  también  acontece  con  el  ar- 
ticulo 158  del  Decreto  273  desde  luego  que 
la  confesión  judicial  prestada  por  el  actor 
a solicitud  del  señor  Stadeler,  no  es  califi- 
cada individua,  sino  divisible,  por  ser  se- 
parables los  hechos  con  que  se  pretende  ca- 
lificarla. Y,  finalmente,  el  inciso  2“  del  ar- 
ticulo 523,  P.  C.,  mucho  menos  pudo  ser  vio- 
lado por  la  Sala  sentenciadora,  por  tratarse 
de  un  precepto  legal  que  concede  a los  Jue- 
ces de  Instancia  facultades  discrecionales 
para  que,  conforme  a su  criterio,  ordenen 
la  práctica  de  las  diligencias  que  estimen 
necesarias  para  el  esclarecimiento  de  los 
asuntos  que  van  a decidir,  diligencias  que 
están  tasadas  por  la  misma  ley. 

POR  TANTO:  el  Tribunal  de  Casación, 
con  apoyo  en  lo  que  disponen  las  leyes  que 
deja  citadas  y,  en  los  articülos  1887,  P.  C,, 
y 97,  Decreto  1747,  desestima  el  recurso  de 
que  se  ha  hecho  mérito,  y,  condena  al  re- 
currente al  pago  de  las  costas  de  la  inciden- 
cia y a la  pérdida  del  depósito  constituido. 

Notifiquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar^ue^ 
la  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mi,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 

CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
cuatro  de  agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista  para  resolver  la  competencia  pro- 
movida en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por 
Hans  Przylutzki.  como  cesionario  de  don 
Julio  Morán,  por  la  cantidad  de  siete  mil 
cuatrocientos  quetzales,  más  los  intereses 
devengados,  contra  los  señores  Roque  y 
Carlos  Puente  Sagastume,  en  representa- 
ción de  la  -oociedad  y Empresa  Eléctrica  de 
Jutiapa,  “Puente  y Compañía  Limitada". 

RESULTANDO:  que  el  diez  de  junio  del 
año  en  curso,  Roque  y Carlos  Puente  Sagas- 
tume, se  presentaron  ante  el  Juez  de  U Ins- 
tancia de  Jutiapa,  manifestando:  Haber  si- 
do demandados  ejecutoriamente  por  canti- 
dad de  pesos,  en  concepto  de  gestores  de  la 
Empresa  Eléctrica  de  aquella  cabecera, 
“Puente  y Compañía  Limitada”,  por  el  se- 
ñor Hans  Przylutzki;  que  teniendo  la  empre- 


sa su  domicilio  en  aquella  ciudad,  como  cons- 
taba en  la  escritura  social  correspondiente, 
tenían  derecho  a no  ser  demandados  sino 
ante  el  Juez  de  su  fuero,  pues  si  bien  en  la 
escritura  de  mutuo  con  prenda  de  la  ma- 
quinaria y enseres  de  la  empresa,  que  subs- 
cribieron a favor  de  don  Ernesto  Barrios  So- 
lis,  el  catorce  de  julio  de  mil  novecientos 
veintinueve,  se  estableció  que  la  empresa  re- 
nunciaba el  fuero  de  su  domicilio,  no  se  su- 
jetó, expresamente,  a los  tribunales  de  la 
capital  tal  como  lo  exige  el  inciso  5'’  del  ar- 
tículo 55  del  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles; que  en  tal  concepto  el  Juez  1’  de  1* 
Instancia  de  esta  capital  no  era  competen- 
te para  conocer  en  el  juicio  ejecutivo  enta- 
blado contra  ellos,  toda  vez  que  el  contra- 
to no  debía  estimarse  con  pacto  de  sumi- 
sión a los  Jueces  que  el  cesionario  eligiera 
y,  por  último,  después  de  otras  alegaciones, 
concluyeron  proponiendo  la  incompetencia 
del  Juez  1"  de  Primera  Instancia  de  esta 
capital,  por  inhibitoria  de  jurisdicción.  El 
Juez  a quien  ocurrieron  los  demandados,  con 
fecha  doce  de  junio  resolvió  de  acuerdo  con 
lo  establecido  en  el  artículo  353,  P.  C. 

RESULTANDO  : que  recibida  por  el  Juez 
1’  de  1-  Instancia  la  requisitoria  del  Juez  de 
1-  Instancia  de  Jutiapa,  mandó  dar  audien- 
cia al  actor,  por  dos  días,  aceptando  la  com- 
petencia promovida  y oficiando  al  Juez  de- 
partamental de  Jutiapa  para  los  efectos  le- 
gales, elevando  los  autos  a esta  Corte  de 
Justicia.  El  Licenciado  Rodrigo  Anzueto  V., 
como  apoderado  del  actor,  se  presentó  ante 
el  Juez  U le  1-  Instancia  manifestando  que 
era  improcedente  la  incompetencia  promo- 
vida por  los  señores  Puente,  por  las  siguien- 
tes razones  : a ) Q'ie  la  inhibitoria  debía  pro- 
moverse antes  de  dictarse  sentencia,  pero 
no  en  el  caso  sub  jiidicc,  en  que  había  re- 
nuncia expresa  a los  trámites  del  juicio  eje- 
cutivo, previos  al  señalamiento  de  día  para 
el  remate  y por  ficción  se  consideraba  dic- 
tada en  derecho  la  sentencia  y,  por  ende,  la 
incompetencia  debía  desecharse;  y b)  Que 
en  la  escritura  de  catorce  de  junio  de  mil 
novecientos  veintinueve,  constitutiva  de  la 
obligación,  los  deudores  renunciaron,  expre- 
samente, al  fuero  de  su  domicilio  y,  por 
consiguiente  dieron  facultad  al  acreedor  pa- 
ra que  pudiera  ejercitar  su  acción  en  el  Tri- 
bunal que  estimase  conveniente. 

CONSIDERANDO:  que,  según  escritura 
de  fecha  catorce  de  julio  de  mil  novecien- 
tos veintinueve  que  autorizó  en  esta  ciudad 
el  Notario  J.  Virgilio  Zapata  M.,  se  estipulo 
solamente  que  la  empresa  deudora  renun- 
ciaba al  fuero  de  su  domicilio  sin  llenarse 
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las  prescripciones  del  artículo  55,  inciso  5",  de 
Procedimientos  Civiles,  que  exige  que  los 
interesados  deben  renunciar  clara  y termi- 
nantemente a su  fuero  propio  y designar, 
con  toda  precisión,  al  Juez  a quien  se  some- 
tan; que  en  la  misma  escritura,  en  la  cláu- 
sula décimoquinta,  los  ejecutados,  Roque  y 
Carlos  Puente  Sagastume,  como  gestores  de 
la  Empresa  Eléctrica  de  la  cabecera  de  Ju- 
tiapa,  convinieron  con  don  Ernesto  Barrios 
Solís,  de  quien  es  cesionario  don  Hans  Przy- 
lutzki,  que  el  juicio  ejecutivo  comenzaría 
por  señalamiento  de  dia  para  remate  de  la 
prenda  constituida,  teniendo  por  base  el  va- 
lor del  crédito  que  la  parte  actora  demanda- 
ra bajo  juramento,  al  cual,  desde  luego,  de- 
fería, expresamente,  la  deudora  y manifes- 
taron además,  que  renunciaban  los  trámites 
del  juicio  ejecutivo,  previos  al  señalamiento 
de  día  para  el  remate,  y al  derecho  para  in- 
terponer cualquiera  clase  de  excepciones, 
salvo  la  de  pago.  En  consecuencia  lo  alega- 
do por  los  señores  Puente  para  no  ser  de- 
mandados sino  ante  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia de  Jutiapa,  por  ser  el  único  competen- 
te, por  razón  de  su  domicilio  y de  la  cosa 
disputada,  sólo  tendría  lugar  cuando  nada 
en  contrario  hubieran  estipulado  en  la  es- 
critura de  obligación,  toda  vez  que  las  ac- 
tuaciones posteriores,  no  tienen  otro  concep- 
to que  el  de  diligencias  necesarias  para  el 
cumplimiento  de  un  fallo  ejecutorio ; y en 
tal  condición,  no  deben  admitirse  aunque 
se  susciten  cuestiones  de  competencia,  por 
estar,  dichas  excepciones,  fuera  del  juicio, 
en  donde  únicamente  se  admiten  como  de- 
fensa. Artículos  224,  338,  353,  355,  356,  578, 
Procedimientos  Civiles;  208,  Decreto  273, 
150,  154  y 159,  Decreto  Número  1928. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas,  de- 
clara: que  el  Juez  Primero  de  Primera  Ins- 
tancia de  esta  capital,  es  el  competente  y, 
por  consiguiente,  el  que  debe  de  seguir  co- 
nociendo en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por 
don  Hans  Przylutzki  contra  Carlos  y Ro- 
que Puente,  como  representantes  de  la  So- 
ciedad demandada. 

Notifíquese  y,  con  certificación,  devuél- 
vanse los  antecedentes  a donde  corresponde. 

Reina  Andrade. — Solazar. — Castellanos  R. 
— Argucia  S. — Serrano  Muñoz, — Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
primero  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Se  examina,  en  casación,  la  sentencia  de 
la  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, de  fecha  veintiséis  de  julio  del  año  en 
curso,  en  el  juicio  ordinario  seguido  por 
don  Javier  Ramírez  contra  Adelina  Castillo, 
relativo  a que  se  declare  que  la  señorita 
Castillo  ha  perdido  el  derecho  de  ejercer  la 
patria  potestad,  sobre  su  menor  hija  Ana 
Aída  Ramírez ; en  la  cual,  revocando  la  que 
profirió  el  Juez  Primero  de  Primera  Instan- 
cia de  esta  capital,  absuelve  a la  señorita 
Castillo  de  la  demanda  entablada. 

El  veintidós  de  agosto  del  año  pasado  se 
presentó  don  Javier  Ramírez  ante  el  Juez 
Primero  de  Primera  Instancia,  exponiendo ; 
que  el  nueve  de  diciembre  de  mil  novecien- 
tos veintidós  nació,  en  esta  ciudad,  la  menor 
Ana  Aída  Castillo,  hija  natural  de  él  y de  la 
señora  Adelina  Castillo;  que,  cuando  la  me- 
nor contaba  apenas  dos  años  de  edad,  la 
madre  la  abandonó  dejándola  en  poder  del 
Licenciado  Isidro  Gándara,  quien,  genero- 
samente, se  hizo  cargo  de  ella;  que  la  seño- 
ra Castillo  se  ausentó  de  esta  República  yén- 
dose a la  die  México,  donde  permaneció  du- 
rante largo  tiempo ; que  por  el  abandono  que 
la  señora  hizo  de  su  hija,  ésta  ha  estado  ex- 
puesta a toda  clase  de  penalidades,  y no  ha- 
biendo cumplido  la  señora  Castillo  las  obli- 
gaciones a que,  en  su  carácter  de  madre,  esta- 
ba obligada,  pedía  que,  previos  los  trámites 
correspondientes,  se  declarara,  en  definiti- 
va, que  había  perdido  la  patria  potestad.  De 
esta  demanda  se  dió  audiencia,  en  vía  ordi- 
naria, a la  señora  Castillo  y al  representan- 
te del  Ministerio  Público.  La  ' demanda 
fué  contestada  en  sentido  negativo  y abiei'- 
to  el  juicio  a prueba,  se  rindió  la  siguiente : 
por  la  parte  actora,  declaración  de  las  testi- 
gos Antonia  Vásquez,  Sofía  G.  de  Guerra  y 
Hortensia  Ordóñez ; lo  mismo  que  dos  cer- 
tificaciones expedidas  por  los  Doctores  Da- 
niel Aguirre  y Alberto  García  Gómez.  Por 
la  parte  demandada  se  rindió  un  informe 
del  Hospital  General  y repreguntas  que  se 
le  dirigieron  a las  testigos  de  la  parte  acto- 
ra. El  Juez  de  Primera  Instancia,  con  fe- 
cha diez  y ocho  de  marzo  del  presente  año, 
dictó  sentencia,  declarando  que  Adelina  Cas- 
tillo había  perdido  la  patria  potestad  de  su 
hija  Ana  Aída  Ramírez  Castillo,  la  que  de- 
bía de  pasar  a su  padre,  don  Javier  Ramírez. 
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Don  Javier  Ramírez,  con  auxilio  del  Li- 
cenciado Luis  Felipe  Rosales,  al  serle  noti- 
ficada la  ejecutoria  de  la  Sala  Primera,  in- 
trodujo el  presente  recurso  de  casación,  con 
fecha  dos  de  agosto  del  presente  año,  citan- 
do como  infringidas  las  leyes  siguientes  : IX 
y XI  de  los  preceptos  fundamentales  de  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  Decre- 
to Número  1928;  184,  191,  202,  incisos  1’  y 
3'’  y 204,  Decreto  Número  1932;  304,  Decre- 
to Número  921;  775,  779,  823,  824,  825,  826, 
835,  836,  838,  844,  845,  846  y 849,  Procedi- 
mientos Civiles : con  fecha  diez  del  mismo 
mes  y año  amplió  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  el  señor  Ramírez,  manifestan- 
do que  también  lo  interponía  por  infrac- 
ción de  una  parte  sustancial  de  procedimien- 
to, por  haberse  quebrantado  éste  con  la  fal- 
ta de  las  notificaciones  que  no  se  le  hicie- 
ron al  Ministerio  Público. 

CONSIDERANDO:  que  el  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma,  de 
conformidad  con  el  artículo  1871,  Procedi- 
mientos Civiles,  sólo  es  admisible  cuando 
se  hubiere  pedido  la  subsanación  de  la  fal- 
ta en  la  instancia  en  que  se  cometió  y repro- 
ducida la  petición  en  la  segunda,  cuando  la 
infracción  procediera  de  la  Primera  o de  la 
Segunda  Instancia,  pues  de  lo  contrario  la 
infracción  queda  consentida  y sancionada 
por  la  voluntad  de  las  partes  y el  recurso  es 
improcedente.  En  el  juicio  ordinario  segui- 
do por  don  Javier  Ramírez  contra  Adelina 
Castillo  sobre  la  pérdida  de  la  patria  potes- 
tad de  la  menor  Ana  Aída  Castillo,  consta 
que  se  dió  audiencia,  tanto  a la  señora  Cas- 
tillo como  al  representainte  del  Ministerio 
Público,  quienes  fueron  notificados  en  la 
forma  correspondiente.  En  tal  concepto,  las 
notificaciones  que  no  se  hicieron  al  Ministe- 
rio Público  de  las  resoluciones  de  fechas 
catorce  y veinticuatro  de  octubre  del  año 
pasado,  no  es  el  caso  de  entrar  a analizarlas, 
pues  si  el  señor  Ramírez  las  consideraba 
necesarias,  debió  pedir  la  subsanación  del 
procedimiento  y repetirlo  en  Segunda  Ins- 
tancia. De  las  de  fechas  ocho  de  febrero, 
diez  y ocho  de  marzo  y treinta  del  mismo 
mes  del  año  en  curso  y que  corresponden  a 
la  Segunda  Instancia,  sólo  se  notificó  la  del 
veintiséis  de  julio  retropróximo,  que  fué  la 
única  que  el  señor  Ramírez  pidió  que  se  hi- 
ciera. Esto,  por  una  parte,  y,  por  otra,  sien- 
do la  misión  del  Ministerio  Público  la  de  ve- 
lar por  los  intereses  sociales  que  le  han  sido 
encomendados  y su  consiguiente  protección, 
su  intervención  no  puede  ser  igual  a la  de 
las  personas  particularmente  interesadas  en 
cada  juicio,  pues  en  tal  caso  qiredarían  éstas 
excluidas  y hasta  relevadas  de  la  prueba  que 


están  obligadas  a rendir.  Su  misión  se  con- 
creta, pues,  a velar,  como  ya  se  dijo,  por  las 
personas  y bienes  de  los  menores,  teniendo 
facultad  de  pedir,  cuando  lo  crea  convenien- 
te, la  práctica  de  las  diligencias  que  estime 
pertinentes  y que  se  encaminen  a resolver  en 
justicia  el  punto  discutido.  En  consecuen- 
cia, el  Tribunal  sentenciador  no  violó  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  204,  Decreto  Número 
1932,  ni  el  304,  del  Decreto  Número  921. 

CONSIDERANDO;  que  la  prueba  aduci- 
da por  la  parte  actora  y que  consiste  en  la 
testimonial  de  Antonia  Vásquez,  Sofía  G.  de 
Guerra,  Hortensia  Ordóñez  y los  informes 
que  dieron  los  Doctores  Daniel  Aguirre  y 
Alberto  García  Gómez,  nada  demuestra,  ya 
que  en  las  declaraciones  falta  la  garantía  de 
verdad  que  la  ley  necesita,  pues  son  varias 
y contradictorias  las  de  dos  testigos,  y la 
otra  afirma  no  constarle  nada.  Los  docu- 
mentos aportados  al  juicio,  autenticados  por 
Notario,  no  producen  el  efecto  que  )a  parte 
interesada  se  propuso,  es  decir,  prueba  sobre 
el  abandono  de  la  menor  Ana  Aída  Ramírez 
Castillo,  Por  tanto  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  no  infringió  los  ar- 
tículos 184,  191,  202,  incisos  1°  y 3°  del  Decre- 
to Número  1932;  775,  779,  823,  824,  825,  826, 
835,  836,  838,  844,  845,  846  y 849,  Procedi- 
mientos Civiles,  toda  vez  que  los  tribunales 
sólo  pueden  decretar  la  suspensión  de  la  pa- 
tria potestad  cuando  esté  demostrada  la  exis- 
tencia de  los  hechos,  en  que  se  funda  lá  de- 
manda. Por  las  razones  expuestas,  tampo- 
co violó,  la  Sala  sentenciadora,  los  preceptos 
IX  y XI,  del  Decreto  Número  1928. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas  y lo 
que  disponen  los  artículos  1969,  1872  y 1887, 
Procedimientos  Civiles;  96  y 97,  Decreto  Nú- 
mero 1747 ; y 233,  Decreto  Número  1928,  des- 
estima el  recurso  de  casación  interpuesto  y 
condena  a la  parte  que  lo  introdujo  a la 
pérdida  del  depósito  constituido,  el  que  man- 
da ingresar  a la  Receptoría  de  Fondos  de 
Justicia,  y lo  condena,  también,  a las  costas 
del  incidente. 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario, 
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CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
cuatro  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  Primera  de 
la  Corte  de  Apelaciones  el  echo  del  mes 
próximo  pasado  en  el  juicio  ordinario  segui- 
do por  don  Jorge  B.  Soto  contra  don  Fred.  W. 
Wilson  en  la  cual  se  confirma  la  que  dictó 
el  Juez  Primero  de  Primera  Instancia. 

De  los  autos  aparece  : que  el  catorce  de 
diciembre  del  año  pasado,  se  presentó  ante 
el  Juez  Primero  de  Primera  Instancia  el  se- 
ñor Jorge  B.  Soto,  exponiendo:  que  ante  ese 
mismo  Tribunal  se  siguió  un  juicio  ejecuti- 
vo por  pago  de  una  deuda  hipotecaria,  con- 
tra el  presentado  y sus  hermanos  Marco  Au- 
relio y Emilio  Victor  Soto;  que  al  ejecutan- 
te, Fred.  W.  Wilson  se  le  adjudicaron,  en  pa- 
go, las  propiedades  que  respondían  por  la 
obligación,  entre  las  cuales  se  encontraba  la 
casa  número  treinta  de  la  Séptima  Avenida 
Sur ; que  en  dicha  casa  tenía  él  una  estufa 
de  su  exclusiva  propiedad,  con  su  depósito 
de  agua  y su  calentador  eléctrico ; que  dicho 
mueble  no  se  incluyó  en  la  garantía  y,  por 
su  naturaleza,  no  podía  considerarse  como 
parte  integrante  del  inmueble,  tanto  por  ser 
mueble  de  uso  relativamente  moderno,  co- 
mo porque,  con  facilidad  y sin  deterioro 
alguno  para  el  inmueble,  podía  adaptarse 
y quitarse;  que  en  consecuencia,  no  habién- 
dose incluido  eri  la  garantía,  ni  en  el  embar- 
go, ni  en  el  remate,  ni  en  la  escritura  trasla- 
tiva de  dominio,  y no  siendo  un  objeto  suje- 
to a embargo  y venta  judicial,  por  ser  de 
uso  indispensable  para  el  hogar,  quitó  dicha 
estufa  de  la  casa  antes  de  que  se  le  hiciera 
la  notificación  del  señor  Wilson,  relativa  a 
que  le  dejara  ese  objeto;  que  como  el  señor 
Wilson  lo  amenazaba  con  acusarlo  criminal- 
mente, con  el  fin  de  que  estableciera,  en 
definitiva,  a quién  correspondía,  en  propie- 
dad, la  estufa  y depósito  de  agua  caliente, 
demandaba  al  señor  Wilson  en  la  vía  ordi- 
naria, pidiendo  que  para  fallar  se  tuviera  a 
la  vista  el  ejecutivo  y el  juicio  sumario,  en- 
tablado por  el  señor  Wilson  contra  él  y sus 
hermanos,  fallando  como  punto  de  derecho  y 
que  se  declarara  en  definitiva,  que  la  estufa 
no  quedó  comprendida  en  la  venta  judicial 
y,  por  tanto,  era  de  su  exclusiva  propiedad. 
De  esta  demanda  se  dió  audiencia  por  el  tér- 
mino de  ley  al  señor  Wilson  y no  habiendo 
contestado,  en  su  rebeldía,  se  llamaron  au- 
tos para  dictar  sentencia.  Con  fecha  cua- 
tro de  marzo  del  año  en  curso  el  Juez  Pri- 


mero de  Primera  Instancia  dió  fin  al  juicio, 
declarando  : que  la  estufa  eléctrica  y calen- 
tador de  agua  no  formaban  parte  del  inmue- 
ble inscrito  en  el  Primer  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble,  bajo  el  número  2205, 
folio  71,  del  libro  85  de  Guatemala,  siendo, 
por  consiguiente,  de  la  exclusiva  propiedad 
de  los  hermanos  Soto. 

Contra  la  ejecutoria  de  la  Sala  Primera 
don  Fred.  Walter  Wilson,  con  auxilio  del 
Licenciado  Francisco  Villagrán,  introdujo  el 
presente  recurso  de  casación  por  violación 
de  ley,  señalando  como  infringidos  los  ar- 
tículos 505,  inciso  3°,  y 1535  del  Código  Ci- 
vil. Don  Jorge  B.  Soto  se  presentó  a esta 
Corte  alegando  la  falta  de  razón  que  tenia 
el  señor  Wilson  en  el  recurso  interpuesto, 
pues  la  interpretación  del  artículo  505,  Có- 
digo Civil  y el  1535  del  mismo  Código,  ya 
derogados,  estaban  sujetos  a interpretación 
en  cada  caso  concreto.  También  manifestó 
que  no  procedía  el  recurso  de  casación  por 
la  cuantía  del  negocio,  acompañando  a su 
escrito,  dos  recibos  de  la  Empresa  Eléctri- 
ca para  demostrar  la  propiedad  de  la  estufa 
y el  calentador  de  agua  discutidos.  El  Fis- 
cal de  la  Sala  Segunda,  al  emitir  su  dicta- 
men, de  conformidad  con  el  artículo  32,  De- 
creto Número  1928,  manifestó,  entre  otras 
cosas : que  no  tenía  razón  el  señor  Soto,  en 
los  dos  primeros  puntos  alegados,  porque, 
precisamente,  por  una  mala  interpretación 
de  la  ley,  se  llega  a violarla,  así  como  que  la 
estufa  y el  calentador  no  eran  materiales 
que  han  formado  la  casa  y tampoco  eran 
cosas  colocadas  en  ella  para  que  permanecie- 
ran perpetuamente,  porque  a voluntad,  no 
sólo  del  dueño,  sino  de  un  inquilino,  podían 
colocarse  ya  en  un  lugar,  ya  en  otro,  cam- 
biar dichos  objetos  por  otros,  o sacándolos 
del  todo  sin  mengua  de  la  casa,  que  tan  in- 
tacta quedaba  con  ellos  como  sin  ellos;  dijo 
también  que  ni  la  estufa  ni  el  calentador 
eran  accesorios  de  la  casa,  sino  que  eran 
muebles  de  ella  y en  consecuencia  la  Sala 
no  había  infringido  los  artículos  505,  inciso 
3“,  y 1535,  del  Código  Civil  sino  que,  por  el 
contrario,  había  hecho  recta  aplicación  de 
ellos. 

CONSIDERANDO  : que  para  que  un  obje- 
to mueble  quede  inmovilizado  no  es  necesa- 
rio que  se  fije  materialmente  al  suelo,  pues, 
existiendo  la  inmovilización  por  destino,  dis- 
tinta de  la  inmovilización  por  incorporación, 
es  más  bien  la  intención  del  propietario,  cla- 
ramente manifestada,  la  que  decide  aquélla, 
cuando  una  cosa  la  destina  permanentemen- 
te al  servicio  del  inmueble,  siendo  indiferen- 
te que  quede  sujeta  al  suelo  simplemente 
afectada  a la  construcción. 
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La  intención  del  propietario  de  la  casa, 
cuya  posesión  se  dió  al  señor  Wilson,  fué 
destinar  permanentemente  al  servicio  de  la 
misma,  la  estufa  y calentador.  Así  lo  de- 
muestra el  hecho  de  que  al  instalarlos  haya 
suprimido  el  poyo  ordinario  de  las  cocinas 
y el  depósito  para  agua  caliente  que  se  usa 
cuando  no  existe  el  calentador  eléctrico,  lo 
cual  se  halla  establecido  con  el  acta  de  po- 
sesión que  obra  en  el  interdicto  de  adquirir 
la  misma  que  fué  tenida  a la  vista  por  los 
Tribunales  sentenciadores  para  fallar  en  el 
juicio  ordinario  promovido  por  el  ejecutan- 
te. Artículos  373  Código  Civil,  y 709,  Pro- 
cedimientos Civiles. 

CONSIDERANDO  : que  el  señor  Soto  pre- 
sentó unos  recibos  que  demuestran  su  pro- 
piedad sobre  la  estufa  y calentador : con  es- 
tos documentos  prueba,  una  vez  más,  el  per- 
fecto derecho  que  le  asistía  para  poner  di- 
chos objetos  al  servicio  permanente  de  la 
casa,  suprimiendo  el  poyo  y el  calentador 
corrientes,  para  llenar  la  necesidad  impres- 
cindible de  la  cocina  y del  baño,  pues,  pre- 
cisamente, el  artículo  373  del  Código  Civil 
exige,  para  la  inmovilización  por  destino, 
que  la  haga  el  propietario,  para  aprovecha- 
miento, servicio  u ornato  del  inmueble. 

Si  la  estufa  y calentador  se  convirtieron, 
por  la  acción  del  propietario  de  la  casa,  en 
inmuebles  por  destino,  quedaron,  desde  en- 
tonces, formando  parte  de  aquél  y la  hipo- 
teca constituida  con  anterioridad  sobre  la 
finca  quedó  legalmente  extendida  sobre  es- 
ta mejora,  como  lo  prescribía  el  artículo  11 
del  Decreto  legislativo  Número  1656  (Ley 
Hipotecaria)  y lo  establecen  actualmente  los 
artículos  687  y 693  del  Código  Civil  actual. 

Por  todo  lo  expuesto,  al  declarar  la  Sala 
sentenciadora  que  los  objetos  demandados 
debían  considerarse  como  muebles  y,  por 
consiguiente,  excluidos  del  embargo  y eje- 
cución, violó  el  inciso  3’  del  artículo  505  del 
Código  Civil  (antiguo)  y el  1535  del  mismo 
cuerpo  de  leyes,  por  lo  que  procede  casar  y 
anular  el  fallo  recurrido,  para  dictar  el  que 
corresponde  en  derecho. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 1873  y 1889,  Procedimientos  Civiles; 
12,  inciso  b,  y 233,  Decreto  Número  1928, 
casa  y anula  la  sentencia  recurrida  y resol- 
viendo sobre  lo  principal,  declara;  1°,  que  la 
estufa  y el  depósito  para  agua  caliente  for- 
man parte  de  la  casa  número  30  de  la  Sép- 
tima Avenida  Sur  de  esta  ciudad ; y,  2°,  man- 
da devolver  el  depósito  constituido. 


Notifiquese  y,  con  certificación,  devuél-  • 
vanse  los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz, — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C,,  Secretario. 


CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
siete  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  el  au- 
to de  fecha  trece  de  junio  del  año  en  curso, 
proferido  por  la  Sala  Sexta  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  con  motivo  del  incidente  de 
abandono  promovido  por  Diego  Hernández 
como  apoderado  de  Paulino  Batz,  en  la  ter- 
cería excluyente  de  dominio,  instaurada  por 
Nicolás  Sapón  en  el  juicio  ejecutivo  que 
Batz  sigue  contra  Paulina  Sapón  de  Ixcal- 
parij ; en  dicho  auto  se  revoca  el  dictado 
por  el  Juez  de  1“  Instancia  de  Totonicapán 
el  veintiocho  de  abril  y se  declara : abando- 
nada la  Primera  Instancia  en  el  juicio  men- 
cionado. La  Sala  se  funda  en  que  las  po- 
siciones articuladas  por  Nicolás  Sapón  a 
Paulino  Batz  y que  al  Juez  le  sirvieron  de 
base  para  el  auto  apelado,  no  tenían  nin- 
gún valor  porque  en  la  tramitación  de  ellas 
se  violó  el  artículo  252  de  Procedimientos 
Civiles  y que  las  actuaciones,  en  el  caso  es- 
tudiado, no  estaban  a la  vista  para  senten- 
cia definitiva,  porque,  tratándose  de  un  pun- 
to de  hecho,  era  necesario  abrirlo  a prueba  y 
en  tal  virtud,  sí  se  hacía  necesaria  la  gestión 
de  las  partes  para  continuar  y fenecer  el 
litigio ; que  la  resolución  de  trece  de  marzo 
de  mil  novecientos  treinta,  que  citan  las  par- 
tes para  resolver,  era,  según  la  ley  antigua 
previa  a la  apertura  de  prueba  y no  a la  ci- 
tación para  la  sentencia  definitiva,  que  se- 
ría el  único  caso  en  que  las  partes  no  te- 
nían gestión  que  hacer.  El  Juez  se  funda, 
para  declarar  que  no  está  abandonada  la 
Primera  Instancia,  en  que  si  era  verdad  que 
desde  el  veinte  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta,  a la  fecha  en  que  se  solicitó  el  aban- 
dono, había  transcurrido  más  del  tiempo  es- 
tipulado para  que  el  abandono  de  Primera 
Instancia  tuviera  lugar,  culpa  de  las  partes 
no  fué  que  el  Tribunal  no  dictara  la  reso- 
lución del  caso,  pues  quedaron,  desde  aque- 
lla fecha,  los  autos  a la  vista ; y,  por  otra 
parte,  que  con  las  posiciones  articuladas  a 
Paulino  Batz,  en  las  que  se  declaró  confeso, 
se  establece  que  éste  no  facultó  a apodera- 
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do  para  promover  el  abandono,  porque  es- 
tando ya  pagado  de  lo  que  le  debía  Catarina 
Sapón,  ya  no  tenía  ningún  interés  en  el 
asunto  y,  por  consiguiente,  el  embargo  tra- 
bado en  los  bienes  cuestionados,  no  tenía 
razón  de  existir.  Nicolás  Sapón,  al  serle 
notificado  el  auto  de  la  Sala,  con  auxilio  del 
Licenciado  Alfonso  Villagrán,  introdujo  el 
presente  recurso  de  casación  por  violación 
de  ley,  denunciando,  como  infringidos,  los 
artículos  686,  649,  652,  711  y 712,  de  Proce- 
dimientos Civiles;  47,  Decreto  Número  1747. 
Pedidos  los  antecedentes,  hecho  el  depósito 
correspondiente,  y señalado  día  para  la  vis- 
ta, es  el  caso  de  resolver  lo  que  corresponde 
en  derecho. 

CONSIDERANDO:  el  artículo  686  de 
Procedimientos  Civiles  comprende  siete  in- 
cisos, siendo  cada  uno  de  ellos  una  disposi- 
ción legal  diferente;  como  no  se  expresa  en 
el  recurso  cuál  es  el  que  se  estima  violado, 
no  procede  entrar  a examinarlo,  pues  no 
cumple  el  recurrente  con  el  deber  de  deter- 
minar con  precisión  la  ley  que  aprecia  in- 
fringida por  el  Tribunal  sentenciador. 

Los  artículos  649,  652,  711  y 712  de  Pro- 
cedimientos Civiles,  no  tienen  aplicación  al 
caso,  porque  los  Tribunales  resolvieron  el 
incidente  de  abandono  de  la  Primera  Ins- 
tancia y para  ese  efecto  no  tenían  para  qué 
entrar  al  examen  de  las  pruebas  que  se  re- 
fieren al  fondo  del  asunto  discutido  en  el 
juicio. 

Y,  por  último,  el  artículo  47,  del  Decreto 
Número  1747  tampoco  está  quebrantado 
puesto  que  la  facultad  judicial  de  abrir  a 
prueba-  sin  otro  trámite,  una  vez  contes- 
tada la  demanda,  no  impide  la  gestión  de 
las  partes,  pues  muy  al  contrario,  el  aban- 
dono de  hecho  que  hagan  del  juicio  tiene 
que  declararse  por  el  Juez  si  transcurre  el 
término  que  fija  el  artículo  20  del  mismo 
Decreto.  Ciertamente  se  ha  alegado  que 
llamados  autos,  es  al  Juez  a quien  corres- 
ponde resolver  y no  a las  partes  pedir,  pero 
cabe  observar,  además  de  lo  expuesto  an- 
teriormente, que  sólo  en  el  caso  de  que  el 
punto  sea  de  derecho  o de  que  ese  trámi- 
te se  refiera  a la  citación  de  las  partes  para 
sentencia,  cesa  la  tramitación  y queda  el 
Juez  obligado  a resolver;  no  así  en  cual- 
quier otro  caso,  en  que  si  el  Juez  no  resuel- 
ve, corresponde  a las  partes  gestionar  para 
que  lo  haga. 

POR  TANTO  ; la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  los  artículos  1887,  Pro- 
cedimientos Civiles;  96  y 97,  Decreto  Nú- 
mero 1747,  desestima  el  recurso  de  casa- 


ción interpuesto  y condena  a la  parte  recu- 
rrente a la  pérdida  del  depósito  y a las  cos- 
tas del  incidente,  y manda  que  sean  repues- 
tas estas  dos  hojas  de  papel  a quien  co- 
rresponda, de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en 
el  artículo  26  del  Decreto  Número  1747. 

Notifíquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
queta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
dos  de  marzo  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres. 

Vista,  en  casación,  la  sentencia  que  profi- 
rió la  Sala  4'  de  la  Corte  de  Apelaciones  el 
trece  de  enero  del  año  en  curso,  en  la  que 
declaró  la  nulidad  del  plenarío  en  la  causa 
instruida  contra  Guillermo  Aguilar  por  el 
delito  de  lesiones,  por  considerar  que  el  de- 
lito cometido  por  éste  no  es  el  de  lesiones 
sino  el  de  atentado  a los  agentes  de  la  au- 
toridad. 

RESULTA : que  contra  dicho  pronuncia- 
miento de  la  Sala  4’  el  reo  Aguilar,  con  auxi- 
lio del  Licenciado  Antonio  Cruz,  introdujo 
recurso  de  casación  por  violación  de  ley,  de- 
nunciando, como  infringidos,  los  artículos 
139,  inciso  2'’;  151  y 304  del  Código  Penal; 
499  y 731,  Procedimientos  Penales;  175,  De- 
creto Número  1729. 

CONSIDERANDO  : que  el  recurso  de  ca- 
sación es  el  remedio  supremo  y extraordi- 
nario para  dejar  sin  efecto  la  sentencia  de- 
finitiva en  que  haya  violación,  falsa  inter- 
pretación o mala  inteligencia  de  la  ley,  para 
así  reparar  el  derecho  que  ha  sido  lesionado. 
El  artículo  674,  Procedimientos  Penales,  es- 
tablece los  casos  en  que  procede  el  recur- 
so de  casación,  lo  que  significa  que  cabe  su 
interposición  cuando  las  sentencias  reúnan 
los  requisitos  previstos  en  el  artículo  675, 
del  mismo  cuerpo  de  leyes.  Y es  indudable 
que  tienen  el  carácter  de  definitivas  para 
los  efectos  señalados  por  la  ley  las  senten- 
cias que  terminan  la  causa,  haciendo  impo- 
sible su  continuación,  y,  según  los  autos  que 
se  examinan,  la  Sala  4’,  al  conocer,  en  con- 
sulta, de  la  sentencia  que  profirió  el  Juez 
de  Primera  Instancia  de  Retalhuleu  el  vein- 
ticuatro de  diciembre  del  año  pasado,  de- 
claró la  nulidad  de  dicho  fallo,  y de  todo 
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el  plenario  y,  por  consiguiente,  siendo  nula 
la  sentencia  que  dictó  el  Juez,  es  induda- 
ble que  no  produce  ningún  efecto  y,  por  en- 
de, no  es  definitiva,  contra  las  que  única- 
mente cabe  el  recurso  de  casación;  toda  vez 
que  éste  va  dirigido  a impugnar  la  senten- 
cia en  el  fondo  y en  su  forma,  para  así  ob- 
tener, con  su  anulación,  la  reparación  de  la 
injusticia  causada  con  el  fallo. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas  y lo 
estatuido  en  el  artículo  690,  P.  P.,  desestima 
el  recurso  interpuesto  e impone  al  recu- 
rrente la  pena  adicional  de  quince  días  de 
prisión  simple,  conmutables  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  día. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos  a don- 
de corresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Satazar. 
—Carlos  Castellanos  R.— Alberto  Arqueta  S. 
— José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
nueve  de  marzo  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  de  fecha  seis  de  octubre  del  año 
pasado,  proferida  por  la  Sala  2’  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  en  la  que  confirma  la  dic- 
tada por  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  Es- 
cuintla,  en  la  causa  instruida  contra  Floren- 
tín  Chinchilla,  por  el  delito  de  atentado  a 
los  agentes  de  la  autoridad,  y contra  Felipe 
de  León,  por  lesiones,  únicamente  en  cuan- 
to se  refiere  a condenar  a Felipe  de  León 
por  la  falta  que  constituyen  las  lesiones  in- 
feridas a Juana  López,  y por  las  lesiones 
causadas  a Florentín  Chinchilla,  y la  adi- 
ciona, en  el  sentido  de  que  Felipe  de  León 
es  autor  del  delito  de  abusos  contra  parti- 
culares, por  lo  que  le  impone  la  pena  de 
seis  meses  de  arresto  mayor,  con  las  acce- 
sorias correspondientes,  permitiéndole  con- 
mutarla a razón  de  diez  centavos  de  quet- 
zal por  día,  y,  por  último,  revoca  la  senten- 
cia en  cuanto  condena  a Florentín  Chinchi- 
lla, a quien  lo  absuelve  del  cargo  por  falta 
de  prueba  y lo  manda  poner  en  libertad,  por 
telégrafo,  y,  por  último  deja  abierto  el  pro- 
cedimiento, por  el  delito  de  abusos  contra 
particulares,  contra  Mariano  Ixpatá  y Este- 
ban Guzmán. 


RESULTA;  que  el  tres  de  junio  del  año 
pasado,  el  Alcalde  auxiliar  de  la  finca  “Con- 
cepción” dió  parte,  de  la  comisión  de  un 
delito  al  Juez  de  Paz  de  Escuintla  y en  su 
ratificación,  el  Alcalde  Eduardo  Contreras, 
agregó  ; que  el  auxiliar  de  la  finca  “El  Cha- 
güite", Felipe  de  León,  le  dijo  que  esa  no- 
che, como  a las  diez  y media,  de  orden  del 
administrador  de  la  misma,  fué  a casa  de 
Florentín  Chinchilla  a capturarlo  por  haber 
faltado  al  trabajo  y como  lo  encontraron 
durmiendo  en  un  chiquero  de  coches,  le  in- 
dicaron que  se  vistiera  y los  acompañara ; que 
entonces  Chinchilla  entró  a su  casa  y salió 
armado  de  un  machete  con  el  cual  los  agre- 
dió y que  después  lo  desarmaron  por  lo  que 
se  entró  de  nuevo,  saliendo  con  palo  de  aza- 
dón y les  tiró  rompiéndole  la  vara  de  Al- 
calde a Esteban  Guzmán,  quien  lo  acompa- 
ñaba, así  como  también  el  ministril,  Maria- 
no Ixpatá,  pero  que  a él  no  le  constaba  nada; 
que  Guzmán  tenía  la  chaqueta  rota  y que, 
según  lo  manifestaban,  Felipe  de  León  lesio- 
nó con  su  machete  a Chinchilla  y a la  ma- 
dre de  éste,  Juana  López.  El  Alcalde  2“, 
auxiliar  de  la  finca  “El  Chagüite",  Esteban 
Guzmán,  dijo ; que  ese  día,  como  a las  nue- 
ve y media  de  la  noche,  lo  fué  a llamar  el 
Alcalde  Felipe  de  León,  acompañado  del  mi- 
nistril, Mariano  Ixpatá,  a su  casa  para  ir  a 
capturar  a Florentín  Chinchilla,  a quien  en- 
contraron durmiendo,  y al  decirle  que  se 
levantara  se  entró  a la  casa  y,  poniéndose  el 
saco,  agarró  su  machete  y le  tiró  al  decla- 
rante varios  machetazos  y que,  en  eso  Ixpa- 
tá  y el  Alcalde  1'’  lo  desarmaron ; que  enton- 
ces los  padres  de  Chinchilla  le  abrieron  la 
puerta  y en  ese  momento  Chinchilla  se  ar- 
mó de  una  tranca,  tirándole  al  dicente  y co- 
mo se  defendía  con  la  vara,  se  la  rompió ; 
que  el  único  que  cargaba  machete  era  Felipe 
de  León,  por  lo  que  suponía  que  éste  haya 
lesionado  a Chinchilla  y a Juana  López;  que 
Mariano  Ixpatá  fué  lesionado  por  Chinchi- 
lla. En  la  taisma  forma  declaró  Mariano 
Ixpatá.  Indagado  Florentín  Chinchilla,  ma- 
nifestó ; que  el  día  del  suceso  estaba  dur- 
miendo en  el  patio  de  su  casa,  cuando  lle- 
garon De  León,  Guzmán  e Ixpatá  y lo  des- 
pertaron, pero  que  el  segundo  se  había  apo- 
derado ya  de  su  machete  y como  les  dijera 
que  no  tenía  delito  y que  se  presentaría  al 
día  siguiente,  lo  agarraron  a golpes,  bo- 
tándolo al  suelo  y que,  entonces,  salió  su 
madre  a defenderlo,  quien  fué  herida,  en  la 
frente,  por  Felipe  de  León,  quien  también 
lo  lesionó  a él  y que  era  falso  todo  lo  que 
éstos  habían  manifestado.  Los  padres  de 
Chinchilla,  Juana  López  y Samuel  Chinchi- 
lla, se  produjeron  en  los  mismos  términos 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


255 


que  éste.  En  los  informes  médicos  apare- 
ce que  Chinchilla  curó  en  diez  días.  Ixpat.i 
en  seis  y la  señora  López  en  seis  dias  tam- 
bién, sin  que  a ninguno  de  todos  les  queda- 
ra impedimento  ni  deformidad. 

RESULTA : que  llenados  los  demás  trá- 
mites del  plenario,  el  Juez  de  la  causa  dic- 
tó sentencia,  declarando:  que  Florentín 
Chinchilla  era  autor  del  delito  de  atentado 
y de  lesiones  a los  agentes  de  la  autoridad, 
por  el  cual  le  impuso  la  pena  de  dos  años 
de  prisión  correccional,  y que  Felipe  de 
León  era  autor  del  delito  de  lesiones,  cau- 
sadas a Florentín  Chinchilla,  y por  el  que 
le  impuso  seis  meses  de  arresto  mayor  y 
veinte  dias  de  prisión  simple,  por  la  falta 
que  constituyeron  las  lesiones  inferidas  a 
Juana  López,  haciendo  las  demás  declara- 
ciones legales,  y la  Sala  2’  al  conocer  en  ape- 
lación, dictó  la  sentencia  de  que  se  ha  he- 
cho mención  en  la  parte  expositiva. 

RESULTA:  que  Felipe  de  León  al  serle 
notificada  la  sentencia  de  la  Sala  2’,  con 
auxilio  del  Licenciado  José  Maria  Sergio  Ca- 
margo,  interpuso  el  presente  recurso  de  ca- 
sación, por  violación  de  ley,  citando,  como 
infringidos,  los  artículos  siguientes  : 20,  en 
sus  incisos  4",  5",  6’,  10  y 11,  del  Código  Pe- 
nal; 582,  P.  P.,  en  lo  que  se  relaciona  con 
los  incisos  4",  5",  6"  y del  articulo  581,  y 
pedidos  los  antecedentes  y señalado  día  pa- 
ra la  vista,  es  el  caso  de  resolver  lo  que  co- 
rresponde en  derecho. 

CONSIDERAND.O : que  está  demostra- 
do que  Felipe  de  León,  en  unión  de  Este- 
ban Guzmán  y Mariano  Ixpatá,  el  tres  de 
junio  del  año  pasado,  como  a las  diez  y 
media  de  la  noche,  llegaron  a casa  de  Flo- 
rentín Chinchilla,  y sin  estar  ejerciendo  las 
funciones  de  que  se  dijeron  investidos,  o 
con  motivo  de  ellas,  penetraron  en  casa  de 
Chinchilla,  como  lo  aseguran  Juana  López 
y Samuel  Chinchilla  y el  propio  de  León,  ha- 
biendo lesionado  a Juana  López  y a Floren- 
tín Chinchilla;  por  consiguiente,  el  artículo 
20,  en  sus  incisos  4-,  5’,  6’,  10  y 11,  del  Có- 
digo Penal,  que  cita  el  recurrente,  no  tiene 
ninguna  aplicación,  toda  vez  que  éste  se  re- 
fiere a las  circunstancias  eximentes  de  res- 
ponsabilidad criminal,  por  cuya  razón  no  pu- 
do ser  violado, 

CONSIDERANDO:  que  habiéndose  co- 
metido el  delito  de  noche  y en  casa  de  Flo- 
rentín Chinchilla,  el  dicho  de  los  padres 
de  éste  forman  plena  prueba,  de  conformi- 
dad con  lo  establecido  en  el  articulo  582, 
pues  no  existe  otra  prueba  que  la  contradí- 
ga y,  en  consecuencia,  la  Sala  sentencia- 


dora no  infringió  el  articulo  582,  de  Proce- 
dimientos Penales,  sino  hizo  recta  aplica- 
ción de  él ; tampoco  violó  el  581  en  sus  inci- 
sos 4",  5“.  6"  y 7",  por  no  tener  ninguna  apli- 
cación al  caso  investigado, 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  las  leyes  cita- 
das y lo  que  disponen  los  artículos  686  y 690, 
P.  P.;  22,  Decreto  Número  1728,  y 27,  Ley 
Orgánica,  desestima,  por  improcedente,  el 
recurso  de  casación  e impone  al  recurrente 
la  pena  adicional  de  quince  días  de  prisión 
siempre,  conmutables  a razón  de  diez  centa- 
vos de  quetzal  por  día. 

Notifíquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, vuelvan  los  autos  a donde  corres- 
ponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Solazar. 
— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argueta  S. 
— José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y seis  de  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  4’  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  el  diez  y siete  de  enero 
del  año  en  curso,  en  la  causa  instruida  por 
el  delito  de  hurto  de  semovientes  contra 
Alejandro  e Ignacio  Molina;  en  la  cual  se 
confirma  la  proferida  por  el  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  de  Retalhuleu  con  las  mo- 
dificaciones siguientes:  a)  Que  Alejandro 
Molina  debe  sufrir  las  penas  de  un  año  de 
prisión  correccional  aumentada  en  una  ter- 
cera parte  por  el  hurto  de  semovientes  y nue- 
ve meses  de  arresto  mayor,  por  el  uso  de 
fierros  falsos,  siendo  inconmutable  la  co- 
rrespondiente al  delito  de  hurto;  b)  Declara 
nula  e insubsistente  la  parte  del  fallo  er- 
que se  absuelve  a Héctor  Dardón  A.,  Juan 
Ramírez  y Bernardino  Alezano  de  los  car- 
gos que  se  les  formularon  por  ser  impro- 
cedente dicha  absolución,  toda  vez  que  a 
dichos  individuos  no  se  les  dedujo  cargo  al- 
guno. 

RESULTA : que  el  veintisiete  de  julio  de 
mil  novecientos  treinta  y uno  se  presentó 
Doroteo  Batres  ante  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia de  Retalhuleu,  acusando  a Ignacio 
y Alejandro  Molina  por  hurto  de  semovien- 
tes, diciendo  en  su  ratificación  que  tenía 
conocimiento  de  que  existían  en  poder  de 
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Leonzo  Rodríguez,  administrador  de  la  ha- 
cienda "El  Tomatal",  dos  novillos  herra- 
dos con  una  "D”,  que  eran  de  la  propiedad 
del  declarante  y que  tenían  alterado  el  fie- 
rro, figurando  una  "P”  y una  "R",  con  ¿1 
cual  los  Molina  desfiguraban  el  fierro  de 
los  animales  que  hurtaban;  que  tenia  cono- 
cimiento que  el  fierro  con  las  letras  "PR", 
que  ha  servido  a los  Molina  para  desfi- 
gurar la  "D”,  que  usaba  el  dicente  para 
marcar  su  ganado,  lo  hizo  Leónidas  Mayén 
que  residía  en  Champerico.  Acompañó  a su 
denuncia  la  matrícula  del  fierro  de  su  pro- 
piedad y al  ampliar  su  declaración,  agregó : 
que  en  la  Jefatura  Política  de  Retalhuleu 
se  encontraban  dos  cueros,  que  recogió : uno 
a Rigoberto  Cadenas  y otro  en  el  lugar  de 
Las  Cruces,  en  casa  de  Alejandro  Molina, 
que  para  esto  lo  acompañaron  el  ayudante 
del  Comandante  de  Armas,  Francisco  Cace- 
ros  ; el  Alcalde  auxiliar  de  este  lugar  y un 
agente  de  policía.  Que  la  mancuerna  de 
novillos  que  se  encontraban  en  el  poste, 
fueron  recogidos  del  poder  de  don  Arturo 
Ruiz,  de  orden  del  Jefe  Político,  habiendo 
manifestado  dicho  señor,  que  Alejandro  Mo- 
lina se  los  había  entregado  en  pago  de  una 
deuda  que  le  tenía.  Pedro  Rodríguez  ma- 
nifestó que  hacía  más  o menos  un  año  que 
Ignacio  Molina  le  propuso  al  declarante  un 
novillo  en  venta,  como  de  cuatro  años  de 
edad,  el  cual  tenía  el  fierro  de  don  Doroteo 
Batres  y que  entonces  el  declarante  le  ma- 
nifestó que  si  se  lo  campraba,  pero  que  se 
lo  venteara  o que  le  entregara  la  carta  de 
venta  firmada  por  don  Doroteo,  que  Mohna 
se  lo  ofreció,  pero  como  nunca  cumplió, 
no  celebraron  el  contrato.  Francisco  Cace- 
ros  manifestó  que  de  orden  del  Comandante 
de  Armas  acompañó  a don  Doroteo  Batres, 
quien  le  dijo  que  iban  a casa  de  Rigoberto 
Cadenas  a recoger  un  cuero  y que  en  efecto 
en  dicha  casa  recogieron  un  cuero  de  res, 
el  cual  estaba  marcado  con  una  "D”,  reco- 
giéndolo para  llevárselo  a la  Jefatura  Polí- 
tica. Arturo  Ruiz  manifestó : que  era  cierto 
que  don  Alejandro  Molina  le  dió  una  man- 
cuerna de  novillos  de  su  propiedad,  a cuenta 
de  pasturas  que  tenía  en  la  hacienda  San 
Jerónimo  del  declarante;  que  los  semovien- 
tes resultaron  ser  de  la  propiedad  de  don 
Doroteo  Batres  y de  acuerdo  con  dicho  se- 
ñor los  pusieron  a disposición  de  la  Jefatura 
Política ; que  cuando  recibió  los  animales 
los  mandó  herrar  con  su  fierro ; y que  ya 
estaban  marcados  con  una  "R”  mayúscula 
en  el  anca  izquierda,  cuya  marca  se  notaba 
ser  bastante  fresca ; que  él  no  vió  otro  fierro 
más  del  mencionado  y que  el  de  él,  era  una 
"E"  y una  "R"  separadas  y que  el  señor 


Molina  no  le  dió  carta  de  venta  porque 
faltaban  tres  novillos  más  para  el  pago  de 
la  deuda.  Francisco  Morales  manifestó,  que 
un  día  buscando  unas  vacas  que  le  compró 
a Miguel  J áuregui,  en  los  terrenos  de  la  ha- 
cienda Agrícola,  encontró  dos  novillas  ama- 
rradas en  un  palo,  que  conoció  que  dichos 
animales  eran  del  señor  Batres,  y al  buscar- 
les el  fierro  para  mayor  seguridad,  notó  que 
éste  estaba  tapado  con  lodo,  por  lo  que  or- 
denó a su  vaquero  Santiago  Chochón  que  lo 
limpiara  y así  poder  ver  el  fierro  y al  ha- 
cerlo, observó  que  era  el  de  don  Doroteo ; 
notó  también  que  en  uno  de  los  animales  la 
marca  estaba  alterada  con  un  rasgo  hacia 
abajo  y al  llegar  al  poste  público  donde  esta- 
ban dos  novillos,  dijo  que  éstos  eran  los  que 
estaban  amarrados  en  el  terreno  de  La  Agrí- 
cola. Santiago  Chochón  se  produjo  en  los 
mismos  términos  que  su  patrón  Francisco 
Morales.  Juan  Ramírez  dijo:  que  hacía 
como  año  y medio  le  compró  a Molina  dos 
bueyes,  uno  de  ellos  tenía  el  fierro  de  don 
Doroteo  Batres  y el  otro  el  de  Ismael  Villa- 
toro  y que  las  cartas  de  venta  estaban  en  la 
oficina  respectiva.  El  agente  de  policía  Au- 
delio  Escobar  dijo  que  hacía  como  seis  días 
que  el  Jefe  Político  le  ordenó  que  acompa- 
ñara a don  Doroteo  Batres  para  ir  a Las 
Cruces  a buscar  unos  cueros  de  unas  reses 
que  le  habían  hurtado  al  señor  Batres,  y que 
de  aUí  fueron  a casa  de  Alejandro  Molina, 
hablándole  a una  sirvienta  porque  dicho  se- 
ñor no  estaba;  que  el  señor  Batres  observó 
que  en  el  corredor  de  la  casa  sobre  una  troja 
se  encontraba  un  cuero  de  res  ya  seco  y que 
teniendo  su  fierro  el  ganado,  o sea  una  "D", 
fué  a llamar  al  Alcalde  auxiliar  de  Las  Cru- 
ces para  constatar  el  hecho  y poder  recoger 
el  cuero,  que  un  vaquero  del  señor  Molina, 
a quien  le  preguntó  don  Doroteo  qué  sabía 
de  esos  cueros  y si  no  tenía  otro  su  patrón 
le  respondió  que  nada  sabía  y que  los  de- 
más cueros  de  las  reses  que  destazaba  su 
patrón  los  hacía  sogas;  llamándose  el  va- 
quero Juan  Moreno.  Reconoció  el  cuero 
que  se  le  puso  a la  vista,  como  el  que  en- 
contraron en  casa  de  Molina,  el  cual  tiene 
un  solo  fierro  que  es  una  "D",  y se  nota  qxie 
el  palo  recto  de  dicha  letra  lo  prolongaron 
para  bajo,  con  intención  de  desfigurarla  y 
hacer  aparecer  una  "P”.  Leonzo  Rodríguez 
dijo  haber  celebrado,  con  Ignacio  Molina,  un 
negocio,  consistente  en  el  cambio  de  un  ca- 
ballo por  tres  novillas,  de  las  cuales  le  fal- 
taba la  tercera  y que  al  entregarle  ésta  se 
cruzarían  las  cartas  de  venta  correspondien- 
te, que  las  novillas  estaban  recientemente 
marcadas  con  una  "R";  que  cuando  buscó, 
en  el  mes  de  julio,  en  la  finca  Agrícola  a don 
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Ignacio,  para  acabar  de  arreglar  el  negocio, 
no  lo  encontró,  informándole  que  andaba 
huyendo  y que  se  seguía  una  averiguación 
por  hurto  de  semovientes  en  contra  de  él 
y su  hermano  Alejandro,  por  lo  que  el  de- 
clarante le  avisó  a don  Doroteo  Batres,  a 
fin  de  que  fuera  a ver  las  novillas,  porque 
no  quería  verse  envuelto  en  dicho  asunto. 
Examinado  Víctor  Velásquez,  manifestó  : que 
Héctor  Dardón  llegó  a su  herrería  para  que 
le  hiciera  un  fierro,  el  cual  se  lo  hizo  y 
consiste  en  las  letras  H,  D,  A,  unidas.  Los 
expertos  Adrián  Avüa  y Patricio  Santizo,  que 
examinaron  los  novillos  que  estaban  en  el 
poste,  hicieron  constar  las  letras  que  los  ani- 
males tenían,  pero  que  se  notaba  que  la  "R” 
estaba  puesta  sobre  una  “D”,  para  desfigu- 
rarla y que  la  “R"  tenía,  aproximadamente, 
veinte  dias  de  haber  sido  puesta  y que  la 
“D"  era  fierro  viejo;  que  los  cueros  que  exa- 
minaron tenían  una  "D”,  teniendo  a la  iz- 
quierda una  "H”,  y a la  derecha  una  "A”  y 
que  el  otro  cuero  tenia,  en  el  anca  izquierda, 
una  “P”,  desfigurando,  con  esta  letra,  la  "D" 
que  tenía  el  cuero;  y otro  tenía  exactamen- 
te la  "D”,  sin  ninguna  alteración.  Leónidas 
Mayén,  vecino  de  la  hacienda  "Monte  Li- 
mar”, en  donde  trabaja  como  herrero,  ma- 
nifestó : que  Ignacio  Molina  llegó  a su  ta- 
ller a encargarle  que  le  hiciera  un  fierro  pa- 
ra marcar  ganado,  teniendo  la  forma  de  una 
“R”,  y que  habiéndole  preguntado  que  no 
siendo  ésa  su  inicial,  por  qué  la  pedía,  en- 
tonces le  indicó  que  era  para  marcar  gana- 
do de  repasto,  que  después  le  mandó  compo- 
ner otro  formado  por  una  "R”,  pero  que  no 
era  el  mismo  que  él  hizo,  pues  era  más 
abierto  de  abajo.  El  Alcalde  de  Las  Cru- 
ces, dió  cuenta  con  varias  cartas  de  venta, 
depositadas  al  destazar  el  ganado.  Entre  esas 
se  encuentra  una,  por  la  que  Juan  Ramírez 
vendió  a Rigoberto  Cadenas  un  buey  barro- 
so y otra,  en  la  que  aparece  que  Ignacio  Mo- 
lina vendió  a Juan  Ramírez  dos  bueyes. 
Francisco  Meoño  dijo  que  Francisco  Robles 
le  vendió  al  declarante  un  torito  en  cuatro- 
cientos pesos ; que  de  éste  dinero  le  dió  tres- 
cientos con  la  condición  que  cuando  Robles 
le  entregara  el  torito  y la  carta  de  venta  le 
daría  los  otros  cien ; que  más  tarde  que  bus- 
caron el  toro  ya  no  lo  encontraron,  y al  pre- 
guntarle a don  Doroteo  Batres  por  dicho 
animal  les  dijo  que  ya  se  lo  había  comprado 
a Nacho  Molina  y que  después  les  ayudó  a 
buscarlo  encontrándolo  en  los  campos  de  la 
Hacienda  Agrícola  ya  capado.  Enrique  Gar- 
cía manifestó  que  don  Doroteo  Batres  he- 
rraba su  ganado  con  una  “D”  y que  los  no- 
villos que  estaban  en  el  poste  público  eran 
de  la  propiedad  del  señor  Batres,  los  cuales 


estaban  herrados  con  el  fierro  citado,  pero 
que  ambos  lo  tenían  alterado,  pues  aparecía 
una  "R”  sobre  la  “D".  Juan  Jáuregui,  dijo 
que  un  día  cuya  fecha  no  recordaba,  el  de- 
clarante andaba  por  los  campos  de  Agrícola 
acompañado  de  Francisco  Morales  y un  va- 
quero de  éste  buscando  una  vaca  del  padre 
del  dicente,  y encontraron  amarrados  dos 
novillos  en  dicho  lugar  y que  éstos  tenían 
los  fierros  tapados  con  lodo,  por  lo  que  don 
Pancho  ordenó  a su  vaquero  que  los  lim- 
piara, habiendo  aparecido  el  fierro  de  don 
Doroteo.  Al  aparecer  el  torito  hurtado,  de 
propiedad  de  doña  María  Robles,  esta  ma- 
nifestó, que  nunca  había  tenido  negocios  con 
los  Molina  y que  el  hijo  de  la  declarante 
Francisco  Robles  vendió  dicho  toro  a Fran- 
cisco Meoño  y que  cuando  quiso  entregar- 
lo al  comprador,  ya  no  lo  encontró  en  la  ha- 
cienda Agrícola,  que  entonces  don  Doroteo 
le  dijo  que  tal  vez  era  el  que  él  había  com- 
prado a Ignacio  Molina.  En  igual  forma 
declaró  Francisco  Robles. 

RESULTA;  que  indagados  Alejandro  e Ig- 
nacio Molina,  negaron  la  comisión  del  deli- 
to que  se  les  atribuía  y propusieron  varios 
testigos  para  probar  sus  buenos  anteceden- 
tes de  honradez  y como  trabajadores  que 
eran.  También  se  le  indagó  a Alejandro 
Molina  por  habérsele  encontrado  fierro  sin 
matrícula,  que  tenía  la  figura  de  una  "R". 

RESULTA:  que  llenados  los  demás  trá- 
mites del  píen  ario,  el  Juez  de  la  causa  profi- 
rió sentencia  con  fecha  diez  y siete  de  sep- 
tiembre del  año  pasado,  en  la  que  declaró  : 
1",  condena  a Alejandro  Molina  a sufrir  la 
pena  que  estatuye  el  artículo  392,  inciso  4-, 
y 393,  inciso  3°,  del  Código  Penal,  en  conso- 
nancia con  el  artículo  86  del  mismo  Código, 
es  decir,  que  por  constituir  un  solo  hecho 
dos  delitos,  o sea  el  de  hurto  de  semovientes 
y el  d'e  conservar  fierros  falsos  en  su  poder, 
sin  dar  ningún  descargo  suficiente  sobre  su 
adquisición,  siendo  este  último  medio  de  co- 
meter el  primero,  le  impuso  la  pena  de  un 
año  de  prisión  correccional,  aumentada  en 
sus  dos  terceras  partes  o sea  un  año  ocho 
meses,  haciendo  las  demás  declaraciones  le- 
gales ; 2*,  declara  absuelto  por  el  delito  de 
hurto  de  semovientes  a Ignacio  Molina  por 
falta  de  prueba,  así  como  también  absuelto 
a Héctor  Dardón  A.,  Juan  Ramírez  y Ber- 
nardino  Alezano ; y,  al  conocer  en  apelación 
la  Sala  4-  de  la  Corte  de  Apelaciones,  dictó 
la  sentencia  de  que  se  ha  hecho  mención  en 
la  parte  expositiva  de  este  fallo,  y al  serle 
notificada  dicha  ejecutoria  al  reo  Molina, 
con  auxilio  del  Licenciado  Guillermo  Dávi- 
la  Córdova,  interpuso  recurso  de  casación. 
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citando  como  violados  los  artículos  11,  390, 
394,  del  Código  Penal;  259,  268,  573,  586  y 
731,  Procedimientos  Penales,  y pedidos  los 
antecedentes  y señalado  día  para  la  vista,  es 
el  caso  de  resolver  lo  que  corresponde  en 
derecho. 

CONSIDERANDO:  que  la  apreciación 
que  hizo  la  Sala  de  las  declaraciones  de  los 
testigos  que  intervinieron  en  la  causa  que 
por  hurto  de  semovientes  se  instruyó  contra 
Alejandro  e Ignacio  Molina,  Héctor  Dardón 
A.,  Juan  Ramírez  y Bernardino  Alezano  y 
que  es  motivo  de  examen  en  virtud  del  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  reo 
Alejandro  Molina,  está  de  acuerdo  con  las 
reglas  prescritas  por  los  artículos  583  y 586, 
de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  al  aceptar  la  Sala 
sentenciadora  la  sentencia  de  1’  Instancia  en 
que  se  estima  probado,  en  cuanto  se  refiere 
a Alejandro  Molina,  el  hecho  de  la  substrac- 
ción fraudulenta  de  la  propiedad  de  don 
Doroteo  Batres,  no  ha  incurrido  en  error  de 
derecho,  pues  la  acción  llevada  a cabo  por 
Molina  es  constitutiva  del  delito  de  hurto  de 
semovientes  de  conformidad  con  lo  precep- 
tuado por  el  articulo  390  del  Código  Penal  y 
del  delito  señalado  por  el  394  del  mismo 
Código. 

CONSIDERANDO:  que  dado  el  número 
de  testigos  de  cargo  y las  presunciones  gra- 
ves, precisas  y concordantes  que  el  proceso 
arroja  contra  el  enjuiciado,  su  culpabilidad 
está  bien  preestablecida,  por  lo  que  no  debe 
estimarse  como  violados  los  artículos  259, 
268,  573,  586  y 731  Procedimientos  Penales, 
pues  hay  base  y prueba  suficiente  para  pro- 
nunciar un  fallo  condenatorio  de  acuerdo 
con  lo  determinado  por  el  artículo  568  P.  P, 

CONSIDERANDO:  que  los  actos  ejecu- 
tados por  Alejandro  Molina,  son  constituti- 
vos del  delito  de  hurto  de  semovientes,  pues 
concurren  los  elementos  estructurales  e in- 
tegrantes de  ésta  infracción  punible,  o sea 
el  apoderamiento  de  una  cosa  mueble  ajena 
sin  la  voluntad  de  su  dueño,  sin  violencia 
en  las  personas  ni  fuerza  en  las  cosas,  y 
con  ánimo  de  lucro;  y,  por  consiguiente 
habiendo  calificado  y penado  acertadamen- 
te la  Sala  sentenciadora,  el  hurto  de  semo- 
vientes que  cometió  el  recurrente,  no  violó 
los  artículos  390  y 394  del  Código  Penal  y 
como  el  delito  analizado  aparece  con  toda 
su  figura  jurídica,  tampoco  se  infringió  el 
articulo  11  del  misn  ' código. 


POR  TANTO  : El  Tribunal  de  Casación, 
haciendo  aplicación  de  las  leyes  invocadas 
y de  lo  que  disponen  los  artículos  676,  686 
y 690,  P.  P.;  22,  Decreto  Número  1728,  y 27 
Ley  Orgánica,  declara  que  no  ha  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto,  e impone  al 
recurrente  la  pena  adicional  de  un  mes  de 
prisión  simple,  conmutable  a razón  de  un 
quetzal  diario. 

Notifiquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

Gmo,  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Salazar. 
— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argneta  S. 
— José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y seis  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista,  por  recurso  de  casación,  la  senten- 
cia fecha  veintifrés  de  enero  del  año  en  cur- 
so, en  que  la  Sala  2’  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones confirma  la  sentencia  que  dictó  el 
Juez  de  Primera  Instancia  de  Alta  Verapaz, 
en  los  puntos  siguientes : condena  del  reo 
José  Angel  Icó  por  el  delito  de  injurias  a los 
agentes  de  la  autoridad ; condena  del  mismo 
reo  por  los  delitos  de  estafa,  cometidos  uno 
a los  habitantes  de  la  aldea  de  Aguas  Negras 
y Juncal  y otro  a Antonio  leal  y compañero, 
con  las  modificaciones'  de  que  de  esta  últi- 
ma estafa  no  se  hace  la  rebaja  de  la  terce- 
ra parte  porque  no  concurre  la  atenuante  de 
la  confesión  de  Icó,  estimada  por  el  Juez 
sentenciador;  y de  que  ambas  penas  son 
conmutables  en  la  misma  proporción  fija- 
da en  la  sentencia  del  Juez,  pero  a razón  de 
quince  centavos  de  quetzal  por  día;  absolu- 
ción del  mismo  reo  Icó  por  los  cargos  de 
usurpación  de  funciones  y atentado  a los 
agentes  de  la  autoridad ; absolución  de  Ma- 
nuel Coc  Tiul  del  cargo  que  por  usurpación 
se  le  formuló;  confirmándola  en  las  demás 
penas  accesorias  y revoca  la  sentencia  en 
los  demás  puntos  y resolviendo  sobre  de 
ellos,  declara:  absuelto  a José  Angel  Icó,  del 
cargo  que  por  el  delito  de  usurpación  se  le 
formuló;  que  Lucas  leal  es  autor  del  delito 
de  estafa  por  cuya  infracción  le  impone  la 
pena  de  tres  años  de  prisión  correccional, 
rebajados  en  una  tercera  parte  por  la  cir- 
cunstancia atenuante  de  su  confesión,  per- 
mitiéndole conmutar  la  condena  hasta  en 
sus  dos  terceras  partes,  a diez  centavos  de 
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quetzal  por  día.  Hace  las  demás  declaracio- 
nes correspondientes  en  derecho  y manda, 
■por  último,  que  debe  certificarse  lo  condu- 
cente para  seguir  en  cuerda  separada  la  ave- 
riguación respecto  a si  el  Licenciado  Ronce 
Sierra,  ha  incurrido  en  el  delito  de  prevari- 
cato. Del  estudio  de  los  autos  aparece  lo 
siguiente : que  en  el  mes  de  octubre  de  mil 
novecientos  veintiocho,  Elias  Barrientos  se 
presentó  acusando  ante  el  Juez  de  Primera 
Instancia  de  Alta  Verapaz  a José  Angel  Icó, 
diciendo  que  éste,  en  compañía  de  Nicolás 
Chub  y Martin  Paná,  penetraron  a su  te- 
rreno deno.minado  Muís  y lo  dividieron  en 
dos  partes,  por  medio  de  unos  mojones  y 
propuso  como  testigos  a José  María  Coc  y 
Mateo  Yat,  quienes  declararon  en  un-  todo 
de  acuerdo  con  su  querella.  Indagados  Jo- 
sé Angel  Icó  y Manuel  Coc  Tiul,  a quien 
también  se  le  sindicó  en  la  querella,  nega- 
ron haber  cometido  el  delito  de  usurpación, 
por  el  cual  se  les  acusaba. 

RESULTA:  que  el  treinta  de  marzo  de 
mil  novecientos  veintinueve,  el  Comandante 
Local  de  Carchá,  puso  a disposición  del  Juez 
de  Paz  de  aquel  municipio  a José  Angel  Icó, 
sindicándolo  de  haber  cometido  el  delito  de 
insultos  a la  autoridad  y a sus  agentes  y de 
amenazas  a los  mismos,  de  cuyos  hechos 
únicamente  logró  establecerse  el  de  inju- 
rias a los  agentes  de  la  autoridad,  con  el  di- 
cho de  Miguel  González  Urrutia,  Salvador 
Gómez  B.,  Leonardo  Ramos,  Ruperto  del 
Valle  y Bernardo  Bufmester  José  Angel 
Icó,  al  examinársele  sobre  estos  hechos,  los 
negó  y aseguró  que  el  Sargento  de  Policía, 
Salvador  Santa  María,  tan  sólo  porque  recla- 
mó por  qué  estaba  lesionado  José  Caal,  le 
dió  de  bofetadas  y luego  llamó  a una  escol- 
ta y lo  condujeron  preso,  reduciéndolo  más 
tarde  a prisión  por  los  delitos  de  atentado, 
injurias  y amenazas  a los  agentes  de  la  au- 
toridad. 

RESULTA:  que  el  treinta  de  diciembre 
de  mil  novecientos  treinta  y uno,  Fernando 
Lucas  se  presentó  ante  el  Juez  de  Paz  del 
pueblo  de  San  Luis  del  departamento  del 
Petén,  diciendo  que  el  día  diez  y seis  del  mis- 
mo mes  había  encontrado  a los  individuos 
Martin  Cuc,  Mateo  Coc,  Manuel  Tiul,  Ra- 
fael Chojcooc,  Pablo  Caal,  José  Cajbol,  Pe- 
dro Choc  y Pedro  Bal,  quienes  le  dijeron 
que  iban  con  el  objeto  de  traer  a José  An- 
gel Icó,  quien  les  tenía  que  arreglar  sus  asun- 
tos con  tas  autoridades  del  Petén ; que  más 
adelante  se  hizo  encuentro  con  Joaquín 
Choc,  Pedro  leal,  Marcos  Choc  y Antonio 
Choc,  quienes  le  suplicaron  que  les  hiciera 
el  favor  de  acompañarlos  porque  querían  ex- 


clarecer cómo  habían  sido  engañados  por  el 
Alcalde  de  Aguas  Negras,  quien  los  amena- 
zó y a quien  cada  uno  de  ellos  dió  cinco 
quetzales  para  mandárselos  a José  Angel 
Icó,  diciéndoles  que  el  dinero  se  lo  daba  a 
Icó  para  que  gestionara  ante  el  señor  Pre- 
sidente, con  el  objeto  que  todos  ellos  no  fue- 
ran molestados  por  dichas  autoridades,  que 
el  nombre  del  Alcalde  era  Lucas  leal.  Exa- 
minados Pedro  Caal,  José  Cae,  Tomás  Choc, 
José  Coc  y Agustín  Can,  dijeron  que  desde 
que  se  estableció  la  Comandancia  Local  en 
el  pueblo  de  San  Luis,  comenzaron  a filiar 
a todos  los  milicianos  y el  Alcalde  auxiliar 
de  dicha  aldea,  principió  a quitarles  a todos 
los  vecinos  ciertas  cantidades  de  dinero  pa- 
ra mandárselas  a José  Angel  Icó,  originario 
y vecino  de  Carchá,  para  que  éste  gestionara 
ante  el  Gobierno  por  su  libertad ; que  el  Al- 
calde Lucas  leal  les  manifestó  que  el  que 
no  tuviera  hijos  daria  solamente  la  suma  de 
cinco  quetzales  y el  que  los  tuviera  daria 
diez;  que  muchos  de  ellos,  por  ser  pobres, 
no  querían  dar,  pero  que  entonces  el  Alcal- 
de los  mandó  a traer  y reunidos  en  el  lugar 
de  La  Ermita,  les  dijo:  que  todos  tenían  que 
dar  contribución  y el  que  no  la  diera  lo  echa- 
ría de  la  aldea.  Que  después  supieron  que 
había  reunido  quinientos  quetzales  y que  se 
los  mandaron  a Icó  con  Pebro  Baj,  Martín 
Coc,  Miguel  Yoj,  Domingo  Huitsé,  Manuel 
Tiul,  Santiago  Ché  y Sebastián  Baj  y que 
del  dinero  reunido  en  el  lugar  llamado  Jun- 
cal, le  mandarían  al  mismo  Icó  otros  ochen- 
ta quetzales  para  los  gastos  de  su  viaje. 
Joaquín  Che,  Marches  Choc  y Antonio  del 
mismo  apellido  declararon  haber  sido  lla- 
mados por  el  Alcalde  auxiliar  de  la  aldea 
Aguas  Negras,  para  que  fueran  a reunirse  a 
La  Ermita  y que  al  llegar  a este  lugar,  An- 
drés Xol  y Tomás  Saciil  les  dijeron  que  que- 
rían enviarle  un  escrito  al  Presidente  de  la 
República,  preguntándole  que  si  era  cierto 
que  todos  los  de  la  aldea  tenían  que  ser  sol- 
dados y que,  para  enviar  ese  escrito,  tenían 
que  dar,  cada  uno,  la  cantidad  de  cinco  quet- 
zales y que  Angel  Icó  les  mandó  a decir  que 
el  que  no  diera  esta  suma  de  dinero,  él  tenía 
que  ver  a dónde  los  mandaba,  por  cuya  ra- 
zón dieron  cinco  quetzales  cada  uno  y otros 
cinco  más,  por  cada  uno  de  sus  hijos. 

RESULTA : que  indagado  Lucas  Sical  y no 
leal,  manifestó  ser  cierto  que  él  mandó  a 
reunir  a toda  la  gente  de  la  aldea  de  su  re- 
sidencia porque  Tomás  Aeul,  Andrés  Xol, 
Joaquín  Ché,  Agustín  Ché,  Pedro  Coc,  Pe- 
dro Chocoj  y Santiago  Xol  le  mandaron  a 
decir  que  José  Angel  Icó  decía  que  ya  les 
había  contestado  su  escrito  y que  reuniera 
a toda  la  gente  para  que  cada  uno  diera  cin- 
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co  quetzales,  que  ese  dinero  serviría  para 
gestionar  ante  el  Gobierno  a efecto  de  que 
no  fueran  molestados  para  la  milicia;  que  el 
declarante  mandó  a reunir  a todos  los  de  la 
aldea  y les  quitó  cinco  quetzales  a cada 
uno  y después  de  reunir  quinientos  quet- 
zales se  los  envió  a José  Angel  Icó  con  Pe- 
dro Laj,  Martín  Coc,  Miguel  Yoj,  Domingo 
Huitzé  y Manuel  Tiul,  pero  que  no  sabía 
qué  resultado  había  tenido  ese  dinero.  An- 
drés Xol  y los  demás  nombrados  por  Sical, 
manifestaron  lo  mismo  que  el  reo.  Al  am- 
pliar la  declaración  de  Lucas  Sical  o leal 
como  se  hizo  llamar,  dijo  que  la  suma  re- 
caudada llegó  a quinientos  quetzales,  que 
fueron  reunidos  en  la  aldea  Aguas  Negras, 
por  los  individuos  ya  mencionados ; que  ese 
dinero  lo  reunieron  para  que  fueran  excep- 
tuados del  servicio  militar  a cuyo  fin  le  es- 
cribieron a José  Angel  Icó  para  que  gestio- 
nara ante  el  Gobierno  en  ese  sentido  y por- 
que éste  les  dijo  que  tenía  vara  alta  con  el 
señor  Presidente  y todos  los  Jefes  de  la  Re- 
púbhca.  Ampliadas  las  declaraciones  de 
Andrés  Xol,  Joaquín  Ché,  Agustín  Ché,  Pe- 
dro Coc,  Pedro  Chocoj,  Tomás  Sacul  y San- 
tiago Xol,  manifestaron  que  era  cierto  que 
eUos  ayudaron  a recoger  dinero  para  en- 
viárselo a Icó,  pero  lo  hicieron  de  orden  del 
Alcalde  de  Aguas  Negras  y que  el  dinero 
reunido  lo  remitieron  a Icó,  porque  éste  les 
hizo  creer  que  iba  a gestionar  ante  el  Go- 
bierno a fin  de  que  en  los  terrenos  en  que 
estaban  viviendo  quedaran  exclusivamente 
de  la  propiedad  de  ellos,  y no  se  los  fueran 
a apropiar  los  ingleses. 

RESULTA  : que  Domingo  Caal,  al  ser  exa- 
minado, manifestó;  que  a la  aldea  de  su  do- 
micilio llegaron  varios  individuos  proceden- 
tes del  pueblo  de  San  Luis,  a decirle  que  to- 
dos los  de  la  aldea  se  habían  reunido  para 
gestionar  ante  el  Gobierno  a fin  de  que  nin- 
guno de  ellos  fuera  al  servicio  militar;  que 
habiendo  oído  esto  los  de  la  aldea  Juncal, 
aceptaron  tal  propuesta  y acto  seguido  Mar- 
cos Choc  hizo  una  carta  para  dirigirla  a Jo- 
sé Angel  Icó,  encargándole  estas  gestiones, 
carta  que  fué  contestada  por  Icó,  indicándo- 
le que  cumpliría  tal  comisión,  pero  que  de- 
bía reunir  cierta  suma  de  dinero  y que  en 
vista  de  eso,  todos  los  habitantes  fueron  de- 
positando cinco  quetzales  y reunida  una  can- 
tidad grande  de  dinero,  la  enviaron  a Icó. 
En  igual  forma  declararon  José  Caal,  San- 
tiago Che,  Sebastián  Che,  Vicente  Cho  y Pe- 
dro Coc.  En  virtud  de  la  competencia  diri- 
mida por  esta  Corte  Suprema  de  Justicia, 
fueron  pasadas  dichas  diligencias  al  Juzga- 


do de  V Instancia  de  Alta  Verapaz,  en  donde 
se  acordó  la  acumulación  a los  dos  procesos 
anteriores  (resolución  de  folios  228). 

RESULTA;  que  capturado  José  Angel  Icó, 
negó  en  su  indagatoria  todos  los  hechos  que 
se  le  acusaban,  asegurando  no  conocer  a 
Lucas  leal  y compañeros  y que  lo  único  que 
el  declarante  había  hecho  fué  cumplir  con 
la  comisión  dada  por  Damián  Coj,  referen- 
te a entregar  al  señor  Presidente  de  la  Re- 
pública una  carta,  la  que  entregó  al  Secreta- 
rio, Licenciado  Antonio  Nájera  Cabrera,  pero 
que  no  recibió  nada  de  dinero  y que  estaba 
en  espera  de  los  honorarios  que  le  ofrecie- 
ron por  tal  comisión  (la  carta  de  Damián 
Coj  obra  a folios  233).  No  reconoció  como 
suyas  las  cartas  de  folios  155,  156  y 157. 

RESULTA ; que  el  diez  y seis  de  abril  del 
año  pasado,  Antonio  leal  compareció  ante  la 
Jefatura  Política  de  Alta  Verapaz,  acusando 
a José  Angel  Icó  por  haberle  estafado  cua- 
tro mil  pesos  de  la  antigua  moneda,  hacién- 
dole creer  que  ese  dinero  serviría  para  la 
compra  del  terreno  llamado  Chancarreal,  el 
que  sería  medido  por  un  Ingeniero  y que  es- 
to lo  hizo  por  medio  de  Pedro  Baj  y otros 
que  llegaron  a su  casa  con  ese  fin;  que  no 
sólo  al  declarante  le  había  pedido  dinero  sino 
a otras  personas  más.  Ante  el  Jefe  Político 
manifestó  Icó  que  era  cierto  que  Antonio 
leal  contribuyó  con  cuatro  mil  pesos  para 
la  compra  del  terreno,  el  cual  al  estar  titu- 
lado sería  lotificado  a favor  de  los  contri- 
buyentes y que  el  expediente  estaba  en  la 
Sección  de  Tierras,  habiendo  servido  el  di- 
nero que  dieron  para  pagar  al  Ingeniero, 
quien  ganó  veinticinco  mil  pesos  y la  otra 
parte  sirvió  para  el  pago  de  los  testigos  y 
que  eran  cuarenta  los  contribuyentes.  A 
folio  240  aparece  la  lista  que  presentó,  con 
respecto  a los  que  dieron  dinero.  El  Inge- 
niero Manuel  Duarte,  al  ser  examinado,  ex- 
puso ; que  era  cierto  que  él  fué  a medir  el 
terreno  Chancarreal,  y que  está  sólo  a favor 
de  José  Angel  Icó  y el  cuñado  de  éste,  lla- 
mado Santiago,  cuyo  apellido  no  recordaba 
y que  cobró  veinticinco  mil  pesos,  que  fue- 
ron como  testigos  Miguel  Arreaga  y Manuel 
Turcios,  quienes  al  ser  examinados  declara- 
ron de  conformidad  con  lo  expuesto  por  el 
Ingeniero  Duarte.  A folio  259  aparece  un 
informe  del  Secretario  Particular  del  Pre- 
sidente de  la  República,  dirigido  al  Juez  de 
Primera  Instancia  de  Alta  Verapaz,  y en  el 
que  se  hace  constar  que  existe  el  expediente, 
pero  que  en  él  sólo  aparece  José  Angel  Icó. 
Examinados  Pedro  Icá,  Domingo  Coc,  Juan 
Xol  leal,  Pedro  Coc  Cuc  y Mateo  Coc  Cuc, 
manifestaron  que,  sabiendo  que  en  el  Juzga- 
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do  se  seguía  un  juicio  contra  José  Angel  Icó 
por  el  delito  de  estafa,  comparecían  a mani- 
festar que  ellos  también  habían  sido  enga- 
ñados por  Icó,  quien  les  hizo  creer  que  el  te- 
rreno que  se  estaba  midiendo  iba  a ser  po- 
seído por  ellos,  para  lo  cual  contribuyeron 
con  fuertes  sumas  de  dinero  y que,  confiados 
en  lo  dicho  por  Icó,  se  fueron  a vivir  al  te- 
rreno Chancarreal,  de  donde  fueron  echa- 
dos. En  la  misma  forma  declararon  José 
Caal  Maquín,  José  Tzul  Xol,  Martin  Raxc 
Cus,  Manuel  Coc  Pop,  Miguel  Yat  Cucul, 
Francisco  Coco  y Coc,  Domingo  Pop  Coc 
y José  Maria  Pop  Caal. 

RESULTA : que  llenados  los  demás  trá- 
mites del  plenario,  con  fecha  diez  y seis  de 
diciembre  del  año  pasado,  el  Juez  de  la  cau- 
sa dictó  sentencia  en  las  causas  acumula- 
das, e instruidas  contra  José  Angel  Icó,  por 
los  delitos  de  usurpación,  injurias  a la  au- 
toridad y doble  estafa,  contra  Lucas  leal 
por  estafa  y contra  Manuel  Coc  Tiul  por  el 
delito  de  usurpación,  declarando  en  su  fallo 
lo  siguiente:  que  José  Angel  Icó  era  autor 
de  los  delitos  de  usurpación,  injurias  y ame- 
nazas a los  agentes  de  la  autoridad  y doble 
estafa,  imponiéndole  por  el  primer  delito 
la  pena  de  seis  meses  de  arresto  mayor  y 
apareciendo  en  autos  que  había  estado  pre- 
so durante  un  año  declaró  purgada  dicha 
pena  en  su  totalidad,  así  como  también  la  de 
seis  meses,  por  injurias  y amenazas  a los 
agentes  de  la  autoridad;  por  el  primero  de 
los  delitos  de  estafa,  le  impuso  la  pena  de 
dos  años  de  prisión  correccional,  que  podía 
conmutar  en  sus  dos  terceras  partes,  a ra- 
zón de  veinticinco  centavos  de  quetzal,  por 
día  y por  el  segundo  la  pena  de  tres  años  de 
prisión  correccional,  rebajada  en  una  terce- 
ra parte  por  la  circunstancia  atenuante  de 
su  confesión,  pudiendo  conmutar  la  pena 
impuesta  en  sus  dos  terceras  partes  en  la 
misma  proporción  que  la  anterior,  hacien- 
do las  demás  declaraciones  correspondien- 
tes con  respecto  a estos  delitos.  Declaró  ab- 
suelto a José  Angel  Icó  de  los  cargos  que  por 
usurpación  de  funciones  y atentado  a agien- 
tes de  la  autoridad  se  le  formularon ; absuel- 
ve a Manuel  Coc  Tiul  y Lucas  leal  de  los 
cargos  que  se  les  formularon  por  usurpa- 
ción y estafa,  mandando  que  el  primero  con- 
tinuara bajo  la  fianza  prestada  a su  favor,  y 
el  segundo  fuera  puesto  en  libertad  bajo  la 
fianza  de  cien  quetzales  y al  conocer  en  gra- 
do la  Sala  2’  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
dictó  la  sentencia  de  que  se  ha  hecho  men- 
ción en  la  parte  expositiva  de  este  fallo,  y 
al  serle  notificada  la  ejecutoria  respectiva 
a José  Angel  Icó,  con  auxilio  del  Licenciado 
Manuel  Rojas  M.,  introdujo,  contra  este  úl- 


timo pronunciamiento,  el  recurso  de  casa- 
ción, por  violación  de  ley;  citando,  como  in- 
fringidos, los  artículos  65,  66,  67,  21,  frac- 
ción 10,  407  y 408,  Código  Penal;  568,  570, 
571,  573,  574,  581,  inciso  8^  y 609,  P.  P.,  y 
pedidos  los  antecedentes  y señalado  dia  pa- 
ra la  vista,  es  el  caso  de  dictar  la  sentencia 
que  corresponde  en  derecho, 

CONSIDERANDO:  que  no  deben  esti- 
marse como  violados  los  artículos  568,  570, 
573,  574  y 581,  inciso  8°,  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales,  toda  vez  que  el  Tribu- 
nal sentenciador,  apreciando  en  su  vídor  ju- 
rídico la  prueba  plena  que  arroja  el  proceso, 
pronunció  su  fallo  condenatorio,  imponien- 
do a José  Angel  Icó,  por  el  delito  de  injurias 
a los  agentes  de  la  autoridad,  la  pena  de 
Seis  meses  de  arresto  mayor;  por  el  de  esta- 
fa a los  individuos  de  las  aldeas  Aguas  Ne- 
gras y Juncal,  dos  años  de  prisión  correc- 
cional; y por  la  estafa  cometida  a Antonio 
leal  y compañeros,  tres  años;  penas  que  la 
ley  señala  a tales  infracciones ; y como  exis- 
te bien  demostrada  su  culpabilidad,  tampo- 
co se  violó  el  artículo  609,  de  Procedimientos 
Penales,  en  cuanto  se  refiere  al  delito  de 
estafa,  cometido  en  la  persona  de  Antonio 
leal  y demás  compañeros,  pues,  aunque  el 
reo  no  hubiera  confesado  haber  recibido  la 
cantidad  de  quinientos  noventa  y dos  quet- 
zales, siempre  habria  prueba  para  conde- 
narlo, y por  esta  misma  razón,  no  se  violó 
el  articulo  21,  fracción  10,  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  el  delito  de  esta- 
fa, previsto  en  los  artículos  407  y 408  del 
Código  Penal,  lo  constituyen  dos  elementos 
esenciales:  el  engaño,  que  es  el  medio  de 
que  se  vale  el  agente  para  su  ejecución;  y 
la  defraudación,  que  es  el  objetivo  del  mis- 
mo y,  por  consiguiente,  al  hacer  el  análisis 
del  procedimiento  engañoso  que  para  causar 
daño  en  el  patrimonio  ajeno,  empleó  José 
Angel  Icó,  estafando  a los  de  las  aldeas 
Aguas  Negras  y Juncal,  así  como  también 
a Antonio  leal  y compañeros,  atribuyéndose 
para  ellos,  poder,  influencia  y cualidades 
que  no  tenía,  en  lugar  de  violar  los  artícu- 
los citados,  hizo  recta  aplicación  de  ellos. 

CONSIDERANDO:  que  habiéndose  im- 
puesto la  pena  que  la  ley  señala  a José  An- 
gel Icó  como  autor  de  los  delitos  consuma- 
dos ya  enumerados,  sin  aumento  ni  dismi- 
nución alguna,  por  no  existir  circunstancias 
para  tal  efecto,  la  Sala  no  infringió  los  ar- 
tículos 65,  66  y 67,  del  Código  Penal. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas  y lo 
que  disponen  los  artículos  676,  686  y 690,  P 
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P.;  22,  Decreto  Número  1728;  y 27,  Ley  Or- 
gánica, desestima  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto, e impone  al  recurrente  la  pena 
adicional  de  quince  días  de  prisión  simple, 
conmutables  a razón  de  un  quetzal  por  día. 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Solazar. 
— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argueta  S. 
— José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
veintidós  de  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  2’  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  el  nueve  de  febrero  del 
año  en  curso  en  la  causa  instruida  por  abu- 
sos contra  particulares  contra  Mercedes  Al- 
bizures  Cifuentes  y Urbano  Cifuentes  Lo- 
renzana;  en  la  cual,  desaprobando  la  que 
dictó  el  Juez  4°  de  1’  Instancia  de  éste  de- 
partamento, resuelve:  que  Mercedes  Albi- 
zures  y Urbano  Cifuentes  son  autores  del 
delito  de  abusos  contra  particulares,  por.  lo 
que  les  impone  la  pena  de  seis  meses  de 
arresto  mayor  a cada  uno,  conmutables,  en 
su  totalidad,  a razón  de  veinte  centavos  de 
quetzal  por  día;  los  suspende  en  el  ejerci- 
cio de  sus  derechos  políticos  durante  el  tiem- 
po de  la  condena  y hace  las  demás  declara- 
ciones correspondientes  en  derecho. 

RESULTA  : que  el  diez  y nueve  de  julio 
del  presente  año,  Juana  Chávez  se  presen- 
tó ante  el  Juez  3“  de  Paz  de  esta  ciudad,  de- 
nunciando la  comisión  de  un  delito  y en  su 
ratificación,  agregó:  haber  sido  casada  con 
Celedonio  Cifuentes,  con  el  que  procrió  seis 
hijos,  estando  en  la  actualidad  divorciada, 
habiendo  quedado  en  poder  de  su  marido 
cuatro  hijos  y dos  con  la  denunciante;  que 
el  viernes  del  mes  citado  fué  a ver  a sus 
hijos  que  viven  en  la  aldea  de  Los  Planes 
municipio  de  Palencia,  llegando  como  a las 
cinco  de  la  tarde  y que  la  acompañaban  Pe- 
dro Rosales,  inquilino  de  la  declarante,  y su 
hijo  Felipe;  que  habiendo  encontrado  a su 
hijo  Pedro  Antonio,  envuelto  en  un  brin  y 
cubierto  con  un  pedazo  de  chaqueta,  lo  tomó 
en  sus  brazos  y se  dirigió  a casa  del  Alcalde. 
Urbano  Cifuentes,  a quien  no  encontró  por  lo 
que  dispuso  esperarlo ; que  al  llegar  el  Alcal- 
de le  puso  la  queja,  y éste  le  aconsejó  que 


se  presentarS.  a Palencia,  para  arreglar  las 
cosas  dentro  de  la  ley;  que  al  rato  llegó  el 
Regidor  Mercedes  Albizures  acompañado  de 
dos  alguaciles  y que  el  primero  la  conminó 
para  que  le  entregara  a Pedro  Antonio,  ha- 
biéndose negado  la  declarante ; que  al  salir 
después  de  haberle  puesto  la  ropa  a su  hijo, 
que  le  mandó  su  marido,  vió  que  a Pedro 
Rosales  y a su  hijo  Felipe  los  tenían  en 
cepo,  el  cual  estaba  al  lado  Sur  de  la  casa 
del  Alcalde,  por  lo  que  se  volvió  a entrar, 
de  donde  fueron  a sacarla  el  regidor  y sus 
alguaciles,  quienes  la  arrastraron  como  dos 
metros  y la  pusieron  en  el  cepo  también  en 
donde  permaneció  hasta  las  doce  de  la  no- 
che en  que  pudo  libertarse  y se  dirigió  para 
Palencia:  que  su  hijo  Felipe  y Rosales  fue- 
ron conducidos  amarrados  a Palencia  al  día 
siguiente  del  suceso  a las  once  de  la  maña- 
na; que  el  Alcalde  le  entregó  a su  hijo  Pe- 
dro Antonio,  puso  en  libertad  a Felipe  y a 
Pedro  Rosales,  quitándole  a éste  último  un 
quetzal  de  multa.  El  Juez  de  Paz  dió  fe 
de  haber  reconocido  en  la  Chávez  un  peque- 
ño raspón  que  presentaba  sobre  el  dedo  pul- 
gar de  la  mano  derecha,  asegurando  ésta 
que  había  sido  ocasionado  al  zafarse  del 
cepo.  En  la  misma  forma  declararon  Pedro 
Rosales  y el  menor  Felipe  Cifuentes.  Inda- 
gado Mercedes  Albizures,  manifestó  que  el 
día  viernes  quince  de  julio  por  la  tarde 
acompañado  de  los  comisionados  militares 
1°  y 2“,  Pedro  García  y Juan  Lemus,  proce- 
dieron a la  captura  de  Juana  Chávez  de 
orden  del  declarante,  acompañado  para  ese 
acto  del  Alcalde  auxiliar  de  “Los  Planes”, 
Urbano  Cifuentes,  regidor  Pedro  Cifuentes, 
mayor  Refugio  Muralles,  alguacil  Aquilino 
Hernández  y la  corporación  del  comisionado 
Pedro  García,  que  estaba  compuesta  de  do- 
ce individuos,  por  haber  allanado  la  casa  de 
Celedonio  Cifuentes,  y que  la  captura  la  soli- 
citó un  hijo  de  Celedonio  por  haberse  sacado 
de  la  casa  a un  su  hermanito,  habiéndose 
llevado  a cabo  dicha  captura  en  casa  del 
alcalde  auxiliar  Urbano  Cifuentes,  en  dopde 
se  dejó  encerrada  en  un  cuarto,  que  era  fal- 
so que  la  hubiera  puesto  en  cepo,  así  como 
también  a Pedro  Rosales  y a Felipe  Cifuen- 
tes, a quienes  sólo  los  encerró  en  otro  cuar- 
to y que  podían  declarar  Julián  del  Cid  y 
Serapio  García.  Indagado  Urbano  Cifuen- 
tes dijo  : que  por  pedido  de  un  hijo  de  Ce- 
ledonio Cifuentes,  el  indagado  avisó  al  re- 
gidor de  turno  Mercedes  Albizures  y le  or- 
denó que  procediera  a la  captura  de  Juana 
Chávez,  a quien  se  le  puso  encerrada  en  un 
cuarto  en  casa  del  declarante,  pero  que  era 
falso  que  la  haya  puesto  en  cepo,  y que  tal 
encierro  se  debió  por  ser  una  hora  incompe- 
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tente  para  conducirla  a Falencia,  por  éste 
mismo  motivo  se  encerró  a Rosales  y al 
menor  Cifuentes.  Celedonio  Cifuentes  dijo 
que  el  dia  del  hecho  se  encontraba  en  Fa- 
lencia, llegando  como  a las  cuatro  de  la 
tarde  a la  aldea  “Los  Flanes”,  que  al  llegar 
ya  tenian  capturada  a la  Chávez  en  compa- 
ñía de  su  hijo  Fedro  Antonio,  a quien  se 
fué  a sacar  de  su  casa,  por  lo  que  el  más 
grandecito  dió  parte  al  Alcalde  auxiliar  de 
Los  Flanes,  quien  procedió  a la  captura  ya 
mencionada,  que  su  intervención  sólo  fué 
pedir  que  la  condujeran  a Falencia  para  re- 
solver lo  conveniente.  Serapio  Garda  y Ju- 
lián del  Cid  declararon  de  acuerdo  con  las 
pretensiones  de  Mercedes  Albizures,  En  el 
plenario  fué  examinado  Juan  Lemus,  quien 
declaró  de  acuerdo  con  el  interrogatorio  de 
folio  33. 

RESULTA:  que  llenados  los  demás  trá- 
mites del  plenario,  el  Juez  de  la  causa  con 
fecha  veintiséis  de  diciembre  del  año  pasa- 
do, dictó  sentencia  absolviendo  por  falta  de 
prueba  a Mercedes  Albizures  y a Urbano 
Cifuentes  Lorenzana,  del  cargo  que  por  el 
delito  de  abusos  contra  particulares  se  les 
formuló  y la  Sala  2^  al  conocer  en  consulfa, 
desaprobó  el  fallo  y dictó  el  que  se  ha 
mencionado.  Albizures  y Cifuentes,  al  sa- 
ber la  resolución  de  la  Sala,  con  auxilio  del 
Licenciado  César  Izaguirre  G.,  introdujeron 
el  presente  recurso  de  casación  por  viola- 
ción de  ley,  citando  como  infringidos  los 
artículos  1'’,  11,  15,  20,  inciso  10,  31,  inciso 
3’,  242  inciso  1°  y 266,  inciso  1°,  del  Código 
Fenal;  386,  387,  inciso  V,  399,  568,  570,  573, 
731  y 732,  F.  F.;  30,  fracción  2’,  de  la  Cons- 
titución de  la  República.  Fedidos  los  ante- 
cedentes y señalado  dia  para  la  vista,  es  el 
caso  de  resolver  lo  que  corresponde  en  de- 
recho. 

CONSIDERANDO:  que  atenta  contra  la 
libertad  individual  el  empleado  público  que 
ordena  o ejecuta  ilegalmente  la  detención 
de  un  individuo ; atenta  también  el  que  sin 
jurisdicción  ni  facultades  para  proceder,  or- 
dena o ejecuta  la  detención  de  una  perso- 
na; y el  que  lo  hace,  comete  el  delito  de 
abusos  contra  particulares,  ya  que  el  dere- 
cho de  reprimir  corresponde  exclusivamente 
a los  tribunales  de  justicia,  pues  la  ley  de- 
fiende al  individuo  contra  las  violencias  de 
que  sea  objeto.  Este  delito  fué  cometido 
por  Mercedes  Albizures,  regidor  de  la  aldea 
de  Los  Flanes  del  municipio  de  Falencia,  y 
Urbano  Cifuentes,  Alcalde  auxiliar  de  la 
misma,  el  dia  quince  de  julio  del  año  pasa- 
do, al  ordenar  y proceder  a la  captura  de 
Fedro  Rosales  y Felipe  Cifuentes,  sin  que 


el  acusador  Celedonio  Cifuentes  hubiera 
pedido  nada  contra  de  ellos  sino  solamente 
contra  Juana  Chávez  ni  hubieran  sido  sor- 
prendidos en  delito  in  fraganti,  y por  consi- 
guiente su  captura  y detención  se  llevó  a 
cabo  como  lo  confiesan  los  propios  reos  y 
lo  confirman  los  festigos  Julián  del  Cid  y 
Serapio  Garcia,  sin  que  hubieran  comefido 
delito  alguno  y sin  orden  de  autoridad  com- 
petente, For  estas  razones  no  fueron  vio- 
lados los  artículos  20,  inciso  10,  del  Código 
Fenal,  ni  el  3",  fracción  2-,  de  la  Constitu- 
ción de  la  República,  Artículos  259,  568, 
570,  571,  572,  573,  574,  609  y 732,  F.  F. 

CONSIDERANDO:  que  al  calificar  y pe- 
nar la  Sala  sentenciadora  la  acción  cometida 
por  Albizures  y Cifuentes  como  delito  de  abu- 
so contra  particulares,  hizo  recta  aplicación 
del  precepto  legal  contenido  en  el  Art.  266, 
inciso  U,  del  Código  Fenal,  por  lo  que  no 
fué  infringido,  asi  como  tampoco  lo  fueron 
el  1”  y 11  del  mismo  Código. 

CONSIDERANDO  : que  el  artículo  15  del 
mismo  cuerpo  de  leyes  citadas  no  se  violó, 
pues  no  tiene  aplicación  al  caso  investigado 
y que  existiendo  plena  prueba  de  la  comisión 
del  delito  que  dió  origen  al  encausamiento 
de  Cifuentes  y Albizures  y de  que  ellos  son 
ios  autores  por  haber  tomado  participación 
directa  en  su  ejecución,  el  Tribunal  senten- 
ciador tampoco  infringió  los  artículos  568, 
570,  573,  731  y 732,  de  Frocedimientos  Fe- 
nales. 

CONSIDERANDO  : que  el  articulo  386,  de 
F.  F.,  establece  que  ninguno  puede  ser  de- 
tenido sino  en  virtud  de  orden  de  autoridad 
competente  para  darla.  Que  para  librar  la 
orden  basta  que  conste  al  Juez  por  denuncia, 
acusación  u otro  motivo,  que  se  ha  cometi- 
do un  delito  o falta,  y él  tenga  fundamento 
para  presumir  quién  es  el  delincuente ; y en 
el  caso  que  se  examina  no  consta  de  que  a 
Fedro  Rosales  y a Felipe  Cifuentes  se  les 
haya  detenido  por  orden  de  autoridad  com- 
petente, pues  la  denuncia  de  Celedonio  Ci- 
fuentes contra  Juana  Chávez,  no  autorizaba 
para  aprehenderlos,  pues  no  habían  come- 
tido ningún  delito,  por  lo  que  el  artículo 
transcrito  no  fué  violado  por  el  Tribunal  sen- 
tenciador, El  387  de  F,  F.,  en  su  inciso  7”, 
no  se  analiza,  por  carecer  del  inciso  a que 
se  refiere  el  recurrente ; el  399  de  la  misma 
ley,  tampoco  se  infringió,  pues  se  refiere  al 
lugar  en  donde  deben  guardar  prisión  las 
mujeres, 

FOR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  las  leyes  cita- 
das y de  lo  que  disponen  los  artículos  676, 
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686  y 690,  P.  P.;  22,  Decreto  Número  1728, 
y 27,  Ley  Orgánica,  desestima  el  recurso  de 
casación  de  que  se  ha  hecho  mérito,  e im- 
pone a los  recurrentes  la  pena  adicional  de 
quince  dias  de  prisión  simple,  conmutables 
a razón  de  diez  centavos  de  quetzal  por  dia. 

Notifiquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
snelto,  devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Salazar. 
— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argneta  S. 
— José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Jnaii  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
veinticuatro  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la  sen- 
tencia proferida  por  la  Sala  4’  de  la  Corte 
de  Apelaciones  el  diez  y ocho  de  enero  del 
año  en  curso,  en  la  causa  instruida  contra 
Emeterio  Mejía,  por  el  delito  de  hurto  de 
semovientes ; en  la  cual  se  aprueba  la  pro- 
ferida por  el  Juez  2”  de  1’  Instancia  de  Que- 
zaltenango. 

RESULTA : que  el  veintinueve  de  agosto 
del  año  pasado,  el  Comisario  de  Policía  de 
Coatepeque  dió  parte  al  Juez  de  Paz  de  aque- 
lla población,  que  el  dia  anterior  había  sido 
conducido  Ciríaco  García,  con  un  macho  co- 
lor moro,  a soUcitud  de  Gumersindo  Rodas. 
En  la  misma  fecha  el  Juez  auxiliar  de  San 
Rafael  Pacaya  dió  parte  al  Juez  de  Paz  de 
Coatepeque  de  que  se  había  presentado  a 
aquel  Juzgado  Antonio  González,  pidiendo 
auxilio  para  lograr  la  captura  de  Demetrio 
Mejía,  por  haberle  vendido  un  macho  a su 
cuñado  Ciríaco  Huinac,  sin  ser  de  su  perte- 
nencia. Gumersindo  Rodas  manifestó  que  el 
veintitrés  de  mayo  del  año  ya  citado,  se  le 
perdieron  a su  hermano  Santos  Rodas  cua- 
tro bestias,  tres  muías  y un  macho,  que  com- 
pró a don  Antolín  Calderón  en  la  feria  de 
Chiantla  y acompañó  una  certificación  exten- 
dida por  el  Alcalde  Municipal  de  San  Car- 
los Sija  y otra  del  fierro  de  herrar  y propu- 
so la  información  de  Antonio  Reyes  y Ger 
trudis  Mazariegos,  quienes  declararon  de 
conformidad  con  sus  pretensiones.  Ciríaco 
Huinac  manifestó  que  el  quince  de  junio 
compró  a Emeterio  Mejía,  a presencia  de 
Antonio  González  y Petronilo  Menchú,  un 
macho  en  la  suma  de  novecientos  pesos, 
cambiando  por  una  yegua  que  era  de  la 
propiedad  del  dicente,  la  cual  fué  valorada 


en  ochocientos  pesos,  dándole  por  los  cien 
pesos  que  faltaban  un  quintal  de  maíz ; que 
Mejía  no  le  dió  carta  de  venta  del  macho, 
excusándose  que  no  se  la  había  entregado  a 
él.  Indagado  Emeterio  Mejía  dijo  que  el 
macho  que  se  le  ponía  a la  vista  lo  había 
comprado  a Manuel  García,  quien  no  le  dió 
carta  de  venta,  diciéndole  que  lo  haría  hasta 
que  se  lo  acabara  de  pagar,  que  no  hubo  tes- 
tigos presenciales  y que  era  cierto  que  él  se 
lo  había  vendido  a Ciríaco  Huinac  a cam- 
bio de  una  yegua  y un  quintal  de  maíz.  Los 
expertos  dieron  al  animal  hurtado,  el  valor 
de  diez  quetzales. 

RESULTA;  que  llenados  los  demás  trámi- 
tes del  plenario,  el  Juez  de  la  causa,  con  fe- 
cha diez  y siete  de  diciembre  del  año  pasa- 
do, dictó  sentencia,  declarando  ; que  Emete- 
rio Mejía  era  autor  del  delito  de  hurto  de 
semovientes,  y por  el  cual  le  impuso  la  pena 
de  ocho  meses  de  arresto  mayor  inconmuta- 
bles, haciendo  las  demás  declaraciones  co- 
rrespondientes. Y al  conocer  la  Sala  4-  de 
Apelaciones,  aprobó  la  sentencia  consultada; 
y al  serle  notificada  esta  ejecutoria  al  Pro- 
curador Oficial,  Licenciado  J.  M.  Barrios 
Rivera,  interpuso  el  presente  recurso  de  ca- 
sación, por  violación  de  ley  y señaló,  como 
infringidos,  los  artículos  76  y 393  del  Código 
Penal,  y pedidos  los  antecedentes  y señalado 
día  para  la  vista,  es  el  caso  de  dictar  la 
sentencia  que  corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO  ; — Que  la  Sala  senten- 
ciadora no  incurrió  en  error  de  derecho  al 
imponer  a Emeterio  Mejía  la  pena  de  seis 
meses  de  arresto  mayor  que  seirala  el  artícu- 
lo 392,  del  Código  Penal,  y aumentarla  en 
una  tercera  parte  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  393  del  mismo  Códi- 
go, pues  es  jurisprudencia  de  esta  Corte,  así 
como  lo  ha  sido  por  los  Tribunales  Espa- 
ñoles al  interpretar  el  531  del  Código  de  1870, 
de  donde  fué  tomado  el  393  del  nuestro,  que 
para  que  tenga  vida  jurídica  el  mencionado 
articulo,  debe  tomarse  separadamente  cada 
uno  de  los  incisos  de  que  se  compone,  pues 
esa  fué  la  mente  del  legislador  al  tratar  de 
proteger  los  intereses  de  la  agricultura  ; por 
consiguiente,  interpretarlo  como  lo  desea  el 
Procurador  oficial  de  la  Sala  4’  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  sería  nulificar  sus  propósi- 
tos. En  consecuencia,  el  Tribunal  senten- 
ciador, al  interpretarlo  en  la  forma  que  se 
examina,  en  lugar  de  violarlo,  hizo  recta 
aplicación  de  él, 

CONSIDERANDO;  que  siendo  la  terce- 
ra parte  aumentada  una  circunstancia  inhe- 
rente al  delito  calificado  de  hurto  de  semo- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


265 


vientes,  la  Sala  sentenciadora,  no  ha  viola- 
do el  articulo  76  del  Código  Penal,  por  no 
haber  hecho  uso  del  precepto  contenido  en 
dicho  articulo  para  aumentar  la  pena. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  la  ley  citada  y lo  que 
disponen  los  artículos  676  y 690,  P.  P.;  22, 
Decreto  Número  1728;  y 27,  Ley  Orgánica, 
desestima  el  recurso  interpuesto. 

Notifiquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Solazar. 
' — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arqueta  S. 
— José  Serrano  Muñoz. — Ante  mi,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 

CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintisiete  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Se  tiene  a la  vista,  para  resolver,  el  recur- 
so de  revisión  interpuesto  por  Francisco  Cas- 
tillo, las  causas  instruidas  por  defraudación 
a la  Hacienda  Pública  en  el  ramo  de  Adua- 
nas, contra  Francisco  Castillo,  Carlos  Barrios 
Peña  y David  Garda  Porta,  y la  instriTida 
por  defraudación  al  Fisco  en  el  ramo  de 
Aduanas  contra  Barrios  Peña, 

RESULTA : que  con  fecha  diez  y nueve 
de  noviembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
uno,  el  Juez  6''  de  1’  Instancia  de  este  de- 
partamento dictó  sentencia,  declarando  que 
Francisco  Castillo  y Castillo  era  autor  del 
delito  de  defraudación  a la  Hacienda  Públi- 
ca en  el  ramo  de  Aduanas,  por  el  cual  le  im- 
puso la  pena  de  dos  años  de  prisión  aumen- 
tada en  una  tercera  parte,  con  las  demás  cir- 
cunstancias accesorias,  sirviéndole  de  base 
para  la  sentencia  condenatoria  proferida,  el 
acta  levantada  en  virtud  de  la  denuncia  del 
Director  General  de  Aduanas,  don  Manuel 
Tejada  Llerena,  la  póliza  número  mU  tres- 
cientos setenta  y cinco  (1375)  y el  pase  ex- 
tendido para  el  retiro  de  mercaderias,  sin 
haber  hecho  el  correspondiente  pago ; pase 
que  fué  reconocido  por  Castillo  asi  como  su 
firma.  Esta  sentencia  fué  confirmada  por 
la  Sala  1’,  con  fecha  treinta  de  enero  del 
año  pasado,  con  la  única  modificación  de 
que  la  pena  impuesta  a Castillo  era  de  pri- 
sión correccional. 

RESULTA : que  el  seis  de  octubre  de  mi! 
novecientos  treinta  y dos  se  dictó  sentencia 
en  la  misma  causa  instruida  contra  José  Da- 
vid García  Porta  y Carlos  Barrios  Peña,  ab- 


solviéndolos del  cargo  por  falta  de  prueba  y 
dejando  abierto  el  procedimiento  contra  Ma- 
nuel Aparicio  Estévez,  sentencia  que  fué 
confirmada  por  la  Sala  1’  el  veintiuno  de 
diciembre  de  mil  novecientos  treinta  y dos. 

RESULTA:  que  en  la  segunda  causa  y 
que  se  instruyó  sólo  contra  Carlos  Barrios 
Peña,  por  el  delito  de  defraudación  a la  Ha- 
cienda Pública  en  el  ramo  de  Aduanas,  el 
Juez  6°  profirió  sentencia  el  treinta  y uno 
de  octubre  de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
condenándolo  a sufrir  la  pena  de  tres  años 
de  prisión  correccional  aumentada  en  una 
tercera  parte,  con  las  demás  circunstancias 
que  la  ley  determina.  La  Sala  1’,  al  cono- 
cer en  grado  la  confirmó  con  fecha  diez  de 
diciembre  del  mismo  año  y esta  Corte  Su- 
prema de  Justicia,  al  conocer,  en  virtud  del 
recurso  de  casación  que  interpuso  Barrios 
Peña  de  la  ejecutoria  de  la  Sala,  con  fecha 
diez  y siete  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y dos,  lo  desestimó. 

RESULTA:  que  Francisco  Castillo,  el  nue- 
ve de  noviembre  de  mil  novecientos  treinta 
y dos  se  presentó  a esta  Corte,  manifestan- 
do : estar  detenido  en  la  3-  Demarcación  de 
Policía  y que  fué  empleado  de  la  Aduana 
Central  como  Oficial  Segundo  de  la  Caja, 
habiendo  entrado  a desempeñar  dicho  pues- 
to el  primero  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos veintiocho ; que  el  Jefe  y Receptor  de 
la  Caja  era  el  señor  Carlos  Barrios  Peña  y 
cuando  este  señor  estaba  con  demasiado  tra- 
bajo o cansado,  le  rogaba  le  ayudara  en  la 
recepción  y firmara  los  pases  y que  con  esa 
confianza,  le  firmó  en  su  representación 
muchos  recibos  y principalmente  uno  el  día 
seis  de  febrero  de  mil  novecientos  treinta  y 
uno,  por  valor  de  doscientos  nueve  quetza- 
les, para  don  Manuel  García  Riera,  y que 
se  refería  a un  bulto  de  tabaco ; que  como 
no  era  Receptor,  sólo  firmaba  los  pases  de 
Barrios  Peña,  sin  tener  conocimiento  si  éste 
cobraba  el  dinero  o no,  así  como  si  les  daba 
entrada  a la  Caja;  que  cuando  se  descubrió 
el  desfalco  en  la  Caja  se  le  enroló  en  el  pro- 
ceso, y temeroso  y mal  aconsejado,  se  es- 
condió en  lugar  de  haber  demostrado  su 
inocencia ; que  el  proceso  se  siguió  en  el 
Juzgado  (F  y se  le  nombró  defensor  de  ofi- 
cio y como  éste  no  hizo  nada  en  su  favor  se 
le  condenó  en  Primera  y Segunda  Instancia, 
estimándolo  como  el  principal  autor  del  de- 
lito, pero  que  el  único  responsable  era  el 
Receptor,  el  jefe,  don  Carlos  Barrios  Pe- 
ña, ya  que  su  papel  de  Oficial  Segundo  de 
la  Caja  no  le  daba  facultades  de  ninguna 
especie  para  recibir  dinero  y extender  pases 
y constancias,  que  si  lo  hizo  fué  por  súpli- 
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cas  de  Barrios  Peña;  que  él,  ignorante  en 
un  todo  de  culpabilidad,  firmaba  a ruego  de 
Peña,  sin  imaginarse  la  mira  aviesa  de  en- 
rolarlo; que  tenía  un  año  de  estar  preso, 
que  las  sentencias  de  1'  y 2'  Instancias  eran 
perfectamente  injustas  y nulas,  en  primer 
lugar  porque  él  no  era  el  jefe  responsable 
de  la  Oficina,  sino  Carlos  Barrios  Peña;  y, 
en  segundo  lugar,  porque  las  firmas  que  pu- 
do haber  puesto  fueron  a ruego  de  Barrios 
Peña,  por  estar  dicho  señor  cansado  o fin- 
giendo ocupaciones  urgentes,  y que,  en  to- 
do caso,  lo  que  él  hubiera  firmado,  era  baje 
la  estricta  responsabilidad  del  jefe,  pues  por 
su  orden  y disposición  lo  hacía  y,  por  últi- 
mo, que  en  calidad  de  subalterno  obró  de  or- 
den y a ruego  del  superior,  nunca  atribu- 
yéndose sus  funciones  o usurpando  sus  de- 
beres ; que  estando  preso  el  señor  Barrios  y 
habiéndose  establecido  la  verdad' de  los  he- 
chos, en  los  cuales  no  tenia  ninguna  culpa 
por  su  carácter  de  subalterno,  pues  éste 
no  le  daba  ninguna  autorización  para  dar 
pases  ni  firmarlos  y,  por  consiguiente,  no 
era  responsable,  que  habiéndosele  condena- 
do a dos  años  ocho  meses,  'estimaba  que  esa 
condena  era  injusta  en  todo  sentido,  y que 
si  ésta  Corte  no  creía  en  sus  argumentacio- 
nes para  desvanecer  toda  duda,  podía  pedir 
informe  detallado  a la  Dirección  General 
de  Aduanas  y a la  Administración  General 
de  la  misma,  que  estaba  seguro  que  ambos 
Jefes  dirían,  con  entera  imparcialidad,  que 
la  culpa  y responsabilidad  radicada  en  un 
todo  contra  el  Jefe  de  Receptores,  señor  Car- 
los Barrios  Peña,  y concluyó  diciendo  que  el 
caso  de  él,  era  el  señalado  por  el  inciso  U 
del  artículo  695,  Procedimientos  Penales,  por 
estar  sufriendo  una  condena  de  un  delito 
que  sólo  Barrios  Peña  pudo  cometerlo  por  ser 
el  Jefe  de  Receptores  de  la  Oficina  de  la 
Aduana  y nunca  él  que  no  era  más  que  ayu- 
dante de  segundo  orden,  y sin  atribuciones 
para  recibir  cantidades  y extender  pases, 
por  lo  que  pedía  la  revisión  de  la  sentencia 
de  Segunda  Instancia,  por  la  cual  se  confir- 
mó la  del  Juez  6’,  fundándose  en  lo  dispues- 
to por  los  artículos  695,  inciso  1'’,  696,  697, 
698,  699  y 700,  Procedimientos  Penales. 

RESULTA : que  habiéndose  llenado  en 
esta  Corte  Suprema  la  tramitación  que  se- 
ñala el  artículo  698  de  Procedimientos  Pe- 
nales, es  el  caso  de  resolver  en  estricta  jus- 
ticia, el  recurso  de  revisión  interpuesto  por 
Francisco  Castillo  y Castillo. 

CONSIDERANDO;  que  el  recurso  de  re- 
visión lo  limita  la  ley  a cuatro  casos,  induda- 
blemente con  el  objeto  de  no  convertirlo  en 
un  medio  fácU  de  vulnerar  el  principio  de 


autoridad  de  la  cosa  juzgada,  con  los  per- 
juicios y complicaciones  que  pudiera  produ- 
cir a la  justicia;  y dentro  de  esa  limitación 
también  establece  que  sólo  habrá  lugar  al 
expresado  recurso  contra  las  sentencias  fir- 
mes, lo  que  está  completamente  de  acuerdo 
con  el  carácter  extraordinario  propio  de  este 
recurso,  pues  si  la  sentencia  contra  la  que 
hubiera  de  ser  interpuesto  no  fuese  firme, 
no  habría  necesidad  de  acudir  a él  para  re- 
parar el  perjuicio  causado  ni  para  enmendar 
el  error  de  hecho  padecido  en  la  resolución 
de  la  causa,  porque  bastaría  en  ese  caso, 
utilizar  contra  de  ella  los  recursos  ordina- 
rios establecidos  por  la  ley.  Es  consecuen- 
cia, además  del  carácter  extraordinario  del 
recurso  de  revisión,  que  no  pueda  conver- 
tirse en  ordinario  ni  dársele  mayor  exten- 
sión que  la  derivada  de  su  propia  naturale- 
za, cual  es,  la  de  constituir  el  medio  jurídico 
necesario  para  corregir  o reparar  un  error 
notorio  de  hecho,  a diferencia  del  recurso 
de  casación,  que  tiene  por  objeto  enmendar 
un  error  de  derecho  o quebrantamiento  de 
procedimiento  y reparar  sus  consecuencias. 

En  las  causas  examinadas,  con  motivo  del 
recurso,  según  los  hechos  probados,  no  se 
llega  a la  conclusión  de  que  Francisco  Cas- 
tillo, siendo  inocente,  se  halle  sufriendo  el 
peso  de  una  condena,  o por  lo  menos,  que 
no  es  responsable  del  delito  por  el  cual  se 
le  condenó ; pues  en  tal  caso,  sí  cabría  la 
revisión  a fin  de  enmendar  y reparar  el 
error  cometido,  evitando  la  completa  consu- 
mación de  la  pena  injusta.  En  autos  consta 
que  el  veintitrés  de  junio  de  mil  novecien- 
tos treinta  y uno  se  inició  un  proceso  contra 
Carlos  Barrios  Peña  por  defraudación  a 
la  Hacienda  Pública,  de  ciento  cuarenta  y 
seis  quetzales,  cuarenta  centavos  de  quetzal, 
valor  de  la  póliza  número  cinco  mil  quinien- 
tos veinticinco  (5525),  perteneciente  a Man 
On  Lon  & Cía,;  proceso  que  terminó  por 
sentencia  condenatoria  en  1'  y 2’  Instancia, 
siendo  además  desestimado  el  recurso  de 
casación  que  se  interpuso  de  la  ejecutoria 
de  la  Sala  1’  En  este  proceso  no  figura 
Francisco  Castillo.  El  diez  y nueve  de  sep- 
tiembre de  mil  novecientos  treinta  y uno,  se 
inició  una  causa  contra  Francisco  Castillo 
por  abandono  de  empleo  y defraudación  a 
la  Hacienda  Pública  de  doscientos  nueve 
quetzales  treinta  centavos  de  quetzal,  valor 
de  la  póliza  número  mil  trescientos  seten- 
ta y cinco  (1375)  perteneciente  a los  seño- 
res García  Riera.  La  sentencia  proferida 
en  esta  causa  fué  condenatoria  tanto  en  Pri- 
mera como  en  Segunda  Instancia,  sin  que  se 
haya  interpuesto  recurso  de  casación.  En 
consecuencia  de  lo  relacionado  y tratándose 
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de  un.  delito  cometido  por  distintas  perso- 
nas, sin  ser  las  sentencias  firmes  contradic- 
torias en  nada,  el  recurso  de  revisión  in- 
terpuesto es  improcedente.  Artículos  695, 
696,  697  y 698,  P.  P. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  las  leyes  cita- 
das, declara;  que  no  ha  lugar  al  recurso  de 
revisión  interpuesto  por  Francisco  Castillo 
y Castillo. 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suello, devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Salazar. 
— Alberto  Argueio  S. — José  Lara. — Rafael 

Ubico  strada. — Ante  mi,  Juan  Fernández  C., 
Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintinueve  de  marzo  de  ndl  novecientos 
treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  Segunda  de 
la  Corle  de  Apelaciones,  el  diez  y siete  de  fe- 
brero del  año  en  curso  en  la  causa  instrui- 
da por  el  delito  de  homicidio  contra  Salva- 
dor López  Sierra;  en  la  cual  se  confirma  la 
dictada  por  el  Tribunal  Militar  de  Zacapa, 
con  la  adición  de  que  la  pena  es  inconmu- 
table. 

RESULTA:  que  el  cinco  de  iulio  de  mil 
novecientos  treinta  y uno,  el  Juez  de  Paz 
de  Gualán,  en  virtud  de  parte  dado  por  Al- 
fredo Paz,  de  que  en  la  cantina  de  José  Ro- 
dríguez se  encontraba  Rufino  Morales,  heri- 
do, y que  el  rumor  público  sindicaba  como 
autor  a Salvador  López  Sierra,  se  constitu- 
yó en  la  cantina  de  referencia,  en  donde  en- 
contró a Morales,  herido ; haciendo  constar 
que  la  lesión  que  presentaba  Morales  en  el 
estómago  fué  producida  con  arma  cortante 
y que  tenia  los  intestinos  de  fuera.  Al  exa- 
minar en  ese  acto  a Rufino  Morales,  mani- 
festó ; que  Salvador  López  Sierra  lo  habla 
herido.  El  testigo  José  Rodríguez,  dueño 
de  la  cantina  en  donde  se  verificó  el  hecho, 
manifestó;  que  en  la  fecha  de  autos,  como 
a las  ocho  de  la  noche,  se  encontraban  en 
su  establecimiento  Rafael  Estrada,  Salvador 
López  Sierra,  Juan  Montell  y Rufino  Mora- 
les, tomando  licor ; que  habiéndosele  esca- 
seado las  copas  fué  la  comprar  las  que  le  ha- 
dan faifa  a donde  el  chino  Vicente  Sett,  y 
cuando  regresó  encontró  todavía  a las  per- 
sonas ya  nombradas,  que  en  ese  momento 
Morales  le  pidió  que  les  sirviera  unas  co- 


pas y cuando  él  le  atendía,  oyó  que  Mora- 
les le  dijo  a Salvador  López  Sierra  : “Ya  me 
mataste”,  viendo  en  ese  momento  que  Sie- 
rra tiraba  un  objeto  hacia  el  interior  del  ho- 
tel, y que  Morales  le  tiraba  a López  Sierra 
una  silla;  que  después  Morales  se  dirigió 
al  interior  de  la  cantina  y cayó  al  suelo  y 
López  Sierra  al  patio,  en  donde  fué  captu- 
rado, El  testigo  Lisandro  Acevedo  mani- 
festó haber  oido  a Morales  cuando  dijo  que 
Salvador  López  lo  habla  lesionado.  Inda- 
gado Salvador  López  Sierra  negó  el  delito 
que  se  le  atribuía,  diciendo,  entre  otras  co- 
sas, que  no  recordaba  nada  de  lo  ocurrido 
ni  en  dónde  se  encontraba  a la  hora  del 
suceso,  y al  ampliar  su  indagatoria,  agre- 
gó que  apenas  recordaba  haber  oído  unos 
disparos  de  revólver  en  la  cantina  de  Ro- 
dríguez y viendo  que  todos  salían  de  huida 
él  también  huyó,  pero  sin  explicarse  el  mo- 
tivo. Virgilio  Morales,  hermano  del  occiso, 
manifestó  : que  el  veinte  de  agoslo  del  año  ya 
citado,  su  hermano  Rufino  Morales  llegó  a 
esta  capital,  con  el  objeto  Je  presentarse 
para  regresar  a trabajar  como  Supervisor  en- 
tre Zacapa  y Barrios  y que  estando  aqui  le 
atacó  un  cólico  y ya  no  pudo  regresar,  que 
entonces  el  declarante  lo  llevó  con  el  Doc- 
tor Alberto  García  Gómez,  quien  le  dijo  que 
necesitaba  operación,  por  lo  cual  el  dicente 
lo  llevó  a la  casa  de  salud  en  donde  fué 
operado  y falleció  el  veintidós  de  agosto ; 
que  su  hermano  padecía  de  unas  lesiones 
que  le  ocasionaron  en  Gualán.  A folio  9 se 
encuentra  el  informe  del  Doctor  Ricardo 
Aguilar,  del  Hospital  de  Quiriguá,  que  dice  : 
que  Rufino  Morales  fué  admitido  en  aquel 
hospital  el  cinco  de  junio  de  mü  novecien- 
tos treinta  y uno  con  una  herida  produci- 
da con  instrumento  cortopunzante  en  el  cua- 
drante inferior  derecho  del  abdomen,  de  tres 
pulgadas  de  longitud,  que  interesó  la  piel, 
tejido  celular  subcutáneo,  los  músciilos  obli- 
cuos mayor  y menor  del  abdomen,  peritoneo 
y seis  perforaciones  en  las  asas  intestinales; 
que  la  herida  de  la  pared  abdominal  trajo 
como  consecuencia  una  hernia  de  casi  to- 
do el  intestino  delgado  y el  colon  ascenden- 
te ; que  también  presentaba  el  herido  una 
profusa  hemorragia  interna,  siendo  el  pro- 
nóstico reservado  por  la  gravedad  de  la  he- 
rida. A folio  21  se  encuentra  ampliación 
del  informe  anferior,  en  el  cual  se  dice  que 
Morales  Salió  del  hospital  a los  veinticuatro 
días  de  tratamiento  médico  y que  duraría 
ocho  días  más  bajo  la  supervisión  médica. 
A folios  35  el  informe  del  Jefe  de  la  Casa 
de  Salud  de  Hombres  del  Hospital  General, 
en  el  que  consta  que  Rufino  Morales  falle- 
ció de  peritonitis  aguda.  A folio  63,  vuelto. 
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aparece  el  dictamen  del  Doctor  Oscar  Wald- 
heim,  en  el  que,  contestando  al  interroga- 
torio del  Juez  de  1'  Instancia  de  Zacapa  y 
que  corre  a folios  62  y 63,  dijo  : a la  primera : 
que  en  la  generalidad  de  los  casos  el  tiempo 
que  una  peritonitis  séptica  difusa  necesita- 
ba para  provocar  la  muerte  era  de  cuatro 
días,  si  no  había  un  tratamiento  adecuado  y 
por  lo  que  podía  decirse,  que  las  perforacio- 
nes encontradas  en  las  asas  intestinales  del 
señor  Morales  no  provocaron  una  peritoni- 
tis; a la  segunda:  que  dado  el  informe  del 
Hospital  de  Quiriguá  se  colegía  que  Mora- 
les salió  curado  y,  por  consiguiente,  la  per- 
foración que  fué  encontrada  en  el  Hospital 
General  de  esta  capital,  pudo  muy  bien  ha- 
ber sido  originada  por  descuido  de  Morales ; 
a la  tercera : que  si  se  hubiera  seguido  laten- 
tamente  las  indicaciones  dadas  en  el  Hospi- 
tal de  Quiriguá,  todo  peligro  de  muerte  pa- 
ra el  señor  Morales  habría  desaparecido,  ya 
que  el  tiempo  transcurrido  entre  el  día  en 
que  fué  operado  en  Quiriguá  y la  fecha  en 
que  lo  fué  en  Guatemala,  era  muy  suficien- 
te para  la  cicatrización  de  las  perforacio- 
nes en  las  asas  intestinales.  A folio  70  apa- 
rece el  informe  del  Cirujano  del  Hospital 
General,  en  el  que,  ampliando  el  que  había 
dado  el  Jefe  de  Servicio,  se  contestan  las 
preguntas  del  Juez. 

RESULTA ; que  con  estos  datos  el  Juez  de 
1’  Instancia  de  Zacapa,  el  diez  y nueve  de 
febrero  del  año  pasado,  dictó  sentencia  con- 
denando a Salvador  López  Sierra,  como  au- 
tor del  delito  de  homicidio  en  la  persona  de 
Rufino  Morales,  a sufrir  la  pena  de  diez 
años  de  prisión  correccional,  con  las  de- 
más circunstancias  accesorias,  y al  conocer 
en  grado  la  Sala  V declaró  nula  e insubsis- 
tente la  sentencia  proferida  y mandó  que  el 
Tribunal  Mihtar  de  Zacapa  dictara  la  co- 
rrespondiente, por  ser  López  Sierra  Tenien- 
te del  Ejército.  A folio  117,  obra  la  amplia- 
ción del  informe  dado  por  el  Jefe  del  Servi- 
cio Médico  Quirúrgico  del  Hospital  Gene- 
ral, en  el  que  se  asegura  que  a causa  de  la 
perforación  intestinal  se  produjo  la  perito- 
nitis en  el  señor  Morales,  dada  la  cicatri- 
zación incompleta  de  las  seis  perforaciones 
intestinales  que  produjo  la  herida  penetran- 
te del  abdomen  y,  a folio  119,  ampliación 
del  informe  del  Médico  y Cirujano  R.  Agui- 
lar,  del  Hospital  de  Quiriguá. 

RESULTA : que  llenados  los  demás  trá- 
mites del  plenario,  el  Comandante  de  Armas 
de  Zacapa,  con  asesoría  del  Auditor  de  Gue- 
rra del  mismo  departamento,  dictó  senten- 
cia, imponiendo  a Salvador  López  Sierra, 


por  el  delito  de  homicidio  perpetrado  en  la 
persona  de  Rufino  Morales,  diez  años  de 
prisión  correccional. 

RESULTA : que  la  Sala  2S  al  conocer,  en 
causa  se  ha  investigado  el  delito  que  se 
sentencia  apelada,  con  la  adición  de  que  la 
pena  de  diez  años  de  prisión  correccional 
era  inconmutable,  fundándose  en  que  en  la 
causa  estaban  plenamente  establecidos  los 
hechos  siguientes : a ) que  el  lesionado  Ru- 
fino Morales  dijo  que  el  reo  Salvador  Ló- 
pez Sierra  le  causó  la  referida  lesión;  b) 
que  el  rumor  público  señaló,  desde  los  pri- 
meros momentos  del  suceso,  a dicho  reo  co- 
mo autor  de  tal  lesión  y no  aparecer  nin- 
guna otra  persona  sindicada  del  mismo  de- 
lito; c)  que  en  la  fecha  y hora  de  autos  es- 
taban juntos,  ofensor  y ofendido,  en  la 
cantina  de  José  Rodríguez  ;tf^  que  lel  pro- 
cesado fué  capturado  in  fraganti;  e)  que  el 
reo,  al  defenderse,  más  que  a demostrar  que 
no  había  cometido  el  delito,  trató  de  esta- 
blecer que  el  interfecto  no  murió  de  la  he- 
rida y que  ésta  fué  curada.  Que  todos  es- 
tos hechos,  unidos  a la  semiplena  prueba  del 
testigo  presencial,  José  Rodríguez,  y a lo 
que  confiesa  el  reo  y que  lo  perjudica,  de 
haber  salido  huyendo  de  la  cantina  de  Ro- 
dríguez cuando  ocurrió  el  suceso  y la  for- 
ma dubitativa  en  que  declara,  pues  si  bien 
no  confiesa  haber  cometido  el  delito  tampo- 
co lo  niega,  concretándose  a decir,  que  no 
recordaba  nada  por  el  estado  de  ebriedad ; y 
en  consecuencia,  forman  la  presunción  hu- 
mana, grave  y precisa  e indefectible  de  que 
López  Sierra  es  el  autor  de  la  muerte  de 
Rufino  Morales.  De  esta  ejecutoria  el  reo, 
con  auxilio  del  Licenciado  L.  Alberto  Paz  y 
Paz,  introdujo  el  presente  recurso  de  casa- 
ción, citando,  como  violados,  los  artículos  si- 
guientes: 3",  4^  389,  566,  568,  571,  572,  573, 
575,  586,  587,  589,  595,  597  y 601,  P,  P.;  65, 
66,  67,  68  y 295,  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  en  la  presente 
causa  se  han  investigado  el  delito  que  se 
imputa  a Salvador  López  Sierra,  habiéndose 
llegado  a establecer  que  dicho  individuo  es 
el  responsable  de  la  lesión  que  determinó  la 
muerte  de  Rufino  Morales ; y,  como  las  pre- 
sunciones humanas  que  se  desprenden  de] 
proceso  reúnen  los  caracteres  que  la  ley  re- 
quiere, al  apreciarlas  el  Tribunal  sentencia- 
dor con  mérito  bastante  pana  fundar  la 
condena  impuesta,  lo  hizo  en  ejercicio  de  la 
facultad  que  el  artículo  601,  de  Procedi- 
mientos Penales,  concede  a los  Jueces  para 
estimar  esta  clase  de  pruebas,  sin  que  tal 
apreciación  sea  motivo  o dé  lugar  al  recur- 
so de  casación,  siendo,  por  tanto,  toda  ale- 
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gación  relacionada  con  lo  dispuesto  en  di- 
cha ley,  impropia  del  carácter,  fin  objetivo  y 
efectos  de  la  casación;  por  consiguiente,  no 
fueron  violados  los  artículos  citados  por  el 
recurrente,  pues  la  mayor  parte  de  ellos  se 
refieren  a la  naturaleza  y valor  jurídico  de 
la  prueba  y otros  a la  pena  que  corresponde 
al  autor  de  la  transgresión  de  las  limitacio- 
nes humanas ; fuera  de  que  siendo  un  prin- 
cipio general  de  derecho,  que  la  persona 
que  realiza  consciente  y voluntariamente 
un  hecho  cualquiera  de  los  que  la  ley  pe- 
nal califica  como  dehto,  responde  crimi- 
nalmente de  todas  sus  consecuencias,  con 
la  sola  excepción  de  aquellas  que  se  ori- 
ginan en  accidentes  extraños  que  no  ten- 
gan relación  con  el  acto  del  delincuente ; pe- 
ro dado  los  informes  médicos,  la  peritonitis 
aguda  sobrevino  a causa  de  la  herida  pene- 
trante del  abdomen,  que  perforó  las  asas  de 
los  intestinos,  siendo  esto  y no  otro  el  efec- 
to directo  de  las  lesiones  y la  causa  deter- 
minante de  la  muerte  de  Morales  y,  en  con- 
secuencia, el  resultado  no  fué  ajeno  y extra- 
ño a la  herida  producida,  como  se  trató  de 
demostrar  en  la  defensa.  Articulo  676,  P.  P, 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas  y lo 
que  disponen  los  artículos  686  y 690,  P.  P,; 
22,  Decreto  Número  1728;  y 27,  Ley  Orgá- 
nica, desestima  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto, por  improcedente,  e impone  al  re- 
currente la  pena  adicional  de  quince  días  de 
prisión  simple,  conmutables  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  día. 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Solazar. 
— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arqueta  S. 
— José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
treinta  y uno  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  !■  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  el  diez  y ocho  de  febrero 
del  año  en  curso,  la  que  confirma  la  dicta- 
da por  el  Juez  (T  de  1’  Instancia,  y por  la 
cual  se  condenó  a Francisco  Dávila  por  el 
delito  de  lesiones  en  la  persona  de  José 
Murga,  a sufrir  la  pena  de  seis  meses  de 
arresto  mayor,  conmutables  en  su  totalidad. 


a razón  de  quince  centavos  de  quetzal  por 
día,  haciendo  las  demás  declaraciones  pro- 
cedentes en  derecho.  De  los  autos  apare- 
ce ; que  la  causa  se  instruyó  en  vista  del 
parte  que  dió  el  Sargento  de  Policía  J.  An- 
tonio García,  al  Juez  (F  de  Paz,  el  cinco  de 
agosto  del  año  pasado  y en  el  que  se  hizo 
coinstar  que  se  había  presentado  Angela 
Granados  dando  parte  que  los  individuos 
Herminio  Román  y José  Murga  hablan  ata- 
cado a su  esposo  Francisco  Dávila.  Al  ser 
indagado  José  Murga  manifestó;  estar  pre- 
so por  haberse  metido  a separar  a dos  se- 
ñores que  estaban  peleando,  con  motivo  de 
un  marranito,  habiendo  pasado  el  hecho  de 
la  manera  que  sigue:  Que  Román  y Dávila 
estaban  riñendo  cerca  de  la  casa  del  decla- 
rante y como  viera  que  Dávila  tuviera  en 
la  iñano  un  azadón  y que  ya  le  había  pe- 
gado con  él  a Román  y lo  amenazaba  con 
seguirle  pegando,  con  el  objeto  de  evitar 
una  desgracia  intervino,  tratando  para  ello 
de  apoderarse  del  azadón  que  tenía  Dávila; 
que  en  ese  momento  la  mujer  del  referido 
Dávila  apareció,  dándole  a éste  un  mache- 
te, con  el  cual  lesionó  al  dícente  y a Román. 
Herminio  Román  dijo  en  su  indagatoria, 
que  el  día  anterior  tuvo  que  sacar  una  ma- 
rrana de  Francisco  Dávila  de  sus  semente- 
ras por  estar  ocasionándole  perjuicios,  que 
por  este  motivo  se  incomodó  Dávila  y trató 
de  agredirlo  con  un  azadón,  causándole  los 
dos  golpes  que  presentaba,  uno  en  la  pierna 
y otro  en  el  pómulo  izquierdo;  que  José 
Murga  sólo  intervino  para  separarlos  y que 
la  mujer  de  DávUa  fué  a traer  un  machete, 
con  cuya  arma  agredió  el  marido  de  la  Gra- 
nados a Murga,  causándole  también  al  de- 
clarante las  lesiones  que  el  Juez  tuvo  a la 
vista.  Al  declarar  Manuel  Punnel,  confir- 
mó lo  dicho  por  Román. 

RESULTA;  que  indagado  Francisco  Dá- 
vila manifestó  que  el  día  del  suceso  llegó  a 
su  milpa  Herminio  Román  con  el  objeto  de 
avisarle  que  una  marrana  de  su  propie- 
dad le  estaba  perjudicando:  que  con  dicho 
individuo  tenía  enemistad  desde  el  mes  de 
mayo  anterior  por  unas  gallinas  que  le  en- 
venenó; que  Román,  después  de  hablarle 
die  unía  mañera  poco  correcta,  lo  agredió,  ha- 
biéndose puesto  José  Murga  del  lado  de 
Román  y después  el  patrón  de  este  último, 
don  Marcos  Punnel,  quien  les  dijo  que  si 
no  se  separaban  les  pegaría  un  tiro.  Dijo 
ser  cierto  que  en  ese  momento  tenía  un  aza- 
dón, pero  que  no  lo  empleó  para  lesionar  a 
sus  contrincantes,  así  como  tampoco  era 
verdad  de  que  su  mujer  le  haya  dado  un 
machete  con  el  que  le  pegó  a Murga,  pues 
éste  sólo  se  concretó  a dar  parte  a la  auto- 
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ridad  de  lo  sucedido  y,  por  último,  mani- 
festó, que  no  hubo  testigos  presenciales.  An- 
gela Granados,  al  ser  indagada,  negó  tod.i 
participación,  afirmando  sí,  que  era  cierto  lo 
manifestado  por  Francisco  Dávila.  A folio 
13  de  la  pieza  de  1’  Instancia  obra  el  infor- 
me médico,  que  sobre  las  lesiones  que  pre- 
sentaba José  Muiga,  dió  el  Director  del  Hos- 
pital Militar,  en  el  cual,  después  de  descri- 
bir la  que  presentaba  en  el  antebrazo  iz- 
quierdo, se  hace  constar  que  no  se  hospita- 
lizó y que  sólo  se  le  hicieron  las  suturas  de! 
caso.  A folio  14  corre  agregado  el  intorme 
del  médico  forense,  en  el  cual  se  dice  que 
necesitó  para  curarse  de  diez  a catorce  días 
con  asistencia  médica.  En  el  plenario,  a 
propuesta  del  defensor  del  reo,  se  examinó 
a Julián  Chon,  Isaac  Samayoa  y Pedro  Chon, 

RESULTA:  que  llenados  los  demás  trá- 
mites del  plenario,  el  Juez  de  la  causa  dic- 
tó sentencia  condenatoria  el  veinticuatro  de 
octubre  del  año  pasado,  la  que  fué  confirma- 
da en  todas  sus  partes  por  la  Sala  Prime- 
ra. El  reo,  al  serle  notificada  la  ejecutoria 
de  la  Sala,  con  auxilio  del  Licenciado  Va- 
lentín Dávila  Barrios,  introdujo,  contra  es- 
te último  pronunciamiento,  recurso  de  casa- 
ción, por  violación  de  ley,  citando,  como 
violados,  los  artículos  20,  inciso  4“;  21,  inci- 
sos 4'’’,  S''  y 10,  del  Código  Penal  y 573,  de 
Procedimientos  Penales.  Pedidos  los  ante- 
cedentes y señalado  día  para  la  vista,  pro- 
cede dictar  la  sentencia  que  corresponde. 

CONSIDERANDO  ; que  el  Tribunal  sen- 
tenciador, al  calificar  y penar  como  autor  del 
delito  de  lesiones  a Francisco  Dávila,  por  el 
hecho  imputado,  no  cometió,  en  la  sentencia 
recurrida  las  infracciones  que  se  alegan  en 
los  motivos  del  recurso,  pues  lo  que  con- 
vence, lo  que  está  de  acuerdo  con  las  cosas 
tal  como  pasaron,  lo  lógico,  es  lo  que  resul- 
ta del  análisis  de  la  declaración  del  reo  Fran- 
cisco Dávila  y de  las  que  dieron  José  Murga, 
Herminio  Román  y Angela  Granados.  En 
efecto,  para  apreciar  la  legítima  defensa,  es 
necesario  que  el  peligro  haya  sido  tangible, 
esto  es,  que  realmente  haya  existido  la  agre- 
sión. La  necesidad  racional  del  medio  em- 
pleado para  repelerla  supone  una  relación 
de  medio  a fin,  una  proporcionalidad  entre, 
el  ataque  y la  defensa;  así  como  también 
supone  una  circunstancia  de  persona,  tiem- 
po y lugar,  y,  por  último,  la  provocación  su- 
ficiente, atendiendo  al  orden  general  en  que 
suceden  las  cosas,  quiere  decir,  todo  cuan- 
to produzca,  existe  o influye  en  la  primera 


condición,  o sea  en  la  agresión.  La  legíti- 
ma defensa,  como  toda  circunstancia  de 
hecho,  debe  probarse  y la  prueba  tiene  que 
demostrar  que  ha  sido  la  agresión  ilegítima, 
que  el  medio  escogido  era  adecuado  y que 
no  hubo  provocación.  Tales  elementos  que 
integran  la  circunstancia  eximente  de  res- 
ponsabilidad criminal  a que  se  refiere  el 
artículo  20  del  Código  Penal,  en  su  inciso  4°, 
no  fueron  comprobados,  pues  los  testigo.s 
propuestos  por  la  defensa,  para  tal  efecto, 
no  pudieron  ver  cómo  ocurrieron  los  he- 
chos, mucho  menos  poder  apreciar  la  ac- 
titud de  agresor  y agredido,  toda  vez  que 
no  estaban,  en  el  lugar  en  donde  éste  tuvo 
lugar,  como  lo  afirma  el  propio  reo,  al  de- 
cir  que  no  había  ninguna  otra  persona  por 
aquellos  sitios  en  el  momento  angustioso 
para  él  en  que,  por  aceptar  la  riña  o provo- 
carla, aceptó  el  peligro.  En  consecuencia, 
no  habiendo  cometido  Dávila  el  delito  de 
lesiones,  para  así  poder  salvar  a su  persona 
de  un  peligro  grave  e inminente,  la  Sala 
sentenciadora  no  infringió  la  disposición  le- 
gal contenida  en  el  artículo  20,  inciso  4‘',  del 
Código  Penal.  Y no  existiendo  ninguna  cir- 
cunstancia atenuante,  ya  que  éstas  se  fun- 
dan en  el  principio  de  la  menor  perversi- 
dad que  supone  los  hechos  por  sus  causas 
impulsivas  o por  la  manera  de  su  ejecu- 
ción, tampoco  se  violó  el  artículo  21  del  mis- 
mo Código  en  sus  fracciones  4’,  5-  y 10, 

CONSIDERANDO ; que  no  habiéndose 
aceptado  el  dicho  de  los  testigos  propues- 
tos por  el  reo,  para  apreciar  la  intensidad, 
extensión  y proporcionalidad  del  mal  pro- 
ducido para  calificar  la  acción  punible,  el 
Tribunal  sentenciador  no  violó  el  articulo 
573,  de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  las  leyes  cita- 
das y lo  dispuesto  en  los  artículos  676,  686  y 
690,  Procedimientos  Penales:  22,  Decreto 
Número  1728;  y 27,  Ley  Orgánica,  desestima 
el  recurso  de  casación  interpuesto  e impone 
al  recurrente  la  pena  adicional  de  quince 
días  de  prisión  simple,  conmutables  a razón 
de  diez  centavos  de  quetzal  por  día. 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

— Carlos  Caslellanos  R. — Alberto  Argiieta  S. 
— fosé  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan  Fer- 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Solazar, 
nández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintiséis  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  1’  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  el  diez  y seis  de  febrero 
del  año  en  curso ; en  la  cual  se  confirma  la 
que  dictó  el  Juez  de  1’  Instancia  del  Peten 
en  la  causa  instruida  contra  Julián  Galle- 
gos Blanco,  procesiado  por  el  delito  de  ho- 
micidio en  la  persona  de  Abel  Garcia  Tejero. 

RESULTA;  que  el  veinticuatro  de  diciem- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y uno,  Mar- 
cos Bertruy  y John  C.  Staus,  dieron  parte 
al  Comandante  Local  de  El  Progreso,  del 
departamento  del  Petén,  que  en  el  lugar  de- 
nominado El  Tepezcuinte,  Julián  Gallegos 
había  herido,  a machetazos,  al  trabajador 
Abel  Garcia  Tejero,  por  cuyo  motivo  el  ca- 
pataz Delfino  Sánchez  y los  trabajadores 
José  Laines,  Manuel  Guzmán  y Celestino  Es- 
pinosa, capturaron  al  heridor,  conduciéndo- 
lo, en  unión  del  herido,  al  lugar  de  El  Pro- 
greso, en  donde  quedaron  a disposición  de 
¡a  Comandancia,  Indagado  Julián  Galle- 
gos Blanco,  manifestó,  que  el  veintidós  de 
diciembre  de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
se  encontraba  ocupado  en  su  trabajo  en  el 
campamento  del  señor  Natividad  Olán  y sa- 
bia que  el  motivo  por  el  cual  se  le  indagaba 
era  por  haber  herido  a machetazos  a García 
Tejero,  porque  éste  lo  había  amenazado  unos 
días  antes  con  un  rifle  por  una  averiguación 
que  se  seguía  por  unos  víveres,  y que  al  ha- 
cerlo, el  indagado  le  dijo  a García,  que  lo 
mafara  de  una  vez,  pero  que  no  lo  amenazara 
porque  esto  le  dolía  más;  que  el  día  del  he- 
cho, como  a las  tres  de  la  tarde,  en  ocasión 
que  el  declarante  caminaba  para  su  hato, 
se  encontró,  a inmediaciones  de  una  agua- 
da, con  García  y le  dijo:  “Ahora  estamos  en 
un  buen  terreno  ’,  a cuya  expresión  García 
quiso  huir,  dándole  entonces  el  interregado 
el  primer  machetazo  que  lo  hizo  caer  al  sue 
lo,  en  donde  le  siguió  dando  de  machetazos 
yéndose  después  para  su  hato,  a fin  de  que 
lo  aprehendieran,  para  no  comprometer  a 
las  demás  personas  que  en  dicho  hato  se  en- 
contraban. Al  ampliar  su  declaración  inda- 
gatoria, manifestó  : que  no  ratificaba  la  úl- 
tima parte  de  su  primera  declaración  por- 
que dicha  pregunta  no  se  la  hicieron  y que 
los  hechos  pasaron  así : que  en  el  mes  de 
septiembre  en  ocasión  de  que  estaban  reci- 
biendo sus  víveres  y porque  no  le  daban 
completa  una  lata  de  manteca,  el  indagado 
reclamó  al  capataz  Delfino  Sánchez,  pero 


antes  de  que  éste  resolviera.  García  Tejero 
le  dijo  al  declarante;  “O  te  callas  o te  rom- 
po la  madre”,  en  cuyo  momento  preparó 
también  su  rifle  que  tenía  en  las  manos;  a 
lo  que  contestó  el  indagado  que  mejor  lo  ma- 
tara y no  lo  amenazara,  porque  esto  le  dolía 
más  y que  desde  entonces  perdieron  con 
García  la  amistad  que  los  unía,  habiéndose 
trasladado  el  dicente  para  evitar  una  des- 
gracia a otro  hato.  Que  el  día  del  hecho  el 
dicente  tuvo  que  ir  al  hato  que  había  aban- 
donado y a medio  trayecto  del  camino  vió  a 
un  individuo  que  reconoció  ser  Abel  García 
Tejero,  el  que  se  internó  en  el  monte,  y te- 
miendo alguna  desgracia,  se  detuvo  largo 
¡rato,  pero  como  tenía  necesidad  resolvió 
continuar  su  camino  y al  llegar  cerca  de  un 
árbol  seco  de  chicozapote,  salió  García,  di- 
ciéndole ; “Hasta  que  llegó  el  día  en  que  yo 
te  mate”,  y se  le  fué  encima,  tirándole  de 
machetazos,  que  el  declarante  pudo  esqui- 
var, dándole,  al  mencionado  García,  unos 
machetazos,  de  los  cuales  cayó  al  suelo, 
siendo  esto  en  defensa  de  su  persona ; que 
cuando  García  cayó  fodavía  tuvo  alientos  de 
levantarse  y agredir  al  indagado  y enton- 
ces fué  cuando  le  dió  otros  machetazos,  yén- 
dose inmediatamente  a dar  parte  al  capataz, 
porque  creyó  que  no  le  pasaría  nada  y que 
no  era  cierto  que  cuando  cayó  al  suelo  Gar- 
cía le  siguió  dando  de  machetazos.  Abel 
García  manifestó  que  su  heridor  le  profe- 
saba carino  y que  el  dicente  nunca  le  diri- 
gió ninguna  ofensa;  que  el  día  del  hecho 
llegó  a su  campamento  y,  después  se  dirigió 
a una  aguada  para  lavar  una  bolsa  de  ahu- 
lado, y después  de  haberlo  hecho  regresó 
por  un  picado  que  va  al  campamento,  en- 
contrando a medio  camino  a su  heridor,  de- 
trás de  un  chicle  grande  y que,  al  pasar  el 
dicente,  Gallegos  le  tiró  un  machetazo  con 
las  dos  manos,  que  le  alcanzó  la  cabeza, 
botándolo  al  suelo  y allí  le  siguió  dando  de 
machetazos  y al  creer  que  lo  había  matado 
salió  corriendo,  siendo  nueve  los  macheta- 
zos que  le  dió,  y que  al  ver  que  Gallegos  se 
había  ido,  se  levantó  y se  dirigió  a su  cam- 
pamento, en  donde  le  prestaron  los  primeros 
auxilios.  Alfonso  López  Canek,  dijo,  que 
en  ocasión  que  se  encontraba  en  El  Progreso, 
río  San  Pedro,  de  la  jurisdicción  del  pueblo 
de  San  Andiés,  del  departamento  del  Pe- 
tén, con  fecha  veinticuatro  de  diciembre  de 
mil  novecientos  treinta  y uno,  fué  llamado 
por  el  Comandante  Local  de  aquel  lugar,  pa- 
ra que  actúala  tomo  Secretario  accidental 
en  unas  diligencias  criminales  que  iba  a 
instruir,  y con  tal  motivo,  al  siguiente  día, 
le  fué  fomada  su  indagatoria  a Julián  Ga- 
llegos Blanco  la  cual  fué  asentada  como  el 
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referido  Blanco  contestaba  las  preguntas, 
sin  haber  omitido  ninguna  relación  y sin 
haberle  agregado  otra  que  el  expresado  reo 
no  haya  declarado.  A folios  7 y 8 se  en- 
cuentra el  primer  informe  que  dió  el  Doctor 
Héctor  Montano  Novella,  sobre  las  heridas 
que  presentaba  Abel  Garda  Tejero,  en  el 
que  se  hizo  constar  que  eran  graves  y de 
pronóstico  reservado.  A folio  52,  vuelto,  de 
la  primera  pieza  se  amplió  el  prim,er  infor- 
me, en  el  sentido  que  si  el  herido  hubiera 
tenido  auxilios  médicos  adecuados,  se  hubie- 
ra curado  en  sesenta  o noventa  días.  A 
folio  29  obra  la  paitida  de  defunción  de  Abel 
García,  en  la  cual  consta  que  falleció  a con- 
secuencia de  un  foco  neumónico  en  la  ba- 
se del  pulmón  izquierdo  consecutivo  a la  sep- 
ticemia que  originaran  las  nueve  heridas 
producidas  con  arma  cortante. 

RESULTA ; que  llenados  los  demás  trá- 
mites del  plenario,  el  Juez  de  la  causa  dic- 
tó sentencia,  declarando:  que  Julián  Ga- 
llegos Blanco  era  autor  del  delito  de  homi- 
cidio cometido  en  la  persona  de  Abel  Gar- 
cía Tejero,  por  cuyo  delito  le  impuso  la  pe- 
na de  diez  años  de  prisión  correccional,  re- 
bajada en  una  tercera  parte  por  la  circuns- 
tancia atenuante  de  su  confesión,  quedándo- 
le en  consecuencia  la  penia  reducida  a seis 
años  ocho  meses,  haciendo  las  demás  decla- 
raciones correspondientes  en  derecho.  Sen- 
tencia que  fué  confirmada  por  la  Sala  1\ 

RESULTA  : que  al  serle  notificada  al  reo  la 
ejecutoria  de  la  Sala  Primera,  introdujo  el 
presente  recurso  de  casación,  firmando  el 
escrito  en  su  lugar,  por  no  saberlo  hacer, 
Julián  A.  Pineda,  que  fué  defensor  de  él  en 
Primera  Instancia;  pidiendo,  a su  vez,  que 
por  no  habar  Abogado  en  aquel  departamen- 
to, más  que  el  Juez  de  1’  Instancia,  se  pasa- 
ra a un  Procurador  para  que  lo  autorizara. 
El  recurso  de  casación  se  funda  en  violación 
de  ley  y en  quebrantamiento  de  forma,  ci- 
tando, como  violados,  los  artículos  570,  in- 
ciso 5°,  de  Procedimientos  Penales,  y el  304, 
inciso  4'’,  del  Código  Penal ; por  el  quebran- 
tamiento señaló  los  artículos  654,  P.  P.;  35, 
Decreto  Número  273;  y 163,  Ley  Orgánica, 
fundamentando,  además,  su  recurso  en  lo 
dispuesto  por  el  artículo  677,  inciso  8’,  de  P. 
P,  Esta  Corte,  previa  ratificación,  para  los 
efectos  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  683, 
de  Procedimientos  Penales,  mandó  pasar  el 
escrito  al  Procurador  de  la  Salasa  2’,  Licen- 
ciado don  Héctor  ViJlagrán,  quien,  con  fecha 
treinta  y uno  de  marzo  del  corriente  año,  pi- 
dió que  se  tuviera  como  autorizado  con  su 
firma  el  memorial  en  el  cual  introdujo  el  re- 
curso de  casación  Julián  Gallegos  Blanco. 


CONSIDERANDO  : que  el  recurso  de  ca- 
sación puede  interponerse  por  quebranta- 
miento de  forma  contra  las  ejecutorias  pro- 
nunciadas en  juicio  escrito,  en  casos  como  el 
señalado  por  el  recurrente,  o sea  el  compren- 
dido en  el  inciso  8,  del  artículo  677,  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  el  cual  de- 
be relacionarse  con  el  654  del  mismo  Código, 
que  se  citó  entre  los  del  quebrantamiento  de 
forma;  toda  vez  que  en  autos  consta,  de  una 
manera  evidente,  que  al  evacuar  el  traslado 
el  defensor  del  reo  y manifestar  al  Juez  que 
no  Se  habían  podido  practicar  las  pruebas 
ofrecidas  y que  para  que  no  dejaran  de  efec- 
tuarse, convenía  se  ampliara  el  término  pro- 
batorio, se  concretó  a dictar  un  auto  para 
mejor  fallar,  e inmediatamente  después,  sin 
haberse  cumplido  antes  con  lo  que  establece 
el  artículo  543,  de  Procedimientos  Penales, 
profirió  sentencia.  Esta  anomalía  de  pro- 
cedimiento se  hizo  ver  por  el  defensor  del 
reo  ante  la  Sala  pidiendo,  en  consecuencia, 
se  declarara  la  nulidad  consiguiente  y co- 
mo no  se  declaró,  es  procedente  la  declara- 
toria de  que  ha  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  quebrantamiento  de  forma. 
Artículo  687,  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  la  ley  citada  y lo  pre- 
ceptuado en  el  artículo  688,  de  P.  P.,  declara : 
nula  e insubsistente  la  sentencia  que  motivó 
el  recurso  y manda  devolver  los  autos  al 
Juez  de  1-  Instancia  del  Petén,  para  que, 
una  vez  cumplido  lo  que  imperativamente 
dispone  el  artículo  543,  P.  P.,  resuelva  lo  que 
corresponde  en  derecho. 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedente  a donde 
corresponde 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Solazar, 
— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argueta  S. 
— José  Serrano  Mnñoz. — Ante  mí,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintiséis  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  la  Sala 
2‘  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó  el  veinti- 
dós de  febrero  del  año  en  curso,  en  el  pro- 
ceso instruido  contra  Mardoqueo  de  la  Roca 
Monzón  y Salvador  Armas,  como  reos  de 
lesiones  por  imprudencia  temeraria. 
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RESULTA : que  el  veintisiete  de  septiem- 
bre del  año  próximo  pasado,  el  tren  de  car- 
ga extra  número  cincuenta  y seis  que  de  es- 
ta capital  se  dirigía  a Mazateniango,  cho- 
có con  el  tren  número  doscientos  cuatro  que 
venia  procedente  del  Puerto  de  San  José, 
hecho  que  ocurrió  en  el  lugar  llamado  M^au- 
ricio,  jurisdicción  de  Escuintla,  saliendo  le- 
sionado el  conductor  del  tren  de  csurga  Ge- 
rardo Cóbar,  quien  fué  curado  después  de 
treinta  y tres  días  de  asistencia  facultativa. 
De  las  averiguaciones  llevadas  a cabo,  por 
el  Juez  de  Paz  de  Escuintla  y posteriormen- 
te por  el  Juez  de  1’  Instancia  del  mismo  lu- 
gar, llegó  a establecerse  que  el  choque  se 
debió  a un  olvido  del  conductor  del  tren  dos- 
cientos cuatro,  Mardoqueo  de  la  Roca,  y del 
maquinista  del  mismo,  Salvador  Armas,  pues 
en  la  estación  de  Santa  María  habían  reci- 
bido la  guía  que  les  ordenaba  cruce  en  Mau- 
ricio con  el  tren  cincuenta  y seis,  no  obs- 
tante lo  cual  pasaron  dicho  lugar  y una  mi- 
lla más  adelante  se  encontraron  con  el  otro 
tren,  ocurriendo  el  desastre  en  el  acto. 

El  Juzgado  de  1’  Instancia,  en  sentencia, 
el  veintiséis  de  enero  último,  declara  que  los 
procesados  son  reos  del  delito  de  lesiones, 
por  imprudencia  temeraria,  y les  impone  un 
año  de  prisión  correccional,  conmutable  en 
dos  terceras  partes,  a diez  centavos  diarios; 
fallo  que  la  Sala  jurisdiccioinal  confirmó  en 
la  fecha  mencionada  al  principio. 

RESULTA : que  los  reos  interpusieron  el 
presente  recurso,  con  auxilio  del  Abogado 
don  Rafael  Chacón,  por  violación  de  los  ar- 
tícuos  434  y 44  del  Código  Penal  y 568  de 
Procedimientos  Penales,  alegando  que  está 
demostrado  en  el  proceso  que  las  lesiones 
que  sufrió  el  ofendido  fueron  causadas  por 
imprudencia  o negligencia  del  mismo,  por 
haber  ido  distraído  dentro  del  cabuz,  en 
vez  de  estar  atento  a la  marcha  del  tren;  y 
por  otra  parte  la  Sala  debió  haber  declarado 
conmutable  toda  la  pena  y no  sollámente  los 
dos  tercios,  pues  en  los  casos  de  agravación 
o atenuación  y cuando  la  pena  fuere  fin  de 
una  clase  y principio  de  otra,  su  calidad  de- 
be ser  la  de  la  inferior. 

CONSIDERANDO:  que  los  procesados 
soin  convictos  y confesos  del  delito  culposo 
que  cometieron  por  inexplicable  falta  de  cui- 
dado en  el  cumplimiento  de  sus  deberes,  lo 
que  hubiera  podido  haber  causado  mayores 
daños  que  los  que  produjo  con  las  lesiones 
graves  que  sufrió  el  conductor  del  otro  tren, 
Gerardo  Cóbar,  siendo  pueril  la  defensa  en 
lo  que  se  refiere  a la  culpa  del  último,  pues 
de  cualquier  manera,  el  choque  fué  produ- 
cido por  causia  de  los  enjuiciados.  Los  ar- 


tículos 434,  del  Código  Penal,  y 568,  de  Pro- 
cedimientos Penales  no  han  sido,  por  lo  tan- 
to, infringidos  sino  rectamente  aplicados. 

CONSIDERANDO:  que  siendo  la  pena 
correspondiente  al  delito  la  de  un  año  de 
prisión  correccional,  es  inaplicable  al  caso 
la  doctrina  contenida  en  la  última  fracción 
del  artículo  44  del  Código  Penal,  porque  és- 
ta se  refiere  únicamente  a los  casos  en  que 
la  pena  fuere  principio  de  una  clase  y fin 
de  otra  a la  vez,  por  efecto  de  agravación  o 
atenuación,  motivo  por  el  cual  la  Sala  no 
ha  violado  la  disposición  que  se  menciona. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  los  artículos  686  y 690, 
Código  Penal,  desestima  el  recurso  inter- 
puesto y condena  a cada  uno  de  los  reos  a 
la  pena  adicional  de  dos  meses  de  prisión, 
conmutables  a dos  quetzales  diarios. 

Notifíquese,  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Salazar, 
— Carlos  Casfellanos  R. — Alberto  Argueta  S. 
— José  Serrano  Muñoz. — Ante  mi,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintisiete  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la  sen- 
tencia proferida  por  la  Sala  4’  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  el  siete  de  febrero  del  año 
en  curso ; en  la  cual  se  declara : que  la  ac- 
ción criminal  iniciada  por  el  Licenciado 
Francisco  H.  de  León  contra  Cliserio  Mel- 
gar, por  el  delito  de  calumnia,  estaba  pres- 
crita. 

RESULTA:  que  el  seis  de  mayo  de  mil 
novecientos  veintisiete,  Francisco  H.  de 
León  se  presentó  ante  el  Juez  de  P Instan- 
cia de  Retalhuleu,  manifestando : que  los 
señores  Schaeuffler  hermanos  tomaron  a 
mutuo  una  suma  de  pesos  de  Cliserio  Mel- 
gar; que  el  exponente,  como  Abogado  de  este 
último,  trabó  embargo  en  mercadería  sufi- 
ciente e inició  la  demanda  ordinaria  contra 
los  deudores,  quienes  reconocieron  su  firma 
puesta  en  los  documentos  privados  de  obli- 
gación; en  virtud  de  este  reconocimiento  se 
pudo  cambiar  la  acción,  en  ejecutiva,  del  se- 
ñor Melgar;  el  nuevo  director  no  lo  hizo, 
siguió  otro  plan,  de  cuyos  resultados  él  era 
el  responsable;  que  el  señor  Melgar,  sin 
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tener  otro  motivo  que  haber  defendido  sus 
intereses,  sin  lógica  alguna,  se  convirtió  en 
su  enemigo  y no  desperdiciaba  medio  para 
difamarlo,  fulminarle  ante  la  opinión  públi- 
ca, asegurando  que  los  deudores  estaban 
presos  por  su  mala  dirección  y que  era  au- 
tor de  escritura  falsa,  según  lo  tenian  de- 
mostrado los  propios  Schaeuffler,  haciendo 
otras  alegaciones  y acompañando  la  carta  de 
folios  3 y 4 y las  posiciones  absueltas  por 
Melgar,  El  Juez  de  1’  Instancia  de  Retal- 
huleu,  previa  ratificación  del  memorial  pre- 
sentado, citó  a las  partes  para  una  concilia- 
ción, habiéndose  repetido  varias  veces  la 
misma  diligencia  sin  que  tuviera  verificati- 
vo, hasta  que  compareció  don  Fernando  So- 
logaistoa  como  apoderado  del  acusado  y acu- 
sador, Licenciado  don  Francisco  H.  de  León, 
en  cuya  diligencia  se  hizo  constar  que  el  Li- 
cenciado de  León  presentaba  las  posiciones 
absueltas  por  Melgar,  que  obran  desde  el  fo- 
lio 6 al  13 ; Sologaistoa  manifestó  que  reti- 
raba las  expresiones  que  de  León  considera- 
ba calumniosas  y al  mismo  tiempo  presentó 
a los  testigos  Francisco  Porras  y Jesús  Ma- 
ría Grajeda,  quienes,  examinados  al  inte- 
rrogatorio de  folio  101,  contestaron  afirma- 
tivamente. Con  fecha  veinticuatro  de  fe- 
brero de  mil  novecientos  treinta,  la  Sala  4’ 
de  Quezaltenango  declaró  la  nulidad  de  las 
diligencias  de  junta  conciliatoria  verificada 
el  tres  de  octubre  del  mismo  año  y la  nulidad 
de  todo  lo  actuado  con  posterioridad  (dili- 
gencias que  obran  a folio  133).  Con  fecha 
dos  de  septiembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta, el  Juez  de  la  causa  resolvió  el  incidente 
de  cuestión  prejudicial,  propuesta  por  Cii- 
serio  Melgar,  declarando  sin  lugar  la  cues- 
tión propuesta,  auto  que  fué  aprobado  por 
la  Sala  jurisdiccional,  el  veinticuatro  de  ju- 
nio de  mU  novecientos  treinta  y dos. 

RESULTA;  que  llenados  los  trámites  que 
señala  el  procedimiento  para  los  delitos  de 
injurias  y calumnias,  en  conformidad  con 
lo  dispuesto  por  los  artículos  810,  811,  812, 
813,  815,  816,  817,  818  y 821,  P.  P.,  el  Juez 
ya  nombrado,  con  fecha  veintiséis  de  no- 
viembre del  año  pasado  dictó  sentencia,  de- 
clarando absuelto  del  cargo  a Cliserio  Mel- 
gar de  la  calumnia,  porque  le  inició  proce- 
dimiento criminal  el  Licenciado  Francisco 
H.  de  León,  por  falta  de  plena  prueba,  para 
condenarlo.  El  Juez  funda  su  absolución, 
con  la  razón  legal  del  siguiente  consideran- 
do : ‘‘que  con  la.  certificación  acompañada 
por  la  defensa  en  el  acto  de  la  vista  pública 
y que  corre  agregada  a los  folios  197  al  201 
de  autos,  se  demuestra  plenamente,  que  el 
acusado  Cliserio  Melgar  no  es  responsable 


del  delito  de  calumnia  por  el  que  le  acusó 
el  Licenciado  Francisco  H.  de  León,  porque 
en  ella  se  ve,  que  las  posiciones  que  sirvie- 
ron de  base  a la  acusación  fueron  decla- 
radas nulas  por  la  sentencia  de  fecha  diez 
de  agosto  de  mU  novecientos  treinta,  por 
no  haberse  llenado  las  formalidades  en  ella 
indicadas,  fallo  que  fué  debidamente  con- 
firmado por  la  Sala  correspondiente  el  vein- 
ticuatro de  febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y uno.  La  Sala  declaró  que  la  acción  es- 
taba prescrita,  en  virtud  de  que  las  injurias 
o calumnias  prescriben  por  el  transcurso  de 
seis  meses  sin  promover  y constando  de  au- 
tos que  el  seis  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  se  dictó  providencia  conce- 
diendo una  apelación  en  ambos  efectos,  la 
que  fué  notificada  el  mismo  mes  y año,  ha- 
biendo transcurrido  desde  entonces  más  de 
los  seis  meses  estipulados  por  la  ley,  sin  que 
ninguna  de  las  partes  interrumpiera  tal  lap- 
so por  gestión  alguna.  Consta  también  en 
la  causa  que  el  Licenciado  de  León,  hasta  el 
cuatro  de  octubre  de  mil  novecientos  treinta 
y dos,  volvió  a pedir  al  Juez  que  se  señala- 
ra día  para  la  conciliación. 

RESULTA : que  el  Licenciado  Francisco 
H.  de  León  al  serle  notificada  la  ejecutoria 
de  la  Sala  4’,  introdujo  el  presente  recurso 
de  casación,  por  violación  de  ley  y quebran- 
tamiento de  forma,  citando  los  artículos  110, 
del  Código  Penal;  676,  inciso  2°,  y 677  inci- 
so 4“,  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO  : que  no  existe  la  prue- 
ba que  la  ley  requiere  para  llegar  a la  de- 
terminación de  culpabilidad  del  acusado 
Cliserio  Melgar,  y,  por  consiguiente,  debe 
casarse  y anularse  la  sentencia  proferida, 
de  acuerdo  con  los  artículos  677,  inciso  2°, 
y 678,  P.  P. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas  y lo 
que  disponen  los  Arts.  568,  731,  22,  del  De- 
creto Número  1728;  y 27,  Ley  Orgánica,  ca- 
sa y anula  la  ejecutoria  respectiva  y,  re- 
solviendo sobre  lo  principal,  absuelve  del 
cargo  que  se  le  formuló  a Cliserio  Melgar 
por  el  delito  de  calumnia. 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Saíazar. 
— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argueta  S. 
— José  Serrano  Alañoz. — Ante  mí,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintisiete  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  dictó  la 
Sala  2*  de  la  Corte  de  Apelaciones  el  veinti- 
trés de  marzo  último  en  la  causa  instruida 
contra  Carlos  Melgar  Quintana,  por  doble 
delito  de  homicidio. 

RESULTA  : que  el  Procurador  de  la  Sala 
sentenciadora,  que  es  el  recurrente,  funda 
este  recurso  en  que  a Melgar  se  le  procesó 
por  suponérsele  autor  de  las  muertes  de  Je- 
sús Soto  y de  Maximiliano  Herrera  y se  le 
condenó  por  ambos  homicidios  sin  existir 
prueba  plena  en  el  primer  caso  y sin  haber 
base  para  el  procedimiento  en  el  segundo, 
llegando  a la  conclusión  después  de  deteni- 
do estudio,  de  que  el  Tribupal  violó  los  ar- 
tículos 269,  568,  570,  571  y 729,  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

RESULTA:  que  el  delito  de  homicidio  en 
la  persona  de  Jesús  Soto,  se  cometió  el  diez 
y ocho  de  marzo  de  mil  novecientos  diez  y 
siete,  en  la  finca  Cuyutá,  jurisdicción  de 
Masagua,  departamento  de  Escuintla,  pero 
el  reo  íué  capturado  hasta  el  veintitrés  de 
septiembre  del  año  próximo  pasado,  fecha 
en  que  se  continuó  el  procedimiento ; y al 
ser  indagado  el  prevenido  y preguntársele 
si  sabía  cuál  era  el  motivo  de  su  prisión, 
contestó  que  presumía  que  era  por  haber 
dado  muerte  a Maximiliano  Herrera;  con- 
testación que  dió  la  clave  para  averiguar  lo 
que  había  respecto  de  este  hecho,  del  cual 
el  Juzgado  no  tenia  ningún  conocimiento 
Practicadas,  en  efecto,  cuantas  diligencias 
se  creyeron  pertinentes,  se  elevó  a plenario 
la  causa  por  el  doble  homicidio  y nombrado 
defensor  el  Abogado  don  Rafael  Chacón,  es- 
te facultativo  opuso  la  excepción  de  pres- 
cripción como  artículo  de  previo  y especial 
pronunciamiento,  la  cual,  resuelta  por  el 
Juez  favorablemente  al  reo,  fué  desaproba- 
da por  la  Sala. 

El  propio  Tribunal  dictó  sentencia  el  vein- 
ticuatro de  febrero  del  corriente  año  y con- 
sidera que  la  muerte  de  Jesús  Soto  se  en- 
cuentra plenamente  establecida  con  la  par- 
tida de  defunción  y el  informe  de  reconoci- 
miento del  cadáver  por  los  empíricos;  que 
la  culpabilidad  del  reo  está,  asimismo,  pro- 
bada con  la  declaración  de  la  testigo  presen- 
cial, Teodora  o Dolores  Reyes,  y las  declara- 
ciones de  Nicasio  Serrano,  Antonio  Carran- 
za, Trinidad  Morales,  Antonio  Santillana, 
Matilde  Barillas  y Pedro  Godoy,  las  cuales 


concurren  a formar  una  presunción  grave  y 
digna  de  ser  aceptada  por  el  criterio  judicial; 
y en  cuanto  a la  muerte  de  Maximiliano  He- 
rrera, aunque  no  se  pudo  obtener  la  partida 
de  defunción  ni  el  informe  de  las  lesiones 
que  sufrió,  está  comprobado  el  cuerpo  del 
delito  con  la  confesión  del  procesado,  y las 
declaraciones  de  MatUde  Barillas,  Manuel 
Batres,  Ramón  Revolorio  y Patricio  Mora- 
les; y,  por  último,  declara  que  Melgar  es  reo 
de  doble  homicidio  y le  impone  la  pena  de 
veinte  años  de  prisión  correccional  incon- 
mutables, con  las  declaraciones  del  caso. 
La  Sala  2-  confirma  la  sentencia  del  Juez  y 
considera  que  ningún  Decreto  de  indulto 
puede  favorecer  al  reo,  pues  el  738,  de  tres 
de  julio  de  mil  novecientos  diez  y ocho,  no 
le  es  aplicable  por  haber  cometido  el  se- 
gundo homicidio  con  posterioridad  al  vein- 
ticinco de  diciembre  de  mil  novecientos  diez 
y siete,  ni  tampoco  los  números  789,  849,  926 
y 963,  porque  no  sólo  no  se  comprobó  la 
buena  conducta  del  reo  sino  que  consta  lo 
contrario  con  su  reincidencia  en  el  delitó; 
que  la  prescripción  no  procede,  pues  tratán- 
dose de  dos  homicidios,  el  término  que  se 
necesita  para  consumarse  aún  no  ha  trans- 
currido y,  además,  por  la  circunstancia  men- 
cionada de  que  el  reo  cometió  un  nuevo  de- 
lito cuando  se  le  perseguía. 

CONSIDERANDO  : que  el  artículo  269  de 
Procedimientos  Penales,  prescribe  que  en 
todos  los  casos  de  muerte  violenta  se  proce- 
derá a la  autopsia  del  cadáver,  hecho  que  en 
cuanto  a la  muerte  de  Maximiliano  Hernán- 
dez no  pudo  comprobarse,  por  haberse  ex- 
traviado el  proceso  respectivo,  pero  no  sólo 
el  procesado  es  confeso  de  su  delito  sino 
que  tal  confesión  está  corroborada  y es  con- 
gruente con  las  declaracipnes  que  al  respec- 
to rindieron  los  testigos  Matilde  Barillas,  Ma- 
nuel Batres,  Ramón  Revolorio  y Patricio 
Morales,  con  las  cuales  se  establece  que  la 
instrucción  del  crimen  se  verificó,  con  todas 
las  formalidades  legales  y que  Melgar  Quin- 
tana fué  el  autor  de  la  muerte  del  occiso. 
Existe,  por  consiguiente,  justificada  la  ba- 
se del  procedimiento  crimina]  y plena  la 
prueba  que  por  el  expresado  homicidio  se 
necesita  para  infligir  pena  al  reo.  No  hay 
violación,  en  este  caso,  de  los  artículos  269, 
568,  570,  571  y 729,  de  Procedimientos  Pe- 
nales, 

CONSIDERANDO  : que  las  leyes  que  aca- 
ban de  mencionarse  tampoco  están  infringi- 
das en  el  caso  del  homicidio  de  Jesús  Soto, 
porque  la  prueba  de  presunciones  declara- 
da por  los  Tribunales  sentenciadores,  está 
de  entero  acuerdo  con  las  facultades  que  pa- 
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ra  el  efecto  les  otorga  el  artículo  601,  de  Pro- 
cedimientos Penales ; la  prueba  de  la  cul- 
pabilidad de  Melgar  es  plena  y la  peina  está 
de  acuerdo  con  la  ley. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  686  y 690,  de  Pro- 
cedimientos Penales,  desestima  el  recurso  de 
casación  interpuesto. 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Solazar. 
— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argueta  S. 
— José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
veintisiete  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  la  Sala 
4’  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó  en  el 
proceso  seguido  contra  Manuel  Escobar  Her- 
nández por  atentado  y lesiones. 

RESULTA : el  quince  de  abril  de  mü  no- 
vecientos veintisiete,  a las  seis  de  la  maña- 
na, el  Juez  Municipal  de  Catarina,  departa- 
mento de  San  Marcos,  tuvo  noticia  de  que 
se  encontraba  herido  Matías  de  León  y 
trasladándose  al  lugar  del  hecho  inició  las 
averiguaciones  del  caso.  Ocurrió  que  la  no- 
che anterior,  como  a las  nueve,  los  indivi- 
duos Manuel  Escobar  Hernández,  Simeón, 
Raimundo  Rafael  y Domingo  Escobar  y Sal- 
vador López,  llegaron  a la  casa  de  Pedro 
Barrios  y comenzaron  a escandalizar,  por  lo 
que  se  hizo  necesario  acudir  al  auxilio  de 
la  ronda  que  comandaba  el  Alcalde  auxüiar 
de  la  aldea  El  Sitio,  Manuel  Escobar  López, 
para  reprimir  el  desorden;  el  mencionado 
Alcalde  se  presentó  ante  los  escandalosos 
acompañado  de  Matías  de  León,  Patrocinio 
Rodríguez  y Javier  de  León  y los  requirió 
para  que  se  recogieran,  pero  Manuel  Esco- 
bar Hernández,  en  lugar  de  atender  al  Al- 
calde se  le  filé  encima,  agrediéndole  con  una 
barra  de  hierro  con  la  cual  le  causó  una  le- 
sión en  la  cabeza ; Matías  de  León  al  ver 
lo  que  ocurría,  intervino  en  defensa  del  Je- 
fe de  la  escolta  y recibió  varias  heridas,  una 
en  el  cuello,  que  le  causó  con  machete  Ra- 
fael Escobar,  hijo  de  Manuel,  y otra  en  el 
antebrazo  izquierdo  que  le  causó  el  propio 
Manuel  Escobar  Hernández. 


En  la  sentencia  de  Primera  Instancia  dic- 
tada por  el  Juez  departamental  de  San  Mar- 
cos, el  diez  y nueve  de  agosto  de  mil  nove- 
cientos veintisiete,  se  considera  establecido 
el  cuerpo  del  delito  con  los  informes  de  los 
médicos  que  establecen  que  Matías  de  León 
fué  lesionado  con  arma  cortante,  tardando 
su  curación  un  mes  ocho  días,  y Manuel  Es- 
cobar López  fué  lesionado  con  arma  con- 
tundente y curó  en  seis  días ; que  con  las 
declaraciones  de  Margarita  Sandoval,  y Pa- 
trocinio Rodríguez  queda  probado  que  los 
reos  Manuel  y Rafael  Escobar  cometieron 
el  delito  de  atentado;  que  analizando  la 
prueba  de  testigos,  de  cargo  y defensa,  se 
establece  que  Rafael  Escobar  fué  quien  hi- 
rió a Matías  de  León;  y,  por  último,  que 
Manuel  Escobar  fué  el  autor  de  la  lesión 
que  sufrió  su  homónimo  Manuel  Escobar 
López,  pero  como  esta  lesión  sólo  tardó  seis 
días  para  curarse,  el  hecho  es  coinstitutivo 
de  falta;  razones  todas  que  fundamentan  el 
fallo  que  declara  a Escobar  Hernández,  reo 
de  atentado  contra  la  autoridad,  por  lo  que 
le  impone  la  pena  de  tres  años  de  prisión 
correccional,  rebajada  en  una  tercera  parte 
por  su  buena  conducta  en  la  prisión  y con- 
mutable en  dos  tercios  el  resto  a veinticin- 
co centavos  diarios ; y,  por  la  lesión  leve  que 
sufrió  el  mismo  Alcalde  auxiliar  le  impone 
veinte  días  de  prisión  simple,  conmutable 
en  su  totalidad,  en  la  misma  proporción. 

El  proceso  pasó  a la  Sala  4*,  desde  el 
treinta  de  agosto  de  mil  novecientos  veinti- 
siete, en  consulta,  y hasta  el  trece  de  enero 
del  año  en  curso  dictó  la  sentencia  que  se 
examina,  comprensiva  de  los  puntos  siguien- 
tes : 1’,  considera  probada  la  preexistencia 
de  los  hechos  constitutivos  de  atentado  y 
lesiones ; 2’,  tiene  como  probada  la  culpa- 
bilidad de  Manuel  Escobar  Hernández  co- 
mo autor  del  atentado  en  la  persona  del  Al- 
calde auxiliar  de  la  aldea  San  Juan  Melen- 
dres,  con  las  declaraciones  de  los  testigos 
Patrocinio  Rodríguez,  Margarito  Sandoval  y 
Javier  de  León;  3'^  declara  probado,  asimis- 
mo, que  la  lesión  sufrida  en  el  cuello  por 
Matías  de  León,  le  fué  inferida  por  Rafael 
Escobar  y la  de  la  muñeca  de  la  mano,  por 
Manuel  Escobar  Hernández;  4°,  que  a este 
último  se  le  debe  castigar  por  los  dos  deli- 
tos, aplicándosele  los  artículos  140  y 304, 
inciso  3'’,  del  Código  Penal ; y que  la  lesión  su- 
frida por  el  Alcalde  auxiliar  es  constitutiva 
de  falta ; en  consecuencia,  aprueba  la  sen- 
tencia consultada,  con  las  modificaciones  de 
que  Manuel  Escobar  Hernández  es  reo  de 
lesiones  y atentado  a la  autoridad,  delitos  por 
los  cuales,  atendiendo  a que  las  lesiones  que 
causó  dejaron  impedimento  permanente  en 
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los  dedos  de  la  mano  izquierda,  debe  sufrir 
tres  años  de  prisión  por  cada  uno,  conmuta- 
bles en  dos  terceras  partes,  a diez  centavos 
diarios,  sin  rebajársele  la  tercera  parte  por 
buena  comducta  como  lo  había  hecho  el  Juez ; 
en  cuanto  a la  falta  le  permite  conmutar 
también  a diez  centavos  diarios,  quedando 
firme  en  lo  que  respecta  al  procedimientc 
que  queda  abierto  contra  el  reo  prófugo,  Ra- 
fael Escobar.  El  Procurador  de  la  Sala  in- 
trodujo el  presente  recurso  de  casación  con- 
tra dicho  fallo,  por  violación  de  ley  expresa, 
citando,  como  infringidos,  los  artículos  140, 
141,  304,  inciso  3”,  del  Código  Penal;  y 568 
de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO  : que  el  delito  de  aten- 
tado está  plenamente  establecido  con  las 
declaraciones  de  los  testigos  presenciales 
examinados  en  la  causa,  tal  como  lo  estima 
la  Sala  sentenciadora,  pero  tratándose  de 
agresión  a un  Alcalde  auxüiar,  como  era  el 
ofendido,  el  caso  debe  castigarse  dentro  de 
lo  dispuesto  en  el  artículo  141  del  Código 
Penal,  porque,  según  lo  prescrito  en  el  ar- 
tículo 119  del  Decreto  242  (Ley  de  Muni- 
cipalidades), los  Alcaldes  auxiliares  tienen 
el  carácter  de  agentes  de  policía.  Como  el 
Tribunal  sentenciador  aplicó  la  pena  de  tres 
años  que  debe  imponerse  a los  autores  de 
atentado  contra  las  autoridades  hay  que  ca- 
sar la  sentencia  por  violación  del  artículo 
141,  citado  por  el  recurrente. 

CONSIDERANDO:  que,  asimismo,  el  de- 
lito de  lesiones  cometido  en  !a  persona  de 
Matíias  de  León  está  plenamente  demostra- 
do con  los  mismos  testigos,  sin  que  la  prue- 
ba de  la  defensa  haya  podido  destruir  el  va- 
lor que  producen  y el  convencimiento  que 
causan  en  el  ánimo  judicial  de  la  delincuen- 
cia de  los  enjuiciados.  Según  los  informes 
de  los  médicos  forenses,  las  lesiones  fueron 
graves  y la  que  sufrió  Escobar  López  en  el 
dorso  del  puño  izquierdo,  que  fué  la  causa- 
da por  el  reo  Escobar  Hernández,  le  dejó 
impedimento  permanente  de  dos  dedos  de 
la  mano,  lo  que  motiva  la  aplicación,  inciso 
3",  del  artículo  304,  del  Código  Penal. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y de  lo 
dispuesto  en  el  artículo  676,  inciso  3'',  686  y 
687,  de  Procedimientos  Penales,  casa  y anu- 
la la  sentencia  recurrida  y,  resolviendo  so- 
bre lo  principal,  declara : que  Manuel  Esco- 
bar Hernández  es  autor  de  los  delitos  de  le- 
siones graves  y atentado  contra  los  agentes 
de  la  autoridad;  le  impone  dos  años  de  pri- 
sión correccional  por  la  primera  infracción, 
y tres  años,  de  la  misma  pena,  por  la  segun- 
da, ambas  conmutables  en  dos  terceras  par- 


tes, a razón  de  diez  centavos  de  quetzal  dia- 
rios; le  suspende  en  el  ejercicio  de  sus  dcr 
rechos  políticos  durante  el  tiempo  de  la 
condena;  le  obliga  al  pago  de  las  responsa- 
bilidades civiles  y le  exonera  de  la  reposi- 
ción del  papel,  dejando  abierto  el  procedi- 
miento contra  Rafael  Escobar,  reo  prófugo. 
La  rebaja  que  al  reo  le  corresponde  por  el 
Decreto  de  indulto  que  le  favorece  la  hará 
efectiva  la  Presidencia  de  esta  Corte  al  liqui- 
dar la  pena. 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a donde 
corresponde. 

Gmo.  S.  de  Tejada. — Federico  O.  Salazar. 
— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argweta  S. 
— José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
quince  de  mayo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  que  dictó  la  Sala  2'  de  la  Corte  de 
Apelaciones  con  fecha  diez  de  abril  del  año 
en  curso  en  la  causa  instruida  contra  Ra- 
fael Quinteros  Alvarez  por  el  delito  de  ho- 
micidio, cometido,  por  imprudencia  teme- 
raria, en  la  persona  del  menor  Rafael  Tur- 
cios;  en  la  cual  sentencia  confirma  la  que 
profirió  el  Juez  4’  de  U Instancia  de  esta 
ciudad,  con  la  modificación  que  el  reo  pue- 
de conmutar  hasta  las  dos  terceras  parte.s 
de  la  condena,  pero  a veinticinco  centavos 
de  quetzal  por  día.  La  causa  se  instruyó 
por  el  Juez  de  Paz  de  San  José  Pínula,  en 
virtud  de  la  denuncia  de  Rogelia  de  Tur- 
cios,  en  la  que  manifestó : que  había  sido 
atropellado  su  hijo  Rafael  por  Quinteros  Al- 
varez. Presenciaron  el  hecho : Guillermo 
G.  Quiñónez,  Rafael  Sánchez  Navas  y Ju- 
ventina  Monterroso,  así  como  también  Isa- 
bel Machado  y María  Antonia  Cordero.  Ra- 
fael Sánchez  expuso : que  el  día  trece  de 
mayo  del  año  pasado,  como  a las  tres  de  la 
tarde  poco  más  o menos  se  encontraba  en 
la  tienda  de  comestibles  de  doña  Elisa  Mon- 
terroso, comprando  algunos  objetos,  que 
después  se  encaminó  hacia  el  centro  de  la 
población  y en  el  momento  en  que  pasaba 
frente  a la  cantina  "El  Teocinte"  vió  a Ra- 
fael Quinteros  en  estado  de  ebriedad,  quien 
iba  a caballo,  atropellando  en  ese  instante 
con  la  bestia  al  niño  Rafael  Turcios.  Sus- 
tancialmente declararon  en  la  misma  forma 
Guillermo  García  y Juventino  Monterroso. 
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RESULTA  : que  Rafael  Quinteros,  al  ser 
indagado,  manifestó : que  el  tres  de  mayo 
del  presente  año,  al  pasar  frente  a la  can- 
tina “El  Teocinte”,  un  niño  que  caminaba 
de  Oriente  a Poniente,  lo  atropelló  el  caba- 
llo que  el  declarante  montaba,  ocasionándo- 
le una  herida  en  el  pie  derecho  y aseguró, 
por  último,  que  el  hecho  habia  sido  casual 
y que  con  Buenaventura  Turcios  trató  de 
arreglar  el  asunto  amigablemente,  habién- 
dole dado  veinticinco  quetzales  para  la  cu- 
ración del  menor.  En  el  plenario,  el  de- 
fensor del  reo  trató  de  demostrar,  con  el 
dicho  de  Felipe  Garcia,  Francisco  Con,  Fe- 
lipe Ordóñez  y Tránsito  Urbina,  que  la  ac- 
ción de  Quinteros  Alvarez  habia  sido  un 
mero  accidénte.  A folio  22  aparece  el  in- 
forme del  Director  del  Hospital  Americano, 
en  el  cual  se  asegura  que  el  menor  Rafael 
Turcios  murió  de  una  anemia  profunda.  A 
folio  24  aparece  la  partida  de  defunción  del 
menor  ya  nombrado. 

RESULTA : que  llenados  los  demás  trá- 
mites del  plenario,  el  Juez  de  la  causa  pro- 
firió sentencia,  declarando  : que  Rafael  Quin- 
teros Alvarez  era  autor  del  delito  de  homi- 
cidio cometido  por  imprudencia  temeraria, 
por  cuya  infracción  le  impuso  la  pena  de 
tres  años  do  prisión  correccional  rebajados 
en  una  tercera  parte  por  la  circunstancia 
atenuante  de  haber  querido  reparar  el  mal 
causado,  permitiéndole  conmutar  hasta  las 
dos  terceras  partes  de  la  pena,  a razón  de 
quince  centavos  de  quetzal  por  dia,  hacien- 
do las  demás  declaraciones  legales. 

RESULTA:  que  la  Sala  2-  al  confirmar  la 
sentencia  del  Juez  4’  lo  hizo  con  la  modi- 
ficación de  que  se  hizo  mención  en  la  par- 
te expositiva  de  este  fallo.  El  reo  al  serle 
notificada  la  ejecutoria  de  la  Sala  con  auxi- 
lio del  Licenciado  Alfredo  Alarcón,  interpu- 
so el  presente  recurso  de  casación  por  vio- 
lación de  Ley,  citando  como  infringidos  los 
artículos  siguientes:  11,  15,  434,  Código  Pe- 
nal; artículo  2^  Decreto  1740:  568,  571,  573 
y 584,  P.  P.  Pedidos  los  antecedentes  y se- 
ñalado día  para  la  vista,  es  el  caso  de  resol- 
ver lo  que  procede  en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  la  Sala  senten- 
ciadora no  violó  los  artículos  568,  571,  573  y 
584,  de  Procedimientos  Penales,  toda  vez 
que  en  la  causa  hay  plena  prueba  de  la  cul- 
pabilidad de  Quinteros  Alvarez,  pues  exis- 
ten más  de  dos  testigos  idóneos  y conte.stes ; 
fuera  de  que  los  testigos  propuestos  por  la 
defensa,  no  destruyen,  en  nada,  el  valor 
probatorio  de  los  testigos  de  cargo ; y,  por 
consiguiente-,  el  Tribunal  sentenciador  hizo 
recta  aplicación  de  los  artículos  citados. 


CONSIDERANDO:  que  el  artículo  2"  del 
Decreto  Número  1740,  preceptúa  que  los 
Tribunales  permitirán  la  conmutación  has- 
ta en  las  dos  terceras  partes  de  la  pena  dé 
prisión  correccional  cuando  no  exceda  de 
cinco  años  y también  establece  que  la  conmu- 
tación se  regulará  entre  una  mínima  de 
diez  centavos  de  quetzal  y una  máxima  de 
tres  quetzales  por  día,  atendiendo  a la  gra- 
vedad del  hecho  y a las  circunstancias  eco- 
nómicas del  penado.  En  consecuencia,  la 
Sala  sentenciadora,  al  permitir  la  conmu- 
tación de  las  dos  terceras  partes  de  la  con- 
dena, a razón  de  veinticinco  centavos  de 
quetzal  por  día,  en  lugar  de  violar  el  ar- 
tículo transcrito,  cumplió  con  los  preceptos 
que  él  contiene. 

CONSIDERANDO : que  la  culpabilidad 
del  actor  de  un  hecho  punible  es  dolosa 
cuando  conoció,  previo  y quiso  la  consecuen- 
cia antisocial  de  su  acto.  Por  el  contrario 
cuando  no  la  previo,  pero  pudo  y debió  pre- 
verla como  en  el  caso  que  se  examina  es 
responsable  por  culpa,  ya  que,  en  el  con- 
cepto juridico-legal  de  la  imprudencia  te- 
meraria, requiere  como  esenciales  los  tres 
elementos  siguientes:  primero,  acción  u omi- 
sión voluntaria  no  maliciosa;  segundo,  un 
mal  efectivo  y concreto ; y,  tercero,  existen- 
cia indiscutible  de  una  relación  de  causa  a 
efecto  que  ligue,  por  medio  evidente,  ambos 
extremos.  Por  cuya  razón  la  Sala  senten- 
ciadora no  violó  el  artículo  434  del  Código 
Penal,  ni  el  11  y el  15  del  mismo  Código. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas  y lo 
que  disponen  los  artículos  676,  686  y 690. 
P.  P.;  22,  Decreto  Número  1728;  y 27,  Ley 
Orgánica,  desestima  el  recurso  de  casación, 
por  improcedente,  e impone  al  recurente  la 
pena  adicional  de  quince  días  de  prisión 
simple,  conmutables  a razón  de  veinticin- 
co centavos  de  quetzal  por  día. 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
queta S. — J.  C.  Martínez  Perales. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
trece  de  junio  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Vista,  para  resolver,  la  aclaración  pedida 
por  Rafael  Quinteros  Alvarez,  de  la  senten- 
cia que  esta  Corte  dictó  el  quince  de  máyo 
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del  año  en  curso,  en  virtud  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  el  reo,  con  motivo 
de  la  sentencia  condenatoria  que  profirió  el 
Juez  4"  de  1'  Instancia  de  esta  capital  en 
la  causa  instruida  en  su  contra  por  el  deli- 
to de  homicidio,  cometido  por  imprudencia 
temeraria  y que  confirmó  la  Sala  2-  de  la 
Corte  de  Apelaciones. 

La  aclaración  pedida  se  funda  en  que 
considera  obscura,  ambigua  y contradicto- 
ria la  sentencia  en  la  parte  en  que  se  dijo 
que  los  testigos  propuestos  por  la  defensa  no 
destruían  en  nada  el  valor  probatorio  de  los 
testigos  de  cargo ; y, 

CONSIDERANDO  : que  si  bien  se  dijo  lo 
que  manifiesta  Quinteros  Alvarez  en  su  es- 
crito de  aclaración,  en  uno  de  los  conside- 
randos, fué  porque  en  la  causa  aparecen 
más  de  dos  testigos  presenciales,  que  quiso 
destruirse  su  valor  probatorio  con  otros  tes- 
tigos, quienes,  al  declarar,  sólo  contestaron 
afirmativamente  al  interrogatorio  presenta- 
do por  el  defensor,  sin  dar  razón  de  su  di- 
cho. En  la  parte  resolutiva  de  la  senten- 
cia, se  dice,  de  una  manera  clara,  sin  am- 
bigüedad ni  contradicción  alguna,  que  se 
desestima  el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  el  reo  Rafael  Quinteros  Alvarez,  por 
improcedente,  imponiéndosele  la  pena  adi- 
cional de  quince  días  de  prisión  simple,  con- 
mutables a razón  de  veinticinco  centavos 
de  quetzal  por  dia.  Artículos  647,  648  y 
650,  P.  P. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas  y lo 
dictaminado  por  el  Fiscal  de  la  Sala  2-,  de- 
clara sin  lugar  la  aclaractón  pedida. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos. 

Reina  Andradc. — Salazar. — Castellanos  R. 
— Argueta  S.  — Martínez  Perales.  — Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y seis  de  mayo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista,  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  relatará,  proferida  en  el 
proceso  in.struído  contra  Rogelio  Santizo 
Estrada,  por  el  delito  de  homicidio,  perpe- 
trado en  la  persona  de  Augusto  Santiago. 

RESULTA:  que  el  Juez  Segundo  de  Paz 
de  Quezaltenango,  con  fecha  veinticinco  de 
enero  de  mil  novecientos  treinta  y uno,  ini- 


ció la  causa  ein  virtud  de  haber  tenido  noti- 
cia por  el  rumor  público,  de  que  en  la  Octa- 
va Avenida  Norte  de  dicha  ciudad,  se  en- 
contraba gravemente  herido  un  hombre  y al 
constituirse  en  ese  lugar,  frente  al  Instituto 
Froebeliano,  constató  que  yacía  en  posición 
supina  Augusto  Santiago,  quien  respiraba 
fuertemente,  ya  no  podía  hablar  y tenia  una 
lesión  en  el  brazo  derecho,  producida  con 
arma  punzante;  otra  sobre  la  clavícula  de- 
recha; y,  por  último,  dos  en  el  costado  iz- 
quierdo. Según  se  desprende  del  informe 
médico  legal,  el  ofendido  recibió  tres  heri- 
das, de  las  cuales  la  tercera,  situada  atrás 
de  la  línea  axilar  anterior  izquierda  y a cua- 
tro centímetros  abajo  de  la  axila,  atravesó 
la  piel,  el  tejido  celular  subcutáneo,  los 
músculos  intercostales  del  cuarto  espacio  in- 
tercostal, la  pleura  izquierda,  el  borde  an- 
terior del  pulmón  izquierdo,  la  cara  exter- 
na del  pericardio,  el  ventrículo  izquierdo,  el 
tabique  interventricular,  llegando  hasta  el 
ventrículo  derecho ; la  lesión  del  ventrículo 
izquierdo  ocasionó  una  gran  hemorragia  den- 
tro de  la  pleura  izquierda  y dentro  del  pe- 
ricardio; y,  en  consecuencia,  Santiago  falle- 
ció a causa  de  la  herida  penetrante  del  cora- 
zón. La  muerte  fué  instantánea  y,  por  lo 
tanto,  no  pudo  sometérsele  a tratamiento  al- 
guno. En  el  parte  que  el  Comandante  de  la 
Primera  Demarcación  de  Policía,  Vidal  Sa- 
lazar, dió  al  Juez  Segundo  de  Paz,  consig- 
nó, entre  otras  cosas,  que,  en  los  momentos 
en  que  pedía  auxilio  el  Inspector  Augusto 
Anzueto,  llegó  el  agente  de  Tráfico.  Anto- 
nio A.  de  León,  quien  conducía  a Plutarco 
Reyes,  individuo  que  fué  detenido  por  Juan 
J.  Rodas,  que  vive  detrás  de  la  casa  de  Ro- 
gelio Santizo,  porque,  según  manifestó  Ro- 
das, Reyes,  en  compañía  de  Santizo,  pasa- 
ron corriendo  dentro  de  su  ca^a,  habiendo 
roto  Rogelio  una  puerta  de  madera  para 
huir;  y,  por  último,  agregó  el  Comandan- 
te Salazar:  que  cuando  se  constituyó  en 
casa  de  Julia  Rodas  viuda  de  Estrada,  allí 
se  murmuraba,  con  insistencia,  que  Rogelio 
Santizo  había  dado  muerte  a Augusto  San- 
tiago, entrándose,  en  seguida,  a la  morada 
de  Buenaventura  Santizo.  Hercilia  Améz- 
quita  refiere  que  la  noche  del  suceso  llega- 
ron a su  casa  Augusto  Santiago  y su  herma- 
na Elvira;  Santiago  se  dirigió  luego  para 
la  esquina,  hablando  con  Justiniano  Rodas  y 
Elvira  le  dijo  a la  dicente  que  tratara  de 
que  Augusto  no  alegara  más  con  Rodas ; 
y al  llegar  ella  (la  Amézquíta)  donde  estaban 
dichos  sujetos  oyó  que  Rodas  decía:  “No  fui 
yo  quien  te  insultó,  sino  ésta”,  señalando  al 
mismo  tiempo  a Rosario  Estrada  Rodas, 
quien  se  acercaba  en  esos  momentos  y le 
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decía  a Justiniano:  “No  le  hagas  caso  a 
éste”  . . .y  cogiendo  del  brazo  a Justiniano 
se  dirigieron  a casa  de  Julia  Rodas  viuda  de 
Estrada;  entonces  la  dicente  tomó  del  bra- 
zo a Santiago  y lo  conducía  a la  casa  cuan- 
do Santizo,  separándose  de  un  grupo  que 
salía  de  la  morada  de  Julia  Rodas  viuda  de 
Estrada  se  dirigió  hacia  donde  estaba  su 
cuñado  Augusto  y diciéndole ; "Parate  hijo 
de.  . . con  una  daga  lo  agredió,  causándole 
una  lesión  que  le  produjo  un  vértigo,  des- 
pués de  haber  caminado  come  una  cuadra; 
que  momentos  antes  de  que  Santizo  ataca- 
ra a Santiago,  Rosario  Estrada,  Julia  del 
mismo  apellido  y Julia  Rodas  viuda  de  Es- 
trada, en  compañía  de  una  sirviente,  Plutar- 
co Reyes  y Justiniano  Rodas,  atacaron,  con 
piedras  y palos,  a su  cuñado  Augusto  Santia- 
go; Reyes  golpeó  también  a su  hermana, 
Elvira  Amézquita;  y que  Juha  Rodas  se 
causó  una  herida  en  la  cabeza  al  darle  un 
trancazo  a Santiago.  Reyes  dijo;  que  entró 
a la  casa,  en  auxilio  de  Julia  viuda  de  Estra- 
da, a quien,  momentos  antes,  Augusto  San- 
tiago le  pegaba  con  bastón;  cuando  estaba 
en  el  interior  cerraron  las  puertas,  por  ha- 
ber entrado  corriendo  Santizo ; el  declaran- 
te, en  busca  de  salida,  siguió  a dicho  sujeto 
y al  preguntarle  qué  ocurría,  éste  le  respon- 
dió ; “Sígame  y cállese”.  Julia  Rodas  viu- 
da de  Estrada,  dijo  que  oyó  unos  gritos  y al 
salir  vió  que  cuatro  mujeres,  quienes  viven 
en  casa  de  Urbano  Rodas,  le  pegaban  a su 
hija  Rosario,  y al  intervenir,  para  evitarlo, 
Augusto  Santiago  le  dió  un  golpe  en  la  ca- 
beza, a consecuencia  del  cual  cayó  al  suelo, 
habiéndose  roto  el  palo  que  usó  el  menciona- 
do individuo ; que  Rogelio  Santizo  vive  en 
su  casa,  maridablemente,  con  su  hija  Rosa- 
rio López  y,  después  de  lo  sucedido,  ya  no 
entró  a su  morada.  Elvira  Amézquita,  quie.n 
aseguró  ser  esposa  de  Santiago,  se  produjo 
en  los  mismos  términos  que  su  hermana  Her 
cilia,  constituyéndose  formal  acusadora  del 
enjuiciado.  Carmen  Gálvez  Medina,  Rosa- 
rio Estrada,  los  agentes  de  Policía  Fernando 
Galíndo  y Santiago  Minera,  declararon  ha- 
ber tenido  noticia,  por  el  rumor  público,  de 
que  Rogelio  Santizo  era  el  autor  del  homi- 
cidio perpetrado  en  la  persona  de  Augusto 
Santiago.  Serapio  Estrada  Dubón,  hermano 
político  de  Augusto  Santiago,  dijo  ; que  Zoi- 
la Peláez  le  refirió  que  dicho  señor  había 
sido  herido  por  Rogelio  Santizo.  El  reo  ne- 
gó su  delincuencia  y trató  de  establecer ; 1", 
que  es  un  hombre  honrado;  2'’,  que  el  vein- 
ticinco de  enero  de  mil  novecientos  treinta 
y uno  ni  de  día  ni  por  la  noche  estuvo  en 
Salcajá;  y 3".  que  la  testigo  Hercilia  Améz- 
quita, tiene  interés  directo  en  la  causa,  por 


ser  hermana  de  Elvira  Amézquita,  quien  se 
constituyó  acusadora  en  el  proceso.  El  Juez 
Primero  departamental  de  Quezaltenango 
dió  fin  a la  causa  absolviendo  de  la  Instancia 
al  procesado.  La  Sala  Cuarta,  con  fecha 
veintitrés  de  marzo  del  corriente  año,  co- 
nociendo a virtud  de  apelación  interpuesta 
por  el  apoderado  de  la  parte  acusado'ra,  del 
fallo  de  Primera  Instancia,  condenó  a Roge- 
lio Santizo  Estrada  a sufrir  la  pena  de  diez 
años  de  prisión  correccional,  inconmutables, 
rebajada  en  una  tercera  parte  por  concurrir, 
a favor  del  reo,  la  atenuante  que  señala  el 
artículo  21,  fracción  V y,  además,  en  dicho 
fallo,  el  Tribunal  que  acaba  de  mencionar- 
se, hace  las  declaraciones  que  correspon- 
den con  relación  a las  penas  accesorias  que 
también  se  imponen  al  enjuiciado.  El  reo, 
con  auxilio  del  Licenciado  G.  Jacinto  Soto- 
mayor,  introdujo  recurso  de  casación  contra 
el  pronunciamiento  de  la  Sala  Cuarta  de 
Apelaciones,  denunciando,  como  infringidos, 
los  artículos  296,  del  Código  Penal;  259, 
389,  593,  566,  568,  570,  inciso  U,  571,  573, 
580,  incisos  2"  y 8',  581,  inciso  2°,  583,  inciso 
U,  584,  593,  594,  601,  730,  596,  597,  731.  735, 
inciso  2“’,  y 595,  del  Código  de  P.  P. 

CONSIDERANDO;  que  lo  expuesto  por 
Hercilia  Amézquita,  el  Comandante  Salazar, 
Plutarco  Reyes,  Carmen  Gálvez  Medina,  Ro- 
sario Estrada,  los  agentes  del  orden  público 
Fernando  G alindo  y Santiago  Minera  y el 
rumor  público  que  desde  los  primeros  mo- 
mentos del  crimen  sindicó  a Santizo  como 
autor  del  hecho  delictuoso,  constituyéndose 
la  prueba  plena  que  aprecia  la  Sala  para 
condenarlo,  prueba  que  no  logró  desvirtuar 
el  reo  con  el  testimonio  de  las  personas  que 
presentó  para  establecer  la  coartada,  toda 
vez  que.  dada  la  distancia  qi'e  hav  entre  la 
ciudad  de  Quezaltenango  y Salcajá  y lo  fá- 
cil que  es  llegar  de  una  a otra  de  dichas  po- 
blaciones, valiéndose  de  los  medios  de  lo- 
comoción existentes,  es  posible  que  el  reo 
haya  estado  primero  en  Salcajá  y en  segui- 
da en  Quezaltenango.  La  deposición  de 
HlercUia  Amézquita,  si  bien  es  cierto  que 
tiene  tacha  legal  ñor  estar  probado,  con  el 
documento  auténtico  que  obra  en  autos,  que 
dicha  señora  es  hermana  de  Elvira  Améz- 
quita, quien  figura  en  la  causa  como  parte 
acusadora,  también  lo  es  que,  de  conformi- 
dad con  lo  estatuido  en  el  artículo  600  del 
Código  de  P.  P.,  esta  declaración  corres- 
ponde apreciarla  como  una  presunción,  se- 
gún el  prudente  arbitrio  del  Tribunal  sen- 
tenciador. Que  sirviendo  de  base  al  fallo 
de  examen  la  prueba  indirecta  ya  relacio- 
nada, estando  probados  los  hechos  en  que 
se  fundan  las  presunciones  y correspon- 
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diendo  a los  Tribunales  de  Instancia  la  apre- 
ciación jurídica  de  éstas,  es  indudable  que 
no  pudieroin  ser  infringidos  los  artículos  566, 
568,  570,  inciso  1",  571,  573,  580,  inciso  2°, 
583,  inciso  1’,  584,  593,  594,  595,  596,  597,  601 
y 735,  inciso  2",  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales. 

CONSIDERANDO : que  el  artículo  259, 
del  Código  de  P.  P.,  no  fué  violado,  porque 
com  la  partida  de  defunción  y el  informe  de 
la  autopsia,  practicada  al  cadáver  de  Augus- 
to Benigno  Santiago,  quedó  establecido  en 
autos,  respectivamente,  que  dicho  sujeto,  a 
las  nueve  y media  de  la  noche  del  veinti- 
cinco de  enero  de  mil  novecientos  treinta  y 
uno,  en  la  casa  número  diez  y nueve  de  la 
Octava  Avenida  Norte  de  la  ciudad  de  Que- 
zaltenango,  falleció  de  hemorragia,  causa- 
da por  una  herida  penetrante  del  corazón ; 
y,  además  de  dichos  instrumentos,  corre 
agregada  al  proceso  el  acta  de  la  inspección 
ocular,  practicada  por  el  Juez  Segundo  de 
Paz  de  Quezaltenango,  tan  pronto  como 
tuvo  conocimiento  de  haberse  perpetrado 
el  crimen. 

CONSIDERANDO:  que  el  artículo  539, 
del  C.  de  P.  P.,  no  fué  infringido,  porque  al 
folio  treinta  y ocho  del  proceso,  consta  que 
la  parte  acusadora,  Elvira  Amézquita,  con 
fecha  once  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y dos,  formalizó  su  acusación,  pero 
como  en  ese  mismo  escrito  solicitó  la  recep- 
ción a prueba,  el  Juez  la  decretó  sin  más 
trámites. 

CONSIDERANDO  : que  dada  la  forma  en 
que  ocurrió  el  hecho  es  indudable  que  de- 
be calificarse  comh  un  homicidio,  pero  no 
en  riña  tumultuaria,  pues  Santiago  y Santi- 
zo  no  riñeron  y al  primero  no  le  atacaron 
varias  personas  de  una  manera  indelibera- 
da y confusa,  sino,  por  el  contrario,  fué  San- 
tizo,  quien,  después  del  incidente  a que 
alude  Hercilia  Amézquita,  injurió  a Santia- 
go, hiriéndole  mortalmente;  y,  en  ese  con- 
cepto, tampoco  fué  infringido  el  artículo 
296  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  el  clamor  públi- 
co persiguió  al  enjuiciado  desde  el  momen- 
to en  que  cometió  el  crimen  y precisamente 
este  rumor  fué  el  que  llegó  hasta  el  Juez 
V de  Paz,  quien,  al  enterarse  de  lo  sucedido, 
inició  las  primeras  diligencias;  clamor  que, 
en  manera  alguna,  puede  desvirtuar  el  he- 
cho de  haber  huido  el  reo  del  lugar  en  don- 
de se  perpetró  el  delito,  para  preparar  la 
coartada  y presentarse  voluntariamente  al 
Juez  de  la  causa,  cuando  ya  había  transcu- 


rrido más  de  un  año  de  haberse  cometido 
el  acto  punible;  razón  por  la  cual  no  pudo 
ser  infringido  el  artículo  389,  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  el  inciso  2",  del 
articulo  581  no  fué  infringido,  porque  si 
bien  es  cierto  que  en  un  principio  se  inte- 
rrogó a Plutarco  Reyes  por  haber  apareci- 
do con  el  sombrero  manchado  de  sangre, 
también  lo  es  que  ya  más  tarde  no  se  le 
comprendió  en  el  proceso  ni  en  la  senten- 
cia de  examen  ora  como  co-reo,  cómphee  o 
en  calidad  de  encubridor  del  delito  pesqui- 
sado. 

CONSIDERANDO  : que  el  articulo  580  só- 
lo contiene  cuatro  incisos,  y,  por  consiguien- 
te, no  pudo  ser  violado  el  octavo,  que  el  re- 
currente cita  en  su  escrito  de  casación. 

CONSIDERANDO:  que  no  pueden  los 
Tribunales  aplicar  de  una  manera  simultá- 
nea las  disposiciones  contenidas  en  los  ar- 
tículos 730  y 731  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  toda  vez  que  la  aplicación  de 
uno  de  ellos  excluye  la  del  otro ; y en  ese 
concepto,  el  señor  Santizo  debió  expresar, 
categóricamente,  a cuál  de  los  dos-  artículos 
quiso  referirse,  para  que  así,  esta  Corte,  es- 
tuviera en  posibilidad  de  entrar  a su  examen. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  de  lo  prescrito  por  el 
artículo  690  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  declara  improcedente  el  recurso  in- 
terpuesto e impone  a la  parte  que  lo  intro- 
dujo quince  días  de  arresto,  conmutables 
en  su  totalidad,  a razón  de  un  quetzal  diario. 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto. devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar ¿ne- 
ta S. — .losé  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y seis  de  mayo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista,  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  será  relacionada  y se  profi- 
rió en  el  proceso  instruido  contra  el  Licen- 
ciado Manuel  de  Jesús  Echeverría  y Villa 
por  varios  delitos. 
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RESULTA  : que  la  causa  fué  iniciada  en 
el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  depar- 
tamento de  Baja  Verapaz,  con  fecha  cinco 
de  octubre  de  mil  novecientos  treinta  y dos, 
por  haberse  presentado  Mercedes  Leonar- 
do manifestando,  entre  otras  cosas,  lo  que 
sigue : que  habia  promovido  contra  Cristó- 
bal Leal  y el  Notario  Echeverría  y Villa  un 
juicio  criminal  por  el  delito  de  falsedad  y 
el  último  de  dichos  señores  quedó  muy  eno- 
jado a causa  de  la  acción  contra  él  inten- 
tada, hasta  el  extremo  de  que,  el  cuatro  de 
octubre,  entre  cinco  y cinco  y media  de  la 
tarde,  llegó  a casa  de  la  compareciente  y 
penetrando  de  una  manera  violenta  le  dijo; 
"Todos  los  guatemaltecos  son  pura  m...; 
ustedes  creyeron  que  me  iban  a asustar  con 
esos  mamarrachos  de  procesos  sin  cabeza”: 
"y,  ya  lo  ves,  nada  conseguiste”;  y,  sacan- 
do un  revólver,  cañón  largo,  pavón  blanco, 
continuó  diciendo  : "Ahora  sólo  espero  que 
te  vuelvas  a quejar  para  romperte  la  cara  a 
balazos”;  Jorge  de  la  Peña  le  dijo  en  esos 
momento  a don  Manuel,  que  no  creyera  que 
porque  tenía  el  título  de  “Licenciado”  no  po- 
día entrar  a la  cárcel,  pero  como  Peña  es 
ciego  y,  además,  impedido,  Echeverría  no  le 
“hizo  caso”;  Miguel  Ramos  Rodas  y Jacin- 
to EricastUla  se  dieron  ctrenta  del  altercado 
y de  que  don  Manuel  tenía  en  la  mano  el  ar- 
ma ya  mencionada.  Jorge  Peña,  querido  de 
la  quejosa.  Ramos  Rodas,  Ericastilla,  Al- 
fonso Soberanis  y Ramírez  y Tomás  Ramí- 
rez Paredes  corroboraron  lo  expuesto  por 
Mercedes  Leonardo  en  su  memorial  de  acu- 
sación. El  enjuiciado  negó  haber  cometido 
los  hechos  delictuosos  que  se  le  imputan  y 
trató  de  establecer  que  a la  hora  del  suce- 
so se  encontraba  en  compañía  del  General 
Manuel  J.  Velásquez,  Jefe  Político  y Co- 
mandante de  Armas  del  departamento  de 
Baja  Verapaz  y Carlos  Domínguez,  en  la 
repostería  de  Zoila  Esperanza  de  García, 
establecimiento  en  donde  se  encuentra  em- 
pleada Anita  N.  Al  proceso  se  acumularon 
una  acusación  iniciada  por  la  señora  Leo- 
nardo contra  el  m.ismo  Licenciado  Echeve- 
rría, por  falsedad  de  una  escritura  pública; 
y dos  denuncias  presentadas  por  dicha  se- 
ñora contra  el  enjuiciado,  la  primera,  por 
falsedad  de  la  auténtica  puesta  por  el  re- 
ferido Notario  en  un  documento  subscrito 
por  Toribio  y Manuel  Cuéllar  a favor  de 
Cristóbal  Leal,  vecino  de  San  Miguel  Chi- 
caj,  con  fecha  veintiséis  de  julio  de  mil  no- 
vecientos treinta;  y la  segunda,  por  estafa 
a José  Maria  Reyes,  A la  causa  también 
fué  acumulado  el  proceso  instruido  contra  el 
Licenciado  Echeverría  por  calumnia,  inju- 
rias e insultos  a la  autoridad,  delitos  come- 


tidos por  dicho  señor  cuando  el  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  del  departan.ento  de  Baja 
Verapaz,  Licenciado  R.  Oscar  Murga,  prac- 
ticaba la  visita  de  cárceles,  con  fecha  quin- 
ce de  octubre  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos.  El  Licenciado  Murga  fué  substituido 
por  el  Licenciado  Adolfo  Barillas  González, 
quien  dió  fin  a los  referidos  procesos  de- 
clarando : 1°,  que  el  Licenciado  Manuel  de  Je- 
sús Echeverría  es  responsable  como  autor 
del  delito  de  calumnia,  injurias  e insultos  a 
la  autoridad  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
por  lo  que  le  impone  la  pena  de  un  año  de 
prisión  correccional,  que  con  abono  de  la  pri- 
sión sufrida  purgará  en  la  Penitenciaría  del 
Centro,  le  permite  conmutar  hasta  las  dos 
terceras  partes  de  la  pena  impuesta  a razón 
de  diez  centavos  de  quetzal  diarios;  lo  sus- 
pende en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  el  tiempo  de  la  condena,  así 
como  en  el  de  su  profesión  de  Abogado  y No- 
tario: lo  obliga  al  pago  de  las  responsabili- 
dades civiles  provenientes  del  hecho  delic- 
tuoso y a la  reposición  del  papel  empleado 
en  la  causa  al  del  sello  respectivo ; 2°,  que 
por  falta  de  prueba  lo  absuelve  del  cargo 
que  se  le  formuló  por  los  delitos  de  allana- 
miento de  morada  y amenazas  a Mercedes 
Leonardo;  y 3",  que  debe  procederse,  por 
falso  testimonio,  contra  Miguel  Ramos  Ro- 
das, Jacinto  Ericastilla,  Alfonso  Soberanis 
Ramírez  y Tomás  Ramírez  Paredes.  El  Li- 
cenciado Echeverría  Villa  pidió  la  amplia- 
ción de  la  referida  sentencia  en  el  sentido  de 
que  se  declarase  si  era  o no  calumniosa  la 
acusación  seguida  por  Mercedes  Leonardo 
respecto  a los  delitos  de  allanamiento  de 
morada  y amenazas.  El  Juez  de  la  causa 
por  auto  de  fecha  cuatro  de  febrero  del  co- 
rriente año,  resolvió  aue  dicha  acusación  no 
es  calumniosa.  La  Sala  Primera  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  el  veintidós  de  marzo 
retropróximo,  confirmó  la  mencionada  sen- 
tencia. así  como  el  auto  de  ampliación  con 
las  reformas  siguientes:  a)  que  no  se  sus- 
pende al  reo  en  sus  derechos  políticos  ya 
que  se  trata  de  un  extranjero;  y b)  que  en 
caso  d"  aue  conmute  la  pena  impuesta,  la 
regulación  de  la  conmuta  será,  a razón  de 
un  quetzal  diario,  en  vez  de  diez  centavos  de 
dicha  moneda,  fijados  por  el  Juez,  en  aten- 
ción a la  posición  del  reo.  Mercedes  Leo- 
nardo, con  auxilio  del  Licenciado  Manuel 
Rojas  M.,  introdujo,  contra  el  fallo  de  2’ 
Instancia,  recurso  -extraordinario  de  casa- 
ción, por  quebrantamiento  de  forma  y vio- 
lación de  ley,  fundándose,  para  lo  primero, 
en  los  incisos  tercero  y cuarto  del  artículo 
677,  del  Código  P.  P.;  y en  cuanto  a lo  se- 
gundo en  los  incisos  2”,  3’  y 4''  del  artículo 
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676;  40,  233,  234.  499,  573,  583,  568,  584, 
732,  733,  735,  del  Código  de  ProcedimieTitos 
Penales;  6’,  del  Decreto  legislativo  Número 
1728;  11,  33,  366  y 369,  inciso  segundo,  del 
Código  Penal. 

CONSIDERANDO;  que  el  procedimien- 
to no  ha  sido  quebrantado ; 1",  porque  en 
las  acusaciones  presentadas  por  la  señora 
Leonardo,  contra  el  enjuiciado,  en  la  de  alla- 
namiento de  morada  y amenazas,  de  una 
manera  categórica  se  expresa  en  la  senten- 
cia que  se  examina,  que,  por  falta  de  prue- 
ba, se  absuelve  al  enjuiciado  del  cargo  que 
se  le  dedujo,  y en  ese  fallo  se  analiza  la 
prueba  presentada  por  ambas  partes  sin  que 
aparezca  la  contradicción  que  señala  el  in- 
ciso 3°,  del  artículo  677  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales;  2“,  el  Juez  de  la  causa, 
tomando  en  cuenta  que  cancelada  la  escri- 
tura a que  alude  Mercedes  Leonardo,  nin- 
gún efecto  jurídico  puede  producir  ya,  y en 
manera  alguna  se  causaría  perjuicio  a di- 
cha señora  en  sus  intereses,  no  aparecien- 
do, por  consiguiente,  hecho  alguno  por  el 
cual  debiera  haberse  formulado  cargo  al  Li- 
cenciado Echeverría;  y,  3°,  en  cuanto  a las 
denuncias  de  estafa  y falsedad  de  una  au- 
téntica a que  también  se  refiere  la  señora 
Leonardo,  como  ella  no  es  parte  en  esos 
asuntos,  carece  de  derecho  para  introducir 
el  recurso,  en  lo  que  reispecta  a dichas  ac- 
ciones. 

CONSIDERANDO;  que  en  el  proceso  no 
se  encuentra  establecido  que  el  Licenciado 
Manuel  de  Jesús  Echeverría  y Villa,  de  una 
manera  violenta  haya  entrado  a la  morada 
de  Mercedes  Leonardo  y la  amenazara  en 
la  forma  que  esta  señora  relata  en  su  acu- 
sación. porque  la  prueba  rendida  con  ese 
objeto  es  ineficaz.  En  efecto,  Jorge  Peña 
que  aparece  como  testigo  presencial,  por  ser 
ciego,  no  pudo  darse  cuenta  exacta  de  los 
hechos,  y,  por  consiguiente,  no  es  testigo  idó- 
neo, a consecuencia  del  impedimento  físico 
de  que  adolece,  al  tenor  de  lo  establecido  en 
el  artículo  577,  del  C.  de  P.  P.  La  probidad 
y antecedentes  de  los  testigos  Ramos  Ro- 
das, Soberanis  Ramírez  y Ramírez  Paredes, 
según  se  desprende  de  los  informes  que 
obran  en  el  proceso,  no  son  buenos.  Está 
demostrado,  con  el  dicho  del  agente  del  or- 
den público,  Silvestre  Leonardo  y el  Ins- 
pector de  Policía  Guillermo  Alonso,  que  el 
Licenciado  Echeverría  no  llegó  el  día  del 
suceso  al  barrio  de  San  José,  donde  se  en- 
cuentra situada  la  casa  de  la  Leonardo ; y 
con  las  declaraciones  del  General  Manuel 
de  J.  Velásquez,  Carlos  Doiníngirez,  Elíseo 
López,  Francisco  Prera,  Mardoqueo  Ponce 


Sierra,  Antonio  Paz  y Paz,  Francisco  Queza- 
da  Rodas,  Rodolfo  López  y Víctor  M.  Sando- 
val  se  establece  que  el  enjuiciado  estuvo, 
por  la  tarde  del  día  cuatro  de  octubre  (1932), 
en  el  parque  de  Salamá;  y con  el  dicho  del 
General  Velásquez,  Domínguez  y Neftalí  Va- 
lencia quedó  probado  que  el  Licenciado  Eche- 
verría en  compañía  del  primero  y segunde  de 
los  señores  que  acaban  de  mencionarse,  per- 
maneció en  la  cantina  de  Valencia,  desde 
las  cinco  y media  o seis  de  la  tarde,  hasta 
las  seis  y media  o siete  de  la  noche.  Y no 
habiéndose  probado  en  la  forma  que  corres- 
ponde la  responsabilidad  criminal  del  enjui- 
ciado, procede  absolverlo  de  les  cargos  que 
se  le  formularon  por  los  delitos  de  allana- 
miento de  morada  y amenazas.  Y al  con- 
firmar la  Sala  sentenciadora  el  fallo  de  pri- 
mera Instancia  que  contiene,  entre  otras  de- 
cisiones, la  mencionada  anteriormente,  no  in 
fringió  los  artículos  568,  573  y 584,  del  Códi- 
go de  Procedimientos  Penales;  11,  33,  366  y 
369,  inciso  2°,  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO;  que  en  el  proceso  se 
llenaron  los  requisitos  indispensables  a la 
instrucción  del  sumario,  elevándose  la  cau- 
sa al  estado  público  cuando  el  Juez  consi- 
deró concluida  la  pesquisa;  y en  ese  con- 
cepto no  fueron  infringidos  los  artículos  233, 
234  y 499  del  C.  de  P.  P.  y 6’  del  Decreto  le- 
gislativo Número  1728. 

CONSIDERANDO:  que  al  proceso  fue- 
ron acumuladas  las  actuaciones  relativas  a 
la  acusación  y denuncias  mencionadas  con 
anterioridad,  pero  por  estimar  el  Juez  que 
no  era  pertinente  elevarlas  a plenario,  prosi- 
guió la  causa  sin  tomarlas  en  cuenta  y,  por 
lo  tanto,  no  fué  infringido  el  articulo  40  del 
Código  de  Procedimientos  Penales, 

CONSIDERANDO;  que  el  artículo  583 
del  Código  que  acaba  de  citarse  no  pudo  ser 
violado,  pues  los  testigos  que  declararon 
en  favor  del  Licenciado  Echeverría  dan  ra- 
zón de  su  dicho,  no  son  varios  y contradic- 
torios en  lo  que  manifiestan  ni  han  sido  ta- 
chados por  el  motivo  que  expresa  la  dis- 
posición legal  de  referencia. 

CONSIDERANDO:  que  la  sentencia  que 
hla  dado  origen  a la  presente  casación,  es 
fundada,  en  ella  se  citan  las  leyes  que  apo- 
yan los  razonamientos  que  le  .sirven  de  ba- 
se, y con  la  separación  debida  se  decide  acer- 
ca de  los  hechos  delictuosos  que  comprende 
la  causa,  observándose  en  la  redacción  del 
fallo,  las  reglas  que  determina  la  ley;  y por 
consiguiente  tampoco  fueron  infringidos  los 
artículos  732,  733  y 735,  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales, 
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POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  lo  estatuido  por  el 
articulo  690  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  declara  improcedente  el  recurso  in- 
terpuesto y condena  a la  recurrente  a treinta 
dias  de  arresto,  conmutables  en  su  totalidad, 
a razón  de  diez  centavos  por  cada  día. 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M,  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mi,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Córte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y seis  de  mayo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista,  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  mencionará,  pronunciada 
en  el  proceso  instruido  contra  Rodolfo  Gri- 
jalva  Amézquita,  con  motivo  de  la  muerte 
violenta  de  la  menor  Nicolasa  Chlavarria 
Ruano. 

RESULTA:  que  el  Juez  de  Paz  de  Asun- 
ción Mita  inició  la  causa,  el  cuatro  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  treinta  y dos,  a 
las  cuatro  p.  m.,  en  virtud  de  haberle  dado 
parte  Hermenegildo  Amézquita,  Comisiona- 
do CivU  de  la  aldea  Girones,  de  haber  fa- 
llecido la  mencionada  menor,  a consecuen- 
cia de  una  coz  que  le  dió  un  mulo.  Juan 
Chavarria  refiere  que,  encontrándose  en  el 
corredor  de  su  casa,  oyó  unos  gritos  por  el 
camino  y a una  distancia  como  de  quince 
brazadas ; inmediatamente  salió  y,  entonces, 
pudo  observar  que  Adolfo  Grijalva  arreaba 
dos  bestias  mulares  y adelante  caminaban 
las  dos  hijas  del  dicente,  llamadas  Nicolasa 
y Clotilde  Chavarria;  el  menor  no  detuvo 
los  semovientes  y al  pasar  cerca  de  las  niñi- 
tas,  le  dió  una  patada  a Nicolasa  un  mulo 
tordillo  y a consecuencia  del  golpe  falleció 
su  citada  hija;  y que  Dionisio  Vásquez  y 
Francisco  Godoy  habían  presenciado  lo  su- 
cedido. Dionisio  Vásquez  y Francisco  Go- 
doy refieren:  el  primero,  vió  al  menor  Gri- 
jalva arreando  un  mulo  tordillo  y otro  prie- 
to, de  Estanislao  Amézquita,  los  semovientes 
iban  despacio,  y adelante  caminaban  dos  hi- 
jas de  Juan  Chavarria;  y el  segundo  dijo: 
que  al  oir  un  tropel  de  bestias,  y,  a continua- 
ción unos  gritos,  salió  acompañado  de  Juan 


Chavarria,  con  objeto  de  ver  lo  que  sucedía 
y,  entoinces,  se  dió  cuenta  de  que  Adolfo  N. 
arreaba  unas  bestias  mulares  que  iban  en 
precipitada  carrera  y en  el  suelo  yacia  Ni- 
colasa, hija  de  don  Juan,  y al  preguntarle 
qué  le  habia  acontecido,  respondió  que  un 
mulo  de  los  que  arreaba  el  mencionado  me- 
nor, le  había  dado  una  patada  en  el  estóma- 
go. El  Juez  de  Paz  hizo  constar  que  había 
reconocido  el  cadáver  de  Nicolasa  Chava- 
rría,  el  cual  tenía  un  golpe  contuso  en  la 
región  inguinal  izquierda,  cerca  de  la  vulva; 
y los  expertos  nombrados  para  el  efecto  dic- 
taminaron en  el  sentido  de  que  el  referido 
golpe  le  habia  causado  la  muerte  a la  cita- 
da menor,  de  una  manera  instantánea.  Ro- 
dolfo Grijalva,  menor,  de  once  años  de  edad, 
cuando  acaeció  el  hecho  investigado,  según 
se  desprende  de  la  certificación  que  obra  en 
autos,  refiere : que  a la  entrada  de  la  aldea 
Girones,  caminaban  Nicolasa  y Clotilde  Cha- 
varría  y el  dicente  iba  montado  en  un  caba- 
llo, arreando,  para  la  casa  de  su  tío,  Esta- 
nislao Amézquita,  un  mulo  tordillo  y otro 
prieto;  de  repente  el  primero  echó  a correr 
y,  como  el  segundo  también  corrió  querien- 
do interceptarle  el  paso,  el  tordillo  le  dió 
coces,  acertándole  una  a Nicolasa,  quien 
cayó  al  suelo,  y que  Clotilde  se  dirigió  hacia 
un  lado  de  la  vía,  para  evitar  que  los  semo- 
vientes la  atropellaran,  no  así  su  hermana 
que  continuó  por  el  camino.  Los  señores 
Doctor  Rodolfo  Menéndez  L.  y los  Profeso- 
res don  Ricardo  Sagastume  y don  Jorge  He- 
rrera emitieron  dictamen  manifestando  : que 
tanto  por  su  edad,  por  la  carencia  absoluta 
de  educación  elemental,  como  por  el  medio 
en  que  vive,  el  menor  Grijalva  carece  del 
discernimiento  necesario  para  darse  cuenta 
de  sus  actos ; en  consecuencia,  estiman  que 
no  tiene  ninguna  responsabilidad  de  todos 
aquellos  que  realice.  El  Juez  de  Primera 
Instancia  de  Jutiapa  dió  fin  a la  causa,  de- 
clarando a Rodolfo  Grijalva  exento  de  res- 
ponsabilidad criminal  en  el  hecho  investiga- 
do y manda  a ponerlo  en  libertad.  La  Sala 
Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  con  fecha 
ocho  de  marzo  del  corriente  año,  confirmó 
el  fallo  de  Primera  Instancia.  El  señor  Fis- 
cal de  dicha  Sala  introdujo  contra  este  úl- 
timo pronunciamiento  recurso  extraordina- 
rio de  casación  que  funda  en  el  quebranta- 
miento de  forma,  cometido  al  omitir  en  Pri- 
mera Instancia  los  trámites  previos  e indis- 
pensables a la  sentencia  definitiva  dictada 
en  juicio  escrito  del  ramo  penal,  prescritos 
en  los  artículos  6’  del  Decreto  Número  1728; 
499,  500,  210,  502,  509,  518,  534  y 539,  del 
Código  de  Procedimientos  Penales.  El  re- 
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cúrrente,  en  el  último  párrafo  de  su  escrito, 
manifiesta : que  sobre  las  disposiciones  del 
primer  considerando  de  la  sentencia  recu- 
rrida se  impone  lo  dispuesto  en  el  artículo 
175  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales.  Que 
por  otra  parte,  para  cumplir  con  la  pronta 
administración  de  justicia  habría  bastado 
con  que  el  Juez  de  la  causa  dictara  oportu- 
namente el  auto  de  libertad  que  ordena  el 
artículo  412,  P.  P.;  con  tanta  mayor  razón 
que  el  fallo  no  debía  ser  condenatorio  como 
lo  requiere  al  artículo  419  del  mismo  cuerpo 
legal,  para  que  el  Juez  omita  su  cumpli- 
miento y dicte  sentencia  dentro  de  cinco 
días  de  detenidos  los  reos,  sin  festinar  ci 
abreviar  el  procedimiento.  Artículos  674, 
675,  676  y 677,  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales. 

CONSIDERANDO:  que  el  recurso  de  ca- 
sación, por  quebrantamiento  de  forma,  pro- 
cede en  los  casos  que  taxativamente  enume- 
ra el  artículo  677  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  pero  conteniendo  dicha  dispo- 
sición legal  ocho  incisos,  es  indispensable 
que  el  recurrente  señale,  con  toda  precisión, 
en  cuál  de  todos  ellos  se  encuentra  com- 
prendido el  recurso  que  interpone,  para  que 
de  esta  manera,  se  determine,  sin  lugar  a 
dudas,  la  infracción  o defecto  de  procedi- 
miento en  que  ha  incurrido  el  Tribunal  sen- 
tenciador al  proferir  el  fallo  recurrido. 

CONSIDERANDO:  que  en  el  caso  snf) 
judice,  el  señor  Fiscal,  en  vez  de  expresar 
de  una  manera  concreta  el  quebrantamiento 
de  forma,  citando,  para  lese  efecto,  el  artícu- 
lo e inciso  que  corresponden,  se  limita,  co- 
mo ya  se  dijo,  a manifestar  que  existe  infrac- 
ción del  procedimiento  por  haberse  omitido, 
en  Primera  Instancia,  los  trámites  previos 
e indispensables  ;a  toda  sentencia  definitiva, 
en  relación  con  varias  disposiciones  relati- 
vas a la  conclusión  del  sumario  y al  plena- 
rio  del  proceso.  Que  no  estando  facultado 
el  Tribunal  de  casación  para  investigar  a 
qué  infracción  del  procedimiento  quiso  re- 
ferirse el  recurrente,  cuando  éste  no  cite  de 
una  manera  precisa,  el  caso  en  que  fun- 
de su  recurso,  tampoco  puede  la  Corte  esco- 
ger y analizar  la  que  a su  juicio  le  parezca 
pertinente. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  conformidad  con  lo  prescrito  en  el 
artículo  690  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  desestima  el  recurso  interpuesto. 


Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen,  transcribiéndose  lo  acor- 
dado a la  Sala  respectiva. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argüe- 
ia  S. — José  Serrano  Muñoz, — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintisiete  de  mayo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista,  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  que  más  adelante  será  relatada  y 
se  profirió  en  el  proceso  instruido  contra 
Gustavo  Adolfo  Paredes  Herrera,  por  mal- 
versación de  efectos  públicos. 

RESULTA:  que  el  Juez  4°  de  Paz  inició 
la  causa,  el  diez  y seis  de  junio  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos,  en  virtud  de  haberle 
dado  el  Director  de  Rentas  del  departamen- 
to de  Guatemala,  don  Guillermo  Mena,  par- 
te de  que  el  Guardaalmacén  de  Especies  Es- 
tancadas, Ernesto  González,  al  proceder  a 
ordenar  todas  las  cajas  de  cartuchos,  obser- 
vó que  algunas  no  tenían  el  mismo  peso; 
enterado  él  (señor  Mena)  de  lo  que  suce- 
día, se  constituyó,  acompañado  de  su  Se- 
cretario, SUverio  Guerra,  en  la  dependencia 
respectiva,  se  dió  cuenta  de  que  algunas  de 
dichas  cajas  habían  sido  abiertas  y care- 
cían del  alambre  que  les  colocan  en  la 
fábrica  donde  son  hechos  los  proyectiles. 
El  Juez  Quinto  de  Primera  Instancia  que 
prosiguió  la  investigación  hizo  constar  el 
estado  que  guardaban  las  cajas  de  referen- 
cia, al  practicar  una  inspección  ocular,  aso- 
ciado de  expertos.  Se  tomó  declaración  a 
Alfredo  Rivera  y Rivera,  Luis  Zelaya,  Sil- 
verio  Guerra,  Oscar  Mirón,  Luz  Jáuregui 
de  Wagner,  Adolfo  Z.  Mérida,  José  Anleu, 
Miguel  Gutiérrez,  Oscar  Grajeda,  Juan  José 
Reyes,  Basilio  Hernández  y Simón  López.  Al 
proceso  fueron  agregadas  las  copias  que  si- 
guén : a)  del  acta  en  que  consta  la  toma  de 
posesión  de  Ernesto  López ; 6)  de  la  que  se 
levantó  al  practicar  corte  de  caja  de  las  espe- 
cies estancadas,  por  el  Contador  de  Glosa, 
don  Luis  G.  Zelaya,  con  fecha  veintiuno  de 
mayo  de  mil  novecientos  treinta  y dos;  c) 
de  la  levantada  por  el  Contador  de  Glosa, 
don  Jaime  Pepió,  el  diez  y seis  de  junio  del 
año  citado  anteriormente,  al  practicar  la  re- 
visión general  de  las  existencias  de  especies 
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estancadas  y medidas  de  licores;  de  la 
que  se  levantó  el  diez  y ocho  de  junio  de  mil 
novecientos  treinta  y dos  al  hacerse  cargo 
interinamente  de  la  mencionada  Oficina  Os- 
car Grajeda  A ; de  la  que  fué  levantada 
con  motivo  de  la  entrega  que  Juan  J.  Cha- 
cón hizo  a Ernesto  González  el  once  de 
marzo  de  mil  novecientos  treinta  y uno,  de 
la  Oficina  ya  mencionada;  y f)  de  la  que  se 
levantó  al  hacer  entrega  de  la  Dirección  Ge- 
neral de  Rentas,  don  Manuel  Anzuelo  Va- 
lencia, al  señor  Guillermo  Mena,  También 
obran  en  autos : copia  certificada  del  acuer- 
do en  que  Gustavo  Paredes  fué  nombrado 
Guardaalmacén  del  Depósito  de  Ramos  Es- 
tancados; y un  oficio  dirigido  por  el  Direc- 
tor General  de  Rentas  al  Juez  de  la  causa 
en  que  hace  constar  que  el  monto  a que 
asciende  la  sustracción  de  cartuchos  es  de 
0612.50.  El  Juez  Quinto  de  Primera  Ins- 
tancia dió  fin  a la  causa  resolviendo:  que 
Gustavo  Adolfo  Herrera  es  reo  del  delito  de 
malversación  de  efectos  públicos  por  el  cual 
le  impone  la  pena  de  tres  años  de  prisión 
correccional,  conmutable  en  sus  dos  terceras 
partes,  a razón  de  veinte  centavos  de  quet- 
zal diarios;  y hace  las  demás  declaraciones 
relativas  a las  responsabilidades  civiles  pro- 
venientes del  acto  punible,  suspensión  de 
derechos  politicos,  a la  reposición  del  papel 
empleado  en  el  proceso,  y al  abono  del  tiem- 
po padecido.  La  Sala  Tercera  de  la  Corte 
de  Apelaciones  con  fecha  ocho  de  abril  del 
corriente  año  confirmó  el  fallo  de  Primera 
Instancia,  con  los  fundamentos  que  a con- 
tinuación se  expresan ; la  preexistencia  y 
posterior  desaparición  de  las  especies  fisca- 
les se  encuentra  establecida  con  los  inventa- 
rios y actas  levantadas  en  la  Dirección  Ge- 
neral de  Rentas  por  el  Juez  Cuarto  de  Paz 
y Contadores  de  Glosa  y el  informe  del  Di- 
rector del  ramo.  Con  las  deposiciones  de 
Guillermo  A.  Mena,  Silverio  Guerra,  Luis 
Zelaya,  Alfredo  Rivera  y Rivera  y Adolfo 
Z.  Mérida  estima  que  se  probó:  que  el 
acta  firmada  por  Ernesto  González  no  con- 
tiene la  relación  recta  y efectiva  de  la  for- 
ma en  que  recibió  de  Adolfo  Paredes,  las  es- 
pecies existentes  en  el  Depósito  que  tuvo  a 
su  cargo,  porque  no  fueron  examinados,  re- 
conocidos y pesados  previamente  los  cajo- 
nes que  las  contenían  sino  que  de  manera 
global  y al  cálculo,  contados  solamente  los 
cajones,  se  supuso  que  todos  e.staban  sin 
abrir  ni  empezar  y contenían  el  número  de 
cajitas  de  cartuchos  expresados  en  los  in- 
ventarios. Que  no  se  puede  atribuir  a Er- 
nesto González  la  substracción  de  los  efec- 
tos malversados,  porque  con  el  dicho  de 
Silverio  Guerra,  Adolfo  Z.  Mérida,  Guiller- 


mo Mena,  Luz  Jáuregui  de  Wagner,  Osea- 
Mirón  Rosales,  Miguel  Gutiérrez  y Antonio 
Urrutia  probó  la  imposibilidad  material  en 
que  estuvo,  durante  el  tiempo  que  desem- 
peñó el  cargo  de  Guardaalmacén  de  Espe- 
cies Estancadas  para  poder  ejecutar  el  deli- 
to que  se  le  imputa.  Contra  Adolfo  Pare- 
des existen  presunciones  graves,  precisas  y 
concordaintes  derivadas  de  hechos  probados 
y son  las  que  siguen:  P,  que  siendo  evidente, 
que  las  especies  desaparecidas  del  almacén, 
no  fueron  sustraídas  en  el  tiempo  en  que 
Ernesto  González  lo  tuvo  a su  cargo,  se  de- 
duce que  no  las  recibió  y ya  no  existían  en 
aquella  dependencia  de  la  Dirección  Gene- 
ral de  Rentas,  cuando  Paredes  le  hizo  en- 
trega de  dicha  Oficina;  2-,  que  la  conducta 
observada  por  Paredes  desde  que  supo  que 
se  habla  iniciado  averiguación  para  estable- 
cer el  hecho  delictuoso  que  originó  el  pro- 
ceso, revela  que  dudó  de  la  eficacia  del  ac- 
ta de  entrega  y recibo  de  las  especies  que 
tuvo  a su  cargo,  toda  vez  que  no  se  aperso- 
nó como  lo  hizo  Ernesto  González  para  pro- 
bar su  inocencia,  sino  que  estuvo  oculto  has- 
ta que  fué  lograda  su  captura,  actitud  que 
no  se  concilla  con  la  validez  del  instrumen- 
to auténtico  en  que  podia  fundar  su  defen- 
sa; 3’,  que  si  bien  en  el  acta  de  la  entrega 
firmada  por  Ernesto  González,  de  folios  vein- 
tiuno, aparece  que  contó  las  cajas  de  cartu- 
chos, existentes  en  esa  fecha  en  el  almacén 
que  entregó  Paredes,  consta  por  las  declara- 
ciones del  Contador  interventor  Alfredo  Ri- 
vera y Rivera  y Secretario,  Silverio  Guerra,  y 
de  su  ayudante  Luis  Zelaya,  que  esa  conta- 
da fué  por  cajones  que  supusieron  conte- 
ner el  número  de  cajitas  reglamentarias  por- 
que los  vieron  cenados  y no  advirtieron  que 
hablan  sido  rotos  los  amarres,  sacando  par- 
te de  su  contenido,  como  se  constató  des- 
pués; 4',  que  Ernesto  González  poco  des- 
pués de  hacerse  cargo  de  su  empleo  fué 
visitado  por  Paredes,  quien  le  propuso  arre- 
glos para  que  entre  ambos  pagaran  la  can- 
tidad de  cartuchos  de  cuya  falta  se  dió  por 
sabedor,  propuesta  incompatible  con  la  ino- 
cencia de  Paredes,  cuando  fué  llamado  a la 
Dirección  General  de  Rentas,  para  que  ex- 
plicara la  falta  de  cartuchos  descubierta  en 
el  Depósito  que  estuvo  a su  cargo,  es  re- 
veladora de  culpabilidad,  toda  vez  que  en 
lugar  de  mostrarse  ofendido  en  su  honor  de 
persona  justa,  mostróse  atemorizado,  per- 
plejo y propenso  a salir  huyendo;  6',  que  no 
ha  recurrido  a ningún  medio  de  prueba  le- 
gal o moral  para  desvirtuar  los  testimonios 
dados  acerca  de  que  se  le  firmó  el  acta  de 
recibo  sin  contar,  cajita  por  cajita,  el  con- 
tenido de  los  cajones  grandes  de  cartuchos 
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que  han  resultado  incompletos,  pues  si  no 
fuera  asi,  habria  pedido  por  lo  menos  un 
careo,  con  González,  Rivera,  Guerra  y Ze- 
laya  para  desmentirlos  judicialmente;  y.  7', 
que  al  no  haber  sido  abiertos  o pesados  los 
cajones  de  cartuchos,  como  no  consta  que 
se  haya  hecho  en  el  acta  de  folio  veintiu- 
no, fué  imposible  que  el  nuevo  Guardaal- 
macén,  hiciera  el  recuento  de  las  cajitas 
que  cada  uno  contenia,  quedando  asi  bien 
probado  el  engaño  y error  en  que  estaban 
González,  Rivera  y Guerra  cuando  firma- 
ron el  acta  en  que  se  le  dió  recibo  a Pare- 
des de  las  especies  que  tuvo  a su  cargo.  Que 
el  contenido  del  acta  de  entrega  del  alma- 
cén de  efectos  estancados  en  que  tunda  su 
defensa  Gustavo  Adolfo  Paredes  quedó  fun- 
damentalmente modificado,  con  las  explica- 
ciones dadas  por  el  Interventor,  Alfredo  Ri- 
vera y Rivera,  y Director  y Secretario  de 
la  Dirección  General  de  Rentas,  señores 
Guillermo  Mena  y Silverio  Guerra,  modifi- 
cación que  versa  acerca  de  la  forma  en  que 
se  llevó  a cabo  aquel  acto,  de  donde  se  de- 
duce que  el  número  de  cajas  de  cartuchos 
de  que  se  dió  por  recibido  Ernesto  Gonzá- 
lez fué  calculado  sin  abrir  los  cajones  que 
las  contenían  y que  tales  explicaciones  se 
hallan  confirmadas  con  los  testimonios  do 
más  de  dos  testigos  idóneos,  contestes,  que 
no  intervinieron  en  aquel  acto  por  razón  de 
oficio  y no  tienen  interés  en  el  asunto.  Gus- 
tavo Adolfo  Paredes  Herrera,  con  auxilio 
del  Licenciado  Valerio  Ibarra,  introdujo, 
contra  este  último  pronunciamiento,  recurso 
extraordinario  de  casación,  denunciando,  co- 
mo violados,  los  artículos  que  siguen : 569. 
571,  581,  586,  588,  594,  595,  598,  599,  601, 
602,  603,  609,  570,  573  y 674,  del  Código  do 
Procedimientos  Penales;  11,  27,  29,  33,  34, 
283  y 285,  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  el  hecho  de  no 
haberse  apersonado  Paredes  al  juicio,  la  ac- 
titud que  asumió  cuando  fué  llamado  a la 
Dirección  General  de  Rentas  para  que  ex- 
plicara la  falta  de  cartuchos  descubierta  en 
el  Depósito  que  estuvo  a su  cargo  y el  no 
haber  pedido,  por  lo  menos,  un  careo  con 
González,  Rivera,  Guerra  y Zelaya,  son  he- 
chos que  en  manera  alguna  revelan  su  cul- 
pabilidad, en  el  caso  sub  judice,  pues  el  que 
una  persona  se  abstenga  de  usar  de  sus  de- 
rechos no  constituye  un  indicio  de  culpa- 
bilidad, y otro  tanto  corresponde  decir  de 
su  actitud,  al  cerciorarse  de  una  investiga- 
ción que,  en  una  u otra  forma,  pudiera  ser- 


le perjudicial,  toda  vez  que  no  todos  los 
siijetos  tienen  idéntico  carácter  ni  las  im- 
presiones producen  en  ellos  los  mismos  re- 
sultados. Que  Paredes  propusiera  a Gon- 
zález que  enire  ambos  pagaran  el  valor  de 
los  cartuchos  que  faltaban  es  un  hecho  que 
no  está  probado,  porque  acerca  de  este  par- 
ticular sólo  declaran  el  señor  Guillermo  A. 
Mena  y el  propio  González.  Que  no  estan- 
do probados  los  hechos  de  que  la  Sala  de- 
riva las  presunciones  humanas  que  sirven  de 
base  a su  fallo,  es  indudable  que  éste  ca- 
rece de  fundamento  legal,  y no  existiendo 
prueba  para  condenar  al  enjuiciado  debe 
ser  absuelto  sin  limitación  alguna,  y al  es- 
timar lo  contrario  el  Tribunal  sentenciador 
violó,  entre  otros,  los  artículos  589  y 603,  de 
P.  P.,  que  cita  el  recurrente  como  infrin- 
gidos. 

CONSIDERANDO:  que  con  el  acta  le- 
vantada el  diez  y ocho  de  mayo  de  mil  no- 
vecientos treinta  y dos,  en  la  Dirección  Ge- 
neral de  Rentas,  se  ha  establecido,  de  una 
manera  plena,  que  todas  las  especies  estan- 
cadas que  en  dicho  instrumento  se  detallan 
fueron  contadas  personalmente  por  el  se- 
ñor Ernesto  B.  González,  al  tomar  pose- 
sión de  su  cargo  de  Guardaalmacén  de  aque- 
lla dependencia  y que,  asimismo,  recibió  de 
su  antecesor  los  muebles,  útiles  de  escrito- 
rio y libros  que  se  enumeran  en  el  punto 
tercero  del  acta  de  referencia. ' 

CONSIDERANDO:  que  a Ernesto  Gon- 
zález Barrientes  deben  deducirsele  las  res- 
ponsabilidades que  se  desprenden  del  pro- 
ceso. Articulo  259,  P.  P. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  de  lo  estatuido  por 
el  articulo  687,  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  casa  y anula  la  ejecutoria  re- 
currida y,  fallando  sobre  lo  principal,  de- 
clara : 1°,  absuelve  a Gustavo  Adolfo  Pare- 
des Herrera  del  cargo  que  se  le  formuló;  y, 
2",  ordena  que  continúe  el  procedimiento 
contra  el  Guardaalmacén  de  Especies  Estan- 
cadas, Ernesto  González  Barrientes. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos  en  la 
forma  que  corresponde,  al  Tribunal  de  su 
origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sola- 
zar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argne- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintinueve  de  mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  Tercera  de 
la  Corte  de  Apelaciones  el  veinticuatro  de 
abril  del  presente  año,  en  la  causa  instrui- 
da por  el  delito  de  homicidio  contra  Fran- 
cisco Corado  Fajardo  y Jenara  Cristales  Ba- 
rrientes y,  por  encubrimiento  en  el  mismo 
delito,  contra  Maria  Cristales,  en  la  cual  se 
confirma  la  proferida  por  el  Juez  de  1- 
Instancia  de  Cuilapa,  con  las  modificacio- 
nes siguientes:  a)  que  la  pena  que  le  co- 
rresponde a Jenara  Cristales  Barrientes  es 
la  de  seis  años  ocho  meses  de  prisión  co- 
rreccional y,  b)  que  al  reo  Francisco  Corado 
Barrientes  se  le  absuelve  únicamente  de  la 
Instancia  y no  del  cargo,  y la  revoca  en 
cuanto  deja  abierto  el  procedimiento  con- 
tra el  menor  Ernesto  Franco,  por  el  delito 
de  falso  testimonio.  De  los  autos  aparece  : 
que  el  diez  y siete  de  junio  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos,  el  menor  Wenceslao  Vi- 
rula  dió  parte  al  Juez  de  Paz  de  Pasaco  de 
que  en  el  rio  Los  Esclavos  estaba  un  indi- 
viduo ahogado,  el  cual  se  encontró  flotando 
frente  a la  finca  “El  Socorro”.  El  Comisio- 
nado Civil  de  la  mencionada  finca,  al  ser 
examinado,  manifestó  : que  el  día  anterior, 
como  a las  dos  de  la  tarde,  había  mandado 
a su  hijo  Wenceslao  a dejar  una  orden  a 
Favio  Mendoza,  al  lugar  denominado  La 
Mocha,  y que,  al  regresar,  le  informó  que 
en  el  río  Los  Esclavos  estaba  un  ahogado, 
que  se  veía  el  bulto  y le  caían  zopes ; que 
trató  de  reunir  auxilio  y se  fué  en  una  ca- 
noa hasta  donde  estaba  el  cadáver  trabado 
en  un  pico  de  palo  y que  ninguno  recono- 
ció de  quién  era ; que  estaba  ya  en  estado 
de  descomposición,  y como  el  río  se  estaba 
llenando  amarraron  el  cadáver  con  lazo, 
atándolo  en  un  palo  y mandando,  en  se- 
guida, a su  hijo  a dar  parte;  que  más  tar- 
de llegó  un  patojo  que  dijo  llamarse  Eduar- 
do y así  supe  que  el  cadáver  correspondía 
a Isidro  González;  lo  mismo  manifestó  Ade- 
laida Sánchez,  que  compareció  después.  El 
cadáver  fué  reconocido  por  el  empírico  Ja- 
vier S.  Contreras,  quien  informó  que  pre- 
sentaba lesiones  causadas  con  arma  cortan- 
te y largo  punzante.  El  quince  de  julio  del 
año  pasado  denunció  el  mismo  hecho  el  co- 
ronel Alfredo  Castañeda  ante  el  Juez  Mu- 
nicipal de  Chiquimulilla,  en  donde  se  siguió 
la  averiguación  correspondiente,  llegándo- 
se a la  conclusión  de  que  sobre  la  mujer  Je- 


nara Cristales,  caían  sospechas  de  ser  ella 
la  autora  de  la  muerte  de  Isidro  González. 
Entablada  la  competencia  entre  el  Juez  de 
V Instancia  de  Jutiapa  y de  Cuilapa,  pasa- 
ron a este  último  las  diligencias  respecti- 
vas. Indagada  Jenara  Cristales,  manifestó; 
haber  sido  detenida  por  el  Jefe  de  la  Poli- 
cía Rural  en  la  finca  “La  Selva”,  por  haber 
dado  muerte,  el  catorce  de  julio,  como  a 
las  doce  de  la  noche,  a Isidro  González,  quien 
llegó  en  estado  de  ebriedad  a querer  matar 
a su  hija  María  Cristales  y a la  declarante 
a su  casa,  sita  en  terreno  de  la  finca  “El  Ca- 
pulín” ; que  González  portaba  un  machete 
desenvainado  y como  se  le  escapara  la  di- 
oente,  su  ofensor  siguió  tras  ellas,  y ya  cerca 
del  río  Los  Esclavos,  lucharon,  logrando  la 
declarante  agarrar  un  palo  con  el  cual  le  in- 
firió cinco  golpes  en  la  cabeza,  arrojándolo, 
acto  continuo,  al  río  y que  todo  lo  hizo  en 
defensa  de  su  vida ; hallándose  en  ese  mo- 
mento su  hija  María,  de  quince  años;  Mar- 
garita, de  cinco;  y el  menor  Ernesto  Franco, 
quien  salió  huyendo  al  escándalo  promovi- 
do; que  cuando  arrojó  al  río  a González,  es- 
taba convencida  de  su  fallecimiento.  Ma- 
ría Cristales  corroboró  lo  dicho  por  su  ma- 
dre, Jenara  de  su  apellido.  El  menor  Er- 
nesto Franco  también  aseguró  ser  cierto  lo 
dicho  por  Jenara  Cristales,  y que,  después 
de  muerto  González,  Jenara  y su  hija  Ma- 
ría, arrastraron  el  cadáver  en  dirección  del 
río,  ordenando  al  declarante  que  -enterrara 
el  machete  de  la  víctima.  Francisco  Cora- 
do negó  el  delito  que  se  le  atribuía,  dicien- 
do que  esa  noche  se  encontraba  en  la  aldea 
Los  Cerritos  celebrando  la  fiesta  de  San  An- 
tonio y que  allí  permaneció  en  unión  del  Co- 
mandante Jesús  Monterroso,  José  María 
Morales  y Javier  Valenzuela.  Al  ampliar  su 
declaración  Ernesto  Franco,  dijo  -no  ratifi- 
carla, pues  cuando  la  dió  lo  hizo  influencia- 
do por  las  amenazas  que  le  hizo  Jenara  Cris- 
tales y Francisco  Corado,  apareciendo,  se- 
gún su  nueva  declaración,  que  Francisco 
Corado  se  -encontraba  durmiendo,  la  noche 
del  suceso,  con  María  Cristales,  en  el  in- 
terior de  la  casa,  cuando  llegó  González  y 
surgió  la  reyerta  entre  él  y las  mujeres ; que- 
dándose, después  d-e  esto,  fuera  de  la  casa: 
que,  entonces,  Jenara  Cristales  fué  a qui- 
tarle su  machete  que  portaba  y se  lo  entre- 
gó a Corado,  quien,  con  dicha  arma,  lo  ul- 
timó, yendo,  después  de  consumado  el  he- 
cho, a tirar  el  cadáver  al  río. 

RESULTA : que  llenados  los  demás  trámi- 
tes del  plenario,  el  Juez  de  1’  Instancia  de 
Cuilapa,  con  fecha  siete  de  noviembre  del 
año  pasado,  dió  fin  a la  causa,  declarando: 
primero,  que  Jenara  Cristales  Barrientos  era 
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autora  del  delito  de  homicidio,  perpetrado 
en  la  persona  de  Isidro  González,  por  cuya 
infracción  le  impuso  la  pena  de  tres  años 
cuatro  meses  de  prisión  correccional,  incon- 
mutables; hechas  las  rebajas  de  las  dos  ter- 
ceras partes  por  las  circunstancias  atenuan- 
tes de  su  espontánea  confesión  y haber  co- 
metido el  delito  en  vindicación  próxima  de 
una  ofensa  grave;  le  abona  la  prisión  sufrida 
desde  el  auto  de  bien  presa;  debiendo  cum- 
plir la  pena  en  el  lugar  designado  para  las  de 
su  sexo ; exonerándola  de  reponer  el  papel 
empleado  en  la  causa  por  constar  que  es 
pobre  en  el  sentido  legal;  segundo,  que  a 
María  Cristales  Morán,  por  falta  de  prueba, 
la  absuelve  del  cargo,  mandándola  poner 
en  inmediata  libertad,  bajo  caución  promi- 
soria; tercero,  que  Francisco  Corado  Figue- 
roa  quedaba  absuelto  del  cargo  que  por  ho- 
micidio se  le  formuló,  por  la  misma  razón 
que  la  anterior,  es  decir  por  falta  de  prue- 
ba; y,  cuarto,  dejó  abierto  el  procedimien- 
to contra  Ernesto  Franco,  por  falso  testimo- 
nio. La  Sala  3’  al  conocer  en  grado,  dictó  la 
sentencia  de  que  se  hizo  mención  en  la  parte 
expositiva  de  este  fallo  y al  serle  notifica- 
da esta  ejecutoria  a la  reo  Jenara  Cristales, 
con  auxilio  del  Licenciado  Guillermo  Fer- 
nández, introdujo  el  presente  recurso  de  ca- 
sación, por  violación  de  ley,  citando,  como 
infringidos,  los  artículos  20,  incisos  4“,  5''  y 
9'',  21,  incisos  1’,  4°,  7"  y 10,  del  Código  Pe- 
nal; y 614,  de  Procedimientos  Penales.  Pe- 
didos los  antecedentes  y señalado  dia  para 
la  vista,  es  el  caso  de  dictar  la  sentencia 
que  corresponde  en  derecho, 

CONSIDERANDO  ; que  la  Sala  senten- 
ciadora, al  declarar  a Jenara  Cristales  Ba- 
rrientos,  autora  del  delito  de  homicidio  co- 
metido en  la  persona  de  Isidro  González,  lo 
hizo  con  base  en  el  informe  del  empírico 
Javier  S.  Contreras,  lo  dicho  por  el  menor 
Ernesto  Franco,  María  Cristales  y demás 
constancias  sumariales  y la  confesión  de 
la  propia  reo,  quien,  sin  duda  alguna,  al 
verse  aprehendida  por  el  Jefe  de  la  Poli- 
cía Rural,  Coronel  Alfredo  Castañeda,  y 
ser  indagada  por  el  Juez  de  la  causa,  no 
pudo  negar  su  culpabilidad.  Pero  de  esto 
no  se  deduce  que  haya  obrado  en  legitima 
defensa,  pues  no  existe  comprobación  al- 
guna. La  legítima  defensa,  como  toda  cir- 
cunstancia de  hecho,  debe  probarse  y la 
prueba  tiene  que  demostrar  que  ha  sido  la 
agresión  ilegítima,  que  el  medio  escogido  era 
el  racional  o adecuado  y que  no  hubo  pro- 
vocación. Por  esta  razón  no  puede  acep- 
tarse que  la  acción  de  la  Cristales  Barrien- 
tes haya  sido  consecuencia  del  estado  de 


necesidad  en  que  la  puso  su  agresor,  por  el 
peligro  real  y verdadero  de  perder  la  vida. 
Por  tal  motivo,  el  Tribunal  sentenciador  no 
infringió  el  artículo  20  en  sus  incisos  4’,  5° 
y 9°,  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO;  que  tampoco  deben 
conceptuarse,  como  infringidos,  los  incisos 
U,  4'’  y 7’  del  artículo  21  del  mismo  Código, 
por  no  estar  demostrada,  de  una  manera  evi- 
dente y directa,  que  la  procesada  haya  sido 
provocada  con  amenaza  proporcionada  al 
delito,  o que  haya  obrado  por  estímulos  tan 
poderosos  para  producir  en  ella  arrebato  u 
obcecación.  El  inciso  10,  del  articulo  citado, 
no  pudo  ser  infringido,  toda  vez  que  al  im- 
ponerle la  pena  de  diez  años  de  prisión  co- 
rreccional, que  corresponde  al  homicidio,  se 
le  rebajó  una  tercera  parte  por  la  circuns- 
tancia atenuante  de  su  confesión. 

CONSIDERANDO:  que  cuando  el  reo 
confiesa  su  participación  en  el  hecho  puni- 
ble, pero  lo  atribuye  a circunstancias  que 
puedan  eximirlo  de  responsabilidad  o ate- 
nuar lo  que  se  le  imputa,  deben  examinar- 
se, para  ello,  las  que  rodearon  el  hecho,  así 
como  si  éstas  están  o no  probadas  en  el 
proceso,  para  así  poder  dar  valor  o no  a 
la  confesión  prestada  y para  lo  cual  debe 
atenderse  al  modo  en  que,  verosímilmente, 
acaecieron  los  hechos  y los  datos  que  arro- 
ja la  instrucción  procesal;  fuera  de  apre- 
ciar, también,  los  antecedentes  de  la  vícti- 
ma y victimario,  la  veracidad  del  reo  y la 
exactitud  de  su  exposición  y atendido  a to- 
do esto,  si  al  Tribunal  le  pareciere  que  el 
culpable  merece  crédito,  admitirá  la  confe- 
sión en  la  parte  que  le  favorece.  Por  con- 
siguiente, no  habiendo  aceptado  el  Juez  ni 
la  Sala  la  confesión  como  calificada,  por 
no  constituir  ésta  la  prueba  única  del  delito 
pesquisado,  ya  que  existe  circunstancia  que 
la  modifica,  como  es  el  informe  del  empíri- 
co Javier  S.  Contreras,  la  violación  del  ar- 
tículo 614,  de  P.  P.,  que  cita  la  recurrente, 
no  es  admisible,  por  ser  potestativa  de  los 
Tribunales  de  1’  y 2'’  grado,  aceptar  o no 
la  confesión  como  calificada  en  vista  de  la 
constatación  de  los  requisitos  que  la  ley  de- 
termina en  el  mismo  artículo. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  lo  que  dispo- 
nen los  artículos  690,  P.  P.;  22,  Decreto  Nii- 
mero  1728;  y 27,  Ley  Orgánica,  desestima, 
por  improcedente,  el  recurso  interpuesto,  e 
impone  a la  recurrente  la  pena  adicional 
de  quince  días  de  prisión  simple,  conmuta- 
bles a razón  de  diez  centavos  de  quetzal 
por  día. 
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Notifíquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Caslellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mi,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Giratemala, 
veintinueve  de  mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista,  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  que  mis  adelante  se  relatará  pro- 
ferida en  el  proceso  que,  por  homicidio  y 
lesiones,  se  ha  instruido  contra  Pedro  Fe- 
lipe y Súchite,  Constantino  Cordón  Guz- 
mán,  Alfonso  de  la  Rosa  y Felipe  y Ansel- 
mo de  la  Rosa  Ramos. 

RESULTA:  que  el  Juez  de  Paz  de  Chi- 
quimula,  con  fecha  veinte  de  marzo  de  mil 
novecientos  treinta  y dos,  inició  la  investi- 
gación en  virtud  de  haberse  presentado,  a 
las  siete  y media  a.  m.,  el  Alcalde  auxiliar 
de  Santa  Bárbara  dando  parte  de  la  co- 
misión de  un  hecho  delictuoso.  De  las 
constancias  de  la  causa  aparece,  entre  otras 
cosas,  lo  que  sigue  : que  el  día  anterior  (19 
de  marzo  de  1932),  Alfredo  García  Guzmán 
salió  de  su  casa,  ubicada  en  El  Orégano, 
armado  de  revólver,  escopeta  y corvo,  acom- 
pañado de  su  primo,  Constantino  Cordón 
Guzmán  y de  Anselmo  de  la  Rosa,  y al  llegar 
a una  vega  poblada  de  árboles  de  mango, 
dichos  sujetos  se  encontraron,  con  Alfonso 
de  la  Rosa  y al  verlo  García  dijo  : “Aquí  ve- 
nís h.  . y,  cogiendo  el  revólver  que  lleva- 
ba le  disparó  causándole  una  herida  abajo 
de  la  axila  derecha  que  interesó  la  piel  y 
músculos  superficiales  en  una  extensión  de 
once  centímetros,  habiendo  salido  el  pro- 
yecto cerca  del  ángulo  inferior  del  omopla- 
to del  mismo  lado;  luego.  García  se  acercó 
a De  la  Rosa  y desenvainó  su  corvo,  no  pu- 
diendo  Alfonso  huir  y sintiéndose  herido, 
cogió  también  el  arma  que  llevaba  y se  "aga- 
rró a machetazos  con  su  agresor",  logrando 
pegarle  en  la  nuca,  y,  como  siguiera  tirán- 
dole García,  como  pudo  le  tendió  su  esco- 
peta, disparándole  un  tiro  que  derribó  a 
su  agresor,  quien  ya  no  se  levantó ; enton- 
ces, Anselmo  y Constantino,  agredieron  a 
Alfonso  causándole,  el  primero,  varias  le- 
siones con  su  corvo,  y el  segundo,  una  le- 
sión en  el  calcañal  derecho;  a consecuencia 


de  este  ataque  salió  herido  Anselmo,  lesio- 
nes que  le  causó  Alfonso ; García  y Alfonso 
eran  enemigos,  porque,  viviendo  éste  mari- 
dablemente con  Hercilia  Díaz,  logró  García 
que  ésta  le  correspondiera  sus  pretensiones 
amorosas ; la  pistola,  el  corvo  y la  escopeta 
de  García  se  las  llevó  Cupertino,  lo  mismo 
que  la  escopeta  de  Alfonso.  La  lesión  que 
tenía  García,  en  el  flanco  izquierdo  del  tó- 
rax, le  ocasionó  la  muerte  de  una  manera 
instantánea,  pues  el  proyectil  le  interesó  la 
pleura,  pulmón  izquierdo  y el  corazón ; y las 
demás  lesiones  que  se  describen  en  el  infor- 
me Médico-legal,  emitido  con  fecha  veinti- 
dós de  marzo  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos,  producidas  por  arma  cortante,  las  re- 
cibió Alfredo  García  después  de  su  muerte. 
Constantino  Cordón  Guzmán  asegura  que 
Pedro  Felipe,  Alfonso,  Abraham  y Perfec- 
to de  la  Rosa  atacaron  a García  con  sus  cor- 
vos, y que  él  huyó  para  no  correr  la  misma 
suerte  que  su  primo  y habría  caminado 
una  cuadra  cuando  oyó  unos  disparos  de 
arma  de  fuego.  Pedro  Felipe  afirma  que 
a las  tres  de  la  tarde  (19  de  marzo)  se  en- 
contraba en  un  lugar  denominado  Las  Flo- 
res, jurisdicción  de  Jocotán.  Anselmo  de  la 
Rosa  refiere  que  las  lesiones  que  tenía  se 
las  causó,  con  un  corvo,  Perfecto  de  la  Ro- 
sa ; que  el  dicente  huyó  de  su  agresor  y,  en- 
tonces. pudo  ver  que  Pedro  Felipe,  Alfonso 
y Perfecto  de  la  Rosa,  armados  con  mache- 
tes, agredieron  a García,  y éd  poco  tiempo 
de  caminar,  percibió  tres  disparos  de  revól- 
ver y uno  de  escopeta.  Obra  en  los  autos, 
el  informe  emitido  por  el  Juez  de  Paz  de 
Jocotán  acerca  de  la  conducta  observada 
por  los  enjuiciados.  El  Juez  de  Primera 
Instancia  de  Chiquimula,  con  fecha  treinta 
y uno  de  enero  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres,  dió  fin  a la  causa  en  los  términos  que 
siguen;  1",  condenó  al  enjuiciado  Alfonso 
de  la  Rosa,  por  homicidio  y lesiones,  a su- 
frir, por  el  primer  delito,  diez  años  de  pri- 
sión correcional,  inconmutables;  y un  año, 
de  la  misma  pena,  por  el  segundo,  conmuta- 
ble en  sus  dos  terceras  partes,  a razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  diarios;  y,  por  mili- 
tar en  favor  del  reo  la  circunstancia  ate- 
nuante de  su  confesión,  rebajó  a cada  una  de 
dichas  penas  una  tercera  parte;  y , por  úl- 
timo, hizo  las  demás  declaraciones  corres- 
pondientes ; 2-,  absolvió  del  cargo  que  les 
fué  formulado  a Pedro  Felipe,  Anselmo  de 
la  Rosa  y Constantino  Cordón  Guzmán ; y, 
3“,  dejó  abierto  el  procedimiento  contra 
Abraham  y Perfecto  de  la  Rosa.  La  Sala 
Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  por  ma- 
yoría de  votos,  confirmó,  con  fecha  veinti- 
cuatro de  abril  del  corriente  año,  el  fallo  de 
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Primera  Instancia.  El  Fiscal  y Procurador 
de  dicha  Sala,  conjuntamente,  interpusieron, 
contra  este  último  pronunciamiento,  recur- 
so extraordinario  de  casación,  denunciando, 
como  infringidos,  los  artículos  79  y 80  del 
Código  Penal;  y 614,  del  de  Procedimientos 
Penales. 

CONSIDERANDO:  que  del  relato  que 
hace  Alfonso  de  la  Rosa,  se  deduce : que, 
sin  haber  provocado  a García,  éste,  después 
de  haberlo  injuriado,  le  agredió  primero,  in- 
firiéndole una  lesión  abajo  de  la  axila,  des- 
arrollándose después  la  contienda  en  la  for- 
ma que  explica  el  mismo  de  la  Rosa;  que, 
por  consiguiente,  en  el  presente  caso,  sólo 
concurren  los  dos  requisitos  ya  menciona- 
dos, pues  con  lo  que  el  propio  ofendido  ma- 
nifiesta, se  viene  en  conocimiento  de  que 
éste  no  se  concretó  a defenderse  impidiendo 
o repeliendo  el  ataque  de  García,  sino  que  la 
acción  por  él  ejecutada,  para  evitar  el  peli- 
gro probable  e inmediato,  la  extremó  hasta 
el  punto  de  haber  matado  a su  agresor,  ra- 
zón por  la  cual  solamente  corresponde  apre- 
ciar las  dos  circunstancias  expresadas  con 
anterioridad  y reducir  la  pena  hasta  una 
quinta  parte;  y al  no  estimarlo  así  el  Tribu- 
nal sentenciador  violó  la  doctrina  contenida 
en  el  artículo  80  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  la  muerte  de  Al- 
fredo García  se  estableció  con  la  copia  cer- 
tificada de  la  partida  de  defunción  que  obra 
en  autos,  y que  aquélla  se  causó  de  una  ma- 
nera violenta,’  está  probado  con  el  informe 
médico-legal  respectivo.  Artículo  603,  de 
Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  la  responsabili- 
dad criminal  de  Alfonso  de  la  Rosa  se  en- 
cuentra probada  con  su  confesión,  la  cual 
reúne  todos  los  requisitos  que  la  ley  de- 
termina, pues  que  García  falleció  de  un  mo- 
do violento  se  justificó  con  el  instrumento 
que  acaba  de  mencionarse,  sus  confesiones 
las  ratificó  el  reo  ante  el  tutor  específico 
que  le  fué  nombrado  en  el  plenario  de  la 
causa,  versan  sobre  un  hecho  propio  del  con- 
fesante y son  verosímiles  y congruentes  con 
los  pasajes  de  los  autos.  Artículo  609,  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  no  habiéndose 
dado  cuenta  exacta  del  suceso,  Anselmo  de 
la  Rosa  (quien,  además,  es  ofendido)  y Cu- 
pertino  Cordón  Guzmán,  sus  dichos  care- 
cen de  valor  jurídico,  y,  len  consecuencia  só- 
lo existe,  contra  el  procesado,  su  espontánea 
confesión,  la  cual  debe  admitirse  en  la  parte 
que  le  favorece,  en  virtud  de  que  en  el  pre- 
sente caso  no  existen  pruebas  en  pro  ni  en 


contra  de  las  circunstancias  modificativas 
de  aquélla.  Artículos  586,  614,  Código  de 
Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  si  bien  es  cier- 
to que  el  enjuiciado  confesó  también  haber 
herido  al  segundo  de  sus  agresores,  Ansel- 
mo de  la  Rosa,  también  lo  es  que,  por  este 
otro  hecho  delictuoso  no  puede  imponerse 
pena  al  mencionado  reo,  toda  vez  que  en 
los  autos  no  obra  el  informe  de  las  lesiones 
que  sufrió  Anselmo  de  la  Rosa  y sin  ese  docu- 
mento no  es  posible  graduar  la  pena  que 
en  su  caso  correspondería  infligir  al  pro- 
cesado, tomando  en  cuenta  para  ello,  el  ma- 
yor o menor  tiempo  que  el  ofendido  tardó 
en  su  curación  y si,  a consecuencia  de  las 
heridas,  perdió  o no  un  miembro  principal, 
o quedó  con  alguna  deformidad,  etcétera. 
Artículos  304,  Código  Penal,  y 239,  Código  de 
Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  en  lo  que  respecta  a 
la  culpabilidad  de  Pedro  Felipe,  Anselmo  de 
la  Rosa  y Cupertino  Cordón  Guzmán,  debe 
tenerse  presente  que  al  primero  lo  sindican 
De  la  Rosa  y Cordón  Guzmán,  pero,  como 
dichos  individuos  no  presenciaron  el  des- 
arrollo del  hecho,  por  haber  huido  desde  el 
principio,  sus  deposiciones  no  pueden  to- 
marse en  cuenta ; y en  cuanto  a De  la  Ro- 
sa y Cordón  Guzmán  sólo  existe,  en  su 
contra,  la  imputación  que  les  hace  el  ofen- 
dido, y en  esa  virtud  deben  ser  absueltos  sin 
limitación  alguna.  Artículo  568,  Código  de 
Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO  : que  no  habiéndose  lo- 
grado la  captura  de  Abraham  y Perfecto  de 
la  Rosa,  corresponde  dejar  abierto  el  pro- 
cedimiento para  cuando  sean  aprehendidos. 
Artículo  806,  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales, 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  las  leyes  apunta- 
das y haciendo  aplicación  de  lo  estatuido 
por  los  artículos  27,  29,  33,  44,  58,  63,  66, 
87,  94  y 295,  Código  Penal;  687,  735  y 736, 
del  C.  P.  P.;  y 2-,  del  Decreto  legislativo  Nú- 
mero 1740,  casa  y anula  lel  fallo  recurrido  y, 
resolviendo  sobre  lo  principal,  declara;  que 
Alfonso  de  la  Rosa  y Felipe  es  reo  de  ho- 
micidio, por  cuyo  delito  le  impone  la  pena 
de  diez  años  de  prisión  correccional  incon- 
mutables, los  cuales,  reducidos  a una  quin- 
ta parte,  y con  abono  del  tiempo  padecido, 
extinguirá  en  la  Penitenciaría  Central;  lo 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  la  condena;  lo  obliga  al  pa- 
go de  las  responsabilidades  civiles  deriva- 
das del  delito;  y,  por  su  notoria  pobreza,  lo 
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exonera  de  reponer  el  papel  empleado  en  la 
causa;  2°,  que  se  absuelve  del  cargo  de  le- 
siones a Alfonso  de  la  Rosa  y Felipe;  3'',  que, 
por  falta  de  prueba,  se  absuelve  de  los  car- 
gos que  les  fueron  formulados  a Coustanti- 
no  Cordón  Guzmán,  Anselmo  de  la  Rosa  y 
Ramos  y Pedro  Felipe  y Súchite;  y,  4'’,  que 
deja  abierto  el  procedimiento  contra  Perfec- 
to y Abraham  de  la  Rosa. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos,  en  la 
forma  que  corresponde,  al  Tribunal  de  su 
origen,  transcribiéndose  lo  acordado. 

J,  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Casiellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mi,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 

CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
tres  de  junio  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la  Sala 
Séptima  de  la  Corte  de  Apelaciones,  fecha 
veintisiete  de  marzo  del  año  en  curso,  en  el 
proceso  seguido  contra  Miguel  y Antonio 
María  Aguirre  Fajardo,  por  el  delito  de  dis- 
paro de  arma  de  fuego. 

RESULTA:  el  Juzgado  de  Paz  de  Estan- 
zuela,  departamento  de  Zacapa,  inició  la  su- 
maria el  veintitrés  de  abril  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos,  a las  ocho  de  la  noche, 
quedando  establecido  el  siguiente  hecho  me- 
diante las  declaraciones  de  los  testigos  pre- 
senciales Ismael  Portillo,  Josefa  Sosa.  Trán- 
sito Fajardo,  Manuel  Lira  y Miguel  Cabre- 
ra ; que  entre  seis  y seis  y media  de  la  tar- 
de del  día  mencionado,  iban  en  una  carre- 
ta de  bueyes,  los  individuos  Miguel  y An- 
tonio Aguirre,  cuando  pasaron,  montados  a 
caballo,  Francisco  Sánchez  y Antonio  Sosa; 
al  verlos  pasar  se  baj.aron  de  la  carreta  y 
se  fueron  detrás  de  ellos  en  su  persecución, 
haciéndoles  varios  disparos,  sin  acertarles. 

Los  sindicados  fueron  detenidos  y redu- 
cidos a prisión,  habiendo  explicado  los  he- 
chos al  contrario  : dicen  que  Sánchez  y So- 
sa fueron  quienes  dispararon  sobre  ellos  al 
hacerse  encuentro  y,  en  seguida,  salieron  en 
precipitada  fuga. 

El  Juez  de  1-  Instancia  declara  probada 
la  culpabilidad  de  los  reos  y,  en  sentencia 
de  catorce  de  enero  del  año  en  curso,  los 
condena  a dos  años  de  prisión  correccional, 
conmutables  en  dos  terceras  partes,  a diez 
centavos  de  quetzal  diarios  y manda  testi- 
moniar lo  conducente  para  proceder  contra 
el  testigo  Manuel  Lira,  por  falso  testimonio. 


La  Sala  conoció  en  apelación  y dictó  sen- 
tencia en  la  fecha  indicada,  confirmando  el 
fallo  de  Primera  Instancia,  con  las  modifi- 
caciones siguientes : 1'^  la  pena  impuesta  a 
Miguel  Aguirre  debe  agravarse  en  una  ter- 
cera parte  porque,  según  proceso  que  tuvo 
a la  vista,  fué  condenado  en  mil  novecien- 
tos veinticinco,  a seis  años  ocho  meses  de 
prisión  correccional,  por  el  delito  de  homi- 
cidio; y,  2\  no  se  deja  abierto  el  procedi- 
miento contra  Lira,  porque  su  declaración  es 
bastante  verosímil. 

Contra  la  sentencia  de  Segunda  Instan- 
cia interpusieron  el  presente  recurso  de  ca- 
sación, por  violación  de  ley  expresa,  los  reos 
Miguel  y Antonio  María  Aguirre  Fajardo, 
con  auxilio  del  Abogado  don  L.  Alberto  Paz 
y Paz. 

Sie  alega  en  el  recurso  que  los  artículos  3'’ 
y 4“  de  Procedimientos  Penales,  fueron  vio- 
lados, porque  sin  haberse  comprobado  el 
hecho  imputado  a los  reos,  se  les  condenó  a 
una  pena,  desnaturalizándose  así  el  objeto 
y fin  del  procedimiento  criminal ; que  el  234 
está  infringido  desde  el  momento  en  que 
el  procedimiento  no  se  siguió  contra  tos  dos 
bandos  que  se  dispararon  sino  solamente 
_contra  sus  defendidos;  el  259,  porque  la  exis- 
tencia del  delito  no  pudo  tomarse  como  es- 
tablecida sino  por  lo  que  respecta  a los  reos 
prófugos;  los  434,  344  y 346,  por  haber  to- 
mado en  cuenta  la  Sala  declaraciones  con- 
tradictorias y defectuosas;  los  568  y 571,  por- 
que las  pruebas  del  sumario  carecen  en  lo 
absoluto  de  valor  probatorio;  los  571,  574  y 
580,  inciso  2°,  por  haberse  fundado  el  fa- 
llo en  la  declaración  del  testigo  Miguel  Ca- 
brera, parcial  e interesada;  los  artículos  580, 
inciso  2";  583,  inciso  1";  y 586,  incisos  1“  v 
6",  por  haberse  diado  crédito  a las  declara- 
ciones de  Josefa  Sosa  y Tránsito  Fajardo, 
varias  y contradictorias  en  sus  exposiciones 
e inverosímiles  sus  dichos  y,  además,  la  pri- 
mera, sobrina  de  Antonio  Sosa,  uno  de  los 
co-reos;  los  artículos  213,  Procedimientos  Pe- 
nales, y 211  C.  P.,  por  haber  dispuesto  que 
no  se  abriera  procedimiento  contra  el  testi- 
go Manuel  Lira ; y,  como  la  Sala  omitió  ex- 
presar los  fundamentos  legales  que  tuvo  pa- 
ra apreciar  como  prueba  plena  las  declara- 
ciones viciadas  de  los  testigos  mencionados, 
violó  los  artículos  571,  573  y 735,  inciso  3°,  de 
Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  el  delito  de  dis- 
paro de  arma  del  cual  resultaron  autores  los 
enjuiciados  Aguirre,  se  encuentra  legalmen- 
te comprobado  con  las  declaraciones  de 
Ismael  Portillo,  Tránsito  Fajardo,  Miguel 
Cabrera  y Manuel  Lira;  que  están  de  acuer- 
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do  con  las  indagatorias  de  los  reos,  quienes 
no  niegan  haberse  encontrado  con  Sosa 
Sánchez  en  el  lugar  y en  la  forma  referidos 
por  los  testigos  sino  solamente  haber  sido 
ellos  los  agresores,  circunstancia  que  esta- 
ban obligados  a probar,  toda  vez  que  sus 
aseveraciones  contradecían  abiertamente  lo 
declarado  por  los  dichos  testigos  de  cargo.  En 
virtud  de  lo  expuesto,  la  acción  cometida  por 
los  reos  es  punible,  según  la  ley;  éstos  fue- 
ron sometidos  al  procedimiento  criminal  res- 
pectivo con  base  suficiente  para  el  efecto ; en 
el  proceso  se  llenaron  todas  las  formalidades 
del  caso  y habiéndose  establecido  su  culpa- 
bilidad se  les  aplicó  la  pena  que  señala  el 
artículo  309,  del  C.  P.  No  se  han  violado, 
por  lo  tanto,  los  artículos  3“,  4’,  234,  259,  568, 
731,  571  y 574,  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  las  prescripcio- 
nes contenidas  en  los  artículos  343,  344  y 
346,  relativas  al  examen  de  los  testigos  y el 
inciso  3'’,  del  artículo  735,  de  Procedimien- 
tos Penales,  que  se  refiere  a la  redacción 
de  las  s^entencias,  aparecen  fielmente  obser- 
vadas, pero  si  así  no  fuere,  su  infracción  no 
daría  motivo  a la  casación,  por  violación  de 
ley,  sino  únicamente  por  quebrantamiento 
de  forma,  lo  cual  no  ha  sido  alegado  en  el 
recurso  y,  por  consiguiente,  la  infracción  de 
los  artículos  citados  es  inadmisible. 

CONSIDERANDO;  que  aunque  se  pro- 
dujeron declaraciones  de  cargo  por  parien- 
tes consanguíneos,  según  afirmación  de  los 
mismos  deponentes,  existen  otras  que  no  tie- 
nen tacha  legal  alguna  y que,  uniformes  y 
contestes  en  sus  dichos,  demuestran  la  de- 
lincuencia de  los  sindicados ; en  efecto,  Is- 
mael Portillo,  Tránsito  Fajardo,  Miguel  Ca- 
brera y Manuel  Lira  no  consta  que  sean 
consanguíneos  colaterales  dentro  del  4’  gra- 
do, que  es  la  prohibición  contenida  en  el  in- 
ciso 2”,  artículo  580  citado  en  el  recurso ; 
tampoco  carecen  de  verdad  legal  porque 
sus  declaraciones  son  razonadas  y verosí- 
miles y en  puntos  esenciales  no  se  aprecia 
contradicción  alguna;  habiendo  estimado  el 
Tribunal  sentenciador  el  mérito  de  tales  de- 
claraciones atendiendo  a la  habilidad  de  los 
testificantes  ya  que  no  fueron  obligados  por 
fuerza  ni  impulsados  por  engaño,  error  o 
soborno,  como  alega  el  recurrente,  no  exis- 
te la  violación  de  los  artículos  573,  583,  in- 
ciso I’,  y 586,  incisos  I’  y 5’,  de  Procedi- 
mientos Civiles. 

CONSIDERANDO:  por  último,  que  los 
artículos  213,  de  Procedimientos  Penales,  y 
211 , del  Código  Penal,  tampoco  han  sido  in- 
fringidos por  la  Sala.  Ciertamente  el  Tri- 
bunal no  manda  abrir  procedimiento  contra 


el  testigo  Lira  por  falso  testimonio,  como  lo 
hizo  el  Juez,  pero  en  este  punto  ha  procedi- 
do con  estricta  justicia,  puesto  que  el  sim- 
ple desacuerdo  entre  dos  testigos  sobre  al- 
gunos de  los  puntos  declarados  no  puede  dar 
lugar  a que  se  les  sindique  de  falsos ; siendo 
otros  los  elementos  constitutivos  de  esta  in- 
fracción que  el  Tribunal  sentenciador  no  en- 
contró en  el  caso,  por  lo  que  su  conducta 
está  ajustada  a lo  dispuesto  en  el  artículo 
259,  de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  las  leyes  examinadas  y 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  690,  de  Pro- 
cedimientos Penales,  desestima  el  recurso 
interpuesto  y condena  a cada  uno  de  los 
rebs  recurrentes,  la  la  peina  adicional  de 
quince  días  de  prisión  simple,  conmutables 
a diez  centavos  diarios. 

Notifíquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sola- 
zar.— Voto  en  contra,  Carlos  Castellanos  R. 
— Alberto  Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. 
— Ante  mí,  Juan  Fernández  C.,  Secreta- 
rio. Q) 

CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
seis  de  junio  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Vista,  por  recurso  eíítraordinario  de  casa- 
ción y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  que  más  adelante  se  relatará,  pro- 
nunciada en  el  proceso  instruido  contra  Mar- 
celino Blanco  Meda  y Paulina  Sosa  viuda 
de  Garoz,  por  abusos  deshonestos  y corrup- 
ción de  menores,  respectivamente. 

RESULTA:  que  la  causa  íué  iniciada  el 
veintiuno  de  octubre  de  mU  novecientos 
treinta  y dos,  en  virtud  de  haber  sido  pues- 
to a disposición  del  Juez  Quinto  de  Paz, 
Marcelino  Blanco  Meda,  detenido  el  día  an- 
terior a solicitud  de  Paula  Sosa  viuda  de 
Garoz,  quien  inició  acusación  contra  dicho 
sujeto  afirmando  que  había  estuprado  a su 
hija  Elena,  como  de  doce  años  de  edad,  ha- 
cía dos  años,  poco  más  o menos.  La  me- 
nor refiere  que,  encontrándose  su  señora 
madre  en  el  Mercadito  (sin  poder  precisar 
la  fecha),  Marcelino  Blanco  Meda  lie  dijo 
que  se  acostara  en  la  cama,  pero  como  ella 
no  lo  efectuó,  dicho  sujeto  la  tomó  de  la  mano 

(1)  El  voto  del  Magistrado  Casteliaoos  R.,  se  inserta  al  6Dat 
de  esta  sección. 
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y,  colocándola  en  posición  supina,  le  intro- 
dujo una  vela  de  sebo  en  la  vulva  y después 
los  dedos;  Blanco  Meda  continuó  llegando 
a su  casa,  acostándose  con  ella  y metién- 
dole en  sus  partes  el  dedo,  el  cual  ha  senti- 
do muy  grande  y grueso,  y a pesar  de  las  mu- 
chas veces  que  Marcelino  ha  repetido  lo  ya 
relacionado,  siempre  le  duelen  esos  toca- 
mientos y no  le  proporcionan  placer  alguno. 

Marcelino  Blanco  Meda,  de  cuarenta  y 
cuatro  años  de  edad,  al  ser  interrogado  ma- 
nifestó lo  que  sigue : que  Paulina  Sosa  de 
Garoz  lo  había  autorizado  para  tener  rela- 
ciones sexuales  con  Elena  Sosa,  quien  es 
un  tanto  demente,  a consecuencia  de  haber- 
la atropellado  un  automóvil;  que  antes  de 
morir  el  padre  de  Elena  se  la  recomendó, 
diciéndole  que,  con  el  tiempo  ésta  Sería  su 
esposa;  y que  hacía  un  año,  y una  vez  a la 
semana,  que  fornicaba  con  la  menor.  El 
Juez  Sexto  de  Primera  Instancia  dió  fin  a la 
causa  en  la  forma  que  sigue : U,  absolvió 
del  cargo  que,  por  el  delito  de  corrupción 
de  menores,  se  había  formulado  a Paulina 
Sosa  viuda  de  Garoz ; 2“,  condenó  a Marce- 
lino Blanco  Meda  a sufrir,  por  el  delito  de 
abusos  deshonestos,  cuatro  años  de  prisión 
correccional,  rebajados  en  una  tercera  parte 
por  la  atenuante  de  su  confesión,  sin  la 
cual  hubiera  procedido  dictar  a su  favor  un 
fallo  absolutorio:  le  permite  conmutar  las 
dos  terceras  partes  de  la  pena,  a razón  de 
quince  centavos  de  quetzal  diarios ; la  pena 
deberá  extinguirla  en  la  Penitenciaría  Cen- 
tral, abonándosele  la  prisión  sufrida:  lo  de- 
ja afecto  al  pago  de  las  responsabilidades 
civiles  provenientes  del  hecho  delictuoso ; lo 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  la  condena ; y por  su  noto- 
ria pobreza  lo  exonera  de  reponer  con  sella- 
do el  papel  que  se  usó  en  el  proceso:  y 3", 
ordenó  que  se  certificara  lo  conducente,  a 
efecto  de  instruir,  en  cuerda  separada,  la 
averiguación  de  los,  hechos  que  denuncia  el 
reo,  acerca  de  las  vejaciones  de  que  fué 
víctima  por  parte  del  Comandante  de  la 
Séptima  Demarcación  de  Policía.  El  vein- 
te de  abril  recién  pasado,  la  Sala  Primera  de 
la  Corte  de  Apelaciones  confirmó  la  sen- 
tencia de  Primera  Instancia;  y el  reo,  con 
auxilio  del  Abogado  don  José  Sarillas  Fa- 
jardo, introdujo,  contra  este  último  pronun- 
ciamiento, recurso  de  casación,  denuncian- 
do, como  infringidos,  los  artículos  13,  17  y 
325,  del  Código  Penal;  y 611,  de  Procedi- 
mientos Penales, 

CONSIDERANDO:  que  el  enjuiciado,  al 
dar  respuesta  a una  de  las  preguntas  del 
interrogatorio  a que  se  le  sometió,  con  el 
fin  de  que  ampliara  su  declaración,  mani- 


fiesta : que  al  llevar  a cabo  los  tocamientos 
en  los  órganos  genitales  de  Elena  Sosa  se 
proponía  "satisfacer  sus  deseos  y que  lo  pu- 
sieran preso”,  y es  indudable  que  esos  de- 
seos tenían  el  carácter  de  libidinosos,  se- 
gún se  desprende  de  lo  que  el  mismo  reo  ex- 
presa en  otra  parte  de  su  declaración,  al 
afirmar  que  efectuaba  lo  que  el  calificaba  do 
“coito,  sin  ningún  sufrimiento  para  la  me- 
nor” y que  a la  madre  de  ésta  le  había  di- 
cho : que  era  imposible  introducirle  el  pene 
a la  criatura,  dada  la  desproporción  de  sus 
dimensiones  con  la  de  los  órganos  genitales 
de  aquélla;  además,  debe  tomarse  en  cuen- 
ta que  el  Doctor  Mora,  en  su  informe,  con- 
signa ; que  el  himen  de  Elena  Garoz  está 
entero  y como  es  un  himen  anular  de  per- 
foración de  medio  centímetro  de  diámetro, 
poco  más  o menos,  bien  deja  ver  que  no  pue- 
de haber  habido  todavía  relaciones  sexuales 
en  la  menor  Elena  Garoz  ; pero  hay  un  en- 
rojecimiento y un  estado  de  relajación  de 
la  membrana  con  flaccidez  precoz  de  los 
labios  de  la  vulva  que  indican  que,  muy 
probablemente,  esta  niña  ha  sido  víctima  de 
toques  deshonestos  o tiene  el  hábito  de 
masturbarse.  Por  otra  parte,  con  el  infor- 
me que  emitió  el  Médico  jefe  del  Asilo  de 
Alienados  se  ha  establecido,  con  toda  pre- 
cisión, que  Elena  Garoz  Sosa  es  una  oligo- 
trénica  y que  su  imbecilidad  es  congénita  y 
nada  tiene  qué  ver  con  la  ínfima  lesión  que 
recientemente  sufrió  en  el  cuero  cabelludo, 
y que,  además,  es  imbécil  su  madre,  Pauli- 
na Sosa  viuda  de  Garoz ; y,  por  consiguiente 
hay  en  la  familia  una  tara  de  inferioridad 
evidente.  Que  caracterizado  el  acto  punible 
tanto  con  la  confesión  del  reo,  como  con  el 
informe  de  referencia,  debe  admitirse  la 
confesión  de  aquél  en  la  parte  que  le  per- 
judica, pues,  si  bien  es  cierto  que  Blanco 
Meda,  al  final  de  su  declaración,  que  obra 
al  folio  diez  y siete,  vuelto,  agrega  que  se  ha 
visto  en  la  necesidad  de  decir  toda  la  ver- 
dad por  los  castigos  que  le  infligieron  en  la 
Séptima  Demarcación  de  Policía,  también 
lo  es,  que  no  obstante  haber  sido  abierto 
a prueba  el  juicio  por  el  término  de  quince 
días,  ninguna  presentó  el  reo  para  esta- 
blecer que  su  confesión  era  nula  o que  di- 
cha prueba  adolecía  de  algún  defecto  con 
relación  a los  requisitos  que  la  ley  determi- 
na para  la  validez  de  la  misma.  Que  la 
confesión  de  que  se  trata  no  es  calificada, 
pues  el  enjuiciado,  al  confesar  el  delito  que 
cometió,  lo  hizo  lisa  y llanamente,  sin  agre- 
garle ninguna  circunstancia  que  modifica- 
ra el  hecho  por  él  confesado,  y,  por  consi- 
guiente, no  se  está  en  el  caso  que  invoca  el 
recuri'ente ; y en  virtud  de  todo  lo  expuesto, 
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no  Se  infringieron  los  articulos  325,  del  Có- 
digo Penal,  y 614,  de  Procedimientos  Pe- 
nales. 

CONSIDERANDO;  que  en  el  presente 
caso,  no  se  trata  de  la  ejecución  incomple- 
ta de  un  acto  punible,  sino,  por  el  contra- 
rio, como  ya  se  dijo,  y ha  quedado  esta- 
blecido con  la  confesión  del  enjuiciado,  su 
voluntad  criminal  se  tradujo  en  un  acto  ex- 
terior que  llenó  por  completo  la  esfera  de 
consumación  del  delito,  y se  encuentra  de- 
terminada de  manera  inconcusa  la  infrac- 
ción legal  cometida  por  el  delincuente ; y. 
en  ese  concepto,  tampoco  se  violó  el  articu- 
lo 17  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  el  articulo  325, 
del  Código  que  acaba  de  citarse,  establece  de 
una  manera  categórica,  sanción  para  los 
actos  que  se  cometan  en  la  forma  y cir- 
cunstancias en  que  delinquió  Blanco  Meda, 
y,  en  consecuencia,  en  el  caso  siib  judice, 
carece  de  aplicación  y no  pudo  ser  infringi- 
da la  disposición  que  contiene  el  articulo  13 
del  Código  Penal. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  de  lo  prescrito  por  el 
articulo  690  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  declara  improcedente  el  recurso  in- 
terpuesto e impone  al  recurrente  quince 
días  de  arresto  conmutables,  a razón  de 
quince  centavos  de  quetzal  diarios. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos  al  Tri- 
bunal de  su  origen  en  la  forma  que  co- 
rresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Caslellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
nueve  de  junio  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres. 

Vista,  en  casación,  la  sentencia  de  la  Sala 
4’  de  la  Corte  de  Apelaciones,  fecha  cinco 
de  abril  del  corriente  año,  en  el  proceso  se- 
guido contra  Rafael  Alegría,  por  los  delitos 
de  homicidio  y hurto.  El  recurso  fué  intro- 
ducido por  el  propio  reo,  con  auxilio  del  Pro- 
curador Oficial,  Licenciado  don  Luis  Gerar- 
do Barrios,  alegando  violación  de  los  artícu- 
los 12,  20,  incisos  1°,  4°.  9",  21,  incisos  1’'.  3", 
4^  5",  7^  65,  77,  SO,  105,  C.  P.:  y 259,  609  y 
733,  de  Procedimientos  Penales.  La  senten- 
cia de  la  Sala  considera  que,  con  la  partida 


de  defunción  del  occiso,  Arnulfo  Arrióla 
Gracias,  con  el  informe  de  la  autopsia  prac- 
ticada en  su  cadáver  y con  las  demás  cons- 
tancias de  autos,  quedó  establecido  el  cuer- 
po del  delito;  con  la  confesión  del  enjuicia- 
do y con  las  declaraciones  de  los  testigos 
presenciales,  Luis  Chávez  y Nicolasa  Santi- 
zo,  lo  expuesto  por  el  propio  interfecto  y 
por  Virgilio  Amézquita,  Narciso  Porres  y 
Juana  Bravo,  quedó  probado  que  la  lesión 
que  sufrió  Arrióla  le  fué  inferida  por  Ale- 
gría; con  los  informes  médicos  se  demos- 
tró que  la  víctima  falleció  a consecuencia 
de  la  herida,  pero  si  así  no  fuere,  el  delito 
de  todos  modos  sería  calificado  como  homi- 
cidio, porque  el  autor  de  un  hecho  lo  es 
también  de  sus  consecuencias;  que  no  pue- 
de atenderse  a la  calificación  contenida  en 
la  confesión  del  reo  por  no  haber  prueba  al- 
guna al  respecto;  que  en  el  caso  existe  la 
atenuante  de  ser  Alegría  un  semi-imbécil  o 
degenerado  psíquico  y debe  aplicársele  el 
inciso  I’  del  articulo  21,  del  Código  Penal, 
pero  la  rebaja  debe  ser  solamente  de  una 
tercera  parte  sobre  la  pena  de  diez  años 
que  le  corresponde  como  autor  del  homi- 
cidio; y que,  con  respecto  a la  aplicación  de 
los  indultos  que  le  favorecen,  es  el  Tribu- 
nal Supremo  el  que  debe  resolver;  en  cuan- 
to al  delito  de  hurto  considera  que  no  hay 
prueba  para  condenarlo  y por  lo  que  se  re- 
fiere al  uso  público  de  nombre  supuesto 
ya  no  puede  seguirse  ni  entablarse  acción 
criminal  por  haber  prescrito.  Como  conse- 
cuencia de  lo  expuesto,  confirma  la  senten- 
cia consultada  por  el  Juez  3"  de  1’  Instan- 
cia de  Quezaltenango,  con  las  siguientes 
modificacicnes : 1°,  la  pena  de  diez  años  de 
prisión  correccional  debe  rebajarse  en  una 
tercera  parte,  pero  sin  descontarle  la  pri- 
sión que  el  mismo  reo  sufrió  ya,  por  refe- 
rirse ésta  a otro  delito,  por  el  que  fué  con- 
denado; 2”,  que  la  rebaja  per  los  indultos 
no  la  hace,  dejando  esa  operación  a lo  que 
resuelva  la  Corte  Suprema;  y.  3",  ordena  la 
recaptura  del  reo.  Para  entrar  al  examen 
de  las  disposiciones  que  se  c tan  como  vio- 
ladas, precisa  hacer,  antes,  un  relato  sinté- 
tico del  hecho  que  motivó  el  proceso.  El 
cinco  de  diciembre  de  mil  novecientos  vein- 
te, a las  dos  de  la  tarde,  el  señor  Arnulfo 
.\rriola  Gracias  fué  herido  gravemente  con 
arma  blanca,  por  el  sordomudo  Rafael  Ale- 
gría. El  hecho  ocurrió,  según  lo  relató  la 
víctima  y lo  declararon  los  testigos  Luis  Chá- 
vez V Nicolasa  Santizo,  en  una  de  las  ca- 
lles de  la  ciudad;  esta  última,  pupila  de  la 
casa  de  tolerancia  de  Juana  Bravo,  se  ha- 
bía escapado  de  ese  lugar ; la  matrona  en- 
vió a Alegría,  portero  del  lenocinio,  a apre- 
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hender  a la  Santizo  y en  esa  tarea  estaba 
cuando  pasó  el  señor  Arrióla,  acompañado 
de  Chávez  > al  verlos  la  mujer,  les  rogó 
que  la  defendieran  de  su  aprehensor,  pero 
éste  al  notar  la  intervención  de  aquéllos  sa- 
có un  puñal  y le  asestó  a Arrióla  una  esto- 
cada cerca  de  la  ingle  izquierda.  Aunque  el 
herido  fué  inmediatamente  atendido  le  so- 
brevino una  peritonitis  y falleció  el  diez  del 
mismo  mes,  a las  doce  del  dia,  en  el  Hos- 
pital de  Occidente.  Indagado  el  reo,  por 
medio  de  intérprete,  confesó  el  delito,  pero 
dijo  que  lo  habia  hecho  en  legitima  defensa 
de  su  persona,  pues  había  sido  agredido 
por  Arrióla  con  arma  de  fuego.  Durante 
la  secuela  de  la  causa  el  defensor  trató  de 
establecer  que  el  reo  había  obrado  sin  dis- 
cernimiento y que  la  muerte  no  se  debía 
a la  lesión  sino  a la  peritonitis  subsiguiente, 
ocasionada  por  falta  de  asistencia  inm.edia- 
ta,  logrando  al  efecto  obtener  el  dictamen 
del  Médico  forense  don  Ricardo  Mazarie- 
gos.  quien,  con  los  datos  que  le  suministró 
de  la  autopsia  practicada  por  el  Cirujano  don 
Ramón  Tejada,  sentó  la  conclusión  de  que 
la  herida  no  tenia  carácter  absolutamente 
mortal  y que,  mediante  asistencia  esmera- 
da e inmediata,  hubiera  curado  en  dos  sema- 
nas, sin  dejar  impedimento  ni  deformidad, 
pero  en  cuanto  al  otro  punto  opinó  que  el 
reo  sí  había  obrado  con  discernimiento,  aun- 
que se  trata  de  un  degenerado  psíquico  o 
medio  imbécil.  Nombrado,  como  tercero, 
el  Doctor  Salvador  Pacheco  M.  y oido,  por 
último,  el  dictamen  de  la  Facultad  de  Medi- 
cina de  esta  capital,  corporación  que  comi- 
sionó al  Doctor  Eduardo  Liz'arralde  para 
que  lo  evacuara,  ambos  facultativos  fueron 
de  parecer  que  la  lesión  sí  era  de  gravedad 
y de  las  que,  aunque  no  causan  absoluta- 
mente la  muerte,  sí  son  mortales  en  un 
porcentaje  bastante  considerable.  Aparte 
del  proceso  por  homicidio  aparecieron  otros 
dos  contra  el  mismo  Alegría : uno  por  hur- 
to de  una  cantidad  de  dinero,  del  cual  era 
acusador  Maclovio  Herrera,  habiéndose  se- 
guido el  procedimiento  en  Huehuetenango, 
lugar  de  la  residencia  del  reo  y donde  se 
cometió  el  hecho;  proceso  en  el  cual  apare- 
ce con  el  nombre  de  Javier  Escobedo,  ape- 
lativo con  el  que  era  conocido  en  aquella 
localidad.  Por  demoras  injustificables,  los 
dos  procesos,  que  al  fin  se  acumularon  an- 
te el  Juez  3“  de  1-  Instancia  de  Quezaltc- 
nango,  no  se  habían  terminado,  lográndose, 
por  último,  que,  establecida  la  identidad  dei 
reo,  se  dictara  la  sentencia  de  Primera  Ins- 
tancia el  ocho  de  febrero  de  mil  novecien- 
tos veintisiete.  En  consulta  pasó  a la  Sala 
4^  pero  desintegrado  el  Tribunal,  por  excu- 


sas de  sus  miembros,  fué  remitida  la  causa 
a la  Sala  6’  y allí  permaneció  sin  resolución 
ninguna  hasta  que,  organizada  la  Sala  4' 
nuevamente,  fué  devuelta  y entró  a la  vista 
para  resolver,  dictándose,  en  la  fecha  indi- 
cada al  principio,  la  sentencia  que  se  entra 
a examinar. 

CONSIDERANDO:  que  los  artículos  259, 
609  y 733,  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales, no  están  violados.  El  primero  es  re- 
lativo al  cuerpo  del  delito  y no  cabe  duda 
que  el  procedimiento  está  justificado,  pues 
es  plena  la  prueba  de  que  el  occiso  falle- 
ció a consecuencia  de  la  lesión  que  le  infi- 
riera Alegría ; el  segundo  está  rectamente 
aplicado  porque  la  confesión  del  reo  reúne 
las  circunstancias  que  prescribe  dicha  dis- 
posición legal;  y,  asimismo,  el  último,  por- 
que separadamente  se  hace  declaración  en 
la  sentencia  respecto  a cada  uno  de  los  deli- 
tos que  forman  el  proceso.  Igual  aprecia- 
ción debe  hacerse  del  artículo  12  del  C, 
P.,  pues  lo  que  hizo  el  Tribunal  sentencia- 
dor fué  declarar  la  responsabilidad  del  de- 
lincuente e imponerle  la  pena  que  señala 
la  ley, 

CONSIDERANDO  ; que  las  eximentes  de- 
terminadas en  los  incisos  1'’,  4’  y 9",  del  ar- 
tículo 20,  del  C.  P.,  no  son  aplicables  al 
reo : no  se  trata  de  un  loco  o demente  y. 
aunque  es  degenerado  o medio  imbécil,  co- 
mo dijo  el  perito  forense,  el  Tribunal  le  ate- 
nuó la  pena  por  ese  motivo,  considerando  a 
su  favor  la  atenuante  que  prescribe  el  in- 
ciso 1°  del  artículo  21  del  mismo  Código ; la 
legitima  defensa,  con  la  que  calificó  su  con- 
fesión, no  tiene  ni  siquiera  un  principio  de 
prueba;  al  contrario,  en  los  autos  consta  que 
no  hubo  tal  defensa  ni  agresión  alguna  por 
parte  de  la  victima;  y la  eximente  del  inciso 
9",  tampoco  hay  prueba  que  demuestre  que 
obró  impulsado  por  violencia  física  o moral. 
Las  atenuantes  de  los  incisos  1",  3°,  4’,  5", 
T,  y 10,  del  artículo  21,  son  improcedentes; 
la  primera,  porque  es  precisamente  la  que 
aplicó  la  Sala  en  favor  del  reo;  la  tercera 
se  refiere  a los  menores  de  quince  años  y 
el  enjuiciado  tenía  cuarenta  años  de  edad 
cuando  cometió  el  homicidio ; la  cuarta,  quin- 
ta y séptima  son  inaplicables  por  no  existir 
prueba  alguna  al  respecto;  y la  décima,  asi- 
mismo, toda  vez  que,  aparte  de  la  confesión 
del  reo,  hay  prueba  testimonial  bastante  pa- 
ra su  condenatoria. 

CONSIDERANDO  : que  la  pena  que  co- 
rresponde infligir  al  reo  es  la  que  señala 
el  artículo  295,  del  C.  P.,  tal  como  lo  hizo  la 
Sala,  y aun  el  Tribunal  sentenciador  le  hizo 
gracia  de  una  atenuante,  rebajándole  la  ter- 
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cera  parte  de  la  pena;  no  ha  habido,  en  con- 
secuencia, violación  de  los  artículos  65,  77 
Y 80,  del  C.  P.,  porque  la  pena  aplicada  es 
la  que  prescribe  la  ley;  y,  en  cuanto  a in- 
iracción  de  los  artículos  94  y 105,  del  mismo 
Código,  la  declaración  hecha  por  la  Sala  es- 
tá ajustada  a los  mismos  preceptos,  puesto 
que,  habiendo  sido  condenado  el  propio  reo 
por  otro  delito,  el  tiempo  que  extinguió  no 
puede  abonársele  a la  pena  que  le  corres- 
ponde sufrir  por  el  homicid  o y,  en  todo  ca- 
so, al  hacerse  la  liquidación  de  las  penas 
por  la  Presidencia  de  este  Tribunal  no  sólo 
se  tomará  en  cuenta  cualquier  excedente  si- 
no que  se  hará  la  aplicación  de  los  indul- 
tos que  puedan  favorecer  al  reo. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  lus- 
tica,  con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  686  y 690,  de  Pro- 
cedimientos Penales,  desestima  el  recurso  de 
casación  interpuesto  y condena  al  recurren- 
te a la  pena  adicional  de  quince  días  de 
prisión  simple,  conmutables  a diez  centa- 
vos diarios. 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gucia S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 

CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintiocho  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  3’  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  el  veintidós  de  agosto  del 
año  en  curso,  en  la  causa  instruida  contra 
Tomás  AvUa  Vargas,  por  el  delito  de  pa- 
rricidio. 

La  Sala  al  conocer  en  consulta,  desapro- 
bó la  sentencia  del  Juez  de  1-  Instancia  de 
Baja  Verapaz,  que  absolvía  de  la  instancia 
a Avila  Vargas  y declaró  : que  éste  era  autor 
del  delito  de  parricidio,  imponiéndole,  por 
tal  infracción,  la  pena  de  muerte,  la  cual  de 
bía  de  ser  ejecutada  en  el  lugar  correspon- 
diente y dentro  de  veinticuatro  horas,  des- 
pués de  agotarse  lodos  los  recursos. 

El  fallo  condenatorio  se  funda  en  las  pre- 
sunciones siguientes : a ) haberse  ausentado 
del  lugar  del  hecho  desde  el  día  de  la  per- 
petración del  crimen  y haber  estado  eva- 
diendo .la  acción  de  la  justicia,  desde  que 


se  cometió  el  delito ; 6^  la  contradicción  ma- 
nifiesta de  sus  indagatorias  con  lo  actuado, 
cuando  afirma  haber  estado  en  la  vela  y en- 
tierro del  occiso,  ya  que  está  demostrado 
que  sólo  a él  se  sindicaba  como  autor  del 
crimen  que  se  investiga  y,  por  lo  cual,  hubie- 
ra sido  capturado  inmediatamente  si  hubie- 
ra sucedido  como  lo  afirma;  c)  habérsele 
visto  en  dirección  contraria  al  del  lugar  del 
hecho,  con  manchas  de  sangre  y sin  que 
haya  dado  explicación  satisfactoria  del  ori- 
gen de  tal  sangre,  más  bien  negando  éste  y 
haber  sido  encontrado  por  el  testigo  Herme- 
negildo Dubón ; dj  la  sindicación  inmediata 
que  contra  el  procesado  hizo  el  occiso  mo- 
mentos después  de  cometido  el  delito,  a su 
concubina,  Magdalena  Jiménez,  y al  Juez 
de  Paz,  instructor  de  las  primeras  diligen- 
cias; e)  la  sindicación  insistente  que  en 
contra  del  encausado  hace  el  rumor  públi- 
co; f)  no  existir  otra  persona  sindicada  del 
hecho  que  se  investigó;  y,  g)  haber  afir- 
mado el  reo  que  su  padre  murió  de  fiebre 
helada,  cuando  consta  y fué  del  dominio 
público  que  se  debió  a lesiones  graves  su- 
fridas en  su  persona. 

La  causa  se  instruyó  el  veintiuno  de  oc- 
tubre de  mil  novecientos  veintiséis  ante  el 
Juez  de  Paz  de  Cubulco,  municipio  del  de- 
partamento de  Baja  Verapaz,  en  virtud  de 
la  denuncia  de  la  concubina  de  Martín  Avi- 
la, Magdalena  Jiménez.  Declararon,  como 
testigos:  José  Antonio  Estrada,  Santos  Gar- 
cía, Pablo  de  la  Cruz,  Miguel  Ramos,  Gas- 
par Santiago  y Lorenzo  Santiago,  exponien- 
do, que  no  les  constaba  nada  del  hecho,  pe- 
ro que,  por  el  rumor  público,  sabían  que  el 
autor  de  las  lesiones  que  determinaron  la 
muerte  de  Martín  Avila  era  su  hijo  Tomás 
Avüa  Vargas.  Tomás  Avüa  Vargas  fué  in- 
dagado el  once  de  enero  del  presente  año, 
fecha  en  que  fué  capturado.  En  contra  de 
lo  manifestado  por  Avila  Vargas  en  su  in- 
dagatoria, está  el  informe  del  Juez  de  Paz 
de  Cubulco  y en  el  que  se  dice  : que  Tomás 
.ávila  desapareció  del  lugar,  en  el  año  de 
mil  novecientos  veintiséis,  en  cuanto  come- 
tió el  crimen  y estuvo  huyendo  hasta  el  día 
de  su  captura. 

Según  el  informe  médico,  Martín  Avila 
falleció  a consecuencia  de  las  lesiones  que 
en  número  de  diez  y seis  le  infirieron,  sien- 
do la  que  presentaba  al  nivel  del  ventrícu- 
lo izquierdo  necesariamente  mortal.  Obra 
también  la  partida  de  defunción  de  Martín 
AvUa  y la  de  nacimiento  de  Tomás  Avila 
Vargas,  en  la  que  consta  que  es  hijo  de 
Martín  Avila  y Ana  Vargas. 
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El  Procurador  de  la  Sala  3“,  Licenciado 
don  Eleázar  Urmeneta,  al  serle  notificada 
la  sentencia  de  la  Sala,  introdujo,  contra  de 
ella,  el  presente  recurso  de  casación,  por 
violación  de  ley,  citando,  como  infringidos, 
los  artículos  siguientes:  568,  575,  581,  inciso 
S",  586,  incisos  4"  y 5“,  589,  595,  596,  597,  601 
y 732,  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les. Pedidos  los  antecedentes  y señalado 
día  para  la  vista,  es  el  caso  de  dictar  la  sen- 
tencia que  corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  las  presunciones 
humanas  que  de  la  causa  se  desprenden 
contra  el  enjuiciado  Tomás  A.vila  Vargas,  y 
que  analizó  la  Sala  3',  reúnen  los  caracte- 
res indispensables  que  la  ley  requiere ; y al 
apreciarlas  así  dicho  Tribunal  sentenciador 
para  fundar  en  ellas  la  condena  impuesta, 
lo  hizo  en  ejercicio  de  la  facultad  que  la  ley 
concede  a los  Jueces  para  estimar  esta  cla- 
se de  pruebas,  sin  que  esta  apreciación  pue- 
da dar  lugar  al  recurso  de  casación ; fuera 
de  que  los  hechos  en  que  se  fundan  las 
presunciones  enumeradas  por  la  Sala  son 
reales  y efectivos  En  consecuencia,  no  se 
violaron  los  artículos  589,  595,  596,  597  y 
601,  de  Procedimientos  Penales,  Tampoco 
se  infringieron  los  artículos  568,  575,  581, 
inciso  8'',  586,  incisos  4°  y 5’,  y 732,  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  los  cuatro 
primeros  que  se  refieren  a la  naturaleza  y 
valor  jurídico  de  las  pruebas  y el  último, 
que  toda  sentencia  debe  ser  fundada,  y con- 
tener decisiones  expresas,  positivas  y preci- 
sas, citándose  en  ellas  la  ley  en  que  se  fun- 
den; y que,  en  caso  de  no  haber  ley,  se  ob- 
serve lo  preceptuado  en  el  artículo  3"  del 
Código  Penal. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  lo  preceptuado  en  los 
artículos  676  y 690,  de  Procedimientos  Pe- 
nales; 22,  Decreto  Número  1728;  233,  De- 
creto Número  1928,  desestima,  por  impro- 
cedente, el  recurso  interpuesto. 

Nótifíquese,  y,  con  certificación,  devuél- 
vanse los  antecedentes  a donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argüe- 
la  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintiocho  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres. 


Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  dictada  por  la  Sala  6-  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  el  nueve  de  agosto  del  año 
en  curso,  en  la  causa  que  por  el  delito  de 
falso  testimonio  se  instruyó  contra  Pascual 
Morales  y por  la  cual  se  le  coindenó  a su- 
frir la  pena  de  seis  meses  de  arresto  mayor, 
con  las  demás  circunstancias  procedentes 
en  derecho. 

El  veintitrés  de  julio  del  año  pasado,  el 
Juez  de  V Instancia  de  Totonicapán,  en  vir- 
tud de  la  ejecutoria  de  la  Sala  jurisdiccio- 
nal mandó  testimoniar  lo  conducente  del 
proceso  que  por  los  delitos  de  hurto  y ame- 
nazas se  siguió  contra  Micaela  Say  Tumax, 
para  instruir  la  correspondiente  contra  Pas- 
cual Morales  por  el  delito  de  falso  testi- 
monio. 

La  declaración  que  dió  Pascual  Morales 
en  la  causa  instruida  contra  Micaela  Say 
Tumax  dice  entre  otras  cosas  lo  siguiente: 
que  el  veintiocho  de  septiembre  de  mil  no- 
vecientos treinta,  llegó,  a las  diez  y seis  horas 
a la  cantina  y zarabanda  que  en  la  ciudad  de 
Totonicapán  tenía  establecida  Micaela  Pon- 
cio  viuda  de  Pu,  casa  que  ahora  habita  don 
Samuel  Moscoso,  y en  la  que,  en  aquel  tiem- 
po, vivía  la  viuda  de  Pu ; que  aUí  permaneció 
hasta  las  veinte  horas  y durante  ese  tiem- 
po estuvo  bailando  y tomando  algunos  tra- 
gos, los  que  le  despachó  Micaela  Say,  por 
ser  la  que  se  entendía  con  la  cantina  y en  la 
zarabanda,  notando  en  esa  ocasión,  que  la 
cajntina  tenía  aguardiente,  cervezas,  aguas 
gaseosas  y otras  cosas  de  tienda;  que  como 
ya  dijo  se  retiró  a las  veinte  horas  y ya  no 
se  dió  cuenta  de  más,  constándole  que  la 
cantina  era  propiedad  de  la  Poncio  viuda  de 
Pu,  porque  ésta,  el  veintiséis  de  septiem- 
bre, lo  llamó  para  que  le  ayudara  a adornar 
la  cantina  para  la  zarabanda  y le  dijo  que 
eran  suyas.  Al  indagársele  como  reo  a Mo- 
rales, el  siete  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y dos,  ratificó  la  declaración  que  se 
ha  transcrito,  con  el  agregado,  que  lo  que 
dijo  fué  lo  que  vió  y que  no  le  pagaron  na- 
da para  que  declarara  así  y,  por  último,  que 
comprobaba  su  dicho  con  don  Manuel  Ga- 
ñiz, que  fué  el  único  que  conocía,  de  la  mu- 
cha gente  que  había  en  la  cantina  de  Mi- 
caela Poncio  viuda  de  Pu.  Don  Manuel 
Gañiz  manifestó  en  su  declaración,  que  el 
veintiocho  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  no  salió  en  todo  el  día  ni  por  la 
noche. 

Diego  T.  Hernández,  apoderado  de  Micae- 
la Poncio  de  Pu,  manifestó  en  su  escrito  de 
querella,  que  en  el  mes  de  septiembre  del 
año  de  mil  novecientos  treinta,  durante  los 
días  de  fiesta  titular  de  la  ciudad  de  Toto- 
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nicapán,  o sea  la  feria  de  San  Miguel,  su 
mandante  puso  una  zarabanda  en  la  Canti- 
na que  tenia  en  ese  entonces  en  la  casa 
que  hoy  ocupa  el  Profesor  don  Manuel  Mos- 
coso,  que  está  situada  en  el  cantón  Agua 
Caliente,  a inmediaciones  del  Rastro  de  Ga- 
nado Mayor,  que  cansada  del  trabajo  que 
habia  tenido  le  habló  a Micaela  Say  para 
que  se  hiciera  cargo  de  la  cantina  y le  repre- 
sentara uno  o dos  días ; que  la  Say  aceptó  y 
entró  a fungir  como  empleada  el  domingo 
veintiocho  del  mes  de  septiembre  de  mil  no- 
vecientos treinta,  a las  veinte  horas,  ha- 
biéndole entregado  lo  que  contenía  la  can- 
tina y su  tienda  anexa,  más  la  cantidad  de 
cinco  mil  pesos  moneda  nacional,  los  cua- 
les tenía  que  pagar  el  día  siguiente  a dis- 
tintas personas,  por  créditos  que  le  habían 
concedido ; que  la  noche  del  citado  domin- 
go fué  de  mucho  movimiento  en  la  zara- 
banda, vendiendo  la  Say  toda  la  existencia 
de  cerveza  Marzen,  Gallo,  etcétera,  puros, 
cigarros,  aguardiente,  fósforos  y comesti- 
bles, 'ascendiendo  el  valor  de  lo  vendido  a 
seis  mil  pesos,  según  cuentas  e inventario 
que  se  hizo  oportunamente;  que  la  citada 
Say,  al  irse  para  su  casa,  cerró  el  estable- 
cimiento, llevándose  los  once  mil  pesos  v 
otras  cosas,  como  rompopo,  etcétera. 

El  Juez  de  la  causa,  con  fecha  diez  y sie- 
te de  julio  del  presente  año,  dió  fin  a ella, 
declarando : que  si  bien  el  hecho  atribuido 
a Pascual  Morales  se  encontraba  estableci- 
do con  la  propia  confesión  del  mismo,  al 
ratificar  el  dicho  que  prestó  en  la  causa 
que  por  los  delitos  de  hurto  y amenazas  se 
instruyó  contra  Micaela  Say  Tumax,  el  cual 
resultó  ser  falso , que  también  se  estableció 
que  dicho  individuo  padece  de  enajenación 
mental  desde  hacía  más  de  cinco  años,  se- 
gún los  informes  categóricos  del  Médico  fo- 
rense, Doctor  don  Edmundo  Contreras  R., 
y,  por  consiguiente,  absolvía  del  cargo  a Pas- 
cual Morales,  por  estar  exento  de  responsa- 
bilidad criminal. 

La  Sala  fundó  su  fallo  condenatorio  en 
las  siguientes  consideraciones : 

“Considerando  : que  el  reo  Pascual  Mora- 
les, según  consta  en  autos,  dió  su  declara- 
ción en  la  causa  instruida  contra  Micaela 
Say  Tumax,  respecto  a hechos  sucedidos  con 
nueve  meses  de  anticipación,  dando  deta- 
lles que  demuestran  que  estaba  en  el  com- 
pleto uso  de  sus  facultades  mentales  y más 
tarde  la  ratificó  sin  que  el  Juez  haya  nota- 
do en  él  indicios  de  enajenación  mental; 
que  dicho  reo  no  dijo  estar  enajenado;  que 
su  defensor,  hasta  el  plenario,  se  propuso 
probar  la  demencia  del  repetido  reo,  propo- 


niendo el  testimonio  de  cinco  personas  que 
declararan,  entre  otras  cosas,  que  los  padres 
de  éste  murieron  de  fiebre  alcohólica,  pero 
ninguna  de  ellas,  a excepción  de  don  Ma- 
riano Tax  Tzul,  lo  aseguró;  pues  don  Víctor 
V.  González  dijo:  “que  cree”;  don  Justo 
Díaz  de  León  : “que  no  lo  vió  sino  que  úni- 
camente se  lo  contaron  sus  agentes”;  don 
Vicente  de  León:  “que  mo  le  consta  de  que"; 
y don  Porfirio  Robles  que  lo  supo  por  “dí- 
ceres" ; y que  el  Registrador  Civil  informó 
que  murieron  de  liebre,  sin  decir  si  alcohó- 
lica, según  consta  en  las  partidas  respecti- 
vas, que  no  acompañó.  Artículo  570,  P.  P. 

Que  para  establecer  la  enajenación  men- 
tal del  reo,  éste  fué  reconocido  por  el  Ciru- 
jano departamental.  Doctor  don  Edmundo 
Contreras,  quien  dió  dos  informes,  diciendo: 
en  el  primero,  que  por  investigación  que  hi- 
go de  los  antecedentes  personales,  colatera- 
les, fisiológicos,  patológicos,  hereditarios,  in- 
terrogatorio que  le  hizo  de  su  vida  de  rela- 
ción y exámenes  que  practicó  en  sus  siste- 
mas: nervioso,  cardiovascular,  digestivo,  pul- 
monar y génito-urinario,  ha  llegado  a la 
conclusión  de  que  es  un  alcohólico  crónico : 
que  presenta  síntomas  de  enajenación  men- 
tal y,  por  consiguiente,  “es  un  demente";  y 
en  el  segundo  ratifica  el  primero,  aventu- 
rándose a asegurar  que  el  tiempo  que  el  reo 
tiene  de  padecer  tal  enajenación  es  de  más 
de  cinco  años,  fundándose  para  ello  en  ob- 
servación que  de  él  hizo  durante  algunos 
días  y recabando,  en  esta  población,  referen- 
cias de  su  personalidad  y antecedentes,  sin 
que  conste  que  para  tal  investigación  haya 
nacido  intervención  judicial;  y que  esta  Cor- 
te, por  estar  facultada  para  calificar  dichos 
dictámenes,  con  fundamento  en  las  cons- 
tancias de  autos,  tiene  por  probado  que  el 
repetido  reo  no  es  demente  y como  conse- 
cuencia sí  es  responsable  de  sus  actos.  Ar- 
tículo 608,  P.  P. 

Que  la  declaración  del  reo,  prestada  en 
el  proceso  instruido  contra  Micaela  Say  Tu- 
max, no  dice  que  ésta  se  haya  apropiado  el 
dinero  que  se  le  confió  y el  producto  de  ar- 
tículos de  cantina,  como  dice  la  acusación, 
pero  aseguró  que  la  Say  Tumax  estuvo  el 
veintiocho  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta,  desde  las  diez  y seis  hasta  las 
veinte  horas,  despachando  en  la  cantina  de 
la  zarabanda,  y la  acusadora  indicó  que  ha- 
bía principiado  a desempeñar  su  cargo  des- 
de las  veinte  horas,  incurriendo  en  contra- 
dicción con  dicha  acusadora  y los  testigos 
de  cargo,  y alterando  la  verdad  de  los  hechos, 
por  lo  que  cometió  el  delito  de  falso  testi- 
monio, debiendo  condenársele  por  éste,  e 
imponérsele  la  cuarta  parte  de  la  pena  que 


300 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


correspondería  al  delito  de  estafa — no  de 
hurto — imputado  a la  Say  Tumax,  o sean 
seis  meses  de  arresto  mayor.  Artículos  211, 
217,  407,  inciso  3“,  Código  Penal  y 570,  P.  P." 

Contra  este  último  pronunciamiento,  el 
reo,  con  auxilio  del  Licenciado  don  Delfino 
Santiesteban  R.,  interpuso  el  presente  recur- 
so de  casación,  citando,  como  infringidos,  los 
artículos  siguientes:  11,  20  Inc.  1'',  33,  44,  21, 
inciso  1'',  en  relación  con  el  80,  211,  217,  407, 
inciso  3°,  y 408,  inciso  5“,  del  Código  Penal; 
570,  inciso  5^  571,  572,  568,  573,  601,  602, 
603,  607,  608,  609,  729,  732,  fracción  P,  y 735, 
regla  5’,  de  P.  P.;  2"  y 4'',  Decreto  Núme- 
ro 1740, 

CONSIDERANDO:  que  los  delitos  se  ge- 
neran y perfeccionan  de  diferente  manera, 
según  su  naturaleza  especial,  pero  sin  que 
pueda  faltar  la  voluntad  consciente  del 
agente  y manifestarse  su  intención  por  ac- 
tos externos;  el  de  falso  testimonio,  por  su 
índole  singular,  existe  desde  el  momento  en 
que  el  testigo,  en  declaración  jurada  ante 
Juez  competente,  afirma  o niega  falsamen- 
te un  hecho  dentro  de  alguno  de  los  mo- 
dos que  señalan  los  artículos  211,  212  y 213 
del  Código  Penal.  Es  un  principio  general, 
que  la  declaración  falsa  hay  que  apreciarla 
por  su  tendencia  y objeto,  cualquiera  que 
sea  su  resultado ; por  lo  que,  antes  de  hacer 
la  declaración  de  culpabilidad  debe  exami- 
narse el  deseo  y el  propósito  criminal  del 
testigo,  por  ser  tales  requisitos  de  donde 
arranca  la  calificación  de  la  infracción  pu- 
nible, no  bastando,  por  consiguiente,  para 
hacer  tal  declaración  la  simple  contradic- 
ción de  un  testigo  en  los  diversos  periodos 
del  proceso,  ya  que  hay  que  tomarla  en  su 
conjunto  y no  en  sus  accidentes  sea  como 
resultante  de  las  preguntas,  repreguntas  y 
careos  que  las  partes  y el  mismo  Tribunal 
lleve  a cabo  para,  el  esclarecimiento  de  la 
verdad  que  se  busca.  En  la  causa  que  se 
examina,  consta,  por  el  dictamen  del  Ciru- 
jano departamental  de  Totonicapán,  Doctor 
Edmundo  Contreras  R.,  que  el  sindicado 
Pascual  Morales,  en  la  fecha  en  que  decla- 
ró, y desde  mucho  antes,  padecía  de  enaje- 
nación mental  a causa  del  alcoholismo  de 
sus  ascendientes  y del  uso  constante,  por  su 
parte,  del  licor.  En  consecuencia,  estando 
determinada  la  verdadera  noción  del  delito 
de  falso  testimonio,  su  principio  generador 
y sus  caracteres  integrantes,  se  Uega  a la 
conclusión,  de  que  sólo  hay  acción  punible 
cuando  la  libertad  ha  concurrido  en  el  acto 
delictivo  realizado,  o sea  cuando  el  individuo 
es  capaz  de  voluntad  libre  e inteligente,  pe- 
ro nunca  cuando  es  incapaz  por  el  motivo 
expresado ; en  tal  virtud,  la  Sala  6’  de  la 


Corte  de  Apelaciones,  al  apreciar  el  dicho 
de  Pascual  Morales  como  el  de  un  testigo 
idóneo,  en  la  causa  instruida  contra  Micae- 
la Say  Tumax,  no  obstante  el  desequilibrio 
de  sus  facultades  mentales,  violó  el  articu- 
lo 608  de  Procedimientos  Penales,  pues  si 
bien  está  facultada  para  hacer  la  califica- 
ción de  la  fe  del  juicio  pericial,  según  las 
circunstancias,  en  el  caso  de  autos  no  se 
trataba  de  la  fe  del  juicio  pericial  sino  de  la 
apreciación  jurídica  de  un  testigo  inidóneo, 
por  lo  que  procede  casar  y anular  la  ejecu- 
toria respectiva,  para  dictar  la  que  corres- 
ponde en  justicia  y en  derecho. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  lo  dispuesto  en 
los  artículos  577,  inciso  2",  676,  inciso  1°,  y 
687,  Procedimientos  Penales ; 20,  inciso  1'', 
Código  Penal;  y 233,  Decreto  Número  1928, 
casa  y anula  la  ejecutoria  respectiva  y,  re- 
solviendo sobre  lo  principal,  declara:  que 
Pascual  Morales  no  es  responsable  del  de- 
lito de  falso  testimonio,  por  el  cual  se  le 
juzgó  y sentenció,  por  haber  estado  enaje- 
nado cuando  declaró  y no  haberse  demostra- 
do que  la  declaración  la  prestó  en  un  inter- 
valo lúcido. 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  procedencia. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argue- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veinticinco  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Se  tiene  a la  vista  el  recurso  de  casación 
introducido  por  el  Fiscal  de  la  Sala  3”  de 
Apelaciones,  Licenciado  don  Pedro  Contenti, 
en  el  proceso  seguido  contra  Rafael  Matta 
Castillo,  por  el  delito  de  lesiones. 

I 

El  Juez  4"  de  Paz  de  esta  ciudad  inició 
la  sumaria  el  diez  y ocho  de  noviembre  de 
mü  novecientos  treinta  y dos,  por  haberle  da- 
do parte  el  Comandante  de  la  Novena  De- 
marcación de  Policía  de  que  la  noche  ante- 
rior había  sido  herido  Carlos  C.  Mendoza, 
frente  a la  cantina  “Hollywood',  ubicada  en 
la  Doce  Calle  Oriente,  número  catorce. 
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Rafael  Malta  Castillo,  empleado  del  Te- 
légrafo, fué  capturado  el  día  siguiente  y 
declaró  que,  a las  diez  de  la  noche,  se  en- 
contraba en  la  mencionada  cantina,  a don- 
de entró  a comprar  cigarros  y al  salir  se  hizo 
encuentro  con  dos  individuos  a quienes  no 
conoció  ni  de  vista  y ambos  lo  atacaron, 
no  sabe  si  con  arma,  pero  si  se  dió  cuenta 
de  que  uno  de  ellos  tenía  un  palo  en  la  ma- 
no; uno  de  los  dos  le  asestó  una  bofetada 
en  la  boca  y el  otro  le  arrojó  una  piedra, 
causándole  un  golpe  en  la  rótula  derecha; 
que  en  seguida  penetró  de  nuevo  a la  can- 
tina para  lavarse  la  sangre  de  la  boca  y de 
la  pierna  y,  después  se  fué  a su  casa;  que  la 
camisa  se  la  manchó  de  sangre  y se  la  cam- 
bió en  cuanto  llegó  a su  domicilio ; que  había 
tomado  algunas  copas  de  licor  ¡ que  el  cu- 
chillo que  se  le  ponía  a la  vista  no  recor- 
daba si  era  de  su  propiedad ; que  no  se  ex- 
plica cómo  uno  de  sus  atacantes  había  re- 
sultado herido,  pero  le  parecía  que  había 
sido  entre  ellos  mismos;  que  esa  noche  sólo 
cargaba  una  navaja;  que  no  recuerda  si  hizo 
uso  de  ella  para  defenderse ; ni  si  el  cuchi- 
llo que  se  le  presentaba  le  había  servido  pa- 
ra el  efecto ; que  el  vestido  que  llevaba  esa 
noche  era  de  color  azul  marino ; y que  nin- 
guna persona  se  dió  cuenta  de  lo  que  había 
ocurrido. 

El  ofendido  dijo  llamarse  Carlos  C.  Me7i- 
doza  y relató  el  hecho  de  la  manera  siguien- 
te: la  noche  de  autos,  como  a las  diez,  iba 
acompañado  de  su  amigo  Francisco  Méndez, 
por  la  Doce  Calle,  entre  Séptima  y Octav,’. 
Avenidas,  cuando,  al  pasar  por  una  cantina, 
saUó  un  hombre  trajeado  con  vestido  obs- 
curo y,  sin  decirles  nada,  le  pegó  una  bote- 
tada  a Méndez  y agredió  al  deponente,  ases- 
tándole una  puñalada  en  la  espalda  en  la 
región  del  pulmón  izquierdo,  por  lo  que  dió 
ia  vuelta  y alcanzó  a darle  una  bofetada  a 
su  agresor,  a quien  no  conoció  ni  podría  re- 
conocer; que,  en  seguida,  el  citado  individuo 
entró  a la  cantina  de  donde,  inmediatamente, 
salieron  otros  hombres ; que  supone  que  el 
motivo  del  ataque  fué  el  haberse  topado  con 
el  sujeto  que  lo  agredió. 

La  sentencia  del  Juez  S’  de  1’  Instancia, 
fecha  veinticuatro  de  mayo  último,  consi- 
dera probada  la  culpabilidad  de  Matta  Cas- 
tillo con  las  presunciones  que  se  desprenden 
de  los  hechos  siguientes;  la  declaración 
del  reo ; 6^  el  detalle  que  contiene  dicha  de- 
claración de  que  la  camisa  manchada  de  san- 
gre se  la  quitó  al  llegar  a su  casa;  el  ha- 
berse encontrado,  prendido  en  la  puerta  del 
zaguán  de  la  cantina,  un  cuchillo  mancha- 
do de  sangre,  constando  que  Matta  fué  quien 
entró  inmediatamente  después  del  hecho ; d) 


la  circunstancia  de  que  al  presentársele  esc 
cuchillo  al  reo  ni  afirmó  ni  negó  que  fuera  de 
su  pertenencia,  contestando  tan  sólo  que  no 
recordaba  si  era  de  su  propiedad ; e)  tam- 
poco recordaba  si  había  usado  de  su  arma 
o no,  ni  si  con  el  cuchillo  que  se  le  presenta- 
ba había  herido  a uno  de  sus  atacantes ; / ) 
haber  sido  reconocido  por  el  herido ; y la 
semiplena  prueba  que  produce  la  declara- 
ción del  testigo  presencial  Francisco  Mén- 
dez Escalante ; y.  aunque  existen  las  decla- 
raciones de  la  defensa,  de  Fidel  Corzantes 
Chavarría,  José  Barrera,  Miguel  A.  Santeliz, 
Alberto  Pacas  y Tiburcio  Pacas,  favorables 
en  todo  al  procesado  carecen  de  valor  pro- 
batorio porque  son  inverosímiles,  no  están 
de  acuerdo  con  lo  que  al  principió  declaró  y 
confesó  el  reo,  ni  son  uniformes  ni  contes- 
tes, Fundado  en  esta  prueba  y en  el  informe 
médico  forense,  declara  que  Rafael  Matta 
Castillo  es  reo  de  lesiones  y le  impone  la 
pena  de  seis  meses  de  arresto  mayor,  con- 
mutables a veinticinco  centavos  diarios. 

Conoció  la  Sala  3“  en  apelación  y con  fe- 
cha veintinueve  de  julio  próximo  pasado, 
dictó  sentencia,  revocando  la  de  Primera  Ins- 
tancia, por  falta  de  prueba  plena 

El  Fiscal  de  la  Sala,  Licenciado  don  Pedro 
Contenti,  introdujo  el  presente  recurso  de 
casación,  por  violación  de  los  artículos  570, 
inciso  2",  571,  583,  586,  595,  596,  597  y 729, 
de  Procedimientos  Penales. 

Alega  el  Fiscal  recurrente  que  la  culpa- 
bilidad del  reo  está  probada  no  sólo  con  las 
presunciones  apreciadas  en  el  fallo  de  Pri- 
mera Instancia,  sino  con  otras  que  se  deri 
van  de  los  hechos  siguientes:  a)  Ibl  circuns- 
tancia de  haberse  comprobado  la  existencia 
de  abundantes  manchas  de  sangre  en  el  pi- 
so del  zaguán  en  donde  la  autoridad  en- 
contró el  cuchillo  ensangrentado,  de  lo  que 
deduce  que  el  único  que  pudo  haber  entra- 
do a colocar  el  arma  en  ese  lugar  fué  el 
propio  reo,  pues  éste  estaba  cnsiangrentado 
y penetró  a la  cantina  saliendo  después  por 
el  zaguán;  b)  la  declaración  de  Fernan- 
do González,  dueño  de  la  cantina,  quien  vio 
entrar  a Matta,  permanecer  un  instante  y sa- 
lir en  seguida,  entrando  en  su  seguimiento 
otro  hombre  herido,  yendo  Matta  agitado ; 
c)  el  no  haber  dado  parte  el  reo  de  haber 
sido  golpeado,  pretextando  no  haber  encon- 
trado cerca  ningún  policía,  cuando,  justa- 
mente, a los  pocos  instantes  la  policía  se 
piesentó  al  lugar  del  hecho;  d)  las  contra- 
dicciones del  procesado  al  ampliar  su  inda- 
gatoria, pues  en  la  primera  dijo  que  en  el 
interior  de  la  cantina  no  había  ninguna  per- 
sona y en  ésta  que  sí  las  había;  en  aquélla, 
que  a sus  atacantes  los  dejó  riñendo  mutua- 
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mente  y,  en  la  última,  que  era  una  pelote- 
ra de  seis  o siete  individuos  que  peleaban  en 
la  calle,  lo  que  resulta  absurdo,  ya  que  seria 
curioso  que  de  todos  los  intervinientes,  sólo 
saliera  lesionado  Mendoza,  precisamente  el 
que  lo  sindica  como  su  agresor;  e)  la  pre- 
sunción que  se  desprende  de  la  declaración 
de  Francisco  Méndez;  y el  dicho  del  testigo 
Humberto  González  Paiz ; i)  por  último, 
que  no  se  sindicó  a ningún  otro  fuera  de 
Matta  Castillo. 

CONSIDERANDO:  que  el  fallo  que  se 
examina  estima  probado  el  cuerpo  del  deli- 
to, pero  no  asi  la  culpabilidad  del  delin- 
cuente, pues  las  presunciones  apreciadas  por 
el  Juez,  dice,  por  sí  solas  no  son  suficien- 
tes para  convencer  el  ánimo  judicial  de  la 
culpabilidad  de  Matta  Castillo;  y,  además, 
existen  pruebas  rendidas  en  su  favor,  por 
lo  que  cree  procedente  absolverlo;  pero,  es 
el  caso,  que  no  hay  en  la  sentencia  recurri- 
da, razonamiento  alguno  que  fundamente 
la  resolución,  puesto  que  no  se  hace  ningún 
análisis  de  las  pruebas,  ni  los  motivos  que 
el  Tribunal  tuvo  para  desechar  los  indicios, 
ni  qué  pruebas  son  las  que  aprecia  como  fa- 
vorables al  reo.  En  cambio,  la  sentencia 
de  Primera  Instancia  detalla  los  hechos  que 
le  sirven  al  Juez  para  deducir  la  culpabili- 
dad del  enjuiciado  y desprecia  la  prueba  de 
la  defensa  por  ser  declaraciones  manifies- 
tamente falsas  y que  de  ninguna  manera 
desvirtúan  las  presunciones  graves  que  se 
desprenden  de  los  autos. 

En  presencia  de  estos  dos  fallos  contra- 
dictorios, la  Corte  estima  que  debe  reponer- 
se el  del  Juez,  porque  la  Sala  ha  violado  los 
artículos  571,  583,  586,  595,  597  y 729,  dei 
Código  de  Procedimientos  Penales,  citados 
en  el  recurso.  En  efecto,  los  testigos  de  la 
defensa  sí  pudieron  haber  destruido  las  gra- 
ves presunciones  que  existen  contra  el  reo, 
pero  no  cabe  duda  que  se  trata  de  testigos 
buscados  ad  hoc,  pues  son  tan  incongruen- 
tes con  los  autos  tan  artificiales  y tan  con- 
tradictorios que  no  es  posible  concederles 
mérito  alguno;  y eliminando  esta  prueba 
quedan  en  pie  los  hechos  enumerados  por 
el  Fiscal,  de  los  cuales  se  ha  hecho  un  re- 
sumen anteriormente.  Estos  hechos,  entre 
los  cuales  se  manifiestan  como  más  impor- 
tantes; las  declaraciones  de  Francisco  Mén- 
dez y Humberto  González,  no  tachados  por 
la  defensa  como  nulas  o falsas,  y la  confe- 
sión del  reo  sobre  circunstancias  que  le  son 
desfavorables  y que  están  de  acuerdo  con  la 
exposición  del  ofendido ; son  los  mismo  que 
apreció  el  Juez  y otros  más  que  corroboran 
la  convicción  de  culpabilidad  del  enjuicia- 


do que  los  autos  producen,  y que  reúnen  los 
requisitos  que  determinan  los  artículos  595 
y 597,  de  Procedimieptos  Penales. 

CONSIDERANDO  : que  las  lesiones  que 
sufrió  Mendoza  curaron  en  ocho  días  de 
asistencia  facultativa  y no  le  quedó  impedi- 
mento ni  defornddad,  por  lo  que  debe  im- 
ponerse al  hechor  la  pena  de  seis  meses  de 
arresto  mayor  que  señala  el  inciso  2°  del 
artículo  306  del  Código  Penal. 

POR  TANTO  ; la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia casa  y anula  la  sentencia  recurrida,  con 
apoyo  en  los  artículos  676,  inciso  2',  y 687, 
de  Procedimientos  Penales,  y resuelve:  1°, 
que  Rafael  Matta  Castillo  es  reo  autor  de 
las  lesiones  que  sufrió  Carlos  C.  Mendoza; 
2",  que  debe  sufrir  la  pena  de  seis  meses  de 
arresto  mayor,  conmutables  en  su  totalidad, 
a diez  centavos  diarios ; 3°,  le  obliga  a la  re- 
posición del  papel,  le  suspende  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena  y lo  deja  afecto  al 
pago  de  las  responsabilidades  civiles  prove- 
nientes del  delito. 

Notifíquese,  y,  con  certificación,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  tribunal  de  su 
origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mi,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y seis  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres. 

Vista,  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  pro- 
nunciada el  ocho  de  agosto  del  corriente 
año,  en  que  la  Sala  3’  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones absuelve  del  cargo  que  se  le  formu- 
ló a Tomás  Cirín  García,  a quien  el  Juez  de 
1-  Instancia  del  departamento  de  Santa  Ro- 
sa condenó  a sufrir,  con  las  penas  acceso- 
rias correspondientes,  ocho  meses  de  arres- 
to mayor,  conmutables  en  su  totalidad,  a ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  diarios,  por 
el  delito  de  substracción  de  menores.  La 
Sala  funda  su  resolución  en  que  el  delito 
que  determina  el  artículo  363  del  Código  Pe- 
nal no  está  perfectamente  caracterizado  en 
los  autos,  ya  que  no  se  demostró  que  Cirín 
haya  inducido  a la  menor  Jacinta  Ortiz  a 
abandonar  la  casa  paterna,  pues,  a este  res- 
pecto no  existe  más  que  la  manifestación 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


303 


de  la  propia  ofendida,  y,  aunque  el  reo  con- 
fiesa haberse  llevado  a la  menor,  lo  verifi- 
có por  las  insinuaciones  de  ésta,  y no  ha- 
biéndose establecido  la  existencia  de  algún 
otro  hecho  delictuoso,  procede  absolver  al 
enjuiciado  por  falta  de  prueba.  Contra  es- 
te último  pronunciamiento,  el  Fiscal  de  la 
Sala  mencionada,  introdujo  recurso  de  ca- 
sación, citando,  como  infringidos,  los  artícu- 
los 566,  570,  incisos  primero  y sexto,  571,  573, 
609  y 729,  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales; 66  y 363,  del  Código  Penal.  La  cau- 
sa íué  iniciada  en  el  Juzgado  Primero  Muni- 
cipal y de  Paz  de  Pueblo  Nuevo  Viñas,  el 
veintidós  de  febrero  del  corriente  año,  en 
virtud  de  haberse  presentado  León  .Gálvez 
manifestando:  que  Pedro  Tomás  Cirín,  ha- 
cía cuatro  días  había  llegado  a su  finca  de- 
nominada ‘‘El  Amate"  a pedirle  trabajo,  y 
se  dió  cuenta  de  que  en  la  casa  de  Beatriz 
Ortiz  se  hospedaba  Jacinta  de  este  apelli- 
do, quien  le  dijo  que  Cirín  la  había  separa- 
do de  la  morada  de  sus  padres,  Felipe  Tabi- 
qrie  e Isabel  Ortiz. 

CONSIDERANDO:  que  con  lo  manifes- 
tado por  Pedro  Reyes,  Lucas  Pérez  y León 
Gálvez,  y lo  que  declaró  el  reo,  se  ha  esta- 
blecido quie  éste  sustrajo  de  la  casa  de  sus 
padres  a la  menor  Jacinta  Ortiz,  cometien- 
do, por  consiguiente,  el  delito  que  señala  el 
articulo  363  del  Código  Penal;  y al  estimar 
lo  contrario  el  Tribunal  de  Segunda  Instan- 
cia, infringió  la  disposición  legal  que  acaba 
de  mencionarse  y la  cual  denuncia  como  vio- 
lada el  señor  Fiscal,  en  su  escrito  de  intro- 
ducción del  recurso  que  hoy  se  examina. 

CONSIDERANDO:  que  establecida  la 
delincuencia  del  enjuiciado  con  la  prueba 
relacionada  anteriormente,  procede  inflingir- 
le la  pena  que  la  ley  determina,  o sean  ocho 
meses  de  arresto  mayor.  Artículo  363  del 
Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  Pedro  Tomás  Ci- 
rín García  no  se  presentó  voluntariamente 
a la  autoridad,  sino  que  íué  denunciado  por 
el  dueño  de  la  finca  “El  Amate",  persona 
que,  al  cerciorarse  de  que  Cirín  García  ha- 
bía cometido  un  acto  punible,  lo  puso  a dis- 
posición del  Juez  de  Paz  de  Pueblo  Nuevo 
Viñas,  juntamente  con  la  menor  Jacinta  Or- 
tiz; y si  bien  es  verdad  que  el  enjuiciado 
confesó  el  hecho  delictuoso  que  se  le  impu- 
ta, también  lo  es,  que,  además  de  dicha 
prueba,  obran  en  la  causa  las  declaracio- 
nes del  propietario  de  la  finca  a donde  Uegó 
aquél  a pedir  trabajo;  la  de  Pedro  Reyes, 
quien  le  dió  hospedaje  en  su  casa ; y la  de 
Lucas  Pérez,  sujeto  que  afirma  haber  visto 


a Cirín  García  cuando  Uegó  a inquirir  si 
Jacinta  había  regresado  a casa  de  Isabel 
Ortiz:  razón  por  la  cual  no  concurren,  en  el 
caso  sub  juílice,  las  circunstancias  atenuan- 
tes que  el  señor  Procurador  invocó  a favor 
del  reo. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  lo  estatuido  por 
los  artículos  27,  29,  33,  44,  58,  63,  66,  87  y 
94,  del  Código  Penal;  687,  729,  735  y 736, 
del  Código  de  Procedimientos  Penales ; y 
2”,  del  Decreto  legislativo  Número  1740,  ca- 
sa y anula  la  ejecutoria  recurrida  y,  fallan- 
do sobre  lo  principal,  declara : que  Pedro 
Tomás  Cirín  García  es  autor  de  delito  de 
substracción  de  menores,  por  cuyo  hecho  de- 
lictuoso le  impone  ocho  meses  de  arresto 
mayor,  conmutables  en  su  totalidad,  a ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  diarios ; pe- 
na que,  con  abono  del  tiempo  padecido  des- 
de el  auto  de  prisión  provisional,  deberá  ex- 
tinguir en  la  cárcel  departamental  de  San- 
ta Rosa;  lo  suspende  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos  políticos  durante  la  condena ; le 
obliga  al  pago  de  las  responsabilidades  ci- 
viles provenientes  del  delito ; y lo  exonera 
de  la  reposición  del  papel  empleado  en  la 
causa  por  su  notoria  pobreza. 

Notifíquese,  y devuélvanse  los  autos,  en 
la  forma  que  corresponde,  al  Tribunal  de  su 
origen. 

y.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
ocho  de  septiembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista,  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  de  fecha  trece  de  junio  del  co- 
rriente año  en  que  la  Sala  6’  de  la  Corte  de 
Apelaciones  confirma  el  fallo  proferido  por 
el  Tribunal  Militar  del  Quiché,  en  sus  pun- 
tos P,  2-  y 4’,  con  la  modificación  de  que 
por  los  delitos  de  abusos  contra  particula- 
res, cometidos  en  las  personas  de  Alfredo  Ca- 
no y Camilo  Herrera,  le  corresponden,  al  en- 
juiciado Asunción  Muñoz,  cuatro  meses  de 
arresto  menor,  aumentados  en  una  tercera 
parte;  revoca  el  tercero  de  los  puntos  de  la 
sentencia  y,  resolviendo,  declara : que  Muñoz 
es  reo  de  lesiones,  por  cuyo  delito  le  impo- 
ne la  pena  de  un  año  de  prisión  correccio- 
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nal,  conmutable  en  sus  dos  terceras  partes, 
a razón  de  veinticinco  centavos  de  quetzal, 
con  las  accesorias  que  contiene  el  referido 
tallo ; y,  por  último,  le  llama  la  atención  al 
Tribunal  sentenciador  para  que,  en  lo  suce- 
sivo, ajuste  sus  actos  a la  ley  al  otorgar  las 
excarcelaciones  bajo  fianza.  La  parte  re- 
solutiva del  fallo  de  Primera  Instancia,  de- 
clara : P,  que  Asunción  Muñoz  es  autor  de 
los  delitos  de  atentado,  y triple  abuso  con- 
tra particulares,  por  cuyos  hechos  delictuo- 
sos le  impone  : por  el  atentado,  tres  años  de 
prisión  correccional ; y por  los  abusos,  seis 
meses  de  arresto  mayor  por  cada  uno  de 
ellos;  2",  que  se  le  absuelve  del  cargo  de 
tentativa  de  robo,  por  falta  de  prueba  plena 
para  condenarlo ; 3“,  que  se  le  absuelve  del 
cargo  de  lesiones  inferidas  al  menor  Javier 
Velásquez  y,  penando  el  hecho  como  falta, 
le  impone  veinte  días  de  prisión  simple,  que, 
con  el  tiempo  padecido,  purgó  ya;  4°,  que,  por 
falta  de  prueba  plena,  absuelve  a José  Me- 
jía  del  cargo  que  se  le  formuló  por  el  de- 
lito de  abusos  contra  particulares ; y,  5",  que 
a Muñoz  se  le  abona  la  prisión  sufrida ; le 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  la  condena;  le  obliga  al  pa- 
go de  las  responsabilidades  civiles  prove- 
nientes del  delito ; le  permite  conmutar  la 
pena  de  prisión  correcional  en  sus  dos  ter- 
ceras partes  a razón  de  veinticinco  centavos 
de  quetzal  diarios,  y las  de  arresto  mayor, 
totalmente,  y en  la  misma  proporción  que  la 
anterior;  y,  por  su  pobreza,  se  le  exonera 
de  la  reposición  del  papel  empleado  en  la 
causa.  El  enjuiciado,  con  auxilio  del  Licen- 
ciado Marco  E.  López,  introdujo,  contra  es- 
te último  pronunciamiento,  recurso  extra- 
ordinario de  casación,  denunciando,  como 
infringidos,  los  artículos  que  siguen:  17,  de 
la  Constitución  de  la  República;  1’,  3°,  11, 
15,  20,  incisos  4°  y 8’,  del  Código  Penal;  3" 
y 568,  de  Procedimientos  Penales ; y todos 
los  Decretos  de  indulto,  promulgados  des- 
de el  año  de  mil  novecientos  veinticinco  has- 
ta la  fecha.  A las  quince  horas  del  veinti- 
cinco de  agosto  de  mil  novecientos  veinticin- 
co, Lesbia  Flores  se  presentó  ante  el  Juez 
de  Paz  del  Quiche,  manifestando:  que  mo- 
mentos antes,  Domingo  Velásquez,  con  un 
palo,  le  había  pegado  a su  señora  madre, 
Jacinta  Flores,  y a ella;  y Gregoria  López, 
Avelina  Natareno  y Carmen  Velásquez  ha- 
bían también  golpeado  a su  mencionada  ma- 
má, arrojándole  piedras.  En  esa  misma  fe- 
cha, don  Lisímaco  Gamboa  P.,  Comisario  de 
Policía  de  aquel  departamento,  dió  parte  al 
Juez  de  Paz,  de  que  Domingo  Velásquez, 
Juan  Natareno,  Victoriano  Méndez,  el  músi- 
co César  N.,  Jacinta,  Cristina,  Elena  y Les- 


bia Flores,  Gregoria  López,  Carmen  Cabre- 
ra, Carmen  y Avelina  Velásquez  reñían  en 
la  esquina  de  la  casa  de  Benvenuto  Rivera, 
y,  al  llegar  el  Inspector  de  Policía,  Asunción 
Muñoz,  y los  agentes  Laureano  Alvarado  y 
Francisco  Méndez,  les  dieron  de  palos  y 
bofetadas  los  contendientes,  habiendo  Nata- 
reno  atacado  con  un  puñal  al  Inspector  Mu- 
ñoz, quien  se  vió  en  la  necesidad  de  hacer, 
sobre  dicho  individuo,  un  disparo,  y la  ba- 
la, casualmente,  fué  a herir  a un  menor  que 
pasaba  por  ese  lugar ; y Domingo  Velásquez 
agredió  también  a la  policía  con  un  corta- 
plumas que  no  fué  posible  recogerle.  Car- 
men Cabrera,  con  fecha  veinticinco  de  agos- 
to (1925)  denunció,  ante  el  mismo  Juzgado, 
el  hecho  de  haber  sido  herido  el  niño  Javier 
Velásquez,  por  el  Inspector  de  Policía  Asun- 
ción Muñoz.  Al  recibirse  en  el  Juzgado  de 
1’  Instancia  estas  dUigencias,  se  mandaron 
acumular  a las  que  se  habían  instruido  con 
motivo  de  los  hechos  denunciados  por  Les- 
bia Flores ; fueron  puestos  en  libertad  el 
Inspector  Muñoz  y Cristina  Flores;  se  conti- 
nuó el  procedimiento  contra  Juan  Natare- 
no Jerez,  Domingo  Velásquez  y César  Anto- 
nio López ; habiendo  sido  sentenciados,  eco- 
nómicamente, Jacinta,  Elena  y Lesbia  Flo- 
res, Carmen  Velásquez,  Gregoria  López,  Car- 
men Cabrera  y Victoriano  Méndez;  y se 
reiteraron  las  órdenes  de  captura  contra  Ave- 
lina Velásquez  Natareno,  quien,  en  su  opor- 
tunidad, fué  también  sentenciada  económi- 
camente. El  Juez  de  1-  Instancia  del  Quiche 
le  dió  fin  a esta  causa  absolviendo  del  car- 
go que,  por  atentado  a los  agentes  de  la  au- 
toridad, se  formuló  a Juan  Natareno  Jerez 
y Domingo  Velásquez.  Este  fallo  fué  apro- 
bado por  la  Sala  6’  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, el  doce  de  diciembre  de  mil  novecientos 
veinticinco.  El  nueve  de  septiembre  (1925) 
Carmen  Velásquez  viuda  de  Villegas,  abue- 
la de  Javier  Velásquez,  acusó  también  al 
Inspector  de  Policía,  Asunción  Muñoz,  por 
el  delito  de  lesiones,  causadas,  por  impru- 
dencia temeraria,  al  referido  menor.  Por 
auto  de  diez  y siete  de  marzo  de  mü  nove- 
cientos treinta  y uno,  el  Juez  de  Instrucción 
mandó  poner  en  libertad,  con  sujeción  a re- 
sultas, a Asunción  Muñoz  y que  se  remitie- 
ran, a la  Comandancia  de  Armas  de  aquel 
departamento,  las  actuaciones.  El  Juez  de 
Paz  del  Quiché,  con  fecha  diez  y seis  de 
septiembre  de  mil  novecientos  veinticinco, 
en  virtud  del  desorden  promovido  a las  diez 
y siete  horas,  en  que  se  verificaba  una  co- 
rrida de  toros  en  la  cabecera  departamen- 
tal, inició  diligencias  contra  el  Inspector 
de  Policía  .Asunción  Muñoz,  quien,  en  esos 
momentos,  con  batón,  golpeaba  a los  partí- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


305 


culares  Alfredo  Cano  y Camilo  Herrera,  y 
al  ser  requerido  aquél  por  el  referido  Juez 
don  Luis  Flores,  para  que  no  vejara  a di- 
chas personas,  Muñoz,  en  vez  de  obedecer, 
lo  "intimidó  gravemente,  tendiéndole  la  pis- 
tola” que  portaba.  Recibidas  estas  actua- 
ciones en  el  Juzgado  de  1’  Instancia,  fué 
puesto  en  libertad,  con  sujeción  a resultas, 
el  enjuiciado ; y más  tarde  se  remitieron  las 
diligencias  a la  Comandancia  de  Armas,  y 
en  auto  proferido  con  fecha  diez  de  febrero 
de  mil  novecientos  treinta  y uno,  se  mandó 
que  fueran  acumuladas  al  proceso,  que  en 
seguida  será  mencionado,  Benita  Leonzo, 
el  veintiséis  de  enero  de  1931 , se  presentó, 
por  escrito,  ante  el  Juez  de  Paz  del  Quiché, 
acusando  al  Inspector  de  Policia  Asunción 
Muñoz,  porque  dicho  sujeto  habia  llegado 
a comprarle  al  fiado  aguardiente  a su  hija 
Toribia  Morales,  y como  ésta  se  negara  a 
vendérsela,  en  esta  forma,  Muñoz  la  tomó 
y llenó  una  botella  y como  la  comparecien- 
te le  reclamara,  dicho  sujeto  sacó  su  revól- 
ver y le  dijo:  "India  j.  . ,,  te  voy  a dar  un 
balazo”:  que  le  quitó  la  botella  y vació  su 
contenido  en  la  garrafa  y,  en  seguida,  su  hi- 
jastro, Francisco  Morales,  llamó  unos  agen- 
tes de  Policia,  quienes  condujeron  a la  Sec- 
ción a Muñoz,  pero  a éste  le  dejaron  libre 
y Morales  fué  detenido.  El  menor  Javier 
Velásquez  sufrió  una  herida  tangencial  en 
la  cara  externa  de  la  pierna  izquierda,  pro- 
ducida con  arma  de  fuego,  que  interesó  la 
piel  en  una  extensión  como  de  tres  centi- 
metros  de  largo.  El  Doctor  Arturo  Tobar, 
que  asistió  al  herido,  informó  lo  que  sigue  ; 
la  primera  vez,  que  Velásquez,  sin  compli- 
cación, curaria  en  seis  dias;  no  dejará  la  le- 
sión cicatriz  visible,  deformidad  ni  impedi- 
mento alguno ; este  reconocimiento  fue  he- 
cho el  veinticinco  de  agosto  de  mil  novecien- 
tos veinticinco ; y la  segunda  vez  (14  de  sep- 
tiembre de  1925),  que  hizo  las  primeras  cu- 
raciones al  enfermo  y dejó  como  indicación 
“que  reposara  de  modo  que  la  herida  que.lara 
hacia  abajo,  es  decir  en  la  parte  declive,  pero 
los  interesados  no  quisieron  o no  pudieron 
hacerlo”,  AI  dia  siguiente  del  hecho,  el  en- 
fermo tenia  la  pierna  muy  inflamada,  poi 
lo  que  dicho  facultativo  repitió  lo  que  había 
dicho  acerca  de  la  posición  que  debía  guar- 
dar Velásquez  y,  además,  ordenó  masaje  y 
movimientos  activos  y pasivos  de  la  pierna 
enferma.  Ninguna  de  estas  indicaciones  se 
llevó  a Cabo,  y,  al  fin,  sobrevino  la  supura- 
ción; que  la  supuración  aumentó  y la  pier- 
na tenia  una  actitud  viciosa,  pero,  a pesar 
de  todo,  con  masaje  y movimientos  activos 
y pasivos  de  la  pierna  enferma,  podría  recu- 
perar sus  m.ovimientos ; sin  este  tratamien- 


to, el  niño  quedará,  indefectiblemente,  im- 
pedido; y,  para  su  curación,  con  asistencia 
médica  y siempre  que  se  cumplan  las  indi- 
cacioines  del  facultativo,  necesitaría  de  quin- 
ce a veinte  días,  contados  desde  la  fecha 
que  acaba  de  mencionarse.  El  Cirujano  de- 
partamental del  Quiché,  Dr,  Fidel  Figueroa 
con  fecha  ocho  de  marzo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y uno,  dió  otro  informe  en  los 
términos  que  a continuación  se  expresa:  que 
el  menor  Velásquez  tenia  cuatro  cicatrices 
en  el  muslo  izquierdo  y otra  en  la  pierna  del 
mismo  lado,  a causa  de  antiguas  lesiones 
producidas  con  arma  de  fuego ; dichas  le- 
siones han  de  haber  curado  en  veinticinco 
días,  con  asistencia  facultativa,  dejando  im- 
pedimento definitivo  y no  produjeron  de- 
formidad, Alfredo  Cano  necesitó  de  cinco 
o seis  días  para  curarse  de  las  lesiones  que 
le  causó  Muñoz  con  su  batón ; y Camilo  He- 
rrera se  curó  en  cuatro  o cinco  días  de  las 
lesiones  que  sufrió, 

CONSIDERANDO:  que  los  hechos  que 
se  imputan  al  Inspector  de  Policia  Asunción 
Muñoz  Gámez,  constituyen  actos  punibles 
que  se  encuentran  calificados  como  tales 
en  el  Código  Penal,  y en  manera  alguna  pue- 
de estimarse  que  tenga  el  carácter  de  accio- 
nes u omisiones  lícitas  ejecutadas  con  la  de- 
bida diligencia,  que  hubiesen  producido  un 
mal  por  mero  accidente,  pues  lo  contrario 
aparece  demostrado  en  la  causa.  En  efecto : 
está  probado,  no  solamente  con  lo  expuesto 
por  el  reo  al  ser  interrogado,  sino  con  el  tes- 
timonio de  Benvenuto  Rivera,  Lesbia  Flores 
y Avelina  Velásquez,  que  él  (el  Inspector 
Muñoz  Gámez),  lesionó  al  menor  Javier  Ve- 
lásquez, El  enjuiciado  es  responsable  de 
la  lesión  causada  al  menor  Velásquez,  a pe- 
sar de  que  asegura  que  disparó  en  legítima 
defensa  de  su  persona,  al  ser  atacado  por 
Natareno,  circunstancia  que  no  está  proba- 
da y,  suponiendo  que  lo  estuviera,  ese  moti- 
vo no  sería  suficiente  para  declarar  su  irres- 
ponsabilidad criminal,  en  virtud  de  que  el 
mal  haya  recaído  en  una  persona  distinta  de 
aquella  a quien  iba  a ofender  al  disparar  su 
arma.  El  tatentado  cometido  por  el  Inspec- 
tor Muñoz  Gámez  contra  el  Juez  de  Paz  del 
Quiché,  don  Luis  Flores  B,,  y los  abusos 
que  el  mismo  Inspector  de  Policía  perpetró 
contra  los  particulares  Alfredo  Cano  y Ca- 
milo Herrera  se  encuentran  establecidos  de 
una  manera  plena  con  las  deposiciones  de 
Manuel  Rodríguez  López,  Salomé  Girón  P„ 
Alberto  y Celso  Delgado,  Maximiliano  y 
Jaime  Girón,  José  Girón  Rivera  y Florencio 
Rivera,  respectivamente,  y con  haber  confe- 
sado dicho  Inspector  que  le  asestó  a Herre- 
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ra  un  batonazo,  porque  dicho  sujeto  se  ha- 
bía opuesto;  y los  abusos  que  Muñoz  co- 
metió contra  el  particular  Francisco  Mora- 
les están  probados,  tanto  con  la  confesión 
de  Muñoz  Gámez,  como  con  el  dicho  de  los 
agentes  del  orden  público  Pedro  Barrios,  Ro- 
drigo Mota  y Oscar  Caballeros.  La  prueba 
de  descargo,  estimó  la  Sala  sentenciadora 
que,  a su  juicio,  no  es  suficiente  para  des- 
virtuar la  que  obra  en  la  causa  contra  el  reo. 

Y así  es  en  efecto,  pues  al  examinar  las 
declaraciones  de  Eleuterio  Barrios,  Daniel 
Gil  y Martín  Laínez  se  viene  en  conocimien- 
to que  estos  testigos  manifestaron  no  cons- 
tarles que  Cano  y Herrera  hayan  atacado 
a Muñoz  ni  que  los  señores  Licenciado  Abel 
V.  Montúfar,  Salomón  Girón,  Manuel  Rodrí- 
guez López,  José  Girón  Rivera,  Alberto  Del- 
gado, Maximiliano  Girón,  Sotero  Ramos  y 
Celso  Delgado  tengan  relaciones  de  amis- 
tad con  el  Juez  de  Paz  del  Quiche,  don  Luis 
Flores  B.  Que  si  bien  es  verdad  que  Eleu- 
terio Barrios  al  dar  respuesta  a la  quinta 
pregunta  del  respectivo  interrogatorio,  ma- 
nifestó ser  cierto  que  Muñoz,  de  manera 
respetuosa,  contestó  al  requerimiento  que  le 
hizo  el  Juez  de  Paz,  y que  el  Inspector  alu- 
dido no  hizo  resistencia  entregando  su  re- 
vólver; y que  acerca  de  este  último  punto 
(la  entrega  del  arma)  están  también  de 
acuerdo  los  testigos  Laínez  y Gil,  asimismo 
lo  es,  que  la  intimidación  que  se  imputa  a 
Muñoz  Gámez  se  encuentra  plenamente  es- 
tablecida, como  ya  se  dijo,  con  el  testimo- 
nio de  mayor  número  de  personas  que  decla- 
raron a raiz  de  acaecido  el  hecho  delictuo- 
so. En  virtud  de  todo  lo  expuesto  se  dedu- 
ce que  no  fueron  infringidos  los  artículos 
t°,  3^,  11,  15,  20,  incisos  4“  y 8",  del  Código 
Penal ; y 568,  de  Procedimientos  Penales ; ni 
el  tercero  de  este  último  Código ; pues  al 
enjuiciado  se  le  oyó  en  la  forma  legal  y 
por  los  Tribunales  que  la  ley  establece. 

CONSIDERANDO  : que  el  artículo  17  de 
la  Constitución  tampoco  se  infringió,  en  vir- 
tud de  que  el  fallo  recurrido  no  contiene  de- 
claraciones contrarias  a los  preceptos  esta- 
blecidos en  esa  disposición  de  la  ley  funda- 
mental de  la  República. 

CONSIDERANDO:  que  al  practicar  el 
respectivo  cómputo  es  cuando  puede  apli- 
carse al  reo  los  indultos  que  le  sean  favo- 
rables; y.  por  consiguiente,  no  fueron  in- 
fringidos los  Decretos  a que  alude  Muñoz 
Gámez  en  su  escrito  de  fecha  veintinueve 
de  junio  retropróximo. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, co'n  fundamento  en  lo  estatuido  por  el 
artículo  690,  del  Código  de  Procedimientos 


Penales,  declara  improcedente  el  recurso  in- 
terpuesto e impone  al  Inspector  de  Policía, 
Asunción  Muñoz  Gámez,  dos  meses  de 
arresto,  conmutables  en  su  totalidad,  a ra- 
zón de  un  quetzal  diario. 

Notifíquense,  y devuélvanse  los  autos,  en 
la  forma  que  corresponde,  al  Tribunal  de  su- 
origen, 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Casiellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S.,  José  Serrano  Aluñoz, — Ante  mí,  Jvan 
Fernández  C,,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
siete  de  septiembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Se  tiene  a la  vista  la  sentencia  de  veinti- 
cinco de  marzo  del  año  en  curso,  dictada 
por  la  Sala  7“  de  la  Corte  de  Apelaciones  en 
el  proceso  que  se  instruyó  contra  la  señori- 
ta Zoila  Esperanza  Solís,  por  el  delito  de 
hurto,  en  virtud  de  recurso  de  casación  in- 
terpuesto. 

I 

La  señorita  Solís,  Directora  que  era  de  la 
Escuela  de  Niñas  de  San  Agustín  Acasa- 
guastlán,  en  el  año  de  mil  novecientos  trein- 
ta y dos,  no  entregó  a las  Profesoras  señori- 
tas Mercedes  Pazos  y Graciela  Canahuí,  sus 
sueldos  correspondientes  a septiembre  y oc- 
tubre de  mil  novecientos  treinta  y uno,  al 
serle  pagados  los  presupuestos  del  estableci- 
miento correspondientes  a dichos  meses,  si- 
no que  los  consumió  en  su  provecho.  Las 
interesadas  reclamaron  y esto  dió  origen  a 
la  denuncia  que  el  Presidente  de  la  Junta 
Local  de  Instrucción  Pública,  don  Beinigno 
Rodríguez,  dió  al  Jefe  Político,  quien  la  pa- 
só al  Juzgado  de  Paz  para  la  instrucción  co- 
rrespondiente. 

II 

La  sentencia  de  cuatro  de  febrero  del  año 
en  curso,  del  Juez  de  1’  Instancia  de  Za- 
capa,  considera  probado  el  delito  con  la 
confesión  de  la  enjuiciada;  pero,  siendo  és- 
ta la  única  prueba  de  su  culpabilidad,  le 
abona  esa  circunstancia  atenuante  y la  con- 
dena, por  hurto  de  sesenta  quetzales,  a ocho 
meses  de  arresto  mayor,  inconmutables,  ha- 
ciendo las  demás  declaraciones  legales. 
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III 

La  Sala  V declaró  que  el  delito  no  es  hur- 
to sino  estafa;  que  hay  prueba  para  conde- 
narla, fuera  de  su  confesión  y que  la  pena 
de  un  año  de  arresto  mayor  que  le  corres- 
ponde, debe  ser  conmutable  sólo  en  dos  ter- 
ceras partes. 

IV 

La  procesada,  con  auxilio  del  Abogado  don 
Eladio  Paz  Castañeda,  introdujo  el  recurso 
de  casación,  por  violación  de  ley  expresa  y 
quebrantamiento  sustancial  del  procedimien- 
to, fundándolo  en  las  siguientes  razones; 
que  se  le  condenó  por  estafa,  sin  habérsele 
formulado  cargo  por  ese  delito,  sino  por  el 
de  hurto,  violándose  asi  el  articulo  499  de 
Procedimientos  Penales ; y 65  y 390,  del  Códi- 
go Penal;  y que  el  articulo  2'',  del  Decreto 
legislativo  Número  1740,  fué  violado  por  ha- 
berse declarado  conmutable  solamente  la 
tercera  parte  de  la  pena. 

V 

El  recurso  de  casación,  por  quebranta- 
miento de  forma,  solamente  procede  en  los 
casos  señalados  en  el  articulo  677,  de  Pro- 
cedimientos Penales,  entre  los  cuales  no  se 
encuentra  el  que  se  examina  lo  que  hace 
inadmisible  el  recurso  por  tal  motivo. 

Conviene,  sin  embargo,  considerar  la  cau- 
sal que  se  invoca  para  orientar  acerca  de 
este  punto  el  criterio  de  los  Tribunales,  cu- 
yas resoluciones,  en  diferentes  casos,  no  han 
estado  conformes  con  la  ley. 

El  artículo  499,  de  Procedimientos  Pena- 
les, citado  por  el  recurrente  para  fund?.- 
mentar  el  quebrantamiento  de  forma,  dice 
así : "Para  tomar  con  acierto  la  confesión 
con  cargos,  es  necesario  que,  ante  todo,  ha- 
ga el  Juez  un  estudio  del  proceso,  anotan- 
do, con  sieparación,  los  cargos  que  deban 
hacerse  al  reo.  El  Juez  cuidará,  asimismo, 
de  no  formular  cargos  por  hechos  que  no 
aparezcan  de  la  causa,  o por  los  que  no  fue- 
ren justiciables". 

La  parte  final  del  artículo  501 , primera 
fracción,  dice;  "y,  por  último,  precisará  el 
Juez  los  cargos  que  le  resultan  para  que 
manifieste  si  se  conforma  o no  con  ellos". 

Es  indudable  que  nada  tiene  que  ver  la 
confesión  con  cargos,  que  se  refiere  a los 
diferentes  hechos  que  aparezcan  en  la  causa, 
con  la  calificación  jurídica  de  estos  hechos 
la  cual  corresponde  hacer  al  Juez  hasta  en 
la  sentencia  definitiva,  conforme  lo  dispone 
el  inciso  4’,  subínciso  1'’,  artículo  735,  de 
Procedimientos  Penales,  que  dice : “Si  la 


sentencia  fuere  condenatoria,  se  declarará ; 
U,  cuál  es  el  delito  que  constituyen  los  he- 
chos que  se  tienen  por  probados". 

Por  otra  parte,  aun  cuando  no  hubiera 
disposición  expresa  sobre  estos  puntos,  la 
lógica  jurídica  indica  el  objeto  de  la  confe- 
sión con  cargos  y su  carácter  inconfundible 
con  la  calificación  del  delito.  El  reo  podrá 
defenderse  en  el  plenario  de  los  hechos  que 
haya  conocido  en  la  confesión  con  cargos ; 
en  cuanto  al  derecho,  es  el  Juez  quien  debe 
resolver  llegada  la  oportunidad. 

No  hay,  por  lo  tanto,  quebrantamiento  de 
forma,  como  alega  el  recurrente,  por  la  cir- 
cunstancia de  que  el  Juez  haya  calificado 
de  hurto  un  hecho  que,  en  definitiva,  resul- 
tó ser  constitutivo  de  estafa. 

VI 

En  cuanto  a la  violación  de  ley.  sí  es  de 
notar  que  se  ha  infringido  el  artículo  2°  del 
Decreto  legislativo  Número  1740,  puesto  que 
esta  disposición  prescribe  la  conmritación  en 
todo  de  las  penas  de  arresto  mayor,  excepto 
para  los  condenados  por  hurto  o robo,  casos 
en  los  cuales  no  se  encuentra  el  presente,  por 
lo  que  debió  haberse  permitido  la  conmuta- 
ción total  de  la  pena  y no  sólo  las  dos  terce- 
ras partes,  motivo  que  hace  procedente  la 
casación  del  fallo. 

VII 

La  prueba  de  la  culpabilidad  de  la  enjui- 
ciada es  plena,  no  sólo  con  su  confesión  si- 
no con  las  constancias  presentadas  en  que 
consta  que  la  Administración  pagó  los  pre- 
siTpiiestos  y que  los  sueldos  correspondien- 
tes a las  quejosas  los  tomó  para  sí  la  Direc- 
tora, sin  que  pueda  servir  de  justificación 
legal,  la  excusa  que  ella  ha  hecho  valer  de 
su  máxima  necesidad  y del  atraso  de  pagos, 
circunstancias  que  atenuarían,  moralmente, 
el  hecho  si  no  fuera  porque  los  mismos  mo- 
tivos de  necesidad  y atraso  de  pagos  mili- 
tan también  en  favor  de  las  profesoras  ofen- 
didas ; y sin  que  pueda  atenuar  su  respon- 
sabilidad penal  el  hecho  de  haberles  paga- 
do ya  tales  sueldos,  pues  el  delito  había  que- 
dado ya  consumado. 

VIII 

El  caso  está  comprendido  en  el  inciso  5° 
del  artículo  408  del  Código  Penal,  pues  la 
enjuiciada,  con  perjuicio  de  las  ofendidas, 
señoritas  Pazos  y Canahuí,  se  apropió  los 
sueldos  que  había  recibido  para  entregárse- 
los ; en  consecuencia,  el  hecho  es  constitu- 
tivo de  estafa  y debe  ser  castigado  con  la  pe- 
na de  un  año  de  arresto  mayor,  porque  la 
defraudación  no  excede  de  cien  quetzales, 
artículo  407,  inciso  2'',  Código  Penal. 
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IX 

La  pena  debe  ser  conmutable  en  su  tota- 
lidad. pues  así  lo  prescribe  el  artículo  2°, 
del  Decreto  legislativo  Número  1740,  toda 
vez  que  el  delito  lo  permite  por  no  estar  ex- 
ceptuado entre  los  que  enumera  la  última 
fracción  de  este  mismo  artículo. 

X 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, fundada  en  las  leyes  citadas  y de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  686  y 687,  de  Pro- 
cedimientos Penales,  casa  y anula  la  ejecu- 
toria recurrida,  y,  resolviendo  sobre  lo  prin- 
cipal, declara:  que  Zoila  Esperanza  Solís  es 
autora  de  estafa ; le  impone  un  año  de  arres- 
to mayor,  conmutable  en  su  totalidad,  a diez 
centavos  diarios ; le  exhonera  de  la  reposi- 
ción del  papel  y por  haber  pagado  ya  la  su- 
ma defraudada,  no  hace  declaración  respec- 
to a la  responsabilidad  civil. 

Notifíquese,  y,  con  certificación,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sola- 
zar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argne- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
primero  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Se  examina,  en  casación,  la  sentencia  de 
la  Sala  5’  de  la  Corte  de  Apelaciones,  fecha 
veintitrés  de  junio  último,  en  el  proceso  se- 
guido contra  José  Morales  y A.bundio  Velás- 
quez,  por  el  delito  de  lesiones  en  la  perso- 
na de  Henry  H.  Bull. 

I 

Henry  H.  Bull  o Bell  (que  en  el  informe 
médico  forense  aparece  con  el  nombre  de 
Enrique  Geabeldi)  individuo  de  color  que 
trabajaba  en  la  milla  trece  del  Ferrocarril 
del  Norte,  jurisdicción  del  cantón  Entre  Ríos, 
departamento  de  Izabal,  fué  herido  el  vein- 
tinueve de  agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y dos,  como  a las  nueve  de  la  noche.  Las 
lesiones,  en  número  de  cuatro,  fueron  produ- 
cidas con  arma  cortante  y necesitó  un  mes 
diez  y seis  días  para  su  curación,  quedándo- 
le impedimento  relativo  a los  movimientos 
de  flexión  y extensión  de  la  mano  sobre  el 
antebrazo. 


Fueron  capturados,  momentos  después 
del  hecho,  los  individuos  José  Morales, 
Abundio  Velásquez  y Mauricio  Albanez. 

De  las  investigaciones  verificadas  se  dedu- 
ce lo  siguiente:  José  Morales  alegaba  aca- 
loradamente con  su  concubina  Victoria  Aro- 
che,  frente  a la  casa  de  Henry  Bell,  el  día  y 
hora  de  autos ; este  último  salió  a intervenir 
procurando  calmarlos,  pero  lo  que  sacó  fué 
que  lo  sujetara  por  detrás  Abundio  Velás- 
quez, acompañante  de  Morales,  y que  éste 
le  infiriera  varias  lesiones  con  su  machete. 
Bell,  en  cuanto  pudo  desasirse,  salió  co- 
rriendo y se  introdujo  en  su  habitación,  jun- 
to con  su  concubina,  Francisca  Castellanos, 
pero  los  agresores  corrieron  tras  él  y como 
tuvo  tiempo  de  cerrar  la  puerta,  ellos  tra- 
taron de  violentarla  y,  en  seguida  hicieron 
lo  mismo  con  la  ventana  y se  hubieran  in- 
troducido a no  ser  que  en  esos  momentos 
llegaron  otras  personas  y el  Comisionado 
Militar,  y evitaron  que  continuara  el  hecho, 
capturando  a los  delincuentes.  Como  a cua- 
renta metros  de  la  casa  de  Bull  vivía  Fran- 
cisco Argueta,  que  fué  el  que,  dándose  cuen- 
ta de  lo  que  ocurría  corrió  a dar  parte  al  Co- 
misio'nado  Militar  del  campamento. 

Declararon  Francisca  Castellanos,  Victoria 
Aroche,  Samuel  Foulton  y Charles  Steward. 
Las  dos  primeras  son  presenciales,  siendo 
Francisca  la  amante  de  Bull  y Victoria  la 
amante  de  Morales ; los  otros  dos  testigos 
no  presenciaron  el  hecho,  pero  llegaron  in- 
mediatamente después  y encontraron  a Bull 
herido  y a Morales  y Velásquez,  quienes  les 
dieron  algunos  detadles  del  suceso. 

El  Juez  de  1-  Instancia  de  Izabal,  dictó 
sentencia  el  veintiocho  de  abril  del  año  en 
curso,  en  que  declara  que  Morales  y Ve- 
lásquez son  autores  del  delito  de  lesiones 
graves  y les  impone  cinco  años  de  prisión 
correccional  a cada  uno,  conmutables  en  dos 
terceras  partes,  a diez  centavos  diarios ; y 
absuelve  a Mauricio  Albanez  del  cargo  que 
se  le  formuló. 

H 

La  sentencia  recurrida  considera  proba- 
da la  culpabilidad  de  José  Morales  como 
autor  de  las  lesiones  que  sufrió  Bull,  con  las 
siguientes  presunciones  humanas:  a)  el  he- 
cho de  que  se  aprehendió  a Morales  junta- 
mente con  Abundio  Velásquez  a inmediacio- 
nes de  la  casa  del  herido  y momentos  des- 
pués de  cometido  el  delito ; 6^  la  declara- 
ción de  Bell  (o  Bull)  de  que  Morales  fué 
quien  le  pegó  y Velásquez  lo  sujetó  para 
que  le  pegaran;  c)  la  declaración  de  Fran- 
cisca Castellanos,  ccncubina.  del  ofendido, 
testigo  presencial,  aceptable  en  este  caso, 
por  haberse  cometido  el  hecho  de  noche  y 
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en  despoblado  ■,  d)  ia.  declaración  de  Vic- 
toria Aroche,  concubina  de  Morales,  acepta- 
ble, asimismo,  por  idéntica  razón;  la  cir- 
cunstancia de  que,  según  declaró  Morales, 
ese  día  había  tenido  un  disgusto  con  su  ex- 
presada mujer  frente  a la  casa  de  Bell  y la 
intervención  amistosa  de  éste  para  hacer  ce- 
sar el  disgusto,  que  fué  lo  que  dió  origen  al 
hecho,  conforme  declararon  las  dos  testigos 
citadas. 

En  cuanto  a Abundio  Velásquez,  considera 
probado,  con  los  dichos  de  las  testigos  men- 
cionadas y con  las  mismas  presunciones,  que 
él  agarró,  por  detrás,  al  ofendido,  mientras 
el  otro  lo  atacaba,  por  lo  que  estima  que  co- 
operó a la  ejecución  del  hecho  por  actos  si- 
multáneos, circunstancia  que  caracteriza  su 
carácter  de  cómplice  del  delito,  puesto  que 
Morales,  aun  sin  su  cooperación,  hubiera 
herido  a Bell. 

La  pena  de  cinco  años  que  el  Juez  impo- 
ne a Morales  la  encuentra  conforme  a la  ley, 
pues  al  herido  le  quedó  impedimento  en  los 
movimientos  de  flexión  y extensión  de  la 
mano  derecha  sobre  el  antebrazo. 

La  absolución  del  otro  procesado,  Mau- 
ricio Albanez,  la  estima  arreglada  a derecho; 
y como  Francisca  Castellanos  confesó  que 
ella  había  golpeado  con  una  piedra  al  mismo 
Morales,  lesión  que  curó  en  seis  días,  con- 
sidera procedente  imponerle  veinte  días  de 
prisión,  conmutables  a veinticinco  centavos 
de  quetzal  diarios. 

En  definitiva,  confirma  la  sentencia  de 
primer  grado,  con  la  reforma  de  que  Velás- 
quez es  cómplice  y no  autor,  y le  impone 
tres  años  cuatro  meses  de  prisión  correccio- 
nal; castiga  la  falta  en  la  forma  indicada  y 
manda  que  se  investiguen  los  daños  causa- 
dos en  la  casa  de  Bell  y que  se  castiguen 
conforme  a la  ley. 

III 

El  reo  José  Morales,  con  auxilio  del  Abo- 
gado don  Raúl  Alarcón,  introdujo  el  presen- 
te recurso  de  casación,  por  violación  de  ley 
expresa,  citando,  como  violados,  los  artículos 
568,  571,  573,  580.  581,  582,  587,  589,  595, 
596  y 597,  de  Procedimientos  Penales. 

IV 

CONSIDERANDO;  que  los  hechos  que 
sirven  de  base  al  Tribunal  sentenciador  para 
deducir  la  culpabilidad  de  los  procesados,  se 
encuentran  todos  legalmente  establecidos : el 
primero,  con  las  declaraciones  de  Foulton  y 
Steward;  el  segundo,  tercero,  cuarto  y quin- 
to, son  declaraciones  que  fueron  producidas 
con  las  formalidades  de  ley  que  sirven  de 
presunción  al  tenor  del  artículo  600  de  Pro- 


cedimientos Penales.  Como  el  artículo  601 
faculta  a los  Jueces  para  apreciar  las  pre- 
sunciones, y la  resolución  que  se  examina 
está  fundada  en  esta  prueba,  no  es  proce- 
dente el  recurso  introducido  toda  vez  que  los 
indicios  están  plenamente  probados. 

No  existe,  por  consiguiente,  violación  de 
los  artículos  568,  571,  587,  589,  595,  596  y 597, 
de  Procedimientos  Penales,  por  las  razones 
expñestas  y tampoco  se  han  infringido  los 
artículos  573,  580,  581  y 582,  puesto  que  la 
prueba  que  fundamenta  el  fallo  es  la  indi- 
recta de  presunciones  y no  la  testifiesd. 

POR  TANTO;  el  Tribunal  Supremo,  con 
apoyo  en  los  artículos  686  y 690,  de  Procedi- 
mientos Penales,  desestima  el  recurso  in- 
terpuesto, y condena  al  reo  a la  pena  adicio- 
nal de  quince  días  de  prisión  simple,  conmu- 
tables a diez  centavo.s  diarios. 

Notifíquese,  y,  con  certificación,  devuél- 
vanse los  antecedentes  a donde  corresponde, 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sola- 
zar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argne- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
treinta  y uno  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la  sen- 
tencia de  cinco  de  jubo  del  año  en  curso, 
proferida  por  la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de 
Apelaciones  en  la  causa  instruida  por  el  de- 
lito de  asesinato  contra  Aquilino  Beníos ; 
en  la  cual,  desaprobando  la  que  dictó  el  Juez 
de  Primera  Instancia  de  Chiquimula,  se  de- 
clara; que  .Aquilino  Berríos  es  reo  del  deli- 
to de  homicidio  en  la  persona  de  Leopoldo 
Vides,  por  el  cual  le  impone  la  pena  de  diez 
años  de  prisión  correccional,  inconmutables; 
los  que,  con  abono  de  la  prisión  sufrida, 
deberá  extinguir  en  la  Penitenciaria  Cen- 
tral; hace,  también,  las  demás  declaraciones 
procedentes  en  derecho. 

El  fallo  de  Primera  Instancia,  después  del 
considerando  que  analiza  la  preexistencia 
del  delito  pesquisado,  manifiesta  que  con- 
tra Aquüino  BeiTÍos,  sólo  existe  la  sindica- 
ción hecha  por  Leopoldo  Vides  y las  decla- 
raciones de  Wenceslao  Duque  y Aurelia  M. 
de  Duque,  cuyas  deposiciones  unidas  a la 
circunstancia  de  que  en  la  fecha  y hora  de 
autos,  Berríos  era  el  único  acompañante 
del  occiso,  sólo  dan  nacimiento  a presuncio- 
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nes  humanas  insuficientes  para  fundamen- 
tar fallo  condenatorio,  toda  vez  que  no  ex- 
cluye la  posibilidad  de  que  el  hecho  haya 
sido  cometido  por  otra  persona.  La  Sala  sen- 
tenciadora fundó  su  fallo  condenatorio  en 
las  siguientes  presunciones  humanas:  "1*, 
que  consta  en  la  causa,  que  el  ocho  dq  enero 
del  presente  año,  Berrios  y Vides  se  dirigian 
a caballo,  de  Ipala  al  lugar  llamado  Las  La- 
jas, de  aquella  jurisdicción  Municipal,  sin 
que  los  acompañara  ninguna  otra  persona 
y quienes  en  la  tarde  del  dia  indicado  estu- 
vieron tomando  aguardiente  en  la  cantina  de 
Trinidad  Vides,  sobrina  del  muerto;  2^  Be- 
rrios, al  ser  interrogado,  expuso  que  él  no 
usaba  pistola,  aseveración  que  fué  desmen- 
tida por  la  testigo  Trinidad  Vides,  quien  afir- 
ma que  cuando  estuvieron  en  el  estanco, 
dos  horas  y media  antes  del  hecho,  notó  que 
el  acusado  Berrios  portaba  una  pistola  den- 
tro de  una  bolsa  de  cuero  en  la  cintura;  3’, 
Leopoldo  Vides,  al  ser  reconocido  por  la  au- 
toridad, cerca  del  lugar  del  hecho,  manifes- 
tó al  Juez  de  Paz,  Rubén  Guillén  Solis,  en 
presencia  de  más  de  tres  personas,  que  su 
compadre  y cuñado.  Aquilino  Berrios,  fué 
quien,  sin  motivo  alguno,  le  disparó  el  tiro 
que  presentaba;  4-,  el  Cirujano  del  Hospital 
de  Chiquirnula,  al  ampliar  su  informe,  dic- 
taminó que  el  trayecto  del  proyectil  que 
ocasionó  la  muerte  de  Vides  fué  dirigido  de 
atrás  adelante  y de  abajo  arriba,  dato  mé- 
dico-legal de  suma  importancia  y del  que 
se  désprende,  como  única  consecuencia,  que 
Aquilino  Berrios  fué  el  que  hizo  el  disparo 
a su  compadre  y cuñado,  Leopoldo  Vides, 
por  el  hecho  establecido  en  autos  de  que  el 
caballo  que  montaba  el  muerto,  era  de  ma- 
yor alzada  que  el  dé  Berrios,  esto  es,  más 
alto  que  el  de  éste ; de  otro  modo  no  se  con- 
cibe la  trayectoria  seguida  por  el  proyectil 
en  el  cuerpo  del  victimado ; los  testigos 
Claudio  Solis  y José  Sandoval,  declararon 
que  cuando  Berrios  y Vides  pasaron  por  el 
lugar  donde  ellos  cuidaban  una  cosecha  de 
maíz,  el  primero  reclamaba  al  segundo,  algo 
sobre  el  asunto  de  un  cerco  y que  Leopoldo 
le  respondía;  “Sí,  compadre,  el  cerco  lo  ha- 
cemos”; que  siguieron  discutiendo  con  di- 
rección a San  Francisco,  pero  ya  no  oye- 
ron mas,  por  lo  que  no  cabe  duda  de  que 
esta  discusión,  al  parecer  tan  sencilla,  se 
abultó  por  el  licor  ingerido  y,  a pesar  de  las 
buenas  relaciones  que  los  unían,  exasperó  a 
Berrios,  quien,  desenfundando  el  revólver 
que  portaba  y que  negó  tener,  disparó  so- 
bre su  compadre  y cuñado;  6’  la  especie  de 
que  una  tercera  persona  haya  disparado  so- 
bré Vides,  debe  descartarse  legalmente,  ya 
que  el  lugar  donde  se  cometió  la  trasgresión 


delictuosa,  según  se  constató  en  la  inspec- 
ción ocular  que  fué  practicada,  no  es  acci- 
dental, sino  claro  y limpio  y,  además,  no  se 
encontraron  señales  de  ninguna  dase  para 
creerse  en  lo  afirmado  al  respecto  por  Be- 
rrios, ni  ,se  descubrió,  momentos  después,  a 
persona  alguna  que  estuviera  al  atisbo  de  su 
víctima”. 

El  reo  al  serle  notificada  la  ejecutoria  de 
la  Sala  Quinta,  con  auxilio  del  Licenciado 
José  León  Castillo,  introdujo  el  presente  re- 
curso de  casación,  por  violación  de  ley,  ci- 
tando, como  infringidos,  los  siguientes:  12, 
27,  29,  66,  67  y 295,  del  Código  Penal;  4",  ó'’, 
560,  568,  571,  573,  575,  580,  inciso  2",  581.  in- 
ciso 8'’,  586,  589,  595,  596,  597,  601  y 735,  re- 
glas 2-  y 3-,  de  Procedimientos  Penales.  Pe- 
didós  los  antecedentes  y señalado  día  para 
la  vista,  procede  dictar  la  sentencia  que  co- 
rresponde en  derecho, 

CONSIDERAN  DO  ; que  las  presunciones 
humanas  que  de  la  causa  se  desprenden 
contra  el  enjuiciado  Aquilino  Berrios,  están 
debidamente  apreciadas  por  el  Tribunal  sen- 
tenciador, con  mérito  suficiente  para  fun- 
dar en  ellas  la  declaración  de  culpabilidad 
y la  condena  impuesta  de  diez  años  al  au- 
tor de  la  muerte  de  Leopoldo  Vides,  lo  que 
hizo  en  ejercicio  de  la  facultad  discrecio- 
nal que  la  ley  concede  a los  Jueces  para  esti- 
mar esta  clase  de  prueba  y aceptarlas ; siem- 
pre que  sean  suficientes  para  generar  la 
certidumbre  Verdadera  del  hecho  investiga- 
do, sin  que  esta  apreciación  pueda  dar  lugar 
al  recurso  de  casación,  salvo  cuando  los  he- 
chos en  que  se  fundan  las  presunciones  no 
sean  reales  y efectivos.  En  consecuencia, 
la  Sala  5’  de  la  Corte  de  Apelaciones,  no 
violó  los  artículos  12,  27,  29,  66,  67  y 295,  del 
Código  Penal  sino  por  el  contrario,  los  apli- 
có rectamente ; tampoco  infringió  el  4’,  6”, 
560,  568,  571,  573,  575,  580,  inciso  2",  581,  in- 
ciso 8",  586,  735,  reglas  2-  y 3”,  de  Procedi- 
mientos Penales ; mucho  menos  pudo  vio- 
lar el  589,  595,  596,  597  y 601,  del  mismo  Có- 
digo, por  haber  fundado  su  fallo  condena- 
torio en  presunciones  que  no  fueron  destrui- 
das por  la  defensa  y que  convencen  al  áni- 
mo judicial  de  la  culpabilidad  de  Berrios. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  los  artículos  673, 
674,  676,  684,  686  y 690,  Procedimientos  Pe- 
nales, 13,  inciso  b,  232  y 234,  Decreto  Núme- 
ro 1928,  desestima  el  recurso  dé  casación 
interpuesto  por  el  reo  Aquilino  Berrios,  y 
le  imponé  la  pena  adicional  de  quince  días 
de  prisión  simple,  conmutables  a razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  por  día. 
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Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andradc. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Caslclla/ios  R. — Alberto  Argite- 
fa  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y nueve  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  para  resolver  la  revisión  solicitada 
por  el  reo  Manuel  Reyes  López,  a quien  se 
le  sentenció  en  unión  de  Feliciano  de  León, 
como  autor  del  delito  de  falsificación  de  bi- 
lletes de  Banco,  a sufrir  la  pena  de  tres  años 
de  prisión  correccional,  por  la  Sala  Cuarta 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  ejecutoria  con- 
tra la  cual  se  interpuso  el  recurso  de  casa- 
ción y que  fué  desestimado  por  esta  Corte 
el  veintitrés  de  julio  del  año  pasado. 

En  la  interposición  del  recurso  de  revi- 
sión manifiesta  Manuel  Reyes  López,  que  en 
unión  de  su  co-reo  Feliciano  de  León,  fué 
condenado  por  el  supuesto  delito  de  falsifi- 
cación de  billetes  de  Banco,  en  cuya  causa, 
haciéndose  consideraciones  contradictorias, 
fué  condenado  a sufrir  la  pena  de  tres  años 
de  prisión  correccional,  y que  el  hecho  que 
marginó  la  causa  no  pudo  haber  sido  come- 
tido más  que  por  una  sola  persona,  expo- 
niendo por  último,  que  el  recurso  interpues- 
to tenía  por  objeto  que  se  corrigiera  el  error 
de  derecho  cometido  en  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia  y se  rehabilitara  así  en  su 
fuero  de  honradez  y honorabilidad.  En  la 
sustanciación  del  recurso,  se  observaron  los 
trámites  que  señala  el  artículo  698  P.  P. 

En  la  causa  instruida  contra  Feliciano  de 
León  y Manuel  Reyes  López,  el  Juez  Se- 
gundo de  Primera  Instancia  de  Quezalte- 
nango,  con  fecha  diez  de  septiembre  de  mil 
novecientos  treinta  y uno,  dió  fin  al  proceso 
instruido  contra  de  ellos,  condenando  a de 
León  y a Reyes  como  autores  de  tentativa 
de  estafa,  imponiéndoles  la  pena  de  dos  me- 
ses de  arresto  mayor,  o sea  la  tercera  parte 
de  seis  meses,  de  acuerdo  con  lo  preceptua- 
do por  los  artículos  407,  inciso  1'',  y 70,  Có- 
digo Penal,  teniendo  como  base  para  ello, 
las  declaraciones  de  Daniel  Guzmán  y Fran- 
cisco Juárez  Maldonado,  la  propia  confesión 
de  Feliciano  de  León;  y contra  Manuel  Re- 
yes, las  presunciones  graves  que  se  des- 
prendieron de  la  sindicación  de  Feliciano  de 
León,  la  confesión  de  Reyes  de  haber  sido 


él  quien  entregó  a de  León  el  billete  falso 
para  que  fuera  a Quezaltenango  a comprar 
maíz.  La  Sala  Cuarta,  al  conocer  en  consul- 
ta, desaprobó  la  sentencia  del  Juez  Segundo 
de  Primera  Instancia  de  Quezaltenango,  de- 
clarando que  tanto  Manuel  Reyes  como  Fe- 
liciano de  León,  eran  autores  responsables 
del  delito  de  falsificación  de  billetes  de  Ban- 
co, por  lo  que  les  impuso  la  pena  de  tres 
años  de  prisión  correccional  de  acuerdo  con 
lo  dispuesto  en  el  artículo  184  del  Código 
Penal,  El  fundamento  de  este  fallo  fué  el 
siguiente:  la  captura  de  Feliciano  de  León, 
cuando  trataba  de  comprar  maíz  en  el  mer- 
cado municipal  de  Quezaltenango  con  un  bi- 
llete falsificado,  como  lo  aseguraron  Flavio 
Cárdenas  y Carlos  M.  Guerra;  que  dictami- 
naron como  expertos,  que  el  propio  de  León 
tenía  conocimiento  de  la  falta  de  valor  del 
billete  que  corre  agregado  a folio  2 de  la 
causa,  como  él  mismo  lo  confesó  en  su  in- 
dagatoria y que  si  bien  era  cierto  no  era  el 
propietario  del  billete,  si  trataba  de  expen- 
derlo a nombre  de  Manuel  Reyes  y por  con- 
siguiente, habiendo  tomado  parte  directa, 
era  responsable  como  autor,  teniendo  en 
cuenta  además,  que  fué  capturado  in  fra- 
ganti,  que  confesó  paladinamente  a presen- 
cia del  Administrador  y Conserje  del  Mer- 
cado, señores  Francisco  Juárez  Maldonado 
y Daniel  Guzmán,  el  origen  y falsedad  del 
billete;  que  dichas  personas  declararon  de 
conformidad,  es  decir,  que  cuando  fué  cap- 
turado de  León,  se  le  sorprendió  en  negocia- 
ciones ilícitas.  Que  contra  el  co-reo  Manuel 
Reyes  se  desprendía  la  presunción  gravísi- 
ma del  hecho  ya  conocido,  e íntimamente 
relacionado  con  la  confesión  de  Reyes,  que 
reconoció  el  billete  de  cien  pesos,  como  el 
mismo  que  entregó  a Feliciano  de  León, 
Esta  Corte,  al  desestimar  el  recurso  de  ca. 
sación  interpuesto,  analizó  la  prueba  exis- 
tente en  la  causa  instruida  contra  Reyes  y 
de  León,  y dijo  en  sus  consideraciones,  que 
contra  Feliciano  de  León  aparecía  el  dicho 
del  Comisario  de  la  Policía  don  Luis  Lucas, 
el  del  Conserje  del  Mercado  de  Quezalte- 
nango, don  Daniel  Guzmán,  y el  Administra- 
dor del  mismo,  don  Francisco  Juárez  Maído, 
nado,  fuera  de  que  de  León  al  ser  indagado 
confesó  que  fué  a comprar  un  quintal  de 
maíz,  y pretendía  pagar  con  un  billete  de 
cien  pesos  de  la  antigua  emisión,  sabiendo 
que  era  falsificado,  pues  Manuel  Reyes  se 
lo  dió  para  que  lo  pasara  en  Quezaltenango 
por  no  haberlo  podido  pasar  en  Sija,  ha- 
ciendo otras  consideraciones  con  respecto  al 
delito  de  falsificación  de  billetes  de  Banco 
y que  en  cuanto  a Manuel  Reyes  cabía  ha- 
cer la  misma  consideración  en  derecho,  fue- 
ra de  que  a éste  se  le  condenó  por  presun- 
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cienes  gravísimas  que  se  desprendían  del 
dicho  del  co-reo  Feliciano  de  León;  la  de 
haber  reconocido  el  billete  de  a cien  pesos 
que  dió  origen  a la  causa,  como  el  mismo 
que  entregó  a Feliciano  de  León  el  cual  se 
lo  había  dado  para  que  comprara  maíz ; no 
haber  demostrado,  como  estaba  obligado  a 
hacerlo,  que  el  billete  falsificado  se  lo  die- 
ron en  el  Banco  de  Occidente  cuando  recibió 
por  cuenta  del  Licenciado  don  Juan  Ramón 
Guillén,  de  dicha  institución  de  crédito,  la 
cantidad  de  diez  y seis  mil  pesos  moneda  na- 
cional y que  él  contó  personalmente,  pues 
dada  la  calidad  de  la  falsificación  del  billete 
no  era  posible  que  dicha  institución  no  se 
hubiera  dado  cuenta  y mucho  menos  darlo 
como  bueno  y verdadero. 

CONSIDERANDO:  que  el  recurso  de  re- 
visión solamente  procede  en  los  casos  que 
señala  el  artículo  695  de  Procedimientos  Pe- 
nales, entre  los  cuales  no  se  encuentra  el 
presente,  pues  tanto  Feliciano  de  León  como 
Manuel  Reyes  López,  están  sufriendo  la 
condena  que  les  fué  impuesta,  sin  que  exis- 
tan sentencias  contradictorias,  pues  se  les 
condenó  por  la  participación  y cooperación 
directa  en  la  ejecución  del  hecho  delictuoso 
que  motivó  su  encausamiento,  de  acuerdo 
con  lo  dispuesto  en  ,el  artículo  29,  incisos  I'-’ 
y 3'-’  del  Código  Penal,  puesto  que  si  Reyes 
López  no  hubiera  dado  el  billete  falso  a de 
León  para  que  tratara  de  poner  en  circula- 
ción en  la  ciudad  de  Quezaltenango,  por  no 
haberlo  podido  pasar  en  Sija,  lugar  de  su 
residencia,  el  delito  no  se  hubiera  consu- 
mado; por  consiguiente,  el  recurso  inter- 
puesto, ni  aún  tomando  la  parte  última  del 
inciso  1'’  del  artículo  695  de  P.  P.  que  se  ale- 
ga, es  procedente,  por  haber  sido  cometido 
el  delito  de  falsificación  de  billete  de  Banco, 
tanto  por  Reyes  López  como  por  Feliciano 
de  León. 

POR  TANTO:  la  Corte -Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  lo  preceptuado  en  el 
artículo  698  de  Procedimientos  Penales,  de- 
clara sin  lugar  la  revisión  solicitada  por  el 
reo  Manuel  Reyes  López. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O,  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argue- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretrio. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y ocho  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  que  más  adelante  será  relatada  y 
se  profirió,  en  el  proceso  instruido  contra 
Máximo,  Juan  José  y José  Antonio  Aldana 
Chacón,  por  el  delito  de  homicidio  perpetra- 
do en  la  persona  de  Virgilio  Vásquez. 

RESULTA : que  con  fecha  .diez  y nueve 
de  agosto  de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
el  Comisionado  MUitar  de  la  aldea  El  Teco- 
lote, Secundino  Marín,  dió  parte  al  Juez  de 
Paz  de  Río  Hondo,  de  haberse  perpetrado 
un  hecho  delictuoso.  Anacleto  Aldana,  tío 
de  los  enjuiciados,  refiere  : que  el  día  de  au- 
tos, bajaba  por  el  camino  que  conduce  a la 
quebrada  de  La  Puente,  cuando  vió  junto  a 
la  puerta  del  regadío  de  Manuel  Aldana, 
a Máximo,  Juan  y Antonio  Aldana,  quienes 
reñían  con  Virgilio  Vásquez,  en  seguida  José 
Antonio  le  disparó  un  tiro  a Vásquez,  y 
Máximo  y Juan  le  amenazaban  con  sus  ma- 
chetes ; que  se  aproximó  al  sitio  donde  esta- 
ban los  contendientes,  y agarró  a Juan,  pero 
lo  soltó,  por  haberle  amenazado  Antonio  di- 
ciéndole  que  si  no  lo  dejaba,  a él  también 
lo  mataría ; Antonio  huyó  por  el  camino  que 
conduce  al  Copinol  y Máximo  y Juan  se 
marcharon  precipitadamente  pasando  den- 
tro del  predio  ya  mencionado;  que  durante 
la  riña  tal  vez  sus  hermanos  hirieron  a An- 
tonio, pues  tenía  sangre  en  la  cabeza;  que 
Virgilio  no  portaba  arma,  y cuando  él  llegó 
a la  quebrada  dicho  sujeto  ya  había  muerto. 
El  Comisionado  Militar,  Secundino  Marín, 
Petrona  Vásquez,  madre  de  Virgilio  del  mis- 
mo apellido,  y Romualda  Sosa,  afirman  ha- 
ber oído  el  disparo ; María  y la  Vásquez  ma- 
nifestaron que  Juan  y Máximo  Aldana 
huían;  la  Sosa  asegura  haber  visto  en  la 
puerta  del  toril  a José  Antonio  Aldana  y 
a los  hermanos  de  éste,  Juan  y Máximo, 
quienes  huyeron  en  seguida;  y los  tres  tes- 
tigos vieron  ya  muerto  a Vásquez.  Con  la  ins- 
pección ocular  que  el  Juez  de  Paz  practicó 
en  ,el  lugar  del  hecho  quedó  establecido  : que 
la  puerta  del  regadío  de  Manuel  Aldana 
está  situada  a una  distancia  de  dos  varas  del 
sitio  donde  fué  encontrado  el  occiso.  Los 
peritos  nombrados  para  el  efecto,  recono- 
cieron a Vásquez  una  lesión  producida  con 
proyectil,  al  parecer  calibre  32,  situada  abajo 
de  la  tetilla  izquierda,  la  bala  no  salió  y sin 
duda  interesó  el  corazón,  causando  la  muer- 
te de  Vásquez  de  una  manera  instantánea. 
La  camisa  que  vestía  el  interfecto  tenía  ahu- 
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mado  el  agujero  por  donde  penetró  el  pro- 
yectil, y por  esa  circunstancia,  dedujeron 
los  expertos  que  el  disparo  había  sido  hecho 
a quema  ropa.  Máximo  y Juan  José  Aldana 
Chacón'negaron  haber  cometido  el  delito  que 
se  les  imputa  afirmando  que  a la  hora  del 
suceso  se  encontraban  en  un  predio  de  su 
padre,  denominado  "Regadío  de  la  Puen- 
te”, cortando  hoja  de  caña.  Se  trató  de  esta- 
blecer con  el  testimonio  de  Lisandro  Cabre- 
ra, Federico  Peralta  y Benjamín  Roldan,  tan- 
to la  excepción  propuesta  por  los  enjuicia- 
dos, como  que  éstos  son  personas  honradas 
y de  buena  conducta.  Los  testigos  mencio- 
nados contestaron  en  sentido  afirmativo  las 
preguntas  que  contiene  el  interrogatorio  que 
obra  al  folio  cuarenta  y cuatro  de  autos, 
agregando  Peralta,  que  el  rumor  público  sin- 
dica a Antonio  Aldana  como  autor  del  cri- 
men. La  enemistad  que  se  aseguró  existía 
entre  Anacleto  Aldana  y Manuel  de  este 
apellido  y sus  hijos,  no  llegó  a probarse,  con 
el  testimonio  de  Angel  María  Aparicio  y As- 
censión Orellana  Guerrillos,  El  ocho  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  treinta  y uno,  el 
Juez  de  1’  Instancia  de  Zacapa,  dió  fin  a la 
causa  declarando  absueltos  de  la  Instancia 
a Máximo  y Juan  José  Aldana  Chacón  y de- 
ja abierto  el  procedimiento  contra  Antonio 
de  los  mismos  apellidos.  Esta  sentencia  fué 
aprobada  por  la  Sala  Séptima  de  Apelacio- 
nes. A las  nueve  y media  a.  m.  del  diez  y 
nueve  de  agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y dos,  se  presentó  ante  el  Juez  de  1’  Instan- 
cia del  departamento  que  acaba  de  mencio- 
narse, José  Antonio  Aldana  Chacón,  quien 
en  su  declaración  manifestó : que  dirigién- 
dose al  regadío  de  su  padre,  y llegar  a una 
puerta  de  trancas,  vió  que  lo  estaban  espe- 
rando Virgilio  Vásquez  y Anacleto  Aldana, 
quienes  empezaron  a injuriarlo  y le  decían 
que  tenían  el  propósito  de  matarlo,  y al  aga- 
charse para  entrar,  Anacleto  le  dió  un  golpe 
en  la  cabeza  con  el  machete  que  portaba,  bo- 
tándolo al  suelo,  en  seguida  Aldana  y Vás- 
quez  le  arrojaron  piedras  y le  pegaron  pla- 
nazos, entonces  el  dicente  disparó  un  tiro  y 
salió  corriendo,  después  supo  que  había  he- 
rido a Vásquez,  pero  esto  no  lo  hizo  con  in- 
tención de  matarle  y cuando  sucedió,  lo  que 
ha  referido,  no  se  presentó  a la  autoridad, 
porque  se  encontraba  muy  golpeado.  Según 
el  informe  médico  legal,  Aldana  Chacón  te- 
nía dos  cicatrices  en  el  cuero  cabelludo ; una 
lesión  por  instrumento  cortante  y la  otra  de 
herida  contusa;  no  fué  posible  determinar 
la  fecha  exacta  en  que  fueron  causadas,  y 
con  asistencia  facultativa,  pudieron  haber 
curado  en  menos  de  siete  días.  Obran  en  au- 
tos dertificaciones  de  las  actas  levantadas 
por  la  Municipalidad  de  Río  Hondo,  en  las 


cuales  se  hizo  constar  lo  que  sigue:  en  la  del 
folio  104,  que  en  el  lugar  donde  fué  muerto 
Virgilio  Vásquez  no  existe  ninguna  casa,  y la 
aldea  Tecolote  dista  doscientas  varas,  pero 
por  las  condiciones  del  terreno,  es  posible 
ver  lo  que  pasa  en  el  lugar  donde  fué  come- 
tido el  crimen  desde  las  primeras  casas  de 
aquel  poblado;  en  la  del  folio  107  se  hizo 
constar  que  José  Antonio  Aldana  Chacón  ha 
sido  honrado,  de  buena  conducta,  no  exis- 
ten en  su  contra  antecedentes  penales  y es 
pobre  en  el  sentido  legal;  que  Virgilio  Vás- 
quez usaba  bebidas  embriagantes  y era  pen- 
denciero. Gustavo  Orellana,  José  Antonio 
Orellana  Cabrera  y Manuel  Morales  decla- 
raron también  acerca  de  los  buenos  antece- 
dentes de  Aldana  Chacón;  y que  Virgilio 
Vásquez  era  pendenciero  y agresivo.  El  Juez 
de  1-  Instancia  de  Zacapa,  le  dió  fin  al  pro- 
ceso imponiendo  a José  Antonio  Aldana 
Chacón  por  el  delito  de  homicidio  diez  años 
de  prisión  correccional,  inconmutables,  pena 
que  por  militar  en  su  favor  la  circunstancia 
de  su  confesión,  queda  reducida  a seis  años, 
ocho  meses,  que  con  abono  de  la  prisión  su- 
frida deberá  extinguir  en  la  Penitenciaría 
Ctral.;  le  suspende  en  el  ejercicio  de  sus  de- 
rechos políticos  durante  la  condena;  lo  deja 
afecto  al  pago  de  las  responsabilidades  civi- 
les provenientes  del  delito,  y por  su  pobreza 
le  exonera  de  la  reposición  del  papel  emplea- 
do en  la  causa;  en  el  mismo  fallo  se  absuel- 
ve del  cargo  a Máximo  y Juan  José  Aldana, 
por  no  haberse  producido  nuevas  pruebas; 
y manda  que  se  instruya  la  correspondiente 
averiguación  para  establecer  quién  hirió  a 
José  Antonio  Aldana  Chacón.  La  Sala  Pri- 
mera de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  trece  de 
mayo  del  corriente  año,  confirmó  el  fallo 
proferido  por  el  Juez  de  1’  Instancia  de  Za- 
capa, apreciando  que  en  el  caso  de  examen 
concurren  a favor  del  reo  dos  circunstancias 
atenuantes  : la  de  haberse  presentado  a la 
autoridad  y su  espontánea  confesión.  José 
Antonio  Aldana  Chacón  con  auxilio  del  Abo- 
gado Enrique  Paz  y Paz  introdujo  contra 
este  último  pronunciamiento,  recurso  ex- 
traordinario de  casación  denunciando  como 
infringidos  los  artículos  que  siguen  : 20,  inci- 
so 4:’>;  21,  incisos  cu.arto,  séptimo,  noveno  y 
décimo  del  Código  Penal;  y 614  de  Procedi- 
mientos Penales.  El  ocho  de  junio  del  co- 
rriente año,  se  presentó  el  reo  con  auxilio 
del  mismo  Abogado,  ante  el  Juez  sentencia- 
dor ampliando  su  recurso,  en  el  sentido  de 
que  también  cita  como  violados  los  artículos 
65,  79  y 80  del  Código  Penal. 
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CONSIDERANDO:  el  dicho  de  Anacleto 
Aldana  por  tener  tacha  constituye  una  pre- 
sunción, que  completa  la  prueba  indispensa- 
ble para  establecer  la  delincuencia  del  reo, 
al  unirla  a lo  que  consignan  en  sus  respecti- 
vas deposiciones  Secundino  Marin,  Romual- 
da  Sosa  y Federico  Peralta,  y,  al  hecho  de 
haberse  ausentado  José  Antonio  del  lugar 
donde  fué  cometido  el  delito,  a raiz  del  su- 
ceso sin  motivo  justificado  para  ello,  ya  que 
no  es  exacto  lo  que  afirma  éste,  que  a causa 
de  los  muchos  golpes  que  sufrió  no  pudo 
presentarse,  pues  tal  especie  la  desvirtúa  el 
informe  emitido  por  el  Cirujano  departa- 
mental de  Zacapa,  quien  expresa  que  Aldana 
Chacón  solamente  tenia  dos  cicatrices  de  le- 
siones, que  con  tratamiento  facultativo  hu- 
bieran curado  en  siete  días  sin  dejar  ningu- 
na consecuencia.  Que  además,  obra  en  au- 
tos la  confesión  del  enjuiciado,  la  que  por 
reunir  todos  los  requisitos  legales  forma  ple- 
na prueba  en  su  contra,  y,  en  su  favor  no 
puede  apreciarse  la  legitima  defensa  que  in- 
voca, pues  para  que  ésta  existiera,  seria  pre- 
ciso que  de  un  modo  inconcuso  constara  la 
agresión  ilegítima  contra  Aldana,  falta  de 
provocación  suficiente  por  parte  de  éste,  y, 
que  había  empleado  medios  racionales  para 
impedir  o repeler  un  acto  de  fuerza  que  hu- 
biese puesto  en  peligro  probable  e inmedia- 
to su  seguridad  personal.  Artos.  589,  600, 
601  y 609  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales, y 20,  inciso  4’,  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  probada  la  delin- 
cuencia de  José  Antonio  Aldana  con  su  pro- 
pia confesión  y la  prueba  indirecta  que  aca- 
ba de  relacionarse,  corresponde  imponerle  la 
pena  que  la  ley  señala  o sean  diez  años  de 
prisión  correccional  de  conformidad  con  lo 
estatuido  en  el  artículo  295  del  Código  úl- 
timamente citado. 

CONSIDERANDO:  que  según  se  des- 
prende del  informe  médico-legal  menciona- 
do anteriormente,  el  acto  punible  que  se  eje- 
cutó contra  Aldana  Chacón  constituye  una 
falta,  y,  en  el  supuesto  que  Vásquez  la  hu- 
biera cometido,  ya  no  sería  posible  perse- 
guirla por  haber  fallecido  dicho  sujeto,  como 
se  prueba  con  el  documento  auténtico  que 
obra  al  folio  diez  del  proceso,  y,  si  dicha  in- 
fracción hubiese  sido  perpetrada  por  cual- 
quiera otra  persona,  tampoco  correspondería 
penarla,  pues  la  acción  se  encuentra  pres- 
crita, en  virtud  de  que  el  hecho  fué  cometi- 
do el  19  de  mayo  de  1931,  y hasta  el  19  de 
agosto  de  1932,  la  refirió  el  reo,  es  decir, 
cuando  ya  había  transcurrido  más  de  un  año 
de  consumado.  Artículos  105,  111,  112  y 453 
del  Código  Penal ; y 603  del  de  Procedimien- 
tos Penales, 


CONSIDERANDO:  que  para  que  puedan 
aplicarse  las  circunstancias  que  atenúan  la 
responsabilidad  criminal  es  indispensable 
que  éstas  se  encuentren  establecidas,  lo  cual 
no  acontece  en  el  caso  sub-jádice.  En  efec- 
to, si  bien  es  cierto,  que  José  Antonio  Aldá- 
na  se  presentó  voluntariamente  al  Juez  de  U 
Instancia  de  Zacapa  el  día  19  de  agosto  de 
1932,  también  lo  es,  que  lo  hizo  cuando  ya 
se  había  incoado  contra  él  la  causa,  librán- 
dose al  efecto  las  correspondientes  órdenes 
a fin  de  obtener  su  captura,  las  cuales  fue- 
ron reiteradas  al  proferirse  por  el  referido 
funcionario,  la  sentencia  de  fecha  8 de  di- 
ciembre de  1931,  en  la  cual,  como  ya  se  dijo, 
se  absolvió  de  la  Instancia  a los  hermanos 
del  reo,  dejándose  abierto  el  procedimiento 
contra  éste;  que  en  ese  concepto  no  concu- 
rre la  circunstancia  contenida  en  la  fracción 
novena  del  artículo  21  del  Código  Penal  ni  la 
que  determina  el  mismo  artículo  en  su  inci- 
so décimo,  pues  en  el  supuesto  de  que  el 
reo  no  hubiera  confesado  el  delito,  existe  en 
la  causa  prueba  completa  para  infligirle  pe- 
na; y al  estimar  lo  contrario  la  Sala  senten- 
ciadora cometió  error  de  derecho,  al  tenor 
de  lo  prescrito  por  el  inciso  quinto  del  ar- 
tículo 676  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales,- 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  las  leyes  apunta- 
das y haciendo  aplicación  de  lo  estatuido 
por  los  artículos  22,  27,  29,  33,  58,  66  y 94 
del  Código  Penal;  201,  512,  incisos  4'-'  y 8"; 
513,  687,  735,  736  y 772  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales,  casa  y anula  la  ejecuto- 
ria recurrida  en  cuanto  se  refiere  a José  An- 
tonio Aldana  Chacón  y declara : 1" — Que 
dicho  sujeto  es  autor  del  homicidio  perpe- 
trado en  la  persona  de  Virgilio  Vásquez,  por 
cuyo  delito  le  impone  diez  años  de  prisión 
correccional,  inconmutables,  pena  que  con 
abono  del  tiempo  padecido  deberá  extinguir 
en  la  Penitenciaría  Central;  le  obliga  al  pa- 
go de  las  responsabilidades  civiles  prove- 
nientes del  hecho  delictuoso;  lo  suspende  en 
el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos  durante 
la  condena;  y le  exonera  de  reponer  el  pa- 
pel empleado  en  la  causa  por  su  notoria  po- 
breza; y 2'' — Que  por  las  razones  ya  expre- 
sadas anteriormente  sobresee  de  una  ma- 
nera definitiva  en  cuanto  a la  lesión  que  su- 
frió en  la  cabeza,  Antonio  Aldana  Chacón. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  anteceden- 
tes en  la  forma  que  corresponde  al  Tribunal 
de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 
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Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
cuatro  de  agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  quince 
de  junio  del  año  en  curso,  dictada  por  la  Sa- 
la Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  la 
causa  criminal  que  por  el  delito  de  falso  tes- 
timonio se  siguió  contra  Gerardo  Barrios 
Jerez  y Francisco  Cos  Xajil,  en  el  Juzgado 
de  Primera  Instancia  de  Suchitepéquez.  I. — 
En  la  sentencia  que  el  diez  y nueve  de  octu- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y dos  dictó  el 
Juzgado  de  Primera  Instancia  dé  Mazate- 
nango  en  el  proceso  que  por  el  delito  de  le- 
siones se  instruyó  contra  Francisco  Cos  Xa- 
jil, se  resolvió  abrir  procedimiento  criminal 
contra  los  testigos  Adrián  Toledo  e Ismael 
Cosaguá,  que  declararon  en  favor  del  reo 
con  manifiesta  falsedad.  La  Sala  Sexta  con- 
firmó este  punto  del  fallo,  adicionándolo  en 
el  sentido  de  que  la  averiguación  debia  com- 
prender al  que  propuso  los  testigos.  Inter- 
puesto el  recurso  de  casación,  fué  declarado 
procedente  y en  la  nueva  sentencia  se  resol- 
vió acerca  de  la  falsedad  en  iguales  térmi- 
nos que  lo  declarado  por  la  Sala.  II. — Ini- 
ciado el  proceso  por  falsedad,  el  Juez  dictó 
sentencia  el  veintisiete  de  mayo  del  corrien- 
te año,  absolviendo  a Gerardo  Barrios  Je- 
rez y a Francisco  Cos  Xajil  del  cargo  que  les 
habia  formulado  por  falso  testimonio,  de- 
jando abierto  el  procedimiento  contra  los 
testigos  Cosaguá  y Toledo.  III. — La  Sala 
Sexta  conoció  en  consulta  y con  fecha  quin- 
ce de  junio  último  aprobó  el  fallo  en  lo  rela- 
tivo a Barrios  Jerez,  pero  en  cuanto  a Cos 
Xajil  declaró  a éste  autor  del  delito  de  falso 
testimonio  y le  impuso  un  año  de  arresto 
mayor  conmutable  a diez  centavos  de  quet- 
zal diarios,  recomendando  al  Juez  que  resol- 
viera definitivamente  con  respecto  al  Aboga- 
do Abel  Leiva,  que  fué  quien  auxilió  el  escri- 
to presentado  por  Jerez,  como  defensor  del 
reo,  proponiendo  la  información  de  los  testi- 
gos. IV. — El  reo  Cos  Xajil,  con  auxilio  del 
Lie.  don  Salvador  Guerra,  introdujo  el  re- 
curso de  casación  contra  lo  resuelto  por  el 
Tribunal  de  Segunda  Instancia,  alegando 
violación  de  los  artículos  568,  570,  314  de 
Procedimientos  Penales;  211,  212,  213,  216, 
218,  del  C.  P,  y 36  de  la  Constitución  de  la 
República.  V. — El  dictamen  fiscal  se  incli- 
na por  la  casación  de  la  sentencia,  pues  no 
estima  fundada  la  condenatoria  de  la  Sala: 
aunque  el  reo,  dice,  haya  asegurado  en  su 
declaración  que  no  había  testigo  del  hecho, 
eso  no  excluye  la  posibilidad  de  que  sí  los 
hubiera  y de  que  él  no  los  haya  visto,  o ya 


porque  su  ánimo  en  los  momentos  de  excita- 
ción o de  lucha  no  le  hubiera  permitido  fi- 
jarse en  ellos.  VI. — No  alegó  el  recurrente 
el  día  de  la  vista  que  se  verificó  el  veintisie- 
te del  mes  próximo  pasado.  VIL — La  Corte 
de  Casación  considera  que  sí  hay  prueba 
plena  para  condenar  a Cos  Xajil,  interesado 
y favorecido  con  las  declaraciones  eviden- 
temente falsas  de  los  testigos  que  propuso. 
La  forma  que  se  empleó  para  mencionar  a 
dichos  testigos  y la  responsabilidad  que  a 
este  propósito  asumió  el  citado  Cos,  libran 
por  ahora  al  defensor  Barrios  Jerez  de  la 
pena  que  hubiera  merecido,  si  no  mediaran 
esas  circunstancias.  La  prueba  que  exige  el 
artículo  568,  de  Pros.  Pns.  está  bien  analiza- 
da por  la  Sala,  pues  consta  en  autos  que  el 
delito  de  lesiones  cometido  por  Cos,  ocu- 
rrió en  el  interior  de  una  casa,  en  donde,  se- 
gún declaración  del  mismo,  de  Domingo  Xun 
el  ofendido,  y de  Feliciana  García,  no  ha- 
bía ninguna  otra  persona  extraña  en  ese  mo- 
mento que  hubiera  presenciado  el  hecho; 
estas  declaraciones  fueron  ratificadas  y am- 
pliadas ante  el  Juez  de  Primera  Instancia  y 
hasta  ahí  no  había  resultado  testigo  alguno, 
pero  ya  en  plenario,  cuando  él  pudo  recibir 
el  consejo  de  su  defensor,  propuso  tres  tes- 
tigos que  todo  lo  vieron,  no  obstante  que  el 
delito  tuvo  lugar  en  el  interior  de  una  casa 
y que  ya  desde  antes  constaba  que  encerra- 
dos Cos,  Xun,  y la  García,  nadie  se  percató 
de  lo  que  había  pasado.  En  términos  gene- 
rales sí  puede  ocurrir  lo  que  dice  el  Fiscal, 
pero  en  este  caso  concreto  no  puede  supo- 
nerse lo  que  el  mismo  reo  destruye  con  sus 
declaraciones ; en  efecto : en  su  primera  in- 
dagatoria dijo  textualmente:  "Que  como  lo 
ocurrido  tuvo  verificativo  en  el  interior  de 
la  casa  de  la  García,  no  lo  presenció  ningu- 
na persona”;  su  contestación,  pues,  es  cate- 
górica y no  dubitativa.  Cuando  en  el  plena- 
rio propuso  a los  tres  testigos  presenciales, 
trató  de  explicar  su  conducta  refiriendo  un 
acuerdo  que  había  tenido  con  su  ofendido 
desde  los  primeros  momentos,  para  no  men- 
tar testigos,  convenio  que  oyeron,  dijo,  los 
reos  José  Moisés  Zaldaña,  Julián  Say  Avila 
y Martín  Ixcot.  Examinados  al  respecto,  Xun 
y las  tres  personas  últimamente  citadas,  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  314 
de  Procedimientos  Penales,  negaron  lo  ase- 
verado por  Cos.  No  fueron,  por  consiguien- 
te, las  circunstancias  del  hecho  ni  el  estado 
de  ánimo  del  culpable,  lo  que  le  puede  excu- 
sar su  contradicción  puesto  que  él  mismo 
confiesa  que  el  motivo  fué  bien  distinto ; an- 
tes bien  debe  considerarse  que  con  las  prue- 
bas recibidas,  aquella  presunción  de  false- 
dad quedó  robustecida  y el  caso  compren- 
dido en  «1  artículo  218  del  Código  Penal. 


316 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


Por  las  razones  expuestas  no  se  estima  vio- 
lado este  último  articulo  ni  violados  los  ar- 
tículos 568,  570  y 314  de  Procedimientos  Pe- 
nales, citados  en  el  recurso.  VIII. — Tampoco 
se  aprecia  violación  alguna  en  los  restantes 
artículos  citados  por  el  recurrente : el  36  de 
la  Constitución  declara  inviolable  la  defensa 
de  la  persona;  pero  la  defensa  no  debe  ha- 
cerse (ni  siquiera  suponerse)  con  testigos 
falsos ; el  218  del  C.  P.  es  el  que  aplicó  el 
Tribunal  sentenciador  y es  el  que  corres- 
ponde al  hecho  que  se  examina  en  cuarbto  al 
reo  proponente  se  refiere;  y los  artículos 
211,  212,  215  y 216  del  mismo  Código  Penal 
son  los  que  en  relación  con  el  articulo  218 
determinan  la  responsabilidad  en  cada  caso. 
IX. — No  habiendo  infracción  alguna  de  ley 
en  la  sentencia  recurrida,  la  Corte  de  Casa- 
ción, con  fundamento  en  los  artículos  686, 
690  P.  P.,  233  y 234,  Ley  Constitutiva,  re- 
suelve ; desestimar  el  recurso  e imponer  al 
reo  que  lo  introdujo  la  pena  adicional  de 
quince  días  de  prisión  conmutables  a diez 
centavos  de  quetzal,  diarios. 

Notifíquese  y con  certificación,  devuélvan- 
se los  antecedentes  a donde  corresponde. 

J . M.  Reina  Andrade, — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gaeta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuatro  de  agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
setencia  proferida  por  la  Sala  Cuarta  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  trece  de  junio  del 
año  en  curso,  en  la  causa  instruida  por  el 
delito  de  falsificación  de  documentos  oficia- 
les, contra  Guillermo  Estrada  Valdés  y Ma- 
riano Ochoa  Barrios ; en  la  cual  se  confir- 
ma da  que  dictó  el  Juez  de  Primera  Instancia 
de  San  Marcos,  revocándola  en  cuanto  a la 
absolución  de  Mariano  Ochoa  Barrios  y al 
resolver  declaró,  que  dicho  individuo  era 
también  responsable  del  delito  de  falsifica- 
ción de  documentos  oficiales,  imponiéndo- 
le, por  consiguiente,  la  pena  de  cuatro  años 
de  prisión  correccional,  hecha  la  rebaja  de 
la  atenuante  de  su  confesión,  pudiendo  con- 
mutar en  sus  dos  terceras  partes  a razón 
de  diez  centavos  de  quetzal  por  día,  la  pena 
restante;  hizo  la  declaración  de  que  que- 
daba inhábil  para  el  ejercicio  de  sus  dere- 
chos políticos  y de  cargos  o empleos  públi- 
cos durante  el  tiempo  de  la  condena;  lo  exo- 


neró de  reponer  el  papel  empleado  en  la  cau- 
sa por  su  notoria  pobreza,  obligándolo,  sí,  al 
pago  de  las  responsabilidades  civiles  prove- 
nientes del  delito.  En  la  causa  que  se  tiene 
a la  vista  aparece : que  el  veintisiete  de  sep- 
tiembre de  mil  novecientos  treinta  y dos, 
Luis  Flores  se  presentó  ante  el  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  de  San  Marcos,  manifestán- 
dole que  Eduvigis  Juárez,  Contralor  de  la 
Aduana  El  Carmen,  de  la  jurisdicción  de 
Malacatán,  le  llevó  las  guías  números 
16138,  16152,  16153  y 16169,  las  que  ad- 
juntaba, indicando  además,  que  el  actual 
Receptor  de  la  Aduana  El  Carmen,  don  Gui- 
llermo Estrada  V.,  estaba  defraudando  a la 
Hacienda  Pública;  que  esas  guías  habían 
sido  recogidas  por  Juárez  a los  comercian- 
tes a quienes  fueron  expedidas,  las  que  cote- 
jadas con  los  codos  duplicados  que  queda- 
ban en  la  Administración  de  Rentas,  resul- 
taba la  cantidad  de  siete  quetzales  sesenta 
y dos  centavos  que  dejaron  de  ingresar  al 
Fisco.  El  Administrador  acompañó  a su  de- 
nuncia los  documentos  que  obran  del  folio 
2 al  10  y en  este  último  aparece  que  fueron 
extendidas  las  referidas  guías,  de  los  nú- 
meros ya  citados  a José  Xicaj,  Regino  Oroz- 
co,  José  Xicaj  y Regino  Orozco.  Después 
de  la  ratificación  consiguiente  fué  examina- 
do Eduvigis  Juárez,  quien  dijo;  que  en  el 
desempeño  de  su  puesto  de  Contador  de  la 
Aduana  de  El  Carmen  ha  tenido  ocasión  de 
ver  que  el  Receptor  don  Guillermo  Estrada 
estaba  defraudando  a la  Hacienda  Pública 
del  modo  siguiente : que  los  comerciantes 
que  van  a aforar  su  mercadería,  les  cobra- 
ban los  impuestos  cabales,  pero  en  los  codos 
anotaba  cantidades  menores,  con  las  que  da- 
ba cuenta  a Ja  Administración  de  Rentas,  to- 
mándose para  sí  la  diferencia  y que  se  dió 
cuenta  de  ello  por  el  dicho  del  Secretario 
Mariano  Ochoa  Barrios,  haciendo  en  su  de- 
claración una  exposición  de  todo  lo  defrau- 
dado en  cada  una  de  las  guías  que  acompa- 
ñó al  Administrador  de  Rentas.  Guillermo 
Estrada  Valdés,  al  ser  indagado,  dijo:  ser 
suyas  las  firmas  de  los  codos  que  se  le  pre- 
sentaban y que  era  el  Secretario  quien  es- 
cribía y recaudaba  el  impuesto  de  los  aforos 
que  cobraban,  para  enviarlo  a la  Adminis- 
tración de  Rentas.  Mariano  Ochoa  Barrios 
declaró : ser  cierto  que  él  escribía  los  reci- 
bos dados  a los  comerciantes  por  el  valor 
del  impuesto  cabal  y que  de  orden  del  Re- 
ceptor, quien  lo  amenazaba  con  revólver  es- 
cribía con  menores  cantidades  los  envíos  a 
la  Administración  de  Rentas,  a la  que  puso 
al  corriente  de  lo  que  pasaba;  que  quien  re- 
cogía el  dinero  era  Estrada  Valdés,  tomán- 
doselo para  sí.  El  Administrador  de  Rentas 
de  San  Marcos  exhibió  el  libro  de  caja  de  in- 
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gresos  de  aduanas,  en  el  cual  se  constató  ser 
exacta  la  defraudación  denunciada.  En  el 
plenario  de  la  causa  no  se  rindió  prueba  en 
contrario,  pues  sólo  hubo  ampliación  de  la 
declaración  de  Eduvigis  Juárez,  careos  en- 
tre los  procesados  y constancias  de  su  bue- 
na conducta.  Con  fecha  veintiuno  de  abril 
del  año  en  curso  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia de  San  Marcos,  dictó  sentencia  decla- 
rando; qne  Guillermo  Estrada  Valdés  era 
autor  del  delito  de  falsificación  de  docu- 
mentos oficiales,  por  cuyo  hecho  lo  conde- 
nó a sufrir  la  pena  de  seis  años  de  prisión 
correccional  inconmutables,  los  que  con 
abono  de  la  prisión  sufrida,  purgaría  en  la 
Penitenciaría  del  Centro,  haciendo  las  de- 
más declaraciones  correspondientes  en  de- 
recho y por  último,  declaró  absuelto  del  car- 
go que  se  le  había  formulado  a Mariano 
Ochoa  Barrios,  asi  como  también  dejó  abier- 
to el  procedimiento  en  lo  que  se  refiere  al 
delito  de  amenazas,  por  el  cual  se  sindicó 
también  a Guillermo  Estrada  Valdés.  La 
Sala  Cuarta  al  conocer  en  virtud  del  recurso 
de  apelación  interpuesto  por  el  reo  Guiller- 
mo Estrada,  dictó  la  sentencia  de  que  se  ha 
hecho  relación.  El  reo  Guillermo  Estrada 
Valdés  al  serle  notificada  la  ejecutoria  de 
la  Sala,  con  auxilio  del  Licenciado  Amadeo 
Barrios  G.,  introdujo  el  presente  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  citando  como 
infringidos  los  artículos  192,  194  y 283  por 
ser  inaplicables  aJ  caso  investigado  y el  288 
por  no  haberse  observado  las  disposiciones 
que  él  contiene.  El  Fiscal  de  la  Sala  Se- 
gunda a quien  se  le  mandó  pasar  la  causa, 
manifestó  entre  otras  cosas  que  estaba  ple- 
namente probado  el  delito  y que  la  cuestión 
única  a resolver  era  determinar  si  el  hecho 
delictuoso  era  de  malversación  de  caudales 
públicos,  a que  se  refería  el  artículo  283 
del  Código  Penal  o el  de  falsificación  de 
documentos  públicos  u oficiales,  de  que  tra- 
tan los  artículos  192  y 194  del  mismo  Código, 
que  éstas  disposiciones  no  eran  opuestas  en- 
tre sí  y que  la  malversación  podía  estar 
comprendida  en  los  dos  casos,  la  diferencia 
consistía  en  que  en  el  primero  no  era  nece- 
sario que  hubiera  falsificación;  y en  el  se- 
gundo, la  falsificación  era  el  medio  de  co- 
meter la  malversación ; que  este  era  precisa- 
mente el  hecho  punible  que  juzgó  la  Sala 
y por  lo  mismo  no  se  había  violado  los  ar- 
tículos citados  por  el  recurrente,  sino  por 
el  contrario,  se  había  hecho  recta  aplica- 
ción de  ellos,  pidiendo  en  conclusión,  que 
se  desestimara  el  recurso  interpuesto. 

CONSIDERANDO:  que  el  delito  de  fal- 
sificación de  documentos  oficiales,  se  come- 
te, siempre  que  haya  alteración  de  la  verdad 
por  alguno  de  los  nueve  medios  o formas 


que  señale  el  artículo  192  del  Código  Penal 
reformado  por  el  Decreto  Número  1740;  que 
la  imitación  o alteración  sea  hecha  por  un 
funcionario,  y que  recaiga  en  un  documento 
oficial  o público,  requisitos  que  están  bien 
comprobados  en  la  causa  que  se  examina, 
ya  que  Guillermo  Estrada  Valdés,  Receptor 
de  la  Aduana  de  El  Carmen,  de  la  jurisdic- 
ción de  Malacatán,  del  departamento  de  San 
Marcos,  consignó  en  los  codos  de  los  talona- 
rios que  remitía  al  Administrador  de  Rentas 
del  departamento  citado,  menor  cantidad  de 
la  cobrada  a José  Xicaj  y Regino  Orozco,  por 
el  aforo  de  mercaderías;  teniendo  el  señor 
Estrada  Valdés  la  calidad  de  funcionario,  de 
conformidad  con  el  artículo  150  del  Código 
Penal;  y oficiales  los  documentos  en  los  que 
se  hizo  la  alteración.  Por  consiguiente,  la 
mutación  y ocultación  en  los  codos  de  los  ta- 
lonarios, afectó  la  integridad  de  los  docu- 
mentos y los  efectos  que  debían  producir;  y, 
es  por  esto,  que  la  ley  castiga  rigurosamente 
esta  clase  de  delitos,  dada  la  fe  pública  y ex- 
traordinaria que  les  concede  a los  documen- 
tos oficiales.  Por  lo  expuesto,  el  Tribunal 
sentenciador,  al  calificar  los  hechos  proba- 
dos como  delito  de  falsificación  de  documen- 
tos oficiales,  no  violó  el  artículo  192  refor- 
mado por  el  Decreto  Número  1740,  en  rela- 
ción con  el  194  del  Código  Penal,  por  ser  los 
aplicables  al  caso  investigado.  Tampoco  in- 
fringió el  283  y 288  a que.se  refiere  el  recu- 
rrente, pues  éstos  tienen  aplicación  única- 
mente cuando  se  trata  de  malversación  de 
caudales  públicos. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  las  leyes  cita- 
das y lo  dispuesto  en  los  artículos  676  y 
690  P.  P.,  32  y 233  Decreto  Número  1928, 
desestima  por  improcedente  el  recnrso  de 
casación  interpuesto,  e impone  al  recurren- 
te la  pena  adicional  de  quince  días  de  pri- 
sión simple,  conmutables  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  día. 

Notifíquese  y con  certificación,  devuélvan- 
se los  antecedentes  a donde  corresponde. 

J . M.  Reina  Andrade. — Federico  O Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argue. 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 

CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintisiete  de  julio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  sentencia 
de  fecha  veintinueve  de  enero  del  año  pa- 
sado, proferida  por  la  Sala  P de  la  Corte 
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de  Apelaciones,  en  la  causa  instruida  por  el 
delito  de  lesiones  contra  Rogerio  Rivera ; en 
la  cual  se  confirma  la  que  dictó  el  Juez  de 
1-  Instancia  de  Amatitlán,  con  la  modifica- 
ción de  que  a Rivera  se  le  suspende  en  el 
goce  de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena  y no  en  el  de  sus  de- 
rechos civiles.  De  la  causa  aparece  : que  el 
dia  veintiocho  de  junio  de  mil  novecientos 
treinta  y uno,  como  a las  nueve  de  la  ma- 
ñana, el  administrador  de  la  finca  “El  Lla- 
no", Rogerio  Rivera,  se  hizo  encuentro  con 
Tomás  Benito  Caniche,  mozo  de  la  finca,  en 
el  camino  que  de  Palín  conduce  a Amatitlán 
y por  una  discusión  que  Rivera  sostuvo  con 
Caniche,  a causa  de  que  éste  se  ausentó  de 
la  finca  debiendo  una  cantidad,  riñeron  am- 
bos, resultando  Benito  Caniche  con  una  le- 
sión que  le  causó  el  primero  con  arma  cor- 
tante, la  que  curó  en  trece  días,  según  in- 
forme de  folio  48  vuelto.  El  hecho  fué  pre- 
senciado por  Gaspar  Méndez,  Cecilia  L.  de 
Gómez,  María  Crispal  y María  Chuní,  quie- 
nes sólo  vieron  la  lucha  sostenida  entre  Ri- 
vera y Tomás  Benito.  El  ofendido  negó  ha- 
ber atacado  a Rivera  y éste  al  ser  indagado 
alegó  que  el  hecho  lo  había  cometido  en  legí- 
tima defensa  y propuso  para  demostrar  los 
extremos  que  la  ley  requiere,  a los  testigos : 
Salvador  Peralta  y Juana  Dávila,  quienes 
dijeron  haber  visto  cuando  discutía  Rivera 
con  el  mozo,  pero  que  no  les  constaba  cómo 
se  había  cometido  el  delito.  El  Juez  de  la 
causa,  con  fecha  siete  de  noviembre  de  mil 
novecientos  treinta  y uno,  dictó  sentencia 
declarando : que  Rogerio  Rivera  era  autor 
del  delito  de  lesiones  causadas  a Tomás  Be- 
nito, imponiéndole  por  tal  infracción  la  pe- 
na de  seis  meses  de  arresto  mayor,  haciendo 
las  demás  declaraciones  procedentes  en  de- 
recho. La  Sala  1*,  al  conocer  en  grado  con- 
firmó la  sentencia  del  Juez  con  la  modifica- 
ción de  que  a Rivera  se  le  suspendía  en  sus 
derechos  políticos  y no  civiles.  El  reo,  al  ser- 
le notificada  la  ejecutoria  de  la  Sala,  inter- 
puso el  presente  recurso  de  casación  por  vio- 
lación de  ley,  citando  como  infringidos  los 
artículos  571,  573,  608,  609  y 366  de  Procedi- 
mientos Penales ; 306,  Código  Penal ; 189  y 
190  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  ro- 
gando en  el  mismo  escrito  de  casación,  que 
por  no  haber  abogado  en  Amatitlán  que  lo 
auxiliara,  se  pasara  a uno  de  los  Procurado- 
res de  las  Salas  de  esta  capital,  escrito  que 
fué  autorizado  por  el  de  la  Sala  2^  Licen- 
ciado don  Víctor  Mijangos. 

CONSIDERANDO:  que  no  deben  esti- 
marse como  violados  los  artículos  571  y 573 
de  Pros.  Pns.;  toda  vez,  que  el  Tribunal 
sentenciador,  apreciando  en  su  valor  jurí- 
dico las  declaraciones  de  los  testigos  presen- 


ciales María  Chuní,  Cecilia  L.  de  Gómez  y 
Gaspar  Méndez,  pronunció  su  fallo  conde- 
natorio, imponiendo  a Rogerio  Rivera  como 
autor  del  delito  de  lesiones,  la  pena  de  seis 
meses  de  arresto  mayor. 

CONSIDERANDO;  que  estableciendo  el 
artículo  366  de  P.  P.,  que  todo  reconoci- 
miento judicial  se  hará  por  un  experto,  la 
Sala  sentenciadora  al  aceptar  como  bueno 
y bastante,  el  que  dió  el  Cirujano  departa- 
mental de  Amatitlán,  no  violó  la  disposición 
legal  transcrita,  y como  según  dicho  informe 
el  lesionado  Tomás  Benito  Caniche  tardó  pa- 
ra su  curación  más  de  siete  días  y menos 
de  quince,  la  pena  impuesta  de  seis  meses 
de  arresto  mayor,  es  la  correspondiente  a 
dicha  infracción  y por  consiguiente,  no  ha- 
biendo demostrado  el  recurrente  que  Benito 
Caniche  haya  tardado  más  de  siete  días  para 
la  curación  de  las  lesiones  que  sufrió,  por 
culpa  y descuido  suyo,  el  hecho  cometido 
cae  dentro  de  la  sanción  del  artículo  306 
fracción  2’,  Código  Penal ; y al  declararlo 
así  la  Sala  1'  de  la  Corte  de  Apelaciones,  no 
ha  incurrido  en  error  de  derecho  ni  cometi- 
do la  infracción  alegada  por  el  reo,  en  cuan- 
to al  artículo  últimamente  citado, 

CONSIDERANDO:  que  los  artículos  608 
y 609  de  Pros.  Pns.,  disponen:  el  primero, 
que  la  fe  del  juicio  pericial,  incluso  el  cotejo 
de  letras,  será  calificado  por  el  tribunal,  se- 
gún las  circunstancias;  y el  segundo,  que  la 
confesión  hará  plena  prueba  en  juicio  cuan- 
do reúna  las  circunstancias  siguientes ; pri- 
mera, que  esté  plenamente  probada  la  pre- 
existencia del  delito;  segunda,  que  sea  hecha 
en  juicio  por  persona  mayor  de  veintiún 
años  o en  presencia  de  su  respectivo  tutor, 
si  fuere  menor  de  edad,  en  contra  suya,  con 
pleno  conocimiento  y sin  apremio;  tercera, 
que  sea  sobre  hecho  propio ; y,  cuarta,  que 
sea  verosímil  y congruente  con  las  constan- 
cias del  proceso.  En  consecuencia,  el  Tri- 
bunal sentenciador  no  pudo  infringirlos;  el 
primero  por  no  ser  aplicable  al  caso  que  se 
juzga  y el  segundo,  por  no  haberse  fundado 
la  condena  en  la  confesión  del  reo,  sino  en  la 
prueba  testimonial  rendida  en  su  contra. 

CONSIDERANDO:  que  tratándose  de  un 
hecho  delictuoso,  no  tienen  aplicación  los 
artículos  189  y 190  de  Prs.  Cvs.  los  que  por 
lo  mismo,  no  pudieron  ser  infringidos  por  el 
tribunal  de  segundo  grado, 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, haciendo  aplicación  de  las  leyes  citadas 
y lo  que  disponen  los  artículos  690  P,  P.; 
233,  Decreto  Número  1928,  desestima  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  reo  Ro- 
gerio Rivera  y le  impone  la  pena  adicional 
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de  quince  días  de  prisión  simple,  conmuta- 
bles a razón  de  diez  centavos  de  quetzal 
por  día. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sola- 
zar.— Alberto  Arguefa  S. — José  Serrano  Mu- 
ñoz.— Ric.  Orfiz  Sánchez. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veinticuatro  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  que  más  adelante  se  relatará  y se 
profirió  en  el  proceso  instruido  contra  Ven- 
tura Matías  y compañeros  por  exacciones 
ilegales  y estafa. 

RESULTA:  que  don  Raimundo  Herrera 
C.,  encargado  de  las  Milicias  de  Todos  San- 
tos, con  fecha  veintinueve  de  octubre  de  mil 
novecientos  treinta  y uno,  se  presentó  a la 
Jefatura  Política  de  Huehuetenango,  dan- 
do parte  de  la  comisión  de  un  hecho  delic- 
tuoso. Examinado  el  señor  Herrera  mani- 
festó : que  el  veinticinco  de  septiembre  del 
año  que  acaba  de  mencionarse,  fué  llamado 
por  el  Alcalde  Primero  Municipal  de  Todos 
Santos,  quien  le  dijo  : que  debía  contribuir 
con  la  suma  de  un  mil  pesos  para  pagar  los 
gastos  que  ocasionaría  la  medida  de  los  eji- 
dos que  colindan  con  terrenos  de  San  Se- 
bastián Huehuetenango;  como  el  compare- 
ciente consideró  excesiva  dicha  contribución, 
suplicó  al  Alcalde  le  recibiera  solamente  qui- 
nientos pesos,  cantidad  que  entregó  al  refe- 
rido Alcalde,  quien  le  dió  el  correspondiente 
recibo,  que  en  ese  acto  presentaba,  y lo  re- 
ferido se  verificó  a presencia  de  todos  los 
Concejales,  manifestándole  el  Alcalde  que 
procedía  en  esa  forma  con  orden  del  Jefe 
Político:  que  además  a los  indígenas  Eusta- 
quio Matías,  Félix  Mendoza  y Marcelino 
Calmo  les  pidió  mU  quinientos  pesos  a cada 
uno;  a Víctor  Pablo,  mil;  novecientos,  a 
Marcelino  Ramos  y al  resto  de  los  indígenas 
se  les  obligaba  a que  dieran  por  lo  menos 
seiscientos  pesos  por  cabeza,  advirtiéndoles 
que  si  el  dinero  reunido  no  alcanzaba  para 
cubrir  los  referidos  gastos  estaban  en  la  obli- 
gación de  vender  la  -mitad  de  sus  ovejas,  el 
que  poseyera  cien,  y a enajenar  tres  bestias 
la  persona  que  tuviese  seis ; que  por  otra  par- 
te, a los  vecinos  mayores,  de  sesenta  años. 


les  impuso  el  pago  de  diez  pesos,  a cada  uno, 
para  comprar  libros  y cédulas  de  vecindad, 
según  podía  verse  en  la  lista  que  también 
presentaba  y en  la  cual  consta  que  algunos 
de  esos  individuos  pagaron  ya  la  cuota  que 
les  fué  señalada.  Después  de  examinarse  a 
las  personas  que  cita  Herrera  y de  que  fue- 
ron practicadas  las  pruebas  pedidas  por  el 
defensor  de  los  reos  Ventura  Matías  y Lucas 
Pablo,  el  Juez  de  1’  Instancia  del  departa- 
mento de  Huehuetenango,  puso  fin  a la  cau- 
sa declarando  que  Ventura  Matías,  Lucas 
Pablo,  Gregorio  Matías  y Regino  Mendoza 
son  responsables  como  autores,  el  primero, 
del  delito  de  exacciones  ilegales  y los  segun- 
dos, por  el  de  estafa,  imponiéndoles,  a Ma- 
tías y a Pablo,  dos  años  de  prisión  correccio- 
nal, disminuida  la  pena  en  una  tercera  parte 
respecto  a Pablo,  por  militar  en  su  favor  la 
circunstancia  atenuante  de  su  confesión;  se 
les  permite  conmutar  las  dos  terceras  partes 
de  dicha  pena  a razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  diarios,  que  con  abono  de  la  prisión 
sufrida  deberán  purgar  en  la  Penitenciaría 
Central.  A Gregorio  Matías  y Regino  Men- 
doza les  inflige  un  año  de  arresto  mayor, 
conmutable  en  su  totalidad  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  diarios,  disminuidos  en 
una  tercera  parte  por  concurrir  la  circuns- 
tancia de  haber  confesado  el  delito,  pena  que 
con  abono  del  tiempo  padecido  deberán  pur- 
gar en  la  cárcel  de  aquella  cabecera ; a to- 
dos los  enjuiciados  se  les  suspende  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  políticos  durante 
la  condena;  se  les  obliga  al  pago  de  las  res- 
ponsabilidades civiles  provenientes  del  deli- 
to; y por  su  pobreza  los  exonera  de  la  repo- 
sición del  papel  empleado  en  la  causa.  Al  tra- 
mitarse la  2’  Instancia  el  Procurador  de  la 
Sala  6’  de  Apelaciones  expresó  su  conformi- 
dad con  la  sentencia  aludida,  en  cuanto  se 
refiere  a la  condena  de  Lucas  Pablo,  Grego- 
rio Matías  y Regino  Mendoza  y en  lo  que 
respecta  a Ventura  Matías  manifestó  que  no 
veía  el  motivo  para  calificar  el  acto  punible 
de  exacciones  ilegales,  ya  que  el  hecho  está 
comprendido  en  el  caso  de  que  la  recauda- 
ción se  haga  sin  licencia  y por  consiguiente 
se  trata  de  una  estafa.  El  señor  Fiscal  mani- 
festó: que  estima  que  no  se  comprobó  de 
manera  plena  la  culpabilidad  del  Alcalde  de 
Todos  Santos,  Ventura  Matías,  como  autor 
del  delito  de  exacciones  ilegales,  porque  la 
única  prueba  que  existe  está  constituida  por 
el  dicho  de  los  propios  perjudicados,  y en  ese 
concepto  debe  ser  absuelto  del  cargo  que 
por  ese  hecho  delictuoso  se  le  formuló;  y 
que  por  lo  demás  está  de  acuerdo  con  la  sen- 
tencia recurrida  y pide  sea  confirmada  en 
todas  sus  partes,  disponiéndose  que  el  dinero 
sobrante  de  la  colecta  sea  enviado  a donde 
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corresponde.  La  Sala  6-  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, el  doce  de  diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos,  confirmó  el  fallo  de  refe- 
rencia, con  la  enmienda  que  ia  pena  que  se 
impone  a Gregorio  Matías  y Regino  Mendo- 
za también  es  de  dos  años  de  prisión  correc- 
cional y que  a todos  se  les  rebaja  la  pena  que 
se  les  impuso,  en  una  tercera  parte,  en  vir- 
tud de  la  circunstancia  de  que  más  adelante 
se  hará  mención;  y la  adiciona  en  el  sentido 
de  que  el  ex  Alcalde  Primero,  Ventura  Ma- 
tias,  queda  inhabilitado  absolutamente  du- 
rante el  tiempo  de  la  condena,  y,  que  el  res- 
to del  dinero  recaudado  debe  remitirse  al 
hospital  de  la  cabecera  del  departamento  de 
Huehuetenango.  El  fallo  de  segunda  instan- 
cia tiene  por  fundamento  las  consideracio- 
nes que  siguen : 1-,  que  con  la  confesión  de 
los  reos,  que  reúne  los  requisitos  de  ley,  está 
plenamente  probado  que  ellos  hicieron  una 
recaudación  de  dinero,  según  dicen,  para  pa- 
gar al  Ingeniero  que  iba  a practicar  el  apeo 
y deslinde  del  terreno  de  Todos  Santos  con 
San  Sebastián  Huehuetenango,  sin  la  autori- 
zación de  la  respectiva  Jefatura  Politica,  co- 
mo consta  en  el  oficio  que  obra  al  folio  tre- 
ce de  los  autos,  incurriendo  el  Alcalde  Pri- 
mero Municipal,  por  ser  funcionario  públi- 
co, en  el  delito  de  exacciones  ilegales  y los 
demás  en  el  de  estafa;  que  todos  tienen  la 
misma  responsabilidad  por  el  hecho  mencio- 
nado, debiendo  en  consecuencia  condenár- 
seles, imponiéndoles  la  pena  respectiva;  to- 
mando como  base  el  total  de  la  cantidad  re- 
caudada; 2’,  que  la  pena  debe  rebajárseles 
en  una  tercera  parte,  porque  sin  la  confesión 
de  los  mencionados  reos,  procederia  absol- 
verlos, pues  las  declaraciones  que  existen  en 
su  contra  son  de  personas  que  por  ser  dam- 
nificadas, tienen  interés  directo  en  la  causa, 
así  como  las  de  sus,  respectivos  co-reos ; y, 
3’,  que  las  cantidades  de  dinero  recaudadas 
con  infracción  del  Decreto  legislativo  Núme- 
ro 1273,  deben  ingresar  al  hospital  respecti- 
vo. Ventura  Matías,  con  auxilio  del  Abogado 
Edmundo  Méndez,  introdujo  contra  este 
último  pronunciamiento  recurso  extraordi- 
nario de  casación,  denunciando  como  in- 
fringidos los  artículos  21,  inciso  tercero;  y 
79,  del  Código  Penal, 

CONSIDERANDO  ; que  la  circunstancia 
atenuante  que  invoca  el  recurrente  surge  de 
la  falta  de  concordancia  entre  la  intención 
del  culpable  y el  resultado  natural  de  los  me- 
dios de  que  se  vale;  y por  consiguiente,  ca- 
rece de  aplicación  en  un  acto  punible  cuyos 
resultados  y extensión  únicamente  tienen 
por  limite  la  intención  y voluntad  del  proce- 
sado; yen  ese  concepto  no  pudo  ser  infringi- 
do el  inciso  3'’  del  articulo  21  del  Código  Pe- 
nal; ni  el  79  de  ese  mismo  Cuerpo  de  Leyes, 


por  no  ser  procedente  rebajar  la  pena  im- 
puesta a los  presos  hasta  en  sus  dos  terceras 
partes,  pues  si  bien  es  cierto,  que  no  concu- 
rre ninguna  agravante,  también  lo  es,  que  en 
favor  de  éstos  sólo  milita  la  circunstancia 
atenuante  de  su  confesión,  la  cual  apreció  la 
Sala  sentenciadora,  en  el  fallo  que  puso  fin 
a la  segunda  instancia. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  conformidad  con  lo  prescrito  en  el 
articulo  690  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  declara  improcedente  el  recurso  in- 
terpuesto e impone  a la  parte  que  lo  intro- 
dujo quince  días  de  arresto,  conmutables  a 
razón  de  diez  centavos  de  quetzal  diarios. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argue- 
to  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veinticuatro  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  pronunciada  el  diez  y siete  de  abril 
del  corriente  año,  en  que  la  Sala  Tercera  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  confirma  la  que  el 
Juez  Quinto  de  Primera  Instancia  del  depar- 
tamento de  Guatemala,  profirió  el  veintinue- 
ve de  octubre  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos,  con  la  reforma  de  que  la  pena  que  de- 
berá extinguir  FUadelfo  Santizo  Cárdenas 
por  el  hecho  delictuoso  que  se  le  imputa,  es 
la  de  seis  meses  de  arresto  mayor.  El  referi- 
do funcionario  resolvió  que  dicho  individuo 
es  responsable  del  delito  de  estafa  de  la  can- 
tidad de  ocho  mil  trescientos  cuarenta  y cin- 
co pesos  moneda  nacional;  por  cuyo  delito 
le  impone  un  año  de  arresto  mayor,  que  con 
abono  de  la  prisión  sufrida,  extinguirá  en  el 
lugar  correspondiente,  pena  que  le  permite 
conmutar  a razón  de  un  quetzal  diario;  lo 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  la  condena;  le  obliga  al  pago 
de  las  responsabilidades  civiles  provenien- 
tes del  delito  y a la  reposición  del  papel  em- 
pleado en  la  causa;  y por  último  lo  absuelve 
de  los  cargos  que  le  fueron  formulados  por 
otras  estafas.  El  veintidós  de  julio  de  mil 
novecientos  veinte  se  presentó  ante  el  Juez 
Quinto  de  Primera  Instancia  departamental, 
Andrés  Rodríguez  acusando  a Filadelfo  San- 
tizo por  el  delito  de  estafa  que  hace  consis- 
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tir  en  los  hechos  que  siguen : que  a princi- 
pios del  año  de  mil  novecientos  diez  y nueve, 
Santizo  le  debia  la  suma  de  ocho  mil  tres- 
cientos cuarenta  y cinco  pesos  billetes  de 
Banco  y los  intereses  legales  correspondien- 
tes; que  ante  el  Juzgado  Segundo  de  Prime- 
ra Instancia  inició  demanda  ejecutiva  contra 
dicho  señor  con  el  objeto  de  obtener  el  pago 
de  la  suma  ya  mencionada,  el  juicio  llegó 
hasta  el  estado  de  remate ; concedió  a San- 
tizo plazos  para  que  efectuase  el  pago  de  lo 
que  le  adeudaba  y por  último  convino  en  que 
le  cancelara  por  abonos  la  obligación  que 
habia  contraido,  y,  que  si  no  cumplia  con  lo 
pactado,  entonces  pasarían  a propiedad  del 
compareciente,  las  fincas  inscritas  a favor 
de  Santizo  Cárdenas  con  los  números  mil 
cincuenta  y siete,  ochocientos  cincuenta  y 
cuatro  y ochocientos  cincuenta  y cinco;  fo- 
lios ciento  treinta  y siete,  treinta  y cuatro  y 
treinta  y seis  de  los  libros  cuarenta  y uno  y 
cuarenta  y dos  del  departamento  de  Chimal- 
tenango,  en  pago  de  la  suma  mencionada 
anteriormente ; que  vencido  el  último  plazo 
y no  habiéndosele  pagado,  presentó  la  escri- 
tura al  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble, 
pero  como  no  obtuvo  su  inscripción,  en  nue- 
vo instrumento  público  hizo  constar  el  pro- 
pio Rodríguez  que  aceptaba  el  traspaso  de 
los  bienes  expresados  en  la  escritura  por  el 
precio  en  que  estaban  declarados  para  el 
pago  de  la  contribución  del  seis  por  millar, 
como  ya  se  había  convenido;  que  se  enteró 
que  las  fincas  números  ochocientos  cincuen- 
ta y cinco  y ochocientos  cincuenta  y cuatro 
las  había  enajenado  Santizo,  la  primera,  a 
Brígido  Cabrera  desde  el  año  de  1915,  según 
constaba  en  escritura  pública  otorgada  por 
dicho  señor,  ante  el  Notario  Eleázar  Urme- 
neta,  y la  segunda,  a Brígido  Cabrera  y Emi- 
lio Meneses,  por  escritura  que  autorizó  el 
Notario  Enrique  Bocanegra.  Seguida  la  cau- 
sa por  todos  sus  trámites  se  le  dió  fin  en  1- 
y 2-  Instancia,  en  la  forma  al  principio  rela- 
cionada. Don  Alejandro  Moncrieff  Estrada 
en  concepto  de  apoderado  de  Filadelfo  San- 
tizo Cárdenas  con  auxilio  del  Lie.  Manuel 
Villacorta  introdujo  recurso  de  casación 
contra  el  fallo  de  la  Sala  Tercera  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  por  quebrantamiento 
de  forma,  fundándolo  en  los  artículos  673, 
677  incisos  cuarto  y octavo  y 681  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  y denunció  “co- 
mo quebrantados"  los  que  siguen  : 519  inciso 
cuarto,  522,  527,  548,  558,  560,  563  y 161  del 
Cuerpo  de  Leyes  que  acaba  de  citarse;  y 18 
del  Decreto  Número  1728;  y por  último  ma- 
nifiesta el  recurrente  que  le  fué  material- 
mente imposible  haber  pedido  la  subsana- 
ción  de  la  falta  cometida  en  el  Juzgado 


Quinto  de  Primera  Instancia,  en  virtud  de 
no  habérsele  dado  intervención,  y que  el  se- 
ñor Procurador  de  la  Sala,  tampoco  cumplió 
con  la  obligación  señalada  en  el  artículo  679 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO : el  inciso  cuarto  del 
artículo  519  del  cuerpo  legal  que  acaba  de 
mencionarse,  enumera  entre  los  artículos  de 
previo  pronunciamiento,  la  excepción  de 
prescripción  del  delito.  Según  consta  en  el 
memorial  presentado  por  don  Alejandro 
Moncrieff  Estrada  y que  obra  al  folio  ciento 
ochenta  y siete  de  autos,  desde  el  veinticin- 
co de  mayo  de  mil  novecientos  veintiocho, 
tenía  en  su  poder  la  causa  dicho  señor  y la 
devolvió  al  Juzgado,  el  trece  de  febrero  de 
mil  novecientos  treinta  y dos,  interponiendo 
la  excepción  aludida  y solicitando  el  sobre- 
seimiento del  proceso,  petición  que  denegó 
el  Juez  y llamó  autos  con  citación  para  sen- 
tencia. Este  proveído  fué  notificado  a San- 
tizo Cárdenas  por  medio  de  cédula  que  el 
diez  y nueve  de  marzo  del  mismo  año,  el 
ageiite  del  Juzgado  de  Yepocapa,  Francisco 
Yután  entregó  a Faustina  Ochoa  de  Santizo, 
esposa  del  enjuiciado.  El  artículo  522  y eí 
527  determinan  el  primero,  el  trámite  que 
debe  darse  a las  solicitudes  que  se  presen- 
ten promoviendo  las  cuestiones  o excepcio- 
nes que  enumera  el  artículo  519;  y el  se- 
gundo, establece  la  manera  de  proceder, 
cuando  se  declaren  admisibles,  las  excep- 
ciones comprendidas  en  los  números  2,  3 y 
4 de  la  disposición  legal  que  acaba  de  citarse 
o en  su  caso,  si  no  se  estima  justificada  cual- 
quiera de  las  otras.  Declarado  sin  lugar  por 
el  Juez  Quinto  el  punto  relativo  a la  excep- 
ción propuesta,  el  reo  no  interpuso  ningún 
recurso  contra  dicha  resolución,  quedando 
en  consecuencia  ésta  firme.  Ni  el  enjuiciado 
ni  su  defensor  pidieron  la  recepción  a prue- 
ba, del  proceso,  siendo  por  consiguiente  ina- 
plicables al  caso  que  se  examina  las  pres- 
cripciones contenidas  en  los  artículos  548, 
558,  560,  563  del  Código  de  Procedimientos 
Penales  y 18  del  Decreto  Número  1728.  Si 
bien  es  cierto,  que  el  apoderado  de  Santizo 
Cárdenas,  en  su  escrito  de  fecha  quince  de 
febrero  (1932)  pidió  al  Juez  de  la  causa 
que  se  absolviera  del  cargo  a su  defendido, 
y además  se  declarara  calumniosa  la  acusa- 
ción, y en  el  fallo  de  Primera  Instancia  nada 
se  resolvió  acerca  de  este  segundo  punto, 
también  lo  es,  que  por  ser  condenatoria  la 
sentencia  era  innecesario  hacer  dicha  decla- 
ratoria, Que  el  enjuiciado  o sus  legítimos  re- 
presentantes pueden  abocarse  con  el  Procu- 
rador de  la  Sala  respectiva  a efecto  de  hacer 
las  gestiones  consiguientes  para  la  defensa 
del  procesado ; y en  ese  concepto  no  es  ma- 
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terialmente  imposible,  como  lo  afirma  el  se- 
ñor Moncrieff  Estrada,  pedir  lo  que  con 
arreglo  a derecho  proceda,  ante  los  tribuna- 
les de  2’  Instancia.  Por  último,  es  impro- 
cedente entrar  al  análisis  del  articulo  161 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  por 
no  haber  sido  citado,  al  introducirse  la  ca- 
sación, el  inciso  quinto  del  articulo  677  de 
dicho  Código,  para  fundar  también,  el  recur- 
so extraordinario,  en  el  motivo  que  contiene 
la  disposición  legal  aludida,  en  relación  con 
el  primero  de  los  artículos  que  acaban  de  ser 
mencionados. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, con  fundamento  en  lo  estatuido  por  los 
artículos  679  y 690  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  declara  improcedente  el 
recurso  interpuesto  e impone  a la  parte  que 
lo  introdujo  quince  días  de  arresto,  conmu- 
tables a razón  de  veinticinco  centavos  de 
quetzal  por  cada  día. 

Notifíquese  y en  la  forma  que  corresponde 
devuélvanse  los  autos  al  Tribunal  de  su 
origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sola- 
zar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintiuno  de  julio  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

En  casación  se  examina  la  sentencia  de 
cinco  de  junio  del  año  en  curso,  dictada  por 
la  Sala  5’  de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  el 
proceso  instruido  contra  José  Pío  y Dolores 
González  por  el  delito  de  lesiones.  I. — La 
sentencia  recurrida  confirma,  por  mayoría 
de  votos,  por  haber  votado  en  contra  el  Ma- 
gistrado Arellano,  el  fallo  de  primera  instan- 
cia en  que  se  declara  que  José  Pió  González 
es  autor  del  delito  de  lesiones  en  la  persona 
de  Maximino  Mejía,  por  lo  que  le  condena 
a un  año  de  prisión  correccional  conmutable 
en  sus  dos  terceras  partes  a quince  centavos 
diarios,  haciendo  las  demás  declaraciones 
legales;  y deja  abierto  el  procedimiento  con- 
tra Dolores  González,  para  continuarlo  cuan, 
do  sea  capturado.  Para  resolver  en  este  sen- 
tido, el  Tribunal  de  apelación  se  fundó  en  la 
semiplena  prueba  que  produce  la  declara- 
ción del  testigo  presencial  Pedro  Lemus  Ma- 
rroquin,  y en  la  prueba  indirecta  que  sumi- 
nistran los  hechos  siguientes ; a)  La  cir- 
cunstancia de  haber  estado  el  reo  esquivan- 
do la  presencia  de  las  autoridades;  b)  Ha- 


ber sido  capturado  hasta  en  marzo  del  pre- 
sente año,  no  obstante  que  el  hecho  se  come- 
tió el  dos  de  agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y uno;  La  sindicación  del  propio  ofen- 
dido; y,  d)  No  haberse  sindicado  a otra  per- 
sona distinta  como  autora  del  delito.  II. — 
El  Procurador  de  la  Sala  interpuso  el  re- 
curso de  casación  por  estimar  violados  los 
artículos  568,  571,  575,  589,  595,  596,  597  y 
601  de  Prs.  Pns.,  pues  los  hechos  que  sir- 
ven de  prueba,  dice,  además  de  no  estar  pro- 
bados, carecen  de  relación  directa  con  el  he- 
cho que  se  trata  de  probar  y no  tienen  el  en- 
lace natural  necesario  para  estimarlos  como 
antecedentes  o consecuentes  de  aquél.  III. — 
El  hecho  que  dió  origen  al  proceso  ocurrió 
asi : El  tres  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y uno,  a las  seis  y media  de  la  ma- 
ñana, se  presentó  el  Comisionado  Civil  de 
Shanshul  al  Juzgado  de  Paz  de  Asunción 
Mita,  dando  parte  que  el  dia  anterior,  como 
a las  dos  de  la  tarde,  en  momentos  en  que 
andaba  por  la  hacienda  de  “San  Pedro"  ci- 
tando gente  para  la  Carretera,  en  unión 
del  Comisionado  Raimundo  Jerez,  Santos 
Cruz  y Carlos  Orellana,  recibió  aviso  de  De- 
metrio Ruano  de  que  Pedro  Lemus  le  aca- 
baba de  informar  que  Maximino  Mejía  ha- 
bía sido  herido  con  arma  de  fuego  por  Pío 
González  y con  arma  cortante  por  Dolores 
González;  que  inmediatamente  se  dirigió  al 
lugar  del  suceso,  donde  encontró  a Mejía  a 
un  lado  de  la  carretera  internacional,  en  el 
lugar  llamado  El  Morita  y al  ser  interrogado 
declaró  que  Pío  y Dolores  González  le  ha- 
bían causado  las  lesiones  que  presentaba,  sin 
otro  motivo  que  las  relaciones  amorosas  que 
cultivaba  con  Matilde  González,  hija  de  Do- 
lores, declaración  que  oyeron  Pedro  Lemus 
Marroquín,  Daniel  y Carlos  Orellana,  Luis 
Celada  y Tomás  Cortés;  que  el  herido  no  te- 
nia arma;  que  lo  encontró  acostado  y que 
agregó  al  declarar  que  se  había  embriagado 
con  aguardiente  que  compró  a José  de  la 
Cruz  y Albino  Marroquín.  IV. — Respecto  de 
los  hechos  detallados  en  el  punto  anterior, 
el  Juzgado  instructor  y el  de  V Instancia  de 
Jutiapa,  a donde  pasaron  las  primeras  dili- 
gencias, recibieron  las  pruebas  que  en  se- 
guida se  relacionan : a)  El  ofendido  categó- 
ricamente declaró  que  Pío  González  le  dis- 
paró dos  tiros  de  revólver  y Dolores  Gon- 
zález lo  hirió  en  la  cabeza  con  un  corvo;  b) 
Pedro  Lemus,  testigo  presencial,  vió  que  el 
hecho  ocurrió  del  modo  que  lo  relata  el  le- 
sionado; c)  Tomás  Cortés,  Rodrigo  Díaz, 
Carlos  Orellana,  Pablo  Barillas,  Santos  Cruz 
y Demetrio  Ruano  declararon  que  ante  ellos 
le  dijo  el  herido  al  Comisionado  Civil  Rodri- 
go Díaz,  que  sus  ofensores  eran  los  mencio- 
nados González;  d)  José  de  la  Cruz  Reyes, 
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y Albino  Marroquín,  citados  por  Mejia,  ne- 
garon haberle  vendido  aguardiente  el  día  de 
autos  como  él  aseguró ; e ) Reconocimiento 
médico  forense  en  que  se  hace  constar  que 
las  lesiones  fueron  dos  por  arma  de  fuego 
y una  producida  con  arma  cortante  sobre  la 
cabeza,  dejando  la  segunda  impedimento 
funcional  del  dedo  anular  izquierdo.  Este  in- 
forme fué  ampliado  en  segunda  instancia 
para  determinar  el  tiempo  de  curación,  ma- 
nifestando el  Cirujano  que  el  impedimento 
desapareció,  que  la  herida  del  pulmón  (con 
revólver)  necesitó  de  veinticinco  a treinta 
dias  y las  otras  dos  unos  ocho  días;  f)  Coar- 
tada propuesta  por  el  defensor  Angel  J. 
Martínez,  consistente  en  las  declaraciones 
de  Feliciano  Pimentel,  Indalecio  Paredes  y 
Emilio  Orozco,  quienes  aseguraron  haber 
visto  en  Shanchul,  a José  Pío  González, 
acompañado  de  sus  padres  y hermana,  el  día 
de  autos  y que  entre  el  lugar  en  que  estaba 
y el  en  que  se  cometió  el  delito  hay  dos  le- 
guas de  distancia.  En  la  sentencia  que  el 
Juez  dictó  el  veinticinco  de  marzo  último, 
considera  que  la  coartada  no  desvirtúa  la 
culpabilidad  la  cual  se  desprende  de  la  prue- 
ba acumulativa  que  existe  contra  los  proce- 
sados; en  efecto,  los  mismos  testigos  de  la 
defensa  contribuyen  a sospechar  de  los  in- 
dividuos a cuyo  favor  declaran,  pues  lo  ha- 
cen con  precisión  matemática  sobre  hechos 
de  los  cuales  no  hay  motivo  para  que  pudie- 
ran estar  enterados,  como  el  relativo  a que 
los  reos  estuvieron  en  el  interior  de  su  casa, 
e inexplicable  asimismo,  que  recordaran  esos 
detalles  dado  el  tiempo  que  cuando  declara- 
ron había  transcurrido;  y por  otra  parte,  el 
mismo  Pío  al  ser  indagado  manifestó  que 
no  había  persona  con  quien  pudiera  probar 
su  inocencia,  lo  que  no  hubiera  dicho  si 
aquéllos  lo  hubieran  acompañado ; estima 
además,  el  Juez,  que  a los  sindicados  se  les 
buscó  después  del  delito,  pues  desaparecie- 
ron del  lugar  de  su  residencia,  hasta  que  Pío 
fué  capturado,  circunstancias  que  unidas  a 
la  declaración  de  un  testigo  presencial,  lo 
convencieron  de  la  delincuencia  de  los  pro- 
cesados. Sin  embargo,  en  la  Sala  el  Fiscal 
pidió  la  revocatoria  del  fallo  por  no  haber 
prueba  plena.  V. — El  Tribunal  de  Casación 
considera  que  la  condenatoria  declarada  por 
el  Juez  de  1’  Instancia  y por  la  Sala  está  de 
acuerdo  con  la  doctrina  que  informan  los 
artículos  568,  571,  589,  595  y 601  de  Pros. 
Pns.,  pues  de  todo  lo  expuesto  se  deduce 
con  absoluta  certeza  que  Pío  y Dolores  Gon- 
zález fueron  los  agresores  de  Mejia,  dedu- 
ción  que  se  hace  sin  esfuerzo  alguno  y co- 
mo única  consecuencia  de  los  diferentes  he- 
chos apreciados  por  los  tribunales  senten- 
ciadores como  antecedentes  o premisas  de 


la  presunción  declarada.  Estima  este  Tribu- 
nal que  la  Sala  no  violó  el  artículo  575  de 
Prs.  Pns.  cuando  expresamente  dice  que  to- 
ma en  cuenta  la  semiplena  prueba  que  pro- 
duce la  declaración  del  testigo  presencial  y 
que  la  agrega  a la  prueba  indirecta  que  le 
suministran  las  demás  diligencias  del  proce- 
so ; tampoco  se  han  infringido  los  artículos 
596  y 597  porque  los  diferentes  indicios  con- 
siderados son  concordantes,  y de  todos  mo- 
dos, el  artículo  601  del  mismo  Código  facul- 
ta a los  Jueces  para  apreciar  en  justicia  el 
valor  de  las  presunciones  de  hombre,  según 
la  naturaleza  de  los  hechos,  la  prueba  de 
ellos,  el  enlace  natural  más  o menos  nece- 
sario que  existe  entre  la  verdad  conocida  y la 
que  se  busca.  VI. — Por  todo  lo  expuesto,  el 
Tribunal  Supremo,  fundado  en  lo  que  dis- 
ponen los  artículos  676,  690  de  Prs.  Pns., 
233  y 13  de  la  Ley  Constitutiva,  resuelve  des- 
estimar el  recurso  interpuesto  y devolver  los 
autos  con  certificación  de  este  fallo. 

Notifíquese. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
veintiuno  de  julio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la  sen- 
tencia proferida  por  la  Sala  6’  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  en  la  causa  instruida  por  el 
delito  de  lesiones  contra  Cándido  R.  Mogo- 
llón Celada;  en  la  cual  se  confirmó  la  dicta- 
da por  el  Juez  de  1’  Instancia  de  Sololá,  con 
la  modificación  de  que  la  pena  que  le  corres- 
pondía era  de  un  año  de  prisión  correccional 
y no  de  seis  meses  de  arresto  mayor.  Según 
consta  de  la  causa  que  se  tiene  a la  vista  en 
virtud  del  recurso  interpuesto;  el  día  cinco 
de  octubre  de  mil  novecientos  treinta  y dos, 
a las  diez  y ocho  horas  y media,  en  la  canti- 
na de  don  Sarbelio  Barrios,  sita  en  la  cabe- 
cera del  departamento  de  Sololá,  fué  herido 
con  arma  cortante  José  Horts,  hijo,  por  Cán- 
dido Mogollón.  La  Sala  sentenciadora  fundó 
su  fallo  condenatorio,  en  la  prueba  indirecta 
de  presunciones,  deducidas  éstas  de  los  he- 
chos siguientes:  a)  Declaraciones  de  los  tes- 
tigos Tránsito  Ovalle,  Sarbelio  Barrios,  Al- 
fredo García,  Víctor  Ralón  y Alejandro  Fi- 
sher,  a quienes  les  consta  que  el  día,  del  he- 
cho, Mogollón  y Horts  estaban,  r.  las  diez  y 
ocho  horas  del  cinco  de  octubre  del  año 
próximo  pasado,  en  la  cantina  de  Sarbelio 
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Barrios,  tomando  licor,  que  entre  ellos  se 
cruzaron  insultos,  saliendo  los  dos  a la  calle, 
y que  después  entró  Horts  ya  herido,  dicien- 
do, que  Mogollón  le  había  pegado;  b)  No 
haber  regresado  Mogollón  a la  cantina  cuan- 
do ya  Horts  estaba  herido;  c)  La.  manera  có- 
mo declaró  el  mencionado  Mogollón,  que  a 
las  primeras  preguntas  de  su  indagatoria 
contestó,  que  por  haberse  embriagado  no  se 
recordaba  de  nada  y al  final,  negó  categó- 
ricamente ser  el  autor  del  delito,  así  como  de 
haber  portado  navaja;  y La  sindicación 
que  desde  los  primeros  momentos  le  hizo  el 
herido.  Hechos  que  están  debidamente  com- 
probados, según  la  deducción  lógica  que  de 
ellos  se  hace,  siendo,  además,  graves,  preci- 
sos y concordantes.  El  Juez  de  1’  Instancia 
de  Sololá,  con  fecha  diez  y ocho  de  abril  del 
presente  año,  dió  fin  a la  causa  declarando  : 
que  Cándido  Mogollón  era  autor  de  la  lesión 
sufrida  por  José  Horts,  imponiéndole  por  tal 
infracción,  la  pena  de  seis  meses  de  arresto 
mayor,  haciendo  las  demás  declaraciones 
procedentes  en  derecho.  El  reo  al  serle  noti- 
ficada la  ejecutoria  de  la  Sala  de  que  se  ha 
hecho  mención  en  leste  fallo,  con  auxilio  del 
Licenciado  don  Domingo  E.  Palacios,  intro- 
dujo el  presente  recurso  de  casación,  por 
violación  de  ley,  citando  como  infringidos 
los  artículos  65  y 306,  fracción  2’  del  Código 
Penal.  Pedidos  los  antecedentes,  se  pasaron 
al  Fiscal  de  la  Sala  2’  de  Ja  Corte  de  Apela- 
ciones de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 32  del  Decreto  Número  1928,  quien 
después  de  cumplir  con  los  requisitos  seña- 
lados por  la  disposición  legal,  manifestó  que 
no  se  habían  violado  por  el  Tribunal  de  se- 
gunda instancia  los  artículos  citados  por  el 
recurrente  y en  consecuencia,  procedía  de- 
clarar sin  lugar  la  casación  interpuesta  por 
el  reo. 

CONSIDERANDO  : que  la  pena  que  co- 
rresponde aplicar  a Cándido  R,  Mogollón  es 
de  un  año  de  prisión  correccional,  de  acuer- 
do con  el  informe  médico  de  fecha  seis  de 
septiembre  de  mil  novecientos  treinta  y dos 
y que  dice:  que  el  lesionado  José  Horts  tar- 
dó para  curarse  de  la  herida  sufrida  en  la 
región  cubital,  tercio  superior  del  antebrazo 
izquierdo,  veinte  días,  con  asistencia  médica, 
pues  la  herida  estaba  ya  infectada;  y en  el 
de  treinta  de  noviembre  del  mismo  año,  el 
médico  manifiesta,  que  la  herida  presentada 
por  Horts,  descrita  en  su  anterior  dictamen, 
está  clasificada  entre  aquéllas  que  se  curan 
en  el  término  de  doce  a quince  días,  cuando 
el  interesado  se  somete  a una  asistencia  mé- 


dica esmerada,  poniendo  de  su  parte  el  cui- 
dado de  no  infectarse,  esto  es,  poniendo  todo 
esmero  en  el  aseo  personal  y estando  atento 
a sus  curaciones  cada  veinticuatro  horas,  cir- 
cunstancias que  no  concurrieron  en  el  caso 
de  Horts,  por  lo  que  tardó  veinte  días.  Por 
otra  parte,  no  es  permitido  a los  jueces  sin 
incurrir  en  el  error  de  derecho  a que  se  re- 
fiere el  inciso  3"  del  artículo  676  de  Prs.  Pns., 
fundar  sus  resoluciones  en  probabilidades 
que  puedan  deducir  de  un  dictamen  técni- 
co, cuando  exponiendo  éste  los  casos  en  ge- 
neral, expresa  que  el  hecho  puede  tener  tal 
o cual  característica,  si  hubiesen  concurrido 
estas  o aquellas  circunstancias  especiales, 
pues  la  ley  hace  responsable  al  autor  de  to- 
das las  consecuencias  inmediatas  de  su  ac- 
ción, es  decir,  de  lo  que  resultó  de  su  hecho 
y no  de  lo  que  pudo  resultar  como  se  dice 
en  el  segundo  dictamen.  En  tal  virtud,  la 
Sala  sentenciadora,  al  proceder  como  lo  hizo, 
no  infringió  el  artículo  306,  fracción  2’  del 
Código  Penal,  por  no  ser  aplicable  al  caso 
sub  judice,  sino  el  artículo  citado  en  su  pri- 
mera parte,  toda  vez  que  la  infección  fué 
una  consecuencia  inmediata  de  la  herida  su- 
frida, sin  que  esté  demostrado  que  ésta  le 
fuese  imputable  a Horts  o al  médico  que  lo 
asistió,  ya  que  del  segundo  informe  se  des- 
prende que  tal  infección  no  se  hubiera  pro- 
ducido si  se  hubiera  contado  con  los  medios 
eficientes  a que  el  mismo  informe  se  refiere, 
lo  que  quiere  decir,  que  ambos  informes,  co- 
mo dice  el  señor  Fiscal,  concurren  al  mismo 
fin.  Y como,  los  Jueces  no  pueden  aumentar, 
disminuir,  agravar  ni  atenuar  las  penas,  ni 
substituirlas  con  otras  o añadirles  algu- 
na circunstancia  sino  en  los  términos  y ca- 
sos que  las,  leyes  prescriben,  tampoco  se  vio- 
ló el  artículo  65  del  Código  Penal. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  la  ley  citada  y lo  dis- 
puesto en  los  artículo  690  P.  P.  32  y 233  Dto. 
1928  y lo  dictaminado  por  el  Fiscal  de  la 
Sala  2*,  desestima  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto, e impone  al  recurrente  la  pena 
adicional  de  quince  días  de  prisión  simple, 
conmutables  a razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  por  día. 

Notifíquese  y con  certificación  devuélvan- 
se los  antecedentes  a donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sola- 
zar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argae- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y nueve  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. — Por  recurso  de  casación  se 
examina  la  sentencia  proferida  por  la  Sala 
4’  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  primero  de 
junio  del  año  en  curso;  en  la  cual  se  revoca 
la  dictada  por  el  Juez  2-  de  1-  Instancia  de 
Quezaltenango,  en  la  causa  instruida  contra 
Rosario  López  Oliva  de  Díaz,  por  el  delito 
de  adulterio,  declarando  absuelta  del  cargo 
que  se  le  formuló  por  el  delito  a Rosario  Ló- 
pez Oliva  por  falta  de  plena  prueba  sin  de- 
jar abierto  el  procedimiento  criminal  contra 
Ricardo  Morales,  como  lo  hizo  el  Juez.  De 
la  causa  que  se  tiene  a la  vista  aparece : que 
ante  el  Juez  2"  de  1’  Instancia  de  Quezalte- 
nango, con  fecha  veintiuno  de  julio  del  año 
pasado,  se  presentó  Gregorio  Díaz  Franco, 
pidiendo  que  su  esposa  Rosario  López  Oliva, 
absolviera  las  posiciones  que  adjuntó,  las 
que  obran  a folios  4,  5 y 6.  Las  referidas  po- 
siciones fueron  absueltas  por  la  señora  Ló- 
pez Oliva,  en  sentido  negativo.  Con  fecha 
doce  de  agosto  del  año  ya  citado  Gregorio 
Díaz  Franco,  se  presentó  ante  el  mismo  Juez 
2",  querellándose  contra  su  esposa  Guadalu- 
pe del  Rosario  López  y José  Ayala,  es  decir, 
acusando  a ambos  por  el  delito  de  adulterio 
y propuso  como  testigos  a María  Luisa  Es- 
presa  de  Linares,  Augusto  Velásquez  y Víc- 
tor M.  Herrera,  acompañando  a su  querella 
la  certificación  del  Registro  Civil  en  la  cual 
consta  su  matrimonio  con  la  señora  López 
Oliva,  escrito  que  fué  debidamente  ratifica- 
do. Los  dos  primeros  testigos  declararon  ser 
cierto  que  en  el  mes  de  mayo  vieron  que  es- 
tuvo en  la  tienda  de  la  señora  de  Linares  la 
acusada,  y José  Ayala,  y Herrera  manifestó 
haber  visto  cuando  la  acusada  y Ayala  en  el 
momento  de  saludarse,  se  dieron  un  fuerte 
abrazo,  estando  dicho  señor  montado  en  una 
bicicleta,  pero  que  fué  a fines  del  mes  de 
abril.  El  dos  de  octubre  del  año  pasado,  Fer- 
nando Díaz  se  presentó  ante  el  Juez  2"  pi- 
diendo que  se  le  tuviera  como  apoderado  de 
su  hijo  Gregorio  y acusando  a la  vez  a doña 
Rosario  López  Oliva,  por  el  delito  de  adulte- 
rio con  Ricardo  Morales,  acompañando  una 
carta  de  doña  Lucila  H.  viuda  de  Morales, 
pidiendo  a su  vez  que  fuera  reconocido  por 
la  señora  de  Morales.  El  escrito  presentado 
por  don  Fernando  Díaz  no  fué  ratificado. 
Con  respecto  del  segundo  delito  declararon 
Ofelia  Chávez,  Juan  Velásquez  y Carlos  Es- 
cobar; declarando  la  primera,  que  Ricardo 
Morales  tenía  relaciones  amorosas  con  la 
señora  Rosario  de  Díaz,  pues  le  constaba  por 
vivir  frente  a la  casa  de  la  Oliva,  de  que 


Morales  llevaba  un  tanate  y penetró  al  cuar- 
to de  dicha  señora;  el  segundo  por  el  decir 
de  sus  amigos,  y el  último,  per  ver  a Morales 
entrar  al  cuarto  de  la  señora  Oliva  por  la 
noche  y salir  por  la  mañana.  Indagada  que 
fué  Rosario  López  Oliva,  dijo  tener  relacio- 
nes amorosas  con  Ricardo  Morales,  pero  al 
mismo  tiempo  cuando  se  le  preguntó  si  ha- 
bía yacido  con  él,  manifestó  que  no,  sino 
que  las  relaciones  no  eran  más  que  de  amis- 
tad. A folios  67  y 68  obra  una  certificación 
del  Juez  2'’  de  Paz,  en  la  cual  consta  el  acta 
levantada  por  las  dificultades  a consecuen- 
cia de  amores  por  la  señora  Oliva  y el  señor 
Morales  y que  suscribió  también  doña  Luci- 
la Herrera  viuda  de  Morales.  Llenados  los 
demás  trámites  del  plenario  el  Juez  de  la 
causa  profirió  sentencia  el  seis  de  marzo  del 
presente  año,  declarando:  que  Rosario  Ló- 
pez Oliva  de  Díaz,  era  reo  del  delito  de  adul- 
terio, por  lel  cual  le  impuso  la  pena  de  cuatro 
años  de  prisión  correccional,  pena  que  con 
abono  de  la  prisión  sufrida  desde  el  auto  de 
bien  presa  cumpliría  en  la  prisión  de  su 
sexo;  le  permitió  conmutar  las  dos  terceras 
partes  de  la  pena  a razón  de  diez  centavos 
de  quetzal  por  día ; la  dejó  afecta  al  pago  de 
las  responsabilidades  civiles  provenientes 
del  delito;  por  su  notoria  pobreza  la  exone- 
ró de  reponer  el  papel  empleado  en  la  causa 
y dejó  por  último,  abierto  el  procedimiento 
contra  Ricardo  Morales,  La  Sala  4’,  al  co- 
nocer en  grado,  previo  dictamen  del  Procu- 
rador y Fiscal,  dictó  la  sentencia  de  que  se 
hizo  mención  en  la  parte  expositiva  de  este 
fallo.  Gregorio  Díaz  Franco,  al  serle  notifi- 
cada la  sentencia  de  la  Sala  con  auxilio  del 
Licenciado  G.  Jacinto  Sotomayor,  por  viola- 
ción de  ley  y quebrantamiento  sustancial  de 
procedimiento,  introdujo  el  presente  recurso 
de  casación,  citando  como  violados  los  ar- 
tículos 162,  228,  242,  259,  570,  incisos  2'',  3'-', 
5''  y 6'’,  571,  572,  601,  603  y 654  de  Prs.  Pns.; 
1",  Decreto  Número  1728,  En  cuanto  al  que- 
brantamiento sustancial  de  procedimiento 
no  se  citó  ningún  artículo.  Pedidos  los  ante- 
cedentes y.  señalado  dia  para  la  vista,  es  el 
caso  de  dictar  lo  que  corresponde  en  de- 
recho. 

CONSIDERANDO  : que  el  delito  de  adul- 
terio está  integrado  por  los  siguientes  ele- 
mentos : a)  La  unión  ilícita  carnal;  b)  Que 
la  mujer  sea  casada;  y,  c)  Que  haya  dolo. 
En  el  caso  que  se  examina,  si  bien  se  com- 
probó el  segundo  requisito,  o sea  el  matrimo- 
nio del  señor  Díaz  Franco  con  doña  Guada- 
lupe del  Rosario  López  Oliva,  no  se  demos- 
tró con  el  dicho  de  doña  María  Espresa  de 
Linares,  don  Augusto  Velásquez  y don  Víc- 
tor M.  Herrera,  los  otros  dos  extremos  que 
la  ley  requiere  para  fundar  un  fallo  conde- 
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natorio : actos  inmorales  y materiales  en  la 
forma  que  el  Código  Penal  define  y castiga 
en  su  artículo  319,  el  delito  de  adulterio.  En 
cuanto  a la  segunda  acusación  hecha  por  el 
apoderado  de  don  Gregorio,  don  Fernando 
de  igual  apellido,  aunque  declararon  Ofelia 
Chávez,  Juan  Vásquez  y Carlos  Escobar,  sus 
dichos  no  son  suficientes  para  deducir  de 
ellos  de  un  modo  indudable,  que  se  realiza- 
ran los  actos  que  integran  el  delito  denun- 
ciado ; fuera  de  que  aún  suponiendo  la  exis- 
tencia de  los  elementos  esenciales  del  delito 
de  adulterio,  la  ley  penal  en  su  artículo  320 
requiere  para  que  se  imponga  pena,  querella 
del  marido  agraviado ; y únicamente,  cuando 
éste  presente  formal  querella,  podrán  pro- 
ceder los  Jueces  a la  instrucción  del  corres- 
pondiente sumario,  en  averiguación  de  los 
hechos  denunciados ; y según  consta  de  la 
causa,  ésta  no  existe,  pues  la  acusación  de 
don  Fernando  hecha  contra  la  señora  López 
Oliva  y don  Ricardo  Morales,  no  fué  rati- 
ficada. En  consecuencia,  la  Sala  sentencia- 
dora no  violó  el  artículo  162  de  Procedimien- 
tos Penales,  toda  vez  que,  su  fallo  absoluto- 
rio fué  fundado  en  ley;  el  228  del  mismo 
cuerpo  de  leyes  tampoco  lo  infringió,  sino 
por  el  contrario,  hizo  recta  aplicación  de  él, 
por  no  haber  sido  ratificado  el  escrito  de 
querella  o de  acusación  presentado  por  don 
Fernando  Díaz;  y como  el  dicho  de  los  tes- 
tigos es  vario  y contradictorio,  el  Tribunal 
sentenciador  al  no  aceptarlos  como  testigos 
hábiles  no  violó  lo  dispuesto  en  el  artículo 
571  de  Prs.  Pns.,  mucho  menos  pudo  infrin- 
gir el  570  en  sus  incisos  2’’,  3'',  5'^  y 6",  572, 
601,  603,  654  y 259  P.  P.,  el  primero  por  no 
fundar  su  fallo  absolutorio  en  presunciones, 
en  instrumentos  públicos  y documentos  pri- 
vados, juicio  pericial  y confesión;  el  segun- 
do que  exige  la  concurrencia  de  varias  prue- 
bas semiplenas  para  formar  plena  prueba; 
el  tercero,  que  se  refiere  a la  apreciación  en 
justicia  del  valor  de  las  presunciones  de 
hombre;  el  cuarto,  a los  instrumentos  públi- 
cos o auténticos,  por  referirse  al  recurso  de 
apelación  que  ninguna  aplicación  tiene;  y el 
quinto,  que  habla  de  la  base  del  procedi- 
miento criminal.  Esto  en  cuanto  al  recurso 
de  casación  por  violación  de  ley,  pues  res- 
pecto al  quebrantamiento  de  forma  no  pro- 
cede hacer  ningún  estudio  y deducción  ju- 
rídica, por  no  haberse  citado  en  relación  a él 
ningún  artículo  para  fundarlo;  en  caso  de 
que  sí  se  hubiera  citado,  tampoco  procedería 
admitirlo  por  no  haberse  pedido  la  subsana- 
ción  de  la  falta  en  la  instancia  en  que  se  co- 
metió y reproducida  la  petición  en  la  segun- 
da, como  lo  establece  el  articulo  679  de 
Prs.  Pns. 


POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas  y lo 
establecido  en  los  artículos  690  P.  P.;  13,  in- 
ciso b y 233,  Decreto  Número  1928,  desesti- 
ma el  recurso  interpuesto,  e impone  al  re- 
currente la  pena  de  quince  días  de  prisión 
simple,  conmutables  a razón  de  diez  centa- 
vos de  quetzal  por  día. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanselos  antecedentes  a donde 
corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argue- 
ta  S. — José  Serrano  Mnñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y nueve  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  la  solicitud  presentada  por  el  Pro- 
curador General  de  la  Nación  relativa  a que 
se  declare  la  nulidad  de  parte  de  lo  actuado 
en  la  causa  criminal  que  se  instruyó  contra 
Hugo  Fleischmann,  José  Altenbach,  Hum- 
berto González  Paiz,  José  Brégel  González, 
Jorge  Rademan  Goedeke,  Antonio  Llerena 
Zirión,  José  Lino  Molina,  Guillermo  Suhr, 
Percy  Hope  Stormont  y Ernesto  Thierfelder, 
con  motivo  del  incendio  de  las  casas  núme- 
ros dos  y cuatro  de  la  novena  calle  Poniente 
de  esta  capital,  ocurrido  el  tres  de  mayo  de 
mil  novecientos  veintiocho. 

RESULTA:  que  dicha  causa  pende  ante 
este  Tribunal  en  virtud  de  recurso  de  acla- 
ración y ampliación  interpuesto  por  los  pro- 
cesados Hugo  Fleischmann  y Percy  Hope 
Stormont  contra  la  sentencia  de  casación 
pronunciada  el  diez  y ocho  de  febrero  del 
corriente  año ; y que  mandado  oír  el  Minis- 
terio Público  durante  la  substanciación  de 
ese  recurso  expuso  que  creía  inoficioso  eva- 
cuar la  audiencia  que  se  le  dió  porque  en  los 
autos  había  encontrado  como  causas  subs- 
tanciales que  inducen  la  nulidad  del  pro- 
cedimiento : 

1" — Que  el  señor  Rademan  Goedeke  inter- 
puso el  recurso  extraordinario  de  casación 
que  dió  lugar  a la  sentencia  cuya  aclaración 
y ampliación  se  ha  solicitado,  en  concepto 
de  acusador  de  la  sociedad  "Ascoli  y Com- 
pañía” y de  su  representante  legal  Percy 
Hope  Stormont,  no  obstante  que  según  las 
constancias  del  proceso,  solamente  figuró 
como  reo  y jamás  entabló  querella  ni  for- 
malizó la  instancia,  y a pesar  de  que  la  re- 
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presentación  de  las  diversas  personas  que 
se  constituyeron  efectivamente  en  acusado- 
res fueron  unificadas,  por  mandato  judicial, 
en  don  Humberto  González  Paiz,  quien 
delegó  su  cargo  en  el  Bachiller  don  Juan 
Mayorga  Franco,  y que  éste  no  interpuso 
ningún  recurso  contra  la  sentencia  en  que  la 
Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones,  al 
confirmar  la  pronunciada  por  el  Juez  de  1’ 
Instancia,  absolvió  ilimitadamente  a todos 
los  procesados  entre  los  que  figuró  el  señor 
Rademan. 

2" — Que  el  señor  Percy  Hope  Stormont 
fué  sometido  al  procedimiento  criminal  en 
referencia,  no  como  autor,  ni  como  cómplice, 
ni  como  encubridor  del  delito  investigado, 
sino  sólo  por  haber  sido  el  representante  le- 
gal de  la  entidad  “Ascoli  y Compañia”,  lo  cual 
estima  como  una  violación  de  los  principios 
legales  relativos  a la  determinación  de  la  res- 
ponsabilidad criminal,  que  en  todo  caso  de- 
be tener  origen  en  las  actividades  ilicitas  de 
carácter  individual  y propio  de  los  procesa- 
dos, de  acuerdo  con  la  definición  legal  del 
delito  y de  los  términos  autor,  cómplice  y 
encubridor,  así  como  con  la  norma  de  que 
nadie  puede  ser  condenado  sino  cuando  exis- 
ta plena  prueba  de  que  existió  el  hecho  pu- 
nible y de  que  el  procesado  lo  cometió. 

CONSIDERANDO:  que  son  nulos  los  ac- 
tos ejecutados  contra  el  tenor  de  la  ley  y que 
por  imperativo  mandato  de  la  misma,  los 
jueces  y tribunales  sin  excepción,  están 
obligados  a declarar  las  nulidades  substan- 
ciales que  adviertan  en  cualquiera  clase  de 
causas  criminales  que  pendan  ante  ellos  en 
virtud  de  apelación,  consulta,  recurso  u 
ocurso;  que  la  causa  en  referencia  pende 
ante  esta  Corte  en  virtud  del  mencionado 
recurso  de  aclaración  y ampliación;  y que 
es  indiscutible  que  para  ejercer  en  los  juicios 
criminales  las  acciones  que  corresponden  a 
la  parte  acusadora,  y en  consecuencia,  para 
reclamar  y recurrir  contra  las  sentencias  que 
absuelven  a los  procesados  es  condición  im- 
prescindible apersonarse  en  las  causas  ajus- 
tándose a los  preceptos  legales  que  regulan 
todo  lo  concerniente  a la  querella  e inclusi- 
ve formalizar  la  instancia  en  el  momento 
oportuno,  con  todo  lo  cual  no  consta  en  au- 
tos que  haya  cumplido  previamente  el  señor 
Rademan  para  interponer  el  recurso  extraor- 
dinario de  casación  que  motivó  la  sentencia 
relacionada  ya  que  tampoco  tiene  la  calidad 
de  reo,  por  haber  sido  absuelto  de  manera 
ilimitada  como  queda  dicho,  tanto  en  prime- 
ra como  en  segunda  instancia.  Articules  I, 
IV,  IX,  XII,  XV,  Preceptos  Fundamentales,  y 
119  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 


13,  14,  24,  25:  221,  223,  225,  22,  228,  229,  231, 
232,  518,  532  y 534  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 

CONSIDERANDO:  que  son  también  evi- 
dentes los  motivos  de  nulidad  aducidos  por 
el  Procurador  General  de  la  Nación  en  cuan- 
to a la  forma  en  que  fué  sometido  a procedi- 
miento el  señor  Percy  Hope  Stormont,  pues 
nadie  puede  ser  perseguido  como  delincuen- 
te sino  cuando  ha  ejecutado  un  hecho  puni- 
ble o cooperado  a su  ejecución  de  alguno  de 
los  modos  o formas  prescritos  taxativamente 
por  la  ley,  caso  en  el  que  no  se  halla  el  se- 
ñor Stormont  según  las  constancias  de  au- 
tos y los  términos  en  que  se  encuentra  con- 
cebida la  acusación  de  que  fué  objeto  (4’ 
pieza,  folios  9,  15  y 28;  5“  pieza,  folio  66, 
vuelto)  ; pero  este  vicio  substancial  de  nuli- 
dad aparece  subsanado  con  la  ilimitada  ab- 
solución que  se  otorgó  al  señor  Stormont, 
tanto  en  la  primera  como  en  la  segunda  ins- 
tancia, por  lo  cual  resultaría  inoficioso  de- 
clarar la  nulidad  que  se  funda  en  el  segundo 
de  los  motivos  apuntados.  Artículos  1'',  11, 
13,  27,  28,  29,  30  y 31  del  Código  Penal;  3’, 
735,  inciso  4'',  subinciso  2"  e inciso  5'',  párra- 
fo 2"  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, fundada  en  las  razones  y leyes  citadas 
declara  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  en  la 
causa  relacionada  desde  la  interposición  ile- 
gal del  recurso  extraordinario  de  casación 
por  don  José  Rademan  contra  la  sentencia 
absolutoria  que  pronunció  la  Sala  Segunda 
de  la  Corte  de  Apelaciones  el  diez  y siete  de 
agosto  de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
inclusive  la  de  la  sentencia  que  originó  di- 
cho recurso  de  fecha  diez  y ocho  d?.  febrero 
del  corriente  año. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos  en  la 
forma  que  corresponde  al  Tribunal  de  su 
origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Ric.  Ort^z  Sán- 
chez.— Francisco  Menéndez  B. — Luis  Barra- 
Ha. — T.  Diaz  Medrana. — Ante  mí,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 

CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
doce  de  julio  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  sentencia 
proferida  por  la  Sala  5’  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones el  veinticinco  de  mayo  del  año  en 
curso,  en  la  causa  instruida  por  el  delito  de 
homicidio  en  la  persona  de  Aquilino  Orella- 
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na,  contra  Manuel  Nájera  Argueta;  en  la 
cual  se  confirma  la  sentencia  proferida  por 
el  Juez  de  1’  Instancia  de  Jutiapa,  el  dos  de 
mayo  del  presente  año.  Según  la  causa  que 
se  tiene  a la  vista  y lo  manifestado  por  los 
testigos  Federico  Escobar,  Manuel  Chinchi- 
lla, Alfonso  Miranda,  Antonio  Sagastume, 
Benedicto  Sánchez,  Víctor  Chinchilla  y An- 
tonio Aguirre,  el  día  treinta  de  junio  de  mil 
novecientos  veinte,  como  a las  siete  de  la 
noche,  y frente  a la  oficina  telegráfica  del 
municipio  de  Agua  Blanca,  del  departamen- 
to de  Jutiapa,  fué  muerto  Aquilino  Orella- 
na, de  dos  balazos,  uno  inferido  en  el  brazo 
derecho  y otro  sobre  el  cuel'o  del  mismo 
lado,  que  le  atravesó  la  arteria  carótida,  sien- 
do el  actor  de  los  disparos  Manuel  Nájera 
Argueta,  después  de  haber  recibido  del  occi- 
so, sin  que  mediara  ningún  motivo,  dos  bo- 
fetadas. También  consta  por  el  dicho  de 
Emilia  Avalos,  Hernán  Pinto,  Isidro  Sando- 
val  y Doroteo  Aguirre,  que  el  occiso,  había 
dicho  que  iba  a matar  a Manuel  Nájera  Ar- 
gueta, sin  que  tal  circunstancia  la  haya  sa- 
bido Argueta  antes  del  suceso.  También  se 
recibió  información  sobre  los  buenos  antece- 
dentes del  reo  y malos  de  parte  del  occiso. 
El  Juez  de  la  causa,  después  de  llenados  los 
demás  trámites  del  plenario  y con  base  en  la 
prueba  testimonial  rendida,  dictó  sentencia, 
declarando:  que  Manuel  Nájera  Argueta  era 
autor  del  delito  de  homicidio  cometido  en  la 
persona  de  Aquilino  Orellana,  por  lo  que  le 
impuso  la  pena  de  diez  años  de  prisión  co- 
rreccional inconmutables,  rebajados  en  una 
tercera  parte  en  virtud  de  la  atenuante  que 
señala  el  artículo  21,  fracción  5’  del  Código 
Penal,  o sea  la  de  haber  ejecutado  el  hecho 
en  vindicación  próxima  de  una  ofensa  gra- 
ve ; pena  que  con  abono  de  la  prisión  sufri- 
da, debería  extinguir  en  la  Penitenciaria 
Central;  lo  suspende  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos  políticos  durante  el  tiempo  de  la 
condena;  lo  deja  afecto  a las  responsabili- 
dades civiles  provenientes  del  delito  y por 
ú’timo,  a reponer  el  papel  empleado  en  la 
causa.  La  Sala  5*  al  conocer  en  apelación, 
confirmó  la  sentencia  dictada  por  el  Juez, 
y al  serle  notificada  esta  ejecutoria  al  reo, 
con  auxilio  del  Licenciado  Reginaldo  Me- 
néndez,  introdujo  el  presente  recurso  de  ca- 
sación, por  violación  de  ley,  denunciando  co- 
mo infringidos  el  artículo  20,  inciso  9"  del 
Código  Penal ; 3",  4'’,  5'’  y 7'-  del  artículo 

21  del  mismo  Código,  y los  Decretos  de  in- 
dulto, Números  789,  849,  226  y 963.  Pedidos 
los  antecedentes  y señalado  día  para  la  vis- 
ta, es  el  caso  de  resolver  lo  que  corresponde 
en  derecho. 


CONSIDERANDO;  que  con  el  dicho  de 
más  de  cinco  testigos  idóneos,  que  afirma- 
ron categóricamente  los  hechos  sobre  que 
depusieron,  se  llega  a la  conclusión  necesa- 
ria, de  que  Manuel  Nájera  Argueta  es  el  au- 
tor del  delito  de  homicidio  perpetrado  en  la 
persona  de  Aquilino  Orellana ; por  consi- 
guiente, la  calificación  hecha  por  la  Sala 
sentenciadora  es  la  legal,  pues  ésta  es  la  que 
corresponde  hacer  respecto  del  que  dispa- 
rando su  arma  de  fuego  sobre  una  persona 
determinada,  produce  con  la  ejecución,  el 
resultado  que  debía  esperarse.  En  tal  virtud, 
la  pena  de  diez  años  de  prisión  correccional 
impuesta  por  la  Sala  en  el  fallo  que  se  exa- 
mina, es  la  que  conforme  al  artículo  295  del 
Código  Penal,  procede  en  derecho.  Artículos 
568,  573,  574  y 586  P.  P. 

CONSIDERANDO:  que  tanto  la  senten- 
cia de  1-  como  de  2’  Instancia,  fueron  profe- 
ridas con  base  en  la  prueba  testimonial  ren- 
dida, la  que  patentiza  de  una  manera  indu- 
dable la  responsabilidad  del  encausado,  por 
lo  que  la  circunstancia  atenuante  apreciada 
en  ambas  resoluciones  de  haberse  cometido 
el  delito  en  vindicación  próxima  de  una 
ofensa  grave,  procede  en  justicia,  dadas  las 
declaraciones  de  los  testigos,  que  aseguran 
que  Nájera  Argueta,  después  de  haber  reci- 
bido de  Orellana  dos  bofetadas,  le  hizo  dos 
disparos,  los  cuales  le  ocasionaron  la  muerte 
instantánea,  pues  uno  de  ellos  le  atravesó 
la  carótida  del  lado  derecho;  razón  por  la 
cual,  no  se  violó  el  inciso  5"  del  artículo  21 
del  Código  Penal,  sino  que  por  el  contrario, 
se  hizo  recta  aplicación  de  él. 

CONSIDERANDO;  que  el  inciso  9"  del 
artículo  20  del  Código  Penal,  citado  por  el 
recurrente,  se  refiere  al  que  obra  impulsado 
por  una  violencia  física  o moral  irresistible 
e insuperable,  y por  tal  motivo  siendo  inapli- 
cable al  caso  que  se  estudia,  no  pudo  ser  vio- 
lado por  el  Tribunal  de  2’  Instancia;  así  co- 
mo tampoco  lo  fueron  las  circunstancias 
enumeradas  por  las  fracciones  : 1-,  3’,  4’  y 7’ 
del  artículo  21  del  mismo  Código,  pues  no 
presumiéndose  éstas,  debieron  ser  demostra- 
das por  la  parte  reo  para  el  efecto  de  su 
aplicación. 

CONSIDERANDO:  que  debiendo  la  Pre- 
sidencia de  esta  Corte  aplicar  si  procediere 
los  Decretos  de  indulto  números  789,  849, 
963  y 926  (y  no  226  como  equivocadamente 
cita  el  recurrente),  de  fechas  veintinueve 
de  junio  de  mil  novecientos  veintidós,  cinco 
de  diciembre  de  mil  novecientos  veintitrés, 
veintiuno  de  diciembre  de  mil  novecientos 
veintisiete  y quince  de  septiembre  de  mil 
novecientos  veintiséis,  tampoco  deben  apre- 
ciarse como  infringidos  tales  decretos. 
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POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  la  ley  citada  y lo  dis- 
puesto en  los  artículos  676,  684,  686  y 690  de 
P.  P.;  22,  Decreto  Número  1728,  desestima 
por  improcedente  el  recurso,  e impone  al 
recurrente  la  pena  adicional  de  quince  dias 
de  prisión  simple,  conmutables  a razón  de 
quince  centavos  de  quetzal  por  día. 

Notiíiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a donde 
corresponde. 

y.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sola- 
zar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
doce  de  julio  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  sentencia 
de  catorce  de  junio  del  año  en  curso,  profe- 
rida por  la  Sala  3’  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, en  la  causa  instruida  por  el  delito  de 
estafa,  contra  Víctor  Vicente  Villa  Girón; 
en  la  cual  se  confirma  la  del  Juez  5''  de  1‘ 
Instancia  de  esta  capital,  con  la  reforma  de 
que  la  pena  que  se  impone  a Villa  Girón,  es 
solamente  de  cuatro  meses  de  arresto  mayor 
en  virtud  de  las  atenuantes  de  su  espontánea 
confesión  y haber  reparado  el  mal  causado 
devolviendo  la  cantidad  que  recibió  prestada 
en  garantía  del  anillo  estafado  y que  dicha 
pena  era  conmutable  en  su  totalidad  a ra- 
zón de  quince  centavos  de  quetzal  por  día. 
De  los  autos  aparece:  que  el  cinco  de  di- 
ciembre del  año  pasado,  el  Jefe  del  Depar- 
tamento de  Iilvestig ación  puso  en  conoci- 
m_iento  del  Juez  2"  de  Paz  de  esta  ciudad, 
haberse  presentado  a su  despacho  el  Gene- 
ral don  Flavio  OvaLe,  manifestando : que 
hacia  algún  tiempo  le  dió  un  anillo  a Víctor 
Vicente  Villa,  para  que  lo  vendiera,  y en  vis- 
ta de  que  no  había  logrado  la  devolución  del 
anillo  ni  la  entrega  de  su  valor,  solicitaba  la 
intervención  de  la  autoridad.  El  General 
Ovalle  propuso  para  probar  la  propiedad  y 
preexistencia  de  su  anillo  a los  testigos  An- 
tonio V.  Bautista  y Domingo  Armando  Ra- 
mírez, declarando  el  segundo  haber  presen- 
ciado cuando  el  General  Ovalle  entregó  a 
Villa  Girón  un  anillo  para  que  lo  vendiera 
en  la  suma  de  trescientos  quetzales.  El  pri- 
mero declaró  saber  esto  por  referencia  del 
mismo  General,  pero  que  sí  le  constaba  que 
el  General  era  propietario  de  un  anillo  de 
platino  con  un  brillante  en  medio  y dos  pie- 


dras a los  lados  (zafiros).  El  Jefe  del  De- 
partamento de  Investigación,  puso  a disposi- 
ción del  Juez  de  la  causa  a Vicente  Villa, 
indicando  que  el  anillo  se  encontró  en  poder 
de  Diego  Ortiz,  quien  lo  había  recibido  de 
Villa  en  garantía  de  cincuenta  quetzales  pa- 
ra un  mes  de  plazo,  según  consta  de  la  carta 
de  folio  12  y que  fué  reconocida  por  el  reo. 
Indagado  Víctor  Vicente  Villa,  confesó  ser 
cierto  los  hechos  que  se  le  preguntaban,  y 
que  si  empeñó  el  anillo  que  recibió  del  Ge- 
neral Ovalle  en  comisión,  fué  debido  a su 
mala  situación  económica,  pero  sin  inten- 
ción de  apropiárselo.  Diego  Ortiz  manifestó 
haber  dado  a Villa  Girón  la  cantidad  de  cin- 
cuenta quetzales  y que  en  garantía  le  dejó 
el  anillo  en  cuestión,  que  no  se  constituía 
acusador  de  él  porque  deseaba  arreglar  per- 
sonalmente con  Villa  el  asunto  que  dió  ori- 
gen a esta  causa.  El  experto  Teodoro  Roci- 
nos dió  al  anillo  el  valor  de  noventa  y cinco 
quetzales,  Julio  Vielman  y Oscar  Ubico  de- 
clararon sobre  los  buenos  antecedentes  del 
reo.  En  el  plenario  a solicitud  de  la  defensa 
volvió  a declarar  Diego  Ortiz  en  el  sentido 
de  que  ya  había  sido  reintegrado  de  los  cin- 
cuenta quetzales  que  dió  prestados  con  ga- 
rantía del  anillo.  Arcadlo  BonUla  y Javier 
Ramírez  declararon  sobre  los  buenos  antece- 
dentes de  Villa,  el  Doctor  Manuel  Molina 
Matheu  manifestó  que  en  el  mes  de  sep- 
tiembre del  año  pasado  asistió  a un  hijo  de 
Villa  que  se  encontraba  grave,  y que  dicho 
señor  carecía  de  los  medios  necesarios  para 
atender  a su  curación.  Manuel  Antonio  Gi- 
rón y Amadeo  Bonilla,  declararon  que  Víc- 
tor Vicente  Villa  les  había  rogado  en  el  mes 
de  septiembre  del  año  citado,  que  le  hicieran 
un  préstamo  de  cincuenta  quetzales  por  te- 
ner a su  hijo  bastante  grave.  El  Juez  de  la 
causa,  con  fecha  veintidós  de  marzo  del  pre- 
sente año,  dictó  sentencia  declarando:  que 
Víctor  Vicente  Villa  era  autor  del  delito  de 
estafa,  por  cuya  infracción  le  impuso  la  pe- 
na de  un  año  de  arresto  mayor  conmutable 
a razón  de  diez  centavos  de  quetzal  por  día, 
y disminuido  en  una  tercera  parte  por  la 
circunstancia  atenuante  de  haber  procurado 
reparar  el  mal  causado  a Diego  Ortiz,  de- 
volviéndole la  cantidad  que  le  dió  a mutuo, 
con  garantía  del  anillo,  haciendo  las  demás 
declaraciónes ; y la  Sala  3-  al  conocer  en 
grado,  confirmó  la  que  se  ha  hecho  mención 
al  principio  de  esta  sentencia.  Al  serle  noti- 
ficada la  sentencia  al  Fiscal  de  la  Sala  3% 
Licenciado  Pedro  Contenfi,  introdujo  el  pre- 
sente recurso  de  casación  por  violación  de 
ley,  denunciando  como  infringidos  los  ar- 
tículos siguientes:  66,  77,  79,  408,  inciso  5'' 
y 410  del  Código  Penal.  Pedidos  los  antece- 
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denles  y señalado  día  para  la  vista,  es  ^el 
caso  de  resolver  lo  que  corresponde  en  de- 
recho. 

CONSIDERANDO:  que  quien  dispone  en 
concepto  de  dueño  de  una  cosa  mueble  que 
no  le  pertenece,  para  entregarla  en  prenda  y 
conseguir  por  este  medio,  un  préstamo,  co- 
mete indudablemente  un  delito  de  estafa,  o 
sea  el  definido  en  el  artículo  408,  inciso  5" 
del  Código  Penal,  porque  de  una  parte  os- 
tenta así  una  base  de  crédito  que  no  tiene,  y 
de  otra  manera  distrae  cosas  a cuya  conser- 
vación y devolución  estaba  obligado,  con  per- 
juicio consiguiente  para  el  prestamista  o 
dueño  de  la  cosa  empeñada.  En  el  caso  que 
se  examina,  el  reo  Víctor  Vicente  Villa  Girón 
habiendo  recibido  del  General  don  Flavio 
Oval'le,  un  anillo  de  platino  con  un  brillante 
y dos  zafiros,  en  vez  de  cumplir  con  la  comi- 
sión que  había  recibido  o en  caso  contrario, 
devolver  el  anillo,  lo  empeñó  a Diego  Ortiz 
por  la  suma  de  cincuenta  quetzales,  hecho 
que  constituye  un  delito  de  estafa,  pero  no 
dos  como  alega  el  Fiscal  de  la  Sala  3’  que 
introdujo  el  recurso,  sin  que  sea  tampoco 
aplicable  al  caso  investigado  la  disposición 
legal  que  contiene  el  artículo  410  del  Código 
Penal,  pues  éste  sie  refiere  a cosas  in- 
muebles. 

CONSIDERANDO:  que  en  contra  de  Vi- 
cente VUla  Girón  está  la  declaración  de  Do- 
mingo Armando  Ramírez,  que  presenció  la 
entrega  del  anillo  de  platino,  de  un  brillante 
y dos  zafiros  y después  fué  por  encargo  del 
dueño  a reclamárselo,  contestándole  Villa, 
que  él  iría  a entregárselo  personalmente  al 
General;  Diego  Ortiz  manifestó  entre  otras 
cosas,  que  había  dado  ya  una  vez  a Villa  en 
comisión  un  anillo  y en  vista  de  que  no  se  lo 
devolvía  lo  amenazó  con  demandarlo  y hasta 
entonces  se  lo  entregó ; que  el  veintitrés  de 
septiembre  del  año  pasado  llegó  Villa  Girón 
a su  casa  con  el  objeto  de  venderle  un  anillo 
de  platino,  de  un  brillante  y dos  zafiros,  y 
como  el  exponente  no  se  lo  quiso  comprar, 
trató  de  empeñárselo,  contándole  lastimosa- 
mente todas  sus  penas,  su  mala  situación, 
por  lo  que  se  vió  obligado  a darle  cincuenta 
quetzales,  dejándole  empeñado  el  anillo  que 
le  proponía  en  venta,  con  la  condición  de 
que  si  dentro  de  un  mes  no  llegaba  a traerlo, 
le  quedaría  al  declarante  como  vendido,  y 
que  cuando  llegó  la  Policía  de  Investigación, 
entregó  el  referido  anillo  y el  papel  que  le 
dejó  Villa.  Por  el  parte  que  dió  el  Jefe  de 
la  Policía  de  Investigación  al  Juez  Segundo 
de  Paz,  consta,  que  en  virtud  de  la  denuncia 
del  General  Ovalle  se  procedió  a la  búsque- 


da del  anillo,  el  cual  fué  encontrado  en  po- 
der de  Diego  Ortiz,  quien  lo  entregó,  lo  mis- 
mo que  la  constancia  que  le  había  dejado  Vi- 
lla. En  vista  de  dicha  investigación,  fué  cap- 
turado el  sindicado,  quien  al  interrogársele, 
no  negó  el  delito,  disculpándose  haberlo  co- 
metido por  no  haber  podido  vender  el  anillo, 
es  decir,  que  por  tal  circunstancia  y por  la 
mala  situación  en  que  se  encontraba  lo  em- 
peñó reconociendo  en  dicha  diligencia  como 
suya  la  carta  que  le  dejó  a Ortiz  y la  que 
le  puso  cuando  éste  estaba  detenido  en  la 
tercera  Demarcación.  En  tal  concepto  si  bien 
la  Sala  sentenciadora  procedió  acertadamen- 
te al  calificar  el  hecho  cometido  por  Villa, 
como  un  solo  delito  de  estafa,  cometió  error 
de  derecho  al  apreciar  las  circunstancias  ate- 
nuantes de  la  confesión  y la  de  haber  repa- 
rado el  mal  causado  devolviendo  la  cantidad 
que  recibió  prestada  con  garantía  de  la  alha- 
ja, pues  dada  la  prueba  documental  y testi- 
monial rendida  no  es  el  caso  de  aceptar  la 
primera  circunstancia  por  haber  prueb_a  in- 
dependiente de  ella  y la  segunda  mucho  me- 
nos puede  aceptarse,  pues  la  devolución  de 
los  cincuenta  quetzales  a Ortiz,  en  nada 
amengua  el  delito  cometido,  por  quedar 
siempre  los  elementos  que  integran  el  de 
estafa.  En  tal  virtud  la  Sala  sentenciadora 
al  apreciar  las  dos  circunstancias  atenuan- 
tes que  enumera  en  su  fallo,  violó  los  artícu- 
los 77  y 79  del  Código  Penal,  por  lo  que  pro- 
cede casar  y anular  el  fallo  recurrido  y dic- 
tar la  que  corresponde  en  derecho. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  invocadas  y 
lo  preceptuado  en  los  artículos  11,  27,  58  y 
63,  Código  Penal;  676  y 687,  Procedimien- 
tos Penales;  22,  Decreto  Número  1728;  y 2, 
del  Decreto  Número  1740,  casa  y anula  la 
ejecutoria  que  se  examina  y resolviendo  so- 
bre lo  principal  declara : 1'' — Que  Víctor  Vi- 
cente Villa  Girón  es  autor  del  delito  de  es- 
tafa, por  el  cual  le  impone  la  pena  de  un  año 
de  arresto  mayor  conmutable  en  su  totali- 
dad, a razón  de  diez  centavos  de  quetzal  por 
día;  2" — Lo  suspende  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos  políticos  durante  el  tiempo  de  la 
condena;  y,  3" — Lo  exonera  de  reponer  el  pa- 
pel empleado  en  la  causa  por  constar  que 
es  pobre  en  el  sentido  legal. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto devuélvanse  los  antecedentes  a donde 
corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federica  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argue- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario, 
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CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
doce  de  julio  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  relatará,  proferida  en  los 
procesos  instruidos  contra  Víctor  Estrada 
Montepeque,  por  los  delitos  de  asesinato  y 
homicidio  perpetrados  en  las  personas  de 
Juana  Zepeda,  Faustino  Monroy  y Nicolás 
Cruz,  respectivamente.  Resulta;  el  primer 
proceso  contra  Estrada  Montepeque  fué  ini- 
ciado el  veintidós  de  agosto  de  mil  novecien- 
tos veinte,  en  el  Juzgado  de  Paz  de  Chi- 
quimulilla,  en  virtud  de  haberse  presentado 
Felipe  Monroy,  manifestando : que  en  com- 
pañía de  su  hermano,  Faustino  del  mismo 
apellido,  habían  salido  de  San  Pedro  Saca- 
tepéquez,  con  el  objeto  de  vender  ropa  y con 
el  dinero  que  obtuvieran  en  dicho  negocio 
comprarían  cueros : que  llegaron  a Los  Ce- 
rritos,  hospedándose,  como  siempre  lo  han 
hecho,  en  casa  de  Maurico  Campos ; de  este 
lugar  se  dirigió  el  dicente  a Las  Placetas  y 
su  hermano  Faustino  a El  Ahumado,  para 
llevar  unos  cueros  que  Candelario  Fabián 
le  había  vendido ; y convino  con  su  mencio- 
nado hermano,  en  reunirse  al  regreso  en  Los 
Cerritos;  que  Faustino  llevaba  mercaderías 
por  valor  de  tres  mil  trescientos  cinco  pesos 
moneda  nacional ; que  esperó  diez  días  el  re- 
greso de  Faustino,  pero  como  no  llegara,  le 
dió  aviso  al  Alcalde  de  El  Ahumado,  quien, 
después  de  una  búsqueda  practicada  por  di- 
ferentes partes,  encontró  a Faustino  ya 
muerto;  que  sospecha  que  Víctor  Estrada 
sea  el  autor  de  la  muerte  violenta  de  su  her- 
mano, porque  dicho  sujeto  llegó  a venderles 
cueros  de  venado  a unos  comerciantes  a me- 
nor precio  del  corriente,  y cuando  notó  que 
el  declarante  estaba  allí,  se  puso  a temblar 
hasta  el  extremo  de  no  haber  podido  hacer 
los  cálculos  de  la  venta  y a pesar  de  que  son 
conocidos  antiguos  no  le  habló,  habiéndose 
fijado  también  que  Estrada  llevaba  un  lacito 
nuevo,  igual  al  que  Faustino  tenía  para  ama- 
rrar el  lío  de  ropa;  que  pidió  la  detención 
de  aquel  sujeto  al  Comandante  de  Casas  Vie- 
jas, quien  le  capturó  remitiéndolo  a Chi- 
quimulilla,  pero  Estrada  se  fugó  en  el  ca- 
mino. Consta  en  el  acta  descriptiva,  entre 
otras  cosas,  que  se  encontraron  manchas  de 
sangre  como  a dos  millas  de  El  Ahumado, 
y el  cadáver  de  un  individuo  que  flotaba  en 
el  sanjón  denominado  Matamoros,  que  co- 
linda con  terrenos  de  Víctor  Estrada ; al 
cuerpo  le  faltaban  la  cabeza,  ambos  brazos, 
el  miembro  inferior  derecho,  la  pierna  y el 


pie  izquierdo  y parte  de  los  intestinos;  en 
la  región  del  abdomen  tenía  una  lesión  pro- 
ducida con  arma  de  fuego,  que  le  perforó  la 
arteria  umbical  y el  intestino  grueso,  herida 
que  causó  la  muerte  a Faustino  Monroy.  El 
segundo  proceso  fué  iniciado  con  fecha  cua- 
tro de  mayo  de  mil  novecientos  veinticinco, 
en  virtud  de  haber  dado  parte  por  telégrafo, 
el  Alcalde  Auxiliar  de  El  Ahumado,  Ruper- 
to Montepeque,  al  Juez  Municipal  de  Chi- 
quimulilla,  de  haber  herido  Víctor  Estrada 
a Nicolás  Cruz,  quien  al  ser  examinado,  re- 
firió que  como  a las  ocho  de  la  noche,  en  el 
camino  que  de  El  Ahumado  conduce  a Casas 
Viejas,  Víctor  Estrada  le  disparó  un  tiro, 
sin  motivo,  pues  nunca  han  tenido  enemis- 
tad, y no  vió  qué  personas  presenciaron  lo 
sucedido.  El  Alcalde  Auxiliar  Montepeque 
y Magdalena  Burrientos,  Comisionado  Mili- 
tar de  El  Ahumado,  aseguran  haber  oído  el 
disparo  y que  vieron  herido  a Cruz,  quien 
sindicó  a Estrada  Montepeque  como  autor 
del  hecho  delictuoso.  Aurelia  Castillo  refiere 
que  la  noche  de  autos,  Nicolás  Cruz  llegó  a 
tomar  licor  a su  cantina  en  compañía  de 
otros  individuos,  a quien  ella  (Aurelia)  no 
conocía,  en  seguida  se  retiraron  Cruz  y sus 
acompañantes,  habiendo  cerrado  la  testigo 
su  establecimiento,  percibió  una  detonación 
y voces  que  decían  que  Estrada  había  herido 
a Nicolás.  El  ofendido  falleció  a consecuen- 
cia de  las  lesiones  que  le  produjo  el  proyec- 
til en  el  esófago,  vértice  del  pulmón  derecho 
y pleura.  El  tercer  proceso  contra  Estrada 
Montepeque  fué  iniciado  en  el  Juzgado  de 
Paz  de  Iztapa,  el  treinta  y uno  de  diciembre 
de  mil  novecientos  treinta  y uno,  en  virtud 
de  que  el  Alcalde  Auxiliar  de  la  finca  "Las 
Delicias”,  Porfirio  Hidalgo,  dió  parte  que 
Juana  Zepeda  había  muerto  repentinamen- 
te. Elena  Mendoza  dijo:  que  el  treinta  de 
diciembre  de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
a las  siete  de  la  noche,  llegó  en  compañía  de 
su  hermana  Bibiana  Hidalgo  a dormir,  como 
acostumbraban  hacerlo,  a casa  de  Juana  Ze- 
peda, como  a las  dos  de  la  mañana  oyó  que 
Germán,  niño  que  dormía  con  la  señora  Ze- 
peda, estaba  llorando,  le  habló  varias  veces 
a Juana,  pero  como  ésta  no  le  contestara, 
juntamente  con  su  hermana  fué  a ver  a Ger- 
mán, y entonces  se  dió  cuenta  de  que  dicha 
señora  no  estaba  en  su  cama,  salió  a darle 
aviso  a Reyes  Melgar  y José  Luis  Salazar, 
de  lo  que  sucedía,  y como  a la  media  hora 
dichos  individuos  encontraron  muerta  a la 
señora  Zepeda,  frente  al  gallinero  de  la  casa. 
Bibiana  Hidalgo  corroboró  lo  manifestado 
por  su  hermana  Elena.  En  las  inspecciones 
oculares  practidas  en  la  casa  de  la  señora 
Zepeda  se  hizo  constar  que  en  uno  de  los 
maderos  de  la  techumbre  del  gallinero  se 
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encontraron  señales  de  haber  amarrado  un 
lazo;  en  el  piso  del  cuarto  donde  dormía  la 
señora  Zepeda  fueron  encontradas  dos  ligas 
y un  botón  blanco  de  bragueta  de  un  pan- 
talón de  hombre.  Del  informe  respectivo 
aparece:  que  en  el  cadáver  de  Juana  Zepe- 
da, la  lengua  se  encontraba  fuera  de  la  ca- 
vidad bucal,  y sumamente  agrandada;  te- 
nía sobre  el  cuello  un  surco  profundo  obli- 
cuo, hacia  adelante  y abajo  y con  su  parte 
más  alta  en  la  nuca,  una  luxación  de  la  sexta 
vértebra  cervical;  por  debajo  de  la  piel  del 
cuello  subfusiones  de  alguna  consideración, 
el  cartílago  tiroides  lesionado  y comprimido  ; 
el  encéfalo  congestionado  sin  hemorragias, 
los  pulmones  congestionados  y el  corazón 
detenido  en  diástole ; no  tenía  señales  exte- 
riores visibles  de  las  cuales  hubiera  podido 
deducirse  una  lucha  anterior  a la  muerte  o 
que  se  hubiese  ejercido  sobre  la  paciente  vio- 
lencia alguna;  y por  último,  que  la  muerte 
de  la  señora  Zepeda  fué  debida  a la  suspen- 
sión, y que  se  empleó  una  cuerda.  El  Sar- 
gento de  la  Policía  de  Escuintla,  Gil  A.  Her- 
nández puso  a disposición  del  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  de  aquel  departamento  a Víc- 
tor Estrada  Montepeque,  y le  manifiesta  a 
dicho  funcionario,  entre  otras  cosas,  que  co- 
misionados para  la  captura  de  Estrada  Mon- 
tepeque, a los  Agentes  del  orden  público  J. 
Antonio  Avalos  y Lorenzo  Ardón,  llegaron 
a la  finca  "Las  Delicias",  donde  José  María 
Hidalgo  les  informó  ; que  el  día  en  que  le 
dieron  muerte  a la  señora  Zepeda,  vió  pasar 
por  la  finca  a Victor  Estrada,  a pie,  lo  cual 
le  pareció  raro,  pues  dicho  sujeto  siempre 
camina  a caballo  y según  le  ha  referido  Re- 
yes Melgar,  cuando  había  acompañado  a 
Juana,  de  Obero  a "Las  Deliicas”,  encontra- 
ron a Estrada  a quien  la  señora  Zepeda  le 
cobró  la  cantidad  de  dos  mil  quinientos  pe- 
sos moneda  de  los  antiguos  bancos,  que  le 
había  dado  en  efectivo  y la  suma  de  quinien- 
tos pesos,  por  valor  de  unos  marranos  que  le 
vendió;  Estrada  le  contestó  con  palabras  in- 
correctas, agregando  que  por  la  noche  le  pa- 
garía; que  también,  Abel  Orantes,  Manuel 
Marroquín,  Gregorio  Ibarra  y Trinidad  Go- 
dínez  informaron  a los  mencionados  agen- 
tes, que  al  regresar  de  la  finca  "El  Tigre”,  en 
la  fecha  de  autos,  como  a las  cuatro  a.  m. 
divisaron  un  bulto,  y por  las  señales  que  de- 
jó pudieron  darse  cuenta  que  era  un  hombre 
calzado,  quien  se  dirigía  de  "Las  Delicias”  a 
Obero ; y presumían  que  Estrada  fuera  el 
autor  del  crimen  por  el  disgusto  que  había 
tenido  con  Juana;  Francisco  Sedeño  les  dijo 
que  Estrada  tenía  la  costumbre  de  matar  a 
la  persona  que  le  cobrara  alguna  cuenta  pen- 
diente; y el  Comandante  de  Obero,  Jesús 
Monterroso,  informó  ; que  como  a los  cua- 


tro días  de  acaecido  el  hecho  delictuoso,  pa- 
só por  la  finca  "La  Virgen",  donde  vive  Es- 
trada, y éste  al  verle  se  sorprendió,  penetró 
a la  casa  de  Estrada  con  el  pretexto  de  nego- 
ciar con  Víctor  unos  cerdos,  y al  poco  tiem- 
po de  estar  ahí,  llegó  María  Ríos  acompa- 
ñada de  su  hija,  quienes  al  verle,  también 
manifestaron  sorpresa,  y por  esta  circuns- 
tancia presumió  Monterroso  que  estas  mu- 
jeres estén  complicadas  en  el  hecho  punible, 
pues  tuvieron  enemistad  con  la  víctima.  Al 
ratificar  el  Sargento  Hernández  su  parte, 
agregó  que  María  Ríos  es  mujer  de  Manuel 
de  la  Cruz  y Juana  Zepeda  fué  concubina 
de  dicho  señor.  Trinidad  Godínez  declara 
que  Reyes  Melgar  le  refirió  el  incidente 
ocurrido  entre  Zepeda  y Estrada,  en  el  ca- 
mino que  de  Obero  conduce  a "Las  Deli- 
cias”, y cuando  el  testigo  (Reyes)  acompaña- 
ba a Juana.  Félix  Grajeda  refiere  haber  oído 
que  conversaban  unos  desconocidos  en  la 
tienda  de  Rubén  Chang,  diciendo;  que  Eva- 
risto Ríos  y Víctor  Estrada  pudieron  haber 
sido  pagados  para  darle  muerte  a Juana, 
concubina  de  Manuel  de  la  Cruz,  quien  era 
casado  con  María  Ríos.  Francisco  Sedeño 
declara  acerca  de  los  hechos  delictuosos  co- 
metidos por  Estrada,  entre  otros,  refiere  que 
dicho  individuo  en  Chiquimulilla  mató  a un 
indígena  por  haberle  cobrado  la  cantidad  de 
setecientos  pesos.  J.  Antonio  Avalos  dijo: 
que  José  María  Hidalgo  le  había  referido 
haber  visto  pasar  a Estrada  del  camino  de 
Obero  a la  finca  "Las  Delicias”,  el  día  del 
suceso,  y que  Reyes  Melgar  le  había  relata- 
do lo  que  ocurrid  en  aquel  camino,  cuando 
acompañaba  él  (Melgar)  a doña  Juana.  Lo- 
renzo Ardón  o Dardón  declara  que  José  Ma- 
ría Hidalgo  le  dijo : que  la  señora  Zepeda 
le  pidió  de  Obero  a doña  María  Ríos  de  la 
Cruz,  una  bestia  para  regresar  a la  finca 
"Las  Delicias",  semoviente  que  doña  María 
le  envió  con  Reyes  Melgar,  primo  de  Manuel 
de  la  Cruz.  Melgar  le  dijo  a Juana  que  en  la 
finca  la  esperaban  "como  agua  de  mayo", 
que  la  Zepeda  no  quería  venirse,  pero  Reyes 
le  exigió  que  se  pusiera  en.miarcha,  pues  de 
lo  contrario  la  dejaría,  la  señora  accedió  y 
emprendieron  el  viaje  pasando  por  la  finca 
de  Estrada  a cobrarle  ciertas  cantidades  de 
dinero  que  le  debía  por  unos  cerdos  que  le 
había  vendido  y también  por  dinero  que  di- 
cho sujeto  había  recibido  en  efectivo.  Estra- 
da se  enojó  manifestándole  que  para  no  su- 
frir molestias,  por  la  noche  llegaría  a pagar- 
le. José  María  Hidalgo  negó  haber  referido  a 
los  agentes  que  llegaron  a investigar  el  he- 
cho punible  lo  que  éstos  consignaron  en  sus 
respectivas  deposiciones.  Reyes  Melgar  afir- 
ma que  en  el  camino  doña  Juana  no  habló 
con  persona  alguna.  En  los  careos  practica- 
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dos  entre  José  María  Hidalgo  y los  agentes 
del  orden  público,  Ardón  o Dardón  y Avalos, 
éstos  rectificaron  sus  dichos,  manifestando 
que  no  fué  don  José  María  quien  les  refirió 
lo  que  consignaron  en  sus  respectivas  decla- 
raciones sino  Trinidad  Godinez.  Al  folio  no- 
venta y siete  de  autos  aparece  un  informe 
dado  por  Ventura  García  al  Alcalde  Primero 
Municipal  de  Chiquimulilla,  en  que  consta ; 
que  Víctor  Estrada  Montepeque  se  ausentó 
de  El  Ahumado  desde  el  tres  de  mayo  de  mil 
novecientos  veinticinco.  Interrogado  Víctor 
Estrada  Montepeque,  negó  haber  cometido 
los  delitos  que  se  le  imputan,  manifestando : 
que  a Juana  Zepeda  le  adeudaba  doscientos 
setenta  pesos,  cantidad  a que  había  quedado 
reducida  la  suma  de  tres  mil,  por  valor  de 
unos  marranos  que  compró  al  crédito  a di- 
cha señora;  que  el  miércoles  treinta  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
pasó  la  señora  Zepeda  por  su  casa  como  a 
la  una  de  la  tarde  y le  dijo  que  le  entregara 
a Julio  Zepeda  cincuenta  o sesenta  pesos, 
cantidad  que  le  cobrarían  a J ulio  por  el  va- 
lor de  unos  tornillos,  pero  Zepeda  ya  no  lle- 
gó, por  haber  fallecido  doña  Juana,  con 
quien  el  interrogado  nunca  tuvo  dificultades 
con  motivo  de  la  deuda  ya  mencionada;  que 
no  salió  esa  noche  por  estar  enfermo  y lo 
vieron  en  su  casa,  como  a las  diez,  varios  ve- 
cinos de  la  finca  "El  Tigre",  Antonio  y León 
Contreras  y Alberto  Mejía,  que  del  quince 
al  veintiuno  de  agosto  del  año  de  mil  nove- 
cientos veinte,  se  encontraba  en  Cuilapa  y 
acompañado  de  Juaan  Moreno  compró  a 
don  Alberto  Sermeño  cuatro  novillos ; que  el 
tres  de  mayo  de  mil  novecientos  veinticinco 
se  encontraba  en  El  Ahumado;  fué  íntimo 
amigo  de  Nicolás  Cruz;  no  conoció  a Faus- 
tino Monroy;  el  tres  del  mes  y año  que  aca- 
ban de  mencionarse  no  salió  de  su  casa;  el 
cuatro  de  mayo,  a las  ocho  p.  m.,  poco  más 
o menos,  salió  de  El  Ahumado,  llegó  el  siete 
muy  temprano  al  Puerto  de  San  José,  ahí 
estuvo  tres  días,  regresó  a El  Ahumado, 
donde  permaneció  ocho  días,  en  seguida  se 
dirigió  a buscar  trabajo  a la  capital  de  la  Re- 
pública, en  donde  permaneció  doce  días, 
poco  más  o menos,  dirigiéndose  luego  a las 
salinas  de  Sipacate,  después  de  estar  allí  un 
año,  pasó  a la  finca  "El  Carmen”,  permane- 
ciendo un  año,  regresó  a la  capital,  habiendo 
servido  seis  meses  en  la  Octava  Demarca- 
ción de  Policía,  se  dirigió  después  sucesi- 
vamente, a las  fincas  denominadas  "El  Ti- 
gre” y "La  Virgen”,  habiendo  sido  captura- 
do en  Obero,  el  nueve  de  enero  de  mil  no- 
vecientos treinta  y dos ; y en  El  Ahumado 
lo  vieron  Candelario  Fabián,  Ruperto  Mon- 
tepeque, Jenaro  Osorio,  J.  Valentín  Noyola 
y Ricardo  Enríquez ; el  tres  de  mayo  de  mil 


novecientos  veinticinco,  estuvo  herrando 
unos  terneros  de  su  mamá  en  El  Ahumado; 
en  esa  fecha,  ni  de  día  ni  por  la  noche  salió 
de  su  casa;  el  diez  de  abril  (1925),  estuvo 
chapeando  unos  potreros  en  El  Ahumado,  y 
ahí  lo  vieron  Jenaro  Osorio,  Felipe  Franco, 
Rómulo  Enríquez,  J,  Valentín  Noyola,  To- 
más García,  Rafael  Montepeque  y Ricardo 
Enríquez.  Los  testigos  Moreno  y Sermeño 
corroboran  lo  afirmado  por  Estrada  Monte- 
peque.  Bonifacio  Ramos  y Pascual  Chávez 
aseguran  que  el  veintidós  de  agosto  (1920), 
no  23,  como  dice  Estrada,  encontraron  a di- 
cho sujeto  conduciendo  a Chiquimulilla  dos 
mancuernas  de  novillos.  Carlos  Lazo  dijo 
haber  oído  decir,  a unos  individuos  de  Chi- 
quimulilla, dirigiéndose  a Mercedes  Lazo, 
que  Víctor  Estrada  había  matado  a un  indí- 
gena, y el  mismo  testigo  (Lazo)  oyó  también 
que  unas  señoritas,  a quienes  les  han  puesto 
el  apodo  de  "Culebritas”,  decían  que  Estra- 
da se  había  marchado  a la  República  de  El 
Salvador.  Gustavo  Vásquez  y Concepción 
Rodríguez  aseguran  haber  visto  en  Iztapa 
a Estrada  Montepeque,  en  la  madrugada  del 
tres  de  mayo  de  mil  novecientos  veinticinco, 
y que  permaneció  en  ese  lugar  ocho  dias.  Je- 
naro Osorio  y Candelario  Fabián  afirman 
haber  visto  a Estrada  Montepeque  en  El 
Ahumado,  el  tres  de  mayo  (1925),  agregando 
el  segundo,  que  el  autor  de  la  muerte  de 
Nicolás  Cruz  es  dicho  sujeto,  y es  falso  que 
Víctor  haya  permanecido  en  el  Puerto  de 
San  José.  Ruperto  Montepeque  y Jenaro 
Osorio  manifiestan  que  Cruz  les  dijo  que 
Estrada  lo  había  herido.  Montepeque,  Fa- 
bián y Osorio  refieren  que  Víctor  se  ausen- 
tó de  El  Ahumado  desde  la  noche  en  que  fué 
herido  Nicolás  Cruz.  Jenaro  Villegas,  Nico- 
lás Ramírez  y Vitalino  Elvira  Contreras  vie- 
ron a Víctor  Estrada  Montepeque  en  el 
Puerto  de  San  José,  en  el  mes  de  mayo  de 
mil  novecientos  veinticinco.  Pedro  Muñoz  G. 
Sargento  de  Guardia  de  la  8’  Demarcación 
de  Policía  de  esta  capital  (Guatemala),  in- 
formó que  Estrada  Montepeque  no  ha  esta- 
do de  alta  en  la  Policía,  en  ninguna  épooa.  El 
enjuiciado,  en  un  careo  que  se  practicó  con 
el  Comandante  de  Casas  Viejas,  Ignacio  Ga- 
tica,  confesó  haberse  fugado,  temeroso  de 
caer  en  manos  de  don  Samuel  Barillas.  Don 
Jesús  F.  Monterroso  declaró,  entre  otras  co- 
sas, que  Víctor  Estrada  Montepeque,  el  año 
de  mil  novecientos  veintiocho,  había  estado 
bajo  sus  órdenes,  como  agente  del  orden  pú- 
blico, en  la  Octava  Demarcación  de  Policía 
de  la  capital.  La  Sala  Segunda  de  Apelacio- 
nes, con  fecha  veintidós  de  diciembre  de  mil 
novecientos  treinta  y dos,  declaró  la  nulidad 
del  fallo  pronunciado  por  el  Juez  de  Prime- 
ra Instancia  de  Escuintla  y previno  a dicho 
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funcionario  que  se  inhibiera  de  conocer  en 
el  proceso  y lo  remitiese  al  Comandante  de 
Armas  del  departamento  de  Santa  Rosa  que 
era  a quien  correspondia  conocer  de  la  cau- 
sa, pues  según  estimó  la  referida  Sala,  entre 
los  procesos  figura  uno,  por  el  delito  de  robo 
y asalto  en  despoblado,  cuyo  conocimiento 
corresponde  privativamente  a los  Tribunales 
Militares  de  la  jurisdicción  departamental 
en  que  fué  perpetrado  tal  hecho,  máxime 
que  el  delito  mencionado  y el  de  homicidio 
cometido  en  la  persona  de  Nicolás  Cruz,  fue- 
ron ejecutados  en  el  mismo  municipio,  con 
anterioridad  al  asesinato  de  Juana  Zepeda. 
Recibidos  los  antecedentes  en  la  Comandan- 
cia de  Armas  del  departamento  de  Santa 
Rosa,  el  Tribunal  Militar  dictó  su  fallo  en 
los  términos  que  a continuación  se  expre- 
san ; primero,  absolvió  de  la  Instancia  por 
falta  de  prueba,  a Victor  Estrada  Montepe- 
que,  en  los  procesos  que  se  le  instruyeron 
por  los  delitos  de  asesinato  perpetrados  en 
las  personas  de  Juana  Zepeda  y Faustino 
Monroy ; segundo,  por  el  homicidio  cometi- 
do en  la  persona  de  Nicolás  Cruz  le  condena 
a sufrir  diez  años  de  prisión  correccional  in- 
conmutables; que  con  abono  del  tiempo  pa- 
decido extinguirá  en  la  Penitenciaria  Cen- 
tral ; tercero,  hace  las  demás  declaraciones 
que  corresponden:  y cuarto,  deja  abierto  el 
procedimiento  contra  Gustavo  Vásquez  y 
Concepción  Rodriguez,  por  falso  testimonio. 
La  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
con  fecha  veintisiete  de  mayo  del  corriente 
año  confirmó  el  fallo  de  Segunda  Instancia 
con  la  modificación  de  que  el  enjuiciado 
debe  ser  absuelto  de  los  cargos  que  por  ase- 
sinato le  fueron  formulados.  El  reo,  con 
auxilio  del  Lie.  Rafael  Flores  Loarca,  in- 
trodujo contra  este  último  pronunciamiento, 
recurso  de  casación  por  vio.lacidn  de  ley  y 
quebrantamiento  de  forma,  citando  como  in- 
fringidos en  cuanto  a lo  primero,  los  artícu- 
los 16  y 17  de  la  Constitución  de  la  Repúb.i- 
ca;  186,  215,  221,  222,  223,  226  del  Código 
Militar,  2’  Parte ; 568  y 297  del  Código 
de  Procedimientos  Penales;  y 110  del  Código 
Penal;  y con  respecto  a lo  segundo,  los 
Artículos  397  inciso  6",  del  Código  Militar 
2’  Parte;  677  iniciso  7''  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales;  4''  y 6'^  y 139  del  Código 
Militar  2’  Parte. 

CONSIDERANDO;  que  no  habiéndose 
pedido  en  primera  Instancia,  la  subsanación 
de  la  falta  que  invoca  Víctor  Estrada  Mon- 
tepeque,  ni  repetido  éste,  su  solicitud  cuando 
se  tramitaba  la  segunda,  el  recurso  es  inad- 
misible en  cuanto  al  quebrantamiento  de 
forma,  al  tenor  de  lo  prescrito  por  el  Artícu- 
lo 679  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales. 


CONSIDERANDO:  que  el  tribunal  sen- 
tenciador fundó  su  fallo  condenatorio  en 
los  hechos  que  siguen;  La  sindicación  del 
ofendido;  La  presencia  de  Estrada  Mon- 
tepeque  en  la  aldea  El  Ahumado  ■,  c)  El  ha- 
berse ausentado  Estrada  Montepeque  inme- 
diatamente de  cometido  el  crimen  de  El 
Ahumado,  lugar  donde  residía;  d)  Los  malos 
antecedentes  del  enjuiciado,  unidos  a la  sin- 
dicación que  contra  él  formó  la  opinión  pú- 
blica del  lugar;  y,  e^  La  forma  poco  precisa 
en  que  se  produjo  durante  su  indagatoria, 
más  la  proposición  de  testigos  de  descargo, 
cuyos  interrogatorios  formulados  previa- 
mente, están  en  oposición  a lo  dicho  en  su 
indagatoria,  sin  que  haya  precedido  retrac- 
tación de  su  parte.  Que  estando  debidamen- 
te probados  los  hechos  en  que  la  Sala  fundó 
la  presunción  de  culpabilidad  del  reo,  y,  co- 
rrespondiendo a los  tribunales  de  Instancia 
la  apreciación  de  esta  clase  de  pruebas,  es 
indudable  que  por  el  motivo  mencionado, 
resulta  improcedente  el  recurso  interpuesto ; 
y en  consecuencia,  no  es  el  caso  de  entrar  al 
análisis  de  los  artículos  186,  215,  221,  222, 
223  y 226  del  Código  Militar,  II  Parte  y 568 
del  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  el  artículo  297 
del  Código  últimamente  citado,  no  pudo  in- 
fringirse, porque  dicha  disposición  legal  es- 
tablece que  los  Jueces,  cuando  lo  conceptúen 
conveniente,  podrán  obtener  informes  de  los 
Alcaldes,  policía,  o agentes  de  la  autoridad 
acerca  de  los  antecedentes  del  procesado ; 
ya  sea  que  dichos  funcionarios  usen  de  esa 
facultad  o se  abstengan  de  hacerlo,  este 
hecho  en  manera  alguna  constituye  infrac- 
ción de  ley,  pues  corresponde  a los  Jueces 
exclusivamente,  resolver  sobre  la  convenien- 
cia de  pedir  esos  datos. 

CONSIDERANDO : que  el  artículo  110 
del  Código  Penal  tampoco  fué  violado,  por- 
que en  las  causas  no  dejó  de  practicarse  di- 
ligencias tendientes  al  esclarecimiento  de  los 
actos  punibles  investigados,  desde  que  la  pri- 
mera fué  iniciada,  hasta  el  fenecimiento  de 
las  tres  por  un  solo  fallo. 

CONSIDERANDO:  que  los  artículos  16 
y 17  de  la  Constitución  de  la  República,  nin- 
guna relación  tienen  con  el  asunto  que  hoy 
se  examina,  pues  ambos  encierran  garantías 
constitucionales  cuya  infracción  daría  lugar 
a que  fueran  iniciadas  acciones  de  índole 
muy  diversa  a la  del  recurso  extraordinario 
que  se  introdujo. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  el  artículo  690  del 
Código  de  Procedimientos  Penles,  declara 
.nprocedente  el  recurso  interpuesto  e impo- 
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ne  a la  parte  que  lo  introdujo  dos  meses  de 
arresto,  conmutables  en  su  totalidad,  a razón 
de  cincuenta  centavos  de  quetzal  diarios. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos  en  la 
forma  que  corresponde  al  tribunal  de  su 
origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argue- 

S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mi,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
doce  de  julio  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la  Sala 
6’  de  la  Corte  de  Apelaciones,  de  veinticuatro 
de  mayo  del  corriente  año,  en  el  proceso  ins- 
truido contra  el  cabo  dragón  José  Juárez, 
por  homicidio  frustrado  y abusos  de  auto- 
ridad. 1. — El  veinticuatro  de  diciembre  del 
año  próximo  pasado,  a las  seis  y media  de  la 
mañana,  una  escolta  al  mando  del  Sargento 
Félix  Gómez,  conducia  un  cupo  de  Cuilco  a 
Huehuetenango,  cuando  en  el  camino,  el  ca- 
bo dragón  José  Juárez  ultrajó  al  soldado  Hi- 
pólito Velásquez  asestándole  varios  cañona- 
zos y bofetadas  y tratando  por  último  de  ha- 
cerle fuego  con  el  fusil  que  portaba,  lo  que 
no  logró  no  obstante  haber  rastrillado  dos 
veces  el  proyectil.  Este  procedimiento  del 
cabo  se  debió  a que  la  noche  anterior,  en  es- 
tado de  ebriedad,  habia  golpeado  al  mismo 
soldado  y como  éste,  defendiendo  su  perso- 
na, le  dió  un  palo  en  la  cabeza,  el  cabo  sacó 
un  puñal  y quiso  agredirlo  en  momentos  en 
que  se  presentaba  el  Sargento,  quien  le  quitó 
el  arma  y lo  reprendió  severamente.  Al  día 
siguiente,  el  cabo  reclamó  al  soldado  con  di- 
cho motivo  y en  venganza  intentó  ultimarlo, 
como  queda  dicho.  La  versión  anterior,  con- 
tenido del  hecho  delictuoso  pesquisado,  lo 
declaran  los  soldados  Nicolás  Pacheco  y Fé- 
lix González,  Félix  Gómez,  Vicente  Vás- 
quez,  e Isidoro  Galindo.  Los  dos  primeros 
vieron  que  el  cabo  trató  de  disparar  sobre 
el  soldado,  pero  no  dió  fuego  y también  pre- 
senciaron que  le  pegó  con  el  cañón  del  arma 
y con  las  manos;  el  tercero  declara  que  la 
noche  anterior  le  quitó  el  puñal  a Juárez  y 
lo  reconvino  por  estar  ultrajando  al  soldado; 
y los  dos  últimos,  que  no  iban  muy  cerca  del 
agresor,  solo  vieron  lo  de  los  cañonazos  y 
bofetadas,  constándole  a Galindo  que  Ve- 
lásquez le  dió  un  palo  en  la  cabeza  aJ  cabo 
porque  éste  lo  agarró  a culatazos ; y que  en 
seguida  sacó  el  puñal  para  agredirlo.  Duran- 


te el  plenario  trató  el  defensor  de  que  los 
declarantes  modificaran  sus  declaraciones, 
pero  no  pueden  tomarse  en  consideración  las 
diligencias  practicadas  por  no  haberse  logra- 
do el  fin  que  se  perseguia.  El  reo  confesó 
en  su  indagatoria  los  hechos  siguientes ; que 
la  noche  anterior  de  la  salida  estaba  en  com- 
pleto estado  de  ebriedad ; que  también  iba 
ebrio  la  mañana  que  se  peleó  con  el  soldado 
Velásquez ; que  no  recordaba  haber  inten- 
tado contra  éste,  pero  que  si  le  dió  dos  bo- 
fetadas y un  cañonazo  por  haberle  dado  un 
palo  la  noche  mencionada;  reconoció  el  pu- 
ñal y no  supo  decir  por  qué  se  lo  hablan  re- 
cogido; y en  cuanto  al  cartucho  picado  dijo 
que  asi  lo  tenia  desde  el  dos  de  noviembre 
en  que  al  ir  a una  comisión  a Posonicapa  in- 
tentó tirarle  a una  garza,  pero  no  le  dió  fue- 
go el  fusil.  Acerca  de  este  punto  el  defen- 
sor quiso  probar  que  efectivamente  Juárez 
quiso  matar  una  garza  sin  haberlo  logrado 
por  no  haber  dado  fuego,  pero,  aun  cuando 
las  declaraciones  se  hubieran  rendido  de 
conformidad  con  el  contenido  del  interroga- 
torio, existe  la  circunstancia  de  que  en  la 
cartuchera  solamente  tenia  cuarenta  y ocho 
cartuchos  cuando  le  fué  recogida,  faltándole 
uno  y teniendo  otro  picado.  II. — El  Tribunal 
Militar  de  Huehuetenango  dictó  sentencia 
el  veinte  de  abril  del  corriente  año,  decla- 
rando al  reo  autor  de  homicidio  frustrado  y 
abusos  de  autoridad,  delitos  por  los  cuales 
le  impone  las  penas  de  seis  años  cuatro  me- 
ses  de  prisión  correccional  y dos  meses  de 
prisión,  respectivamente,  siendo  inconmu- 
table la  primera,  y conmutable  la  segunda 
a diez  centavos  diarios.  La  Sala  confirma  la 
condenatoria  pero  con  la  modificación  de 
que  J uárez  es  responsable  como  autor  de  un 
disparo  de  arma  frustrado  y como  este  he- 
cho aparece  unido  con  el  de  abusos  de  au- 
toridad, le  impone  la  pena  del  delito  mayor 
o sean  diez  y seis  meses  de  prisión  correccio- 
nal conmutables  en  dos  terceras  partes  a 
diez  centavos  diarios.  III.— El  Fiscal  intro- 
dujo el  presente  recurso  de  casación  per  vio- 
lación de  ley  expresa,  citando  como  infrin- 
gidos los  artículos  16,  párrafo  3’;  65  69  309 
párrafo  2'>,  y 295,  del  Código  Penal.  Se’ fun- 
da el  recurso  en  el  error  de  derecho  cometi- 
do por  la  Sala  al  calificar  de  disparo  de  ar- 
ma  frustrado  lo  que  efectivamente  es  un  ho- 
micidio frustrado. 

CONSIDERANDO  ; que  la  aplicación  de 
las  disposiciones  de  los  artículos  308  y 309 
del  Código  Penal,  se  hará  siempre  que  no 
concurran  las  circunstancias  necesarias  pa- 
ra constituir  otro  delito;  pero  en  el  caso,  ta- 
les circunstancias  caracterizan  legalménte 
un  homicidio  frustrado,  razón  por  la  cual,  la 
resolución  que  se  examina  infringe  ma'ni- 
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tiestamente  el  artículo  309  citado  por  el  re- 
currente y procede  casar  el  fallo  para  en- 
mendar el  error  de  derecho  en  que  incurre  el 
tribunal  sentenciador.  Artículos  674,  inciso 
l'\  y 676,  inciso  3'-',  Prs.  Pns. 

CONSIDERANDO  : que  los  testigos  de  la 
causa  prueban  que  el  sindicado  intentó  ma- 
tar a Velásquez,  ejecutando  para  llevar  a ca- 
bo su  designio  todos  los  actos  suficientes 
para  obtener  aquel  resultado,  pero  no  se  pro- 
dujo por  accidentes  independientes  de  su  vo- 
luntad ; y siendo  plena  la  prueba  que  al  efec- 
to existe,  no  sólo  con  las  mencionadas  decla- 
raciones sino  con  la  confesión  del  reo  sobre 
hechos  que  le  perjudican  y que  corroboran 
la  acusación,  procede  imponer  al  procesado 
la  pena  que  para  el  delito  cometido  señala  la 
ley.  Artículos  295  y 69,  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  el  delito  de  abu- 
sos de  autoridad  señalado  en  el  inciso  4'’  del 
artículo  128,  Código  Militar,  1’  Parte,  y que 
aparece  plenamente  establecido,  debe  apre- 
ciarse como  formando  un  solo  hecho  con  el 
homicidio  frustrado,  para  la  imposición  de 
la  pena,  de  acuerdo  con  el  artículo  28  del 
mismo  Código. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y de  lo 
dispuesto  en  el  artículo  687  de  Prs.  Pns.,  ca- 
sa y anula  el  fallo  recurrido  y resolviendo 
sobre  lo  principal,  declara  que  José  Juárez 
es  reo  de  homicidio  frustrado  en  la  persona 
de  Hipólito  Velásquez,  por  lo  que  le  impo- 
ne la  pena  de  seis  años  ocho  meses  de  pri- 
sión correccional  inconmutables,  que  debe- 
rá purgar  en  la  Penitenciaría  Central;  le 
abona  la  prisión  sufrida;  le  suspende  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  políticos  durante 
el  tiempo  de  la  condena  y le  exonera  de  la 
reposición  del  papel. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O,  Sola- 
zar.— Carlas  Castellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintinueve  de  junio  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  por  consulta  y con  los  antecedentes 
que  la  originaron,  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, el  treinta  y uno  de  mayo  retropróximo, 


en  que  absuelve  del  cargo  que  por  prevari- 
cato se  formuló  a los  Licenciados  don  An- 
tonio Florián  Aguirre,  Fidencio  Duque  Mo- 
rales y Salomón  Pivaral  de  León. 

RESULTA : que  el  once  de  octubre  de  mil 
novecientos  treinta  y dos,  la  Comisión  Per- 
manente de  la  Asamblea  Legislativa  declaró 
que  había  lugar  a formación  de  causa  contra 
los  referidos  funcionarios  que  en  aquel  en- 
tonces integraban  la  Sala  3’  de  Apelaciones, 
dicha  declaratoria  la  fundó  la  Augusta  Re- 
presentación Nacional  aceptando  el  dicta- 
men que  presentó  la  Subcomisión  de  ese  Al- 
to Cuerpo,  el  cual  se  encuentra  resumido 
en  los  puntos  que  siguen:  — Ni  el  Juez  de 
1’  Instancia,  ni  el  Fiscal,  ni  la  Corte  Supre- 
ma de  Justicia,  que  por  razón  de  oficio  de- 
ben haber  estudiado  detenidamente  el  pro- 
ceso, afirman  que  los  agentes  Fabián  Sáenz 
y Florentín  Palacios,  hayan  incurrido  en  fal- 
so testimonio,  delito  por  el  que  les  mandan 
procesar  los  tres  Magistrados  de  la  Sala  Ter- 
cera de  la  Corte  de  Apelaciones  y la  Sub- 
comisión Investigadora  es  de  igual  parecer 
afirmando  que  la  sentencia  de  la  Sala  Ter- 
cera de  la  Corte  de  Apelaciones  es  manifies- 
tamente injusta,  tanto  sobre  ese  punto  co- 
mo sobre  el  de  no  haber  dejado  constancia 
en  ella  de  que  a juicio  de  los  Magistrados 
no  procedía  la  nulidad  tan  vana  y reiterada- 
mente pedida  por  la  familia  legítima  de  An- 
drés H.  Morales.  2'’ — Los  señores  Magistra- 
dos, Aguirre,  Duque  y Pivaral  se  abstuvie- 
ron de  declarar  ante  la  Subcomisión  respec- 
to al  dicho  concreto  a que  se  contrae  la  nota 
del  señor  Ministro  de  Gobernación,  del 
veintidós  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos,  y es  humanamente  presumible 
que  lo  hicieron  con  el  objeto  de  ocultar  la 
verdad,  tergiversándola  y ante  tal  hecho  pro- 
cede la  investigación  respectiva  por  quien 
corresponde;  y 3- — El  Fiscal  accidental  de 
la  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
Licenciado  César  Martínez  Perales,  no  fué 
incluido  en  la  denuncia  de  fecha  30  de  agos- 
to de  mil  novecientos  treinta  y dos,  no  dictó 
ningún  fallo,  ni  aun  pidió  nada  en  contra  de 
los  agentes  Sáenz  y Palacios  y por  tales  he- 
chos, perfectamente  establecidos,  está  exen- 
to de  toda  responsabilidad.  Integrada  la 
Sala  Tercera  con  los  señores  Magistrados 
Suplentes  don  Rafael  Ubico  Estrada,  Pedro 
Amézquita  y José  Antonio  Méndez,  ordenó 
que  se  instruyera  la  correspondiente  averi- 
guación; tomada  declaración  a los  enjuicia- 
dos, fueron  certificadas  en  autos  las  escritu- 
ras números  catorce  y diez  y seis,  la  primera, 
autorizada  en  esta  ciudad,  a los  treinta  días 
del  mes  de  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y dos,  por  el  Notario  don  Ramiro  Girón 
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y en  la  cual  consta,  entre  otras  cosas,  que 
don  Arturo  Mendizábal  Caceros  declara  que 
ha  recibido  a mutuo  y a su  entera  satisfac- 
ción, de  doña  Dolores  Godoy  Bonilla,  la 
cantidad  de  dos  mil  ochocientos  dólares ; en 
garantía  del  pago  del  capital,  intereses  y 
costas,  si  llegaren  a causarse;  doña  Socorro 
Bonilla  de  Hernández  se  constituyó  fiadora 
mancomunada  y solidaria  del  señor  Mendi- 
zábal  Caceros,  constituyendo  a favor  de  la 
acreedora  primera  y especial  hipoteca  sobre 
las  fincas  urbanas  de  su  propiedad,  inscritas 
en  el  Primer  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble, bajo  el  número  cuarenta  y ocho,  fo- 
lio ciento  setenta  y seis,  libro  16;  número 
cuarenta  y nueve,  folio  ciento  setenta  y nue- 
ve, libro  16;  y número  catorce  mil  novecien- 
tos setenta  y dos,  folio  doscientos  cuarenta 
y ocho,  libro  ciento  treinta  y cuatro,  los  tres 
de  Guatemala;  en  la  segunda  escritura  auto- 
rizada por  el  Notario  don  Héctor  Peñate 
Hernández,  en  esta  ciudad,  a treinta  de  mar- 
zo de  mil  novecientos  treinta  y dos,  consta; 
que  doña  Dolores  Godoy  B.,  en  nombre  pro- 
pio y como  tutriz  natural  de  sus  hijos  Mar- 
garita, Fabiola,  Julio  y Jorge  Morales  Go- 
doy, procreados  con  don  Andrés  H.  Morales, 
renunció  a toda  acción  civil  que  pudiera  te- 
ner derecho  a entablar  contra  el  Coronel  don 
Daniel  Hernández  Figueroa,  en  caso  que  di- 
cho señor  saliera  condenado  con  motivo  de 
la  muerte  trágica  de  Morales;  y también  se 
obligó  a la  señora  Godoy  B.,  a renunciar  a la 
acción  penal  entablada,  cuando  así  lo  soli- 
citare el  señor  Hernández  Figueroa.  El  Tri- 
bunal dió  fin  al  proceso  en  la  forma  al  prin- 
cipio relacionada. 

CONSIDERANDO  : que  en  la  sección  edL 
torial  de  los  diarios  de  esta  ciudad,  “El  Li- 
beral Progresista"  número  dos  mil  novecien- 
tos diez,  y "Nuestro  Diario”,  número  tres  mil 
quinientos  setenta  y nueve,  y en  la  acusación 
presentada  por  el  Agente  de  Tráfico  Fabián 
Sáenz,  se  afirma  que  en  la  sentencia  pro- 
nunciada por  los  Magistrados  Aguirre,  Du- 
que y Pivaral,  quienes  integraban  la  Sala 
Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones,  se  hicie- 
ron sentir  las  influencias  de  un  sociedad  se- 
creta. Durante  el  curso  del  proceso  no  llegó 
a establecerse  dicha  aseveración;  y en  el  su- 
puesto de  que  así  hubiese  sucedido,  los  mó- 
viles en  esta  clase  de  actos  punibles  en  nada 
influyen  para  su  calificación ; y si  se  trata 
de  que  mediante  dádiva,  presente,  ofreci- 
miento o promesa  se  hubiese  obtenido  una 
resolución  favorable,  lo  cual  no  acontece  en 
el  caso  sttb  jndice,  se  contemplaría  entonces, 
otra  especie  de  delito,  a saber;  el  cohecho. 


CONSIDERANDO;  que  en  el  proceso  no 
existe  prueba  acerca  del  hecho  denunciado 
el  veintidós  de  septiembre  del  año  retro- 
próximo, de  que  había  dinero  de  por  medio 
a fin  de  obtener  una  sentencia  favorable  a 
los  intereses  del  señor  Hernández  Figueroa. 

CONSIDERANDO  ; que  debe  tenerse  pre. 
sente  que  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el 
veinticinco  dg  agosto  del  año  próximo  pasa- 
do, no  estaba  firme,  y por  consiguiente,  po- 
día ser  modificada  por  el  Tribunal  Superior, 
como  en  efecto  lo  fué  más  tarde.  Por  otra 
parte,  la  omisión  en  que  incurrió  la  Sala  Ter- 
cera al  no  resolver  en  su  fallo  acerca  de  la 
nulidad  pedida,  es  un  punto  que  en  nada 
hubiera  afectado  la  forma  del  procedimien- 
to, pues  ya  había  sido  resuelto  por  el  Juez  de 
la  causa  y confirmada  dicha  resolución  por 
la  propia  Sala,  y si  el  señor  Fiscal  o la  parte 
acusadora  hubieran  hecho  las  gestiones  per- 
tinentes, en  su  oportunidad,  habría  sido  sub- 
sanado aquel  defecto. 

CONSIDERANDO;  que  a virtud  de  todo 
lo  expuesto,  se  viene  en  conocimiento,  que 
los  hechos  que  se  imputan  a los  Magistrados 
no  se  encuentran  establecidos,  pues  faltan 
los  elementos  característicos  del  delito  de 
prevaricato,  es  decir,  que  se  haya  procedi- 
do "a  ciencia  segura,  conciencia  e intención 
deliberada  de  faltar  a la  justicia";  o que  por 
negligencia  e ignorancia  inexcusables  se  dic- 
tara una  resolución  manifiestamente  injusta. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, conociendo  como  Tribunal  de  2’  Ins- 
tancia, y de  conformidad  con  lo  estatuido 
por  los  artículos  235,  236,  237,  239,  274,  C.  P., 
568,  731  y 736  del  C.  P.  P,;  22,  Decreto  le- 
gislativo Número  1728,  y 27,  fracción  2’, 
Decreto  legislativo  Número  1729,  da  su  apro- 
bación a la  sentencia  consultada. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos  en  la 
forma  que  corresponde,  al  Tribunal  de  su 
origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sola- 
zar.— Carlos  Casfellanos  R. — Alberto  Argue- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 

CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
veintiséis  de  junio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  que  más  adelante  será  relatada  y 
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se  profirió  en  el  proceso  instruido  contra 
José  María  y Francisco  Carranza  Orellana, 
por  el  delito  de  homicidio,  perpetrado  en  la 
persona  de  Heriberto  Rodríguez. 

RESULTA:  que  el  Juez  de  Paz  de  El  Pro- 
greso inició  la  pesquisa  con  fecha  veintiséis 
de  marzo  del  año  retropróximo,  y constituido 
en  el  camino  designado  con  el  nombre  de 
Los  Carranza,  dentro  de  una  zanja  distante 
sesenta  varas,  poco  más  o menos,  de  la  casa 
de  Encarnación  Carranza,  encontró  el  cadá- 
ver de  Heriberto  Rodríguez.  El  cuerpo  de 
Rodríguez  tenía  una  herida  en  la  región  tem- 
poral izquierda,  de  forma  circular,  de  diez 
centímetros  de  diámetro,  que  interesó  el 
cuero  cabelludo,  el  músculo  temporal  y pro- 
dujo la  resección  de  un  fragmento  óseo  de 
seis  centímetros  de  longitud  por  cinco  de 
anchura  y fuerte  hemorragia  de  los  vasos 
meníngeos ; esta  herida  fué  causada  con  ins- 
trumento corto-contundente.  El  informe  mé- 
dico contiene  además,  la  descripción  de  otras 
lesiones  que  sufrió  Rodríguez  y establece 
que  este  individuo  falleció  a consecuencia 
de  la  herida  que  fué  descrita  anteriormente. 
El  Juez  instructor  hizo  constar;  entre  otras 
cosas,  las  señales  encontradas  en  el  trayec- 
to, desde  el  sitio  donde  fué  arrojado  el  ca- 
dáver, hasta  la  casa  de  Encarnación  Ca- 
rranza, en  el  corredor  de  la  cual  el  referido 
Juez  encontró  manchas  de  sangre,  dos  frag- 
mentos de  hueso  correspondientes  al  cráneo 
de  Rodríguez,  en  el  suelo  las  cuentas  de  un 
collar,  un  machete  y un  garrote  ensangren- 
tados. Según  refiere  Felipa  Raída,  mujer  de 
Encarnación  Carranza  (ciego),  José  María 
Carranza  Orellana  llegó  a las  dos  de  la  ma- 
ñana a su  casa,  y momentos  después  de  ha- 
berle abierto  la  puerta,  penetró  un  descono- 
cido, quien  empezó  a luchar  con  José  María, 
la  riña  la  continuaron  en  el  corredor;  ella 
(Felipa)  despertó  a Encarnación  y lo  con- 
dujo a casa  de  Josefa  Orellana  viuda  de  Ca- 
rranza; y cuando  se  dirigían  a dicha  casa 
encontraron  a Francisco,  hermano  de  José 
María,  y ambos  agarraron  al  desconocido; 
que  el  corvo  pertenece  a Francisco,  quien  en 
el  momento  de  la  riña  vestía  pantalón  blan- 
co; y en  seguida,  entre  Francisco  y José  Ma- 
ría condujeron  al  occiso  a una  zanja,  sitio 
en  donde  más  tarde  fué  encontrado.  Josefa 
Orellana  viuda  de  Carranza  refiere  haber 
visto  reñir  a su  hijo,  José  María,  con  un  des- 
conocido, riña  en  la  que  no  intervino  su  otro 
hijo  Francisco,  pues  él  llegó  cuando  el  pri- 
mero estaba  ya  herido.  Julia  Juárez  oyó  una 
riña  en  casa  de  Ecarnación  Carranza,  y su- 
po por  el  rumor  público  que  se  sindicaba  a 
José  María  Carranza,  como  autor  de  la 
muerte  violenta  de  Heriberto  Rodríguez, 


esta  aseveración  que  hace  la  concubina  d.z 
José  María  Carranza  fué  corroborada  por 
Marcela  Alvarez.  Natalia  Alvarez  oyó  pasar 
por  su  casa  a José  María  y Francisco  Ca- 
rranza, conociéndolos  por  la  voz;  oyó  riña 
en  casa  de  Encarnación  y que  José  María  de- 
cía: “Chico,  tráeme  el  corvo”,  escuchó  tam- 
bién que  Josefa  lloraba  y dirigiéndose  a Jo- 
sé María  le  decía  que  lo  dejara.  Estanislao 
Pérez  declara  que  oyó  que  decían  “Chico 
tráeme  el  corvo  para  matar  a este  h.  . .”  y 
el  mismo  José  María  le  dijo  a Francisco: 
“Ven,  botemos  a este  h.  . habiendo  el  tes- 
tigo percibido  el  ruido  que  produjo  el  ca- 
dáver al  caer  en  el  sitio  donde  más  tarde  fué 
encontrado.  María  Isabel  Carranza,  concu- 
bina de  Estanislao  Pérez,  declamó  en  los  mis- 
mos términos  en  que  lo  hizo  Estanislao  Pé- 
rez, agregando  que  un  individuo  de  traje 
blanco  (supone  que  era  Francisco)  arrojó  el 
cadáver  en  una  zanja.  José  María  Carranza 
confiesa  haber  matado  a Heriberto  Rodrí- 
guez, porque  dicho  sujeto  le  atacó,  y además 
manifiesta:  que  su  hermano  Francisco,  no 
tomó  participación  en  el  hecho  de  referen- 
cia. Francisco  Carranza  niega  haber  coope- 
rado en  la  consumación  del  delito,  sindica 
como  autor  de  ese  acto  punible  a su  herma- 
no José  María,  y aseguró  pertenecerle  la  ro- 
pa que  fué  recogida  en  casa  de  Micaela  Ca- 
rranza, explicando  que  estaba  manchada  de 
sangre,  porque  dichas  prendas  las  tenía  so- 
bre una  valija,  en  la  morada  de  Josefa  Ore- 
llana viuda  de  Carranza  y José  María,  des- 
pués de  haber  reñido  con  Rodríguez,  entró  la 
esa  casa  y tocó  aquella  ropa.  El  Juez  4"  de 
1-  Instancia  del  departamento  de  Guatema- 
la, dió  fin  al  proceso  condenando  a José  Ma- 
ría Carranza  Orellana,  como  autor  del  hecho 
delictuoso  y a Francisco  de  los  mismos  ape- 
llidos, por  complicidad,  a sufrir  las  penas  de 
diez  años  y seis  años  ocho  meses  de  prisión 
correccional,  aumentadas  en  una  tercera 
parte,  respectivamente : les  suspende  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  políticos  durante 
el  tiempo  de  la  condena;  los  deja  afectos  al 
pago  de  las  responsabilidades  civiles  con- 
siguientes ; les  exonera  de  reponer  con  se- 
llado el  papel  que  se  usó  en  la  causa;  y por 
último,  les  abona  la  prisión  sufrida  desde  el 
auto  de  bien  presos.  La  Sala  2’  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  con  fecha  veintisiete  de  abril 
del  corriente  año,  confirmó  la  sentencia 
mencionada  con  la  modificación  de  que 
Francisco  Carranz'a  Orellana,  es  también 
autor  del  delito  de  homicidio  perpetrado  en 
la  persona  de  Heriberto  Rodríguez,  y de  que 
a cada  uno  de  los  encausados  se  le  impone 
la  pena  de  diez  años  de  prisión  correccional 
sin  aumento  alguno.  Francisco  Carranza  O., 
con  auxilio  del  Abogado  don  Héctor  Cruz, 
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introdujo  contra  este  último  pronunciamien- 
to recurso  extraordinario  de  casación,  de- 
nunciando como  infringidos  los  artículos 
que  siguen;  568,  571,  573,  586,  589,  597,  581, 
inciso  8®:  601,  732,  735,  inciso  3"  del  Código 
de  Procedimientos  Penales;  29,  inciso  3''; 
295,  20,  incisos  4'’  y 5'';  21,  inciso  1'^,  24,  pri- 
mera parte  y 81  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  con  la  partida  de  de- 
función de  Hieriberto  P.odriguez,  se  prueba 
su  fallecimiento,  y,  que  dicho  individuo  mu- 
rió a consecuencia  de  la  herida  que  le  fué 
causada  con  un  instrumento  corto-contun- 
dente,  en  la  región  parieto  temporal  izquier- 
da, quedó  establecido  con  el  informe  médico 
legal  que  obra  en  autos,  artículo  603  de  C.  P. 
Penales. 

CONSIDERANDO:  con  lo  expuesto  por 
María  Isabel  Carranza,  Estanislao  Pérez  y 
Natalia  Alvarez,  unido  al  hecho  de  haber  si- 
do encontrada  con  manchas  de  sangre  la  ro- 
pa de  Francisco  Carranza  Orellana,  queda 
probado  de  una  manera  completa,  que  dicho 
sujeto,  sí  tomó  participación  en  el  homicidio 
de  Rodríguez,  pero  no  con  el  carácter  de  au- 
tor, pues  para  ello  sería  indispensable  que 
se  hubiera  justificado;  que  Francisco  tomó 
parte  directa  en  la  perpetración  del  hecho,  o 
que  había  obligado  o inducido  a su  hermano, 
José  María,  para  que  diera  muerte  a Rodrí- 
guez, o cooperado  a la  ejecución  del  crimen 
por  un  acto  sin  el  cual  éste  no  hubiera  podi- 
do consumarse;  pero  ninguno  de  estos  ex- 
tremos aparece  establecido  en  el  proceso, 
porque  sólo  Felipa  Raída,  es  la  única  perso- 
na que  sindica  a Francisco  de  haber  reñido 
con  Rodríguez,  coadyuvando  así  con  José 
María  a matarlo,  y esa  declaración  sólo  cons- 
tituye semi  plena  prueba  acerca  del  hecho 
de  que  se  trata;  y en  consecuencia,  la  Sala 
sentenciadora  al  determinar  en  la  forma  que 
lo  hizo,  la  responsabilidad  criminal  de  Fran- 
cisco Carranza  Orellana,  infringió  el  inciso 
tercero  del  artículo  29  del  Código  Penal,  así 
como  los  otros  dos  incisos  del  mencionado 
irtículo,  en  relación  con  el  568  de  Prs.  Pns. 

CONSIDERANDO  : que  establecida  la  de- 
lincuencia de  Francisco  Orellana,  como  cóm- 
plice del  delito  de  homicidio  que  originó  su 
encausamiento,  debe  aplicársele  la  pena  que 
corresponde,  pues  cooperó  a la  ejecución  del 
delito  con  actos  simultáneos  según  se  des- 
prende de  las  deposiciones  mencionadas  an- 
teriormente. Artículos  30  y 69  del  Código 
Penal. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  las  leyes  apunta- 
das, y haciendo  aplicación  de  lo  estatuido 
por  los  artículos  33,  44,  94,  del  Código  Penal; 


201,  575,  687,  693,  729,  735  y 736  del  Código 
de  Prs.  Pns.,  y 22  del  Decreto  legislativo  Nú- 
mero 1728,  casa  y anula  el  fallo  recurrido, 
en  cuanto  se  refiere  a Francisco  Carranza 
Orellana,  a quien  impone  seis  años  ocho  me- 
ses de  prisión  correccional,  como  cómplice 
del  homicidio  perpetrado  en  la  persona  de 
Heriberto  Rodríguez,  pena  qtie  con  el  carác- 
ter de  inconmutable,  y con  abono  del  tiempo 
padecido  deberá  extinguir  en  la  Penitencia- 
ría Central;  le  suspende  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos  políticos  durante  la  condena; 
le  obliga  al  pago  de  las  responsabilidades  ci- 
viles provenientes  del  delito;  y por  su  noto- 
ria pobreza  lo  exonera  de  la  reposición  del 
papel  empleado  en  la  causa. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos  en  la 
forma  que  corresponde  al  Tribunal  de  su 
origen. 

J.  M,  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar ¿ne- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veinte  de  junio  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la  sen- 
tencia proferida  por  la  Sala  2’  de  la  Corte 
de  Apelaciones  en  la  causa  instruida  contra 
José  Eduardo  Castellanos  López,  procesado 
por  el  delito  de  homicidio,  en  la  persona  de 
Rosendo  Donis;  en  cuya  sentencia  se  con- 
firma la  que  dictó  el  Juez  de  1’  Instancia  de 
Escuintla,  con  la  enmienda  de  que  la  pena 
de  diez  años  de  prisión  correccional,  se  re- 
baja en  una  tercera  parte  por  la  atenuante 
de  falta  de  provocación  suficiente  por  parte 
del  enjuiciado.  Die  los  autos  aparece:  que 
el  diez  y ocho  de  febrero  del  corriente  año, 
el  sargento  de  policía  Salvador  Panlagua, 
puso  a disposición  del  Juez  de  1’  Instancia 
de  Escuintla,  a Eduardo  Castellanos,  quien 
con  fecha  veinticinco  de  diciembre  de  mil 
novecientos  veintinueve,  asesinó  a Rosendo 
Reyes  Ordóñez,  quien  fué  capturado  en  la 
finca  “El  Salto”,  por  el  Inspector  Rosalío 
Marín  y un  agente  de  investigación.  Caste- 
llanos al  ser  indagado  manifestó  : qne  el  día 
ocho  de  junio  de  mil  novecientos  veintinue- 
ve, como  a las  diez  y media  de  la  noche,  en 
ocasión  en  que  se  dirigía  al  dínamo  de  la  luz 
eléctrica  de  la  finca  “Magdalena”,  por  ser  él 
el  encargado  de  apagarla,  se  encontró  con 
David  Arreóla,  José  Ignacio  y P-osendo 
Donis,  quienes  le  ofrecieron  un  trago,  y que 
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al  fin  de  rogarlo  se  lo  lomó  y siguió  su  ca- 
mino, que  a su  regreso  como  la  las  once  se 
volvió  a encontrar  con  ellos,  invitándolo  a 
comer  tamales ; que  como  dijeron  que  no 
tenían  dinero  para  seguir  tomando  aguar- 
diente, el  indagado  dió  cien  pesos  y enton- 
ces dichos  individuos  se  salieron  al  patio  y 
se  pusieron  a hablar  en  voz  baja;  diciendo 
José  Ignacio  y Rosendo  Donis  que  ellos  iban 
a traerla,  quedándose  el  interrogado  con  Da- 
vid Arreóla  y al  notar  que  le  faltaba  su  ma- 
chete, le  preguntó  a David  y éste  le  contes- 
tó ‘‘será  éste”,  y le  enseñó  el  suyo,  contes- 
tándole que  no  y que  como  también  le  fal- 
taba la  lámpara  eléctrica.  Arreóla  le  dijo  que 
se  la  había  llevado  José  Ignacio;  que  por 
esto  se  sintió  molesto  y trató  de  irse  a su  ca- 
sa, pero  que  David  lo  entretuvo  y compró 
más  tamales,  pero  que  él  con  engaño  logró 
irse  a su  casa  y cuando  iba  llegando  .a  ella, 
oyó  quejidos  de  su  mujer  dentro  de  la  casa; 
que  José  Ignacio  al  ver  al  declarante  salió 
a encontrarlo  ofreciéndole  un  trago,  que  en- 
tonces le  dijo  ‘‘esperte  voy  a ver  que  pasa 
en  mi  casa”,  y que  al  entrar  encontró  a Ro- 
sendo Donis,  quien  luchaba  con  su  mujer, 
quien  al  verlo  salió  huyendo,  pegándole  an- 
tes una  manada,  que  como  él  no  tenía  fierro 
sólo  le  dijo  ‘‘hombre  parate  que  quiero  ha- 
blar con  voz”;  que  Donis  se  cayó  y cuando 
se  levantó  agarró  su  machete  y empezó  a ti- 
rarle al  declarante,  y que  al  sentirse  herido, 
trató  de  agarrarse  con  Donis  a la  lucha,  lo- 
grando entonces  quitarle  el  machete;  que  en 
ese  momento  Donis  dió  una  vuelta  tras  de  la 
casa  y al  momento  apareció  con  leño  en  la 
mano  y de  nuevo  empezó  a tirarle ; que  no 
sabía  si  le  causó  alguna  herida  a Donis  de 
gravedad,  pero  sí  se  dió  cuenta  que  le  pegó 
un  machetazo  en  la  cabeza,  que  el  interro- 
gado huyó  y Donis  lo  siguió.  José  Ignacio  y 
David  Arreóla,  dijeron,  que  la  noche  del  he- 
cho fueron  a comer  unos  tamales  en  compa- 
ñía de  Eduardo  Castellanos  y Rosendo  Do- 
nis, a casa  de  Atanasio  López;  que  estando 
ya  en  casa  de  este  último,  Rosendo  Donis 
dijo  que  se  iba  acostar  y que  después  todos 
dispusieron  irse  a sus  casas,  que  cuando  lle- 
garon a la  de  Castellanos  y éste  empujó  la 
puerta,  vieron  que  salía  de  adentro  de  la  ca- 
sa Rosendo  Donis,  quien  acto  seguido  se  di- 
rigió a Castellanos,  tirándole  machetazos, 
que  como  este  no  tenía  arma  salió  huyendo. 
Ricardo  López  manifestó  que  la  noche  del 
suceso  se  juntó  con  Rosendo  Donis,  Eduar- 
do Castellanos,  David  Arreóla  y José  Igna- 
cio y como  a las  diez  dispusieron  ir  a comer 
tamales  a casa  de  Atanasio  López,  y estando 
allí  se  pusieron  a bromear,  escondiéndole  Ri- 
cardo López  el  machete  a Castellanos,  que 
al  poco  rato  Rosendo  salió  para  la  finca  y 


después  Castellanos  para  su  casa;  que  al  po- 
co rato  vió  que  Donis  peleaba  con  Castella- 
nos, tirándole  el  primero  con  machete  y el 
segundo  se  defendía  con  un  saco  que  tenía 
en  la  miaño.  Atanasio  López  manifestó  ser 
cierto  que  llegaron  a comer  tamales  las  per- 
sonas ya  nombradas  y que  después  de  ha- 
berse ido,  Donis  y Castellanos  peleaban,  te- 
niendo el  primero  arma  y el  segundo  no. 
Germán  Letrán  dijo  que  no  le  constaba  na- 
da del  hecho,  y sólo  sabía  que  el  cadáver  de 
Donis  fué  encontrado  en  un  platanar  y los 
pantalones  y el  sombrero  de  éste  en  casa 
de  Eduardo  Castellanos.  Jesús  García  Sotoj 
dijo  al  ser  examinada  que  en  ocasión  de  que 
no  estaba  su  marido  y cuando  ya  estaba 
acostada  con  sus  hijos,  como  a las  diez  más 
o menos  de  la  noche,  entró  a la  casa  Rosen- 
do Donis,  y se  dirigió  a la  cama  de  la  decla- 
rante y empezó  a tocarla  y después  la  cogió 
de  las  manos,  tapándole  la  boca  con  un  tra- 
po, que  en  ese  momento  llegó  su  marido  y al 
verlo  Donis  se  le  fué  para  encima  y le  pagó 
unas  manadas,  que  como  su  marido  no  tenía 
fierro  salió  huyendo  y Donis  tras  él,  no  ha- 
biéndose dado  cuenta  de  lo  demás.  A folios 
5 y 21  corren  agregadas  la  partida  de  defun- 
ción de  Rosendo  Donis  y el  informe  médico 
legal  de  la  autopsia  practicada  en  el  cadá- 
ver del  mismo.  Con  fecha  veintiuno  de  abril 
del  presente  año,  el  Juez  de  1’  Instancia  de 
Escuintla  dió  fin  al  proceso  incoado  contra 
Eduardo  Castellanos  López  por  el  delito  de 
homicidio  en  la  persona  de  Rosendo  Donis, 
imponiéndole  por  dicha  infracción  la  pena 
de  diez  años  de  prisión  correccional  incon- 
mutables, con  las  demás  circunstancias  ac- 
cesorias. La  Sala  2’  al  conocer  en  virtud  del 
recurso  de  apelación  interpuesta  por  el  reo, 
la  confirmó  con  la  enmienda  de  que  se  ha 
hecho  mención  en  la  parte  expositiva  de  es- 
te fallo.  Contra  la  ejecutoria  de  la  Sala  2-, 
el  reo,  con  auxilio  del  Licenciado  Rafael 
Chacón,  introdujo  el  presente  recurso  de  ca- 
sación, citando  como  violados  los  artículos 
20  y 80  del  Código  Penal.  Pedidos  los  ante- 
cedentes y señalado  día  para  la  vista,  es  el 
caso  de  resolver  lo  que  corresponde  en  de- 
recho. 

CONSIDERANDO:  que  del  examen  de 
los  actos  que  mediaron  en  la  ejecución  del 
hecho,  el  modo  y forma  como  se  llevó  a ca- 
bo y la  causa  que  lo  determinó,  se  infiere: 
que  de  parte  de  José  Eduardo  Castellanos 
López  no  hubo  provocación  de  ninguna  es- 
pecie y sí  fué  agredido  ilegítimamente  por 
Rosendo  Donis,  como  lo  asegura  David 
Arreóla  y José  Ignacio,  pues  sin  que  hubie- 
ra causa,  razón  o motivo  que  lo  justificara, 
atacó  a Castellanos,  pero  habiendv  desar- 
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mado  éste  en  la  lucha  a Donis,  claro  resulta 
que  no  puede  apreciarse,  como  se  alega  en 
el  recurso,  la  circunstancia  de  la  necesi- 
dad racional  para  poder  declarar  la  excep- 
ción de  responsabilidad  criminal,  que  seña- 
la el  número  4'’  del  articulo  20  del  Código 
Penal,  en  su  fracción  2’,  pues  para  hacer  tal 
declaración,  hay  que  tener  presente  que  de- 
ben de  estar  demostradas  y coexistir  las  tres 
circunstancias  especificadas  en  el  mismo  ar- 
ticulo. 

CONSIDERANDO:  que  en  virtud  de  lo 
expuesto  aparece  de  manifiesto  la  concu- 
rrencia de  dos  circunstancias  atenuantes 
bien  calificadas,  o sean  la  agresión  ilegitima 
y la  falta  de  provocación  suficiente,  las  que 
por  tener  la  condición  requerida  por  la  ley, 
deben  aceptarse.  Quien  rechaza  una  agre- 
sión injusta  está  dentro  de  la  excepción  que 
señala  la  ley  penal  en  su  artículo  20;  mas, 
quien  a su  vez  acomete  a su  agresor  des- 
pués de  terminada  aquella,  es  decir,  cuando 
la  defensa  es  absolutamente  innecesaria,  co- 
mo en  el  presente  caso,  en  que  Castellanos 
ya  había  desarmado  a Donis  y por  consi- 
guiente la  agresión  de  que  fué  objeto  antes 
de  la  lucha,  sólo  puede  apreciarse  como  una 
circunstancia  atenuante  de  la  penalidad  y no 
eximente,  de  acuerdo  con  el  artículo  21  del 
Código  Penal.  La  falta  de  provocación  sufi- 
ciente de  parte  del  recurrente  aparece  bien 
caracterizada,  siendo,  como  la  ley  lo  re- 
quiere, adecuada,  bastante  y proporcionada 
a la  agresión  de  ella  nacida  y tan  inmediata 
que  por  su  virtud  y a su  continuación  tuvo 
lugar  la  agresión.  Por  esto  la  jurisprudencia 
al  hablar  de  la  defensa  personal  eximente  de 
responsabilidad,  establece  que  sólo  es  esti- 
mable cuando  procede  y la  impone  la  agre- 
sión inesperada  y no  provocada,  que  acon- 
seje racionalmente  repeler  o impedir  la  in- 
minencia o realidad  de  un  peligro,  pero  sin 
faltar  desde  luego  la  necesidd  racional  re- 
querida por  la  ley  en  que  se  encuentre  el 
autor  del  delito,  pues  en  tal  caso,  no  cabe  la 
aplicación  de  la  doctrina  del  artículo  20  del 
Código  Penal. 

CONSIDERANDO : que  al  no  apreciar 
la  Sala  sentenciadora  las  circunstancias  ate- 
nuantes de  agresión  ilegítima  de  que  fué 
objeto  el  recurrente,  y su  falta  de  provoca- 
ción suficiente,  violó  el  artículo  80  del  Códi- 
go Penal,  que  dispone  que  se  imponga  al 
culpable  de  , un  hecho  una  cuarta  o quinta 
parte,  cuando  no  fuere  del  todo  excusable 
por  faltar  alguno  de  los  requisitos  que  exi- 
men de  responsabilidad,  siempre  que  con- 
curra el  mayor  número  de  ellos.  En  conse- 


cuencia, procede  casar  y anular  la  ejecuto- 
ria que  se  examina  para  fallar  sobre  lo  prin- 
cipal. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  la  ley  citada  y 
lo  que  disponen  los  artículos  676,  inciso  6'’; 
684,  686  y 687  P.  P.;  22,  Decreto  Número 
1728,  y 27,  Ley  Orgánica,  casa  y anula  la 
sentencia  recurrida  y resolviendo  declara : 
1'' — Que  José  Eduardo  Castellanos  es  autor 
del  delito  de  homicidio  en  la  persona  de  Ro- 
sendo Donis,  pero  existiendo  a su  favor  las 
circunstancias  atenuantes  bien  calificadas 
de  agresión  ilegítima  y falta  de  provocación, 
procede  imponerle  la  pena  de  diez  años  de 
prisión  correccional,  reducida  hasta  una 
quinta  parte,  o sean  dos  años  de  prisión  in- 
conmutables; 2'' — Lo  suspende  en  el  ejerci- 
cio de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena;  y,  3'’ — Por  ser  pobre 
en  el  sentido  legal,  lo  exonera  de  reponer  el 
papel  empleado  en  la  causa. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvnse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde, 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar, — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argue- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario, 


CRIMINAL 

"Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y seis  de  junio  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  que  más  adelante  se  relatará  pro- 
ferida en  el  proceso  instruido  contra  José 
Isadoc  González  Solis  y José  Venancio  San- 
tizo,  por  el  delito  de  malversación  de  cauda- 
les públicos. 

RESULTA:  que  el  Juez  de  1’  Instancia 
del  departamento  de  Suchitepéquez,  con  fe- 
cha veintidós  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos,  inició  la  causa  en  vir- 
tud de  haber  recibido  de  la  Jefatura  Política 
del  .departamento  que  acaba  de  mencio- 
narse la  comunicación  en  que  el  Alcalde  U 
Municipal  don  Rafael  Calderón,  puso  en  co- 
nocimiento de  aquel  Despacho  que  ese  día 
(22  de  septiembre),  la  señorita  Graciela 
Ovalle,  ayudante  de  la  Tesorería  Municipal, 
le  informó  que  el  Tesorero  don  José  Isadoc 
González,  había  desaparecido  de  la  ciudad 
llevándose  la  suma  de  un  mil  setecientos 
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quetzales,  en  efectivo  y vales,  y que  corres- 
ponden al  producto  de  la  contribución  de 
ornato  y al  impuesto  sobre  aguardiente.  Gra- 
ciela Ovalle;  afirma  que  el  Tesorero  tenia 
una  llave  de  la  Oficina  y ella  la  otra;  que 
notó  que  en  la  caja  faltaban  mil  setecientos 
seis  quetzales  y noventa  y cuatro  centavos 
de  quetzal;  que  dió  parte  al  Alcalde;  que 
Benigno  Quiroa  y Venancio  Santizo,  le  ma- 
nifestaron que  González  habia  llegado  el 
veintidós  por  la  mañana  a la  Tesorería  con 
el  objeto  probablemente  de  sacar  dinero. 
Benigno  Quiroa  Obregón,  aseguró  haber 
visto  salir  el  dia  de  autos  de  la  Tesorería 
Municipal  a González  acompañado  de  Ve- 
nancio Santizo,  quien  llevaba  un  registro  de 
cartas  y un  paquete  envuelto  en  papel  ama- 
rillo. Eduardo  de  León,  Inspector  del  alum- 
brado público,  dijo  : que  el  veintidós  de  sep- 
tiembre, como  a las  seis  de  la  mañana  que 
llegó  a apagar  la  luz,  vió  al  señor  Gonzá- 
lez en  la  Tesorería.  Maria  Teresa  Ovalle  em- 
pleada en  la  Tesorería  y Contaduría  Munici- 
pal corroboró  lo  manifestado  por  su  herma- 
na Graciela,  con  la  diferencia  de  que  sólo 
oyó  que  Quiroa  Obregón  refería  a Graciela, 
la  llegada  de  González  a la  mencionada  ofi- 
cina, a las  seis  de  la  mañana,  poco  más  o 
menos ; y no  sabe  a cuánto  monta  la  canti- 
dad sustraída.  José  Isadoc  González  Solis, 
dijo  : que  tenía  una  vaga  idea  de  haber  lle- 
gado a la  Tesorería  una  mañana,  e induda- 
blemente sacó  de  la  caja  dinero  y docu- 
mentos, pues  siempre  ha  tenido  temor  que 
lo  asalten  por  lo  inseguro  del  edificio ; que 
si  sabía  que  el  paquete  que  llevaba  en  el 
carro  contenía  documentos  y dinero,  pero 
Santizo  lo  ignoraba;  que  los  documentos, 
unos  eran  de  su  pertenencia  y otros  de  la 
Municipalidad;  que  le  suplicó  a Santizo  lo 
acompañara  a Quezaltenango ; que  en  la 
fecha  de  autos  estaba  ebrio  y cuando  toma 
licor  pierde  el  conocimiento,  y se  pone  en 
estado  de  sobreexitación  nerviosa  rayana  de 
locura.  Venancio  Santizo  refiere  que  el  viaje 
en  unión  de  su  compañero  y amigo  Isadoc 
González,  hicieron  hasta  Malacatán  yendo 
dicho  sujeto  ebrio,  y él  (Santizo),  cuidán- 
dolo; que  acompañó  a Isadoc  desde  las  seis 
a.  m.,  del  veintidós  de  septiembre  hasta  la 
fecha  en  que  fueron  detenidos,  habiendo 
hecho  González  los  gastos  en  aquella  oca- 
sión. Obra  en  autos  el  acta  levantada  en  la 
Comandancia  Local  de  Malacatán,  en  que 
constan  las  cantidades  de  dinero  que  les 
fueron  recogidas  a González  Santizo,  así 
como  los  documentos  que  llevaba  este  últi- 
mo sujeto.  El  Inspector  de  Hacienda  don 
Gertrudis  Leonzo  informó  : que  tomando  en 
cuenta  los  novecientos  quetzales  y la  docu- 


mentación recogida  a los  enjuiciados,  re- 
sulta para  González  un  cargo  de  trescientos 
noventa  y un  quetzales.  Ladislao  Monte- 
agudo,  Rafael  Calderón,  Vicente  Alvarez, 
Caralampio  Buenrostro,  Benigno  Quiroa, 
Cayetano  Estrada,  Filadelfo  Luarca,  Her- 
melindo  Castillo,  Luis  Bernard,  Arturo  G. 
Madrid,  Coornel  Ciríaco  Rodas,  Genovevo 
Carmelo  Alvarado  y Rosalío  Lara,  declara- 
ron: los  tres  primeros,  acerca  de  los  buenos 
antecedentes  de  González  Solis,  y los  de- 
más sobre  este  mismo  punto  asegurando, 
también,  que  cuando  dicho  sujeto  ingiere 
licor  pierde  el  control  de  sus  facultades 
intelectuales.  Los  ^Doctores  Domingo  Pa- 
niagua  y Salvador  Pacheco  Marroquín,  in- 
formaron haber  encontrado  en  González, 
toda  la  sistomatologia  de  una  intoxicación 
crónica  de  origen  alcohólico ; que  el  primero 
de  dichos  facultativos,  le  trató  a González 
un  delirinm  tremens  hacía  como  un  año,  en 
Mazatenango;  y el  segundo,  lo  curó  en  la 
finca  “Morazán”,  hacía  ya  varios  años,  una 
demencia  alcohólica;  y que  esta  intoxica- 
ción lo  predispone  a una  panofobia  que  le 
hace  sugestionable  y maleable  en  su  carác- 
ter y que  obre  con  prontitud  irreflexiva, 
refleja  como  consecuencia  de  la  idea  su- 
gerida; y que  González  al  ingerir  alcohol 
pierde  por  completo  el  control  de  sus  fa- 
cultades intelectuales,  de  lo  que  se  han 
dado  cuenta  las  veces  que  le  han  asistido 
en  sus  delirantes  ataques  de  intoxicación 
aguda,  poniéndose  en  esas  condiciones  in- 
consciente de  sus  actos.  Luis  Josué  y Al- 
berto Dávila,  declararon  que  Santizo  es 
hombre  honrado  y pobre.  El  Juez  de  1-  Ins- 
tancia de  Suchitepéquez  dió  fin  a la  causa 
declarando  que,  José  Isadoc  González  Solis, 
es  autor  del  delito  de  malversación  de  cau- 
dales públicos  y José  Venancio  Santizo, 
cómplice  del  mismo  hecho  delictuoso,  por 
lo  que  le  impone  al  primero,  tres  años  de 
prisión  correccional  y dos  tercios  de  ésta 
pena,  al  segundo,  que  con  el  carácter  de 
inconmutable  extinguirán  ambos  en  la  Pe- 
nitenciaría Central,  con  abono  del  tiempo 
padecido;  quedan  suspensos  durante  la 
condena  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos; los  obliga  al  pago  de  las  responsabi- 
lidades civiles  provenientes  del  hecho  de- 
lictuoso, debiendo  González  Solis,  reponer 
el  papel  empleado  en  la  causa,  exonerán- 
dose a Santizo  de  esa  reposición  por  ser 
pobre  en  el  sentido  legal.  La  Sala  Sexta  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  con  fecha  tres  de 
mayo  del  corriente  año,  confirmó  la  reso- 
lución de  1-  Instancia.  Y tanto  el  Juez  como 
la  Sala  omitieron  consignar  en  sus  respec- 
tivos fallos,  la  declaración  a que  se  refiere 
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la  última  fracción  del  articulo  283  del  C. 
P,  P, — José  Isadoc  González,  con  auxilio 
del  Licenciado  Esteban  Calvillo,  y José  Ve- 
nancio Santizo  auxiliado  por  el  Licenciado 
Gustavo  Rodríguez,  introdujeron  contra  és- 
te último  pronunciamiento,  recurso  extra- 
ordinario de  casación,  citando  como  infrin- 
gidos, el  primero  de  los  recurrentes,  los 
artículos  21  inciso  9°  y 77  del  Código  Penal; 
608  del  de  P.  P.;  y el  Decreto  legislativo 
número  1443 ; y el  segundo,  Santizo,  los 
artículos  11,  27,  30,  283  Código  Penal;  259, 
568,  571,  573,  609  y 731  de  Prs.  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  está  probado 
con  el  testimonio  de  Benigno  Quiroa  Obre- 
gón y Eduardo  de  León  que  José  Isadoc 
González,  estuvo  por  la  mañana  del  día  en 
que  acaeció  el  hecho  en  la  Tesorería 
Municipal,  que  es  indudable  que  en 
esa  ocasión  tomó  el  dinero  de  la  caja, 
porque  González  en  su  indagatoria  mani- 
festó entré  otras  cosas,  que  tenía  una 
yaga  idea  de  haber  llegado  a dicha  Oficina 
una  mañana  temprano,  y no  cabe  duda  que 
el  dinero  y documentos  los  sacó  de  la  caja 
de  hierro  que  existe  en  la  mencionada  Teso- 
rería, pues  siempre  ha  tenido  temor  de  ser 
asaltado  en  la  oficina,  o que  le  robaran  los 
fondos  por  lo  inseguro  del  edificio,  esta 
modificación  que  hace  el  enjuiciado  res- 
pecto al  hecho  que  confiesa  no  la  justificó 
en  autos  y conviene  advertir  que  dada  la 
situación  de  la  oficina,  pues  ésta  se  en- 
cuentra en  el  segundo  piso  del  Palacio  Mu- 
nicipal, contigua  a la  Alcaldía,  no  es  creí- 
ble que  a ese  lugar  entraran  a extraer  el 
dinero  personas  extrañas  al  personal  de 
empleados,  además  en  el  acta  levantada  al 
practicarse  el  respectivo  conocimiento  se 
hizo  constar  que  ni  la  caja  de  hierro  ni  las 
puertas  de  la  oficina  tenían  señales  de  vio- 
lencia; a González  y Santizo  se  les  recogió 
el  dinero  y los  documentos  de  la  Tesorería 
que  se  detalla  en  el  proceso  al  ser  cap- 
turados en  Malacatán ; y según  confesión 
del  propio  Santizo  acompañó  a su  amigo 
González,  desde  que  salió  de  su  casa,  en  la 
mañana  del  veintidós  de  septiembre,  hasta 
que  fueron  detenidos  en  Malacatán ; el  pa- 
quete que  llevaba  Santizo  en  la  fecha  ya 
indicada  lo  reconoció  González,  y Quiroa 
Ohregón  afirma  haber  visto  a Santizo  la 
mañana  tantas  veces  mencionada,  llevando 
ese  paquete;  con  el  corte  de  Caja  practica- 
do a raíz  del  suceso  y el  testimonio  de 
Graciela  y María  Teresa  Ovallc,  se  justi- 
ficó la  sustracción  del  dinero;  y por  último 
Santizo  confesó  que  su  alimentación,  hos- 
pedaje y transporte  durante  el  tiempo  que 


acompañó  a González,  fué  costeada  por 
dicho  señor;  y derivando  la  Sala  senten- 
ciadora de  todos  estos  hechos  las  presun- 
ciones humanas  que  le  sirven  para  fundar 
su  fallo,  estando  aquéllos  debidamente  es- 
tablecidos, como  acaba  de  expresarse  y de- 
jando la  ley  la  apreciación  de  dicha  prueba 
a los  juzgadores  en  primera  y segunda  Ins- 
tancia, es  indudable  que  no  pudieron  infrin- 
girse los  artículos  259,  568,  571,  573,  609  y 
731  del  Código  de  Procedimientos  Penales ; 
toda  vez  que  como  ya  se  dijo,  Santizo 
coadyuvó  con  actos  simultáneos  a la  consu- 
mación del  delito,  y dada  la  naturaleza  de 
éste  y la  manera  como  se  ejecutó,  el  grado 
de  responsabilidad  criminal  debe  ser  gra- 
duado con  respecto  al  compañero  de  Gon- 
zález, en  la  forma  que  lo  hizo  el  Tribunal 
sentenciador. 

CONSIDERANDO:  que  la  circunstancia 
9-  del  artículo  21  del  Código  Penal,  carece 
de  aplicación  en  el  presente  caso  y por  con- 
siguiente no  pudo  ser  violada,  toda  vez 
que  los  enjuiciados  no  se  presentaron  es- 
pontáneamente a la  autoridad  a confesar 
su  delito  antes  de  ser  perseguidos  como  cul- 
pables, sino  por  el  contrario,  consta  por 
su  propio  dicho  y el  del  chauffeur  que  los 
condujo,  que  se  ausentaron  del  lugar  del 
hecho,  y está  probado  que  fueron  detenidos 
en  Malacatán,  ya  para  pasar  la  frontera 
mexicana. 

CONSIDERANDO:  que  los  artículos  77 
del  Código  Penal,  608  de  P.  P.  y el  Decreto 
legislativo  Número  1443  no  pudieron  ser 
infringidos,  por  las  razones  que  a continua- 
ción se  expresan : cuando  fué  promulgado 
el  Código  Penal  el  quince  de  febrero  de  mil 
ochocientos  ochenta  y nueve,  contenía  en 
el  Libro  Primero,  Título  Primero,  Párrafo 
Tercero,  artículo  veintiuno,  once  circuns- 
tancias, en  virtud  de  las  cuales  los  Jueces 
podían  atenuar  la  responsabilidad  criminal, 
siempre  que  dichas  circunstancias  apare- 
cieran probadas  en  la  causa.  La  Asamblea 
Legislativa  de  esta  República  (Guatemala), 
con  fecha  primero  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos veintiséis,  emitió  el  Decreto  número 
1443,  que  se  mandó  a publicar  el  seis  del 
propio  mes  y año,  por  medio  del  cual  se 
suprimió  el  inciso  6'’  del  artículo  21  del 
Código  Penal  Común  “relativo  a que  la 
embriaguez  sea  circunstancia  atenuante  de 
la  responsabilidad  criminal".  Suprimida 
como  está,  en  virtud  de  la  disposición  legal 
mencionada  la  atenuante  de  referencia,  los 
Tribunales  ya  no  deben  de  aplicarla;  y en 
consecuencia  es  improcedente  modificar  la 
pena  impuesta  como  lo  pretende  González, 
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tomando  en  cuenta  un  dictamen,  que  en 
cuanto  a su  forma  adolece  del  vicio  de  no 
haber  sido  ratificado  ante  el  Juez  de  la 
causa,  y por  lo  que  respecta  a su  fondo  es 
una  prueba  contraproducente,  pues  la  cir- 
cunstancia que  con  dicho  dictamen  se  trata 
de  establecer  no  se  encuentra  comprendida 
en  la  legislación  que  hoy  está  en  vigor. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia ,con  fundamento  de  lo  estatuido  en 
el  articulo  690  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  declara  improcedente  el  recur- 
so interpuesto  e impone  a José  Isadoc  Gon- 
zález quince  días  de  arresto,  conmutables 
a razón  de  veinticinco  centavos  de  quetzal 
diarios,  y a José  Venancio  Santizo  la  mis- 
ma pena,  pero  conmutable  con  diez  centa- 
vos de  quetzal  por  cada  día.  Notifíquese  y 
con  certificación  de  lo  resuelto  devuélvanse 
los  antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sola- 
zar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar grie- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

“Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y seis  de  junio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la  Sala 
5’  de  la  Corte  de  Apelaciones,  fecha  diez  y 
siete  de  abril  del  año  en  curso,  en  el  pro- 
ceso seguido  contra  José  Natalio  Ucelo  por 
el  delito  de  lesiones  en  la  presona  de  Pe- 
trona  López.  Se  alega  en  el  recurso,  vio- 
lación de  los  artículos  568,  571,  729  y 581 
inciso  8'’  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales, y es  el  caso  de  examinar  las  disposi- 
ciciones  citadas,  previa  una  sintética  expo- 
sición de  los  hechos.  I. — El  veinte  de  sep- 
tiembre del  año  próximo  pasado  a las  tres 
de  la  tarde,  el  Juzgado  de  Paz  de  Jalapa 
recibió  noticia  de  que  Petrona  López  es- 
taba herida  e inmediatamente 'inició  las 
averiguaciones  del  caso.  Resultó  que  el  día 
anterior,  como  a las  siete  de  la  noche,  .se 
encontraba  en  su  casa  de  habitación  ubi- 
cada en  el  cantón  Yerbabuena,  del  muni- 
cipio de  Jalapa,  la  mencionada  López,  con 
sus  hijos  Dionisio  y Catarino,  de  cinco  y un 
años  de  edad,  respectivamente,  cuando  lle- 
gó su  cuñado  Natalio  Ucelo,  con  quien  esa 
tarde  había  estado  disputando  por  cuestio- 
nes de  intereses,  y le  causó  con  una  daga 
varias  lesiones,  las  cuales  le  obligaron  a 


permanecer  en  el  Hospital  bajo  asistencia 
facultativa  por  el  término  de  cuarenta  y 
dos  días;  11. — El  Juzgado  departamental 
de  Jalapa,  en  sentencia  de  veinticinco  de 
febrero  del  corriente  año,  absuelve  de  la 
instancia  al  enjuiciado  por  falta  de  prueba 
plena  y manda  que  sea  puesto  en  inmedia- 
ta libertad,  previa  fianza  por  la  cantidad 
de  cincuenta  quetzales,  fallo  del  cual  se 
alzó  la  parte  acusadora  habiéndosele  otor- 
gado la  apelación  en  ambos  efectos;  III. — 
La  Sala  dió  audiencia  por  su  orden  al  Pro- 
curador y al  Fiscal.  El  primero  evacuó  su 
dictamen  pidiendo  la  confirmatoria  del  fa- 
llo con  la  modificación  de  que  la  absolución 
debía  de  ser  del  cargo  por  no  haber  espe- 
ranza de  mejorar  la  prueba.  La  sentencia 
dice,  está  arreglada  a la  ley,  pues  no  se 
llegó  a establecer  la  culpabilidad  del  reo 
toda  vez  que  no  existen  más  pruebas  que  el 
dicho  de  la  ofendida  y la  declaración  del 
menor  hijo  de  ella  Dionisio  López,  pre- 
sunción que  unida  a las  declaraciones  de 
los  demás  testigos,  sobre  el  disgusto  habi- 
do entre  el  hechor  y víctima,  no  le  parece 
suficiente  para  condenar  al  encausado.  El 
Fiscal  hace  un  estudio  detenido  del  hecho, 
de  las  pruebas  y de  las  disposiciones  le- 
gales sobre  el  particular  y sienta  la  con- 
clusión de  que  Ucelo  es  responsable  del 
delito  y merece  la  pena  de  dos  años  de 
prisión  correccional.  El  Tribunal  de  Se- 
gunda Instancia  dicta  su  sentencia  y,  de 
acuerdo  con  el  dictamen  fiscal,  revoca  la 
resolución  del  Juez,  declara  que  Ucelo  es 
reo  de  lesiones  y le  impone  dos  años  ocho 
meses  de  prisión  correccional,  conmuta- 
bles en  dos  terceras  partes  a diez  centavos 
de  quetzal  diarios,  haciendo  las  demás  de- 
claraciones legales ; IV. — Los  fundamentos 
del  fallo  son  los  que  se  expresan  en  segui- 
da : Primer  Considerando : estima  que  la 
culpabilidad  del  enjuiciado  se  encuentra 
establecida  con  un  cúmulo  de  presunciones 
graves,  precisas  y concordantes,  que  se 
enumeran  así : a)  el  menor  Dionisio  López, 
hijo  de  la  ofendida,  declaró  que  Ucelo  fué 
quien  le  pegó  a su  madre  con  un  machete ; 
b)  la  ofendida  sindicó  a Ucelo  desde  el  pri- 
mer momento  y así  lo  sostuvo  durante  todo 
el  curso  de  la  causa ; cj  el  testigo  Servando 
Ucelo  vió  manchas  de  sangre  en  la  entrada 
de  la  casa,  esa  noche,  lo  cual  está  de  acuer- 
co  con  lo  asegurado  por  la  ofendida  respec- 
to a que  el  crimen  se  cometió  en  su  mora- 
da; d)  Martín  López,  Ambrosio  González, 
Apolinario  Jiménez  y Felipe  Cruz,  del  auxi- 
lio del  Juzgado,  declararon  que  el  día  del 
suceso,  como  a las  cinco  de  la  tarde,  pre- 
senciaron la  acalorada  discusión  que  sos- 
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tuvieron  ofensor  y ofendida  a propósito  de 
una  herencia,  terminando  con  la  amenaza 
del  primero  de  que  no  le  pegaba  sólo  por 
estar  en  presencia  de  los  auxiliares;  e)  Te- 
lésforo  Ucelo  aseguró  que  el  cinco  del  mes 
del  hecho  le  regaló  un  racimo  de  guineos  a 
Ucelo  y éste  se  empeñó  en  afirmar  que  ha- 
bia  sido  el  diez  y nueve  (dia  de  autos),  con 
el  propósito  de  establecer  que  una  mancha 
que  parecía  sangre  que  llevaba  en  la  ropa, 
había  sido  producida  por  el  racimo  de  ia 
fruta;  el  procesado  afirmó  no  haber  vis- 
to en  todo  el  día  19  al  Alcalde  Mar- 
tín López,  sino  hasta  las  diez  de  la  no- 
che en  que  fué  capturado  por  él,  no  obs- 
tante estar  demostrado  que  ante  el  propio 
Alcalde  tuvo  lugar  la  junta  entre  la  López 
y Ucelo  que  terminó  con  la  amenaza  de  que 
se  ha  hecho  mérito ; a ninguna  otra  per- 
sona se  sindicó  de  responsabilidad  a pesar 
de  que  el  hecho  ocurrió  en  un  lugar  tan 
pequeño  en  donde  todos  se  conocen  ■,  h) 
enjtiiciado  tampoco  probó  que  a la  hora  del 
suceso  se  encontrara  en  su  casa  en  com- 
pañía de  Balbina  Aguilar,  como  lo  dijo  en 
su  indagatoria;  e el  informe  desfavorable 
del  Alcalde  de  la  localidad,  relativo  a los  pé- 
simos antecedentes  de  Ucelo.  Segundo  Con- 
siderando : aprecia  las  circunstancias  agra- 
vantes de  alevosía,  abuso  de  superioridad  y 
haberse  ejecutado  el  hecho  con  desprecio  del 
respeto  que  por  su  sexo  merecía  la  ofendida, 
siendo  el  caso  de  aumentar  la  pena  en  una 
tercera  parte,  de  conformidad  con  los  ar- 
tículos 22,  incisos  U,  7'’,  y 18  y artículo  77  del 
Código  Penal.  Tercer  Considerando:  estima 
que  la  pena  aplicable  es  la  que  señala  el  in- 
ciso 4’  del  artículo  304  del  Código  Penal,  por 
haber  producido  a la  ofendida  las  lesiones 
que  le  obligaron  a asistencia  facultativa  por 
más  de  treinta  días. 

CONSIDERANDO:  todos  los  artículos  ci- 
tados en  el  recurso  son  relativos  a la  prue- 
ba : la  delincuencia  del  encausado  la  declara 
el  Tribunal  sentenciador  deduciéndola  de  un 
conjunto  de  circunstancias  que  enlazadas 
unas  con  otras,  producen  la  grave  presunción 
de  su  culpabilidad ; pero  es  el  caso  que  la 
apreciación  en  justicia  del  valor  de  las  pre- 
sunciones humanas  corresponde  hacerla  a 
los  Jueces  de  Instancia,  y la  deducción  que 
hagan  de  hechos  probados  no  puede  dar 
motivo  al  recurso  de  casación,  según  ha  sido 
doctrina  constante  de  esta  Corte,  de  acuer- 
do con  el  artículo  106  del  C.  de  Prs,  Pns. 
Sin  embargo,  entre  las  disposiciones  legales 
citadas  por  el  recurrente  puede  notarse  des- 
de luego  que  el  artículo  581  inciso  8"  de  P 
C.,  que  se  refiere  a la  falta  de  idoneidad 


como  testigos  de  los  que  tengan  interés  di- 
recto o indirecto  en  el  pleito,  no  ha  sido 
violado,  por  la  Sala,  porque,  como  acaba 
de  exponerse,  la  condenatoria  está  fundada 
en  prueba  de  presunciones  y no  en  prueba 
testifical ; y auque  así  hubiera  sido  no  hay 
prueba  alguna  en  el  proceso  que  sea  bas- 
tante para  tachar  a alguno  de  los  deponen- 
tes. Los  artículos  restantes  son  relativos  a 
ía  declaración  de  culpabilidad  que  no  puede 
hacerse  sino  mediante  la  prueba  plena  que 
se  rinde  en  la  causa.  El  Tribunal  sentencia- 
dor estima  que  existe  y esa  apreciación  le 
es  facultativa;  y como  los  hechos  en  que 
se  basa  están  probados,  pues  las  declaracio- 
nes que  se  han  citado  fueron  producidas 
en  la  forma  legal  y dentro  del  procedimien- 
to, lo  mismo  que  las  indagatorias  y careos 
del  reo  y las  declaraciones  de  ia  ofendida; 
y consta  asimismo  la  falta  de  prueba  por 
parte  del  reo,  de  hechos  que  aseguró  Jil  ser 
indagado,  la  improcedencia  del  recurso  es 
manifiesta. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  las  mismas  leyes  cita- 
das y de  lo  dispuesto  en  los  artículos  686  y 
690  de  Procedimientos  Penales,  declara  im- 
procedente el  recurso  interpuesto  y condena 
al  recurrente  a la  pena  adicional  de  veinte 
dias  de  prisión  simple  conmutables  a diez 
centavos  diarios.  Notífiquese  y con  certifi- 
cación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  autos 
a donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sola- 
zar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argne- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

“Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y seis  de  junio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  el 
auto  proferido  por  la  Sala  4’  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  el  cuatro  de  mayo  del  año 
en  curso  y por  el  cual  se  confirmó  el  del 
Juez  2"  de  1’  Instancia  de  Quezaltenango, 
que  dicho  funcionario  dictara  en  la  causa 
instruida  por  el  delito  de  estafa  contra  don 
Ceferino  García  CampolJo,  interventor  y 
depositario  de  los  bienes  de  la  mortual  de 
doña  Vicenta  Barillas.  La  Sala  al  confirmar 
el  auto  dictado  con  motivo  de  la  cuestión 
prejudicial  propuesta  por  García  Campollo, 
expone  sus  consideraciones  y en  el  Por 
Tanto,  que  el  hecho  denunciado  por  don 
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Arturo  García,  apoderado  de  doña  Francis- 
ca Barillas  v.  de  García,  no  constituye  de- 
lito y por  consiguiente  ordena  la  inmediata 
libertad  del  acusado  García  Campollo,  De 
la  causa  que  se  tiene  a la  vista,  resulta : 
que  don  Ceferino  García  fué  nombrado 
depositario  interventor  de  la  muerte  de  do- 
ña Vicenta  Barillas,  por  el  Juez  de  1-  Ins- 
tancia territorial  de  Coatepcque,  de  los  bie- 
nes que  ésta  señora  dejó  a su  fallecimiento, 
con  fecha  veintiuno  de  noviembre  de  mil 
novecientos  veintinueve.  El  juicio  intes- 
tado de  doña  Vicenta  Barillas,  se  siguió 
por  todos  sus  trámites  hasta  declararse  he- 
redera de  los  bienes,  derechos  y acciones 
que  dicha  señora  dejara  a su  tía  doña 
Francisca  Barillas  v.  de  García,  por  ser 
ésta  la  única  pariente  más  próxima.  En 
vista  de  la  declaratoria  de  herederos  hecha 
por  el  Juez,  la  señora  viuda  de  García  por 
medio  de  su  apoderado  don  Arturo  de  igual 
apellido,  reclamó  la  entrega  de  los  bienes 
que  pertenecían  a doña  Vicenta  mandando 
el  Juez  donde  se  abrió  la  sucesión,  que  se 
notificara  al  depositario  interventor  don  Ce- 
ferino  Campollo,  previniéndole  hiciera  for- 
mal entrega  de  acuerdo  con  el  inventario 
que  obra  a folios  48,  49  y 50  o sea  el  acta  de 
entrega  que  levantó  el  Juez  menor  de  Pa- 
japita,  en  virtud  del  despacho  recibido  por 
el  Juez  2"  de  1’  Instancia  de  Quezaltenango 
para  tal  efecto.  Como  el  señor  Campollo  no 
hiciera  entrega  de  todos  los  bienes  que  re- 
cibió, no  obstante  los  requerimientos  judi- 
ciales que  se  le  hicieron  y en  los  cuales  se 
le  señaló  hasta  término ; el  apoderado  de 
la  señora  Barillas  v.  de  García  lo  acusó 
criminalmente  por  el  delito  de  estafa  y al 
ser  indagado  el  señor  García,  negó  el  deli- 
to, diciendo  que  sólo  no  había  entregado 
mil  ochocientos  veintiocho  pesos  de  los  an- 
tiguos Bancos,  pues  quería  que  antes  de 
hacerlo  se  aprobaran  las  cuentas  de  su  ad- 
ministración. La  causa  se  abrió  a prueba 
por  el  término  de  ley,  recibiéndose  durante 
dicho  término  las  declaraciones  de  Aparicio 
Esquível,  F.  Javier  Coronado,  Carlos  Mack 
y Marcos  Hernández,  quienes  declararon 
en  el  sentido  de  que  habían  alquilado  cuar- 
tos a García  Campollo,  pagándole  por  cuen- 
ta del  alquiler,  cien  pesos  cada  uno  men- 
sualmente. Con  fecha  diez  y seis  de  marzo 
del  presente  año,  el  Licenciado  Edmundo 
Vásquez,  como  defensor  de  don  Ceferino 
Campollo  propuso  el  incidente  de  cuestión 
prejudicial,  que  dió  origen  al  recurso  de 
apelación  interpuesto  por  la  parte  acusa- 
dora fundándose  en  que  mientras  no  estu- 


viera resuelto  previamente  el  juicio  de  ren- 
dición de  cuentas  que  había  promovido,  te- 
niendo para  ello  a la  vista  el  intestado  de 
doña  Vicenta  Barillas,  no  cabía  ninguna 
acusación  pues  lo  único  que  había  hecho 
era  no  entregar  lo  que  arbitrariamente  pre- 
tendía la  parte  contraria,  sin  negar  por  ello 
el  depósito  o haberlo  sustraído  deseando 
como  era  natural  entregar  lo  que  le  asig- 
naran los  tribunales  y por  tanto,  mientras 
no  estuviera  resuelto  el  juicio  promovido 
por  él,  la  cuestión  prejudicial  interpuesta 
era  de  justicia  declararla.  El  auto  del  Juez 
2°  de  1’  Instancia  declarando  sin  lugar  la 
cuestión  prejudicial,  lleva  fecha  diez  y siete 
de  abril  del  presente  año,  del  cual  al  cono- 
cer la  Sala  en  virtud  del  recurso  ya  rela- 
cionado, lo  confirmó  con  la  modificación 
de  que  no  existía  delito.  De  esta  última  re- 
solución, el  apoderado  de  don  Ceferino 
Campollo,  don  Emilio  Rivera,  introdujo  el 
presente  recurso  de  casación,  citando  como 
infringidos  los  artículos  siguientes:  1371, 
1372  Prs.  Cvs.;  390  y 408  del  Cód.  Penal;  3, 
4,  6,  516,  614,  726  y 727  Prs.  Pns.;  18,  De- 
creto 1728. 

CONSIDERANDO:  que  de  conformidad 
con  lo  dispuesto  por  el  artículo  135  de  Prs. 
Cvs.,  los  apoderados  para  interponer  el  re- 
curso de  casación  necesitan  cláusula  o po- 
der especial,  y según  aparece  a folio  35  de 
la  causa  el  que  dió  don  Arturo  García  como 
apoderado  general  de  su  señora  madre,  do- 
ña Francisca  Barillas  v.  de  García,  a don 
Emilio  Rivera,  sólo  se  le  concedió  articular 
posiciones,  asistir  a juntas  con  voz  y voto, 
asistir  a pruebas  testimoniales  y repregun- 
tar testigos : renunciar  audiencias  y tras- 
lados y recibir  por  último,  notificaciones; 
en  consecuencia  no  es  el  caso  de  entrar  al 
examen  y análisis  jurídico  de  los  artículos 
que  citaron  como  violados  por  el  recurrente, 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  lo  que  dispone  el 
artículo  690  de  Prs.  Pns.,  declara  improce- 
dente el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  don  Emilio  Rivera,  y le  impone  la  pena 
de  quince  días  de  arresto,  conmutables  a 
razón  de  cincuenta  centavos  de  quetzal  dia- 
rios. Notifíquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M,  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argue- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
doce  de  junio  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  1’  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  veintiséis  de  abril 
del  año  en  curso  en  la  causa  intruida  por  el 
delito  de  lesiones  cometido  por  imprudencia 
temeraria,  contra  Miguel  Angel  Segura 
Aguilar;  en  la  cual  se  confirma  la  que 
dictó  el  Juez  6°  de  V Instancia  de  esta 
ciudad. 

RESULTA:  que  la  causa  empezó  con  el 
parte  que  dió  el  Sargento  de  Policía  Ricar- 
do Rosales,  al  Juez  6°  de  Paz  el  veintiuno  de 
agosto  del  año  pasado,  en  el  que  manifestó: 
que  el  veinte  del  mismo  mes  y año,  Miguel 
Angel  Segura,  que  manejaba  el  automóvil 
número  dos  mil  cuatrocientos  veintitrés  en 
la  Avenida  Simeón  Cañas,  que  corría  a exce- 
siva velocidad  y sobre  su  izquierda,  había 
atropellado  al  agente  de  tráfico,  Mónico 
Flores,  y que  Segura  después  del  hecho 
se  puso  en  precipitada  fuga  dejando  el 
automóvil  abandonado.  Constituido  el  Juez 
6°  en  el  Hospital  General,  recibió  en  la 
forma  correspondiente  la  declaración  de 
Mónico  Flores,  quien  manifestó : que  el' 
dia  del  suceso,  estando  en  la  Avenida  Si- 
meón Cañas  vigilando  el  tráfico,  fué  atro- 
pellado por  un  carro,  sin  fijarse  qué  número 
tenía  ni  quién  lo  manejaba,  pues  de  re- 
pente sintió  un  golpe  en  la  cabeza  que  lo 
hizo  caer  al  suelo  sin  sentido.  El  Coman- 
dante de  Tráfico  informó  al  Juez  de  Ins- 
trucción que  Mónico  Flores  había  sido  atro- 
pellado por  el  carro  dos  mil  cuatrocientos 
veintitrés  que  manejaba  Miguel  Angel 
Segura,  a causa  de  caminar  a una  excesi- 
va velocidad.  El  agente  Ricardo  Argueta, 
dijo  que  el  día  del  hecho  se  encontraba  de 
turno  vigilando  el  tráfico  en  la  Séptima 
Calle  de  Jocotenango  y Avenida  Simeón 
Cañas  y como  a veinte  pasos  se  encontraba 
el  agente  Mónico  Flores ; que  vió  cuando 
el  carro  número  2423,  manejado  por 
Miguel  Angel  Segura  atropelló  al  agente 
al  parecer  de  una  manera  intencional; 
que  Segura  inmediatamente  paró  el  ca- 
rro diciendo  que  el  agente  tenia  la  culpa 
del  hecho  por  haberse  salido  de  la  linea,  y 
que  después  se  puso  en  fuga;  que  en  ese 
momento  llegó  el  Mayor  del  Ejército  Juan 
Layle  y se  prestó  gustoso  a manejar  el  auto- 
móvil que  había  dejado  abandonado  Segura, 
para  conducir  al  herido  al  Hospital;  Daniel 


Mayorga  y Lorenzo  Foncea,  dijeron  haber 
visto  cuando  el  carro  atropelló  a un  agente 
de  policía  y que  según  creían  el  hecho  ha- 
bía sido  puramente  casual  y que  el  agente 
atropellado  estaba  en  la  mitad  de  la  Ave- 
nida, en  la  línea  blanca,  Juan  Layle  dijo 
haber  visto  cuando  el  automóvil  golpeó  al 
agente  de  policía,  que  el  carro  con  que  se 
causó  el  atropello  fué  parado  inmediata- 
mente ; que  el  declarante  se  bajó  del  suyo 
a prestar  auxilio  al  golpeado  y subiéndolo 
en  el  carro  que  dejó  Segura,  cuando  lo  ma- 
nejaba observó  que  el  vidrio  parabrisas  es- 
taba tan  opaco  que  sólo  sacando  la  cabeza 
se  podían  distinguir  los  bultos,  por  lo  que 
creía  que  a esto  fué  debido  el  accidente. 
Indagado  Miguel  Segura,  manifestó : que 
era  cierto  que  él  atropelló  al  agente  Mónico 
Flores,  pero  que  se  debió  a que  dicho  agen- 
te cuando  iba  pasando  el  dicente  abandonó 
su  puesto  y se  hizo  a un  lado  por  lo  que 
a pesar  de  que  puso  los  breques  lo  alcanzó 
con  la  lodera,  golpeándolo ; que  el  agente  al 
levantarse  dijo  que  él  había  tenido  la  culpa 
y que  además  era  imposible  caminar  a gran 
velocidad  por  la  aglomeración  de  gente, 
que  no  conocía  a Flores  y por  consiguiente 
no  tenían  antecedentes  de  enemistad.  Ar- 
turo Gómez,  José  Luis  Rivas  y Juan  I. 
Rodríguez  al  ser  examinados  declararon  de 
conformidad  con  el  interrogatorio  de  folio 
35.  Llenados  los  demás  trámites  del  plena- 
rio,  el  Juez  de  la  causa  con  fecha  ocho  de 
febrero  del  año  en  curso  dictó  sentencia, 
declarando : que  Miguel  Angel  Segura 
Aguilar  era  autor  del  delito  de  lesiones 
causadas  por  imprudencia  temeraria,  por 
lo  que  le  impuso  la  pena  de  un  año  de 
arresto  mayor  conmutable  en  sus  dos  terce- 
ras partes  a razón  de  veinte  centavos  de 
quetzal  por  día,  haciendo  las  demás  decla- 
raciones legales.  El  reo  al  serle  notificada 
la  ejecutoria  de  la  Sala  con  auxilio  del  Li- 
cenciado Lorenzo  Pinetta,  interpuso  el  pre- 
sente recurso  de  casación,  citando  como 
infringidos  los  artículos  siguientes:  U,  3’,  11 
y 434  Código  Penal;  17,  30,  89  y 90  de  la 
Constitución  de  la  República;  175  Ley  Or- 
gánica; 259  y 568  P.  P.  Pedidos  los  ante- 
cedentes y señalado  día  para  la  vista,  es 
el  caso  de  resolver  lo  que  corresponde  en 
derecho. 

CONSIDERANDO:  que  la  imprudencia 
temeraria  significa  falta  de  cautela  y de 
cuidado,  negligencia  o abandono  de  la  vi- 
gilancia y de  la  precaución  que  deben  po- 
nerse en  la  realización  de  un  acto  que  pue- 
da tener  consecuencias  dañosas,  evitables 
con  aquél  cuidado,  de  donde  se  deduce  como 
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una  consecuencia  lógica,  que  siempre  que 
se  ejecute  un  hecho  sin  malicia,  sin  propó- 
sito alguno  de  delinquir  y sólo  con  la  falta 
de  preacución  y de  cuidado  que  exigen  las 
acciones  humanas,  se  cometen  los  delitos  y 
faltas  que  sanciona  el  Código  Penal  por 
imprudencia,  o sea  por  un  hecho  que  aun 
cuando  en  si  y aisladamente  apreciado  no 
sea  punible  es  determinante  de  un  mal,  pues 
jurídicamente,  cuando  se  cometen  los  he- 
chos con  malicia  e intención,  el  delito  es 
doloso,  intencional  y querido;  en  cambio, 
cuando  sólo  hay  voluntariedad  en  la  acción, 
pero  no  en  el  resultado,  el  delito  cometido 
se  denomina  culposo,  o imprudente,  o sim- 
plemente de  culpa  nada  más.  En  una  pala- 
bra, la  imprudencia  temeraria  se  caracteri- 
za por  la  ausencia  de  todo  propósito  crimi- 
nal y una  prudencia  normal  en  evitarlo ; 
también  se  necesita  para  su  existencia,  que 
el  acto  punible  se  haya  ocasionado  al  eje- 
cutar otro  lícito  y permitido  por  la  ley.  Arto, 
434  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  la  Sala  senten- 
ciadora, al  proferir  su  fallo  condenatorio  y 
declarar  responsable  a Miguel  Angel  Segu- 
ra Aguilar  del  daño  causado  al  agente  Mó- 
nico  Flores  (lesiones)  e imponerle  la  pena 
de  un  año  de  arresto  mayor,  no  lo  hizo  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  Párrafo  IV, 
Libro  II,  Título  Vil  del  Código  Penal,  sino 
de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  ai'- 
tículo  434  del  mismo  Código,  toda  vez  que 
la  ley  no  castiga  en  el  caso  que  se  examina, 
propiamente  las  lesiones  ocasionadas,  como 
cree  y alega  el  recurrente  sino  lo  que  san- 
ciona y castiga  en  el  culpable  es  la  no  pre- 
visión del  daño  que  su  obrar  imprudente 
verifica  de  acuerdo  con  el  artículo  citado  y 
ésto  por  no  haber  dado  muerte  a Flores, 
pues  en  tal  caso,  la  pena  sería  de  tres  años 
de  prisión  correccional,  sin  aplicar  para  ello 
ningún  artículo  de  los  que  la  ley  señala 
para  castigar  el  homicidio.  En  tal  virtud, 
el  Tribunal  de  segundo  grado,  no  infringió 
el  artículo  434  del  Código  Penal  por  ser  el 
aplicable  y el  U,  3'^  y 11  de  la  misma  ley, 
por  no  tener  en  lo  absoluto  ninguna  re- 
lación. 

CONSIDERANDO;  que  si  el  recurrente 
hubiera  lanzado  intencionalmente  su  carro 
sobre  la  persona  del  agente  Mónico  Flores, 
como  se  dice  en  el  recurso,  no  habría  enton- 
ces imprudencia,  sino  un  delito  doloso,  pero 
no  existiendo  las  condiciones  o requisitos 
que  integran  este  delito,  la  Sala  calificó 
el  hecho  como  imprudencia,  por  estar  de 
manifiesto  la  falta  de  previsión  indisculpa- 


ble en  su  autor,  al  producir  el  mal  que 
ocasionó,  únicamente  por  no  haber  puesto 
mayor  atención  y diligencia,  toda  vez  que  la 
causa  del  resultado,  fué  llevar  excesiva  ve- 
locidad, como  lo  aseguran  los  testigos  Ar- 
turo Gómez,  José  Luis  Rivas  y Juan  1. 
Rodríguez,  sin  que  de  parte  del  agente  que 
fué  víctima  del  atropello  hubiera  culpa  al- 
guna, como  lo  declararon  Daniel  Mayorga, 
Lorenzo  Foncea  y Ricardo  Argueta.  Por  otra 
parte,  el  imputado  no  probó  que  su  acto  no 
fuera  imprudente,  ni  demostró  que  hubiera 
obrado  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el 
Reglamento  de  Vehículos,  y en  cambio  está 
bien  establecido  que  no  previó  lo  que  pudo 
prever  y debió  evitar,  obrando  para  ello 
con  la  precausión  diligente,  que  es  obliga- 
toria para  todo  aquél  que  ejecuta  un  acto 
del  que  puede  sobrevenir  un  perjuicio.  En 
consecuencia,  existiendo  base  y prueba  su- 
ficiente de  la  culpabilidad  de  Segura  Agui- 
lar, la  Sala  no  violó  las  disposiciones  conte- 
nidas en  los  artículos  259  y 568  de  P.  P.; 
tampoco  infringió  por  no  ser  aplicable  los 
artículos  17,  30,  89  y 90  de  la  Constitución 
de  la  República,  mucho  menos  el  175  de  la 
Ley  Orgánica. 

POR  TANTO  : La  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  las  leyes  cita- 
das y lo  preceptuado  en  los  artículos  690  P. 
P.;  22,  Decreto  1728  y 27  Ley  Orgánica,  des- 
estima por  improcedente  el  recurso  inter- 
puesto, e impone  al  recurrente  la  pena  adi- 
cional de  un  mes  de  prisión  simple  conmu- 
table a razón  de  veinticinco  centavos  de 
quetzal  por  día.  Notifíquese  y con  certifi- 
cación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  an- 
tecedentes a donde  corresponde. — J . M.  Rei- 
na Andrade. — Federico  O.  Solazar. — Carlos 
Castellanos  R. — Alberto  Argneta  S. — José 
Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan  Fernández 
C.,  Secretario. — Corte  Suprema  de  Justicia; 
Guatemala,  veinticuatro  de  junio  de  mil  no- 
vecientos treinta  y tres.  Visto  para  resolver  el 
incidente  de  aclaración  y amisliación  pro- 
puesto por  Miguel  Angel  Segura,  el  trece  del 
mes  en  curso,  de  la  sentencia  que  esta  Corte 
profirió  en  virtud  de  recurso  de  casación. 
Segura  sostiene  que,  la  ampliación  y acla- 
ración procede  por  la  anomalía  de  haberse 
dictado  la  sentencia  el  mismo  día  de  la 
vista  y por  estar  además  concebida  en  tér- 
minos ambiguos  y obscuros  y haberse  omi- 
tido en  ella,  resolver  el  punto  controvertido 
durante  la  secuela  de  la  causa,  es  decir, 
de  que  no  era  responsable  del  delito  impu- 
tado. 
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CONSIDERANDO:  que  en  la  sentencia 
que  esta  Corte  dictó,  el  doce  del  presente 
mes,  se  dijo  con  toda  precisión'y  claridad 
que  Miguel  Angel  Segura  era  responsable 
por  imprudencia  temeraria  del  daño  oca- 
sionado al  agente  Mónico  Flores,  y por 
consiguiente  no  es  el  caso  de  aclarar  o rec- 
tificar su  tenor,  y como  en  ella  tampoco  se 
dejó  de  resolver  al  punto  controvertido,  la 
ampliación  es  improcedente,  articules  647, 
648  y 649  P.  P. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas,  lo 
dictaminado  por  el  Fiscal  de  la  Sala  2^  y lo 
dispuesto  por  el  artículo  650  de  P.  P.  decla- 
ra sin  lugar  el  incidente  de  aclaración  y 
ampliación. — Notifíquese  y devuélvanse  los 
autos,  en  cumplimiento  de  lo  que  está  man- 
dado. 

Reina  Andrade. — Solazar. — Castellanos  R. 
— Argneia  S. — Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
doce  de  junio  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  5’  de  la 
Corte  de  Apelaciones  el  veintisiete  de  abril 
del  año  en  curso ; en  la  cual  se  confirma  la 
proferida  por  el  Juez  de  1-  Instancia  del 
departamento  de  Jalapa  con  la  reforma  de 
que  se  absuelve  del  cargo  que  por  amena- 
zas se  le  formuló  a Laureano  Elias  Gon- 
zález, declaración  que  omitió  el  Juez  sen- 
tenciador en  la  causa  que  por  este  delito  y 
allanamiento  de  morada  se  le  siguió. 

RESULTA : que  el  primero  de  octubre  de 
mil  novecientos  treinta  y uno,  Andrés  Ma- 
rroquín  Cisneros  se  presentó  ante  el  Juez 
de  Paz  de  Jalapa,  diciendo  que  el  veinti- 
nueve de  septiembre  del  mismo  año  como 
a las  dos  de  la  tarde  Laureano  Elias  llegó 
a su  casa  en  estado  de  ebriedad  a citarlo  a 
duelo,  llevando  consigo  una  navaja  de  barba 
y un  palo ; que  como  él  no  aceptara  Elias 
se  retiró,  insultándolo  y amenazándolo  con 
causarle  la  muerte  o herirlo ; que  un  día 
después  como  a las  cinco  y media  volvió  a 
llegar  el  citado  Elias  y como  no  lo  hallara 
en  la  sala,  penetró  hasta  la  cocina  en  donde 
se  encontraba  con  un  machete  desenvai- 
nado y con  intención  de  asesinarlo,  pero  que 
encontrándose  Julián  Carrillo  en  su  com- 


pañía, lo  salvó  desarmando  y sacando  a la 
calle  a su  agresor,  pues  encontrándose  él 
enfermo  de  una  mano  no  podía  defenderse, 
que  Elias  al  penetrar  a su  casa  lo  hizo  sin 
consentimiento  y concluyó  pidiendo  se  le 
castigara  por  los  delitos  de  provocación  a 
duelo,  allanamiento  de  morada,  amenazas 
y asesinato  frustrado.  Citó  como  testigos 
presenciales  de  los  hechos  denunciados  a 
Julián  Carrillo  a Gustavo  Recinos  y acom- 
pañó el  arma  que  Carrillo  quitó  a Gonzá- 
lez. Los  testigos  propuestos  declararon  en 
un  todo  de  acuerdo  con  lo  manifestado  por 
el  quejoso,  en  lo  que  se  refiere  a haber 
penetrado  Laureano  Elias  González  a casa 
de  Marroquín  Cisneros  sin  la  voluntad  de 
éste.  El  veinticinco  de  noviembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y dos  que  fué  indagado 
Laureano  Elias  González,  negó  la  comisión 
del  delito  que  se  le  imputaba,  y propuso  co- 
mo testigos  a Juan  Morales,  Rogelio  Esco- 
bar, con  el  objeto  de  probar  que  en  esa  fe- 
cha se  encontraba  enfermo.  Estos  testigos 
al  ser  examinados  manifestaron  no  poder 
asegurar  si  Laureano  Elias  se  encontraba 
en  su  casa  de  habitación  o nó  el  veintinueve 
y el  treinta  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y uno.  En  el  plenario  el  defen- 
sor del  reo,  propuso  el  examen  de  Ricardo 
Martínez,  Pantaleón  Negro,  Herlindo  Go- 
doy  y Angela  Ordóñez,  quienes  declararon 
de  conformidad  con  el  interrogatorio  de 
folio  52,  pero  no  dieron  razón  de  sus  di- 
chos. Llenados  que  fueron  los  demás  trá- 
mites del  plenario,  el  Juez  de  la  causa  dictó 
sentencia  el  cinco  de  abril  del  año  en  curso, 
declarando : que  Laureano  Elias  González 
era  autor  del  delito  de  allanamiento  de  mo- 
rada, imponiéndole  por  tal  infracción  la 
pena  de  ocho  meses  de  arresto  mayor,  con- 
mutables en  su  totalidad  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  dia,  haciendo  las 
demás  declaraciones  correspondientes  en 
derecho.  El  Fiscal  de  la  Sala,  Licenciado 
Julio  Gómez  Robles  al  ser  notificada  la 
sentencia  proferida  por  el  Tribunal  ya  nom- 
brado, interpuso  el  presente  recurso  de  ca- 
sación, señalando  como  infringidos  los  ar- 
tículos siguientes:  1°,  366  del  Código  Penal; 
568  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  se  comete  el  de- 
lito de  allanamiento  de  morada,  siempre 
que  se  penetre  en  un  domicilio  ajeno  con- 
tra la  voluhtad  de  su  morador  sin  que  sea 
preciso  que  éste  manifieste  expresamente 
oposición,  con  tal  que  conste  en  la  causa 
o se  revele  de  algún  modo  su  falta  de  ase.n- 
timiento  el  cual  no  cabe  suponer  cuando  se 
entra  a amenazar  y a ofender  a los  morado- 
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res  o cuando  la  entrada  es  subrepticia,  o 
fraudulenta  o a altas  horas  de  la  noche, 
o estando  la  puerta  cerrada,  o con  violencia  o 
por  escalamiento,  pues  en  estos  casos  ab- 
surdo seria  buscar  la  aquiescencia  y permiso 
del  dueño,  por  ser  evidente  su  falta  de  con- 
sentimiento y voluntad;  en  consecuencia, 
también  se  comete  el  delito  de  allanamiento 
de  morada  cuando  el  que  penetra  en  domi- 
cilio ajeno  lo  hace  con  la  tácita  involuuta- 
riedad  del  que  la  habita.  En  autos  consta 
por  el  dicho  de  los  testigos  idóneos,  que 
el  procesado  Laureano  Elias  González,  el 
dia  treinta  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y uno,  como  a las  cinco  y media 
de  la  tarde,  penetró  a la  casa  de  Andrés 
Marroquín  sin  su  consentimiento,  amena- 
zándolo y citándolo  para  que  saliera  a pe- 
lear; de  este  hecho  se  infiere,  que  la  entra- 
da fué  contra  la  voluntad  de  Marroquín, 
pues  conociendo  la  intención  de  González, 
es  de  suponerse  que  no  le  hubiera  dado  per- 
miso para  que  entrara  a su  casa. 

POR  TANTO ; habiendo  Elias  realizado 
su  propósito  criminal,  incurrió  en  la  respon- 
sabilidad que  señala  el  articulo  366  del  Có- 
digo Penal,  pues  el  acto  de  entrar  en  mora- 
da ajena,  cuando  no  constituye  circunstan- 
cias cualificativas  de  otro  delito  más  grave, 
reviste  por  sí  sólo  el  carácter  jurídico  de 


allanamiento  de  morada.  En  consecuencia  la 
Sala  5-  de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  lugar 
de  violar  el  artículo  366,  hizo  recta  aplica- 
ción de  su  disposición  legal,  no  habiendo 
infringido  tampoco  el  artículo  1'’  del  mismo 
Código,  el  cual  establece  que  no  son  puni- 
bles las  acciones  u omisiones  que  no  estén 
calificadas  como  delitos  o faltas  y penadas 
por  la  ley  anterior  a su  perpetración. 

CONSIDERANDO:  que  existiendo  plena 
prueba  de  la  comisión  de  un  delito  y que 
el  autor  de  dicha  infracción  es  Laureano 
Elias  González,  el  Tribunal  sentenciador  no 
infringió  el  artículo  568  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales,  al  declararlo  autor  del 
delito  de  allanamiento  e imponerle  la  pena 
que  la  ley  señala, 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, haciendo  aplicación  de  las  leyes  ci- 
tadas y de  lo  que  disponen  los  artículos 
690  Prs.  Pns.  22  Dto.  1728  y 27  Ley  Orgá- 
nica desestima  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto. Notifíquese  y con  certificación 
devuélvanse  los  autos  al  Tribunal  de  su 
origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gueta  S. — José  Serrano  Muñoz,  Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


VOTOS  RAZONADOS  de  los  señores  Magistrados  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  ai  proferir  las  sentencias  que  se  publican 
en  la  presente  edición  de  la  “Gaceta  de  los  Tribunales” 


Voto  razonado  del  Magistrado  Carlos  Cas- 
tellanos R.,  en  el  proceso  instruido  contra 
Vicente  C.  Rodriguez  y Luis  H.  Castillo 
por  el  delito  de  fraude. 


Honorable  Tribunal: 

Con  relación  al  fallo  dictado  en  esta  fecha 
al  resolver  el  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación introducido  por  Vicente  C.  Rodrí- 
guez, contra  la  ejecutoria  de  la  Sala  4-  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  que  le  puso  fin 
al  proceso  que  se  incoó  a dicho  señor  y a 
Luis  H.  Castillo,  por  el  delito  de  fraude, 
tengo  la  pena  de  manifestar  que  no  estoy 
conforme  con  el  criterio  sustentado  por 


mis  ilustrados  compañeros  del  Tribunal  al 
calificar  la  infracción  punible  que  dió  mar- 
gen el  procedimiento  aludido,  aunque  si 
pienso  que  la  Sala  sentenciadora  cometió 
un  error  de  derecho  al  relacionar  el  delito 
con  los  artículos  292  y 407  C.  P.,  siendo  así 
que,  en  realidad,  debió  hacerlo  entre  la 
primera  de  las  disposiciones  legales  men- 
cionadas, y el  inciso  5’  del  artículo  408  C. 
P.,  por  lo  que,  desde  luego,  manifiesto  mi 
acuerdo  con  que  proceda  la  casación  y 
nulidad  de  la  ejecutoria  recurrida,  para  re- 
solver en  derecho  lo  que  corresponda. 

Más,  como  dije  antes,  la  disparidad  de 
criterio  estriba  en  la  calificación  del  delito, 
Mis  distinguidos  colegas,  con  la  tesis  sus- 
tentada le  dan  carta  de  naturaleza  a un 
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delito  nuevo  que  en  manera  alguna  contiene 
nuestro  Código  Penal,  a saber:  El  delito  de 
estafa  cometido  por  funcionario  público. 

En  el  caso  de  que  nos  ocupa,  aparece  de 
manifiesto  el  abuso  cometido  por  los  acu- 
sados, al  apropiarse  el  valor  de  unas  mul- 
tas que.  Rodríguez,  por  razón  del  cargo  de 
Juez  de  Paz  que  desempeñaba  impusiera, 
multas  que,  de  conformidad  con  la  ley  te- 
nían que  ingresar  a la  Tesorería  de  Propios. 

Esta  infracción  legal,  es  indudable  que 
no  hubiera  podido  cometerla,  si  no  es  al 
amparo  del  cargo  que  los  dos  enjuiciados 
desempeñaban.  En  su  carácter  de  simples 
personas  particulares,  tales  individuos  ha- 
brían sido  responsables  como  autores  del 
delito  de  estafa,  infracción  que,  en  nuestro 
Código  Penal  no  admite  calificación  de  nin- 
guna clase,  por  la  calidad  de  las  personas 
delincuentes,  como  se  asienta  en  el  fallo  de 
que  me  ocupo. 

Para  castigar  los  abusos  que  los  funcio- 
narios públicos  puedan  cometer  en  el  ejer- 
cicio de  sus  cargos  y con  ocasión  de  ellos, 
nuestro  Código  Penal  establece  en  el  Tí- 
tulo VI  del  Libro  II,  y con  el  epígrafe  “De 
los  delitos  de  los  empleados  públicos  en  el 
ejercicio  de  sus  cargos”,  todas  las  infrac- 
ciones que  éstos  pudieran  perpetrar,  y en  el 
párrafo  XI  reglamenta  el  delito  de  fraude 
y exacciones  ilegales,  que  en  mi  concepto 
es  la  omisión  de  la  ley  por  la  que  deben 
responder  los  enjuiciados  Rodríguez  y Cas- 
tillo. 

Es  el  artículo  292  C.  P.,  el  que  precisa- 
mente comprende  el  caso  de  los  señores 
Rodríguez  y Castillo ; y si  bien  es  cierto 
que  dicha  ley  nos  remite  a los  delitos  com- 
prendidos en  el  Párrafo  V,  Título  XII,  del 
Libro  II,  también  lo  es  que  lo  hace  única- 
mente para  la  graduación  de  la  pena  corres- 
pondiente a los  infractores,  ya  que  la  dis- 
posición legal  caracterizante  del  delito  de 
fraude  no  comprende  castigo  alguno,  y por 
tal  razón  es  que  éste  debe  de  graduarse 
conforme  a las  reglas  a que  están  sujetos 
los  comprendidos  en  los  artículos  del  407 
al  413  C.  P.;  lo  que  desde  luego  no  implica 
que  el  delito  de  fraude  se  torne  en  ei  de 
estafa  cometido  por  funcionario  público. 

Tales  son  las  razones  en  que  me  apoyo 
para  disentir,  muy  a mi  pesar  del  ilustrado 
criterio  de  mis  dignos  compañeros  de  Tribu- 
nal, a quienes  les  presento  mis  excusas. 

Guatemala,  1°  de  mayo  de  1933. 

Carlos  Castellanos  R, 


Voto  razonado  del  Magistrado  Carlos  Cas- 
tellanos R.,  en  el  concurso  de  acreedores 
del  Doctor  Estrada  Cabrera. 


Honorable  Tribunal : 

Por  no  estar  de  acuerdo  con  el  criterio 
sustentado  en  el  fallo  proferido  en  el  con- 
curso de  acreedores  del  Doctor  Estrada  Ca- 
brera, el  que  si  bien  es  cierto  que  tiene 
fecha  del  veintinueve  del  corriente  mes,  sin 
embargo  se  publicó  después  de  las  ocho  y 
media  de  la  mañana  de  hoy  y,  por  consi- 
guiente si  está  en  tiempo  la  salvedad  de  mi 
voto  que  hice  consignar  antes  de  la  hora  in- 
dicada, me  acojo  al  derecho  que  me  concede 
la  Ley,  Orgánica  y Reglamentaria  del  Poder 
Judicial,  para  consignar  las  razones  en  que 
lo  fundo. 

Pienso  que  el  recurso  de  casación,  por 
quebrantamiento  de  formas  y,  por  violación 
de  Ley  debe  de  ser  desestimado,  por  lo  que 
sigue : 

Los  puntos  en  que  se  basa  el  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  formas, 
son  tres,  a saber:  que  no  obstante  que  el 
diez  y ocho  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y uno  fué  señalado  el  día  de  la  vista 
en  la  Sala  3-  de  la  Corte  de  Apelaciones,  y, 
que,  por  consiguiente,  ese  Tribunal  debió 
dicrtar  resolución  el  veintiuno  del  propio 
mes,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 490  P.  C.,  reformado  por  el  26  del 
Decreto  1747,  no  lo  hizo  así,  sino  más  bien, 
hasta  el  diez  y nue^e  de  marzo  siguiente 
dictó  un  auto  para  mejor  fallar:  que  en  vir- 
tud de  tal  resolución  extemporánea,  ordenó 
que  se  siguiera  un  juicio  de  expertos,  to- 
mándose la  Sala  la  atribución  de  nombrar 
a los  peritos,  quebrantando  con  ello  el  pro- 
cedimiento, tanto  porque  el  derecho  de 
nombrar  a las  personas  que  desempeñaron 
tales  cargos  era  exclusivo  de  las  partes, 
como  porque  la  designación  la  hicieron  re- 
caer en  individuos  carentes  de  título  aca- 
démico de  Tenedor  de  Libros:  y que  admi- 
tió la  adhesión  que  hizo  el  Ministerio  Pú- 
blico a la  apelación  concedida  a los  señores. 
Licenciado  Alejandro  Ch.  Suazo,  Síguere 
Compañía,  y Yaquián,  fuera  del  tiempo  fi- 
jado por  el  artículo  1843  P.  C. 

Como  el  artículo  1869  P.  C.  en  una  forma 
taxativa  fija  los  cinco  casos  únicos  en  que 
se  entiende  quebrantado  el  procedimiento 
sus'tancialmente  para  la  interposición  del 
recurso  de  casación  por  tal  causa,  y ninguno 
de  los  puntos  fundamentales  invocados  se 
encuentran  comprendidos  en  los  señalados 
por  el  citado  artículo,  es  indudable  que  no 
procede  el  recurso  por  quebrantamiento  de 
forma  por  más  que  en  la  2’  Instancia  del 
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asunto  hayan  tratado  los  recurrentes  de 
obtener,  la  nulidad  del  dictamen  pericial 
que  ellos  encontraban  viciado;  tanto  más 
que,  en  el  caso  sub-judice  no  se  trata  de  un 
informe  de  peritos  propuestos  por  las  partes 
como  medio  de  prueba,  sino  de  un  recono- 
cimiento en  las  cuentas  presentadas  por  el 
Sindico  y el  depositario  de  los  bienes  del 
concurso  del  Doctor  Estrada  Cabrera,  y de 
la  liquidación  formulada  por  la  Secretaria 
del  Juzgado  3"  de  1*  Instancia,  que  decretó 
la  Sala  setenciadora,  de  entero  acuerdo  con 
las  facultades  conferidas  por  el  artículo  523 
P.  C.,  en  relación  con  el  204  del  mismo  Có- 
digo, que  faculta  a los  jueces  para  designar 
expertos  con  el  fin  de  esclarecer  las  cuestio- 
nes que  requieran  conocimientos  especiales 
en  algún  arte  o profesión. 

La  oposición  que  hicieron  los  señores 
Síguere  y Compañía,  y Yaquián  para  que  se 
aprobara  el  proyecto  de  liquidación  que  for- 
muló la  Secretaría  del  Juzgado  3’  departa- 
mental el  diez  y nueve  de  diciembre  de  mil 
novecientos  treinta,  está  basada  en  que  ha- 
bía error  de  cálculo  en  lel  monto  de  hono- 
rarios que  se  fijaron  para  el  Síndico  y depo- 
sitario del  concurso  y en  el  de  los  gastos 
de  administración;  y en  que  el  Tribunal  no 
pudo  fijar,  con  fundamento  legal,  el  monto 
de  gastos  administrativos,  porque  la  canti- 
dad consignada  en  el  proyecto  de  liquida- 
ción no  era  líquida;  pues  para  poder  incluir 
en  ella  dicho  monto,  era  indispensable  que 
se  fijara  por  el  Juzgado,  después  de  rendir 
las  cuentas  comprobadas  de  sus  cargos  el 
Síndico  y el  depositario,  expedientes  que 
debían  tramitarse  con  intervención  de  los 
acreedores,  quienes  tenían  el  derecho  de 
enterarse  de  dichas  cuentas  y de  los  com- 
probantes. 

Sin  tomar  para  nada  en  cuenta  tal  oposi- 
ción, el  Juez  que  conocía  del  concurso  dictó 
el  auto  de  veintitrés  de  diciembre  de  ese 
mismo  año,  aprobando  sin  reserva  de  nin- 
guna clase  las  cuentas  rendidas  por  el  depo- 
sitario hasta  lel  treinta  de  noviembre  del  año 
indicado,  y el  aludido  proyecto  de  liquida- 
ción, auto  en  el  que  tampoco  se  admitieron 
las  objeciones  del  Licenciado  Ch.  Suazo, 
consistentes  en  que : no  se  incluyeron  en  la 
liquidación  todos  los  gastos  judiciales  que 
hiciera  con  motivo  de  su  crédito. 

Por  las  razones  indicadas,  los  opositores 
no  se  conformaron  con  la  resolución  e inter- 
pusieron el  recurso  de  alzada,  para  que  el 
tribunal  de  2“  Instancia  declarara  los  puntos 
por  ellos  sostenidos  al  conocer  de  la  sen- 
tencia. 

En  vista  de  la  causa  de  la  oposición  de 
los  señores  Síguere  y Compañía,  y Yaquián 
y por  creerlo  necesario  para  el  esclareci- 


miento completo  del  asunto,  ya  que  se  tilda- 
ba de  errado  el  cálculo  hecho  por  la  Secre- 
taría del  Juzgado  3"  departamental  al  for- 
mular el  proyecto  de  liquidación,  la  Sala 
sentenciadora  dictó  el  auto  para  mejor  fa- 
llar, en  el  que  ordenó  la  glosa  de  las  cuentas 
rendidas  por  el  Síndico  y depositario,  y,  la 
revisión  de  las  operaciones  practicadas  por 
la  Secretaría  del  Tribunal  citado. 

En  consecuencia  de  lo  dicho,  estimo  que 
la  Sala  sentenciadora  no  procedió  en  forma 
festinada  ni  oficiosa  al  decretar  el  auto  para 
mejor  resolver,  de  acuerdo  con  las  faculta- 
des que  para  ello  le  daban  los  artículos  523 
y 15  P.  C,,  ya  que  como  se  dijo,  los  puntos 
que  tenía  que  fallar  eran  las  oposiciones 
que  se  dejan  indicadas,  y por  ende  no  hubo 
violación  de  los  artículos  19  inciso  3'',  874 
P.  C.,  y 184  Decreto  273. 

Bien  es  verdad  que  la  Sala  designó  como 
peritos  a dos  personas  que  carecían  de  título 
académico;  más  también  lo  es,  que  se  vió 
compelida  a ello,  porque  los  distintos  Te- 
nedores de  Libros  titulados  que  nombrara 
antes,  se  fueron  excusando  sucesivamente 
de  desempeñar  el  cargo.  Además,  los  ar- 
tículos 204  y 205  P.  C.,  al  facultar  a los  jue- 
ces para  que  puedan  nombrar  expertos  para 
el  esclarecimiento  de  asuntos  que  requieran 
conocimientos  especiales  en  algún  arte  o 
profesión  también  los  faculta  para  que  elijan 
>' personas  que  tengan  conocimientos  espe- 
ciales en  la  materia  de  que  se  trata,  o titulo 
en  su  caso".  De  suerte  que  en  mi  concepto, 
la  Sala  nombró  a los  peritos  de  entero  a- 
cuerdo  con  las  leyes  que  la  facultaban  para 
ello,  máxime,  que  no  se  probó  en  autos, 
que  los  señores  Guirola  y Marroquín  Rizo 
carecieran  de  esos  conocimientos  especiales. 

El  dictamen  jurado,  acertivo  y conforme 
de  los  expertos  que  nombró  el  Tribunal  sen- 
tenciador para  practicar  las  operaciones  que 
ordenó  en  su  providencia  ilustrativa,  para 
mi  criterio  establece  de  una  manera  clara 
y categórica:  que  la  contabilidad  del  con- 
curso fué  llevada  sin  base  de  inventarios 
legales,  infringiendo  prohibiciones  y asenta- 
tando  algunas  partidas  sin  comprobación : 
que  el  haber  efectivo  del  concurso,  sacado 
del  estudio  de  los  libros  y demás  documen- 
tos, asciende  a la  cantidad  de  setecientos 
cincuenta  y nueve  mil  seiscientos  sesenta  y 
dos  quetzales  y ochenta  y nueve  centavos 
de  la  misma  moneda:  que  de  acuerdo  con 
ese  haber  efectivo  establecido,  correspon- 
dían por  honorarios  al  Síndico,  la  suma  de 
veintidós  mil  seiscientos  treinta  y dos  quet- 
zales veintidós  centavos:  y al  Depositario, 
quince  mil  ciento  cincuenta  y cuatro  quet- 
zales y ochenta  y un  centavos 
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En  esa  virtud,  al  confirmar  la  Sala  sen- 
tenciadora, con  las  reformas  y ampliaciones 
que  se  dejan  consignadas  en  la  resolución 
de  2-  Instancia,  pienso  que  no  infringió  los 
artículos  731,  732,  733,  746,  766,  767,  716, 
1572,  1573,  1574,  1421  inciso  I’  P.  C.,  54 
Decreto  1747,  275,  174,  y 56  Decreto  273 
y 24  C.  C.;  ya  que  en  lo  actuado,  para 
mí  quedó  plenamente  establecido  el  funda- 
mento de  la  oposición  de  los  señores  Sigue- 
re  y Compañía  y Yaquián,  sobre  que  había 
error  de  cálculo  en  el  monto  de  honorarios 
que  se  fijaron  para  el  Sindico  y depositario 
del  concurso  y en  el  de  gastos  de  adminis- 
tración. 

Oposición  que  está  basada  en  la  documen- 
tación que  obraba  en  las  actuaciones  de  1’ 
y de  2’  Instancia,  sin  tomar  en  considera- 
ción la  que  se  presentó  en  este  Tribunal  al 
tramitarse  el  recurso,  y la  cual,  en  mi  con- 
cepto, no  debe  de  apreciarse  para  nada,  por- 
que con  ello,  se  desnaturaliza  el  recurso  ex- 
traordinario de  casación,  convirtiéndolo  en 
una  Instancia. 

Asimismo  pienso  que  el  Tribunal  senten- 
ciador tampoco  infringió  los  artículos  360, 
Dto.  272,  879,  899,  P.  C.  y 1198  C.  de  C.,  ya 
que  la  resolución  por  él  proferida,  para  nada 
modifica  o lesiona  la  sentencia  firme  de 
preferidos,  y que  los  honorarios  del  Síndico 
y depositario  del  concurso  están  calculados 
por  los  expertos  que  nombró  el  Tribunal  de 
alzada,  sobre  las  bases  que  fijó  el  fallo  eje- 
cutoriado a que  se  ha  hecho  alusión,  pero 
de  acuerdo  con  el  haber  liquido  que  halla- 
ron los  mencionados  peritos  al  hacer  la  re- 
visión de  las  cuentas  que  presentaron  tales 
personas;  y que  el  artículo  1198  C.  de  C.,  ya 
citado,  no  tiene  ninguna  aplicación  en  el 
caso  snb-jadice. 

Como  el  articulo  43  del  Código  de  Comer- 
cio, de  una  manera  clara  y terminante  esta- 
blece que  todas  las  disposiciones  contenidas 
en  el  Cápitulo  II  Título  I del  Libro  I,  rela- 
cionados con  la  contabilidad  mercantil,  sean 
aplicables  a los  libros  que  deba  llevar  cual- 
quier establecimiento  o empresa  particular, 
no  obstante  que  no  tengan  calidad  de  comer- 
ciantes, estimo  que  la  Sala  sentenciadora, 
tampoco  pudo  comieiter  violación  de  los  ar- 
tículos 20,  3’,  4',  5’,  35,  36,  37,  52  C.  de  C., 
disposiciones  legales  que  son  atingentes  al 
negocio  comprendido  en  el  fallo  examinado, 
no  así  los  artículos  1252  inciso  3’,  1267  y 
1287  C.  de  C.,  que  no  tiene  ninguna  apli- 
cación en  él  y,  por  consiguiente  no  pudieron 
ser  infringidos. 

El  artículo  2408  C.  C.,  que  sirve  de  base 
a la  oposición  que  presentara  en  la  primera 
Instancia  el  Licenciado  Alejandro  Ch.  Suazo, 
es  claro  y categórico  al  disponer  que  los  gas- 


tos judiciales  hechos  por  un  acreedor  con 
motivo  de  su  crédito  sean  pagados  en  el  lu- 
gar en  que  deba  serlo  dicho  crédito.  Por 
tal  razón,  estimo  que  la  Sala  sentenciadora 
no  pudo  violar  esa  disposición  legal,  ni  los 
artículos  3''  del  Decreto  1327,  879  y 899  P. 
C.  al  resolver  el  punto  concerniente  al  Li- 
cenciado Ch.  Suazo. 

Es  verdad  que  el  Síndico  y depositario  del 
concurso  interpusieron  en  la  Sala  3-  de  Ape- 
laciones el  recurso  ordinario  de  revisión 
contra  la  sentencia  recurrida;  más,  también 
lo  es  que,  tal  fallo  no  tiene  el  carácter  de 
originario  del  Tribunal  de  2’  Instancia,  ya 
que  fué  el  recurso  de  apelación  que  se  les 
concedió  a los  opositores  el  que  le  dió  vida; 
de  donde  deduzco  que,  la  citada  Cámara  de 
justicia  no  pudo  violar  los  artículos  410,  411, 
412  y 413  P.  C.  al  no  darle  curso  y desechar 
la  revisión;  tanto  más  que,  el  depositario 
del  concurso  no  pidió  en  forma  expresa  que 
se  le  oyera  en  justicia  con  respecto  a la 
corrección  disciplinaria  que  se  le  impuso, 
para  que  pudiera  haber  sido  aplicada  la  doc- 
trina contenida  en  el  artículo  412  P.  C. 

Tales  son  las  razones  en  que  fundo  mi 
voto  de  acuerdo  con  el  derecho  que  me  ga- 
rantiza la  Ley  Orgánica  y Reglamentaria 
del  Poder  Judicial,  las  que  consigno  en  cum- 
plimiento de  dicha  Ley. 

Guatemala,  30  de  mayo  de  1933. 

Carlos  Castellanos  R. 

El  voto  anterior  fué  recibido  en  la  Secre- 
taría del  Tribunal  el  31  de  mayo,  a las  ocho 
de  la  mañana. 

Juan  Fernández  C. 

Voto  razonado  del  Magistrado  Carlos  Cas- 
tellanos, en  el  proceso  contra  Miguel  y 
Antonio  María  Aguirre  Fajardo,  por  el 
delito  de  disparo  de  arma  de  fuego. 

Honorable  Tribunal : 

No  estoy  de  acuerdo  con  el  criterio  sus- 
tentado en  el  fallo  proferido  en  esta  fecha 
en  el  proceso  que  se  incoó,  a los  individuos 
Miguel  y Antonio  María  Aguirre  Fajardo, 
por  el  delito  de  disparo  de  arma,  porque 
pienso  que  no  es  esta  la  infracción  punible 
que  aparece  caracterizada  en  los  autos,  sino 
la  de  homicidio  frustrado. 

En  efecto:  consta  en  el  juicio  criminal 
que  tales  individuos  ya  tenían  anteceden- 
tes de  enemistad  con  Francisco  Sánchez  y 
Antonio  Sosa,  con  quienes  al  atardecer  del 
veintitrés  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y dos,  se  hicieron  encuentro  en  un  ca- 
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mino,  yendo  éstos  dos  últimos  sujetos,  mon- 
tados en  sendos  caballos.  Y,  que  al  verlos, 
los  Aguirre  Fajardo,  se  bajaron  de  la  ca- 
rreta en  que  iban  y,  desenfundando  sus 
revólveres  quisieron  pelear  con  ellos,  más 
como  los  ofendidos  no  les  hicieron  caso  y 
optaran  por  salir  huyendo,  los  procesados 
persiguiéronles  obstinadamente  haciéndoles 
disparos  por  detrás  con  sus  armas,  sin  que 
por  fortuna,  para  los  fugitivos,  hicieran 
blanco,  en  sus  personas. 

En  el  fallo  de  que  me  ocupo  se  reconoce 
todo  esto,  cuando  al  historiar  el  asunto  se 
sienta  la  premisa  que  sigue : que  entre  seis  y 
seis  y media  de  la  tarde  'del  dia  mencionado, 
iban  en  ana  carreta  de  bueyes  los  indivi- 
duos Miguel  y Antonio  Aguirre,  cuando' 
pasaron  montados  a caballo,  Francisco  Sán- 
chez y Antonio  Sosa,  al  verlos  pasar  se  ba- 
jaron de  la  carreta  y se  fueron  detrás  de 
ellos  en  su  persecución  haciéndoles  varios 
disparos,  sin  acertarles". 

En  esa  virtud,  pienso  que  no  está  caracteri- 
zado el  delito  de  disparo  de  arma,  o sea 
el  simple  hecho  de  disparar  un  arma  de 
fuego,  contra  cualquiera  persona;  como 
resa  e!  artícuio  359  C.  P.,  sino  el  de  homi- 
cidio frustrado,  toda  vez  que  los  procesados 
persiguieron  a sus  enemigos,  haciéndoles 
disparos  por  detrás.  Se  ve,  pites,  que  ya  no 
se  trata  del  simple  hecho  de  “disparar" 
contra  cualquiera  persona;  porque  el  pro- 
pósito era  el  de  atacar  a sujetos  con  quie- 
nes se  tenían  antecedentes  de  enemistad. 

Al  no  ser  caracterizado  el  delito  de  Dis- 
paro de  Arma,  no  se  puede  tener  como 
preestablecida  tal  omisión  legal,  para  los 
efectos  del  fallo  condenatorio,  por  esa  in- 
fracción de  ley. 


El  artículo  4’  del  Código  Penal,  literal- 
mente dice ; “El  procedimiento  criminal  tie- 
ne por  objeto  la  averiguación  de  un  delito  o 
falta;  el  descubrimiento  y convicción  del 
que  lo  cometió,  y la  imposición,  en  su  caso, 
de  la  pena  merecida. 

En  el  caso  que  se  examina  están  llenadas 
dos  de  las  condiciones  señaladas  por  la  ley 
citada,  pues  el  procedimiento  tuvo  por  ob- 
jeto la  averiguación  de  un  delito,  que  para 
mí  y,  de  acuerdo  con  las  constancias  del 
proceso  es  el  de  Homicidio  Frustrado;  tam- 
bién se  llegó  al  conocimiento  de  que  los 
acusados  fueron  los  autores  de  ese  hecho 
punible;  pero,  no  se  les  impuso  la  pena  me- 
recida por  tal  infracción  de  ley,  sino  la 
correspondiente  al  Disparo  de  Arma,  que 
como  dije  antes  no  está  preestablecido  en 
los  autos. 

En  vista  de  todo  ello,  llego  a la  conclusión 
de  que,  en  este  caso  la  Sala  sentenciadora 
violó  el  artículo  4''  C.  P.  ya  citado,  así  como 
el  568  P.  P.,  y por  ende,  creo  procedente  la 
casación  y nulidad  de  la  ejecutoria  recurri- 
da, para  resolver  en  el  sentido  de  que,  los 
individuos  Aguirre  Fajardo,  son  responsa- 
bles como  autores  del  delito  de  homicidio 
frustrado  e imponerles  la  pena  asignada  a 
ese  hecho  punible. 

En  estos  términos  razono  mi  voto,  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  en  la  Ley  Orgánica 
y Reglamentaria  del  Poder  Judicial. 

Guatemala,  3 de  junio  de  1933. 

Carlos  Castellanos  R. 
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DE  LAS  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 

DURANTE  EL  MES  DE  JULIO  DE  1933 


TRIBUNALES 

RAMO  CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Totales 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

124 

13 

2 

139 

177 

51 

16 

244 

Corte  de  Apelaciones: 

Sala  Primera 

127 

27 

2 

156 

175 

60 

71 

306 

Sala  Segunda 

73 

31 

5 

109 

130 

53 

40 

2« 

Sala  Tercera 

44 

35 

5 

84 

168 

57 

63 

288 

Sala  Cuarta 

91 

31 

5 

127 

207 

51 

41 

299 

Sala  Quinta 

8 

4 

12 

121 

16 

74 

211 

Sala  Sexta 

39 

5 

2 

46 

153 

26 

44 

223 

Juzgados  de  Instancia  Departamentales: 

i9  de  Guatemala 

510 

387 

20 

917 

2°  de  Guatemala 

578 

317 

14 

909 

3?  de  Guatemala 

378 

174 

11 

5^3 

i’,395 

78 

83 

Alta  Verapaz 

82 

105 

I 

18S 

514 

133 

7 

Í'.S4 

Baja  Verapaz 

50 

29 

2 

81 

348 

130 

7 

485 

Chimaltenango 

143 

53 

2 

iqS 

346 

138 

16 

759 

Chiquimula 

218 

104 

I 

323 

876 

138 

24 

1.038 

Escuintla 

46 

51- 

1 

98 

433 

118 

23 

57J 

Huehuetenango 

99 

20 

2 

121 

4('8 

173 

22 

663 

Izaba! 

63 

45 

I 

loq 

396 

74 

8 

478 

Jalapa 

36 

21 

3 

60 

430 

roo 

n 

541 

Jutiapa 

51 

32 

4 

87 

481 

12*9 

29 

839 

i9  de  Quezaltenango 

282 

123 

1 

406 

555 

315 

40 

gio 

29  de  Quezaltenango 

98 

153 

4 

255 

150 

151 

26 

327 

Quiché 

91 

2q 

5 

125 

440 

138 

31 

609 

Retalhuleu 

72 

28 

I 

101 

619 

87 

7 

713 

Sacatepéquez 

64 

55 

3 

122 

341 

59 

8 

408 

San  Marcos 

72 

52 

2 

126 

211 

1&9 

24 

424 

Santa  Rosa 

73 

21 

2 

96 

357 

176 

13 

548 

Sclolá 

34 

46 

I 

81 

591 

130 

13 

734 

Snchitepéqucz 

39 

23 

62 

472 

151 

14 

637 

Totonicapán 

25 

9 

I 

35 

407 

38 

11 

458 

Zacapa 

1C2 

117 

2 

311 

515 

145 

29 

689 

96 

67 

169 

Totales 

3,880 

2,192 

105 

8,177 

13,928 

4,321 

S04 

19,053 

RESUMEN 

DEL  ESTADO  DE  CRIMINALIDAD  DURANTE  EL  MES  DE  JULIO  DE  1933 


CATEGORIA  DE  LOS  DELITOS 

REGIONES 

TOTAL 

Porcentajes 

Centro 

Occidente 

Oriente 

Norte 

Sur 

Contra  la  seguridad  interior  del  Estado 

4 

8 

3 ' 

4 

4 

23 

— 4.00 

De  falsedad 

j 

5 

I 

3 

6 

16 

En  ejercicio  de  cargos  públicos 

2 

7 

7 

4 

2 

22 

-383 

Contra  las  personas 

24 

33 

19 

14 

20 

lio 

— 19.17 

Contra  la  honestidad 

10 

17 

II 

5 

7 

50 

— 8.71 

Contra  la  seguridad  y libertad 

5 

6 

7 

3 

24 

— 4.18 

Contra  la  propiedad 

45 

40 

14 

10 

14 

123 

— 21.43 

Contra  la  Hacienda  Pública 

18 

118 

17 

19 

13 

185 

II 

— 1.92 

Sumas 

117 

239 

83 

62 

73 

574 

— 100.00 

Porcentajes 

20.38 

41.84 

14.48 

io.8q 

12.71 

100% 

Departamento  de  Estadística  Judiciai,:  Guatemala,  11  de  agosto  de  1933. 


M.  PACHECO  RAMIREZ, 

Oücial  Mayor. 
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CUADRO  ESTADISTICO 


DE  LAS  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 

DURANTE  EL  MES  DE  AGOSTO  DE  1933 


TRIBUNALES 

RAMO  CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Totales 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

105 

9 

2 

116 

1S7 

44 

9 

240 

Corte  de  Apelaciones: 

Sala  Primera 

no 

23 

8 

141 

166 

63 

76 

Sala  Segunda 

72 

38 

9 

119 

128 

42 

42 

212 

166 

Sala  Cuarta 

§4 

26 

5 

115 

206 

47 

38 

291 

Sala  Quinta 

14 

4 

I 

19 

149 

39 

94 

282 

Sala  Sexta 

53 

10 

4 

67 

192 

54 

47 

293 

Juzgados  de  Instancia  Departamentales: 

de  Guatemala 

7S8 

453 

28 

1, 269 

2?  de  Guatemala 

615 

277 

18 

910 

3?  d¿  Guatemala 

429 

129 

15 

573 

1,689 

S62 

1.4ÓS 

Alta  Verapaz 

68 

104 

2 

174 

132 

18 

6^ 

Baja  Verapaz 

66 

35 

I 

102 

402 

135 

II 

6o3 

Chimalteuango 

144 

65 

3 

212 

880 

175 

16 

1,071 

Chiquimula 

164 

13 

3 

180 

525 

145 

32 

702 

Escuintla 

58 

23 

2 

83 

470 

55 

33 

558 

Huehuetenango 

111 

26 

2 

139 

553 

164 

32 

749 

Izabal 

72 

52 

2 

126 

444 

95 

14 

553 

Jalapa 

47 

59 

2 

108 

479 

93 

16 

588 

Jutiapa 

59 

27 

I 

87 

187 

659 

23 

S69 

1?  de  Quezaltenango 

103 

108 

2 

213 

437 

475 

32 

944 

2?  de  Quezaltenango 

202 

76 

7 

2S5 

170 

155 

31 

356 

Quiché 

102 

38 

3 

143 

447 

86 

25 

55S 

Retalhuleu 

69 

42 

I 

112 

554 

78 

11 

843 

Sacatepéquez 

75 

62 

I 

138 

425 

66 

8 

499 

San  Marcos 

lOI 

48 

I 

150 

304 

124 

30 

45S 

Santa  Rosa 

65 

32 

I 

98 

439 

117 

16 

572 

Sololá 

43 

48 

I 

92 

4S7 

»55 

20 

062 

Suchitepéquez 

43 

24 

3 

70 

445 

1Ó7 

t6 

628 

Totonícapán 

31 

20 

5t 

602 

48 

10 

660 

Zacapa 

132 

64 

I 

197 

707 

247 

21 

975 

97 

65 

6 

ibS 

Totales 

4.172 

2,011 

129 

6,312 

14,786 

4,953 

S65 

20,604 

RESUMEN 

DEL  ESTADO  DE  CRIMINALIDAD  DURANTE  'EL  MES  DE  AGOSTO  DE  1933 


CATEGORIA  DE  LOS  DELITOS 

REGIONES 

TOTAL 

Porcentajes 

Centro 

Occidente 

Oriente 

Norte 

Sur 

Contra  la  seguridad  interior  del  Estado 

6 

2 

2 

1 

11 

— 2.53 

De  falsedad ” 

1 

6 

7 

5 

I 

20 

— 4.60 

6 

8 

6 

Contra  las  personas 

13 

16 

38 

12 

II 

90 

— 20.68 

Contra  la  honestidad 

4 

13 

9 

4 

4 

34 

— 7.82 

Contra  la  seguridad  y libertad 

3 

1 

2 

6 

— 1.38 

Contra  la  propiedad 

30 

23 

27 

6 

8 

94 

— 21.61 

Contra  la  Hacienda  Pública 

25 

86 

21 

19 

151 

— 34.71 

— 0.69 

Sumas 

bS 

152 

113 

56 

26 

435 

— 100.00 

Porcentajes 

20.23 

34.94 

25-98 

12.87 

5-98 

100% 

Departamento  de  Estadística  Judicial:  Guatemala,  16  de  septiembre  de  1933. 


M.  PACHECO  RAMIREZ, 

Oficial  Mayor. 
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CUADRO  ESTADISTICO 

DE  LAS  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  lOSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 
DURANTE  EL  MES  DE  SEPTIEMBRE  DE  1933 


TRIBUNALES 

RAMO  CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Totales 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

- Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

78 

11 

6 

95 

173 

5.5 

12 

240 

Corte  de  Apelaciones: 

Sala  Primera 

106 

38 

3 

147 

117 

67 

64 

248 

Sala  Segunda 

48 

45 

5 

98 

111 

38 

48 

197 

Sala  "lerccra 

72 

16 

4 

92 

146 

49 

49 

244 

Sala  Quinta 

8 

S 

I 

‘7 

103 

14 

104 

221 

Sala  Sexta 

66 

11 

I 

78 

179 

34 

43 

256 

Jazffados  de  Instancia  Departamentales: 

de  Guatemala n.« 

504 

325 

25 

854 

2?  de  Guatemala 

603 

267 

20 

8^ 

3?  de  Guatemala 

425 

i6í 

10 

1,686 

Aniatitlún 

36 

14 

3 

53 

388 

60 

9 

457 

Alta  V’erapaz 

46 

97 

I 

144 

419 

128 

7 

554 

Baja  Verapasc 

61 

32 

2 

95 

330 

96 

:6 

442 

Chimaltenango 

131 

46 

6 

183 

714 

1&6 

22 

922 

Chiqiiinmla 

170 

34 

2 

206 

574 

216 

45 

835 

Hscuintla 

60 

33 

3 

96 

384 

57 

19 

460 

Huehuetenango 

104 

25 

I 

130 

385 

120 

22 

537 

Izabal 

39 

II 

I 

51 

431 

53 

3 

3«7 

Jalapa 

33 

19 

I 

53 

439 

67 

13 

519 

Jutiapa 

326 

50 

I 

377 

815 

235 

21 

1,071 

Petén 

30 

15 

3 

48 

340 

30 

2 

372 

2V  de  Quczaltenango 

14S 

56 

4 

208 

121 

92 

29 

242 

Quiché 

94 

26 

3 

123 

388 

loo 

37 

525 

Ketalhuleu 

62 

31 

3 

96 

575 

70 

6 

651 

Sacatepéquez 

54 

47 

. lOI 

327 

60 

13 

400 

San  Marcos 

82 

3» 

2 

115 

152 

129 

22 

303 

Santa  Rosa 

34 

23 

2 

59 

310 

144 

23 

477 

Sololá 

26 

54 

I 

81 

383 

120 

9 

5»2 

Suchitepéquez 

45 

30 

X 

76 

3Í7 

156 

20 

503 

Zacapa 

90 

27 

I 

118 

634 

133 

16 

783 

Auditoria  de  Guerra  Departamental 

85 

79 

6 

170 

Totales... 

3.794 

1,720 

116 

5.830 

13.905 

3.949 

847 

18,701 

RESUMEN 

DEL  ESTADO  DE  CRIMINALIDAD  DURANTE  EL  MES  DE  SEPTIEMBRE  DE  1933 


CATEGORIA  PE  LOS  DELITOS 


Contra  la  seguridad  interior  del  Estado 

De  falsedad 

En  eiercicio  de  cargos  públicos 

Contra  las  personas 

Contra  la  honestidad 

Contra  el  honor 

Contra  la  seguridad  5’  libertad 

Contra  la  propiedad 

Contra  la  Hacienda  Pública 

Delitos  militares 

Sumas 

Porcentajes 


4 

43 

17 


29.46 


REGIONES 


Occidente  Oriente 


13-89 


5 

13 


12.46 


Porcentajes 


17 

— 4.81 

10 

— 2.83 

8 

— 2.27 

72 

— 20.40 

35 

- 9-91 

2 

— 0.57 

19 

— 5-38 

86 

— 24.36 

103 

— 29.19 

I 

— 0 28 

Departamento  de  Estadística  Judicial:  Guatemala,  14- de  octubre  de  1933. 


M.  PACHECO  RAMIREZ, 

Ofícial  Mayor. 


ESTADO  DE  CRIMINALIDAD  DURANTE  EL  MES  DE  JULIO  DE  1933 
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CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
cinco  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Se  examina  en  casación  la  sentencia  de  la 
Sala  3’  de  la  Corte  de  Apelaciones,  dictada 
el  veintitrés  de  mayo  del  año  en  curso,  en  el 
juicio  ordinario  seguido  por  don  Florentin 
Arévalo  contra  don  Manuel  Melgar  Molina. 

I 

Antecedentes 

El  diez  y ocho  de  mayo  de  mil  novecien- 
tos treinta,  en  el  pueblo  de  Taxisco  y ante 
el  Notario  don  Francisco  Fonseca,  los  se- 
ñores Melgar  Molina  y Arévalo  celebraron 
el  siguiente  contrato  de  promesa  de  venta; 
el  primero,  dueño  de  la  finca  "La  Beata”, 
ubicada  en  el  mismo  municipio,  con  un  área 
de  tres  caballerias  y doce  manzanas,  e ins- 
crita a su  nombre  en  el  Primer  Registro  de 
la  Propiedad  Inmueble,  bajo  el  número  878, 
folio  92,  libro  46  de  Santa  Rosa,  la  prome- 
tió en  venta  al  segundo  por  el  precio  de  500,- 
000  pesos  de  la  antigua  emisión,  que  debe- 
ría pagarse  asi:  210,000  pesos  el  propio  dia 
al  firmarse  el  contrato  de  promesa,  40,000 
pesos  en  el  término  de  tres  meses,  y el  res- 
to de  250,000  pesos  en  el  plazo  de  un  año, 
prorrogable  a voluntad  de  ambas  partes.  El 
promitente  se  reservó  el  derecho  de  repas- 
tar en  esos  terrenos  hasta  cien  novillos  cada 
año,  durante  tres  años  y,  además,  para  te- 
ner en  la  misma  finca,  hasta  treinta  reses 
de  crianza  durante  la  vida  del  señor  Aréva- 


lo. La  escritura  traslativa  de  dominio  se 
baria  al  verificarse  el  último  pago.  En  el 
inesperado  caso,  dice  el  contrato,  de  que  al- 
guno de  los  contratantes  no  quisiere  llevar  a 
término  este  negocio  se  imponen  mutua- 
mente una  multa  de  cincuenta  mil  pesos  bi- 
lletes del  uno  en  favor  del  otro.  El  señor 
Arévalo  aceptó  la  promesa  de  venta  y los 
compromisos  contraidos,  habiendo  declara- 
do, por  último,  que  desde  esa  fecha  toma- 
ba posesión  de  la  finca  y que,  en  caso  de 
no  pagar  al  año  los  250,000  pesos,  se  obli- 
gaba a reconocer  intereses  al  seis  por  cien- 
to anual. 

II 

Acción  Judicial 

El  quince  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y dos  se  presentó  al  Juez  de  Prime- 
ra Instancia  de  Santa  Rosa  el  señor  Luis 
Corado,  apoderado  de  don  Florentin  Aré- 
valo, con  auxilio  del  Abogado  don  Guiller- 
mo Fernández,  entablando  demanda  com- 
prensiva de  los  puntos  siguientes : 

1°  Que  siendo  potestativo  de  las  partes 
rescindir  el  contrato,  su  poderdante  lo  de- 
claraba rescindido ; 

2°  Que  su  mandante  se  obligaba  a pagar 
la  multa  estipulada  de  $50,000  billetes ; 

3''  Que  habiendo  entregado  al  señor  Mo- 
lina, por  cuenta  del  negocio,  la  suma  de 
$250,000,  más  $10,000  por  intereses,  la  mul- 
ta deberla  deducirse  de  estas  cantidades, 
debiendo  Molina  devolver  el  saldo  con  los 
intereses  respectivos  hasta  el  efectivo  pago; 

4“  Que  deberla  condenarse  en  costas  en 
caso  de  que  el  demandado  se  empeñara  en 
sostener  el  juicio. 


366 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


El  señor  Molina  Melgar  contestó  la  de- 
manda, auxiliado  por  el  Abogado  don  Hum- 
berto Robles,  e interpuso  la  excepción  de 
prescripción  estimando  que  la  acción  para 
pedir  la  rescisión  del  contrato  solamente 
dura  un  año,  contado  desde  que  el  contrato 
se  celebró,  conforme  al  artículo  350,  Decre- 
to 272.  Los  puntos  siguientes  : 

U La  acción  intentada  ha  prescrito ; 

2°  En  caso  contrario  es  improcedente  por 
ser  contraria  a la  ley,  pues  falta  su  consen- 
timiento para  el  efecto ; y, 

3°  Debe  condenarse  en  costas  al  deman- 
dante. 

El  Juez  dictó  sentencia  el  quince  de  di- 
ciembre del  mismo  año  pasado  y declaró 
absuelto  de  la  demanda  a Molina  Melgar 
por  ser  improcedente  la  acción  intentada,  re- 
solución que  funda  en  que  siendo  la  pro- 
mesa de  venta  un  contrato  bilateral  consen- 
sual, la  obligación  recae  sobre  ambos  con- 
tratantes y basta  para  para  su  perfecciona- 
miento su  simple  consentimiento,  quedan- 
do, por  consiguiente,  limitada  la  facultad  de 
cada  contratante  porque  los  contratos  pro- 
ducen derechos  y obligaciones  reciprocas, 
y para  rescindirlos  se  requiere  la  voluntad 
de  ambos  o la  concurrencia  de  alguna  de 
las  partes  que  enumera  el  Código  Civil,  por 
lo  cual,  no  resultando  de  los  autos  el  con- 
sentimiento de  Molina  Melgar  para  rescin- 
dir, ni  concurriendo  ninguna  de  las  causa- 
les de  rescisión,  ni  siendo  la  cláusula  penal 
causa  de  rescisión,  la  acción  intentada  la 
estima  improcedente,  considerando  innece- 
sario entrar  al  examen  de  los  demás  puntos 
discutidos. 

III 

Apelación 

Apeló  el  actor  y concedida  la  apelación 
en  ambos  efectos,  se  apersonó  en  segunda 
instancia  el  Licenciado  don  Abel  Paredes, 
con  poder  especial  del  señor  Arévalo,  y en 
su  oportunidad  presentó  su  alegato  de  ex- 
presión de  agravios,  que  en  resumen  contie- 
ne los  puntos  siguientes : Lamenta  que  el 
Juez  no  haya  hecho  un  estudio  más  amplio 
de  las  diferentes  cuestiones  propuestas,  y 
sobre  todo  que  no  haya  tratado  la  excep- 
ción de  prescripción ; manifiesta  que  la  de- 
manda no  objeta  la  validez  de  la  escritura 
de  promesa  de  venta  ni  pretende  establecer 
que  no  sea  bilateral  y consensual,  no  el  con- 
trato, dice,  como  expresa  el  Juez,  sino  las 
obligaciones  contenidas  en  la  promesa  para 
celebrar  el  contrato  de  compraventa  en  los 
términos  que  se  fijaron  en  la  propia  escri- 


tura, ni  que  no  haya  quedado  perfecta  por 
el  simple  consentimiento,  pero  de  esto  no  se 
deduce  que  los  otorgantes  tengan  alguna  li- 
mitación en  sus  derechos,  como  dice  la  sen- 
tencia. El  haberse  establecido  la  cosa  y 
precio  y forma  como  se  verificaria  el  pago, 
no  son  bastantes  para  cambiar  la  naturale- 
za de  la  obligación,  convirtiéndola  de  simple 
promesa  de  venta,  en  venta  real  y verdade- 
ra, pues  a este  respecto  dice  el  articulo  1503 
del  Código  Civil  que  para  que  la  promesa 
sea  obligatoria  debe  hacerse  conforme  a las 
ritualidades  que  el  Código  fija  para  la  ven- 
ta, pero  aún  así  no  es  venta  ni  transfiere  el 
dominio,  ni  el  riesgo  o provecho  al  compra- 
dor. Cita  el  artículo  1505,  del  Código  Ci- 
vil, que  establece  que  si  en  la  promesa  recí- 
proca de  compraventa  se  acordó  alternati- 
vamente o cumplir  el  convenio  o pagar  una 
multa  determinada  en  su  cantidad,  pagada 
ésta  cesa  la  obligación  de  cumplir  lo  prome- 
tido ; que  el  acuerdo  alternativo  no  puede 
ponerse  en  duda,  pues  la  redacción  grama- 
tical de  la  cláusula  penal  lo  está  diciendo. 
Menciona  el  artículo  1474,  correlativo  del 
anterior,  que,  refiriéndose  a los  contratos 
con  cláusula  penal,  dice ; "En  caso  de  in- 
ejecución, está  al  arbitrio  del  acreedor  pedir 
el  cumplimiento  del  contrato  o la  aplicación 
de  la  pena;  pero  no  una  y otra,  a no  ser 
que  se  hubiese  estipulado  la  pena  por  el 
simple  retardo".  En  cuanto  a la  prescrip- 
ción de  la  acción  de  rescisión  alega  que  el 
artículo  350  del  Decreto  Número  272,  no 
puede  referirse  a los  contratos  en  general, 
sino  solamente  a los  contratos  verificados 
en  fraude  de  acreedores;  cita,  en  su  apo- 
yo, el  informe  de  la  Comisión  Codificadora 
y la  opinión  del  Doctor  Cruz  en  sus  Insti- 
tuciones y concluye  asentando  que  no  ha- 
biendo en  el  tratado  de  venta,  ni  en  nin- 
gún otro,  disposición  legal  común  a todos 
los  casos  de  rescisión,  debe  acudirse  a las 
reglas  generales  establecidas  por  la  misma 
ley  para  la  prescripción  de  derechos  y accio- 
nes, o sean  cinco  años  entre  presentes  y 
diez  entre  ausentes,  con  cuya  conclusión  es- 
tá de  acuerdo  el  jurisconsulto  Salazar  y Cár- 
denas en  sus  breves  comentarios  al  articu- 
lado del  Código  Civil  cuando  dice ; "Es  in- 
dudable que  la  acción  (para  pedir  la  resci- 
sión) dura  todo  el  tiempo  que  establece  pa- 
ra la  prescripción  el  artículo  657  del  Código 
Civil”.  Por  consiguiente,  cree  que  el  ar- 
tículo 350,  del  Decreto  Número  272,  es  in- 
aplicable al  caso  y ajeno  al  contrato  de  pro- 
mesa de  venta.  Pide,  por  tanto  que  se 
revoque  la  sentencia  y se  declare  que  con 
el  pago  de  la  multa  que  ofrece  su  poder- 
dante queda  extinguida  su  obligación. 
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El  Abogado  de  la  parte  demandada  contes- 
tó el  alegato  de  expresión  de  agravios  insis- 
tiendo en  sus  dos  puntos  de  vista ; no  puede 
haber  rescisión  por  estar  prescrito  el  dere- 
cho del  que  lo  solicita,  pero  si  no  estuviere 
prescrito  tampoco  sería  procedente  tal  res- 
cisión porque  se  necesita  el  consentimien- 
to del  otro  contratante. 

La  Sala  dictó  sentencia  el  veintitrés  de 
mayo  del  año  en  curso  y considera : que  el 
hecho  de  haber  sido  presentada  demanda 
sobre  rescisión,  después  de  transcurrido  un 
año  de  celebrado  el  contrato,  es  indiferente 
para  los  efectos  del  artículo  350,  Decreto 
272,  porque'  las  simples  promesas,  si  son 
condicionales,  no  pueden  regirse  por  las 
mismas  disposiciones  de  los  contratos  ab- 
solutos y perfectos,  porque  su  realización  y 
subsistencia  no  quedan  definitivamente  es- 
tablecidos, mucho  menos  si,  como  ocurre  en 
el  caso  de  examen,  se  deja  en  libertad  a los 
contratantes  para  cumplir  lo  estipulado  o 
pagar  la  multa  convenida ; que  en  el  contra- 
to no  se  designó  categóricamente  el  tiempo 
durante  el  cual  debía  verificarse  la  venta 
por  lo  que  debe  entenderse  fijado  el  plazo 
de  tres  años  para  que  pueda  pedirse  el 
cumplimiento  de  la  promesa  o su  invalida- 
ción en  virtud  de  la  cláusula  que  faculta  a 
cualquiera  de  los  dos  contratantes  para  no 
llevarla  a término  mediante  el  pago  de  la 
multa  convenida  como  sanción  penal.  Por 
lo  expuesto,  revoca  la  sentencia  y declara : 

1“  Rescindido  el  contrato ; 

2°  Improcedente  la  excepción  de  pres- 
cripción ; 

3'’  Que  Arévalo  ha  incurrido  en  la  sanción 
estipulada  en  el  mismo,  relativa  al  pago  de 
la  multa; 

4°  Que  Molina  debe  devolver  las  cantida- 
des que  recibió  a cuenta  del  precio,  pre-via 
deducción  de  la  multa;  y, 

5°  Que  no  hay  condenación  en  costas. 

IV 

Casación 

El  señor  Molina  Melgar,  interpuso  el  re- 
curso extraordinario  de  casación,  con  la  fir- 
ma del  Abogado  don  Humberto  Robles,  por 
estimar  violadas  las  disposiciones  legales  si- 
guientes; 1401,  1425,  1427,  1481,  1503,  1506, 
1507,  1508,  1618,  2359,  2245,  del  Código  Ci- 
vil; 242  y 350,  del  Decreto  Número  272.  Sos- 
tiene en  el  recurso  que  el  acuerdo  pactado 
en  la  promesa  de  venta  no  fué  alternativo  y 
de  allí  que,  vencido  el  término  legal,  podía 
obligar  a Arévalo  al  cumplimiento  de  lo  con- 
venido, por  mucho  que  se  hubiera  consigna- 


do una  cláusula  que  bien  examinada  es  con- 
traria a la  ley,  desde  el  momento  que  ésta 
exige  el  consentimiento  mutuo  de  las  partes 
para  que  el  contrato  pueda  rescindirse,  pun- 
to sobre  el  cual  se  funda  la  demanda,  a la 
cual  se  opuso  en  el  debido  tiempo,  por  lo 
que  procede  tenerla  por  no  puesta.  Además, 
hay  que  tomar  en  cuenta  que  ya  tenía  reci- 
bida la  mitad  del  precio  de  la  venta,  de  ma- 
nera que  el  vendedor  es  el  llamado  a elegir 
la  rescisión  o el  cumplimiento  del  contrato. 
Si  la  voluntad  de  las  partes  es  la  suprema 
ley  en  los  contratos,  tal  voluntad  no  puede 
ser  caprichosa  y arbitraria  hasta  el  extre- 
mo de  perjudicar  los  intereses  de  otro,  como 
le  sucede  a él,  pues  Arévalo  ha  estado  en 
posesión  de  la  finca,  usando  y disponiendo 
de  ella  a su  antojo  desde  el  día  en  que  se 
celebró  el  repetido  convenio. 

La  vista  fué  señalada  para  el  día  veinti- 
dós de  julio  último  y en  esa  fecha  las  partes 
presentaron  sus  respectivos  alegatos  que 
contienen  el  desarrollo  de  los  mismos  pun- 
tos alegados  anteriormente,  por  lo  que  se 
omite  su  relación. 

El  Magistrado  Licenciado  Serrano  Muñoz 
se  excusó  de  conocer,  por  tener  amistad  ín- 
tima con  el  Licenciado  don  Abel  Paredes, 
Abogado  de  una  de  las  partes ; y tramitada 
la  excusa,  quedó  integrado  el  Tribunal  con 
el  Presidente  de  la  Sala  1’  de  Apelaciones, 
Licenciado  Ortiz  Sánchez,  circunstancia  que 
motivó  nuevo  señalamiento  de  día  para  la 
vista,  habiéndose  verificado  el  veinticuatro 
del  corriente  y siendo  llegado  el  momento 
de  resolver. 

V 

Consideraciones  de  derecho 

V 

Acción  rescisoria 

El  actor,  señor  Arévalo,  ejercitando  la  fa- 
cultad que  le  otorga  el  contrato,  optó  por 
no  llevar  adelante  la  compra  del  inmueble 
y pagar  la  suma  convenida,  pero,  para  el 
efecto,  demandó  la  rescisión  del  mismo  con- 
trato en  que  se  fundaba  para  ofrecer  el 
cumplimiento  de  su  obligación  de  pagar  los 
cincuenta  mil  pesos  billetes.  Ahora  bien,  las 
obligaciones  estipuladas  en  el  mencionado 
convenio  de  promesa  deben  extinguirse  así : 
verificándose  la  venta,  o pagándose  la  in- 
demnización ; y de  cualquiéra  de  estos  dos 
modos  termina  el  contrato ; por  lo  que,  pe- 
dir el  cumplimiento  del  mismo  (ofreciendo 
el  pago)  y solicitar,  al  mismo  tiempo,  su  in- 
validación (por  medio  de  la  rescisión)  es  evi- 
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dentemente  contradictorio.  Si  fuere  el  caso 
de  rescindir  el  contrato  perfecto  de  prome- 
sa de  venta  que  las  partes  celebraron,  queda- 
rla invalidado  y no  podría  producir  ningún 
efecto  jurídico;  pero  como  no  hay  motivo 
alguno  para  declarar  la  rescisión  y,  las  par- 
tes, en  vez  de  quererla,  desean  el  cumpli- 
miento de  lo  convenido,  puesto  que  el  ac- 
tor se  presenta  a pagar  la  indemnización  y 
el  demandado  por  su  parte  está  dispuesto  a 
cumplir  la  venta,  es  indudable  que  la  tal 
rescisión  es  a todas  luces  improcedente  y 
así  debe  declararse,  razones  por  las  cuales 
la  declaración  que  al  respecto  hace  la  Sala 
en  el  fallo  que  se  examina,  contraviene  a la 
voluntad  de  las  partes  que  es  la  suprema 
ley  en  los  contratos  y viola,  por  consiguien- 
te, los  artículos  1425,  1426  y 1427,  del  Có- 
digo Civil,  citados  en  el  recurso,  por  lo  que 
procede  casar  la  sentencia  a fin  de  enmen- 
dar el  error  de  derecho  en  que  se  ha  incu- 
rrido. 

La  facultad  de  pagar  la  cantidad  indem- 
nizatoria  que  tiene  Arévalo  para  no  llevar 
adelante  el  negocio,  es  clarísima  y esa  mis- 
ma facultad,  ejercitada  por  él  mismo,  hace 
imposible  jurídicamente  la  acción  de  resci- 
sión, por  lo  cual  debe  declararse  sin  lugar 
el  punto  primero  de  la  demanda  y dese- 
charse también  la  excepción  de  prescrip- 
ción, interpuesta,  puesto  que  no  siendo  pre- 
cedente aquélla,  tampoco  puede  tener  ésta 
eficacia  alguna. 

2> 

Naturaleza  de  la  obligación 

Se  manifiesta  una  completa  indecisión  en 
cuanto  al  carácter  que  tiene  la  cláusula  del 
contrato  de  promesa  de  venta  que  ha  dado 
origen  a esta  controversia.  Se  ha  venido  sos- 
teniendo en  los  alegatos  de  las  partes  de 
que  Se  trata  de  una  obligación  alternativa  y 
también  se  le  califica  de  obligación  con  cláu- 
sula penal,  criterio  erróneo  de  que  han  par- 
ticipado los  Tribunales  sentenciadores. 

Las  obligaciones  alternativas  son  distin- 
tas de  las  que  tienen  cláusula  penal;  en 
aquéllas,  las  dos  obligaciones  del  contrato 
son  principales  y depende  de  la  voluntad  de 
una  de  las  partes  prestar  cualquiera  de  ellas, 
sin  que  pueda  saberse  hasta  el  momento  de 
la  prestación  cuál  de  las  dos  va  a ser  cum- 
plida. 

En  las  obligaciones  con  cláusula  penal 
hay  una  obligación  principal  objeto  del  con- 
trato y una  accesoria  que  debe  prestarse  en 
defecto  de  aquélla.  El  deudor  en  este  caso 
no  puede  pagar  la  pena  para  eximirse  de 
la  obligación  principal  sino  que  es  derecho 


que  compete  al  acreedor  el  de  exigir  el  cum- 
plimiento de  dicha  obligación  principal  y, 
subsidiariamente,  el  cumplimiento  de  la  obli- 
gación accesoria,  todo  lo  cual  está  sujeto  a 
prueba. 

En  el  caso  sub  judice,  se  pactó  que  Moli- 
na prometía  vender  a Arévalo  su  finca  "La 
Beata”,  pero  se  agregó : “si  alguno  de  los 
contratantes  no  quisiere  llevar  a término 
este  negocio  se  imponen  mutuamente  una 
multa  de  cincuenta  mil  pesos  billetes  del 
uno  en  favor  del  otro”.  La  obligación,  como 
se  ve,  no  es  alternativa,  aplicando  aquellos 
principios,  porque  no  hay  dos  hechos  prin- 
cipales que,  indistintamente,  sean  objeto  del 
contrato,  pero  tampoco  es  con  cláusula  pe- 
nal, no  obstante  que  hay  una  obligación 
principal  y otra  accesoria,  puesto  que  esta 
última  puede  ser  cumplida  ad  libitum  por 
el  deudor,  y esto  desvirtúa  la  naturaleza  de 
la  cláusula  penal  de  la  obligación.  “Hay, 
en  el  caso,  una  prestación  principal  que  es 
el  verdadero  objeto  de  la  obligación  y una 
accesoria  que,  a voluntad  del  deudor,  puede 
realizarse  en  lugar  de  la  principal",  facul- 
tad que  los  contratantes  se  otorgaron  recí- 
procamente y que  caracteriza  la  obligación 
como  facultativa,  que  es  la  naturaleza  que 
jurídicamente  tiene  y debe  sostenerse. 

Esta  conclusión  es  favorable  al  deman- 
dante, porque  si  la  obligación  fuera  con  cláu- 
sula penal,  el  pago  de  los  cincuenta  mil  pe- 
sos que  ha  pretendido  en  su  demanda  se- 
ría inadmisible  puesto  que  no  está  facultado 
el  deudor  en  esta  clase  de  obligaciones  para 
elegir  la  pena  en  vez  de  la  obligación  prin- 
cipal; pero  como  es  facultativa,  debe  aceptar- 
se dicha  cantidad  en  lugar  de  llevar  adelante 
la  compraventa,  pues  tal  es  la  consecuencia 
de  esa  clase  de  obligaciones  a la  cual  se  su- 
jetaron las  partes  y su  voluntad  es  la  su- 
prema ley  en  los  contratos,  siendo  por  tanto 
obligatoria  esa  aceptación  por  la  parte  de- 
mandada. Artículos  1425  y 1426  del  Códi- 
go Civil, 

Procedente  es  por  tales  razones  el  punto 
segundo  de  la  parte  petitoria  de  la  demanda. 

3" 

Naturaleza  del  contrato 

El  actor  ha  sostenido  que  el  contrato  es 
de  promesa  de  venta;  el  demandado  alega 
el  carácter  de  compraventa  efectiva. 

El  contrato  de  compraventa  trasfiere  de 
una  vez  al  comprador  la  propiedad  de  la  cosa 
que  se  vende,  dándole  una  acción  real  so- 
bre ésta;  en  cambio,  quien  promete  vender 
no  trasfiere  esa  propiedad  hasta  que  se  rea- 
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liza  la  promesa  y,  mientras  tanto,  el  acree- 
dor no  adquiere  derecho  real  sobre  la  cosa 
sino  acción  personal  contra  el  promitente. 

De  la  simple  lectura  del  contrato  se  dedu- 
ce que  el  propietario  solamente  prometió 
vender,  quedándole  el  derecho  de  no  hacer- 
lo mediante  el  pago  de  una  cantidad;  Aré- 
valo,  a su  vez,  se  obligó  a comprar,  pero 
quedando  también  facultado  para  no  rea- 
lizar la  compra  mediante  el  pago  de  la  mis- 
ma cantidad  indemnizatoria.  No  cabe  duda, 
por  consiguiente,  que  se  trata  de  un  conve- 
nio de  promesa  de  venta  y no  de  una  venta 
efectiva. 

El  demandante  se  ha  fundado  en  el  ca- 
rácter de  promesa  que  tiene  su  contrato, 
para  pedir  la  rescisión,  como  si  se  tratara 
de  compraventa  realizada,  pues  para  desha- 
cer ésta  sí  es  necesario  la  rescisión  volun- 
taria o por  causa  legal,  pero,  para  el  caso 
que  se  examina,  el  actor  debe  cumplir  lo 
pactado,  por  no  haber  motivo  para  la  res- 
cisión, y,  efecto  de  ese  cumplimiento,  es  el 
pago  de  la  suma  convenida. 

El  demandado  ha  alegado  que  el  contra- 
to es  contrario  a la  ley;  del  examen  de  su 
contenido  no  resulta  punto  alguno  que  con- 
travenga algiin  precepto  positivo,  ni  que 
ofenda  a la  moral,  a las  buenas  costumbres 
o al  orden  público,  que  son  las  únicas  limi- 
taciones que  tiene  la  libre  contratación;  ni 
se  ha  señalado  de  qué  manera  se  opone  a 
esos  principios;  luego,  el  referido  convenio 
debe  ser  obligatorio  para  ambas  partes. 

En  tal  virtud,  en  cumplimiento  de  los 
artículos  1425  y 1426,  es  el  caso  de  declarar 
procedente  el  pago  de  la  suma  de  cincuenta 
mil  pesos  billetes,  como  lo  solicita  el  actor 
en  el  punto  tercero  de  su  demanda;  y por 
la  misma  razón,  obligar  al  promitente  a de- 
volver la  parte  del  precio  que  recibió. 

4” 

Cosías 

La  declaración  del  pago  de  costas  es  po- 
testativo de  los  Tribunales  y debe  condenar- 
se a ellas  siempre  que  haya  prueba  de  que 
la  demanda  ha  sido  maliciosa  o temeraria; 
pero  no  siendo  éste  el  caso,  cada  parte  debe 
soportar  los  gastos  judiciales  que  se  hu- 
bieran causado,  de  conformidad  con  lo  que 
dispone  el  artículo  125  del  Decreto  273. 

VI 

Resolución 

Por  las  razones  expuestas,  con  apoyo  en 
los  artículos  1868,  1873,  inciso  1’,  1889  de 
Procedimientos  Civiles ; 2359, 1444, 1448, 1450 


y 1505  del  Código  Civil,  el  Tribunal  Supre- 
mo resuelve  casar  la  sentencia  recurrida  y 
declarar  los  siguientes  puntos ; 

1’ — Inadmisible  la  rescisión  del  contrato 
de  promesa  de  venta  y,  como  consecuencia, 
improcedente  la  excepción  de  prescripción 
interpuesta. 

2’ — Procedente  el  pago  de  la  suma  de  cin- 
cuenta mil  pesos  billetes  que  ofrece  el  de- 
mandante para  no  llevar  adelante  la  con- 
pra  de  la  finca  “La  Beata”. 

3° — Que  de  la  suma  de  doscientos  sesen- 
ta mil  pesos  billetes  que  ha  recibido  el  se- 
ñor Molina  debe  descontar  la  cantidad  a 
que  se  refiere  el  punto  anterior  y devolver 
a Arévalo,  dentro  de  tercero  día,  el  saldo  de 
doscientos  diez  mil  pesos  billetes,  con  los 
intereses  del  seis  por  ciento  anual  desde  la 
interposición  de  la  demanda  hasta  el  efec- 
tivo pago. 

4'’ — Que  las  costas  son  a cargo  de  ambas 
partes, 

Notifíquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arguc- 
ia S. — Ric.  Ortiz  Sánchez. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 

* # ^ 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
dos  de  octubre  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres. 

Vistas  la  aclaración  y ampliación  propues- 
tas por  don  Manuel  Cifuentes  R.,  en  repre- 
sentación de  don  Manuel  Molina  Melgar. 

I 

Esta  Corte,  en  sentencia  de  cinco  del  co- 
rriente resolvió  : 

1”  Inadmisible  la  rescisión  del  contrato 
de  promesa  de  venta  celebrado  entre  los  se- 
ñores Florentín  Arévalo  y Manuel  Molina 
Melgar  e improcedente  la  excepción  de  pres- 
cripción interpuesta ; 

2°  Procedente  el  pago  de  cincuenta  mil  pe- 
sos ofrecido  por  el  demandante  para  no  lle- 
var adelante  la  compra  de  la  finca  "La 
Beata"; 

3“  Que  de  la  suma  de  $260,000  billetes  que 
ha  recibido  el  señor  Molina  debe  descon- 
tarse, a su  favor,  los  $50,000  a que  se  refie- 
re el  punto  anterior  y devolver  el  resto  a 
Arévalo,  dentro  de  tercero  día,  con  los  inte- 
reses del  seis  por  ciento  anual,  desde  la  in- 
terposición de  la  demanda  hasta  el  efectivo 
pago;  y. 
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4''  Que  las  costas  son  a cargo  de  ambas 
partes. 

Para  resolver  con  esa  separación  se  tuvo 
presente  la  parte  petitoria  de  la  demanda 
que  literalmente  dice : 

"1'’ — Que  siendo  potestativo  de  las  partes 
rescindir  ese  contrato,  mi  poderdante  lo  res- 
cinde ; 2"  Que  mi  poderdante  se  obliga  a 
pagar  al  señor  Molina  la  cantidad  de  cin- 
cuenta mil  pesos  moneda  corriente  de  los 
antiguos  bancos,  como  multa  por  la  resci- 
sión, de  conformidad  con  las  estipulaciones 
del  convenio ; 3"  Que  habiendo  entregado 
mi  poderdante  al  señor  Molina  por  cuenta 
de  ese  negocio  la  cantidad  de  doscientos 
cincuenta  mil  pesos  moneda  corriente,  más 
diez  mil  pesos  por  intereses,  la  multa  de  cin- 
cuenta mil  pesos  de  la  indicada  mone- 
da, deberá  deducirse  de  esa  cantidad,  de- 
biendo el  señor  Molina  devolver  a mi  po- 
derdante el  resto,  o sean  doscientos  diez 
mil  pesos,  más  los  intereses  legales  sobre  esa 
cantidad  hasta  el  pago  efectivo;  y,  4"  La  de- 
claración procedente  respecto  a las  costas 
del  juicio  si  el  demandado  se  empeña  en  sos- 
tenerlo.” 

El  articulante  alega  que  Arévalo  entabló 
demanda  de  rescisión  para  que  se  declara- 
ran cuatro  puntos  concretos  como  conse- 
cuencia inmediata  de  aquélla  y que  el  Tribu- 
nal rompiendo  el  encadenamiento  legal  de 
la  demanda,  declara  sin  lugar  la  rescisión, 
pero  condena  a Melgar  en  los  demás  pun- 
tos ; lo  que  resulta  sarcástico  para  su  clien- 
te, pues  bien  vistas  las  cosas,  es  un  gana- 
pierde que  lo  deja  peor  que  la  sentencia  re- 
currida y coloca  al  demandante  en  una  si- 
tuación que  ni  habia  soñado  ni  menos  pe- 
dido. Agrega  que  la  Corte  se  ha  producido 
en  términos  contradictorios  y obscuros  que, 
en  obsequio  a la  ley  y a la  gramática  y a la 
lógica,  debe  aclararse,  aunque  para  ello  ten- 
ga que  sacrificarse  algo  de  ese  amor  pro- 
pio que  domina  en  espíritus  reacios  a reco- 
nocer errores...  (sic). 

Manifiesta,  asimismo,  que  se  dejó  de  re- 
solver el  punto  referente  a la  devolución  del 
depósito  constituido  y por  tal  motivo  proce- 
de la  ampliación  del  fallo. 

Pide,  en  definitiva,  que  se  declare  que  la 
sentencia  es  contradictoria,  obscura  y am- 
bigua, por  las  razones  expuestas;  que  debe 
aclararse  en  sentido  de  que  es  nula;  y ab- 
solverse, como  consecuencia  de  la  inadmi- 
sibilidad de  la  rescisión  del  contrato,  a la 
parte  demandada.  El  memorial  está  auxi- 
liado por  el  Abogado  don  Alejandro  Ch. 
Suazo, 


Oída  la  otra  parte,  contestó  la  audiencia 
alegando  la  improcedencia  de  la  admisión 
de  las  articulaciones  interpuestas  por  en- 
contrarse éstas  suprimidas  en  el  procedi- 
miento que  señala  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial;  pide  que  se  rechacen  por  tal 
motivo,  pero  en  caso  de  no  ser  así,  que  se 
declaren  improcedentes  por  no  estar  com- 
prendidos en  ninguno  de  los  casos  que  enu- 
mera la  ley. 

II 

El  Tribunal  estima  que  la  aclaración  y 
ampliación  no  han  sido  suprimidas  en  las 
nuevas  leyes,  pues  el  artículo  III  de  los  Pre- 
ceptos Fundamentales  de  la  Ley  Constitu- 
tiva, que  el  señor  Licenciado  Paredes  cita 
en  su  apoyo,  dice  textualmente : “Las  le- 
yes sólo  se  derogan  por  otras  leyes  posterio- 
res, ya  por  declaración  expresa  de  las  mis- 
mas, ya  por  incompatibilidad  de  las  dispo- 
siciones nuevas  con  las  procedentes  o ya 
porque  la  nueva  ley  regula  enteramente  la 
materia  considerada  por  la  ley  anterior”. 

Como  la  Ley  Constitutiva  no  trata  en  las 
disposiciones  generales  relativas  a las  sen- 
tencias lo  que  se  refiere  a aclaración  y am- 
pliación, no  cabe  duda  que  está  en  vigor  lo 
dispuesto  en  el  Código  de  Procedimientos 
Civiles  sobre  esta  materia,  toda  vez  que  la 
nueva  ley  no  la  regula  y debe  regir  aquel  có- 
digo en  iodo  lo  que  no  esté  legislado  nue- 
vamente. 

III 

La  Corte,  al  casar  la  sentencia  recurrida 
por  haber  encontrado  violación  de  ley  ex- 
presa, estaba  obligada  a pronunciar  otra 
arreglada  a derecho,  siendo  éste  el  efecto  de 
haber  lugar  al  recurso  de  casación.  Artícu- 
lo 1873,  inciso Procedimientos  Civiles. 

La  nueva  sentencia  debía  contener,  con  la 
debida  separación,  el  pronunciamiento  co- 
rrespondiente a cada  uno  de  los  puntos  li- 
tigiosos y condenar  o absolver  de  modo  ter- 
minante, con  decisiones  expresas,  positivas 
y precisas.  Artículo  874,  Procedimientos 
Civiles  y 184,  Decreto  273. 

Así  se  hizo,  considerando  cada  uno  de  los 
puntos  de  derecho,  dando  las  razones  y fun- 
damentos legales  que  se  estimaron  proce- 
dentes y citando  las  leyes  y doctrinas  apli- 
cables ; por  último,  en  la  parte  resolutiva, 
decidió  sobre  cada  uno  de  los  puntos  conte- 
nidos en  la  demanda,  con  claridad  y preci- 
sión ; de  manera  terminante  se  declaró  im- 
procedente la  rescisión ; procedente  el  pago 
pfrecido ; procedente  la  devolución  del  pre- 
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cío  adelantado;  y sin  lugar  el  pago  de  cos- 
tas. No  hay  nada,  por  consiguiente,  que 
tenga  que  aclararse. 

IV 

Pero  aun  suponiendo  que  la  aclaración 
fuera  procedente,  nunca  podría  resolverse 
nulificando  la  sentencia  dictada,  como  lo 
pide  el  Abogado  que  auxUía,  porque  esto  es 
absurdo  y extraña  que  la  petición  se  haya 
hecho  en  ese  sentido  por  una  persona  no 
profana  en  derecho. 

V 

En  cuanto  a la  ampliación,  la  ley  termi- 
nantemente manda  que  se  devuelva  el  de- 
pósito constituido  cuando  la  Corte  declare 
la  casación  del  fallo.  De  suerte  que  aún 
cuando  no  se  diga,  en  la  parte  resolutiva  de 
la  sentencia,  la  devolución  debe  verificarse, 
pues  es  punto  decidido  y declarado  por  la 
ley;  y por  otra  parte,  no  es  caso  de  amplia- 
ción porque  no  está  enumerado  en  el  artícu- 
lo 186  del  Decreto  Número  273. 

VI 

Por  último,  la  manera  tan  poco  respetuo- 
sa con  que  se  presentó  el  articulante,  hasta 
el  extremo  de  formular  conjeturas  infunda- 
das y gratuitas,  obliga  al  Tribunal  a impo- 
ner al  Abogado  que  es  el  responsable  del 
fondo  y de  la  forma  del  escrito,  la  sanción 
que  para  tales  casos  prescribe  el  artículo 
204  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 

VII 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, declara : improcedente  los  recursos  de 
aclaración  y ampliación  propuestos  con  fun- 
damento en  los  artículos  881  y 883,  Proce- 
dimientos Civiles;  185  y 186,  Decreto  Nú- 
mero 273,  condena  en  costas  a la  parte  que 
los  interpuso  y al  Abogado  don  Alejandro 
Ch.  Suazo,  a una  multa  de  quince  quetza- 
les a favor  de  los  Fondos  de  Justicia,  y man- 
da que  sean  repuestas,  por  quien  correspon- 
de, estas  dos  hojas  de  papel  de  acuerdo  con 
lo  dispuesto  en  el  artículo  26  del  Decreto 
Número  1747, 

Notifíquese,  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

Reina  Andrade. — Solazar. — Castellanos  R. 
— Argueta  S.  — Ortiz  Sánchez,  ^ Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario, 


CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
veintiuno  de  septiembre  de  mU  novecientos 
treinta  y tres. 

Se  examina,  en  casación,  la  sentencia  de 
la  Sala  3’  de  la  Corte  de  Apelaciones,  de 
siete  de  julio  último  en  el  juicio  ordinario 
seguido  por  Adela  Letona  Mollinedo  contra 
Adela  Marroquin  Gámez, 

I 

La  demanda  se  presentó  el  veinte  de  ma- 
yo de  mil  novecientos  treinta  y dos  al  Juz- 
gado 3''  de  1-  Instancia  de  este  departamen- 
to, para  obtener  la  declaración  judicial  de 
que  la  expresada  Marroquin  Gámez,  madre 
de  los  menores  Justo  Félix  y Concepción 
Stela,  procreados  con  Justo  Letona,  herma- 
no de  la  actora,  había  perdido  la  patria  po- 
testad por  la  causal  comprendida  en  el  in- 
ciso 3“  del  artículo  303  del  Decreto  Número 
921.  En  otrosí  de  la  demanda  se  pide  que 
se  designe  a la  propia  demandante  como  tu- 
triz dativa  de  dichos  menores,  quienes  debe- 
rían permanecer  a su  lado  durante  la  tra- 
mitación del  juicio. 

II 

Don  Pedro  Posadas  Ordóñez,  con  poder 
de  la  señora  Marroquin  Gámez,  contestó 
la  demanda,  oponiendo  las  excepciones  de 
defecto  legal  en  la  forma  de  proponerla  y la 
de  la  falta  de  personalidad  en  la  actora,  las 
cuales  fueron  declaradas  sin  lugar,  en  su 
oportunidad. 

III 

El  juicio  se  abrió  a prueba  por  treinta  días 
y durante  dicho  término  se  rindieron  como 
tales,  las  siguientes; 

a)  Declaraciones  uniformes  de  los  testi- 
gos Ernesto  Valentín  Mejía,  Francisca  He- 
rrera y Ester  Rojas,  sobre  los  puntos  siguien- 
tes : 1",  que  Justo  Letona  procreó,  con  Ade- 
la Marroquin,  dos  niños  llamados  Concep- 
ción Stela  y Justo  Félix;  2-,  que  esos  niños 
han  estado  en  poder  de  Adela  Letona,  her- 
mana de  Justo,  quien  los  ha  tratado  con  los 
cuidados  de  una  buena  madre ; 3- , que  la 
Marroquin  vende  billetes  de  la  Lotería;  4°, 
que  esta  señora  nunca  ve  a sus  hijos  ni  pre- 
gunta ni  se  interesa  por  ellos  y por  lo  tanto 
creen  que  los  niños  estarían  muy  mal  en 
su  poder,  por'  las  malas  condiciones  en  que 
vive,  el  poco  cariño  que  les  tiene  y el  des- 
cuido de  su  persona.  Además,  Ester  Rojas 
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aseguró  que  la  expresada  Marroquín  tiene 
fama  de  ser  mujer  de  mala  conducta  y ami- 
ga del  licor;  y Francisca  Herrera  también 
ha  oido  decir  que  es  de  mala  conducta  y le 
consta  que,  cuando  tenia  a sus  hijos,  los 
mandaba  a traer  aguardiente; 

b)  Inspección  ocular  de  las  casas  que  res- 
pectivamente habitan  demandante  y deman- 
dada : la  primera,  con  toda  amplitud  y co- 
modidad, y la  segunda,  una  barraca  peque- 
ña, insalubre  y sin  agua; 

c)  Posiciones  absueltas  por  la  señora  Ma- 
rroquin  a solicitud  de  la  señora  Letona,  en 
que  declara  lo  siguiente : que  los  niños  es- 
tuvieron siempre  a su  cuidado  hasta  el  vein- 
tinueve de  febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y dos  que  pasaron  a poder  de  la  deman- 
dante, por  haber  muerto  Justo  Félix  Leto- 
na, padre  de  los  menores;  que  si  les  tiene 
cariño  porque  son  sus  hijos;  que  el  abando- 
no que  hizo  de  ellos  no  fué  voluntario  sino 
que  Letona  la  obligó,  revólver  en  mano,  a 
firmar  la  escritura,  sin  recordar  la  fecha; 
reconoció  su  firma,  pero  negó  el  contenido 
de  un  documento  privado  de  treinta  de  abril 
de  mil  novecientos  treinta  y dos,  en  que  hace 
constar  que  sus  hijos  seguirían  en  poder 
de  doña  Adela  Letona,  renunciando  a todo 
derecho  que  pudiera  tener  para  el  cobro  de 
pensiones ; 

d ) Escritura  otorgada  el  diez  y nueve  de 
julio  de  mil  novecientos  treinta,  ante  el  No- 
tario don  Encarnación  Mazariegos,  por  la 
cual,  don  Justo  Félix,  reconoce  a sus  dos 
hijos  procreados  con  Adela  Marroquín  y 
ésta  renuncia  su  derecho  de  patria  potes- 
tad en  el  caso  que  el  padre  quisiera  reco- 
gerlos ; 

e)  Escritura  de  veintinueve  de  enero  de 
mil  novecentos  treinta  y dos,  autorizada  por 
el  Notario  don  Valentín  Alvarez  Pérez,  en 
que  Adela  Marroquín  declara,  literalmente ; 
"Que  ha  tenido  que  abandonar  a sus  dos 
expresados  hijos  y que  si  el  señor  Letona  no 
los  recoge,  como  es  deseo  de  la  compare- 
ciente, los  volvería  de  nuevo  a abandonar"; 
y el  señor  Letona  manifiesta  que  tuvo  que 
recoger  a sus  hijos  y que  si  por  parte  pa- 
terna adquirieran  algunos  bienes,  la  madre 
no  tendría  derecho  a enajenar  ni  a adminis- 
trar éstos, 

IV 

El  Juez  dictó  sentencia  el  seis  de  abril  de 
mil  novecientos  treinta  y tres,  conteniendo 
la  parte  resolutiva  los  puntos  siguientes;  1’, 
que  doña  Adela  Marroquín  Gámez  ha  per- 
dido la  patria  potestad  sobre  sus  hijos  Jus- 


to Félix  y Concepción  Stela;  y,  2°  que  la 
tutela  legítima  de  dichos  menores  corres- 
ponde a doña  Adela  Letona  Mollinedo, 

V 

En  apelación  conoció  la  Sala  3”  de  Ape- 
laciones y con  fecha  siete  de  julio  último 
dictó  sentencia  revocando  la  de  Primera  Ins- 
tancia y absolviendo  de  la  demanda  a la 
señora  Marroquín. 

Las  consideraciones  de  derecho  que  moti- 
van esta  resolución,  son  las  siguientes ; 

1°  El  abandono  de  niños  menores  de  sie- 
te años,  confesado  por  Adela  Marroquín  en 
escritura  pública,  está  definido  y penado 
como  delito  en  la  ley,  por  lo  que  debe  tomar- 
se en  su  sentido  legal  para  establecer  los 
efectos  jurídicos  de  dicha  confesión; 

2'’  La  pérdida  o suspensión  de  los  derechos 
garantizados  por  la  ley  por  efecto  de  la  co- 
misión de  actos  punibles,  sólo  puede  ser 
declarada  en  sentencia  definitiva  como  pe- 
na accesoria ; 

3’  La  escritura  de  veintinueve  de  enero  de 
mil  novecientos  treinta  y dos,  carece  de  mé- 
rito probatorio,  pues  sólo  contiene  una  con- 
fesión extrajudicial  en  el  delito  de  abando- 
no de  niños ; 

4°  La  patria  potestad  corresponde  a los 
padres  y los  derechos  son  irrenunciables 
cuando  ello  perjudique  a terceros  o se  con- 
traríen disposiciones  de  orden  público ; 

5“  El  orden  en  que  debe  ejercer  la  tute- 
la legítima  está  determinado  por  la  ley  y no 
puede  alterarse  sin  justa  causa  y audien- 
cia de  parte ; 

6“  La  prueba  acerca  de  las  circunstancias 
personales  de  la  demanda  y de  la  casa  que 
habita  no  tienen  relación  directa  con  los 
hechos  en  que  se  funda  la  demanda. 

VI 

La  señora  Letona  Mollinedo,  con  auxilio 
del  Abogado  don  Adalberto  Aguilar  Fuen- 
tes, interpuso  el  presente  recurso  de  casa- 
ción por  violación  de  los  artículos  98,  102, 
668,  712  y 829,  de  Procedimientos  Civiles, 
y 202  del  Código  Civil.  Oído  el  Fiscal  de  la 
Sala  2’  de  Apelaciones  presentó  su  dictamen 
opinando  por  la  casación  del  fallo  recurrido 
por  haberse  violado  los  artículos  712  y 829 
de  Procedimientos  Civiles,  y 202  del  Códi- 
go Civil.  Manifiesta  el  Fiscal  que  con  las 
pruebas  rendidas  se  estableció  el  hecho  de 
que  la  madre  abandonó  a sus  hijos  y,  por 
consiguiente,  ha  perdido  la  patria  potestad. 
Que- hay  abandono  que  no  constituye  delito; 
y que  en  este  caso  no  se  trata  de  delitos 
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ni  de  penas  sino  de  hecho  del  abandono  y 
éste  es  indiscutible  que  lo  hace  la  madre 
que  se  desprende  de  sus  hijos,  que  no  los 
cuida  ni  los  alimenta;  que  la  escritura  de 
veintinueve  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y dos  sí  tiene  el  mérito  probatorio 
que  dan  los  documentos  públicos  porque  no 
hay  diferencia  entre  confesar  que  se  ha  re- 
cibido una  cantidad  o se  ha  contraído  cual- 
quiera obligación  y confesar  que  se  ha  aban- 
donado a un  hijo;  pero  aunque  esa  escritu- 
ra no  probara  el  abandono,  sí  lo  prueban  las 
declaraciones  de  los  testigos,  la  confesión 
judicial  y el  documento  privado  reconocido; 
que  sea  o no  renunciable  el  derecho  de  la 
patria  potestad  no  es  cuestión  que  interese 
dilucidar  porque  no  modifica  el  hecho  del 
abandono  de  las  obligaciones  que  impone 
esa  patria  potestad;  y,  por  último,  respecto 
del  nombramiento  del  tutor,  aunque  la  ley 
establece  el  orden,  es  asunto  que  el  Juez, 
y no  la  Sala  debe  resolver,  de  conformidad 
con  el  artículo  233  del  Código  Civil. 

Señalado  el  veinticuatro  de  este  mes  para 
la  vista  y sin  haber  habido  alegación  in  voce, 
es  el  caso  de  resolver. 

Vil 

El  artículo  202  del  Código  Civil  determi- 
na los  casos  en  que  la  patria  potestad  se 
pierde  y en  sus  incisos  1'’  y 3”  señala  como 
causas  suficientes  el  abandono  de  los  debe- 
res, costumbres  depravadas  y abandono  de 
los  hijos. 

Estos  motivos  que  fundamentan  la  de- 
manda de  la  actora,  están  suficientemente 
probados  en  autos,  con  la  escritura  de  vein- 
tidós de  enero  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos,  en  que  la  madre  confiesa  el  abandono 
de  sus  hijos  y manifiesta  su  deseo  de  no 
tenerlos  en  su  poder,  escritura  contra  la  cual 
no  se  dedujo  nulidad  o falsedad ; con  la 
confesión  judicial  que  prestó  al  absolver  po- 
siciones, en  que  queda  establecido  que  los 
niños  no  estaban  en  su  poder  sino  en  el 
del  padre ; con  el  reconocimiento  del  do- 
cumento privado  en  que  nuevamente  se  ha- 
ce constar  que  los  hijos  no  han  estado  ai 
cuidado  de  la  madre,  y,  por  liltimo,  con  las 
declaraciones  de  los  testigos,  que  prueban 
la  falta  de  moralidad  de  la  madre  que  pue- 
de comprometer  la  moralidad  de  los  hijos, 
fuera  de  que,  por  el  abandono  de  sus  de- 
beres, puede  comprometer,  asimismo,  la  sa- 
lud y seguridad  de  éstos.  Por  tales  razo- 
nes la  declaratoria  hecha  por  la  Sala  con- 
tiene error  de  derecho,  porque  infringe  la 
disposición  citada  y,  además,  los  artículos 
712  y 829  de  Procedimientos  Civiles,  al  ne- 


gar mérito  probatorio  a la  escritura  pública 
referida  y a las  declaraciones  de  los  testigos, 
no  obstante  que  la  parte  reo  no  produjo 
prueba  alguna  que  desvirtuara  aquel  valor 
protatorio,  razones  por  las  cuales  es  proce- 
dente casar  el  fallo  recurrido  para  resolver 
de  acuerdo  con  la  ley. 

VIII 

Es  indudable  que  no  se  trata  en  este  caso 
de  delito  alguno  sino  de.  un  hecho  que  sola- 
mente tiene  consecuencias  civiles  y que  por 
sí  sola  basta  para  que  dé  motivo  a la  pér- 
dida de'  la  patria  potestad,  como  expresa- 
mente lo  prescribe  el  inciso  1",  del  articulo 
202  del  Código  Civil.  Sí  los  hechos  verifi- 
cados por  la  madre  hubiesen  sido  constitu- 
tivos de  delito,  la  pérdida  de  la  patria  po- 
testad sería  declarada  por  el  Juez  que  co- 
nociere, pero  como  en  este  caso  no  hay  más 
acción  que  la  civil  y no  aparece  subordina- 
da a ninguna  otra,  la  cesación  del  derecho 
debe  declararla  el  Juez  civil  correspon- 
diente. 

IX 

La  fracción  última  del  artículo  233  del 
Código  Civil,  deja  al  Juez  la  facultad  de  al- 
terar el  orden  y preferencia  que  para  el 
ejercicio  de  la  tutela  legítima  fija  en  la 
primera  parte  del  mismo  artículo.  Por  con- 
siguiente, debe  resolverse  este  punto  por  el 
Juez  que  conoció  de  la  demanda,  con  pre- 
sencia de  las  circunstancias  y de  la  proce- 
dencia de  los  bienes  de  los  hijos,  en  las  di- 
ligencias respectivas  sobre  nombramiento 
de  tutor, 

X 

Por  todo  lo  expuesto,  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  apoyo  en  los  artículos  1873.  in- 
ciso P,  y 1889,  Procedimientos  Civiles,  casa 
y anula  la  sentencia  recurrida,  y resuelve 
que  la  señora  Adela  Marroquín  Gámez  ha 
perdido  la  patria  potestad  que  ejercía  sobre 
sus  hijos  Justo  Félix  y Concepción  Stela;  y 
que  el  nombramiento  de  tutor  deberá  hacer- 
lo el  Juez  3"  de  1’  Instancia,  de  conformi- 
dad con  la  ley.  Las  costas  son  a cargo  de 
ambas  partes. 

Notifiquese,  devuélvase  el  depósito  y,  con 
certificación  de  lo  resuelto,  bajen  los  autos 
al  Tribunal  de  su  procedencia, 

J.  M.  Reina  Andrade.— -Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
queta S. — Ric.  Ortiz  Sánchez. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
catorce  de  octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

El  recurso  extraordinario  de  casación  que 
introdujo  el  Abogado  Miguel  Prado,  en  con- 
cepto de  apoderado  judicial  de  don  Pablo 
Kanish,  origina  el  examen  de  la  sentencia 
ejecutoria  proferida  por  la  Sala  1’  de  la 
Corte  de  Apelaciones  el  nueve  de  agosto  úl- 
timo en  el  juicio  ordinario  sostenido  entre 
don  Max.  Sack  y el  citado  señor  Kanish ; 
y,  en  la  que,  al  revocar  el  fallo  absolutorio 
de  la  demanda,  dictado  el  diez  de  junio  an- 
terior, por  el  Juez  Primero  departamental, 
declara:  primero,  que  don  Pablo  Kanish  de- 
be pagar,  dentro  de  tercero  dia,  a don  Max, 
Sack,  la  cantidad  de  seiscientos  noventa  y 
tres  quetzales  cincuenta  centavos,  por  las 
horas  extras  que  trabajó  en  la  fábrica  del 
demandado;  y segundo,  que  las  costas  son 
a cargo  de  ambas  partes. 

En  la  demanda  que  fué  presentada  al  Juz- 
gado a quo,  por  don  Max.  Sack,  con  auxilio 
del  Abogado  Alfredo  Alarcón  O.,  el  ocho  de 
marzo  del  año  en  curso,  se  pide  : que  se  con- 
dene al  señor  Kanish  al  pago  de  seiscientos 
noventa  y tres  quetzales  cincuenta  centavos, 
por  valor  de  dos  mil  cien  horas  extras,  com- 
prendidas del  diez  de  enero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos  al  veinticuatro  de  febre- 
ro de  este  año,  que  trabajó  extraordinaria- 
mente en  la  fábrica  del  repetido  señor 
Kanish  y fuera  de  su  oficio  de  chofer,  para 
lo  que  fué  contratado,  cuyos  sueldos  esta- 
ban pagados.  El  entablante  de  la  acción 
ofreció  justificarla  en  debida  forma. 

Formalizado  el  debate  judicial  con  la  ne- 
gación de  la  demanda  que  hizo  don  Pablo 
Kanish,  se  entró  en  el  periodo  de  justifi- 
caciones. 

Dentro  de  él,  don  Max.  Sack,  sólo  rin- 
dió las  declaraciones  de  los  testigos  Otto 
Methe  y Juan  Knedel,  declarantes  que,  des- 
de luego,  fueron  repreguntados  por  la  par- 
te contraria.  Con  los  dichos  de  tales  perso- 
nas deseaba  establecer  su  acción  el  actor. 
Y,  el  demandado,  adujo  como  prueba  la 
confesión  prestada  por  el  señor  Sack. 

Fuera  de  la  dilación  probatoria,  este  últi- 
mo señor  presentó,  las  posiciones  absuel- 
tas por  Kanish  en  el  Juzgado  3°  departa- 
mental y tres  certificaciones,  dos  ajenas  al 
asunto  debatido  y,  la  otra,  para  demostrar 
que  los  testimoniantes  Methe  y Knedel  fue- 
ron apoderados  de  don  Pablo,  antes  de  la 
iniciación  del  juicio. 


Los  antecedentes  indicados  sirvieron  de 
base  al  fallo  ejecutorio  de  la  Sala  1’  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  contra  el  que,  como 
ya  se  dijo  antes,  fué  introducido  el  recurso 
de  casación  por  el  Abogado  Miguel  Prado, 
en  su  carácter  ya  dicho,  quien  lo  fundó  en 
violación  de  ley,  citando,  como  infringidos, 
los  artículos  1754,  1755,  1756,  Código  Civil, 
603,  829,  831,  649,  Procedimientos  Civiles; 
154,  168,  Decreto  Número  273;  14,  5°  3°  y I’, 
Decreto  legislativo  Número  1434. 

Durante  el  curso  del  juicio,  la  parte  ac- 
tora  ha  sostenido  que,  con  los  documentos 
y testigos  que  presentara  justificó,  de  una 
manera  plena  su  acción. 

El  demandado  sustenta  la  tesis  de  que,  al 
tenor  de  lo  preceptuado  en  el  artículo  168 
del  Decreto  273,  la  prueba  testifical  aduci- 
da por  el  señor  Sack  es  inaceptable,  por  tra- 
tarse de  un  convenio  que  pasa  de  quinien- 
tos quetzales ; que  por  haber  sido  contrata- 
do este  señor  para  que  le  prestara  sus  ser- 
vicios a Kanish  como  chofer  y sirviente,  a 
sueldo  fijo,  la  controversia  debía  regirse 
por  los  artículos  1774  y 1775,  del  Código  Ci- 
vil ; y que,  por  no  haber  probado  su  acción 
el  demandante,  se  imponía  la  absolución 
de  ella. 

Las  mismas  argumentaciones  anteriores 
hicieron  valer  los  interesados  en  sus  alega- 
tos que  presentaron  el  dia  de  la  vista  del 
asunto,  por  lo  que  es  el  caso  de  resolver  lo 
procedente  en  derecho. 

CONSIDERANDO  : que  en  la  controver- 
sia sostenida  entre  los  señores  Sack  y Ka- 
nish se  ha  tratado  de  establecer  por  el  úl- 
timo que  Sack  era  su  sirviente,  además  de 
chofer,  a fin  de  regir  el  caso  por  las  pres- 
cripciones del  Código  Civil  y no  por  la  Ley 
del  Trabajo  o sea  el  Decreto  legislativo  Nú- 
mero 1434,  pues  el  Abogado  de  Kanish  sus- 
tenta el  criterio  de  que  esta  ley  no  regula  el 
servicio  doméstico  sino  que  es  exclusiva 
para  los  obreros.  z\grega  que  lo  que  hubo 
entre  ambos  fué  una  locación  de  servicios 
y como  el  actor  no  presenta  ningún  contra- 
to, debe  ser  creído  el  señor  sobre  su  pala- 
bra, en  cuanto  a la  cantidad,  al  año  o me- 
ses corridos  y en  cuanto  a las  buenas  cuen- 
tas, según  expresa  el  articulo  1755  del  Có- 
digo Civil. 

En  las  posiciones  absueltas  por  el  de- 
mandado y tenidas  como  prueba  constan 
los  hechos  siguientes  : 1'',  que  Sack  fué  con- 
tratado como  chofer  del  carro  en  que  se  ha- 
cía el  reparto  de  los  productos  de  la  fábri- 
ca; también  quedó  comprometido  a trabajar 
como  ayudante  de  la  misma,  porque,  comg 
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chofer,  no  había  suficiente  trabajo;  2°,  que 
Sack  sí  trabajó  en  horas  extraordinarias 
que  no  le  fueron  pagadas,  porque  el  propie- 
tario le  pagaba  por  mes  y no  por  día;  3", 
que  el  oficio  de  Sack  no  era  el  de  sirviente 
doméstico  sino  el  de  trabajador  de  la  fá- 
brica. 

Mediante  esta  confesión  queda  estableci- 
do, por  consiguiente,  que  hubo  un  conve- 
nio verbal  entre  Kanish  y Sack  y por  el 
cual  este  último  se  comprometió  a prestar 
sus  servicios  al  primero  en  su  salchichone- 
ria,  ya  como  chofer  o ya  como  ayudante  de 
la  fábrica,  mediante  el  pago  de  un  salario 
convenido  por  mes,  convención  que  el  de- 
mandado sostiene  que  es  locación  de  ser- 
vicios y no  contrato  de  trabajo. 

No  cabe  duda  que  el  mencionado  conve- 
nio confesado  por  Kanish,  es  un  contrato  de 
trabajo  con  todas  sus  características,  ya  se 
considere  al  trabajador  como  chofer,  como 
ayudante  de  la  fábrica,  o aún  como  sirvien- 
te, pues  este  contrato  se  realiza  cuando  una 
persona  se  obliga  a prestar  a otra  sus  ser- 
vicios personales  mediante  el  pago  de  una 
retribución  convenida.  La  locación  de  ser- 
vicios no  es  en  manera  alguna  distinta  del 
contrato  de  trabajo ; locación  de  servicios  es 
el  término  empleado  por  el  derecho  anti- 
guo ; contrato  de  trabajo  es  el  nombre  que 
le  da  la  legislación  actual,  así  se  trate  de 
servicios  de  obreros,  empleados  o sirvientes. 

Estando,  pues,  probado  el  contrato  de 
trabajo  con  la  confesión  del  propio  Kanish, 
deben  aplicarse,  a falta  de  disposición  es- 
pecial las  prescripciones  del  derecho  co- 
mún, precisamente  porque  el  artículo  1''  de 
la  Ley  de  Trabajo,  así  lo  dispone;  pero  no 
es  necesario  aplicar  el  artículo  1755  del  Có- 
digo Civil  en  la  forma  allí  establecida,  por 
la  confesión  misma  del  propietario  de  la 
fábrica,  toda  vez  que  la  palabra  del  señor 
como  prueba,  tiene  carácter  supletorio. 

CONSIDERANDO  : que  otro  de  los  pun- 
tos alegados  es  el  relativo  a la  prueba  tes- 
timonial admitida  en  el  juicio. 

El  actor  quiso  probar  con  el  testimonio 
de  dos'  personas,  trabajadoras  de  la  misma 
fábrica,  el  hecho  de  que  había  trabajado 
más  de  ocho  horas  diarias  y que  ese  tra- 
bajo extraordinario  no  le  había  sido  pagado. 

El  Abogado  del  demandado  sostiene  que 
la  prueba  testimonial  no  es  admisible  cuan- 
do el  valor  de  la  demanda  pase  de  quinien- 
tos quetzales,  y transcribe,,  en  su  apoyo,  el 
artículo  168,  Decreto  Número  273,  pero  al 
hacerlo  trunca  la  ley  en  esta  forma ; “El  que 
ha  entablado  una  demanda  cuyo  valor  pasa 
de  quinientos  quetzales,  no  puede  presentar 


prueba  de  testigos”.  La  citada  disposición 
no  dice  eso,  sino  que  “el  que  ha  entablado 
una  demanda  por  contrato  cuyo  valor  pase 
de  quinientos  quetzales,  no  puede  presentar 
testigos,  aunque  limite  su  acción  a menor 
cantidad,  etcétera”,  de  manera  que  la  cele- 
bración del  contrato  de  trabajo  entre  Kanish 
y Sack  no  podía  probarse  por  testigos,  pero 
los  hechos  constitutivos  de  la  acción  ejer- 
citada por  el  actor,  es  decir,  haber  trabaja- 
do cierto  número  de  horas  fuera  de  las  or- 
dinarias y no  haber  sido  pagado  por  ese 
trabajo,  sí  pueden  establecerse  con  la  prue- 
ba testimonial,  sin  lugar  a duda. 

Ahora  bien,  la  prueba  producida  en  el 
juicio  demuestra,  en  forma  abstracta,  que 
Sack  trabajó  en  horas  extraordinarias  y que 
éstas  no  le  fueron  pagadas,  pero  es  induda- 
ble que  esta  sola  comprobación  no  es  bas- 
tante para  condenar  porque  no  se  sabe  que 
número  de  horas  fuera  de  las  ordinarias 
son  las  que  resultan  de  trabajo  extraordi- 
nario, ni  qué  cantidad  es  la  que  debe  co- 
rresponder a las  horas  extras,  extremos  que 
el  actor  estaba  obligado  a establecer,  pues- 
to que  son  los  hechos  que  forman  su  ac- 
ción. De  tal  manera  que  el  principio  de 
prueba  que  existe  es  insuficiente  y,  por  lo 
tanto,  la  absolución  del  demandado  se  im- 
pone legalmente. 

La  Sala  1’,  aunque  atinada  en  las  con- 
sideraciones jurídicas  de  su  fallo,  resuelve 
cometiendo  un  error,  pues  condena  a Ka- 
nish al  pago  de  la  suma  demandada,  sin  sa- 
berse en  qué  pruebas  se  funda  para  tener 
como  probado  el  débito  de  esa  cantidad. 
Con  lo  resuelto  se  infringe  el  artículo  603, 
de  Procedimientos  Civiles,  citado  por  el  re- 
currente y tal  violación  da  lugar  a la  ca- 
sación de  la  sentencia  para  dictar  la  que 
es  procedente  de  conformidad  con  la  ley. 

POR  TANTO ; el  Tribunal  de  Casación, 
con  apoyo  en  lo  que  disponen  las  leyes  que 
deja  citadas,  y en  los  artículos  1867  y 1889, 
Procedimientos  Civiles,  casa  y anula  la  eje- 
cutoria recurrida  y,  resolviendo  en  lo  prin- 
cipal, declara:  absuelto  al  señor  Kanish  de 
la  demanda  que  entabló  don  Max.  Sack: 
que  no  hay  especial  condenación  en  las  cos- 
tas; y que  le  sea  devuelto  al  recurrente  el 
depósito  constituido  en  la  Receptoría  de 
Fondos  Judiciales. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — .Alberto  Argae- 
ta  S. — Francisco  Menéndez  B. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario, 
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5ií  Hí  Jh 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
dos  de  noviembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vistos  la  aclaración  y ampliación  solicita- 
das por  Max.  Sack,  con  la  firma  del  Aboga- 
do don  Ernesto  Andrade. 

I 

Esta  Corte,  en  sentencia  de  catorce  del 
mes  en  curso,  casó  la  dictada  por  la  Sala 
i-  de  Apelaciones  y declaró  absuelto  a Ka- 
nish  de  la  demanda  que  le  entabló  Sack, 
sin  especial  condenación  en  costas, 

II 

El  demandante,  en  escrito  de  diez  y siete 
del  corriente,  interpuso  aclaración  y amplia- 
ción, fundado  en  "contradicciones  que  obs- 
curecen el  fallo,  asi  como  que  se  dejaron  de 
tomar  en  consideración  algunas  circunstan- 
cias legales”. 

III 

El  Abogado  don  Miguel  Prado  contestó 
la  audiencia  pidiendo  que  se  declare  sin  lu- 
gar el  incidente  por  ser  notoriamente  frí- 
volo y que  se  condene  en  costas  a Sack. 

IV 

Con  fecha  diez  y ocho  del  corriente,  Sack, 
con  la  misma  firma  del  Abogado  Andra- 
de, presentó  un  escrito  alegando  en  térmi- 
nos inconvenientes  e irrespetuosos,  las  razo- 
nes que,  según  él,  debió  haberse  tenido  en 
cuenta  para  resolver  en  su  favor. 

V 

CONSIDERANDO  : que  la  obscuridad  que 
alega  el  articulante  consiste  en  que  el  fa- 
llo le  fué  adverso:  y así  tenía  que  ser  por 
la  falta  de  prueba  plena  respecto  de  los  ex- 
tremos de  su  demanda.  Manifiesta  que  el 
principal  argumento  de  la  Corte  es  que  no 
quedó  establecido  en  el  curso  del  juicio  el 
número  de  horas  extras  que  trabajó  Sack  y 
eso  no  es  cierto,  dice,  porque  él  hizo  muy 
bien  la  cuenta  en  su  demanda,  tanto  sobre 
el  número  de  horas  como  respecto  a la  suma 
que  le  correspondía  ganar;  y,  además,  los 
dos  testigos  declararon  que  su  trabajo  co- 
menzaba a las  cinco  de  la  mañana,  y en 
los  días  de  destace  a las  tres,  y no  concluía 
sino  hasta  las  ocho  y media  de  la  noche, 


datos  con  los  cuales  la  Corte  pudo  hacer  el 
cálculo  y prorratear  el  sueldo  entre  las  horas 
resultantes  para  condenar  a su  contendien- 
te; y si  esto  no  hubiera  sido  bastante,  agrega, 
también  pudo  mandar  practicar  prueba  de 
expertos,  tal  como  se  usa  en  todos  los  países 
civilizados. 

Son  las  partes  las  obligadas  a probar  su 
acción,  como  lo  indica  claramente  el  artículo 
603  de  Procedimientos  Civiles,  y no  los 
Tribunales  los  que  están  obligados  a procu- 
rarse las  pruebas,  mucho  menos  el  Tribunal 
de  Casación  que  debe  atenerse  a las  proban- 
zas producidas  en  los  Tribunales  de  Instan- 
cia y fallar  mediante  la  prueba  que  haya 
tenido  a la  vista  la  Sala  de  Apelaciones. 
Alegar  lo  contrario  es  desconocer,  en  lo  abso- 
luto, la  naturaleza  del  recurso  extraordinario 
de  casación. 

CONSIDERANDO:  que  la  sentencia  de 
que  se  hace  mérito  está  concebida  en  térmi- 
nos claros  y precisos,  sin  que  se  note  ambi- 
güedad ni  contradicción  alguna;  que  no  se 
omitió  resolver  algún  punto  controvertido 
en  juicio,  ni  hubo  necesidad  de  condenar 
en  frutos,  ni  fijar  bases  para  liquidación  de 
los  mismos  o de  intereses,  daños  y perjuicios, 
únicos  casos  en  que  sería  procedente  la  inci- 
dencia propuesta. 

CONSIDERANDO:  que  el  artículo  204 
de  la  Ley  Constitutiva  establece  sanción  para 
las  partes  que  presentaren  escritos  injurio- 
sos; que  los  Abogados  son  responsables  del 
fondo  y forma  de  los  escritos  que  autoriza- 
ren con  su  firma;  y que  siempre  que  se 
juzgare  que  el  recurso  se  ha  interpuesto 
maliciosamente  debe  condenarse  al  que  soli- 
citó la  aclaración  en  las  costas  y en  una 
multa  de  diez  a cincuenta  quetzales.  Ar- 
tículos 199  y 898,  Procedimientos  Civiles. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  881,  883  y 884  de 
Procedimientos  CivUes  y 178,  Ley  Constitu- 
tiva, declara  sin  lugar  la  aclaración  y amplia- 
ción propuestas,  condena  en  costas  al  articu- 
lante y,  además,  en  una  multa  de  veinticinco 
quetzales  que,  solidariamente  con  el  Abo- 
gado señor  Andrade,  deberá  pagar  a favor 
de  los  fondos  de  justicia  y que  se  hará  efec- 
tiva por  la  vía  de  apremio  y,  en  su  caso,  se 
substituirá  con  detención  corporal  a razón 
de  un  quetzal  por  cada  día  de  prisión. 

Notifíquese  y como  está  mandado,  devuél- 
vanse los  autos. 

Reina  Andrade. — Salazar. — Castellanos  R. 
— Argueta  S. — Menéndez  B. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 
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Voto  razonado  del  Magistrado  Carlos 
Castellanos  R 

Honorable  Tribunal: 

En  la  resolución  dictada  con  esta  fecha 
en  la  controversia  sostenida  entre  los  seño- 
res Sack  y Kanish,  me  veo  en  la  necesidad 
de  razonar  mi  voto,  por  las  razones  que 
siguen : 

Estoy  perfectamente  de  acuerdo  en  que 
el  fallo  proferido  por  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones  debe  ser  anulado  para 
decretar  la  absolución  del  demandado  por 
no  haber  prueba  plena  acerca  de  las  horas 
extras  que  cobra  el  demandante,  mas  no  lo 
estoy  en  lo  que  respecta  a la  apreciación 
hecha  en  lo  referente  a las  situaciones  juri- 
dicas  creadas  entre  los  contratantes  y en  lo 
tocante  a las  leyes  que  deben  regir  tal  con- 
vención. 

El  acuerdo  a que  llegaron  mis  ilustrados 
compañeros,  con  perdón  sea  dicho,  en  mi 
concepto  no  es  claro  ni  preciso  en  la  esti- 
mación indicada. 

En  efecto ; se  comienza  por  aseverar  que 
se  trata  de  un  contrato  de  trabajo  y no  de 
una  locación  de  servicios  regulados  por  el 
Código  Civil ; y,  se  concluye  diciendo  que 
"a  falta  de  disposición  especial  deben  apli- 
carse las  prescripciones  del  derecho  común, 
precisamente  porque  el  articulo  1’  de  la  Ley 
del  Trabajo  así  lo  dispone ; pero  no  es  nece- 
sario aplicar  el  artículo  1755  del  Código  Civil 
en  la  forma  allí  establecida,  por  la  confe- 
sión misma  del  propietario  de  la  fábrica  toda 
vez  que  la  palabra  del  señor  como  prueba 
tiene  carácter  supletorio".  Luego,  no  se  defi- 
ne con  claridad  cual  es  la  legislación  aplica- 
ble al  caso  siib-causa. 

Como  la  tesis  sustentada  por  el  señor 
Kanish  es  la  de  que  la  controversia  debía 
regirse  por  los  artículos  1754  y 1755  del 
Código  Civil,  por  haber  sido  contratado  Sack 
para  prestar  sus  servicios  como  chofer  y 
sirviente  a sueldo  fijo,  estimo  que  se  debería 
resolver  de  un  modo  expreso  y claro,  indi- 
cando; que  el  trabajo  para  que  fué  contra- 
tado Sack  no  puede  regularse  de  conformi- 
dad con  lo  que  dispone  el  Decreto  legislativo 
Número  1434,  ya  que  tal  ley  reglamenta  las 
labores  de  los  obreros  y empleados  de  los 
establecimientos  industriales  y comerciales 
y de  toda  clase  de  trabajadores  asalariados, 
mas  no  los  de  esta  última  categoría  que. 
además,  tengan  carácter  de  domesticidad, 
entre  los  que  se  encuentra  comprendido  el 
caso  de  Sack,  pi\es  se  comprometió  a tra- 
bajar como  chofer  y como  sirviente  a la  vez. 


con  sueldo  fijo,  viviendo  en  la  misma  casa 
de  su  patrón  y tomando  sus  alimentos  en 
ella,  situación  jurídica  que,  desde  luego,  debe 
normarse  por  los  artículos  1754,  1755  y 1756 
del  Código  Civil,  y no  por  la  Ley  del  Trabajo, 
En  esta  forma  dejo  razonado  mi  voto  en 
e!  asunto  de  que  se  trata,  por  ser  el  conte- 
nido de  la  ponencia  que  tuve  el  honor  de 
presentar  y,  que  en  su  mayor  parte  fué 
aceptada,  menos  en  el  punto  a que  me  re- 
fiero. 

Guatemala,  14  de  octubre  de  1933. 

Carlos  Castellanos  R. 


CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
catorce  de  octubre  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Para  resolver  se  tiene  a la  vista  el  con- 
flicto de  competencia  negativa  que  sostienen 
los  Jueces  Primero  y Tercero  de  Primera 
Instancia  de  este  Departamento,  por  estimar 
ambos  funcionarios  que  no  están  capacita- 
dos legalmente  para  conocer  del  juicio  ordi- 
nario que,  en  el  primero  de  los  Juzgados 
mencionados  inició  don  Juan  Drummond 
contra  el  señor  Henry  Wilder  Cooper,  asun- 
to en  el  que,  a solicitud  del  demandado,  se 
declaró  incompetente  el  Juez  1“  y mandó 
pasarlo  al  3” 

Los  antecedentes  que  sirven  de  base  al 
conflicto  suscitado  son : 

Al  ser  emplazado  el  demandado  por  el 
Juez  Primero  Departamental,  propuso  una 
excepción  de  incompetencia,  sin  especificar 
el  fundamento  de  ella.  Sin  embargo,  el 
artículo  se  tramitó  en  forma  y,  durante  la 
dilación  probatoria,  el  proponente  adujo 
como  justificaciones,  un  informe  del  Juz- 
Tercero  departamental,  constatante  de  que 
en  dicho  Tribunal  inició  el  señor  Drummond 
una  demanda  ordinaria  contra  don  Henry 
Wilder  Cooper  desde  el  catorce  de  noviem- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y dos,  y,  un 
testimonio  de  la  escritura  pública  constitu- 
tiva de  la  Sociedad  “Stuger  y Cooper”. 

Con  base  en  el  informe  aludido,  el  Juez 
Primero  de  Primera  Instancia  se  declaró 
incompetente  y mandó  pasar  el  juicio  al 
Juzgado  Tercero  departamental,  fundándose 
en  el  hecho  de  existir  en  ese  Tribunal  la  de- 
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manda  ordinaria  relacionada  antes.  La  re- 
solución dictada  fué  confirmada  por  la  Sala 
Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones. 

El  Juez  3''  considera  que  no  está  facultado 
para  conocer  de  la  controversia  instaurada 
por  el  señor  Drummond  en  el  Juzgado  Pri- 
mero de  Primera  Instancia  de  este  departa- 
mento : primero,  porque,  en  el  juicio  inicia- 
do en  su  Despacho  ya  concluyó  el  primer 
grado  y,  además,  se  declaró  abandonada  la 
Segunda  Instancia  a que  dió  margen  la  ape- 
lación interpuesta  contra  el  fallo  definitivo 
que  dictara;  segundo,  porque  de  ningún  mo- 
do ha  prevenido  en  el  conocimiento  de  la 
acción  intentada  en  el  Juzgado  Primero — 
por  más  que  se  trate  de  las  mismas  partes 
— por  el  hecho  de  existir  en  el  Tribunal  a su 
cargo  el  juicio  ya  mencionado,  circunstancia 
que  podría  dar  margen  a la  excepción  de  litis 
pendencia  o,  a un  incidente  de  acumulación, 
mas,  no  a un  articulo  de  incompetencia,  por 
ser  distinta  la  naturaleza  de  ésta ; y,  tercero, 
porque  cada  Juez  previno  en  el  conocimien- 
to de  las  demandas  respectivas  iniciadas  por 
el  señor  Drummond. 

CONSIDERANDO:  que  el  juicio  ordina- 
rio seguido  ante  el  Juez  3°  de  1’  Instancia 
ya  está  terminado ; y que  en  el  juicio  que  se 
inició  ante  el  Juzgado  U no  previno  en  el 
conocimiento  aquel  funcionario,  por  lo  que 
es  el  caso  de  sostener  la  competencia  del 
Juez  de  1’  Instancia,  sin  que  pueda  obje- 
tarse que  acerca  de  este  punto  ya  hay  eje- 
cutoria de  la  Sala  1-,  porque  este  Tribunal 
sólo  resolvió  la  excepción  de  incompetencia 
propuesta  ante  el  Juez  1°  y no  la  cuestión 
de  competencia  surgida  con  posterioridad, 
la  cual  de  ninguna  manera  puede  tenerse 
por  comprendida  en  dicha  resolución,  pues- 
to que  sobre  este  asunto  sólo  el  Tribunal  Su- 
premo puede  resolver. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  los  artículos  159,  161  y 
164,  Ley  Constitutiva,  62  y 63,  Procedimien- 
tos Civiles,  declara  que  el  Juez  U de  1’ 
Instancia  de  este  departamento  es  el  compe- 
tente en  el  juicio  que  ante  dicho  funcionario 
inició  el  señor  Drummond  contra  Henry 
Wilder  Cooper. 

Notifiquese  y,  con  certificación,  devuél- 
vanse los  autos  al  Tribunal  de  su  origen. 

Reina  Andrade. — Solazar. — Voto  en  con- 
tra, Castellanos  R. — Argiieta  S. — Serrano 
Muñoz. — Ante  mi,  José  P.  Chávez,  Secreta- 
rio Específico. 


¥ ^ 'í' 

Voto  razonado  del  Magistrado  Carlos 
Castellanos  R. 

Honorable  Tribunal; 

Una  vez  más,  y,  con  bastante  pena  de  mi 
parte,  me  veo  competido  a disentir  del  modo 
de  pensar  de  mis  ilustrados  colegas  y,  por 
ende,  a estar  en  contra  de  la  resolución  dic- 
tada al  decidir  el  llamado  “conflicto  de  com- 
petencia” que  promovió  el  señor  Juez  3° 
departamental  en  el  asunto  Drummond  Coo- 
per, por  las  razones  que  siguen : 

La  cuestión  se  originó,  por  haber  propues- 
to el  señor  Cooper  una  excepción  de  incom- 
petencia en  el  juicio  que  el  señor  Drummond 
iniciara  en  el  Juzgado  1°  departamental,  la 
cual  resolvió  este  último  Despacho — después 
de  tramitarla  en  debida  forma — en  el  senti- 
do de  reconocer  su  incompetencia  y de  man- 
dar pasar  el  asunto  al  Juzgado  3°  De  esta  de- 
cisión conoció  la  Sala  1’  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones en  virtud  del  recurso  ordinario  de 
Apelación  que  se  introdujo,  y la  confirmó. 
El  Juez  I’  al  recibir  la  ejecutoria,  cumplió 
con  su  deber  pasando  el  litigio  al  Juzgado 
3°,  quien  sostiene  que  es  incompetente  y, 
por  ello  vinieron  las  actuaciones  a este  Tri- 
bunal. 

Se  ve,  pues,  que  propiamente  no  se  trata 
de  un  conflicto  de  competencia ; porque  no 
se  originó  del  hecho  de  que  el  Juez  1°  se 
inhibiera  y mandara  pasar  el  juicio  al  otro 
Juzgado  y,  de  que  este  último  Tribunal  acep- 
tara la  competencia  negativa,  al  considerarse 
incapacitado  para  conocer  del  asunto ; sino 
del  incumplimiento  a lo  decidido  por  la  Sala 
V de  Apelaciones. 

Bien  o mal  fundada  la  resolución  de  esa 
Cámara  de  Justicia,  lo  cierto  del  caso,  es  que' 
su  fallo  pasó  en  autoridad  de  cosa  juzgada, 
porque  ya  no  cabe  ningún  recurso  contra  él. 
Es,  pues,  una  verdad  legal  indiscutible  que 
debe  respetarse. 

Pienso,  sinceramente,  que  el  Tribunal  Su- 
premo no  tiene  facultad  alguna  para  dejar 
sin  efecto  las  resoluciones  pasadas  ya  en 
autoridad  de  cosa  juzgada,  que  es  en  el 
fondo  lo  que  se  deriva,  de  la  decisión — con 
la  que  tengo  la  pena  de  no  estar  de  acuerdo — 
y por  la  cual  se  declara  que  el  Juez  I’  es  el 
llamado  a conocer  de  la  contienda  mencio- 
nada. 

Tales  son  las  razones  básicas  de  mi  voto 
contrario  al  de  mis  distinguidos  compañe- 
ros del  Tribunal. 

Guatemala,  14  de  octubre  de  1933. 

Carlos  Castellanos  R. 
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CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintiséis  de  octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Visto  para  resolver  el  recurso  de  amparo 
interpuesto  por  el  Licenciado  Raúl  Ruiz 
Castanet  contra  las  resoluciones  de  la  Sala 
2’  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  fechas  vein- 
tiocho y veintinueve  de  agosto  del  corriente 
año,  proferidas  en  el  ordinario  que  el  mismo 
Abogado  sigue  como  apoderado  de  la  suce- 
sión de  don  José  Santiago  Pereda,  ante  el 
Juzgado  2''  departamental,  sobre  nulidad  de 
una  escritura  autorizada  por  el  cartulario 
Jerónimo  Lima,  y acumulación  del  ordinario 
al  ejecutivo  que  con  base  en  dicha  escritura 
sigue  María  Estela  Espinosa  contra  la  mis- 
ma sucesión. 

El  recurrente  manifiesta : que  convencido 
que  entre  aquellos  juicios  procedía  la  acu- 
mulación porque  aun  siendo  diversas  las  ac- 
ciones provienen  de  una  misma  causa,  es 
decir,  de  la  falsa  transacción  que  les  ha  dado 
origen  promovió  el  incidente  de  acnmnlación 
que  le  fué  denegada  y que  en  virtud  de  ape- 
lación pasaron  los  antecedentes  a la  Sala 
2^  Tribunal  que,  sin  señalar  día  para  la  vis- 
ta resolvió,  confirmando  el  auto  apelado  e 
imponiéndole  una  multa  sin  antes  ser  citado, 
oído  y vencido  en  juicio.  Que  igual  proce- 
dimiento observó  la  Sala  2”  en  la  apelación 
interpuesta  del  auto  del  Juez  2°  departa- 
mental, fecha  tres  de  junio  último  en  el 
juicio  ejecutivo,  que  sin  señalar  día  para  la 
vista,  ni  citarle  en  ninguna  forma  dictó  su 
resolución  el  veintiocho  de  agosto  retro- 
próximo. Que  por  lo  expuesto  y por  estimar 
violado  el  artículo  36  de  la  Constitución,  los 
XXVIII,  Decreto  Número  1928;  1843  y 1852, 
P.  C.,  que  reglamenta  el  primero,  inter- 
pone el  reenrso  para  que  "se  decrete  la 
restitución  de  las  cosas  que  lo  motivan  al 
estado  que  les  corresponde  en  derecho,  es 
decir,  al  de  señalar  sendos  días  para  la  vis- 
ta de  los  autos  apelados,  con  el  fin  esencia- 
lísimo  de  darle  sus  legales  oportunidades  a 
la  defensa.  También  que  se  decrete  la  res- 
titución de  las  cosas  al  estado  que  tenían 
antes  de  cometerse  la  infracción,  acordando 
la  suspensión  de  los  actos  ejecutorios  que 
ordenan  las  resoluciones  de  qire  se  queja, 
pues  de  llevarse  a efecto  le  causan  grava- 
men irreparable,  y es  notoria  la  ilegalidad 
del  procedimiento  de  la  Sala  Segunda.” 

El  Tribunal  recurrido,  al  evacuar  su  infor- 
me sostiene  sus  resoluciones ; y el  Ministe- 
rio Público  manifestó  que,  el  recurso  era  im- 


procedente porque  contra  la  resolución  de 
aquel  Tribunal  caben  recursos  legales  como 
lo  determina  el  artículo  27  del  Decreto  Nú- 
mero 1539;  Decreto  gubernativo  Número 
1469,  y los  amparos  de  Manuel  Moreno  B. 
y Juan  Drumond. 

Los  autos  de  la  Sala  2’  se  fundan,  el  pri- 
mero ; en  que  el  incidente  de  nulidad  se  basa 
en  que  la  ejecutante  había  transferido  los 
derechos  que  aparecen  en  el  titulo  ejecutivo 
a Alberto  Ferigno  Castellanos,  pero  probó,  la 
ejecutante  que,  de  acuerdo  con  su  cesiona- 
rio, quedó  obligada  a continuar  las  gestio- 
nes extrajudiciales  que  tenía  entabladas  con 
el  objeto  de  hacer  efectivo  el  crédito  y a 
promover,  en  su  caso,  el  juicio  respectivo; 
además,  el  incidente,  como  lo  indica  el  Juez, 
constituye  una  excepción  de  falta  de  perso- 
nalidad interpuesta  extemporáneamente.  El 
segundo  auto  : en  que  la  acumulación  pro- 
puesta no  se  halla  comprendida  en  lo  esta- 
blecido por  la  ley;  ni  es  cierto  que  haya 
identidad  de  cosas  por  cuanto  que  en  el 
ordinario  se  demanda  la  nulidad  del  título 
que  sirve  de  fundamento  al  ejecutivo,  y en 
éste,  el  pago  de  la  obligación  a que  se  con- 
trae dicho  título ; luego  entre  uno  y otro  no 
hay  más  identidad  de  personas,  siendo  im- 
procedente la  acumulación ; que  el  recurso 
interpuesto  contra  la  resolución  del  Juez  en 
que  rechaza  de  plano  el  incidente,  debe  con- 
ceptuarse como  frívolo  e impertinente  y di- 
rigido a entorpecer  los  procedimientos ; con- 
firma la  resolución  apelada  y le  impone  al 
recurrente  quince  quetzales  de  multa;  de 
este  auto  pidió  revisión  que  íué  declarada 
sin  lugar. 

Los  autos  en  referencia  fueron  proferidos 
por  la  Sala  2“  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
sin  que  se  haya  señalado  día  para  la  vista. 

CONSIDERANDO  : que  el  recurso  de  am- 
paro no  procede  en  asuntos  judiciales  del 
orden  civil,  con  respecto  a las  partes  que 
intervengan  o hubieren  intervenido  en  ellos, 
caso  en  el  cual  se  encuentra  el  presente. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  los  artículos  I’,  3°  y 10 
de  la  Ley  de  Amparo  y de  acuerdo  con  lo 
pedido  por  el  Representante  del  Ministerio 
Público,  declara  improcedente  el  recurso 
promovido. 

Notifíquese,  y devuélvanse  los  anteceden- 
tes al  Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 
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Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y siete  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Para  resolver  el  recurso  de  casación  se 
tiene  a la  vista  la  sentencia  que  la  Sala  1’ 
de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó  el  cuatro  de 
marzo  del  año  en  curso,  en  el  juicio  ordina- 
rio seguido  por  Pascual  Rosito  contra  Ca- 
yetano Di  Leone. 

I 

Por  escritura  de  treinta  de  octubre  de  mil 
novecientos  veinticinco  ante  el  Notario  don 
Federico  Carbonell  R.,  los  señores  Rosito  y 
Di  Leone  celebraron  un  contrato  de  socie- 
dad colectiva,  singular,  industrial  y comer- 
cial, para  la  explotación  de  una  tenería,  pro- 
piedad del  primero.  En  la  cláusula  décima 
se  convino  lo  siguiente : "Para  todo  caso  de 
liquidación,  ésta  se  practicará  de  común 
acuerdo  entre  los  socios,  pero  si  este  acuer- 
do no  se  lograse,  se  llevará  a cabo  la  liqui- 
dación por  la  persona  que  designe  un  Juez 
competente,  persona  que  se  sujetará  a las 
instrucciones  de  los  socios  y a las  prescrip- 
ciones legales.  Cualquier  desavenencia  o 
dificultad  surgida  entre  los  sccios,  será  re- 
suelta por  árbitros  arbitradores,  nombrados 
uno  por  cada  parte,  y un  tercero  dirimente 
para  el  caso  de  discordia.  El  fallo  de  los 
árbitros,  o del  tercero,  será  definitivo  e in- 
apelable." 

Surgieron  dificultades  entre  los  socios  al- 
gún tiempo  después  y Di  Leone  provocó  el 
juicio  arbitral  firmándose  al  fin  la  escritura 
de  compromiso  el  tres  de  marzo  de  mil  nove- 
cientos treinta  ante  el  Notario  don  Maximi- 
liano Garcia.  Designados  los  señores  Luis 
Moulún  y José  Garoz  como  árbitros  arbitra- 
dores, y después  de  la  recepción  de  pruebas, 
estuvieron  en  desacuerdo  respecto  a la  reso- 
lución, por  lo  que  fué  llamado  el  tercero, 
en  ese  entonces  estudiante  de  derecho,  don 
Hernán  Morales  Dardón,  quien  pronunció 
su  laudo  el  veintitrés  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos treinta,  condenatorio  para  Rosito. 

Contra  este  fallo,  el  propio  Rosito  inter- 
puso recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento substancial  de  procedimiento,  pero 
no  hizo  el  depósito  que  se  le  designó  por 
el  Tribunal,  por  lo  que  en  auto  de  cinco  de 
septiembre  del  mismo  año  se  declaró  sin 
lugar  el  recurso  introducido. 

II 

El  veintinueve  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y dos,  Rosito,  con  auxilio  del  abo- 
gado don  Pedro  Amézquita,  se  presentó  al 


Juzgado  Primero  de  Primera  Instancia  de- 
mandando las  siguientes  cuestiones : 1",  que 
se  declare  nulo  el  juicio  arbitral,  por  falta 
de  jurisdicción  de  los  árbitros ; 2“,  que  se 
declare  nulo,  además,  por  no  haberse  obser- 
vado en  dicho  juicio  las  formas  y ritualida- 
des que  le  son  propias;  3",  que  las  costas  son 
a cargo  de  Di  Leone,  quien  debe  también 
pagar  daños  y perjuicios. 

III 

Contestó  Di  Leone,  con  auxilio  del  Abo- 
gado don  Ramiro  Castellanos,  negando  la 
demanda  y oponiendo  las  excepciones  de 
falta  absoluta  de  acción  en  el  demandante  y 
de  cosa  juzgada. 

Cada  parte  presentó  sus  pruebas,  consis- 
tentes en  la  escritura  de  sociedad  y su  pró- 
rroga; certificación  del  juicio  arbitral;  cer- 
tificación de  algunos  pasajes  del  juicio  eje- 
cutivo entablado  por  Di  Leone  contra  Rosito ; 
un  número  de  la  "Gaceta  de  los  Tribunales" 
de  noviembre  de  mU  novecientos  treinta,  en 
que  se  resolvió  en  un  asunto  que  las  irregu- 
laridades de  procedimiento  cometidas  en 
juicio  ejecutivo  deben  subsanarse  en  el  pro- 
pio juicio  a solicitud  de  los  interesados;  y 
certificación  del  testimonio  de  la  escritura 
pública  de  veintiocho  de  mayo  de  mil  no- 
vecientos treinta  en  que  consta  el  contra- 
to de  compraventa  de  varios  inmuebles  otor- 
gado por  Rosito  a favor  del  señor  Carlos 
Papa. 

IV 

El  Juez  dictó  sentencia  el  diez  y seis  de 
noviembre  siguiente,  en  la  cual  declara  sin 
lugar  las  excepciones  de  cosa  juzgada  y de 
falta  de  acción  y nulo  el  juicio  arbitral  desde 
que  se  incurrió  en  la  omisión  de  citar  a las 
partes  para  sentencia. 

V 

La  Sala  Primera  conoció  en  apelación  y, 
con  fecha  cuatro  de  marzo  del  año  en  cur- 
so, confirmó  el  fallo  de  Primera  Instancia, 
siendo  sus  fundamentos  de  derecho  los  si- 
guientes : 

1° — Que  en  la  escritura  de  compromiso  las 
partes  autorizaron  a los  árbitros  para  que 
juzgaran  de  conformidad  con  las  prescrip- 
ciones establecidas  por  la  ley,  y,  que  al  apar- 
tarse de  esa  condición  se  extralimitaron  en 
sus  funciones; 

2" — Que  en  la  citada  escritura  las  partes 
fijaron  las  renuncias  que  hacian,  las  cua- 
les eran  las  únicas  modificaciones  que  de- 
bian  los  árbitros  haber  hecho  en  el  proce- 
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dimiento  señalado  en  el  Código  y que  no 
habiendo  renunciado  la  citación  para  sen- 
tencia, dicha  omisión  causa  nulidad ; 

S’ — Que  en  la  escritura  otorgada  por  las 
partes  el  doce  de  junio  de  mil  novecientos 
treinta  ante  el  Notario  don  Ricardo  Quiñó- 
nez,  consta  que  el  señor  Rosito  se  reservó  el 
derecho  de  impugnar  la  validez  del  juicio 
arbitral  y la  de  los  fallos,  escritura  que  hace 
plena  prueba,  por  lo  que  debe  estimarse 
como  procedente  y convenida  la  acción  de 
Rosito. 

VI 

Di  Leone,  con  auxilio  del  Abogado  don 
Juan  Córdova  Cerna,  introdujo  el  presente 
recurso  de  casación  por  violación  de  ley,  ci- 
tante, como  infringidos,  los  articules  siguien- 
tes : 16,  incisos  U,  y 4’,  31,  32,  45,  47,  48,  50, 
incisos  2°  y 3-',  98,  fracción  1-,  102,  224,  392, 
487,  inciso  3°,  551,  567,  574,  inciso  11,  709, 
872,  883,  párrafo  2°,  884,  877,  inciso  5'',  894, 
908,  1267,  1268,  1269,  1275,  1276,  1279,  1280, 
1303,  1304,  1306,  1525,  1528,  1867,  1869,  inciso 
3^  1871,  1873,  1877,  1880,  1881,  1884,  Proce- 
dimientos Civiles;  1396,  1418,  1420,  1425, 
1434,  1450,  2432,  2433,  2435,  Código  Civil; 
126,  264,  184,  189,  190,  inciso  5^  6’  y V,  192, 
Decreto  gubernativo  Número  273;  242,  De- 
creto gubernativo  Número  272,  273,  inciso 
10,  292,  Código  de  Comercio.  1°,  5°,  10,  22, 
23,  24,  Decreto  gubernativo  Número  921,  4’, 
5°,  27,  inciso  U,  Decreto  legislativo  Núme- 
ro 1729,  al  estimar:  Primero. — Como  trámite 
propio  del  juicio  de  amigable  composición 
la  citación  de  las  partes  para  pronunciar 
sentencia;  Segundo. — Como  convenida  la 
acción  de  nulidad;  Tercero. — Al  omitir  ra- 
zón sobre  los  fundamentos  que  pudieran 
tener  para  desestimar  las  excepciones  de 
cosa  juzgada  y falta  de  acción;  Cuarto. — Al 
desestimar  estas  excepciones;  y Quinto. — Al 
anular  una  sentencia  que  habia  pasado  a ser 
autoridad  de  cosa  juzgada,  abrogándose  fa- 
cultades del  Tribunal  de  Casación. 

VII 

La  acción  de  nulidad  descansa  en  el  que- 
brantamiento de  forma  en  que  asegura  el 
actor  que  incurrieron  los  árbitros.  En  su  ale- 
gato de  casación  sostiene  que  los  árbitros  ar- 
bitradores  están  sujetos  al  articulo  1285  de 
Procedimientos  Civiles  que  dice : “Los  árbi- 
tros deben  actuar  con  escribano  y en  su  fal- 
ta con  testigos  de  asistencia,  sujetándose  a 
los  preceptos  del  juicio  ordinario  en  lo  que 
no  hubiese  sido  modificado  por  las  partes”, 
pues  para  los  árbitros  juris  debe  aplicarse 
el  articulo  1282  del  mismo  Código  que  dice 


asi : “Los  árbitros  jiiris  sustanciarán  y re- 
solverán las  causas  por  los  trámites  del  jui- 
cio ordinario”. 

Los  árbitros  arbitradores  nombrados  por 
las  partes  no  las  citaron  para  sentencia  y 
como  esta  formalidad  no  la  renunciaron  en 
la  escritura  de  compromiso,  la  nulidad  pro- 
cede declararla. 

Manifiesta  que  la  casación  no  está  esta- 
blecida para  su  caso,  pues  la  Corte  Supre- 
ma, al  casar  el  fallo,  no  podia  devolver  los 
autos  al  árbitro  tercero  porque  la  jurisdic- 
ción de  éste  ya  habia  cesado;  luego,  el  re- 
curso hubiera  sido  ineficaz  e improcedente. 

Afirma  que  la  acción  de  nulidad  ya  estaba 
convenida,  lo  que  deduce  de  la  escritura  de 
doce  de  junio  de  mil  novecientos  treinta  ante 
el  Notario  don  Ricardo  Quiñónez,  en  que 
se  expresa  que  el  otorgamiento  del  plazo 
para  que  el  árbitro  tercero  dictara  su  fallo,  no 
implicaba  conformidad  de  su  parte,  pues  es- 
timaba nulo  ese  laudo,  el  de  los  árbitros  y 
el  procedimiento  en  general  y se  reservaba 
el  derecho  de  pedir  esa  nulidad  en  la  via 
correspondiente,  escritura  que  fué  firmada 
por  Di  Leone  sin  protesta  ni  reserva  algu- 
na y cuyo  testimonio  fué  presentado  como 
prueba  de  su  parte  por  dicho  señor  al  Tri- 
bunal Arbitral. 

En  cuanto  a la  cosa  juzgada  y falta  de 
acción  alega  el  recurrente  que  la  escritura 
citada  le  dejó  expedita  su  acción  de  nulidad 
y estando  en  todo  su  vigor  ese  derecho  y 
aceptado  expresamente  por  Di  Leone  no 
puede  haber  ni  la  una  ni  la  otra;  por  otra 
parte,  en  los  casos  de  procedencia  del  recur- 
so de  casación  solamente  se  incluyen  los 
que  se  refieren  a sentencias  dictadas  por 
Jueces  juris,  pero  para  los  de  los  arbitrado- 
res  no  existe  disposición  alguna. 

El  extenso  alegato  del  señor  Rosito,  que 
lleva  la  firma  del  Abogado  don  Pedro  Améz- 
quita,  contiene,  además,  un  examen  de  los 
setenta  articules  que  el  recurrente  citó  como 
violados,  pero  el  fondo  de  la  cuestión  com- 
prende los  puntos  anteriormente  relacio- 
nados. 

CONSIDERANDO:  En  la  sentencia  del 
tercer  dirimente  de  veintitrés  de  marzo  de 
mü  novecientos  treinta,  hay  cosa  juzgada,  de 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  articu- 
les 189  y 190,  inciso  5''  del  Decreto  Número 
273,  pues  aunque  se  hizo  uso  del  recurso  de 
casación  con  la  facultad  legal  que  confiere 
a las  partes  el  articulo  1306  del  propio  Códi- 
go, dicho  recurso  fué  declarado  sin  lugar,  en 
resolución  de  esta  Corte  de  cinco  de  sep- 
tiembre del  mismo  año,  quedando,  por  con- 
siguiente, inconmovible  aquel  fallo. 
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La  calidad  de  sentencia  ejecutoriada  no  la 
niega  el  actor,  pero  manifiesta  que  los  pro- 
pios litigantes  dejaron  lugar  a un  juicio  or- 
dinario al  convenir  en  la  escritura  de  doce 
de  junio  de  mil  novecientos  treinta  ante  el 
Notario  don  Ricardo  Quiñónez,  que  Rosito 
se  reservaba  el  derecho  de  pedir  la  nulidad 
del  juicio  arbitral  y de  sus  fallos,  acción  que 
solamente  podia  ventilarse  en  via  ordinaria 
por  no  tener  señalado  otro  procedimiento 
especial ; y en  tal  virtud,  no  obstante  repu- 
tarse como  sentencia  ejecutoriada,  no  pro- 
duce excepción  de  cosa  juzgada  al  tenor  de 
lo  establecido  en  el  artículo  237  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial. 

El  artículo  que  se  cita  dice  que  hay  cosa 
juzgada  cuando  la  sentencia  es  ejecutoria- 
da, siempre  que  haya  identidad  de  personas, 
cosas  y acción,  pero  cuando  hubiere  lugar  a 
un  juicio  ordinario,  no  causa  dicha  excep- 
ción. 

Como  no  hay  duda  respecto  de  la  identi- 
dad de  personas,  cosas  y acción,  sólo  resta 
examinar  si  en  este  caso  es  procedente  el  jui- 
cio ordinario. 

La  demanda  entablada  ante  el  Juez  1“  de 
1“  Instancia  de  este  departamento  tiene  por 
objeto  obtener  la  declaración  de  nulidad  del 
juicio  arbitral  por  falta  de  jurisdicción  de  los 
árbitros  y porque  en  él  no  se  llenaron  las 
formas  y ritualidades  establecidas  para  esa 
clase  de  juicios,  puntos  que  son  precisamen- 
te los  mismos  sobre  los  cuales  se  fundó  el 
recurso  extraordinario  de  casación  por  in- 
fracción de  procedimiento.  Si  la  nulidad  del 
fallo  se  hubiera  declarado  al  resolverse  este 
recurso,  la  sentencia  arbitral  no  hubiera 
producido  ningún  efecto,  pero  como  el  recu- 
rrente no  lo  llevó  adelante,  la  Corte  tuvo  que 
declararlo  sin  lugar  y su  efecto  jurídico  in- 
mediato fué  dejar  firme,  con  autoridad  de 
cosa  juzgada,  el  fallo  recurrido.  Habiendo 
sido,  por  lo  tanto,  la  finalidad  de  la  casación 
obtener  la  nulidad  de  la  resolución  del  ter- 
cero, es  evidente  que  si  se  desistió  de  la 
casación,  manifestándose  así  la  conformi- 
dad del  recurrente  con  lo  resuelto  en  el  jui- 
cio arbitral,  no  puede  volverse  sobre  el  mis- 
mo punto  porque  eso  haría  interminable  la 
contienda. 

Ahora,  en  cuanto  a que  las  partes  convi- 
nieron en  reservarse  la  facultad  de  pedir  la 
nulidad  en  juicio  ordinario,  nada  significa. 
No  es  cierto  que  haya  convenio  a este  res- 
pecto porque  la  escritura  de  que  se  ha  he- 
cho mención  solamente  contiene,  en  una 
cláusula  final,  la  declaración  del  señor  Ro- 
sito de  que  hacia  en  su  favor  tal  reserva, 
pero  aun  cuando  esa  declaración  unilateral 
constituyera  un  convenio  entre  las  partes. 


ninguna  eficacia  tendría  porque  no  son  los 
interesados  los  que  van  a decidir  sobre  la 
validez  o nulidad  del  procedimiento  sino  los 
Tribunales  los  que  deben  declararlo  o no, 
según  sea  su  procedencia  o improcedencia, 
desde  luego  que  las  leyes  procesivas  son  de 
orden  público. 

Por  las  razones  expuestas,  la  Corte  estima 
que  la  excepción  de  cosa  juzgada  es  perfec- 
tamente legal  y debe  admitirse,  siendo  inne- 
cesario entrar  al  examen  de  las  cuestiones 
fundamentales  de  la  demanda.  Como  la 
Sala  sentenciadora  desestimó  esta  excep- 
ción no  obstante  su  procedencia,  de  acuerdo 
con  las  disposiciones  de  que  se  ha  hecho  mé- 
rito, no  cabe  duda  que  infringió  los  artícu- 
los 189  y 190,  inciso  5°,  Decreto  Número  273, 
citados  en  el  recurso,  por  lo  que  debe  casar- 
se y anularse  el  fallo  recurrido,  para  dictar 
el  que  sea  procedente  en  derecho. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  las  leyes  citadas 
y de  lo  dispuesto  en  los  artículos  1867,  1868, 
1873  y 1889,  Procedimientos  Civiles,  casa  y 
anula  la  sentencia  recnrrida  y,  resolviendo 
sobre  lo  principal  declara : procedente  la  ex- 
cepción de  cosa  juzgada,  opuesta  por  el 
señor  Di  Leone  y,  en  consecuencia,  lo  ab- 
suelve de  la  demanda  de  nulidad  del  jui- 
cio arbitral  que  le  entabló  don  Pascual  Ro- 
sito. No  hay  especial  condenación  en  costas. 

Notifíquese  y devuélvase  el  depósito  cons- 
tituido. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argne- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y siete  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  pronunciada  el  veintiocho  de  agos- 
to retropróximo,  en  que  la  Sala  Segunda  de 
la  Corte  de  Apelaciones  por  mayoría  de  vo- 
tos, revocó  el  fallo  proferido  por  el  Juez  de 
1’  Instancia  del  departamento  de  Escuintla, 
y declara:  que  la  Compañía  de  los  Ferroca- 
rriles Internacionales  de  Centro  América, 
debe  pagar  dentro  de  tercero  día  a la  seño- 
rita Emilia  Montúfar,  la  cantidad  de  dos  mil 
quinientos  quetzales,  por  indemnización  de 
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los  daños  que  se  le  causaron  con  motivo  del 
accidente  ferroviario  ocurrido  en  la  linea  del 
Sur,  el  doce  de  agosto  de  mil  novecientos 
veinticuatro,  suma  que  debe  depositarse  en 
la  Receptoría  de  Fondos  de  Justicia  dentro 
del  plazo  mencionado;  y que  el  pago  se  ve- 
rificará ante  el  Juez  de  1-  Instancia  de  Es- 
cuintla,  de  conformidad  con  el  articulo  9" 
del  Decreto  Número  1827 ; y,  que  no  hay  es- 
pecial condenación  en  costas. 

El  Tribunal  de  2’  Instancia  fundó  su  fallo 
en  los  “considerandos”  que  a continuación 
se  ejrpresan : 1°,  que  la  parte  actora  estable- 
ció, de  una  manera  plena,  los  hechos  que 
siguen:  a)  Que  el  coche  número  cincuenta  y 
cuatro  de  pasajeros,  agregado  al  tren  de  Ayu- 
da venía  a esta  capital,  el  doce  de  agosto  de 
mil  novecientos  veinticuatro,  volcó  por  ha- 
ber descarrilado:  b)  Que  en  ese  carro  venía 
la  demandante,  señorita  Emilia  Montúfar, 
quien,  a consecuencia  del  descarrilamiento, 
sufrió  serios  golpes  que  la  privaron  del  co- 
nocimiento, por  algunos  momentos,  contu- 
siones de  gravedad,  que  necesitaron  asisten- 
cia médica  por  más  de  un  mes;  c)  Que  el 
tren  descarriló  debido  a la  excesiva  velocidad 
con  que  caminaba  en  los  momentos  del  acci- 
dente y el  carro  volcado  se  encontraba  en 
mal  estado  de  servicio ; y que  de  todos  estos 
hechos  se  infiere  legal  y naturalmente,  que 
la  demandante,  señorita  Montúfar,  sufrió 
graves  daños  por  causa  del  accidente  referi- 
do; 2'’,  que  de  conformidad  con  el  artículo  4 
del  Decreto  legislativo  Número  1827,  los  da- 
ños causados  a la  demandante  por  el  men- 
cionado accidente,  le  dan  derecho  a una  in- 
demnización por  parte  de  la  Compañía  del 
Ferrocarril  referido;  y que  no  habiéndose 
podido  fijar  su  monto  por  los  expertos  nom- 
brados, porque  estuvieron  en  desacuerdo,  a 
juicio  del  Tribunal,  tal  indemnización  se  fija 
en  dos  mil  quinientos  quetzales;  y,  3°,  que 
si  bien  es  cierto  que  la  demandante  probó 
que  en  la  estación  de  Mazatenango,  recibió 
la  suma  de  cuarenta  y cinco  mil  pesos  de  la 
antigua  moneda,  cantidad  que  se  le  perdió 
en  los  momentos  del  accidente  de  que  se 
trata,  también  lo  es,  que  no  puede  hacerse 
responsable  directamente  a la  Empresa  de 
los  Ferrocarriles,  por  tal  suma,  pero  sí  queda 
comprendida  entre  los  daños  causados  a la 
señorita  Montúfar,  y,  por  los  cuales  tiene  de- 
recho a la  indemnización  correspondiente. 

Ramón  Alvarez  procediendo  como  apode- 
rado de  la  Compañía  de  los  Ferrocarriles  de 
Centro  América,  y con  auxUio  del  Licenciado 
don  Carlos  Salazar,  introdujo  recurso  de 
casación,  fundándolo  en  los  artículos  1867, 
1868  y 1877,  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  y denunció,  como  infringidos,  los 


artículos  603,  736  y 746,  del  cuerpo  de  leyes 
que  acaba  de  mencionarse;  91.  170  y 185  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 

El  juicio  lo  inició  la  señorita  Emilia  Mon- 
túfar ante  el  Juez  2°  de  la  Instancia  de  Gua- 
temala, con  fecha  seis  de  septiembre  de  mil 
novecientos  veinticuatro,  y,  en  virtud  de 
haberse  declarado  en  su  oportunidad.  Juez 
competente  para  conocer  del  asunto  al  del 
departamento  de  Escuintla,  a este  funcio- 
nario fueron  remitidos  los  antecedentes. 

La  demanda  entablada  por  la  señorita 
Montúfar  ha  tenido  por  objeto  que  la  refe- 
rida Compañía  la  indemnice  de  los  daños 
y perjuicios  que  sufrió  a causa  de  haber  des- 
carrilado el  carro  en  que  viajaba  de  la  esta- 
ción de  Mazatenango  a esta  capital.  Dicha 
señorita  afirmó  que  a consecuencia  del  ac- 
cidente sufrió  golpes  que  la  imposibilitaron 
para  regresar  a su  domicilio  y poder  dedi- 
carse a sus  negocios  comerciales,  fuera  de 
los  cuantiosos  gastos  que  hizo  en  la  ciudad 
de  Guatemala,  con  motivo  de  su  permanen- 
cia y el  pago  de  Doctores  y medicinas;  que 
estimaba  los  daños  y perjuicios  de  que  se 
trata  en  la  cantidad  de  diez  mil  pesos  oro 
americano,  más  cuarenta  y cinco  mil  pesos 
billetes  de  los  antiguos  bancos  de  emisión, 
suma  que  traía  en  una  valija  para  comprar 
mercancías,  se  la  había  entregado  Mariano 
Trujillo  en  la  estación  de  Mazatenango  de 
orden  de  don  Juan  Ciani,  y,  la  perdió  en  el 
barullo  que  produjo  el  descarrilamiento  acae- 
cido, después  de  pasar  de  la  estación  Coyo- 
late  con  fecha  doce  de  agosto  de  mil  nove- 
cientos veinticuatro ; y,  por  último,  manifes- 
tó que  su  demanda  comprendía,  además  de 
las  sumas  relacionadas,  el  pago  de  las  costas 
y gastos  del  juicio,  pues  el  descarrilamiento 
fué  debido  al  mal  estado  de  la  vía. 

El  Licenciado  don  Juan  J.  Pérez,  en  con- 
cepto de  apoderado  de  la  Empresa  de  los 
Ferrocarriles  de  Centro  América  negó  la 
demanda. 

Durante  el  término  probatorio  el  apodera- 
do de  la  parte  demandante  presentó  las 
pruebas  que  siguen ; 1°,  certificación  expedi- 
da por  el  Oficial  Mayor  del  Ministerio  de 
Fomento,  en  que  constan  los  informes  emi- 
tidos por  el  Gerente  de  los  Ferrocarriles  In- 
ternacionales de  Centro  América  y del  Ins- 
pector de  Ferrocarriles,  acerca  del  descarri- 
lamiento del  carro  de  pasajeros  de  primera 
clase,  número  cincuenta  y cuatro,  entre  las 
estaciones  Coyolate  y Buena  Vista,  ocurri- 
do el  doce  de  agosto  de  mil  novecientos 
veinticuatro,  y,  el  accidente  acaecido  al  mis- 
mo carro  en  una  curva  próxima  a la  estación 
Medio  Monte,  el  once  de  enero  de  mil  no- 
vecientos veinticinco ; aparece  en  dichos  in- 
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formes  que  cuando  sucedió  el  primero  de 
los  descarrilamientos  que  acaban  de  men- 
cionarse no  existian  desperfectos  en  la  via, 
el  coche  se  encontraba  en  buen  estado  de 
servicio,  según  el  Gerente  de  dicha  Empre- 
sa y en  malo,  a juicio  del  mencionado  Ins- 
pector, y la  causa  probable  del  suceso  fué 
debida  a la  excesiva  velocidad  al  recorrer  la 
curva  de  la  linea  férrea;  2-,  los  números  doce 
mil  cuatrocientos  cuarenta  y uno  y mil  seis- 
cientos sesenta  y cinco  del  "Diario  de  Cen- 
tro América”  y de  "El  Imparcial”,  correspon- 
pondientes  al  veintilocho  y veintisiete  de 
agosto  de  mil  novecientos  veinticuatro,  res- 
pectivamente, y en  los  cuales  aparecen  los 
artículos  intitulados  “Explicaciones  Ferro- 
viarias sobre  un  Descarrilamiento”,  y,  “La 
Verdad  del  Accidente  Buena  Vista-Coyolate” ; 
3’,  posiciones  absueltas  por  el  Gerente  de 
los  Ferrocarriles  de  Centro  América,  don 
Roberto  M.  Aylward;  4'',  una  certificación 
expedida  por  el  Doctor  Manuel  Muñiz  en 
la  cual  dicho  facultativo  consigna  los  gol- 
pes que  sufrió  Emilia  Montúfar;  y 5°,  tes- 
timonios de  Juan  Ciani  y Rafael  Gordillo  pa- 
ra establecer  que  el  primero  de  dichos  testi- 
gos mandó  a la  estación  de  Mazatenango  a 
Mariano  Trujillo  para  que  le  entregara  a 
Emilia  Montúfar,  cuarenta  y cinco  mil  pesos 
billetes  de  los  antiguos  Bancos,  cantidad  que 
guardó  la  señorita  Montúfar  en  una  valija; 
y festimonios  de  Vicente  Castilo,  Luis  Gar- 
cia,  Alfredo  Arana  y Francisco  Cóbar  para 
probar  que  el  dia  del  suceso  viajaban  en  el 
tren  de  pasajeros,  procedente  de  Ayutla, 
ellos  (los  testigos)  y Emilia  Montúfar,  quien 
sufrió  golpes  de  consideración,  fué  extraída 
del  carro  número  cincuenta  y cuatro,  sin 
conocimiento  y la  valija  que  llevaba  la  se- 
ñorita Montúfar  se  éxtravió.  La  Empresa 
demandada  no  rindió  pruebas. 

La  Sala,  antes  de  fallar,  dispuso  que  los 
expertos  Virgilio  López,  Antonio  Vizcaíno  y, 
en  su  caso  el  tercero  J.  Antonio  Herrera, 
emitieran  su  dictamen.  El  siete  de  agosto 
retropróximo,  se  llevó  a cabo  la  diligencia 
mandada  practicar  por  el  Tribunal  de  Se- 
gunda Instancia  ante  el  Juez  departamen- 
tal de  Escuintla  y estando  presente  la  señori- 
ta Emilia  Montúfar,  los  expertos  dictamina- 
ron en  la  forma  que  sigue  : el  señor  López 
que  debe  pagarse  a la  señorita  Montúfar  la 
suma  de  dos  mil  quinientos  quetzales,  por 
los  golpes  que  sufrió,  los  gastos  ocasionados 
con  motivo  de  su  curación  y las  pérdidas 
que  tuvo  en  sus  negocios ; el  experto  señor 
Vizcaíno,  presentó,  para  que  se  agregara  a 
las  actuaciones,  su  dictamen,  donde  expre- 
saba las  razones  en  que  lo  funda,  y que,  en 
vista  del  artículo  quinto  del  Decreto  1827, 


señalaba  en  cero  la  indemnización  que  debe 
darse  a la  demandante,  por  no  haberse  lle- 
nado los  requisitos  que  señala  dicho  De- 
creto; y,  por  último,  el  señor  Herrera  Roche 
manifestó : que  ratificaba  el  dictamen  que 
anteriormente  había  emitido,  a excepción  de 
la  cantidad  consignada  en  él  y fijaba,  como 
indemnización,  la  suma  máxima  a que  se 
refiere  el  Decreto  Número  1827. 

CONSIDERANDO:  que  el  Inspector  de 
Ferrocarriles  informó  que  el  accidente  fué 
debido ; U,  al  exceso  de  velocidad  con  que 
marchaba  el  fren ; 2'',  a que  el  coche  era  su- 
mamente viejo  y,  según  informes,  mal  equi- 
librado. La  vía,  en  el  punto  del  desastre, 
se  encontró  en  perfecto  estado  de  servicio. 
La  prueba  testimonial  que  obra  en  la  causa 
solamente  se  refiere  al  suceso  acaecido  en- 
tre las  estaciones  mencionadas  con  anterio- 
ridad y a la  pérdida  del  dinero  que  sin  con- 
sentimiento de  la  Empresa  transportaba  la 
demandante,  quien  tampoco  justificó  su  re- 
clamación. Las  versiones  consignadas  en  los 
periódicos  "Diario  de  Centro  América”  y "El 
Imparcial”  acerca  del  accidente  ocurrido  en- 
tre las  estaciones  Coyolate  y Buena  Vista,  no 
deben  ser  apreciadas,  ya  que  si  bien  es  ver- 
dad, que  en  dichas  publicaciones  se  encuen- 
tran algunos  datos  relativos  al  descarrila- 
miento, también  lo  es,  que  estos  informes 
para  que  pudieran  legalmente  establecer  los 
hechos  en  ellos  relatados,  sería  indispensable 
que  hubiesen  sido  recibidos  en  el  proceso 
con  todas  las  formalidades  que  la  ley  señala. 

En  las  posiciones  que  absolvió  el  Gerente 
de  los  Ferrocarriles  Internacionales  de  Cen- 
tro América,  no  aparece  que  dicho  señor  ha- 
ya confesado  hecho  alguno  que  pudiera  in- 
fluir en  la  resolución  del  juicio  o del  dere- 
cho que  la  señorita  Montúfar  tenga  para 
haber  iniciado  su  acción  de  daños  y perjui- 
cios contra  la  Compañía  tantas  veces  men- 
cionada. 

Los  expertos  fueron  propuestos  para  gra- 
duar la  magnitud  de  los  daños  que  la  de- 
mandante asegura  haber  sufrido  en  su  per- 
sona, pero  como  aquéllos  no  fueron  previa- 
mente determinados,  el  dictamen  emitido  por 
los  peritos,  sin  tener  base  para  ello,  carece 
de  fundamento,  y,  por  consiguiente  dicha 
prueba  es  inadmisible.  Según  afirma  el 
apoderado  de  la  parte  actora,  en  su  alegato 
que  presentó  ante  este  Tribunal,  con  fecha 
treinta  y uno  de  octubre  retropróximo,  las 
lesiones  de  que  adolece  la  señorita  Montú- 
far son  internas  y difíciles  de  curar ; mucho 
menos  pues,  pudieron  los  expertos  señalar 
la  cuantía  de  los  daños,  aunque  la  deman- 
dante haya  estado  presente  y les  diera  todos 
los  datos  relativos  a los  golpes ; toda  vez  que 
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para  reconocer  esta  clase  de  lesiones  es  ne- 
cesario aplicar  aparatos  adecuados  y hacer 
una  serie  de  observaciones  que  sólo  un  fa- 
cultativo puede  llevar  a cabo,  fijando  el  ca- 
rácter propio  de  la  enfermedad  que  hayan 
producido,  su  tratamiento,  y tiempo  indis- 
pensable para  la  curación. 

La  mayor  o menor  gravedad  de  esas  lesio- 
nes y sus  consecuencias  ulteriores  debieron 
haberse  establecido  en  la  forma  legal,  y, 
no  habiéndose  hecho  así,  es  inconcuso  que 
también  carecen  de  valor  probatorio,  la  cer- 
tificación expedida  por  el  Doctor  Manuel 
Muñiz  y lo  manifestado  por  el  Doctor  don 
Rodolfo  López  en  la  comunicación  que  diri- 
gió al  Juez  departamental  de  Escuintla,  con 
fecha  ocho  de  junio  de  mil  novecientos  vein- 
tiséis, en  la  cual  expresa,  entre  otras  cosas, 
lo  que  sigue : que  cada  vez  que  hay  algún 
accidente  de  trabajo  o del  pasaje  y aquél 
ocurre  en  la  zona  que  le  corresponde  en  el 
servicio  de  Médico  del  Ferrocarril  en  la  ca- 
becera de  Escuintla,  se  le  llama  para  pres- 
tar su  asistencia  facultativa.  Probablemente 
en  una  de  esas  ocasiones  fué  a curar  a Emi- 
lia Montúfar,  pero  no  recuerda  ningún  otro 
dato  referente  a dicho  suceso,  en  cuanto  se 
le  relaciona  con  la  señorita  Montúfar,  pues 
además  de  no  conocerla,  su  misión  se  redujo 
a curar  de  la  estación  Santa  María  a la  de 
Escuintla  a cinco  o seis  personas  que  sufrie- 
ron el  accidente  de  que  se  trata,  y durante 
ese  tiempo  Q/i  hora  de  trayecto)  se  limitó  a 
hacer  la  primera  curación  a quienes  la  solici- 
taron, y,  de  los  señores  lesionados,  sólo  uno 
pidió  no  continuar  el  viaje,  por  el  mal  estado 
en  que  se  encontraba,  no  presentando  ningu- 
no de  los  otros  nada  alarmante  en  el  momen- 
to de  su  curación. 

La  parte  actora  reclama,  no  sólo  el  valor 
de  los  daños  sufridos  en  su  persona,  sino 
también  una  indemnización  por  los  perjui- 
cios que  le  sobrevinieron  con  motivo  del 
accidente.  Ninguna  prueba  fué  rendida  pa- 
ra justificar  la  ganancia  que  ha  dejado  de 
obtener  la  demandante  en  sus  negocios  mer- 
cantiles por  aquella  causa,  ni  probó  a cuán- 
to ascienden  los  desembolsos  que  ha  hecho 
durante  su  permanencia  en  la  capital  de  la 
República,  ni  el  monto  de  lo  invertido  en  el 
pago  de  Médico  y medicinas,  ni  que  todos 
esos  gastos  formen  la  suma  de  diez  mil  quet- 
zales que  demanda. 

Todo  lo  relacionado  pone  en  evidencia  que 
la  señorita  Emilia  Montúfar  no  probó  los 
quebrantos  que  en  su  salud  produjeron  las 
lesiones  ya  mencionadas,  ni  las  pérdidas 
que  sufriera  por  haber  dejado  de  perci- 
bir las  utilidades  que  ordinariamente  le  re- 


portaban sus  negocios  establecidos  en  Ma- 
zatenango;  y al  estimar  lo  contrario  el  Tri- 
bunal sentenciador  infringió  la  disposición 
contenida  en  el  artículo  603  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles ; y,  por  consiguiente, 
ha  lugar  al  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción interpuesto. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  lo  estatuido  por  los 
artículos  779  y 1889  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles;  13,  inciso  b,  y 185  del  De- 
creto legislativo  Número  1928,  casa  y anula 
la  ejecutoria  recurrida  y,  fallando  sobre  lo 
principal,  declara : 1'’  Que  absuelve  de  la  de- 
manda a la  Compañía  de  los  Ferrocarriles 
Internacionales  de  Centro  América;  2’  Que 
las  costas  son  a cargo  de  ambas  partes ; y, 
3“’  Que  ordena  la  devolución  del  depósito 
constituido  en  la  Receptoría  de  Fondos  de 
Justicia. 

Notífíquese  y,  devuélvanse  los  autos  en  la 
forma  que  corresponde,  al  Tribunal  de  su 
origen. 

/.  M.  Reina  Andrade. — Carlos  Castellanos 
R. — Alberto  Argueta  S. — José  Serrano  Mu- 
ñoz.— Ric.  Ortiz  Sánchez, — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C,,  Secretario. 


CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y ocho  de  diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres. 

Se  examina  en  casación  la  sentencia  de 
la  Sala  2’  de  la  Corte  de  Apelaciones,  dicta- 
da el  diez  y seis  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y dos,  en  el  juicio  ejecutivo  seguido 
por  las  señoras : Anita  Barillas  de  Rodgers 
y Elena  Barillas  de  Harper,  por  medio  de 
su  apoderado  Licenciado  Francisco  Villa- 
grán,  contra  doña  Blandina  Meyer  viuda  de 
BarUlas,  por  sí  y como  tutriz  de  sus  meno- 
res hijas,  Aída,  Edna  y Olga  Barillas,  en  la 
que  se  confirmó  la  proferida  por  el  Juez  2" 
de  Primera  Instancia  de  este  departamento 
que  declaró  haber  lugar  a hacer  trance  y 
remate  de  lo  embargado  y con  su  producto, 
pago  a las  acreedores  por  capital,  intereses 
y costas. 

I 

El  Abogado  Juan  Antonio  Martínez  Pera- 
les se  presentó  el  cuatro  de  junio  de  mil  no- 
vecientos veintinueve,  ante  el  Juez  2’’  de  1- 
Instancia  del  departamento  de  Guatemala,  en 
concepto  de  apoderado  de  las  señoras : Ani- 
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ta  Barillas  de  Rodgers  y Elena  Barillas  de 
Harper,  exponiendo:  que  la  madre  de  sus 
poderdantes,  la  señora  Kate  Kinsey  Worater, 
tué  casada  con  don  José  Isidoro  Barillas 
Arreaga,  divorciándose  algunos  años  des- 
pués; que  durante  la  vida  matrimonial  ha- 
blan procreado  dos  niñas  llamadas  Anita  y 
Elena  Barillas  Kinsey;  que  el  diez  y seis 
de  diciembre  de  mil  novecienttis  doce,  ante 
el  Notario  S.  Santiago  Mérida,  el  señor  Ba- 
rillas reconoció  adeudar  a la  señora  Kate 
Kinsey,  por  gananciales,  la  suma  de  $20,000 
oro  americano ; que  con  fecha  veintidós  de 
octubre  de  mil  novecientos  quince,  ante  el 
Cartulario  D.  Alberto  Asturias,  dicho  señor 
Barillas  hizo  donación  a sus  mencionadas 
hijas,  de  la  suma  de  5,000  dólares  a cada  una, 
obligándose  a entregarlas  cuando  aquéllas 
llegaran  a la  mayoría  de  edad ; donación  que 
en  su  carácter  de  tutriz  natural,  aceptó  la 
señora  Kinsey;  que  en  la  fecha  en  que  se 
presentó  su  demanda,  sus  poderdantes  eran 
ya  mayores  de  edad,  para  cuya  demostra- 
ción acompañaba  las  partidas  de  nacimien- 
to; que  don  José  I.  Barillas  testó  el  tres  de 
septiembre  de  mil  novecientos  veinte,  ante 
el  Notario  Carlos  Pacheco  Marroquín,  testa- 
mento que  fué  declarado  legitimo,  recono- 
ciéndose como  herederas  a Edna,  Aída  y 
Olga  Zoirara  Barillas  Meyer  y Blandina  Me- 
yer  de  Barillas;  que  en  virtud  de  lo  expues- 
to, demandaba  en  la  via  ejecutiva  a las  men- 
cionadas herederas  el  pago  de  la  suma  de 
$10,000  oro  americano  que  eran  en  deber  a 
sus  poderdantes;  demanda  que  comprendía 
las  costas  procesales  e intereses  devengados 
y por  devengar;  al  Juez  solicitó,  por  último: 
U,  que  lo  tuviera  como  apoderado  de  las 
hermanas  Barillas  Kinsey ; 2",  que  librara 
mandamiento  ejecutivo  de  embargo  (indi- 
cando sobre  qué  inmueble)  ; 3’,  que  también 
librara  exhorto  al  Registro  de  Quezaltenan- 
go  a efecto  de  que  se  anotara  el  embargo 
que  solicitaba. 

A la  demanda  se  acompañaron : el  poder 
con  que  accionaba  el  Licenciado  Martínez, 
las  partidas  de  nacimiento  de  Anita  Catari- 
na, que  nació  en  la  ciudad  y Condado  de 
San  Francisco,  California,  el  quince  de  agos- 
to de  mil  novecientos,  y de  Elena  el  veinti- 
nueve de  junio  de  mil  novecientos  cuatro, 
debidamente  requisitadas  y traducidas  al 
castellano,  copia  simple  del  testamento  de 
don  José  Isidoro  Barillas  y donación  que 
dice  en  síntesis  : “En  Quezaltenango,  a vein- 
tidós de  octubre  de  mil  novecientos  quin- 
ce, comparecieron  ante  el  Notario  D.  Alber- 
to Asturias,  Kate  de  Barillas  y José  I.  Bari- 
llas, exponiendo  : que  fueron  casados,  pero 
que  ya  estaban  divorciados,  habiendo  que- 


dado en  poder  de  la  señora  Kate  de  Bari- 
llas, dos  niñas  que  hablan  procreado,  las 
cuales  llevan  por  nombres  Elena  y Anita. 
José  I.  Barillas  agregó:  que  hacia  donación 
pura,  perfecta  e irrevocable,  de  la  suma  de 
$5,000  oro  americano  a cada  una  de  sus  men- 
cionadas hijas,  Elena  y Anita;  suma  que  en- 
tregarla a dichas  niñas  a medida  que  fue- 
ran llegando  a la  mayoría  de  edad,  reser- 
vándose, mientras  tanto,  el  usufructo  de 
tales  sumas,  las  cuales  no  pasarían  a ser 
propiedad  de  las  donatarias  sino  cuando  hu- 
bieran cumplido  veintiún  años  de  edad,  con- 
dición indispensable  para  el  perfecciona- 
mientro  del  contrato.  La  señora  Kinsey  de 
Barillas,  en  concepto  de  tutriz  natural,  acep- 
tó la  donación. 

II 

Con  vista  de  la  documentación  acompaña- 
da se  libró  el  mandamiento  ejecutivo  en  la 
forma  solicitada  y requerido  de  pago  el  Lie. 
Carlos  Pacheco  Marroquin,  como  apode- 
rado de  las  ejecutadas,  dijo  no  tener  la  can- 
tidad que  se  le  exigía  por  lo  que  se  le  trabó 
embargo  en  los  inmuebles  siguientes : finca 
rústica  número  9,772,  folio  312,  tomo  62.  de 
Quezaltenango;  finca  urbana  número  25,535, 
folio  178,  tomo  59,  de  Quezaltenango;  in- 
muebles que  se  inscribieron  a nombre  de 
doña  Blandina  Meyer  viuda  de  Barillas  y 
fincas  números:  3240  y 1315;  folios  258  y 
232;  tomos  28  y 15,  de  Quezaltenango,  las 
que  se  adjudicaron  a las  señoritas  Edna,  Aí- 
da y Olga  Zoirara  Barillas.  El  embargo  se 
anotó  el  trece  de  junio  del  año  ya  citado. 
Al  ser  citadas  de  remate  las  ejecutadas  se 
opusieron  por  medio  de  su  apoderado.  Li- 
cenciado Manuel  María  Rivera,  quien  ale- 
gó que,  por  no  ajustarse  a los  preceptos 
del  artículo  163,  Decreto  Número  273,  no 
surtía  sus  efectos  el  poder  que  le  fué  otor- 
gado por  las  ejecutantes  en  la  ciudad  de 
San  Francisco,  California,  el  veintitrés  de 
agosto  de  mil  novecientos  veintiocho,  al  Li- 
cenciado Juan  Antonio  Martínez  Perales, 
ante  los  oficios  del  Notario  Joseph  Pensa; 
que  el  reclamo  se  fundaba  en  la  escritura 
de  veintidós  de  octubre  de  mil  novecientos 
quince,  que  pasó  ante  los  oficios  del  No- 
tario don  Alberto  Asturias,  en  la  cual  se 
hizo  depender  el  perfeccionamiento  del  con- 
trato del  cumplimiento  de  una  condición  y 
por  consiguiente,  no  procedia  el  juicio  eje- 
cutivo porque  tal  condición  no  habia  sido 
cumplida ; que  la  escritura  que  habia  ser- 
vido de  base  a la  ejecución  habia  perdido  su 
fuerza  ejecutiva  y,  por  último,  que  no  cons- 
taba en  la  escritura  de  donación  que  se  hu- 
bieran pagado  los  impuestos  fiscales  a que 
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se  refieren  los  artículos  51  y 52  de  la  Ley 
de  Contribuciones.  Después  de  haberse  lle- 
nado, en  forma,  los  demás  requisitos  lega- 
les, el  Juez  2“,  con  fecha  cinco  de  marzo 
de  mil  novecientos  treinta  y uno,  dictó  sen- 
tencia, declarando  haber  lugar  a hacer  tran- 
ce y remate  de  lo  embargado  y,  con  su 
producto,  pago  a los  acreedores  por  capital, 
intereses  y costas. 

III 

Al  serle  notificada  la  sentencia  al  Licen- 
ciado Manuel  María  Rivera,  se  presentó  pi- 
diendo aclaración  y ampliación  de  la  sen- 
tencia, en  el  sentido  de  que  la  donación  de 
mérito  no  estaba  completa  y que  en  esa 
virtud  no  hacía  fe  en  juicio,  lo  mismo  que  el 
poder  del  Licenciado  Martínez,  De  esta 
solicitud  se  corrió  traslado  a la  otra  parte 
por  dos  días.  Con  fecha  diez  y seis  de  mar- 
zo de  mil  novecientos  treinta  y uno,  se  pre- 
sentó el  Licenciado  Francisco  Villagrán  con- 
testando el  traslado  y pidiendo  que  se  de- 
clarara sin  lugar  la  aclaración  y ampliación 
pedidas,  y,  al  mismo  tiempo,  que  se  le  tu- 
viera como  apoderado  de  las  señoras  Kate 
Kinsey  Worter,  Anita  Barillas  de  Rodgers 
y Elena  Barillas  de  Harper.  Con  fecha 
veintiuno  de  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y uno,  se  dictó  la  sentencia  interlocutoria 
que  declaró  sin  lugar  la  aclaración  y am- 
pliación pedidas  por  el  Licenciado  Manuel 
María  Rivera  de  la  sentencia  fecha  cinco 
de  marzo  del  mismo  año. 

En  virtud  del  recurso  de  apelación  inter- 
puesto, la  Sala  Segunda  tramitó,  en  forma, 
la  Segunda  Instancia,  en  donde  se  acompa- 
ñó, por  el  Licenciado  Francisco  Villagrán, 
constancia  de  la  Administración  de  Rentas 
de  haber  pagado  el  impuesto  y multa  res- 
pectiva para  revalidar  el  poder  presentado 
por  el  Licenciado  Juan  Antonio  Martínez 
Perales. 

La  Sala  Segunda,  con  base  en  las  consi- 
deraciones siguientes,  confirmó  la  senten- 
cia del  Juez  2°  de  1’  Instancia:  “Conside- 
rando : que  la  ineficacia  del  poder  referido 
se  hizo  consistir  en  el  hecho  de  que  los  in- 
teresados no  habían  cubierto  el  impuesto 
fiscal  a que  están  afectos  los  documentos  de 
su  clase,  otorgados  en  el  extranjero;  y que 
en  esta  instancia,  mediante  la  presentación 
del  atestado  correspondiente,  expedido  por 
la  Administración  de  Rentas  de  este  depar- 
tamento, se  comprobó  haberse  cumplido  con 
tal  requisito  y con  el  pago  de  la  multa  res- 
pectiva. Artículos  668,  fracción  tercera,  inci- 
so 2°,  709  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales; 162  del  Decreto  Número  273,  15,  16  y 
26  del  Decreto  Número  1153.  Consideran- 


do: que  la  representación  de  las  ejecuta- 
das fundó  la  impugnación  de  los  documen- 
tos que  contienen  las  partidas  de  nacimien- 
to de  las  adoras  en  la  equivocada  aprecia- 
ción de  los  hechos  que  en  ellos  constan,  por 
una  parte,  y,  por  la  otra,  no  probó  que  tales 
documentos  estén  expedidos  en  contraven- 
ción a lo  dispuesto  por  las  leyes  que  regu- 
lan la  materia  respectiva,  en  el  país  donde 
fueron  expedidos.  Artículos  118,  inciso  2", 
682,  683,  684,  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles;  20,  Decreto  Número  821  y 147  del 
Decreto  Número  273.  Considerando:  que  la 
ejecución  de  que  se  trata  fué  iniciada  antes 
de  que  transcurrieran  cinco  años  desde  el 
día  en  que  la  menor  de  las  actoras  llegó  a 
su  mayoría  de  edad  y que  el  efecto  o mérito 
de  un  documento  es  indivisible,  circunstan- 
cia por  la  cual  no  seria  lícito  estimar  que 
el  de  autos  hubiera  perdido  su  fuerza  eje- 
cutiva respecto  a una  de  las  partes  y conser- 
vándola en  cuanto  a la  otra.  Artículos  712, 
716,  913  y 916  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles.  Considerando  : que  si  bien  es  cier- 
to que  la  donación  en  referencia  está  su- 
jeta al  pago  de  una  contribución  fiscal,  tam- 
bién lo  es  que  debido  a la  condición  sus- 
pensiva a que  estuvo  supeditado  su  perfec- 
cionamiento y al  hecho  mismo  de  estar  sien- 
do objeto  de  cobro  judicial,  las  interesadas 
no  están  obligadas  a acreditar  el  pago  de 
tal  contribución,  máxime  si  se  toma  en  cuen- 
ta que  las  leyes  que  regulan  la  materia  no 
contienen  disposición  alguna  que  disponga 
lo  contrario  respecto  a la  eficacia  en  juicio 
de  los  títulos  que  justifican  la  existencia  de 
las  donaciones.  Decreto  Número  1153,  Ca- 
pítulo III,  y artículos  6°,  9"  y 22.  Conside- 
rando: que  el  artículo  210  del  Decreto  Nú- 
mero 273  determina  taxativamente  los  únicos 
puntos  que  pueden  ser  declarados  en  las 
sentencias  dadas  en  juicio  ejecutivo,  y que 
habiendo  el  Juez  de  los  autos  cumplido  con 
lo  dispuesto  en  tal  artículo,  resulta  mani- 
fiesta la  improcedencia  de  la  aclaración  y 
ampliación  solicitadas  por  la  parte  reo.  Ar- 
tículos 881  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles  y 186  del  Decreto  Número  273. 

El  cinco  de  septiembre  del  año  en  curso, 
doña  Blandina  Meyer  viuda  de  Barillas,  ac- 
cionando por  sí  y en  representación  de  sus 
menores  hijas  Aída,  Edna  y Olga  Barillas, 
con  auxilio  del  Licenciado  Carlos  Pacheco 
Marroquín,  interpuso  el  recurso  de  casación 
contra  el  fallo  de  2’  Instancia,  citando,  como 
violados,  los  artículos  82,  84,  Procedimien- 
tos Civiles;  267,  276,  del  Decreto  Número 
273,  914,  916,  917,  921  y 925,  Procedimien- 
tos Civiles;  139  Decreto  Número  272;  y que- 
brantado substancialmente  el  procedimiento. 
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citando  los  artículos  1869,  inciso  1“,  2’,  5'^  y 6’, 
Procedimientos  CivUes;  inciso  7°,  15  y 51, 
Decreto  Número  1153;  alegando  que  al  ini- 
ciarse el  juicio  propuso  la  excepción  de  in- 
competencia porque  siempre  ha  tenido  su 
domicilio  en  la  ciudad  de  Quezaltenango, 
como  también  su  esposo,  en  cuyo  lugar  fa- 
lleció y en  ese  departamento  están  los  bie- 
nes de  la  herencia  ; que  no  sólo  pidió  la  in- 
competencia sino  también  la  nulidad  de  todo 
lo  actuado,  porque  se  aceptó  la  ejecución 
con  documentos  que  no  estaban  debidamen- 
te requisitados,  porque  el  requerimiento  se 
le  hizo  al  Licenciado  Pacheco  Marroquín 
con  vista  de  un  poder  revocado,  aparecien- 
do en  el  juicio  haber  sido  requerida  por  cé- 
dula que  no  recibió ; que  no  se  dió  trámite 
a los  recursos  de  nulidad  y de  revocatoria,  no 
obstante  habérsele  dicho  en  Primera  y Se- 
gunda Instancias  que  estos  recursos  se  re- 
solverían tan  pronto  como  quedara  firme 
el  auto  en  que  se  confirmó  la  competencia 
del  Juez  2°,  dando  lugar  con  esta  omisión  a 
que  las  partes  no  quedaran  emplazadas  en 
tiempo  y forma;  que  las  partes  demandan- 
tes no  justificaron  su  personalidad,  que  su 
esposo  no  dejó  bienes  para  pagar  la  dona- 
ción reclamada  por  las  ejecutantes  porque 
ya  les  había  entregado  la  cantidad  respecti- 
va; que  el  documento  con  el  que  se  entabló 
el  juicio  no  apareja  ejecución  porque  su 
esposo  donó  cinco  mil  pesos  a su  hija  Ani- 
ta  y cinco  mil  a su  otra  hija,  Elena,  que  de- 
bían cobrarlos  al  cumplir  los  veintiún  años; 
que  cuando  se  entabló  el  juicio  aquélla  te- 
nía veintiocho  años,  por  lo  tanto  había  pres- 
crito para  ella  el  derecho  de  ejecutar;  que 
en  caso  de  tener  derecho  a la  donación,  el 
juicio  debió  seguirse  contra  las  herederas  de 
su  esposo  y no  contra  la  recurrente  que  no 
tiene  ese  carácter;  que  el  juicio  se  entabló 
contra  sus  hijas  y contra  ella,  embargándo- 
les la  finca  que  aquéllas  heredaran  y los  bie- 
nes de  su  exclusiva  propiedad ; y que  la  ley 
no  permite  que  se  haga  donación  cuando  no 
quede  lo  necesario  para  la  cóngrua  subsis- 
tencia, pues  cuando  su  esposo  falleció  no 
había  podido  pagar  sus  deudas  y la  recu- 
rrente tuvo  que  cubrir  su  saldo  a favor  del 
Banco  de  Occidente;  razón  por  la  cual  se 
quebrantó  substancialmente  el  procedimien- 
to y se  infringieron  los  artículos  citados,  por 
lo  que  interpone  el  presente  recurso  de  ca- 
sación en  los  dos  sentidos. 

Pedidos  por  el  Tribunal  los  antecedentes 
y fijado  el  depósito  respectivo,  se  señaló  la 
audiencia  del  jueves  treinta  del  mes  en  cur- 
so ; y habiéndose  pedido  por  el  Licenciado 
Francisco  Villagrán  que  la  vista  fuera  pú- 


blica, en  el  salón  de  audiencias,  así  se  acor- 
dó, señalándose,  a las  diez  horas  del  día  in- 
dicado. 

El  Licenciado  Carlos  Pacheco  Marroquín, 
en  nombre  de  doña  Blandina  Meyer  viuda 
de  Barillas  y de  las  menores : Aída,  Edna  y 
Olga  Barillas,  presentó  su  alegato  y alegó 
también  in  roce,  tratando  de  demostrar  la 
falta  de  razón  que  hubo  en  la  ejecución  de 
que  fueron  objeto  sus  mandantes,  dando, 
por  último,  las  razones  que  tuvo  para  in- 
troducir el  recurso  de  casación. 

El  Licenciado  Francisco  Villagrán,  como 
apoderado  de  las  ejecutantes,  doña  Anita 
Barillas  de  Rodgers  y doña  Elena  Barillas  de 
Harper,  alegó  extensamente  in  voce,  refu- 
tando los  argumentos  del  Licenciado  Pache- 
co, y concluyó  pidiendo  se  desestimara  el 
recurso,  por  ser  improcedente  en  los  juicios 
ejecutivos  y por  no  haberse  quebrantado  el 
procedimiento. 

CONSIDERANDO:  que  para  que  proce- 
da el  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  es  necesario  que  el  sub- 
sanamiento  de  la  infracción  cometida  se  pi- 
da en  la  Instancia  en  que  se  incurrió  en 
ella  y se  reproduzca  la  petición  en  la  2’ 
cuando  procediere  de  la  Primera,  y como  en 
el  juicio  que  se  ha  tenido  a la  vista  no 
aparece  que  se  hubiere  hecho  solicitud  al- 
guna a ese  respecto,  debe  declararse  impro- 
cedente el  recurso  con  ese  fundamento  intro- 
ducido, según  lo  dispone  de  una  manera 
precisa  el  artículo  1871  de  Procedimientos 
CivUes. 

CONSIDERANDO:  que  cualquiera  que 
sean  las  violaciones  legales  que  se  hubie- 
ren cometido  al  proferir  la  sentencia  que 
motivó  el  presente  recurso,  esta  Corte  no 
puede  entrar  a examinarlas,  por  tratarse  de 
un  juicio  ejecutivo  después  del  cual  las  par- 
tes tienen  expedito  su  derecho  para  promo- 
ver otro  sobre  el  mismo  objeto,  según  lo  ex- 
presa de  manera  categórica  el  artículo  1870 
de  Procedimientos  Civiles  y,  por  consiguien- 
te, no  es  el  caso  de  analizar  los  artículos  ci- 
tados como  violados. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  lo  que  dispone  el 
artículo  1887,  Procedimientos  Civiles,  des- 
estima el  recurso  interpuesto  y condena  a 
la  parte  que  lo  introdujo  a la  pérdida  del 
depósito  constituido,  que  deberá  ingresar  a 
la  Receptoría  de  Fondos  de  Justicia,  y al 
pago  de  las  costas  que  con  motivo  de  él  se 
hubieren  originado. 
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Notifíquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bnnal  de  su  origen. 

J,  M.  Reina  Andradc. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argiie- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mi,  Jaa7j 
Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintidós  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  Tercera  de 
Apelaciones  el  ocho  de  julio  del  año  en  cur- 
so, en  el  juicio  ordinario  seguido  por  don 
Luis  M.  Rueda  contra  don  Rufino  F.  Ibar- 
güen;  en  la  cual  se  revoca  la  condenatoria 
que  dictó  el  Juez  Tercero  de  Primera  Instan- 
cia, absolviendo  a don  Rufino  Ibargiien  de 
la  demanda,  que  para  el  pago  de  trescientos 
sesenta  y tres  quetzales,  intereses  y costas 
le  entabló  don  Luis  M.  Rueda, 

RESULTANDO  : que  el  diez  y ocho  de  no- 
viembre del  año  pasado,  don  Luis  M.  Rueda 
se  presentó  ante  el  Juez  Tercero  de  Prime- 
ra Instancia  demandando  en  via  ordinaria 
a don  Rufino  Ibargüen  para  que  le  pagara 
la  cantidad  de  trescientos  sesenta  y tres  quet- 
zales. El  señor  Rueda  manifestó  en  su  de- 
manda, entre  otras  cosas,  que  al  hacerse  la 
liquidación  de  la  empresa  periodística  de- 
nominada “El  Tiempo",  de  la  cual  fué  ac- 
cionista y Gerente  el  señor  Ibargüen,  se  le 
quedó  debiendo  la  suma  de  seiscientos  se- 
senta y tres  quetzales,  de  los  cuales  el  Go- 
bierno le  reconoció  trescientos,  quedándole, 
por  consiguiente,  al  señor  Ibargüen,  la  obli- 
gación de  responder  por  el  resto.  Por  no 
haberse  contestado  la  demanda,  en  rebel- 
día de  la  parte  reo  se  tuvo  por  contestada 
negativamente  y se  abrió  el  juicio  a prueba 
por  treinta  dias,  durante  cuyo  término  el 
actor  rindió,  como  tal,  la  confesión  del  de- 
mandado, contenida  en  las  diligencias  de 
posiciones  que  se  presentaron. 

RESULTANDO:  que  el  Juez  Tercero  de 
Primera  Instancia,  el  veintiocho  de  febrero 
del  presente  año,  dió  fin  al  juicio  ordinario, 
declarando:  que  don  Rufino  Ibargüen  era 
en  deber  a don  Luis  M.  Rueda,  la  cantidad 
de  trescientos  sesenta  y tres  quetzales,  más 
intereses  y costas  y,  por  consiguiente,  lo 
condenó  a pagar  dicha  suma,  dentro  de  ter- 
cero día. 


RESULTANDO  : que  la  Sala  Tercera,  an- 
tes de  proferir  su  fallo,  abrió  a prueba  el 
incidente  propuesto  por  el  señor  Ibargüen, 
el  que,  acompañando  en  dicho  término  pro- 
batorio la  escritura  pública  otorgada  por  el 
Escribano  de  Cámara  y de  Gobierno,  el  trece 
de  marzo  de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
por  don  Rafael  Chacón,  don  Rufino  Ibar- 
güen  y don  Antonio  Martinez  Perales,  Agen- 
te Fiscal  del  Gobierno,  en  la  que  consta  que 
el  señor  Chacón  cedió  los  bienes,  derechos  y 
acciones  que  le  correspondían  a la  sociedad 
“Soto  y Cía,  Sucesores”,  cesión  que  hizo 
con  el  consentimiento  del  propio  señor  Ibar- 
güen.  La  Sala  Tercera  funda  su  fallo  ab- 
solutorio en  siete  considerandos ; diciendo  en 
el  segundo,  que  de  las  nueve  preguntas  que 
contiene  el  interrogatorio  de  posiciones,  sólo 
la  segunda,  séptima  y octava  reunian  las 
condiciones  requeridas  por  la  ley,  por  con- 
tener un  solo  hecho  personal  del  absolvente 
cada  uno  de  ellos,  y,  en  consecuencia,  debe 
de  darse  por  bien  probado  que  el  señor  Ibar- 
güen  fué  accionista  y Gerente  de  la  empre- 
sa periodística  “El  Tiempo”:  que  devol- 
vió la  carta  de  cobro  relacionada  y que  no 
se  ha  pagado  la  deuda  referida  en  las  po- 
siciones a don  Luis  M.  Rueda;  en  el  tercero, 
que  las  preguntas  tercera,  cuarta  y quinta 
en  que  se  declaró  confeso  a don  Rufino  Ibar- 
güen,  sólo  contienen  hechos  concernientes 
a don  Luis  M.  Rueda  y a la  empresa  perio- 
dística o sea,  que  él  trabajó  per  algún  tiem- 
po en  la  misma ; que  al  retirarse  de  la  em- 
presa y al  tiempo  de  hacer  la  liquidación 
con  ella  se  le  quedó  adeudando  por  la  misma 
y no  por  Ibargüen,  la  suma  de  seiscientos  se- 
senta y tres  quetzales  y que,  en  consecuencia, 
se  infringió  la  prohibición  legal  de  no  hacer  a 
ningún  ligante  preguntas  sino  sólo  sobre  he- 
chos propios,  circunstancias  que  invalidaban 
la  confesión  ficta;  en  el  cuarto,  que  sin  per- 
juicio de  ser  válidos  los  hechos  contenidos 
en  la  pregunta  9’,  la  promesa  que  se  dije  he- 
cha por  el  señor  Ibargüen  se  haya  conteni- 
da en  una  confesión  imprecisa,  calificada 
individua,  y siendo  condicional  no  puede 
exigirse  su  cumplimiento  sin  probar  que  se 
habia  llenado  la  condición  impuesta  por  el 
obligado;  en  el  quinto,  que  la  pregunta  sexta 
del  pliego  de  posiciones  en  que  fué  decla- 
rado confeso  el  señor  Ibargüen,  contiene 
dos  hechos;  el  uno,  que  el  Gobierno  de  la 
República  le  reconoció  la  suma  de  trescien- 
tos quetzales  a don  Luis  M.  Rueda,  al  ser 
puesto  bajo  su  intervención  el  periódico  “El 
Tiempo”;  y el  otro,  que  en  esa  misma  oca- 
sión don  Rufino  se  obligó  a pagar  el  resto 
de  la  deuda,  o sean  trescientos  sesenta  y 
tres  quetzales,  por  lo  cual  no  puede  tenerse 
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como  debidamente  hecha  la  confesión  del 
demandado,  existiendo,  además,  plena  prue- 
ba en  contra  de  su  contenido,  en  la  escritura 
pública  presentada  por  don  Rufino  en  esa 
Instancia;  sexto,  que  el  mérito  probatorio 
de  la  escritura  presentada  en  Segunda  Ins- 
tancia por  don  Rufino  y que  alega  la  parte 
actora,  no  era  cierto,  porque  en  dicha  escri- 
tura de  traspaso  de  derechos,  sólo  se  hace 
referencia  a la  escritura  social  "Soto  Compa- 
ñía, Sucesores”  y que  un  documento  refe- 
rente no  produce  plena  prueba  sin  aquel  a 
que  se  refiere;  y séptimo,  que  de  los  con- 
ceptos de  la  demanda  y de  los  términos  de 
las  posiciones  se  desprende  que  la  acción 
deducida  es  por  obligaciones  de  la  empresa 
periodística  “El  Tiempo",  y en  consecuen- 
cia no  concuerdan  con  lo  resuelto  en  la  sen- 
tencia recurrida  mediante  la  cual  se  conde- 
na al  señor  Ibargüen  personalmente  al  pago 
de  una  deuda  de  que  se  le  declaró  confe- 
so por  su  calidad  de  ex  Gerente  de  aquella 
entidad  y que  proviene  de  un  saldo  estable- 
cido al  hacer  la  liquidación  el  demandante, 
por  servicios  prestados  a la  misma,  como 
consta  en  el  libelo  de  la  demanda  y de  lo 
que  el  señor  Rueda  afirmó  en  las  posiciones 
preguntas  cuarta,  segunda  y tercera,  afir- 
maciones que  hacen  plena  prueba  contra  el 
articulante”. 

Contra  el  pronunciamiento  de  la  Sala, 
don  Luis  M.  Rueda,  con  auxilio  del  Licen- 
ciado don  Valentín  Dávila  Barrios,  introdu- 
jo el  presente  recurso  de  casación  por  vio- 
lación de  ley,  citando  como  infringidos  los 
artículos  603,  649  y 712,  de  Procedimientos 
Civiles,  y 5°,  Decreto  Número  1928. 

El  Fiscal  de  la  Sala  Segunda,  en  su  dic- 
tamen manifiesta:  que  la  sentencia  del  Juez 
Tercero  de  Primera  Instancia  es  la  justa  y 
legal;  que  la  Sala  no  está  en  lo  cierto  al 
entrar  a examinar  las  posiciones,  porque 
ese  examen  lo  hizo  el  Juez  antes  de  de- 
clararlo confeso,  que  era  cuando  debia  ha- 
cerse, fuera  de  que  el  auto  estaba  firme  por 
haber  sido  confirmado  por  la  Sala  Primera, 
siendo  obvio  que  la  Sala  Tercera  no  tenia 
facultad  para  revocar  una  resolución  dicta- 
da por  un  Tribunal  competente  de  la  misma 
categoría ; que  era  cierto  qrre  la  confesión 
ficta  admitía  prueba  en  contrario  y que  pudo 
rendirse  ante  la  Sala  Tercera  y,  en  virtud  de 
tal  prueba,  este  Tribunal  pudo  haber  revo- 
cado la  sentencia  apelada;  pero  que  la  es- 
critura presentada  por  el  demandado  no 
contradecía  en  nada  los  extremos  probados 
por  la  confesión,  pues  sólo  se  contraía  a una 
cesión  de  derechos  que  hizo  al  Gobierno  el 
socio  del  señor  Ibargüen,  con  su  consenti- 
miento ; y que  la  declaración  que  hace  en 


esta  escritura  el  señor  Ibargüen,  sólo  a 
él  perjudica  y de  ninguna  manera  a un 
tercero  que  no  intervino  en  el  otorgamiento 
de  ella.  Por  último,  manifestó,  que  habién- 
dose violado  el  artículo  649  de  Procedimien- 
tos Civiles,  pedía  que  se  casara  y anulara  la 
sentencia  recurrida. 

CONSIDERANDO:  que  en  las  posiciones 
de  que  se  hace  mención  consta  que  por  no 
haber  sido  absueltas  por  el  señor  Ibargüen, 
no  obstante  haberse  llenado  en  su  tramita- 
ción las  formalidades  prescritas  por  la  ley, 
se  le  declaró  confeso,  en  resolución  que  con- 
firmó la  Sala  respectiva,  quedando  así  firme 
la  parte  intrínseca  de  la  diligencia. 

En  el  juicio  ordinario  que  se  examina  so- 
lamente se  rindió  como  prueba,  por  la  par- 
te actora,  la  confesión  ficta  del  demandado, 
contenida  en  las  posiciones.  Este  último 
pudo  haber  rendido  prueba  en  contrario  du- 
rante el  término  probatorio,  pero  no  lo  hizo 
y así  dejó  incontrovertible  lo  declarado  en 
aquellas  diligencias.  La  facultad  del  Juez 
al  apreciar  la  prueba  tenía  que  estar  limita- 
da, por  consiguiente,  a lo  resuelto  con  ante- 
rioridad por  los  Tribunales  que  conocieron 
en  las  diligencias  de  posiciones,  toda  vez 
que  ninguna  prueba  en  contrario  se  había 
producido,  sin  que  pudiera  entrar  de  nue- 
vo al  examen  de  éstas  para  declarar  si  es- 
taban conformes  con  lo  dispuesto  en  los 
artículos  251,  252,  253,  254,  de  Procedimien- 
tos Civiles,  y 68,  Decreto  Número  273,  por- 
que eso  lesionaría  la  cosa  juzgada  existente 
acerca  del  auto  en  que  se  declaró  confeso 
al  absolvente  y del  cual  se  obtuvo  la  confir- 
matoria de  la  Sala. 

Por  otra  parte,  en  el  otorgamiento  del 
contrato  ante  el  Escribano  del  Gobierno,  en- 
tre el  Agente  Fiscal  y los  señores  Rafael 
Chacón  y Rufino  Ibargüen,  por  el  cual  el 
primero  aceptó  la  cesión  de  la  empresa  pe- 
riodística que  le  hicieron  los  segundos  como 
únicos  socios  de  la  firma  "Soto  y Cía.,  Suce- 
sores”, 'antes  "El  Tiempo”,  no  intervino  el 
señor  Rueda  y por  lo  tanto  no  puede  ser 
perjudicado  por  dicha  cesión,  por  lo  que  al 
proceder  de  distinta  manera  la  Sala  senten- 
ciadora, violó  el  artículo  603  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  siendo,  en  conse- 
cuencia, procedente  la  casación, 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  la  ley  citada  y lo  que 
disponen  los  artículos  227,  228,  229,  232,  233 
y 234,  Decreto  Número  1928;  96  y 97,  De- 
creto Número  1747,  casa  y anula  la  ejecuto- 
ria respectiva  y resolviendo  sobre  lo  prin- 
cipal, declara;  1'’,  que  don  Rufino  Fernando 
Ibargüen  es  en  deber  a don  Luis  M.  Rué- 
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da  la  cantidad  de  trescientos  sesenta  y tres 
quetzales,  intereses  legales  desde  la  inter- 
pelación judicial  y costas,  los  que  debe  pa- 
gar dentro  de  tercero  día;  2’,  manda  devol- 
ver el  depósito  constituido. 

Notifíquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sola- 
zar.— Carlos  Caslellanos  R. — Alberto  Arguc- 
ia S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
treinta  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la  sen- 
tencia proferida  por  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  veintidós  de  abril 
del  año  en  curso;  en  la  cual  se  confirma  la 
proferida  por  el  Juez  5"  de  U Instancia  en 
la  causa  instruida  por  el  delito  de  lesio- 
nes mutuas  contra  Francisca  Paz  de  Mar- 
nione  y María  Enriqueta  Torres  viuda  de 
Morales,  con  la  modificación  de  que  la  pena 
impuesta  pueden  las  reos  conmutarla  a ra- 
zón de  veinte  centavos  de  quetzal  por  día 
en  vez  de  diez  centavos  consignados  en  la 
sentencia  de  1’  Instancia. 

RESULTA : que  la  causa  se  inició  ante  el 
Juez  Primero  de  Paz,  en  virtud  del  parte 
dado  por  el  Sargento  de  guafdia  Arturo  Mo- 
rales, en  el  que  se  hizo  constar  que  el  Ins- 
pector Timoteo  Guzmán  y Aquilino  Corado 
a solicitud  de  María  Enriqueta  Torres  viuda 
de  Morales,  procedieron  a su  detención, 
siendo  la  causa  de  los  disgustos  que  éstas 
tenían,  una  pared  que  separaba  la  casa  de 
la  quejosa  de  la  de  Marnione  y que  por  esto 
la  había  agredido  con  un  tubo  de  hierro. 

Indagada  María  Enriqueta  Torres  viuda 
de  Morales,  dijo  no  ser  cierto  el  delito  que 
se  le  atribuía,  pues  el  día  del  hecho  se  en- 
contraba lavando,  siendo  la  Paz  de  Marnio- 
ne, quien  llegó  a arrojar  piedras  a la  puerta 
de  su  casa  y cuando  ella  abrió  la  puerta, 
ésta  le  aventó  un  fierrazo. 

Francisca  Paz  de  Marnione  dijo  haber  sido 
detenida  por  pedido  de  María  Enriqueta  To- 
rres viuda  de  Morales,  por  manifestar  ésta 
que  le  había  pegado,  pero  que  no  era  cierto, 
pues  la  Torres  fué  quien  le  pegó  a ella, 


Enriqueta  Torres  viuda  de  Morales,  para 
probar  lo  manifestado  en  su  indagatoria, 
propuso  el  dicho  de  Angela  Suárez  y de 
Ester  Ramírez,  quienes,  al  ser  examinadas 
dijeron  que  el  día  del  suceso  vieron  a Fran- 
cisca Paz  de  Marnione,  que  salía  de  su  casa 
con  un  tubo  de  hierro,  dirigiéndose  a casa 
de  Enriqueta  Torres  v.  de  Morales,  y al  lle- 
gar frente  a ella  comenzó  a tirarle  piedras 
a la  puerta  y que  al  salir  la  señora  de  Mora- 
les, la  Paz  de  Marnione  le  pegó  con  un  tubo 
en  la  cabeza  y que  no  vieron  si  la  segunda 
le  pegó  a la  Marnione,  pues  la  primera  de 
las  declarantes  fué  a dar  parte  a la  Policía 
de  lo  ocurrido.  El  agente  de  policía  Timo- 
teo Guzmán,  manifestó : que  el  veintitrés  de 
julio  de  mil  novecientos  treinta  y dos  se  en- 
contraba rondando  por  la  prolongación  del 
Cantón  de  la  Primera  Demarcación  de  Po- 
licía, cuando,  por  la  Catorce  Calle  "C",  y 
Primera  Avenida  de  El  Gallito,  oyó  unos  pi- 
tazos pidiendo  auxilio  y al  llegar  a la  cator- 
ce Calle  “B  ’,  allí  estaba  constituido  el  agen- 
te Aquilino  Corado,  quien  le  dijo  que  dos 
mujeres  habían  reñido,  habiendo  proce- 
dido a capturarlas  y,  en  ese  momento,  la 
Paz  de  Marnione  dijo  haber  reñido  con  En- 
riqueta Torres,  siendo  el  motivo  unos  pe- 
queños disgustos  que  habían  tenido  ante- 
riormente y que  ésta  presentaba  un  raspón 
en  la  cara  y la  ropa  toda  rota.  El  agente 
Aquilino  Corado  expuso : que  el  dia  del  he- 
cho se  encontraba  el  declarante  en  el  lugar 
que  riñeron  Francisca  Paz  de  Marnione  y 
Enriqueta  Torres  de  Morales,  y que  éstas  al 
verlo  se  entraron  a sus  respectivas  casas, 
por  ser  vecinas.  Durante  el  término  de  prue- 
ba fueron  examinados  por  parte  de  Fran- 
cisca Paz  de  Marnione  los  testigos  Porfirio 
Marroquín,  Alberto  Leonardo,  Pantaleón 
Blanco  y Virgilio  Revolorio,  y,  por  parte  de 
la  señora  Torres  viuda  de  Morales,  repre- 
guntas a los  testigos  ya  mencionados,  asi 
como  el  dicho  de  José  Antonio  Quiñónez, 
Inocente  Aguilar  y Gilberto  Rodríguez.  Se- 
gún los  diferentes  informes  médicos  que  co- 
rren agregados  a la  causa  sobre  las  lesiones 
sufridas  por  Francisca  Paz  de  Marnione  y 
María  Enriqueta  Torres  viuda  de  Morales, 
éstas  tardaron  para  su  curación  más  de 
treinta  días  y menos  de  noventa,  sin  que 
les  quedara  deformidad  ni  impedimento  al- 
guno. 

RESULTA:  que  el  Juez  de  la  causa,  con 
fecha  veintisiete  de  febrero  del  presente  año, 
dictó  sentencia,  declarando  : que  Francisca 
Paz  de  Marnione  y Enriqueta  Torres  viuda 
de  Morales  eran  autoras  del  delito  de  le- 
siones mutuas,  por  cuyo  delito  les  impuso 
la  pena  de  dos  años  de  prisión  correccional 
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a cada  una  de  ellas,  rebajada  en  una  tercera 
parte  por  la  circunstancia  atenuante  de  fal- 
ta de  provocación  a la  segunda,  quedándole, 
en  consecuencia,  la  pena  reducida  a diez  y 
seis  meses  de  prisión  correccional,  haciendo 
las  demás  declaraciones  procedentes  en  de- 
recho. 

La  Sala  3',  al  ccnocer  en  grado,  confirmó 
la  del  Juez  5",  con  la  modificación  de  que  la 
conmuta  era  de  veinte  centavos  de  quetzal 
en  vez  de  diez.  Al  serle  notificada  la  ejecu- 
toria de  la  Sala  a Francisca  Paz  de  Marnio- 
ne,  con  auxilio  del  Licenciado  Isauro  Ber- 
ganza,  interpuso  el  presente  recurso  de  ca- 
sación, por  violación  de  ley,  citando,  como 
infringidos,  los  artículos  siguientes  : 581,  5S4, 
586,  600,  573,  4’  y 583,  de  Procedimientos 
Penales;  76,  303  y 22,  Código  Penal;  823  y 
828,  de  Procedimientos  Civiles. 

Pedidos  los  antecedentes  y señalado  dia 
para  la  vista,  es  el  caso  de  dictar  la  senten- 
cia que  corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO  ; que  la  Sala  3-  después 
de  apreciar  el  valor  jurídico  de  la  prueba  de 
cargo,  dictó  su  fallo  condenatorio,  en  el  sen- 
tido indicado,  condenando  a la  enjuiciada 
Paz  de  Marnione  a la  pena  a que  se  hizo 
acreedora ; en  consecuencia  no  violó  los  Arts. 
573,  583,  584,  586,  Código  de  Procedimientos 
Penales ; toda  vez  que  el  dicho  de  los  testi- 
gos Angela  Suárez  y Ester  Ramírez  forma 
plena  prueba  de  la  culpabilidad  de  la  pro- 
cesada, pues  no  son  varios  ni  contradictorios, 
convienen  en  las  personas,  en  el  lugar,  en 
la  manera  como  se  verificó  el  hecho  y el 
tiempo  en  que  acaeció ; tampoco  fueron  ta- 
chados por  la  defensa. 

CONSIDERANDO;  que  habiéndose  ob- 
servado en  el  procedimiento  criminal  las 
reglas  que  la  ley  prescribe  para  llegar  a la 
averiguación  del  delito,  quién  lo  cometió  y 
la  pena  que  le  corresponde,  es  indudable 
que  la  sentencia  condenatoria  sea  legitima 
con  el  convencimiento  pleno  que  da  la  prue- 
ba rendida,  la  cual  no  deja  lugar  a duda 
de  que  las  procesadas  riñeron  el  veintitrés 
de  julio  del  año  pasado,  resultando  ambas 
lesionadas  como  le  deduce  la  Sala  de  las  de- 
claraciones de  Inocente  Aguilar,  José  An- 
tonio Quiñónez  y Gilberto  Guzmán  Rodrí- 
guez, que  aprecia  como  presunciones  y lo 
que  afirma  el  testigo  presencial  Aquilino  Co- 
rado, por  cuya  razón  el  Tribunal  sentencia- 
dor no  violó  el  articulo  4-  ni  el  600  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  teniendo  nueve 
incisos  el  artículo  581  de  Procedimientos  Pe- 
nales debió  haber  señalado  el  recurrente 


cuál  de  todos  ellos  es  el  infringido ; pues  tal 
como  está  citado  no  puede  examinarse  éste 
ni  el  artículo  22  del  Código  Penal  compuesto 
de  18  incisos. 

CONSIDERANDO:  que  estando  bien  de- 
mostrado que  quien  provocó  la  riña  en  la 
cual  se  lesionaron,  fué  Francisca  Paz  de 
Marnione,  la  Sala  sentenciadora  al  apreciar 
como  circunstancia  atenuante  la  falta  de 
provocación  de  parte  de  Enriqueta  Torres 
viuda  de  Morales  y rebajarle  de  la  pena  im- 
puesta una  tercera  parte,  cumplió  con  el 
precepto  legal  contenido  en  el  artículo  76  del 
Código  Penal  y,  por  consiguiente,  no  lo  in- 
fringió ni  violó  el  303  del  mismo  Código,  por 
no  tener  ninguna  aplicación  al  caso  inves- 
tigado. 

CONSIDERANDO  : que  tratándose  de  un 
asunto  de  carácter  puramente  criminal,  las 
leyes  que  deben  aplicarse  son  las  que  con- 
tienen los  Códigos  Penal  y de  Procedimien- 
tos Penales  y en  manera  alguna  las  del  Có- 
digo Civil  y de  Procedimientos  Civiles;  en 
consecuencia  no  pudieron  ser  infringidos  por 
el  tribunal  sentenciador  los  artículos  823  y 
824  de  Procedimientos  Civiles. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia. haciendo  aplicación  de  las  leyes  cita- 
das y lo  que  disponen  los  artículos  690 
Procedimientos  Penales;  22  Decreto  1728 
y 27,  Ley  Orgánica,  desestima  el  recurso  de 
casación  interpuesto,  e impone  a la  recu- 
rrente la  pena  adicional  de  quince  días  de 
prisión  simple,  conmutables  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  día. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a donde 
corresponde. 

J.  M,  Reina  Andrade. — Federico  O.  Saín- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
seis  de  junio  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  relatará  proferida  en  la 
causa  instruida  contra  Aquilino,  Albino  y 
Pedro  Rivera  Cardona  por  lesiones. 
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RESULTA:  que  el  Juez  de  Paz  de  Santa 
Catalina  Mita  dió  principio  a la  investiga- 
ción el  veintiocho  de  mayo  de  mil  novecien- 
tos treinta,  en  virtud  de  haberle  dado  parte 
por  escrito  los  Comisionados  Civil  y Mili- 
tar, señores  Felipe  Martinez  y Jacinto  Quin- 
tana de  que  en  la  aldea  denominada  El  Li- 
món, los  enjuiciados  habian  herido  a Berna- 
bé Rivera  y a su  hijo  Asisclo. 

Bernabé  Rivera  refiere  que  el  día  de  au- 
tos, como  a las  diez  de  la  mañana  se  en- 
contraba trabajando,  acompañado  de  su  hi- 
jo Asisclo,  de  diez  y ocho  años  de  edad,  cuan- 
do llegaron  Pedro,  Aquilino  y Albino  Rive- 
ra armados  de  corvos  y por  las  desavenen- 
cias que  han  surgido  entre  dichos  sujetos  y 
el  dicente,  disputándose  el  terreno  donde 
trabaja  le  tiraron  con  los  corvos,  causándo- 
le las  lesiones  que  describe  el  Juez  en  el 
acta  respectiva;  según  manifestó  Rivera  el 
lugar  donde  se  verificó  el  hecho  es  comple- 
tamente despoblado  y sólo  lo  presenció  Vic- 
toriano Pinto,  quien  dijo  : que  en  la  fecha 
y a la  hora  de  autos  Bernabé  Rivera  y su 
hijo  Asisclo  habían  llegado  al  terreno  don- 
de trabajaban  los  Rivera  (Pedro,  Aquilino  y 
Albino),  portando  Bernabé  escopeta  y pis- 
tola y Asisclo  un  corvo,  y dirigiéndoles  cier- 
tas palabras  a los  mencionados  sujetos  les 
hicieron  fuego  con  la  escopeta  y luego  con  la 
pistola  agarrándose  en  seguida  con  los  cor- 
vos ; Pinto  manifestó  también  que  es  cuña- 
do de  Pedro,  Albino  y Aquilino  y más  tarde 
al  ampliar  su  declaración  dijo  ser  sin  gene- 
rales con  las  partes  y agrega  que  Pedro, 
Aquilino  y Albino  atacaron  a sus  agresores 
en  defensa  propia,  habiendo  logrado  herirlos 
gravemente.  Asisclo,  hijo  de  Bernabé,  corro- 
bora lo  dicho  por  éste,  agregando  que  a él 
también  lo  agredieron  causándole  tres  le- 
siones. 

A solicitud  de  Leoncio  Rivera,  apoderado 
de  Pedro,  Aquilino  y Albino  Rivera,  fueron 
examinados  Zenón  y Cruz  Lucero,  Nativi- 
dad López,  Pedro  Nájera  y Magdaleno  Gar- 
cía Martínez,  quienes  declararon : los  her- 
manos Lucero  aseguran  que  Bernabé  lleva- 
ba escopeta  y Asisclo  corvo,  y esto  mismo 
afirman  López  Nájera  y García,  asegurando 
el  último  que  Bernabé  hizo  dos  disparos 
sobre  los  Rivera  habiéndoles  dicho  antes : 
“A  matarlos  vengo”;  Zenón  y Cruz  Lucero 
y Natividad  López  manifestaron:  que  Ber- 
nabé y Asisclo  atacaron  a los  Rivera,  agre- 
gando Zenón  y Cruz  que  al  principio  sonó  un 
disparo  de  escopeta,  luego  siguió  la  riña  en- 
tre los  cinco  contendientes  con  corvos  y,  por 
último,  se  percibió  otro  disparo  de  revólver 
siguiendo  la  riña  cuya  terminación  no  vie- 
ron por  haberse  alejado  de  aquel  lugar;  y 


que  antes  del  pleito  en  cuanto  Bernabé  vió 
a los  Rivera  les  dijo  : "Vengo  a matarme  con 
ustedes”,  palabras  que  respondieren  los  ex- 
presados sujetos  manifestándole  que  no  se 
sofocara,  que  por  medio  de  la  autoridad  se 
arreglarían ; García  también  relata  este  in- 
cidente que  surgió  antes  de  la  riña;  a este 
respecto  dijo  Nájera  haber  oído  voces  al- 
teradas que  se  dirigían  a los  trabajadores,  y, 
este  último  testigo  y López  afirman  que 
cuando  pasaron  por  el  lugar  del  hecho,  al 
poco  andar  oyeron  un  disparo;  López,  Ná- 
jera y los  hermanos  Lucero  están  de  acuer- 
do en  que  el  suceso  acaeció  el  veintiocho  de 
mayo  de  mil  novecientos  treinta,  a las  diez 
a.  m.  poco  más  o menos,  pero  García  Mar- 
tínez discrepa  en  el  año,  pues  asegura  que 
íué  en  mil  novecientos  treinta. 

Rosauro  Valle  y Juan  Barrera  Florián  ma- 
nifiestan que  encontraron  heridos  a los  Ri- 
vera, quienes  les  refirieron  que  Asisclo  y 
Bernabé  eran  sus  ofensores. 

Lograda  la  captura  de  Albino,  Aquilino  y 
Pedro  Rivera  Cardona  fueron  interrogados 
con  fecha  veintiocho  de  octubre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y dos,  y los  tres  están  de 
acuerdo  en  los  puntos  que  siguen : 1“,  que 
Bernabé  le  disparó  con  la  escopeta  un  tiro 
a Pedro ; 2'’,  que  Bernabé  disparó  sobre  Aqui- 
lino con  un  revólver;  y,  3“'  que  con  esos  dis- 
paros no  hirió  a ninguna  de  dichas  perso- 
nas. Albino  asegura  que  Bernabé  y Asisclo, 
con  sus  corvos,  le  causaron  una  lesión  en 
la  mano  izquierda  a su  hermano  Aquilino, 
y este  sujeto  afirma  que  Asisclo  fué  quien  le 
hirió,  especie  que  corrobora  Pedro;  Albino 
manifiesta  que  Bernabé  le  causó  dos  lesio- 
nes ; una  al  lado  derecho  del  cuello  y la  otra 
en  el  índice  de  la  mano  izquierda,  hecho  con 
el  cual  está  de  acuerdo  su  hermano  Aquili- 
no. Albino  y Pedro  aseguran  que  no  llega- 
ron en  unión  de  su  hermano  Aquilino  a ata- 
car a Bernabé  y Asisclo ; Pedro  y Aqui- 
lino refieren  que  no  se  dieron  cuenta  si  estos 
últimos  individuos  fueron  lesionados  en  la 
riña.  Los  Comisionados  Felipe  Martínez 
y Jacinto  Quintana  aseguran  que  los  enjui- 
ciados son  personas  honradas  y trabajadoras 
y a Bernabé  Rivera,  le  agrada  la  pendencia, 
agregando  el  segundo  que  a los  heridos, 
Bernabé  y Asisclo  Rivera,  no  les  recogió  arma 
alguna,  pero  como  a los  tres  días  del  hecho 
Victoriano  Pinto  le  entregó  una  escopeta  di- 
ciéndole  que  sus  cuñados  se  la  habían  qui- 
tado a Bernabé. 

El  Juez  de  Primera  Instancia  de  Jutiapa 
con  fecha  veinticuatro  de  marzo  retropróxi- 
mo, le  dió  fin  a la  causa  condenando  a Albi- 
no, Pedro  y Aquilino  Rivera  Cardona  a su- 
frir veintiocho  meses  de  prisión  correccio- 
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nal  a cada  amo,  por  las  lesiones  que  en  riña 
tumultuaria  le  causaron  a Bernabé  y Asis- 
clo  Rivera,  pena  que  les  permite  conmutar 
a razón  de  un  cuarto  de  quetzal  diario,  hace 
las  demás  declaraciones  que  corresponden  y, 
por  último,  manda  que  sean  libradas  activas 
órdenes  de  captura  contra  Bernabé  y Asis- 
clo  Rivera  por  el  delito  de  lesiones. 

La  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, el  diez  y nueve  de  abril  recién  pasado, 
confirmó,  por  mayoria  de  votos,  el  fallo  do 
Primera  Instancia  con  las  reformas  que  a 
continuación  se  expresan : V,  que  las  penas 
que  se  imponen  a los  enjuiciados  son  las  de 
cinco  años  de  prisión  correccional  y seis 
meses  de  arresto  mayor  a cada  uno,  dismi- 
nuidas en  un  tercera  parte;  2‘,  que  debe 
dejarse  abierto  el  procedimiento  contra  Ber- 
nabé y Asisclo  Rivera  para  deducirles  las 
responsabilidades  consiguientes;  3’,  que  se 
les  permite  conmutar  las  penas  impuestas, 
la  primera,  en  sus  dos  terceras  partes  a ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  por  dia,  y la 
segunda,  en  su  totalidad,  en  la  misma  pro- 
porción que  la  anterior;  y,  4’,  que  por  esti- 
marse que  son  pobres  en  el  sentido  legal,  se 
les  exonera  de  la  reposición  del  papel  usado 
en  la  causa. 

Los  enjuiciados  con  auxilio  del  Licencia- 
do F.  Javier  Ramos  Orozco,  introdujeron 
contra  este  último  pronunciamiento  recur- 
so extraordinario  de  casación,  por  estimar 
violados  los  artículos  20,  inciso  4“,  21,  inci- 
sos U,  4",  5’  y T',  80,  12  y 304,  inciso  2",  del 
Código  Penal;  y 568  de  Procedimientos  Pe- 
nales. 

CONSIDERANDO;  que  a causa  de  la 
desavenencia  suscitada  entre  los  hermanos 
Albino,  Aquilino  y Pedro  Rivera  Cardona 
por  una  parte,  y Bernabé  Rivera  y su  hijo 
Asisclo  del  mismo  apellido,  por  la  otra,  des- 
agrados que  tuvieron  su  origen  en  el  hecho 
de  que  tanto  unos  como  otros  pretenden 
ser  dueños  del  terreno  denominado  “El  Li- 
món”, situado  en  jurisdicción  de  Santa  Ca- 
tarina Mita,  estas  cinco  personas  riñeron 
ocasionándose  lesiones;  ni  con  lo  manifes- 
tado por  los  enjuiciados  al  interrogárseles 
ni  con  lo  expuesto  por  los  testigos  que  pro- 
puso el  representante  de  aquéllos  pudo  es- 
tablecerse, la  legítima  defensa  que  hoy  ale- 
gan los  reos,  según  se  desprende  del  con- 
tenido de  las  actuaciones  relacionadas  ante- 
riormente ; y en  ese  concepto  no  fué  infrin- 
gido el  inciso  4'’,  del  artículo  20  del  Código 
Penal  ni  pudieron  serlo  los  incisos,  prime- 
ro, cuarto,  quinto  y séptimo  del  Artículo,  21 
del  Código  Penal,  toda  vez  que  tampoco  se 
probó  que  haya  precedido  de  parte  de  los 
ofendidos  provocación  proporcionada  al  de- 


lito; que  éste  se  hubiese  ejecutado  en  vindi- 
cación próxima  de  una  ofensa  grave,  causa- 
da a las  personas  que  se  mencionan  en  el 
inciso  5°  del  referido  articulo  o que  los  re- 
currentes hubieran  obrado  con  arrebato  u 
obcecación. 

CONSIDERANDO  : que  el  artículo  80  del 
Código  Penal  carece  de  aplicación,  en  virtud 
de  que  tampoco  concurren  en  el  caso  sub 
jiidice  el  mayor  número  de  circunstancias 
para  estimar  que  el  acto  punible  no  es  del 
todo  excusable,  pues  como  ya  se  dijo,  no 
está  probado  ninguno  de  los  requisitos  que 
la  ley  señala  para  reputar  como  legítima  la 
defensa  que  alegan  los  recurrentes, 

CONSIDERANDO;  que  desde  su  primer 
informe  el  Cirujano  departamental  de  Jutia- 
pa,  Doctor  Rodolfo  Menéndez  L.  manifes- 
tó al  describir,  entre  otras,  las  lesiones  que 
había  sufrido  Bernabé  Rivera,  que  dicho  su- 
jeto también  tenía  una  sobre  el  dorso  de 
la  mano  derecha,  y otra  sobre  el  tercio  infe- 
rior del  antebrazo  izquierdo,  heridas  que  por 
haber  interesado  los  tendones  extensores  de 
los  dedos  anular,  medio  e índice  de  la  mano 
derecha,  los  huesos  del  carpo  y metacarpo 
así  como  el  radio  dejan  impedimento  físico 
y deformidad  de  dicho  miembro  habiendo 
necesitado  de  cuarenta  días  para  su  cura- 
ción. Posteriormente  el  Doctor  Menéndez 
L.  en  unión  del  de  igual  título  Jenaro  Santa 
Cruz  M,  y ante  el  Juez  de  la  causa,  exami- 
naron a Rivera  encontrándole  dos  cicatri- 
ces ; una  sobre  el  tercio  inferior  de  la  cara 
posterior  del  antebrazo,  que  es  la  descrita 
por  el  Doctor  Paiz  en  su  informe  del  veinti- 
cuatro de  mayo  de  mil  novecientos  veinti- 
nueve y que  interesó  el  extensor  superficial 
de  los  dedos  anular  y meñique,  lesión  que 
dejó  impedimento  funcional  de  los  dedos 
mencionados,  pudiendo  el  individuo  dedi- 
carse a sus  trabajos  habituales;  la  segunda 
sobre  el  dorso  de  la  mano,  detallada  en  el 
informe  del  treinta  y uno  de  octubre  de  mil 
novecientos  treinta  y dos,  que  interesó  los 
tendones  extensores  del  pulgar,  índice,  me- 
dio y anular,  y los  huesos  del  carpo,  pe- 
netrando en  la  articulación  radio  carpiana, 
dejando  como  consecuencia,  impedimento  y 
deformidad  de  la  mano  lesionada. 

Que  de  lo  expuesto  se  infiere  ; I’,  que  está 
probado  que  la  lesión  que  sufrió  Bernabé 
Rivera  al  reñir  con  Albino,  Aquilino  y Pe- 
dro Rivera  Cardona  le  produjo  impedimen- 
to y deformidad  de  un  miembro  principal ; 
2",  que  la  herida  que  Presentación  Florián 
le  infirió  a Bernabé  Rivera  en  el  mes  de 
marzo  de  mil  novecientos  veintinueve,  so- 
bre la  cara  posterior  y tercio  inferior  del 
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antebrazo  derecho  le  dejó  impedimento  fí- 
sico, el  cual  con  asistencia  médica  no  le 
hubiera  quedado ; y 3",  que  ninguna  contra- 
dicción existe  entre  el  informe  expedido 
por  el  Doctor  Menéndez  y el  que  emitieron 
los  empíricos  al  reconocer  a Rivera  el  vein- 
tinueve de  mayo  de  mil  novecientos  treinta, 
pues  al  ratificar  dicho  documento  afirma- 
ron los  peritos  que  dicho  sujeto  quedará  im- 
pedido de  la  mano  derecha;  y que  en  ese 
concepto,  tampoco  pudieron  ser  infringidos 
los  artículos  12  y 304,  inciso  2°  del  Código 
Penal;  y 568  del  de  Procedimientos  Penales, 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  lo  estatuido  por 
el  artículo  690  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  declara  improcedente  el  recurso,  c 
impone  a cada  uno  de  los  recurrentes  quin- 
ce días  de  arresto,  conmutables  a razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  diarios. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos  en 
la  forma  que  corresponde  al  Tribunal  de  sii 
origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argue- 
ta  S. — José  Serra7io  Muñoz. — Ante  mi,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
doce  de  junio  de  mil  novecientos  treinta  y 
fres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  que  más  adelante  se  relatará,  pro- 
nunciada en  el  proceso  instruido  contra  Con- 
cepción Valdés  de  Calderón,  Aristides  To- 
más Calderón  López  y Adrián  Romero  Ramí- 
rez por  el  delito  de  estafa. 

RESULTA : que  con  fecha  ocho  de  julio 
de  mil  novecientos  treinta  y dos,  el  Licen- 
ciado don  Tomás  González,  como  apodera- 
do de  Juan  Fernández  Vásquez,  quien  a su 
vez  es  representante  legal  de  su  esposa  Con- 
cepción Mendía  de  Fernández,  se  presentó 
por  escrito  ante  el  Juez  Cuarto  de  Primera 
Instancia  de  este  departamento  acusando, 
por  estafa,  a las  personas  que  acaban  de 
mencionarse ; acusación  que  funda  en  que 
Concepción  Valdés  de  Calderón  simulada- 
mente vendió  a Adrián  Romero  cuatro  in- 
muebles, situados  en  la  Avenida  Simón  Bo- 
lívar de  esta  ciudad,  con  el  fin  de  evadir  el 
cumplimiento  de  la  obligación  consignada 


en  la  escritura  de  donación  de  fecha  siete 
de  diciembre  de  mil  novecientos  veintiocho, 
otorgada  por  José  Trinidad  Valdés  a favor 
de  Concepción  del  mismo  apellido,  ante  el 
Notario  don  José  Lara.  En  dicha  escritura 
el  señor  Valdés  donó  a su  referida  hija  los 
inmuebles  y cuatro  créditos  que  se  deta- 
llan en  el  instrumento  público  mencionado, 
con  la  condición  precisa  de  que  la  donata- 
ria  suministrara  a la  sobrina  del  donante, 
Concha  Mendía  de  Fernández,  una  pensión 
vitalicia  de  veinticinco  dólares  mensuales. 

Esta  escritura  y la  de  compraventa  fue- 
ron inscritas  de  una  manera  definitiva  has- 
ta el  veintisiete  de  agosto  de  mil  novecien- 
tos veintinueve,  fecha  en  que  se  canceló  la 
anotación  de  embargo  que  se  había  hecho 
sobre  las  referidas  fincas  el  veintidós  de 
agosto  de  mil  novecientos  veintiocho,  con 
motivo  de  la  ejecución  seguida  por  María 
Luisa  de  Reyes  Chévez  contra  la  mortual 
de  José  Trinidad  Valdés. 

El  cuatro  de  noviembre  de  mil  novecien- 
tos veintinueve,  en  esta  ciudad,  Aristides  To- 
más Calderón  y Cándido  López  celebraron 
un  contrato  con  el  fin  de  dejar  deslindadas 
sus  propiedades  de  manera  perpetua,  todo 
lo  cual  consta  en  la  escritura  pública  número 
siete,  autorizada  por  el  Notario  Guillermo 
Cabrera  Martínez. 

Ante  este  mismo  Notario,  Aristides  Tomás 
Calderón  celebró  contratos  de  arrendamien- 
to de  la  casa  número  nueve,  situada  en  la 
Avenida  Simón  Bolívar,  con  Gregorio  Va- 
lenzuela  Santos  el  diez  y ocho  de  noviembre 
de  mil  novecientos  treinta,  con  Julio  Ma- 
chado el  veintisiete  de  octubre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y uno,  y con  Francisco  Mon- 
gos el  veintisiete  de  junio  del  año  que  aca- 
ba de  citarse;  y Concepción  Valdés  de  Cal- 
derón con  fecha  veinticuatro  de  julio  de  mil 
novecientos  treinta,  ante  el  mismo  Notario 
Cabrera  Martínez  celebró  con  Antonio  Fran- 
co un  contrato  de  locación  del  inmueble  que 
acaba  de  mencionarse.  Conviene  advertir 
que  cuando  se  celebraron  estos  contratos  ya 
Concepción  Valdés  de  Calderón  no  era  due- 
ña del  aludido  inmueble  y éste  nunca  había 
figurado  en  el  respectivo  Registro  a nombre 
de  Calderón  López. 

Los  esposos  Aristides  Tomás  Calderón  Ló- 
pez y Concepción  Valdés  afirman,  y lo  co- 
rrobora Ramírez,  que  la  venta  no  fué  simu- 
lada y si  se  habían  quedado  viviendo  en 
cuatro  de  las  piezas  de  dichos  inmuebles,  fué 
porque  con  Romero  Ramírez  convinieron  en 
forma  verbal,  en  ello,  se  comprometieron  a 
entenderse  con  los  inquilinos  y a velar  por 
los  intereses  de  aquél. 
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El  Juez  Cuarto  de  Primera  Instancia  dió 
fin  al  proceso  declarando : que  por  falta  de 
prueba  absuelve  a Concepción  Valdés  de  Cal- 
derón, Aristides  Tomás  Calderón  y a Adrián 
Romero  Ramirez  del  cargo  que  se  les  formu- 
ló por  el  delito  de  estafa. 

Este  fallo  fué  confirmado  por  la  Sala  Se- 
gunda de  la  Corte  de  Apelaciones,  con  fe- 
cha veintinueve  de  abril  del  corriente  año. 

Juan  Fernández  Vásquez,  apoderado  de 
Concha  Mendia  de  Fernández,  con  auxilio 
del  Abogado  Rodrigo  Anzuelo,  introdujo  con- 
tra este  último  pronunciamiento,  recurso  ex- 
traordinario de  casación,  denunciando  como 
infringidos  los  artículos  que  siguen ; 570  in- 
cisos segundo  y tercero,  572,  587,  595,  596, 
602,  603,  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales; 408,  inciso  primero  y 413  del  Código 
Penal. 

CONSIDERANDO;  que  no  se  encuentra 
establecido  que  los  enjuiciados  defraudaran 
a Concha  Mendia  de  Fernández  usando  de 
un  nombre  fingido,  atribuyéndose  poder,  in- 
fluencia o calidades  supuestas,  ora  aparen- 
tando poseer  bienes,  tener  crédito,  ser  due- 
ños de  empresas  imaginarias  o ya  valiéndose 
de  cualquier  otro  engaño  parecido,  ni  que  a 
dicha  señora  se  le  haya  perjudicado  por 
cualquier  fraude  que  no  se  encuentre  deter- 
minado por  los  artículos  que  contiene  el  tí- 
tulo doce  del  libro  segundo  del  Código  Pe- 
nal. Ninguno  de  dichos  casos  se  justifican 
con  los  documentos  públicos  y auténticos 
que  obran  en  autos,  ni  que  los  actos  ejecu- 
tados por  las  personas,  que  figuran  en  aque- 
llos instrumentos,  constituyan  un  hecho  pu- 
nible; pues  Concepción  Valdés  de  Calderón 
cuando  enajenó  los  inmuebles  era  legítima 
dueña  de  ellos,  y el  contrato  celebrado  con 
Adrián  Romero  Ramírez  lo  hizo  en  su  pro- 
pio nombre.  Con  esa  prueba  solamente  que- 
da establecida  la  existencia  de  una  dona- 
ción, y la  serie  de  operaciones  efectuadas  er. 
el  Primer  Registro  de  la  Propiedad  Inmue- 
ble sobre  las  fincas  urbanas  números  714, 
folio  153,  del  libro  25,  antiguo,  13,843,  folio 
73,  del  libro  113,  160,  folio  344.  libro  3^  an- 
tiguo, de  Guatemala,  y 846,  folio  125,  del  li- 
bro 26,  antiguo,  y con  lo  manifestado  por  la 
propia  enjuiciada,  que  no  ha  podido  cumplir 
con  la  condición  que  le  impuso  su  padre. 

Por  otra  parte,  tampoco  llegó  a probarse 
que  los  demás  contratos  celebrados,  separa- 
damente, por  los  esposos  Calderón  Valdés 
hayan  causado  a la  señora  Mendia  de  Fer- 
nández un  perjuicio  en  su  patrimonio,  como 
consecuencia  de  los  engaños  fraudulentos 
que  con  ánimo  de  lucro  hubieran  llevado  e 
cabo  los  mencionados  cónyuges,  elementos 
que  constituyen  el  delito  que  se  imputa  a 


las  personas  sometidas  a procedimiento  cri- 
minal; y en  ese  concepto  no  fueron  infrin- 
gidos los  artículos  408,  inciso  1'’,  y 413  del 
Código  Penal ; 602  y 603  del  de  Procedimien- 
tos Penales : ni  pudo  serlo  el  570  en  sus  in- 
cisos 2“  y 3°  del  último  de  los  Códigos  que 
acaban  de  citarse,  toda  vez  que  el  Tribunal 
sentenciador  no  hizo  declaración  alguna  que 
contraríe  lo  dispuesto  en  los  incisos  de  di- 
cho artículo ; pero  estimando  que  no  existe 
prueba  plena  para  inflingir  pena  a los  en- 
juiciados confirmó  la  absolución  que  encie- 
rra el  fallo  proferido  en  Primera  Instancia; 
y en  ese  concepto  tampoco  pudieron  violar- 
se los  artículos  572,  587,  595  y 596,  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, de  conformidad  con  lo  estatuido  por  el 
artículo  690  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  declara  improcedente  el  recurso  in- 
terpuesto e impone  a la  parte  que  lo  intro- 
dujo quince  días  de  arresto,  conmutables 
en  su  totalidad,  a razón  de  veinte  centavos 
de  quetzal  diarios. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

J . M.  Reina  Andrade. — Federico  O,  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar ¿ne- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
diez  de  agosto  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres. 

Vista,  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  ocho  de  junio  del  corriente 
año,  en  que  confirma  la  que  dictó  el  Juez 
de  Primera  Instancia  del  Departamento  de 
Jutiapa,  con  la  reforma  de  que  Jacinto  Gar- 
cía debe  purgar  diez  años  de  prisión  correc- 
cional inconmutables ; y seis  meses  de  arres- 
to mayor,  conmutables  en  su  totalidad,  a 
razón  de  diez  centavos  de  quetzal  diarios. 

Lo  absuelve  por  falta  de  prueba,  del  cargo 
que  se  le  formuló  por  el  delito  de  daños,  re- 
vocando en  ese  punto  el  fallo  de  Primera 
Instancia.  Declara  que  García  debe  pagar 
los  gastos  ocasionados  en  el  Hospital  con 
motivo  de  la  curación  del  herido  Pedro  Ba- 
rrera. Y,  por  último,  manda  testimoniar  lo 
conducente  para  proceder,  en  cuerda  sepa- 
rada, por  falso  testimonio  contra  Hermene- 
gildo Chinchilla,  José  María  Carpió  y Pa- 
blo Palma. 
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La  sentencia  del  Juez  departamental  de 
Jutiapa  declara:  1",  que  Jacinto  Garda  es 
autor  de  los  delitos  de  homicidio,  lesiones  y 
daños  causados  en  riña  tumultuaria;  2',  que 
por  cada  una  de  las  infracciones  cometidas, 
García  debe  sufrir  las  penas  que  siguen : 
por  el  homicidio,  la  de  cinco  años  de  pri- 
sión correccional,  inconmutables,  y seis  me- 
ses de  arresto  mayor  por  cada  uno  de  los 
otros  dos  delitos,  conmutables  en  sus  dos  ter- 
ceras partes,  a razón  de  un  cuarto  de  quet- 
zal por  día ; S’,  que  dichas  penas  las  extin- 
guirá el  reo  de  una  manera  sucesiva,  con 
abono  del  tiempo  padecido,  en  la  Peniten- 
ciaría Central;  lo  suspende  en  el  ejercicio 
de  sus  derechos  políticos  durante  la  conde- 
na, dejándolo  afecto  al  pago  de  las  respon- 
sabilidades civiles  provenientes  de  los  deli- 
tos cometidos,  y obligado  a satisfacer  los 
gastos  del  juicio  por  no  estar  establecido 
que  sea  pobre  en  el  sentido  legal  y 4",  que 
deben  librarse  nuevas  y enérgicas  órdenes 
de  captura  contra  el  reo  prófugo  Pedro  Ba- 
rrera Avila  o Manuel  Polanco. 

La  Sala  funda  su  fallo  en  las  consideracio- 
nes que  a continuación  se  enumeran  : Prime- 
ra, que  no  ha  existido  riña  tumultuaria,  toda 
vez  que  de  los  autos  se  desprende  claramen- 
te que  Eligió  Pérez,  a la  hora  de  los  hechos, 
se  encontraba  asido  a un  horcón  para  no 
caer  al  suelo,  pues  había  tomado  mucho  li- 
cor, según  manifestó  Francisco  Jerez  Bola- 
ños  y a quien  Pérez  ofreció  pagarle  si  lo 
conducía  a su  casa;  y por  que  en  el  acta 
levantada  al  iniciarse  las  primeras  diligen- 
cias, el  Juez  de  instrucción  hizo  constar 
que  el  cadáver  tenía  en  el  cinto  un  corvo  en 
su  respectiva  vaina,  sin  señales  de  haber 
sido  blandido  en  riña  de  carácter  tumultua- 
rio. Segunda.  La  culpabilidad  de  Jacinto 
García  se  deduce  de  las  presunciones  que 
siguen:  a)  Declaración  de  Victoria  Estrada, 
quien  oyó  que  dos  individuos  (García  y Ba- 
rrera) a los  que  acababa  de  despachar  una 
media  botella  de  aguardiente,  por  la  venta- 
na, tiraron  los  vasos,  haciendo  un  disparo, 
y a continuación  escuchó  unos  “golpes  se- 
cos”, pero  no  percibió  lamentos  ni  ruido  de 
corvos;  6)  Lo  informado  por  el  Cirujano  que 
reconoció  el  cadáver  de  Pérez  y las  heridas 
de  Barrera  y García,  acerca  de  que  la  mis- 
ma forma  elíptica  que  presentaban  las  lesio- 
nes del  occiso,  tenían  las  causadas  a Pedro 
Barrera ; o lo  que  es  igual : que  habían  sido 
producidas  por  el  propio  instrumento  corto- 
punzante  y cortante ; Lo  manifestado  por 
el  propio  García : de  haber  salido  de  “Los 
Cerritos"  invitado  por  Eligió  Pérez  y Ma- 
nuel Polanco  con  dirección  al  Jicaral,  donde 
estuvieron  juntos  en  el  estanco  de  dicho  lu- 


gar, tomando  aguardiente ; no  dándose  cuen- 
ta de  lo  que  pasó  después  de  que  se  puso  el 
sol  por  haberse  embriagado  demasiado,  re- 
conociendo ser  de  su  pertenencia  el  corvo 
ensangrentado  que  se  le  puso  a la  vista;  d) 
Lo  expuesto  por  el  ofendido,  Pedro  Barrera, 
al  final  de  su  primera  declaración  de  que  to- 
das las  heridas  de  que  adolecía  se  las  había 
causado  Jacinto  García,  sin  intervención  de 
ninguna  otra  persona,  pues  Eligió  Pérez  era 
su  amigo ; c ) Lo  confesado  por  el  propio 
Barrera  más  tarde  en  su  indagatoria : de  que 
no  portaba  arma  blanca,  solamente  un  re- 
vólver viejo  con  un  tiro  que  disparó  a García 
en  defensa  de  su  persona,  corriendo  al  verse 
herido;  /)  Lo  declarado  por  el  Comisionado 
Militar  del  “Jicaral",  Concepción  Ramírez 
y Manuel  Ochoa,  respecto  a la  captura  de 
J acinto  García,  a quien  encontraron  ya  para 
llegar  a la  casa  del  segundo,  a poca  distancia 
del  lugar  del  hecho,  con  un  machete  corvo 
en  la  mano  y el  brazo  izquierdo  manchado 
con  sangre,  y les  dijo  al  ser  interpelado  acer- 
ca de  lo  que  acababa  de  suceder:  que  Ma- 
nuel Polanco  le  había  herido ; y que  estas 
presunciones  se  completan  con  la  semi-ple- 
na  prueba  del  testigo  presencial  Francisco 
Jerez  Bolaños,  y llevan  al  ánimo  judicial  el 
convencimiento  de  que  Jacinto  García  fué 
el  autor  de  la  muerte  de  Eligió  Pérez  y de 
las  lesiones  que  sufrió  Pedro  Barrera.  Ter- 
cera. Que  respecto  a la  herida  que  le  fué 
causada  al  caballo  de  Jerez  Bolaños,  no 
existe  prueba  para  fundar  un  fallo  conde- 
natorio contra  el  enjuiciado  García  por  este 
hecho  delictuoso  y,  en  consecuencia,  corres- 
ponde absolver  a dicho  individuo  del  cargo 
que  se  le  formuló  por  el  delito  de  daños. 
Cuarta,  que  k Jacinto  García  deben  inflin- 
girse diez  años  de  prisión  correccional  y 
seis  meses  dé  arresto  mayor,  por  el  homi- 
cidio y las  lesiones  respectivamente,  toda 
vez  que  esto  es  más  favorable  para  el  reo 
que  aplicar  la  pena  asignada  al  delito  más 
grave  aumentada  hasta  en  una  tercera  par- 
te. Y quinta,  que  en  virtud  de  haber  asegu- 
rado Hermenegildo  Chinchilla,  José  María 
Carpió  y Pablo  Palma,  testigos  propuestos 
por  el  defensor,  que  Pedro  Barrera  o Ma- 
nuel Polanco  le  pegaba  con  machete  a un 
hombre  que  yacía  en  el  suelo,  y siendo  esta 
especie  contradictoria  a lo  que  aparece  en 
los  autos,  es  el  caso  de  mandar  que  se  pro- 
ceda por  falso  testimonio  contra  dichas  per- 
sonas. 

Jacinto  García,  con  auxilio  del  Licenciado 
J.  Gilberto  Ortega,  introdujo,  contra  este 
último  pronunciamiento,  recurso  de  casa- 
ción fundándolo  en  la  causal  que  determi- 
na el  inciso  4"  del  artículo  675  del  Código 


398 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


de  Procedimientos  Penales  y apoyado  en 
los  artictilos  673,  674,  inciso  1’,  680,  681  y 
682  del  mismo  Código  y citó  como  infringi- 
das las  disposiciones  legales  que  siguen : 
artículos  212,  del  Código  Penal;  566,  568, 
570,  571,  573,  574,  581,  inciso  8“,  589,  595, 
596  y 597,  de  Procedimientos  Penales. 

En  el  proceso  se  encuentran,  entre  otros, 
los  pasajes  que  a continuación  se  expresan : 
La  causa  fué  iniciada  con  fecha  diez  y nueve 
de  febrero  del  corriente  año,  en  el  Juzgado 
de  Paz  de  Asunción  Mita,  en  virtud  de  haber 
dado  parte  por  escrito,  Ignacio  Ramírez, 
Comisionado  Civil  del  Jicaral,  que  a las  sie- 
te horas  y cincuenta  minutos,  poco  más  o 
menos,  en  el  estanco  de  Victoria  Estrada, 
situado  en  El  Coco,  le  habían  dado  muerte 
a Eligió  Pérez,  y herido  a Jacinto  García, 
quien  estaba  ya  a disposición  de  la  autori- 
dad y se  procuraba  la  captura  de  Manuel 
Polanco,  por  suponer  que  fuera  el  autor  de 
la  lesión  que  sufrió  García.  Al  parte  se 
acompañó  un  puñal. 

Fueron  examinadas  las  personas  que  si- 
guen: Victoria  Estrada,  Francisco  Jerez  Bo- 
laños,  Cirilo  Posadas,  Manuel  Ochoa  Ra- 
mírez, Amadeo  Ramírez,  Emeterio  Tobar, 
Valentín  Trujillo,  Basilio  Girón,  José  Dolo- 
res López,  Pedro  García  y José  Quintana  D, 
Victoria  Estrada  refiere  : que  como  a las  diez 
y siete  horas  del  diez  y nueve  de  febrero 
(1933)  habían  llegado  tres  individuos  a su 
cantina  a tomar  aguardiente,  y,  a quienes 
no  conocía,  pero  que  al  estar  dichos  suje- 
tos conversando  se  enteró  que  uno  se  lla- 
maba Manuel  Polanco,  otro  Eligió  Pérez  y 
el  tercero,  Jacinto  García;  que  cuando  co- 
menzaba a obscurecer  se  retiraron,  y ella 
cerró  sus  puertas;  dichos  sujetos  regresa- 
ron como  a la  media  hora,  les  vendió  por  la 
ventana,  la  mitad  de  una  botella  de  aguar- 
diente, que  se  pusieron  a tomar  en  el  co- 
rredor; luego  oyó  que  arrojaron  los  vasos 
en  que  les  había  servido  el  licor,  y,  en  se- 
guida percibió  un  disparo  y unos  “golpes 
secos”,  pero  no  escuchó  lamentos  ni  ruido 
de  corvos;  y en  los  momentos  en  que  Fran- 
cisco Jerez  Bolaños  le  decía  que  le  vendie- 
ra un  trago  de  aguardiente,  fué  cuando  oyó 
el  disparo  ya  mencionado. 

Jerez  Bolaños  dijo  : que  al  llegar  a la  can- 
fina de  Victoria  Estrada  vió  que  tres  indivi- 
duos estaban  tomando  licor,  dos  en  la  calle, 
y el  otro  abrazado  a un  horcón ; este  últi- 
mo sujeto  le  dijo  : “Llévame  a mi  casa  te  voy 
a pagar” ; que  en  esos  momentos,  sin  que 
los  individuos  que  se  encontraban  en  la 
calle,  cruzaran  palabra  alguna  sonó  un  dis- 
paro de  revólver,  y,  al  percibirlo  se  fué  co- 
rriendo a la  casa  de  Julián  Quintana,  dejan- 


do el  caballo  que  montaba  frente  al  estanco, 
y,  a su  regreso  vió  que  el  semoviente  tenía 
una  lesión  en  el  pescuezo;  fué  a darle  parte 
al  Comisionado  Militar  del  cantón,  Concep- 
ción Ramírez  y cuando  se  dirigía  juntamente 
con  Ramírez  al  lugar  que  acaba  de  mencio- 
narse, encontraron  en  el  camino  a un  hom- 
bre, quien  estaba  herido  de  un  brazo  y lle- 
vaba un  corvo  “apuntado”  en  la  mano,  dicho 
sujeto  les  dijo  que  Manuel  Polanco  lo  ha- 
bía lesionado,  disparándole  un  tiro;  que  des- 
pués de  haber  aprehendido  a los  dos  suje- 
tos que  ya  mencionó,  encontraron  muerto 
cerca  del  horcón  que  abrazaba,  al  individuo 
que  momentos  antes  había  visto  ebrio,  en 
la  referida  postura.  Posadas  dijo:  que  en 
su  terreno  había  encontrado  herido  a Pedro 
Barrera,  cuando  juntamente  con  el  Comisio- 
nado Civil  de  Valle  Nuevo,  Amadeo  Ramí- 
rez, la  noche  del  diez  y nueve  de  febrero 
(1933),  averiguaban  qué  persona  se  que- 
jaba por  aquellos  lugares.  Barrera  les  ma- 
nifestó que  Jacinto  García  le  había  herido. 
Amadeo  Ramírez  dijo : que  llegó  con  su  auxi- 
lio compuesto  de  Emeterio  Tobar,  Valentín 
Trujillo  y Catarino  Estrada  al  lugar  donde 
se  encontraba  el  Comisionado  Ramírez  Con- 
cepción, a quien  dijo  que  por  el  terreno  de 
Ciríaco  Posadas  habían  oído  unos  “queji- 
dos”; entonces  Ramírez  le  comisionó  para 
que  investigara  lo  que  sucedía  en  aquel  pre- 
dio, y al  verificarlo,  encontró  herido  a Ma- 
nuel Polanco,  sujeto  que  fué  conducido  al 
sitio  donde  se  encontraba  el  Comisionado 
Militar.  Tobar  y Trujillo  aseguran  haber 
acompañado  al  Comisionado  Civil  de  Valle 
Nuevo  y corroboraron  lo  manifestado  por 
éste.  Manuel  Ochoa  Ramírez  refiere  ha- 
ber oído  un  tiro;  que  cooperó  a la  captura 
de  Jacinto  García,  quien  estaba  herido,  lle- 
vaba un  puñal,  y dijo  que  con  arma  de  fuego 
lo  había  lesionado  Manuel  Polanco.  Ba- 
silio Girón  y José  Dolores  López  levanta- 
ron el  cadáver  de  Eligió  Pérez.  Pedro  Gar- 
cía dijo  : que  dio  auxilio  al  Comisionado  Ra- 
mírez para  conducir  a la  población  de  Asun- 
ción Mita  a Jacinto  García,  quien  estaba 
herido.  José  Quintana  Duque  dijo:  ha- 
berle dado  auxilio  al  Comisionado  Militar, 
Concepción  Ramírez,  para  aprehender  a 
García;  que  vio  que  unos  cerdos  estaban 
comiéndose  a una  persona  que  yacía  en  el 
suelo  y tenía  en  la  cabeza  un  machetazo; 
y frente  a la  casa  de  Manuel  Ochoa,  esta- 
ba un  caballo  de  Francisco  Bolaños,  con  una 
lesión  en  el  pescuezo,  causada  con  machete. 

El  Juez  de  Paz  de  la  villa,  que  acaba  de 
ser  mencionada,  hizo  constar  lo  que  sigue: 
en  el  extremo  Norte  del  corredor  de  la  can- 
tina de  Victoria  Estrada  se  encontró  el  cadá- 
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ver  de  Eligió  Pérez,  en  posesión  supina,  con 
un  corvo  al  cinto,  envainado,  sin  señales  de 
haber  sido  usado,  junto  al  cuerpo  del  occi- 
so, un  sombrero  de  palma,  con  una  corta- 
dura de  la  copa  a el  ala;  el  cadáver  estaba 
cerca  de  un  horcón  de  la  casa,  palo  que  te- 
nía muchas  manchas  de  sangre  y cortadu- 
ras; a poca  distancia  se  encontró  otro  som- 
brero de  palma,  viejo,  sucio  y ensangren- 
tado. Supuso  el  Juez  de  instrucción  que 
este  sombrero  era  de  Pedro  Barrera,  quien, 
encontrándose  en  ese  lugar  al  practicarse 
la  inspección,  solamente  dijo:  que  él  había 
disparado  un  balazo  a Jacinto  García  y éste 
le  hirió ; que  sólo  portaba  revólver  ignoran- 
do dónde  lo  habia  botado  cuando  echó  a co- 
rrer al  sentirse  herido.  El  Cirujano  depar- 
tamental de  Jutiapa  informó;  que  el  ca- 
dáver de  Eligió  Pérez  tenia  cuatro  lesiones, 
de  las  cuales  la  de  la  región  frontal  izquier- 
da de  forma  circular  y seis  centimetros  de 
diámetro,  era  de  carácter  mortal,  pues  intere- 
só el  hueso  y el  lóbulo  frontal  del  cerebro ; 
la  de  la  región  mastoideana  de  forma  elip- 
tica,  además  de  interesar  la  piel  y tejido  ce- 
lular, hirió  la  oreja  derecha;  la  situada  de- 
bajo de  las  últimas  costillas  interesó  la  piel, 
músculos  de  la  región  y tejido  celular  sub- 
cutáneo, saliendo  por  ella  este  último  tejido; 
y,  por  último,  la  que  tenia  en  la  articulaciór. 
del  puño  izquierdo  interesó  los  huesos  del 
antebrazo.  Que  Pedro  Barrera  o Manuel 
Polanco  tenía  una  lesión  en  la  región  infra- 
hiodiana  de  forma  elíptica;  otra  en  el  ante- 
brazo derecho,  también  elíptica,  sobre  el 
radio;  y,  por  último,  una  sobre  el  maxilar 
inferior ; que  estas  heridas,  así  como  las  que 
tenía  el  cadáver  de  Pérez  “eran  corio-pun- 
zantes  y cortantes".  Jacinto  García  pre- 
sentaba una  lesión  producida  con  arma  de 
luego,  con  orificio  de  entrada  en  la  parte 
posterior  del  codo  izquierdo  y orificio  de 
salida  a unos  seis  centímetros  del  primero, 
y cuatro  arriba  de  la  articulación  del  codo, 
presentando  el  orificio  de  entrada  en  el  he- 
mitórax  izquierdo,  habiéndole  extraído  la 
bala,  que  se  encontraba  alojada  debajo  de 
la  piel;  y que  dichos  individuos  tardarían 
para  su  curación  de  ocho  a doce  días.  El 
caballo  perteneciente  a Francisco  Jerez  Bo- 
laños,  murió  habiendo  sido  valorado  en  la 
cantidad  de  diez  quetzales.  Jacinto  García 
dijo:  que  a las  diez  y seis  horas  se  encon- 
traba en  su  casa  de  habitación  en  la  finca 
"Los  Cerritos”  y habiendo  sido  invitado  por 
Eligió  Pérez  y Manuel  Polanco  se  dirigieron 
a la  aldea  El  Jicaral,  a tomar  aguardiente, 
permaneciendo  allí  hasta  las  diez  y ocho 
horas,  no  recordando  si  después  le  sucedió 
algo  extraño,  y al  despertar  “de  la  borrache- 


ra”, que  fué,  poco  más  o menos,  al  siguiente 
día,  a las  seis  horas  sintió  que  estaba  he- 
rido del  brazo  izquierdo  y de  las  costillas 
del  mismo  lado;  y que  reconocía,  por  ser 
suyo,  el  corvo  “apuntado”  que  se  le  puso 
a la  vista,  ignorando  en  dónde  le  fué  recogi- 
do, y por  qué  causa  estaba  ensangrentado, 
Pedro  Barrera  Avila  (a)  “Manuelón”,  refie- 
re : que  a las  diez  y seis  horas  se  encontra- 
ba en  la  cantina  de  Victoria.  Estrada  y cuan- 
do había  ya  obscurecido.  Jacinto  García,  con 
■un  corvo  “apuntado” , le  atacó  causándole 
varias  heridas,  por  cuyo  motivo  huyó  el  di- 
cente  y no  recuerda  si  disparó  sobre  Gar- 
cía, pero  si  lo  hizo,  debe  haber  sido  en  de- 
fensa de  su  persona;  que  desde  la  finca  do 
“Los  Cerritos”,  hasta  el  estanco  de  la  Es- 
trada, estuvo  en  compañía  de  Pérez  y Gar- 
cía y que  todas  las  heridas  de  que  adolecía 
le  fueron  causadas  por  Jacinto,  sin  inter- 
vención de  otra  persona,  y Eligió  Pérez  era 
su  amigo,  y estaba  en  el  estanco. 

José  María  Carpió,  Hermenegildo  Chin- 
chilla y Pablo  Palma,  testigos  propuestos 
por  el  defensor  del  reo,  dijeron  haber  visto 
que  en  la  fecha  de  autos,  y a las  diez  y ocho 
horas  y cincuenta  minutos,  poco  más  o me- 
nos, Pedro  Barrera,  que  también  se  hacía 
llamar  Manuel  Polanco,  le  daba  de  golpes 
con  un  machete  a un  individuo  que  se  en- 
contraba botado  en  el  corredor  del  estanco 
de  Victoria  Estrada;  y que  Francisco  Jerez 
Bolaños  y Jacinto  García  no  estaban  en 
aquel  lugar,  pero  sí  vieron  un  caballo  ensi- 
llado, a la  orilla  del  mencionado  corredor. 
Alfredo  Salguero,  Jesús  Chinchilla,  Benito 
Lemus  y Refugio  Bojórquez  declararon  de 
los  buenos  antecedentes  de  García,  pero 
agregando  Lemus  y Bojórquez  que  el  men- 
cionado individuo  estuvo  ausente  de  la  Re- 
pública por  sindicársele  como  autor  del  ho- 
micidio de  Benito  Arévalo. 

A este  proceso  se  acumuló  otra  causa  que 
por  allanamiento  de  morada  se  instruye  con- 
tra Barrera  Avila  o Manuel  Polanco,  quien 
se  fugó  de  las  cárceles  de  Jutiapa. 

CONSIDERANDO : que  el  Tribunal  de 
Segunda  Instancia,  al  proferir  su  fallo  con- 
denatorio en  lo  que  respecta  al  homicidio 
perpetrado  en  la  persona  de  Eligió  Pérez  y 
las  lesiones  inferidas  a Pedro  Barrera  incu- 
rrió en  error  de  derecho,  pues  funda  la  res- 
ponsabilidad criminal  del  enjuiciado  en  al- 
gunos hechos  que  no  se  encuentran  esta- 
blecidos de  una  manera  plena.  En  efecto 
de  lo  que  oyó  Victoria  Estrada  después  de 
haber  despachado,  por  segunda  vez,  el  aguar- 
diente a Barrera  y García  no  se  deduce  que 
este  sujeto  haya  sido  el  autor  de  las  lesio- 
nes que  sufrieron  Pérez  y Barrera,  heridas 
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a consecuencias  de  las  cuales  murió,  la  pri- 
mera de  las  personas  que  acaban  de  men- 
cionarse ; la  circunstancia  de  haber  salido 
juntos  de  "Los  Cerritos"  Pérez  y García  ha- 
biéndose embriagado  en  la  cantina  de  Vic- 
toria Estrada  no  es  un  indicio  suficiente,  ya 
que  Barrera  les  acompañó  también  durante 
ese  tiempo,  y tampoco  lo  constituyen  los  he- 
chos que  relata  Barrera  en  sus  deposiciones, 
porque  él  figura  como  ofendido  y,  por  con- 
siguiente, sus  afirmaciones  debieran  estar 
probadas  legalmente ; la  declaración  de 
Francisco  Jerez  Bolaños  no  constituye  una 
semi-plena  prueba,  porque  este  testigo  en 
su  declaración  sólo  se  refiere  a un  acciden- 
te del  hecho,  y en  manera  alguna  a la  parte 
esencial  del  mismo ; que  si  bien  es  cierto 
que  el  Cirujano  Militar  de  Jutiapa  asient.i 
en  su  informe:  que  todas  las  heridas  causa- 
das a Pedro  Barrera  o Manuel  Polanco,  así 
como  las  del  cadáver  de  Pérez  tenían  los  ca- 
racteres de  lesiones  corto-punzantes  y cor- 
tantes, también  lo  es,  que  con  el  mencio- 
nado documento  sólo  se  establece  la  clase 
de  arma  con  que  fueron  causadas  las  heri- 
das, pero  no  precisamente  que  García  las 
infiriera.  De  todos  estos  hechos  no  se  de- 
duce indefectiblemente  la  culpabilidad  de 
García  como  autor  del  homicidio  de  Pérez 
y de  las  lesiones  de  Barrera  o Polanco,  pero 
la  circunstancia  de  haber  sido  capturado 
este  individuo  en  un  lugar  inmediato  al  si- 
tio donde  se  cometieron  los  actos  punibles, 
portando  un  machete  ensangrentado,  arma 
que  aseguró  ser  suya,  induce  en  el  ánimo  ju- 
dicial a la  incertidumbre  de  que  en  reali- 
dad Gareía  sea  inocente;  y en  esa  virtud  la 
absolución  debe  ser  limitada  en  el  primero 
de  los  delitos  que  acaban  de  mencionarse, 
tomando  en  cuenta  su  gravedad,  y que  tal 
vez  más  tarde,  cuando  se  obtenga  la  cap- 
tura de  Barrera,  con  mejores  datos,  puedan 
desvanecerse  las  sospechas  que  hoy  existen 
contra  García  y al  estimar  lo  contrario,  la 
Sala  sentenciadora  infringió  el  artículo  589 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO;  que  con  relación  al 
delito  de  daños,  por  el  cual  se  formuló  tam- 
bién cargo  a Jacinto  García,  no  existe  prue- 
ba alguna  de  su  delincuencia. 

CONSIDERANDO:  que  debe  dejarse 
abierto  el  procedimiento  para  continuarlo 
cuando  se  logre  la  captura  de  Barrera  o Po- 
lanco, como  también  se  hace  llamar  este 
sujeto. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia con  fundamento  de  lo  prescrito  por  los 
artículos  568,  586,  687,  730,  731,  804  y 80j 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  casa 
y anula  el  fallo  recurrido  y,  resolviendo  de- 


clara: U,  absuelve  de  la  Instancia  a Jacin- 
to García  en  cuanto  al  homicidio  perpetra- 
do en  la  persona  de  Eligió  Pérez  González; 
2°,  absuelve  del  cargo  que  se  le  formuló  al 
mencionado  García  por  lesiones  a Pedro  Ba- 
rrera Avila  y daños  causados  a Francisco 
Jerez  Bolaños;  y,  3’,  deja  abierto  el  proce- 
dimiento contra  Pedro  Barrera  Avila  (a) 
“Manuelón”,  o Manuel  Polanco. 

Notifíquese  y devuélvanse  ios  autos  en  la 
forma  que  corresponde  al  Tribunal  de  su 
origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar, — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argne- 
la  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
doce  de  agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Vista,  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  6’  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, el  veintiuno  de  junio  retropróximo, 
en  que  deniega  su  aprobación  al  fallo  pro- 
ferido por  el  Tribunal  Militar  del  departa- 
mento de  Suchitepéquez,  y declara  que  Gas- 
par Pomá  es  autor  del  delito  de  homicidio 
por  el  cual  le  impone  la  pena  de  tres  años 
y cuatro  meses  de  prisión  correccional,  con- 
mutable en  sus  dos  terceras  partes,  a ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  diarios,  la 
que  deberá  cumplir,  con  abono  del  tiempo 
padecido,  en  la  Penitenciaría  del  centro;  lo 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  la  condena;  lo  obliga  al  pago 
de  las  responsabilidades  civiles  provenientes 
del  hecho  delictuoso  y lo  exonera  de  la  re 
posición  del  papel  empleado  en  la  causa  per 
su  notoria  pobreza. 

La  sentencia  del  Tribunal  Militar  había 
absuelto  del  cargo  al  enjuiciado.  La  Sala 
funda  su  fallo  en  las  consideraciones  que 
siguen:  V que  con  la  confesión  del  reo  y 
las  deposiciones  del  Sargento  Filiberto  Cor- 
tés y Cabo  Gilberto  Fuentes,  está  plenamen- 
te probado  que  Pomá  Yes  le  dió  muerte  al 
preso  Cipriano  Xum ; 2- , que  en  la  legisla- 
ción vigente  no  existe  disposición  alguna 
en  virtud  de  la  cual  se  autorice  al  que  tiene 
bajo  su  custodia  a un  reo  que  trate  de  fu- 
garse, haga  uso  de  su  arma  para  evitar  la 
fuga  y mucho  menos  que  le  infiera  lesiones 
al  fugitivo,  ni  se  deduce  del  texto  de  la  mis- 
ma esta  facultad ; que  la  ley  al  tratar  de  la 
infidelidad  en  la  custodia  de  presos  declara 
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responsables  a los  custodios  de  la  evasión 
solamente  en  caso  de  que  ésta  sea  en  con- 
nivencia con  el  fugitivo  o faltando  conoci- 
damente a las  obligaciones  de  su  cargo ; que 
Gaspar  Pomá  no  obró  en  cumplimiento  de 
un  deber  al  infringir  la  ley  como  lo  hizo, 
incurriendo  en  el  delito  de  homicidio,  por  el 
cual  debe  sufrir  la  pena  de  diez  años  de 
prisión  correccional ; 3’,  que  a favor  del  reo 
militan  las  circunstancias  atenuantes  de  ha- 
berse presentado  a la  autoridad  antes  de 
ser  perseguido  como  culpable  y confesar  su 
delito  y la  de  no  haber  tenido  la  intención 
de  dar  muerte  a Xum;  y 4’,  que  no  se  le  apli- 
can a Pomá  Yes  los  Decretos  de  indulto  pro- 
mulgados después  de  la  fecha  en  que  delin- 
quió, por  no  consfar  en  autos,  su  buena  con- 
ducta. 

Gaspar  Pomá  Yes,  con  auxilio  del  Licen- 
ciado don  Salvador  Guerra  Valdelomar,  in- 
trodujo contra  este  último  pronunciamien- 
to recurso  de  casación  denunciando  como 
violados  los  artículos  728,  732,  3°  de  Procedi- 
mientos Penales ; 4'’,  inciso  4°  del  Código  Mi- 
litar, Primera  Parte;  20,  inciso  10  y 65  del 
Código  Penal  Común. 

El  proceso  fué  iniciado  con  fecha  veinti- 
nueve de  noviembre  de  mil  novecientos  vein- 
tiuno, en  el  Juzgado  de  Paz  de  Mazatenan- 
go,  en  virtud  de  haber  dado  parte  verbal- 
mente, el  Teniente  Cesáreo  Ortiz,  de  que 
Gaspar  Pomá  Yes,  soldado  que  custodiaba 
al  reo  Cipriano  Xum  Chávez,  le  habia  dado 
muerte  a éste  en  los  cafetales  de  “Salaché” 
por  que  dicho  sujeto  intentó  matar  a Pomá 
Yes  y fugarse. 

Con  el  testimonio  del  Sargento  Filiberto 
Cortés  y Cabo  Gilberto  Fuentes  está  esta- 
blecido que  Xum  Chávez  iba  corriendo  y el 
referido  soldado  le  hizo  dos  disparos  de  los 
cuales,  el  segundo  hirió  al  fugitivo.  Con  l.r 
partida  de  defunción  está  probado  que  Ci- 
priano Xum  Chávez  falleció  el  veintinueve 
de  noviembre  del  año  citado  anteriormente. 
Del  informe  médico  se  deduce  que  la  muer- 
te de  Cipriano  fué  ocasionada  por  la  hemo- 
rragia que  le  sobrevino  a consecuencia  de 
las  heridas  que  le  fueron  causadas  en  las  ar- 
terias epiploicas. 

El  enjuiciado  confesó  el  hecho  delictuoso 
que  se  le  imputa,  pero  aseguró  que  lo  había 
cometido  en  cumplimiento  de  su  deber  y por 
que  el  reo  que  custodiaba  habia  tenido  la 
intención  de  matarlo. 

CONSIDERANDO:  que  la  muerte  violen- 
ta de  Cipriano  Xum  Chávez  se  ha  establecí 
do  de  una  manera  plena  con  la  confesión 
de  Gaspar  Pomá  Yes,  la  cual  reúne  todos 
los  requisitos  que  la  ley  determina,  y las  de- 
claraciones del  Sargento  Segundo,  Filiber- 


to Cortés  y Cabo  Gilberto  Fuentes;  pero  el 
enjuiciado  no  es  responsable  de  este  hecho 
delictuoso,  pues  procuró  impedir  la  fuga  de 
Xum  hablándole  primero  para  que  se  detu- 
viera, y en  seguida  disparando  dos  balazos 
al  cerciorarse  que  no  lo  efectuaba,  habien- 
do herido  mortalmente  al  fugitivo,  cuando 
usó  de  su  arma  por  segunda  vez.  En  virtud 
de  no  haber  estimado  la  Sala  sentenciadora 
que  Pomá  Yes,  obró  en  cumplimiento  de  su 
deber,  infringió  el  inciso  décimo  del  articu- 
lo 20  del  Código  Penal, 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  lo  que  dispone  la 
ley  que  deja  citada  y en  lo  prescrito  por  los 
artículos  568  y 687  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales  y 81  del  Decreto  legislativo 
Número  1928.  casa  y anula  el  fallo  recurri- 
do y resolviendo,  absuelve  a Gaspar  Pomá 
Yes  del  cargo  que  se  le  formuló,  por  estar 
exento  de  responsabilidad  criminal,  y orde- 
na su  inmediata  libertad. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos  como 
corresponde  al  Tribunal  de  su  origen, 

J.  M.  Ríina  Andrade. — Federico  O.  Sola- 
zar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argue- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
dos  de  octubre  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Visto  el  recurso  de  casación  introducido 
por  Pablo  Orizáhal,  con  auxilio  del  Abogado 
don  Enrique  Bocanegra,  en  el  proceso  que 
por  el  delito  de  lesiones  se  le  siguió  en  el 
Juzgado  de  1’  Instancia  del  departamento  de 
Chimaltenango. 

I 

La  sentencia  recurrida  dictada  por  la  Sa- 
la 2-  de  Apelaciones,  es  de  fecha  doce  de 
julio  del  corriente  año,  y en  su  parte  resolu- 
tiva declara  que  el  enjuiciado  es  autor  de 
lesiones  graves  en  la  persona  de  Justo  La- 
rios,  por  lo  que  le  impone  la  pena  de  tres 
años  de  prisión  correccional,  conmutable  en 
sus  dos  tercios  a quince  centavos  diarios; 
hace  las  demás  declaraciones  legales  y pre- 
viene al  Juez  de  la  causa  que  en  la  form-a 
que  corresponde  someta  a procedimiento 
criminal  por  el  delito  de  falso  testimonio, 
a los  individuos  Justo  Orizábal,  Beatriz  Lara, 
Julio  Arreóla,  Macabeo  Román  y Federico 
Chavarría. 
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Las  consideraciones  jurídicas  que  sirver 
de  base  al  fallo  son  las  siguientes  : 

— Es  de  estimarse  plenamente  probada 
la  delincuencia  del  procesado  con  la  pre- 
sunción que  se  desprende  de  los  testimonios 
de  Juan  y Ciríaco  Larios  y Alejandro  Socoy, 
corroborados  por  la  sindicación  del  ofendido, 
la  subsiguiente  ocultación  del  acusado,  la 
manera  como  se  expresó  en  su  indagatoria 
con  el  fin  manifiesto  de  establecer  la  coar- 
tada, y el  hecho  de  que  no  obstante  la  gra- 
vedad del  delito  y el  tiempo  transcurrido  des- 
de que  tuvo  lugar,  no  se  haya  sindicado  a 
otra  persona  como  autora  del  mismo.  En 
cuanto  a la  coartada,  no  le  concede  eficacia 
alguna,  por  la  forma  en  que  se  produjo  la 
prueba  y por  los  términos  en  que  se  hallan 
concebidas  las  declaraciones  de  los  testigos, 
2- — De  acuerdo  con  el  tiempo  que,  según  el 
informe  médico  forense,  estuvo  imposibili- 
tado el  ofendido  para  dedicarse  a sus  ocu- 
paciones habituales,  la  pena  que  debe  infli- 
girse al  reo  es  la  señalada  en  el  inciso  3", 
artículo  304,  Código  Penal. 

3’ — La  forma  en  que  dieron  sus  testimo- 
nios los  testigos  de  la  defensa,  así  coma  los 
hechos  sobre  los  cuales  declararon,  los  ha- 
cen manifiestamente  sospechosos  del  delito 
de  falso  testimonio. 

II 

El  recurso  de  casación  se  funda  en  viola- 
ción de  ley  expresa  y se  citan,  como  infrin- 
gidos por  el  Tribunal  sentenciador,  los  ar- 
tículos 259,  566,  573,  580,  incisos  1”  y 2’, 
586,  inciso  1°,  581,  inciso  8'',  de  Procedimien- 
tos Penales, 

Alega  el  recurrente  que  los  testigos  que 
declararon  no  son  idóneos  por  falta  de  im- 
parcialidad y por  ser  parientes  inmediatos 
con  el  ofendido  y no  dar  razón  de  sus  dichos, 

III 

Como  acaba  de  exponerse,  la  sentencia 
condenatoria  se  funda  en  la  presunción  que 
la  Sala  desprende  de  las  pruebas  producidas 
en  la  causa,  entre  las  cuales  se  encuentran 
las  declaraciones  de  los  testigos  de  cargo, 
que  no  pudieron  servir  de  prueba  directa 
para  condenar.  Es  el  caso,  por  consiguiente, 
de  no  entrar  al  conocimiento  del  fondo  del 
asunto  porque  la  prueba  de  presunciones  no 
da  lugar  al  recurso  de  casación. 

Los  hechos  en  que  la  presunción  se  fun 
da  están  plenamente  establecidos  en  el  pro- 
ceso y por  tal  motivo  debe  respetarse  la  de- 
ducción de  culpabilidad  hecha  por  el  Tribu- 


nal, en  ejercicio  de  la  facultad  que  le  otor- 
ga el  artículo  601,  de  Procedimientos  Pe- 
nales. 

Pudiera  haberse  examinado  la  calificación: 
del  delito  y aplicación  de  la  pena,  pero  no 
hay  ley  entre  las  citadas  en  el  recurso  que  le 
permitan  a la  Corte  verificar  dicho  examen, 

IV 

POR  TANTO,  con  fundamento,  además, 
en  los  artículos  686  y 690,  de  Procedimientos 
Penales,  la  Corte  de  Casación  declara  sin 
lugar  el  recurso  interpuesto  y condena  al 
recurrente  a la  pena  adicional  de  quince  días 
de  prisión  simple  conmutables  en  su  totali- 
dad a diez  centavos  diarios. 

Notifíquesc  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Salo- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argae- 
ia  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
seis  de  octubre  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Se  tiene  a la  vista,  para  resolver,  el  re- 
curso de  casación  introducido  por  el  señor 
Fernando  Bolaños,  apoderado  de  Enrique 
Galindo  Rodríguez,  con  dirección  del  Aboga- 
do don  Enrique  Bocanegra. 

El  recurso  es  contra  la  sentencia  que  pro- 
nunció la  Sala  2’  de  Apelaciones,  el  tres  de 
agosto  último,  en  el  proceso  instruido  con- 
tra Julio  Alvarez  Tórtola  y Enrique  Galindo 
Rodríguez,  por  el  delito  de  atentado  a los 
agentes  de  la  autoridad,  fallo  que  confirma 
el  dictado  por  el  Juez  de  1’  Instancia  de  Chi- 
maltenango  el  diez  y ocho  de  mayo  del  co- 
rriente año,  el  cual  declara  que  los  mencio- 
nados individuos  son  autores  del  delito  de 
atentado  a los  agentes  de  la  autoridad,  co- 
metido en  la  persona  del  Regidor  Silvio  Hi- 
gueros;  los  condena  a dos  años  de  prisión 
correccional  y les  permite  conmutar  dos  ter- 
ceras partes  a diez  centavos  diarios. 

El  recurrente  alega  que  el  Tribunal  sen- 
tenciador violó  los  artículos  581  y 586,  inciso 
3",  de  Procedimientos  Penales,  desde  luego 
que  los  testigos  que  formaron  la  prueba  tie- 
nen interés  directo  en  el  pleito  y,  además, 
no  son  imparciales  ni  independientes  en  su 
posición. 

La  Sala  considera  que  contra  los  testi- 
gos presenciales  del  hecho,  Miguel  Galin- 
do e Ismael  Tórtola,  no  aparece  motivo  al- 
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guno  de  tacha,  pues  si  bien  formaban  parte 
de  la  ronda  encabezada  por  el  ofendido,  no 
tuvieron  en  el  hecho  otra  intervención  que 
la  relativa  a la  captura  de  los  reos ; que  en 
cuanto  a los  otros  testigos,  Francisco  Ro- 
mán e Inocente  Fuentes,  son  contradictorios 
y no  pueden  concedérseles  valor  probatorio 
a sus  declaraciones,  por  lo  que  es  inútil  exa- 
minar la  prueba  de  tachas  propuestas  contra 
el  primero. 

CONSIDERANDO  : que  de  los  articules 
citados,  el  581  de  Procedimientos  Penales, 
no  puede  examinarse  porque  contiene  nueve 
incisos,  constitutivo  cada  uno  de  disposicio- 
nes distintas  y el  recurrente  no  señaló  cuál 
de  ellos  estaba  violado  por  el  Tribunal  sen- 
tenciador; y en  cuanto  al  inciso  3",  del  articu- 
lo 586  del  mismo  Código,  tampoco  se  estima 
infracción  alguna  sino  recta  aplicación,  pues 
los  testigos  que  se  tachan  de  parcialidad  no 
tuvieron  en  el  hecho  ninguna  otra  interven- 
ción que  la  relativa  a la  captura  de  los  reos, 
sin  que  aparezcan  aquéllos  como  ofendidos 
ni  como  ofensores,  y la  Sala,  para  apreciar 
el  mérito  de  la  declaración  de  dichos  testi- 
gos presenciales  tuvo  en  cuenta  no  sólo  la 
circunstancia  anterior  sino  las  otras  que  enu- 
mera el  mismo  artículo  586  de  Procedimien- 
tos Penales. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento,  además,  en  los  ar- 
tículos 686  y 690  de  Procedimientos  Pena- 
les, desestima  el  recurso  interpuesto  y con- 
dena al  reo  a la  pena  adicional  de  quince 
dias  de  prisión  simple,  conmutables  a diez 
centavos  diarios, 

Notifíquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Caflos  Castellanos  R. — Alberto  Argiie- 
ta  S., — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
nueve  de  octubre  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  pro- 
nunciada el  diez  y siete  de  junio  del  corrien- 
te año,  en  que  la  Sala  3’  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones confirma  el  fallo  dictado  el  veinti- 
siete de  marzo  retropróximo,  por  el  Juez  5'’ 
de  1’  Instancia  del  departamento  de  Gua- 
temala, que  declara:  que  Antonia  Morales 
Alvarado  es  reo  de  estafa,  delito  por  el  cu.al 


le  impone  la  pena  de  un  año  de  arresto  ma- 
yor, que  con  abono  del  tiempo  padecido, 
cumplirá  en  la  Prisión  de  Mujeres;  permi- 
tiéndole conmutar  el  resto  de  la  pena,  a 
razón  de  diez  centavos  de  quetzal  diarios; 
la  obliga  al  pago  de  las  responsabilidades  ci- 
viles provenientes  del  hecho  delictuoso,  y a 
la  reposición  del  papel  empleado  en  la  cau- 
sa por  no  haber  demostrado  que  sea  pobre 
en  el  sentido  legal. 

La  enjuiciada,  con  auxilio  del  Licenciado 
Valentín  Dávila  Barrios,  introdujo  recurso 
de  casación  contra  las  sentencias  de  1-  y 2‘ 
Instancias,  por  violación  de  los  artículos  que 
a continuación  se  expresan:  16  y 30  de  la 
Constitución  de  la  República;  61,  62,  69,  72, 
75,  81,  82,  83,  84,  97,  174  y 178,  del  Código  de 
Comercio;  573,  609  y 610,  de  Procedimien- 
tos Penales;  390  del  Código  Penal.  El  Tri- 
bunal sentenciador  funda  su  fallo  en  las 
consideraciones  que  siguen : 

1’ — Con  la  confesión  de  la  procesada,  el 
avalúo  de  los  objetos  con  que  no  dió  cuenta 
la  encargada  de  su  venta,  y las  declaraciones 
de  los  testigos  Enima  Yolanda  de  la  Selva, 
Alberto  Barrera  Huertas,  Ricardo  Luna,  Na- 
tividad Gálvez  y Amalia  García,  está  pro- 
bada la  preexistencia  del  delito  y la  culpa- 
bilidad de  la  Morales  Alvarado,  habiendo 
cometido  ésta  el  delito  de  estafa  que  deter- 
minan los  artículos  407,  inciso  2'’,  y 408,  in- 
ciso 5-,  del  Código  Penal;  y, 

2’ — Que  las  disposiciones  contenidas  en 
los  artículos  83  y 174  del  Código  de  Comer- 
cio que  alegan  a favor  de  la  reo  su  defensor 
y el  señor  Fiscal,  carecen  de  aplicación  en 
el  sentido  en  que  se  invocan,  porque  ambos 
artículos  se  refieren  a comisionistas  profe- 
sionales, y el  primero,  sin  excluir  la  acción 
penal  en  su  caso,  establece  sanción  por  la 
simple  morosidad  en  el  pago  de  los  saldos, 
pero  no  como  única,  en  el  caso  de  que  se 
distraigan  sin  consentimiento  del  comiten- 
te; y en  cuanto  al  segundo  de  dichos  artícu- 
los, hay  prueba  suficiente  en  autos  de  que 
Antonia  Morales,  convino  en  la  forma  en 
que  debió,  quedar  remunerada  por  sus  servi- 
cios como  expendedora  de  los  efectos  que 
le  confió  la  comitente,  tanto  con  la  confe- 
sión de  la  Morales  Alvarado  como  con  el 
dicho  de  los  testigos. 

La  causa  fué  iniciada  ante  el  Juez  U de 
Paz,  con  fecha  treinta  y uno  de  agosto  de 
mil  novecientos  treinta  y uno,  y proseguida 
por  el  Juez  5'  de  1’  Instancia  del  departa- 
mento de  Guatemala. 

Herlinda  Leiva  B.  se  presentó  ante  el  pri- 
mero de  los  Jueces  que  acaban  de  mencio- 
narse, manifestando,  por  escrito  lo  que  si- 
gue : que  a fines  del  mes  de  marzo  del  año  de 
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1931,  dió  en  comisión  a la  señora  Antonia 
Morales,  un  lote  de  alhajas  y algunos  ví- 
veres por  valor  de  doscientos  cuarenta  quet- 
zales, por  haberle  manifestado  dicha  señora 
que  podia  vender  estas  cosas  inmediatamen- 
te ; que  desde  entonces  la  Morales  estuvo  en- 
gañándola, pues  le  decia  que  aún  no  le 
hablan  pagado,  pero  que  muy  pronto  arre- 
glarla con  ella  sus  cuentas;  en  los  últimos 
dias  del  mes  de  agosto  (1931)  doña  Antonia 
le  devolvió  una  parte  de  las  alhajas  por  no 
haber  podido  venderlas,  faltándole  varias, 
valoradas  en  la  cantidad  de  cincuenta  y ocho 
quetzales  y treinta  y cinco  centavos  de  la  mis- 
ma moneda,  y no  le  dió  explicación  satisfac- 
toria acerca  de  la  falta  de  ese  dinero.  Do- 
ña Herlinda  propuso  el  testimonio  de  Alber- 
to Barreda  y Yolanda  de  la  Selva,  sin  perjui- 
cio de  presentar,  en  su  oportunidad,  la  prue- 
ba documental  correspondiente ; y,  por  el 
delito  de  estafa,  se  constituyó  formal  acusa- 
dora de  la  Morales  Alvarado. 

CONSIDERANDO;  que.  con  el  testimo- 
nio de  Natividad  Gálvez  y Amalia  García, 
y las  confesiones  de  la  enjuiciada  está  pro- 
bado que  ésta  recibió  varias  cosas  para  ven- 
derlas; y por  su  propia  confesión,  también 
se  estableció ; que  a causa  de  la  diferencia 
entre  los  precios  que  había  fijado  la  seño- 
ra Leiva  y los  que  tenian  las  mismas  cosas 
en  Puerto  Barrios,  no  le  fué  posible  obtener 
ganancias  en  ese  negocio,  y dispuso  devol- 
ver una  parte  de  las  mercancías  que  había 
recibido,  resolución  que  aprobó  doña  Her- 
linda, según  se  deduce  de  los  términos  en 
que  está  concebida  la  carta  que  obra  al  folio 
49  de  la  causa  y la  cual  reconoció  dicha  se- 
ñora; que  cuando  arregló  las  cuentas  con  la 
señora  Leiva  resultó  a su  cargo  un  saldo  de 
tres  mU  quinientos  treinta  y ocho  pesos  bi- 
lletes de  los  antiguos  bancos,  y el  once  de 
agosto  (1931)  firmó  un  documento,  a favor 
de  doña  Herlinda,  reconociendo  adeudarle 
la  mencionada  cantidad,  pero  de  esta  suma 
le  abonó  cuatrocientos  pesos,  según  consta 
en  el  recibo  que  obra  al  folio  16  de  la  causa, 
abono  que  reconoció  la  acusadora  en  su 
oportunidad. 

De  lo  expuesto  se  infiere,  que  si  bien  es 
verdad,  que  Antonia  Morales  Alvarado  re- 
cibió las  cosas  y devolvió  una  parte  de  és- 
tas, reconociendo  el  saldo  deudor,  al  arre- 
glar con  la  señora  Leiva  las  cuentas  respec- 
tivas, también  es  cierto,  que  no  está  proba- 
do que  la  Morales,  en  perjuicio  de  doña 
Herlinda  se  apropiara  o distrajera  los  efec- 
tos que  le  habían  sido  entregados,  en  virtud 
del  convenio  anteriormente  relacionado ; y 
faltando  este  último  elemento  en  el  hecho 
que  se  imputa  a la  enjuiciada,  es  inconcuso 


que  ésta  no  cometió  el  delito  determinado 
por  el  inciso  quinto  del  articulo  408  del  Có- 
digo Penal.  Y la  Sala  sentenciadora,  al  no 
apreciar  como  corresponde  las  confesiones 
de  la  enjuiciada,  infringió  el  articulo  609 
de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  lo  prescrito  por  los 
artículos  568,  687  y 731,  del  Código  que 
acaba  de  citarse,  casa  y anula  la  ejecutoria 
recurrida  y resolviendo  sobre  lo  principal 
absuelve  a Antonia  Morales  Alvarado  del 
cargo  que  se  le  formuló  por  el  delito  de 
estafa. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  anteceden- 
tes, en  la  forma  que  corresponde,  al  Tribu- 
nal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar gue- 
to S. — José  Serrano  Muñoz, — Ante  mi,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
nueve  de  octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  1’  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  ocho  de  julio  del 
corriente  año,  en  que  confirma  el  fallo  del 
Juzgado  (J  de  1-  Instancia  del  departamento 
de  Guatemala,  con  la  modificación  de  que 
la  pena  que  se  impone  a Gustavo  Braunbeck 
Wagner  es  la  de  nueve  años  de  prisión  co- 
rreccional, aumentada  en  dos  años  y ocho 
meses  por  cuatro  de  los  delitos  cometidos, 
no  asi  en  el  perpetrado  contra  Julio  Bonilla, 
porque  la  única  prueba  que  existe  es  su 
confesión. 

El  Tribunal  de  2’  Instancia  estima  que  es- 
tán probadas  las  estafas  cometidas  por 
Braunbeck  a Max  Selechnek,  a la  ‘‘Carib- 
bean  Oil  Company”,  Julio  Vlaminck,  Ju- 
lio Bonilla,  Amalia  v.  de  García  y por  último 
aprecia  la  Sala  que  también  se  encuentra 
establecido  que  dicho  sujeto  libró  un  cheque 
contra  el  Pacific  Bank  sin  tener  fondos  en 
esa  institución,  por  todo  lo  cual  es  proce- 
dente condenarlo,  aumentándole  las  penas 
por  reincidente. 

El  Juez  Sexto  declara:  1'',  que  por  falta  de 
plena  prueba  absuelve  a Gustavo  Braunbeck 
del  cargo  que  se  le  formuló  en  el  caso  refe- 
rente al  cheque  denunciado  por  el  Licencia- 
do Rogelio  Vargas ; 2'^,  que  Braunbeck  es  au- 
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tor  de  doble  delito  de  estafa  por  lo  que  le  im- 
pone la  pena  de  dos  años  de  prisión  correc- 
cional por  cada  una,  conmutable  en  sus  dos 
terceras  partes  a razón  de  veinte  centavos  de 
quetzal  por  día;  y la  que  deberá  cumplir  en 
la  Penitenciaría  Central ; le  suspende  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  políticos  durante 
el  tiempo  de  la  condena;  le  obliga  al  pago  de 
las  responsabilidades  civiles  originadas  del 
delito,  y lo  exonera  de  la  reposición  del  pa- 
pel empleado  en  la  causa. 

El  reo  con  auxilio  de  los  Abogados  Eleázar 
Urmeneta  y Ernesto  Andrade  introdujo  dos 
recursos  extraordinarios  de  casación,  en  el 
primero,  denuncia  como  infringidos  los  ar- 
tículos 676,  inciso  6’  y 732  del  Código  de 
Procedimientos  Penales;  83  y 86  del  Código 
Penal;  y en  el  segundo  los  artículos : 676,  21 , 
22,  47,  65,  78,  82,  105  y 407  del  Código  Penal: 
3,  22.  259,  314,  332,  359,  519,  564,  568,  571, 
654,  673,  675,  668,  681,  684,  570,  587,  589  y 
590  del  Código  de  Procedimientos  Penales ; 
y,  además  manifiesta  el  recurrente  que  fué 
quebrantado  el  procedimiento,  toda  vez  que 
se  le  privó  de  los  medios  legítimos  de  defen- 
sa no  practicando  diligencias  esenciales  pe- 
didas en  tiempo.  Contra  Gustavo  Braunbeck 
Wagner  se  instruyeron  los  procesos  que  a 
continuación  se  expresan : 

El  primero  de  abril  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta,  Max  Selechnek  se  presen- 
tó ante  el  Juzgado  1"  de  Paz  acusando  a 
Braunbeck,  1°,  porque  el  diez  de  marzo  entre- 
gó a dicho  señor,  en  la  oficina  de  Julio  Vla- 
minck,  la  cantidad  de  doscientos  siete  dóla- 
res sesenta  y dos  centavos  de  la  misma  mo- 
neda para  que  le  pidiera  mercaderías  a las 
casas  que  Vlaminck  representa  en  la  ciudad 
de  Guatemala;  que  la  suma  ya  mencionada 
debía  Braunbeck  remitirla,  por  medio  de 
giros,  a la  Compañía  Manufacturera  Alema- 
na Americana  de  Hamburgo  y Gartner,  Cop- 
fert  F.  Rocholt  A.  G.  Hamburgo.  Brook 
(Freihafen),  pero  en  vez  de  hacerlo,  tomó 
el  dinero  que  le  entregó  con  ese  objeto;  2'', 
dicho  señor  se  comprometió  a entregar  a Se- 
lechnek unas  mercaderías  que  tenía  en  Za- 
capa  dentro  de  diez  días  a contar  del  quin- 
ce de  febrero  de  mil  novecientos  treinta,  ha- 
biendo recibido  la  cantidad  de  setenta  y cin- 
co dólares,  no  cumplió  con  su  compromiso; 

b)  Julio  Vlaminck  acusa  a Braunbeck 
porque  éste  pidió  a la  señorita  Nelly  Lau- 
renys  la  suma  de  setenta  quetzales,  obligán- 
dose a devolverlos  el  veintidós  de  marzo 
(1930),  lo  cual  no  cumplió;  además  dicho 
sujeto,  vendió  un  muestrario  suyo  (de  Vla- 
minck) que  estimaba  en  ciento  cincuenta 
quetzales;  a los  señores  Kurtiz  les  pidió  cin- 
cuenta quetzales  para  gastos  de  la  oficina; 


a Félix  Krauss  le  pagó  con  mercaderías  de 
su  almacén  (de  Vlaminck)  ciento  veinte 
quetzales  que  le  adeudaba;  a la  casa  Be- 
thancourt  le  cobró  cuarenta  y cinco  dólares 
y no  le  llevó  el  dinero  a don  Julio;  vendió 
mercancías  por  valor  de  ciento  cincuenta  dó- 
lares, manifestándole  (a  Vlaminck)  que  los 
clientes  no  le  pagaban  su  valor ; 

c)  El  Licenciado  don  Rogelio  Vargas  como 
apoderado  de  Julio  Vlaminck  se  presentó 
ante  el  Juez  1''  de  Paz  el  veintinueve  de 
julio  de  mil  novecientos  treinta,  acusando  a 
Gustavo  Braunbeck,  porque  dicho  señor  li- 
bró a cargo  de  The  Pacific  Bank  and  Trust 
Company  un  cheque  por  la  cantidad  de  ($6,- 
202)  seis  mil  doscientos  dos  pesos  billetes  de 
los  antiguos  Bancos,  y al  ir  a cobrarlo,  el 
Banco  informó  que  Braunbeck  carecía  de 
fondos  en  ese  establecimiento,  razón  por  la 
cual  no  pagaba  su  valor.  El  referido  che- 
que está  marcado  con  el  número  2726,  fué 
expedido  el  cuatro  de  junio  de  mil  novecien- 
tos veintisiete,  para  pagarlo  el  primero  de 
julio  de  ese  mismo  año,  y,  endosado  por  Ren- 
wick  J.  Sharp,  como  apoderado  de  Sharp 
y Co.,  Ltd.,  a favor  de  Julio  Vlaminck. 

d)  'El  veinticuatro  de  junio  de  mil  nove- 
cientos treinta  y uno,  don  Alejandro  Battick, 
como  apoderado  general  de  "Caribbean  Oil 
Company”,  se  constituyó  en  formal  acusa- 
dor de  Gustavo  Braunbeck  por  el  delito  de 
estafa  que  cometió  en  la  forma  siguiente ; 
siendo  vendedor  de  acciones  de  la  compa- 
ñía, dicho  señor,  tenía  derecho  a percibir 
el  diez  por  ciento  del  valor  de  las  acciones 
que  vendiera  y que  se  le  abonaba  al  hacer 
los  accionistas  el  primer  pago,  pero  se  le 
había  prohibido  de  una  manera  terminante, 
tomar  cualquier  otra  suma,  como  abono  al 
valor  de  la  acción,  que  es  de  diez  dólares, 
pues  la  venta  de  éstas  se  hace  en  dicha  for- 
ma por  amortizaciones  mensuales  del  quin- 
ce por  ciento  de  su  valor  nominal.  Braun- 
beck contraviniendo  a esta  prohibición  co- 
bró al  señor  Florencio  Pérez  e hijos,  la  suma 
de  treinta  pesos  oro  americano,  correspon- 
diente a las  amortizaciones  de  los  meses  de 
marzo  y abril  (1951)  y por  la  venta  que  se  les 
hizo  de  diez  acciones  de  la  Compañía,  sin 
haber  dado  cuenta  con  esos  fondos; 

e)  Julio  Bonilla  presentó  al  Juez  5'’  de 
1’  Instancia,  el  treinta  de  abril  de  mil  nove- 
cientos treinta  y uno,  un  memoriad  en  el 
cual  acusa  a Braunbeck  por  estafa,  delito 
que  hace  consistir  en  el  hecho  que  sigue  : que 
con  fecha  veintisiete  de  febrero  (1931)  lle- 
gó don  Gustavo  a su  fábrica  de  muebles  a 
solicitarle  un  botiquín  de  caoba  con  espejo 
y cristales,  mueble  que  le  fué  proporciona- 
do, por  haberle  dicho  que  en  la  Compañía 
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Caribbean  Oil  se  lo  pagarían,  pues  ahí  tenía 
fondos  suficientes,  lo  cual  no  era  cierto,  to- 
da vez  que  más  tarde  se  cercioró  que  Braun- 
beck  no  tenía  dinero  en  la  mencionada  Com- 
pañía ; 

/J  El  veinticuatro  de  abril  de  m.il  nove- 
cientos treinta  y uno,  don  Alejandro  Battick, 
como  apoderado  general  del  Presidente  de 
la  sociedad  anónima  Caribbean  Oil  Company 
of  Delaware,  se  presentó  ante  el  Juez  4° 
de  Paz  querellándose  contra  Gustavo  Braun- 
beck  por  los  hechos  que  siguen : en  el  mes 
de  noviembre  de  mil  novecientos  treinta, 
fué  nombrado  agente  para  colocar  acciones, 
Gustavo  Braunbeck;  después  del  mes  citado 
Braunbeck  empezó  a desempeñar  su  cargo 
en  debida  forma  colocando  acciones  y dando 
el  aviso  que  corresponde;  pero  hacía  8 días, 
poco  más  o menos,  que  se  presentó  a las  ofi- 
cinas de  la  compañía,  Amalia  viuda  de  Gar- 
cía y le  dijo  al  Presidente  de  aquélla,  don 
Carlos  Zabalza,  que  el  veintitrés  de  diciem- 
bre de  mil  novecientos  treinta,  había  llega- 
do a sus  talleres  de  carpintería  Braunbeck 
a ponerle  acciones  de  la  Caribbean  Oil 
Company  a diez  quetzales  cada  una,  pero 
como  ella  carecía  de  fondos,  le  manifestó 
que  no  estaba  en  disposición  de  hacer  nego- 
cio alguno ; y al  fin  convino  en  comprarle 
diez  acciones,  las  cuales  le  pagaría  por  abo- 
nos mensuales;  en  los  momentos  que  se 
concluía  el  arreglo  del  negocio,  Braunbeck 
le  propuso  que  por  las  acciones  le  diera  un 
amueblado,  convenido  esto,  dicho  señor  se 
llevó  los  muebles,  obligándose  a entregarle 
el  veinticuatro  de  diciembre,  el  título  de  las 
acciones  debidamente  legalizado,  y,  le  dejó 
un  recibo  por  cien  pesos  oro  americano  sus- 
crito por  él : que  Braunbeck  no  cumplió  con 
lo  ofrecido,  y la  compañía  tuvo  noticia  del 
mencionado  negocio,  hasta  que  la  señora 
Garda  les  remitió  la  carta  y recibo  que  corre 
agregados  a la  causa.  Que  el  cobrador  de  la 
Compañía,  Raúl  M.  Rivas,  averiguó  que  Ma- 
ría G.  de  Paz  le  pagó  a Gustavo  Braun- 
beck veinte  pesos  oro  americano,  además 
de  los  sesenta,  con  que  él  dió  cuenta  a la 
Compañía,  según  le  indicó  la  señora  de  Paz, 
quien  en  prueba  de  ello  le  entregó  a Rivas, 
los  recibos  que  amparan  el  pago  de  cinco 
dólares  por  una  parte  y veinticinco  por  la 
otra,  forman  ambas  partidas  un  total  de 
treinta  pesos  oro  americano,  de  los  cuales 
sólo  dió  cuenta,  Braunbeck,  con  diez,  que 
completaron  los  sesenta  ya  relacionados.  El 
mismo  Rivas  averiguó  que  José  F.  Torres  no 
tenía  las  cinco  acciones  que  aparecen  en  lo? 
libros  respectivos  sino  sólo  veinticinco,  pues 
manifestó  que  en  el  mes  de  diciembre  del 


año  anterior  (1930)  había  comprado  otras 
veinte  acciones  a Braunbeck  a cuenta  de  las 
cuales  le  entregó  el  primer  abono  de  veinte 
pesos  oro  americano; 

g)  El  veintiocho  de  abril  de  mil  novecien- 
tos treinta  y uno,  Luis  Wilmont  se  presentó 
ante  el  Juez  4°  de  Paz  acusando  a F.  Gus- 
tavo Braunbeck,  porque  con  fecha  diez  y 
siete  de  diciembre  del  año  de  mU  novecien- 
tos treinta  Braunbeck,  con  engaño,  le  pi- 
dió prestados  doscientos  seis  quetzales  se- 
tenta y cinco  centavos  de  quetzal,  y,  al  co- 
brarle manifestó,  ante  Ernestino  Pivaral  y 
Ramón  Sanchinel  G.,  que  dicha  suma  le 
correspondía  por  comisión,  en  virtud  de  ha- 
berlo llevado  a casa  del  Licenciado  Jorge 
Mario  Ruiz  para  que  dicho  señor  le  diera  a 
mutuo  un  mil  quetzales,  pues  según  dijo 
ante  los  mencionados,  él  (Braunbeck)  ejerce 
el  oficio  de  comisionista,  lo  cual  es  falso,  toda 
vez  que  don  Gustavo  sólo  desempeña  el  car- 
go de  agente  de  Caribbean  Oil  Company  of 
Delaware ; y que  por  consiguiente,  Braun- 
beck, había  cometido  los  delitos  de  estafa 
y falsedad ; 

El  veintiséis  de  mayo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y uno,  fué  presentado  al  Juez  5" 
de  1’  Instancia  del  departamento  de  Gua- 
temala, un  escrito  en  que  don  Carlos  Zabal- 
za,  Jr.,  en  concepto  de  apoderado  especial, 
de  don  Pablo  Rayer  acusó,  por  estafa,  a 
Gustavo  Braunbeck,  delito  que  dicho  señor 
cometió  por  haber  recibido  "en  consignación 
y para  su  venta",  las  mercancías  que  apa- 
recen detalladas  en  la  factura  de  fecha  ocho 
de  septiembre  (1930)  ; que  del  producto  de 
esa  venta  Braunbeck  sólo  entregó  una  par- 
te, quedándose  indebidamente,  con  la  can- 
tidad de  veinticinco  dólares ; 

i)  El  apoderado  de  Caribbean  Oil  Compa- 
ny of  Delaware,  con  fecha  veintitrés  de  ju- 
lio de  mil  novecientos  treinta  'y  uno,  pre- 
sentó ante  el  Juez  1°  de  Paz  acusación  por 
estafa  contra  Gustavo  Braunbeck,  delito  que 
cometió  dicho  señor  en  la  forma  siguiente: 
vendió  a doña  Anita  viuda  de  Roca  cinco  ac- 
ciones a razón  de  diez  dólares  cada  una,  pa- 
gaderas por  amortizaciones  mensuales  de 
siete  dólares  y medio ; habiendo  recibido 
como  primer  pago,  veinte  pesos  oro  ameri- 
cano, correspondiéndole  por  comisión  cin- 
co pesos  de  dicha  moneda  o sea  el  diez  por 
ciento  sobre  cincuenta  dólares,  y,  el  resto 
debia  haberlo  entregado  a las  oficinas  de  la 
Compañía;  Braunbeck  carecía  de  autoriza- 
ción para  hacer  ese  cobro,  pues  lo  efectúan 
los  agentes  recaudadores  especiales.  Pos- 
teriormente Braunbeck  cobró  a dicha  seño- 
ra diez  dólares  y más  tarde  siete ; y que  a 
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Sotero  Moscoso  y Arturo  Turcios  Ies  cons- 
taba que  la  señera  Roca  había  hecho  esos 
pagos  en  su  domicilio. 

CONSIDERANDO:  que  el  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma  es  im- 
procedente, porque  no  se  señalan  de  una 
manera  concreta  las  diligencias  que  dejaron 
de  practicarse.  “Que  no  es  cierto  que  se 
haya  privado  al  reo  de  los  medios  de  de- 
fensa”, pues  todo  lo  contrario  aparece  en 
los  procesos  acumulados  que  se  han  tenido 
a la  vista;  toda  vez  que  dos  de  ellos  fueron 
abiertos  a prueba  y durante  dichos  térmi- 
nos, ninguna  fué  rendida  ni  por  Braunbeck 
ni  por  sus  defensores,  según  consta  en  in- 
formes emitidos  por  los  Secretarios  de  los 
Juzgados  5 ' y 6'  de  Primera  Instancia,  res- 
pectivamente, con  fechas  cuatro  de  noviem- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y doce  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  treinta  y dos, 
informes,  que  están  en  un  todo  de  acuerdo 
con  los  autos. 

CONSIDERANDO:  que  Gustavo  Braun- 
beck Wagner  haya  cobrado  a la  casa  de  Be- 
thancourt,  cuarenta  y cinco  dólares,  que  se 
apoderara  de  mercancías  del  almacén  de 
Vlaminck  para  pagar  a don  Félix  Krauss 
la  cantidad  de  (120)  ciento  veinte  quetzales, 
que  le  adeudaba;  que  pidiera  al  señor  Kurtiz 
para  atender  a los  gastos  de  la  Oficina  de 
don  Julio  Vlaminck  la  cantidad  de  cincuenta 
dólares,  y que  vendiera  mercaderías  perte- 
ciente  a dicho  señor,  son  hechos  que  no  se 
encuentran  establecidos  en  el  proceso,  ni  que 
Braunbeck  indebidamente  se  haya  apropia- 
do de  ciertas  sumas  de  dinero,  unas  proce- 
dentes de  los  cobros  que,  por  encargo  de 
Vlaminck,  hiciera  y otras  de  las  ventas  de 
mercancías  que  hubiese  efectuado ; que  el 
préstamo  que  el  enjuiciado  hizo  a la  oficina 
de  Vlaminck,  es  una  obligación  de  carácter 
puramente  civil;  y,  por  último,  tampoco  se 
probó  que  aquél  de  una  manera  fraudulen- 
ta consiguiese  que  Max  Selechneck  le  die- 
ra setenta  y cinco  dólares  por  valor  de  mer- 
caderías que  Braunbeck  no  cumplió  con  en- 
tregar en  su  oportunidad.  Tanto  el  cheque 
número  A-2726,  como  su  protesto,  carecen 
de  valor  legal,  el  primero,  por  la  forma  de 
vencimiento  que  contiene,  y,  el  segundo,  en 
virtud  de  haberse  Uevado  a cabo  extempo- 
ráneamente. De  lo  expuesto  en  el  anterior 
“considerando"  se  infiere,  que  la  Sala  sen- 
tenciadora pronunció  su  fallo  sin  prueba 
para  ello,  en  cuanto  a las  acusaciones  que 
acaban  de  mencionarse;  y,  por  consiguien- 
te infringió  el  articulo  568  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales,  que  el  recurrente  de- 
nunció como  violado. 


CONSIDERANDO:  con  lo  que  manifestó 
el  reo,  al  ser  interrogado,  quedó  establecido, 
que  se  apropió  indebidamente,  la  cantidad 
que  Max  Selechnek  le  entregó  para  que  hi- 
ciera unos  pedidos  a las  casas.  Compañía 
Manufacturera  Alemana  Americana  de  Ham- 
burgo  y Gartner  Gopfert  & Rocholt  A.  G. 
Caribbean  Ooil  Company  of  Delaware,  auto- 
rizó a su  agente  Gustavo  Braunbeck  para  que 
vendiera  acciones  de  dicha  Compañía  a la 
par  (diez  dólares,  por  cada  acción  o su  equi- 
valente en  otra  clase  de  moneda  de  curso  co- 
rriente) y para  cobrar  y extender  los  recibos 
correspondientes  únicamente  al  primer  abo- 
no de  cada  venta  o sea  el  diez  por  ciento  so- 
bre el  negocio  consumado,  pero  dicho  señor, 
no  obstante  que  le  estaba  terminantemente 
prohibido  percibir  cualquier  otra  suma,  co- 
bró a don  Florencio  Pérez  e hijos,  la  canti- 
dad de  treinta  pesos  oro  americano  corres- 
pondiente a las  amortizaciones  de  los  meses 
de  marzo  y abril  del  año  de  mil  novecientos 
treinta  y uno,  y por  la  venta  que  les  hizo  de 
diez  acciones,  sin  haber  dado  cuenta  Braun- 
beck a la  referida  Compañía  con  esos  fondos. 

El  reo,  abusando  de  la  autorización  que 
tenía  y en  la  forma  que  se  mencionó  ya,  al 
tratar  de  cada  una  de  las  diversas  acusacio- 
nes que  se  le  hicieron  por  el  representante 
de  Caribbean,  recibió  de  Amalia  viuda  de 
García  un  amueblado,  de  María  G.  de  Paz, 
treinta  dólares  y a Anita  viuda  de  Roca  le 
cobró  tres  recibos.  Estos  hechos  se  encuen- 
tran establecidos  con  las  confesiones  del 
enjuiciado  y los  correspondientes  recibos 
que  fueron  reconocidos  por  aquél  y figuran 
agregados  a los  autos;  y aunque  afirma  el 
reo,  que  las  cantidades  que  cobró  le  fue- 
ron entregadas  al  representante  de  Carib- 
bean Oil  Company  of  Deleware,  esta  cir- 
cunstancia no  la  justificó  el  reo  ni  su  de- 
fensor procuró  hacerlo,  no  obstante  que  la 
causa  fué  abierta  a prueba.  Establecida  la 
delincuencia  del  enjuiciado  procede  impo- 
nerle las  penas  que  la  ley  señala  o sean  dos 
años  de  prisión  correccional  por  la  cantidad 
que  estafó  a Max.  Selechnek  y la  misma  pe- 
na por  las  sumas  estafadas  a la  Compañía 
Petrolera  tantas  veces  mencionada.  A la  pri- 
mera de  dichas  penas,  debe  rebajársele  una 
tercera  parte,  en  virtud  de  que  para  conde- 
nar al  reo  por  aquel  delito  sólo  existe  su  es- 
pontánea confesión.  La  segunda  pena  no 
se  modifica,  porque,  además,  de  la  circuns- 
tancia de  atenuación  que  ya  se  mencionó, 
en  el  proceso  corre  agregada  la  prueba  do- 
cumental de  que  anteriormente  se  hizo  re- 
lación. La  venta  de  un  mueble  que  don  Ju- 
lio Bonilla  hizo  a Braunbeck  Wagner,  en  la 
creencia  que  dicho  señor  tenía  fondos  para 


408 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


pagar  en  la  Compañía,  de  la  cual  era  agente 
vendedor  de  acciones,  en  virtud  de  habérselo 
expresado  así  el  comprador,  es  un  hecho  que 
no  reúne  las  características  del  delito  de  es- 
tafa, pues  la  manifestación  hecha  por  Braun- 
beck  en  el  acto  de  la  venta,  en  manera  algu- 
na constituye  un  engaño  de  tal  naturaleza 
que  puede  influir  en  el  ánimo  del  comercian- 
te menos  precavido  para  decidirlo  a en- 
tregar el  efecto  que  tratan  de  comprarle  sin 
inquirir  previamente  si  el  comprador  puede 
satisfacer,  al  contado,  el  precio  correspon- 
diente o si  dadas  las  buenas  referencias  de 
aquél,  podría  más  tarde  cumplir  con  lo  ofre- 
cido; descartado,  pues,  el  engaño  no  que- 
da más  que  un  contrato  civil,  y,  los  derechos 
y obligaciones  producidas  por  él  se  determi- 
nan en  las  leyes  respectivas. 

Las  obligaciones  contraídas  por  Braun- 
beck,  que  tuvieron  su  origen,  en  el  présta- 
mo que  le  hizo  a don  Luis  Wilmont  y en 
haber  recibido  mercancías  en  consignación 
que  le  entregó,  para  venderlas  al  señor  Pa- 
blo Royer,  son  hechos  de  los  cuales  sólo 
pueden  nacer  acciones  de  la  misma  índole 
a la  mencionada  al  tratar  del  proceso  ini- 
ciado por  el  señor  Bonilla.  Artículos  604 
y 609,  Procedimientos  Penales;  y 21,  inciso 
10,  76  y 77,  Código  Penal. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  lo  estatuido  por  los 
artículos  27,  29,  33,  44,  63,  66,  87,  94,  407, 
inciso  3°,  y 408,  del  Código  Penal;  687,  729, 
731,  735,  736  del  Código  de  Procedimientos 
Penales;  2'’,  del  Decreto  legislativo  Número 
1740;  13,  14,  23  y 29  de  la  Convención  y Re- 
glamento Sobre  Unificación  del  Derecho  Re- 
lativo a la  Letra  de  Cambio,  y al  pagaré  y al 
cheque,  casa  y anula  la  ejecutoria  recurrida 
y fallando  sobre  lo  principal  declara : 

U — Que  Gustavo  Braunbeck  Wagner  es 
autor  de  la  estafa  cometida  a Max  Selechnek. 

2" — Que  también  es  autor  de  idéntico  de- 
lito perpetrado  a Caribbean  Oil  Company  of 
Delaware. 

3’ — Que  por  el  primer  hecho  delictuoso  le 
impone  dos  años  de  prisión  correccional  re- 
bajados en  una  tercera  parte;  y por  el  se- 
gundo dos  años  de  la  misma  calidad  de  pe- 
na; y tanto  ésta,  como  la  anterior,  deberá 
extinguirlas  con  abono  de  la  prisión  sufrida 
en  la  Penitenciaría  Central. 

4'' — Le  permite  conmutar  cada  una  de  di- 
chas penas  hasta  en  sus  dos  terceras  partes 
a razón  de  veinte  centavos  de  quetzal  diarios ; 

5- — Le  obliga  al  pago  de  las  responsabi- 
lidades civiles  provenientes  de  los  delitos  co- 
metidos ; 

6’ — Le  exonera  de  la  reposición  del  papel 
empleado  en  la  causa; 


7“ — Que  por  carecer  de  la  ciudadanía  gua- 
temalteca no  procede  suspenderlo  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena; 

8’’ — Que  por  falta  de  prueba  lo  obsuelve 
de  los  cargos  de  estafa  que  se  le  formularon 
en  la  causa  instruida  con  motivo  de  la  acu- 
sación que  entabló  Julio  Vlaminck  y en  la 
que  inició  el  Licenciado  Rogelio  Vargas  como 
apoderado  de  dicho  señor ; y, 

9“ — Que  por  no  ser  constitutivos  de  de- 
lito los  hechos  por  los  cuales  acusaron  al 
enjuiciado  los  señores  Julio  Bonilla,  Luis 
Wilmont  y Carlos  Zabalza,  Jr..  como  repre- 
sentante legal  de  Pablo  Royer,  absuelve  a 
Braunbeck  Wagner  de  los  cargos  que  le 
fueron  formulados  por  el  delito  de  estafa. 

Notifíquese  y , devuélvanse  los  autos  con 
certificación  de  lo  resuelto,  al  Tribunal  de 
su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arqueta 
S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mi,  Juan 
Fernández  C,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
diez  y nueve  de  octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina,  la 
sentencia  de  fecha  diez  y siete  de  agosto  del 
año  en  curso,  proferida  por  la  Sala  2-  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  en  la  que  se  confir- 
ma la  absolutoria  que  dictó  el  Juez  4’  de 
U Instancia  de  este  departamento,  en  la 
cat'.sa  instruida  por  el  delito  de  adulterio, 
contra  Eduardo  Cortés  y Graciela  García 
de  Cano. 

En  la  causa  que  se  tiene  a la  vista  apare- 
ce : que  el  día  doce  de  diciembre  del  año  pa- 
sado, el  Sargento  Emilio  Rivera  puso  a dis- 
posición del  Juez  3''  de  Paz  en  la  3’  Demar- 
cación de  Policía  y en  la  Prisión  de  muje- 
res, a Eduardo  Cortés  y Graciela  García  de 
Cano,  respectivamente,  a quienes  se  les  apre- 
hendió por  pedimento  de  Hilario  Cano. 

Examinado  este  último,  dijo ; que  era  ca- 
sado con  Graciela  García,  con  la  que  con- 
trajo matrimonio  el  año  de  mil  novecientos 
veintinueve ; que  el  nueve  de  septiembre 
de  mil  novecientos  treinta  y uno,  su  citada 
mujer  abandonó  el  hogar,  yéndose  a vivir  al 
lado  de  su  madre,  quien  tiene  una  cantina  y 
un  comedor;  que  allí  conoció  a Eduardo  Cor- 
tés sin  duda,  con  quien  se  enredó,  al  extre- 
mo de  que,  según  tenía  noticias,  se  fugó  en 
el  mes  de  enero  del  año  pasado ; que  él  igno- 
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raba  que  su  mujer  estuviera  viviendo  con 
Cortés,  pero  que  un  día  los  encontró  en  el 
teatro  Rívoli,  observando  que  se  estaban 
abrazando  y cuando  volvió  con  la  Policía  a 
dicho  lugar,  habían  desaparecido ; que  el  sie- 
te de  diciembre,  como  a las  diez  y nueve  ho- 
ras volvió  a encontrar  a su  mujer  y a Eduar- 
do Cortés  en  la  Décima  Avenida  Norte  y 
cuando  había  caminado  como  seis  pasos, 
sintió  que  lo  jalaban  del  cuello  y al  volver 
a ver,  recibió  en  la  cara  una  manada  por 
parte  de  Cortés,  con  quien  se  agarró ; y su 
esposa  le  dió  en  ese  momento  varias  mordi- 
das en  la  espalda.  El  agente  Antonio  Pozue- 
los, manifestó : que  el  domingo  siete  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  treinta  y dos, 
como  a las  diez  y nueve  horas  encontrán- 
dose de  servicio  en  el  Cantón  de  la  3”  De- 
marcación oyó  un  gran  escándalo  en  la  Sép- 
tima Calle  y Callejón  Delfino,  y al  llegar  a 
dicho  lugar,  vió  que  un  hombre  y una  mu- 
jer iban  huyendo,  a quienes  capturó  por 
pedido  de  Hilario  Cano.  Indagado  Eduardo 
Cortés,  dijo:  suponer  haber  sido  captura- 
do por  andar  con  Graciela  García,  con  quien 
vivía  hacía  como  tres  meses,  pero  que  igno- 
raba que  fuera  casada.  Graciela  García  ne- 
gó el  delito  de  adulterio  por  el  que  la  acu- 
saba su  esposo,  Hilario  Cano,  así  como  de 
ser  cierto  que  ella  lo  haya  mordido,  y que  la 
hija  de  ambos  estaba  en  poder  de  Cano,  por- 
que éste  se  la  quitó  a la  fuerza.  Los  dos  tes- 
tigos que  propuso  el  acusador  para  probar 
su  denuncia  no  comparecieron  a declarar  y 
los  seis  que  depusieron,  después  de  asegurar 
que  no  les  constaba  nada  del  hecho,  mani- 
festaron que  Graciela  García  había  observa- 
do buena  conducta. 

El  reconocimiento  médico  pedido  por  el 
acusador,  no  se  llevó  a cabo  por  no  haberlo 
consentido  Graciela  García.  Cortés,  en  el 
plenario,  se  desdijo  de  la  declaración  que 
había  dado  al  ser  indagado,  y en  el  careo  que 
sostuvo  con  Graciela  García,  es  decir,  que 
nunca  había  tenido  relaciones  con  esta  últi- 
ma. Corren  agregadas  a la  causa  dos  cer- 
tificaciones, en  las  que  constan  el  matrimo- 
nio de  Hilario  Cano  con  Graciela  García. 

El  cinco  de  marzo  del  año  en  curso  el  Juez 
4’  de  1’  Instancia  de  este  departamento,  pu- 
so fin  a la  causa  instruida  contra  Eduardo 
Cortés  y Graciela  García,  declarando ; que 
por  falta  de  prueba  los  absolvía  del  cargo 
que  por  el  delito  de  adulterio  se  les  formuló. 

Tanto  la  absolución  de  Primera  como  de 
Segunda  Instancia,  se  funda  en  que  no  se 
probó  que  Graciela  García  de  Cano  haya 
tenido  ayuntamiento  carnal  con  Eduardo 
Cortés,  pues  si  éste  confesó  al  ser  indaga- 
do que  vivía  con  la  acusada,  posteriormen- 


te se  desdijo,  fuera  de  que  aún  existiendo 
su  confesión,  ésta  no  era  prueba  del  delito 
de  adulterio  de  conformidad  con  lo  estatui- 
do en  el  artículo  612,  Procedimientos  Pe- 
nales ; tampoco  llegó  a comprobarse  que 
Eduardo  Cortés  haya  yacido  con  Graciela 
García  de  Cano,  ni  menos  que  lo  haya  veri- 
ficado con  conocimiento  de  su  calidad  de 
casada. 

Hilario  Cano,  con  auxilio  del  Licenciado 
Carlos  B.  Rivera,  al  serle  notificada  la  eje- 
cutoria de  la  Sala  2-,  interpuso  el  presente 
recurso  de  casación,  por  violación  de  ley,  ci- 
tando, como  infringidos,  los  incisos  2’  y ó’ 
de  los  artículos  570,  587,  595,  597  y 598,  de 
Procedimientos  Penales.  Acompañó  el  señor 
Cano,  con  su  escrito  de  introducción  del 
recurso,  una  certificación  del  Registro  Civil, 
en  la  que  consta  que  Eduardo  Cortés  el  día 
miércoles,  cinco  de  julio  del  año  en  curso, 
compareció  a dicho  Registro,  manifestando 
que  ese  día  nació  un  niño  en  la  Trece  Ave- 
nida Sur,  casa  número  ciento  cincuenta  y 
tres,  a quien  llamarán  Miguel,  hijo  de  Gra- 
ciela García,  de  diez  y nueve  años. 

Pedidos  los  antecedentes  y señalado  día 
para  la  vista,  es  el  caso  de  dictar  la  senten- 
cia que  corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO  : que  el  inciso  ó’  del  ar- 
ticulo 570  de  Procedimientos  Penales,  esta- 
blece que  uno  de  los  medios  de  prueba,  es 
la  confesión,  y en  el  caso  que  se  examina  la 
acusada  Graciela  García  de  Cano  negó  ser 
culpable  del  delito  de  adulterio,  de  manera 
que  la  confesión  de  Cortés,  aunque  fuera 
admisible  no  surtiría  ningún  efecto  jurídico 
en  el  proceso  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
en  el  articulo  612,  Procedimientos  Pena- 
tes. En  consecuencia,  la  Sala  sentenciado- 
ra no  infringió  al  proferir  su  fallo,  el  ar- 
tículo 570  inciso  6'^,  de  Procedimientos  Pe- 
nales. 

CONSIDERANDO  : que  tanto  el  Juez  co- 
mo la  Sala  tomaron  como  base  para  absol- 
ver, los  únicos  hechos  probados  en  la  cau- 
sa que  consisten  en  que  el  acusador  Hilario 
Cano  declaró  haber  visto  en  el  teatro  Rívo- 
li a su  esposa,  Graciela  García,  que  se  abra- 
zaba con  Eduardo  Cortés,  haberlos  encon- 
trado juntos  a los  mismos  a las  diez  y nireve 
horas  el  día  siete  de  diciembre  del  año  pa- 
sado en  la  Séptima  Calle  y Callejón  Delfi- 
no ; y,  por  último,  haber  sido  capturados, 
tanto  la  García  como  Cortés,  cuando  huían 
después  de  haber  golpeado  al  acusador,  Hi- 
lario Cano. 

En  cuanto  a la  partida  de  nacimiento  pre- 
sentada a este  recurso  no  puede  tomarse  en 
consideración  porque  la  Corte  debe  exami- 
nar la  sentencia  de  2-  Instancia  únicamen- 
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te,  con  las  pruebas  que  aquel  Tribunal  ha- 
ya tenido  a la  vista  para  poder  declarar  si  la 
ley  ha  sido  rectamente  aplicada  o si  por  el 
contrario,  ha  habido  alguna  violación.  En 
tal  virtud,  no  pudiéndose  deducir  de  los 
hechos  consignados  el  ayuntamiento  carnal 
que  el  artículo  319  del  Código  Penal  exige 
para  que  pueda  estimarse  el  delito  de  adul- 
terio, el  Tribunal  de  Segunda  Instancia  no 
violó  lo  dispuesto  en  los  artículos  587,  595, 
596,  597,  598  y 570,  inciso  2\  disposiciones 
todas  que  se  refieren  a las  presunciones  hu- 
manas. 

POR  TANTO  ; la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 690,  Procedimientos  Penales,  y 233, 
Decreto  Número  1928,  desestima  el  recurso 
interpuesto,  e impone  a la  parte  que  lo  in- 
trodujo, quince  dias  de  arresto  conmutables 
a razón  de  diez  centavos  diarios. 

Notifíquese  y,  con  certificación,  devuél- 
vanse los  antecedentes  a donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veinte  de  octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  dictó  la 
Sala  2*  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  el  pro- 
ceso seguido  contra  Gabino  García  Manzo, 
por  el  delito  de  homicidio. 

I 

Gabino  García  Manzo  dió  muerte  a En- 
carnación Pineda  el  nueve  de  noviembre  del 
año  próximo  pasado  en  el  Cantón  Loma  Al- 
ta, jurisdicción  de  San  Juan  Sacatepéquez, 
de  este  departamento.  El  cadáver  presen- 
taba muchas  heridas  en  la  cabeza  y otras 
partes  del  cuerpo,  causadas  con  machete  y 
además  varias  contusiones.  El  mismo  reo 
se  presentó  a la  autoridad  dando  parte  de  lo 
ocurrido  y confesó  su  responsabilidad  en 
la  forma  siguiente : que  se  encontraba  en 
su  casa  la  noche  del  ocho  de  noviembre  de 
mil  novecientos  treinta  y dos,  acompañado 
de  su  madre  y tres  hermanos  pequeños ; que 
serían  las  diez  cuando  salió  a ver  sus  bue- 
yes y al  llegar  al  lugar  en  donde  estaban, 
que  era  atrás  de  la  casa,  al  pasar  entre  la 
milpa,  notó  que  un  hombre  que  estaba  ocul- 
to, saltó  armado  con  un  machete  y le  ases- 
tó un  golpe,  del  cual  pudo  evadirse,  causán- 
dole una  cortadura  en  el  sombrero;  que  si- 


guió tirándole  con  la  misma  arma  sin  lo- 
grar dañarlo,  habiéndole  roto  únicamente  de 
un  puyón  el  saco  del  lado  izquierdo,  que  no 
le  penetró  por  no  tener  mucha  punta  el  ma- 
chete y por  haber  tenido  una  cartera  en  la 
bolsa  de  pecho  da  ese  lado;  que  logró  des- 
armar a su  agresor  y con  la  misma  arma  le 
dió  un  planazo  en  la  cabeza,  del  cual  lo  de- 
rribó al  suelo  sobre  un  cerco  de  alambre 
y como  pretendía  salir  huyendo  lo  agarró  de 
las  piernas  y lo  arrastró ; en  seguida,  colé- 
rico, le  siguió  dando  de  planazos,  por  lo  que 
el  desconocido  queriendo  correr,  se  fué  de 
cabeza  en  un  bordo  como  de  tres  varas  de 
altura  y como  no  quería  que  se  le  fuera, 
siguió  tras  el,  dándole  alcance  en  una  lade- 
ra, cerca  de  un  manzanillal,  en  donde  le  dió 
otro  revés  con  el  mismo  machete,  golpe  del 
cual  el  desconocido  se  fué  de  cabeza  entre 
un  zanjón;  que  ya  en  este  sitio,  y como  era 
mucha  su  cólera,  le  siguió  dando  golpes  con 
el  machete,  dejándolo  allí  tirado;  que  en 
seguida  se  retiró  a dar  parte  a la  autoridad. 

En  ampliaciones  posteriores  ratificó  lo 
confesado  explicando  que  su  intención  era 
darle  de  planazos  pero  que  el  machete  daba 
vuelta  y golpeaba  de  filo. 

El  Alcalde  U Municipal  de  San  Juan  Sa- 
catepéquez recibió  aviso  del  Alcalde  2’  auxi- 
liar de  la  aldea  Loma  Alta,  acerca  de  lo  ocu- 
rrido, e inmediatamente  se  constituyó  en  la 
casa  de  Manuela  Manzo,  encontrando  al  he- 
rido como  a setenta  varas  de  distancia ; de- 
claró llamarse  Ernesto  Pineda,  vecino  de 
San  Pedro  Sacatepéquez,  que  llegó  a la  al- 
dea porque  tenía  relaciones  amorosas  con 
la  mencionada  Manuela  Manzo  y esperán- 
dola estaba,  como  a las  nueve  de  la  noche, 
como  a veinte  varas  de  la  casa,  cuando  se 
le  acercó  Gabino  García,  hijo  de  la  señora, 
y sin  más  ni  menos  lo  agredió  con  mache- 
te; y que  no  pudo  defenderse  porque  no  te- 
nía arma.  Al  ser  conducido  al  hospital  fa- 
lleció en  el  trayecto  y se  le  practicó  autop- 
sia por  el  experto  en  medicina  don  Manuel 
Ricardo  Téllez,  quien  hizo  constar  en  el  in- 
forme que  el  cadáver  presentaba  muchísi- 
mas lesiones  cortantes,  habiendo  muerto  el 
individuo  a consecuencia  de  las  producidas 
en  el  cráneo  por  la  hemorragia  cerebral  que 
fué  consecirtiva. 

Aunque  se  femaron  muchas  declaraciones, 
no  resulta  más  prueba  que  la  confesión  trans- 
crita, pero  el  Juez,  antes  de  fallar,  mando 
practicar  algunas  diligencias  entre  las  que 
merece  citarse  la  siguiente;  un  experto,  de- 
signado por  el  Tribunal,  manifestó  que  no  es 
posible  que  el  machete  que  se  le  presentó 
(el  que  le  sirvió  al  reo)  pueda  dar  vuelta  en 
la  mano  de  quien  lo  sujeta  en  el  acto  de  dar 
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un  golpe  con  lo  plano ; que  examinó  la  ro- 
tura que  presentaba  el  saco  de  García  Man- 
zo  y opina  que  no  fué  causada  con  el  ma- 
chete ; y que  la  rotura  superior  o sea  la  del 
delantero  del  saco,  no  coincide  con  la  del 
forro  del  mismo,  no  obstante  tener  la  mis- 
ma forma  de  ángulo  recto  pero  más  pequeña. 

11 

El  veintiséis  de  abril  del  año  en  curso  dic- 
tó sentencia  el  Juez  4''  de  1’  Instancia  y 
considerando  las  atenuantes  de  la  confesión 
espontánea  del  reo  y la  circunstancia  de  ha- 
berse presentado  a la  autoridad  antes  de  ser 
perseguido  como  culpable,  lo  condenó,  co- 
mo autor  del  homicidio,  a diez  años  de  pri- 
sión correccional,  rebajados  en  dos  terceras 
partes,  permitiéndole  conmutar  el  resto  en 
dos  tercios,  a diez  centavos  diarios. 

III 

La  Sala  2-  conoció  en  consulta  y con  fe- 
cha quince  de  mayo  último  resolvió,  confir- 
mando el  fallo,  pero  con  la  modificación 
de  que  la  pena  es  de  diez  años  de  prisión 
correccional,  inconmutable,  pues  aunque  es- 
tima que  existe  la  atenuante  de  su  confe- 
sión, sin  la  cual  procedería  absolverlo,  ésta 
la  compensa  con  la  agravante  de  abuso  de 
superioridad  que  hace  consistir  en  que  Gar- 
cía Manzo  debió  haber  suspendido  su  .ata- 
que al  ver  desarmado  a Pineda;  y en  cuan- 
to a la  atenuante  de  haberse  presentado  a la 
autoridad  la  considera  improcedente  porque 
el  reo  no  confesó  el  delito  en  la  forma  que 
previene  la  ley. 

IV 

El  procesado,  con  auxilio  del  Abogado  don 
Marcial  Méndez,  introdujo  el  presente  re- 
curso de  casación  por  violación  de  ley,  ci- 
tando, como  infringidos,  los  artículos  21, 
incisos  5’’,  7’,  9’  y 10,  22,  inciso  7°,  65,  79,  80, 
295,  Código  Penal;  614,  729,  de  Procedimien- 
tos Penales,  y Decreto  legislativo  Número 
1816;  y por  tener  impedimento  para  cono- 
cer en  el  asunto  el  Magistrado  Licenciado 
don  Alberto  Argueta  S.,  fué  llamado  a inte- 
grar el  Presidente  de  la  Sala  Primera,  Li- 
cenciado don  Ricardo  Ortiz  Sánchez. 

CONSIDERANDO:  que  la  Sala  apreció 
como  agravante  la  circunstancia  7-  del  ar- 
tículo 22  del  Código  Penal  y ésta  es  una  de 
las  leyes  que  se  citan  en  el  recurso. 

Tal  circunstancia  agravante  se  refiere  al 
empleo  de  medios  que  debiliten  la  defen- 
sa o al  abuso  de  superioridad  en  términos 
de  que  el  ofendido  no  pueda  defenderse  con 
probabilidades  de  repeler  la  ofensa. 


No  hay  prueba  alguna  a este  respecto, 
pues  en  la  causa  existe,  como  única  prueba 
plena  de  la  culpabilidad  del  enjuiciado,  su 
propia  confesión  y a ella  hay  que  atenerse 
tanto  en  lo  que  le  perjudica  como  en  lo  que 
le  favorece. 

De  modo  que  la  aplicación  de  una  agra- 
vante objetiva  que  puede  demostrarse  y que 
no  está  probada  ni  se  deduce  de  la  confe- 
sión del  reo,  da  lugar  a la  casación  del  fallo 
por  violación  del  inciso  7'',  artículo  22,  Có- 
dgo  Penal. 

CONSIDERANDO  : que  en  el  caso  que  se 
examina  concurre  la  circunstancia  confe- 
sada por  el  hechor  de  haber  sido  victima- 
do Pineda  con  ensañamiento,  lo  que  carac- 
teriza el  delito  de  asesinato,  de  conformi- 
dad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  6"  del 
Decreto  Número  1366;  pero  como  en  la  cau- 
sa no  hay  más  prueba  para  condenar  que 
la  confesión  del  reo  y ésta  se  produjo  al 
presentarse  a la  autoridad,  es  evidente  que 
existe  en  su  favor  la  atenuante  del  inciso 
10,  artículo  21  del  Código  Penal  y por  tal 
motivo  debe  rebajarse  la  pena  en  una  ter- 
cera parte.  Ahora  bien,  para  verificar  esta 
rebaja  es  preciso  equiparar  la  pena  de  muer- 
te, que  corresponde  al  asesinato,  a la  de 
quince  años  de  prisión  correccional,  puesto 
que  así  lo  dispone  el  articulo  16  del  mismo 
Decreto  legislativo  Número  1366. 

CONSIDERANDO:  que  la  circunstancia 
5’  del  artículo  21  Código  Penal  no  concu- 
rrió en  el  hecho,  pues  ninguna  prueba  exis- 
te de  que  el  ofendido  haya  sido  atacado  en 
vindicación  próxima  de  ofensa  grave,  cau 
sada  por  él  al  reo  o a sus  parientes. 

La  circunstancia  7’  tampoco  puede  apre- 
ciarse por  idéntica  razón,  toda  vez  que  el 
arrebato  u obcecación  del  ofensor  no  cons- 
ta producido  por  estímulos  tan  poderosos 
que  lo  hayan  naturalmente  causado. 

Las  circunstancias  9-  y 10  no  pueden  esti- 
marse separadamente.  Puede  producirse  la 
confesión  espontánea  del  reo  en  el  momen- 
to que  se  le  indague;  puede,  asimismo,  pre- 
sentarse a la  autoridad,  antes  de  ser  per- 
seguido como  culpable,  y confesar  su  deli- 
to, Cada  caso  es  constitutivo  de  una  cir- 
cunstancia, pero  el  mismo  hecho  no  podría 
dar  lugar  a la  aplicación  de  dos  atenuantes. 

La  sentencia  recurrida  sólo  aprecia  una 
atenuante ; pero  es  la  9’  la  que  debe  tomar- 
se en  cuenta  y no  la  10’ 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  los  artículos  citados  y en 
los  artículos  676,  incisos  3’,  5’  y 6’  y 687,  P.  P. 
casa  y anula  la  sentencia  recurrida  y,  resol- 
viendo sobre  lo  principal,  declara  que  Gabi- 
no  García  Manzo  es  autor  del  asesinato  de 
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Ernesto  Pineda  Portillo,  delito  por  el  cual, 
en  atención  a la  circunstancia  atenuante  de 
haberse  presentado  a la  autoridad  y confe- 
sado su  delito,  se  le  condena  a la  pena  de 
diez  años  de  prisión  correccional,  inconmu- 
tables, que  deberá  cumplir  en  la  Peniten- 
ciaria Central;  le  abona  la  prisión  sufrida; 
le  suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
politicos  durante  el  tiempo  de  la  condena ; 
le  obliga  al  pago  de  las  responsabilidades 
civiles  y le  exonera  de  la  reposición  del 
papel. 

Notifiquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — José  Serrano 
Muñoz. — Ric.  Oriiz  Sánchez. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 

^ ^ 

Voto  razonado  del  Magistrado  Serrano 
Muñoz 

Honorable  Corte  Suprema  de  Justicia; 

Al  resolver  el  recurso  de  casación  Ínter  ■ 
puesto  por  Gabino  García  Manzo,  he  sen- 
tido muchísimo  no  estar  de  acuerdo  con  el 
criterio  sustentado  por  la  mayoría  de  mis 
distinguidos  compañeros  de  labores  judicia- 
les, acerca  de  la  forma  en  que  debe  ser  apli- 
cada la  pena  capital  cuando  haya  que  apre- 
ciar una  circunstancia  de  atenuación. 

El  dos  de  septiembre  del  corriente  año,  que 
fué  pronunciada  por  este  Tribunal  la  sen- 
tencia condenatoria  contra  Rafael  Recinos 
Orellana,  manifesté  la  razón  que  tengo  pa- 
ra opinar  que  debe  rebajarse  solamente  un 
tercio  de  la  pena,  siempre  que  milite  en  fa- 
vor del  reo  una  circunstancia  atenuante,  y, 
la  pena  que  corresponda  infligirle,  sea  la  que 
acaba  de  mencionarse. 

Reitero,  pues,  el  parecer  que  consigné  en 
aquella  ocasión  en  el  Libro  de  Votos. 

Guatemala,  20  de  octubre  de  1933. 

H.  C.  S.  de  J. 

José  Serrano  Muñoz 

Honorable  Tribunal: 

Me  adhiero  al  voto  del  señor  Magistrado 
Serrano  Muñoz,  por  estar  de  acuerdo  con 
las  razones  que  manifiesta  en  su  anterior 
exposición. 

Guatemala,  20  de  octubre  de  1933. 

Ric.  Ortiz  Sánchez 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veinticuatro  de  octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  6’  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  el  cuatro  dé  agosto  del 
año  en  curso,  en  la  cual  desaprobando  la 
absolutoria  del  Juez  de  1’  Instancia  de  So- 
lóla, declara:  que  Fausto  Lavarreda  Mota,  es 
autor  del  delito  de  lesiones  en  la  persona 
de  José  Soloj  Solares,  por  cuya  infracción 
le  impone  la  pena  de  tres  años  de  prisión 
correccional,  los  que,  con  abono  del  tiempo 
padecido  desde  el  auto  de  bien  preso  y con- 
mutables en  sus  dos  terceras  partes,  a ra- 
zón de  cincuenta  centavos  de  quetzal  por 
día,  purgará  en  la  Penitenciaría  Central ; le 
obliga  al  pago  de  las  responsabilidades  de- 
rivadas del  delito  y a la  reposición  del  pa- 
pel empleado  en  la  causa ; lo  suspende  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  politicos  durante 
el  tiempo  de  la  condena.  No  deja  abierto 
el  procedimiento  contra  Santiago  Ramos  y 
Diego  Ordoñez  como  lo  hizo  el  Juez  de  1' 
Instancia,  pero  sí  contra  el  Juez  de  Paz  de 
Chicacao,  don  Alfonso  Abascal. 

RESULTA : que  el  diez  y seis  de  junio  de 
mil  novecientos  treinta  y dos,  el  Juez  de 
Paz  de  Chicacao  se  dirigió  al  Juez  de  V 
Instancia  de  Sololá,  diciéndole : que  en 
“Nuestro  Diario"  aparecía  un  suelto  en  el 
que  se  faltaba  a la  verdad,  con  motivo  del 
incidente  ocurrido  entre  José  Soloj  y don 
Fausto  Lavarreda  y que  como  esc  día  se 
había  presentado  el  primero,  se  lo  remi- 
tía para  que  se  sirviera  disponer  de  su  cu- 
ración y para  que  éste  declarara  ante  él 
la  verdad  de  los  hechos,  pues  se  ponía  en 
tela  de  duda  su  actuación  en  ese  asunto. 
Se  mandó  seguir  la  averiguación  del  caso, 
examinando  en  primer  término  a Soloj  So- 
lares, quien  manifestó  : que  el  día  cinco  de 
junio  del  año  pasado,  como  a las  diez  ho- 
ras, se  había  marchado  a la  Estación  Nahua- 
late  a despedir  a su  patrón  don  Pablo  Vas- 
concelos y que  como  a las  once  horas,  por 
estar  cansado  de  matar  chapulín  y moles- 
to por  el  mal  olor  de  dicho  animal,  dispu- 
so llegar  a la  cantina  de  Francisco  Barillas, 
en  donde  se  tomó  un  trago  con  limón  y otro 
que  le  obsequió  el  mismo  Barillas,  con  los 
cuales  se  emboló,  sin  duda  porque  no  se  ha- 
bía desayunado,  no  dándose  cuenta  de  na- 
da hasta  que  despertó  cuando  estaba  pre- 
so, pero  que  sí  tenía  una  vaga  idea  de  que 
don  Francisco  Lavarreda  le  había  pegado. 
El  Cirujano  departamental  de  Sololá,  al  con- 
testar el  oficio  del  Juez  de  1’  Instancia,  dijo 
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que  del  examen  practicado  a Soloj  de  las 
tres  heridas  producidas  con  arma  cortante, 
situada  la  primera  en  el  tercio  inferior  del 
antebrazo  derecho,  al  nivel  de  la  linea  cubi- 
tal, de  cuatro  centímetros  de  longitud  y dos 
de  profundidad;  la  segunda  de  dos  centí- 
metros abajo  de  la  articulación  de  la  muñe- 
ca, de  tres  centímetros  de  longitud  y la  ter- 
cera al  nivel  de  la  articulación  metacarpia- 
na,  de  dos  centímetros  de  extensión ; que  el 
instrumento  interesó  en  todas  las  heridas, 
la  piel,  tejido  subcutáneo  y fibras  muscula- 
res superficiales  y,  además,  la  articulación 
citada  en  la  tercera.  Necesitando  para  su 
curación  de  un  mes,  con  asistencia  médica, 
quedándole,  además  de  la  cicatriz  visible, 
impedimento  consistente  en  la  falta  de  los 
movimientos  de  extensión  y flexión  del  dedo 
medio  de  la  mano  derecha,  Al  ampliar  di- 
cho informe  en  el  cual  se  le  preguntaba  si 
las  lesiones  que  presentaba  Soloj  por  su  na- 
turaleza y lugar,  pudo  habérselas  causado  él 
mismo  de  una  manera  casual,  o si  fueron 
causadas  por  otra  persona,  contestó  lo  si- 
guiente; “Sololá,  20  de  junio  de  1932. — Se- 
ñor Juez  de  Primera  Instancia. — Presente. 
— Las  tres  lesiones  que  presenta  José  Soloj 
Solares  son  en  forma  de  puntazos,  situadas  : 
una,  en  una  región  (la  cubital),  donde  no  es 
posible  ocasionarla  con  la  mano  izquierda 
y de  manera  casual.  Las  otras  dos,  por  la 
forma  y dirección  de  arriba  abajo  no  pueden 
ser  ocasionadas  con  la  mano  izquierda  del 
mismo  individuo,  única  mano  con  que  pudo 
haberse  inferido  las  citadas  lesiones.  Si  se 
toma  en  consideración  que  Soloj  Solares  nc 
es  izquierdo  sino  derecho,  esto  es,  que  acos- 
tumbra trabajar  sólo  con  la  mano  derecha  se 
viene  en  conocimiento  que  si  él,  en  estado 
de  desequilibrio  mental,  hubiera  intentado 
herirse  él  mismo,  hubiera  hecho  uso  de  la 
mano  derecha  para  herirse  la  izquierda ; pe- 
ro como  resulta  que  la  derecha  es  la  mano 
lesionada,  no  pudo  haberse  herido  con  la 
mano  derecha  la  misma  mano  derecha.  De 
todo  lo  expuesto  se  deduce  que  las  heridas 
que  sufrió  José  Soloj  Solares  fueron  oca- 
sionadas por  otra  persona  y nunca  por  el 
mismo  Soloj  Solares. — De  usted  atento  y 
seguro  servidor. — Francisco  Lemas  S." 

El  testigo  José  Tax,  dijo:  que  el  día  del 
hecho,  como  a las  catorce  horas,  estando  en 
casa  del  auxiliar  de  Nahualate,  Santiago  Ra- 
mos, llegó  Juan  Tiú,  y le  dijo  que  fuera  a 
ver  que  Fausto  Lavarreda  le  estaba  pegando 
a José  Soloj ; que  cuando  llegaron  ya  estaba 
amarrado  Soloj  en  un  palo  que  tienen  en  el 
Juzgado,  y lierido.  Santiago  Ramos  dijo 
que  el  día  del  pleito  al  oír  una  algazara  sa- 
lió a ver  qué  era,  dirigiéndose  al  Juzgado  y 


en  el  camino  encontró  al  Comandante  Fran- 
cisco Barillas,  quien  le  indicó  que  había  de- 
tenido a Soloj  porque  estaba  loqueando. 
Barillas  expuso  que  estando  almorzando  ese 
día,  al  oír  una  bulla  se  dió  cuenta  que  se 
trataba  de  un  pleito,  que  salió  inmediata- 
mente y al  ver  a Lorenzo  Rodas  y a Juan 
Tiú  del  auxilio,  les  gritó  para  que  acudie- 
ran, observando  que  Soloj  le  tiraba  con  ma- 
chete a Lavarreda  y éste  se  defendía  con 
machete  o palo,  pues  no  lo  determinó  bien; 
que  Rodas  desarmó  a Soloj  y él  lo  agarró 
por  detrás,  pero  cuando  esto  sucedió  ya  es- 
taba herido  de  la  mano  derecha  Soloj,  y que 
Lavarreda  en  ese  momento  zarpó  en  su  carro. 
Juan  Tiú  dijo  que  esa  tarde  estaba  cerca  del 
carro  de  Lavarreda,  cuando  se  acercó  Soloj 
a hablar  con  éste , que  Lavarreda  le  dió  dos 
manadas  a Soloj  y éste  le  tiraba  con  mache- 
te a Lavarreda;  que  en  eso  llegó  el  Coman- 
dante auxiliar  y,  con  ayuda  de  Lorenzo  Ro- 
das desarmaron  a Soloj.  Florencio  y no  Lo- 
renzo Rodas  contestó  ser  cierto  lo  afirmado 
por  Tiú.  Al  ser  examinado  José  López  vió 
que  Soloj  le  tiraba  a Lavarreda  y que  éste 
se  defendía,  llegando  luego  el  auxilio,  quien 
desarmó  a Soloj. 

Fausto  Lavarreda  al  ser  examinado,  ex- 
puso : que  el  día  del  hecho  estaba  en  Nahua- 
late con  su  carro  a donde  había  llegado  como 
de  costumbre,  en  busca  de  pasajeros;  que 
como  a las  catorce  horas  se  le  acercó  José 
Soloj  a quien  no  le  hizo  caso  por  estar  com- 
pletamente ebrio;  que  luego  Soloj,  con  un 
machete  comenzó  a agredirlo  y él  se  concre- 
tó a defenderse,  jugándole  la  vuelta  en  el 
carro,  pero  que  como  Soloj  insistía  en  tirar- 
le, si  no  hubiera  sido  por  los  agentes  auxi- 
liares de  aquel  lugar,  que  lo  desarmaron,  le 
hubiera  pegado ; que  las  heridas  que  pre- 
sentaba Soloj,  sin  duda  se  las  ocasionó  al 
ser  desarmado.  En  las  diligencias  que  se 
siguieron  ante  el  Juez  de  Paz  de  Chicacao, 
en  donde  Lavarreda  denunció  el  hecho,  dijo 
que  no  había  hecho  más  que  defenderse 
como  pudo  y trató  de  quitarle  el  arma  a su 
agresor,  lo  que  logró  con  mucha  dificultad 
y que  sin  duda,  en  la  lucha  que  tuviera  para 
desarmarlo,  Soloj  se  lastimó  la  mano. 

José  González  manifestó:  haber  oído 
cuando  Soloj  insultaba  a Lavarreda  y que 
entonces  éste  le  dió  una  bofetada,  pegándo- 
le, además,  un  planazo,  por  cuyo  motivo  So- 
loj sacó  su  machete  y comenzó  a tirarle  a 
Lavarreda. 

Damián  Rodas,  ex  escribiente  del  Juzga- 
do de  Paz  de  Chicacao,  dijo  : que  cuando  So- 
loj guardaba  prisión  en  aquel  lugar  llegó 
Juan  Tiú,  diciéndole  que  decía  el  Alcalde 
que  si  daba  una  declaración  a favor  de  La- 
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varreda  que  lo  sacaba  libre.  Ezequiel  Villa- 
toro  dijo,  que  habiendo  hablado  con  Lava- 
rreda  acerca  del  hecho,  éste  le  contestó  que 
sólo  un  rayón  habla  sacado  y que  agradecie- 
ra Soloj  que  no  lo  habia  matado  y que  le 
dijera  a Anguiano  que  no  se  estuviera  me- 
tiendo en  el  asunto  porque  lo  iba  a sacar 
de  las  orejas.  Diego  Ordoñez  manifestó, 
que  el  cinco  de  junio  de  mil  novecientos 
treinta  y dos,  después  que  pasó  el  tren  de 
Nahualate,  Soloj  estaba  hablando  con  La- 
varreda,  quien  estaba  en  un  carro;  que  Faus- 
to le  aventó  una  bofetada  a José  Soloj  y lue- 
go un  puntapié,  y al  darle  otra  bofetada  le 
botó  el  sombrero ; que  Soloj  echó  mano  a 
su  machete  y entonces  Lavarreda  sacó  el 
suyo  del  carro  y comenzó  a tirarle,  habien- 
do resultado  de  esta  riña  lesionado  de  la 
mano  derecha  el  citado  Soloj ; que  Fausto 
limpió  las  manchas  de  sangre  de  su  mache- 
te eri  unas  hojas  de  escobillo  y se  fué  en  su 
carro,  habiéndose  quedado  Francisco  Ba- 
rillas,  que  llegó  en  ese  momento,  luchan- 
do con  Soloj  para  desarmarlo. 

El  reo,  al  evacuar  su  alegato  de  defen- 
sa, dijo,  entre  otras  cosas;  "pero  me  alcanzó 
y tuve  que  forcejear  con  él  hasta  lograr,  con 
ayuda  de  Lorenzo  Rodas  y Juan  Tiú,  des- 
armarlo", mas,  como  ambos  habían  estado 
luchando  con  ese  objeto,  resultaron  lesio- 
nados. 

El  Juez  de  la  causa  con  fecha  veinticuatro 
de  julio  del  año  en  curso,  dictó  sentencia  ab- 
solviendo, por  taita  de  prueba,  a Fausto 
Lavarreda  Mota,  del  cargo  que  por  el  delito 
de  lesiones  graves  se  le  había  formulado, 
mandando  abrir  el  procedimiento  contra 
Santiago  Ramos  y Diego  Ordóñez,  por  falso 
testimonio. 

La  Sala  fundó  su  fallo  condenatorio,  en 
el  siguiente  considerando:  "Que  para  esta- 
blecer en  la  forma  pertinente  acerca  de  la 
responsabilidad  de  Fausto  Lavarreda  con 
motivo  de  las  lesiones  que  sufrió  José  Soloj, 
el  día  cinco  de  junio  del  año  pasado,  debía 
hacerse  un  estudio  de  la  prueba  rendida  du- 
rante la  tramitación  del  proceso  y de  ese  es- 
tudio aparecía  que  el  propio  Lavarreda  tan- 
to en  su  declaración  dada  ante  el  Juez  de 
Paz  de  Chicacao  el  seis  de  junio  del  año  pa- 
sado, Juez  competente  en  aquel  entonces, 
según  diligencias  seguidas  al  respecto,  como 
las  presentadas  ante  el  Juez  sentenciador, 
de  Sololá  sin  que  consten  los  motivos  de 
retractación  de  una  de  ellas ; haber  confe- 
sado hechos  que  le  perjudicaban  al  mani- 
festar que  en  la  lucha  que  sostuvo  con  So- 
loj para  desarmarlo,  resultaron  los  dos  heri- 
dos ; reconocer  el  machete  que  él  le  quitó 
a Soloj,  e indicar  en  su  escrito  de  siete  de 


junio  de  este  año,  folio  307,  segunda  pie- 
za, que  sostuvo  riña  con  Soloj  para  desar- 
marlo ; reconocer  en  su  alegato  de  defensa 
que  tuvo  que  forcejear  con  Soloj  hasta  lograr 
con  ayuda  de  otros,  desarmarlo.  Este  he- 
cho principa]  confesado  de  haber  luchado 
con  Soloj  Solares,  estaba  bien  probado  con 
las  declaraciones  de  Francisco  BarUlas,  Co- 
mandante auxiliar  de  Nahualate;  Juan  Tiú, 
José  López  y Florencio  Rodas,  personas  que 
concurrieron  cuando  Lavarreda  y Soloj  lu- 
chaban y el  primero  de  ellos,  Barillas,  mani- 
fiesta que  Lavarreda  se  defendió  con  palo  o 
machete ; aparecen  también  las  declaracio- 
nes de  los  testigos  presenciales  José  Gon- 
zález y Diego  Ordóñez,  con  quienes  se  prue- 
ba plenamente,  que  Lavarreda  atacó  a Sola- 
res con  machete  por  las  palabras  que  éste 
le  había  dicho  cuando  el  primero  estaba  en 
su  carro  y las  declaraciones  de  Estanislao 
Pérez  y Félix  González,  con  las  cuales  se 
quiso  destruir  la  de  Diego  Ordóñez,  no  me- 
recen fe,  porque  no  se  sabe  por  qué  medio 
llegó  al  conocimiento  de  Lavarreda,  la  con- 
versación que  ellos  sustuvieron  el  primero  de 
enero  con  Diego  Ordóñez,  fuera  de  que 
Se  propusieron  hasta  después  de  un  año  de 
perpetrado  el  delito  y cuando  se  había  sepa- 
rado el  acusador  del  juicio;  que  tampoco  se 
podían  despreciar,  por  tener  relación  inme- 
diata con  el  asunto  principal,  las  declaracio- 
nes de  Ezequiel  Villatoro,  a quien  el  reo  dijo 
que  sólo  un  rayón  habia  sacado  y que  agra- 
deciera Soloj  que  no  lo  había  matado ; la  de- 
claración de  Damián  Rodas,  quien  oyó  cuan- 
do Juan  Tiú  le  dijo  a Soloj  que  decía  el  Al- 
calde que  si  declaraba  a favor  de  Lavarre- 
da que  lo  dejaría  libre  y si  no,  que  lo  cas- 
tigaría, y,  por  último,  el  informe  médico  del 
Doctor  don  Francisco  Lemus,  en  el  que  se 
asegura  que  las  heridas  que  presentaba  So- 
loj fueron  ocasionadas  por  otra  persona  y 
nunca  por  él,  que  estas  pruebas  no  fueron 
destruidas  a pesar  del  afán  marcado  de 
Lavarreda  en  hacerlo. 

El  reo,  con  auxilio  del  Licenciado  Flavio 
Herrera,  al  notificarle  la  ejecutoría  de  la 
Sala  6’,  introdujo  el  presente  recurso  de  ca- 
sación por  violación  de  ley,  citando,  como 
infringidos  los  artículos  siguientes : 20,  inciso 
4'>,  76  y 304  Código  Penal;  568,  571,  572,  573, 
575,  583,  586,  613  y 614  de  Procedimientos 
Penales. 

Pedidos  los  antecedentes  y señalado  día 
para  la  vista,  es  el  caso  de  proferir  la  sen- 
tencia que  corresponde  en  derecho. 

El  día  de  la  vista,  el  Abogado  don  Flavio 
Herrera  alegó  in  voce  haciendo  ver  la  falta 
de  razón  que  habia  tenido  el  Tribunal  sen- 
tenciador al  condenar  a su  defendido,  toda 
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vez  que  del  análisis  jurídico  de  la  prueba, 
aparecía  demostrado  que  Lavarreda  al  le- 
sionar a José  Soloj,  lo  hizo  en  legitima  de- 
fensa de  su  persona;  y entre  otras  considera- 
ciones legales,  manifestó  que  Soloj,  en  su 
liltima  declaración  que  dió  ante  el  Juez  de 
V Instancia  de  Sololá,  dijo  que  ya  podia  tra- 
bajar bien  con  la  mano  que  le  había  lesiona- 
do, hecho  que  certifica  el  Doctor  Jorge  Lo- 
renzo Vides,  en  documento  que  ponía  a la 
vista. 

En  dicha  certificación  consta  que  José  So- 
loj ya  puede  manejar  bien  el  dedo  medio  de 
la  mano  derecha,  tanto  en  la  flexión  como 
en  la  extensión,  que  al  principio  le  era  difí- 
cil; que  el  mismo  herido  le  manifestó,  cuan- 
do lo  estaba  examinando,  que  tenía  siete 
meses  de  trabajar  sin  ningún  impedimento, 
pues  éste  había  desaparecido  para  siempre. 
Acompañó  también  unas  diligencias  volun- 
tarias seguidas  ante  el  Alcalde  1°  Municipal 
de  Chicacao  para  demostrar  la  honradez  acri- 
solada de  Lavarreda  y sus  buenas  costum- 
bres, lo  que  también  consta  en  otra  certifi- 
cación del  Presidente  de  la  Sociedad  Agrí- 
cola y Comercial  de  Pamaxán.  A solicitud 
del  Licenciado  Herrera  se  hizo  pasar  a la 
Sala  de  audiencias  a José  Soloj,  y pudo 
apreciarse  la  exactitud  de  lo  certificado  por 
el  Doctor  Vides. 

CONSIDERANDO:  que  la  legítima  de- 
fensa, exige  como  base  de  su  existencia,  una 
agresión  ilegitima,  es  decir,  que  aquel  que 
se  defiende  se  vea  obligado  a repeler  los  ac- 
tos de  fuerza  o de  acometimiento  injusto  o 
inmotivado,  que  amenacen  de  un  modo  efec- 
tivo la  integridad  personal,  y sólo  no  proce- 
de tal  circunstancia,  cuando  ha  habido  riña 
aceptada  y mantenida  por  ambos  conten- 
dientes, la  que  no  cabe  suponer  en  el  pre- 
sente caso,  pxies  Lavarreda  no  tenía  arma  y 
siempre  se  requiere  el  empleo  de  armas 
ofensivas  para  que  pueda  haber,  en  cual- 
quier momento,  recíproca  acometida  y peli- 
gro. En  consecuencia,  la  acción  cometida 
por  Lavarreda  no  puede  ser  punible,  por  es- 
tar demostrado  que  lo  que  trataba  era  de- 
fenderse del  acometimiento  material,  actual, 
inminente  y directo  de  José  Soloj,  quien, 
dado  su  estado  de  ebridad  no  oía  nada  y 
proseguía  en  su  acción  ofensiva.  Para  la 
recta  apreciación  de  la  segunda  circunstan- 
cia, o sea  la  racionalidad  del  medio  emplea- 
do para  impedir  y repeler  la  agresión  inmo- 
tivada, deben  tenerse  en  cuenta  las  condi- 
ciones que  el  agresor  emplea  para  el  ataque, 
las  que  el  agredido  utiliza  para  rechazarlas, 
así  como  también  los  demás  accidentes,  que 
en  el  desenvolvimiento  del  hecho  hubieren 
ocurrido;  y en  el  caso  de  autos,  lo  único  que 


se  deduce  claramente,  es  la  necesidad  que 
tuvo  Lavarreda  de  ver  cómo  desarmaba  a 
Soloj  para  que  no  lo  hiriera  y por  lo  tanto 
sólo  existe  una  relación  de  medio  a fin, 
una  proporcionalidad  entre  el  ataque  y la 
defensa.  L-i  falta  de  provocación  suficien- 
te, que  requiere  la  ley  para  la  exención,  de 
responsabilidad  debe  ser  adecuada,  bastan- 
te y proporcionada  a la  agresión  de  ella  na- 
cida y atendiendo  el  orden  en  que  procedie- 
ron los  hechos,  tanto  cuanto  produzca,  exis- 
ta o incluya  en  la  agresión.  Estas  circuns- 
tancias, dadas  las  declaraciones  de  los  testi- 
gos presenciales  Juan  Tiú,  José  López  y 
Florencio  Rodas,  que  manifiestan  haber  vis- 
to cuando  Soloj  sin  motivo  alguno  atacaba 
con  machete  a Fausto  Lavarreda,  quien  se 
defendía  sin  arma;  que  éste  último  no  pro- 
vocó el  suceso  y que  si  ambos  resultaron  le- 
sionados debe  haber  sido  en  la  lucha  que  to- 
dos sostuvieron  para  quitar  al  primero  el  ma- 
chete que  esgrimía;  están  evidenciadas  y lo 
corroboran,  la  inspección  ocular  al  estable- 
cer que  no  se  encontró  más  arma  que  la  de 
Soloj.  En  tal  concepto,  es  indudable  que  en 
favor  del  procesado  Fausto  Lavarreda  con- 
curren todos  los  requisitos  que  integran  la 
exención  de  responsabilidad  criminal,  enu- 
merados en  el  artículo  20  inciso  4’,  en  sus 
circunstancias  1’,  2-  y 3*  del  Código  Penal;  y 
al  no  apreciarlo  así  la  Sala  sentenciadora, 
incurrió  en  el  error  de  derecho  alegado  en 
la  defensa  y,  por  consiguiente,  violó  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  20,  inciso  4“,  del  Códi- 
go citado,  por  lo  que  la  casación  es  proce- 
dente. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  la  ley  citada  y lo 
establecido  en  los  artículos  676,  686  y 687, 
Procedimientos  Penales ; 233  y 234,  Decreto 
Número  1928,  casa  y anula  la  sentencia  re- 
currida y,  resolviendo  sobre  lo  principal,  de- 
clara: que  Fausto  Lavarreda  Mota  es  autor 
de  la  lesión  inferida  a José  Soloj  en  el  dedo 
medio  de  la  mano  derecha,  pero  por  haber 
obrado  en  legítima  defensa,  está  exento  de 
responsabilidad  criminal. 

Notifíquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a donde 
corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argue- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintisiete  de  octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Se  examina  en  casación  la  sentencia  que 
la  Sala  2’  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó 
el  veintiocho  de  agosto  del  año  en  curso  en 
la  causa  que  por  delito  de  estafa  se  instru- 
yó contra  Ovidio  Riera  González. 

I 

Por  escritura  pública  de  veinticinco  de 
agosto  de  mil  novecientos  treinta,  autoriza- 
da por  el  notario  Adán  Manrique  Ríos,  la 
señora  Jesús  Sánchez  Marroquín  se  decla- 
ró deudora  del  señor  Francisco  Salguero  por 
la  suma  de  tres  mil  pesos  oro  americano, 
constituyendo  garantía  hipotecaria  sobre  dos 
fincas  urbanas  de  su  propiedad  y,  a.demás, 
garantía  prendaria  sobre  varios  muebles  e 
imágenes,  los  cuales  quedaron  en  depósito 
del  señor  Ovidio  Riera  González,  quien  acep- 
tó el  cargo.  En  la  cláusula  cuarta  de  dicha 
escritura  se  convino  en  que  "para  los  efectos 
de  la  responsabilidad  del  depositario,  los  tres 
comparecientes  convienen  en  que  los  mue- 
bles y las  imágenes  constituidas  en  pren- 
da, tienen  un  valor  en  conjunto  de  un  mil 
pesos  oro  americano". 

II 

El  acreedor  señor  Salguero,  ejecutó  judi- 
cialmente a su  deudora  y en  su  oportunidad 
pidió  la  entrega  de  los  bienes  pignorados. 
El  Juez  mandó  hacer  el  requerimiento  del 
caso  y según  consta  en  certificación  presen- 
tada al  Juzgado  4'’  de  1’  Instancia,  con  fe- 
cha veintitrés  de  abril  del  año  próximo  pa- 
sado, se  constituyó  el  Secretario  del  Juzga- 
do S’,  con  los  testigos,  y habiendo  requerido 
al  depositario  para  la  entrega  de  los  mue- 
bles, dicho  señor  no  los  entregó ; y posterior- 
mente explicando  su  conducta  manifestó  que 
ya  los  había  entregado  a otro  acreedor,  de 
nombre  Arturo  Sánchez  Beltetón,  de  orden 
del  Juez  U de  1-  Instancia. 

III 

Con  estos  antecedentes  se  inició  la  causa 
en  el  Juzgado  4'’  de  Primera  Instancia  y ha- 
biéndose llenado  todos  los  trámites  de  ley  y 
el  avtdúo  de  los  objetos  dados  en  prenda, 
que  fue  hecho  por  un  estudiante,  sin  haber 
tenido  a la  vista  los  objetos  y que  hizo  ascen- 
der a la  suma  de  cuatrocientos  noventa  y 
tres  quetzales,  se  dictó  sentencia  el  ocho  de 
junio  último,  en  la  que  se  declara  que  el  en- 
juiciado es  autor  del  delito  de  estafa  por  cu- 
ya infracción  le  impone  dos  años  de  prisión 


correccional  aumentados  en  una  tercera  par- 
te, y hace  las  demás  declaraciones  del  caso. 
El  Juez  acepta  como  bueno  el  avalúo  del  ex- 
perto y aplica  al  reo  la  pena  señalada  en  el 
inciso  3°  del  artículo  407  del  Código  Penal 
con  el  aumento  de  una  tercera  parte  seña- 
lado en  el  artículo  410  del  mismo  código ; y 
deja  abierto  el  procedimiento  contra  Jesús 
Sánchez  Marroquín  porque  considera  que 
hay  motivo  bastante  para  dudar  de  su  ino- 
cencia. 

La  Sala  2’  de  la  Corte  de  Apelaciones  re- 
cibió en  apelación  el  proceso  y le  dió  el 
trámite  legal.  El  Procurador,  Licenciado  Mi- 
jangos  opina  que  el  delito  está  bien  califica- 
do por  lo  que  se  limita  a solicitar  la  confir- 
matoria de  la  sentencia,  pero  con  la  modifi- 
cación de  que  no  se  le  aumente  la  tercera 
parte  porque  el  artículo  410  citado  por  el 
Juez  no  tiene  aplicación  en  el  caso. 

El  Fiscal,  Licenciado  Samayoa,  también 
considera  que  Riera  González  cometió  el 
delito  que  se  le  imputa,  pero  que  no  hay 
fundamento  para  aumentar  la  pena  en  una 
tercera  parte  porque  el  caso  no  es  de  los 
que  contempla  el  artículo  410  del  Código 
Penal.  Asimismo  manifiesta,  refiriéndose  a 
lo  alegado  por  el  acusador,  que  el  avalúo  que 
debe  tomar  en  cuenta  el  Tribunal  no  es  el 
establecido  por  las  partes  en  el  contrato, 
sino  el  valor  real  que  la  cosa  tenga,  pues 
aquél  es  ley  entre  los  contratantes  para  el 
efecto  de  su  cumplimiento,  pero  no  para  los 
actos  delictuosos  que  de  él  se  derivan. 

Con  fecha  veintiocho  de  agosto  próximo 
pasado  la  Sala  2-  dictó  su  fallo  del  modo  si- 
guiente : 1“',  considera  que  los  hechos  consti- 
tutivos del  delito  de  estafa  están  plenamente 
probados  en  autos  con  documentos  púbhcos 
y auténticos  no  objetados  ni  por  el  reo  ni  por 
la  defensa  en  la  forma  legal  correspondien- 
te ; 2°  que  el  avalúo  que  hizo  el  pasante  Mar- 
co Antonio  Rocinos  no  merece  fe  a juicio 
del  Tribunal,  no  sólo  porque  íué  llevado  a 
cabo  por  persona  que  de  autos  no  resulta 
idónea  para  el  efecto,  sino  porque,  además 
de  haber  manifestado  que  no  tuvo  a la  vista 
los  objetos  valuados,  se  produjo  en  manifies- 
ta contradicción  con  el  justiprecio  que  las 
partes  hicieron  de  común  acuerdo  en  el  con- 
trato ; que  en  consecuencia  es  la  suma  de 
un  mil  quetzales  la  que  debe  servir  para  la 
imposición  de  la  pena ; 3'',  que  el  caso  de 
que  se  trata  no  se  haya  comprendido  en  el 
artículo  410  del  Código  Penal  sino  en  el  in- 
ciso 5'’  del  artículo  407  del  mismo  Código, 
porque  su  delincuencia  se  deriva  del  hecho 
de  no  haber  entregado  las  cosas  depositadas 
en  el  acto  de  ser  requerido,  invocando  como 
pretexto  la  notificación  que  en  vía  volunta- 
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ría  le  había  hecho  el  Juez  de  1’  de  1’  Ins- 
tancia, pretexto  que  en  el  fondo  carece  de 
influencia  sobre  la  determinación  del  deli- 
to. Aquí  vuelve  a citar  el  inciso  5’  del  artícu- 
lo 407  del  Código  Penal ; 4'’  que  de  la  causa 
se  desprende  mérito  bastante  para  endere- 
zar el  procedimiento  contra  Jesús  Sánchez 
Marroquín.  Por  todo  lo  expuesto  y con  apo- 
yo en  muchas  leyes,  entre  las  cuales  reitera 
la  cita  del  407,  inciso  5°,  Código  Penal,  con- 
firma la  sentencia  apelada  con  la  modifica- 
ción de  que  la  pena  que  le  impone  al  reo  es 
la  de  tres  años  de  prisión  correccional. 

V 

Notificado  el  señor  Riera  González  inter- 
puso el  recurso  de  casación  contra  aquel 
pronunciamiento,  citando  como  infringidos 
los  artículos  1'',  11  y 407,  inciso  S’,  del  Códi- 
go Penal,  estando  dirigido  el  recurso  por  el 
Abogado  don  Francisco  E.  Toledo. 

CONSIDERANDO:  que  ciertamente  la 
prueba  de  la  delincuencia  del  procesado  es 
plena,  pues  está  demostrada  la  constitución 
del  depósito  con  la  escritura  pública  respec- 
tiva y está,  asimismo,  comprobado  que  ese 
depósito  no  fué  devuelto  por  el  depositario 
al  ser  requerido  judicialmente  para  el  efec- 
to ; hay  prueba  plena,  por  consiguiente,  de 
que  existe  el  delito  caracterizado  en  el  inciso 
5'^  del  artículo  407  del  Código  Penal,  y de 
que  el  enjuiciado  señor  Riera  González  es  el 
delincuente.  Ahora  bien,  en  cuanto  a la 
apreciación  del  monto  de  lo  estafado,  para 
la  imposición  de  la  pena,  está  en  lo  justo  el 
dictamen  fiscal  del  que  se  apartó  la  Sala. 
No  son  las  partes,  realmente,  las  que  esta- 
blecen el  precio  en  un  contrato  para  los  ac- 
tos delictuosos  que  de  él  se  deriven ; el  va- 
lor de  lo  estafado  es  el  precio  de  las  cosas 
cuando  el  delito  se  comete  y tal  precio  debe 
determinarse  por  medio  de  expertos  dentro 
del  mismo  procedimiento  criminal ; puesto 
que  lo  contrario  sería  dejar  al  arbitrio  de  las 
partes,  o más  bien  al  arbitrio  del  acreedor 
que  es  el  que  por  lo  general  impone  su  vo- 
luntad en  los  contratos,  la  fijación  de  la 
pena;  de  manera  que  la  Sala  al  aplicar  una 
sanción  que  no  corresponde  al  hecho  justi- 
ciable, incurrió  en  error  de  derecho.  Artícu- 
los 568,  570,  inciso  S’,  571  y 282.  Procedi- 
mientos Penales. 

CONSIDERANDO : que  la  Sala  senten- 
ciadora declara  probados  los  hechos  que  se 
imputan  a Riera  González;  los  califica  de 
estafa  haciendo  comprender  el  caso  en  el 
inciso  5’  del  artículo  408  del  Código  Penal 
y pena  al  reo  con  tres  años  de  prisión,  fun- 
dándose para  el  efecto  en  el  inciso  5’  del 
articulo  407  del  mismo  Código. 


El  inciso  5“’  del  artículo  407  castiga  con 
cinco  años  de  prisión  correccional  si  la  de- 
fraudación pasare  de  mil  quetzales,  de  mo- 
do que  esta  disposición  no  es  la  aplicable  al 
caso,  toda  vez  que  la  Sala  dice  que  acepta 
el  avalúo  de  mU  quetzales,  en  que  convinie- 
ron las  partes;  luego,  el  dehto  debió  haberlo 
penado  con  fundamento  en  el  inciso  4°  del 
mismo  artículo,  en  vez  de  basarse  en  el  5’ 
como  lo  hizo.  Es  indudable  que  se  trata  de 
una  equivocación,  pero  es  una  equivocación 
reiterada,  pues  el  inciso  5’  está  repetido  tres 
veces  en  los  considerandos. 

Aparte  de  que  existe  el  error  de  derecho 
arriba  mencionado,  resulta  mediante  esta 
indebida  aplicación,  que  se  ha  infringido  el 
citado  inciso  ó’  del  artículo  407,  porque  no  es 
la  pena  que  señala  este  inciso  la  que  debe 
imponerse  al  reo ; y para  imponer  la  que 
marca  el  inciso  4"  que  hubiera  sido  el  aplica- 
ble segtin  el  criterio  que  parece  sustentar  la 
Sala,  faltaría  citarlo  en  la  sentencia,  como  es 
de  rigor.  Esta  circunstancia  hace  admisible 
la  casación  para  dictar  el  fallo  que  se  ajuste 
a la  ley.  Artículo  224,  Ley  Constitutiva;  674, 
inciso  1',  676,  inciso  6'’,  687,  Procedimientos 
Penales.  * 

CONSIDERANDO:  que  no  obstante  los 
defectos  del  avalúo  practicado  durante  la 
sustanciación  de  la  causa,  el  Tribunal  se  ve 
obligado  a aceptarlo,  en  primer  lugar  por- 
que la  apreciación  del  valor  de  lo  estafado  es 
básico  para  la  condena  y no  habría  sobre 
qué  graduar  la  pena  imponible  si  se  prescin- 
diera del  único  avalúo  que  puede  aceptarse 
por  estar  practicando  en  cuanto  a la  forma, 
de  acuerdo  con  las  reglas  procesales;  en 
segundo  lugar  porque  aquella  diligencia  por 
el  hecho  de  haber  sido  verificada  por  un 
pasante  no  fué  objetada  ni  por  la  acusación 
ni  por  la  defensa  de  derecho,  y,  por  último, 
porque  esta  solución  es  más  favorable  al  reo. 

En  consecuencia,  habiendo  sido  el  avalúo 
de  cuatrocientos  noventa  y tres  pesos  oro, 
debe  estarse  a lo  dispuesto  en  el  inciso  3'’ 
del  artículo  407  del  Código  Penal,  imponién- 
dose al  procesado  la  pena  de  dos  años  que 
allí  se  señala. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  686  y 687  de  Pro- 
cedimientos Penales,  casa  y anula  la  ejecu- 
toria recurrida  y resolviendo  sobre  lo  prin- 
cipal declara : que  Ovidio  Riera  González  es 
autor  de  estafa  y por  tal  delito  le  impone  la 
pena  de  dos  años  de  prisión  correccional, 
que  deberá  cumplir  en  la  Penitenciaría  del 
centro;  permitiéndole  conmutar  las  dos  ter- 
ceras partes,  a razón  de  diez  centavos  dia- 
rios ; le  abona  la  prisión  sufrida ; le  suspen- 
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de  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos 
durante  el  tiempo  de  la  condena  y le  obliga 
al  pago  de  las  responsabilidades  civiles  y a 
la  reposición  del  papel, 

Notifiquese  y con  certificación,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

y.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argiie- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Jtian 
Fernández  S.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia  : Guatem.ala, 
cuatro  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  4*  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  treinta  y uno  de 
agosto  del  corriente  año,  en  que  confirma  el 
fallo  del  Juez  de  Primera  Instancia  del  de- 
partamento de  San  Marcos,  con  la  modifi- 
cación, de  que  la  pena  que  corresponde  a 
Ramón  Mariano  Rodríguez  es  la  de  ocho 
años  de  prisión  correccional  inconmutables. 

El  Juez  de  1-  Instancia  ya  mencionado  de- 
claró : 1'’,  que  Ramón  M,  Rodríguez  Morga 
es  responsable  del  delito  de  falsificación  de 
documentos  oficiales  por  lo  que  lo  condena 
a sufrir  la  pena  de  seis  años  de  prisión  co- 
rreccional inconmutables,  que  con  abono  de 
la  prisión  sufrida  purgará  en  la  Penitencia- 
ría Central;  le  suspende  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos  políticos  durante  la  condena ; 
lo  obliga  al  pago  de  las  responsabilidades 
civiles  derivadas  del  delito  y por  su  pobre- 
za le  exonera  de  la  reposición  del  papel  em- 
pleado en  la  causa;  y,  2°,  por  falta  de  prue- 
ba lo  absuelve  del  cargo  que  se  le  había 
formulado  por  el  delito  de  malversación  de 
caudales  del  Estado. 

La  Sala  considera  que  la  culpabilidad  de 
Rodríguez  como  autor  del  delito  de  mal- 
versación de  caudales  públicos  no  fué  po- 
sible evidenciarla,  porque  de  los  testigos 
Serapio  Ruiz,  Efraín  López  y Julián  Pé- 
rez, quienes  manifestaron  que  Mérida  le 
remitió  dinero  al  ex  Receptor  Fiscal  de  la 
Administración  de  Rentas  de  San  Marcos, 
sólo  el  primero  puntualiza  la  cantidad  y 
suministra  otros  datos,  declaración  que  cons- 
tituye únicamente  una  semiplena  prueba,  la 
cual  queda  desvirtuada  con  el  testimonio  de 
Manuel  Arreaga,  Pablo  Barrios  y Víctor  Sa- 
mayoa.  Que  en  el  presente  caso  concurren 
los  elementos  necesarios  para  que  exista  el 
delito  de  falsificación  de  documentos  oficia- 


les, en  primer  lugar,  po'rque  la  alteración 
efectuada  en  el  recibo  de  que  se  trata  se 
cometió  fraudulentamente,  en  segundo,  el 
procesado  lo  hizo  con  el  fin  de  evadir  toda 
responsabilidad  causando  un  perjuicio  di- 
recto a Inocente  J.  Mérida:  en  tercer  lugar 
se  sobrevino  un  daño  efectivo  al  aludido 
señor  Mérida,  tanto  en  su  persona  como  en 
sus  bienes,  porque  a consecuencia  del  pro- 
pio recibo  se  vió  envuelto  en  otro  proceso ; 
y por  último  Rodríguez  hizo  la  alteración  sin 
consentimiento  de  Mérida.  Que  con  el  dic- 
tamen del  experto  Coronel  Luis  Vergara  Ad- 
ministrador de  Rentas  del  departamento  de 
Quezaltenango,  se  establece  que  el  recibo 
que  acaba  de  mencionarse  es  un  documen- 
to auténtico,  oficial.  Que  toma  en  cuenta 
lo  expuesto  por  el  Intendente  de  Hacienda 
de  San  Marcos,  Coronel  Idígoras ; el  Secre- 
tario de  la  Jefatura  Política  de  aquel  de- 
partamento, señor  Camey;  el  Receptor  de 
la  Administración  de  Rentas,  señor  Cabre- 
ra; el  Oficial  señor  Fuentes;  y los  señores 
Ordóñez,  Gracias  y De  León  López,  sobre 
todo  el  último,  que  fué  quien  escribió  el  re- 
cibo ; se  establece  de  manera  irrefutable, 
que  el  citado  documento  se  alteró  adicio- 
nándole palabras,  con  el  fin  de  cambiar  la 
idea  que  encerraba,  falsificación  que  desde 
luego  hizo  el  propio  Rodríguez  porque  al  ser 
interrogado  sostuvo  la  pureza  del  recibo 
con  todo  y las  palabras  agregadas ; que  aún 
dejando  a un  lado  la  prueba  que  se  rela- 
cionó y atendiendo  a la  parte  lógica,  racio- 
nal, puede  también  afirmarse,  que  es  in- 
fantil hacer  creer  a nadie  ,que  pueda  otor- 
garse un  recibo  de  cierta  suma  de  dinero 
con  el  fin  precisamente  de  hacer  constar  lo 
contrario,  es  decir  de  que  no  se  ha  recibido 
nada.  Que  continuando  en  el  mismo  razo- 
namiento, tampoco  el  señor  Mérida  hubie- 
ra presentado  a la  Jefatura  Política  un  do- 
cumento donde  constara  que  no  había  en- 
tregado los  cincuenta  quetzales  a Rodríguez, 
porque  eso  de  nada  le  hubiera  servido.  La 
falsificación  se  verificó  hasta  después  de 
que  Mérida  se  presentó  ante  la  Intendencia 
de  Hacienda  de  San  Marcos,  como  se  des- 
prende de  la  prueba  ya  mencionada,  razón 
por  la  cual,  la  pena  que  corresponde  apli- 
car a Rodríguez  no  es  la  de  seis  años  de  pri- 
sión correccional,  sino  la  de  ocho  años,  se- 
gún lo  determina  el  artículo  193  del  Código 
Penal,  toda  vez  que  cuando  Rodríguez  efec- 
tuó la  alteración  en  el  tantas  veces  repetido 
documento,  ya  no  era  Receptor  Fiscal  de 
la  Administración  de  Rentas  de  San  Mar- 
cos, como  se  establece  al  comparar  las  fe- 
chas de  su  retiro  y de  la  presentación  a la 
Intendencia  de  Hacienda  del  recibo  ya  re- 
lacionado. 
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Ramón  M.  Rodríguez,  con  auxilio  del  Li- 
cenciado A.  Nery  Barrios,  introdujo  contra 
el  fallo  de  2-  Instancia,  recurso  de  casación, 
denunciando  infringidos  los  artículos  5'',  del 
Decreto  Número  1740;  193,  194,  incisos  1', 
2\  3'  y 4^  1’  y 11  del  Código  Penal;  568,  571, 
581,  incisos  8"  y 9°;  586,  circunstancia  3’, 
4’  y 6’,  573,  583,  602,  609  y 614,  del  Código 
de  Procedimientos  Penales;  y 22  del  Decre- 
to Número  1728. 

El  Juez  de  1-  Instancia  de  San  Marcos 
con  fecha  diez  de  enero  del  corriente  año, 
manda  certificar  lo  conducente  del  proce- 
so instruido  contra  el  ex  Receptor  Fiscal  de 
San  Miguel  Ixtahuacán,  Inocente  J.  Méri- 
da,  por  malversación  de  caudales  del  Esta- 
do. En  esta  certificación  se  encuentran  : 

a)  El  oficio  en  que  el  Administrador  de 
Rentas  don  Luis  Flores  B,,  pone  a disposi- 
ción del  Juez  de  1’  Instancia  del  departa- 
mento que  acaba  de  mencionarse  al  señor 
Mérida,  quien  desde  el  mes  de  febrero  (1932) 
hasta  diciembre  del  mismo  año  no  había 
rendido  sus  cuentas;  y al  glosarlas  arrojan 
la  cantidad  de  trescientos  noventa  y cuatro 
quetzales  cuarenta  centavos  de  quetzal ; 

b)  Declaración  de  Inocente  Mérida  Ro- 
dríguez, quien  manifestó,  entre  otras  cosas, 
lo  que  sigue : que  en  el  mes  de  febrero  man- 
dó sus  cuentas  a la  Receptoría  Central  y 
las  cuales  no  aparecen  de  conformidad,  por- 
que el  ex  Jefe  de  Receptores  Ramón  Rodrí- 
guez no  hizo  las  operaciones  correspondien- 
tes al  mes  de  referencia  en  el  Libro  de  Caja 
que  llevaba  al  efecto,  y sólo  recibió  la  suma 
de  cincuenta  quetzales,  enviando  en  marzo 
el  recibo  de  esa  cantidad ; que  en  el  mes 
de  julio  mandó  sus  cuentas  con  un  agente 
municipal,  juntamente  con  la  suma  de  cien- 
to veinticinco  quetzales,  incluyendo  en  ellos 
diez  y seis  quetzales  en  monedas  de  a cinco 
pesos  cada  una;  de  esta  cantidad.  Rodríguez 
cogió  ciento  nueve  quetzales,  devolviéndole 
las  monedas ; que  Rodríguez  le  acusó  reci- 
bo por  cada  remisión,  y uno  de  éstos,  el  de 
ciento  veinticinco,  le  fué  recogido  a Maria- 
no Avila  por  dicho  señor ; y el  de  cincuenta 
quetzales  lo  presentó  él  (Mérida)  al  Inten- 
dente de  Hacienda  con  un  escrito  reclamán- 
dole a Rodríguez  las  cantidades  ya  mencio- 
nadas; que  el  Jefe  de  Receptores  y el  Ad- 
ministrador de  Rentas  le  dijeron  que  sus 
cuentas,  después  de  ser  glosadas  arrojaban 
en  su  contra  un  saldo  de  trescientos  noven- 
ta y cuatro  quetzales  cuarenta  centavos  de 
la  misma  moneda  (Q394.40),  y de  esta  suma 
depositó  en  la  Receptoría  ciento  noventa 
quetzales,  suma  que,  según  sus  cálculos  es 
la  que  considera  deber;  que  en  la  Jefatura 
Política  vió  alterado  el  recibo  a que  antes 


se  ha  referido,  pues  en  él  aparecía  escrito : 
“quedan  recibidos  los  Q50",  y hoy  se  agregó, 
al  margen  del  documento,  la  palabra  "No”; 

c ) Las  declaraciones  de  Mariano  Avila  y 
Efraín  López ; y, 

d ) Ampliación  de  la  declaración  de  Ino- 
cente Mérida.  Seguida  la  correspondiente 
averiguación  y agregados  a la  causa  el  escri- 
to, documentos,  informes  y telegramas  que 
obran  del  folio  seis  al  diez  y siete  de  autos, 
fué  examinado  Inocente  Mérida,  quien  dijo 
lo  que  sigue : que  en  el  recibo  que  se  le  puso 
a la  vista  se  notaba,  que  sin  duda  en  la  In- 
tendencia o en  alguna  otra  parte,  le  agrega- 
ron la  palabra  “No",  la  cual  aparece  fuera 
del  margen,  asi  como  la  postdata  que  lite- 
ralmente dice:  “P.  D. — Espérelo  con  dinero 
completo. — Vale”,  pues  estas  palabras  no  las 
tenía  el  recibo,  cuando  lo  presentó  el  inte- 
rrogado al  Intendente  de  Hacienda,  junta- 
mente con  el  escrito  ya  mencionado ; que  el 
recibo  lo  escribió  Rubén  Recinos,  empleado 
de  la  Administración  de  Rentas,  pero  ignora 
quién  escribió  la  palabra  “No”  y la  postdata. 

Continuada  la  pesquisa  se  procedió  al 
examen  de  las  personas  que  más  adelante 
serán  nombradas  y fueron  agregados  a la 
causa  los  documentos  que  obran  a los  fo- 
lios nueve,  diez  y seis,  diez  y siete,  veinti- 
cinco, treinta  y uno,  treinta  y dos,  treinta  y 
siete,  cuarenta,  sesenta  y dos  de  la  pieza  de 
H Instancia  y veinte  de  la  de  Segunda. 

Interrogado  Ramón  M.  Rodríguez  asegu- 
ra haber  devuelto  al  Receptor  de  Ixtahuacán 
con  Juan  Ruiz,  ciento  veinticinco  quetza- 
les el  treinta  de  julio  como  les  consta  a Víc- 
tor Samayoa,  Manuel  Arreaga  y Pablo  Ba- 
rrios ; y también  devolvió  con  una  nota  cin- 
cuenta quetzales,  porque  el  saldo  de  dicho 
Receptor  para  marzo  era  de  ciento  ochenta 
y siete  quetzales  sesenta  y siete  centavos  de 
quetzal ; que  Manuel  de  León  escribió  el 
recibo  que  corre  al  folio  nueve  de  los  autos 
y él  (Rodríguez)  le  agregó  las  palabras : “de- 
be enviarla  pronto,  y la  postdata  que  dice ; 
“Espérolo  con  dinero  completo. — Vale" ; que 
reconocía  el  tenor  íntegro  de  esa  nota,  y la 
palabra  “No"  la  enmendó  porque  el  escri- 
biente no  la  hizo  bien;  dió  el  recibo  pues 
siempre  lo  exigen  los  portadores  del  dinero, 
y cuando  lo  entregó  ya  tenía  dicha  palabra. 

Los  peritos  don  César  Sosa  M.  y don  Ar- 
turo Barrios  Cardona  hicieron  constar  que  en 
el  Libro  de  Caja  de  la  Receptoría  Central 
aparecen  las  partidas  que  siguen,  las  cua- 
les convertidas  en  moneda  de  curso  legal  se 
reducen  a setenta  y cinco  quetzales  setenta 
y tres  centavos  y ciento  ochenta  y siete  quet- 
zales siete  centavos  de  quetzal,  correspon- 
pondientes  al  cuatro  de  febrero  y diez  y seis 
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de  marzo  de  mil  novecientos  treinta  y dos, 
respectivamente.  Abonos  que  se  hicieron  a 
la  Receptoría  de  San  Miguel  Ixtahuacán.  Y 
que  no  les  íué  posible  glosar  la  caja  de  di- 
cha oficina  por  falta  de  documentos. 

Ningún  resultado  produjo  el  careo  que  se 
practicó  entre  Mérida  y Rodríguez. 

CONSIDERANDO;  que  la  culpabilidad 
de  Ramón  M.  Rodríguez  en  el  delito  de  mal- 
versación de  caudales  públicos  que  se  le 
imputa  está  establecida  de  una  manera  com- 
pleta en  la  causa. 

En  efecto,  dicho  delito  fué  generado  y se 
consumó  cuando  Rodríguez  tenía  el  empleo 
de  Jefe  de  Receptores  de  la  Administración 
de  Rentas  de  San  Marcos  y porque  enton- 
ces recibió  los  cincuenta  quetzales  que  le 
fueron  enviados  por  el  Receptor  Fiscal  de 
Ixtahuacán,  Inocente  J.  Mérida,  habiendo 
expedido  el  documento  de  fecha  tres  de 
marzo  de  mil  novecientos  treinta  y dos,  en 
el  cual  Rodríguez  hizo  constar  haber  reci- 
bido la  cantidad  que  acaba  de  mencionarse, 
y cuyo  tenor  reconoció  el  reo  al  ser  interro- 
gado por  primera  vez,  con  motivo  del  pro- 
ceso que  se  le  ha  instruido.  Por  otra  parte, 
con  el  informe  emitido  por  el  Jefe  de  Re- 
ceptores de  la  Administración  de  Rentas,  don 
Delfino  Cabrera,  quedó  probado  que  Ro- 
dríguez Morga  no  hizo  el  abono  correspon- 
diente en  la  cuenta  de  Mérida  relativo  a los 
cincuenta  quetzales,  Y a esta  cantidad  de- 
be limitarse  la  malversación  de  que  se  tra- 
ta, pues  obra  en  el  proceso  una  certificación 
expedida  por  el  Jefe  de  Receptores  en  que 
consta  que  al  Receptor  de  Ixtahuacán  le 
fueron  devueltos  ciento  veinticuatro  quet- 
zales. 

CONSIDERANDO:  La  alteración  del  do- 
cumento que  obra  al  folio  nueve  del  pro- 
ceso, y la  responsabilidad  criminal  del  enjui- 
ciado se  encuentran  establecidas  plenamente 
con  su  confesión,  la  cual,  en  el  caso  sab  ja- 
dice,  constituye  una  circunstancia  atenuan- 
te, pues  fuera  de  ella  no  existe  en  la  causa 
otra  prueba  de  su  delincuencia  en  este  acto 
punible,  como  se  patentiza  al  examinar  las 
declaraciones  de  los  testigos  Coronel  Miguel 
Idígoras  Fuentes,  Jefe  Político  e Intendente 
de  Hacienda  del  departamento  de  San  Mar- 
cos, Maximiliano  Ordóñez,  Julio  D.  Camey. 
Daniel  Cifuentes,  Delfino  Cabrera,  Jefe  de 
Receptores  del  mismo  departamento,  Luis 
Rodolfo  Gracias  y Manuel  de  León  López, 
quien  escribió  el  documento  antes  de  ser  al- 
terado, y Rubén  Recinos,  personas  que  con- 
cretan sus  dichos  sólo  a la  falsificación ; y 
si  bien  es  verdad  que  Cabrera  y de  León  Ló- 
pez sindican  a Rodríguez  Morga  como  au- 
tor de  este  delito,  también  lo  e§  que  estos 


testigos  no  afirman  haber  presenciado  el 
momento  preciso  en  que  aquel  lo  consuma- 
ba y sólo  fundan  sus  exposiciones  en  el  co- 
nocimiento que  tienen  de  la  letra  de  don 
Ramón,  faltando  por  consiguiente  a cada 
uno  de  dichos  testimonios  su  elemento  pri- 
mordial para  que  puedan  tomarse  en  consi- 
deración. La  intercalación  en  el  documento 
tantas  veces  mencionado  se  hizo  intencio- 
nal y maliciosamente,  sin  consentimiento  de 
Mérida,  con  el  objeto  de  perjudicarlo,  tra- 
tando Rodríguez  de  evitar  que  sobre  él  re- 
cayera alguna  responsabilidad ; además,  la 
mutación  de  la  verdad  no  fué  obra  del  des- 
cuido o del  error,  y sí  varió  por  completo  el 
sentido  del  documento,  y como  una  conse- 
cuencia de  esto  sus  efectos  legales  Con- 
curren, pues,  todos  los  requisios  indispen- 
sables para  que  el  delito  de  falsificación  de 
documentos  pueda  estimarse  punible, 

CONSIDERANDO:  Un  solo  hecho  ha 
dado  vida  a dos  delitos,  y al  enjuiciado  debe 
dé  imponérsele  pena,  separadamente,  por 
cada  uno  de  ellos,  ya  que  en  esta  forma  re- 
sulta aquél  más  favorecido. 

CONSIDERANDO  : Las  penas  que  corres- 
ponde inflingir  al  reo  son:  a)  Nueve  me- 
ses de  arresto  mayor,  por  no  exceder  la  subs- 
tracción de  cien  quetzales;  y,  6^  Ocho  años 
de  prisión  correccional  por  la  falsificación 
de  un  documento  oficial,  en  virtud  de  que 
cuando  cometió  este  delito  era  un  simple 
particular  por  haber  cesado  en  su  empleo  con 
fecha  veintidós  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos  según  informó  el  Admi- 
nistrador de  Rentas  de  San  Marcos,  el  tres 
de  agosto  del  corriente  año ; pena  que  debe 
ser  disminuida  en  una  tercera  parte,  toman- 
do en  cuenta,  la  circunstancia  de  atenua- 
ción mencionada  con  anterioridad. 

CONSIDERANDO;  De  todo  lo  expuesto 
se  infiere  que  el  Tribunal  de  2-  Instancia 
infringió  el  artículo  586  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales ; y,  por  consiguiente, 
ha  lugar  al  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción. 

POR  TANTO;  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, en  obsejTvancia  de  lo  estatuido  por  los 
artículos  27,  29,  33,  44,  5863,  66,  77,  82,  86, 
87,  94,  193  y 283  del  Código  Penal;  586, 
seiscientos  nueve,  687,  735,  729  y 736,  del 
Código  de  Procedimientos  Penales ; 668,  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles ; 2’,  V,  4’,  del 
Decreto  legislativo  Número  1740;  y 13  del 
Decreto  legislativo  Número  1928,  CASA  Y 
ANULA  la  ejecutoria  recurrida  y faüando 
sobre  lo  principal,  declara ; 

1'’ — Que  Ramón  M.  Rodríguez  Morga  es 
autor  de  malversación  de  caudales  públicos 
y falsificación  de  documentos  oficiales;  que 
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por  el  primer  delito  le  impone  nueve  meses 
de  arresto  mayor,  conmutables  en  su  tota- 
lidad, a razón  de  veinticinco  centavos  de 
quetzal  diarios;  y,  por  el  segundo,  ocho  años 
de  prisión  correccional  inconmutables,  de  los 
cuales  se  le  rebaja  una  tercera  parte,  que- 
dando la  pena  reducida  a cinco  años  cuatro 
meses. 

2'' — Que  la  primera  de  dichas  penas  la 
cumplirá  en  la  cárcel  del  departamento  de 
San  Marcos  y en  la  Penitenciaria  Central  la 
segunda. 

3” — Que  se  le  abona  el  tiempo  padecido 
desde  la  fecha  en  que  se  le  redujo  a prisión 
provisional. 

4'’ — Que  le  suspende  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos  políticos  durante  el  tiempo  de  la 
condena. 

5'’ — Que  le  obliga  al  pago  de  las  respon- 
sabilidades provenientes  de  los  hechos  de- 
lictuosos que  cometió ; y, 

6'' — Que  le  exonera  de  la  reposición  del 
papel  empleado  en  la  causa  por  su  notoria 
pobreza. 

Notifíquese  y,  en  la  forma  que  correspon- 
de, remítanse  los  antecedentes  al  Tribunal 
de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argae- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
cuatro  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista,  por  recurso  de  casación,  la  senten- 
cia pronunciada  el  día  cuatro  de  septiem- 
bre último  en  que  la  Sala  2’  de  la  Corte  de 
Apelaciones  confirma  el  fallo  dictado  el  diez 
de  junio  del  corriente  año,  por  el  Juez  4'' 
de  1-  Instancia,  y que  declara : que  el  Mayor 
del  Ejército  Juan  Mollinedo  Chacón  es  au- 
tor del  delito  de  homicidio  en  la  persona  de 
Miguel  Angel  Arrazola  Borrayo,  por  lo  que 
le  impone  la  pena  de  diez  años  de  prisión 
correccional,  rebajada  en  una  tercera  par- 
te y hace  las  demás  declaraciones  de  ley. 

El  enjuiciado,  con  auxilio  del  Abogado  An- 
tonio González  Sierra,  introdujo  recurso  de 
casación  contra  dicho  fallo,  citando,  como 
infringidos,  los  artículos  1'’,  2",  20,  incisos  4° 
y 9'';  21,  incisos,  4’,  5^  1\  S’,  9’  y 10»  y 
80  del  Código  Penal;  568  y 731  de  Procedi- 
mientos Penales. 


I 

El  Tribunal  sentenciador  funda  sn  fallo 
en  las  consideraciones  siguientes:  El  acta 

descriptiva  del  Juez  que  instruyó  las  prime- 
ras diligencias,  en  el  lugar  del  hecho;  h) 
La  confesión  del  enjuiciado  de  haberle  he- 
cho varios  disparos  al  occiso  y que  uno  de 
los  disparos  hizo  blanco  en  él;  c)  Haberse 
presentado  el  encausado  ante  el  Comandante 
Local  de  Mixeo  con  el  revólver  en  la  mano ; 
d)  Fl  informe  médico-legal  en  que  se  dice 
que  Arrazola  falleció  de  peritonitis,  a conse- 
cuencia de  las  perforaciones  en  los  intes- 
tinos, producidas  por  un  proyectil;  La 
certificación  de  la  partida  de  defunción  del 
mismo;  f)  Las  declaraciones  de  Mignel  Cas- 
tillo, Francisco  Vásquez  P.,  Rogelio  Castro, 
Pedro  Flores,  Adela  Hernández,  Pedro  Tel- 
mo  Líquez,  Juan  José  Rivera,  Julio  Flores, 
Pablo  J.  Rivas,  Carlos  Gómez  C.,  Piedad 
Córdova  de  Flores,  Francisco  González  Ri- 
vera, Adolfo  Rivera  y los  demás  pasajes  de 
la  causa. 

Que  aunque  el  procesado  trató  de  esta- 
blecer que  obró  en  legítima  defensa  de  su 
vida  tal  aseveración  no  fué  probada,  decla- 
rando al  efecto;  Elíseo  Paiz  Conde,  Julián 
y Ednardo  Pirir,  Cabo  Francisco  Aldana  y 
soldado  Rafael  Ortiz : careo  entre  el  enjui- 
ciado y el  Comandante  Local  Francisco  Vás- 
quez P.  y otras  diligencias  de  menor  impor- 
tancia, careciendo  la  mayor  parte  de  ellas 
del  valor  probatorio  que  la  ley  exige  por 
no  estar  de  acuerdo  con  las  constancias  de 
autos. 

Y que  está  preestablecido  en  autos  que  el 
procesado  se  presentó  a la  autoridad  antes 
de  ser  perseguido  como  culpable  y confesó 
su  delito. 

II 

El  primero  de  enero  del  corriente  año,  a 
las  seis  y cuarenta  minutos  (18  horas  40 
minutos),  Miguel  Castillo  dió  parte  al  Juez 
de  Paz  de  Mixeo  de  la  comisión  de  un  de- 
lito, diciendo  que  hacía  un  momento  oyó 
tres  disparos  en  la  plaza;  y que  al  dirigirse 
a la  cantina  de  José  Antonio  Flores  encon- 
tró herido  a Miguel  Angel  Arrazola,  y se 
enteró  qne  el  heridor  había  sido  Juan  Mo- 
llinedo. Practicada  inspección  ocular  por  el 
Juez  menor  encontró  al  herido  Arrazola  con 
un  balazo  en  el  costado  derecho,  quien  no 
pudo  hablar;  una  perforación  al  lado  dere- 
cho de  la  puerta,  y hacia  el  Oriente  se  notó 
que  se  había  enterrado  un  proyectil.  Exa- 
minado Francisco  Vásquez  dijo:  que  como 
a las  diez  y ocho  horas  menos  cinco  minu- 
tos había  llegado  el  Mayor  Juan  Mollinedo 
a pedirle  auxilio  porque  Miguel  Angel  Arra- 
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zola  y Rogelio  Castro  trataban  de  reñir  en 
la  cantina  de  Julio  Flores,  que  al  constituir- 
se más  tarde  en  ese  lugar  vió  que  Mollinedo 
y Arrazola  discutían,  por  lo  que  se  lo  llevó 
para  evitar  dificultades  y a Arrazola  se  lo  lle- 
vó su  mamá;  que  como  a las  7 estando  con 
Miguel  Castillo  oyeron  tres  detonaciones  y 
luego  vieron  venir  a Mollinedo  con  un  revól- 
ver en  la  mano  y le  dijo  que  acaba  de  herir 
a un  hombre  que  lo  habla  insultado  y depo- 
sitó su  arma,  quedando  detenido. 

Manuel  Rodríguez  dijo : que  el  Coman- 
dante Vásquez  le  habla  manifestado  que  el 
Mayor  Mollinedo  pedia  auxilio  por  ciertos 
desórdenes  que  ocurrían  en  la  cantina  de 
Julio  Flores  en  donde  habla  sido  insulta- 
do ; que  al  ocurrir  a ese  lugar  vió  que  Arra- 
zola discutía  con  Rogelio  Castro  por  lo  que 
le  dijo  a aquél  que  se  retirara,  pero  antes 
los  registró  encontrándole  a éste  una  corta- 
plumas por  lo  que  lo  condujo  a la  detención; 
y que  la  madre  de  Arrazola  que  llegó  en  ese 
momento  se  lo  llevó. 

Rogelio  Castro  dijo;  que  el  dia  de  autos 
no  habia  pasado  nada  entre  él  y Arrazola 
y que  a la  cantina  de  Julio  Flores  llegó  como 
a las  seis  Juan  Mollinedo  encontrándose 
varias  personas  ahi;  y que  al  llegar  la  auto- 
ridad lo  condujo  a la  prisión,  al  deponente. 
Miguel  Angel  Arrazola  declaró  en  el  Hospi- 
tal General  ante  el  Juez  Primero  de  Paz 
de  esta  capital,  diciendo  que  el  dia  de  au- 
tos y estando  cerca  de  la  fonda  de  José  An- 
tonio Flores,  Juan  Mollinedo  se  acercó  y 
sin  que  hubiera  ocurrido  ninguna  dificultad 
entre  ambos,  sacó  una  pistola  y le  hizo 
varios  disparos,  acertándole  uno.  Pedro  Flo- 
res, dijo,  que  se  encontraba  atendiendo  la 
cantina  de  su  padre  cuando  llegaron  Miguel 
Angel  Arrazola  y Pedro  Líquez,  el  primero 
pidió  dos  tragos  en  los  momentos  en  que 
entraba  Juan  Mollinedo,  quien  le  dijo  a 
Arrazola  que  fueran  a casa  del  Alcalde  Mu- 
nicipal a intervenir  para  que  fuera  puesto 
en  libertad  Rogelio  Castro,  a lo  que  contestó 
aquél  que  se  fuera,  que  dejara  de  estarlo 
molestando  dándose  cuenta  que  Mollinedo 
salió  de  la  cantina  y Arrazola  se  quedó 
parado  en  la  puerta  y oyó  dos  detonaciones, 
diciendo  antes  Arrazola  ‘‘mátame”;  que  al 
salir  vió  que  éste  iba  a caer  al  suelo  por 
lo  que  lo  sujetó  del  brazo;  que  en  unión 
de  otras  personas  se  fué  tras  de  Mollinedo 
quién  se  presentó  a la  Comandancia  Local. 
Adela  Hernández,  declaró;  haber  oído  tres 
detonaciones  y al  salir  vió  que  un  hombre 
iba  hacia  la  Comandancia  Local  y que  Pe- 
dro Flores  tenía  agarrado  a Miguel  Angel 
Arrazola  y lo  sentaba  en  la  puerta  de  la 
cantina  de  José  Antonio  Flores.  Tomasa 


Saghi  de  González,  que  estaba  en  la  tienda 
de  la  Hernández,  se  expresó  en  iguales  tér- 
minos. Pedro  Telmo  Líquez  ; que  se  encon- 
traba en  la  cantina  de  José  Antonio  Flores 
en  unión  de  Miguel  Angel  Arrazola  y que 
cuando  éste  se  paró  en  la  puerta  de  la 
citada  cantina  oyó  tres  detonaciones  y vió 
que  Juan  Mollinedo  se  dirigía  a la  Coman- 
dancia, enterándose  por  la  voz  pública  de 
que  Mollinedo  había  herido  a Arrazola.  Juan 
José  Rivera,  dijo;  que  estaba  parado  entre 
la  cantina  y la  carpintería  de  José  Antonio 
Flores  y que  en  el  interior  de  aquélla  estaba 
Miguel  Angel  Arrazola  y Pedro  Líquez  cuan- 
do entró  Mollinedo  y se  dirigió  al  primero 
para  que  gestionaran  la  libertad  de  Rogelio 
Castro,  a lo  que  le  contestó  Arrazola  con 
palabras  soeces,  respondiendo  en  iguales 
términos  Mollinedo  y salió  éste,  pero  regre- 
só e hizo  fuego  sobre  Arrazola  que  se  en- 
contraba en  la  puerta  sin  hablar  ni  una  sola 
palabra;  que  José  María  Flores  quiso  aga- 
rrarlo por  lo  que  le  hizo  un  disparo ; que  el 
deponente  siguió  a Mollinedo,  quien  al  acer- 
carse a la  Comandancia  fué  capturado  por 
el  Comandante.  Julio  Flores  dijo;  que  el 
día  de  autos  llegaron  a su  cantina  Miguel 
Angel  Arrazola  y Rogelio  Castro  a tomarse 
un  trago;  que  como  a las  tres  llegó  Juan 
Mollinedo  con  un  desconocido,  que  Arrazo- 
la lo  invitó  a tomarse  un  trago  diciéndole 
que  qué  peludo  estaba  y le  tocó  la  cara,  y 
al  llamarlo  para  que  se  tomara  el  trago,  le 
botó  el  sombrero  con  la  mano ; que  eso  dis- 
gustó a Mollinedo  y salió  a la  calle  llaman- 
do a Arrazola  e hizo  un  disparo  para  que 
llegara  el  auxilio,  y al  no  llegar  éste,  se  fué 
Mollinedo  a la  Comandancia,  por  lo  que  al 
momento  llegó  la  autoridad  civil  y aprenhen- 
dieron  a Rogelio  Castro  y a Arrazola  se  lo 
llevó  su  madre;  que  la  autoridad  que  pene- 
tró a la  cantina  encontró  una  navaja  abierta, 
ignorando  de  quién  era ; que  como  a las  diez 
y nueve  horas  oyó  tres  disparos  y al  salir 
para  enterarse  de  lo  que  ocurría  oyó  que  el 
público  decía  que  Mollinedo  habia  herido  a 
su  hermano  José  María  y Miguel  Angel 
Arrazola,  y acercándose  a la  puerta  de  l.a 
cantina  de  su  padre,  José  Antonio  Flores, 
encontró  a Arrazola,  tendido  en  la  grada  de 
la  puerta. 

III 

Indagado  Juan  Mollinedo  declaró;  que  el 
día  de  autos  fué  a la  cantina  de  Julio  Flo- 
res, en  donde  se  tomó  algunos  tragos  en 
compañía  de  Miguel  Angel  Arrazola  y Ro- 
gelio Castro,  y que  el  primero,  sin  mediar 
motivo,  le  tocó  la  cara  y le  botó  el  sombrero 
de  una  bofetada,  dirigiéndole  insultos;  que 
con  vista  de  estos  insultos  salió  a la  calle  e 
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hizo  un  disparo  para  que  llegara  auxilio  y 
fué  personalmente  a ponerlo  en  conocimien- 
to de  la  autoridad,  por  lo  que  el  Regidor  Ma- 
nuel Rodríguez  se  constituyó  en  la  mencio- 
nada cantina  y registró  al  grupo  encon- 
trando en  el  suelo  una  navaja  abierta;  y 
que  el  Regidor  capturó  a Rogelio  Castro,  no 
así  a Arrazola  que  en  esos  momentos  se  lo 
llevaba  su  señora  madre ; que  posteriormen- 
te, y,  con  el  objeto  de  tomarse  una  limonada 
pasó  a la  cantida  de  José  Angel  Flores  en 
donde  se  encontraba  Arrazola  acompañado 
de  Juan  José  Rivera  y de  otros  más,  que 
Arrazola  lo  agarró  de  una  mano  y le  dijo  : 
“Ya  vez  que  no  te  sirvió  de  nada  el  auxilio 
que  pediste",  diciéndole  palabras  que  no  es 
el  caso  de  consignarse,  que  acto  continuo 
le  dió  una  bofetada  y sacó  un  puñal;  que 
como  pudo  se  defendió  de  la  agresión  de 
Arrazola,  salió  unos  pasos  afuera  e hizo 
un  disparo  al  aire  para  contenerlo  pero  con- 
tinuó en  su  agresión  e insultándolo  con  pa- 
labras soeces,  viéndose  obligado  a hacer  el 
segundo  disparo  en  defensa  de  su  vida,  que 
hizo  blanco  en  Arrazola,  cayendo  éste  en 
brazos  de  Rivera,  quién  sacó  un  machete  y 
lo  siguió  lo  mismo  que  José  María  Flores,  y 
otras  personas  más,  en  la  lucha  que  tuvo 
con  Flores  hizo  otro  disparo  y corrió  para 
la  Comandancia  Local  a dar  parte  de  lo  ocu- 
rrido ; que  con  Rivera  tenía  antecedentes 
porque  había  insultado  a su  padre;  al  am- 
pliar su  declaración  dijo  qUe  un  soldado  y 
el  Sargento  Aldana  se  dieron  cuenta  desde 
el  principio  hasta  el  fin. 

Pablo  J.  Rivas  dijo  que  Mollinedo  había 
llegado  a gestionar  por  la  libertad  de  Roge- 
lio Castro,  a quien  le  contestó  que  lo  espera- 
ra en  la  Comandancia ; que  como  a los  cin- 
co minutos  después  de  esto  oyó  tres  disparos, 
y el  Regidor  Castillo  le  dió  parte  de  que  Mo- 
llinedo había  herido  a Miguel  Angel  Arra- 
zola, por  lo  que  se  constituyó  en  el  lugar 
del  hecho  a instruir  las  diligencias. 

Carlos  Gómez  oyó  los  disparos  y vió  a 
Arrazola  ya  herido  y supo  que  Mollinedo  lo 
había  herido ; Gregoria  Borrayo  viuda  de 
Arroyo,  madre  del  occiso,  dijo  que  el  día  de 
autos  oyó  un  disparo  y vió  a su  hijo  en  la 
cantina  de  Julio  Flores,  después  de  lo  cual 
se  fué  para  su  casa ; después  oyó  nuevo  dis- 
paro y al  salir  se  dió  cuenta  que  la  gente  co- 
rría para  la  cantina  de  José  Antonio  Flores, 
en  donde  vió  a su  hijo  botado  y la  gente  de- 
cía que  Juan  Mollinedo  lo  había  herido.  Pie- 
dad Córdova  de  Flores  y Francisco  González 
sólo  oyeron  los  disparos.  Adolfo  Rivera  y 
Rafael  Bran,  que  por  el  rumor  público  su- 
pieron que  Mollinedo  había  herido  a Arra- 
zola. 


IV 

Recibida  la  causa  a prueba  se  rindieron 
a favor  del  enjuiciado  las  siguientes;  Fran- 
cisco Aldana,  Rafael  Ortiz,  Julián  y Eduar- 
do Pirir  declararon  afirmativamente,  de 
conformidad  con  el  interrogatorio  presen- 
tado para  el  efecto,  lo  mismo  que  el  Co- 
mandante Local,  Francisco  Vásquez,  al  prac- 
ticarse careo  entre  él  y Mollinedo.  Carea- 
do el  procesado  con  Rogelio  Castro,  éste  di- 
jo no  constarle  nada.  Elíseo  Paiz  Conde  de- 
clara sobre  una  agresión  de  Miguel  Angel 
Arrazola  a persona  distinta  de  Mollinedo, 
La  Auditoría  de  Guerra  y el  Juzgado  4°  de- 
partamental, informaron  que  contra  Arra- 
zola existían  antecedentes  penales. 

Con  estos  antecedentes  el  Juez  4’  de  U 
Instancia  dictó  sentencia  condenatoria  con- 
tra el  Mayor  Juan  Mollinedo,  declarándolo 
autor  del  homicidio,  y en  aplicación  del  ar- 
tículo 80  del  Código  Penal  lo  condenó  a su- 
frir la  pena  de  dos  años  de  prisión  correc- 
cional, por  considerar  que  no  se  comprobó 
la  circunstancia  de  la  fracción  2’  del  inciso 
4"  del  artículo  20  del  mismo  Código ; fallo 
que  confirmó  la  Sala  con  la  reforma  de  que 
la  pena  es  de  diez  años  rebajada  en  una 
tercera  parte  por  la  atenuante  de  haberse 
presentado  a la  autoridad  y confesar  su  de- 
lito. 

Recibidos  los  autos  en  esta  Corte,  en  vir- 
tud del  recurso  mencionado  al  principio,  y 
señalado  día  para  la  vista,  es  el  caso  de  dic- 
tar el  fallo  que  en  derecho  corresponde, 

CONSIDERANDO:  que  el  delito  de  ho- 
micidio cometido  por  Juan  Mollinedo  Cha- 
cón, en  la  persona  de  Miguel  Angel  Arrazo- 
la se  encuentra  plenamente  establecido  con 
la  prueba  directa  de  más  de  dos  testigos  idó- 
neos, la  confesión  del  propio  reo,  el  infor- 
me médico  legal  y la  partida  de  defunción 
del  occiso,  artículos  259,  270,  568  y 570,  Pro- 
cedimientos Penales ; 295  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO  : que  demostrada  como 
está  la  culpabilidad  del  procesado  en  el  he- 
cho delictivo  que  dió  origen  a su  encausa- 
miento,  procede  examinar  las  circunstancias 
que  rodearon  el  hecho,  para  ver  si  es  apli- 
cable la  pena  impuesta  por  el  Tribunal  sen- 
tenciador. Aparece  de  los  autos,  que  Molli- 
nedo se  presentó  voluntariamente  a la  auto- 
ridad de  Mixeo  en  donde  tuvo  verificativo 
el  suceso,  antes  de  ser  perseguido  como  cul- 
pable y confesó  el  delito ; también  consta 
que  fué  provocado  por  Arrazola,  pues  como 
tal  deben  reputarse  las  palabras  groseras  y 
la  actitud  amenazante  del  interfecto.  A este 
respecto  al  comentarista  del  Código  de  1870. 
don,  Tomás  María  de  Vizmanos,  y don  Cirilo 
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Alvarez  Martínez,  dicen  : “El  hombre  a quien 
se  le  insulta  o amenaza  es  disculpable  si 
responde  al  provocador  de  cualquier  modo ; 
que  en  un  hombre  ultrajado  no  se  puede 
extrañar  que  conteste  con  tropelía  en  un  mo- 
mento de  justo  enojo  y que  nunca  merecerá 
la  misma  pena,  que  si  ejecutara  fríamente, 
con  la  calma  de  la  razón  y por  pura  per- 
versidad”, El  penalista  don  Bernardino  Ali- 
mena,  al  analizar  la  falta  de  provocación 
como  circunstancia  atenuante,  manifiesta: 
“Que  ésta  subsiste  aún  cuando  se  busque  la 
ocasión  y el  motivo  de  reaccionar,  siempre 
que  en  realidad  la  reacción  tenga  lugar  du- 
rante el  ímpetu ; que  la  atenuante  de  tal  cir- 
cunstancia dura  mientras  dure  la  turba- 
ción del  ánimo  y que  la  ira  nace  de  las 
ofensas”.  Otros  tratadistas  dicen  que  pro- 
vocar vale  tanto  como  irritar  o estimular  a 
uno  con  palabras  o actos  para  que  se  eno- 
je; que  el  que  acude  al  terreno  de  la  fuer- 
za, no  por  su  propia  iniciativa,  sino  por  em- 
puje del  incidente  y eficaz  llamamiento  de 
su  contrario  y hiere  a éste,  tiene  a su  favor 
la  circunstancia  atenuante  que  determina  el 
artículo  21  del  Código  Penal  en  su  fracción 
4- ; que  la  falta  de  provocación  dentro  de  la 
legítima  defensa  está  subordinada  a la  agre- 
sión, pero  que  como  atenuante  no,  y,  por 
último,  que  exigir  la  prueba  de  la  falta  de' 
provocación  es  exagerado,  toda  vez  que  no 
es  posible  que  el  delincuente  pruebe  un  he- 
cho negativo”.  Examinadas  dentro  de  estos 
principios  generales,  las  declaraciones  de 
los  testigos  de  cargo  Juan  José  Rivera  y 
Julio  Flores,  se  llega  a la  conclusión  que, 
dadas  las  palabras  que  Arrazola  dirigió  a 
Mollinedo  y su  actitud  amenazante,  éste  pro- 
cedió a la  acción  que  dió  origen  al  homici- 
dio de  aquél,  inmediatamente  provocado ; y 
al  no  apreciarlo  así  la  Sala  sentenciadora, 
cometió  error  de  derecho  y,  por  consiguiente, 
la  casación  es  procedente, 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  la  ley  citada  y lo 
establecido  en  los  artículos  11.  12,  21,  frac- 
ción 9»,  27,  29,  33,  44,  66,  79  y 295,  Código 
Penal;  2’’  y 4°,  Decreto  Número  1740;  776, 
729,  732  y 735,  Procedimientos  Penales;  233 
y 234,  Decreto  Número  1928,  casa  y anula 
la  sentencia  recurrida  y,  resolviendo  sobre 
lo  principal,  declara : 

1- — Que  Juan  Mollinedo  Chacón  es  autor 
de  la  muerte  de  Miguel  Angel  Arrazola,  por 
cuya  infracción  le  impone  la  pena  de  diez 
años  de  prisión  correccional,  inconmutables ; 

2’ — Que  existiendo  en  favor  de  dicho  reo 
las  circunstancias  atenuantes  bien  califica- 
das, de  haberse  presentado  a la  autoridad  y 
confesado  el  delito,  antes  de  ser  persegui- 


do como  culpable  y la  de  haber  procedido  de 
parte  del  occiso  provocación  suficiente,  la 
pena  de  diez  años  de  prisión  queda  reduci- 
da a tres  años  cuatro  meses ; 

3" — Lo  suspende  en  el  ejercicio  de  sus  de- 
rechos políticos  durante  el  tiempo  de  la  con- 
dena; y, 

4° — Lo  deja  afecto  al  pago  de  las  respon- 
sabilidades civiles  provenientes  del  delito  y 
a la  reposición  del  papel  empleado  en  la 
causa. 

Notifiquese  y,  como  corresponde,  devuél- 
vase la  causa  al  Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sola- 
zar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argae- 
fa  S. — José  SeiTano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 

* * * 

Voto  razonado  de  los  señores  Magistrados 
Ojeda  Solazar  y Argaeta  S. 

Honorable  Corte  Suprema  de  Justicia: 

El  día  cuatro  del  mes  en  curso  se  firmó 
la  sentencia  que  se  discutió  en  veintiséis  del 
mes  próximo  pasado,  en  la  que  al  casar  y 
anular  la  ejecutoria  de  la  Sala  2’  de  la  Corte 
de  Apelaciones  se  declaró  en  el  Por  Tanto: 
“La  Corte  Suprema  de  Justicia  con  funda- 
mento en  la  ley  citada  y lo  establecido  en 
los  artículos  11,  12  21,  fración  9%  27,  29,  33, 
44,  66,  79  y 295,  Código  Penal;  2"  y A’,  De- 
creto Número  1740;  726,  729,  732,  435,  Pro- 
cedimientos Penales;  233  y 234,  Decreto  Nti- 
mero  1928,  casa  y anula  la  sentencia  recu- 
rrida y,  resolviendo  sobre  lo  principal  de- 
clara: 1’,  que  Juan  Mollinedo  Chacón  es  au- 
tor de  la  muerte  de  Miguel  Angel  Arrazo- 
la, por  cuya  infracción  le  impone  la  pena 
de  diez  años  de  prisión  correccional  incon- 
mutables; 2’,  que  existiendo  en  favor  de  di- 
cho reo  las  circunstancias  atenuantes  bien 
calificadas  de  haberse  presentado  a la  au- 
toridad y confesar  el  delito  antes  de  ser  per- 
seguido como  culpable,  y la  de  haber  pre- 
cedido de  parte  del  occiso  provocación  sufi- 
ciente, la  pena  de  diez  años  de  prisión  queda 
reducida  n tres  años  cuatro  meses;  3".  lo 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  el  tiempo  de  la  condena ; y, 
4'’,  lo  deja  afecto  al  pago  de  las  responsabi- 
lidades civiles  provenientes  del  delito  y a la 
reposición  del  papel  empleado  en  la  causa". 

Tuve  la  pena  de  no  estar  de  acuerdo  con 
la  opinión  autorizada  de  los  compañeros  de 
labores  judiciales  en  cuanto  a la  declara- 
ción hecha  de  que  es  inconmutable  la  pena 
impuesta  de  tres  años  cuatro  meses  de  pri- 
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sión  correccional  o sea  a la  pena  que  quedó 
reducida,  hecha  la  rebaja  de  las  dos  terce- 
ras partes  por  las  circunstancias  atenuantes 
bien  calificadas  que  se  apreciaron  en  su 
favor. 

Pienso  que  la  última  parte  del  articulo  44 
del  Código  Penal  se  refiere  a la  calidad  de 
la  pena  que  corresponda  en  razón  de  su 
duración  conforme  a la  escala  que  el  mismo 
Código  enumera  en  su  articulo  43,  o sea  de 
prisión  correccional,  arresto  mayor,  arresto 
menor,  prisión  simple  y multa,  en  cuya  es- 
cala he  suprimido  la  pena  de  muerte  por 
no  tener  esta  parte  alícuota  y por  consi- 
guiente, no  es  el  caso  de  analizarla  den- 
tro del  hecho  discutido.  La  conmutación 
de  la  pena  la  determina  de  una  manera 
clara  el  artículo  2’  del  Decreto  Número 
1740,  que  reformó  el  artículo  46  del  Có- 
digo Penal,  cuando  dice:  “Los  Tribunales 
permitirán  la  conmutación  hasta  en  las  dos 
terceras  partes  de  la  pena  de  prisión  co- 
rreccional cuando  no  exceda  de  cinco  años, 
etcétera”,  precepto  que  debe  aplicarse  en 
mi  concepto  a la  pena  impuesta  y nunca 
a la  que  correspondería  al  declarado  cul- 
pable de  un  delito  sin  atenuación  alguna, 
pues  hacer  lo  contrario,  sería  no  llenar  los 
preceptos  obligatorios  de  la  ley  transcrita; 
fuera  de  que  la  pena  debe  ser  apreciada 
tan  sólo  en  el  efecto  que  ha  de  producir, 
pues  de  otro  modo  el  propósito  principal  que 
se  persigue  siempre  con  la  pena,  cual  es  la 
de  dar  a conocer  al  culpable  la  necesidad 
moral  que  la  ley  entraña,  y hacerle  compren- 
der también  que  no  puede  impunemente  ol- 
vidarse su  acción,  sería  indudablemente  le- 
tra muerta  y no  un  precepto  eficaz  y pro- 
vechoso. 

Entre  los  muchos  tratadistas  de  la  Escue- 
la clásica,  están : Carrara  y Pesina  que  he 
elegido  para  no  salirme  del  Código  Penal 
que  está  calcado  en  dicha  escuela;  al  ha- 
blar del  fin  de  la  pena,  o sea  del  restable- 
cimiento del  orden  externo  de  la  sociedad, 
manifiestan : que  la  pena  debe  ser  produc- 
tora de  un  sufrimiento  y que  éste  debe  tener 
un  límite,  o sea  el  señalado  en  el  cumpli- 
miento de  la  pena  impuesta;  es  decir,  que  la 
pena  debe  recaer  sobre  la  libertad  restrin- 
gida y no  más  allá,  como  se  hace  al  inter- 
pretarlo que  la  pena  impuesta  de  prisión 
correccional  es  inconmutable,  idea  que  está 
en  pugna  con  el  fin  de  la  defensa  social. 

El  principio  clásico  de  que  la  pena  debe 
ser  proporcionada  al  delito  ya  ha  sido  sus- 
tituido por  el  que  proclama  que  la  pena  debe 
adaptarse  a la  naturaleza  del  delincuente. 


para  que  produzca  toda  la  eficacia  que  la 
ley  se  propone  al  individualizarla,  por  cuya 
razón  tanto  la  escuela  clásica  como  la  positi- 
va toman  el  hecho  como  el  indice  revela- 
dor de  la  personalidad  criminosa,  por  lo  que 
proponen  para  la  defensa  social,  que  se  to- 
men en  cuenta  las  medidas  de  seguridad  y 
que  se  busque  en  cada  caso  la  temebüidad 
La  naturaleza  del  crimen,  pues,  fija  clara- 
mente la  clase  de  pena,  pero  no  su  canti- 
dad, que  es  la  que  toma  el  artículo  2°  del 
Decreto  Número  1740,  para  declarar  si  la 
pena  impuesta  es  conmutable  o no ; es  de- 
cir, contempla  la  conmutación  dentro  de  la 
peligrosidad  del  sujeto  activo  del  delito,  asi 
como  también  las  circunstancias  que  lo  ro- 
dearon, para  así  establecer  una  exacta  y 
equitativa  proporción  entre  la  pena  y la 
criminalidad.  Por  último,  si  lo  dispuesto 
en  el  articulo  44  fuese  claro,  como  lo  es  el 
artículo  2“  del  Decreto  Número  1740,  siem- 
pre estaría  por  lo  que  el  segundo  determi- 
na, toda  vez  que  las  leyes  penales  tienen 
efecto  retroactivo  en  cuanto  favorecen  al 
reo  de  un  delito  o falta. 

Por  habérseme  argumentado  que  ya  ha- 
bía firmado  otras  sentencias  en  las  que  no 
se  permitió  la  conmutación  de  las  dos  ter- 
ceras partes  cuando  la  pena  no  excedía  de 
cinco  años  de  prisión  correccional  me  veo 
obligado  a rectificar,  no  sin  antes  haber  es- 
tudiado la  objetividad  jurídica  del  prevari- 
cato, por  ser  este  delito  el  que  lesiona  el 
interés  jurídico  justicia;  y he  llegado  a la 
conclusión  de  que  consistiendo  este  delito 
en  la  resolución  injusta,  no  aplicando  las 
leyes  como  deben  aplicarse,  sino  hacién- 
dolo de  un  modo  contrario  a derecho,  no  in- 
curro en  ninguna  responsabilidad  criminal 
al  pensar  hoy,  que  la  pena  impuesta  a Juan 
jyiollinedo  Chacón  de  tres  años  cuatro  me- 
ses de  prisión  correccional,  sí  es  conmuta- 
ble en  sus  dos  terceras  partes. 

Guatemala,  13  de  noviembre  de  1933. 

Alberto  Argaeta  S. 

^ ^ ^ 

Por  estar  de  acuerdo  con  el  criterio  que 
respecto  a la  conmutación  de  la  pena  sus- 
tenta el  señor  Magistrado  Argueta,  por  mi 
parte  también  voto  en  contra  de  la  declara- 
ción de  inconmutabihdad  de  la  pena  im- 
puesta. 

Federico  O.  Solazar 
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CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
seis  de  noviembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Se  examina  en  casación  la  sentencia  dic- 
tada por  la  Sala  3*  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, el  diez  y nueve  de  septiembre  próximo 
pasado,  en  el  proceso  instruido  contra  Ju- 
lián López  Martínez,  por  lesiones  y atentado 

I 

El  seis  de  febrero  de  este  año,  en  la  aldea 
La  Otra  Banda,  municipio  de  Guazacapán, 
departamento  de  Santa  Rosa,  como  a las 
cuatro  de  la  tarde,  los  individuos  Ciríaco  y 
Julián  López  estaban  cometiendo  un  es- 
cándalo en  estado  de  ebriedad,  en  casa  de 
Margarita  Solís,  concubina  del  primero,  y a 
solicitud  de  la  hija  de  ésta,  María  Luz  So- 
lís, acudió  el  auxilio  a fin  de  capturar  a los 
hechores,  pero  al  llegar,  en  vez  de  atender- 
los como  agentes  de  autoridad  hicieron  re- 
sistencia, por  lo  que  tuvieron  que  regresar 
por  la  escolta  y ya  unidos  procedieron  de 
nuevo  a la  captura,  pero  los  López  salieron 
huyendo  y uno  de  los  del  auxilio,  llamado 
Luis  Benito  Hernández,  trató  de  salirles  por 
delante,  pero  ellos  lo  atacaron  con  corvos  y 
le  causaron  varias  lesiones  hasta  derribarlo. 
La  escolta  continuó  en  su  persecución  y no 
logró  la  captura. 

II 

Tránsito  Godinez,  Justo  Benito,  Cipria- 
no Gómez,  Nazario  Santos  y otros  testigos, 
componentes  de  la  escolta,  a excepción  del 
primero,  declararon  que  los  mencionados 
López  con  sus  corvos  le  causaron  a Hernán- 
dez las  diferentes  lesiones  de  que  había  sido 
víctima,  cuando  se  había  adelantado  para 
lograr  su  captura. 

III 

El  informe  médico  expresa  que  Hernán- 
dez sufrió  cuatro  heridas  que  le  obligaron  a 
quince  días  de  asistencia  facultativa,  pero 
una  de  ellas  le  cercenó  parte  del  dedo  índi- 
ce de  la  mano  izquierda,  dejándole  impedi- 
mento funcional  y deformidad. 

IV 

De  los  reos  fué  capturado  posteriormen- 
te Julián  López,  quien  negó  haber  lesiona- 
do a Hernández,  sin  embargo  dice  que  cuan- 
do fueron  a capturarlo  sí  conoció,  entre  los 
de  la  escolta,  a este  individuo ; que  él  se 
encontraba  muy  ebrio,  lo  que  le  impedía  re- 


cordar lo  que  se  le  preguntaba ; y que  an- 
duvo huyendo  por  gusto  y no  quiso- hacer- 
se presente  para  que  no  se  le  castigara. 

V 

El  Juez  de  1’  Instancia  de  Santa  Rosa  dic- 
tó sentencia  el  veintiocho  de  julio  último  y 
declara  que  el  prevenido  es  autor  de  lesio- 
nes y atentado  a los  agentes  de  la  autoridad, 
delitos  por  los  cuales  le  impone  la  pena  de 
tres  años  de  prisión  correccional  conmuta- 
bles en  dos  terceras  partes  a razón  de  diez 
centavos  diarios;  hace  las  demás  declaracio- 
nes legales  y deja  abierto  el  procedimiento 
contra  el  reo  prófugo  Ciríaco  López.  Para 
la  imposición  de  la  pena  considera  que  por 
el  delito  de  atentado  le  corresponden  dos 
años  de  prisión  correccional  y tres  por  el  de 
lesiones,  pero  como  se  trata  de  un  solo  he- 
cho constitutivo  de  dos  delitos,  le  impone, 
por  ser  más  favorable  al  reo,  la  pena  co- 
rrespondiente al  delito  más  grave,  aumen- 
tada en  una  tercera  parte  o sean  cuatro  años ; 
y,  por  último,  como  no  se  sabe  quién  de  los 
dos  agresores  causó  las  lesiones,  disminuye 
la  pena  en  una  tercera  parte,  quedando,  en 
definitiva,  condenado  a tres  años. 

VI 

La  Sala  3-  de  Apelaciones  recibió  en  ape- 
lación el  fallo  y dió  el  trámite  de  ley.  Pi- 
dió el  Procurador  la  desaprobación  y el  Fis- 
cal solicitó  que  para  mejor  fallar  se  pidiera 
constancia  fehaciente  de  que  el  ofendido  des- 
empeñaba el  cargo  de  alguacil  el  día  de  au- 
tos, a fin  de  que  obtenido  tal  documento  se 
confirmara  en  todas  sus  partes  la  sentencia. 

El  diez  y nueve  de  septiembre  resolvió  la 
Sala  confirmando  el  fallo  en  lo  relativo  al 
delito  de  lesiones,  con  la  reforma  de  que  la 
pena  debe  ser  de  tres  años  de  prisión  correc- 
cional disminuida  en  una  tercera  parte ; y 
revocando  en  cuanto  al  delito  de  atentado 
porque  en  la  causa  no  aparece  constancia  de 
la  calidad  de  alguacil  del  ofendido. 

VH 

El  propio  Fiscal  de  la  Sala,  Licenciado  Con- 
tenti,  introdujo  el  recurso  de  casación  con- 
tra la  referida  ejecutoria,  fundado  en  viola- 
ción de  los  artículos  570,  inciso  1°  y 6°,  571, 
573,  609  y 729,  de  Procedimientos  Penales  ; 
66  y 141  en  relación  con  el  140  y 139,  del  Có- 
digo Penal.  Alega  el  recurrente  que  en  la 
causa  hay  prueba  bastante  de  que  el  reo  es 
autor  de  atentado  y la  calidad  dé  agente  de 
la  autoridad  del  ofendido  consta,  asimismo, 
sin  que  haya  duda  alguna  sobre  el  particu- 
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lar;  que  él  solicitó  que  se  pidiera  certifica- 
ción o constancia  auténtica  de  su  nombra- 
miento o designación,  pero  para  llenar  una 
simple  formalidad  y no  porque  abrigara  du- 
da alguna  al  respecto. 

CONSIDERANDO;  que  en  la  causa  está 
suficientemente  probado  que  Julián  López 
Martínez,  en  unión  de  Ciriaco  López,  agre- 
dió a Luis  Hernández  cuando  éste,  proce- 
diendo en  cumplimiento  de  sus  deberes  co- 
mo miembro  del  auxilio  civil  que  guardaba 
el  orden  público  en  el  lugar  del  suceso,  in- 
tentó verificar  la  captura  de  aquellos,  que 
escandalizaban  en  estado  de  ebriedad  y ame- 
nazaban con  arma  en  mano  a Margarita  So- 
lí s,  a quien,  en  definitiva,  le  causaron  una 
lesión  de  carácter  leve.  No  hay  un  solo  pa- 
saje de  la  causa  que  ponga  en  duda  el  ca- 
rácter de  agente  de  autoridad  de  que  esta- 
ba investido  Hernández,  por  lo  que  es  inne- 
cesario que  para  calificar  el  delito  se  tenga 
a la  vista  documento  alguno  que  acredite 
su  nombramiento.  Por  tales  razones,  aun- 
que conforme  con  la  ley  el  fallo  en  cuanto 
declara  la  responsabilidad  relativa  al  delito 
de  lesiones,  hay  quebrantamiento  de  los  ar- 
tículos 66  y 141  del  Código  Penal,  en  rela- 
ción con  los  artículos  139  y 140  del  mismo, 
pues  los  hechos  que  se  tienen  como  proba- 
dos en  el  proceso  son  constitutivos,  además 
de  la  infracción  punible  castigada,  del  deli- 
to de  atentado  a los  agentes  de  la  autoridad 
y al  no  haberlo  declarado  asi  la  Sala  sen- 
tenciadora incurrió  en  error  de  derecho  que 
debe  subsanarse  mediante  la  casación  del 
fallo  recurrido.  Artículos  676,  inciso  2",  568, 
de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  los  testigos  exa- 
minados durante  la  sustanciación  de  la  cau- 
sa demuestran  plenamente  que  entre  Ju- 
lián y Ciriaco  López  le  infirieron  a Hernán- 
dez las  lesiones  de  que  fué  víctima,  sin  otro 
motivo  que  el  haber  querido  capturarlos  en 
cumplimiento  de  sus  deberes  como  miem- 
bros del  auxilio  que  celaba  el  orden  en  la 
aldea  de  su  residencia;  que  este  hecho  es 
constitutivo  de  dos  delitos  graves,  como  son 
el  de  atentado  y el  de  lesiones : el  prime- 
ro cometido  con  armas  y el  segundo  que  dejó 
impedimento  funcional  y deformidad  al  ofen- 
dido. Sin  embargo,  debe  imponerse  al  reo 
la  pena  más  favorable  que  es  la  que  resul- 
ta infligiéndole  la  que  corresponde  al  deli- 
to más  grave,  que  en  este  caso  es  el  de  lesio- 
nes, aumentada  en  una  tercera  parte ; y 
aunque  efectivamente  no  se  sabe  quién  de 
los  dos  agresores  fué  el  que  causó  la  herida 
grave,  no  procede  rebajar  la  tercera  parte 
de  la  pena  impuesta  porque  el  artículo  310 


del  Código  Penal,  sólo  es  aplicable  a las  le- 
siones que  fueren  causadas  en  riña  tumul- 
tuaria, caso  diferente  del  de  autos.  Ar- 
tículos 139,  inciso  2'’,  140  inciso  1'',  141,  86  y 
310,  Código  Penal. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  686  y 687,  Proce- 
dimientos Penales,  casa  y anula  la  senten- 
cia recurrida  y,  resolviendo  sobre  lo  prin- 
cipal, declara;  I’,  que  Julián  López  es  reo 
de  lesiones  graves  y de  atentado  contra  los 
agentes  de  la  autoridad ; por  el  primer  delito 
le  corresponderían  tres  años  y dos  por  el  se- 
gundo, pero  de  conformidad  con  lo  dispuesto 
en  el  articulo  86  del  Código  Penal  se  le  con- 
dena a la  pena  mayor,  aumentada  en  una 
tercera  parte ; 2'’,  queda  suspenso  el  reo  en 
el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos  du- 
rante el  tiempo  de  la  condena;  obliga  al 
pago  de  las  responsabilidades  civiles  prove- 
nientes del  delito;  exonerado  de  la  reposi- 
ción del  papel  y se  le  permite  conmutar  las 
dos  terceras  partes  de  la  pena  impuesta  a 
razón  de  diez  centavos  diarios,  debiendo  ex- 
tinguir su  condena  en  la  Penitenciaria  Cen- 
tral; 3’,  se  deja  abierto  el  procedimiento  con- 
tra el  reo  prófugo  Ciriaco  López;  4’,  el  Juez 
menor  respectivo  deberá  juzgar  la  infrac- 
ción cometida  por  el  procesado  contra  Mar- 
garita Solis,  por  ser  constitutiva  de  falta, 

Notifiquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M,  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar ¿ne- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mi,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
ocho  de  noviembre  de  mU  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista,  por  recurso  de  casación,  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  3’  de  la  Corte  de 
Apelaciones  el  ocho  de  septiembre  del  año 
en  curso,  en  la  causa  instruida  por  el  delito 
de  estafa  contra  Carlos  Ramiro  Urioste  y 
Antonio  Cosenza,  en  la  que  se  confirma  la 
del  Juez  5°  de  1’  Instancia,  con  la  modifica- 
ción de  que  Antonio  Cosenza  no  es  autor 
sino  encubridor  del  delito  de  estafa  conti- 
nuado, y que  la  pena  que  debe  sufrir  es  la 
de  veinte  meses  de  prisión  correccional,  con- 
mutable en  la  forma  y proporción  determina- 
da por  el  Juez  sentenciador. 
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Antonio  Cosenza,  con  auxilio  del  Licencia- 
do Alejandro  Arenales,  introdujo  contra  el 
pronunciamiento  de  la  Sala  3’  recurso  de 
casación  por  violación  de  ley,  denunciando 
como  infringidos  los  artículos  siguientes : 
15  y 20,  inciso  8'',  del  Código  Penal;  568,  571, 
581,  604  y 731,  de  Procedimientos  Penales. 
Carlos  Ramiro  Urioste,  con  auxilio  del  Abo- 
gado Juan  Córdova  Cerna,  al  serle  notifica- 
da la  ejecutoria  de  la  Sala,  también  inter- 
puso recurso  de  casación,  citando,  como  vio- 
lados, los  artículos  407,  Código  Penal;  568, 
571,  573,  586,  en  sus  incisos,  P,  3’,  4'’  y 5'', 
587,  589,  594.  597,  596,  601,  604,  607,  608, 
609,  731  y 676,  incisos  1*’,  4’  y 6’,  de  Proce- 
dimientos Penales. 

Los  fundamentos  legales  del  Juez  5°  de  1’ 
Instancia,  son  los  siguientes : 

“Considerando  : que  con  las  inspecciones 
oculares  practicadas  en  la  Auditoría  Gene- 
ral de  los  Ferrocarriles  de  Centro  América, 
con  los  documentos  que  obran  en  autos,  con 
los  dictámenes  de  los  expertos  Alfredo  A, 
Godoy,  Manuel  Cemborain  y Alberto  Barrios, 
con  el  dicho  de  más  de  dos  testigos,  se  pro- 
bó plenamente  la  preexistencia  del  delito  de 
estafa  investigado,  quedando  de  esa  manera 
justificada  la  base  del  procedimiento  crimi- 
nal seguido.  Artículos  259,  570,  573,  607  y 
608,  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

“Considerando:  que  en  contra  de  Carlos 
Ramiro  Urioste  para  conceptuársele  como 
autor  de  dicho  delito  existen  las  presuncio- 
nes graves,  precisas  y concordantes  que  se 
desprenden  de  los  hechos  y pasajes  siguien- 
tes: a)  haber  confesado  que  era  el  encar- 
gado de  la  venta  de  boletos  de  segunda  cla- 
se en  la  división  del  Pacífico,  en  la  estación 
Central  de  los  Ferrocarriles  de  Centro  Amé- 
rica ; b ) Estar  demostrado  también  por  su 
propia  confesión,  que  al  descubrirse  el  frair- 
de  cometido  a esa  empresa  y saber  que  se  le 
sindicaba  como  culpable,  abandonó  el  em- 
pleo que  tenía  y se  ocultó;  c)  Estar  igual- 
mente demostrado  que  cuando  él  desempe- 
ñaba aquel  empleo  se  cometieron  los  fraudes 
consistentes  en  hacer  aparecer  en  los  for- 
mularios que  diariamente  rendían,  como 
vendidos  a estaciones  próximas  boletos  que 
en  realidad  lo  eran  lejanas,  boletos  que  pa- 
gaba el  público  su  justo  valor  y que  no  in- 
gresaba completo  a la  Caja  de  la  empresa, 
la  que  era  defraudada  con  las  diferencias; 
d ) Con  los  hechos  que  se  deducen  de  las 
inspecciones  oculares  practicadas,  de  los  in- 
formes emitidos  por  los  expertos  contadores 
nombrados  al  efecto,  de  los  documentos  pre- 
sentados por  la  Empresa  de  Ferrocarriles, 
de  las  indagatorias  de  los  procesados  y de 
las  declaraciones  de  los  testigos  Carlos  Pres- 


tinary,  Antonio  Vanegas,  Aristeo  Sosa,  Ra- 
fael Muñoz  y Ernesto  Guffein,  pues  con  ese 
cúmulo  de  hechos  se  ha  demostrado  que  en 
las  fechas  en  que  cometieron  los  fraudes  a 
la  expresada  empresa  por  la  venta  de  bille- 
tes de  segunda  clase  en  la  división  del  Pa- 
cífico, el  encargado  de  hacer  esas  ventas  en 
la  primera  taquilla,  era  Carlos  Ramiro  Urios- 
te y el  destinado  a controlar  o revisar  las 
cuentas  de  éste  lo  era  Antonio  Cosenza; 
que  el  fraude  cometido  a la  empresa  consis- 
tió en  consignar  en  los  formularios  respec- 
tivos, como  vendidos  a estaciones  próximas, 
boletos  que  en  realidad  lo  eran  para  lejanas; 
que  esos  fraudes  sólo  pudieron  hacer  sido 
cometidos  por  Urioste  mediante  el  auxilio 
de  Cosenza ; que  los  fraudes  cometidos  as- 
cienden a las  sumas  consignadas  en  los  in- 
formes que  rindieron  los  expertos  que  están 
en  mayor  número ; por  lo  expuesto  proce- 
de imponer  al  enjuiciado  Urioste  la  pena  co- 
rrespondiente ya  que  en  ese  caso  no  hay 
circunstancias  que  apreciar.  Artículos  568, 
570,  595,  596,  597,  601,  607  y 608,  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  407,  408,  413  y 
76  del  Código  Penal. 

“Considerando ; que  en  contra  de  Antonio 
Cosenza  para  juzgársele  co-autor  del  mismo 
delito  de  estafa,  existen  las  presunciones 
igualmente  graves,  precisas  y concordantes 
que  se  forman  de  los  hechos  siguientes : 1", 
está  probado  plenamente  en  autos  que  du- 
rante el  período  en  el  cual  se  defraudó  a la 
Compañía  de  los  Ferrocarriles,  el  encargado 
de  controlar  las  cuentas  de  Urioste  lo  era  el 
mencionada  Cosenza,  quien  nunca  dió  cuen- 
ta de  las  irregularidades  que  cometía  Urios- 
te, esto  él  mismo  lo  dijo  y confesó,  además 
que  es  cierto  que  el  diez  y siete  de  julio  del 
año  de  mil  novecientos  treinta  y uno,  che- 
queó once  pasajes  para  la  estación  Eureka, 
chequeando  todas  las  fórmulas  que  se  le  pu- 
sieron a la  vista  y que  le  entregaron  once 
codos  vendidos  para  Eureka,  y no  se  expli- 
ca por  qué,  en  la  fórmula  respectiva,  no  co- 
inciden los  codos  de  los  tickets  que  chequeó 
con  los  números  que  aparecen  en  la  fórmula 
correspondiente ; 2°,  que  entre  las  atribucio- 
nes de  Cosenza  estaba  la  de  revisar  y con- 
trolar las  ventas  de  tickets  y dar  parte  de 
cualquiera  irregularidad  y anomalía  que  ob- 
servara, lo  que  jamás  hizo  (esto  último), 
pues  ni  dió  aviso  ni  hizo  ninguna  observa- 
ción; 3’,  el  mismo  Cosenza,  en  la  inspec- 
ción ocular  practicada  el  diez  y siete  de 
agosto  del  año  próximo  pasado,  al  ponérsele 
a la  vista  los  documentos  respectivos,  dijo : 
que  efectivamente  reconoce  por  esos  docu- 
mentos, que  para  la  estación  Eureka,  el  día 
quince  de  abril  de  mil  novecientos  treinta 
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y uno,  no  hubo  más  que  cinco  pasajeros,  en 
vez  de  catorce  y que  estaba  de  acuerdo  en 
que  la  diferencia  de  nueve  boletos  y tickets 
que  fueron  controlados  para  Eureka  se  dis- 
tribuyeron en  la  forma  que  lo  indicó  para 
estaciones  más  lejanas  (folio  50)  ; y siendo 
asi  que  en  aquella  inspección  inmediata- 
mente observó  las  irregularidades  o anoma- 
lías indicadas  y estando  probado  que  dados 
los  conocimientos  de  Cosenza  en  la  materia 
y las  operaciones  y cálculos  sencillos  que 
tenía  que  hacer  en  la  revisión  de  las  cuen- 
tas de  Urioste  por  no  haber  dado  nunca  avi- 
so o parte  a la  Auditoria  de  la  Empresa  de 
las  varias  anomalías  que  los  expertos  obser- 
varon, que  de  todo  ello  y de  lo  manifestado 
por  los  mismos  expertos,  lo  confesado  por  el 
propio  reo  y lo  que  declararon  los  testigos 
ya  indicados  se  deduce,  que  Cosenza  median- 
te su  concurso  auxilió  a Carlos  R.  Urioste  en 
la  comisión  del  hecho  punible  investigado, 
en  una  forma  sin  la  cual  éste  no  hubiera 
tenido  verificativo,  pues  siendo  tan  sencillo 
controlar  esas  cuentas,  él  se  percató  induda- 
blemente de  esas  anomalías  y al  no  dar 
parte  con  ellas  contribuyó  a la  estafa  come- 
tida, por  lo  cual  debe  conceptuársele  como 
co-reo  autor  de  ese  delito  e imponérsele  la 
pena  corespondiente  sin  ninguna  modifica- 
ción ya  que  no  concurren  circunstancias  que 
apreciar.  Artículos  76,  27,  29,  408  y 413  del 
Código  Penal;  568,  570,  595,  596,  601,  609 
y 608,  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales”. 

Los  de  la  Sala  son : 

"Considerando : que  los  cuadros  encontra- 
dos en  la  documentación  conservada  como 
comprobante  por  la  Empresa  de  los  Ferro- 
carriles Internacionales  de  Centro  América, 
de  donde  sacaron  sus  datos  los  expertos  nom- 
brados por  el  Tribunal  de  Primera  Instancia, 
por  los  reos  y por  los  acusadores,  tanto  por 
su  propia  índole  y calidad,  como  porque  Car- 
los R.  Urioste  al  ser  indagado  no  negó  su 
autenticidad  y dijo  que  las  cifras  y las  le- 
tras que  contienen  se  parecen  a las  suyas, 
alegando  únicamente  que  no  los  reconocía 
como  los  mismos  firmados  por  él  durante 
el  desempeño  del  empleo  que  tuvo  en  dicha 
Empresa,  porque  habiendo  sido  escritos  con 
lápiz,  pudieron  ser  alterados,  circunstancia 
que  no  probó  y excusa  el  cotejo  de  letras  por 
expertos;  que  el  mismo  reo,  con  posteriori- 
dad se  negó  al  reconocimiento  de  manera 
categórica,  pero  no  alegó  fundamento  alguno 
de  su  retractación;  que  Iqs  testigos  Carlos 
Prestinary,  Ernesto  Guffein  y Aristeo  Sosa, 
demuestran  con  sus  declaraciones  unánimes 
y contestes  la  falta  de  verdad  de  las  sos- 


pechas de  dicho  reo,  presunciones  humanas 
todas  que  valoraron  el  mérito  probatorio  de 
los  cuadros  de  referencia,  demostrando  que 
los  que  fueron  examinados  por  los  Jueces 
instructores  y los  expertos  son  los  mismos 
que  firmaron  Carlos  R.  Urioste  y Antonio 
Cosenza.  Artículos  589,  601  y 609,  Procedi- 
mientos Penales. 

“Considerando ; que  los  dictámenes  peri- 
ciales rendidos  en  la  causa  y la  prueba  tes- 
timonial producida  establecen  de  manera 
indudable  la  existencia  de  apuntes  indebidos 
y falsos  hechos  al  consignar  en  los  cuadros 
respectivos  operaciones  de  expendio  y con- 
trol de  los  boletos  de  segunda  clase  para  las 
estaciones  de  división  del  Pacífico  de  la 
Compañía  de  los  Ferrocarriles  Internaciona- 
les de  Centro  América,  justifican  plenamen- 
te la  base  del  procedimiento  criminal  ins- 
truido contra  Carlos  Ramiro  Urioste  y An- 
tonio Cosenza  y demuestran  la  efectiva  pre- 
existencia del  delito  de  estafa  continuada 
que  se  investiga.  Artículos  259,  573  y 608, 
Procedimientos  Penales. 

“Considerando : que  siendo  facultad  po- 
testativa de  los  Tribunales  determinar  el 
valor  jurídico  probatorio  del  juicio  pericial, 
según  las  circunstancias,  esta  Sala,  para  los 
efectos  de  determinar  la  responsabilidad  pe- 
nal de  los  reos,  debe  analizar  los  cuatro  dic- 
támenes que  en  la  causa  fueron  rendidos  por 
los  expertos  Alfredo  A.  Godoy,  Manuel  Cem- 
borain,  J.  Alberto  Barrios  y Ernesto  Ramí- 
rez F.,  confrontarlos  con  los  hechos  que 
aparecen  plenamente  probados  con  declara- 
ciones de  los  testigos  Rafael  Muñoz  Beteta, 
Aristeo  Sosa;  Carlos  H.  Prestinary  y Ernes- 
to Guffein  y con  las  inspecciones  oculares 
practicadas  por  el  Juez  y,  finalmente,  dedu- 
cir las  presunciones  humanas  que  sean  con- 
secuencia lógica  de  las  pruebas. 

Al  verificar  tal  análisis,  se  observan  las 
siguientes  circunstancias : 

a)  Que  los  dictámenes  periciales  de  don 
Alfredo  A.  Godoy,  de  don  Manuel  Cembo- 
rain  y de  don  J.  Alberto  Barrios  merecen  en- 
tero crédito,  no  sólo  por  coincidir  en  todas 
sus  apreciaciones  y conclusiones,  sino  tam- 
bién por  estar  en  un  todo  de  acuerdo  con 
las  declaraciones  de  los  testigos  de  cargo, 
por  ser  sus  afirmaciones  lógicas  y congruen- 
tes y,  por  haber  realizado  su  trabajo  tenien- 
do a la  vista  la  documentación  necesaria  y 
especificando  en  cuadros  contables  y con 
toda  minuciosidad  las  cantidades  que  fue- 
ron defraudadas  a la  compañía  ferrocarrile- 
ra en  el  cuiso  de  dos  años.  Artículos  608. 
Procedimientos  Penales; 
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b)  Que  el  dictamen  de  don  Ernesto  Ramí 
rez  F.,  no  merece  igual  crédito,  toda  vez 
que  su  argumentación  relativa  a la  falta  de 
autenticidad  de  los  documentos  que  tuvo  a 
la  vista  no  es  exacta,  según  se  ha  expresado 
en  el  primer  "considerando”  de  esta  senten- 
cia, y porque,  al  emitir  opinión  sobre  hecho 
cuya  calificación  incumbe  a los  Tribunales, 
dejó  de  verificar  su  trabajo  de  acuerdo  con 
las  bases  que  le  fueron  señaladas  por  el 
Juez.  (Articulo  citado)  ; 

c)  Que  si  bien  los  cuatro  testigos  de  car- 
go son  empleados  de  la  Empresa  de  los  Fe- 
rrocarriles Internacionales  de  Centro  Amé- 
rica, este  hecho  no  invalida  el  mérito  pro- 
batorio de  sus  manifestaciones,  ya  que  es 
aplicable  al  caso  sub-jndice  la  prescripción 
contenida  en  el  artículo  582  del  Código  de 
Procedimientos  Penales.  Artículo  573,  Prr- 
cedimientos  Penales; 

d)  Que  las  inspecciones  judiciales  prac- 
ticadas en  el  lugar  del  suceso,  relacionadas 
con  los  hechos  consignados  en  los  dictáme- 
nes periciales,  constituyen  plena  prueba  so- 
bre los  hechos  que  en  las  mismas  se  hacen 
constar.  Artículo  607,  Procedimientos  Pe- 
nales. 

"Considerando : que  la  culpabilidad  de 
Carlos  Ramiro  Urioste  como  autor  de  las 
infracciones  delictuosas  pesquisadas,  se  de- 
duce como  una  consecuencia  lógica  y ne- 
cesaria de  los  siguientes  hechos  debidamen- 
te probados  en  la  causa : 

a)  Estar  encargado  el  reo  del  expendio 
normal  de  boletos  de  segunda  clase  para  la 
división  del  Pacífico  y de  la  recaudación  de 
las  cantidades  percibidas  con  tal  motivo ; 

b ) Existir  un  fraude  en  tales  operaciones 
de  boletaje,  Iraude  cometido  por  la  perso- 
na -encargada  de  tal  recaudación,  alterando 
de  manera  dolosa  los  informes  numéricos 
de  las  cuentas  que  con  tal  motivo  rendía  a 
las  oficinas  de  la  Empresa,  como  consta  en 
los  dictámenes  periciales  e inspecciones  ju- 
diciales ; 

La  reiterada  falta  de  correlación  exis- 
tente entre  los  reportes  números  doscientos 
veintinueve  y doscientos  cincuenta  y tres, 
cuyo  manejo  estaba  encargado  al  procesado, 
anomalía  que  no  se  puede  explicar  lógica- 
mente más  que  por  la  existencia  de  un  pro- 
pósito fraudulento.  Artículos  571,  587,  589, 
595,  597  y 601,  Procedimientos  Penales. 

"Considerando:  que  Antonio  Cosenza,  en 
sus  indagatorias  no  ha  explicado  satisfacto- 
riamente por  qué  aceptó  y chequeó  como 
correctos  los  cuadros  que,  según  él  mismo, 
formuló  Urioste  con  datos  suplantados  como 
lo  constató  la  Empresa  al  cotejarlos  con  los 
codos  y con  los  boletos  vendidos  a los  pasa- 


jeros, habiendo  en  una  de  ellas  sindicado  a 
Urioste  como  presunto  autor  de  dicha  su- 
plantación o estafa  por  todo  lo  que  ha  visto, 
y confesado  que  varios  codos  se  extravia- 
ron de  su  propio  escritorio  donde  estaban 
a su  cargo ; que  él  debía  controlar  las  cuen- 
tas de  Urioste  y que  le  fueron  sustraídos  di- 
chos codos  para  establecer  su  responsabili- 
dad, todo  lo  que  induce  a confirmar  la  au- 
tenticidad de  los  cuadros  que  exhibe  la  Em- 
presa de  los  Ferrocarriles  y tomar  como  cier- 
tos y verdaderos  los  datos  que  de  ellos  se 
desprenden.  Artículos  589,  601  y 609,  Pro- 
cedimientos Penales. 

"Considerando:  que  estando  debidamente 
establecidas  en  la  causa  las  atribuciones  que 
incumbía  desempeñar  a Antonio  Cosenza 
como  revisor  y controlador  de  las  operacio- 
nes verificadas  por  Urioste,  encontrándose 
igualmente  probadas  en  forma  legal  las  ma- 
nifiestas mudanzas  que  existen  en  las  cuen- 
tas de  Carlos  Ramiro  Urioste,  alteraciones 
que  hubieran  permitido  la  revelación  inme- 
diata del  fraude  a un  revisor  de  buena  fe, 
la  única  consecuencia  que  de  tales  hechos 
se  infiere  es  la  de  que  Cosenza  obraba  en 
connivencia  con  su  co-reo  ocultando  el  cuer- 
po del  delito  y que,  por  ende,  ha  incurrido 
en  responsabilidad  penal.  Ahora  bien,  a tal 
responsabilidad  no  puede  atribuírsele  la 
misma  gravedad  que  a la  del  enjuiciado 
Urioste,  toda  vez  que,  en  rigor  de  derecho, 
no  podía  incluírsela  en  ninguno  de  los  ca- 
sos previstos  por  el  artículo  29  del  Código 
Penal,  ni  tampoco  podría  considerársele  con 
el  criterio  que  determina  el  artículo  30  del 
mismo  cuerpo  de  leyes.  En  efecto,  los  ac- 
tos cometidos  por  el  enjuiciado  no  son  an- 
teriores ni  simultáneos  a los  diversos  hechos 
que,  en  su  sucesiva  realización  constituyen 
el  delito  de  estafa  continuada;  por  el  con- 
trario, son  posteriores,  ya  que  las  operacio- 
nes de  control  se  ejecutaban  en  ocasión  que 
los  fraudes  ya  estaban  cometidos  por  consi- 
guiente en  vista  de  lo  dispuesto  por  el  ar- 
tículo 31  del  susodicho  Código,  en  sus  inci- 
sos 1'’  y 2'’,  artículos  571,  587,  589.  595,  597 
y 601,  Procedimientos  Penales  y citados. 

"Considerando:  que  excediendo  de  mil 
quetzales  el  monto  de  la  suma  defraudada, 
la  pena  que  corresponde  imponer  al  autor 
principal  es  la  de  cinco  años  de  prisión  co- 
rreccional y al  encubridor  la  tercera  parte, 
o sea  la  de  veinte  meses  de  igual  clase  de 
pena.  Artículos  66,  72  y 407,  inciso  5'’,  Có- 
digo Penal,” 

El  treinta  de  julio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y dos.  James  Keough  y Aristeo  Sosa,  el 
primero  como  Auditor  General  d^  la  Com- 
pañía de  Ferrocarriles  Internacionales  de 
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Centro  América  y el  segundo  como  Agente 
de  la  misma,  se  presentaron  ante  el  Juez 
5°  de  1’  Instancia  denunciando  los  hechos 
siguientes  : que  al  practicar  una  revisión  vi- 
nieron al  conocimiento  de  que  en  la  venta 
al  público  de  pasajes  de  segunda  clase  para 
la  división  del  Pacífico,  se  cometía  una  irre- 
gularidad; que  el  público  compraba  pasajes 
para  las  diversas  estaciones,  pero  que  el  va- 
lor que  por  los  pasajes  se  pagaban  ni  ingre- 
saba completo  a las  cajas  de  la  Compañía, 
debido  a que  se  hacían  figurar  como  vendi- 
dos a una  estación  próxima,  billetes  que  ha- 
bían sido  en  realidad  vendidos  a una  esta- 
ción lejana,  guardándose,  en  consecuencia, 
alguien  la  diferencia ; que  las  personas  que 
desempeñaban  el  puesto  de  taquillero  y en- 
cargado de  chequear  y revisar  la  cuenta, 
lo  eran  Carlos  R.  Urioste  y Antonio  Cosenza, 
respectivamente ; que  este  último  tenía  obli- 
gación de  revisar  los  estados  que  le  eran  pre- 
sentados por  el  primero  y comprobarlos  con 
los  billetes  vendidos.  La  causa  se  abrió  a 
prueba  a solicitud  de  la  acusación,  y du- 
rante el  término  respectivo  se  rindieron  las 
siguientes:  a)  Declaraciones  de  Rafael  Mu- 
ñoz Beteta,  Aristeo  Sosa,  Carlos  H.  Presti- 
nary  y Ernesto  Guffein;  b)  Declaraciones 
de  Oscar  T.  Barillas  y Osvaldo  de  León;  e) 
Y declaraciones  de  José  Penagos,  Carlos 
Rafael  López  Estrada  y Rogelio  Villegas. 
Los  cuatro  primeros  depusieron  más  o me- 
nos lo  siguiente : que  las  atribuciones  de 
ambos  reos  eran  las  de  expendedor  de  tic- 
kets de  segunda  clase  para  la  división  del 
Pacífico  y revisor,  respectivamente ; que  de 
las  dos  formas  usadas  para  el  control  del 
boletaje,  a Urioste  le  correspondía  llenar  la 
número  doscientos  cincuenta  y tres;  que 
dada  la  forma  en  que  Cosenza  verificaba  la 
revisión,  era  relativamente  sencillo  descu- 
brir el  fraude;  que  Cosenza  no  hacía  repa- 
ros a las  cuentas  de  Urioste  y se  limitaba  a 
chequear  de  conformidad  (declaraciones  de 
Sosa  y Prestinary)  ; que  mientras  Urioste  y 
Cosenza  desempeñaron  sus  empleos,  ningu- 
na otra  persona  se  entendió  con  sus  atribu- 
ciones, esto  es,  desde  los  años  de  mil  nove- 
cientos veinticuatro  y mil  novecientos  vein- 
te, respectivamente  (declaraciones  de  Mu- 
ñoz Beteta,  Sosa  y Prestinary).  Las  mani- 
festaciones de  Barillas  y De  León,  propues- 
tas por  la  defensa,  no  arrojan  mérito  alguno, 
pues  no  son  categóricas,  y en  cuanto  a los 
demás  testigos  que  se  han  nombrado,  decla- 
ran únicamente  sobre  la  honradez  y buenos 
antecedentes  de  Carlos  Ramiro  Urioste.  En 
cumplimiento  del  auto  para  mejor  fallar  del 
Juez  5“  de  fecha  veinticinco  de  febrero  del 
corriente  año,  se  practicaron  las  siguientes 
diligencias:  declaración  de  Aristeo  Sosa,  am- 


pliación de  la  indagatoria  de  Carlos  Ramiro 
Urioste,  nueva  inspección  ocular  practicada 
por  el  Juez  en  las  oficinas  del  ferrocarril  y 
dictámenes  periciales  emitidos  respectiva- 
mente por  los  contadores : Manuel  Cembo- 
rain,  J.  Alberto  Barrios  y Ernesto  Ramírez  F. 
De  estas  diligencias,  se  observa  que  Cembo- 
rain  se  produce  en  un  todo  de  acuerdo  con 
Alfredo  A.  Godoy,  Barrios  en  ciertos  puntos 
está  de  acuerdo  y en  otros  difiere ; Ramírez 
no  sienta  ninguna  conclusión  por  parecerle 
que  los  documentos  que  le  fueron  mostra- 
dos carecen  de  autenticidad. 

CONSIDERANDO:  que  estando  plena- 
mente probados  los  hechos  de  los  cuales  se 
hacen  las  inferencias,  juicio  y deducciones 
en  la  causa  instruida  por  el  delito  de  estafa 
contra  Carlos  Ramiro  Urioste  y Antonio  Co- 
senza, la  declaración  de  culpabilidad,  reúne 
los  caracteres  indispensables  que  la  ley  re- 
quiere y el  Tribunal  sentenciador  obró  con 
mérito  suficiente  para  fundar  en  ellas  la 
condena  impuesta  de  cinco  años  y veinte 
meses  de  prisión  correccional  respectiva- 
mente, procediendo  en  ejercicio  de  la  facul- 
tad que  la  ley  reconoce  a los  Jueces  de  1’  y 
2-  Instancia  en  su  artículo  601,  Procedimien- 
tos Penales,  para  apreciar  la  fuerza  proba- 
toria de  la  prueba  indirecta,  así  como  la 
que  arrojen  los  dictámenes  periciales,  que 
se  manden  practicar  para  mejor  comproba- 
ción de  los  hechos  denunciados,  sin  que  tal 
apreciación  pueda  dar  lugar  al  recurso  de 
casación.  Por  consiguiente,  no  es  el  caso  de 
entrar  al  examen  de  los  artículos  15  y 20, 
inciso  8“,  del  Código  Penal;  568,  571,  581, 
604  y 731,  de  Procedimientos  Penales,  cita- 
dos por  Antonio  Cosenza;  407,  Código  Pe- 
nad; 568,  571,  573,  586,  en  sus  incisos  1’,  3". 
4'^  y 5',  587,  589,  594,  596,  597,  601,  604,  607, 
608,  609,  731  y 676,  incisos  1°,  4’  y 10,  de 
Procedimientos  Penales,  citados  por  Carlos 
Ramiro  Urioste. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  lo  que  disponen  los  ar- 
tículos 676,  671  y 690,  Procedimientos  Pe- 
nales; 233  y 234,  Decreto  Número  1928,  des- 
estima, por  improcedente  el  recurso  de  casa- 
ción interpuesto,  e impone  a los  recurren- 
tes la  pena  adicional  de  quince  días  de  pri- 
sión simple,  conmutables  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  día. 

Notifíquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Carlos  Castellanos 
R. — Alberto  Argueta  S. — José  Serrano  Mu- 
ñoz.— Ric.  Ortiz  Sánchez. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
quince  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  sentencia 
de  fecha  catorce  de  octubre  del  año  en 
curso,  proferida  por  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  en  la  que  se  confir- 
ma la  que  dictó  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia del  Departamento  de  Santa  Rosa,  en  la 
causa  que  por  el  delito  de  robo  se  instruyó 
contra  Fernando  Grajeda  Páez. 

La  causa  se  instruyó  en  virtud  de  denun- 
cia que  hizo  Agustin  Toe,  quien  manifestó 
que  el  día  trece  de  julio  último  cuando  él 
se  dirigía  a comer,  vió  parados  en  la  esquina 
inmediata  a su  casa,  a Fernando  Grajeda  y 
a Angel  Arévalo ; que  cuando  regresó  notó 
que  le  faltaban  un  serrucho  grande,  una 
linterna  de  dos  pilas  y una  almádana  peque- 
ña (martillo) ; que  al  día  siguiente  llegó 
Arévalo  a su  casa,  y le  dijo  que  en  compañía 
de  Grajeda  le  habían  robado  las  cosas  que 
le  faltaban,  pero  que  le  suplicaba  que  no 
fuera  a dar  parte  a la  autoridad  y que  se 
las  devolverían.  Florencio  Gómez,  Francis- 
co Morales,  Domingo  Aguilar,  afirmaron  que 
en  poder  de  Grajeda  se  encontró  una  almá- 
dana pequeña  y que  éste  al  ser  examinado 
dijo  que  se  la  había  dejado  en  depósito  José 
Angel  Alvarez.  Sobre  la  propiedad  y pre- 
existencia de  las  cosas  robadas,  depusieron 
Vicente  Gómez  y Luis  Alfaro. 

Francisco  Taracena  manifestó,  que  el  día 
del  hecho  estaba  desyerbando  en  un  sitio 
de  su  propiedad  que  queda  a orillas  del  pue- 
blo de  Chiquimulilla,  cuando  encontró  un 
serrucho  grande  y que  presenció  el  hallaz- 
go Avelino  Reyes,  quien  confirmó  lo  dicho 
por  Taracena.  El  Juez  de  Paz  en  el  acta 
que  levantó  con  motivo  de  la  inspección 
ocular,  hizo  constar  que  en  la  puerta  del 
cuarto  de  Agustín  Toe  habían  colocado  dos 
argollas  y alrededor  de  cada  una  de  ellas 
existían  varias  aberturas  en  el  marco  de 
madera,  en  las  que  al  parecer  habían  esta- 
do puestas  las  mismas;  que  la  hoja  supe- 
rior derecha  presentaba  una  rajadura  pe- 
queña, que  aseguró  Toe  que  fué  causada 
por  los  delincuentes  al  cometer  el  hecho  que 
originó  la  averiguación  respectiva.  Al  am- 
pliar el  Juez  de  Paz  y Secretario  en  virtud 
del  auto  que  para  mejor  fallar  decretó  el 
Juez,  agregaron:  que  reconocieron  la  raja- 
dura en  la  parte  media  de  la  banda  derecha 
de  la  puerta  de  la  casa  habitada  por  Toe  en 
aquel  entonces,  en  la  que,  desde  luego,  se 
notaba  violencia,  ignorando  si  ésta  era  de 


fecha  reciente  o remota  y que  fué  Toe  quien 
dijo  que  habían  sido  causadas  al  cometer- 
se el  delito.  El  experto  Concepción  Cerme- 
ño, valoró  el  serrucho  grande  que  encontró 
en  su  terreno  Francisco  Taracena,  en  dos 
quetzales  y medio  y el  martillo  de  albañil 
(almádana)  que  entregó  Fernández  Grajeda 
Paez,  en  cincuenta  centavos  de  quetzal. 

El  veintitrés  de  agosto  del  presente  año,  el 
Juez  de  1’  Instancia  de  Santa  Rosa  dió  fin 
al  proceso,  declarando  : que  Fernando  Gra- 
jeda era  autor  del  delito  de  robo  por  cuya 
infracción  le  impuso  la  pena  de  diez  meses 
de  arresto  mayor  inconmutables,  haciendo 
las  demas  declaraciones  procedentes  en  de- 
recho. 

Al  serle  notificada  la  ejecutoria  de  la  Sala 
i’  al  Fiscal  Licenciado  don  Pedro  Conten- 
ti,  introdujo  el  presente  recurso  de  casación 
por  violación  de  ley,  denunciando,  como  in- 
fringidos, los  artículos  siguientes : 66,  376, 
386,  390  y 457,  inciso  1’,  del  Código  Penal; 
568,  571  y 731,  de  Procedimientos  Penales. 

Pedidos  los  antecedentes  y señalado  día 
para  la  vista,  es  el  caso  de  dictar  lo  que 
corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO;  que  tanto  el  hurto 
como  el  robo  se  caracterizan  por  el  apode- 
ramiento  de  cosas  siempre  que  obre  el  cul- 
pable con  ánimo  de  lucro ; pero  en  el  robo 
se  procede  con  violencia  o intimidación  en 
ia  persona  y fuerza  en  las  cosas,  circuns- 
tancias que  no  concurre  en  cuanto  al  hurto. 
Por  consiguiente,  sólo  se  diferencian  ambos 
delitos  en  el  empleo  o no  de  violencia  o in- 
timidación en  las  personas  o fuerza  en  las 
cosas.  En  la  causa  que  se  examina,  según 
las  declaraciones  de  Florencio  Gómez,  Fran 
cisco  Morales  y José  Domingo  Aguilar,  está 
demostrado  que  en  poder  de  Fernando  Gra- 
jeda fué  encontrada  una  almádana  que  va- 
loró el  experto  en  cincuenta  centavos  de 
quetzal,  y también  consta,  que  el  serrucho 
grande  que  fué  substraído  a Agustín  Toe, 
fué  encontrado  por  Francisco  Taracena,  en 
terreno  de  aquél,  cuando  desyerbaba.  En 
consecuencia,  habiéndose  encontrado  una 
cosa  ajena  en  poder  de  una  persona  que  no 
da  ninguna  exphcación  satisfactoria  sobre  su 
adquisición,  hay  presunción  legal  de  que  la 
ha  tomado  sin  consentimiento  de  su  dueño, 
siendo  procedente  la  calificación  de  culpa- 
bilidad contra  Fernando  Grajeda  como  autor 
del  delito  de  hurto  y no  de  robo,  pues  no 
aparece  en  autos  la  circunstancia  esencial 
y característica  de  este  delito,  toda  vez  que 
no  existe  ningún  testigo  presencial  y no  se 
puede  deducir  de  la  inspección  ocular  que 
practicó  el  Juez  en  las  primeras  diligencias, 
puesto  que  en  ella  se  hizo  constar  que  la 
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puerta  de  la  casa  habitada  por  Agustín  Toe 
presentaba  unas  rajaduras,  pero  que  no  se 
podía  afirmar  si  éstas  eran  de  fecha  recien- 
te o remota  lo  que  se  hacía  constar  en  el 
acta  solamente  porque  el  acusador  dijo  que 
habían  sido  causadas  al  cometerse  el  delito, 
es  decir,  que  falta  la  demostración  objetiva 
enlazada  con  el  hecho  de  la  sustracción, 
objeto  de  la  causa.  En  virtud  de  lo  expues- 
to, al  calificar  la  Sala  sentenciadora  el  hecho 
cometido  por  Fernando  Grajeda  como  cons- 
titutivo de  robo  y no  de  hurto,  violó  el 
artículo  376  del  Código  Penal  citado  por  el 
Fiscal  de  la  Sala  3-  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, por  lo  que  la  casación  es  procedente. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  lo  preceptuado  por  los 
artículos  390  y 457  Código  Penal;  728,  729, 
732  y 735,  Procedimientos  Penales;  22,  De- 
creto Número  1728,  233  y 234,  Decreto  Nú- 
mero 1928,  casa  y anula  la  sentencia  recu- 
rrida y resolviendo  sobre  lo  principal,  decla- 
ra: 1°,  que  Fernando  Grajeda  es  autor  del 
delito  de  hurto  de  una  almádana;  2",  que 
habiendo  sido  valorada  en  cincuenta  cen- 
tavos de  quetzal,  dicha  infracción  punible 
sólo  es  constitutiva  de  una  falta,  castigada 
con  la  pena  de  quince  días  de  prisión  sim- 
ple, la  que  se  declara  compurgada  con  la 
prisión  sufrida;  y Ó’,  deja  abierto  el  proce- 
dimiento contra  José  Angel  Alvarez  o José 
.4ngel  Alvarado. 

Notifíquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade, — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argue- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — rAnte  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 

CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y siete  de  noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  1-  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, el  veinticuatro  de  agosto  retro- 
próximo, en  el  proceso  instruido  contra  Ju- 
lián Navas  por  el  delito  de  homicidio  per- 
petrado en  la  persona  de  Antonio  Gálvez. 

El  Juez  de  Paz  de  Santiago  Sacatepéquez 
a las  veinte  horas  y quince  minutos  del  diez 
de  diciembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos,  se  constituyó  en  la  esquina  Nordeste  de 
la  plaza  pública  con  el  objeto  de  averiguar 
el  motivo  de  unas  detonaciones,  y,  encon- 


tró herido  al  vecino  Antonio  Gálvez,  quien 
al  ser  interrogado  manifestó : que  estando 
en  la  esquina  de  la  casa  de  Felisa  Navas, 
en  compañía  de  Ismael  Barrios  y Narciso 
Navas  pasó  Julián  de  este  último  apellido 
y tosió  fuerte,  entonces  él  (Antonio)  le  dijo: 
“Qué  cuál  era  la  causa  por  la  que  siempre  le 
molestaba”.  Navas  le  respondió  que  la  ca- 
lle era  libre  para  poder  andar ; y acto  con- 
tinuo le  hizo  varios  disparos  con  revólver, 
habiéndole  asestado  dos ; agregando  Gálvez 
que  con  anterioridad  había  pedido  al  Juez 
de  1-  Instancia  castigara  a los  calumniado- 
res de  su  hija,  Enrique  y,  especialmente,  a 
Julián  Navas. 

Después  de  haber  sido  libradas  las  corres- 
pondientes órdenes  para  obtener  la  captura 
de  Navas,  se  presentó  éste  al  Juzgado  de  V 
Instancia  de  Sacatepéquez  con  fecha  quince 
de  diciembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos,  y al  ser  interrogado  expuso  lo  que  si- 
gue : que  se  ocultó  en  las  cercanías  de  un 
terreno  que  posee  en  Santiago  Sacatepéquez 
por  temor  de  que  sus  enemigos  le  dieran 
muerte;  que  Justo  Sánchez  es  su  enemigo 
porque  lo  capturó  cuando  estaba  fugo  y 
había  sido  sentenciado  por  hurto  de  elotes 
y haber  causado  perjuicios;  Rogelio  Gálvez 
está  enemistado  porque  él  (Navas)  denun- 
ció los  abusos  cometidos  por  Enrique  Gálvez, 
hermano  de  Rogelio ; y también  son  enemi- 
gos suyos  Ismael  Barrios,  Isaías  y Manuel 
Arroyo  y Narciso  Navas  por  ser  parientes  de 
Enrique  Gálvez  y Antonio  Gálvez  porque  el 
enjuiciado  denunció  los  abusos  que  cometía 
Enrique,  hijo  de  Antonio,  cuando  desempe- 
ñaba el  cargo  de  Alcalde ; que  la  noche  de 
autos  se  dirigía  al  Juzgado  Municipal,  pues 
era  Regidor  Primero,  y con  motivo  de  las 
próximas  elecciones  de  Municipalidades,  el 
Concejo  iba  a celebrar  sesión,  y,  al  pasar 
por  la  esquina  de  la  casa  de  Felisa  Navas, 
vió  a José  Antonio  Gálvez,  Ismael  Barrios, 
Jesús  Navas,  Olivia  del  mismo  apellido  y 
Justo  Sánchez,  que  en  el  pueblo  circulaban 
rumores  de  que  se  verificaría  una  subleva- 
ción con  el  objeto  de  que  no  triunfara  la 
candidatura  de  Fabián  Rosales  para  Alcal- 
de, sino  la  de  Ismael  Barrios;  que  oyó  que 
Gálvez  (J.  Antonio)  le  dijo  a Barrios,  en  ca- 
sa de  Felisa  Navas  : “Ahora  es  tiempo",  y al 
advertir  que  él  (Navas)  pasaba  cerca  de 
ellos,  agregó : “Aquí  viene  el  Regidor,  por 
él  hay  que  principiar”;  acto  continuo  Gál- 
vez con  un  leño,  Barrios  con  un  machete  y 
armado  de  pistola  Sánchez  lo  atacaron,  ra- 
zón por  la  cual  echó  a corer,  pero  temeroso 
de  ser  alcanzado,  sacó  su  revólver  e hizo  dos 
disparos  sobre  el  grupo  de  individuos  que 
acaban  de  mencionarse  y aunque  era  impo- 
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sible  conocer  bien  a las  personas  por  care- 
cer de  luz  eléctrica  la  población,  sí  pudo  dis- 
tinguir a los  sujetos  que  mentó  con  ante- 
rioridad por  encontrarse  en  ambas  puertas 
de  la  casa  de  Felisa  Navas  y estar  éstas  ilu- 
minadas por  la  luz  del  interior;  que  porta- 
ba un  revólver  calibre  treinta  y ocho,  y lo 
perdió,  y los  cartuchos  eran  treinta  y ocho 
corto;  que  compró  a Rafael  Eustaquio  San- 
tos una  pistola  calibre  treinta  y dos  largo, 
mango  de  concha  nácar,  marca  “Colt”,  la 
que  vendió  a un  desconocido  de  Guatemala. 

En  el  registro  que  el  Juez  de  Instrucción 
practicó  en  casa  del  enjuiciado  fueron  en- 
contrado dos  proyectiles  calibre  treinta  y 
dos  (32)  largo,  con  fulminante  rojo  uno,  y 
el  otro  con  blanco.  Los  expertos  que  re- 
conocieron estos  cartuchos  y la  bala  remi- 
tida por  el  Cirujano  que  practicó  la  autop- 
sia al  occiso,  están  de  acuerdo  en  que  esta 
última  es  del  mismo  calibre  y clase  de  pro- 
yectiles ya  mencionados. 

José  Antonio  Gálvez  tenía  dos  heridas, 
causadas  con  arma  de  fuego,  la  primera  si- 
tuada en  el  hipocondrio  izquierdo,  y,  la  se- 
gunda en  el  hombro  del  mismo  lado  sin  agu- 
jero de  salida,  el  proyectil  fué  encontrado 
debajo  de  la  piel  al  nivel  del  borde  interno 
del  omoplato.  La  bala  que  produjo  la  pri- 
mera lesión  no  fué  encontrada  y causó  seis 
perforaciones  en  el  intestino  interesando  la 
cara  inferior  del  lóbulo  derecho  del  hígado. 
A consecuencia  de  la  hemorragia  interna 
que  produjeron  las  heridas,  y,  del  choque 
traumático,  falleció  Gálvez. 

Refieren  haber  presenciado  la  comisión 
del  delito,  Felisa  Navas,  prima  en  segundo 
grado  de  Antonio  Gálvez  y tía  en  segundo 
grado  de  Julián  Navas,  y,  el  señor  Ismael 
Navas,  quien  es  primo  en  tercer  grado  de 
Julián  Navas,  persona  con  la  cual  anterior- 
mente había  tenido  serias  dificultades.  Ma- 
nuel Navas,  de  trece  años  de  edad,  primo 
de  Navas  y sobrino  de  Gálvez,  la  noche  del 
suceso  se  encontraba  sentado  en  la  grada 
de  la  puerta  de  calle  donde  está  la  tienda 
de  su  mamá,  Felisa  Navas,  cuando  salió  de 
aquélla  Gálvez  y le  dijo  a Julián  Navas; 
“Qué  me  miras,  y si  ofendo  estoy  en  casa 
particular",  al  oír  esto,  Julián  le  respon- 
dió : “Usted  que  buena  m . . . es,  y si  es  hom- 
bre salga  a la  calle";  en  esos  momentos  sa- 
lió su  mamá  (Felisa  Navas),  dió  las  buenas 
noches  a Julián  y cogiendo  de  la  oreja  al 
testigo  lo  entró  en  la  tienda,  sonando  en  esos 
momentos  cinco  tiros,  y al  terminar  éstos 
vió  que  su  lio  se  dirigía  a la  tienda;  Julián 
corrió  hacía  el  parque  y saltando  una  pared 
se  internó  en  el  “poste."  Narciso  Navas  ase- 
guró haber  visto  a Julián  dirigirse  con  di- 


rección al  Sur  a todo,  correr,  y Felisa  Na- 
vas afirmó  que  Navas  atravesaba  corriendo 
el  parque  público.  Al  ruido  producido  por 
los  disparos  ocurrieron  al  lugar  del  hecho 
otros  parientes  de  Gálvez  y Navas,  los  Alcal- 
des, Regidores,  auxiliares  y Secretario  Mu- 
nicipal de  Santiago  Sacatepéquez,  y encon- 
traron herida  a la  primera  de  las  personas 
mencionadas.  José  Antonio  Contreras  de- 
claró que  por  el  rumor  público  había  tenido 
conocimiento  que  existía  enemistad  entre 
Gálvez  y Navas  a causa  de  que  éste  había 
intrigado  con  el  fin  de  que  pusiéran  preso  a 
Enrique  Gálvez  hijo  de  Antonio  del  mismo 
apellido. 

Víctor  Itzol  Yocuté  refiere  haber  oído  de- 
cir a Navas  que  tenía  que  pegarle  a Gálvez 
(Antonio).  Felisa  Navas  declaró  ser  tía  en 
segundo  grado  de  Julián  Navas,  y tía  en  ter- 
cer grado,  de  Rogelio  Gálvez ; que  existía 
enemistad  entre  Julián  Navas  y Antonio 
Gálvez  a consecuencia  de  haber  calumniado 
Julián  a Enrique,  hijo  del  señor  Gálvez,  ha- 
biendo sido  puesto  en  la  prisión  por  esa  de- 
nuncia, el  mencionado  Enrique;  y Navas 
había  jurado  dar  muerte  a don  Antonio 
Gálvez. 

Eloísa  Moreira  asegura  haber  visto  que 
Antonio  Gálvez  armado  con  un  palo  se  diri- 
gió en  actitud  amenazante  a una  esquina 
donde  estaba  Julián  Navas,  quien  retroce- 
dió, diciéndole : “Conténgase  don  Antonio 
que  tengo  cohete";  y que  considera  que  Na- 
vas hizo  uso  de  su  revólver  por  haber  sido 
agredido.  Josefa  Zepeda  manifestó:  que  a 
treinta  varas,  poco  más  o menos  de  la  mora- 
da de  Felisa  Navas  vió  que  Julián  Navas 
asomaba  a la  esquina  que  forma  dicha  casa 
y que  lo  perseguían  Antonio  Gálvez,  armado 
con  un  garrote  y el  señor  Ismael  Barrios  ar- 
mado con  un  machete,  personas  que  ataca- 
ron a Navas,  quien  les  dijo;  "Conténgase, 
porque  saco  mi  revólver”,  y,  a pesar  de  esa 
advertencia  los  individuos  mencionados  ata- 
caron a Julián,  y,  éste  usó  de  su  revólver 
para  defenderse,  Fernando  Toledo  Aragón 
declaró  : que  presume  que  exista  enemistad 
entre  Julián  Navas  y Felisa  del  mismo  ape- 
llido, porque  hacía  muchos  años  Julián  Na- 
vas denunció  ante  las  autoridades  el  robo 
de  un  buey,  habiendo  resultado  envuelto  en 
ese  delito  un  hermano  de  Felisa,  y,  además, 
el  mismo  Navas  denunció  a la  Jefatura  Po- 
lítica los  abusos  cometidos  por  Enrique  Gál- 
vez en  el  desempeño  del  cargo  de  Alcalde 
Primero  Municipal,  y a consecuencia  de  lo 
relacionado  fué  puesto  preso  Gálvez  en  la 
cárcel  de  la  cabecera;  y que  los  Gálvez  son 
parientes  cercanos  de  la  Navas  y con  ella 
cultivan  relaciones  de  íntima  amistad. 
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Rogelio  Gálvez  dijo:  que  la  noche  del  su- 
ceso su  padre  portaba  un  garrote  de  mem- 
brillo, de  treinta  y tres  pulgadas  de  largo,  po- 
co más  o menos,  por  una  de  grueso.  Bernar- 
do Oseida  declaró  : que  tenia  conocimiento 
de  la  enemistad  que  existia  entre  Felisa  Na- 
vas y Julián  Navas  a causa  de  haber  denun- 
ciado Navas  los  abusos  cometidos  por  En- 
rique Gálvez,  cuando  desempeñaba  el  car- 
go de  Alcalde,  y por  ese  motivo  Gálvez  está 
preso  en  la  cárcel  de  la  cabecera;  y lo  ex- 
puesto le  consta  por  haber  sido  Sindico  Mu- 
nicipal del  pueblo  de  su  domicilio,  en  aquel 
tiempo. 

El  Juez  de  1-  Instancia  de  Sacatepéquez 
puso  término  a la  causa  imponiendo  al  reo 
diez  años  de  prisión  correccional  inconmu- 
tables y las  penas  accesorias  correspondien- 
tes. juzgando  que  se  trata  de  un  homicidio, 
y que  es  autor  del  mencionado  delito. 

La  Sala  1’  de  la  Corte  de  Apelaciones  con- 
firmó dicho  fallo  por  estimar  plenamente 
establecido  que  Julián  Navas  es  autor  de  las 
lesiones  que  produjeron  la  muerte  a Anto- 
nio Gálvez  y que  no  se  justificó  que  Navas 
haya  procedido  en  legítima  defensa  de  su 
persona  al  perpetrar  el  hecho  delictuoso  que 
dió  origen  a su  encausamiento,  pues  no  se 
encuentra  demostrada  la  concurrencia  de 
las  tres  circunstancias  que  se  necesitan  para 
determinarla,  y sí  está  probado  que  Navas 
provocó  a Gálvez, 

El  reo,  con  auxilio  del  Licenciado  Angel 
Cuevas  del  Cid,  introdujo,  contra  este  últi- 
mo pronunciamiento,  el  recurso  extraordina- 
rio de  casación,  denunciando,  como  infringi- 
dos, los  artículos  que  a continuación  se  ex- 
presan: 576,  580,  inciso  2",  583,  inciso  f’,  y 
586,  inciso  3°,  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  y 20,  inciso  4“,  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO  : que  por  ser  menor  de 
diez  y seis  años  Manuel  Navas,  su  dicho 
constituye  una  presunción ; y otra  se  des- 
prende de  lo  expuesto  por  Ismael  Barrios, 
quien  tiene  enemistad  con  Julián  Navas  a 
causa  de  que  en  cierta  ocasión  Barrios  lo 
hirió. 

La  declaración  de  Felisa  Navas  no  es  con- 
tradictoria, pues  si  bien  es  verdad  que  dicha 
persona  asegura:  haber  visto  que  Julián  Na- 
vas le  asestó  un  tiro  a Gálvez,  quien  no 
portaba  palo  la  noche  del  suceso,  y que  la 
bala  se  introdujo  en  la  pared  de  su  casa  (de 
la  Navas),  habiéndose  establecido  más  tarde, 
que  a dicho  sujeto  le  fué  recogido  un  garro- 
te, y que  el  muro  de  la  morada  de  doña  Fe- 
lisa, tenía  una  “señal  como  de  perforación”, 
pared  que  es  de  piedra,  y por  esta  circuns- 
tancia el  proyectil  solamente  chocó  perdién- 


dose en  seguida,  también  lo  es  que  estos  de- 
talles en  nada  modifican  la  parte  esencial 
de  dicha  deposición.  Eloísa  Moreira  y Jo- 
sefa Zepeda  no  están  de  acuerdo  en  la  ma- 
nera como  se  verificó  el  hecho,  y siendo  este 
punto  primordial  en  las  declaraciones,  sus 
dichos  carecen  de  valor  jurídico  y,  por  con- 
siguiente, no  se  encuentra  probada  la  legiti- 
ma defensa  que  se  invoca. 

Todo  lo  que  acaba  de  relacionarse  pone 
de  manifiesto  que  no  existe  infracción  de  los 
artículos  576,  580,  inciso  2",  583,  inciso  U,  y 
586  inciso  3'’,  del  Código  de  Procedimientos 
Penales ; y 20,  inciso  4'’,  del  Código  Penal. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  lo  prescrito  por  los 
artículos  690  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  13,  inciso  b,  del  Decreto  legislativo 
Número  1928;  y 2°  del  Decreto  legislativo 
Número  1740,  declara:  improcedente  el  re- 
curso interpuesto  e impone  a Julián  Navas 
un  mes  de  arresto,  conmutable  a razón  de 
veinticinco  centavos  de  quetzal  diarios. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos  al 
Juzgado  de  su  origen  en  la  forma  que  co- 
rresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argüe- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintitrés  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista,  por  recurso  de  casación,  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  3-  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  veintinueve  de  septiembre 
del  año  en  curso,  en  la  que  se  confirma  la 
que  dictó  el  Juez  de  1-  Instancia  de  Cuilapa 
el  diez  y siete  de  agosto,  en  la  causa  ins- 
truida por  el  delito  de  asesinato  en  la  per- 
sona de  Eugenio  Arana,  contra  José  Deme- 
sio  Márquez  Alonso  y por  cuya  infracción 
se  le  impuso  la  pena  de  muerte. 

El  Procurador  de  la  Sala  3’  Licenciado 
don  Eleázar  Urmeneta,  al  serle  notificada 
la  sentencia  ejecutoria  de  dicha  Sala,  inter- 
puso recurso  de  casación  por  violación  de 
ley,  citando  como  infringidos  los  artículos 
21  inciso  7°  y 77  del  Código  Penal ; 4’  del  De- 
creto legislativo  Número  1366;  732,  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

La  Sala  sentenciadora  fundó  su  fallo  con- 
denatorio, en  los  siguientes  considerandos: 
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I’ — Que  toda  vez  que  las  deposiciones  de 
los  testigos  Guillermo  Morales  y Catarino 
Gudiel  no  fueron  tachadas  ni  desvirtuadas 
durante  el  término  probatorio  y que  no  se 
ha  demostrado  respecto  de  ellos  ninguno  de 
los  impedimentos  o causas  de  inidoneidad  y 
parcialidad  determinadas  por  los  artículos 
576,  577,  579,  580,  581  y 583,  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  no  cabe  otra  cali' 
ficación  respecto  a sus  dichos  que  la  que 
imperativamente  determina  el  artículo  573 
del  citado  cuerpo  de  leyes. 

2’ — Que  los  hechos  que  dichb  Tribunal 
estimó  plenamente  probados,  previo  análi- 
sis de  las  constancias  procesales,  son  los  si- 
guientes: a)  Que  José  Demesio  Márquez 
Alonso  es  el  único  autor  responsable  de  la 
muerte  de  Eugenio  Arana;  b)  Que  el  medio, 
modo  y forma  empleados  por  el  delincuente 
para  ultimar  al  occiso  tuvieron  especialmen- 
te por  objeto  asegurar  la  comisión  del  delito 
imposibilitando  la  realización  de  cualquier 
acto  de  defensa  por  parte  del  ofendido,  ya 
que  el  acometimiento  se  efectuó  con  arma 
blanca,  repentinamente  y en  ocasión  que  el 
interfecto  se  encontraba  vuelto  de  espaldas 
con  relación  al  agresor;  ye)  Que  el  delito 
fué  el  fruto  de  una  deliberación  previa,  se- 
gún se  deduce  de  la  propia  confesión  del 
reo,  quien  admite  haber  obrado  para  evitar 
el  cumplimiento  de  una  amenaza  que  con 
anterioridad  le  hizo  el  occiso.  Las  pruebas 
que  afirman  estas  conclusiones,  además  de 
las  manifestiones  testificales  ya  relaciona- 
das, consisten  en  la  confesión  del  enjuiciado 
y en  la  grave  presunción  que  se  deriva  de 
la  situación  de  la  herida,  tal  como  se  esta- 
blece en  los  informes  médicos  y en  el  acta 
de  reconocimiento  subscrita  por  el  Juez  ins- 
tructor. Artículos  570,  571,  573,  587,  589,  595, 
601  y 609,  Código  de  Procedimientos  Penales. 

3'’ — Que  no  existe  en  el  caso  snb  judice 
ninguna  circunstancia  que  justifique  el  rela- 
jamiento a la  inmediata  inferior  de  la  pena 
asignada  por  la  ley,  toda  vez  que  la  atenuan- 
te alegada  por  el  señor  Procurador  relativa 
al  estado  de  arrebato  u obsecación  que  atri- 
buye al  reo,  no  se  puede  estimar  legalmente. 
En  efecto,  el  haber  actuado  el  encausado  en 
virtud  de  una  amenaza  que  le  hizo  el  occiso 
con  anterioridad,  no  podría,  en  ningún  caso, 
caracterizar  la  susodicha  atenuante  y,  ade- 
más, siendo  la  única  prueba  que  obra  a este 
respecto  la  propia  manifestación  del  reo,  a 
ésta  no  puede  atribuírsele  más  que  efectos 
perjudiciales  para  aquel  a efecto  de  califi- 
car la  premeditación.  En  cuanto  al  origen 
y al  autor  de  la  lesión  que  el  procesado  pre- 
sentaba en  el  cuello,  no  existe  ninguna  prue- 
ba en  los  autos  y,  en  tal  virtud,  no  modifi- 


ca el  aspecto  jurídico  del  caso  en  cuestión. 
Artículos  21,  inciso  7'’,  Código  Penal;  y 57C 
y 613,  Procedimientos  Penales. 

4° — Que  las  circunstancias  agravantes  a 
que  se  refieren  las  fracciones  1’,  y 5’  del  ar- 
tículo 22  del  Código  Penal  son  calificativas, 
cualquiera  de  ellas,  del  delito  de  asesinato, 
y estando  probada  plenamente  la  existencia 
de  ambas,  la  responsabilidad  criminal  del 
sindicado  como  autor  de  tal  infracción  no  se 
puede  discutir,  y debe  imponérsele  por  con- 
siguiente, la  pena  de  muerte.  Artículo  6'’ 
del  Decreto  legislativo  número  1366. 

El  domingo  diez  y seis  de  abril  del  pre- 
sente año,  como  a las  diez  y seis  horas  Euge- 
nio Arana  se  encontraba  conversando  en 
compañía  de  Guillermo  Morales  y Catarino 
Gudiel,  recostados  los  tres  en  la  baranda  qüe 
circunda  el  corredor  de  la  hacienda  “Las 
Cabezas",  situada  en  jurisdicción  del  Ora- 
torio del  departamento  de  Santa  Rosa;  y en 
esos  momentos  José  Demesio  Márquez  Alon- 
so, maestro  albañil  de  la  finca,  se  aproximó 
cautelosamente  a los  conversantes  e infi- 
rió a Eugenio  Arana  una  puñalada  en  la  es- 
palda; que  el  lesionado  falleció  a los  pocos 
momentos  y el  heridor  fué  capturado  en  el 
traspatio  de  la  finca  por  los  acompañantes 
de  Arana. 

,E1  informe  médico,  dice  que  el  cadáver 
de  Eugenio  Arana  presentaba  una  herida  en 
el  músculo  dorsal  derecho,  a dos  pulgadas 
a la  par  de  la  columna  vertebral  y una 
pulgada  abajo  de  la  punta  del  omoplato, 
producida  con  arma  punzante,  que  medía 
(res  pulgadas  de  longitud  por  seis  de  pro- 
fundidad. En  la  ampliación  se  hace  cons- 
tar que  interesó  el  pulmón  correspondiente 
y el  diafragma  y,  por  la  posición  que  tenía 
se  deducía  que  fué  causada  estando  la  víc- 
tima recostada  de  codos  hacia  adelante. 

Pedidos  los  antecedentes  y señalado  día 
para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver  lo  que 
corresponde  en  derecho. 

CONSIDERAND'O  : que  se  ha  estableci- 
do en  el  proceso,  por  las  pruebas  directas 
que  resultan  de  la  declaración  de  los  tes- 
tigos presenciales  Guillermo  Morales  y Ca- 
taríno  Gudiel;  el  informe  médicolegal  de 
los  empíricos  Eugenio  Alegría  y José  D.  Sil- 
va : la  partida  de  defunción  de  Eugenio 
Arana  y demás  constancias  del  sumario,  que 
José  Demesio  Márquez  Alonso  es  el  autor 
de  la  muerte  de  Arana;  que  realizó  su  pro- 
pósito criminal  de  una  manera  súbita  y re- 
pentina, y,  en  consecuencia,  sin  riesgo  para 
su  persona,  puesto  que  no  habiéndose  per- 
cibido su  víctima  del  ataque  de  que  iba  a 
ser  objeto  por  detrás,  no  le  era  dable  poner- 
se en  defensa  y,  por  consiguiente,  el  proce- 
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sado  aprovechó,  para  el  éxito  de  su  acción 
premeditada,  las  ventajas  que  le  ofrecía  la 
situación  que  en  el  momento  del  delito  se 
hallaba  el  victimado.  Por  lo  tanto,  estan- 
do demostrada,  de  una  manera  evidente, 
con  el  dicho  de  los  testigos  presenciales  ya 
nombrados,  la  culpabilidad  del  procesado, 
la  Sala  sentenciadora,  al  calificar  el  delito 
cometido  por  él  como  de  asesinato  e impo- 
nerle la  pena  de  muerte,  de  conformidad  con 
lo  dispuesto  en  el  articulo  6''  del  Decreto 
Número  1366,  no  violó  los  artículos  21,  inciso 
7''  y 77  del  Código  Penal;  el  primero,  por  no 
estar  demostrado  que  Alonso,  al  dar  muerte 
a Arana,  haya  obrado  por  estímulos  tan  po- 
derosos que  naturalmente  hayan  producido 
arrebato  u obcecación,  y el  segundo,  tampo- 
co, pues  no  existen  circunstancias  agravantes 
que  apreciar,  toda  vez  que  la  alevosía  y la 
premeditación  son  circunstancias  cuaUfica- 
tivas  del  delito  de  asesinato;  el  4'’  del  De- 
creto 1366  no  pudo  violarse  por  el  Tribunal 
sentenciador,  por  referirse  al  caso  de  con- 
mutación de  la  pena  de  muerte,  que  nin- 
guna aplicación  tiene,  y.  por  último,  el  732, 
de  Procedimientos  Penales,  está  rectamen- 
te aphcado,  pues  la  sentencia  está  fundada 
en  decisiones  expresas,  positivas  y precisas 
y se  cita  en  ella  la  ley  pertinente. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 676,  681  y 690,  Procedimientos  Pe- 
nales; 233  y 234,  Decreto  Número  1928,  des- 
estima, por  improcedente,  el  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  el  Procurador  de  la 
Sala  3». 

Notifíquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

J . M..  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argne- 
la  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintitrés  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista,  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  1’  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  doce  de  septiem- 
bre del  corriente  año,  en  que  confirma  el  fa- 
llo del  Juez  6’  de  1’  Instancia  del  departa- 
mento de  Guatemala. 


El  funcionario  que  acaba  de  mencionar- 
se condenó  a Tereso  Estrada  Moreno,  a su- 
frir diez  años  de  prisión  correccional  incon- 
mutables, en  la  Penitenciaría  Central  y a 
las  penas  accesorias  correspondientes,  por 
el  delito  de  homicidio,  cometido  en  la  per- 
sona de  Gerardo  Marroquín,  en  esta  ciudad. 
La  Sala  considera  que  en  la  causa  apare- 
cen probados  los  hechos  que  a continuación 
se  expresan : La  sindicación  que  desde  el 
primer  momento  hizo  Gerardo  Marroquín 
ante  Doroteo  Berthé  de  León  y Marcelo 
Aguilar  y que  oyó  Julio  Robles,  Subinspector 
de  Policía,  y la  repelió  ante  el  Juez  de  Ins- 
trución  en  el  Hospital  Genera],  de  que  Te- 
reso Estrada  Moreno  era  quien  lo  había  he- 
rido, sindicación  que  está  corroborada  con  la 
declaración  de  la  menor  Rosa  Foronda,  cuan- 
do el  delito  acababa  de  perpetrarse ; el  ha- 
ber estado  el  reo  en  el  lugar  y hora  del  su- 
ceso ; hecho  que  se  encuentra  establecido 
con  la  declaración  de  Rafael  Mendizábal, 
quien  lo  vió  llegar  acompañado  de  Matilde 
Foronda  y una  úiña ; también  le  vió  con  el 
mismo  acompañamiento,  Marcelo  Aguilar; 
y lo  afirman  la  Foronda,  y su  hija  Rosa,  aun- 
que en  un  principio  lo  negó  Matilde,  y el 
chofer  lo  repite  en  su  declaración.  El  reo 
negó  haber  estado  en  el  Restaurante  "Ber- 
thé”, Avenida  del  Hipódromo,  el  día  once 
de  diciembre  de  mil  novecientos  veintisiete, 
á la  hora  del  suceso ; el  hecho  de  haber  te- 
nido relaciones  ilícitas  Matilde  Foronda  tan- 
to con  el  enjuiciado  como  con  Gerardo  Ma- 
rroquín, así  como  el  enojo  de  Matilde  con 
Gerardo,  y también  la  mala  conducta  de  la 
Foronda,  circunstancias  que  aparecen  pro- 
badas y que,  indudablemente,  son  un  ante- 
cedente del  delito  perpetrado  y tienen  enla- 
ce con  la  sindicación  de  Marroquín  y lo  ma- 
nifestado por  la  menor  e inducen  gran  sos- 
pecha, la  cual  constituye  un  indicio ; el  he- 
cho de  haber  desaparecido  el  reo,  a raíz  de 
la  comisión  del  hecho  delictuoso,  constando 
que  estaba  en  el  lugar,  según  lo  afirman  la 
Foronda,  la  mujer  que  la  acompañaba  y el 
chofer ; y el  haber  usado  un  nombre  distin- 
to como  se  prueba  con  la  cédula  de  vecin- 
dad que  le  fué  recogida,  y el  dicho  de  Anto- 
nio Leoni,  lo  cual  negó  el  reo,  asegurando 
más  tarde,  sin  poder  probarlo,  que  también 
se  llama  Fernando  y tiene  el  apellido  Mata; 
negó  el  reo  sus  relaciones  con  la  Foronda  y 
reconoció  como  suyas  dos  cartas  dirigidas  a 
ella,  hechos  que  relacionados  infunden  gra- 
ves sospechas  de  la  culpabilidad  del  pro- 
cesado. 

Tereso  Estrada  Moreno,  con  auxilio  del 
Licenciado  José  Sarillas  Fajardo,  introdujo, 
contra  este  último  fallo,  recurso  extraordina- 
rio de  casación,  denunciando  como  infringí- 
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dos  los  artículos  que  siguen:  588,  inciso  2’, 
589,  595,  596,  597,  599,  729  y 730,  Código  de 
Procedimientos  Penales  ; 12,  27,  inciso  1''  y 29 
del  Código  Penal. 

El  proceso  fué  iniciado  en  el  Juzgado  6° 
de  Paz  y proseguido  por  el  6°  de  1’  Instancia 
del  departamento  de  Guatemala.  El  suceso 
acaeció  el  cuatro  de  diciembre  de  mil  nove- 
cientos veintisiete,  a las  diez  y ocho  horas  y 
cincuenta  minutos  del  día,  poco  más  o me- 
nos, en  el  restaurante  de  Doroteo  Berthé  de 
León,  a donde  habían  llegado  Tereso  Estra- 
da Moreno,  Matilde  Foronda  Oliva,  la  menor 
Rosa  Foronda,  hija  de  Matilde  del  mismo 
apellido,  y Refugio  Aragón,  en  el  automóvil 
número  novecientos,  manejado  por  Fidel 
Portales.  Estrada  Moreno  intentó  golpear 
a Matilde,  pero  entonces  Gerardo  Marro- 
quín  acudió  a defenderla ; el  primero  de  di- 
chos sujetos  sacó  su  revólver  y disparó  sobre 
Marroquín,  causándole  una  herida  penetran- 
te del  tórax,  la  cual  interesó  el  corazón,  pul- 
món izquierdo  y octava  vena  intercostal,  pro- 
duciéndole una  hemorragia  interna  de  ca- 
rácter mortal. 

La  única  persona  que  asegura  haber  pre- 
senciado lo  que  acaba  de  relacionarse  es  la 
menor  Rosa  Foronda.  Marroquín  sindicó  a 
Estrada  Moreno,  como  su  ofensor,  ante  la 
Policía  y al  tomarle  declaración  el  Juez  que 
intruyó  las  primeras  diligencias,  Doroteo 
Berthé  de  León  afirmó  haber  visto  herido  a 
Marroquín,  quien  le  dijo:  "Que  capturaran 
a Matilde,  porque  su  querido,  Tereso  de 
León,  le  acababa  de  pegar”:  el  dueño  del 
restaurante  aseguró  también  que  Estrada 
Moreno  había  llegado  momentos  antes  del 
suceso  en  compañía  de  dos  mujeres  y una 
niña  como  de  diez  años  de  edad.  El  agente 
de  investigación  número  dos,  Rafael  Men- 
dizábal  Mejía,  manifestó  haber  visto  a Ma- 
rroquín y a Estrada  M.  a la  hora  y en  el  lu- 
gar donde  fué  perpetrado  el  crimen. 

La  Foronda  Oliva  dijo  haber  estado  en  la 
mencionada  cantina,  juntamente  con  su 
amante,  Tereso  Estrada  Moreno.  En  el  ca- 
reo practicado  entre  Matilde  Foronda  y Men- 
dizábal,  éste  le  sostuvo  a Matilde  que  ella 
había  hablado  con  Marroquín.  María  Mo- 
rales, concubina  de  Gerardo  Marroquín,  di- 
jo, que  su  amante  le  refirió  que  la.  Foronda 
lo  había  amenazado,  diciéndole : "Que  no 
tardaría  quince  días  vivo”,  por  que  él  (Ma- 
rroquín) logró  enviar  a la  detención  a la  Fo- 
ronda y a unas  muchachas  de  la  vida  airada 
que  encontró  en  casa  de  dicha  señora.  Al 
folio  ciento  diez  de  la  causa  se  encuentra  el 
informe  emitido  por  el  Comandante  de  In- 
vestigación, Porfirio  Quiñónez,  relativo  a la 
captura  de  Raquel  Véliz  y Matilde  Foronda 


por  el  motivo  ya  mencionado.  El  diez  y seis 
de  enero  del  comente  año,  fué  detenido,  en 
Escuintla,  Tereso  Estrada  Moreno,  Tereso  de 
León  o Fernando  de  Mata  Estrada,  como 
también  dice  llamarse  el  reo,  quien,  al  ser 
interrogado  negó  su  delincuencia,  aseguran- 
do que  cuando  fué  cometido  el  hecho  delic- 
tuoso se  encontraba  en  Puerto  Barrios,  tra- 
bajando como  cantinero,  en  el  Hotel  del 
Norte;  y que  de  vez  en  cuando  había  visi- 
tado a Matilde  Foronda,  quien  vivía  por  Ge- 
rona. Después  de  habérsele  tomado  confe- 
sión con  cargos  al  reo,  su  defensor  pidió  que 
éste  ampliara  su  indagatoria,  para  que  pro- 
pusiera pruebas  con  el  fin  de  establecer  su 
permanencia  en  Puerto  Barrios  y demostrar 
su  honradez. 

Examinados  Antonio  Leoni,  Max.  Aldana 
y Carlos  Castillo  Torres,  el  primero  dijo : 
que  estuvo  en  Puerto  Barrios  hasta  fines  del 
año  de  mil  novecientos  veintiocho,  y dejó  de 
ver  a Estrada  Mata  como  en  enero  de  dicho 
año,  deduciendo  de  esto  que  Estrada  sí  es- 
tuvo todo  el  mes  de  diciembre  de  mil  nove- 
vientos  veintisiete  en  el  puerto  ya  menciona- 
do. Aldana  afirma  haber  visto  a Moreno 
durante  el  mes  de  diciembre  de  mil  nove- 
cientos veintisiete.  Rosa  Foronda  no  pudo 
reconocer,  en  rueda  de  presos,  al  enjuiciado 
y al  ampliar  su  primera  declaración  mani- 
festó : que  por  ser  una  niña  cuando  dió  su 
deposición,  y,  por  el  tiempo  transcurrido,  ya 
no  recordaba  lo  que  en  aquella  ocasión  ha- 
bía expuesto.  Carlos  Castillo  Torres  dijo  : 
que  Estrada  es  un  hombre  trabajador,  hon- 
rado y sin  vicios, 

CONSIDERANDO  : que  los  hechos  de  los 
cuales  se  derivan  las  presunciones  huma- 
nas que  sirven  de  fundamento  al  fallo  recu- 
rrido, se  encuentran  establecidos  en  el  pro- 
ceso; y correspondiendo  a los  Tribunales  de 
Instancia,  la  apreciación  juiídica  de  esta 
clase  de  prueba  es  improcedente  entrar  al 
examen  de  los  artículos  589,  595,  596  y 597 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  que 
se  refieren  a este  medio  probatorio,  ni  del 
artículo  729  del  mismo  cuerpo  de  leyes,  por- 
que establece  cuándo  debe  dictarse  senten- 
cia condenatoria  y como  ya  se  dijo,  la  Sala 
Primera,  juzgando  que  la  prueba  de  pre- 
sunciones es  suficiente  para  imponer  pena 
al  enjuiciado,  asi  lo  hizo.  El  artículo  730 
de  Procedimientos  Penales,  es  inaplicable, 
pues  determina  los  requisitos  que  deben  con- 
currir para  que  la  absolución  sea  limitada  a 
la  instancia.  Corresponde  decir  otro  tanto 
del  artículo  12  del  Código  Penal,  pues  dicha 
disposición  contiene  preceptos  relativos  a 
casos  completamente  diversos  del  en  que  se 
encuentra  el  reo,  y finalmente  tampoco  puc- 
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den  ser  examinados  los  artículos  27,  inciso 
U,  y 29  del  Código  que  acaba  de  citarse,  por- 
que para  ello  sería  necesario  analizar  la 
prueba  a fin  de  establecer  el  grado  de  res- 
ponsabilidad en  que  incurrió  Tereso  More- 
no, lo  cual  no  procede  por  la  razón  expre- 
sada anteriormente. 

CONSIDERANDO:  que  el  Tribunal  sen- 
tenciador no  ha  tenido  como  fundamento  pa- 
ra proferir  su  fallo,  presunciones  legales,  si- 
no sólo  humanas,  y,  por  consiguiente,  tam- 
poco pudo  infringir  los  artículos  568,  inciso 
2“,  ni  el  599,  ambos  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  lo  prescrito  por  los 
artículos  690,  del  Código  que  acaba  de  ci- 
tarse y 13,  inciso  b,  del  Decreto  legislativo 
Número  1928,  declara  la  improcedencia  del 
recurso  interpuesto  e impone  al  recurrente 
quince  días  de  arresto,  conmutables  a razón 
de  diez  centavos  de  quetzal  diarios. 

Notifíquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Alberto  Argucia  S. — José  Serrano  Mu- 
ñoz/— Rafael  Nuda. — Ante  mí,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 

CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintisiete  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  Sexta  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  el  diez  de  octubre 
del  corriente  año,  en  la  causa  instruida  con- 
tra Francisco  Samayoa  Hernández  por  el 
delito  de  agresión  a Marco  Tulio  Rodas  de 
León. 

El  proceso  se  inició  en  el  Juzgado  de  Paz 
de  Chichicastenango,  a las  once  horas  y cin- 
cuenta minutos,  del  trece  de  octubre  del 
año  de  mil  novecientos  treinta  y uno,  en  vir- 
tud de  haberse  presentado  el  señor  Rodas 
de  León,  manifestando : que  el  once  del  mes 
que  acaba  de  ser  mencionado,  a las  veintiu- 
na horas,  escuchaba  el  concierto  paseándose 
por  la  acera  de  la  plaza,  juntamente  con 
Jacobó  Gil  y Moisés  Girón,  cuando  al  pasar 
frente  a la  casa  de  don  Fausto  Vicente,  Re- 
gíno  Girón  le  dijo:  “¿Por  qué  miras  con 
malos  ojos?  ¿Qué,  no  quieres  hablarme?” 
Por  detrás  apareció  en  esos  momentos  otra 


persona  y sin  dirigirle  palabra  alguna  tenía 
la  intención  de  asesinarle  con  un  machete, 
pero  como  Gil  le  gritara,  se  defendió  con  la 
capa  que  llevaba.  Dicho  sujeto  siguió  tirán- 
dole y cuando  pudo  verle  de  frente  se  dió 
cuenta  que  era  Francisco  Samayoa,  quien 
siempre  ha  manifestado  ser  su  enemigo  a 
causa  de  que  el  compareciente  le  cobró  una 
deuda  “de  cantina".  Continuó  defendién- 
dose con  su  capa  y bastón  hasta  que  logró 
quitarle  el  arma,  la  cual  presentó  al  Juzgado. 

Obtenida  la  captura  de  Samayoa  Hernán- 
dez manifestó  al  ser  interrogado,  con  fecha 
veinticuatro  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos,  lo  que  sigue : conoce  a 
Marco  Tulio  Rodas  de  León  y con  él  no  tie- 
ne relaciones;  que  estuvo  en  Chichicaste- 
nango  el  once  de  octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y uno,  a las  veintiuna  horas  poco 
más  o menos,  acompañado  de  Pedro  Rivera, 
Elizardo  Galicia,  Juan  Elias  Pacheco,  Elias 
Quiñónez  y Eduardo  Coronado,  paseando 
hasta  como  a las  veintidós  horas  cincuenta 
minutos;  que  nada  le  debe  a Rodas  de  León, 
y no  es  verdad  que  le  haya  agredido. 

El  Juez  de  1’  Instancia  del  Quiché  dió  fin 
a la  causa  absolviendo  del  cargo  al  enjuicia- 
do por  estimar  que  no  existe  prueba,  si  en 
un  principio  o sea  en  el  sumario  del  proceso, 
los  testigos  Moisés  Girón  y Jacobo  Gil  P., 
corroboraron  lo  manifestado  por  Marco  Tu- 
lio Rodas  de  León  acerca  de  la  agresión, 
más  tarde  Girón  y Gil  R.  han  incurrido  en 
contradicciones  entre  sí  y con  el  ofendido, 
circunstancias  que  destruyen  el  valor  pro- 
batorio de  sus  deposiciones;  y por  otra  par- 
te, en  favor  del  procesado  declararon  Pedro 
Rivera  y Eduardo  Coronado,  quienes  afir- 
maron que  estuvieron  con  aquél  hasta  las 
veintidós  horas,  poco  más  o menos,  del  día 
de  autos. 

La  Sala  6’  de  la  Corte  de  Apelaciones,  ne- 
gó su  aprobación  al  fallo  de  Primera  Ins- 
tancia, e impuso  a Francisco  Samayoa,  como 
autor  del  delito  de  agresión,  un  año  de  pri 
sión  correccional,  aumentado  en  una  tercera 
parte  por  concurrir  la  circunstancia  agravan- 
te señalada  en  el  inciso  12  del  artículo  22 
del  Código  Penal;  y,  además,  condenó  al  reo 
en  las  penas  accesorias  correspondientes. 

La  Sala,  en  sus  “considerandos”  expresa 
lo  que  sigue  : con  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos Moisés  Girón  y Jacobo  Gil  R.,  que  es- 
tán conformes,  en  las  personas,  lugar,  tiem- 
po y manera  como  se  verificó  el  hecho,  se 
prueba  plenamente  que  el  señor  don  Marco 
Tulio  Rodas  de  León,  fué  agredido  con  ma- 
chete la  noche  del  once  de  octubre  de  mil 
novecientos  treinta  y uno,  en  la  plaza  pú- 


440 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


blica  de  Santo  Tomás  Chichicastenango  por 
Francisco  Samayoa,  quien  dejó  botado  el 
machete,  cuando  aquel  se  defendió  con  un 
bastón;  que  las  declaraciones  de  Pedro  Ri- 
vas  y Eduardo  Coronado  no  merecen  crédito, 
porque  no  sólo  fueron  recibidas  hasta  el  ca- 
torce de  julio  del  corriente  año  sino  que  no 
indican  el  porqué  de  tener  presente  de  una 
manera  tan  exacta  la  fecha  de  autos  a pesar 
de  haber  transcurrido  casi  dos  años,  agre- 
gándose a eso  que  los  testigos  Elizardo  Ga- 
licia, Elias  Quiñónez  y Juan  Elias  Pacheco, 
propuestos  por  el  reo  en  su  declaración  in- 
dagatoria negaron  haber  acompañado  a este 
en  la  fecha  de  autos.  Que  por  la  forma  en 
que  Francisco  Samayoa  esperaba  a Rodas 
de  León  cuando  lo  agredió,  se  deduce  qiie 
buscó  de  propósito  la  noche  para  delinquir 
y en  tal  virtud  debe  agravársele  la  pena 
con  una  tercera  parte  atendiendo  a lo  que 
determinan  sobre  el  particular  los  artículos 
22,  inciso  12  y 77,  del  Código  Penal. 

Contra  este  último  pronunciamiento,  el  reo 
introdujo  el  presente  recurso  de  casación, 
con  auxilio  del  Abogado  don  Domingo  S. 
Echeverría,  citando,  como  violados,  los  ar- 
tículos 581,  inciso  8°,  583,  inciso  1°,  573,  568 
y 584,  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  los  dichos  de 
Moisés  Girón  y Santiago  Jaccbo  Gil  Rodas 
deben  apreciarse  como  presunciones  huma- 
nas, en  virtud  de  que  se  contradijeron  al 
ser  repreguntados  por  el  Juez  de  la  causa 
a petición  del  defensor  de  Francisco  Sama- 
yoa Hernández,  y,  además,  por  haber  confe- 
sado ambos  tener  amistad  íntima  con  el  acu- 
sador. Las  declaraciones  de  Pedro  Rivera  y 
Eduardo  Coronado  carecen  de  verosimilitud ; 
porque  de  ser  cierto  lo  que  aseguran,  es  muy 
natural  y lógico  que  en  el  mismo  sentido  en 
que  dichos  testigos  declararon,  lo  hubiesen 
hecho  Elizardo  Galicia,  Elias  Quiñónez  y 
Juan  Elias  Pacheco,  ya  que  Rivera,  Corona- 
do y Samayoa  afirman : el  primero,  que,  ade- 
más de  Samayoa  estuvieron  juntamente  con 
otras  personas;  el  segundo,  que  sus  acom- 
pañantes fueron  Pacheco,  Galicia  y otros 
individuos  que  no  recuerda;  y el  tercero 
que  estuvo  en  compañía  de  las  personas  que 
mencionó  en  su  indagatoria,  Pero  aconte- 
ce todo  lo  contrario,  pues  tanto  Galicia  como 
Pacheco  y Quiñónez  negaron  haber  estado 
en  compañía  de  Samayoa  Hernández  cuan- 
do se  verificó  el  hecho  delictuoso. 

Todo  lo  relacionado  pone  de  manifiesto, 
que  sí  existe  prueba  indirecta  para  conde- 
nar al  reo ; y,  por  consiguiente,  no  se  infrin- 
gieron los  artículos  568,  584,  573,  583,  inciso 
1'’,  y 581,  inciso  8',  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 


POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  lo  prescrito  por  los 
artículos  600  y 690,  del  Código  que  acaba  de 
mencionarse,  desestima  el  recurso  interpues- 
to, y condena  a la  parte  que  lo  introdujo  a 
sufrir  quince  días  de  arresto,  conmutables 
con  quince  centavos  de  quetzal  por  cada  día, 
Notifíquese  y,  con  certificación  de  lo  re- 
suelto devuélvanse  los  autos  al  Tribunal  de 
su  origen. 

J.  M.  Reina  Anárade. — Federico  O.  Sala- 
zari- — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argue- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Jaan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintinueve  de  noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres. 

Se  tiene  a la  vista,  para  resolver  el  recur- 
so de  revisión  interpuesto  por  Joaquín  Ló- 
pez Hernández,  con  auxilio  del  Licenciado 
don  Alberto  C.  Camey,  que  funda  en  que  la 
pena  impuesta  es  ilegal  e injusta,  por  los 
motivos  siguientes  : el  compareciente  inter- 
vino como  testigo  de  identidad,  en  una  es- 
critura pública  de  poder  general,  a nombre 
de  Herminia  Mijangos  viuda  de  Mota,  ins- 
trumento que  fué  autorizado  por  el  Notario 
José  Dionisio  Palacios;  pero  después  resul- 
tó que  había  firmado  dicha  escritura  Her- 
minia Mijangos  viuda  de  Mota,  por  Simona 
Estrada  Castillo.  Hay  que  hacer  constar 
que  los  interesados  jamás  hicieron  uso  algu- 
no del  mencionado  poder;  quiere  decir  que 
no  hubo  el  menor  daño  de  tercero,  lucro  ni 
fraude,  requisitos  que  se  necesitan  para  que 
el  delito  de  falsificación  de  documentos  pú- 
blicos sea  punible,  de  conformidad  con  el 
artículo  194  del  Código  Penal.  Que  el  Juez 
de  la  causa  le  condenó  como  autor,  no  obs- 
tante que  él  (López  Hernández),  solamen- 
te intervino  con  el  carácter  de  testigo  de 
identidad,  confiando  en  que  el  Notario  es 
una  persona  honorable;  suponiendo,  sin 
concederlo,  que  hubiese  delito,  corresponde- 
ría imponerle  pena,  pero  como  cómplice,  al 
tenor  de  lo  establecido  por  el  artículo  70  del 
Código  Penal. 

El  Juez  1’  de  1'  Instancia  del  departamen- 
to de  Quezaltenango,  con  fecha  veintidós  de 
diciembre  de  mil  novecientos  treinta  y uno 
condenó  a Joaquín  López  Hernández,  a su- 
frir, con  las  penas  accesorias  correspondien- 
tes, ocho  años  de  prisión  correccional,  incon- 
mutables, por  el  delito  de  falsificación  de 
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documentos  públicos ; y dejó  abierto  el  pro- 
cedimiento contra  Demetrio  S.  Sigüenza  y 
Herminia  Mijangos  viuda  de  Mota. 

El  veintinueve  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos,  la  Sala  2-  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  confirmó  en  todas  sus  partes 
el  fallo  proferido  en  1’  Instancia,  y la  Corte 
Suprema  de  Justicia,  con  fecha  seis  de  fe- 
brero del  corriente  año,  desestimó  el  recurso 
extraordinario  de  casación  interpuesto  con- 
tra este  último  pronunciamiento  por  el  reo, 
con  auxilio  del  Abogado  don  Oscar  A.  San- 
doval. 

CONSIDERANDO:  que  los  fundamentos 
que  se  invocan  para  apoyar  el  presente  re- 
curso son  inconducentes,  pues  debió  basar- 
se, en  que  se  había  cometido  errores  noto- 
rios de  hecho,  y éstos  estar  comprendidos 
en  alguno  de  los  casos  que  taxativamente 
determina  la  ley. 

La  condena  que  extingue  el  reo,  no  es  en 
virtud  de  sentencias  contradictorias,  por  un 
mismo  delito  que  únicamente  haya  podido 
cometerse  por  un  solo  individuo ; no  se  tuvo 
sub  índice,  el  caso  del  homicidio  de  una  per- 
sona cuya  existencia  haya  sido  establecida, 
después  de  haberse  impuesto  pena  al  reo ; 
tampoco  López  Hernández  sufre  condena, 
en  virtud  de  un  fallo  fundado  en  documen- 
tos que  se  hayan  declarado  falsos,  por  sen- 
tencia firme  dictada  en  causa  criminal ; ni 
al  enjuiciado  se  le  infligió  pena  por  no  haber 
dado  razón  del  paradero  de  la  persona  roba- 
da o explicación  satisfactoria  sobre  su  muer- 
te o desaparición,  y hoy  aquel  informara 
acerca  del  lugar  donde  pueda  ser  encontrada 
la  ofendida  o esta  hubiere  aparecido. 

En  consecuencia,  la  revisión  que  se  pide 
es  improcedente  por  carecer  de  base  legal. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  conformidad  con  lo  prescrito  por  el 
artículo  695  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  y de  acuerdo  con  lo  dictaminado 
por  el  señor  Fiscal,  asi  lo  declara. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos  al  Tri- 
bunal de  su  origen  en  la  forma  que  corres- 
ponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sola- 
zar.— Carlos  Casiellanos  R. — Alberto  Arguc- 
ia S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
treinta  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  veintiuno  de  sep- 
tiembre del  año  en  curso,  en  la  que  se 
confirma  la  que  profirió  el  Juez  6''  de  1’ 
Instancia,  en  la  causa  instruida  por  el  delito 
de  homicidio  por  imprudencia  temeraria, 
contra  Marcelino  Menéndez  Rafael,  con  la 
única  reforma  de  que  Menéndez  Rafael 
era  autor  del  delito  de  homicidio  volunta- 
rio perpetrado  en  la  persona  de  Jenaro  Agui- 
lar;  pero  existiendo  a su  favor  las  atenuan- 
tes 3’  y 7’  del  artículo  21  del  Código  Penal, 
le  imponía  la  pena  die  tres  años  cuatro 
meses  de  prisión  correccional. 

La  Sala  sentenciadora  fundó  su  fallo  con- 
denatorio en  los  siguientes  considerandos : 
primero : que  la  responsabilidad  criminal 
del  reo  Marcelino  Menéndez  Rafael  como 
autor  del  homicidio  perpetrado  en  la  perso- 
na de  Jenaro  Aguilar,  se  desprendía  del 
análisis  jurídico  que  hizo  el  Juez  6°  de  los 
hechos  siguientes:  a)  haberse  encontrado 
fínicamente  en  el  lugar  del  suceso  cuan- 
do éste  acaeció,  el  interfecto  y el  procesado; 
b)  c\  hecho  de  haberse  dirigido  Menéndez 
Rafael  al  lugar  donde  estaba  Aguilar  por 
haberle  reclamado  éste  al  quebrar  una  mar- 
queta de  hielo  como  lo  afirman  los  testigos 
Maximiliano  Larios,  Gustavo  Calvillo  y An- 
tonio Solares;  c)  haber  reñido  el  interfecto 
y el  procesado  como  se  comprueba  con  la 
propia  confesión  de  éste;  y el  carácter 
díscolo  e impulsivo  del  reo.  Presunciones 
todas,  que  por  su  concordancia,  enlace,  gra- 
vedad y congruencia  con  los  autos,  llevan 
al  ánimo  judicial  el  convencimiento  de  la 
culpabilidad  de  Marcelino  Menéndez  Ra- 
fael.—Artículos  566,  570,  573,  587,  594,  595, 
596  y 609  Procedimientos  Penales — ; Segun- 
do : que  caracterizándose  el  delito  de  im- 
prudencia temeraria  por  la  falta  de  ma- 
licia con  que  el  agente  obra  al  realizar  el 
acto  productor  de  cualquiera  de  los  hechos 
que  constituyan  delito ; que  habiendo  sido 
libre  y voluntario  el  acto  de  la  riña  del  pro- 
cesado y el  interfecto,  era  indiscutible  que 
la  acción  del  procesado  era  culposa,  pues 
no  debe  confundirse  la  falta  de  intención 
■de  causar  un  mal  de  tanta  gravedad  con 
el  realizado,  que  es  una  circunstancia  ate- 
nuante, con  la  malicia  del  agente,  por  lo 
que  no  puede  decirse  que  el  reo  obró  por 
imprudencia  temeraria,  sino  que  por  el  con- 
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trario,  debían  serle  imputadas  las  consecuen- 
cias en  la  medida  que  lo  requiera  las  cir- 
cunstancias concurrentes  al  hecho. — Artícu- 
los 11,  21,  inciso  3''  y 434  del  Código  Penal — ; 
Tercero;  que  la  pena  que  correspondía  im- 
poner al  reo  de  homicidio  era  la  de  diez 
años  de  prisión  correccional,  pero  existien- 
do a favor  de  él  las  atenuantes  a que  se 
refiere  el  artículo  21  del  Código  Penal  en 
sus  incisos  3"  y 7",  era  procedente  reba- 
jarle la  pena  en  sus  dos  terceras  partes. — 
Artículos  295  y 79  del  Código  Penal. 

El  Juez  6"  de  1’  Instancia  con  fecha  veinte 
de  junio  del  año  en  curso  dió  fin  al  proceso 
instruido  contra  Marcelino  Menéndez  Ra- 
fael, declarando : que  era  autor  del  delito 
de  homicidio  cometido  por  imprudencia  te- 
meraria, imponiéndole  por  tal  infracción, 
la  pena  de  tres  años  de  prisión  correccional, 
haciendo  las  demás  declaraciones  legales. 

La  causa  se  instruyó  en  virtud  de  parte 
que  el  Comandante  del  Primer  Cuerpo  de 
Policía  dió  al  Juez  U de  Paz  el  veintidós 
de  abril  de  mil  novecientos  treinta  y dos, 
de  haberse  cometido  un  delito  en  la  fábrica 
de  hielo  “La  Mariposa''. 

Al  constituirse  el  Juez  en  la  fábrica  de 
hielo  de  la  9”  Avenida  Sur,  N"  90,  hizo  cons- 
tar que  a un  metro  y medio  de  la  polea 
que  mueve  el  compresor  de  amoníaco,  se 
encontró  el  cadáver  de  un  hombre  que  pre- 
sentaba una  lesión  profunda  en  el  frontal 
del  lado  derecho,  otra  pequeña  en  la  barba, 
siempre  del  lado  derecho  y otra  pequeña 
en  la  cara  y en  el  cuello;  que  entre  la  faja  y 
la  polea  había  una  gorra,  estando  la  polea 
reventada  y ambas  manchadas  de  sangre; 
que  el  dueño  de  la  fábrica,  don  Diego  Ame- 
nábar,  había  manifestado  que  el  cadáver 
correspondía  al  que  en  vida  fuera  Jenaro 
Aguilar  y que  según  le  dijeron  los  mozos 
Nazario  Tucubal  y Gustavo  Carrillo,  Agui- 
lar había  reñido  con  su  ayudante  Marce- 
lino Menéndez;  que  la  riña  se  había  origi- 
nado por  una  marqueta  de  hielo  que  Me- 
néndez quebró,  habiéndose  agarrado  a bo- 
fetadas cerca  de  la  compresora  de  amoníaco 
y que  Aguilar  había  caído  en  la  polea,  en 
donde  fué  arrollado  por  la  faja,  que  habién- 
dole preguntado  a Marcelino  Menéndez  có- 
mo había  pasado  el  hecho,  éste  dijo ; que 
Aguilar  le  había  insultado  a su  madre  y 
que  habiéndole  dado  una  bofetada  en  la 
boca,  habían  reñido  ambos  y que  Aguilar 
se  resbaló  cayendo  sobre  la  polea  sin  que 
él  lo  hubiera  empujado.  Amenábar  mani- 
festó, entre  otras  cosas,  al  ser  examinado, 
que  Aguilar  era  muy  trabajador  y honra- 
do y que  Menéndez  era  un  muchacho  muy 
insolente  e insubordinado  y que  según 


acaecieron  los  hechos,  se  desprendía  que  Me- 
néndez fué  quien  buscó  a Aguilar  para  pe- 
garle, puesto  que  el  lugar  en  donde  se  en- 
contraba el  hielo,  que  era  donde  estaba  Me- 
nénez,  quedaba  retirado  del  tanque  donde 
están  los  moldes,  lugar  en  donde  se  encon- 
traba Aguilar ; que  todo  fué  porque  Menén- 
dez al  recibir  el  hielo  quebró  una  mar- 
queta y Aguilar  le  dijo  que  se  lo  diría  al 
dicente,  por  lo  que  Menéndez  se  fué  al 
lugar  en  donde  estaba  Aguilar  y segura- 
mente le  pegó  una  bofetada  y el  otro,  más 
débil,  cayó  sobre  la  polea,  en  donde  quedó 
prensado  por  la  faja,  puesto  que  ésta  se 
rompió;  y que  el  había  visto  el  hecho, 
era  Tucubal.  Maximiliano  Larios,  manifes- 
tó que  el  día  del  suceso  llegó  a sacar  una 
marqueta  de  hielo  para  llevársela  a su  ca- 
rreta, que  estaba  hasta  la  17  Calle,  oyendo 
que  Aguilar  alegaba  con  Marcelino  Me- 
néndez porque  éste  último  había  quebrado 
una  marqueta  de  hielo,  que  el  declarante 
sólo  vió  cuando  Menéndez  se  dirigía  a don- 
de estaba  Aguilar,  cerca  del  tanque  de  los 
moldes  de  hielo,  pues  habiendo  cargado  su 
marqueta  se  dirigió  a la  calle  y que  cuando 
regresó  a traer  otra,  encontró  la  puerta  ce- 
rrada y al  tocar,  le  abrió  Nazario  Tucubal, 
quien  presenció  los  hechos ; que  sin  duda 
Menéndez  le  pegó  una  manada  o un  em- 
pujón y lo  hechó  sobre  la  polea,  que  fué  la 
que  lo  mató.  Nazario  Tucubal,  manifestó 
que  cuando  regresaba  de  su  carreta  a don- 
de había  ido  a dejar  hielo,  al  llegar  a las 
máquinas,  vió  que  Marcelino  Menéndez, 
ayudante  de  la  carreta  que  manejaba  Gus- 
tavo Calvillo,  tenía  en  sus  brazos  el  cuerpo 
de  Aguilar,  por  lo  que  fué  a avisar  al  señor 
Amenábar,  pero  que  él  no  oyó  que  entre 
Menéndez  y Aguilar  hubiera  alguna  aléga- 
la. Gustavo  Calvilloi,  dijo  que  habiendo 
quebrado  Menéndez  una  marqueta  de  hie- 
lo, Aguilar  le  indicó  que  daría  parte  y que 
entonces  Menéndez  se  fué  para  donde  es- 
taba Aguilar,  que  era  el  tanque  donde  esta- 
ban los  moldes  de  hielo,  cerca  de  las  má- 
quinas que  fabrican  dicho  producto ; que 
cuando  Menéndez  se  dirigía  a dicho  tugar, 
el  dicente  se  echó  una  marqueta  de  hielo 
al  hombro  y salió  a la  calle,  que  por  la  puerta 
iba  cuando  oyó  un  ruido  igual  al  que  ha- 
cen las  máquinas  cuando  se  rompe  una 
faja  y que  cuando  regresó  encontró  la 
puerta  cerrada ; y cuando  entró  se  encon- 
tró con  la  desgracia  de  que  Aguilar  se  en- 
contraba muerto;  que  Menéndez  era  un  mu- 
chacho impulsivo,  mal  educado  e insubor- 
dinado, y Aguilar  honrado,  humilde  y tra- 
bajador. Indagado  Marcelino  Menéndez 
dijo  que  estaba  detenido  por  la  muerte  de 
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Jenaro  Agiiilar  y que  el  hecho  pasó  así:  que 
el  indagado  se  encontraba  acarreando  hielo 
y como  ya  se  estaba  acabando  se  dirigió 
a Aguilar,  preguntándole  de  dónde  seguiría 
llevando;  que  AguUar  se  encontraba  pa- 
rado en  los  tanques  donde  están  los  mol- 
des, que  se  bajó  de  allí,  pero  que  al  bajar 
se  resbaló  y cayó  en  la  polea,  que  era  cierto 
que  él  había  tenido  una  alegata  con  Aguilar 
por  haber  quebrado  una  marqueta  de  hielo, 
que  no  riñeron  cerca  de  la  polea  sino  que 
arriba,  en  el  tanque,  en  donde  Aguilar  le 
pegó  una  bofetada  y que  después  vió  que 
Aguilar  bajó  corriendo  y se  paró  cerca  de 
la  polea  y luego  cayó  sobre  de  ella;  que 
despuéjs  de  la  riña  todavía  fué  a sacar 
hielo  para  la  carreta  y cuando  había  sacado 
como  cinco,  fué  cuando  Aguüar  se  vino  des- 
de arriba  y cayó  sobre  la  polea.  Antonio 
Solares  declaró  sobre  los  antecedentes  de 
Aguilar,  y que  Menéndez  provocaba  conti- 
nuamente dificultades  con  sus  compañeros 
de  trabajo. 

Al  serle  notificada  la  sentencia  ejecuto- 
ria de  la  Sala  Primera,  al  reo  Marcelino 
Menéndez,  con  auxilio  del  Licenciado  don 
José  Barillas  Fajardo,  introdujo  el  presen- 
te recurso  de  casación  por  violación  de  ley, 
citando  como  infringidos  los  artículos  si- 
guientes: 11,  12,  27  inciso  I",  434  y 295  del 
Código  Penal;  571,  568,  589,596,  498,  601 
y 614  Procedimientos  Penales. — Pedidos  los 
antecedentes  y señalado  día  para  la  vista, 
es  el  caso  de  dictar  la  sentencia  que  co- 
rresponde en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  de  los  hechos 
consignados  en  la  sentencia  recurrida  no 
se  infiere  que  Marcelino  Menéndez  Rafael 
al  dar  muerte  a Jenaro  Aguilar  haya  querido 
cometer  el  delito  de  homicidio ; sino  que 
éste  ocurrió  a consecuencia  del  acto  impru- 
dente de  haber  luchado  en  un  lugar  resba- 
ladizo y sumamente  peligroso  en  que  el 
menor  descuido  podía  causar,  como  en  efec- 
to lo  causó,  la  caída  de  cualquiera  de  ellos; 
es  decir,  que  si  bien  hubo  voluntariedad  en 
la  acción,  como  el  propio  procesado  le  con- 
fiesa, al  asegurar  que  se  agarraron  a ma- 
nadas con  el  occiso,  no  la  hubo  en  el  resul- 
tado; y en  consecuencia,  no  habiendo  ma- 
licia en  el  acto  realizado,  no  puede  califi- 
carse como  querido  o intencional,  sino  debe 
calificarse  el  hecho  como  imprudente  y teme- 
rario, y al  calificarlo  de  distinta  manera  el 
Tribunal  sentenciador,  violó  la  prescripción 
contenida  en  el  artículo  434  del  Código  Penal, 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  la  ley  citada  y lo  dis- 
puesto en  los  artículos  33,  44,  66,  Código 


Penal;  726,  729,  732,  735  y 687  Procedimien- 
tos Penales  2'  y 4'  del  Decreto  1740;  233  y 
234  Decreto  Número  1928,  casa  y anula  la 
sentencia  recurrida;  y,  resolviendo  sobre  lo 
principal,  declara:  1'’,  que  Marcelino  Me- 
néndez es  el  autor  del  delito  de  homicidio 
por  imprudencia  temeraria  en  la  persona  de 
Jenaro  Aguilar,  por  cuya  infracción  le  im- 
pone la  pena  de  tres  años  de  prisión  co- 
rreccional; 2",  le  permite  conmutar  la  pena 
en  sus  dos  terceras  partes,  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  día ; 3°,  le  suspende 
en  el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos  du- 
rante el  tiempo  de  la  condena;  4",  lo  deja 
afecto  al  pago  de  las  responsabilidades  ci- 
viles provenientes  del  delito;  y,  5",  por  ser 
pobre  en  el  sentido  legal,  lo  exonera  de 
reponer  el  papel  empleado  en  la  causa, — No- 
tifíquese  y como  corresponde,  devuélvanse 
los  antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
queta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
cinco  de  diciembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Por  recurso  de  casación,  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  Tercera  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  en  la  causa  instruida 
por  el  delito  de  falsificación  de  billetes  de 
Banco,  de  fecha  veintiuno  de  octubre  del  año 
en  curso,  en  la  que  se  confirmó  la  sentencia 
condenatoria  del  Juez  5”  de  Instancia  de 
este  departamento. 

El  trece  de  marzo  del  presente  año,  la 
Policía  Nacional  dió  parte  al  Juez  4°  de 
Paz  de  que  en  la  casa  N'^  21  del  Callejón 
Melgar,  habitada  por  Víctor  Castilla,  se  en- 
contraron los  objetos  siguientes:  tres  fras- 
cos pequeños  de  distintos  ácidos,  que  ser- 
vían para  la  elaboración  de  billetes  falsos; 
dos  resmas  de  papel  ordinario  para  la  falsifi- 
ción  de  billetes ; dos  resmas  de  papel  de  seda ; 
un  corte  de  mármol  que  sirve  para  asentar 
billetes ; dos  moldes  de  madera  con  su  res- 
pectiva perforación;  3 billetes  de  diez  quet- 
zales cada  uno  ya  falsificados ; 2 billetes  de 
cinco  quetzales,  un  billete  de  uno ; tres  restos 
de  varas  de  estaño;  un  pedazo  de  brea;  una 
caja  conteniendo  goma  blanca;  una  brocha 
fina  y una  tarraja;  una  canastilla  contenien- 
do varios  fierrecitos;  una  frasco  contenien- 
do polvo  de  oro.  Los  agentes  Víctor  Cal- 
derón y Martin  M,  Méndez,  manifestaron. 
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que  en  la  casa  de  Castilla  encontraron  a 
dicho  señor  y a otro  en  el  acto  de  que  hacían 
billetes  falsos  de  Banco,  capturando  al  pri- 
mero y no  así  al  segundo  por  ser  el  que  dió 
con  el  delito.  Castilla  negó  el  delito  que  se 
le  atribuía  diciendo,  que  los  billetes  que  se 
les  recogieron  le  fueron  dados  en  garantía 
de  cuatro  dólares  por  Pedro  Pastor  y que 
no  había  dado  parte  a la  autoridad  porque 
Pastor  convino  en  volver  pronto  a pagarle 
y que  las  cosas  que  le  encontraron  en  su 
casa  le  servían  para  el  ejercicio  de  su  pro- 
fesión de  herrero,  y para  hacer  ejercicios 
de  dibujo;  que  ignoraba  que  los  objetos  sir- 
vieran para  hacer  moneda  falsa  y que  el 
autor  de  los  billetes  falsos  que  obran  de  fo- 
lios 10  al  24  era  Pedro  Pastor.  Dictamina- 
ron como  expertos  el  Licenciado  Pedro  Are- 
nales, don  Marco  Tulio  Valdéz  y Licenciado 
Julio  Valladares  Márquez. 

El  diez  y nueve  de  julio  del  año  en  curso, 
el  Juez  5°  de  1'  Instancia  de  éste  Departa- 
mento, dió  fin  a la  causa  instruida  contra 
Víctor  Castilla  por  el  delito  de  falsificación 
de  billetes  de  Banco,  declarando  : que  éste 
era  autor  de  dicho  delito,  imponiéndole  la 
pena  de  seis  años  de  prisión  correccional 
inconmutable,  haciendo  las  demás  declara- 
ciones correspondientes  en  derecho. 

En  segunda  Instancia  el  Ministerio  Pú- 
blico y el  señor  Fiscal,  estuvieron  de  acuerdo 
con  la  sentencia  proferida  por  el  Juez  5°  de 
1“  Instancia. — Al  serle  notificada  la  ejecu- 
toria de  la  Sala  3-  al  reo,  con  auxilio  del 
Licenciado  don  Luís  Felipe  Rosales  intro- 
dujo el  presente  recurso  de  casación  por 
violación  de  ley,  citando  como  infringidos 
los  artículos  259,  570,  inciso  5“  y 573  inciso 
1“  del  Código  de  Procedimientos  Penales ; 
21  inciso  3’  y 181  Código  Penal.  También 
el  Procurador  Licenciado  Eleázar  ürme- 
neta,  introdujo  casación  del  fallo  de  la  Sala 
3°,  denunciando  como  violados  los  artículos 
184,  21  inciso  3'-'.  y 77  del  Código  Penal ; 732 
Procedimientos  Penales.  Pedidos  los  ante- 
cedentes y señalado  día  para  la  vista,  es  el 
caso  de  dictar  la  que  corresponde  en  de- 
recho. 

CONSIDERANDO:  que  las  leyes  pena- 
les defienden  con  su  vigorosa  protección  la 
creación  del  papel  moneda  del  Estado,  de 
los  Bancos  de  emisión,  de  descuento  y 
otros  establecimientos  de  crédito ; dando  al 
delito  de  falsificación  de  billetes  de  Banco 
una  existencia  especial  como  lo  determina 
el  artículo  181  del  Código  de  la  materia; 
y en  el  caso  de  autos,  a Víctor  Castilla  Fuen- 
tes se  le  sorprendió  por  dos  agentes  del 
orden  público  haciendo  billetes  de  varios 


valores,  para  ponerlos,  sin  duda  alguna,  a 
la  circulación,  encontrándole  materiales  y 
efectos  que  emplean  en  la  falsificación,  y 
por  consiguiente,  la  existencia  del  delito 
y la  responsabilidad  del  enjuiciado  como 
autor  de  él,  están  probados,  por  lo  que  la 
Sala  sentenciadora  al  calificar  su  acción 
como  constitutiva  del  delito  en  referencia, 
no  incurrió  en  error  de  derecho  ni  infrin- 
gió las  disposiciones  legales  contenidas  en 
los  artículos  181  y 184  del  Código  Penal. 
Mucho  menos  pudo  infringirse  el  artículo 
21  inciso  3“  que  se  refiere  a la  circunstan- 
cia atenuante  de  no  haber  tenido  el  delin- 
cuente intención  de  causar  un  mal  de  tan- 
ta gravedad  como  el  que  produjo  ni  el  77 
del  mismo  Código,  relativo  a las  circuns- 
tancias agravantes  y atenuantes  para  el  efec- 
to de  aumentar  la  pena  en  una  tercera 
parte  o reducirla  en  la  misma  proporción, 
pues  no  tiene  aplicación  alguna. 

CONSIDERANDO:  que  existiendo  base 
suficiente  para  el  procedimiento  incoado 
contra  Víctor  Castilla  Fuentes,  por  el  delito 
de  falsificación  de  billetes  de  Banco,  y prue- 
ba suficiente  de  su  culpabilidad,  toda  vez 
que  fué  sorprendido  in  fragantí  como  lo 
aseguran  Víctor  Calderón  y Martín  M.  Mén- 
dez, y conteniendo  la  sentencia  recurrida 
decisiones  expresas,  positivas  y precisas, 
citándose  en  ella  la  ley  correspondiente,  el 
Tribunal  de  2‘  Instancia,  al  proferir  su  fallo 
condenatorio  no  infringió  los  artículos  259, 
570  inciso  5'^  573,  incisos  1’  y 732  Procedi- 
mientos Penales. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas  y lo 
que  disponen  los  artículos  676,  686  y 690 
Procedimientos  Penales ; 233  y 234  Decreto 
Número  1928,  desestima,  por  improcedente, 
el  recurso  interpuesto  e impone  al  recurren- 
te la  pena  adicional  de  quince  días  de  pri- 
sión simple,  conmutables  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  día. — Notifíquese  y 
con  certificación  devuélvanse  los  anteceden- 
tes a donde  corresponde. 

J,  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazor. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gucia S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
once  de  diciembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  V de  la 
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Corte  de  Apelaciones,  el  cinco  de  octubre 
retropróximo,  en  el  proceso  que  por  el  delito 
de  homicidio  perpetrado  en  la  persona  de 
Reginaldo  Estrada, 

El  Jxxez  2'-'  de  Paz  de  Guatemala,  a las 
diez  y nueve  horas  y cincuenta  minutos  del 
veintitrés  de  junio  de  mil  novecientos  vein- 
tinueve, tuvo  conocimiento  de  la  comisión 
de  un  hecho  delictuoso,  y constituido  en  el 
pastizal  situado  en  la  esquina  de  la  séptima 
Avenida  Norte  y Tercera  Calle  Oriente  del 
Cantón  Jocotenango,  predio  que  pertenece 
a don  Luis  Mendizábal,  a sesenta  metros 
de  un  portón,  poco  más  o menos,  y bajo  un 
árbol  de  jocote  encontró  el  cadáver  de  Re- 
ginaldo Estrada,  El  occiso  tenia  cuatro 
heridas  por  arma  blanca,  distribuidas  asi : 
U,  por  dentro  del  mamelón  izquierdo,  de 
cuatro  centimetros  de  longitud ; 2-,  al  nivel 
del  ángulo  siíoideo,  de  seis  centimetros  de 
longitud,  oblicua  hacia  abajo  y hacia  la  de- 
recha; 3*,  en  la  cara,  región  malar  izquierda 
de  un  centímetro  de  longitud,  sin  impor- 
tancia ; y 4’,  en  el  dedo  pequeño  de  la  mano 
izquierda,  también  sin  importancia.  La 
muerte  de  Estrada  se  debió  a las  heridas 
números  uno  y dos.  Lesiones  penetrantes 
del  tórax  y del  abdomen,  las  cuales  inte- 
resaron el  corazón  y el  higado,  ocasionando 
una  herorragia  profusa  de  2.400  c c.  de  san- 
gre ; heridas  necesariamente  mortales. 

Emilia  Muñoz,  mujer  de  Estrada,  mani- 
festó sospechar  que  Marcos  Soc  fuera  el 
autor  de  la  muerte  de  Reginaldo,  sujeto 
que  trabajaba  en  la  lechería  de  Luis  San- 
íizo ; y que  el  mismo  día  del  suceso  su  es- 
poso había  reñido  con  Adrián  y Gumer- 
sindo Barrillas,  como  a las  trece  horas  y 
cincuenta  minutos,  por  que  dichos  indivi- 
duos pretendían  sacar  una  vaca,  pertene- 
ciente al  hermano  de  los  Barillas,  semo- 
viente que  estaba  en  el  pótrero  de  don 
Luis  S antizo.  A consecuencia  del  pleito 
resultó  Estrada  con  una  lesión  que  le  dejó 
cicatriz  visible  en  el  carrillo  izquierdo, 
constituyendo  aquella  una  deformidad. 

Proseguida  la  causa,  el  Juez  6''  de  1’  Ins- 
tancia le  puso  término  con  fecha  treinta  de 
octubre  de  mil  novecientos  veintinueve,  de- 
clarando ; 1'’,  que  Adrián  y Gumersindo  Ba- 
rillas Monterroso  son  coautores  del  delito 
de  lesiones,  por  lo  que  les  impone  a cada' 
uno  de  ellos,  dos  años  de  prisión  correccional 
permitiéndoles  conmutar  las  dos  terceras 
partes  de  la  pena,  a razón  de  un  cuarto  de 
quetzal  diario;  con  abono  del  tiempo  pade- 
cido purgarán  la  pena  en  la  Penitenciaría 
Central;  les  obliga  a la  reposición  del  papel 
empleado  en  la  causa;  suspende  a Gumer- 
sindo en  el  goce  de  sus  derechos  políticos 


durante  el  término  de  la  condena;  y los  obli- 
ga al  pago  de  las  responsabilidades  civiles 
provenientes  del  hecho  delictuoso;  y 2'',  de- 
ja abierto  el  procedimiento  contra  Marcos 
Cos  o Soc  por  el  delito  de  homicidio  come- 
tido en  la  persona  de  Reginaldo  Estrada. 

La  Sala  Primera  de  Apelaciones  confirmó 
el  fallo  que  acaba  de  relacionarse,  con  la  re- 
forma de  que  la  pena  es  de  tres  años  de 
prisión  correccional,  rebajada  en  una  terce- 
ra parte,  por  la  propií  naturaleza  del  delito 
(lesiones  en  riña  tumultuaria)  y en  otra 
tercera  parte,  por  la  circunstancia  atenuan- 
te de  la  confesión,,  única  prueba  que  éxis- 
te  en  la  causa.  El  tres  de  abril  del  corrien- 
te año,  fué  puesto  a disposición  del  funcio- 
narioi  miencíonado  anteriormebte,  Marqos 
Soc  Esjotop,  quien  negó  la  comisión  del 
delito  que  se  le  imputa,  afirmando  que  en 
el  mes  de  junio  de  mil  novecientos  veinti- 
nueve, se  encontraba  enfermo  en  Santiago 
Sacatepéquez.  Marcos  Soc  Esjotop  fué  ab- 
suelto de  la  instancia  por  el  Juez  6^  del 
Departamento  de  Guatemala,  sentencia  que 
revocó  la  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, condenando  a Soc  Esjotop  por  el 
delito  de  homicidio  a sufrir  diez  años  de 
prisión  correccional  inconmutables  y a las 
penas  accesorias  correspondientes. 

La  Sala  estima  que  la  responsabilidad 
criminal  del  enjuiciado  se  deduce  de  los 
hechos  que  siguen : la  semiplena  prueba  que 
se  desprende  de  lo  declarado  por  don  Luis 
Santizo,  de  que  Marcos  Soc  era  el  único  mo- 
zo que  había  mandado  a cortar  forraje  el 
dia  de  autos  y al  ver  que  no  regresaba  man- 
dó a Reginaldo  Estrada,  quien  apareció 
muerto  en  dicho  lugar;  que  Marcos  Soc  era 
mozo  de  Luis  Santizo,  habiendo  desapare- 
cido el  día  del  hecho  sin  despedirse,  según 
lo  declara  don  Luis  Santizo  y MarceUno  Al- 
varez  Chur ; que  Soc  vivía  en  un  rancho  en 
la  lechería  de  Santizo ; lo  afirman  éste,  la 
esposa  de  Estrada  y los  agentes  de  Policía 
que  entraron  a su  cuarto,  encontrándolo  va- 
cío ; la  negativa  del  reo  de  haber  estado  al 
servicio  del  señor  Santizo,  a pesar  de  haber 
sido  reconocido  en  rueda  de  presos  por  es- 
te y por  la  esposa  de  Estrada;  el  rumor 
público,  según  se  desprende  de  las  decla- 
raciones de  Santizo,  Julio  Ordóñez  Pineda, 
Marcelino  Alvarez  Chur  y Emilia  Muñoz  de 
Estrada;  y el  hecho  de  no  haber  probado  el 
reo,  que  en  la  fecha  indicada  se  encontra- 
ba en  Santiago  Sacatepéquez. 

Contra  este  último  pronunciamiento,  el 
reo  con  auxilio  del  Abogado  don  Carlos 
González  Calvo  introdujo  el  presente  re- 
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curso  de  casación,  denunciando  como  viola- 
dos los  articules  568,  571,  580,  586,  589, 
595,  597  y 729  del  Código  del  Procedimien- 
tos Penales. 

CONSIDERANDO:  que  en  el  proceso  es- 
tán establecidos  los  hechos  de  los  cuales  se 
derivan  las  presunciones  humanas  que  sirven 
de  fundamento  al  fallo  recurrido;  y corres- 
pondiendo a los  tribunales  de  instancia,  la 
apreciación  juridica  de  esta  clase  de  prue- 
ba, es  improcedente  entrar  al  examen  de 
los  artículos  598,  595  y 597  del  Código  ya 
mencionado,  que  estatuye  disposiciones  le- 
gales acerca  de  dicho  medio  probatorio.  La 
Sala  sentenciadora  juzgando  suficientes  las 
pruebas  de  presunciones  humanas,  que  se 
desprenden  de  las  constancias  de  autos,  in- 
fligió pena  al  reo ; y en  ese  concepto,  tampoco 
pueden  ser  examinados  los  artículos  568, 
571  y 729  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales, que  contienen,  respectivamente,  dis- 
posiciones relativas  a la  existencia  del  acto 
punible  y a la  culpabilidad  del  enjuiciado 
establecida  de  una  manera  completa  para 
poder  condenarlo;  aun  cuando  la  prueba  es 
plena,  y,  cuando  debe  considerarse  como 
semiplena;  y,  al  fundamento  indispensable 
que  ha  de  haber  para  dictar  sentencia  con- 
denatoria. También  es  improcedente  en- 
trar al  examen  de  los  artículos  580  y 586  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  porque 
ambos  encierran  varios  incisos,  y no  puede 
saberse  a cuál  de  todos  tuvo  la  intención  de 
referirse  el  recurrente,  y en  el  supuesto  de 
que  hubiese  señalado  la  fracción  o fraccio- 
nes que  estimaba  violadas,  tampoco  podría 
hacerse  un  análisis  acerca  de  ellas;  en  vir- 
tud de  que  el  primero  de  los  mencionados 
artículos,  determina  los  casos  en  que  los  tes- 
tigos no  son  idóneos  por  falta  de  imparcia- 
lidad; y el  segundo  establece  las  circunstan- 
cias que  debe  tener  en  cuenta  el  Juzgador 
para  apreciar  el  mérito  de  las  declaraciones 
de  aquellos;  y como  ya  se  dijo,  la  Sala  no 
fundó  su  fallo  en  prueba  testimonial,  sino 
en  presuciones  humanas. 

POR  TANTO  : La  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, en  observancia  de  lo  prescrito  por  los 
artículos  600,  682  y 690  del  Código  citado 
anteriormente,  y del  artículo  13  inciso  b)  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  des- 
estima el  recurso  interpuesto  por  Marcos 
Soc  Esjotop,  a quien  impone  quince  días  de 
arresto,  conmutables  en  su  totalidad,  a ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  diarios. — 


Notifíquese  y en  la  forma  que  corresponde, 
remítanse  los  antecedentes  al  Tribunal  de 
su  origen. 

J.  AI.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar. — Alberto  Arguefa  S. — José  Serrano 
Alitñoz. — Rafael  Nnila. — Ante  mí,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
doce  de  diciembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Sexta  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  el  veintiuno  de  octubre  del 
año  en  curso,  en  la  causa  instruida  contra 
Cipriano  Ovalle  de  León  por  los  delitos  de 
lesiones  y atentado,  en  la  que  se  aprueba 
la  sentencia  del  Juez  de  1’  Instancia  de  Su- 
chitepéquez,  en  lo  que  se  refiere  al  delito 
dle  lesiones,  con  la  enmienda  de  que  la 
pena  que  le  impone  por  ese  delito  a Ovalle 
de  León  es  la  de  seis  meses  de  arresto  mayor 
y la  desaprueba  en  cuanto  al  delito  de  aten- 
tado, y resolviendo,  declara : que  Cipriano 
Ovalle  de  León  es  autor  responsable  de  in- 
sultos a la  autoridad,  por  el  cual  le  im- 
pone la  pena  de  diez  y seis  meses  de  prisión 
correccional,  conmutables  en  sus  dos  ter- 
ceras partes  a razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  diarios,  le  obliga  al  pago  de  las  res- 
ponsabilidades civiles  y le  suspende  por 
ese  tiempo,  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos. 

La  causa  se  instruyó  el  primero  de  ju- 
lio del  presente  año  en  el  Juzgado  de  U 
Instancia  de  Suchitepéquez  en  virtud  del 
parte  que  dió  el  Alcalde  1’  Municipal  y Juez 
de  Paz  de  San  Pablo  Jocopilas,  don  Miguel 
A.  Estrada,  de  que  el  día  anterior,  treinta 
de  junio,  a las  y seis  horas,  estando  en  el 
Juzgado  acompañado  del  Secretario  Floren- 
cio Reina  y de  los  Regidores  Manuel  Sal- 
quil  y Daniel  Galindo,  se  presentó  el  Sin- 
dico V Cipriano  Ovalle  de  León  en  estado 
de  ebriedad,  diciéndole  que  no  iba  a auto- 
rizar los  gásteos  que  ocasionaba  la  cele- 
bración del  treinta  de  junio,  dirigiéndole 
insultos  graves  a él  y a la  Municipalidad, 
sin  acatar  que  en  el  corredor  habían  seño- 
ritas ; que  lo  llamó  al  orden  pero  no  lo  aten- 
dió y continuó  insultándolo,  insultos  que 
oyeron  Rogelio  OvaUje,  Secundino  RégU, 
Petronilo  de  León,  Luis  Meza,  Moisés  Sal- 
daña,  Gregorio  de  León  y Baldomero  Mi- 
jangos,  marimbistas.  Que  ordenó  se  le 
arrestara,  pero  habiendo  falseado  el  canda- 
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do,  se  salió;  que  entonces  comisionó  al  Sar- 
gento de  la  Guardia  y a cuatro  soldados  y 
al  Regidor  de  tumo  Manuel  Salquil  para 
que  acompañado  de  Daniel  Galindo,  Anto- 
nio Policó  y Mariano  Alemán  le  capturaran, 
lo  que  llevaron  a cabo  no  obstante  la  opo- 
sición de  Ovalle ; que  ya  estando  en  la  cár- 
cel arrojó  desde  el  interior  un  ladrillo  al 
alguacil  Mariano  Alemán,  ocasionándole 
una  lesión  en  el  ojo  izquierdo.  Todas  las 
personas  citadas  por  el  Alcalde  declararon 
de  conformidad,  con  la  única  diferencia  de 
que  los  insultos  sólo  fueron  dirigidos  a di- 
cho funcionario,  esto  en  cuanto  a los  insul- 
tos, y en  cuanto  a la  lesión  que  ocasionó  a 
Mariano  Alemán  declararon  Rogelio  Ovalle 
y José  Moisés  Saldaña,  testigos  presencia- 
les que  vieron  cuando  Ovalle  de  León  co- 
gió un  ladrillo  y se  lo  arrojó  a Alemán,  pe- 
gándole en  el  ojo  izquierdo.  Mariano  Ale- 
! mán  curó  en  diez  dias  sin  quedarle  impe- 
dimento ni  deformidad. 

Con  fecha  veintisiete  de  septiembre  del 
año  en  curso,  el  Juez  de  1’  Instancia  de 
Suchitepéquez  dictó  sentencia,  declarando : 
que  Cipriano  Ovalle  de  León  era  autor  del 
delito  de  lesiones  por  el  cual  le  impuso  la 
pena  de  seis  meses  de  arresto  mayor  au- 
mentados en  una  tercera  parte  por  circuns- 
tancia agravante  de  haberse  cometido  el 
delito  en  desprecio  de  la  autoridad  pública, 
y lo  absolvió  del  cargo  que  se  le  formuló 
por  el  delito  de  atentado,  haciendo  las  de- 
más declaraciones  legales. 

Al  ser  notificada  la  ejecutoria  de  la  Sala 
Sexta,  a Cipriano  Ovalle  de  León,  con  auxi- 
lio del  Abogado  Gustavo  Rodríguez,  inter- 
puso el  presente  recurso  de  casación  por 
violación  de  ley,  citando  como  infringidos 
los  artículos  siguientes;  22  inciso  17,  23  y 
145  Código  Penal;  568  y 571  Procedimien- 
tos Penales. — Pedidos  los  antecedentes  y se- 
ñalado día  para  la  vista,  es  el  caso  de  dic- 
tar la  sentencia  que  en  derecho  corresponde. 

CONSIDERANDO:  que  los  insultos  a la 
autoridad  constituyen  un  delito  especial 
que  se  comete  en  toda  violencia  inadecuada 
contra  persona  revestida  de  autoridad,  ya 
sea  de  obra  o de  palabra,  en  su  presencia 
o en  escrito,  excediéndose  en  la  expreción 
de  sus  juicios  o apreciaciones;  y en  autos 
consta  por  el  dicho  de  más  de  seis  testigos 
idóneos  y contestes,  que  Cipriano  Ovalle 
de  León,  en  estado  de  ebriedad,  entró  al 
despacho  del  Alcalde  1’  Municipal  y Juez 
de  Paz  de  San  Pablo  JocopUas,  don  Miguel 
A.  Estrada,  el  día  treinta  de  junio  del  año 
en  curso,  a las  diez  y seis  horas,  a insultarlo 
soezmente  por  los  gastos  que  había  hecho 


con  motivo  de  la  celebración  de  ese  día, 
insultos  que  fueron  dirigidos  cuando  es- 
taba en  ejercicio  de  sus  funciones  y,  ade- 
más, fué  con  ocasión  de  ellas,  en  el  local 
en  que  el  señor  Estrada  estaba  ejerciendo 
sus  funciones.  En  tal  concepto,  la  califi- 
cación del  delito  que  hizo  la  Sala  senten- 
ciadora, o sea  el  de  insultos  a la  autoridad, 
según  los  hechos  probados  en  la  causa  que 
se  tiene  a la  vista  con  motivo  del  recurso 
interpuesto,  está  de  acuerdo  con  la  ley  pe- 
nal en  sus  artículos  147  y 148,  pero  no  exis- 
tiendo la  circunstancia  agravante  que  de- 
termina el  artículo  22  en  su  inciso  17,  o 
sea  la  de  cometer  el  delito  en  el  local  donde 
la  autoridad  pública  ejerce  sus  funciones, 
se  cometió  error  de  derecho  en  cuanto  a 
la  circunstancia  agravante  citada,  infrin- 
giéndose por  consiguiente,  el  artículo  22  en 
su  inciso  17  del  Código  Penal,  por  lo  que 
procede  casar  y anular  la  ejecutoria  recu- 
rrida y dictar  la  que  corresponde  en  dere- 
cho, articulo  687  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO;  que  el  delito  de  le- 
siones cometido  en  la  persona  de  Mariano 
Alemán  está  suficientemente  demostrado, 
con  el  dicho  de  más  de  dos  personas  pre- 
senciales y habiendo  tardado  para  su  cu- 
ración el  lesionado  diez  días,  con  asistencia 
facultativa,  sin  quedarle  impedimento  ni  de- 
formidad alguna,  la  pena  que  le  correspon- 
de es  la  de  seis  meses  de  arresto  mayor, 
artículos  568,  570,  573  y 270  Procedimientos 
Penales ; 306,  fracción  2-,  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  el  delito  de  in- 
sultos a la  autoridad  está  establecido  con 
prueba  de  testigos  que  no  fueron  tachados 
en  la  defensa  y,  por  consiguiente,  procede 
imponer  la  pena  que  señala  el  articulo  147 
del  Código  Penal  o sea  quince  meses  de  pri- 
sión correccional. 

POR  TANTO  : la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas  y lo 
que  preceptúan  los  artículos  11,  27,  33,  58, 
95,  Código  Penal;  2'',  Decreto  Número  1740; 
729,  732  y 735  Procedimientos  Penales ; 22 
Decreto  Número  1728  y 233  Decreto  1928, 
casa  y anula  la  sentencia  recurrida  y resol- 
viendo sobre  lo  principal,  declara ; 1’,  que 
Cipriano  Ovalle  de  León  es  autor  del  delito 
de  insultos  a la  autoridad,  por  cuya  infrac- 
ción le  impone  la  pena  de  quince  meses 
de  prisión  correccional  conmutables  en  sus 
dos  terceras  partes,  a razón  de  diez  centa- 
vos de  quetzal  por  día;  2'’,  que  también  es 
autor  del  delito  de  lesiones  en  la  persona  de 
Mariano  Alemán,  por  cuyo  delito  le  impo- 
ne la  pena  de  seis  meses  de  arresto  mayor. 
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conmutables  en  su  totalidad  a razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  por  día;  3'',  le  sus- 
pende en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  el  tiempo  de  la  condena;  4°, 
lo  deja  afecto  al  pago  de  las  responsabili- 
dades provenientes  del  delito ; y 5’,  lo  exo- 
nera de  reponer  el  papel  empleado  en  la 
causa,  por  ser  pobre  en  el  sentido  legal. — 
Notifíquese  y con  certificación  de  lo  resuel- 
to, devuélvanse  los  antecedentes  al  tribunal 
de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gucia S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario, 

CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
doce  de  diciembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista  por  recurso  de  casación,  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Tercera  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  el  diez  de  octubre  del 
corriente  año,  en  la  causa  instruida  por  el 
delito  de  lesiones  mutuas,  contra  Manuel 
Padilla  y Francisco  Marín,  en  la  que  con- 
firma la  que  dictó  el  Juez  5“  de  1’  Instancia. 

El  veinte  de  febrero  del  año  en  curso,  fue- 
ron conducidos  al  Hospital  General,  Fran- 
cisco Marín  y Manuel  Padilla,  quedando  a 
disposición  del  Juez  4’  de  Paz.  Los  agentes 
Humberto  González  y Francisco  Mendoza, 
manifestaron:  que  el  dia  del  hecho,  por  ha- 
ber oido  unos  pitazos  de  auxilio,  como  a las 
diez  de  la  mañana,  acudieron  inmedatamen- 
te  a la  11  Calle,  entre  8’  y 9’  Avenidas  y 
que  en  este  lugar  encontraron  sobre  la  ban- 
queta a un  hombre  con  la  cara  ensangren- 
tada, que  dijo  llamarse  Manuel  Padilla  y 
que  las  lesiones  que  presentaba  se  las  habla 
inferido  Francisco  Marin,  con  unas  tijeras; 
que  en  medio  de  la  calle  encontraron  a otro 
también  con  la  cara  ensangrentada  y dijo 
llamarse  Francisco  Marin  y que  él  le  habia 
pegado  a Padilla  con  el  mismo  fierro  que 
éste,  tenia,  porque  momentos  antes  había 
ido  a la  sastrería  de  Padilla,  denominada 
“Glentleman”,  a cobrarle  un  vuelto  de  cinco 
quetzales  que  le  había  pagado  la  noche  an- 
terior por  alquileres  de  una  pieza  situada 
en  la  Avenida  de  los  Arboles,  N’  127,  a lo  que 
éste  le  contestó  que  nada  tenía  que  darle 
y que  saliera  del  taller  porque  le  iba  a pegar, 
y acto  seguido,  le  dió  una  herida  en  el  ojo 
izquierdo  con  las  tijeras  que  tenía  en  la 
mano;  que  se  quiso  fugar  en  una  bicicleta, 
pero  que  él  se  lo  impidió  habiéndole  qui- 
tado las  tijeras  que  tenía  y le  pegó  con  ellas. 


El  testigo  Eugenio  López  expuso : que  el 
día  veinte,  a las  diez  y media  de  la  ma- 
ñana, en  ocasión  que  caminaba  por  la  11 
Calle  Oriente,  acompañado  de  Héctor  Pi- 
neda, vió  que  un  hombre  corría  con  direc- 
ción al  Poniente  y tras  él  iba  otro  con  la 
cara  ensangrentada,  con  una  arma  blanca 
en  las  manos;  que  el  perseguido  entró  a 
la  casa  N°  7 y poco  después,  el  que  lo  per- 
seguía, oyendo  en  ese  momento  unos  gritos 
y saliendo  poco  después  los  dos  individuos 
completamente  ensangrentados,  Manuel  Pa- 
dilla confesó  el  hecho,  pero  manifestó  que 
fué  por  haber  recibido  un  golpe  de  Marín, 
por  lo  que  se  defendió  con  unas  tijeras  o 
con  una  tabla,  que  después  salió  huyendo 
hacía  la  11  Calle,  con  rumbo  al  Poniente, 
cayendo  a los  pocos  pasos  en  el  zaguán  de 
la  casa  del  Licenciado  Héctor  Villagrán,  en 
donde  Marín  le  siguió  pegando.  Francisco 
Marín  confesó  el  delito  imputado,  pero  ale- 
gó la  provocación  de  que  fué  objeto  por 
parte  de  Padilla.  En  el  plenarío,  por  par- 
te de  Marin,  declararon  de  acuerdo  con  un 
interrogatorio  presentado  por  la  defensa, 
Rafael  Zamora,  Leopoldo  Valle  y Leonardo 
Rivera,  y sobre  los  buenos  antecedentes 
del  mismo,  declararon  los  Licenciados  Fran- 
cisco Medina  y Julio  Héctor  Leal.  Manuel 
Padilla  tardó  en  curar  diez  y nueve  días, 
sin  quedarle  deformidad  ni  impedimento 
alguno. 

Francisco  Marín  según  informe  del  folio 
41,  tardó  en  curarse  diez  y nueve  días, 
comprendidos  entre  el  veinte  de  febrero  y 
once  de  marzo.  A folios  93  y 94  existen  am- 
pliaciones del  informe  mencionado,  en  el 
sentido  de  que  Marín  había  reingresado 
al  servicio  el  veinticinco  de  junio  al  diez  de 
julio,  habiéndosele  practicado  una  operación 
autoplástica,  para  corregir  una  cicatriz  vi- 
ciosa del  ángulo  interno  del  ojo  izquierdo, 
haciéndole  dilataciones  en  las  vías  lagrima- 
les del  mismo  ojo  por  adolecer  de  obstruc- 
ción en  dichas  vías  y que  duraría  un  mes 
más,  contados  desde  el  cuatro  de  agosto  del 
presente  año.  En  la  segunda  ampliación  de 
dicho  informe  se  dice  que  estuvo  en  el  ser- 
vicio del  veinticinco  de  junio  al  diez  de 
julio,  necesitando  un  mes  más  de  asisten- 
cia facultativa  para  su  completa  curación  y 
que  no  le  quedaría  ningún  impedimento, 
sino  únicamente  una  pequeña  cicatriz  visi- 
ble en  el  ángulo  interno  del  ojo  izquierdo. 

El  Juez  5'^  de  V Instancia,  con  fecha  diez 
y siete  de  agosto  del  presente  año,  dió  fin 
al  proceso,  declarando:  que  Manuel  Padi- 
lla y Francisco  Marín  eran  autores  del  de- 
lito de  lesiones  mutuas,  por  cuyo  delito  le 
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impuso  al  primero  la  pena  de  dos  años  de 
prisión  correccional,  y uno  al  segundo,  ha- 
ciendo las  demás  declaraciones  legales. 

Manuel  Padilla,  con  auxilio  del  Licencia- 
do Héctor  Villagrán,  al  serle  notificada  la 
ejecutoria  de  la  Sala  Tercera  interpuso  el 
presente  recurso  de  casación,  citando  como 
infringidos  los  artículos  306  inciso  1'',  21 
incisos  3'',  4'',  5’  y 7“  del  Código  Penal;  676 
incisos  5’  y V de  Procedimientos  Penales. 
Pedidos  los  antecedentes  y señalado  día  pa- 
ra la  vista,  es  el  caso  de  dictar  la  sentencia 
que  en  derecho  corresponde. 

CONSIDERANDO:  que  el  delito  de  lesio- 
nes mutuas  por  el  cual  se  procesó  a Manuel 
Padilla  y a Francisco  Marín,  está  plena- 
mente establecido  en  autos,  pues  fueron 
capturados  in  fraganti,  como  lo  aseguran  el 
agente  Humberto  González  e Inspector 
Francisco  Mendoza  y testigo  Bachiller  Eu- 
genio V.  López,  fuera  de  existir  la  confe- 
ción  de  los  propios  reos ; y por  consiguien- 
te, la  Sala  sentenciadora,  al  imponer  la  pena 
de  dos  años  de  prisión  correccional  al  pri- 
mero y uno  al  segundo,  lo  hizo  atendiendo 
al  resultado  producido  y no  al  dolo  ni  al 
propósito'  que  los  autores  hayan  tenido ; 
también  tomó  en  cuenta  el  Tribunal  sen- 
tenciador para  la  calificación  jurídica  del 
delito  de  lesiones,  los  informes  médicos  fo- 
renses sobre  el  tiempo  en  que  curaron  las 
heridas  sufridas  por  los  ofendidos,  es.  decir, 
la  afirmación  expresada  de  dichos  informes 
en  el  sentido  de  que  los  lesionados  curaron 
en  tantos  días,  o sea  el  tiempo  necesario  de 
asistencia  facultativa  hasta  su  curación  com- 
pleta. En  tal  virtud,  habiendo  curado  Ma- 
nuel Padilla  en  diez  y nueve  días,  la  pena 
impuesta  de  un  año  de  prisión  correccional 
a Francisco  Marín  como  autor  de  dichas  le- 
siones, es  la  señalada  por  la  Ley  Penal  en 
su  inciso  1*^  artículo  306.  Con  respecto  a la 
sufrida  por  Francisco  Marín  según  informe 
de  folio  41  y su  ampliación  de  folios  93  y 94 
que  tardó  para  curarse  más  de  un  mes,  co- 
rresponde aplicarle  a Manuel  Padilla  como 
autor  de  dicha  lesión  dos  años  de  prisión 
correccional  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  304  inciso  ^ del  Có- 
digo Penal.  Al  resolver  así  la  Sala  senten- 
ciadora, no  infringió  el  artículo  306  inciso 
I’  que  cita  el  recurrente,  por  no  ser  apli- 
cable a la  infracción  cometida,  y,  como  no 
hay  prueba  de  lo  alegado  por  Manuel  Pa- 
dilla, tampoco  se  violó  por  el  Tribunal  de 
segundo  grado  el  artículo  21  del  Código  Pe- 
nal, en  sus  incisos  3'^,  4'’,  5°  y 1°.  El  artícu- 
lo 676  de  Procedimientos  Penales  dice,  antes 
de  enumerar  los  incisos  que  contiene,  cuán- 
do debe  entenderse  infringida  una  ley  en 


la  sentencia  definitiva,  para  el  efecto  de 
que  pueda  interponerse  el  recurso  de  casa- 
ción; es,  por  lo  tanto,  dicho  articulo  de 
aplicación  exclusiva  del  recurso  de  casación 
y no  pudo  aplicarlo  la  Sala  sentenciadora 
mucho  menos  infringirlo  en  sus  incisos 
quinto  y séptimo. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas  y lo 
que  disponen  los  artículos  686  y 690  Proce- 
dimientos Penales;  233  y 234  Decreto  Nú- 
mero 1928,  desestima  el  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  Manuel  Padilla  y le 
impone  la  pena  adicional  de  quince  días  de 
prisión  simple,  conmutables  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  diarios.  Notifíquese  y 
con  certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse 
los  antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
trece  de  diciembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  diez  y 
siete  de  agosto  del  año  en  curso,  en  que  la 
Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 
revoca  la  sentencia  dictada  por  el  Juez  4'’ 
de  1’  Instancia  en  el  proceso  seguido  con- 
tra Irene  López  Ochoa,  por  el  delito  de  dis- 
paro de  arma,  a quien  absuelve  del  cargo, 
por  estar  exento  de  responsabilidad  cri- 
minal. 

El  recurso  fué  introducido  por  el  acusa- 
dor J.  Antonio  Roche,  con  auxilio  del  Abo- 
gado don  Domingo  de  León,  por  infracción 
de  ley  expresa,  citando  como  violados  los 
artículos  20  inciso  4’  del  Código  Penal;  589, 
595,  596  y 597  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales, 

RESULTA ; El  diez  y ocho  de  junio  del  año 
próximo  pasado,  como  a la  una,  Antonio 
Roche  García,  de  oficio  chófer,  llegó  a la 
cantina  "El  Olimpo",  propiedad  de  Irene 
López  Ochoa,  y trató  de  obtener  aguardien- 
te en  cambio  de  su  licencia  para  manejar 
automóvil,  solicitud  que  negó  López  y que 
obligó  a otro  individuo  que  acompañaba  a 
Roche  a desembolsar  un  billete  de  un  quet- 
zal para  pagar  el  licor,  pero  el  cantinero 
al  hacerse  pago  descontó  veinte  pesos  más 
que  el  desconocido  le  debía;  en  seguida  sa- 
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lieron  de  la  cantina  y Roche  se  sacó  de  la 
bolsa  nn  pedazo  de  yuca  y simulando  que 
era  un  revólver,  apuntó  sobre  López,  para 
asustarlo,  quien  alarmado  por  tal  motivo, 
tomó  su  revólver  y quiso  disparar  sobre 
Roche,  pero  éste  se  retiró.  Volvió  pocos  mo- 
mentos después  y pidió  nuevamente  otros 
tragos  que  le  fueron  negados  por  el  can- 
tinero. por  lo  que  salió  y al  pasar  por  la 
ventana  que  la  cantina  tiene  sobre  la  8’  Ca- 
lle, se  dejó  caer  porque  vió  a López  que  le 
apuntaba  con  su  revólver  y que  efectiva- 
mente hacia  un  disparo.  Con  la  detonación 
intervino  la  policía  y capturó  a López  Ochoa 
y a Roche. 

Balbino  Israel  García  Mazariegos,  canti- 
nero al  servicio  de  López,  que  se  encontra- 
ba en  la  cantina  en  esos  momentos,  relató 
el  hecho  en  la  forma  que  queda  expuesto, 
agregando  que  entre  López  y Roche  media- 
ron palabras  injuriosas;  que  el  último  ame- 
nazó al  primero  con  algo  que  simulaba  un 
revólver  y que  López  le  hizo  el  disparo  al 
pasar  aquél  por  enfrente  de  la  ventana. 

El  acusado  negó  haber  disparado  y ma- 
nifestó que  el  mismo  Roche  hizo  el  disparo 
para  calumniar  al  declarante  y seguirle  pro- 
ceso, pues  es  un  individuo  de  malos  ante- 
cedentes con  quien  tiene  antigua  enemistad. 

Ya  en  el  Juzgado  4°  de  1’  Instancia  las 
pruebas  fueron  propuestas  en  abundancia 
por  ambas  partes,  examinándose  a varios 
testigos,  entre  los  cuales,  Ramiro  Castro  y 
Julio  Rivera  dicen  que  Roche  llegó  a inju- 
riar y a amenazar  con  revólver  a López  y 
que  al  salir  de  la  cantina  oyeron  el  disparo 
y supusieron  que  aquél  lo  había  hecho  para 
inculpar  a éste  y procesarlo ; Mariano  Fer- 
nández y Manuel  Pivaral,  contestaron  afir- 
mativamente un  interrogatorio  presentado 
por  la  acusación  y afirman  que  el  disparo 
fué  hecho  por  López,  aunque  al  contestar 
las  repreguntas,  el  uno  dijo  que  había  sido 
hecho  sobre  la  ventana  de  la  8’  Calle  Oriente 
y el  otro  que  sobre  la  ventana  que  da  a la 
11  Avenida  Norte. 

El  Juez  dictó  sentencia  el  veintinueve  de 
mayo  del  año  en  curso  y condenó  a López 
Ochoa,  a dos  años  de  prisión  correccional 
como  autor  del  delito  de  disparo  de  arma, 
pero  la  Sala,  en  sentencia  de  fecha  ya  ci- 
tada, revocó  la  resolución  de  primera  ins- 
tancia y resolvió  en  el  sentido  indicado  al 
principio,  siendo  el  fundamento  de  esta  ab- 
solución el  hecho  de  que  concurre  a favor 
del  acusado  la  causa  de  justificación  a que 
se  contrae  el  inciso  4°  del  artículo  20  del 
Código  Penal, 


Considera  la  Sala  que,  mediante  la  pro- 
pia declaración  del  acusador,  corroborada 
con  el  testimonio  de  Balbino  Israel  García 
Mazariegos,  quedó  debidamente  estableci- 
do que  el  disparo  de  revólver  llevado  a ca- 
bo por  López  Ochoa,  fué  un  acto  que  se 
produjo  como  consecuencia  directa  e in- 
mediata de  la  actitud  amenazante  de  Roche 
al  simular  que  estaba  armado  de  revólver 
y fingir  el  propósito  de  disparar  sobre  aquél ; 
dada  la  hora  y las  circunstancias  en  que  se 
produjo  tal  actitud  así  como  los  antecedentes 
muy  poco  recomendables  de  Roche,  estima 
como  una  agresión  ilegítima  el  hecho  del 
acusador,  pOr  cuanto  no  existe  motivo  al- 
guno para  dudar  que  López,  en  el  momento 
en  que  hizo  el  disparo,  por  el  que  se  le 
acusa,  esperara  ser  efectivamente  acome- 
tido a balazos  por  Roche,  máxime  si  se 
tiene  en  cuenta  que  de  los  hechos  confesa- 
dos en  su  querella  por  este  último,  se  des- 
prende mérito  bastante  para  presumir  que 
tanto  la  primera  como  la  segunda  de  las 
veces  que  salió  la  noche;  de  autos  de  la 
cantina  “El  Olimpo”  exageró  la  simulación 
de  su  actitud  agresiva  fingiendo  el  propó- 
sito de  disparar  sobre  el  acusado  desde  la 
calle  y a través  de  la  ventana;  estima,  en 
consecuencia,  que  sería  manifiestamente 
injusto  dejar  de  estimar  que,  respecto  al 
disparo  de  arma  de  que  se  trata,  concurre 
a favor  del  acusado  la  causa  de  justifica- 
ción a que  se  contrae  el  inciso  4“  del  ar- 
tículo 20  del  Código  Penal ; siendo  de  apre- 
ciarse, además,  que  están  asimismo  esta- 
blecidós  la  necesidad  racional  del  medio 
empleado  y la  falta  de  provocación  de  parte 
de  López  Ochoa. 

En  la  parte  resolutiva  la  Sala  revoca  el 
fallo  y absuelve  al  reo,  no  obstante  que  tiene 
por  probado  el  hecho.  El  Tribunal  debió 
haber  declarado  que  López  Ochoa  es  autor 
del  delito  de  disparo  de  arma,  pero  por 
concurrir  en  su  favor  la  circunstancia  exi- 
mente de  que  se  ha  tratado,  queda  exento 
de  respansabilidad  criminal. 

Tramitado  el  recurso  de  casación  los  Abo- 
gados presentaron  el  día  de  la  vista  sus 
respectivos  alegatos,  siendo  el  caso  de  re- 
solver. 

CONSIDERANDO  ; que  la  Sala  sentencia- 
dora tiene  por  probado  el  hecho  de  disparo 
verificado  por  López  Ochoa,  pero  deduce 
de  las  pruebas  de  autos  la  exención  de  res- 
ponsabilidad del  reo  por  haber  obrado  en 
legítima  defensa  de  su  persona,  con  fun- 
damento en  los  artículos  589,  595,  597  y 601 
del  Código  de  Procedimientos  Penales ; y 
siendo  esta  última  disposición  legal  la  que 
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faculta  a los  Jueces  para  apreciar  en  jus- 
ticia el  valor  de  las  presunciones  de  hom- 
bre, según  la  naturaleza  de  los  hechos,  la 
prueba  de  ellos,  el  enlace  natural  más  o 
menos  necesario  que  exista  entre  la  verdad 
conocida  y la  que  se  busca,  es  indudable'  la 
improcedencia  del  recurso  de  casación  por- 
que si  llegara  a conocerse  se  violarla  mani- 
fiestamente el  artículo  601  que  acaba  de 
citarse,  en  el  cual  se  basa  el  fallo  recurrido. 
No  habiendo,  en  consecuencia,  violación  al- 
guna de  los  artículos  citados  ni  del  596  de 
Procedimientos  Penales,  ni  20  inciso  4’  del 
Código  Penal,  por  las  razones  expresadas. 

POR  TANTO  : La  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  las  mismas  dis- 
posiciones mencionadas  y de  lo  dispuesto 
en  los  artículos  686  y 690  de  Procedimien- 
tos Penales,  desestima  el  recurso  interpues- 
to y condena  a la  parte  que  lo  interpuso  a 
la  pena  de  quince  días  de  prisión  simple, 
conmutables  a diez  centavos  diarios.  Noti- 
fíquese  y como  corresponde,  devuélvanse 
los  antecedentes  al  tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gneta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
quince  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

La  sentencia  ejecutoria  didtada  por  la 
Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones  el 
veinticinco  de  octubre  del  año  en  curso,  en 
el  proceso  instruido  a Otto  Bianchi  Argüe- 
11o,  por  el  delito  de  estafa,  es  la  que  motiva 
el  recurso  extraordinario  de  casación,  pro- 
puesto por  el  citado  Bianchi  Arguello,  con 
auxilio  del  Abogado  Alejandro  Arenales, 
contra  la  resolución  aludida.  El  recurso 
está  fundado  en  violación  de  ley  y,  para 
el  efecto,  señala  el  recurrente  como  lesiona- 
dos los  artículos  6'^,  171,  173,  373,  560,  565, 
568,  580.  589,  595,  596,  597,  601,  604,  607, 
608  y 614  del  Código  de  Procedimientos 
Penales. 

El  fallo  originante  del  recurso,  confirma — 
en  todas  sus  partes — el  que  dictara  el  Juez 
6''  Departamental,  con  fecha  dos  de  mayo 
de  este  año.  En  esta  última  sentencia,  se 
declara : que  Otto  Bianchi  Arguello  es  res- 
ponsable como  autor  del  delito  de  estafa, 
por  cuya  infracción  legal  se  le  castiga  con 
cinco  años  de  prisión  correctiva  que,  con 


abono  del  tiempo  padecido,  deberá  purgar 
en  la  Penitenciaría  Central.  Se  permite  la 
conmutación  hasta  en  sus  dos  terceras  par- 
tes, a razón  de  veinte  centavos  diarios ; y, 
finalmente,  se  hacen  las  declaraciones  re- 
lacionadas con  las  penas  accesorias  que  co- 
rresponden al  enjuiciado.  Los  antecedentes 
que  se  tienen  a la  vista  y,  que  sirven  de  base 
a los  fallos  relacionados,  son  los  que  siguen: 
Otto  Bianchi  Arguello  permaneció  empleado 
durante  algún  tiempo  en  la  casa  comercial 
“C,  Ubico  y Compañía"  y,  como  tal,  era  el 
encargado,  especialmente,  de  la  administra- 
ción para  la  venta  de  repuestos  de  automó- 
viles y,  en  particular,  de  los  del  "Chevrolet”. 
Con  ese  fin,  se  hizo  cargo  del  departamento 
respectivo  y de  todos  los  objetos  confiados 
a él,  con  la  obligación  de  entregar  a la  So- 
ciedad, el  valor  de  todas  las  ventas  que  ve- 
rificara. 

Como  complemento  de  la  contabilidad  de 
la  casa  comercial  aludida,  y,  con  el  propó- 
sito de  controlar  el  negocio  pudíendo  así 
conocer — hasta  donde  sea  posible — la  exis- 
tencia y el  movimiento  de  cada  grupo  de 
material,  se  usa  el  sistema  tabular  o de 
tarjetas.  Cada  encargado  de  sección  es  el 
obligado  a faccionar  las  tarjetas  respectivas, 
y los  cuadros  correspondientes  que  se  pasan 
a la  contabilidad  para  el  efecto  indicado. 
Bianchi  Arguello,  como  jefe  del  departa- 
mento que  se  le  confiara,  era  el  encargado 
del  trabajo  de  que  se  ha  hecho  mención. 

Los  jefes  de  la  casa  notaron  que  la  sec- 
ción confiada  al  enjuiciado  arrojaba  pérdi- 
das y que  hacían  falta  mercaderías.  Por 
ello,  hicieron  una  revisión  minuciosa  de 
las  tarjetas  correspondientes  y,  así  pudie- 
ron llegar  a la  conclusión  de  que  Bianchi 
Arguello,  abusando  de  la  confianza  en  él 
depositada,  había  tomado  para  sí  el  monto 
de  algitnas  de  las  negociaciones  verificadas; 
y,  para  mantener  aparentemente  el  "stock” 
del  material  que  se  le  confiara,  simuló  cré- 
ditos y ventas  al  contado,  por  medio  de  las 
tarjetas  que,  a diario,  entregaba  en  la  con- 
tabilidad. Tal  fué  la  base  de  la  acusación 
criminal  que  presentó  Carlos  Ubico,  como 
gestor  de  la  casa  ante  el  Juez  sentenciador, 
con  fecha  treinta  de  noviembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y dos. 

Las  declaraciones  de  Pedro  Cofiño,  cliente 
de  la  casa;  Ricardo  Oviols,  tenedor  de  libros 
de  la  misma;  Rafael  Castillo  Lara,  socio  del 
negocio;  Luis  Alberto  Castillo,  empleado; 
reconocimiento  de  varias  cartas  privadas  di- 
rigidas a los  señores  C.  Ubico  y Compañía, 
por  Alfredo  S.  Clark,  Pedro  G.  Cofiño  y Rie- 
go y Compañía;  todas  las  tarjetas  "Kardex”; 
hojas  de  venta  y facturas  en  que  aparecen 
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anomalías ; el  reconocimiento  pericial  efec- 
tuado en  estos  documentos,  así  como  en  la 
contabilidad,  por  el  experto  Norman  de  Lacy 
Evans ; varias  inspecciones  oculares  practica- 
das por  el  Juez  sentenciador  en  la  documen- 
tación aludida  antes;  la  confesión  del  enjui- 
ciado : la  negativa  de  éste  a reconocer  los  do- 
cumentos tantas  veces  mencionados;  infor- 
mes de  varias  casas  comerciales  y centros 
de  recreo  sobre  los  gastos  personales  del 
procesado,  en  relación  con  el  sueldo  de  no- 
venta dólares  que  devengaba  como  emplea- 
do de  “C.  Cofiño  y Compañía”,  y las  depo- 
siciones de  Pablo  Kong,  Roberto  Figueroa, 
Guillermo  Hemmler  y José  Aguilar,  acerca 
de  la  propiedad  y preexistencia  del  negocio 
C.  Cofiño  y Compañía;  sirven  de  base  a 
las  presunciones  humanas  en  que  está  fun- 
dado el  fallo  de  1*  Instancia,  las  cuales 
son:  a)  "que  el  enjuiciado  se  encontraba 
empleado,  durante  el  tiempo  que  se  venía 
cometiendo  el  delito  objeto  de  este  proce- 
so, en  la  agencia  de  automóviles  de  la  fir- 
ma "C.  Ubico  y Compañía”,  teniendo  a su 
cargo  el  departamento  de  venta  de  repues- 
tos y la  obligación  de  pasar  un  parte  dia- 
rio, para  los  efectos  de  la  contabilidad,  de 
las  operaciones  efectuadas  en  la  dependen- 
cia mencionada”;  b)  “haber  sido  el  reo  el 
encargado  de  la  facción  de  las  tarjetas 
“Kardex”  y por  medio  de  las  cuales  se  lle- 
vaba el  control  de  las  existencias  de  su 
departamento”;  c)  "haber  sido,  igualmente, 
el  mismo  reo  el  encargado  de  faccionar  las 
hojas  en  que  se  contenía  el  parte  diario 
de  las  ventas,  tanto  al  contado  como  al  cré- 
dito”; d)  "la  anomalía  que  existe  en  las  cin- 
cuenta y siete  tarjetas  revisadas  por  el  ex- 
perto y sobre  las  cuales  se  practico  una  ins- 
pección ocular  (folio  185),  anomalía  con- 
sistente en  el  desacuerdo  entre  lo  consig- 
nado entre  las  mencionadas  tarjetas  y los 
partes  de  venta  correspondientes,  llegándo- 
se el  caso  (como  se  especifica  en  la  dili- 
gencia de  inspección)  en  que  no  existe  el 
parte  de  venta";  e)  “haber  confesado  el  en- 
juiciado que  estas  operaciones  eran  ficti- 
cias, y aunque  da  descargo  alegando  que 
las  efectuaba  para  tener  la  existencia  per- 
fectamente controlada,  tal  disculpa  no  es 
admisible,  pues  su  deber  le  aconsejaba  dar 
parte  a sus  superiores,  pero  no  suponer 
nombres  ni  partidas”;  f)  "el  reconocimiento 
de  las  cartas  que  obran  a folios  veintidós, 
cincuenta  y tres  y ciento  noventa,  hecho  por 
los  señores:  Alfredo  S.  Clark,  Pedro  G.  Co- 
fiño y Hermán  Franky,  respectivamente,  y 
poir  medio  de  las  cuales  manifiestan  no 
haber  recibido  los  repuestos  cargados  en 
sus  cuentas,  estando  establecido  que,  esos 


cargos  se  hicieron,  por  los  partes  diarios 
pasados  por  Bianchi  al  departamento  de 
contabilidad”;  y,  g)  “la  desproporción  mani- 
fiesta de  sus  gastos  particulares  con  el  suel- 
do que  devengaba,  según  las  cuentas  en- 
viadas por  las  casas  comerciales  que  se 
mencionan  en  autos”.  Como  se  ve,  el  Juez 
6'’  estimó  que  la  prueba  de  descargo  ren- 
dida por  la  defensa  para  nada  pesaba  en 
su  ánimo  judicial  para  desvirtuar  el  valor 
de  las  presunciones  humanas  que  apre- 
ciaba, y por  ello  fué  que  no  la  tomó  en 
consideración.  Tal  prueba  consiste:  en  las 
declaraciones  de  los  señores  Pedro  Linares, 
Teodoro  Rudeke  y Licenciado  José  Bari- 
llas  Fajardo,  acerca  de  los  antecedentes 
honorables  de  Bianchi  Arguello  : en  las  re- 
preguntas que  dirigió  la  propia  defensa  a 
los  testigos  Rafael  Castillo  Lara,  Luis  Al- 
berto Castillo  y Ricardo  Oviols,  encamina- 
das a demostrar  que  tenían  interés  directo 
en  el  asunto;  y en  los  dichos  de  Joaquín 
Godoy  y J.  Tomás  Vásquez,  tendientes  a 
justificar  que  no  era  solo  Bianchi  Arguello 
quien  vendía  y entregaba  piezas  de  repues- 
tos “Chevrolet”,  en  el  almacén  C.  Ubico 
y Compañía.  Estos  dos  últimos  declarantes 
fueron  propuestos  con  el  fin  de  reforzar 
lo  que  Bianchi  Arguello  dijera  al  calificar 
su  confesión,  sobre  que  no  era  él  exclusi- 
vamente quien  vendía  objetos  en  el  depar- 
tamento a su  cargo,  sino  otras  personas. 

La  Sala  sentenciadora,  para  reforzar  las 
presunciones  apreciadas  en  1’  Instancia,  y 
a solicitud  del  señor  Fiscal,  ordenó  la  prác- 
tica de  las  diligencias  que  siguen : 1°,  la  am- 
pliación del  dictamen  emitido  por  el  perito 
Evans,  con  el  propósito  de  que  indicara  a 
cuánto  ascendía  la  diferencia  entre  las  tar- 
jetas y los  partes  dados  a la  contabilidad, 
debiendo  precisarse  criáles  eran  las  tarjetas 
que  debían  atribuirse  a Bianchi  Argüello 
y el  monto  sumado  por  el  valor  de  tales 
diferencias,  así  como  las  razones  para  im- 
putárselas al  procesado,  tomando  en  consi- 
deración que  en  el  juicio  existen  constan- 
cias de  que,  Bianchi  Argüello  protestó  ante 
el  Juez  instructor  que,  entre  las  cincuenta 
y siete  tarjetas  había  muchas  escritas  en 
diferentes  tipos  de  letra ; 2°,  que  se  agre- 
garan al  juicio  certificaciones  de  las  par- 
tidas que  aparecen  en  los  libros,  en  donde, 
a pesar  de  existir  las  tarjetas,  no  consta  el 
parte  de  venta  para  la  operación  correspon- 
diente de  la  contabilidad ; y,  3'',  que  se  agre- 
garan al  juicio,  originales,  las  cincuenta  y 
siete  tarjetas  y los  partes  dados  al  Tenedor 
de  Libros.  Esta  providencia  fué  cumplida 
debidamente,  y dió  por  resultado:  que  se 
llegó  a establecer  que  todas  las  anotaciones 
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de  las  tarjetas  cuestionadas,  así  como  los  nú- 
meros que  se  ven  escritos  con  tinta  en  las 
hojas  de  venta  al  contado  que  figuran  en 
el  proceso,  fueron  escritas  por  Bianchi  Ar- 
guello ; y que  no  se  efectuaron  operaciones 
en  los  libros  de  contabilidad  en  los  dias 
en  que  no  se  dieron  los  partes  de  venta,  no 
obstante  la  existencia  de  tarjetas  que  así 
lo  indicaban. 

El  acusador,  con  el  fin  de  poner  de  ma- 
nifiesto la  desproporción  entre  el  sueldo  de 
Bianchi  Argüello  y sus  gastos  personales, 
presentó  al  juicio  una  escritura  pública  au- 
torizada por  el  Notario  Carlos  O.  Zachris- 
son,  acreditante  de  que  el  acusado  les  pa- 
gaba, mensualmente,  a doña  Piedad  Mora 
de  Arévalo  y a la  señorita  Raquel  Mora,  la 
suma  de  cincuenta  quetzales  por  alquiler 
de  la  casa  número  25  del  Callejón  Concor- 
dia de  esta  ciudad,  que  es  de  la  pertenencia 
de  las  mencionadas  personas. 

Con  esos  nuevos  datos,  la  Sala  Primera 
de  Apelaciones  confirmó  en  todas  sus  par- 
tes, como  ya  se  dijo  antes  ,el  fallo  de  1’  Ins- 
tancia. 

Efectuada  la  vista,  como  corresponde,  es- 
te Tribunal 

CONSIDERA:  que  la  circunstancia  de 
que  los  hechos  en  que  se  fundan  las  pre- 
sunciones apreciadas  por  los  Tribunales 
de  Instancia,  están  debidamente  proba- 
dos en  el  juicio  criminal  con  las  justifica- 
ciones obrantes  en  él  y,  por  medio  de  las 
cuales  llega  a la  conclusión  de  que  Otto 
Bianchi  Argüello  es  responsable  como  autor 
del  delito  de  estafa  — que  se  halla  prees- 
tablecido como  corresponde  en  las  actuacio- 
nes,— imposibilita  a esta  Corte  entrar  a con- 
siderar si  realmente  fueron  violados  o no 
los  artículos  589,  595,  596,  597  y 601  Pro- 
cedimientos Penales;  porque,  como  ya  se 
dijo,  las  presunciones  indicadas  descansan 
en  hechos  probados:  y,  solamente  en  el 
caso  contrario,  es  admisible  el  recurso  de 
casación  por  infracción  de  tales  leyes,  como 
lo  tiene  declarado  ya  el  Tribunal  Supremo. 
Existiendo  prueba  completa,  de  acuerdo  cor- 
lo relacionado  anteriormente,  es  indudable 
que  se  han  justificado  los  dos  extremos  que 
requiere  el  artículo  568  Procedimientos  Pe- 
nales, para  dictar  un  fallo  condenatorio, 
como  en  el  caso  sab  judice.  En  ese  con- 
cepto, no  fué  violado  por  la  Sala  sentencia- 
dora el  artículo  aludido  en  este  párrafo. 
Las  declaraciones  de  los  señores  Castillo 
Lara,  Oviols  y Luis  Alberto  Castillo,  las 
apreció  el  Tribunal  sentenciador  con  el  cri- 
terio que  informa  el  artículo  600  Procedi- 
mientos Penales  y no  bajo  el  punto  de  vista 
del  580  del  mismo  Código.  En  ese  caso, 
no  hay  violación  de  este  último  artículo  co- 


mo asevera  el  recurrente,  ya  que  la  tacha 
que  les  hace  a los  indicados  testigos,  no 
es  de  falsedad,  única  forma  en  que  serían 
inadmisibles  en  juicio  los  dichos  de  tales 
testimoniantes,  al  tenor  de  lo  que  dispone 
el  repetido  artículo  600  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

Es  exacto  que  todas  las  diligencias  de 
prueba  deben  ser  efectuadas  dentro  de  la 
dilación  probatoria  y con  las  ritualidades 
que  establece  la  ley,  para  surtir  sus  efectos 
legales.  Mas,  también  lo  es  que  en  el  caso 
snb  judice,  la  prueba  qué  quiere  tachar  de 
ineficaz  el  recurrente,  no  fué  propuesta  du- 
rante el  período  probatorio,  sino  son  los 
medios  de  que  el  Juez  Instructor  se  valió, 
dentro  de  la  primera  fase  del  proceso,  para 
llegar  a establecer  el  delito  pesquisado  y 
la  culpabilidad  del  imputado.  En  esa  virtud, 
la  Sala  sentenciadora,  tampoco  pudo  haber 
violado  los  artículos  560  y 565  Procedimien- 
tos Pernales,  precisamente  porque  algunas 
de  las  inspecciones  oculares  que  practicó  el 
Juez  Instructor  requerían  conocimientos  es- 
peciales o facultativos,  se  asesoró  de  peri- 
tos, de  entero  acuerdo  con  las  facultades 
que  para  ese  efecto  le  concede  la  ley;  por 
lo  que  no  tratándose  de'  una  prueba  peri- 
cial propuesta  dentro  del  juicio  plenario, 
no  era  el  caso  de  hacer  saber  por  los  me- 
dios legales  el  nombramiento  de  expertos  a 
las  partes  contendientes  para  que  éstas  usa- 
ran de  sus  derechos  en  la  forma  que  cre- 
yeran más  conveniente.  Lo  expuesto  pone 
de  manifiesto,  que  la  Sala  Primera  de  Ape- 
laciones tampocP  violó  los  artículos  171, 
173,  373  y 607  Procedimientos  penales,  y, 
por  ende,  el  6°  del  mismo  Código,  que  tam- 
bién señala  como  lesionado  el  recurrente. 

La  ley  procesiva  deja  al  libre  criterio  de  los 
juzgadores  de  Instancia  la  fe  del  juicio  peri- 
cial, incluso  el  cotejo  de  letras;  y,  como  este 
medio  de  justificación  llevó  al  ánimo  judicial 
el  convencimiento  de  culpabilidad  del  pro- 
cesado, no  obstante  el  mutismo  de  este  úl- 
timo cada  vez  qiie  se  trataba  de  que  recono- 
ciera los  documentos  obrantes  en  el  juicio, 
es  incuestionable  que  el  Tribunal  de  se- 
gundo grado,  de  igual  manera  no  quebrantó 
los  artículos  604  y 608  Procedimientos  Pe- 
nales. 

Y en  cuanto  al  artículo  614  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  desde  luego  que 
su  aplicación  es  otra  facultad  discresional 
de  los  jueces  de  instancia,  a esta  Corte  no 
le  es  dable  considerar  si  fué  violado  o no, 
en  la  ejecutoria  recurrida. 

POR  TANTO : el  Tribunal  de  Casación, 
con  apoyo  en  lo  que  disponen  las  leyes  que 
deja  citadas  y en  los  artículos  686  y 690  Pro- 
cedimientos Penales,  desestima  el  recurso 
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de  que  se  ha  hecho  mérito,  c impone  al  re- 
currente dos  meses  de  arresto,  conmutables 
a razón  de  tres  quetzales  diarios.  Notifí- 
quese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M-  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Albeldo  Ar- 
gueia  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y ocho  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la  Sala 
Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  fecha 
veinticinco  de  septiembre  del  año  en  curso, 
que  confirma  la  del  Juez  de  V Instancia  de 
San  Marcos,  en  el  proceso  seguido  contra 
Maximina  Barrios  de  León,  por  el  delito 
de  atentado  a la  autoridad  militar. 

RESULTA;  consta  en  autos  que  Manuel 
Sosa,  comisionado  militar  de  la  aldea, La 
Libertad,  del  departamento  de  San  Marcos, 
recibió  orden  del  Mayor  de  Plaza  para  pre- 
sentarle dos  milicianos  y en  su  cumplimien- 
to llevaba  para  la  Comandancia  a Venancio 
Barrios,  cuando  al  pasar  frente  a la  cantina 
■‘La  Estación”  le  hicieron  encuentro  varios 
individuos,  parientes  del  conducido,  entre 
quienes  fueron  perfectamente  reconocidos 
Maximina,  Francisco  y Remigio  Barrios.  Es- 
tos se  abalanzaron  sobre  el  Comisionado  y 
después  de  una  lucha  con  él,  lograron  res- 
catar a Venancio,  quien  se  puso  en  fuga. 

Posteriormente,  el  mismo  Comisionado,  en 
unión  del  auxilio  civil,  trató  de  capturar  a 
Francisco  Barrios,  por  orden  de  la  autori- 
dad judicial  y como  motivo  del  atentado  an- 
terior, pero  Maximina  les  salió  al  encuentro 
y los  injurió  gravemente. 

El  Tribunal  Mihtar  de  San  Marcos,  en 
sentencia  de  veintiocho  de  agosto  de  este 
año,  declaró  probado  el  primer  hecho,  cons- 
titutivo de  atentado  a los  agentes  de  auto- 
ridad militar,  con  las  declaraciones  de  dos 
testigos  presenciales  llamados  Marcos  San- 
doval  y Engracia  Escobar  y no  probado  el 
segundo  hecho,  pues  los  únicos  que  decla- 
raron fueron  los  mismos  componentes  del 
auxilio.  Condenó  a la  reo  Maximina  Ba- 
rrios, única  xjue  fué  capturada,  a la  pena 
de  nueve  meses  de  arresto  mayor,  conmu- 


tables a diez  centavos  diarios  y la  absolvió 
del  cargo  de  injurias  e insultos  a los  agentes 
de  la  autoridad. 

La  Sala  Cuarta,  en  sentencia  de  veinti- 
cinco de  septiembre  último,  confirmó  el  fa- 
llo relacionado  y contra  este  pronunciamien- 
to, introdujo  el  presente  recurso  de  casa- 
ción la  reo,  con  auxilio  del  Abogado  don 
Rodrigo  J.  Barrios,  citando  como  violados 
los  artículos  17  de  la  Constitución  de  la 
República ; 14  inciso  2",  568,  573  inciso  4'’, 
583  y 733  de  Procedimientos  Penales : 

CONSIDERANDO  : que  la  culpabilidad  de 
la  procesada  está  comprobada  plenamente 
en  autos  con  las  declaraciones  uniformes  y 
contestes  de  los  dos  testigos  presenciales 
que  apreciaron  los  tribunales  sentenciado- 
res, cuyas  declaraciones  están  conformes 
de  toda  conformidad  con  las  demás  pruebas 
del  proceso,  a excepción  de  los  testigos 
de  descargo,  quienes,  aunque  trataron  de  des- 
virtuar los  hechos,  no  llegaron  a producir 
prueba  por  su  disparidad  absoluta  no  sólo 
en  cuanto  a la  esencia  de  los  acontecimien- 
tos sino  en  lo  relativo  a la  fecha  en  que  se 
verificaron.  De  manera  que  la  Sala  no  ha 
violado  sino  aplicado  rectamente  los  artícu- 
los 568,  573  inciso  4'^  y 583  de  Procedimien- 
tos Penales, 

El  artículo  17  de  la  Constitución  no  tiene 
aplicación  especial  al  caso ; el  artículo  733 
fué  acatado,  pues  en  la  parte  resolutiva  se 
hace  la  debida  separación  de  los  dos  cargos 
deducidos  a la  reo;  y,  por  último,  el  artículo 
74  inciso  2'>,  citado  en  el  recurso,  no  existe; 
y si  se  refiere  a la  fracción  2’  de  dicha  dis- 
posición, no  ha  habido  violación  alguna  pues- 
to que  los  testigos  que  el  recurrente  de- 
nuncia como  falsos,  no  son  tales  sino  tes- 
tigos verídicos  cuyas  disposiciones  están 
bien  estimadas  por  el  Tribunal  sentenciador. 

POR  TANTO  : La  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  además,  en  los  artículos 
686  y 690  Procedimientos  Penales,  desesti- 
ma el  recurso  interpuesto  y condena  al  re- 
currente a la  pena  de  quince  días  de  pri- 
sión, conmutables  a diez  centavos  diarios. 
— Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y nueve  de  diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres. 

En  virtud  de  recurso  de  casación  intro- 
ducido por  el  Procurador  de  la  Sala  5-  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  Licenciado  D.  Al- 
fredo E.  Figueroa,  se  examina  la  sentencia 
de  dicho  Tribunal,  dictada  el  diez  y nueve 
de  octubre  del  año  en  curso,  en  el  proceso 
instruido  contra  Baltasar  Cabrera  Castañe- 
da, por  el  delito  de  homicidio  en  la  persona 
de  Manuel  José  Castañeda, 

I 

Manuel  José  Castañeda  riñó  con  Balta- 
sar Cabrera  el  veinte  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos veintiocho,  por  la  tarde,  en  el  lugar 
de  su  domicilio,  aldea  Santa  Cruz,  munici- 
pio de  Rio  Hondo,  departamento  de  Zacapa, 
resultando  el  primero  con  una  lesión  en  la 
parte  superior  interna  y anterior  del  ante- 
brazo derecho  sobre  la  articulación  cubito- 
humeral,  la  cual  interesó  la  vena  mediana 
cefálica  y bacilica,  suficiente  para  dar  lugar 
a una  hemorragia  venosa  de  considera- 
ción, la  que  se  produjo  inmediatamente, 
causando  la  muerte  del  individuo,  por  ha- 
bérsele hecho  en  la  parte  media  dos  ligadu- 
ras sumamente  fuertes  que  a su  vez  que 
abrieron  más  la  puerta  de  salida  de  las  ve- 
nas. no  pudieron  obstruir  el  curso  de  la 
sangre  arterial.  Esta  herida,  dijo  el  Ciru- 
jano, no  era  necesariamente  mortal,  aun- 
que no  deja  de  revestir  gravedad,  por  estar 
lesionadas  las  venas,  si  hubiera  podido  cu- 
rar en  ocho  dias  de  asistencia  facultativa, 
si  se  hubiera  aplicado  un  apósito  antisép- 
tico sobre  ella,  es  decir,  si  hubiera  habido 
asistencia  inmediata  y acertada.  La  otra  le- 
sión sobre  el  dedo  indice  no  tenia  impor- 
tancia. 

El  segundo  presentaba  una  lesión  produ- 
cida con  arma  cortante  sobre  el  frontal  de- 
recho y una  contusión  sobre  el  carrillo  del 
mismo  lado,  curables  en  ocho  dias  de  asis- 
tencia médica. 

II 

La  causa  se  inició  por  el  Juez  de  la  loca- 
lidad pasando  después  al  Juzgado  de  Ins- 
tancia de  Zacapa,  Tribunal  que  llenada  la 
tramitación  legal  dictó  sentencia  el  siete 
de  diciembre  de  mil  novecientos  veintiocho 
y considerando  probado  el  hecho,  declaró 
responsable  al  reo  de  las  lesiones  que  sufrió 
Castañeda,  condenándolo  a la  pena  de  seis 


meses  de  arresto  mayor;  y en  cuanto  a las 
lesiones  sufridas  por  éste,  sobreseyó  por 
haber  fallecido  el  que  las  produjo. 

III 

Conoció  la  Sala  Quinta,  en  consulta,  y 
con  fecha  tres  de  agosto  de  mil  novecientos 
veintinueve,  dictó  sentencia  declarando  nu- 
lo e insubsistente  todo  lo  actuado  desde  que 
se  elevó  a plenario  el  proceso,  fundada  en 
que  el  delito  debia  reputarse  como  homi- 
cidio y no  como  lesiones,  por  lo  cual  debió 
haberse  tomado  al  reo  confesión  con  cargos 
por  el  primer  delito,  a fin  de  que  pudiera 
defenderse  de  esa  imputación. 

Ejecutado  lo  dispuesto  por  la  Sala,  se 
volvió  a dictar  sentencia  el  siete  de  sep- 
tiembre de  este  año,  declarándose  que  el 
reo  es  responsable  del  homicidio  de  Cas- 
tañeda por  lo  que  le  impone  diez  años  de 
prisión  correccional,  inconmutables,  hacién- 
dose las  demás  declaraciones  legales.  Ape- 
ló el  procesado  lo  mismo  que  el  defensor, 
Abogado  don  Alberto  Paz  y Paz,  y al  tra- 
mitarse la  segunda  instancia  presentó  su 
pedimento  el  Fiscal  pidiendo  la  absolución 
del  enjuiciado  por  el  delito  de  homicidio  y 
su  condenación  por  el  de  lesiones.  Mani- 
fiesta el  funcionario  que  la  muerte  de  Cas- 
tañeda se  debió  a actos  ajenos  al  heridor, 
pues  no  sobrevino  como  consecuencia  de 
complicaciones  de  la  lesión  sufrida  sino  por 
el  vendaje  imprudente  de  un  curandero 
que  quiso  contener  de  ese  modo  la  hemo- 
rragia, con  supina  ignorancia.  El  mal  cau- 
sado, agrega,  son  las  lesiones  y de  ellas 
debe  responder  el  reo,  así  como  de  las 
consecuencias  de  esa  herida,  es  decir,  de 
sus  posibles  complicaciones,  infecciones, 
secuelas  y pódromos,  pero  nunca  de  los  re- 
sultados independientes  de  actos  ajenos, 
porque  lo  del  vendaje  y la  muerte  del  suje- 
to es  independiente  de  las  lesiones  y de  sus 
resultados. 

IV 

La  Sala  dictó  sentencia  el  diez  y nueve 
de  octubre  último;  considera  probado  el 
hecho  de  manera  plena,  con  la  convicción 
que  le  produce  la  acumulación  de  los  si- 
guientes indicios:  a)  declaración  del  testi- 
go Eugenio  Ortiz,  que  vió  a corta  distancia 
peleando  con  arma  blanca  a Cabrera  y a 
Castañeda,  sin  intervención  de  tercera  per- 
sona y,  al  acercarse  a ellos,  notó  que  el 
segunda  ya  estaba  herido;  b)  el  resultado 
de  la  indagatoria  del  reo,  quien  negó  su 
delincuencia,  pero  declaró  que  "no  sabía 
si  él  sería  o no  quien  hirió  a José  Manuel 
Castañeda”;  c)  que  el  ofendido,  ante  el 
Juez  instructor  y ante  la  madre,  sindicó  a 
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Cabrera  como  autor  de  las  lesiones  que 
presentaba;  d)  que  éste  se  puso  en  precipi- 
tada fuga  y asi  fué  visto  por  los  testigos 
Felipe  Franco,  Justo  Alvarado  y Soledad 
Arriaza,  en  cuya  casa  se  refugió  y en  la 
cual  fué  capturado  por  la  autoridad  pocos 
momentos  después ; e ) que  el  testigo  Máxi- 
mo Arriaza  aseguró  haber  visto  que  el  sin- 
dicado arrojó  a los  pies  de  su  padre  y de 
su  hermana,  espectadores  de  la  aprehensión, 
una  navaja  curva,  que  fué  recogida  por  la 
segunda.  Aquella  semiplena  prueba  y es- 
tas presunciones  que  se  desprenden  de  las 
declaraciones  indirectas  del  hecho  princi- 
pal, pero  nacidas  directamente  de  él,  prue- 
ban con  abundancia  que  el  autor  de  las  le- 
siones sufridas  por  Castañeda  fué  Baltasar 
Cabrera,  quien  se  hizo  acreedor  a purgar 
la  pena  que  le  corresponde  por  tales  lesio- 
nes y sus  consecuencias.  Considera  el  Tri- 
bunal sentenciador  que  no  es  permitido  a 
los  jueces  fundar  sus  resoluciones  en  pro- 
babilidades que  puedan  deducirse  de  un 
dictamen  técnico,  pues  la  ley  hace  responsa- 
ble al  encausado  de  todas  las  consecuencias 
de  su  acción,  es  decir,  de  lo  que  resultó  y 
no  de  lo  que  pudo  resultar;  que  aunque  la 
muerte  de  Castañeda  no  se  produjo  por  la 
lesión  misma  sino  por  la  hémorragia  que 
produjo  el  vendaje  que  le  hicieron,  es  evi- 
dente que  de  no  haberse  ocasionado  la  le- 
sión, el  vendaje  no  se  lo  habrían  adaptado. 
Teniendo,  por  consiguiente,  como  autor  de 
homicidio  al  procesado  confirma  la  senten- 
cia que  pasó  en  apelación. 

V 

El  Procurador  introdujo  el  presente  re- 
cursoí  considerando  violados  los  artículos 
259  de  Procedimientos  Penales  y 306  inciso 
2'’  del  Código  Penal,  porque  el  delito,  dice, 
que  aparece  probado  es  el  de  lesiones  y no 
el  de  homicidio,  por  lo  cual  el  Tribunal 
cometió  error  de  derecho  al  aplicar  la  pena. 

VI 

CONSIDERANDO  : el  artículo  259  de  Pro- 
cedimientos Penales,  citado  por  el  recurren- 
te, establece  que  la  base  del  procedimiento 
criminal  es  la  preexistencia  de  un  hecho 
o de  una  omisión  que  la  ley  repute  delito 
o falta,  circunstancia  sin  la  cual  el  proce- 
dimiento es  nulo  e induce  responsabilidad 
en  el  funcionario  respectivo.  Consta  en 
autos  de  manera  plena,  que  Manuel  Cas- 
tañeda fué  herido  por  Baltasar  Cabrera  y 
que  debido  a la  hemorragia  subsiguiente 
a la  lesión,  falleció  antes  de  dos  horas  y 
de  que  pudiese  ser  objeto  de  atenciones 


facultativas,  luego,  es  indudable  que  existe 
el  cuerpo  del  delito  y la  base  para  el  proce- 
dimiento criminal,  no  justificándose  la  cita 
que  el  procurador  recurrente  hace  de  la  dis- 
posición que  se  menciona. 

El  inciso  2''  del  artículo  306  del  Código 
Penal,  que  es  el  otro  citado  en  el  recurso, 
dice  que  cuando  las  lesiones  produzcan  im- 
posibilidad para  el  trabajo  o necesidad  de 
asistencia  facultativa  desde  ocho  hasta  quin- 
ce días,  la  pena  será  de  seis  meses  de  arres- 
to mayor ; pero  esta  disposición  no  tiene 
aplicación  al  caso,  porque  el  herido  falle- 
ció y el  hecho,  en  consecuencia,  es  cons- 
titutivo de  delito  de  homicidio  y no  del  de 
lesiones,  como  cree  el  Procurador  y sos- 
tuvo el  Fiscal  en  su  alegato  de  segunda  ins- 
tancia. La  Sala  sentenciadora  aplicó  rec- 
tamente la  ley  al  declarar  al  reo  autor  de 
homicidio,  pues  la  persona  que  realiza  un 
delito  responde  criminalmente  de  todas  sus 
consecuencias,  salvo  únicamente  aquellas 
que  no  tengan  ninguna  relación  con  el  acto 
del  delincuente,  doctrina  que  informa  el  ar- 
tículo 12  del  Código  Penal  en  que  se  funda 
el  fallo  que  se  examina. 

VII 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  686  y 690  Proce- 
dimientos Penales,  desestima  el  recurso  in- 
terpuesto. Notifíquese  y con  certificación, 
devuélvanse  los  antecedentes  a donde  co- 
rresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R — Alberto  Ar- 
gneta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y nueve  de  diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres. 

Por  haberse  introducido  el  recurso  de 
casación  se  examina  la  sentencia  que  la 
Sala  6’  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó 
el  trece  de  octubre  próximo  pasado  en  la 
causa  criminal  contra  José  Indalecio  Mon- 
zón y Ciríaco  González,  por  el  delito  de 
lesiones  mutuas. 

RESULTA : el  quince  de  noviembre  del 
año  próximo  anterior  los  mencionados  Mon- 
zón y González  se  lesionaron  mutuamen- 
te, en  la  finca  "Cocales",  jurisdicción  mu- 
nicipal de  Patulul,  departamento  de  Sololá, 
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necesitando  el  primero  de  asistencia  facul- 
tativa por  quince  dias  y el  segundo  que- 
dando con  deformidad  e impedimento,  pues 
le  fué  amputado  el  antebrazo  izquierdo  y 
le  quedó  inutilizado  el  brazo  derecho. 

Según  declaración  de  González,  el  he- 
cho se  debió  a que  sorprendió  a Monzón, 
que  era  Tenedor  de  Libros  de  la  finca,  en 
actos  carnales  con  su  concubina  Dominga 
Lima,  lo  que  determinó  la  agresión  del  ofen- 
sor, a quien  al  fin  pudo  causarle  una  herida. 

Expresa  Monzón  en  su  indagatoria,  que 
se  dirigía  a un  apiario  cuando  fué  asalta- 
do por  González  y en  defensa  de  su  vida 
tuvo  que  causarle  las  lesiones  que  pre- 
sentaba. 

El  Juez  consideró  en  su  sentencia  que  la 
declaración  de  González  estaba  corrobora- 
da con  las  demás  pruebas,  que  son:  la  de- 
claración de  la  propia  Dominga  Lima,  que 
aunque  negó  sus  relaciones  y actos  con 
Monzón,  si  confesó  hechos  que  lo  demues- 
trán ; el  acta  de  la  inspección  ocular  prac- 
ticada por  el  Juez  instructor,  en  que  consta 
que  en  el  lugar  del  suceso  se  encontró  un 
delantal  perteneciente  a aquella  mujer,  la 
hojarasca  estaba  trillada  denunciando  ha- 
ber servido  de  lecho,  un  machete  vizcaíno 
y un  sombrero  perteneciente  a Monzón 
fueron  también  encontrados  en  ese  lugar; 
la  declaración  del  auxiliar  de  la  finca  Es- 
tanislao Callejas  que  dice  que  vió  a Mon- 
zón salir  del  huatal,  corriendo,  sin  sombrero 
y herido ; y estimando  probada  con  las  pre- 
sunciones expuestas  que  la  confesión  de 
González  es  verosímil,  tiene  como  cierto  de 
que  lesionó  a Monzón  en  riña  mutua  en 
defensa  de  su  persona,  con  motivo  de  la 
agresión  ilegitima  de  que  fué  víctima  y que 
obró  movido  por  violencia  moral  irresisti- 
ble motivada  por  el  hecho  ilícito  ejecutado 
con  su  concubina.  Por  las  razones  expre- 
sadas condena  a Monzón  a la  pena  de 
cinco  años  de  prisión  correccional  conmu- 
table en  dos  terceras  partes  a diez  centa- 
vos diarios ; y absuelve  a González  del  cargo 
que  se  le  formuló  por  haber  obrado  en  le- 
gitima defensa. 

La  Sala  Sexta  conoció  en  apelación  y con- 
firmó la  sentencia  de  primera  instancia,  con 
la  única  modificación  de  que  la  conmuta  de 
las  dos  terceras  partes  la  fijó  en  quince 
centavos  diarios.  Sirven  de  fundamento  a 
este  fallo  las  siguientes  consideraciones : 
contra  Monzón  existe  su  confesión,  la  cual 
aunque  es  calificada,  pues  dijo  que  había 
tenido  necesidad  de  defenderse  de  la  agre- 
sión repentina  de  González,  no  se  produjo 
prueba  alguna  al  respecto,  muy  al  contra- 


rio, en  contra  de  esa  calificación  existen  la 
inspección  ocular  del  Juez  instructor,  ya 
mencionada,  la  declaración  de  la  Lima,  la 
declaración  del  auxiliar  Callejas  y lo  ma- 
nifestado por  Monzón  al  verificarse  su  ca- 
reo con  González,  relativo  a que  el  primero 
llegó  a ser  hasta  magnánimo  con  el  segun- 
do. Estos  hechos  los  encuentra  de  acuerdo 
con  la  declaración  de  González  y deduce 
que  éste  fué  agredido  üegitimamente,  que 
el  medio  que  empleó  para  repeler  esa  agre- 
sión fué  racional  y que  por  su  parte  no  hubo 
provocación. 

El  reo  José  Monzón,  auxiliado  por  su  de- 
fensor Abogado  don  Filiberto  Escobar,  in- 
trodujo el  presente  recurso  de  casación  por 
violación  de  ley,  citando  para  el  efecto  los 
artículos  581  inciso  8",  589  y 614  de  Proce- 
dimientos Penales,  alegando  que  la  Sala 
aceptó  en  su  contra  y como  principio  de 
prueba  las  declaraciones  de  personas  cu- 
yos dichos  carecen  de  idoneidad,  admitien- 
do o juzgando  que  hay  presunciones  hu- 
manas para  condenarlo  sin  aceptar  la  par- 
te favorable  de  su  confesión. 

CONSIDERANDO  : todos  los  hechos  enu- 
merados por  el  Tribunal  sentenciador  le 
sirven  para  deducir  como  consecuencia  la 
agresión  ilegitima  de  Monzón  y la  nece- 
sidadl  que  tuvo  González  de  defenderse; 
entre  las  pruebas  que  toma  en  cuenta  para 
el  efecto,  están  las  confesiones  respectivas 
de  los  reos  y con  la  facultad  que  le  otorga 
el  articulo  614  de  Procedimientos  Penales 
admite  solamente  la  parte  favorable  de  Gon- 
zález y rechaza  la  calificación  contenida  en 
la  calificación  del  otro  contendiente,  en  vir- 
tud de  las  demás  constancias  del  proceso 
relativas  a las  circunstancias  del  delito. 

Tanto  la  apreciación  de  las  presunciones 
como  la  calificación  de  la  confesión  son  ma- 
teria de  la  exclusiva  competencia  de  los 
Tribunales  de  instancia  y solamente  por  ese 
motivo  no  podría  variar  el  fallo  del  Tri- 
bunal de  Casación,  porque  estando  proba- 
dos debidamente  los  hechos  cualquiera  que 
sea  la  deducción  que  haga  el  Tribunal  de 
segundo  grado,  está  dentro  de  sus  faculta- 
des. Estos  motivos  obligan  a declarar  que 
no  ha  existido  violación  alguna  de  los  ar- 
tículos 581  inciso  8’,  589  y 614  de  Procedi- 
mientos Penales,  denunciados  por  el  re- 
currente. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  .Tus- 
ticia,  con  apoyo  en  las  mismas  leyes  y de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  686  y 690  de 
Procedimientos  Penales,  desestima  el  recur- 
so interpuesto  y condena  a la  parte  que  lo 
interpuso  a la  pena  adicional  de  quince  dias 
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de  prisión  simple,  conmutables  a quince 
centavos  diarios.  Notifiquese  y con  certi- 
ficación, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J-  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
queta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veinte  de  diciembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres. 

El  señor  Gregorio  López  Gutiérrez,  ex 
Juez  de  Paz  de  Escuintla  y procesado  por 
estafa,  introdujo  recurso  de  casación  con- 
tra la  sentencia  dictada  por  la  Sala  Segun- 
da de  la  Corte  de  Apelaciones,  que  lo  con- 
dena por  el  delito  de  fraude  contenido  en  el 
articulo  289  del  Código  Penal,  a la  pena  de 
seis  meses  de  arresto  mayor,  conmutables  a 
quince  centavos  diarios.  Alega  el  recurren- 
te quebrantamiento  de  procedimiento  por 
no  haber  sido  citado  en  primera  instancia 
para  dictar  sentencia,  estando  la  providen- 
cia que  llama  autos  sin  autorización  del  Se- 
cretario del  Tribunal;  y encuentr.i  también 
violación  de  ley,  citando  los  artículos  XII  y 
XIV  Preceptos  Fundamentales  de  la  Ley 
Constitutiva;  11,  12,  292  y 407  del  Código 
Penal;  259,  602,  603,  604  y 609  de  Proce- 
dimientos Penales. 

RESULTA:  El  proceso  se  inició  en  la  Je- 
fatura Política  Departamental,  siendo  Juez 
de  paz  de  la  cabecera  d?  Escuintla,  el  men- 
cionado señor  López  Gutiérrez,  el  dos  de 
septiembre  del  año  en  curso,  por  haberse 
presentado  Ana  Almaraz  Alvarez,  manifes- 
tando que  en  el  mes  anterior  de  agosto,  sin 
recordar  la  fecha,  la  declarante,  su  hijo 
Ursulo  Hilario  Cajas  y Florencia  Ramírez, 
fueron  sentenciados  por  el  Juez  de  Paz  al 
pago  de  una  multa  de  siete  quetzales  cin- 
cuenta centavos,  multa  que  ella  entregó  al 
propio  funcionario  en  su  Despacho,  sm  que 
éste  le  entregará  ningún  recibo. 

Remitido  el  asunto  al  Juez  de  1“  Instan- 
cia y suspenso  en  sus  funciones  el  Juez 
procesado,  se  le  dictó  auto  de  bien  preso 
por  estafa  y de  las  averiguaciones  verifica- 
das, se  desprende  lo  siguiente:  Ana  Alvarez 
González,  que  es  el  nombre  de  la  denun- 
ciante, juntamente  con  Dolores  Rizo,  fue- 
ron sentenciadas  el  sábado  veintiséis  de 
agosto,  por  injurias  mutuas,  a cinco  dias 
de  prisión  simple  conmutables  a cincuenta 


centavos  diarios.  Explica  el  Juez  que  esta 
multa  fué  entregada  cuando  ya  estaba  ce- 
rrado el  Despacho  municipal,  por  lo  que, 
para  evitarles  a las  reos  que  entraran  a la 
prisión,  les  permitió  depositar  en  el  Juzga- 
do la  cantidad  resultante,  pero  por  un  olvi- 
do involuntario  no  remitió  las  conmutas  si- 
no hasta  el  dos  de  septiembre ; en  cuanto  a 
las  multas  impuestas  a Cajas  y a la  Ramí- 
rez, el  Tesorero  Municipal  informó  que  es- 
taban entregadas. 

Al  ser  interrogado  el  ex  Juez,  se  le  pre- 
guntó acerca  de  una  multa  de  Eduvigis  Pé- 
rez y él  contestó  que  no  recordaba  si  había 
sido  o no  sentenciado,  pero  habiéndose  pre- 
sentado certificación  de  la  sentencia  en  que 
lo  había  condenado  a cinco  días  de  pri- 
sión, conmutables  a un  quetzal  diario,  por 
insinuación  del  mismo  interrogado  se  pre- 
guntó al  Juez  accidental  de  Paz  si  en  las 
gavetas  del  escritorio  del  Juzgado,  en  don- 
de despachaba  el  Juez,  no  se  encontraba 
esa  conmuta,  resultando  que  efectivamente 
allí  estaba  un  billete  dt  cincos  quetzales 
prendido  con  un  clip  a un  papelito  escrito 
con  lápiz  con  letra  del  propio  ex  Juez,  con- 
teniendo los  datos  relativos  a la  sentencia 
económica  de  Pérez. 

El  Juez  de  U Instancia  dictó  sentencia  el 
veintiséis  de  septiembre  absolviendo  del  car- 
go a López  Gutiérrez,  pero  la  providencia 
en  que  llamó  autos  a la  vista  para  fallar  no 
aparece  autorizada  por  el  Secretario  ni  no- 
tificada a la  parte  reo  ni  a ninguna  persona. 
En  consulta  pasó  la  causa  a la  Sala  Se- 
gunda de  Apelaciones  y este  Tribunal  re- 
solvió de  plano,  sin  fijarse  en  la  nulidad 
existente,  desaprobando  la  sentencia  y con- 
denando al  enjuiciado  a la  pena  de  seis 
meses  de  arresto  mayor,  tal  como  se  ha  ex- 
puesto al  principio. 

CONSIDERANDO:  que  existe  quebran- 
tamiento de  forma  y ha  lugar  al  recurso  de 
casación  por  ese  motivo,  cuando  haya  de- 
fecto de  citación  para  la  sentencia,  según 
lo  prescribe  de  manera  terminante  el  in- 
ciso 8''  del  articulo  677  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales  y estando  de  manifies- 
to que  al  enjuiciado  no  se  le  citó  para  fa- 
llar en  primera  instancia,  pues,  ni  siquiera 
tiene  validez  legal  la  providencia  que  así 
lo  ordena,  es  evidente  que  existe  el  vicio 
apuntado  y debe  declararse  la  nulidad  para 
que,  reponiéndose  lo  actuado  desde  aquella 
citación,  vuelva  a dictarse  la  sentencia  con 
arreglo  a la  ley,  toda  vez  que  consta  en  los 
autos  que  el  reo  no  tuvo  oportunidad  legal 
para  pedir  la  subsanación  ni  en  primera 
ni  en  segunda  instancia. 
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POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  la  ley  citada  y de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  673,  686  y 688  de 
Procedimientos  Penales,  casa  y nula  la  sen- 
tencia recurrida  y manda  que  se  devuel- 
van los  autos  al  Juez  de  1-  Instancia  de 
Escuintla,  para  que  reponiéndolos  al  estado 
que  tenían  cuando  se  cometió  la  falta,  la 
substancie  con  arreglo  a derecho.  Notifí- 
quese  y con  certificación,  devuélvanse  los 
antecedentes  a donde  corresponde. 

J.  M,  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
queta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


OCURSO  DE  QUEJA 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintidós  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  la  queja  presentada  a esta  Corte 
contra  la  Sala  Tercera  de  Apelaciones  por 
el  señor  Luis  Sánchez  Villalobos,  con  auxi- 
lio del  Abogado  don  Félix  Estrada  Orantes. 

RESULTA : el  señor  Sánchez  Villalobos 
sigue  en  el  Juzgado  S’  de  1’  Instancia  de 
este  departamento,  un  juicio  ejecutivo  con- 
tra el  Doctor  don  Gonzalo  Andrade,  inter- 
puso una  apelación  y le  fué  concedida  en 
ambos  efectos,  pero  no  suministró  el  papel 
para  la  hoja  de  consulta.  El  ejecutante  pi- 
dió que  se  aplicara  al  demandado  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  26  del  Decreto  Nú- 
mero 1747,  es  decir,  que  el  Tribunal  man- 
dara a hacer  la  hoja  de  consulta  en  papel 
español  e impusiera  al  obligado  la  multa  co- 
rrespondiente, lo  cual  el  Juez  se  negó  a de- 
cretar por  estimar  improcedente  en  el  caso 
la  medida  sohcitada-  Esto  dió  motivo  a un 
ocurso  de  queja  contra  el  Juez  ante  la  Sala 
jurisdiccional,  la  que  en  definitiva  resolvió 
sin  lugar  el  recurso  de  queja. 

El  demandante  se  presentó  a esta  Cor- 
te quejándose  de  lo  resuelto  por  la  Sala  Ter- 
cera, con  fundamento  en  el  artículo  13  in- 
ciso a)  del  Decreto  1928. 

Se  pidió  informe  a aquel  Tribunal  y ha- 
biendo remitido  los  antecedentes  y expuesto 
las  razones  que  le  asistieron  para  proceder 
en  la  forma  en  que  lo  hizo,  es  el  caso  de 
resolver. 

CONSIDERANDO : que  la  solicitud  del 
ejecutante  ante  el  Juez  del  juicio  no  era 
procedente,  pues  no  se  trataba  de  dictar  al- 
guna resolución  sino  de  llevar  adelante  la 
apelación  interpuesta  y para  este  efecto,  el 


actor  tenía  expedito  el  derecho  de  solicitar 
la  deserción  del  recurso  en  caso  de  que  no 
lo  mejorara  el  apelante,  motivo  por  el  cual 
lo  resuelto  por  Juez  estaba  conforme  con 
la  ley;  y,  por  consiguiente,  el  ocurso  de 
queja  tenía  q'ae  declararse  sin  lugar  por  no 
existir  razones  legales  que  lo  justificaran. 
— Artículos  26  Decreto  Número  1747;  439, 
445,  450,  452,  Procedimientos  Civiles;  111 
y 112  Decreto  Número  273. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  los  artículos  citados  y 
13  inciso  a)  Ley  Constitutiva,  declara  que 
no  ha  lugar  a dictar  providencia  contra  la 
Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones. — 
Notifíquese  y devuélvanse  los  antecendentes 
a donde  corresponde. 

Reina  Andrade. — Solazar. — Castellanos  R. 
— Argueta  S. — Serrano  Muñoz. — Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintiuno  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Se  examina  en  casación  la  sentencia  que 
la  Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 
profirió  en  el  proceso  seguido  en  el  Juzgado 
de  1’  Instancia  de  Sololá,  contra  Maiiano 
Reyes  Escobar,  por  las  delitos  de  asesinato, 
estafa  y detención  ilegal. 

I 

Reyes  Escobar  prestaba  sus  servicios  co- 
mo administrador  de  la  finca  "Santa  Rosa”, 
ubicada  en  jurisdicción  de  Chicacao,  depar- 
tamento de  Sololá;  vivía  maridablemente 
con  Josefina  Barrios,  la  que,  según  versión 
de  mozos  y colonos,  era  víctima  de  la  cruel- 
dad de  su  concubino-  En  altas  horas  de  la 
noche  del  veintiuno  de  septiembre  de  mil 
novecientos  treinta.  Reyes  Escobar  golpeó 
inhumanamente  a su  compañera,  la  cual  tu- 
vo que  huir  de  la  casa  y buscar  refugio  en 
uno  de  los  ranchos  cercanos,  a donde  se 
presentó  a la  mañana  siguiente  y sacándola 
a empellones  la  condujo  a su  casa,  en  la 
cual,  después  de  haberla  lesionado  bárba- 
ramente con  un  machete,  le  dió  muerte  con 
arma  de  fuego,  e inmediatamente  cambió 
de  camisón  a la  mujer  por  uno  limpio  de  san- 
gre, la  acostó  en  la  cama,  cubriéndola  con 
una  frazada  y después  de  lavar  la  sangre 
vertida  en  el  piso,  montó  en  el  caballo  que 
tenía  a su  servicio,  llevándose,  además,  dos 
perros  sabuesos,  animales  que  eran  de  la 
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propiedad  del  señor  Carlos  García ; desde 
esa  fecha  no  se  volvió  a tener  noticia  de 
Reyes  Escobar  en  el  término  de  dos  años. 

El  empleado  dg  la  finca,  Mariano  Gre- 
gorio Talé,  puso  en  conocimiento  del  Juez 
de  Paz  de  Chicacao  lo  que  había  ocurrido  e 
inmediatamente  se  constituyó  en  el  lugar 
del  suceso,  levantando  el  acta  de  rigor;  en- 
contró el  cadáver  en  la  forma  que  se  deja 
descrita,  presentando  una  herida  corto-con- 
tundente,  en  el  pie  izquierdo;  dos  produci- 
das por  arma  de  fuego  en  la  cabeza;  y un 
sinnúmero  más  en  todo  el  cuerpo,  de  ca- 
rácter más  o menos  grave,  unas  cortantes, 
otras  punzantes  y las  demá|s  contunden- 
tes. A pesar  de  que,  como  ya  se  dijo,  el 
enjuiciado  procuró  lavar  el  suelo,  en  éste 
se  encontraba  marcado  con  sangre  el  pie  de 
la  occisa,  en  diferentes  direcciones  como 
que  habia  corrido  de  un  lado  a otro,  inten- 
tando defenderse;  en  el  rincón  de  la  cama 
estaba  el  camisón  que  tenía  la  víctima,  con 
sangre  a la  altura  de  la  espalda,  cuello,  cin- 
tura y piernas,  presentando  señales  de  que 
habia  sido  arrastrada  la  señora  Barrios  don- 
de habia  barro  y monte ; y por  último,  .se 
confirmó  la  noticia  de  que  la  sirvienta  Pe- 
trona  Casiá  estaba  encerrada  en  un  cuar- 
to, la  cual  manifestó ; que  por  hatíVr  trata- 
do de  defender  a su  patrona.  Reyes  le  ha- 
bia pegado  y después  encerrado  en  el  cuar- 
to en  que  se  le  encontró,  motivo  por  el  cual 
no  pudo  darse  cuenta  del  momento  en  que 
le  dió  muerte,  pero  si  percibió  los  gritos  de 
la  señora,  los  que,  poco  a poco,  se  fueron 
debilitando,  hasta  quedar  en  silencio. 

El  Juez  Menor  practicó  las  diligencias 
que  consideró  oportunas  y dió  cuenta  con 
ellas  al  Juzgado  de  Instancia,  Tribunal  que 
dictó  órdenes  de  captura  contra  el  sindicado, 
quedando  la  causa  en  suspenso  pendiente 
de  tal  captura. 

II 

Por  informaciones  del  mencionado  se 
ñor  García,  se  logró  la  captura  de  Reyes  Es- 
cobar el  veinticuatro  de  noviembre  de  mil 
novecientos  treinta  y dos.  El  reo  pretendió 
aparecer  como  persona  distinta,  usando  del 
nombre  Mario  Escobar,  afirmó  ser  hijo  de 
Aurelio  Reyes  y de  Francisca  Escobar,  se 
gún  su  cédula  de  vecindad,  y"  negó  haber 
estado  empleado  en  la  finca  “Santa  Rosa” 
y haber  conocido  a Josefina  Barrios,  y que 
nada  de  lo  que  se  le  preguntaba  era  cierto ; 
mas  los  testigos  que  habian  declarado  a 
raiz  del  suceso,  lo  reconocieron  sin  vacila- 
ción, con  absoluta  seguridad,  aún  más,  su 
afirmación  de  que  a Reyes  le  faltaba  un 
dedo  en  la  mano,  resultó  ser  cierta. 


El  Juez  de  1’  Instancia  dictó  sentencia 
el  diez  y nueve  de  agosto  del  año  en  curso, 
conteniendo  su  resolución  los  siguientes  fun- 
damentos jurídicos : 1'',  considera  probado 
con  las  afirmaciones  de  los  testigos  ocula- 
res Petrona  Casiá,  Catarina  Sapón,  Victo- 
riano Pérez,  Miguel  Lux  y Victoriana  Tzu- 
nún,  que  el  malhechor  condujo  a su  mu- 
jer Josefina  Barrios  a la  casa  de  la  hacien- 
da, a patadas,  bofetadas  y planazos  con 
machete ; que  la  introdujo  al  dormitorio  de 
donde  ya  no  la  vieron  salir  sino  hasta  que 
ilegó  la  autoridad  a practicar  la  inspección 
de  su  cadáver;  2'',  aprecia  la  declaración  de 
María  Hernández,  que  el  día  del  crimen, 
a las  dos  de  la  mañana,  vió  llegar  a la  in- 
terfecta en.  camisón,  (3,esdalza,  llorando 
amargamente,  a pedirle  alojamiento,  por  lo 
que  ocurría ; a las  cinco  de  esa  misma  ma- 
ñana se  retiró  con  un  vestido  de  la  declaran- 
te, que  le  dió  prestado,  habiendo  sabido  que 
pasó  al  rancho  de  Catarina  Sapón  y de  alli 
la  sacó  Reyes  arrastrada,  en  camisón,  has- 
ta la  hacienda ; declaración  ésta  que  está  en 
todo  conforme  con  la  de  la  mencionada 
Sapón;  3°,  el  testimonio  de  María  Bixcul, 
que  oyó  gritar  a la  mujer  del  administrador, 
y las  declaraciones  de  Lorenzo  Tzep,  Pedro 
Puac,  Ensebio  Hernández,  Manuel  Ramos  y 
Pascuala  Tzep,  que  afirman  que  el  rumor 
público  sindica  a Reyes  como  autor  de  la 
muerte  dg  la  señora,  así  como  la  declara- 
ción de  Mariano  G.  Talé  que  asegura  el 
mal  trato  que  ésta  recibía  de  su  concubino ; 
4",  estima  que  el  reo  no  pudo  probar  la 
coartada,  pues  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos que  propuso  le  fueron  desfavorables ; 
5'',  que,  al  contrario,  el  reconocimiento  del 
hechor  llevado  a cabo  unánimemente  y sin 
vacilación  por  los  testigos,  quita  toda  duda 
respecto  a la  culpabilidad  del  sindicado ; 6'', 
tiene  cemo  probado  el  hecho  de  la  deten- 
ción ilegal  verificada  por  Reyes  en  la  per- 
sona de  Petrona  Casiá,  y el  hurto  del  caballo 
propiedad  del  señor  Carlos  García  Fetzer, 
por  medio  de  la  inspección  ocular  practicada 
por  el  Juez  de  Chicacao,  funcionario  que 
libertó  a la  detenida  y el  hurto  del  caballo, 
propiedad  de  Carlos  García  Fetzer,  por  me- 
dio de  las  declaraciones  de  Víctor  Rodrí- 
guez, Alejandro'  Prado,  Victoriano  Pérez, 
Catarina  Sapón  y Eusebia  Hernández,  pero 
no  así  el  hurto  de  los  perros  porque  no 
encuentra  probada  la  preexistencia  de  los 
animales.  Por  todas  estas  consideraciones 
declara  que  Reyes  es  autor  de  asesinato, 
hurto  de  semovientes  y detención  ilegal ; lo 
condena  a muerte  por  el  primer  delito,  a 
diez  y seis  meses  de  prisión  correccional 
por  el  segundo  y a seis  años  de  la  misma 
pena  por  el  tercero. 
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III 

En  apelación  conoció  la  Sala  Sexta;  eva- 
cuó su  audiencia  el  Procurador  Licenciado 
Francisco  Delgadillo  Z.  y el  Fiscal  Licen- 
ciado Francisco  Barrios  Solis.  Manifiesta 
el  primero  que  el  delito  debe  calificarse  de 
homicidio,  pues  las  pruebas  rendidas  cons- 
tituyen presunciones  graves  de  que  el  reo 
dió  muerte  a su  concubina,  pero  no  prue- 
ban la  forma  en  que  esa  muerte  se  llevó  a 
cabo  y mientras  esa  forma  no  esté  probada, 
la  acusación  sólo  puede  encaminarse  por 
homicidio.  Opina  que  hay  hurto  de  semo- 
vientes, pero  en  cuanto  al  delito  de  deten- 
ción ilegal  la  pena  debe  ser  de  diez  y ocho 
meses,  en  vez  de  seis  años,  porque  el  reo 
no  obró  con  las  circunstancias  que  detalla 
el  articulo  357  del  Código  Penal.  Pero  ha- 
ce observar  que  estos  delitos  se  cometieron 
como  medio  para  llevar  a cabo  otro,  asi  co- 
mo para  cometer  el  homicidio  quiso  librarse 
de  testigos  inoportunos  y cometió  el  delito 
de  detención  ilegal,  y para  evadir  la  acción 
de  la  justicia  por  ambos  delitos  cometió 
el  hurto  de  semovientes,  motivo  por  el  cual 
la  pena  debe  ser  la  que  corresponde  al  ho- 
micidio aumentada  en  una  tercera  parte. 

El  Fiscal  expresa  su  conformidad  con  el 
fondo  de  la  sentencia,  pero  cree  que  debe 
nulificarse  el  fallo  porque  el  Juez  no  le  de- 
dujo cargo  por  el  delito  de  uso  público  de 
nombre  supuesto  que  también  aparece  co- 
metido, toda  vez  que  considera  esa  omisión 
como  sustancial.  La  declaratoria  a que  alu- 
de daría  oportunidad  al  Juez  para  que  prac- 
ticara nuevas  pruebas  para  demostrar  me- 
jor la  identidad  del  procesado,  ya  que  la 
pena  que  se  le  va  a imponer  es  irrepar  iblc;. 

El  Tribunal  dictó  sentencia  el  siete  de 
noviembre  último  en  la  cual  confirma  el 
fallo  apelado  con  las  siguientes  modifica- 
ciones ; U,  que  el  reo  es  autor  de  estafa  y 
no  de  hurto  de  semovientes,  delito  por  el 
que  le  impone  un  año  de  arresto  mayor 
conmutable  a diez  centavos  diarios;  2'-’,  que 
por  el  delito  de  detención  ilegal  le  impone 
la  pena  de  tres  años  de  prisión  correccional, 
conmutable  en  dos  terceras  partes  en  la  mis- 
ma proporción;  3’,  que  la  pena  de  muerte 
deberá  ejiécutarsei  dentro!  deí  Veinticuatro 
horas  después  de  la  denegatoria  del  recur- 
so de  gracia;  4’,  la  adiciona  en  el  sentido  de 
que  se  le  absuelve  del  cargo  que  por  golpes 
se  le  formuló ; 5’,  de  que  en  caso  que  le 
fuere  concedido  el  recurso  de  gracia,  de- 
berá instruirse  averiguación  con  respecto 
al  delito  de  uso  público  de  nombre  supues- 
to; y,  por  último,  que  debe  certificarse  lo 
conducente  para  seguir  en  cuerda  separada 
la  averiguación  relativa  al  falso  testimonio 


de  que  puede  resultar  responsable  el  tes- 
tigo Agustin  Robles,  quien  dijo  en  su  de- 
claración que  en  el  mes  de  septiembre  de 
mil  novecientos  treinta  el  reo  estuvo  traba- 
jando en  el  beneficio  Stahl,  estando  proba- 
do que  eso  no  es  cierto- 

Las  consideraciones  del  Tribunal  senten- 
ciador son  las  siguientes: 

U — Con  las  declaraciones  de  María  Her- 
nández y Catarina  Sapón  queda  probado 
que  la  occisa  llegó  a la  casa  de  la  primera  a 
pedirle  auxilio,  porque  Reyes  le  había  pe- 
gado la  noche  anterior  al  suceso,  desnuda 
y descalza,  y que  al  día  siguiente  salió  de 
esa  casa  con  un  vestido  que  le  prestara, 
el  cual  pasó  a recomendar  a la  habitación 
de  la  segunda,  de  donde  el  reo  la  sacó  a 
golpes  con  el  machete  que  portaba  y la 
condujo  hasta  su  domiciUo;  con  las  decla- 
raciones de  María  Mixcul,  Miguel  Lux  y 
Victoriano  Pérez,  se  probó  plenamente  que 
después  de  llevarla  de  la  manera  que  se  in- 
dica, la  entró  al  dormitorio  en  donde  si- 
guió golpeándola;  los  dos  últimos  sospe- 
charon que  la  había  dejado  muerta  por- 
que ya  no  la  volvieron  a oír  y porque  Reyes 
se  había  marchado  de  la  finca;  con  la  ins- 
pección ocular  practicada  por  el  Juez  ins- 
tructor se  estableció  que  en  el  dormitorio  y 
en  la  pieza  contigua  había  huellas  de  san- 
gre ; estos  hechos  probados  los  relaciona 
con  los  siguientes  para  deducir  la  culpabi- 
lidad del  reo:  a)  no  haber  dado  parte  a la 
autoridad  de  la  muerte  de  su  concubina;  b) 
haber  negado  que  fué  administrador  de  la 
finca  "Santa  Rosa”  y haberse  establecido 
lo  contrario,  tanto  con  el  dicho  de  Carlos 
García  como  con  el  reconocimiento  en  rue- 
da de  presos  que  de  él  hicieron  los  mozos 
de  la  finca ; o)  la  declaración  de  Mariano 
Talé  relativa  a la  mala  vida  que  Reyes  daba 
a la  interfecta,  habiendo  tenido  que  auxi- 
Uarla  en  una  ocasión  en  que  tuvo  que  re- 
fugiarse en  la  finca  de  su  propiedad;  d)  no 
haber  ningún  otro  sindicado  como  autor  del 
delito  y estar  él  señalado  por  el  rumor 
público. 

2’ — Estima  que  a la  perpetración  del  he- 
cho concurrieron  las  circunstancias  de  ale- 
vosía y ensañamiento  que  caracterizan  el 
asesinato : la  primera  por  haberle  pegado  a 
su  vícthna  estando  desnuda,  sin  ninguna  ar- 
ma para  defenderse  y,  para  evitar  que  al- 
guien interviniera  a su  favor,  sacó  a la  sir- 
vienta Petrona  Casiá,  quieni  según  dicen 
los  testigos  presenciales,  se  interpuso  para 
evitar  la  desgracia,  la  sacó  a golpes  del 
cuarto  donde  se  cometió  el  delito,  la  ence- 
rró en  la  cárcel  y ordenó  a Lux  y a Pérez 
que  se  fueran  a almorzar;  y la  segunda 
circunstancia  probada  con  el  acta  descríp- 
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tiva  en  donde  se  hizo  constar  que  había 
huellas  sangrientas  de  los  pies  de  la  víc- 
tima, que  fueron  identificados,  lo  que  indi- 
ca que  trataba  de  escapar  y el  victimario  la 
perseguía  y,  por  último,  las  incontables  le- 
siones graves  que  presentaba,  y haber  es- 
tado golpeándola  desde  las  ocho  de  la  ma- 
ñana que  la  sacó  de  la  casa  de  Catarina  Sa- 
pón  hasta  la  hora  en  que  tocó  la  campana 
para  que  los  mozos  se  fueran  a almorzar, 
según  declaran  Juan  Bixcul  y Victoriano 
Pérez,  quienes  Se  retiraron  con  este  motivo 
y cuando  regresaron  se  dieron  cuenta  de 
que  la  señora  ya  estaba  muerta. 

3'’ — El  hecho  de  haberse  llevado  el  reo  el 
caballo  ajeno  que  estaba  confiado  a su  cui- 
dado, según  declaraciones  de  Victoriano 
Pérez  y Catarina  Sapón,  es  constitutivo  del 
delito  de  estafa  y no  de  hurto. 

4'J — Estimia  probado  que  P,etrona  Casia 
fué  presa  por  el  mismo  Reyes,  como  lo  de- 
muestra el  acta  descriptiva  del  Juez  ins- 
tructor y las  declaraciones  de  los  mismos 
Miguel  Luz  y Victoriano  Pérez,  constituyen- 
do este  hecho  el  delito  de  detención  ilegal, 
en  el  que  no  aparecen  las  circunstancias 
que  detalla  el  artículo  357  del  Código  Penal, 
por  lo  que  debe  aplicarse  el  artículo  356  del 
mismo  Código,  toda  vez  que  no  fué  liberta- 
da por  el  mismo  ofensor  sino  por  la  auto- 
ridad cuando  llegó  a la  finca. 

5“ — Que  debe  absolverse  al  reo  del  car- 
go de  lesiones  a Petrona  Casiá  y a Victo- 
riana  Tzunún,  por  no  haber  sido  reconoci- 
dos los  golpes  que  dijeron  les  había  causado. 

(,-! — Que  debe  instruirse  averiguación,  en 
caso  de  que  se  conceda  el  recurso  de  gra- 
cia, con  respecto  al  uso  público  de  nombre 
supuesto,  por  el  cual  no  se  le  formuló  car- 
go ; y que  aunque  otras  veces  se  ha  decla- 
rado la  nulidad  de  lo  actuado  por  omisiones 
análogas,  en  el  caso  presente  no  cree  ne- 
cesario hacerlo  porque  si  se  ejecuta  la  sen- 
tencia de  muerte,  quedan  extinguidas  todas 
las  responsabilidades  criminales;  y, 

T> — Que  existe  mérito  para  instruir  ave- 
riguación respecto  a la  declaración  sospe- 
chosa de  Agustín  Robles,  por  estar  en  com- 
pleta contradicción  con  lo  probado  en  autos. 

IV 

El  Procurador  de  la  Sala,  Licenciado  Del- 
gadillo,  interpuso  el  presente  recurso  de  ca- 
sación, por  no  estar  de  acuerdo  con  la  con- 
dena por  asesinato  ni  con  la  condena  por 
detención  ilegal.  Dice  que  la  alevosía  no 
está  probada  en  forma  alguna  porque  en  el 
teatro  del  suceso  sólo  estuvieron  la  víctima 
y el  reo  y tal  circunstancia  nunca  se  prue- 
ba con  presunciones  sino  con  prueba  real 


y efectiva  de  testigos.  Que  en  cuanto  a la 
detención  ilegal  tampoco  está  conforme  por- 
que en  su  concepo  el  delito  debe  calificarse 
de  abusos  contra  particulares,  puesto  que, 
siendo  el  reo  administrador  de  la  finca,  es- 
taba investido  de  las  facultades  de  agente 
de  autoridad,  de  una  manera  permanente 
y continua  según  se  desprende  del  espíritu 
de  la  ley  respectiva.  Por  tales  razones  es- 
tima que  han  sido  violados  los  artículos  22 
inciso  1'’,  356  Código  Penal;  1°,  Decreto 
1816;  6'’  inciso  U Decreto  1366;  568,  571, 
589  y 596  Procedimientos  Penales. 

La  vista  fué  señalada  para  hoy  y sin  ale- 
gación del  recurrente,  se  procede  a resolver- 

V 

En  el  caso  que  se  examina,  los  Tribuna- 
les de  1-  y 2-  Instancia  unifican  su  crite- 
rio al  calificar  el  hecho  de  la  muerte  de 
la  señora  Barrios  como  asesinato  y no  como 
homicidio,  pues  estiman  que  hubo  alevosía, 
siendo  esta  circunstancia  una  de  las  que 
caracterizan  a tal  delito.  Opuesto  a este 
criterio  se  manifiesta  el  Procurador,  quien 
recurre  contra  el  fallo  alegando  violación 
de  los  artículos  22  inciso  1''  del  Código  Pe- 
nal, y 6'>  inciso  1°  Decreto  legislativo  Nú- 
mero 1736,  que  se  refiere  a la  alevosía. 

La  Corte  está  de  entero  acuerdo  con  el 
criterio  de  la  Sala  sentenciadora  y,  por  con- 
siguiente, estima  que  sobre  este  punto  aquel 
Tribunal  se  ajustó  estrictamente  a la  ley. 
Las  consideraciones  que  se  han  detallado 
analizan  los  diferentes  indicios  plenamente 
probados  que  sirven  de  base  para  presumir 
la  delincuencia  del  reo  como  autor  de  la 
muerte  <ine  se  le  imputa ; y las  pruebas  le- 
galmente apreciadas  que  asimismo  se  enu- 
meran en  la  sentencia  recurrida,  son  sufi- 
cientes para  calificar  el  hecho  como  asesina- 
to, toda  vez  que  existe  bien  determinada  la 
alevosía,  sin  perjuicio  de  otras  circunstan- 
cias que  no  fueron  tomadas  en  cuenta, 
tales  como  el  ensañamiento  y la  premedita- 
ción que  también  son  suficientes  por  sí  so- 
las para  integrar  el  asesinato  y,  además,  la 
agravante  que  existe  por  tratarse  de  mujer. 

No  cabe  duda  que  el  culpable  cometió 
el  delito  empleando  medios  que  le  asegura- 
ban el  resultado  sin  peligro  para  su  persona 
y con  la  absoluta  certeza  de  que  la  víctima, 
completamente  inerme  y sola,  no  podría  de- 
fenderse ni  lograr  auxilio.  La  prueba  a este 
respecto  es  plena  y la  declaración  de  la 
Sala  es  absolutamente  legal,  no  existiendo, 
por  lo  tanto,  violación  alguna  sino,  al  con- 
trario, recta  aplicación  de  los  artículos  ci- 
tados. 
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VI 

Inconforme  a la  condena  por  detención 
ilegal,  se  expresa  el  Procurador  citando  co- 
mo infringidos  los  artículos  356  del  Código 
Penal  y 1''  del  Decreto  legislativo  Número 
1816.  En  esta  disposición  del  Código  Penal 
Se  funda  la  Sala  y aplica  la  fracción  pri- 
mera que  dice : ‘'El  particular  que  encerrare 
o detuviere  a otro  privándole  de  su  libertad, 
será  castigado  con  la  pena  de  tres  años  de 
prisión  correccional".  Estando  demostra- 
dos los  extremos  de  este  articulo,  cae  den- 
tro de  su  disposición,  el  hecho  cometido 
por  el  enjuiciado  y lo  resuelto  por  el  Tri- 
bunal no  quebranta  el  articulo  sino  le  da 
debido  cumpUmiento. 

Es  cierto  que  el  articulo  1''  del  Decreto 
Número  1816  equipara  a los  administradores 
de  fincas  a la  categoría  de  agentes  de  auto- 
ridad, pero  esta  circunstancia  no  desvirtúa 
la  naturaleza  del  delito  cometido,  tanto  por 
que  el  hecho  fué  completamente  ajeno  a 
ella  como  porque  tal  equiparación  es  sola- 
mente para  el  único  efecto  de  que  los  due- 
ños o administradores  puedan  reprimir  en 
el  acto  y mientras  se  apersona  la  autoridad, 
los  delitos  o faltas  que  se  cometan  dentro 
de  las  fincas  donde  prestan  sus  servicios, 
siendo  por  otra  parte  absurdo  suponer  que 
la  asimilación  pudiera  servirles  para  el  ob- 
jeto contrario  que  se  propone,  siendo  asi 
que  las  atribuciones  que  el  citado  Decreto 
les  confiere  están  limitadas  a lo  estrictamen- 
te necesario,  para  llenar  el  objetivo  de  la 
ley  o sea  el  de  que  a la  vez  que  se  favorezca 
a la  agricultura,  se  ayude  a la  administra- 
ción de  justicia,  pero  no  a entorpecerla  y 
mucho  menos  violarla.  Los  artículos  que 
en  este  párrafo  se  mencionan  no  se  encuen- 
tran por  consiguiente  infringidos. 

VII 

Por  las  consideraciones  anteriores  se 
deduce  que  la  condena  impuesta  por  la 
Sala  está  ajustada  a la  ley,  tanto  en  lo  que 
se  refiere  a la  declaración  de  los  delitos 
cometidos  como  en  la  aplicación  de  las  pe- 
nas respectivas  y,  en  consecuencia,  no  exis- 
te violación  de  los  artículos  568,  571,  589 
y 596  de  Procedimientos  Penales,  citados 
por  el  recuprente,!  puesto  que  se  estima 
suficiente  la  prueba  y bien  demostradO'S 
los  hechos  en  que  las  presunciones  descan- 
san. 

POR  TANTO : La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  apoyo  en  las  leyes  menciona- 
das y de  lo  dispuesto  en  los  artículos  686, 
690  de  Procedimientos  Penales  desestima 


el  recurso  interpuesto.  Notifíquese  y con 
certificación,  devuélvanse  los  antecendentes 
al  tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gueta  S. — José  Serrano  Mañoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintidós  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la  Sala 
!■  de  la  Corte  de  Apelaciones,  fecha  once 
de  septiembre  del  año  en  curso,  en  el  pro- 
ceso que  por  los  delitos  de  homicidio  y 
lesiones  se  siguió:  contra  Eduardo  Rosal 
Castañeda,  en  el  Juzgado  de  1’  Instancia 
de  Zacapa. 

RESULTA:  Félix  de  la  Roca  Velásquez, 
administrador  de  las  fincas  de  don  Guiller- 
mo Sinibaldi  Zelada,  fué  muerto  a tiros  el 
diez  y seis  de  julio  del  año  próximo  pasado, 
entre  cuatro  y cinco  de  la  tarde,  por  Eduar- 
do Rosal  Castañeda,  individuo  con  quien  te- 
nía antecedentes  de  enemistad,  en  el  lugar 
denominado  Barranco  Colorado,  municipio 
de  Teculután,  departamento  de  Zacapa. 

De  todas  las  declaraciones  recibidas  so- 
lamente presta  mérito  la  de  Vicente  Gonzá- 
lez, que  acompañaba  al  occiso  en  el  mo- 
mento de  la  muerte.  Dice  este  testigo  que 
Rosal  los  alcanzó  en  el  camino  y se  ade- 
lantó un  tanto,  volviéndose  en  seguida  para 
disparar  sobre  Velásquez,  a quien  dejó 
muerto  en  el  acto.  Capturado  el  reo  confe- 
só el  hecho,  pero, aseguró  que  había  sido 
en  legítima  defensa  de  su  persona,  pues  al 
pasar  montado  cerca  de  Velásquez,  sintió 
que  era  lesionado  y efectivamente  lo  fué 
en  la  cadera  izquierda,  lesión  que  tuvo  a la 
vista  el  Juez  y que  por  haberse  infectado 
tardó  cincuenta  y tres  días  en  curarse. 

En  el  Juzgado  de  1’  Instancia  de  Zacapa 
se  puso  a la  vista  otro  proceso  instruido 
contra  el  mismo  Rosal  por  lesiones  causa- 
das a Jaime  Aldana,  con  arma  de  fuego,  el 
ocho  de  septiembre  de  mü  novecientos  vein- 
tisiete, en  el  cual  hay  plena  prueba  de  la 
delincuencia  del  prevenido,  heridas  que  cu- 
raron en  quince  días. 

El  Juez  dictó  sentencia  condenatoria,  que 
la  Sala  Primera  confirmó  en  toda  sus  par- 
tes. El  procesado  quedó  condenado  a diez 
años  de  prisión  correccional,  inconmutables, 
por  el  homicidio  y a seis  m^ses  de  arresto 
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mayor  por  el  delito  de  lesiones,  siendo  esta 
última  pena  conmutable  en  su  totalidad,  a 
un  quetzal  diario.  La  Sala  considera  para 
el  efecto  que  las  apreciaciones  que  hace 
el  Juez  en  su  fallo  son  pertinentes  y lega- 
les, ya  que  dadas  las  circunstancias  en  que 
fué  cometido  el  delito  y los  antecedentes 
del  reo  y occiso,  no  es  posible  aceptar  la 
confesión  en  lo  que  favorece  al  reo  y que 
aunque  éste  es  el  único  medio  de  prueba 
que  existe,  sin  el  cual  procedería  absolverlo, 
milita  en  contra  del  mismo  la  agravante  de 
haber  cometido  otro  deüto  de  la  misma  es- 
pecie, cual  es  el  de  haber  disparado  y he- 
rido a Aldana,  por  lo  que  no  es  procedente 
la  rebaja  de  la  tercera  parte  de  la  pena. 

El  Abogado  don  Pedro  Amézquita,  apo- 
derado con  cláusula  especial,  interpuso,  en 
representación  del  reo,  el  recurso  extraor- 
dinario de  casación  por  violación  de  ley,  ci- 
tando como  infringidos  los  artículos  20  in- 
ciso 4’,  65,  lio  y 112  del  Código  Penal;  2°, 
Decreto  legislativo  Número  1740;  614,  654, 
729  y 731  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  Que  la  aoción  para 
perseguir  los  dehtos  se  extingue  por  el  trans- 
curso de  un  periodo  de  tiempo  que  exceda 
en  tres  años  a la  duración  de  la  pena  seña- 
lada al  delito,  si  la  asignada  fuere  de  pri- 
sión correccional  y en  los  demás  casos  por 
el  transcurso  de  tres  años.  Como  el  delito 
de  lesiones  que  el  enjuiciado  cometió  en  la 
persona  de  Jaime  Aldana  tuvo  lugar  el  ocho 
de  septiembre  de  mil  novecientos  veinti- 
siete y la  pena  que  le  corresponde  es  la  de 
seis  meses  de  arresto  mayor,  el  caso  cae 
dentro  de  lo  dispuesto  en  la  última  parte 
del  artículo  transcrito  y por  el  transcurso 
de  ese  tiempo  ha  quedado  extinguida  la  ac- 
ción para  perseguir  tal  delito,  toda  vez  que 
han  pasado  más  de  seis  años  desde  que  se 
cometió.  La  Sala  no  toma  en  cuenta  esta 
circunstancia,  pues  estima  que  la  prescrip- 
ción quedó  interrumpida  al  cometerse  el 
nuevo  delito  de  la  misma  especie,  pero  apar- 
te de  que  el  diez  y seis  de  julio  de  mil  no- 
vecientos treinta  y dos,  en  que  este  último 
tuvo  lugar,  ya  la  prescripción  de  aquél  es- 
taba consumada,  debe  tomarse  en  consi- 
deración que  la  reincidencia  no  se  demues- 
tra sino  con  la  ejecutoria  respectiva  y este 
documento  no  pudo  haberse  producido  en 
autos.  Por  tales  razones,  es  indudable  que 
se  encuentran  violados  los  artículos  110  y 
112  del  Código  Penal,  citados  por  el  recu- 
rrente y procede  casar  el  fallo  recurrido, 
para  dictar  el  que  corresponde. — Artículos 
674  inciso  1''  y 676  inciso  7°  de  Procedimien- 
tos Penales. 


CONSIDERANDO  : Que  las  pruebas  ren- 
didas con  motivo  de  la  muerte  del  señor 
Velásquez,  son  la  confesión  calificada  del 
reo  y la  declaración  clara  y precisa  del  tes- 
tigo presencial  Vicente  González,  las  cuales 
se  refieren  concretamente  a este  hecho,  pero 
existen,  además,  probanzas  relativas  a la 
enemistad  grave  que  existía  entre  hechor 
y víctima  y a la  conducta  poco  recomendable 
del  primero  como  agresivo  y rencoroso. 

En  cuanto  a aquellas  pruebas,  debe  esti- 
marse que  un  testigo  idóneo  aunque  sea 
presencial,  sólo  produce  semiplena  prueba, 
de  tal  manera  que  sin  la  confesión  del  reo 
no  habría  base  para  declarar  su  delincuen- 
cia. Es,  pues,  la  confesión  la  que  sirve  en 
este  caso  para  condenar  al  enjuiciado  y esta 
circunstancia  debe  apreciarse,  de  conformi- 
dad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  21  inciso 
10  del  Código  Penal,  para  atenuar  la  pena 
que  se  le  asigna  como  autor  del  delito  co- 
metido. 

Manifiesta  el  confesante  que  se  vió  en 
la  necesidad  de  disparar  sobre  Velásquez 
por  la  agresión  de  que  fué  víctima  al  pasar 
su  cabalgadura  rozándose  con  la  de  aquel 
en  el  lugar  del  suceso.  Esta  calificación  es 
inadmisible  porque  no  está  probada  y por- 
que estando  en  las  facultades  del  Tribunal 
admitirla  o rechazarla  según  las  pruebas  en 
pro  o en  contra  cuando  éstas  no  existan, 
debe  atenderse  a la  conducta  anterior  del 
reo  y del  ofendido,  a su  posición  social, 
sexo,  edad,  tiempo  y lugar  de  la  ofensa  y 
antecedentes  que  hubiera  entre  ellos ; y si 
atendido  todo  esto  le  pareciere  que  el  cul- 
pado merece  crédito,  admitirá  la  confesión 
en  la  parte  que  le  favorece,  mas  en  el  pre- 
sente caso  la  prueba  le  es  adversa,  pues 
consta : la  enemistad  que  había  entre  am- 
bos por  cuestión  de  tierras ; los  hechos  de- 
lictuosos sufridos  por  Velásquez,  quien  se 
los  imputó  a Rosal  Castañeda,  dando  origen 
a una  exposición  dirigida  al  Presidente  de 
la  República,  en  demanda  de  amparo  con- 
tra su  agresor;  la  inspección  realizada  por 
el  Juez  instructor  al  levantar  el  cadáver, 
en  la  cual  no  consta  que  se  le  haya  encon- 
trado arma  alguna  ni  tampoco  que  apare- 
ciera haber  sido  herido  de  cerca,  tal  como 
lo  asegura  el  reo,  pues  esta  circunstancia 
es  de  fácil  comprobación  y en  el  informe 
médico-legal  no  se  la  menciona  ni  aparece 
probada  en  otra  forma ; y,  el  hecho  de  haber 
adquirido  el  procesado  un  revólver  en  los 
días  del  suceso  y llevarlo  consigo,  aun  sin 
ser  de  su  propiedad. 

De  todO'  lo  expues.to  y de  las  presunciones 
que  arrojan  estos  indicios,  se  deduce  que 
el  procesado,  tal  como  lo  afirma  el  testigo 
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Vicente  González,  iba  detrás  de  Velázquez, 
lo  adelantó  y volviéndose  sobre  ésto  le  dis- 
paró su  revólver  hasta  dejarlo  muerto;  es 
decir  que  el  homicidio  fué  cometido  con 
alevosía,  pues  el  reo  al  disparar  repentina- 
mente sobre  su  victima,  sin  darle  tiempo 
para  defenderse,  empleó  un  medio  que  di- 
recta y especialmente  lo  asegurara  sin  ries- 
go para  su  persona. 

En  tal  virtud,  es  el  caso  de  aceptar  la 
confesión  sólo  en  la  parte  que  le  es  desfa- 
vorable, artículos  6'^  Decreto  Legislativo 
1366,  587,  589,  595,  601  y 614  Procedimientos 
Penales. 

Le  legítima  defensa  que  se  invoca,  debió 
haberse  probado  plenamente  y a falta  de 
esta  prueba  pudo  haberla  suplido  la  califi- 
cación de  lo  confesado,  pero  como  esto  no 
es  admisible  por  las  razones  que  se  dejan 
expuestas,  la  eximente  alegada  resulta  ina- 
plicable. Artículo  20  inciso  4''  Código  Pe- 
nal, 

POR  TANTO 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  las  leyes  citadas  y de  lo  dispuesto  en  los 
artículos  27,  33,  58,  63,  95  Código  Penal, 
2"  y 4'’  decreto  legislativo  1366,  687,  732, 
735  Procedimientos  Penales,  22  Decreto 
1728,  233  y 234  Ley  Constitutiva,  casa  y 
anula  la  sentencia  recurrida  y resolviendo 
sobre  lo  principal,  declara : 

I’  Eduardo  Rosal  Castañeda  es  reo  de 
asesinato  en  la  persona  de  Félix  de  la  Roca 
Velázquez ; 

2'’  Por  existir  en  su  favor  la  atenuante  de 
que  su  confesión  es  la  única  prueba,  se  le 
rebaja  la  tercera  parte  de  la  pena,  para 
cuyo  efecto,  se  equipara  la  pena  de  muerte 
que  habría  de  corresponderle  a la  de  quince 
años,  quedando  por  consiguiente,  reducida 
a diez  años  de  prisión  correccional  que  con 
calidad  de  inconmutable  debe  sufrir  en  la 
Penitenciaría  del  centro,  abonándole  la  pri- 
sión sufrida;  lo  suspende  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos  políticos  durante  el  tiempo  de 
la  condena,  lo  obliga  a reponer  el  papel  em- 
pleado en  la  causa  y a pagar  las  indemni- 
zaciones civiles;  y, 

3°  Por  haber  prescrito  la  acción  penal 
para  perseguir  el  delito  de  lesiones  que  el 
enjuiciado  cometió,  no  se  hace  ninguna  de- 
claración al  respecto.  Notifiquse  y con 
certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse 
los  antecedentes  a donde  corresponde. 

7.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
queta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  iní, 
Juan  Fernández  C,,  Secretario,  _ 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
dos  de  septiembre  de  mil  novecientos  treinta 
y tres. 

Por  recurso  de  Casación  se  examina  la 
sentencia  dictada  por  la  Sala  Quinta  de  la 
Corte  de  Apelaciones  el  doce  de  julio  del 
año  en  curso,  en  los  procesos  acumulados 
que,  por  los  delitos  de  asesinato  y homici- 
dio, se  instruyeron  al  Mayor  del  Ejército 
Nacional,  Rafael  Recinos  Orellana;  y,  en 
la  cual,  confirma  la  que  profirió  la  Coman- 
dancia de  Armas  del  Departamento  de  Ja- 
lapa, con  fecha  primero  de  febrero,  tam- 
bién de  este  año,  en  lo  que  respecta  a la 
primera  de  las  infracciones  legales  mencio- 
nadas, pero  la  modifica  en  el  sentido  de 
que  la  pena  correspondiente  es  la  de  quince 
años  de  prisión  correccional  inconmutable ; 
y,  la  revoca  en  lo  que  se  refiere  al  homici- 
dio perpetrado  en  la  persona  de  quien  fuera 
Adolfo  Antonio  Sagastume,  resolviendo  a 
la  vez,  que  al  Mayor  Recinos  Orellana  es 
responsable  como  autor  de  tal  hecho  pu- 
nible, por  cuya  omisión  de  ley,  le  impone 
trece  años  cuatro  meses  de  prisión  correc- 
tiva, con  el  carácter  de  inconmutables.  En 
consecuencia,  el  castigo  es  veintiocho  años 
cuatro  meses,  el  cual,  con  abono  del  tiem- 
po padecido,  debe  purgarlo  en  la  Peniten- 
ciaría Central.  Y.  por  último,  hace  las  de- 
claraciones relacionadas  con  las  penas  ac- 
cesorias. 

El  fallo  de  primera  Instancia,  declara; 
que  el  procesado  es  responsable  como  autor 
del  asesinato  cometido  en  la  persona  de 
quien  fué  Abraham  Sandoval,  omisión  legal 
que  castiga  con  la  pena  de  muerte;  y,  por 
falta  de  prueba,  lo  absuelve  de  la  Instan- 
cia, en  lo  tocante  al  homicidio  por  el  que 
se  le  formuló  cargo.  En  las  actuaciones  que 
Se  tienen  a la  vista,  aparece  constatado  lo 
que  sigue : . 

I. — En  la  carretera  que  une  la  ciudad  de 
Jalapa  con  la  población  de  Monjas  y en  un 
trecho  escabroso  comprendido  entre  los  po- 
blados de  San  Antonio  y Mal  Paso,  fué 
muerto  alevosamente  el  Capitán  Abraham 
Sandoval  como  entre  las  doce  y las  trece 
horas  del  día  veinte  de  marzo  de  mü  nove- 
cientos veintiuno,  en  ocasión  que,  del  Cha- 
parrón, en  donde  desempeñaba  el  cargo  de 
Comandante  Local,  se  dirigía  para  Jalapa, 
en  uso  de  licencia.  La  muerte  le  fué  cau- 
sada con  arma  de  fuego,  cuyo  proyectil, 
según  el  informe  médicolegal,  obrante  en 
los  autos,  penetró  por  la  parte  posterior 
del  tórax,  al  nivel  del  borde  interior  de  la 
duodécima  costilla,  a siete  centimetros  de 
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la  línea  media,  causando  una  perforación 
de  un  centímetro  de  diámetro,  bala  que 
tomó  una  dirección  oblicua  de  abajo  hacia 
arriba  y adelante,  interesando  en  su  tra- 
yecto, el  diafragma,  el  pulmón  y vasos  pul- 
monares, la  arteria  axilar,  y,  salió  por  el 
primer  espacio  intercostal,  tres  centímetros 
a la  derecha  de  la  línea  media  causando 
una  herida  de  tres  centimetros  de  diámetro 
y equimosis  en  la  región  pectoral.  Agrega 
el  informe  que  se  glosa  que,  al  ser  abierta 
la  cavidad,  se  encontró  gran  hemorragia, 
que  la  llenaba  por  completo. 

El  Juez  de  Paz  dé  la  ciudad  de  Jalapa, 
instructor  de  las  primerás  diligencias,  hizo 
constar  todos  los  detalles  relacionados  con 
la  forma  en  que  fué  hallado  el  interfecto, 
así  como  el  del  lugar  y los  aledaños  en 
donde  se  encontrara,  al  cual  se  trasladó 
tan  pronto  como  se  presentó  Arturo  Loren- 
zan'a,  cuñado  del  occiso,  a darle  parte  de 
la  comisión  del  delito,  lo  que  hizo  este  se- 
ñor a las  catorce  horas  del  dia  en  que  fue 
perp'etrado. 

La  primera  persona  que  se  enteró  del 
crimen,  fué  Toribia  Canté,  quien  al  regre- 
sar de  San  Antonio  para  Jalapa,  como  a las 
trece  horas,  vió  el  cadáver  tirado  en  el 
suelo,  persona  que  un  poco  antes,  se  había 
hecho  encuentro  con  cuatro  mujeres  que 
iban  en  dirección  contraria  a la  de  ella,  y 
le  notificaron  la  existencia  de  él,  pero  sin 
decirle  quién  fuera  el  hechor.  La  indicada 
Canté  fué  la  que,  al  llegar  a la  ciudad,  puso 
el  hecho  en  conocimiento  de  Lorenzana. 
Los  testigos  Salvador  Leiva  y Genovevo 
Cruz,  quienes  Cortaban  ocote  en  San  Anto- 
nio del  Talpetatal  el  día  de  autos,  no  sólo 
vieron  pasar  por  el  camino  a las  cuatro 
mujeres  mencionadas  por  la  Canté,  sino  al 
Capitán  Abraham  Sandoval,  como  a las 
trece  horas  ; y,  aproximadamente  a esa  hora, 
oyeron  una  detonación  de  arma  de  fuego, 
sin  distinguir  si  de  revólver  o de  alguna 
otra  clase. 

Calixto  Martínez  y Mariano  Roca  viaja- 
ban hacia  Asunción  Mita,  conduciendo  unas 
bestias  cargadas  con  fruta  y,  al  pasar,  co- 
mo a las  trece  horas  del  dia  de  autos,  por 
el  lugar  llamado  Mal  Paso,  vieron  a la 
orilla  del  camino  y abajo  de  un  cerco  de 
piedra,  a Rafael  Recinos  Orellana,  con  arma 
de  fuego  en  las  manos,  la  cual  no  pudie- 
ron distinguir,  por  ir  atendiendo  sus  caba- 
llos. Refieren,  asimismo,  que  más  adelan- 
te, se  hicieron  encuentro  con  Sandoval  y, 
que,  al  llevar  caminadas  unas  treinta  bra- 
zadas del  punto  en  donde  se  cruzaron  con 
éste,  oyeron  una  detonación  de  arma  de 
fuego,  a lo  que  ellos  no  le  dieron  importan- 
cia alguna.  Y después,  cuando  volvieron, 


se  enterarolh  de  la  nruerte  de  Sando'Val, 
por  lo  que  le  contaron  a uno  de  sus  fami- 
liares lo  que  hablan  visto.  Juan  Sánchez 
y Simón  Morales,  sujetos  que  en  la  fecha 
y hora  del  suceso  se  encontraban  cortando 
madera  para  postes,  como  a unas  diez  varas 
de  la  última  casa  de  la  aldea  Mal  Paso, 
refieren : que  el  Capitán  Sandoval  se  diri- 
gía por  la  carretera  en  dirección  a Jalapa 
y al  pasar  frente  a una  peña  oyeron  una 
detonación  de  arma  de  fuego,  lo  que  los 
hizo  volver  la  vista  hacia  ese  punto,  en 
donde  vieron  caer  de  su  cabalgadura  a San- 
doval y,  que  el  Mayor  Recinos  Orellana 
inmediatamente  después  de  hacer  el  dis- 
paro, salla  detrás  de  un  cerco  con  la  esco- 
peta conque  le  dió  muerte  a Sandoval  en  las 
manos,  tomando  una  actitud  algo  sos- 
pechosa. 

También  los  declarantes  Modesto  López 
y Juan  Interiano,  vieron  caminar  al  Mayor 
Recinos  Orellana,  por  esos  contornos  por- 
tando una  escopeta  y poco  antes  oyeron  la 
detonación  por  el  sitio  en  donde  fué  hallado 
el  cadáver  del  indicado  Sandoval.  Adrián 
Constanza  y Lorenzo  López  detallan  el  lu- 
gar y la  forma  en  que  el  Mayor  Recinos 
Orellana  les  refirió  haber  dado  muerte  a 
los  señores  Abraham  Sandoval  y Adolfo  An- 
tonio Sagastume.  Los  ocho  últimos  testi- 
moniantes fueron  examinados  a propuesta 
de  Isabel  Sandoval  L.,  quien  en  el  mes  de 
octubre  de  mil  novecientos  treinta  y uno 
denunció  directamente  al  Mayor  Recinos 
Orellana  como  autor  del  crimen  cometido 
en  el  Capitán  Sandoval;  y si  bien  es  ver- 
dad que  fueron  interrogados  cxiando  ya  ha- 
bían transcurrido  más  de  diez  años  del  su- 
ceso, también  lo  es  que  al  hacerse  la  recons- 
trucción del  delito  en  el  lugar  en  donde 
se  cometió,  dichos  testigos,  con  excepción 
de  Constanza  y López,  quienes  no  son  pre- 
senciales, señalaron  con  exactitud  los  pun- 
tos en  donde  vieron  a Recinos  y al  inter- 
fecto, sin  entrar  en  contradiciones.  Ade- 
más, en  los  careos  que  se  verificaron  con 
el  acusado  sostuvieron  con  vehemencia 
marcada  sus  dichos,  los  que  tampoco  fue- 
ron desvirtuados  a pesar  de  las  repreguntas 
que  se  les  dirigieron  durante  el  curso  del 
juicio  criminal. 

El  Mayor  Recinos  Orellana  se  concretó  a 
negar  enfáticamente  ser  axitor  del  crimen 
mencionado,  y trató  de  justificar  que  en  la 
fecha  en  que  se  perpetró,  se  hallaba  en  la 
ciudad  de  Jalapa,  más  es  el  caso  que,  no 
pudo  establecer  tal  extremo  por  serle  ad- 
versas las  deposiciones  de  las  personas  que 
propusiera  con  ese  fin. 
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También  es  exacto  que  el  acusado  y su 
defensor  hicieron  algunas  tachas  legales  a 
los  declarantes  propuestos  por  la  acusación, 
pero  estas  no  son  de  falsedad. 

En  todo  lo  que  se  deja  relacionado,  el 
Tribunal  de  Segunda  Instancia  funda  las 
presunciones  que  siguen : 

“a)  La  situación  de  la  herida  que  presen- 
taba el  interfecto  en  la  parte  posterior  del 
tórax,  cuyo  proyectil  tomó  una  dirección 
oblicua  hacia  arriba,  hasta  salir  en  el  pri- 
mer espacio  intercostal  derecho,  lesión  que 
coincide  con  la  posición  en  que  venía  el 
occiso  montado  a caballo  y con  la  que  asu- 
mió el  malhechor  al  ponerse  al  atisbo  de 
su  víctima  en  un  plano  inferior  parapetado 
detrás  de  una  cerca  de  piedra,  al  lado  de- 
recho de  la  carretera  viniendo  de  Monjas 
para  esta  ciudad  (informe  médicolegal  y 
declaraciones  de  Calixto  Martínez  y Ma- 
riano Roca);  b)  La  declaración  que  a fojas 
259  de  la  4-  pieza,  hizo  el  indiciado  acerca  de 
que  Antonio  Morales  (a)  "Güisquil"  fué 
quien  dió  muerte  Sandoval,  el  día  que  Mo- 
rales iba  de  esta  cabecera  con  una  carreta, 
acom'ipañado  dle  Felicito!  Monterroso,  por 
haberlo  sorprendido  Sandoval  robando  leña 
en  sus  propiedades,  pretextando  el  reo  en 
esta  Instancia  no  haber  hecho  tal  denun- 
cia en  sus  anteriores  indagatorias,  porque 
no  le  convenía  y porque  ya  lo  sabía  Ubaldi- 
no  Sandoval  (hermano  del  muerto),  a quien 
le  refirió  lo  anterior,  cuando  se  juntaron 
en  una  fiesta  en  El  Progreso  del  departa- 
mento de  Jutiapa,  sindicación  que  fué  to- 
talmente desvanecida,  no  sólo  con  la  decla- 
ración de  Ubaldino  Sandoval,  que  dijo  no 
ser  cierta  tal  especie,  sino  que  también  por 
no  haberle  probado  nada  el  delator,  a Mo- 
rales y Monterroso;  cj  El  hecho  de  haberle 
sido  adversas  las  declaraciones  de  Juan  José 
Aragón,  Arturo  Lorenzana,  Rodrigo  Salazar, 
Simeón  Ortiz,  Juventino  Pérez,  Vicente 
Aragón  y Josefa  Sandoval  de  Cárcamo,  con 
quienes  aseguró  el  procesado  haber  estado 
a distintas  horas  en  esta  cabecera  el  día 
del  hecho  y probar  así  la  coartada;  d)  ho 
expuesto  por  el  testigo  Modesto  López  (fo- 
lio 86  1-  pieza),  que  estando  en  San  Antonio, 
jurisdicción  de  Monjas,  vió  apasar  al  reo  a 
paso  ligero  y con  mucha  malicia  por  una 
vereda  el  día  del  hecho  con  una  arma  en 
la  mano;  e)  Lo  dicho  por  Juan  Interiano 
de  haber  sorprendido  por  las  cercanías  del 
cadáver  a Rafael  Recinos  Orellana,  con 
una  escopeta  en  la  mano,  momentos  des- 
pués de  haber  oido  la  detonación  de  una 
arma  de  fuego;  f)  Lo  manifestado  por  el 
testigo  Lorenzo  Pérez  (fojas  147,  3’  pieza), 
respecto  a que  Recinos  OreUana  le  dijo  en 
Jalapa  que  se  iba  porque  Ig  estaban  ave- 


riguando la  muerte  de  Abraham  Sandoval; 
gj  No  haberse  sindicado  a ningún  otro  in- 
dividuo como  autor  del  hecho  depurado ; y, 
h)  Haberse  ausentado  del  lugar  de  su  do- 
micilio.” 

Todas  estas  presunciones,  como  se  ve. 
Se  han  tomado  textualmente ; y,  con  ellas 
el  Tribunal  de  Alzada  refuerza  la  prueba 
testimonial  relacionada  antes. 

II. — Entre  las  veintiuna  y veintidós  horas 
del  diez  y ocho  de  enero  de  mil  novecien- 
tos veintidós  fué  muerto  a consecuencia  de 
un  balazo  Adolfo  Antonio  Sagastume  en  el 
centro  de  la  población  de  San  Pedro  Pí- 
nula del  departamento  de  Jalapa  frente  a 
una  cantina  que  tenía  establecida  Cande- 
laria Marroquín.  El  crimen  fué  perpetrado 
con  una  tercerola,  en  momentos  en  que  el 
occiso  estaba  con  un  grupo  de  amigos  es- 
perando que  les  despacharan  licor. 

De  este  hecho  sangriento  apareció  sindi- 
cado como  autor  de  él  Rafael  Recinos  Ore- 
llana quien  a la  sazón  desempeñaba  el 
cargo  de  Jefe  de  la  guardia  extraordinaria 
que  se  hallaba  apostada  en  la  población  in- 
dicada, por  el  rumor  público  que  lo  señaló 
con  marcada  insistencia.  El  Juez  iiistinc- 
tor  de  las  primeras  diligencias  se  consti- 
tuyó en  el  teatro  del  crimen  e hizo  constar 
todos  los  detalles  relacionados,  primero;  y, 
el  informe  médicolegal  establece : que  Sa- 
gastume murió  a consecuencia  de  una  he- 
rida producida  con  arma  de  calibre  mayor 
al  de  una  tercerola,  cuyo  proyectil  penetró 
por  la  parte  media  del  temporal  derecho  y 
salió  por  la  región  parieto-occipital  izquier- 
da, hacia  la  parte  media,  destruyendo  en 
su  trayecto  la  masa  cerebral,  y produjo  una 
hemorragia  intensa.  Asimismo  establece  el 
informe  indicado,  que  el  disparo  fué  hecho 
a corta  distancia.  Rafael  Recinos  Orellana 
negó  haber  cometido  este  delito. 

De  los  datos  obrantes  en  el  proceso,  el 
Tribunal  de  2»  Instancia  deduce  las  presun- 
ciones que  estima  suficientes  a establecer 
la  culpabilidad  del  citado  Mayor  Recinos 
Orrellana,  como  autor  de  la  infracción  pu- 
nible ya  preestablecida,  y,  Uteralmente,  son 
las  siguientes:  ”1’ — La  declaración  de  Vi- 
cente Sáenz,  que  vió  cuando  Recinos  Ore- 
llana, o sea  el  sindicado,  cambió  el  arma  con 
la  del  soldado  Miguel  Aguilar,  que  dormía 
en  el  portal  del  Cuartel  de  San  Pedro  Pí- 
nula, llegando  Recinos  Orellana  cuando  el 
deponente  salía  con  su  escolta,  limpiando 
con  su  pañuelo  el  arma  que  portaba  y se 
la  puso  cerca  al  mencionado  Aguilar;  2’ — 
Lo  manifestado  por  Federico  Cantoral,  res- 
pecto haber  oído  la  detonación  fuerte  de 
una  arma  y haber  visto  pasar  a continua- 
ción a Recinos  Orellana,  corriendo,  con  una 
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arma  nacional  en  las  manos,  en  momentos 
que  se  encontraba  frente  al  lugar  de  los 
hechos,  en  el  interior  de  una  casa  en  re- 
construcción ; 3* — Lo  dicho  por  Adrián  Cons- 
tanza, respecto  de  que  el  primero  de  junio 
de  mil  novecientos  veintisiete,  caminaba  con 
Recinos  Orellana  para  Puerto  Barrios  y que 
al  hospedarse  en  el  Hotel  del  Norte,  le 
refirió  Recinos  Orellana  en  el  seno  de  la 
amistad,  “que  habia  quitado  al  hombre  más 
guapo  de  Pinula,  o sea  a Adolfo  Sagas- 
turne”;  y que  en  el  Mal  Paso  había  ma- 
tado a un  señor  Sandoval,  pero  que  estas 
muertes  ya  las  había  pagado”;  4’ — Lo  ma- 
nifestado por  el  Comandante  Local  de  San 
Pedro  Pinula,  Coronel  Adrián  Salazar,  quien 
aseguró  que  el  Teniente  Rafael  Recinos  era 
el  Oficial  de  Guardia  de  la  Guarnición  de 
San  Pedro  Pinula  en  los  últimos  días  de 
enero  de  mil  novecientos  veintidós;  y que 
una  noche,  después  de  las  veintiuna  horas, 
oyó  un  disparo  hacia  el  Norte  de  la  Po- 
blación, ordenó  al  Sargento  Vicente  Sáenz 
fuera  averiguar  lo  que  pasaba  y observó 
que  en  esos  momentos  no  se  encontraba  en 
su  puesto  el  Teniente  Recinos,  quien  se 
había  retirado  sin  su  permiso ; 5- — Lo  ex- 
puesto por  Baldomero  Guerra,  de  que  el 
diez  de  febrero  del  propio  año  de  mü  no- 
vecientos veintidós,  se  encontró  con  Recinos 
OreUana  por  el  "Parque  Central”  y le  re- 
firió que  por  la  muerte  de  Adolfo  Sagastu- 
me  había  tenido  que  abandonar  el  muni- 
cipio de  San  Pedro  Pinula;  6’ — Lo  dicho 
por  Felipe  Vides  (examinado  en  La  Demo- 
cracia, Escuintla,  fojas  36,  2’  pieza),  de  que 
a mediados  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y uno,  llegó  Rafael  Recinos  Orella- 
na a la  cantina  que  el  declarante  tenía  esta- 
blecida en  Zacapa  y que  ya  “bolo”  le  dijo  : 
“que  tenía  un  enemigo  pudiente  que  era 
don  Rafael  Sagastume,  porque  aseguraba 
que  le  había  matado  a un  su  hijo”;  7’ — Lo 
asegurado  por  Gustavo  Godoy  (fojas  38,  2‘ 
pieza),  respecto  a que  cuatro  cuadras  dis- 
tantes de  la  casa  de  Rafael  Sagastume,  en- 
contró a Recinos  Orellana  que  corría  con 
una  arma  en  la  mano,  poco  después  de  las 
veintiuna  horas  del  diez  y ocho  de  enero 
de  mil  nóvedíenrtos  veintidós ; 8’ — Lo  ex- 
puesto por  Catarino  Hernández  (folio  21, 
3-  pieza),  que  vió  cuando  Recinos  Orellana 
hizo  un  disparo  a un;  grupo  que  estaba 
frente  a la  ventana  de  una  cantina,  entre 
cuyo  gupo  se  encontraba  Adolfo  Antonio 
Sagastume,  el  diez  y ocho  de  enero  de  mU 
novecientos  veintidós,  entre  la  veintiuna  y 
media  y las  veintidós  horas ; 9” — Lo  que  hizo 
constar  en  su  indagatoria  Lisandro  Gueva- 
ra (folio  3,  5’  pieza),  respecto  a que  Rafael 
Recinos  Orellana  separóse  de  Adolfo  Sagas- 


tume, Adán  Argueta,  Lisandro  Izaguirre, 
dos  soldados  con  sus  respectivas  armas  (que 
responden  a los  nombres  de  Gabriel  Alar- 
cón  y Carlos  Leiva)  y el  declarante  tomó 
con  dirección  a la  plaza,  momentos  antes 
de  que  se  oyera  el  disparo.  Todo  después 
de  manifestar  este  testigo  que  Adolfo  Sa- 
gastume los  había  invitado  a tomar  un  tra- 
go en  la  fonda  de  Candelaria  Marroquín, 
sin  que  mediara  disgusto  alguno ; 10’ — Lo 
dicho  por  Adán  Argueta,  Lisandro  Izaguirre, 
Gabriel  Alarcón  y Carlos  Leiva,  corroboran- 
do la  especie  de  haberse  separado  de  ellos 
Rafael  Recinos  Orellana,  momentos  antes 
de  escucharse  el  disparo;  11’ — Lo  declarado 
por  Amulfo  Medina  respecto  al  hecho  de 
haber  presenciado  cuando  el  enjuiciado 
cambiaba  el  arma  al  soldado  Miguel  Aguilar, 
en  momentos  que  pasaba  el  exponente  fren- 
te al  edificio  que  ocupa  el  Juzgado  de  Paz 
de  San  Pedro  Pinula  donde  estaba  apostada 
la  Caballería;  y lo  que  le  refirió  después 
el  catorce  de  marzo  del  mismo  año  el  propio 
encausado,  ante  Pablo  Antonio  Figueroa  e 
Ismael  Navas,  de  que  él  era  el  autor  de  la 
muerte  de  Sagastume ; 12’  lo  expuesto  por 
Pablo  Figueroa  corroborando  la  especie  de 
haberle  contado  el  reo  ser  el  autor  de  la 
muerte  de  Sagastume;  13’  Lo  asegurado 
por  Juan  de  Ma.  Leiva,  Jefe  de  la  escolta 
(Escuadrón  de  Caballería  que  pernoctaba 
en  Pinula)  y los  expertos  designados,  res- 
pecto a que  las  armas  de  Alarcón  y Leiva 
no  tenían  señales  de  haber  sido  disparadas : 
14’  y por  último,  lo  dicho  por  José  Silvestre 
Sagastume  (hermano  del  occiso : folio  64 
1’  pieza)  de  que  Lisandro  Izaguirre  fué  el 
que  llevó  a Adolfo  Antonio  a la  cantina  y se 
“encuclilló”  cuando  oyó  los  avisos  o llama- 
das del  arma  que  portaba  Recinos,  quien 
después  del  disparo  se  fué  al  cuartel,  lim- 
pió el  arma  y se  la  puso  a Miguel  Aguilar, 
a quien  se  la  había  quitado ; y después 
llegó  a levantar  el  cadáver  el  propio  Recinos 
Orellana  en  unión  del  Juez  de  Paz,  pero  ya 
con  otra  arma.  Que  Recinos  e Izaguirre 
(Lisandro)  acecharon  a su  hermano  porque 
los  vió  desde  la  casa  de  su  tío  Maximiliano 
Sagastume,  con  secretos  y malicias  en  la 
esquina  de  enfrente.  Esta  especie  está 
corroborada  con  lo  manifestado  por  Rafael 
SaSastume  y Carmen  N.  de  Sagastume, 
padres  del  extinto,  en  el  sentido  de  que 
media  hora  antes  de  que  mataran  a su  hijo, 
llegaron  Recinos  e Izaguirre  y pidieron : el 
primero,  un  fresco  y el  segundo  veinticinco 
pesos,  cosas  ambas  que  les  fueron  denega- 
das. Como  se  dijo  ya,  en  los  dos  grupos 
de  presunciones  que  se  dejan  enumeradas 
y en  la  prueba  directa  existente  en  autos, 
fundó  la  Sala  5’  de  la  Corte  de  Apelaciones 
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el  fallo,  confra  el  que  introdujeron  el  re- 
curso extraordinario  de  casación  que  se  exa- 
mina, las  personas  que  siguen : Isabel  San- 
doval  de  Morales  Barrios,  en  concepto  de 
acusadora  del  procesado,  este  recurso  está 
basado  en  violación  de  Ley,  para  lo  que 
señaló  como  infringidos,  los  artículos  6'' 
y 16  del  Decreto  Legislativo  1366,  y,  fué 
auxiliado  por  el  Abogado  Pedro  Rafael  Es- 
pinoza.  Este  mismo  facultativo,  con  el 
carácter  de  apoderado  de  Rafael  Sagastume, 
acusador  también  del  Mayor  Recinos  Ore- 
llana, interpuso  otro  recurso  por  violación 
de  ley,  citando  como  tal,  el  articulo  6^  del 
Decreto  legislativo  Número  1366;  y,  por  últi- 
mo, el  Procurador  Oficial  de  la  Sala  senten- 
ciadora, propuso  el  recurso  por  quebranta- 
miento de  forma,  el  que  hace  consistir  en 
que  el  Mayor  Recinos  Orellana  fué  juz- 
gado por  un  Tribunal  incompetente  y,  por 
violación  de  ley.  Para  este  último  efecto, 
señala  como  lesionados  los  artículos  190, 
4'’,  333,  335,  336,  338,  343,  344,  346,  348, 
573,  587,  589,  595,  597,  581  inciso  4^  583 
inciso  1’,  602,  603.  580,  581,  583,  586,  601, 
575,  inciso  5''  del  artículo  586,  los  siguientes 
del  587  inclusive  éste;  568,  571,  572,  579, 
730  y 732  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que,  como  ya  se  dijo, 
el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  formas,  lo  funda  el  recurrente  en  el  he- 
cho de  que  el  Mayor  del  Ejército  Nacional, 
Rafael  Recinos  Orellana  fué  juzgado  por  un 
Tribunal  incompetente,  como  lo  es  en  este 
caso,  según  él,  la  Comandancia  de  Armas 
del  departamento  de  Jalapa,  porque  hay 
constancias  de  que  en  la  fecha  en  que  se 
perpetró  el  primer  crimen,  el  acusado  ves- 
tía de  paisano  y no  de  uniforme  y,  además 
no  está  justificado  que  perteneciera  al  Ejér- 
cito en  esa  época;  y,  porque  al  ocurrir  la 
muerte  trágica  de  Adolfo  Antonio  Sagastu- 
me, si  bien  el  Mayor  Recinos  Orellana  es- 
taba de  alta  en  la  Guardia  apostada  en  la 
población  de  San  Pedro  Pínula,  tampoco  se 
constató  que  el  procesado  estuviera  unifor- 
mado. Por  tales  razones  estima  que  no  le 
corresponde  el  fuero  de  guerra  y,  por  ende, 
que  debiera  juzgarlo  los  tribunales  ordina- 
rios. En  apoyo  de  su  tesis  cita  los  artículos 

10  incisos  1''  y 12  Código  Militar,  11  Parte: 
333,  335,  336,  338,  343,  344,  346,  37,  45,  Pro- 
dedimientois  Civües  y 121  Código  Militar, 

11  Parte,  ' 

Mas,  es  el  caso  que  de  acuerdo  con  lo 

aue  dispone  el  artículo  679  Procedimientos 
Penales,  es  inadmisible  el  recurso  por  in- 
fracción del  procedimiento,  desde  luego,  que 
en  ninguna  de  las  dos  Instancias  del  juicio 
criminal  se  pidió  la  subsanación  del  defecto 


apuntado  por  el  señor  Procurador  y,  si  bien 
es  verdad  que  éste  asegura  haberlo  inten- 
tado al  evacuar  el  traslado  que  le  confiriera 
la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
al  tramitar  el  recurso  de  alzada,  tal  ase- 
veración no  es  exacta,  porque  no  puede  es- 
timarse como  una  petición  concreta  el  hecho 
de  externar  una  opinión,  como  lo  hizo  el 
recurrente  en  su  alegato  que  obra  en  la  pie- 
za de  segunda  instancia,  del  folio  segundo 
al  noveno,  como  puede  verse. 

Y,  aún  en  el  supuesto  de  que  hubiese  so- 
licitado en  forma  terminante  la  nulidad  a 
que  se  refiere,  éste  tampoco  fué  pedido  en  la 
Instancia  en  que  se  originó,  como  lo  acon- 
seja la  ley. 

CONSIDERANDO:  que  por  la  circuns- 
tancia de  haber  apreciado  el  Tribunal  sen- 
ciador  que  al  enjuiciado  le  favoireqía  la 
atenuante  señalada  en  el  inciso  U del  ar- 
tículo 6"  del  Código  Militar  en  su  Primera 
Parte,  debió  equiparar  la  pena  de  muerte  a 
la  de  quince  años  de  prisión  correccional, 
para  de  ahí  deducir  la  tercera  parte  de  ella, 
como  lo  indica  el  artículo  16  del  Decreto  le- 
gislativo Número  1366,  y poder  en  esa  for- 
ma rebajarle  la  condena  en  la  proporción 
correspondiente. 

Al  no  hacerlo  así,  la  Sala  Quinta  de  la 
Corte  de  Apelaciones  y castigar  al  Mayor 
Recinos  Orellana  con  quince  años  de  pri- 
sión correccional  por  el  delito  de  asesinato 
perpetrado  en  la  persona  de  quien  fué  Abra- 
ham  Sandoval,  es  indudable  que  violó  el 
artículo  16  ya  citado,  y por  ende,  procede  la 
admisión  del  recurso  para  casar  y anular  la 
ejecutoria  recurrida  y resolver  lo  que  corres- 
ponde en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  el  delito  de  ase- 
sinato cometido  el  veinte  de  marzo  de  mil 
novecientos  veintiuno  en  la  persona  de  quien 
fué  el  Capitán  Ahraham  Sandoval,  lo  ca- 
racterizan, de  una  manera  completa:  el  cer- 
tificado que  acredita  legalmente  el  falleci- 
miento de  esta  persona;  el  informe  médico- 
legal  que,  además  de  evidenciar  que  la  muer- 
te le  fué  causada  por  un  disparo  de  arma 
de  fuego,  pone  de  manifiesto,  no  sólo  la 
situación  de  la  herida  sino  la  trayectoria 
que  recorrió  el  proyectil,  de  donde  se  in- 
fiere lógicamente  que  Sandoval  fué  herido 
desde  una  parte  baja  del  camino  por  donde 
él  viajaba  y por  detrás;  los  detalles  que  hizo 
constar  el  Juez  Menor  que  intervino  desde 
el  primer  momento ; los  dichos  de  Calixto 
Martínez  y Mariano  Roca,  quienes  vieron 
al  Mayor  Recinos  Orellana  fusil  en  mano, 
parapetado  en  un  cerco  de  piedra  a la  vera 
de  la  vía  que  transitaba  el  occiso,  y,  un  mo- 
mento después  de  haberse  encontrado  con 
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éste,  oyeron  el  estampido  producido  por  una 
arma  de  fuego;  y,  por  último,  lo  aseverado 
por  Juan  Sánchez  y Simón  Morales,  acer- 
ca de  que  también  vieron  al  Mayor  Recinos 
Orellana  cuando  disparó  sobre  Sandoval 
desde  el  punto  indicado  por  los  otros  de- 
clarantes. 

Además,  de  todo  ello,  la  reconstrucción 
del  crimen,  que  llevó  a cabo  el  Tribunal  de 
Primera  Instancia  en  el  propio  teatro  del 
suceso,  en  donde  actuaron  los  testimoniantes 
que  se  dejan  mencionados,  corroboran  la 
caracterización  del  delito  de  asesinato  de 
que  se  viene  haciendo  mérito. 

En  cuanto  a la  culpabilidad  del  Mayor 
Recinos  Orellana  como  autor  de  la  infrac- 
ción punible  pesquisada,  también  existe  jus- 
tificación plena  de  ello. 

En  efecto:  los  testimonios  de  Juan  Sán- 
chez y Simón  Morales,  ponen  en  evidencia, 
como  ya  se  dijo,  que  fué  el  procesado  quien 
disparó  su  arma  sobre  Sandoval  desde  el 
lugar  en  donde  estaba  acechando  su  paso  : 
pues  tal  prueba  en  manera  alguna  fué  des- 
virtuada por  la  defensa.  La  justificación 
que  producen  estos  dichos,  se  halla  fuerte- 
mente corroborada  con  lo  que  afirman  Ca- 
lixto Martínez  y Mariano  Roca,  también  ya 
mencionados;  y con  lo  expuesto  por  los  otros 
dos  declarantes  que  vieron  a Sandoval  cuan- 
do se  dirigía  para  la  ciudad  dé  Jalapa  y, 
por  el  lugar  del  crimen  al  Mayor  Recinos 
Orellana  con  un  fusil  en  las  manos. 

Ninguno  de  estos  testimonios  fué  desvir- 
tuado asimismo.  Y,  si  todo  ello  no  fuera 
bastante  a llevar  el  ánimo  judicial  el  con- 
vencimiento pleno  de  que  fué  el  procesa- 
do quien  cometió  el  asesinato,  están,  en  apo- 
yo de  la  prueba  directa  aludida,  las  presun- 
ciones que  apreció  el  Tribunal  de  segundo 
grado,  las  cuales  se  dejan  relacionadas  en 
la  reseña  que  se  hace  del  proceso  marcadas 
con  las  letras  de  la  A a la  H.  Por  el  en- 
lace natural  que  existe  entre  ellas  y ser  con- 
cordantes unas  con  las  otras  y con  lo  que 
aparece  probado,  deben  admitirse  en  juicio 
y,  por  lo  tanto,  son  un  complemento  de  la 
justificación  plena  qiie  convence  al  Mayor 
Recinos  Orellana  como  autor  del  hecho  pu- 
nible en  cuestión. — Artículos  259,  568,  570, 
571,  573,  575,  583,  586,  587,  589,  595,  596, 
597,  600,  601,  615,  Procedimientos  Penales 
y 6"  Decreto  legislativo  Número  1366. 

CONSIDERANDO  : que  la  muerte  violen- 
ta que  sufrió  Adolfo  Antonio  Sagastume 
en  la  población  de  San  Pedro  Pínula,  la 
cual  evidencian  los  documentos  auténticos 
que  figuran  en  el  proceso,  constituye  tam- 
bién otro  delito  de  asesinato,  dada  la  forma 
alevosa  y premeditada  en  que  fué  perpetra- 


do el  hecho,  como  se  desprende  con  toda 
claridad  de  las  presunciones  humanas  que 
también  apreció  el  Tribunal  de  alzada  y 
que  se  dejan  relacionadas  con  los  números 
del  uno  al  catorce. 

La  culpabilidad  del  enjuiciado  como  autor 
de  este  otro  crimen,  se  deriva  de  lo  decla- 
rado por  Arnulfo  Medina  y Vicente  Sáenz, 
quienes  vieron  a Recinos  Orellana  tomar  el 
fusil  del  soldado  Miguel  Aguilar,  en  oca- 
sión de  que  éste  dormía  por  estar  enfermo, 

Después  de  ello,  Medina  oyó  el  disparo 
que  privó  de  la  vida  a Sagastume.  El  Sar- 
gento Sáenz  indica  que  el  acusado  salió  a 
la  calle  portando  el  arma  aludida,  y cuando 
él  partió  del  Cuartel  con  una  escolta  en  ave- 
riguación de  la  causa  del  disparo  fuerte 
que  se  escuchó  en  el  lugar  donde  fué  muer- 
to Sagastume,  se  hizo  encuentro  con  Reci- 
nos Orellana  que  regresaba  limpiando  con 
su  pañuelo  y una  baqueta  el  cañón  del  ri- 
fle que  pertenecía  a Miguel  AguUar,  el 
cual  colocó  otra  vez  en  su  sitio  sin  que  éste 
se  diera  cuenta  de  tal  cosa, 

Adrián  Salazar,  quien  desempeñaba  en 
esa  época  la  Comandancia  Local  de  San 
Pedro  Pínula,  se  percató  de  que  el  Oficial 
de  Guardia  Recinos  Orellana  no  estaba  en 
su  puesto  cuando  se  oyó  la  detonación  y, 
por  ello  envió  al  Sargento  Sáenz  con  una 
escolta  al  lugar  del  suceso. 

La  prueba  plena  que  constituye  las  de- 
claraciones mencionadas  sobre  que  Reci- 
nos Orellana  salió  del  Cuartel  fusil  en  ma- 
no, se  robustece  y complementa  con  los 
dichos  de  Federico  Cantoral  y Catarino 
Hernández,  quienes  vieron  el  momento 
preciso  en  que  el  acusado  disparó  con  el  fu- 
sil aludido  sobre  un  grupo  de  personas,  que 
desprevenidas  y tranquilamente  se  hallaban 
en  la  ventana  del  estanco  de  Candelaria  Ma- 
rroquín.  Asimismo,  vieron  caer  muerto  a 
Sagastitme  a consecuencia  del  disparo.  Tam- 
bién estos  declarantes  están  de  acuerdo  en 
que  el  hechor  huyó  con  dirección  al  Cuartel, 
una  vez  cometido  el  crimen,  lo  que  de  igual 
manera  presenció  Gustavo  Godoy. 

Además  de  la  justificación  plena  que  se 
deja  relacionada,  los  señores  Felipe  Vides, 
Baldomero  Guerra,  Pablo  Antonio  Figueroa 
e Ismael  Navas,  están  conformes  en  la  con- 
fesión que  les  hiciera  el  enjuiciado  acerca 
de  que  él  dió  muerte  a Sagastume;  testi- 
monios que  de  acuerdo  con  la  doctrina  del 
articulo  615  Procedimientos  Penales,  cons- 
tituyen un  indicio  que  viene  a corroborar 
la  prueba  apuntada.  Y,  como  las  asevera- 
ciones de  todas  las  personas  que  depusie- 
ron sobre  este  crimen,  tampoco  fueron  des- 
virtuadas por  la  defensa,  procede  dictar  un 
fallo  condenatorio  contra  Recinos  Orellana, 
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por  estar  de  manifiesto  los  extremos  lega- 
les que  exige  el  articulo  568  Procedimientos 
Penales,  para  ese  efecto.  Artículos  citados 
en  el  considerando  anterior. 

CONSIDERANDO:  que  de  acuerdo  con 
todo  lo  que  se  deja  relacionado,  la  pena  que 
le  corresponde  al  Mayor  Rafael  Recinos 
Orellana  como  autor  de  los  dos  delitos  de 
asesinato  que  dieron  origen  al  proceso  que 
se  examina,  es  la  capital;  toda  vez  que  no 
hay  absolutamente!  ninguna  circunstancia 
de  atenuación  que  le  favorezca.  Artículos 
6''  Decreto  legislativo  Número  1366;  65  y 
66,  Código  Penal. 

POR  TANTO;  el  Tribunal  de  Casación, 
con  apoyo  en  lo  que  dispnen  las  leyes  que 
deja  citadas  y en  los  artículos  27,  43,  76, 
Código  Penal;  686,  687  y 735  Procedimientos 
Penales,  casa  y anula  la  ejecutoria  recurri- 
da, y resolviendo  en  lo  principal,  declara ; 
que  el  Mayor  Rafael  Recinos  Orellana  es 
responsable  como  autor  del  doble  delito  de 
asesinato  cometido  en  las  personas  de  quie- 
nes fueron  Abraham  Sandoval  y Adolfo  An- 
tonio Sagastume,  por  lo  que  le  impone  la 
pena  capital,  la  que  debe  ser  ejecutada  con 
todas  las  formalidades  de  ley  al  estar  ago- 
tados los  recursos  legales  que  le  competen ; 
y,  para  que  el  caso  de  que  le  sea  concedido 
el  recurso  de  gracia,  debe  de  sufrir  por  cada 
uno  de  los  asesinatos  cometidos  quince  años 
de  prisión  correccional  inconmutables,  o sea 
un  total  de  treinta  años. — Notifíquese  y de- 
vuélvanse los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gveta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 

VOTO  del  Magistrado  Serrano  Alitñoz,  en 

el  proceso  contra  Rafael  Recinos  Orellana. 

Honorable  Corte  Suprema  de  Jusicia: 

En  el  fallo  que  pronunció  esta  Suprema 
Corte  resolviendo  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto contra  la  sentencia  de  Segunda 
Instancia,  en  el  proceso  instruido  al  Mayor 
del  Ejército  Nacional  Rafael  Recinos  Ore- 
llana, se  consignó  el  Considerando  que  li- 
teralmente dice ; “Que  por  la  circunstancia 
de  haber  apreciado  el  Tribunal  sentenciador 
que  al  enjuiciado  le  favorecía  la  atenuante 
señalada  en  el  inciso  1'’  del  artículo  6''  del  Có- 
digo Militar  en  su  Primera  Parte,  debió 
equiparar  la  pena  de  muerte  a la  de  quince 
años  de  prisión  correccional,  para  de  ahí 
deducir  la  tercera  parte  de  ella,  como  lo  in- 


dica el  artículo  16  del  Decretó  legislativo 
Número  1366,  y poder,  en  esa  forma,  reba- 
jarle la  condena  en  la  proporción  corres- 
pondiente. Al  no  hacerlo  así  la  Sala  Quin- 
ta de  la  Corte  de  Apelaciones  y castigar  al 
Mayor  Recinos  Orellana  con  quince  años 
de  prisión  correccional  por  el  delito  de  ase- 
sinato perpetrado  en  la  persona  de  quien 
fué  Abraham  Sandoval,  es  indudable  que 
violó  el  artículo  16  ya  citado,  y por  ende, 
procede  la  admisión  del  recurso  para  casar 
y anular  la  ejecutoria  recurrida  y resolver 
lo  que  corresponde  en  derecho." 

Estoy  muy  de  acuerdo  en  que  procede  ad- 
mitir el  recurso  extraordinario  de  que  se 
trata  y como  una  consecuencia  de  esa  ad- 
misión, que  se  case  y anule  la  sentencia  pro- 
ferida por  la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  doce  de  julio  retropróximo, 
porque  no  concurre  en  el  caso  sub  jitdice 
la  atenuante  que  apreció  la  referida  Sala; 
pero  no  soy  de  idéntica  opinión  en  cuanto 
a los  conceptos  que  contiene  dicho  consi- 
derando, relativos  a que  cuando  se  encuen- 
tre establecida  una  circunstancia  atenuan- 
te debe  equipararse  la  pena  capital  a la  de 
quince  años  de  prisión  correccional  para 
de  ahí  deducir  la  tercera  parte  de  ella,  pues 
estimo  qire  no  debe  interpretarse  en  esa 
forma  el  artículo  16  del  mencionado  De- 
creto legislativo,  sino  en  el  sentido  de  que 
siempre  que  concurra  una  circunstancia  de 
atenuación  a favor  del  reo  procede  substi- 
tuir la  pena  de  muerte,  que  es  indivisible, 
por  la  inmediata  inferior  de  la  escala  penal, 
y ya  no  rebajarla  por  el  mismo  motivo. 
Equiparar,  primero,  la  pena  de  muerte  a 
la  de  quince  años,  y de  ésta  deducir  una 
tercera  parte,  es  aplicar  dos  beneficios  por 
la  misma  circunstancia,  lo  cual  no  es 
aceptable. 

Guatemala,  2 de  septiembre  de  1933. 

José  Serrano  Muñoz. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veinticuatro  de  octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Para  resolver  se  tiene  a la  vista  el  recur- 
so extraordinario  de  casación  que  introdujo 
el  Abogado  Manuel  Emilio  Samayoa,  con- 
tra la  resolución  dictada  por  la  Sala  Cuarta 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  con  fecha  diez 
y ocho  de  julio  del  año  en  curso,  en  la 
cual  confirma  lo  resuelto  por  el  Juez  De- 
partamental de  San  Marcos  el  tres  del  mis- 
mo mes  y año  en  el  proceso  que  por  triple 
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delito  de  falsificación  de  documentos  pú- 
blicos se  instruye  a dicho  facultativo  en  el 
Juzgado  indicado. 

El  Juez  de  Primera  Instancia  declara: 
que  no  es  procedente  la  cuestión  previa  que 
sobre  prescripción  propuso  el  acusado.  Sir- 
ven como  antecedentes  a la  resolución  de 
mérito  los  hechos  que  siguen : El  veinti- 
siete de  febrero  del  año  en  curso,  el  Juez 
Departamental  de  San  Marcos  mandó  abrir 
procedimiento  criminal  contra  el  Abogado 
y Notario  Público  Manuel  Emilio  Samayoa, 
por  desprenderse  de  un  juicio  civil  que  en 
el  propio  Tribunal  sostuvieron  Emilio  Cano 
con  los  señores  Füibero  y Alberto  de  León, 
que  se  habia  cometido  el  delito  de  falsifica- 
ción de  documentos  públicos  por  parte  del 
Cartulario  Samayoa  y de  los  señores  de 
León. 

En  efecto : en  los  autos  ha  quedado  es- 
tablecido debidamente:  que,  con  fecha  diez 
de  noviembre  de  mil  novecientos  veintiuno 
el  Notario  Samayoa  autorizó  en  Malacatán, 
del  departamento  de  San  Marcos,  una  es- 
critura pública  por  la  que  comparecían  Mar- 
celino de  León  a otorgar  una  donación  en- 
tre vivos  del  terreno  "Las  Flores”,  situado 
en  la  jurisdicción  municipal  indicada,  en 
favor  de  su  hijo  Alberto  de  su  mismo  ape- 
llido ; instrumento  público  que  se  inscribió 
en  el  Registro  de  inmuebles  de  San  Mar- 
cos hasta  el  veinticuatro  de  diciembre  de 
mil  novecientos  treinta,  y cuya  matriz  no 
figura  en  el  protocolo  del  Escribano  auto- 
rizante. Mas,  es  el  caso  que  el  otorgante 
Marcelino  de  León  habia  fallecido  en  el 
municipio  de  Malacatán,  el  trece  de  febre- 
ro de  mil  novecientos  nueve,  según  consta 
en  el  documento  auténtico  que  figura  en  el 
proceso.  Además,  el  procesado  Samayoa  es 
confeso  en  la  comisión  del  delito,  si  bien 
trata  de  excusarse  con  que  Alberto  de  León 
le  hizo  ver  que  no  incurría  en  ninguna  res- 
ponsabilidad. Durante  el  curso  del  proce- 
dimiento criminal  se  puso  de  manifiesto  la 
existencia  de  otros  dos  hechos  punibles  de 
la  misma  naturaleza  cometido  por  Sama- 
yoa, por  lo  que  se  abrió  la  investigación 
correspondiente. 

Ya  formado  el  juicio  criminal  en  lo  que 
respecta  a la  primera  omisión  legal,  el 
acusado  Samayoa  propuso  como  cuestión 
previa,  la  de  prescripción,  fundado  en  que 
por  el  hecho  de  haber  delinquido  en  el  año 
de  mil  novecientos  veintiuno,  la  acción  ya 
estaba  prescrita  cuando  se  inició  el  proceso. 

Como  la  resolución  de  los  Tribunales  de 
instancia  fuera  adversa  a sus  pretensiones, 
introdujo,  como  ya  se  dijo,  el  recurso  de  ca- 


sación que  se  examina,  sosteniendo  que  la 
Sala  Cuarta  de  Apelaciones  violó  los  artícu- 
los lio,  112  y 114  Código  Penal. 

y,  por  haberse  efectuado  la  vista  en  la 
audiencia  señalada  para  el  efecto,  es  el  caso 
de  resolver  lo  que  proceda  en  derecho. 

CONSIDERANDO  : que  desde  el  momen- 
to en  que  hay  constancia  auténtica  en  las 
actuaciones,  de  que  el  primer  delito  de  fal- 
sificación de  documenos  públicos  que  es 
objeto  de  la  pesquisa  judicial  se  consumó 
hasta  el  veinticuatro  de  diciembre  de  mil 
novecientos  treinta,  fecha  en  que  se  inscri- 
bió en  el  Registro  correspondiente  la  dona- 
ción antes  indicada,  es  evidente  que  en  la 
época  en  que  se  instruyó  el  proceso  por  tal 
causa,  no  había  prescrito  la  acción  para  per- 
seguir el  delito ; prescripción  que  tampoco 
se  interrumpió,  porque,  como  ya  se  dijo, 
fué  hasta  que  se  inició  el  procedimiento 
criminal  cuando  se  tuvo  conocimiento  de 
la  existencia  de  la  infracción  legal  que  le 
dió  origen. 

En  ese  concepto,  es  indudable  que,  la 
Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones  no 
violó  los  arículos  HO,  112  y 114  Código 
Penal. 

POR  TANTO : el  Tribunal  de  Casación, 
con  apoyo  en  lo  que  disponen  las  leyes  que 
se  deja  citadas  y los  artículos  674,  684  y 
690  Procedimientos  Penales,  desestima  el 
recurso  de  que  se  ha  hecho  mérito,  y con- 
dena al  recixrrente  a sufrir  quince  días  de 
arresto,  conmutables  en  su  totalidad,  a ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  diarios. 
Notifíquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
queta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 

íjc  * 

VOTO  razonado  del  señor  Magistrado  Se- 
rrano Muñoz. 

Honorable  Tribunal  de  Casación: 

El  Juez  de  Primera  Instancia  del  depar- 
tameno  de  San  Marcos  tramitó  el  artículo 
de  previo  y especial  pronunciamiento  pro- 
puesto por  el  Licendiado  Manuel  Emilio 
Samayoa,  a quien  se  procesa  por  el  delito 
de  falsificación  de  documentos  públicos,  y 
dicho  artículo  fué  resuelto  por  aquel  fun- 
cionario declarando  sin  lugar  la  prescripción 
alegada  por  el  enjuiciado. 
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La  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, al  conocer  de  la  mencionada  resolución 
la  confirmó,  y contra  este  último  pronun- 
ciamento  introdujo  recurso  extraordinario 
de  casación  la  parte  reo,  con  auxilio  del  Li- 
cenciado Miguel  Bracamonte  S. 

La  razón  que  he  tenido  para  disentir  de 
la  opinión  de  mis  distinguidos  compañeros 
de  Corte,  en  cuanto  a la  procedencia  del 
recurso,  es  la  que  sigue : el  auto  de  que  se 
trata  no  se  encuentra  comprendido  en  el 
inciso  tercero  del  articulo  674  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  pues  esta  dis- 
posición legal  se  refiere  únicamente  a los 
autos  que  resuelvan  artículos  de  previo  pro- 
nunciamiento en  que  hayan  sido  admitidas 
las  excepciones  de  cosa  juzgada,  prescrip- 
ción del  delito  o de  la  pena  o aplicación  de 
amnistía  o indulo  general,  lo  que  no  acon- 
tece en  el  caso  snb  judice,  pues  según  pue- 
de verse  en  la  pieza  respectiva,  la  Sala  con- 
firmó la  resolución  proferida  por  el  Juez  de 
la  causa,  quien  habla  desestimado  la  pres- 
cripción que  en  su  defensa  invocó  el  Li- 
cenciado Samayoa  Padilla.  Contra  dicho 
auto  no  cabe  el  recurso  extraordinario  de 
casación,  y por  consiguiente,  no  debió  en- 
trarse al  examen  de  los  artículos  que  el 
recurrente  denunció  como  infringidos,  sino 
con  el  fundamento  ya  expresado,  declarar  la 
improcedencia  del  recurso. 

H.  T.  de  C. 

José  Serrano  Muñoz. 

Guatemala,  24  de  octubre  de  1933. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintitrés  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Con  el  fin  de  resolverlo,  se  tiene  a la 
vista  el  recurso  de  casación  introducido  por 
el  procesado  Rafael  Lechuga  Franco,  con 
auxilio  del  Abogado  Carlos  B,  Rivera,  el 
diez  de  octubre  último.  Dió  margen  al  re- 
curso, la  resolución  proferida  por  la  Sala 
Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones  el  vein- 
tisiete de  septiembre  anterior  en  los  proce- 
sos que,  por  los  deUtos  de  homicidio  y le- 
siones, se  le  siguen  al  indicado  Lechuga 
Franco;  y,  se  funda  en  que,  el  Tribunal 
aludido  quebrantó  substancialmenle  el  pro- 
cedimiento, al  resolver  de  plano — sin  seña- 
lar día  para  la  vista — la  apelación  que  ori- 
ginó el  auto  del  Juez  4“  Departamental,  ad- 


mitiendo la  cuestión  previa  de  prescripción 
propuesta  por  el  acusado  y en  consecuencia, 
sobreseyó  el  juicio  criminal  instruido  con 
motivo  de  la  muerte  de  Juan  García;  y,  en 
que,  el  Tribunal  de  segundo  grado,  también 
cometió  violación  de  los  artículos  434,  110, 
Código  Penal  y 573  inciso  3'-'  Procedimien- 
tos Penales. 

En  la  resolución  originante  del  recurso 
que  se  tiene  a la  vista,  la  Sala  Segunda  de 
Apelaciones  revoca  la  que  dictara  el  Juez 
4''  Departamental,  el  doce  de  septiembre  del 
año  en  curso,  y,  resolviendo,  declara:  im- 
procedente el  sobreseimiento,  a la  vez  que 
ordena  al  Juez  que  califique  rectamente  el 
delito  de  homicidio  imputado  a Lechuga 
Franco  y continúe  el  procedimiento  por  to- 
dos sus  trámites.  Dicho  fadlo  está  basado 
en  el  criterio  que  sustenta  el  Tribunal  de 
segunda  instancia,  sobre  que,  el  hecho  debe 
calificarse  como  un  homicidio  cometido  en 
febrero  de  mil  novecienos  veintidós,  y por 
lo  que  aún  no  ha  corrido  el  tiempo  necesa- 
rio para  la  prescripción. 

El  Juez  de  Primera  Instancia  estima,  que 
en  el  caso  presente,  se  trata  de  un  homi- 
cidio cometido  por  imprudencia  temeraria, 
penado  con  tres  años  de  prisión  correctiva,  y, 
por  ello,  declara  procedente  el  sobreseimien- 
to, en  vista  de  que  prescribió!  la  acción 
penal,  por  haber  sido  iniciado  el  procedi- 
miento hasta  el  cinco  de  julio  del  año  en 
curso. 

Los  antecedentes  de  las  resoluciones  que 
se  dejan  relacionadas  son  los  que  siguen: 
El  cinco  de  julio,  año  que  cursa,  Herlinda 
Alvarez  viuda  de  Meza,  quien  figura  como 
acusadora  del  aludido  Lechuga  Franco  por 
el  homicidio  perpetrado  en  la  persona  de 
quien  fuera  Juan  José  Meza  Batres,  hizo 
al  Juez  4’  de  1-  Instancia  la  denuncia  de 
que,  el  repetido  Lechuga  Franco  dió  muerte 
a Juan  García  en  la  aldea  Don  Justo,  de  la 
jurisdicción  municipal  de  Santa  Catarina 
Pinula,  de  este  departamento,  el  dos  de  fe- 
brero de  mil  novecientos  veintitrés.  Hay 
constancias  auténticas  en  las  actuaciones, 
demostrativas  de  que,  con  anterioridad  a 
la  fecha  indicada  al  principio,  no  había  sido 
denunciado  el  delito  cometido  en  la  perso- 
na de  García,  a la  autoridad  competente. 
Tampoco  consta  en  autos  que  se  haya  prac- 
ticado reconocimiento  alguno  al  cadáver  de 
Juan  García,  ni  mucho  menos  autopsia.  Lo 
único  que  aparece,  es  la  partida  de  defun- 
ción; más,  ella  reza  que,  el  fallecimiento 
ocurrió  en  el  año  de  mil  novecienos  veinti- 
dós y no  el  siguiente  como  aseveran  la  de- 
nunciante y los  testigos  José  Chiché,  Fran- 
cisco Osorio  y Braulio  Iboy. 
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De  lo  expuesto  por  los  tres  declarantes 
mencionados,  se  llega  al  conocimiento  de 
que,  el  dos  de  febrero  de  mil  novecientos 
veintitrés,  daba  una  fiesta  Braulio  Iboy,  en 
su  residencia,  ubicada  en  la  finca  “El  Por- 
venir”, de  Rafael  Lechuga;  y,  como  entre 
las  veintiuna  y veintidós  horas,  se  oyeron 
varios  disparos  en  el  patio  de  la  casa  aludida. 

Francisco  Osorio,  afirma : que  a la  hora 
relacionada  entró  corriendo  al  patio  Eugenio 
Oliveros,  a quien  seguia  Rafael  Lechuga 
Franco  haciéndole  varios  disparos,  sin  que 
los  proyectiles  le  alcanzaran ; pero  en  cam- 
bio, hirieron,  tanto  al  declarante,  como  a 
Juan  García.  Los  dos  lesionados  fueron 
trasladados  al  Hospital  General  al  dia  si- 
guiente, en  donde  falleció  el  repetido  Garcia. 
Los  declarantes  Chiché  y Jesús  Herrera,  son 
testigos  de  referencia,  e Iboy,  solo  oyó  los 
disparos,  mas  no  presenció  el  hecho. 

El  procesado  niega  enfáticamene  el  delito 
que  se  le  imputa,  afirmando  que,  en  la  fe- 
cha y hora  de  autos  se  hallaba  en  lugar 
diferente, 

Y,  por  haber  tenido  verificativo  la  vista 
en  la  audiencia  señalada  para  el  efecto, 
es  el  caso  de  resolver  lo  que  sea  procedente 
en  derecho. 

CONSIDERANDO  : que  desde  el  momen- 
to en  que  no  consta  en  las  actuaciones  que 
haya  sido  pedida  la  subsanación  del  defecto 
del  procedimiento  en  la  Instancia  en  que 
se  cometió,  no  es  admisible  el  recurso  de 
casación  por  esa  causa. 

El  hecho  que  aparece  caracterizado,  has- 
ta ahora,  es  que  Lechuga  Franco  perseguía 
a Eugenio  Oliveros,  haciéndole  disparos  con 
el  propósito  de  ultimarlo  y,  la  mala  suerte 
para  García  y Osorio  quiso  que,  los  proyec- 
tiles causaran  la  muerte  al  primero  y lesio- 
naran al  segundo. 

Luego,  la  infracción  penal  por  la  que  se 
persigue  a Lechuga  Franco,  no  puede  con- 
ceptuarse como  homicidio  causado  por  im- 
prudencia temeraria;  porque  sé  haya  de 
manifiesto  la  intención  que  tuvo  el  agresor 
al  ir  en  persecución  de  Oliveros,  a quien 
le  fueron  hechos  los  disparos.  En  ese  caso, 
al  estimar  la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de 
Apelaciones  que  la  omisión  legal  que  debe 
investigarse  es  la  de  homicidio,  es  induda- 
ble que  no  cometió  error  alguno  de  derecho 
y,  por  ende,  no  violó  el  artículo  434  Proce- 
dimientos Penales,  así  como  el  inciso  3°  del 
573  del  mismo  cuerpo  de  leyes,  desde  lue- 
go que  no  entró  a calificar  la  prueba  tes- 
timonial, lo  que  es  pertinente  hacerlo  hasta 
en  la  sentencia  definitiva. 


Y,  finalmente,  tratándosie  de  un  delito 
que  está  penado  con  diez  años  de  prisión 
correccional,  como  lo  es  el  homicidio,  es 
indudable  que  aun  no  ha  corrido  el  tiempo 
necesario  para  la  prescripción  invocada  por 
el  procesado.  Ello  pone  de  manifiesto,  que 
tampoco  fué  violado  el  artículo  110  Código 
Penal. 

POR  TANTO  : El  Tribunal  de  Casación, 
con  apoyo  en  lo  que  disponen  las  leyes  que 
deja  citadas  y en  los  artículos  686  y 690 
Procedimientos  Penales,  desestima  el  recur- 
so de  que  se  ha  hecho  mérito,  e impone  al 
recurrente  quince  días  de  arresto,  conmu- 
tables a razón  de  diez  centavos  de  quetzal 
diarios.  — Notifíquese  y devuélvanse  los 
autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R, — Alberto  Ar- 
gueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 

^ 

VOTO  razonadci  del  Magistrado  Serrano 

Muñoz. 

Honorable  Corte  Suprema  de  Justicia; 

He  tenido  la  pena  de  disentir  del  ilus- 
trado parecer  de  la  mayoría  de  los  respe- 
tables miembros  que  integran  la  Cámara, 
en  cuantO'  al  fundamento  que  se  expresó 
para  desestimar  la  casación  entablada  por 
Rafael  Lechuga  Franco  contra  el  auto  que 
profirió  la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones el  veintisiete  de  septiembre  retro- 
próximo, y en  que  dicho  Tribunal  revocó 
la  resolución  pronunciada  por  el  Juez  4° 
de  1’  Instancia  del  departamento  de  Gua- 
temala y declara ; improcedente  el  sobresei- 
miento y ordena  al  funcionario  que  acaba  de 
mencionarse,  que  califique  rectamente  el  de- 
lito de  homicidio  imputado  a Lechuga  Fran- 
co, y continúe  el  procedimiento  por  todos 
sus  trámites. 

Mi  opinión  la  fundo,  en  que  en  el  caso 
snb  judice  concurren  los  mismos  motivos 
que  se  encuentran  consignados  en  el  voto 
que  di  al  declararse  improcedente  el  re- 
curso interpuesto  por  el  Licenciado  don 
Manuel  Emilio  Samayoa,  con  fecha  veinti- 
cuatro de  octubre  del  año  en  curso. 

Guatemala,  23  de  noviembre  de  1933 

José  Serrano  Muñoz. 
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CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
cinco  de  junio  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  que  dictó  la  Sala  !■  de  la  Corte  de 
Apelaciones  el  veintiuno  de  abril  del  año  en 
curso,  en  el  proceso  que  se  instruyó  a los 
individuos  Gustavo  Larrañaga  Espinoza  y 
Juan  Mijangos  por  el  delito  de  homicidio 
causado  por  imprudencia  temeraria;  y,  en 
la  cual  confirma  la  proferida  por  el  Juez  de- 
partamental de  Sacatepéquez,  el  veintinue- 
ve de  noviembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y dos. 

La  resolución  de  Primera  Instancia  decla- 
ra ; que  las  personas  aludidas  son  responsa- 
bles como  coautoras  de  la  infracción  legal 
mencionada,  por  lo  que  castiga,  a cada  una 
de  ellas,  con  tres  años  de  prisión  correccio- 
nal, conmutables  hasta  en  sus  dos  terceras 
partes,  a razón  de  diez  centavos  de  quetzal 
diarios  y,  que,  con  abono  del  tiempo  padeci- 
do, deberán  purgar  en  la  Penitenciaria 
Central.  Y,  con  excepción  de  reponer  el  pa- 
pel empleado  en  el  proceso,  los  condena  en 
las  penas  accesorias  que  les  corresponden. 

En  los  autos  que  se  tienen  a la  vista,  apa- 
rece de  manifiesto  lo  que  sigue : 

Como  entre  ocho  y nueve  de  la  noche  del 
domingo  siete  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y dos,  salió  de  la  población  de  Ciudad 
Vieja,  del  departamento  de  Sacatepéquez, 
con  dirección  a la  de  Antigua  Guatemala,  el 
carro  "Buick”  número  3699,  guiado  por  el 
chofer  Gustavo  Larrañaga  Espinoza,  condu- 
ciendo diez  pasajeros,  no  obstante  que  el 
automóvil  tenía  capacidad  para  siete  única- 
mente. Los  tripulantes  del  vehículo,  ade- 
más del  chofer,  eran ; Zoila  Ramírez  y Ma- 
nuel Nájera,  sentados  en  el  mismo  asiento 
con  el  conductor;  y en  los  sitios  traseros,  Ra- 
fael Toledo,  Oscar  Gordillo,  Carlos  Quiñó- 
nez,  Abraham  Díaz,  José  Herrera,  Marcelo 
Orive  y Gregorio  Marroquin.  Por  último, 
parado  sobre  la  lodera  izquierda,  el  occiso, 
José  María  Medina;  lo  cual  es  violatorio 
del  Reglamento  de  Tráfico. 

Cuando  el  carro,  que  caminaba  a regular 
velocidad  y sobre  su  derecha,  pasaba  fren- 
te a la  finca  “Las  Victorias”,  se  hizo  encuen- 
tro con  el  número  3749  que,  guiado  por  el 
chofer  Juan  Mijangos,  corría  vertiginosa- 
mente con  dirección  a Ciudad  Vieja,  en  bus- 
ca de  pasajeros  para  trasladarlos  a la  ciu- 
dad cabecera.  Y,  debido  a la  carrera  fuera 
de  Reglamento  llevada  por  Mijangos;  a que 
estrechó  en  el  paso  a Larrañaga  Espinoza, 
al  caminar  un  tanto  sobre  su  izquierda  a 


que  sólo  el  faro  izquierdo  delantero  del  au- 
tomóvil llevaba  encendido  con  luz  fuerte,  in- 
fringiendo con  ello  los  artículos  7“  y 25  del 
Reglamento  de  Tráfico;  y al  estado  de  ebrie- 
dad del  repetido  Mijangos,  se  produjo  un 
choque  entre  los  dos  vehículos,  que  les  oca- 
sionó daños  materiales  en  los  costados  iz- 
quierdos, respectivamente.  También  fué 
factor  para  ello,  la  circunstancia  de  que  La- 
rrañaga Espinoza,  asimismo  infringió  el  ar- 
tículo 7“  del  Reglamento  de  Tráfico,  al  lle- 
var con  luz  y,  brillante,  sólo  el  fanal  derecho. 

A consecuencia  de  la  colisión,  José  María 
Medina,  que  como  ya  se  dijo,  viajaba  bas- 
tante ebrio  en  la  lodera  izquierda,  fué  lan- 
zado hacia  el  otro  coche  y,  al  rebotar,  cayó 
al  suelo,  sufriendo  varias  contusiones,  causa- 
das por  los  dos  carros,  las  cuales,  por  su 
gravedad,  le  produjeron  la  muerte  unas 
horas  más  tarde,  como  lo  establece  el  infor- 
me médicolegal  obrante  en  los  autos. 

Las  infracciones  al  Reglamento  de  Tráfico, 
las  averías  sufridas  por  los  vehículos,  y,  la 
forma  en  que  se  verificó  el  hecho,  el  cual 
culminó  con  la  muerte  de  Medina,  las  de- 
muestran : la  inspección  ocular  practicada 
en  los  automóviles  del  accidente ; el  informe 
pericial  rendido  al  efecto ; la  reconstrucción 
del  suceso  que  se  llevó  a cabo  en  el  propio 
lugar,  y las  confesiones  prestadas  por  los 
choferes  Larrañaga  Espinoza  y Mijangos. 
Además,  el  primero  confiesa ; que  él  permi- 
tió a José  María  Medina  que  subiera  en  la 
lodera  izquierda  de  su  carro,  no  obstante 
constarle  que  estaba  demasiado  ebrio,  por- 
que ya  se  hallaban  ocupados  con  nueve  per- 
sonas más  todos  los  asientos,  muchas  de 
ellas,  en  estado  de  ebriedad,  y que  su  vehícu- 
lo era  de  siete  pasajeros.  Todo  ello  consti- 
tuye la  infracción  de  varios  de  los  artículos 
del  Reglamento  de  Tráfico. 

Fuera  de  las  confesiones  de  los  acusados, 
figuran  en  el  juicio  criminal  las  declaracio- 
nes de  varios  testigos,  aparte  de  los  dichos  de 
algunos  de  los  pasajeros  que  viajaban  en 
ambos  carros,  que  ponen  en  evidencia  la  cul- 
pabilidad de  los  enjuiciados. 

Lo  que  se  deja  relacionado  sirve  de  base 
a la  sentencia  ejecutoria  de  la  Sala  Primera 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  contra  la  que 
solamente  el  procesado  Gustavo  Larrañaga 
Espinoza  introdujo  el  recurso  de  casación 
que  Se  examina,  con  auxilio  del  Abogado  Jo- 
sé L.  Arenas,  citando,  como  violados,  los  ar- 
tículos 568,  573,  574,  Procedimientos  Pena- 
les; 11,  12  y 434,  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  Que  la  confesión  ju- 
dicial prestada  por  Larrañaga  Espinoza  pro- 
duce plena  prueba  en  su  contra,  porque,  ade- 
más de  haber  sido  dada  con  todas  las  forma- 
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lidades  que  requiere  la  ley  para  su  validez 
en  juicio,  es  congruente  con  lo  que  aparece 
constatado  en  autos.  En  ese  concepto;  y, 
por  estar  preestablecida  en  el  proceso  la  in- 
fracción punible  que  le  dió  origen,  y por  la 
cual  se  le  formuló  cargo,  es  indudable  que 
la  Sala  Primera  de  Apelaciones  no  violó  el 
artículo  568,  Procedimientos  Penales,  ya  que 
están  puestos  en  evidencia  los  dos  elemen- 
tos que  exige  dicha  ley,  para  poder  dictar  un 
fallo  condenatorio.  La  circunstancia  de  que 
en  el  juicio  criminal  que  se  examina  haya 
un  medio  justificativo,  capaz  por  sí  solo,  de 
evidenciar  la  culpabilidad  de  Larrañaga  Es- 
pinoza,  y que  es  precisamente  en  el  que  se 
apoya  la  ejecutoria  recurrida,  pone  de  ma- 
nifiesto que  el  Tribunal  sentenciador  tampo- 
co quebrantó  los  artículos  573  y 574,  Proce- 
dimientos Penales,  al  resolver  en  la  forma 
en  que  lo  hizo,  porque  las  declaraciones  de 
los  testigos  que  fueron  examinados,  en  lo  que 
respecta  al  recurrente,  constituyen  un  ele- 
mento secundario  para  la  prueba  que  mili- 
ta en  su  contra,  la  cual,  como  ya  se  dijo,  es 
suficiente  para  condenarlo,  por  la  responsa- 
bilidad que  tiene  como  coautor  de  la  omisión 
de  ley,  objeto  de  la  investigación  judicial. 

Los  hechos  debidamente  justificados  de 
que  Larrañaga  Espinoza  admitiera  conducir 
en  la  lodera  de  su  carro  a un  individuo  en  sur 
mo  estado  de  ebriedad ; de  que  también  lleva- 
ra nueve  pasajeros  en  el  interior,  cuando  sólo 
había  sitio  para  siete,  incluyéndolo  a él ; de 
que  la  mayoría  de  éstos  anduvieran  beodos ; y 
de  que  no  caminara  con  las  luces  como  co- 
rrespondía, son  demostrativos  de  que,  vo- 
luntariamente, cometió  la  infracción  de  va- 
rios de  los  artículos  del  Reglamento  de  Trá- 
fico, con  manifiesto  peligro  de  las  perso- 
nas que  conducía,  principalmente  para  la 
vida  del  citado  José  María  Medina.  Y,  co- 
mo tal  violación  es,  precisamente,  el  factor 
decisivo  de  la  muerte  de  Medina  al  verifi- 
carse el  choque,  es  incuestionable  que,  en  el 
caso  snb  judice,  está  caracterizado,  como  co- 
rresponde, el  hecho  punible  que  define  el 
artículo  434,  Código  Penal ; pues  debido  a la 
imprudencia  o negligencia  de  Larrañaga  Es- 
pinoza, se  cometió  el  delito  de  homicidio,  en 
el  que  contribuyó,  de  manera  eficaz,  el  des- 
cuido temerario  del  otro  chofer,  Juan  Mi- 
jangos. 

Al  apreciarlo  así  el  Tribunal  de  segundo 
grado  y castigar  al  recurrente  con  tres  años 
de  prisión  correctiva,  en  vez  de  violar  el  re- 
ferido artículo  434,  Código  Penal,  hizo  recta 
aplicación  de  él,  así  como  también  de  los 
artículos  11  y 12  del  mismo  cuerpo  legal,  los 
que,  por  tal  razón,  no  fueron  quebrantados. 


POR  TANTO ; el  Tribunal  de  Casación, 
con  apoyo  en  lo  que  disponen  las  leyes  que 
deja  citadas  y,  en  los  artículos  686  y 690,  Pro- 
cedimientos Penales,  desestima  el  recurso 
de  que  se  ha  hecho  mérito,  e impone  al  re- 
currente quince  días  de  arresto,  conmutables 
a razón  de  diez  centavos  de  quetzal  diarios. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argae- 
ta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veinticuatro  de  mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  que  dictó  la  Sala  6-  de  la  Corte 
de  Apelaciones  el  veintiuno  de  marzo  del 
año  en  curso  en  los  procesos  acumulados  que 
se  instruyeron  a Desiderio  López  por  los 
delitos  de  lesiones,  disparo  de  arma,  falsifi- 
cación de  documentos  oficiales,  agresión,  le- 
siones y amenazas,  violación,  amenazas,  agre- 
sión y allanamiento  de  morada ; y,  en  la 
que,  al  confirmar  la  proferida  por  el  Juez 
departamental  del  Quiché,  con  fecha  vein- 
ticuatro de  febrero,  también  de  este  año,  la 
enmienda  en  el  sentido  de  que  la  pena  que 
le  corresponde  a López  por  allanamiento  de 
morada,  es  de  ocho  meses  de  arresto  mayor ; 
y la  adiciona : castigando  al  mismo  indivi- 
duo con  veinte  días  de  prisión  simple  con- 
mutables en  su  totalidad  a razón  de  veinti- 
cinco centavos  de  quetzal  diarios,  por  ser 
responsable  como  autor  de  una  falta  come- 
tida contra  las  personas ; y,  mandando  certi- 
ficar lo  conducente  para  proceder  contra  los 
testigos  Florencio  Rivera,  Susana  Quiñónez, 
Dorotea  Letona  de  Quiñónez  y la  persona 
que-  los  propuso,  por  falso  testimonio  y por 
proponer  declarantes  falsos,  respectiva- 
mente. 

El  fallo  de  Primera  Instancia  declara : que, 
Desiderio  López  Barrios  es  responsable  co- 
mo autor  de  los  hechos  punibles  que  siguen : 

1’  Lesiones  cometidas  en  las  personas 
de  Román  Ramos  y Socorro  Meza,  por  lo 
que  le  impone  las  penas  de  seis  meses  de 
arresto  mayor  y tres  años  de  prisión  co- 
rreccional ; 

2°  Falsificación  de  documentos  oficiales 
infracción  legal  que  castiga  con  ocho  años 
de  prisión  correctiva,  con  el  carácter  de  in- 
conmutable ; 
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3''  Violación  cometida  en  la  persona  de 
Maria  Vicente,  por  lo  que  deberá  sufrir  ocho 
años  de  prisión  correccional  inconmuta- 
ble ; y, 

4’  Allanamiento  de  morada,  omisión  de 
ley,  de  la  que  fue  víctima  Rosalío  Natareno. 
Por  este  delito  le  impone  diez  y seis  meses 
de  prisión  correctiva.  Tanto  esta  condena, 
como  la  de  tres  años  por  las  lesiones  que 
sufrió  Socorro  Meza,  permite  que  sean  con- 
mutables hasta  en  sus  dos  terceras  partes, 
a razón  de  veinticinco  centavos  de  quetzal 
diarios;  y la  de  seis  meses  de  arresto  mayor, 
en  su  totalidad,  en  la  misma  propórción  que 
las  dos  anteriores.  Hace  las  declaraciones 
que  corresponden  con  respecto  a las  penas 
accesorias  y al  lugar  en  donde  deben  ser 
purgadas  las  principales.  Y finalmente,  ab- 
suelve a López  Barrios,  por  falta  de  prueba, 
de  los  cargos  que  se  le  formularon  por  los 
hechos  que  a continuación  se  expresan : agre- 
sión al  individuo  Antonio  Ixcoy,  lesiones  a 
Ciríaco  Morales,  amenazas  y disparo  de  ar- 
ma de  fuego  a este  señor  y a Domingo  de 
León,  agresión  a Rosalío  Natareno  y ame- 
nazas a Francisco  Pérez. 

En  los  autos  que  se  tienen  a la  vista,  apa- 
rece de  manifiesto  lo  que  sigue ; 

I. — En  las  últimas  horas  de  la  tarde  del 
diez  y seis  de  enero  de  mil  novecientos  vein- 
tiséis fueron  heridos  Tomas  Ramos  y Soco- 
rro Meza,  frente  a la  venta  de  licor  que  te- 
nía establecida  Desiderio  López  Barrios  en 
la  población  de  San  Antonio  Ilotenango.  El 
propio  López  Barrios  se  presentó  esa  misma 
tarde  al  Juzgado  Municipal  dando  parte  que, 
en  su  establecimiento  de  licores  riñeron  Ra- 
mos y Meza,  a consecuencia  de  lo  cual  re- 
sultaron lesionados  los  dos.  Además  expu- 
so que,  en  el  suelo  encontró  una  navaja. 
Al  instruirse  las  primeras  diligencias  fueron 
examinados  los  testigos  presenciales  del  he- 
cho, Juan  Yat,  Cristóbal  Togual,  Florencio 
Rivera  y Francisco  Pérez,  quienes,  de  ma- 
nera uniforme  depusieron  haber  visto  que 
López  Barrios,  sin  motivo  alguno  agredió  a 
Ramos  y a Meza  con  un  espadín  y una 
navaja,  armas  con  las  que  lesionó  a los  su- 
jetos mencionados,  sin  que  éstos  estuvieran 
riñendo  entre  sí,  ni  con  su  agresor.  López 


Barrios  negó  este  hecho,  sosteniendo  que  de 
ser  como  lo  afirmaban  los  declarantes,  no 
hubiese  acudido  a denunciar  el  delito  ante 
la  autoridad  competente.  Y,  para  probar  su 
inocencia,  demostrando  a la  vez  que  los 
indicados  Ramos  y Meza  se  hirieron  al 
reñir,  propuso  las  declaraciones  de  Juven- 
tino  Monterroso,  Desiderio  Lucas,  Santiago 
y Felipe  Natareno,  Alberto  Delgado,  Susana 
Quiñónez,  Margarita  Chel  y Dorotea  Letona 
de  Quiñónez.  Mas  es  el  caso  que  los  di- 
chos de  todas  estas  personas  no  justifican 
los  extremos  afirmados  por  López  Barrios, 
desde  el  momento  en  que  son  varios  y con- 
tradictorios en  sus  exposiciones,  y algunos 
de  ellos  dan  lugar  a sospechar  que  declara- 
ron falsamente,  lo  que  dió  margen  a que  la 
Sala  sentenciadora  mandara  abrir  procedi- 
miento contra  ellos.  Los  ofendidos  Tomás 
Ramos  y Socorro  Meza,  si  bien  es  cierto 
que  al  principio  manifestaron  no  recordar 
cómo  se  hirieron,  por  el  estado  de  ebriedad 
en  que  se  hallaban,  también  lo  es  que  más 
tarde  sindicaron  directamente  a López  Ba- 
rrios como  autor  de  las  lesiones  que  su- 
frieron, las  que  según  el  informe  médico 
que  obra  en  los  autos,  curaron  así : la  de 
Ramos  en  diez  días  de  asistencia  facultati- 
va, sin  consecuencia  alguna;  y la  inferida  a 
Meza,  en  catorce  días,  también  con  asisten- 
cia facultativa.  A este  sujeto  le  queda  un 
impedimento  permanente  .en  los  dedos  de 
la  mano  derecha,  impedimento  que  le  impo- 
sibilita los  movimientos  de  ellos,  quedándole 
además  deforme  dicho  miembro. 

II. — Con  el  fin  de  que  el  proceso  mencio- 
nado en  el  párrafo  anterior  pasara  al  cono- 
cimiento de  la  Comandancia  de  Armas  del 
departamento  del  Quiché,  el  procesado  De- 
siderio López  Barrios  presentó  un  despacho 
que  lo  acreditaba  como  Teniente  del  Ejér- 
cito Nacional,  el  cual  fué  expedido  el  tres 
de  febrero  de  mil  novecientos  veinte  por  el 
Doctor  Manuel  Estrada  Cabrera.  Este  des- 
pacho fué  registrado  en  la  Secretaría  de 
Guerra  con  el  número  TRES  MIL  SETE- 
CIENTOS DIEZ.  Mas  como  el  Ministerio 
de  la  Guerra  informara  que  el  despacho  re- 
gistrado con  el  número  TRES  MIL  SETE- 
CIENTOS DIEZ  había  sido  extendido  a fa- 
vor de  Juan  Coxaj,  quien  había  sido  favo- 
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recido  con  él,  y además  el  aludido  docu- 
mento presentaba  señales  de  alteración  en 
la  escritura  del  nombre  J . Desiderio  López, 
con  fecha  once  de  febrero  de  mil  novecien- 
tos veintiséis  se  certificó  lo  conducente  y el 
trece  de  ese  mismo  mes,  el  Juzgado  depar- 
tamental abrió  procedimiento  contra  López 
Barrios,  por  el  delito  de  falsificación  de  do- 
cumentos oficiales.  Al  ser  indagado  este 
sujeto  acerca  de  tal  hecho,  negó  haber  co- 
metido alteración  alguna  en  el  documento, 
afirmando  que  le  fué  entregado  a mediados 
de  marzo  de  mil  novecientos  veinte  por  el 
Coronel  Manuel  Cifuentes,  quien  se  lo  llevó 
diciéndole  que  su  papá,  el  General  Teodoro 
Cifuentes  se  lo  enviaba.  Para  justificar  que 
el  citado  Coronel  Cifuentes  le  entregó  el  do- 
cumento aludido  en  la  Dirección  de  Poli- 
cia  de  Momostenango,  propuso  el  testimo- 
nio de  Pablo  Girón,  Carlos  Garda,  Cándi- 
do Cabrera,  Francisco  Sánchez,  Fabián  Be- 
rreondo  y Ramiro  Jerez.  Con  los  dichos  de 
estas  personas,  el  sindicado  no  probó  que  el 
despacho  en  cuestión  le  fuera  entregado  por 
el  Coronel  Cifuentes,  ya  que  los  testimonian- 
tes indicados  son  contradictorios  en  sus  ex- 
posiciones, por  una  parte,  y por  la  otra,  aún 
en  el  supuesto  de  que  sus  declaraciones  fue- 
sen admisibles,  sólo  pondrían  de  manifiesto 
que  Cifuentes  le  entregó  un  sobre  contenien- 
do un  documento  a López  Barrios,  pero  no 
que  fuera  precisamente  su  nombramiento  de 
Teniente  del  Ejército  Nacional.  El  juicio 
pericial,  que  con  motivo  de  este  proceso  or- 
denó el  Tribunal  de  Instancia,  si  bien  no  lle- 
gó a determinar  con  toda  precisión  que,  el 
nombre  de  Juan  Coxaj  haya  sido  borrado 
para  substituirlo  por  el  de  Desiderio  López, 
por  la  circunstancia  de  estar  demasiado  su- 
cio en  esa  parte  el  documento  cuestionado, 
si  deja  margen  para  pensar  que  el  nombre 
del  acusado  fué  puesto  deliberadamente  y 
borrado  el  de  Coxaj,  tanto  más  que  se  notan 
ciertas  diferencias  con  la  forma  de  letra  que 
aparece  escrita  en  el  mismo  documento. 

III. — El  veinte  de  enero  de  mü  novecien- 
tos veintiséis,  Antonio  Ixcoy,  acusó  a Desi- 
derio López  Barrios  en  el  Juzgado  departa- 
mental del  Quiché,  por  haberle  inferido 
varias  lesiones  al  golpearlo  con  un  fuete;  y, 
además,  porque  lo  amenazó  con  una  esco- 


peta. Instruida  la  averiguación  correspon- 
diente, declararon  Juan  Gregorio,  Francisco 
Vicente  y Jerónimo  y Sebastián  Lucas,  ha- 
ber presenciado  cuando  López  Barrios  le  pe- 
gó a Ixcoy  con  “un  chicote  con  plomo  aden- 
tro”, de  cuyos  golpes  lo  hizo  caer  al  suelo; 
y que  después  sacó  una  escopeta  para  ame- 
nazarlo. El  acusado  se  concretó  a negar 
este  hecho.  El  informe  médico-legal  esta- 
blece que  Ixcoy  curó  en  seis  dias  de  los  gol- 
pes que  sufrió. 

IV. — El. veintiuno  de  octubre  de  mil  nove- 
cientos veintiséis,  Maria  Vicente,  acusó  an- 
te el  Juez  departamental  del  Quiché  a De- 
siderio López,  por  haber  cometido  en  ella 
el  delito  de  violación.  Asegura  la  acusadora 
que  con  motivo  del  velorio  de  un  su  hijo  pe- 
queño, se  encontraba  levantada  en  su  casa 
de  habitación  como  a las  cuatro  de  la  maña- 
na, hora  en  que  llegó  López  Barrios,  a invi- 
tarla para  tomar  un  trago,  y como  ella  no 
quisiera  aceptar,  la  tomó  por  el  pelo  y,  des- 
pués de  inferirle  varias  patadas,  la  sacó  al 
patio  en  donde  la  siguió  golpeando  hasta 
que  pudo  violarla,  después  de  lo  cual  se 
retiró.  La  misma  acusadora  indica,  que  ya 
como  a las  siete  de  la  mañana  de  ese  dia, 
llegó  López  Barrios  con  el  auxilio  a sacarla 
de  su  casa  para  llevarla  a la  cárcel,  por  ha- 
ber estado  tocando  marimba  sin  licencia. 
Acerca  de  este  hecho  declararon  Matías  Oso- 
rio  y Manuel  Vicente,  quienes  por  hallarse 
en  la  casa  de  la  acusadora  presenciaron 
cuando  Uegó  López  Barrios  como  a las  cua- 
tro de  la  mañana  a invitar  a la  Vicente  a que 
tomara  un  trago  y,  como  ésta  no  quisiera 
aceptarlo  la  sacó  del  pelo  y a patadas  para  el 
patio,  de  donde  regresó  la  acusadora  como 
a la  media  hora,  indicándoles  a ellos  lo  que 
le  hiciera  López  Barrios.  En  esa  misma  fe- 
cha fué  reconocida  la  ofendida  por  el  Ciru- 
jano departamental,  quien  informó  que  ésta 
presentaba  señales  de  violación  en  sus  órga- 
nos genitales,  en  las  piernas  y señales  de 
golpes  en  otras  partes  del  cuerpo.  El  acu- 
sado negó  la  comisión  de  este  hecho,  y para 
justificar  su  inocencia  propuso  el  examen  de 
más  de  dos  testigos,  pero  éstos,  por  formar 
parte  del  auxilio,  son  sus  subalternos,  y por 
ende  sus  dichos  carecen  de  vador  legal. 
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V.  — El  treinta  de  diciembre  de  mil  nove- 
cientos veintiséis,  Rosalio  Natareno  acusó 
ante  el  Juez  de  Paz  de  la  cabecera  departa- 
mental a Desiderio  López  Barrios,  porque 
como  a las  nueve  de  la  noche,  con  un  mache  - 
te en  la  mano  entró  a su  casa  violentamente 
y por  la  fuerza  con  el  propósito  de  asesinar- 
lo. Felipe  Lobos,  Pedro  Tzampop,  Bernardo 
Villegas  y Juan  Yat,  afirmaron  en  sus  decla- 
raciones haber  visto  a López.  Barrios  forzar 
la  puerta  de  la  casa  de  Natareno,  lo  que 
consiguió,  y asi  pudo  entrar  con  un  machete 
en  la  mano.  Refieren  los  declarantes  aludi- 
dos que  después  de  oir  gritos  en  el  interior 
de  la  casa  del  acusador  vieron  salir  de  ella 
a López  Barrios  con  un  machete  y una  linter- 
na en  las  manos.  El  sindicado,  asimismo, 
negó  la  comisión  de  este  delito, 

VI.  — El  diez  y nueve  de  abril  de  mil  nove- 
cientos trece  se  inició  un  proceso  criminal 
contra  Desiderio  López  Barrios,  por  haber 
penetrado  a la  casa  de  Ciríaco  Morales  con 
el  fin  de  agredirlo  a machetazos,  causándole 
una  herida  en  la  mano  derecha,  a conse- 
cuencia de  la  cual  le  desprendió  ésta  total- 
mente. El  procedimiento  se  siguió  en  toda 
forma,  mas  durante  el  curso  del  juicio  cri- 
minal no  se  obtuvo  prueba  plena  de  la  cul- 
pabilidad de  López  Barrios.  A este  mismo 
proceso  se  acumuló  otro  iniciado  el  cuatro 
de  agosto  de  mü  novecientos  trece  por  acu- 
sación que  contra  el  citado  López  Barrios 
presentaran  Ciríaco  Morales  y Dominga  de 
León,  imputándole  el  hecho  de  que,  en  oca- 
sión de  que  estaban  sentados  en  el  corredor 
de  su  casa  les  hizo  un  disparo  López  Ba- 
rrios y desafió  a Morales  para  pelear  con  él. 
De  este  delito  tampoco  existe  prueba  algu- 
na en  el  juicio  criminal. 

VII.  — El  treinta  de  diciembre  de  mil  no- 
vecientos veintiséis,  Francisco  Pérez  acusó 
a Desiderio  López  Barrios  ante  el  Juez  de 
Paz  de  Santa  Cruz  del  Quiché,  por  haber 
entrado  hasta  el  corredor  de  su  casa,  en 
donde  lo  amenazó  con  un  machete,  dicién- 
dole  que  lo  quería  matar.  Seguido  el  pro- 
ceso que  motivó  esta  acusación,  tampoco  se 
obtuvo  prueba  alguna  del  hecho. 

En  las  bases  que  se  dejan  reseñadas  se 
fundó  el  fallo  de  Segunda  Instancia,  contra 
el  que  Desiderio  López  Barrios,  introdujo  el 


recurso  extraordinario  de  casación  que  se 
examina,  con  auxilio  del  Abogado  José  Lo- 
renzo Pinetta  C,,  quien  citó  como  violados 
los  artículos  U,  3^  259,  568,  573,  584,  586, 
593  y 598,  Procedimientos  Penales;  y 11  Có- 
digo Penal. 

CONSIDERANDO;  que  la  presunción 
humana  que  le  sirve  de  base  a la  Sala  sen- 
tenciadora para  reputar  a Desiderio  López 
Barrios  responsable  como  autor  del  delito 
de  violación  cometido  en  la  persona  de  Ma- 
ría Vicente,  e imponerle  el  castigo  corres- 
pondiente a tal  infracción  legal,  descansa 
en  dos  hechos  evidenciados  en  el  juicio  cri- 
minal a saber : las  declaraciones  de  dos  tes- 
tigos uniformes  en  sus  dichos,  quienes  pre- 
senciaron el  momento  en  que  López  Ba- 
rrios extrajo  violentamente  de  la  habitación 
a la  ofendida,  y cuando  ésta  volvió  como  a 
la  media  hora,  indicándoles  que  el  acusado 
la  habla  violado ; y,  el  informe  médico-legal, 
que  establece  de  manera  completa,  que  la 
Vicente  presentaba  signos  evidentes  en  sus 
órganos  genitales  y en  otras  partes  del  cuer- 
po, demostrativos  del  hecho  punible  perpe- 
trado en  su  persona.  Como  los  dos  elemen- 
tos constitutivos  de  la  presunción  aludida 
están  perfectamente  enlazados,  y,  por  ende, 
es  suficiente  para  llevar  al  ánimo  judicial 
el  convencimiento  de  la  culpabilidad  del  en- 
juiciado, máxime  que  la  prueba  testimonial 
con  que  trató  de  desvirtuar  la  que  producen 
las  declaraciones  de  Matias  Osorio  y Ma- 
nuel Vicente  carece  de  verdad  legal  en  jui- 
cio, es  indudable  que  es  inadmisible  el  re- 
curso extraordinario  que  se  examina,  en  lo 
que  respecta  al  medio  justificativo  indirec- 
to de  indicios,  a que  se  ha  hecho  alusión  al 
principio.  En  consecuencia,  el  Tribunal  de 
2°  Grado,  no  pudo  violar  los  artículos  593  y 
598,  Procedimientos  Penales,  asi  como  el  ar- 
ticulo 573  del  mismo  Cuerpo  de  leyes,  por- 
que los  declarantes  Osorio  y Vicente  están 
conformes  en  las  personas,  en  el  lugar,  en 
la  manera  de  como  se  cometió  el  hecho  y en 
el  tiempo  en  que  acaeció.  La  consideración 
hecha  con  motivo  del  articulo  últimamente 
citado,  cabe  también  en  lo  que  respecta  a los 
testimoniantes  que  pusieron  en  evidencia 
la  responsabilidad  de  López  Barrios  al  cau- 
sar lesiones  a los  individuos  Tomás  Ramos 
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y Socorro  Meza,  ya  que  las  deposiciones  de 
estas  personas  llenan  las  condiciones  reque- 
ridas por  tal  ley.  Como  no  son  absoluta- 
mente iguales  las  circunstancias  de  los  tes- 
tigos de  cargo  y de  descargo,  en  lo  que  se 
relaciona  a las  dos  infracciones  legales  que 
se  dejan  mencionadas  en  este  “consideran- 
do”, porque  los  propuestos  por  la  defensa 
adolecen  de  defectos  que  les  quita  su  valor 
probatorio  en  juicio,  es  incuestionable  que 
la  Sala  sentenciadora  no  quebrantó  la  doc- 
trina contenida  en  el  artículo  584,  Procedi- 
mientos Penales,  ya  que  es  improcedente  el 
balance  de  la  prueba  testimonial  que  acon- 
seja tal  ley.  En  los  autos  aparece  de  mani- 
fiesto que  el  Tribunal  de  Segunda  Instancia 
apreció  el  mérito  de  las  deposiciones  de  los 
distintos  declarantes  que  figuraron  en  los 
procesos  acumulados,  de  acuerdo  con  las 
normas  que  fija  el  artículo  586,  Procedimien- 
tos Penales.  En  consecuencia,  esta  ley,  asi- 
mismo, no  fué  infringida.  Por  estar  perfec- 
tamente preestablecidos  los  delitos  de  le- 
siones, falsificación  de  documentos  oficiales, 
violación  y allanamiento  de  morada,  por  los 
que  se  le  imponen  penas  a López  Barrios  por 
estar  de  manifiesto  su  culpabilidad  como 
autor  de  tales  infracciones  de  ley,  es  eviden- 
te que  la  Sala  6’  de  la  Corte  de  Apelaciones 
no  lesionó  la  doctrina  contenida  en  los  ar- 
tículos 259  y 568,  Procedimientos  Penales, 
al  resolver  en  la  forma  en  que  lo  hizo.  Por 
las  razones  que  se  dejan  consignadas,  es  in- 
dudable que  tampoco  el  Tribunal  sentencia- 
dor violó  los  artículos  11,  Código  Penal;  1^  y 
3°,  Procedimientos  Penales,  desde  el  mo- 
mento en  que  los  hechos  que  se  juzgaron 
son  constitutivos  de  delito  y,  que  López  Ba- 
rrios fué  oído  en  juicio,  en  forma  leyal  y por 
tribunales  competentes. 

POR  TANTO ; el  Tribunal  de  Casación, 
con  apoyo  en  las  leyes  que  deja  citadas  y en 
lo  que  disponen  los  artículos  687  y 690,  Pro- 
cedimientos Penales,  desestima  el  recurso 
de  que  se  ha  hecho  mérito,  e impone  al  re- 
currente quince  días  de  prisión  conmutables 
a razón  de  veinticinco  centavos  de  quetzal 
diarios. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Arque- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala, 
diez  y seis  de  mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  que  dictó  la  Sala  Sexta  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  el  nueve  de  marzo  del  año 
en  curso,  en  el  proceso  que  se  instruyó  a 
los  individuos  Agapito  y Carlos  Argueta  c 
Isauro  Arreaga  por  el  delito  de  lesiones ; y, 
en  la  que,  al  desaprobar  el  faUo  absolutorio 
de  la  instancia  proferido  por  el  Juez  depar- 
tamental de  Huehuetenango  con  fecha  vein- 
tiuno de  febrero,  también  de  este  año,  de- 
clara: que  Agapito  Argueta  e Isauro  Arrea- 
ga son  responsables  como  autores  del  delito 
de  lesiones  graves,  infracción  legal  por  la 
que  castiga,  a cada  uno  de  ellos,  con  cinco 
años  de  prisión  correctiva  disminuida  en 
una  tercera  parte;  la  que,  con  abono  del 
tiempo  padecido,  deberán  purgar  en  la  Pe- 
nitenciaría Central.  Les  permite  conmutar 
hasta  las  dos  terceras  partes  de  la  condena 
a razón  de  diez  centavos  de  quetzal  diarios. 
Hace  las  declaraciones  correspondientes  a 
las  penas  accesorias.  Y,  por  último,  absuel- 
ve a Carlos  Argueta  del  cargo  que  se  le 
formuló. 

En  los  autos  que  se  tienen  a la  vista,  apa- 
rece de  manifiesto  lo  que  sigue : 

Entre  siete  y ocho  de  la  mañana  del  vein- 
tisiete de  julio  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos,  fué  herido  Juan  Bautista  Santiago  con 
arma  de  fuego  por  los  individuos  Carlos  y 
Agapito  Argueta  e Isauro  Arreaga,  quienes, 
a la  vera  del  camino,  se  hallaban  escondidos 
entre  el  monte  asechando  su  paso  para  dis- 
pararle a mansalva,  según  afirma  el  ofendi- 
do en  la  querella  que,  con  fecha  primero 
de  agosto  siguiente,  presentó  al  Juez  de  Paz 
de  Huehuetenango.  Juan  Bautista  Santiago 
afirma : que  en  el  momento  de  ser  atacado 
transitaba  por  el  camino  real  cerca  de  la 
aldea  Sacuj,  limítrofe  de  Chiquiliabaj,  con 
procedencia  de  la  costa,  pues  volvía  de  la 
República  mexicana,  en  donde  permane- 
ció por  el  hecho  de  estar  procesado  en  el 
Juzgado  departamental  del  Quiché.  Ase- 
vera que,  por  haber  apelado  a la  fuga,  fué 
que  no  le  causaron  la  muerte  sus  agresores, 
ya  que  con  tal  fin  dispararon  todos  ellos  sus 
revólveres,  pero  sólo  Isauro  Arreaga,  le  acer- 
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tó  el  balazo  causante  de  la  lesión  que  sufrió 
\n  el  antebrazo  derecho : y que,  al  correr 
dejando  tirada  su  maleta  en  el  lugar  del  su- 
ceso, se  presentó  el  auxiliar  de  la  aldea  a 
dar  parte  de  lo  ocurrido,  y lo  dejaron  preso, 
trasladándolo  más  tarde  a Huehuetenango. 
También  acusa  a dichos  sujetos  de  haberse 
llevado  su  maleta  aludida,  incluso  el  dinero 
que  en  ella  portaba. 

En  posterior  declaración,  sostiene  que, 
además  de  las  personas  nombradas,  estaba 
un  desconocido  para  él,  con  ellos. 

Lisandro  Mérida  y Candelario  Herrera, 
auxiliares  de  la  aldea,  dijeron  : que  en  vir- 
tud del  aviso  que  les  diera  el  herido,  persi- 
guieron a los  agresores,  pero  no  les  pudie- 
ron dar  alcance,  por  haber  atravesado  el 
río  Negro  y pasado  a la  jurisdición  del  Qui- 
ché.  Tales  declarantes  aseguran,  que  las  dos 
personas  que  vieron  huir,  eran  Agapito  Ar- 
gueta  e Isauro  Arreaga. 

Juan  Samayoa,  también  dijo  haber  visto 
pasar  a tales  sujetos,  el  veintisiete  de  julio, 
cuando,  montados  en  sendos  caballos,  se  di- 
rigían para  Huehuetenango  y,  que  al  día  si- 
guiente, como  a las  tres  de  la  tarde,  regre- 
saron para  el  Quiché.  Asimismo,  sostiene 
que  Argueta  portaba  una  escopeta  grande  y 
Arreaga  un  fusil  nacional,  calibre  si^e  milí- 
metros. 

Ya  durante  el  curso  del  juicio  plenario, 
también  fueron  examinados  Vicente  Mérida, 
Tomás  Chávez,  Cándido  López,  Rutilo  Sa- 
mayo  y Juventino  Mérida,  quienes  afirman 
que  a diferentes  horas  de  la  mañana  y de 
la  tarde  del  veintiocho  de  julio,  vieron  pasar, 
por  distintos  lugares,  a los  dos  sujetos 
mencionados  por  los  testigos  anteriores, 
acompañados  de  otros  dos  desconocidos. 
Además  de  que  todos  estos  declarantes  no 
están  de  acuerdo  en  sus  dichos,  los  testimo- 
niantes Juan  y Rutilo  Samayoa  fueron  ta- 
chados por  la  defensa,  la  que  justificó  la 
tacha,  con  lo  depuesto  por  Pedro  Méndez, 
Andrés  Azañón  y Pedro  Ramos. 

El  informe  médico-legal  establece,  que 
Juan  Bautista  Santiago  perdió  el  brazo  de- 
recho a consecuencia  de  la  lesión  que  su- 
frió, ya  que  le  queda  un  impedimento  per- 
manente que  le  imposibilita  en  lo  absoluto 
los  movimientos  de  él. 


Los  imputados,  Agapito  Argueta  e Isauro 
Arreaga,  negaron  haber  cometido  el  delito 
de  que  se  les  acusa.  Los  dos  afirmaron  que, 
entre  ocho  y nueve  de  la  mañana  del  vein- 
tiocho de  julio  estaban  en  la  ciudad  de  San- 
ta Cruz  del  Quiché,  y,  que  por  haberlos  vis- 
to, podían  declarar  a ese  respecto,  Francis- 
co Pereira,  Leopoldo  López,  Salvador  E.  Avi- 
la, Casimiro  Gutiérrez,  Diego  Cifuentes, 
Carlos  Méndez  Soto,  Jacinto  Mendizábal, 
Rómula  Barrientos,  Daniel  García  y Leo- 
poldo López;  mas,  si  bien  todas  estas  per- 
sonas están  acordes  en  que  vieron  en  la 
indicado  población  a los  acusados,  no  se  ha- 
llan de  acuerdo  en  la  fecha.  Unos  afirman 
que  fué  el  veintinueve,  otros  el  veintiocho 
y,  los  más,  en  los  últimos  días  del  mes  de 
julio. 

El  acusado  Carlos  Argueta, ‘también  negó 
el  hecho  que  le  imputa  Juan  Bautista  San- 
tiago; y,  con  los  dichos  de 'Francisco  Batén 
y Guillermo  López  justificó  que  en  la  fecha 
y hora  mencionadas  por  el  acusador  se  en- 
contraba en  casa  de  Pedró  Méndez,  ubica- 
da en  el  poblado  de  Santa  María  de  la  ju- 
risdicción de  San  Pedro  Jocopilas.  Este  he- 
cho también  lo  corroboran  con  sus  deposi- 
ciones el  propio  Méndez,  Julián  López  y 
Daniel  Santiago,  las  que  si  bien  son  vagas  en 
lo  que  respecta  a la  fecha,  sin  embargo  es- 
tán conformes  en  lo  esencial. 

La  defensa,  asimismo,  demostró  con  el  in- 
forme que  obra  en  los  autos,  que  Juan  Bau- 
tista Santiago  está  procesado  por  homicidio, 
cometido  en  las  personas  del  padre  de  los 
Argueta  y tío  de  Isauro  Arreaga,  siendo  acu- 
sador uno  de  ellos. 

De  este  hecho  deduce  que  el  móvil  de  la 
sindicación  que  les  hace  el  referido  Santia- 
go, es  evitar  que  sigan  sosteniendo  la  acu- 
sación y cesen  de  perseguirlo  por  esa  causa. 

De  los  hechos  que  se  dejan  relacionados 
deduce  la  Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones las  presunciones  que  siguen;  y en 
las  cuales  funda  su  fallo  condenatorio  con- 
tra los  individuos  Arreaga  y Argueta : 

a)  La  enemistad  de  los  procesados  con 
el  lesionado,  por  la  circunstancia  de  haber- 
le dado  muerte  éste  al  padre  de  Agapito  y 
pariente  de  Isauro,  por  lo  que  se  halla  pro- 
cesado Juan  Bautista  Santiago; 
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b)  Que  tanto  Agapito  Argueta  como  Isau- 
ro  Arreaga  fueron  perseguidos  inmediata- 
mente después  de  los  disparos,  por  Cande- 
lario Herrera  y Lisandro  Mérida; 

c)  Que  estas  mismas  personas  los  vieron 
pasar  llevando  armas  de  fuego  el  día  de  au- 
tos por  aquellos  lugares,  Juan  Samayoa,  Vi- 
cente Mérida,  Tomás  Chávez  y Cándido 
López ; 

d)  Que  la  prueba  de  coartada  propuesta 
por  los  acusados,  les  fué  negativa;  y, 

e)  Que  no  obstante  que  los  dos  enjuicia- 
dos residen,  uno  en  Aguacatáji,  del  departa- 
mento de  Huehuetenango  y el  otro  en  Saca- 
pulas,  de  la  jurisdicción  departamental  del 
Quiché,  sin  embargo  estaban  juntos  y arma- 
dos en  el  lugar  del  suceso. 

Apoyada  la  Sala  sentenciadora  en  las  pre- 
sunciones que  se  dejan  relacionadas,  dictó 
el  fallo  contra  el  que  Agapito  Argueta  e Isau- 
ro  Arreaga,  con  auxilio  del  Abogado  Alber- 
to Herrera,  introdujeron  el  recurso  de  casa- 
ción que  se  examina,  citando  como  violados 
los  artículos  566,  568,  570,  573,  574,  581,  583, 
584,  585,  586,  587,  598,  599,  600,  673,  674, 
675,  676  y 680,  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  si  bien  es  exac- 
to que  el  Tribunal  de  Casación,  basado  en 
las  prescripciones  legales  y en  los  princi- 
pios de  justicia,  ha  sostenido  la  jurispru- 
dencia de  que  el  recurso  extraordinario  da 
casación  no  procede  cuando  se  trata  de  eje- 
cutorias apoyadas  en  presunciones  huma- 
nas, también  lo  es  que,  para  ello,  es  indis- 
pensable que  los  hechos  fundamentales  de 
ellas,  se  encuentran  debidamente  justifica- 
dos, de  conformidad  con  la  ley  procesiva;  lo 
que  no  acontece  en  el  caso  sub  jiidice. 

En  efecto,  la  Sala  sentenciadora  funda  la 
presunción  marcada  con  la  letra  “b",  en  los 
dichos  de  los  testigos  Candelario  Herrera  y 
Lisandro  Mérida,  personas  que  no  están  de 
acuerdo  en  sus  deposiciones,  pues  mien- 
tras que  el  acusador  asevera  que  fué  lesio- 
nado como  a las  ocho  de  la  mañana,  el  de- 
clarante Herrera  afirma:  que  como  alas  on- 
ce de  la  mañana  aludida,  al  oir  las  dos  deto- 
naciones ordenó  a su  ayudante  Mérida  a 
que  fuera  a darle  aviso  de  lo  ocurrido  al  en- 
cargado de  las  milicias  de  Xetenán;  y Méri- 


da sostiene  que  tal  orden  le  fué  dada  como  a 
las  doce  horas.  Además,  los  dos  testimo- 
niantes manifestaron  que  persiguieron  a los 
agresores  de  Santiago,  siendo  éstos  Agapito 
y Carlos  Argueta,  Isauro  Arreaga  y un  des- 
conocido, mas,  es  el  caso  que  en  el  juicio 
criminal  existe  prueba  plena  de  que  Carlos 
Argueta,  se  encontraba  en  la  fecha  de  autos 
en  la  jurisdición  municipal  de  San  Pedro 
Jocopilas,  prueba  que  el  mismo  Tribunal  de 
alzada  calificó  y,  fué  en  la  que  se  basó  para 
absolver  al  citado  Carlos  Argueta,  del  cargo 
que  se  le  formulara.  Luego,  en  tal  situa- 
ción, las  declaraciones  de  dichos  individuos 
adolecen  de  los  vicios  que  señala  el  inciso 
U del  artículo  583,  Procedimientos  Penales, 
y,  por  ende,  carecen  de  verdad  legal,  por  lo 
que  resulta  improbada  la  presunción  aludi- 
da al  principio. 

La  señalada  con  la  letra  "c",  también  no 
tiene  base  legal,  desde  el  momento  en  que 
las  deposiciones  de  los  testigos  Juan  Sama- 
yoa, Vicente  Mérida,  Tomás  Chávez  y Cán- 
dido López  tampoco  son  válidas  en  juicio, 
por  ser  contradictorias  entre  si  y con  los  tes- 
timoniantes que  se  dejan  mencionados  en 
el  párrafo  anterior.  Ninguno  de  estos  se- 
ñores está  conforme  con  respecto  a la  hora 
y lugar  por  donde  vieron  pasar  a los  pre- 
suntos agresores.  Los  declarantes  del  pri- 
mer grupo  aseveran  que  vieron  huir  a los 
dos  hermanos  Argueta,  a Isauro  Anega  y a 
un  desconocido ; y los  del  segundo  grupo  so- 
lamente vieron  a Isauro  Arreaga,  Agapito  Ar- 
gu.eta  y dos  individuos  desconocidos.  Por 
otra  parte,  con  los  dichos  de  más  de  dos  tes- 
tigos, la  defensa  justificó  de  una  manera 
plena  la  tacha  legal  que  le  hizo  a los  testi- 
moniantes Juan  y Rutilo  Samayoa;  de  don- 
de se  desprende  que  no  están  probados  los 
hechos  en  que  se  apoya  la  presunción  mar- 
cada con  la  letra  “c"  ya  citada. 

Luego,  hallándose  en  tal  situación  jurídi- 
ca los  dos  indicios  señalados  con  las  letras 
“b"  y "c”,  que  son  los  que  al  estar  probados 
los  hechos  básicos  de  ellos  llevarían  al  áni- 
mo judicial  el  convencimiento  de  la  culpa- 
bilidad de  los  enjuiciados,  por  su  fuerza  y 
por  su  enlace  natural,  es  indudable  que  falta 
la  plena  prueba  que  requiere  la  ley  para  dic- 
tar un  fallo  condenatorio,  porque  las  pre- 
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sunciones  que  la  Sala  sentenciadora  señala 
con  las  letras  “a’,  "d”  y "e”,  no  son  suficien- 
tes por  sí  solas  para  poner  en  evidencia  la 
responsabilidad  penal  de  Agapito  Argueta 
y de  Isauro  Arreaga,  como  autores  del  deli- 
to pesquisado;  más  si  dejan  margen  para 
dudar  de  su  inocencia. 

En  virtud  de  lo  que  se  deja  relacionado, 
aparece  de  manifiesto  que  la  Sala  6’  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  al  resolver  en  la  for- 
ma en  que  lo  hizo  violó  los  artículos  568, 
573,  587  y 595,  Procedimientos  Penales,  por 
lo  que  procede  la  admisión  del  recurso,  para 
casar  y anular  la  ejecutoria  de  que  se  ha  ve- 
nido haciendo  mérito,  con  el  fin  de  resolver 
en  lo  principal  lo  que  proceda  en  derecho. 

CONSIDERANDO:  que  dada  la  natura- 
leza y gravedad  del  delito  de  lesiones  que 
se  halla  preestablecido  en  los  autos,  y que 
hay  motivos  suficientes  para  dudar  de  la 
inocencia  de  los  enjuiciados,  tanto  más  que 
está  pendiente  de  captura  otra  persona  sin- 


dicada por  el  acusador,  es  procedente  limi- 
tar a la  instancia  la  absolución  de  los  indi- 
viduos Isauro  Arreaga  y Agapito  Argueta,  ya 
que  hay  esperanza  de  que  se  mejore  la  prue- 
ba, que  ahora  falta  para  poder  reputarlos 
como  autores  del  hecho  pesquisado.  Articu- 
los  259,  568  y 730,  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO;  el  Tribunal  de  Casación, 
con  apoyo  en  las  leyes  que  deja  citadas  y en 
lo  que  disponen  los  artículos  686  y 687,  Pro- 
cedimientos Penales,  casa  y anula  la  ejecu- 
toria recurrida,  y resolviendo  en  lo  princi- 
pal, absuelve  de  la  instancia  a Isauro  Arrea- 
ga y Agapito  Argueta,  y deja  abierto  el  proce- 
dimiento para  cuando  sea  lograda  la  captura 
de  la  otra  persona  sindicada  por  el  acusador. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos. 

J,  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Argue- 
ta S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mi,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


ESTADO  DE  CRIMINALIDAD  DURANTE  EL  MES  DE  OCTUBRE  DE  1933 
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CUADRO  ESTADISTICO 

DE  LAS  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA 
DURANTE  EL  MES  DE  OCTUBRE  DE  193J 


TRIBUNALES 

RAMO  CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Totales 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

12 

2 

106 

260 

42 

II 

313 

Corte  de  Apelaciones: 

Sala  Primera 

117 

37 

7 

161 

M5 

67 

37 

249 

Sala  Segunda 

g8 

27 

7 

132 

J35 

.38 

60 

253 

Sala  Tercera 

54 

27 

6 

87 

165 

32 

262 

Sala  Cuarta 

89 

28 

I 

. 118 

225 

42 

35 

302 

Sala  Quinta 

11 

2 

I 

14 

155 

20 

89 

264 

Sala  Sexta 

25 

9 

2 

36 

190 

31 

38 

259 

Juzga4f>s  de  /?■  Instancia  Departamentales: 

i9  de  Guatemala 

657 

423 

18 

1098 

2?  de  Guatemala 

726 

3‘5 

28 

io6q 

3?  de  Guatemala 

398 

176 

8 

582 

64 

Alta  Verapaz 

37 

86 

6 

129 

379 

94 

15 

488 

Baja  Verapaz 

100 

50 

3 

153 

343 

lio 

16 

469 

Chimaltenango 

144 

53 

6 

203 

684 

171 

19 

874 

Chiquimula 

107 

36 

2 

145 

6c8 

195 

38 

841 

Escuidtla 

42 

40 

2 

84 

362 

S6 

19 

437 

45 

Jalapa 

34 

21 

2 

57 

61 

II 

440 

jutiapa 

321 

36 

4 

361 

495 

176 

22 

693 

Fetén 

30 

8 

2 

40 

260 

30 

5 

295 

48 

689 

2?  de  Quezaltenango 

122 

60 

6 

188 

II7 

128 

36 

281 

Quiché 

66 

39 

3 

lOÍ' 

423 

126 

44 

593 

Retalhuleu 

80 

43 

1 

124 

S18 

82 

3 

903 

Sacatepéquez 

63 

58 

I 

122 

271 

55 

4 

330 

San  Marcos 

87 

38 

3 

128 

210 

J31 

23 

364 

Santa  Rosa 

57 

28 

3 

88- 

328 

151 

17 

496 

Sololá 

28 

2 

66 

454 

160 

12 

626 

18 

Totooicapáü 

17 

- 8 

2 

27 

420 

63 

16 

99 

Zacapa 

95 

70 

2 

167 

685 

205 

22 

912 

104 

114 

227 

Totales 

4,137 

1,950 

130 

6,217 

13.474 

4,134 

829 

18,437 

RESUMEN 

DEL  ESTADO  DE  CRIMINALIDAD  DURANTE  EL  MES  DE  OCTUBRE  DE  1933 


CATEGORIA  DE  LOS  DELITOS 

REGIONES 

TOTAL 

Porcentajes 

Centro 

Occidente 

Orienté 

Norte 

vSur 

Contra  la  seguridad  interior  del  Estado 

4 

7 

8 

3 

4 

26 

— 4.92 

De  falsedad 

3 

2 

I 

I 

I 

8 

— I-5Í 

Contra  las  personas 

26 

16 

34 

10 

25 

III 

— 21.02 

Contra  la  honestidad 

12 

n 

II 

I 

19 

54 

— 10.23 

Contra  la  propiedad 

52 

24 

3 

14 

19 

112 

— 21.22 

Contra  la  Hacienda  Pública 

26 

113 

ID 

20 

6 

175 

— 33-15  - 

Delitos  militares 

6 

3 

I 

I 

I 

12 

— 2.27 

Sumas 

133 

182 

83 

50 

80 

528 

— loo 

Porcentajes 

25-19 

34.47 

15-72 

9-47 

15-15 

100% 

Departamento  de  Estadística  Judicial:  Guatemala,  14  de  noviembre  de  1933. 


M.  PACHECO  RAMIREZ, 

Oficial  Mayor. 
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CUADRO  ESTADISTICO 

DE  LAS  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 
DURANTE  EL  MES  DE  NOVIEMBRE  DE  1933 


TRIBUNALES 

RAMO  CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Totales 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

74 

13 

2 

89 

223 

56 

14 

293 

Corte  de  Apelaciones: 

Sala  Primera 

J20 

30 

6 

156 

108 

82 

46 

236 

Sala  Segunda 

65 

19 

: 

85 

126 

48 

30 

204 

Sala  Tercera 

62 

26 

93  • 

140 

40 

44 

224 

Sala  Cuarta 

90 

33 

1 

124 

228 

46 

32  ■ 

306 

Sala  Quinta 

14 

4 

I 

19 

117 

24 

86 

227 

Sala  Sexta 

35 

6 

I 

42 

183 

56 

6i 

300 

Juzgados  de  Instancia  Departamentales: 

i9  dé  Guatemala 

396 

334 

33 

763 

2?  de  Guatemala 

630 

322 

14 

966 

39  de  Guatemala 

414 

148 

8 

570 

k 1.411 

66 

Alta  Verapaz 

12 

88 

I 

lOI 

389 

lio 

6 

505 

Baja  Verapaz 

92 

34 

I2b 

329 

65 

II 

405 

Chimaltenango 

I02 

55 

157 

723 

107 

20 

S40 

Chiquimula 

34 

20 

1 

55 

605 

X72 

26 

Escuintla 

54 

32 

4 

90 

500 

91 

17 

608 

iiS 

118 

Izabal 

42 

32 

1 

75 

385 

73 

8 

466 

Jalapa 

43 

18 

I 

62 

377 

74 

IX 

462 

38 

19 

X?  de  Quezaltenango 

109 

51 

2 

162 

470 

220 

27 

717 

29  de  Quezaltenango 

178 

55 

1 

234 

135 

J32 

44 

311 

Retalhuleu 

41 

31 

2 

74 

688 

104 

10 

802 

Sacatepéquez 

65 

52 

117 

324 

49 

5 

378 

San  Marcos 

87 

48 

I 

136 

443 

156 

19 

618 

Santa  Rosa 

81 

26 

I 

108 

304 

153 

11 

468 

Sololá 

14 

29 

X 

44 

294 

179 

9 

482 

Suchitepéquez 

3S 

27 

65 

2x0 

120 

9 

339 

Totonicapán 

22 

15 

37 

428 

52 

14 

494 

Zacapa 

86 

74 

2 

162 

591 

246 

26 

863 

Auditoría  de  Guerra  Departamental 

162 

105 

7 

274 

Totales 

3.538 

1.736 

90 

5,364 

X2,97i 

3.952 

723 

17,646 

RESUMEN 

DEL  ESTADO  DE  CRIMINALIDAD  DURANTE  EL  MES  DE  NOVIEMBRE  DE  1933 


CATEGORIA  DE  LOS  DELITOS 

REGIONES 

TOTAL 

Porcentajes 

Centro 

Occidente 

Oriente 

Norte 

Sur 

Contra  la  seguridad  interior  del  Estado 

5 

3 

5 

4 

6 

23 

— 3.97 

De  falsedad 

4 

2 

2 

7 

2 

14 

— 2.94 

En  ejercicio  de  cargos  públicos 

7 

20 

2 

I 

4 

34 

— 5-87 

Contra  las  personas 

27 

32 

34 

17 

24 

134 

— 23.14 

Contra  el  honor 

14 

iS 

11 

10 

58 

— xo;o2 

Contra  el  estado  civil 

4 

\ 2 

5 

2 

4 

17 

— 2.94 

Contra  la  propiedad 

46 

20 

14 

13 

14 

107 

— 18.48 

Contra  la  Hacienda  Pública 

19 

1X2 

18 

13 

10 

172 

— 29-71 

— 2.76 

Sumas 

128 

212 

101 

62 

76 

579 

— 100  00 

Porcentajes 

22.11 

36.61 

17.44 

XO.71 

13.13 

=100% 

Departamento  de  Estadística  Judicial:  Guatemala,  26  de  febrero  de  1933. 


M.  PACHECO  RAMIREZ, 

Ofícial  Mayor. 
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CUADRO  ESTADISTICO 


DE  LAS  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 
DURANTE  EL  MES  DE  DICIEMBRE  DE  1933 


TRIBUNALES 

RAMO  CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Totales 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

65 

5 

4 

74 

104 

59 

21 

184 

Corte  de  Apelaciones: 

Sala  Primera 

105 

17 

4 

126 

74 

58 

15 

J47 

Sala  Segunda 

77 

17 

2 

96 

140 

37 

58 

235 

Sala  Tercera 

43 

13 

2 

58 

131 

36 

30 

197 

Sala  Cuarta 

84 

15 

2 

lOI 

20 

22 

20 

62 

Sala  Quinta .1 

10 

6 

2 

18 

96 

17 

66 

179 

34 

44 

147 

41 

36 

224 

Juzgados  de  i?  Instancia  Departamentales: 

I?  de  Guatemala 

492 

301 

11 

804 

2?  de  Guatemala 

514 

201 

15 

730 

3?  de  Guatemala 

410 

161 

6 

577 

18 

Amatitlán 

51 

8 

I 

16 

392 

44 

7 

443 

Alta  Verapaz 

• 20 

57 

1 

78 

323 

107 

II 

441 

Baja  Verapaz 

73 

40 

2 

115 

3>5 

71 

13 

399 

Chknaltenango 

7S 

26 

J04 

566 

120 

17 

703 

Chiquimula 

39 

29 

3 

71 

480 

122 

13 

615 

Escuintla 

42 

23 

1 

66 

235 

76 

14 

325 

Huehuetenango 

75 

14 

89 

361 

' 112 

13 

486 

Izabal 

47 

32 

I 

80 

368 

79 

7 

454 

Jalapa 

41 

20 

3 

64 

375 

59 

15 

449 

43 

I 

Fetén... 

13 

2 

16 

299 

5 

2 

306 

i9  de  Quezaltenango 

82 

33 

1 

116 

300 

235 

34 

569 

2?  de  Quezaltenango 

lio 

36 

• 6 

152 

63 

100 

19 

182 

Quiché 

74 

25 

3 

102 

397 

116 

19 

532 

Sacatepéquez 

5.3 

38 

3 

94 

290 

68 

16 

374 

San  Marcos 

86 

41 

1 

128 

298 

148 

15 

461 

Santa  Rosa 

76 

25 

101 

296 

2C0 

14 

510 

Sololá.. 

16 

33 

49 

371 

222 

8 

601 

Suchitepéquez 

29 

36 

I 

66 

313 

14 

472 

58 

Zacapa...’. , 

66 

52 

3 

121 

551 

187 

12 

750 

Auditoría  de  Guerra  Departamental 

¡14 

98 

6 

218 

Totales 

3,114 

1,408 

So 

4,602 

10,867 

3,968 

607 

15.442 

RESUMEN 

DEL  ESTADO  DE  CRIMINALIDAD  DURANTE  EL  MES  DE  DICIEMBRE  DE  1933 


CATEGORIA  DE  LOS  DELITOS 

REGIONES 

TOTAL 

Porcentajes 

Centro 

Occidente 

Oriente 

Norte 

Sur 

Contra  la  seguridad  interior  del  Estado 

8 

28 

2 

3 

6 

47 

— 7-77 

oió 

En  ejercicio  de  cargos  públicos 

i 2 

12 

7 

3 

5 

4 

— 4-79 

Contra  las  personas 

1 23 

25 

24 

11 

25 

108 

— 17.86 

Contra  la  honestidad 

i 8 

6 

4 

3 

10 

31 

— S-t2 

Contra  la  seguridad  y libertad 

II 

6 

3 

2 

3 

25 

— 4-13 

Contra  la  propiedad 

63 

24 

28 

23 

16 

1.54 

— 25.45 

Contra  la  Hacienda  Pública 

27 

108 

9 

27 

11 

182 

— 30.09 

A 

• I 

17 

Sumas 

146 

226 

83 

72 

78 

1 605 

— 100.00 

Porcentajes 

24.14 

37-35 

13.72 

11.90 

12.89 

1 100% 

Departamento  de  Estadística  Judicial:  Guatemala,  22  de  enero  de  1934. 


M.  PACHECO  RAMIREZ 

Oñcial  Mayor. 
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LABORES  DE  LA  CORTE  DE  APELACIONES 
Ponencias  de  los  señores  Magistrados,  durante  el  mes  de  octubre  de  1933 


SALA  PRIMERA 

magistrado: 

RICARDO  ORTIZ  S. 

magistrado: 

LUIS  BARRUTIA 

magistrado: 

RAFAEL  ORDÓÑKZ  S. 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

19 

26 

1 

8 

20 

34 

9 

22 

5 

15 

14 

37 

8 

19 

I 

14 

9 

33 

45 

9 

54 

31 

20 

51 

27 

15 

42 

SALA  SEGUNDA 

magistrado; 

FRANCISCO  MENÉNDEZ 

magistrado: 

OCTAVIO  AGUILAR 

magistrado: 

J.  LORENZO  hurtado 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

13 

«7 

2 

iS 

15 

35 

4 

18 

2 

25 

6 

43 

10 

23 

3 

17 

13 

40 

30 

20 

50 

22 

27 

49 

33 

20 

53 

SALA  TERCERA 

magistrado; 

RAFAEL  NülLA 

magistrado: 

ROSALÍO  reyes 

MAGISTRADO: 

TEODORO  DÍAZ  M. 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

6 

7 

I 

23 

7 

30 

II 

14 

I 

17 

12 

31 

10 

11 

4 

25 

14 

36 

13 

24 

37 

25 

18 

43 

21 

29 

50 

SALA  CUARTA 

MAGISTRADO: 

EULOGIO  GONZÁLEZ  R. 

MAGISTRADO: 

JESÚS  UNDA  MORILLO 

MAGISTRADO: 

ABEL  B.  MONTÚFAR 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

s 

8 

1 1 

8 

Ramo  Penal 

21 

10 

31 

10 

12 

22 

13 

24 

Sumas 

33 

10 

43 

18 

13 

31 

19 

13 

32 

SALA  QUINTA 

magistrado: 

J.  LUIS  P.  VARGAS 

magistrado: 

DANIEL  ARELLANO  h. 

magistrado: 

RAMÓN  cadena 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Ramo  Penal 

10 

30 

40 

4 

31 

35 

4 

27 

31 

Sumas 

II 

30 

41 

4 

31 

35 

4 

28 

32 

SALA  SEXTA 

magistrado: 

FRANCISCO  E.  RODRÍGUEZ 

magistrado: 

AUGUSTO  LINARES  L. 

MAGISTRADO: 

J.  LEANDRO  RODAS 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

4 

12 

5 

4 

6 

Ramo  Penal 

13  • 

25 

í9 

23 

15 

6 

21 

Sumas 

:6 

13 

29 

9 

20 

29 

15 

7 

22 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  11  de  noviembre  de  1933. 
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LABORES  DE  LA  CORTE  DE  APELACIONES 
Ponencias  de  los  señores  Magistrados,  durante  el  mes  de  noviembre  de  1933 


magistrado: 

magistrado: 

magistrado: 

SALA  PRIMERA 

RICARDO  ORTIZ  S. 

LUIS  BARRUTIA 

RAFAEL  ORDüÑEZ  S. 

Autos 

■ Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Ramo  Civil 

i6 

I 

17 

7 

2 

9 

7 

3 

10 

23 

8 

31 

33 

47 

26 

24 

39 

48 

40 

16 

56 

33 

27 

60 

MAGISTRADO: 

magistrado: 

MAGISTRADO: 

SALA  SEGUNDA 

FRANCISCO  MENÉNDEZ 

OCTAVIO  AGLTLAR 

J.  LORENZO  HURTADO  P. 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

8 

Ramo  Penal 

13 

12 

25 

19 

10 

29 

16 

8 

24 

Sumas 

15 

13 

28 

28 

10 

3S 

24 

8 

32 

MAGISTRADO: 

MAGISTRADO: 

MAGISTRADO: 

RAFAEL  NUILA 

ROSALÍO  REYES 

TEODORO  DIAZ  M. 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Ramo  Penal 

21 

20 

41 

11 

10 

21 

8 

14 

22 

Sumas 

25 

21 

46 

20 

10 

30 

iS 

18 

36 

El  señor  Magistrado  suplente  Licenciado  Pedro  Amézquita,  dictó  durante  el  presente  mes,  3 autos  civiles. 


MAGISTRADO: 

magistrado; 

magistrado: 

SALA  CUARTA 

EULOGIO  GONZÁLEZ  R. 

JESÚS  UNDA  MURILLO 

ABEL  V.  MONTÚFAR 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Ramo  Penal 

iS 

9 

27 

15 

TO 

25 

Í3 

13 

26 

Sumas 

32 

9 

41 

24 

10 

34 

23 

14 

37 

SALA  QUINTA 

magistrado: 

J.  LUIS  P.  VARGAS 

magistrado: 

DANIEL  ARELLANO  h. 

magistrado: 

RAMÓN  CADENA 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Ramo  Penal 

6 

25 

31 

5 

28 

33 

9 

33 

42 

Sumas 

8 

25 

33 

6 

29 

35 

11 

33 

44 

SALA  SEXTA 

magistrado: 

francisco  e.  rodríguez 

magistrado: 

augusto  linares  l. 

magistrado: 

J.  LEANDRO  rodas 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

4 

17 

Ramo  Penal 

16 

33 

17 

20 

37 

22 

25 

47 

Sumas  

21 

17 

3S 

18 

20 

38 

23 

25 

4b 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  7 de  diciembre  de  1933. 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


495 


LABORES  DE  LA  CORTE  DE  APELACIONES 
Ponencias  de  los  señores  Magistrados,  durante  el  mes  de  diciembre  de  1933 


magistrado: 

magistrado: 

MAGISTRADO: 

SALA  PRIMERA 

RICARDO  ORTIZ  SANCHEZ 

1.UIS  BARRUTIA 

RAFAEL  ORDÓÑEZ  S. 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Ramo  Civil 

10 

I 

11 

4 

2 

6 

3 

I 

4 

Ramo  Penal 

9 

5 

14 

23 

6 

29 

26 

4 

30 

Sumas  

19 

6 

25 

27 

8 

35 

29 

5 

34 

SALA  SEGUNDA 

MAGISTRADO: 

FRANCISCO  MENÉNDEZ 

MAGISTRADO: 

OCTAVIO  AGUILAR  C. 

magistrado: 

J.  LORENZO  HURTADO  P. 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

6 

8 

32 

Ramo  Penal 

13 

20 

33 

13 

17 

30 

II 

21 

Sumas 

iS 

21 

39 

iS 

17 

35 

18 

22 

40 

SALA  TERCERA 

MAGISTRADO: 

RAFAEL  NUILA 

MAGISTRADO! 

ROSALÍO  REYES 

magistrado: 

TEODORO  DÍAZ  M. 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Ramo  Civil 

Ramo  Penal 

6 

12 

9 

6 

21 

4 

II 

I 

13 

5 

24 

2 

13 

i 

8 

3 

21 

Sumas 

.3 

=7 

14 

29 

15 

9 

24 

El  señor  Magistrado  suplente,  Licenciado  Pedro  Amézquita,  dictó  i auto  en  el  Ramo  Civil. 


SALA  CUARTA 

magistrado: 

EULOGIO  GONZÁLEZ  R. 

magistrado: 

JESÚS  UNDA  MURILLO 

magistrado: 

ABEL  V.  MONTÚFAR 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

19 

19 

Sumas 

23 

2 

2 

13 

II 

24 

magistrado: 

magistrado: 

magistrado: 

SALA  QUINTA 

J 

LUIS  P.  VARGAS 

DANIEL  ARELLANO,  h. 

ramón  cadena 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

5 

20 

25 

4 

26 

30 

7 

20 

27 

Sumas 

7 

21 

28 

27 

34 

8 

20 

28 

SALA  SEXTA 

magistrado: 

francisco  e.  rodríguez 

magistrado: 

augusto  linares  l. 

magistrado: 

J.  LEANDRO  RODAS 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Autos 

Sentencias 

Total 

Ramo  Penal  

14 

12 

26 

13 

14 

27 

14 

11 

25 

Sumas 

17 

12 

29 

20 

14 

34 

14 

II 

25 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  23  de  enero  de  1934. 
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